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SENADO DE PUERTO RICO 
DIARIO DE SESIONES 

PROCEDIMIENTOS Y DEBATES DE LA  

DECIMOCTAVA ASAMBLEA LEGISLATIVA 
CUARTA SESION ORDINARIA 

                        AÑO 2018 

VOL. LXVI San Juan, Puerto Rico Jueves, 8 de noviembre de 2018 Núm. 22 

A las tres y tres minutos de la tarde (3:03 p.m.) de este día, jueves, 8 noviembre de 2018, el 
Senado reanuda sus trabajos bajo la Presidencia del señor Thomas Rivera Schatz. 
 

ASISTENCIA 
 
Senadores: 

Eduardo Bhatia Gautier, Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Juan M. Dalmau 
Ramírez, José L. Dalmau Santiago, Zoé Laboy Alvarado, Miguel Laureano Correa, Ángel R. Martínez 
Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, José R. Nadal Power, Abel Nazario Quiñones, Henry E. Neumann 
Zayas, Margarita Nolasco Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, Miguel A. 
Pereira Castillo, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Carlos J. Rodríguez Mateo, Miguel 
Romero Lugo, Axel Roque Gracia, Lawrence N. Seilhamer Rodríguez, Cirilo Tirado Rivera, Aníbal 
J. Torres Torres, José A. Vargas Vidot, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda Venegas Brown y Thomas 
Rivera Schatz, Presidente. 
 

SR. PRESIDENTE: Se reanudan los trabajos del Senado de Puerto Rico hoy jueves, 8 de 
noviembre, a las tres y tres de la tarde (3:03 p.m.). 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, muy buenas tardes, solicitamos dar comienzo con 
el Orden de los Asuntos. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a proceder con la Invocación, la misma 

estará a cargo de un amigo de la casa, Pastor Ramón Ortiz. 
 

INVOCACIÓN Y/O REFLEXIÓN 
 

El Pastor Ramón Ortiz procede con la Invocación. 
 

PASTOR ORTIZ: Muchas gracias.  Agradecemos al Presidente del Senado, honorable Thomas 
Rivera Schatz, por la oportunidad de llevar los trabajos de hoy ante nuestro Padre Celestial.  Antes de 
eso, nos unimos a las muestras de cariño y respeto por la partida del expresidente del Partido Popular 
Democrático y exrepresentante, el honorable Héctor Ferrer Ríos, un ser extraordinario que nos enseñó 
la pasión de trabaja por lo que uno ama y, sobre todo, dejarnos un legado de servicio al prójimo. 

Quisiera compartir con ustedes, antes de la Innovación, el Salmo 91, que dice así: “El que 
habita al abrigo del Altísimo morará bajo la sombra del Omnipotente.  Diré yo a Jehová: Esperanza 
mía y castillo mío; mi Dios, en quien confiaré.  Él te librará del lazo del cazador, de la peste 
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destructora, con sus plumas te cubrirá y debajo de sus alas estarás seguro.  Escudo y adarga es su 
verdad.  No temerás el terror nocturno ni saeta que vuele de día ni pestilencia que ande en oscuridad 
ni mortandad que en medio del día destruya.  Caerán a tu lado mil y diez mil a tu diestra, mas a ti no 
llegará.  Ciertamente con tus ojos mirarás y verás la recompensa de los impíos porque has puesto a 
Jehová, que es mi esperanza, al Altísimo por tu habitación, no te sobrevendrá mal ni plaga tocará tu 
morada, pues a sus ángeles mandará cerca de ti que te guarden en todos sus caminos, en las manos te 
llevarán para que tu pie no tropiece en piedra.  Sobre el león y el áspid pisarás, hollarás al cachorro 
del león y al dragón.  Por cuanto en mí ha puesto su amor, yo también lo libraré, le pondré en alto por 
cuanto ha conocido mi Nombre.  Me invocará y yo le responderé: Con El estaré yo en la angustia, lo 
libraré y le glorificaré, lo saciaré de larga vida y le mostraré mi salvación”.  Amén. 

Oramos.  Jehová de los ejércitos, sea tu Nombre alabado en este lugar, reconocemos tu señorío 
y tu presencia en este Hemiciclo, damos gloria al nombre que es sobre todo nombre que se nombra en 
el cielo, en la tierra y debajo de la tierra, damos gloria y entonamos el nombre de Jesús de Nazaret en 
este lugar.  Te pedimos, Espíritu Santo de Dios, que nos bendigas, que nos guardes; te pedimos cuides 
y protejas a nuestros familiares y seres queridos, que traigas sabiduría, paz, fuerza y entendimiento a 
cada honorable senador y senadora en este lugar; que podamos trabajar unidos por el bien común y 
por los más necesitados; que dejemos siempre un legado de honor en todas nuestras decisiones, 
siempre pensando en nuestro país y en las futuras generaciones.  Te pedimos que todos los asuntos de 
hoy transcurran en paz.  Todas estas cosas te las pedimos en el nombre del Padre, del Hijo y del 
Espíritu Santo.  Amén. 

SR. PRESIDENTE: Amén.  Gracias. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Muchas gracias al Pastor Ramón Ortiz. 
Señor Presidente, solicitamos continuar con el Orden de los Asuntos. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
APROBACIÓN DEL ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR 

 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a proponer que se posponga la aprobación 

del Acta de la sesión anterior. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
(Queda pendiente de aprobación el Acta correspondiente al miércoles, 7 de noviembre de 

2018). 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos continuar con el Orden de los Asuntos. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
PETICIONES DE TURNOS INICIALES AL PRESIDENTE 

 
SR. PRESIDENTE: No hay compañeros solicitando turno, vamos al próximo asunto. 

 
INFORMES POSITIVOS DE COMISIONES PERMANENTES,  

ESPECIALES Y CONJUNTAS 
 

La Secretaría da cuenta de los siguientes Informes Positivos de Comisiones Permanentes:  
 

De la Comisión de Hacienda, un informe, proponiendo la aprobación de la R. C. del S. 328, 
con enmiendas, según el entirillado electrónico que se acompaña. 
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De la Comisión sobre Relaciones Federales, Políticas y Económicas, dos informes, 
proponiendo la aprobación de los P. del S. 950 y 1000, con enmiendas, según los entirillados 
electrónicos que se acompañan. 

De la Comisión de Educación y Reforma Universitaria, dos informes, proponiendo la 
aprobación del P. de la C. 53; y la R. C. de la C. 348, sin enmiendas. 

De la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura, tres 
informes, proponiendo la aprobación del P. del S. 1102; el P. de la C. 1386; y la R. C. del S. 320, con 
enmiendas, según los entirillados electrónicos que se acompañan. 

De la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura, siete 
informes, proponiendo la aprobación de los P. de la C. 617, 1381, 1504 y 1723; la R. C. del S. 312; y 
las R. C. de la C. 228 y 287, sin enmiendas. 

De la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura, cinco 
terceros informes, proponiendo la aprobación de las R. C. del S. 7, 64, 84, 145 y 146, con enmiendas, 
según los entirillados electrónicos que se acompañan. 

De la Comisión de Turismo y Cultura, un informe, proponiendo la aprobación del P. del S. 
1103, con enmiendas, según el entirillado electrónico que se acompaña. 

De la Comisión de Desarrollo del Oeste, un informe, proponiendo la aprobación del P. de la 
C. 1670, sin enmiendas. 

Del Comité de Conferencia designado para atender las diferencias surgidas en torno al P. del 
S. 857, un informe proponiendo su aprobación tomando como base el texto enrolado con las 
enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que se acompaña. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se reciban. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, solicitamos continuar con el Orden de los Asuntos. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
 

RELACION DE PROYECTOS DE LEY Y RESOLUCIONES 
 

La Secretaría da cuenta de la siguiente Relación e informa que han sido recibidos de la Cámara 
de Representantes y referidos a Comisión por el señor Presidente los siguientes Proyectos de Ley, 
cuya lectura se prescinde a moción del señor Carmelo J. Ríos Santiago: 
 

PROYECTOS DE LA CÁMARA 
 
P. de la C. 13 
Por el señor Méndez Núñez: 
 
“Para prohibir a los jefes de agencias y/o funcionarios de confianza del Gobierno de Puerto Rico 
utilizar su voz y/o imagen para realizar anuncios o pautas publicitarias de cualquier tipo sufragadas 
con fondos públicos, incluyendo, pero sin limitarse, a: televisadas, en Internet comercial, radiales o en 
material impreso; establecer sus excepciones e imponer penalidades; y para otros fines.”   
(GOBIERNO) 
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P. de la C. 16 
Por el señor Méndez Núñez: 
 
“Para establecer que toda agencia o corporación pública del Gobierno de Puerto Rico que preste 
servicios básicos a la ciudadanía tendrá un máximo de treinta (30) días para atender las querellas 
presentadas; que de éstas no ser resueltas en el término establecido, sin razón justificada, cada 
municipio podrá ofrecer los servicios requeridos si cuenta con el personal y los recursos necesarios; y 
dicho municipio podrá facturarle a la agencia o corporación pública que tenía el deber de prestar el 
servicio o el trabajo realizado; y para otros fines relacionados.”  
(GOBIERNO) 
 
P. de la C. 299 
Por el señor Meléndez Ortiz: 
 
“Para enmendar los artículos 1.02 y 5.15 de la Ley 404-2000, según enmendada, conocida como “Ley 
de Armas de Puerto Rico”, a los fines de incluir el término conspirador entre sus definiciones; 
establecer que toda persona que se encuentre en el vehículo del cual proceden los disparos, será 
considerado conspirador; y para otros fines relacionados.”   
(SEGURIDAD PÚBLICA) 
 
P. de la C. 701 
Por el señor Santiago Guzmán:  
 
“Para enmendar el inciso (c) del Artículo 23.02 de la Ley 22-2000, según enmendada, conocida como 
“Ley de Vehículos y Tránsito de Puerto Rico”, a los fines de aclarar las condiciones bajo las cuales se 
podrán otorgar permisos provisionales para la movilización de vehículos de motor de su localización 
cuando sus permisos se encuentren vencidos; y para otros fines relacionados.”  (INNOVACIÓN, 
TELECOMUNICACIONES, URBANISMO E INFRAESTRUCTURA) 
 
P. de la C. 871 
Por el señor Pérez Ortiz: 
 
“Para añadir una Regla 507-1 en las Reglas de Evidencia de 2009, según enmendadas, a los fines de 
reconocer el privilegio de confidencialidad en las labores de los trabajadores sociales; y para otros 
fines relacionados.” 
(GOBIERNO) 
 
P. de la C. 1104 
Por el señor Navarro Suárez: 
 
“Para enmendar los Artículos 3 y 19 de la Ley Núm. 22 de 24 de julio de 1985, según enmendada, 
conocida como “Ley del Banco de Desarrollo Económico para Puerto Rico”, a los fines de ampliar la 
información que se deberá incluir en los informes anuales que se supone le remita la antes mencionada 
institución financiera al Gobernador y a la Asamblea Legislativa de Puerto Rico; y en aras de que la 
información sometida sea una comprensiva y detallada con relación a las actividades desarrolladas 
por el Banco, e incluya el progreso alcanzado para lograr los objetivos y propósitos dispuestos en las 
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diversas leyes que viene obligado a implantar; encomendarle al referido Banco realizar un estudio 
trienal dirigido a evaluar cuáles de las ayudas otorgadas por la referida corporación pública, en virtud 
de las leyes enumeradas en el inciso (3) del Artículo 17 de la Ley Núm. 22, antes citada, son efectivas, 
y en consecuencia, promueven la inversión, el empleo y la producción en la economía local; de manera 
que el Gobierno cuente con la información necesaria para poder determinar cuáles de estas asistencias 
se deben eliminar, cuáles mantener y cuáles expandir; y para otros fines relacionados.”    
(REVITALIZACIÓN SOCIAL Y ECONÓMICA) 
 
 
P. de la C. 1118 
Por el señor Franqui Atiles: 
 
“Para crear un nuevo Artículo 3.02 A en la Ley 20-2017, según enmendada, conocida como “Ley del 
Departamento de Seguridad Pública”, a los fines de establecer que todo candidato de nuevo 
reclutamiento al puesto de bombero en el Negociado del Cuerpo de Bomberos deberá estar certificado 
como Emergency Medical Technician (EMT) o paramédico.”    
(SEGURIDAD PÚBLICA) 
 
 
P. de la C. 1384 
Por el señor Franqui Atiles: 
 
“Para añadir un Subinciso (xi) al Inciso (b) del Artículo 3 de la Ley 225-1995, según enmendada, 
conocida como “Ley de Incentivos Contributivos Agrícolas de Puerto Rico”, a los fines de ampliar las 
instancias de la definición de negocio agrícola calificables para ser considerado agricultor bona fide; 
y para otros fines relacionados.”    
(AGRICULTURA) 
 
 
P. de la C. 1486 
Por el señor Torres Zamora: 
 
“Para enmendar el inciso (a) del Artículo 1 y el inciso (a) del Artículo 2 de la Ley 115-1991, según 
enmendada, conocida como “Ley Contra el Despido Injusto o Represalias a todo Empleado por 
Ofrecer Testimonio ante un Foro Legislativo, Administrativo o Judicial”, a los fines de clarificar la 
definición de “empleado”; y para otros fines relacionados.”   
(GOBIERNO) 
 
 
P. de la C. 1564 
Por el representante Alonso Vega: 
 
“Para crear la “Ruta Aroma de Café”, para promocionar la industria cafetalera, el turismo 
gastronómico y el turismo de aventura; y para otros fines relacionados.”   
(TURISMO Y CULTURA) 
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P. de la C. 1687 
Por la señora Claudio Rodríguez: 
 
“Para enmendar el inciso (f) del Artículo 13 de la Ley 171-2014, según enmendada, mediante el cual 
se crea el denominado “Programa de Desarrollo de la Juventud”, adscrito al Departamento de 
Desarrollo Económico y Comercio, a los fines de imponerle a la antes mencionada agencia 
gubernamental la obligación de publicar en su portal cibernético la llamada “Guía de Servicios para 
el Joven”, específicamente la versión revisada  que debe prepararse cada dos (2) años, conforme lo 
establecido en la Ley 191-2008; esto con el propósito de promover una mayor divulgación del referido 
documento; y para otros fines relacionados.”   
(JUVENTUD, RECREACIÓN Y DEPORTES) 
 
 
P. de la C. 1718 
Por la señora Charbonier Laureano: 
 
“Para enmendar los artículos 3 y 5, añadir unos nuevos artículos 6 y 7, y reenumerar el actual Artículo 
6, como 8, en la Ley 167-2003, según enmendada, conocida como “Carta de Derechos del Joven en 
Puerto Rico”, a los fines de instituir en el referido documento, el derecho de los jóvenes a practicar 
deportes, ya sean estos organizados por entidades públicas o privadas, conforme a su predilección y 
habilidades, entre otras; establecer la forma en que los jóvenes podrán reclamar el cumplimiento de 
los derechos y beneficios otorgados mediante esta Ley; hacer correcciones técnicas en la Ley; y para 
otros fines relacionados.”   
(JUVENTUD, RECREACIÓN Y DEPORTES) 
 
 
*P. de la C. 1725 
Por los señores y las señoras Méndez Núñez, Torres Zamora, Ramos Rivera, Rodríguez Aguiló, 
Hernández Alvarado, Alonso Vega, Aponte Hernández, Banchs Alemán, Bulerín Ramos, Charbonier 
Chinea, Charbonier Laureano, Claudio Rodríguez, Del Valle Colón, Franqui Atiles, González 
Mercado, Lassalle Toro, Lebrón Rodríguez, Mas Rodríguez, Meléndez Ortiz, Miranda Rivera, 
Morales Rodríguez, Navarro Suárez, Parés Otero, Peña Ramírez, Pérez Cordero, Pérez Ortiz, 
Quiñones Irizarry, Rivera Ortega, Rodríguez Hernández, Santiago Guzmán, Soto Torres, Torres 
González y Vargas Rodríguez: 
 
“Para enmendar el Artículo 4 de la Ley 26-2009, según enmendada, conocida como “Ley del Proyecto 
Comunitario Estudiantil”, a los fines de disponer que podrá ser parte del servicio comunitario a 
realizarse por los estudiantes, la participación en actividades llevadas a cabo por clubes y/o 
asociaciones deportivas fuera de la escuela; y para otros fines relacionados.” (EDUCACIÓN Y 
REFORMA UNIVERSITARIA) 
 
*Administración  
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La Secretaría da cuenta de la siguiente segunda Relación e informa que han sido recibidos de 

la Cámara de Representantes y referidos a Comisión por el señor Presidente, los siguientes Proyectos 
de Ley y Resoluciones Conjuntas, cuya lectura se prescinde a moción del señor Carmelo J. Ríos 
Santiago: 
 

PROYECTOS DE LA CÁMARA 
 
P. de la C. 99 
Por el señor Peña Ramírez: 
 
“Para añadir un nuevo Artículo 6, y reenumerar los actuales artículos 6 y 7, como 7 y 8, 
respectivamente, en la Ley 503-2004, según enmendada, conocida como “Ley para crear la Cumbre 
Anual de la Juventud Puertorriqueña (CAJUP)”, a los fines de establecer los tópicos a tratarse durante 
la reunión anual de la Cumbre.” 
(JUVENTUD, RECREACIÓN Y DEPORTES)  
 
P. de la C. 443 
Por el señor Meléndez Ortiz: 
 
“Para enmendar el Artículo 1, añadir unos nuevos artículos 2, 3, 4, 5 y 6, y reenumerar los actuales 
artículos 2 y 3, como 7 y 8, en la Ley 209-2000, la cual ordena al Secretario del Departamento de 
Educación a establecer, en el currículo de las escuelas superiores públicas, un curso compulsorio de 
Seguridad en el Tránsito de un semestre como requisito de graduación del nivel superior, a los fines 
de ampliar dicha oferta académica mediante la colaboración del Departamento de Transportación y 
Obras Públicas y la Comisión para la Seguridad en el Tránsito; para que se incluya como parte 
inherente del referido curso, módulos temáticos orientados a instruir a los estudiantes sobre los 
derechos de los ciclistas y las obligaciones del conductor; y para otros fines relacionados.”  
(EDUCACIÓN Y REFORMA UNIVERSITARIA) 
 
P. de la C. 605 
Por los señores Cruz Burgos, Matos García y Ortiz Lugo: 
 
“Para designar la rotonda de la entrada del pueblo de Yabucoa, con el nombre del Ingeniero “Antonio 
E. Medina Delgado”, en honor a su trayectoria como servidor público, como deportista y por sus 
valiosas contribuciones al deporte Yabucoeño y al País.” 
(TURISMO Y CULTURA) 
 
P. de la C. 716 
Por el señor Torres González: 
 
“Para crear la “Ley de Rehabilitación al Contribuyente Pago de Contribuciones de Propiedad 
Adeudadas”; a los fines de proveer un plan de incentivos que permita el relevo de pago de intereses, 
recargos y penalidades acumuladas sobre las deudas por concepto de contribuciones sobre la 
propiedad mueble e inmueble de conformidad con los requisitos y términos establecidos en la Ley 80-
1991, según enmendada y en la Ley 83-1991, según enmendada; autorizar al Centro de Recaudación 
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de Ingresos Municipales (CRIM) a suscribir acuerdos o planes de pago; disponer sobre la duración 
del Plan de Rehabilitación al Contribuyente y Pago de Contribuciones de Propiedad Adeudadas, sus 
disposiciones generales y las penalidades; imponer los términos y condiciones para acogerse al plan, 
establecer los requisitos y condiciones de los diferentes planes de pagos disponibles a los 
contribuyentes; disponer las exclusiones; facultar al Director Ejecutivo del Centro de Recaudación de 
Ingresos Municipales a emitir las cartas circulares o determinaciones u órdenes administrativas 
necesarias a los fines de esta Ley, ordenar la expedición de certificados negativos de deuda y establecer 
los deberes y responsabilidades de dicha agencia, autorizar un período de orientación a los 
contribuyentes; disponer de los fondos recaudados por concepto del plan; facultar al CRIM a entrar 
en acuerdos para la venta de los planes de pago; disponer sobre la eliminación de deudas de propiedad 
mueble o inmueble, sobre las que no se hayan hecho gestiones de cobro; ordenar la presentación de 
informes; y para otros fines  relacionados.” 
(HACIENDA) 
 
P. de la C. 945 
Por el señor Meléndez Ortiz (por petición de R.H. Zaragoza Urdaz, MD, PhD): 
 
“Para establecer, adscrito al “Plan de Práctica Médica Intramural” de la Escuela de Medicina del 
Recinto de Ciencias Médicas de la Universidad de Puerto Rico, una clínica de servicios ambulatorios 
permanente para la atención, diagnóstico y tratamiento de personas con angioedema hereditario 
(AEH); disponer cual será la política pública que regirá la aplicación de esta Ley; crear un registro de 
personas diagnosticadas con AEH, con el fin de llevar estadísticas oficiales y crear un perfil de los 
casos que existen en Puerto Rico con esta condición; requerir a todo asegurador y organizaciones de 
servicios de salud instituidos conforme a la Ley Núm. 77 de 19 de junio de 1957, según enmendada, 
conocida como “Código de Seguros de Puerto Rico”, y en virtud de la Ley Núm. 194–2011, según 
enmendada, conocida como “Código de Seguros de Salud de Puerto Rico”, planes de seguros que 
brinden servicios en Puerto Rico y cualquier otra entidad contratada para ofrecer beneficios de salud 
en Puerto Rico, así como a la Administración de Seguros de Salud de Puerto Rico, y a cualquier 
entidad contratada para ofrecer servicios de salud o de seguros de salud en Puerto Rico, a través de la 
Ley Núm. 72-1993, según enmendada, conocida como “Ley de la Administración de Seguros de Salud 
de Puerto Rico”, que incluyan, como parte de sus cubiertas, los servicios de atención, diagnóstico y 
tratamiento a personas con AEH, y que sean médicamente necesarios para el manejo adecuado de la 
condición; y para otros fines relacionados.” 
(SALUD)  
 
P. de la C. 1049 
Por el representante Bulerín Ramos: 
 
“Para enmendar el Artículo 11.03 de la Ley 22-2000, según enmendada, conocida como “Ley de 
Vehículos y Tránsito de Puerto Rico”, para añadir dos nuevos incisos, (l) y (m); reenumerar el actual 
inciso (l) por (n), a los fines de prohibir el conducir, alterar, modificar o fabricar una bicicleta mediante 
la instalación o fijación de un motor de gasolina que exceda de cinco (5) caballos de fuerza; tipificar 
como delito menos grave la alteración de las mismas; y para otros fines relacionados.” 
(INNOVACIÓN, TELECOMUNICACIONES, URBANISMO E INFRAESTRUCTURA) 
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P. de la C. 1098 
Por el señor Del Valle Colón: 
 
“Para enmendar el Artículo 3; añadir un nuevo Artículo 11; y reenumerar el actual Artículo 11, como 
12, en la Ley 296-2000, según enmendada, conocida como “Ley de Conservación de la Salud de Niños 
y Adolescentes en Puerto Rico”, a los fines de fortalecer la política pública esgrimida en dicha Ley; 
hacer obligatoria su aplicación; proveer para la constitución de un grupo de trabajo que asesore a los 
secretarios de los departamentos de Educación; y de Salud, en la implantación de dicha Ley; y para 
otros fines relacionados.” 
(EDUCACIÓN Y REFORMA UNIVERSITARIA; Y DE SALUD)   
 
 
P. de la C. 1239 
Por el señor Rodríguez Aguiló: 
 
“Para añadir un nuevo inciso (a) y un nuevo inciso (s) y renumerar los subsiguientes, enmendar el 
actual inciso (q) y (r), y añadir un nuevo inciso (u) al Artículo 2; enmendar el inciso (c), y (e) del 
Artículo 6; añadir un nuevo inciso (d), reenumerar los subsiguientes y enmendar el actual inciso (e) 
del Artículo 27 de la Ley 296-2002, según enmendada, conocida como “Ley de Donaciones 
Anatómicas de Puerto Rico” a los fines de agilizar el proceso para autorizar la donación del cuerpo o 
parte del cuerpo de un finado por sus familiares; otorgarle mayor estabilidad al Registro de Donantes; 
y para otros fines relacionados.” 
(SALUD) 
 
 
P. de la C. 1372 
Por la señora Charbonier Laureano: 
 
“Para enmendar el inciso (c) del Artículo 2.09 de la Ley Núm. 20-2017, conocida como “Ley del 
Departamento de Seguridad Pública de Puerto Rico”, a los fines de disponer que el pago de las horas 
extra en el Negociado de la Policía de Puerto Rico se haga dentro de un término máximo de quince 
(15) días.” 
(SEGURIDAD PÚBLICA) 
 
 
P. de la C. 1535 
Por el señor Banchs Alemán: 
 
“Para denominar el Residencial Caribe en el Municipio de Ponce, propiedad de la Administración de 
Vivienda Pública, con el nombre del excampeón mundial y medallista olímpico del deporte del boxeo 
José “Chegüi” Torres; eximir tal designación de la Ley Núm. 99 de 22 de junio de 1961, según 
enmendada, conocida como la “Ley de la Comisión Denominadora de Estructuras y Vías Públicas”; 
y para otros fines relacionados.” 
(DESARROLLO DE LA REGIÓN SUR CENTRAL)  
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P. de la C. 1560 
Por el señor Méndez Núñez: 
 
“Para añadir un nuevo inciso (b) y un nuevo inciso (u), renumerar los subsiguientes incisos y añadir 
nuevos incisos (kkk) y (lll) al Artículo 1.03; enmendar el inciso (o) del Artículo 3.02; enmendar el 
inciso (i) del Artículo 5.02; y añadir un nuevo inciso (i) al Artículo 5.10 de la Ley 247-2004, según 
enmendada, conocida como la “Ley de Farmacia de Puerto Rico”, para incluir disposiciones alusivas 
a cómo tratar las repeticiones de medicamentos en medio de una emergencia; y para otros fines 
relacionados.” 
(SALUD) 
 
P. de la C. 1620 
Por el señor Alonso Vega: 
 
“Para crear la “Ruta del Surfing”, con el propósito de promocionar la industria del surfing como 
segmento de turismo deportivo; y para otros fines relacionados.” 
(TURISMO Y CULTURA) 
 
P. de la C. 1626 
Por el señor Banchs Alemán: 
 
“Para denominar la cancha de baloncesto que ubica dentro de la facilidad recreativa de la Comunidad 
San José en el municipio de Ponce con el nombre de Rubén Quiñones Piñeiro, eximir tal designación 
de las disposiciones de la Sección 3 de la Ley 99 de 22 de junio de 1961, según enmendada; y para 
otros fines relacionados.” 
(DESARROLLO DE LA REGIÓN SUR CENTRAL)  
 
P. de la C. 1630 
Por la señora y los señores Charbonier Laureano, Lassalle Toro, González Mercado y Peña Ramírez: 
 
“Para permitir que las personas convictas y sentenciadas por delitos de asesinato ocurridos entre marzo 
de 1978 y mayo de 1995; y que participaron previamente del Programa de libertad bajo supervisión 
electrónica y que luego les fue suspendido dicho privilegio, se les conceda nuevamente el privilegio 
de participar de dicho programa o cualquier otro programa de desvío, tratamiento o rehabilitación del 
Departamento de Corrección y Rehabilitación; y para otros fines relacionados.” 
(SEGURIDAD PÚBLICA)  
 
P. de la C. 1743 
Por el señor Rodríguez Aguiló (por petición): 
 
“Para enmendar los incisos  (b), (c), (d) y (f) del Artículo 2.05; el Artículo 2.09; el Artículo 2.13; el 
Artículo 2.14; el Artículo 2.15; los incisos (a), (c) y (e) y añadirle los incisos (i) y (j) al Artículo 2.40; 
enmendar el inciso (p) del Artículo 2.47; el inciso (f) del Artículo 3.02;  el inciso (b) del Artículo 6.28; 
añadir un Artículo 12.09; enmendar  el Artículo 23.01; los incisos (d), (k) y (l) del Artículo 23.05;  y 
añadir el Artículo 23.10,  de la Ley 22-2000 , según enmendada, conocida como, “Ley de Vehículos 
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y Tránsito de Puerto Rico” y enmendar el Art. 7  de  la Ley Núm. 8 de 5 de agosto de 1987, según 
enmendada, conocida como, “Ley para la Protección de la Propiedad Vehicular”;  a los fines de 
atemperar los mismos con los propósitos de la Ley 2-2016; y para otros fines relacionados.” 
(INNOVACIÓN, TELECOMUNICACIONES, URBANISMO E INFRAESTRUCTURA) 
 
*P. de la C. 1837 
Por los señores y las señoras Méndez Núñez, Torres Zamora, Ramos Rivera, Rodríguez Aguiló, 
Hernández Alvarado, Alonso Vega, Aponte Hernández, Banchs Alemán, Bulerín Ramos, Charbonier 
Chinea, Charbonier Laureano, Claudio Rodríguez, Del Valle Colón, Franqui Atiles, González 
Mercado, Lassalle Toro, Lebrón Rodríguez, Mas Rodríguez, Meléndez Ortiz, Miranda Rivera, 
Morales Rodríguez, Navarro Suárez, Parés Otero, Peña Ramírez, Pérez Cordero, Pérez Ortiz, 
Quiñones Irizarry, Rivera Ortega, Rodríguez Hernández, Santiago Guzmán, Soto Torres, Torres 
González y Vargas Rodríguez: 
 
“Para renumerar el Artículo 1 como Artículo 1.1 y enmendar el mismo; añadir un nuevo Artículo 1.2; 
renumerar el Artículo 2 como Artículo 2.1 y enmendar el mismo; añadir nuevos Artículos 2.2, 2.3, 
2.4, 2.5, 2.6, 2.7, 2.8 y 2.9; derogar el Artículo 3 y sustituirlo por un nuevo Artículo 3.1; añadir nuevos 
Artículos 3.2 y 3.3; derogar el Artículo 4 y sustituirlo por un nuevo Artículo 4.1, añadir un nuevo 
Artículo 4.2, derogar el Artículo 5 y sustituirlo por un nuevo Artículo 5.1, añadir un nuevo Artículo 
5.2, derogar los Artículos 6, 7, 8, 9, 10 y 11 y dividir en capítulos la Ley 91-2006, según enmendada, 
conocida como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, a los fines de permitir la reestructuración de 
la deuda de la Corporación del Fondo del Interés Apremiante (COFINA) bajo el Título III de la “Ley 
para la Supervisión, Administración y Estabilidad Económica de Puerto Rico”, mejor conocida como 
PROMESA; autorizar a COFINA a emitir bonos como parte de dicha reestructuración y establecer los 
términos de los mismos; establecer los poderes y facultades de COFINA y la composición y los 
poderes de su Junta de Directores; establecer la titularidad de COFINA sobre una porción de los 
recaudos sobre el impuesto sobre ventas y uso y disponer para la transferencia y uso de dichos 
recaudos; crear un gravamen estatutario en beneficio de los tenedores de bonos de COFINA; 
establecer ciertos acuerdos a nombre del Gobierno de Puerto Rico para beneficio de los tenedores de 
bonos de COFINA; disponer que el texto en inglés prevalecerá sobre el texto en español; derogar los 
Artículos 2 y 4 de la Ley 116-2013, según enmendada; enmendar el Artículo 25-A de la Ley 44 de 21 
de junio de 1988, según enmendada; a los fines de permitir la venta de ciertos bonos de COFINA que 
tiene la Autoridad para el Financiamiento de la Infraestructura con la aprobación de la Autoridad de 
Asesoría Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico; establecer que esta Ley será efectiva en la fecha 
de la consumación del plan de ajuste de deuda de COFINA bajo el Título III de PROMESA; y para 
otros fines relacionados.” 
(RELACIONES FEDERALES, POLÍTICAS Y ECONÓMICAS) 
 
P. de la C. 1838 
Por el señor Torres Zamora: 
 
“Para añadir un nuevo Artículo 1.118 y renumerar los subsiguientes, añadir un nuevo Artículo 10.27, 
añadir un nuevo Artículo 14.23 y renumerar los subsiguientes, de la Ley Núm. 22-2000, según 
enmendada, conocida como “Ley de Vehículos y Tránsito de Puerto Rico”, a los fines de prohibir 
cualquier tipo de competencia o concurso de amplificación de sonido o “voceteo” en las vías públicas 
y espacios privados,  prohibir  que por las vías públicas transiten vehículos de motor a los que se les 
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haya  alterado o modificado el sistema o equipo de sonido de fábrica o instalado pieza  o cualquier 
otro dispositivo o aditamento con el propósito de producir ruido; enmendar las Secciones 1, 3 y 4 de 
la Ley Núm. 71 de 26 de abril de 1940, según enmendada, conocida como “Ley para Suprimir los 
Ruidos Innecesarios”, a los fines de ampliar sus protecciones; enmendar el Artículo 3 y añadir un 
nuevo Artículo 7A a la Ley Núm. 430-2000, según enmendada, conocida como la Ley de Navegación 
y Seguridad Acuática de Puerto Rico a los fines de definir el término “voceteo” y prohibir el voceteo 
en los cuerpos de agua; y para otros fines relacionados.” 
(INNOVACIÓN, TELECOMUNICACIONES, URBANISMO E INFRAESTRUCTURA) 
 
 
P. de la C. 1858 
Por el señor Parés Otero: 
 
“Para designar el parque pasivo de la Calle Escorial, ubicado en la Urbanización Caparra Heights del 
Municipio Autónomo de San Juan, con el nombre de Olga Rolón Rodríguez Vda. De Ramírez; eximir 
tal designación de la Ley Núm. 99 de 22 de junio de 1961, según enmendada, conocida como “Ley de 
la Comisión Denominadora de Estructuras y Vías Públicas”; y para otros fines relacionados” 
(TURISMO Y CULTURA) 
 
 
P. de la C. 1869 
Por los señores Méndez Núñez, Aponte Hernández, Charbonier Chinea, González Mercado y 
Meléndez Ortiz: 
 
“Para enmendar el Artículo 3.25 de la Ley 22-2000, según enmendada, mejor conocida como la “Ley 
de Vehículos y Tránsito de Puerto Rico”, a los fines de aclarar el lenguaje y atemperarlo a la realidad 
jurídica existente sobre el registro al Sistema de Servicio Selectivo de Estados Unidos de América; y 
para otros fines relacionados.” 
(INNOVACIÓN, TELECOMUNICACIONES, URBANISMO E INFRAESTRUCTURA) 
 
*Administración  
 

RESOLUCIONES CONJUNTAS DE LA CÁMARA 
 
R. C. de la C. 72 
Por el señor Soto Torres: 
 
“Para ordenar a la Autoridad de los Puertos establecer un plan con fechas específicas con el propósito 
de realizar los trámites necesarios para que el  Departamento de Transportación de los Estados Unidos 
de Norteamérica, le otorgue al Aeropuerto Internacional Luis Muñoz Marín, y a todos los aeropuertos 
regionales, una autorización especial según dispuesto en  el Título 49 Sección 40109 (c), del Código 
de los Estados Unidos, 49 USC 40109, para que estos se conviertan en Centros de Consolidación de 
Carga Aérea, como una medida de desarrollo económico y creación de empleos en Puerto Rico; y para 
otros fines relacionados.” 
(INNOVACIÓN, TELECOMUNICACIONES, URBANISMO E INFRAESTRUCTURA) 
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R. C. de la C. 148 
Por el señor Morales Rodríguez: 
 
“Para ordenar al Comité de Evaluación y Disposición de Propiedades Inmuebles, creado por la Ley 
26-2017, según enmendada, mejor conocida como “Ley de Cumplimiento con el Plan Fiscal”, evaluar 
conforme a las disposiciones de la Ley y el reglamento, la transferencia libre de costo transferir, a la 
Junta Comunitaria del Casco Urbano de Río Piedras, Inc., organización comunitaria sin fines de lucro, 
bajo las condiciones y términos establecidos, la titularidad de la estructura donde ubica el Teatro 
Paradise en la Avenida Ponce de León #1060 en el Casco Urbano de Río Piedras, así como todos los 
derechos, obligaciones o responsabilidades sobre los bienes así cedidos o traspasados, a fin de celebrar 
actividades artísticas, culturales y de servicio comunitario que beneficien a toda la comunidad 
ríopedrense y comunidades aledañas; y para otros fines relacionados.” 
(GOBIERNO) 
 
R. C. de la C. 325 
Por el señor González Mercado: 
 
“Para designar con el nombre de “Don Justiniano “Justo” Torres Jiménez”, la Carretera Estatal PR-
662 que discurre entre la PR-2, Km. 67.5 y la PR-638 Km. 0.0; y para otros fines relacionados.” 
(TURISMO Y CULTURA) 
 
R. C. de la C. 418 
Por el señor Bulerín Ramos: 
 
“Para reasignar a la Administración para el Desarrollo de Empresas Agropecuarias  (ADEA), la 
cantidad de doce mil quinientos treinta y seis dólares con ochenta y siete centavos (12,536.87) 
previamente asignados por la cantidad de mil seiscientos treinta y un dólares con ochenta y siete 
centavos ($1,631.87), provenientes de balances disponibles en el inciso g, Apartado 2, Sección 1, de 
la Resolución Conjunta 5-2017; y la cantidad de diez mil novecientos cinco dólares ($10,905.00), 
provenientes de balances disponibles en el inciso t, Apartado 1, Sección 1, de la Resolución Conjunta 
18-2017, con el fin de llevar a cabo obras y mejoras permanentes, según se detallan en la Sección 1, 
de esta Resolución Conjunta; facultar para la contratación de tales obras; autorizar el pareo de los 
fondos reasignados; y para otros fines relacionados.” 
(HACIENDA) 
 
R. C. de la C. 419 
Por el señor Rodríguez Aguiló (por petición de Luis “Rolan” Maldonado, Alcalde del Municipio de 
Ciales): 
 
“Para ordenar al Secretario del Departamento de Transportación y Obras Públicas y al Director 
Ejecutivo de la Autoridad de Carreteras y Transportación a tomar todas las medidas administrativas o 
reglamentarias necesarias para que se lleve a cabo las tareas de mitigación que se requieran ante la 
ruptura de los sistemas pluviales que están provocando erosión de terrenos y deslizamientos en las 
Carreteras Estatales del Municipio de Ciales representando un alto riesgo para sus usuarios; disponer 
para que se incluyan de inmediato estos proyectos en un próximo programa de construcción de obras 
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y mejoras permanentes o en algún otro plan de infraestructura que se financie mediante fondos 
estatales o federales o emisiones de bonos, entre otros; autorizar el pareo de los fondos que se detienen 
para el mismo; y para otros fines relacionados.” 
(INNOVACIÓN, TELECOMUNICACIONES, URBANISMO E INFRAESTRUCTURA) 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para continuar con el Orden de los Asuntos. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
MENSAJES Y COMUNICACIONES DE TRAMITE LEGISLATIVO 

 
La Secretaría da cuenta de los siguientes Mensajes y Comunicaciones de Trámite Legislativo: 

 
El honorable Ricardo Rosselló Nevares, Gobernador de Puerto Rico, ha sometido al Senado, 

para su consejo y consentimiento, los nombramientos del licenciado Eric M. Ruiz Pérez como 
Procurador de Asuntos de Menores y del licenciado Eduardo Otero Ortiz como Juez Superior del 
Tribunal de Primera Instancia.  

De la Secretaria de la Cámara de Representantes, treinta y tres comunicaciones, informando 
que dicho Cuerpo Legislativo ha aprobado los P. de la C. 13, 16, 99, 299, 443, 605, 701, 871, 945, 
1049, 1098, 1104, 1118, 1239, 1384, 1486, 1535, 1564, 1620, 1630, 1687, 1718, 1725, 1835, 1837; 
las R. C. de la C. 72, 325, 373, 379, 384, 418, 419; y la R. Conc. de la C. 89 y solicita igual resolución 
por parte del Senado. 

De la Secretaria de la Cámara de Representantes, una comunicación, informando que dicho 
Cuerpo Legislativo ha aprobado, sin enmiendas, la R. C. del S. 325. 

Del Secretario del Senado, una comunicación a la Cámara de Representantes informando que 
el señor Presidente del Senado ha firmado la R. C. del S. 325, debidamente enrolada y ha dispuesto 
que se remita a dicho Cuerpo Legislativo, a los fines de que sea firmada por su Presidente. 

De la Secretaria de la Cámara de Representantes, una comunicación, devolviendo firmada por 
el Presidente de dicho Cuerpo Legislativo, la R. C. del S. 325. 

Del Secretario del Senado, una comunicación al honorable Ricardo Rosselló Nevares, 
Gobernador de Puerto Rico, remitiendo la certificación de la R. C. del S. 325, debidamente aprobada 
por la Asamblea Legislativa. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, solicitamos que se reciban. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos continuar con el Orden de los Asuntos. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
PETICIONES Y SOLICITUDES DE INFORMACION AL CUERPO, 

NOTIFICACIONES Y OTRAS COMUNICACIONES 
 

La Secretaría da cuenta de la siguiente Comunicación: 
 

Del senador Ríos Santiago, un informe sobre las gestiones realizadas durante su viaje oficial a 
Baltimore, MD, durante los días 20 al 23 de septiembre de 2018. 
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SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, solicitamos que se reciban. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos continuar con el Orden de los Asuntos. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
ASUNTOS PENDIENTES 

 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se saque de Asuntos 

Pendientes el Proyecto del Senado 307 y se incluya en el Calendario de Órdenes Especiales del Día. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos que los demás Asuntos Pendientes 

permanezcan en ese estado. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
(El Asunto Pendiente es el siguiente: R.C. del S. 35) 

- - - - 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos continuar con el Orden de los Asuntos. 
Señor Presidente, vamos a proponer que se conforme un Calendario de Lectura de las medidas 

incluidas en el Calendario de Órdenes Especiales del Día. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

 
 

CALENDARIO DE LECTURA 
 

 Como primer asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 950, 
y se da cuenta del Informe de la Comisión sobre Relaciones Federales, Políticas y Económicas, con 
enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 
1000, y se da cuenta del Informe de la Comisión sobre Relaciones Federales, Políticas y Económicas, 
con enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 
1035, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Gobierno, con enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 
1102, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, Urbanismo e 
Infraestructura, con enmiendas. 

- - - - 
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 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 
1103, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Turismo y Cultura, con enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta del 
Senado 297, y se da cuenta del segundo informe de la Comisión de Desarrollo de la Región Sur 
Central, con enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta del 
Senado 328, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Hacienda, con enmiendas. 

- - - - 
 

SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz, ¿terminó la lectura? ¿Fin de la lectura? Muy bien. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Sí.  Ese es fin de la lectura, señor Presidente, vamos a proponer 

comenzar con la discusión del Calendario. 
SR. PRESIDENTE: Muy bien. 

 
CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 

 

 Como primer asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto del Senado 950. 
 

SRA. VENEGAS BROWN: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Senadora Venegas Brown. 
SRA. VENEGAS BROWN: Señor Presidente, para solicitar muy respetuosamente que el 

Proyecto del Senado 950 sea devuelto a la Comisión de Asuntos Federales, Políticos y Económicos. 
SR. PRESIDENTE: Muy bien.  ¿Alguna objeción? 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, no tenemos objeción. 
SR. PRESIDENTE: No habiendo objeción, se devuelve a Comisión. 
SRA. VENEGAS BROWN: Muchas gracias, señor Presidente. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto del Senado 1000. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que el Proyecto del Senado 1000 
pase a Asuntos Pendientes. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
- - - - 
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 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto del Senado 1035. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas del 
Informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el Informe del Proyecto 
del Senado 1035, se aprueban. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala, vamos a proponer que se 
lean. 

SR. PRESIDENTE: Adelante con las enmiendas. 
 
ENMIENDAS EN SALA 
En el Decrétase: 
Página 3, línea 12, después de “suscribirán” añadir “de manera 

voluntaria”. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a proponer que se aprueben las enmiendas 
en Sala. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a proponer que se apruebe la medida según 

ha sido enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 1035, según ha 

sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
Próximo asunto. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas del Informe al título, proponemos 

que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el Informe sobre el título 

del Proyecto del Senado 1035, se aprueban. 
Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto del Senado 1102. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto del Senado 1102 viene acompañada con 
enmiendas del Informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el Informe, se aprueban. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 1102, según ha 

sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  Los que estén en contra dirán que no.  Aprobado. 
Próximo asunto. 

- - - - 
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 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto del Senado 1103. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas del 
Informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el Informe del Proyecto 
del Senado 1103, se aprueban. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se apruebe la medida, según 
ha sido enmendada. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 1103, según ha 
sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas en el Informe al título. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el Informe sobre el título 

del Proyecto del Senado 1103, se aprueban. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a pedir la reconsideración del Proyecto del 

Senado 1103. La razón, señor Presidente, tiene enmiendas en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Okay. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Hay que reconsiderarlo para cumplir con… 
SR. PRESIDENTE: ¿Alguna objeción? No habiendo objeción, se reconsidera. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, volvemos a presentar el Proyecto del Senado 1103, 

la medida viene acompañada con enmiendas del Informe, proponemos que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Antes de eso, vamos a llamar la medida. 

- - - - 
 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
reconsideración al Proyecto del Senado 1103. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto del Senado 1103 viene acompañado con 

enmiendas del Informe, proponemos que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el Informe del Proyecto 

del Senado 1103, se aprueban. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala, para que se lean. 
SR. PRESIDENTE: Adelante con las enmiendas en Sala. 
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ENMIENDAS EN SALA 
En el Decrétase: 
Página 3, línea 1, después de “municipio” eliminar “establecer” y 

sustituir por “el establecimiento de” 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, solicitamos se aprueben las enmiendas en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas en Sala al Proyecto del Senado 1103, 

se aprueban. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, solicitamos se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 1103, en su 

reconsideración, los que estén a favor dirán que sí.  Los que estén en contra dirán que no.  Aprobado. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas del Informe al título, proponemos 

que aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el Informe sobre el título 

del Proyecto del Senado 1103, se aprueban. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala al título, proponemos que 

se lean. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
ENMIENDAS EN SALA 
En el Titulo:  
Página 1, línea 1, después de “Ley para” eliminar “establecer” y 

sustituir por “el establecimiento de”  
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala al título. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 
Antes de pasar el próximo asunto, ¿alguna objeción en cuanto al Proyecto del Senado 1103 y 

su trámite de aprobación? ¿Alguna objeción? No habiendo objeción, vamos adelante. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta del Senado 297 (segundo informe). 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, la Resolución Conjunta del Senado 297, en su 
segundo informe, viene acompañada con enmiendas del Informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el Segundo Informe de 
la Resolución Conjunta del Senado 297, se aprueban. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, solicitamos se apruebe la medida según ha sido 
enmendada. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta del Senado 297, 
según ha sido enmendada, los que estén a favor dirán que sí.  Los que estén en contra dirán que no.  
Aprobado. 
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SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, proponemos 
que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene sobre el título el segundo 
informe de la Resolución Conjunta del Senado 297, se aprueban. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto, señor Presidente. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta del Senado 328. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, la Resolución Conjunta del Senado 328 viene 
acompañada con enmiendas del informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe de la 
Resolución Conjunta del Senado 328, se aprueban. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, solicitamos se apruebe la medida según ha sido 
enmendada. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta del Senado 328, 
según ha sido enmendada, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, proponemos 
que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe sobre el título 
de la Resolución Conjunta del Senado, se aprueban. 

- - - - 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, solicitamos ir al turno de Mociones. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
MOCIONES 

 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hemos recibido el Informe del Comité de 

Conferencia del Proyecto del Senado 857, solicitamos que se incluya y se apruebe -perdón-, se apruebe 
el Informe del Comité de Conferencia del Proyecto del Senado 857. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueba el Informe de Conferencia del Proyecto 
del Senado 857. 

Próximo asunto. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, un breve receso en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Receso. 

 
RECESO 

 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Se reanudan los trabajos del Senado de Puerto Rico. 
Señor Portavoz.  
SR. RÍOS SANTIAGO: Vamos a solicitar ir al turno de Mociones. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 
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MOCIONES 

 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar el descargue del Proyecto de la 

Cámara 1837 y vamos a solicitar que se incluya, ese es el de COFINA, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: ¿Alguna objeción? ¿Alguna objeción? No habiendo objeción, así se 

acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se le dé lectura… 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 
SR. RÍOS SANTIAGO: …al Proyecto de la Cámara 1837. 
Señor Presidente, de la Cámara. 

 
 

CALENDARIO DE LECTURA 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 
1837, el cual fue descargado de la Comisión sobre Relaciones Federales, Políticas y Económicas. 

- - - - 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se llame el Proyecto de la 

Cámara 1837. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

 
 

CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 1837. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar la aprobación del Proyecto de la 
Cámara 1837 sin enmiendas. 

SR. PRESIDENTE: Compañero Dalmau Santiago. 
SR. DALMAU RAMÍREZ: Ramírez. 
SR. PRESIDENTE: Perdón. 
SR. DALMAU RAMÍREZ: No se preocupe.   
SR. PRESIDENTE: Dalmau Ramírez. 
SR. DALMAU RAMÍREZ: Para efectos del récord, no es pidiendo vuelta. 
Sí, señor Presidente, es para poder expresarme sobre la medida. 
SR. PRESIDENTE: Adelante, compañero. 
SR. DALMAU RAMÍREZ: Sí.  Señor Presidente, esta medida, el Proyecto de la Cámara 1837, 

busca validar el acuerdo bajo las cuales Puerto Rico tiene que comprometer por las próximas cuatro 
(4) décadas no solo los intereses de pensionados, no solo lo que va a ser el sistema de servicios públicos 
del país, no solo lo que va a hacer el que en las próximas cuatro (4) décadas el pago del IVU como se 
concibe hoy día continuará siendo así por obligación, sin capacidad el pueblo de Puerto Rico de alterar 
esas condiciones leoninas y dañinas económicamente a los sectores marginados, particularmente por 
su efecto regresivo, en donde más impacta a los sectores empobrecidos que a otros sectores 
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económicamente acaudalados, afecta las pensiones, se trata de un acuerdo que beneficia 
principalmente a los sectores buitres en lugar de a los sectores más débiles.  Este es el fruto del árbol 
ponzoñoso, esta es la validación de los acuerdos que bautizó la Junta de Control Fiscal, Junta que se 
ha catalogado, con razón, como antidemocrática, Junta que se ha catalogado, con razón, como abusiva, 
Junta que se ha catalogado, con razón, como ideológicamente neoliberal y penalizante a los sectores 
trabajadores del sector público, del sector privado; Junta que se combatió precisamente porque quería 
menoscabar derechos del sector privado, eliminando las protecciones de la Ley 80; Junta que se ha 
criticado por querer desmantelar la Universidad de Puerto Rico, eliminar escuelas, limitar ofertas 
académicas, limitar servicios de salud.  ¿Y a esa es la Junta que nosotros le vamos a validar este 
acuerdo que, como se ha anticipado por múltiples sectores, es un acuerdo que compromete al país por 
más de cuarenta (40) años? En donde lo que son los acreedores de COFINA “juniors” y los que son 
“seniors” que van a estar cobrando a más del cincuenta por ciento (50%) o, mejor dicho, más del cien 
por ciento (100%) de lo que fue su inversión, van a estar cobrando con respecto a lo que es la deuda 
que se tiene y nosotros penalizando aquellos que van a pagar esa deuda, que no solo seremos nosotros, 
sino las futuras generaciones. 

Muchos de nosotros no estaremos aquí probablemente cuando todavía sin cumplirse esos más 
de cuarenta (40) años en donde se está comprometiendo el país, futuras generaciones van a estar 
sufriendo la realidad de este acuerdo. 

Yo por eso, señor Presidente, como he dicho en el pasado, no solo me opongo a la Junta por 
las razones antes descritas, sino que me opongo a aquello que surge de la perversidad de un régimen 
antidemocrático y colonial y lo que es su instrumento más reciente, la creación de una Junta de 
Control, cuyos miembros filosóficamente tienen una visión muy clara de cómo se maneja el asunto 
fiscal, económico y gubernamental del país. 

Azote en el lomo al que trabaja, al que se faja, al que es asalariado, al que quiere estudiar, al 
que tiene una pensión digna; y celebrar y tirar alfombra roja a aquellos acaudalados, aquellos que 
pueden tener mayores ingresos, pero menores responsabilidades con respecto al país y sus 
obligaciones contributivas. 

Señor Presidente, por esta y otras razones es que por razón de tiempo no habré de explicar con 
detalle en mi turno, pero habré de incluir en un voto explicativo, habré de oponerme a esta medida. 

Muchas gracias. 
SR. PRESIDENTE: Cómo no, compañero.  Gracias a usted. 
SR. TIRADO RIVERA: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Senador Tirado Rivera y luego el compañero Vargas Vidot.  No, no, 

adelante usted, compañero.  Okay, muy bien.  Pues el compañero tiene cinco (5), igual que usted, tiene 
cinco (5), igual que usted. 

Compañero Tirado. 
SR. TIRADO RIVERA: Gracias, Presidente. 
Primeramente, quiero establecer que nosotros sí estamos de acuerdo a que se negocie los 

términos de la deuda, pero lo que no estamos de acuerdo es a que se haga en una manera que favorezca 
a un sector en específico, en detrimento del pueblo de Puerto Rico.  Y este acuerdo que se está 
planteando pudiera en papeles representar ahorros para el pueblo de Puerto Rico, pero a la larga, al 
ser utilizado como el modelo de negociación en los otros sistemas de deuda que están pendientes, 
pudieran muy bien alargar la agonía de Puerto Rico, establecer un tiempo de respiro, pero a la larga 
las futuras generaciones van a caer en lo mismo que hemos caído nosotros ahora.  Por esa razón es 
importante que la gente entienda y que el país entienda que la oposición a esta medida es porque no 
queremos que se favorezcan a unos por encima de otros. 
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Por otro lado, seguimos con el elemento de la duda constitucional, la duda constitucional, como 
aquella deuda extraconstitucional que se creó en la época de Pedro Rosselló.  Hoy venimos aquí en el 
año 2018, ahora del cierre de Sesión, a evaluar una medida sin vistas públicas, sin saber lo que la 
Cámara aprobó, porque no tenemos los elementos de juicio reales, los estudios para poder determinar, 
número uno, si la deuda esa fue constitucional o no desde su faz; segundo, si los procesos de 
endeudamiento fueron constitucionales y reales; y tercero, si esta estructura que se está creando 
realmente puede salvar a Puerto Rico.  Me parece que no, me parece que no.  Es bien dudoso el proceso 
completo que se está estableciendo en este juego de refinanciamiento de la deuda. 

Es peligroso porque si esto se aprueba y la Junta de Control Fiscal le da el aval vamos entonces 
a tener el resto de la deuda entrando, buscando los mismos términos de COFINA para los sectores de 
los fondos buitres que compraron barato se puedan beneficiar y que podamos como país tener un 
ahorro de cuatro (4), cinco (5), seis (6), siete (7) años, pero al cabo de los diez (10), a veinte (20), 
treinta (30) años nuestros hijos y nietos estén otra vez en el problema que estamos nosotros hoy.  Y 
eso no es justo para el pueblo de Puerto Rico, eso no es justo para las futuras generaciones.  Podrá ser 
justo o posiblemente bueno para algunos, para los que se van a llenar los bolsillos, para esos sí ellos 
entienden que es justo, pero para el pueblo de Puerto Rico, nuestros hijos y nuestros nietos en el futuro 
no va a ser justo. 

Por eso, señor Presidente, estaré votando en contra de la medida y voy a presentar una moción 
para que la misma sea devuelta a Comisión. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Hay objeción. 
SR. PRESIDENTE: Habiendo objeción, los que estén a favor de la moción del compañero 

Tirado dirán que sí.  Los que están en contra digan que no.  Derrotada. 
Compañero Vargas Vidot. 
SR. TIRADO RIVERA: Gracias, Presidente. 
SR. VARGAS VIDOT: Gracias, señor Presidente. 
Definitivamente, estamos en frente de lo que puede catalogarse como el regalo de Navidad 

para los buitres.  Esto es un Proyecto que garantiza que en poco tiempo vamos nuevamente a revivir 
el monstruo de la crisis fiscal.  Y, encima de eso, provee el camino necesario para que nuevamente 
nos endeudemos en deudas ilegales, inconstitucionales, porque así lo visualiza esto.  Primero, porque 
esto es un acuerdo en donde no hay información para esta Asamblea Legislativa, se propone aprobar 
una medida sin tener un panorama completo, certero, de lo que pudiera pasar a raíz de la aprobación.  
Estaríamos, como muchas veces, legislando en estos temas, por no tener la información, a lo loco; y 
si lo aprobáramos estaríamos nuevamente garantizando la vergüenza de que en el futuro se reclame 
que nosotros, con nuestro voto, después de la experiencia que hemos pasado, estamos reafirmando la 
ilegalidad. 

Entraríamos a la consideración de esto sin un proceso de vistas públicas, sin tener acceso a los 
acuerdos y sin proyectar los efectos de esos acuerdos, y esto sería una acción abiertamente 
irresponsable.  Yo creo que es bien importante considerar lo que estamos haciendo porque de todas 
las maneras que lo veamos, estamos enfrente de una decisión que echa sobre nuestros hombros a 
perpetuidad la vergüenza del futuro.   

No mencionan que el acuerdo de COFINA es un acuerdo que establecería la pauta para los 
demás acuerdos de reestructuración, y el problema reside en que el acuerdo se lleva la mayoría de la 
deuda, dejando atrás a bonistas del patio, dejando atrás a tenedores de bonos de obligación general y 
de corporaciones públicas.  No consideran que ya hay un artículo en donde se considera que el acuerdo 
del 21 de septiembre tendría que verse ya anticipado, abocado al fracaso, precisamente porque 
incumplimos.  Un problema mayor es que luego de que se apruebe la ley y el tribunal certifique el 
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acuerdo, el dinero del IVU estaría gravado por ley y no podría reestructurarse nuevamente en caso de 
incumplimiento porque el Gobierno no tenga recursos.  La propia medida nos pone una soga en el 
cuello porque dispone la búsqueda de fondos alternos para cumplir con lo pactado. 

Los puertorriqueños hemos sido ya bombardeados por recortes en servicios esenciales en la 
educación, en la salud, en la universidad, en los sistemas de retiro, recortes que han llevado a la 
indefensión total y social.  Todo lo que se utilice para el repago de la deuda estaríamos ya 
comprometiendo.   

Y finalmente, según dicen los expertos y las partes afectadas en el proceso de reestructuración 
que se está pactando, es un acuerdo usurero e imposible de lograr.  Esto propendería a una nueva 
quiebra pronto, y se estima que estaríamos entrando en otro proceso de reestructuración, en un periodo 
de cinco (5) años.  Una vez esto pase, perpetuaría la permanencia de la amada y siempre señalada 
Junta de Control Fiscal sobre Puerto Rico.  Es decir, que hoy la odiamos, pero ya la estamos invitando 
con esta propuesta a que se quede con nosotros.   

Todas estas conclusiones vulneran la confianza del pueblo en su Gobierno.  No hay 
información a la Asamblea Legislativa, que se propone a aprobar algo sin la necesaria basamenta de 
información y en vías a ser permanentemente la vergüenza para el futuro. 

Esas son mis palabras, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Gracias.  
Señor senador Pereira. 
SR. PEREIRA CASTILLO: Muchas gracias, señor Presidente. 
A veces esta materia de finanzas pues se nos escapan a algunas de las personas como yo que 

no tenemos particularmente ninguna exposición a finanzas y a grandes movimientos de dinero.  Pero 
sí resalta que no se ha proveído ninguna información, se ha provisto ninguna información para mejorar 
esa condición.  Lo que sí se sabe es que el arquitecto de PROMESA, un señor Weiss, anuncia que este 
acuerdo es sencillamente muy tímido.  Y como muy bien señala el senador Vargas Vidot, pues vamos 
a estar próximamente tratando o necesitando renegociar.  No debemos, en el hemiciclo, autorizar a un 
ente que tanto hemos criticado sin saber nada de lo que ellos están haciendo.  Aquí le hemos, yo he 
llamado a que, por favor, resistamos todos los esfuerzos de la Junta de Control Fiscal.  Hemos todos 
escuchados por qué es que si se debe a la cochina colonia o se debe a alguna otra cosa, se debe criticar 
y resistir ese cuerpo impuesto, y más aún cuando a nosotros nos pregunten y nos van a preguntar en 
algún otro sitio de este país por qué votó usted a favor de esto si verdad es y es verdad que no sabían 
nada de estos acuerdos.  No sabemos cuáles son los acuerdos complementarios.  No sabemos cuánto 
se invirtió.  Porque yo voy a decirlo aquí, si yo le debo cien (100) centavos a cualquier persona, yo 
voy a votar porque le paguemos cien (100) centavos.  Pero si usted me prestó a mi siete (7) centavos 
y ahora quiere que yo le devuelva noventa y tres (93) centavos, pues en Cayey hay un nombre para 
esa cosa, y no es bueno repetirlo.  Como yo no me voy a unir a ese grupo que son bien descritos por 
el nombre que utilizan en Cayey, pues tengo que resistir eso. 

Y aquí yo lo que estoy proponiendo es que empecemos a decirle a la Junta de Control Fiscal 
quizás tímidamente, quizás muy muy tímidamente, pero con alguna cortesía decirles “no, we are not 
going to do that”.   

Esas son mis palabras, señor Presidente.  Y anuncio también que se me ha autorizado a 
consignar el voto en contra de la delegación del Partido Popular. 

SR. PRESIDENTE: Gracias al compañero. 
¿Algún otro senador o senadora?  Vamos a un breve receso. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Breve receso, señor Presidente. 
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RECESO 

 
SR. PRESIDENTE: Se reanudan los trabajos del Senado de Puerto Rico. 
Voy a pedirle al señor Vicepresidente, por favor, que suba a presidir porque voy a cerrar el 

debate. 
SR. VICEPRESIDENTE: Adelante, señor Presidente. 
SR. RIVERA SCHATZ: Compañeros senadores y senadoras.  Ante nuestra consideración el 

Proyecto de la Cámara 1837.  Y quisiera elaborar unos argumentos que, desde mi punto de vista, 
ponen en perspectiva lo que está ocurriendo.  Sobre la deuda de Puerto Rico he escuchado a muchos 
compañeros de todas las delegaciones que están aquí representadas en el Senado de Puerto Rico decir 
que la deuda es culpa de todos, que todos los gobiernos tienen culpa.  He escuchado a otros 
compañeros decir que es más culpa de una administración que de otra.  He escuchado a personas fuera 
de este recinto que se autodenominan expertos en finanzas, y otros que se proclaman portavoces del 
pueblo sin haber sido electos a ninguna posición, haciendo ataques similares y añadiendo a esos 
ataques que debe auditarse la deuda, que la deuda es ilegal, atacando los notorios y legendarios buitres.  
Lo cierto es que Puerto Rico tiene una deuda.  Y lo que debería ocurrir o lo que sería correcto es que 
Puerto Rico pagara lo que debe.  Que los contratos que se otorgaron por razón de las emisiones de 
bonos, se honraran. 

Entonces vamos a escuchar a otras personas -¿verdad?- expertos también decir que algunos 
contratos son nulos porque eran leoninos, porque eran engañosos y tendríamos un debate interminable 
de si se hizo un buen negocio o no, si el negocio era nulo o no lo era.  Recuerdo que comparecieron 
aquí al Senado hace algún tiempo alguna gente que alegaba representar al pueblo de Puerto Rico y 
que exigían que se auditara la deuda y les decían a los medios de comunicación que habían recogido 
miles y miles y miles de firmas del pueblo y era una mentira, eran nombres falsos, fraudulentos, se 
comportaron esos que alegaban que querían auditar la deuda exactamente de la forma en que le 
imputan a los notorios y legendarios buitres. 

Así que el escenario es que Puerto Rico tiene una crisis fiscal, hay unas obligaciones contraídas 
mediante un contrato, ninguna de las cuales ha sido declarada nula, ninguna, y por bueno o malo que 
haya sido el negocio, Puerto Rico tiene una situación económica que tiene que atender. 

Así las cosas, en la corte federal hay un litigio, porque escucho a algunos compañeros que 
dicen que no hay información, que no tienen los datos, que no conocen el detalle, como si el asunto 
de la deuda hubiese surgido la semana pasada, como si la creación de la Junta ocurrió en enero del 
año 2017, como si todas las alegaciones que hemos escuchado no hemos estado discutiéndolas y 
repitiéndolas por años y años. 

De hecho, lo que provocó el pleito fue que se imputó a la pasada Administración utilizar 
recursos del Gobierno, dejando al descubierto la deuda, porque los que dejaron de pagar fueron los de 
la pasada Administración, y aquí parece que a alguna gente se le olvida y ahí nace la controversia 
cuando comienzan entonces a hacer planteamientos sobre los fondos de COFINA. 

Porque no les bastó con dañar el crédito de Puerto Rico con los fondos del Gobierno de Puerto 
Rico, sino que también por la forma en que lo manejaron comenzaron a levantarse argumentos legales 
contra la estructura legal que se elaboró y que conocemos como COFINA.  Así que de ahí nace esto.  
Así que, de los que llevan en el Senado algún tiempo, no vengan aquí a decir que no tienen la 
información. 

¿Y qué sugiere este Proyecto?  Bueno, pues conforme a la Ley PROMESA, en la discusión de 
la negociación de la notoria, legendaria y maldita deuda, se logran unos entendidos.  Y esos acuerdos 
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le producirían en ahorros al pueblo puertorriqueño diecisiete (17) billones de dólares -repito- diecisiete 
(17) billones de dólares en ahorros. 

Un acuerdo donde la inmensa mayoría de esos acreedores y los hay de todos los tamaños y de 
todas las características, hay bonistas gente buena residentes de Puerto Rico que legítimamente se 
ganaron su dinero y compraron correcta y adecuadamente, y yo estoy seguro que nadie aquí quiere 
defender a ningún buitre, pero hay gente buena.  Así que tendríamos un ahorro de diecisiete (17) 
billones de dólares en la deuda y de cuatrocientos treinta y ocho (438) millones al año. 

La pregunta que yo quisiera que alguien pudiera responder, ¿alguien tiene una mejor 
propuesta?  ¿Alguien tiene una mejor alternativa que esté cónsona con nuestro ordenamiento legal?  
Porque por supuesto puede venir un planteamiento olímpico de que no paguemos la deuda, eso es 
nulo, vamos a auditarla y toda la retórica esta liviana sin fundamento correcto para sostenerse en una 
corte, que es donde se discuten los asuntos legales. 

¿Alguien tiene alguna propuesta que le representara un ahorro mayor al pueblo puertorriqueño 
a corto y a largo plazo?  Probablemente no sea el mejor negocio, pero hay gente que quiere hacer lo 
bueno enemigo de lo perfecto.  ¿Alguien va a comparecer, digamos de la Minoría del Partido Popular 
o de la Mayoría o de cualquiera de las delegaciones, a decir que en algún contrato de estos que se 
otorgó a los que llaman buitre debe eliminarse porque fue nulo, fue contrario a la Ley?  ¿Alguien lo 
ha hecho?  ¿Alguien piensa que en una corte un planteamiento en esa dirección va a prosperar?  Porque 
si así fuera, yo invito a cualquiera de las delegaciones, incluyendo la nuestra, a que vayan a una corte 
y digan que fue que nos engañaron o que fue que prestaron a sabiendas de que no se podía pagar, a 
ver hasta dónde llegan con ese argumento o que digan que la deuda es ilegal y que planteen un 
fundamento que en una corte pueda ser validado. 

Así que el tema de la duda de los buitres, de los bonistas, de los contratos de COFINA no es 
un tema de esta tarde o de la pasada semana, se ha estado discutiendo por años y se ha discutido en 
los medios amplia y profundamente.  Y este Proyecto por virtud de la Ley PROMESA, ley que 
precisamente nos aplica porque somos una colonia, pretende darle paso al acuerdo a que se ha logrado 
o que se ha discutido y negociado en la corte federal. 

De eso es que se trata este Proyecto, no hay ninguna otra cosa.  En el plano personal soy de la 
opinión de que debemos cumplirle, pero particularmente a los que compraron al precio real del 
mercado y a los que el Gobierno de Puerto Rico les falló y les afectó su retiro y les afectó sus ahorros 
y les dañó su futuro.  Pero ante el escenario que tenemos -repito-, ¿alguna de las delegaciones, alguna 
de las personas ha comparecido a la corte para hacer ese planteamiento?  Hay una propuesta que le 
ahorra diecisiete (17) billones a Puerto Rico de la deuda, cuatrocientos treinta y ocho (438) millones 
al año.  Quizás no es el mejor acuerdo.  Quizás alguna que otra persona reciba más de lo que merece, 
pero hay muchos que están recibiendo menos de lo que tenían derecho en este acuerdo, particularmente 
gente seria de Puerto Rico, que fueron golpeadas con todo esto de los incumplimientos de los pagos. 

Así es que mi exhortación a todos los compañeros senadores y senadoras es que en la tarde de 
hoy aprobemos este Proyecto, que en esencia procura darle una formalidad y refrendar un acuerdo que 
le va a representar un ahorro sustancial al pueblo puertorriqueño, que hubiésemos querido que fuera 
mayor, que hubiésemos querido ponerle un detente a los buitres, pues seguro que sí. Pero el saldo neto 
de transacción ubica a Puerto Rico en un escenario mejor que el reclamaban precisamente esos buitres 
y todos los demás que están reclamando en la corte, que pedían el cien por ciento (100%), que pedían 
que se honrara lo pactado y que de haber ocurrido eso entonces Puerto Rico estaría en una situación 
todavía peor en términos fiscales presupuestarios.  Así que, compañeros, aprobemos este Proyecto de 
modo que podamos seguir adelante y podamos seguir encaminando a Puerto Rico por la ruta correcta. 

Son mis palabras. 
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SR. VICEPRESIDENTE: Muchas gracias, señor Presidente. 
Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se apruebe sin enmiendas, el 

Proyecto de la Cámara 1837. 
 

- - - - 
Ocupa la Presidencia el señor Thomas Rivera Schatz. 

- - - - 
 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 1837, sin 
enmiendas, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

 
ASUNTOS PENDIENTES 

 

 Como primer Asunto Pendiente en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se 
anuncia el Proyecto del Senado 307. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto del Senado 307 viene acompañada con 
enmiendas del informe, proponemos que se aprueben. 

SR. BHATIA GAUTIER: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Un breve receso.  Deme una oportunidad. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, un breve receso en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Breve receso. 

 
RECESO 

 
SR. PRESIDENTE: Se reanudan los trabajos del Senado de Puerto Rico. 
Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente.  Señor Presidente, ya hemos presentado el Proyecto 

del Senado 307. 
SR. PRESIDENTE: Las enmiendas del informe. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Sí. 
SR. PRESIDENTE: ¿Alguna objeción a las enmiendas del Informe?  No habiendo objeción, 

se aprueban las enmiendas al Informe. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que el Proyecto del Senado 307 

se traiga ante la consideración del Senado de Puerto Rico. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Senado de Puerto Rico el Proyecto del Senado 

307, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Derrotado. 
- - - - 

 
SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto, señor Presidente. 
Señor Presidente, para ir al turno de Mociones. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 
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MOCIONES 

 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar la autorización del Cuerpo para 

que se pueda atender en la presente sesión el Proyecto del Senado 1144 y el Proyecto del Senado 1147. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos se descargue el Proyecto del Senado 

1144 y que dicha medida se incluya en el Calendario de Órdenes Especiales del Día de hoy. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: De igual forma, señor Presidente, con el 1147. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a proponer que se le dé lectura al Proyecto 

del Senado 1144. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
CALENDARIO DE LECTURA 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 
1144, el cual fue descargado de la Comisión de Banca, Comercio y Cooperativismo. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se llame la medida. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

 
CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto del Senado 1144. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe el Proyecto 1144 sin 
enmiendas. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 1144, sin 
enmiendas, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 

- - - - 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se le dé lectura al Proyecto del Senado 
1147. 
 

CALENDARIO DE LECTURA 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 
1147, el cual fue descargado de la Comisión sobre Relaciones Federales, Políticas y Económicas.  

- - - - 
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CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto del Senado 1147. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto del Senado 1147 que ha sido descargado 
tiene enmiendas en Sala. 

SR. PRESIDENTE: Adelante con las enmiendas. 
 
ENMIENDAS EN SALA 
En el Decrétase: 
Página 20, líneas 3 a la 21, eliminar todo su contenido 
Páginas 22 a la 28, eliminar todo su contenido 
Páginas 35 a la 38, eliminar todo su contenido 
Páginas 63 a la 66, eliminar todo su contenido 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala. 
SR. PRESIDENTE: ¿Alguna objeción? No habiendo objeción, se aprueban las enmiendas. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe el Proyecto del Senado 1147 

según ha sido enmendado. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 1147, según ha 

sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
- - - - 

 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar un breve receso en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Breve receso. 

 
RECESO 

 
SR. PRESIDENTE: ¿Vamos a una Votación Parcial? 
Señor Portavoz, se reanudan los trabajos del Senado de Puerto Rico. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Si me da dos (2) segundos en lo que me imprimen de Secretaría, pero 

le adelantamos a los compañeros y compañeras que estaremos estableciendo… 
SR. PRESIDENTE: Me informa, me informa el Secretario que ya lo imprimió, que no tiene 

que esperar dos (2) segundos. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Pues, muy bien, pues ya pasaron dos (2) segundos. 
Señor Presidente, vamos a solicitar una Votación Parcial donde se incluyan las siguientes 

medidas: Proyecto del Senado 857, en Informe de Conferencia; Proyecto del Senado 1035, Proyecto 
del Senado 1102, Proyecto del Senado 1103, Proyecto del Senado 1144, Proyecto del Senado 1147; 
Resolución Conjunta del Senado 297, en su segundo informe; Resolución Conjunta del Senado 328; 
Proyecto de la Cámara 1837, para un total de nueve (9) medidas. 
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SR. PRESIDENTE: ¿Alguna objeción? No habiendo objeción, así se acuerda. 
¿Algún senador o senadora que quiera abstenerse o emitir algún voto explicativo de las 

medidas incluidas en la Votación Parcial? 
SR. BHATIA GAUTIER: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Senador Bhatia Gautier. 
SR. BHATIA GAUTIER: Señor Presidente, vamos a emitir un voto explicativo sobre el 1837, 

el de COFINA. 
SR. PRESIDENTE: Cómo no.  Que se haga constar. 
SR. DALMAU RAMÍREZ: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Senador Dalmau Ramírez. 
SR. DALMAU RAMÍREZ: Voto explicativo para el P. de la C. 1837. 
SR. PRESIDENTE: Cómo no.  ¿Once treinta y siete (1137)? 
SR. DALMAU RAMÍREZ: Dieciocho treinta y siete (1837). 
SR. PRESIDENTE: Ah, dieciocho treinta y siete (1837), okay. 
SR. VARGAS VIDOT: Señor Presidente, voto explicativo… 
SR. PRESIDENTE: Senador Vargas Vidot. 
SR. VARGAS VIDOT: …para P. de la C. 1837. 
SR. PRESIDENTE: Cómo no. 
Ábrase la Votación. 
Todos los senadores presentes emitieron su voto, señor Secretario, informe el resultado de la 

Votación. 
 
CALENDARIO DE APROBACIÓN FINAL DE PROYECTOS DE LEY Y RESOLUCIONES 
 

 Son consideradas en Votación Final las siguientes medidas: 
 

Informe de Conferencia en torno al P. del S. 857 
 

P. del S. 1035 
 

P. del S. 1102 
 

P. del S. 1103 
 

P. del S. 1144 
 

P. del S. 1147 
 

R. C. del S. 297 (segundo informe) 
 

R. C. del S. 328 
 

P. de la C. 1837 
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VOTACIÓN 

(Núm. 1) 
 

El Informe del Conferencia en torno al Proyecto del Senado 857; los Proyectos del Senado 1035, 
1102, 1103; y la Resolución Conjunta del Senado 297 (segundo informe), son considerados en Votación 
Final, la que tiene efecto con el siguiente resultado:  
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Eduardo Bhatia Gautier, Nelson V. Cruz Santiago, Juan M. Dalmau Ramírez, Zoé Laboy 
Alvarado, Miguel Laureano Correa, Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, Abel Nazario 
Quiñones, Henry E. Neumann Zayas, Margarita Nolasco Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Miguel 
A. Pereira Castillo, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Axel Roque Gracia, Lawrence N. 
Seilhamer Rodríguez, Cirilo Tirado Rivera, Aníbal J. Torres Torres, José A. Vargas Vidot, Evelyn 
Vázquez Nieves, Nayda Venegas Brown y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total .........................................................................................................................................................  22 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Total ...........................................................................................................................................................  0 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...........................................................................................................................................................  0 
 
 

La Resolución Conjunta del Senado 328, es considerada en Votación Final, la que tiene efecto 
con el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Eduardo Bhatia Gautier, Nelson V. Cruz Santiago, Zoé Laboy Alvarado, Miguel Laureano 
Correa, Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, Abel Nazario Quiñones, Henry E. 
Neumann Zayas, Margarita Nolasco Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Miguel A. Pereira Castillo, 
José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Axel Roque Gracia, Lawrence N. Seilhamer Rodríguez, 
Cirilo Tirado Rivera, Aníbal J. Torres Torres, José A. Vargas Vidot, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda 
Venegas Brown y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total .........................................................................................................................................................  21 
 

VOTOS NEGATIVOS 
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Senador: 
Juan M. Dalmau Ramírez. 

 
Total ...........................................................................................................................................................  1 
 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...........................................................................................................................................................  0 
 
 

El Proyecto del Senado 1144, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el 
siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Eduardo Bhatia Gautier, Nelson V. Cruz Santiago, Zoé Laboy Alvarado, Miguel Laureano 
Correa, Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, Abel Nazario Quiñones, Henry E. 
Neumann Zayas, Margarita Nolasco Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Miguel A. Pereira Castillo, 
José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Axel Roque Gracia, Lawrence N. Seilhamer Rodríguez, 
Aníbal J. Torres Torres, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda Venegas Brown y Thomas Rivera Schatz, 
Presidente. 
 
Total .........................................................................................................................................................  19 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Juan M. Dalmau Ramírez, Cirilo Tirado Rivera y José A. Vargas Vidot. 
 
Total ...........................................................................................................................................................  3 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...........................................................................................................................................................  0 
 
 

El Proyecto del Senado 1147, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el 
siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Nelson V. Cruz Santiago, Zoé Laboy Alvarado, Miguel Laureano Correa, Ángel R. Martínez 
Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, Abel Nazario Quiñones, Henry E. Neumann Zayas, Margarita 
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Nolasco Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Axel Roque 
Gracia, Lawrence N. Seilhamer Rodríguez, José A. Vargas Vidot, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda 
Venegas Brown y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total .........................................................................................................................................................  17 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Eduardo Bhatia Gautier, Juan M. Dalmau Ramírez, Miguel A. Pereira Castillo, Cirilo Tirado 
Rivera y Aníbal J. Torres Torres. 
 
Total ...........................................................................................................................................................  5 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...........................................................................................................................................................  0 
 
 

El Proyecto de la Cámara 1837, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el 
siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
Senadores: 

Nelson V. Cruz Santiago, Zoé Laboy Alvarado, Miguel Laureano Correa, Ángel R. Martínez 
Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, Abel Nazario Quiñones, Henry E. Neumann Zayas, Margarita 
Nolasco Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Axel Roque 
Gracia, Lawrence N. Seilhamer Rodríguez, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda Venegas Brown y Thomas 
Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total .........................................................................................................................................................  16 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Eduardo Bhatia Gautier, Juan M. Dalmau Ramírez, Miguel A. Pereira Castillo, Cirilo Tirado 
Rivera, Aníbal J. Torres Torres y José A. Vargas Vidot. 
 
Total ...........................................................................................................................................................  6 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...........................................................................................................................................................  0 
 

SR. PRESIDENTE: Todas las medidas fueron aprobadas. 
- - - - 
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SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Vamos a solicitar ir al turno de Mociones. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
MOCIONES 

 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a pedir la reconsideración de la Resolución 

Conjunta de la Cámara 412. 
SRA. VENEGAS BROWN: Señor Presidente, para secundar la moción presentada por el 

compañero Portavoz. 
SR. PRESIDENTE: Debidamente secundada.  Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se llame la Resolución 

Conjunta de la Cámara 412 después de leída. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Y, señor Presidente, obviamente, para aclarar el récord, en su 

reconsideración. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
reconsideración a la Resolución Conjunta de la Cámara 412. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a recomendar que se apruebe la Resolución 
Conjunta de la Cámara 412 sin enmiendas. 

SR. PRESIDENTE: Con enmiendas. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, déjeme reconsiderar eso. 
SR. PRESIDENTE: Cómo no. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Acaban de subir enmiendas. 
SR. PRESIDENTE: Muy bien. 
Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, tiene enmiendas en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Adelante con las enmiendas en Sala. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se elimine todo el contenido de la página 

2. 
SR. PRESIDENTE: ¿Alguna objeción? No habiendo objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la Resolución Conjunta de la 

Cámara 412, en su reconsideración, según ha sido enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la reconsideración de la Resolución 

Conjunta de la Cámara 412, según ha sido enmendada, los que estén a favor dirán que sí.  En contra 
dirán que no.  Aprobado. 

- - - - 
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SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar la autorización para que la 
Comisión de Gobierno pueda realizar una reunión ejecutiva en estos momentos sobre varias medidas, 
en el Salón de Mujeres Ilustres. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda.  Próximo asunto. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hemos sido informados que la Cámara de 

Representantes no concurre con las enmiendas introducidas por el Senado al Proyecto de la Cámara 
1544. 

SR. PRESIDENTE: Así es.  Vamos a conformar un Comité de Conferencia.  Así las cosas, 
constituimos un Comité de Conferencia ante las diferencias surgidas entre la Cámara y el Senado por 
el Proyecto de la Cámara 1544, dicho Comité estará presidido por este servidor; la senadora Padilla 
Alvelo, el senador Rodríguez Mateo, el senador Nadal Power y el senador Dalmau Ramírez.  Comité 
de Conferencia Proyecto de la Cámara 1544. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Un breve receso en lo que se determina el procedimiento para ver el 
segundo Calendario de Órdenes Especiales del Día. 

SR. PRESIDENTE: Receso. 
 

RECESO 
 

SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para ir al turno de Mociones. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
MOCIONES 

 
SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para autorizar a que se celebre una 

reunión ejecutiva de la Comisión de Desarrollo del Oeste, a las cinco de la tarde (5:00 p.m.), en el 
Salón de Mujeres Ilustres. 

SR. PRESIDENTE: Debidamente notificado a los miembros de dicha Comisión. 
SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Sí.  Y, señor Presidente, para que se autorice a la Comisión 

de Hacienda a realizar una reunión ejecutiva sobre varias medidas en el Salón de Mujeres Ilustres, en 
estos precisos momentos comienza. 

SR. PRESIDENTE: Se autoriza a ambas Comisiones. 
SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para autorizar a la Comisión de 

Educación a realizar una reunión ejecutiva sobre el Proyecto de la Cámara 1484, el de Educación 
Especial, en el Salón de Mujeres Ilustres. 

SR. PRESIDENTE: Se autoriza a la Comisión de Educación. 
SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Señor Presidente, ya se circuló el… 
SR. PRESIDENTE: Segundo Calendario. 
SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: …el segundo Calendario, para que se proceda con la lectura 

de las medidas. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
CALENDARIO DE LECTURA 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta del 
Senado 64, y se da cuenta del tercer informe de la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, 
Urbanismo e Infraestructura, con enmiendas. 



Jueves, 8 de noviembre de 2018  Núm. 22 
 
 

8905 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta del 
Senado 84, y se da cuenta del tercer informe de la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, 
Urbanismo e Infraestructura, con enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta del 
Senado 146, y se da cuenta del tercer informe de la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, 
Urbanismo e Infraestructura, con enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta del 
Senado 312, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, 
Urbanismo e Infraestructura, sin enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 
1386, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, Urbanismo e 
Infraestructura, con enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 
1670, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Desarrollo del Oeste, sin enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 
1723, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, Urbanismo e 
Infraestructura, sin enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta de 
la Cámara 228, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, 
Urbanismo e Infraestructura, sin enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta de 
la Cámara 348, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Educación y Reforma Universitaria, 
sin enmiendas. 

- - - - 
 

SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para dar inicio con la discusión del 
Calendario. 

SR. PRESIDENTE: Adelante. 
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CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta del Senado 64 (tercer informe). 
 

SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Señor Presidente, del tercer informe se desprenden 
enmiendas en la Exposición de Motivos y el Decrétase, para que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el tercer informe de la 
Resolución Conjunta del Senado 64, se aprueban. 

SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se apruebe la Resolución 
Conjunta del Senado 64, según ha sido enmendada. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta del Senado 64, 
según ha sido enmendada, los que estén a favor dirán que sí.  Los que estén en contra dirán que no.  
Aprobado. 

SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Próximo asunto. 
Ah, señor Presidente, hay enmiendas en el título que se desprenden del informe, para que se 

aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe sobre el título 

de la Resolución Conjunta del Senado 64, se aprueban. 
SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta del Senado 84 (tercer informe). 
 

SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Sí, señor Presidente, hay enmiendas en el tercer informe, 
en la Exposición de Motivos y en el Decrétase, para que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el tercer informe sobre 
la Resolución Conjunta del Senado 84, se aprueban. 

SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se apruebe la Resolución 
Conjunta del Senado 84, según ha sido enmendada. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta del Senado 84, 
según ha sido enmendada, los que estén a favor dirán que sí.  Los que estén en contra dirán que no.  
Aprobado. 

SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Señor Presidente, hay enmiendas del informe en el título, 
para que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe sobre el título 
de la Resolución Conjunta del Senado 84, se aprueban. 

SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Próximo asunto. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta del Senado 146 (tercer informe). 
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SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Señor Presidente, hay enmiendas del tercer informe en la 

Exposición de Motivos y en el Decrétase, para que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe de la 

Resolución Conjunta del Senado 146, se aprueban. 
SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Para que se apruebe la medida según ha sido enmendada, 

señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta del Senado 146, 

según ha sido enmendada, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Señor Presidente, hay enmiendas que se desprenden del 

informe al título, para que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe sobre el título 

de la Resolución Conjunta del Senado 146, se aprueban. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta del Senado 312. 
 

SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Sí, señor Presidente, para que se apruebe la medida sin 
enmiendas. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta del Senado 
312,… 

SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: …sin enmiendas, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que 

no.  Aprobada. 
SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Hay enmiendas en el título, señor Presidente, para que se 

lean. 
SR. PRESIDENTE: Adelante con enmiendas en Sala al título de la Resolución Conjunta del 

Senado 312. 
 
ENMIENDAS EN SALA 
En el Título: 
Línea 3, después de “Rivera” eliminar “.” y sustituir por 

“; eximir esta designación de la Ley Núm. 99 del 
22 de junio de 1961, según enmendada; y para 
otros fines relacionados.”  

 
SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en 

Sala al título. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas en Sala al título de la Resolución 

Conjunta del Senado 312, se aprueban. 
Próximo asunto. 

- - - - 
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 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 1386. 
 

SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Señor Presidente, hay enmiendas en la Exposición de 
Motivos y en Decrétase, para que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe del Proyecto 
de la Cámara 1386, se aprueban. 

SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Señor Presidente, hay enmiendas adicionales en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Adelante con las enmiendas en Sala. 

 
ENMIENDAS EN SALA 
En la Exposición de Motivos: 
Página 2, último párrafo, eliminar líneas 1 a la 7 
Página 3, párrafo 1, líneas 1 a la 16, eliminar todo su contenido 
Página 3, párrafo 2, línea 1 a la 4, eliminar todo su contenido 
 
En el Decrétase: 
Página 5, líneas 17 a la 22, eliminar todo su contenido 
Página 6, líneas 1 a la 22, eliminar todo su contenido 
Página 7, líneas 1 a la 22, eliminar todo su contenido 
Página 8, líneas 1 a la 22, eliminar todo su contenido 
Página 9, líneas 1 a la 22, eliminar todo su contenido 
Página 10, línea 1, después de “Sección” eliminar “4” y sustituir por 

“2” 
 

SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en 
Sala. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
Senador Vargas Vidot. 
SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha 

sido… 
SR. VARGAS VIDOT: Sí, yo tengo una… 
SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: …enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Señor Vicepresidente, el compañero quiere expresarse. 
SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Ah, sí. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 
SR. VARGAS VIDOT: Sí.  Gracias, señor Presidente. 
Es que esta medida a mí me preocupa porque el Proyecto contempla enmiendas que propenden 

a someter al conductor a prueba de aliento y sangre sin su consentimiento.  Entonces esto es como ir 
hacia atrás -¿no?-.  Definitivamente, para mí el cuidado que debemos de tener en esta medida es que 
esto incide sobre el derecho fundamental a la intimidad, estamos hablando de pruebas que son 
invasivas y que se asume que sencillamente por el conductor estar transitando por la vía uno está 
aceptando tácitamente que va a ser probado -¿no?-, que renuncia a ese derecho.  La renuncia a un 
derecho fundamental, porque es fundamental, esa renuncia debe der ser, primero, voluntaria, debe de 
ser expresa y debe ser inequívoca y nunca tácita. 
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Yo creo que tenemos la oportunidad de que igualmente buscar el objetivo de la medida sin que 
caigamos en esta idea.  Recordemos que en el 2000 cuando se aprueban estas, pues, medidas de esta 
naturaleza era cuando la antigua mano dura contra el crimen, en donde se obviaban derechos 
fundamentales. 

Lo próximo, si nosotros fuéramos a permitir una pérdida de ese derecho, una renuncia al 
derecho sin ni quiera decirlo tácitamente, sería un “body cavity search”, porque alguien piensa que a 
través de eso se puede combatir el crimen y hacer determinaciones favoreciendo algún tipo de 
sospecha. 

Yo creo que debemos de considerar el asunto, puede parecer muy sencillo, como algo de 
tránsito, pero nos estamos metiendo en un área que sí de verdad requiere un pensamiento mucho más 
profundo. 

SR. DALMAU RAMÍREZ: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Senador Dalmau Ramírez. 
SR. DALMAU RAMÍREZ: Señor Presidente, solamente para abonar a lo dicho por el 

compañero Vargas Vidot.  En la página 5 del Proyecto de la Cámara 1386 dispone lo siguiente: 
“Artículo 7.09.- Se considerará que toda persona que transite por las vías públicas de Puerto Rico 
conduciendo un vehículo, un vehículo de motor, un vehículo pesado de motor o un vehículo 
todoterreno habrá prestado su consentimiento para someterse a la prueba de campo estandarizada de 
sobriedad, así como al análisis químico, físico, de su aliento, sangre o de cualquier sustancia de su 
cuerpo para los fines que se expresan en este Proyecto”. 

Es decir, en lugar de mantener el criterio de motivo fundado para la intervención de acuerdo a 
lo que el policía puede notar o a plena vista o lo que puede ser el comportamiento y seguir el protocolo 
regular, esto crea una presunción de que toda persona que transite en las carreteras de Puerto Rico 
están dando su consentimiento para intervenciones que son incluso invasivas a su cuerpo. 

Señor Presidente, por esta razón yo habría de oponerme a esta medida. 
SR. PRESIDENTE: Compañero Bhatia Gautier, adelante. 
SR. BHATIA GAUTIER: Señor Presidente, es que yo simplemente quería hacerle constar a 

los compañeros, no sé si se han dado cuenta que este Proyecto no tiene nada que ver con este asunto, 
este Proyecto llegó aquí al Senado para ayudar a las familias a hacer los traspasos cuando una persona 
muere.  ¿Y qué tiene que ver eso, qué tiene que ver eso con un proyecto que tiene que ver con las 
pruebas de aliento o las pruebas…? Eso se le ha añadido aquí. 

SR. PRESIDENTE: No. 
SR. BHATIA GAUTIER: ¿No? 
SR. PRESIDENTE: Vino así.  Aquí se le va a añadir. 
SR. BHATIA GAUTIER: Bueno, pero aquí… porque es que, según está el Proyecto, la 

enmienda aparece como si fuera añadida aquí en el Senado.  Según lo que está subrayado, “you get 
my point”. 

SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Sí, simplemente un comentario.  El Proyecto ha sido 

enmendado, de manera que se crea un Comité de Conferencia, así que quedan consignados los 
comentarios de los compañeros. 

SR. PRESIDENTE: Sí. 
SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Ya se aprobaron las enmiendas en Sala, así que… 
SR. PRESIDENTE: No, no, no se han leído las enmiendas en Sala, no se han leído. 
SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: ¿Se leyeron? 
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SR. PRESIDENTE: ¿Se leyeron? Muy bien. 
SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Se leyeron las enmiendas en Sala, para que apruebe la 

medida según ha sido enmendada, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 1386, los que 

estén a favor dirán que sí.  Los que estén en contra dirán que no.  Derrotado. 
SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 1670. 
 

SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Sí, señor Presidente, para que se apruebe el Proyecto de la 
Cámara 1670 sin enmiendas. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 1670, sin 
enmiendas, los que estén a favor dirán que sí.  Los que estén en contra dirán que no.  Aprobado. 

SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Próximo asunto, señor Presidente. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 1723. 
 

SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se apruebe la medida sin 
enmiendas. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 1723, sin 
enmiendas, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 

SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Próximo asunto. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta de la Cámara 228. 
 

SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se apruebe la medida sin 
enmiendas. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta de la Cámara 
228, sin enmiendas, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 

SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Próximo asunto. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta de la Cámara 348. 
 

SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se apruebe la medida sin 
enmiendas. 
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SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta de la Cámara 

348, sin enmiendas, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
- - - - 

 
 

SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: Señor Presidente, estamos en proceso de la confección de 
un tercer Calendario, para entonces solicitar un receso. 

SR. PRESIDENTE: Muy bien.  Vamos a recesar hasta las seis y treinta de la tarde (6:30 p.m.).  
Quiero, a los compañeros… Seis y treinta (6:30). 

A los compañeros senadores y senadoras, en el tercer Calendario viene el Proyecto de la Ley 
de Armas, que lo vamos a aprobar hoy, en esencia, ese es el Proyecto de mayor debate, no estoy seguro 
si hay uno que otro nombramiento que se vaya a incluir, pero tenemos hasta el día 13 los 
nombramientos, pero vamos a recesar hasta las seis y treinta (6:30) y regresamos para entonces la 
presentación que hará el senador Neumann Zayas. 

Receso hasta las seis y treinta (6:30). 
 
 

RECESO 
 
 

SR. PRESIDENTE: Se reanudan los trabajos del Senado de Puerto Rico. 
Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, solicitamos ir al turno de Informes Positivos. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

 
 

INFORMES POSITIVOS DE COMISIONES PERMANENTES,  
ESPECIALES Y CONJUNTAS 

 
Luego de preparado el Orden de los Asuntos, la Secretaría da cuenta de los siguientes Informes 

Positivos de Comisiones Permanentes, Especiales y Conjuntas: 
 

De la Comisión de Turismo y Cultura, un informe, proponiendo la aprobación de la R. C. del 
S. 314, con enmiendas, según el entirillado electrónico que se acompaña. 

De la Comisión de Gobierno, un informe, proponiendo la aprobación de la R. C. del S. 279, 
con enmiendas, según el entirillado electrónico que se acompaña. 
 

SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se reciban los Informes ya 

leídos. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar regresar al turno de Lectura de 

Proyectos radicados. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda.  Adelante. 
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RELACIÓN DE PROYECTOS DE LEY Y RESOLUCIONES 

 
La Secretaría da cuenta de la tercera Relación de Proyecto de Ley radicado y referido a Comisión 

por el señor Presidente, cuya lectura se prescinde a moción del señor Carmelo J. Ríos Santiago: 
 

PROYECTO DEL SENADO 
 
P. del S. 1148 
Por los señores Rivera Schatz, Seilhamer Rodríguez, Ríos Santiago, Martínez Santiago, Berdiel 
Rivera, Correa Rivera; Cruz Santiago; la señora Laboy Alvarado; los señores Laureano Correa, Muñiz 
Cortés, Nadal Power, Nazario Quiñones, Neumann Zayas; las señoras Nolasco Santiago, Padilla 
Alvelo, Peña Ramírez; los señores Pereira Castillo, Pérez Rosa, Rodríguez Mateo, Romero Lugo, 
Roque Gracia, Tirado Rivera y Torres Torres y las señoras Vázquez Nieves y Venegas Brown (Por 
Petición): 
 
“Para enmendar el Artículo 5-103 de la Ley Núm. 447 del 15 de mayo de 1951, según enmendada, a 
los fines de aclarar las disposiciones relacionadas a los beneficios de pensión que le serán aplicables 
a los alcaldes que hayan juramentado a dicha posición antes del 31 de enero del 2001.” 
(ASUNTOS MUNICIPALES) 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar ir al turno de Mociones. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda.  Adelante. 

 
 

MOCIONES 
 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar autorización el Cuerpo para que 
se pueda atender en la presente sesión el Proyecto del Senado 1148. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a proponer el descargue del Proyecto del 

Senado 1148 y que se incluya en el Calendario de Órdenes Especiales del Día. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se incluyan los siguientes 

informes: la Resolución Conjunta del Senado 79, Resolución Conjunta de la Cámara 191, Resolución 
Conjunta del Senado 314 y Proyecto de la Cámara 1272. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar la autorización a la Comisión de 

Salud Ambiental y Recursos Naturales a realizar una reunión ejecutiva en el Proyecto de la Cámara 
689, en el Salón de Mujeres Ilustres, en estos momentos. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se le dé lectura al tercer 

Calendario de Órdenes Especiales del Día. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 
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CALENDARIO DE LECTURA 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta del 
Senado 7, y se da cuenta del tercer informe de la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, 
Urbanismo e Infraestructura, con enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta del 
Senado 145, y se da cuenta del tercer informe de la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, 
Urbanismo e Infraestructura, con enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 
617, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, Urbanismo e 
Infraestructura, sin enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 
719, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Turismo y Cultura, con enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 
766, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Agricultura, sin enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 
838, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Asuntos Municipales, con enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 
1244, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Asuntos del Consumidor y Servicios Públicos 
Esenciales, con enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 
1504, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, Urbanismo e 
Infraestructura, sin enmiendas. 

- - - - 
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 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta de 
la Cámara 64, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Educación y Reforma Universitaria, con 
enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta de 
la Cámara 287, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, 
Urbanismo e Infraestructura, sin enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta de 
la Cámara 352, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Hacienda, con enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta de 
la Cámara 391, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Hacienda, con enmiendas. 

- - - - 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Vamos a solicitar comenzar con la discusión del tercer Calendario de 

Órdenes Especiales del Día. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta del Senado 7 (tercer informe). 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas del 
informe, vamos a proponer que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe de la 
Resolución Conjunta del Senado 7, se aprueban. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala, vamos a proponer que se 
lean. 

SR. PRESIDENTE: Adelante. 
 
ENMIENDAS EN SALA 
En la Exposición de Motivos: 
Página 2, párrafo 2, líneas 1 a la 8, eliminar todo su contenido  
 
En el Resuélvese:  
Página 3, líneas 3 a la 23, eliminar todo su contenido 
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Página 3 línea 24, después de “Sección” eliminar “6” y sustituir por 
“2” 

Página 4 línea 4, después “Sección” eliminar “7” y sustituir por 
“3” 

 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a proponer que se aprueben las enmiendas 

en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a proponer que se apruebe la medida según 

ha sido enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Muy bien.  Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta del 

Senado 7, según ha sido enmendada, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  
Aprobado. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, vamos a 
proponer que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe sobre el título 
de la Resolución Conjunta del Senado 7, se aprueban. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta del Senado 145 (tercer informe). 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, la Resolución Conjunta del Senado 145, en su tercer 
informe, viene acompañada con enmiendas del informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe de la 
Resolución Conjunta del Senado 145, se aprueban. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, solicitamos se apruebe la medida según ha sido 
enmendada. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta del Senado 145, 
según ha sido enmendada, los que estén a favor dirán que sí.  Los que estén en contra dirán que no.  
Aprobado. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, proponemos 
que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe sobre el título 
de la Resolución Conjunta del Senado 145, se aprueban. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 617. 
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SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se apruebe el Proyecto de la 
Cámara 617 sin enmiendas. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 617, sin 
enmiendas, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 719.  
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto de la Cámara 719 viene acompañado 
con enmiendas del informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe del Proyecto 
de la Cámara 719, se aprueban. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala, vamos a proponer que se 
lean. 

SR. PRESIDENTE: Adelante. 
 
ENMIENDAS EN SALA 
En el Decrétase:  
Página 2, línea 1, después de “enmienda” eliminar “el” y sustituir 

por “la” 
Página 2, línea 13, después “asociando” eliminar todo su contenido 
Página 2, línea 4, antes de “Puerto Rico” eliminar todo su 

contenido 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, solicitamos que se aprueben las enmiendas en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, solicitamos se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 719, según ha 

sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, proponemos 

que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe sobre el título 

del Proyecto de la Cámara 719, se aprueban. 
Próximo asunto. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala al título, proponemos que 

se lean. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
ENMIENDAS EN SALA 
En el Título: 
Página 1, linea1, después de “enmienda” eliminar “el” y sustituir 

por “la” 
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Página 1, línea 2, antes de “comisión” eliminar “la” 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala al título. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda.  Próximo asunto. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 766. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto de la Cámara 766 ha sido presentado 
sin enmiendas, sin embargo, tenemos enmiendas en Sala a la medida, por lo que proponemos que se 
lean. 

SR. PRESIDENTE: Adelante. 
 
ENMIENDAS EN SALA 
En la Exposición de Motivos: 
Página 2, párrafo 3, línea 1, después de “la” eliminar todo su contenido 
Página 2, párrafo 3, línea 2 a la 5, eliminar todo su contenido 
Página 2, párrafo 3, línea 6, antes de “ley” eliminar todo su contenido 
Página 2, párrafo 3, línea 7, después de “mayor de” eliminar “diez (10)” y 

sustituir por “veinticinco (25)” 
Página 2, párrafo 4, línea 2, después de “más de” eliminar “diez (10)” y 

sustituir por “veinticinco (25)” 
Página 2, párrafo 4, línea 3, después de “término de” eliminar “diez (10)” y 

sustituir por “veinticinco (25)” 
Página 2, párrafo 4, línea 9, después de “reducir de” eliminar “diez (10) a 

cinco (5)” y sustituir por “veinticinco (25) a diez 
(10)” 

Página 2, párrafo 4, línea 10, después de “término de” eliminar “cinco (5)” y 
sustituir por “diez (10)” 

Página 2, párrafo 5, línea 2, después de “reducir de” eliminar “diez (10) a 
cinco (5)” y sustituir por “veinticinco (25) y diez 
(10)” 

 
En el Decrétase: 
Página 3, línea 5, después de “mayor de” eliminar “cinco (5)” y 

sustituir por “diez (10)” 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos que se aprueben las enmiendas en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a proponer que se apruebe la medida según 

ha sido enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 766, según ha 

sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
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SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala al título, proponemos que 

se lean. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
ENMIENDAS EN SALA 
En el Título:  
Página 1, línea 3, después de “de” eliminar “diez (10) a cinco (5)” 

y sustituir por “veinticinco (25) a diez (10)” 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala al título. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda.  Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 838. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto de la Cámara 838 viene acompañado 
con enmiendas del informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene… 
SR. VARGAS VIDOT: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: …el informe del Proyecto de la Cámara 838, se aprueban. 
Senador Vargas Vidot. 
SR. VARGAS VIDOT: Gracias. 
Señor Presidente, yo creo que el Proyecto es bueno, lo que pasa es que quisiera asegurar algo, 

hay una… para asegurar la voluntariedad del acuerdo del arrendatario me parece que hay que…yo 
quiero presentar una enmienda en Sala.  En el Decrétase, en la página 13, en la línea 1, luego de 
“proceso” eliminar “de consulta” y sustituir “, mediando mutuo acuerdo,”. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, no tenemos objeción. 
Señor Presidente, breve receso. 
SR. PRESIDENTE: Un breve receso. 

 
RECESO 

 
SR. PRESIDENTE: Se reanudan los trabajos del Senado de Puerto Rico. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, no tenemos un acuerdo, así que tenemos objeción. 
SR. PRESIDENTE: ¿Hay objeción? Los que estén a favor de las enmiendas del compañero 

Vargas Vidot dirán que sí. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, queremos estipular que el compañero Vargas Vidot, 

aunque no ha hablado, me imagino que está favor de sus enmiendas. 
SR. PRESIDENTE: Muy bien. 
SR. VARGAS VIDOT: Sí. 
SR. PRESIDENTE: Muy bien.  Los que estén en contra dirán que no.  Derrotada. 
Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para aprobar la medida según ha sido enmendada. 
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SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 838, según ha 
sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 

Próximo asunto. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, proponemos 

que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe en el título 

sobre el Proyecto de la Cámara 838, se aprueban. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto, señor Presidente. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 1244. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto de la Cámara 1244 viene acompañado 
con enmiendas del informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe del Proyecto 
de la Cámara 1244, se aprueban. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 
enmendada. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 1244, según 
ha sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas del Informe al título, proponemos 
que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe al título sobre 
el Proyecto de la Cámara 1244, se aprueban. 

Próximo asunto. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto, señor Presidente. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 1504. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar la devolución del Proyecto de la 
Cámara 1504 a Comisión. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto, señor Presidente. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta de la Cámara 64.  
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas del 
informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe de la 
Resolución Conjunta de la Cámara 64, se aprueban. 
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SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 
enmendada. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta de la Cámara 
64, según ha sido enmendada, los que estén a favor dirán que sí.  Los que estén en contra dirán que 
no.  Aprobado. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta de la Cámara 287.  
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, la Resolución Conjunta de la Cámara 287 no tiene 
enmiendas, solicitamos su aprobación. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta de la Cámara 
287, sin enmiendas, los que estén a favor dirán que sí.  Los que estén en contra dirán que no.  
Aprobado. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta de la Cámara 352.  
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, la Resolución Conjunta de la Cámara 352 viene 
acompañada con enmiendas del informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe de la 
Resolución Conjunta de la Cámara 352, se aprueban. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe según ha sido enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta de la Cámara 

352, según ha sido enmendada, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, proponemos 

que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe sobre el título 

de la Resolución Conjunta de la Cámara 352, se aprueban. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta de la Cámara 391.  
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, la medida viene acompañada con enmiendas en el 
informe, proponemos que se aprueben. 
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SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe sobre la 
Resolución Conjunta de la Cámara 391, se aprueban. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 
enmendada. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta de la Cámara 
391, según ha sido enmendada, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, proponemos 
que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe sobre el título 
de la Resolución Conjunta de la Cámara 391, se aprueban. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta del Senado 314. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, la Resolución Conjunta del Senado 314 viene con 
enmiendas del informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe sobre la 
Resolución Conjunta del Senado 314, se aprueban. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, solicitamos se apruebe la medida según ha sido 
enmendada. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta del Senado 314, 
según ha sido enmendada, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, proponemos… 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas… Si no hay objeción a las enmiendas 

que contiene el informe sobre el título de la Resolución Conjunta del Senado 314, se aprueban. 
- - - - 

 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, un breve receso en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Breve receso. 

 
RECESO 

 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que las medidas que se habían incluido en el 

Calendario se les dé lectura. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
CALENDARIO DE LECTURA 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta del 
Senado 279, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Gobierno, con enmiendas. 

- - - - 
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 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 
1272, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Asuntos del Consumidor y Servicios Públicos 
Esenciales, con enmiendas. 

- - - - 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, estamos esperando, esas que acabamos de leer ahora 
vamos a solicitar que se reciban y, para que quede claro en el registro, y se incluyan. 

SR. PRESIDENTE: Muy bien.  ¿Alguna objeción? No habiendo objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para continuar en el turno de Lectura. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta de 
la Cámara 191, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Asuntos del Veterano, con enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee Proyecto del Senado 1148, 
el cual fue descargado de la Comisión de Asuntos Municipales. 

- - - - 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, habiéndosele dado lectura, vamos a solicitar que se 
reciban y que se incluyan en el Calendario de Órdenes Especiales del Día. 

SR. PRESIDENTE: ¿Alguna objeción? No habiendo objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se llamen las medidas. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta del Senado 279. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, la Resolución Conjunta del Senado 279 viene con 
enmiendas del informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe de la 
Resolución Conjunta del Senado 279, se aprueban. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, la compañera Margarita Nolasco hará expresiones 
sobre la medida. 

SR. PRESIDENTE: Adelante. 
SRA. NOLASCO SANTIAGO: Sí.  Muchas gracias, señor Presidente. 
Esta Resolución, aunque está presentada por usted, señor Presidente, usted muy bien aclaró 

que es por petición del Alcalde de Cayey y yo quiero aquí compartir con mis compañeros y 
compañeras y, por supuesto, voy a hacer toda esta relación de lo que ya se había trabajado con relación 
a esta Resolución para que la derrotemos, primero, porque esto fue atendido en una Resolución de la 
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Cámara de Representantes, llegó a mi Comisión, se trabajó arduamente, hicimos reuniones, hicimos 
reuniones ejecutivas, reuniones de diálogos, recibimos los alcaldes, fuimos en una sesión ocular y nos 
acompañó la Junta de Planificación, se reunió allí al grupo de la gente que vive en el sector, llegó el 
representante del alcalde de Guayama, el representante del alcalde de Cayey, el alcalde de Cayey 
estuvo también; luego se hizo una vista pública y en la vista pública se recibió a todo el que quiso 
venir y allí escuchamos todos los planteamientos; luego de eso la Comisión se reunió y nos dimos 
cuenta que era sumamente peligroso tomar una decisión como esa, que de hacerse un tipo de gestión 
como esta, que una vez se hizo con Yauco y Sabana Grande, pero fue en común acuerdo con los dos 
alcaldes, el alcalde dijo: “A mí me conviene en este momento que se encargue el Municipio de Yauco”, 
fue en común armonía entre esos dos alcaldes, pero ahora no.  Esto, hemos estudiado y hemos buscado 
todas las posibilidades y la Comisión concluyó que no era recomendable, que muy bien yo podría, 
siendo alcaldesa de Coamo, decir, ah, pues mira ahora, o de Aibonito, pásame todo lo que es el sector 
que colinda con Aibonito o el que colinda con Barranquitas o el que colinda con Orocovis.  Imagínense 
ustedes.  Y vamos a tener una batalla campal entre alcaldes o alcaldesas todo el tiempo. 

Lo que se acordó y hubo una reunión y hablamos con los alcaldes era hacer una enmienda a la 
Ley de Municipios Autónomos, que se hizo y se aprobó aquí en este Senado y se aprobó en la Cámara 
y ya es parte de la Ley, donde los alcaldes le pueden facturar los servicios que se le da a otro municipio, 
porque el alcalde de Cayey decía que él le tenía que dar el servicio y que la Ley no se lo permitía, pues 
ahora se le permite, lo único que él se lo va a cobrar al alcalde de Guayama y eso sí puede ser, eso 
facilita el servicio a la gente de Carite.  Ahora, lo que no podemos hacer es, después de haber hecho 
un trabajo que fue arduo, mis compañeros que están aquí participaron y allí estuvimos caminando toda 
una mañana y luego una tarde y estuvimos trabajando arduamente aquí toda una mañana en vista 
pública, lo que no podemos hacer es crear ahora una expectativa de que cualquier alcalde interese que 
le pasen una parte, por lo que sea -¿verdad?-, porque nosotros podemos especular otras muchas 
razones, ese es un sector turístico hermoso que puede tener en el futuro un desarrollo increíble y que 
le pagará al alcalde al que pertenezca.  O sea, también tenemos que mirar muchas cosas en el futuro. 

Así que mi recomendación, después de haber trabajado esto con mucha responsabilidad, mi 
recomendación, compañeros y compañeras, es que derrotemos la Resolución Conjunta del Senado 
279. 

Muchas gracias. 
SR. TIRADO RIVERA: Señor Presidente.  Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Senador Tirado. 
SR. TIRADO RIVERA: Gracias, Presidente. 
Estamos ante una medida que arrebata un sector de Guayama, donde yo resido, y se lo traspasa 

al Municipio de Cayey, ambos municipios populares.  Pero, como dice la compañera Margarita 
Nolasco, ya es un asunto que esta Asamblea Legislativa, este Senado pasó juicio.  Por cierto, la medida 
por petición, presentada por el Presidente del Senado, que entiendo que lo que llega por petición pues 
él cumple, es un alcalde que le traer la petición y él lo radica y deja entonces en manos de nosotros, 
los legisladores, los senadores en este caso, que aprobemos o desaprobemos la medida.  ¿Qué ocurre? 
Que la medida, en primera instancia, cuando usted va a quién va dirigida, radicada el 15 de agosto de 
2018, presentada por el señor Rivera Schatz, por petición, va referida a la Comisión de Asuntos 
Municipales.  ¿Qué ocurre? Que quien hace el informe es la Comisión de Gobierno del compañero 
senador Miguel Romero y las citas que utiliza el compañero senador son las ponencias presentadas en 
la Comisión de la compañera Margarita Nolasco, que hizo su trabajo según ella lo explicó aquí.  Y tan 
es así, que en varias ocasiones ella me consultó de Guayama, siendo yo senador residente de Guayama.  
Imagínense ustedes que en su distrito senatorial alguien proponga quitarle un pedazo, digamos, al que 
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era alcalde de Yauco, quitarle un pedazo y dárselo, digamos, a Lares, ¿ustedes creen que el alcalde de 
Yauco iba a permitir que lo pasaran sin que le consultaran? Pues, miren, al alcalde de Guayama en 
este informe no se le consultó, utilizan las ponencias sometidas en las vistas de la compañera Margarita 
Nolasco. 

Yo creo, compañeros, y aquí, vuelvo y repito, esto es un Proyecto por petición presentado por 
el Presidente del Senado, que tienen los ciudadanos derecho y cualquier persona a solicitar y el 
Presidente del Senado descargó su responsabilidad, nos las coloca en manos de nosotros, pónganse 
ustedes, pónganse ustedes en el lugar del alcalde de Guayama, que los residentes de Guayama cuando 
le van a quitar parte de lo que es el entorno del Lago Carite de Guayama, que es un área preciosa, 
hermosa, un área que muy bien puede desarrollarse y que de momento la gente se levanta en Guayama 
perdiendo ese pedazo y dándoselo entonces al Municipio de Cayey. 

Yo creo que es injusto, con todo el cariño que le tengo al pueblo de Cayey, donde estudié, 
donde di clases y quien me une una buena amistad con el compañero alcalde de Cayey, no creo que 
es justo con la gente de Guayama, con el alcalde de Guayama ni con el trabajo que había hecho la 
compañera Margarita Nolasco, que fue senadora también del Distrito de Guayama conmigo cuando 
empezó aquí en el Senado. 

Así que me parece que nosotros conocemos muy bien este Distrito de Guayama y creo que la 
Comisión de Gobierno no debió de haber sometido ni prestarse para someter un informe de esta 
naturaleza sin tan siquiera haberse sometido a una vista pública y haber comunicado con el alcalde de 
Guayama. 

Son mis palabras.  Estaré votando en contra de esta medida. 
SR. PRESIDENTE: ¿Algún otro compañero? ¿Alguna otra compañera? ¿Alguien más que 

quiera expresarse? ¿Ningún otro compañero? Muy bien. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se apruebe la medida según 

ha sido enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta del Senado 279, 

los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobada. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, proponemos 

que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe sobre el título 

de la Resolución Conjunta del Senado 279, se aprueban. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 1272. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto de la Cámara 1272 viene con enmiendas 
del informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: No tengo ese.  Lo tengo. 
Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe del Proyecto de la Cámara 1272, 

se aprueban. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, me informan que hay enmiendas en Sala, vamos a 

proponer que se lean. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 
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ENMIENDAS EN SALA 
En el Decrétase:  
Página 2, líneas 11 a la 16, eliminar todo su contenido y sustituir por: 

“Desde que el National Oceanic and 
Atmospheric Administration (NOAA) o el 
Negociado de Manejo de Emergencias y 
Administración de Desastres (Negociado) emita 
una declaración de emergencia o de desastre o 
desde que el Presidente de los Estados Unidos de 
América o el Gobernador de Puerto Rico declare 
estado de emergencia o desastre, y por un 
término no menor al término equivalente a un (1) 
mes de servicio, siempre y cuando el cliente 
resida dentro del municipio o en aquella zona que 
haya sido incluida en la declaración, quedará 
prohibido que sean interrumpidos por falta de 
pago los siguientes servicios:”  

Página 3, líneas 1 a la 3, eliminar todo su contenido 
Página 3, línea 4, antes de “Energía” eliminar “d” y sustituir por 

“a” 
Página 3, línea 5, antes de “Acueductos” eliminar “e” y sustituir 

por “b” 
Página 3, línea 14, después de “la” eliminar “Junta Reglamentadora 

de Telecomunicaciones” y sustituir por “Oficina 
del Procurador del Ciudadano” 

Página 3, líneas 18 a la 22, eliminar todo su contenido y sustituir por 
“Artículo 6. – Cumplimiento 

  La Oficina del Procurador del Ciudadano velerá 
por el fiel cumplimiento de las disposiciones 
establecidas en esta Ley, incluyendo la 
imposición de multas administrativas por 
violaciones a la misma.” 

Página 4, líneas 1 y 2, eliminar todo su contenido  
Página 5, línea 8, después de “circunstancias.” eliminar todo su 

contenido  
Página 5, líneas 9 y 10, eliminar todo su contenido 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 1272, según 

ha sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto, señor Presidente. 

- - - - 



Jueves, 8 de noviembre de 2018  Núm. 22 
 
 

8926 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta de la Cámara 191.  
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, la Resolución Conjunta de la Cámara 191 viene con 
enmiendas del informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe de la Cámara 
sobre -perdón- sobre la Resolución Conjunta de la Cámara 191, se aprueban. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos que se apruebe la medida según ha 
sido enmendada. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta de la Cámara 
191, según ha sido enmendada, los que estén a favor dirán que sí.  Los que estén en contra dirán que 
no.  Aprobado. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, proponemos 
que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe sobre el título 
de la Resolución Conjunta de la Cámara 191, se aprueban. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto del Senado 1148. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto del Senado 1148 no tiene enmiendas, 
proponemos que se apruebe sin enmiendas. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 1148, los que 
estén a favor dirán que sí.  Los que estén en contra dirán que no.  Los que estén en contra del Proyecto 
del Senado 1148 dirán que no.  Aprobado por unanimidad. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar una Votación Parcial. 
Señor Presidente, antes de pasar a la Votación Parcial, vamos a hacer una Votación Parcial 

para después ir a un caucus, vamos a ver… 
SR. PRESIDENTE: Vamos a hacer una cosa. 
SR. RÍOS SANTIAGO: …una medida más 
SR. PRESIDENTE: ¿Una medida más? 
SR. RÍOS SANTIAGO: Una medida más para poderla poner en Votación Parcial… 
SR. PRESIDENTE: Okay. 
SR. RÍOS SANTIAGO: …para que pueda pasar a la Cámara de Representantes… 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 
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SR. RÍOS SANTIAGO: …y después ir a un receso y un caucus, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Muy bien. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para ir al turno de Informes Positivos. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
 

INFORMES POSITIVOS DE COMISIONES PERMANENTES,  
ESPECIALES Y CONJUNTAS 

 
Luego de preparado el Orden de los Asuntos, la Secretaría da cuenta del siguiente Informe: 

 
De la Comisión de Turismo y Cultura, un informe, proponiendo la aprobación de la R. C. del 

S. 314, con enmiendas, según el entirillado electrónico que se acompaña.  
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se reciba. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se incluya en el Calendario de Órdenes 

Especiales del Día. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se llame la medida. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta del Senado 314. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, la Resolución Conjunta del Senado 314 viene con 
enmiendas del informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe de la 
Resolución Conjunta de la Cámara… 

SR. RÍOS SANTIAGO: Conjunta del Senado 314, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: …Resolución Conjunta del Senado 314, se aprueban. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta del Senado 314, 

según ha sido enmendada, los que estén a favor dirán que sí.  Los que estén en contra dirán que no.  
Aprobada. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, proponemos 
que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe sobre el título 
de la Resolución Conjunta del Senado 314, se aprueban. 

- - - - 
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SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a conformar un Calendario… 
SR. PRESIDENTE: Antes de conformar el Calendario, breve receso, y voy a pedirle a los 

compañeros de Mayoría que pasen aquí al Salón de Mujeres Ilustres. 
 

RECESO 
 

SR. PRESIDENTE: Se reanudan los trabajos del Senado de Puerto Rico. 
Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, antes de ir a las próximas dos votaciones parciales 

que vamos a hacer, solicitamos autorización a la Comisión de Turismo y Cultura a realizar una reunión 
ejecutiva sobre el Proyecto de la Cámara 1555 y el Proyecto de la Cámara 1651. 

SR. PRESIDENTE: Se autoriza cuando termine la Votación Parcial. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Pues, señor Presidente, de igual manera la Comisión de Juventud, 

Recreación y Deportes para realizar una reunión ejecutiva sobre el Proyecto del Senado 1044 y 
Proyecto del Senado 1125 en el Salón… 

SR. PRESIDENTE: Muy bien. 
SR. RÍOS SANTIAGO: … de Mujeres Ilustres,… 
SR. PRESIDENTE: Muy bien. 
SR. RÍOS SANTIAGO: …luego de las dos votaciones. 
SR. PRESIDENTE: Muy bien. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos solicitar en la primera Votación Parcial que 

se considere el Proyecto del Senado 1148 y la Resolución Conjunta del Senado 279 y que sea por Pase 
de Lista. 

SR. PRESIDENTE: Señor Sargento de Armas, suénese el timbre. 
¿Algún senador o senadora que quiera abstenerse o emitir algún voto explicativo sobre estas 

medidas? ¿Algún senador o senadora que quiera abstenerse o emitir algún voto explicativo sobre la 
Resolución Conjunta de la Cámara 279 o el Proyecto del Senado 1148? Compañero Pereira. 

SRA. PADILLA ALVELO: Señor Presidente. 
SR. PEREIRA CASTILLO: Señor Presidente, entendí que me puedo ahora expresar o pedir 

un voto, abstenerme del 279. 
SR. PRESIDENTE: Cómo no.  Eso es lo que estamos pidiendo.  El compañero Pereira se va a 

abstener del Proyecto -perdón- de la Resolución Conjunta del Senado 279. 
SR. PEREIRA CASTILLO: Sí. 
SR. PRESIDENTE: Muy bien. 
SR. NADAL POWER: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañero Nadal Power. 
SR. NADAL POWER: Un voto explicativo para la Resolución Conjunta del Senado 279 y se 

una también el compañero Aníbal José Torres. 
SR. PRESIDENTE: Cómo no. 
SRA. PADILLA ALVELO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Senadora Padilla Alvelo. 
SRA. PADILLA ALVELO: Sí, para que se me permita abstenerme en el Proyecto del Senado 

1148. 
SR. PRESIDENTE: Cómo no. 
SR. RODRIGUEZ MATEO: Señor Presidente. 
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SR. PRESIDENTE: Comenzamos con el Proyecto -perdón- con la Resolución Conjunta del 
Senado… 

SR. ROQUE GRACIA: Señor Presidente, para que se me permita abstenerme de la Resolución 
del Senado 279. 

SR. PRESIDENTE: El compañero Rodríguez Mateo y el compañero Roque Gracia. Muy bien. 
Senador Berdiel Rivera.  Resolución Conjunta del Senado 279.  Senador Berdiel Rivera. 
Senador Bhatia Gautier. 
Senador Correa Rivera.  Dos siete nueve (279). 
SR. CORREA RIVERA: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Senador Cruz Santiago.  Senador Cruz Santiago.  Dos siete nueve (279). 
SR. CRUZ SANTIAGO: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Dalmau Ramírez. 
SR. DALMAU RAMÍREZ: En contra. 
SR. PRESIDENTE: Dalmau Santiago. 
Laboy Alvarado. 
SRA. LABOY ALVARADO: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Laureano Correa. 
SR. LAUREANO CORREA: A favor. 
SR. PRESIDENTE: López León.  Martínez Santiago. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Muñiz Cortés. 
SR. MUÑIZ CORTÉS: En relación a la medida, a favor. 
SR. PRESIDENTE: Nadal Power. 
SR. NADAL POWER: En contra. 
SR. PRESIDENTE: Nazario Quiñones. 
Neumann Zayas. 
SR. NEUMANN ZAYAS: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Nolasco Santiago. 
SRA. NOLASCO SANTIAGO: En contra. 
SR. PRESIDENTE: Padilla Alvelo. 
SRA. PADILLA ALVELO: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Peña Ramírez. 
SRA. PEÑA RAMÍREZ: A favor. 
SR. PRESIDENTE: El compañero Pereira Castillo se abstuvo. 
Pérez Rosa. 
SR. PÉREZ ROSA: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Ríos Santiago. 
SR. RÍOS SANTIAGO: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Rodríguez Mateo, abstenido. 
Romero Lugo. 
SR. ROMERO LUGO: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Roque Gracia, abstenido. 
Seilhamer Rodríguez. 
SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Tirado Rivera. 
SR. TIRADO RIVERA: En contra. 



Jueves, 8 de noviembre de 2018  Núm. 22 
 
 

8930 

SR. PRESIDENTE: Torres Torres. 
SR. TORRES TORRES: En contra. 
SR. PRESIDENTE: Vargas Vidot. 
SR. VARGAS VIDOT: En contra. 
SR. PRESIDENTE: Vázquez Nieves. 
SRA. VÁZQUEZ NIEVES: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Venegas Brown. 
SRA. VENEGAS BROWN: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Berdiel Rivera.  Bhatia Gautier.  Dalmau Santiago.  López León.  Nazario 

Quiñones. 
Nosotros confirmamos nuestro voto a favor.  Señor Secretario, indíqueme el resultado de la 

votación.  Dieciséis (16), Secretario. 
 
 

CALENDARIO DE APROBACIÓN FINAL DE PROYECTOS DE  
LEY Y RESOLUCIONES 

 

 Es considerada en Votación Final la siguiente medida: 
 

R. C. del S. 279 
 

VOTACIÓN 
(Núm. 2) 

 
La Resolución Conjunta del Senado 279, es considerada en Votación Final, la que tiene efecto 

con el siguiente resultado:  
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Zoé Laboy Alvarado, Miguel Laureano Correa, 
Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, Henry E. Neumann Zayas, Migdalia Padilla 
Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Miguel Romero Lugo, 
Lawrence N. Seilhamer Rodríguez, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda Venegas Brown y Thomas Rivera 
Schatz, Presidente. 
 
Total .........................................................................................................................................................  16 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Juan M. Dalmau Ramírez, José R. Nadal Power, Margarita Nolasco Santiago, Cirilo Tirado 
Rivera, Aníbal J. Torres Torres y José A. Vargas Vidot. 
 
Total ...........................................................................................................................................................  6 
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VOTOS ABSTENIDOS 

 
Senadores: 

Miguel A. Pereira Castillo, Carlos J. Rodríguez Mateo y Axel Roque Gracia.  
 
Total ...........................................................................................................................................................  3 
 

SR. PRESIDENTE: Aprobada la medida. 
- - - - 

 
SR. PRESIDENTE: Proyecto del Senado 1148, Berdiel Rivera.  Bhatia Gautier.  Correa 

Rivera. 
SR. CORREA RIVERA: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Cruz Santiago. 
SR. CRUZ SANTIAGO: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Dalmau Ramírez. 
SR. DALMAU RAMÍREZ: En contra. 
SR. PRESIDENTE: Dalmau Santiago. 
Laboy Alvarado. 
SRA. LABOY ALVARADO: En contra. 
SR. PRESIDENTE: Laureano Correa. 
SR. LAUREANO CORREA: A favor. 
SR. PRESIDENTE: López León. 
Martínez Santiago. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Muñiz Cortés. 
SR. MUÑIZ CORTÉS: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Nadal Power. 
SR. NADAL POWER: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Nazario Quiñones. 
Neumann Zayas. 
SR. NEUMANN ZAYAS: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Nolasco Santiago. 
SRA. NOLASCO SANTIAGO: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Padilla Alvelo. 
SRA. PADILLA ALVELO: Abstenida. 
SR. PRESIDENTE: Sí, nos había informado abstenida. 
SR. PRESIDENTE: Peña Ramírez. 
SRA. PEÑA RAMÍREZ: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Pereira Castillo. 
SR. PEREIRA CASTILLO: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Pérez Rosa. 
SR. PÉREZ ROSA: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Ríos Santiago. 
SR. RÍOS SANTIAGO: A favor. 
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SR. PRESIDENTE: Rodríguez Mateo. 
SR. RODRÍGUEZ MATEO: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Romero Lugo. 
SR. ROMERO LUGO: En contra. 
SR. PRESIDENTE: Roque Gracia. 
SR. ROQUE GRACIA: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Seilhamer Rodríguez. 
SR. SEILHAMER RODRÍGUEZ: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Tirado Rivera. 
SR. TIRADO RIVERA: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Torres Torres. 
SR. TORRES TORRES: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Vargas Vidot. 
SR. VARGAS VIDOT: En contra. 
SR. PRESIDENTE: Vázquez Nieves. 
SRA. VÁZQUEZ NIEVES: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Venegas Brown. 
SRA. VENEGAS BROWN: A favor. 
SR. PRESIDENTE: Berdiel Rivera.  Bhatia Gautier.  Dalmau Santiago.  López León.  

Nazario Quiñones. 
Consignamos nuestro voto a favor.  Señor Secretario. 

 
CALENDARIO DE APROBACIÓN FINAL DE PROYECTOS 

DE LEY Y RESOLUCIONES 

 Es considerada en Votación Final la siguiente medida: 
 

P. del S. 1148 
 

VOTACIÓN 
(Núm. 3) 

 
El Proyecto del Senado 1148, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el 

siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Miguel Laureano Correa, Ángel R. Martínez 
Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, José R. Nadal Power, Henry E. Neumann Zayas, Margarita Nolasco 
Santiago, Itzamar Peña Ramírez, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Carlos J. Rodríguez 
Mateo, Axel Roque Gracia, Lawrence N. Seilhamer Rodríguez, Cirilo Tirado Rivera, Aníbal J. Torres 
Torres, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda Venegas Brown y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total .........................................................................................................................................................  20 
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VOTOS NEGATIVOS 

 
Senadores: 

Juan M. Dalmau Ramírez, Zoé Laboy Alvarado, Miguel Romero Lugo y José A. Vargas Vidot. 
 
Total ...........................................................................................................................................................  4 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Senadora: 

Migdalia Padilla Alvelo.  
 
Total ...........................................................................................................................................................  1 
 

SR. PRESIDENTE: Aprobada la medida. 
- - - - 

 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, antes de comenzar con la segunda Votación Parcial 

vamos a solicitar autorización para que la Comisión de Salud pueda reunirse a las ocho y cuarenta y 
cinco (8:45) para el Proyecto de la Cámara 1239 y Proyecto de la Cámara 1560. 

SR. PRESIDENTE: Se autoriza. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, solicitamos una Votación Parcial donde se incluyan 

las siguientes medidas: Resolución Conjunta del Senado 7, en su tercer informe; Resolución Conjunta 
del Senado 64, en su tercer informe; Resolución Conjunta del Senado 84, en su tercer informe; 
Resolución Conjunta del Senado 145, en su tercer informe; Resolución Conjunta del Senado 146, en 
su tercer informe; Resolución Conjunta del Senado 312, Resolución Conjunta del Senado 314; 
Proyecto de la Cámara 617, Proyecto de la Cámara 719, Proyecto de la Cámara 766, Proyecto de la 
Cámara 838, Proyecto de la Cámara 1244, Proyecto de la Cámara 1272, Proyecto de la Cámara 1623, 
Proyecto de la Cámara 1670, Proyecto de la Cámara 1723; Resolución Conjunta de la Cámara 64, 
Resolución Conjunta de la Cámara 191, Resolución Conjunta de la Cámara 228, Resolución Conjunta 
de la Cámara 287, Resolución Conjunta de la Cámara 348, Resolución Conjunta de la Cámara 352, 
Resolución Conjunta de la Cámara 364, Resolución Conjunta de la Cámara 391, Resolución Conjunta 
de la Cámara 412, para un total de veinticinco (25) medidas, señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: ¿Algún senador o senadora que quiera abstenerse o emitir algún voto 
explicativo? 

SR. VARGAS VIDOT: Sí, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañero Vargas Vidot. 
SR. VARGAS VIDOT: El Proyecto de la Cámara 838 y el Proyecto del Senado 1148. 
SR. PRESIDENTE: ¿Abstenido? 
SR. VARGAS VIDOT: No, no, no. 
SR. PRESIDENTE: ¿Voto explicativo? 
SR. VARGAS VIDOT: Es voto explicativo. 
SR. PRESIDENTE: Voto explicativo, muy bien. 
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SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que esta Votación sea de cinco (5) 
minutos. 

SR. PRESIDENTE: Esta Votación será de cinco (5) minutos, ¿alguna objeción? No habiendo 
objeción, se aprueban cinco (5) minutos. 

Compañero Nadal Power. 
SR. NADAL POWER: Sí, Presidente, votos explicativos de la delegación completa del Partido 

Popular de las Resoluciones Conjuntas del Senado 64, 84, 146, 312, 7 y 145. 
SR. PRESIDENTE: ¿Las cogieron? ¿Las cogiste? Muy bien. 
Gracias, compañero.  ¿Algún otro compañero? 
Yo habré de abstenerme en el Proyecto de la Cámara 617, señor Secretario, tome nota. 
Ábrase la Votación. 
Resultado de la Votación.  Compañero. 
SR. VARGAS VIDOT: Señor Presidente, necesito un poco de tiempo. 
SR. PRESIDENTE: Okay, ¿vamos a darle dos (2) minutos más? 
SR. VARGAS VIDOT: Sí, señor. 
SR. PRESIDENTE: Okay. 
El compañero Vargas Vidot ya votó, señor Secretario, informe el resultado de la Votación. 

 
CALENDARIO DE APROBACIÓN FINAL DE PROYECTOS DE LEY  

Y RESOLUCIONES 
 

 Son consideradas en Votación Final las siguientes medidas: 
 

R. C. del S. 7 (tercer informe) 
 

R. C. del S. 64 (tercer informe) 
 

R. C. del S. 84 (tercer informe) 
 

R. C. del S. 145 (tercer informe) 
 

R. C. del S. 146 (tercer informe) 
 

R. C. del S. 312 
 

R. C. del S. 314 
 

P. de la C. 617 
 

P. de la C. 719 
 

P. de la C. 766 
 

P. de la C. 838 
 

P. de la C. 1244 
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P. de la C. 1272 

 
P. de la C. 1623 

 
P. de la C. 1670 

 
P. de la C. 1723 

 
R. C. de la C. 64 

 
R. C. de la C. 191 

 
R. C. de la C. 228 

 
R. C. de la C. 287 

 
R. C. de la C. 348 

 
R. C. de la C. 352 

 
R. C. de la C. 364 

 
R. C. de la C. 391 

 
R. C. de la C. 412 

 
VOTACIÓN 

(Núm. 4) 
 

La Resolución Conjunta del Senado 314; los Proyectos de la Cámara 1623, 1670; y las 
Resoluciones Conjuntas de la Cámara 64, 228, 287, 348, son considerados en Votación Final, la que tiene 
efecto con el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Juan M. Dalmau Ramírez, Zoé Laboy Alvarado, 
Miguel Laureano Correa, Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, José R. Nadal Power, 
Henry E. Neumann Zayas, Margarita Nolasco Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña 
Ramírez, Miguel A. Pereira Castillo, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Carlos J. 
Rodríguez Mateo, Miguel Romero Lugo, Axel Roque Gracia, Lawrence N. Seilhamer Rodríguez, 
Cirilo Tirado Rivera, Aníbal J. Torres Torres, José A. Vargas Vidot, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda 
Venegas Brown y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total .........................................................................................................................................................  25 
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VOTOS NEGATIVOS 

 
Total ...........................................................................................................................................................  0 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...........................................................................................................................................................  0 
 

Las Resoluciones Conjuntas del Senado 7 (tercer informe); 64 (tercer informe); 84 (tercer 
informe); 145 (tercer informe); 146 (tercer informe); 312; y las Resoluciones Conjuntas de la Cámara 
191, 352, 364 y 391, son consideradas en Votación Final, la que tiene efecto con el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Zoé Laboy Alvarado, Miguel Laureano Correa, 
Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, José R. Nadal Power, Henry E. Neumann Zayas, 
Margarita Nolasco Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, Miguel A. Pereira 
Castillo, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Carlos J. Rodríguez Mateo, Miguel Romero 
Lugo, Axel Roque Gracia, Lawrence N. Seilhamer Rodríguez, Cirilo Tirado Rivera, Aníbal J. Torres 
Torres, José A. Vargas Vidot, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda Venegas Brown y Thomas Rivera 
Schatz, Presidente. 
 
Total .........................................................................................................................................................  24 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senador: 

Juan M. Dalmau Ramírez. 
 
Total ...........................................................................................................................................................  1 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...........................................................................................................................................................  0 
 
 

El Proyecto de la Cámara 766, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el 
siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Zoé Laboy Alvarado, Miguel Laureano Correa, 
Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, José R. Nadal Power, Henry E. Neumann Zayas, 
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Margarita Nolasco Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, Miguel A. Pereira 
Castillo, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Carlos J. Rodríguez Mateo, Miguel Romero 
Lugo, Axel Roque Gracia, Lawrence N. Seilhamer Rodríguez, Aníbal J. Torres Torres, José A. Vargas 
Vidot, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda Venegas Brown y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total .........................................................................................................................................................  23 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Juan M. Dalmau Ramírez y Cirilo Tirado Rivera. 
 
Total ...........................................................................................................................................................  2 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...........................................................................................................................................................  0 
 

El Proyecto de la Cámara 838, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el 
siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Zoé Laboy Alvarado, Miguel Laureano Correa, 
Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, José R. Nadal Power, Henry E. Neumann Zayas, 
Margarita Nolasco Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, Miguel A. Pereira 
Castillo, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Carlos J. Rodríguez Mateo, Miguel Romero 
Lugo, Axel Roque Gracia, Lawrence N. Seilhamer Rodríguez, Cirilo Tirado Rivera, Aníbal J. Torres 
Torres, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda Venegas Brown y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total .........................................................................................................................................................  23 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Juan M. Dalmau Ramírez y José A. Vargas Vidot. 
 
Total ...........................................................................................................................................................  2 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...........................................................................................................................................................  0 
 

El Proyecto de la Cámara 1244, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el 
siguiente resultado: 
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VOTOS AFIRMATIVOS 

Senadores: 
Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Juan M. Dalmau Ramírez, Zoé Laboy Alvarado, 

Miguel Laureano Correa, Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, José R. Nadal Power, 
Henry E. Neumann Zayas, Margarita Nolasco Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña 
Ramírez, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Carlos J. Rodríguez Mateo, Miguel Romero 
Lugo, Axel Roque Gracia, Lawrence N. Seilhamer Rodríguez, Aníbal J. Torres Torres, José A. Vargas 
Vidot, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda Venegas Brown y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total .........................................................................................................................................................  23 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Miguel A. Pereira Castillo y Cirilo Tirado Rivera. 
 
Total ...........................................................................................................................................................  2 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...........................................................................................................................................................  0 
 
 

El Proyecto de la Cámara 617, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el 
siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Juan M. Dalmau Ramírez, Zoé Laboy Alvarado, 
Miguel Laureano Correa, Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, José R. Nadal Power, 
Henry E. Neumann Zayas, Margarita Nolasco Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña 
Ramírez, Miguel A. Pereira Castillo, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Carlos J. 
Rodríguez Mateo, Miguel Romero Lugo, Axel Roque Gracia, Lawrence N. Seilhamer Rodríguez, José 
A. Vargas Vidot, Evelyn Vázquez Nieves y Nayda Venegas Brown.  
 
Total .........................................................................................................................................................  22 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Cirilo Tirado Rivera y Aníbal J. Torres Torres. 
 
Total ...........................................................................................................................................................  2 
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VOTOS ABSTENIDOS 
 
Senadores: 

Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ...........................................................................................................................................................  1 
 
 

El Proyecto de la Cámara 1272, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el 
siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Juan M. Dalmau Ramírez, Zoé Laboy Alvarado, 
Miguel Laureano Correa, Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, Henry E. Neumann 
Zayas, Margarita Nolasco Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, José O. Pérez 
Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Carlos J. Rodríguez Mateo, Miguel Romero Lugo, Axel Roque 
Gracia, Lawrence N. Seilhamer Rodríguez, José A. Vargas Vidot, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda 
Venegas Brown y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total .........................................................................................................................................................  21 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

José R. Nadal Power, Miguel A. Pereira Castillo, Cirilo Tirado Rivera y Aníbal J. Torres 
Torres. 
 
Total ...........................................................................................................................................................  4 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...........................................................................................................................................................  0 
 

Los Proyectos de la Cámara 719, 1723; y la Resolución Conjunta de la Cámara 412, son 
considerados en Votación Final, la que tiene efecto con el siguiente resultado:  
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Zoé Laboy Alvarado, Miguel Laureano Correa, 
Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, Henry E. Neumann Zayas, Margarita Nolasco 
Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos 
Santiago, Carlos J. Rodríguez Mateo, Miguel Romero Lugo, Axel Roque Gracia, Lawrence N. 
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Seilhamer Rodríguez, José A. Vargas Vidot, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda Venegas Brown y 
Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total .........................................................................................................................................................  20 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Juan M. Dalmau Ramírez, José R. Nadal Power, Miguel A. Pereira Castillo, Cirilo Tirado 
Rivera y Aníbal J. Torres Torres. 
 
Total ...........................................................................................................................................................  5 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...........................................................................................................................................................  0 
 

SR. PRESIDENTE: Todas las medidas aprobadas. 
- - - - 

 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar permiso para que la Comisión de 

Educación y Reforma Universitaria lleve a cabo una ejecutiva a las nueve y treinta de la noche (9:30 
p.m.) sobre el Proyecto de la Cámara 1725. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
Muy bien.  Vamos a llamar el Proyecto de Ley de Armas. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, solicitamos ir al turno de Informes Positivos. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

 
INFORMES POSITIVOS DE COMISIONES PERMANENTES,  

ESPECIALES Y CONJUNTAS 
 

Luego de preparado el Orden de los Asuntos, la Secretaría da cuenta de los siguientes Informes 
de Comisiones Permanentes, Especiales y Conjuntas: 
 

Del Comité de Conferencia designado para intervenir en las discrepancias surgidas en torno al 
P. del S. 731 y el P. de la C. 731, dos informes, proponiendo que dichos proyectos de ley sean 
aprobados con enmiendas, tomando como base el texto enrolado, según los entirillados electrónicos 
que se acompañan. 

De la Comisión de Seguridad Pública, un segundo informe, proponiendo la aprobación del P. 
del S. 1050, con enmiendas, según el entirillado electrónico que se acompaña. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, antes de entrar a la consideración del Proyecto del 
Senado 1050 solicitamos permiso para que la Comisión de Gobierno pueda hacer una reunión 
ejecutiva de inmediato en el Salón de Mujeres Ilustres sobre la Resolución Conjunta de la Cámara 28. 

SR. PRESIDENTE: Se autoriza a la Comisión a reunirse. 
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SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se incluya el informe del 
Proyecto del Senado 1050 en el Calendario de Órdenes Especiales del Día. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se llame el Proyecto, que se 

lea -perdón- el Proyecto del Senado 1050. 
 
 

CALENDARIO DE LECTURA 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 
1050, y se da cuenta del segundo informe de la Comisión de Seguridad Pública, con enmiendas. 
 

SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se llame el Proyecto del 

Senado 1050. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
 

CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto del Senado 1050 (segundo informe). 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se pase a la consideración del 
Senado el Proyecto del Senado 1050, que viene acompañado con enmiendas del informe, proponemos 
se aprueben las enmiendas del informe. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe del Proyecto 
del Senado 1050, se aprueban. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que el presidente de la Comisión 
de Seguridad Pública, el senador Henry Neumann, haga la presentación del Proyecto del Senado 1050, 
mejor conocido como la “Ley de Armas de Puerto Rico del 2019”. 

SR. PRESIDENTE: Muy bien.  Antes de que el distinguido senador por fin pueda presentar el 
Proyecto del Senado 1050, que quiero felicitarlo porque entregó alma, vida y corazón, como siempre 
lo hace en todas las medidas, pero en esta fue intenso y le agradezco mucho a usted y a su equipo de 
trabajo la excelencia en su trabajo, ¿algún senador o senadora que quiera expresarse sobre esta medida 
luego que el compañero Henry Neumann se exprese? Tengo al compañero Tirado Rivera, compañero 
Vargas Vidot, Pereira Castillo, Laureano Correa.  ¿Alguien más? Compañero Ríos Santiago. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Sí. 
SR. PRESIDENTE: ¿Alguien más? Bueno, entonces el compañero Nelson Cruz; y este 

servidor cerrará el debate. 
Voy a pedirle al compañero Chayanne Martínez que suba a presidir, tenemos que atender un 

asunto y tenemos que salir un momentito, pero vamos a regresar a votarle a favor al Proyecto del 
Senado 1050. 

Señor Neumann Zayas, adelante. 
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SR. NEUMANN ZAYAS: Muchas gracias, señor Presidente, y gracias por sus palabras. 
Hemos estado esperando por esta oportunidad, muy agradecido que finalmente se nos dio.  

Pero no sólo yo he estado esperando por esta oportunidad de presentar este Proyecto, sino miles y 
miles de personas a través de todo Puerto Rico han estado esperando porque yo tenga la oportunidad 
de presentarle a mis compañeros este Proyecto 1050, poderlo aprobar en la noche de hoy, enviarlo a 
la Cámara de Representantes para su aprobación y al Gobernador de Puerto Rico para que lo firme y 
finalmente hacerle justicia a miles y miles de puertorriqueños que están esperando porque Puerto Rico 
se coloque a la vanguardia de los movimientos relacionados con las armas en la Nación Americana. 

En las gradas en la noche de hoy está el señor Samuel Muñiz Hernández, señor Samuel Muñiz 
Hernández, de 73 años de edad, llegó hasta aquí esta noche desde el pueblo de Moca porque, 
preocupado por la situación de seguridad que vive todo Puerto Rico, el señor Samuel Muñiz vive solo 
y de repente su vecindad no es igual que como era hace unos años atrás, donde inclusive dejaba la 
puerta de su casa abierta en el barrio donde él vive en Moca.  Todo ha cambiado, sin embargo, Puerto 
Rico en la actualidad tiene la ley más restrictiva, la ley más restrictiva en toda la Nación Americana, 
una ley completamente obsoleta que le pone mil impedimentos a personas como Samuel que quieren 
proteger lo más valioso que tiene un ser humano, que es su vida.  Sin embargo, en la actualidad el 
delincuente tiene libre acceso a las armas de fuego.  Sin embargo, el ciudadano bueno, reconociendo 
la problemática que vive Puerto Rico en sus comunidades, lo único que desea es protegerse a él, a su 
familia y a su negocio. 

La Ley actual, la 404 del año 2000, es una Ley obsoleta que apoya la doctrina de privilegio, 
tener un arma de fuego, según la Ley actual, es un privilegio, no un derecho constitucional amparado 
por la Segunda Enmienda de la Constitución de Estados Unidos que dicta claramente, cuando la 
traducimos al español: “Siendo necesaria una milicia bien ordenada para la seguridad de un estado, un 
estado libre, el derecho del pueblo a poseer -el derecho del pueblo a poseer- y a portar armas no será 
infringida”.  Esa es la ley máxima, la Constitución de los Estados Unidos de Norteamérica.  En la 
Carta de Derechos que los fundadores de la Nación Americana se aseguraron de enumerar, en una 
Carta de Derechos, para evitar los abusos de un gobierno federal central, que el ciudadano común de 
los estados se pudiera proteger. 

Y así las cosas, el Tribunal Supremo a través de los años no quería entrar en este debate, armas, 
en contra de las armas en los Estados Unidos.  Pero finalmente en el año 2008, en junio del año 2008 
hizo historia el Tribunal Supremo de los Estados Unidos, finalmente se pusieron los pantalones largos 
y tomaron la medida principal para asegurarle al ciudadano, al residente de los Estados Unidos que se 
cumpliera con la Segunda Enmienda de los Estados Unidos, junio 2008, el caso del Distrito de 
Columbia vs. Dick Heller ¿Y cuál fue ese caso? Dick Heller, un guardia en el Distrito de Columbia, 
un policía, durante el día tenía su arma de fuego, sin embargo, existía una regla municipal, una 
ordenanza municipal que prohibía que el señor Heller tuviera una arma en su casa, tenía que llegar a 
su casa, ponerle un aditamento para que no se pudiera disparar el arma o quitarle las piezas cada vez 
que llegaba a su hogar.  Heller dijo: “Mi comunidad cada día está en peores condiciones en términos 
de seguridad, ¿por qué yo no puedo proteger a mi familia?, yo no soy un delincuente, yo lo que quiero 
es tener la oportunidad de proteger mi familia en contra de actos que nos quieren hacer daño”.  Pues 
el Tribunal Supremo de los Estados Unidos a través de una opinión escrita por el juez Scalia hizo 
historia, dictó que el derecho de poseer y portar armas de fuego es un derecho individual de la persona, 
olvídense de las milicias, es un derecho individual de cada residente o ciudadano de los Estados 
Unidos; y número dos, es un derecho fundamental individual, fundamental, otros derechos 
fundamentales, derecho a yo poder escoger mi religión, derecho de yo poder hablar en una asamblea, 
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derecho de prensa.  El Tribunal Supremo de Estados Unidos colocó el derecho a poseer y portar un 
arma de fuego en la misma categoría que estos otros derechos fundamentales. 
   2010, junio de 2010, otra fecha histórica, a través del Tribunal Supremo de los Estados Unidos en 
una decisión brillante, un escrito brillante del Juez Roberts, fundamenta aún más la decisión en el caso 
de Heller -estoy hablando del Caso McDonald versus la Ciudad de Chicago- y dijo que a través de la 
Cláusula 14, la enmienda 14 de la Constitución de los Estados Unidos, los derechos constitucionales 
son aplicables también a los estados.  Lo que significa que no pueden haber estados que decidan en 
contra de los derechos fundamentales individuales protegidos por la Constitución de los Estados 
Unidos.  Tenemos los derechos de los ciudadanos a poseer y a portar y todos los estados, los 
municipios tienen que regirse por esos derechos, están protegidos. 

Finalmente, año 2016, Pueblo versus Sánchez Valle.  Aquí el Tribunal Supremo dicta que los 
precedentes del Supremo Federal son aplicables a Puerto Rico y va un poco más allá, nos obligan. 

En el Caso de McDonald en contra de la Ciudad de Chicago. McDonald era un simple conserje 
que vivía en Chicago y la ciudad de Chicago tenía una ordenanza que prohibía que los residentes 
pudieran tener un arma de fuego.  Él veía cómo la situación en su entorno se deterioraba día tras día.  
En un parque que había cercano a su hogar había puntos de droga y él se sentía y su familia alarmados 
por lo que estaba ocurriendo en su entorno.  Fue a través de los tribunales, un hombre simple, bueno, 
buen ciudadano fue a través de los tribunales y logró finalmente que el Tribunal Supremo de los 
Estados Unidos le dieran la razón. 

Así que estamos respaldados en este proyecto, en primera instancia por la Constitución de los 
Estados Unidos de Norteamérica.  Estamos respaldados en este proyecto por las decisiones 
contundentes, contundentes del Tribunal Supremo de los Estados Unidos.  Y vamos a aplicar todo esto 
a lo que está ocurriendo en Puerto Rico. 

Cada día la seguridad en Puerto Rico está más comprometida.  Vemos la falta de miembros de 
la Policía, hemos perdido casi mil (1,000) en lo que va de año y les tengo malas noticias, hay un grupo 
que está próximo a cumplir los treinta (30) años de servicio, son mil doscientos (1,200) policías que 
se van a ir de una vez, una fuerza policíaca que hace unos años atrás era de alrededor de veinte mil 
(20,000) efectivos no llegamos ni remotamente a los nueve mil (9,000) los actos delictivos en nuestras 
comunidades cada día son mayores y más atrevidos, porque los delincuentes tienen libre acceso a las 
armas de fuego y porque los delincuentes saben que la Policía de Puerto Rico está debilitada aun con 
el esfuerzo profesional y una vocación de primera que tiene el Policía de Puerto Rico. 

Llegó el momento en que el ciudadano bueno tenga la oportunidad de defenderse él, su familia, 
su negocio, de lo que es lo más importante que es la vida.  Tuvimos seis (6) días de vistas públicas a 
través de todo Puerto Rico, tuvimos aquí en San Juan, tuvimos en Fajardo, tuvimos en Aguada, 
tuvimos en Ponce, le dimos a todo el que quisiera dar su opinión le dimos la oportunidad, tuvimos 
vistas públicas que duraron seis (6), siete (7) horas, todo el mundo se expresó y tuvimos todo tipo de 
opinión. 

Entre las ponencias el Departamento de Justicia nos dijo claramente para el récord, el noventa 
y dos por ciento (92%) de los crímenes en Puerto Rico se cometen con armas ilegales, difícilmente 
alguien que tiene su licencia, que tiene un arma registrada a su nombre va a cometer un delito con la 
misma, pero en este momento la situación relacionada con las armas de fuego y la tenencia de un 
ciudadano bueno se hace casi imposible.  En primera instancia es discriminatoria, porque el ciudadano 
que quiere defenderse él y su familia que no tiene los recursos económicos no lo puede hacer, es una 
ley para la persona que tiene recursos, especialmente cuando hablamos en términos de la portación de 
armas. 
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Este proyecto de ley lo que busca principalísimamente son dos cosas: número uno, abaratar 
los costos relacionados con la obtención de las diferentes licencias; y número dos, ser más expedito la 
Policía de Puerto Rico en otorgar estos permisos.  En términos de la primera licencia de posesión, de 
uso, la ley actual habla de ciento veinte (120) días, pero no es lo que ocurre.  Conocemos personas 
necesitadas de tener esa arma, que tienen que esperar meses y meses para recibirlas.  En términos de 
la portación, conozco personas que han esperado hasta un (1) año para recibir su licencia de portación. 

¿Cuáles son los requisitos bajo la nueva Ley?  Los voy a leer.  Para el que tenga alguna duda 
de que estamos poniendo armas de fuego en manos de personas que no están capacitadas para tenerlas 
ni tienen la moral y la decencia para tenerla, le voy a aclarar esa situación. 

Número uno, haber cumplido veintiún (21) años de edad.  Hablaban que queríamos cambiar la 
edad a dieciocho (18), nada más lejos que la realidad, se mantiene en veintiún (21) años de edad.  
Tener un expediente negativo de antecedentes penales y se utilizará para ellos los sistemas disponibles 
actuales, incluyendo toda la base de datos usando la tecnología moderna, toda la base de datos del 
Gobierno local, Departamento de Justicia local, para saber si la persona tiene algún problema en 
términos de la ley.  Si tiene un caso pendiente, si tiene alguna ley de protección en contra de él o de 
ella, toda la base de datos del Gobierno y del Departamento de Justicia local, número uno. Número 
dos, la base de datos del Gobierno Federal, incluyendo el FBI.  Todos los datos que puedan estar 
atados a este peticionario está allí en la base de datos del FBI y también la base de datos del “back 
ground check” del Gobierno Federal. 

Así que el proyecto crea una Oficina de Licenciamiento de la Policía de Puerto Rico, que son 
los únicos, los únicos que tienen la responsabilidad bajo esta Ley de emitir las licencias, los únicos.  
Esta Oficina de Licenciamiento de Armas tiene toda la base de datos necesaria para que cuando reciba 
esa petición puedan chequear de una vez, usando la tecnología modernac todo lo relacionado con esa 
persona. 

Si por casualidad hay un problema que surge de esta base de datos se acabó, no la entregamos 
la licencia.  Pero si la persona cumple cabalmente con todas las inspecciones de la base de datos local, 
federal, pues entonces no hay razón ni motivo por el cual tenemos que hacerlo esperar tres (3) meses, 
seis (6) meses, ocho (8) meses, un (1) año para tener el arma que lo va a proteger a él y a su familia.  
Ese primer permiso se le otorga o inmediatamente o puede durar hasta diez (10) días. 

Si por casualidad esta radicación se hace en una comandancia de la isla puede durar hasta 
quince (15) días, pero ni un día adicional, no hay razón para que tenga que esperar más, teniendo la 
tecnología moderna.  No puede ser adicto a sustancias controladas o un ebrio habitual, ambos 
declarados por un tribunal.  No haberse emitido una declaración de incapacidad por un tribunal con 
jurisdicción. 

No haber sido separado de las Fuerzas Armadas o del Negociado de la Policía de Puerto Rico 
bajo condiciones deshonrosas o por haber sido convicto de un delito grave.  Obviamente, no incurrir 
ni pertenecer a organizaciones que incurran en actos de violencia o dirigidos al derrocamiento del 
Gobierno constituido.  No estar bajo una orden del tribunal que le prohíba acosar, espiar, amenazar o 
acercarse a un compañero íntimo, algún familiar de este o a persona alguna.  Tiene que ser ciudadano 
o residente legal en los Estados Unidos de América.  No ser persona impedida por ley federal a recibir, 
transportar o enviar armas de fuego o municiones. 

La solicitud debe presentarse junto con el Certificado de Antecedentes Penales, que surge de 
la base de datos que yo acabo de describir.  La solicitud tiene que ser acompañada por un sello de 
Rentas Internas por la cantidad de sesenta (60) dólares.  En estos momentos es de cien (100) dólares 
lo que tiene que pagar.  Disponiéndose, que diez (10) dólares por cada solicitud será transferido a la 
Federación de Armas Cortas y Rifles de Puerto Rico.  Los restantes cincuenta (50) dólares irán al 
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Fondo General para cubrir los gastos del Negociado de la Policía de Puerto Rico incurridos en el 
cumplimiento de esta Ley.  Se establece que en los casos en que se deniegue la licencia la cantidad 
pagada no será reembolsable. 

Vamos a explicar lo de la Federación.  De estos sesenta (60) dólares que se paga cuando uno 
busca adquirir la licencia, cincuenta (50) van a la Policía de Puerto Rico; diez (10) dólares a la 
Federación.  Pero esos diez (10) dólares son por el término de seis (6) años que dura la licencia.  No 
son diez (10) dólares anuales, son diez (10) dólares por el tiempo que dura la licencia, que son seis (6) 
años, ya no son cinco (5), son seis (6).  Este dinero lo usa la Federación de Tiro para respaldar a los 
atletas puertorriqueños que también le han servido al pueblo a través de los años en competencias 
internacionales. 

Huellas digitales.  Tienen que ser tomadas y deben de ser tomadas por un técnico de la Policía, 
agente gestor o agencia gubernamental estatal o federal competente.  Una vez las huellas sean 
corroboradas y verificadas con el sistema de huellas de la Policía las mismas serán devuelta al 
peticionario.  Estos son todos los requisitos, los filtros por el cual un ciudadano tiene que pasar para 
que entonces tenga la opción de tener un arma de fuego, una licencia de arma de fuego. 

Se crea la figura del agente gestor.  Tiene que ser un armero y sabemos toda la reglamentación 
local y federal que le aplican a las armerías y a los armeros.  Este es un gestor para hacer una gestión 
en el Gobierno como muchos de los otros gestores que existen.  Si un ciudadano quiere obtener una 
licencia de armas puede ir a la comandancia de la Policía o puede ir a la armería, donde el gestor 
tendrá toda la documentación necesaria para tramitar los documentos.  Pero él no toma la decisión 
relacionada con la licencia de armas, él lleva la documentación a la Oficina de Licencia de Armas en 
la comandancia de la Policía y allí es donde se toma la determinación final. 

La Policía está encargada de todo el proceso.  Bajo ningún concepto vamos a permitir que una 
persona en su carácter individual o una corporación tome la decisión final relacionada con quién debe 
tener o no debe tener una licencia.  Se crea, como dije anteriormente, la Oficina de Licencia de Armas 
del Negociado de la Policía de Puerto Rico.  Ellos son los encargados de expedir la licencia de armas 
y la autorización de portación de armas y son los que expiden junto al Gobierno Federal las licencias 
para los armeros. 

La información que se le entrega a esta Oficina es confidencial, solo a través de un tribunal se 
puede solicitar esa información.  Esta Oficina dispondrá, mediante reglamentación, en la forma en que 
va a funcionar el banco de información de Licencia de Armas de Puerto Rico, con toda la información 
de quién tiene licencia, quién tiene armas de fuego, cuántas armas tiene esa persona, cuál ha sido las 
transacciones de armas que se han llevado a cabo, la venta, la permuta, la donación. 

Este banco de información lo tiene todo, mantiene estadísticas relacionada con la cantidad de 
licencias expedidas, llevan un registro digital de todo el movimiento de armas legales que hay en 
Puerto Rico.  La Oficina de Licencia de Armas del Negociado .de la Policía de Puerto Rico. 

Cambios fundamentales.  De cien (100) dólares a sesenta (60) la primera licencia, la de 
posesión de un arma, de una licencia sesenta (60) dólares.  El comprobante del permiso de portación, 
la segunda licencia, de doscientos cincuenta (250) dólares a cincuenta (50) dólares.  Las solicitudes 
de ambas licencias se pueden hacer en la Oficina de Licencia de Armas en las comandancias o 
cuarteles alrededor de la isla o a través de un agente gestor. 

Eliminamos la enzorrosa pesadilla de ir a un tribunal para poder optar por tener la aportación, 
miles de puertorriqueños han tenido que ir a través de esta experiencia que pide que uno busque a sus 
tres (3) mejores amigos.  ¿A quién voy a llevar, a gente que están enemistada conmigo?  Voy a 
conseguir a mis tres (3) mejores amigos, a Larry Seilhamer, a Nelson Cruz y a Miguel Laureano, que 
todos van a hablar maravillas de mí.  Voy a ocupar el tiempo de un tribunal. 
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Voy a pagarle a un abogado quinientos (500), seiscientos (600), ochocientos (800), que en 
adición a los doscientos cincuenta (250) dólares pone este proceso de obtener la portación de armas 
en un área donde muchos puertorriqueños no pueden llegar.  Cuánta gente yo me he encontrado en la 
calle que me dice, senador, necesito la aportación, pero no tengo mil (1,000) dólares, senador.  Sin 
embargo, el que tiene recursos sí. 

El proceso del tribunal está obsoleto.  Así que con este nuevo proyecto se le hace justicia al 
que tiene y al que no tiene.  Ahora, cincuenta (50) dólares.  Presento mis certificaciones en la Oficina 
de Licenciamiento de Armas, lo más que puede demorar son treinta (30) días.  De nuevo, conozco 
gente que ha estado esperando un año por una aportación, puede ser que ya es muy tarde cuando llega. 

Ahora, la primera licencia la tienes o de forma inmediata o en diez (10) días.  Si es en un 
cuartel, en una comandancia de la isla, por la distancia vamos a darle quince (15) días, pero ni un día 
más de quince (15) días.  Es renovable cada seis (6) años, y en la renovación es mitad de lo que pagó 
el que tiene la licencia en la primera ocasión. 

Se crea en la Policía de Puerto Rico un Centro de Control de Armas Ilegales.  Mire, a Puerto 
Rico a diario llegan quién sabe cuántas armas ilegales.  Que como dijo el Departamento de Justicia en 
las vistas públicas, son las armas que se utilizan en el noventa y dos por ciento (92%) de los crímenes 
que se cometen.  El Departamento de Recreación y Deportes tendrá más responsabilidad, más control 
sobre lo que ocurre en el tiro al blanco.  Son los que acreditan los polígamos de tiro, los lugares donde 
las personas van a practicar. 

Algo bien importante dentro de esta nueva ley.  Se le exige como parte de la documentación 
que el peticionario tiene que entregar para recibir la licencia de posesión que haya tomado un curso 
de uso y manejo, previo a que se otorgue la licencia.  Como está en la actualidad, tú adquieres la 
licencia y no sabes cómo manejar el arma, porque no has tomado el curso.  Ahora, para poder optar 
por esa licencia tienes que haber aprobado el curso de uso y manejo y tener esa certificación dentro 
de los documentos que vas a entregar o al agente gestor o a la Oficina de Licenciamiento de Armas de 
la Policía de Puerto Rico. 

Para aclarar dudas.  No se permiten las armas automáticas, no se permiten las ametralladoras, 
no se permiten los silenciadores, no se permiten.  Lo que buscamos es que el ciudadano tenga un arma 
de fuego para proteger a su familia, a él mismo o ella misma, a su negocio contra personas que están 
armados con armas ilegales. 

Quiero darle las gracias al autor de esta medida, al compañero Nelson Cruz, este proyecto es 
de Nelson Cruz.  Lo atendimos en la Comisión de Seguridad, que yo presido.  Le hemos hecho 
enmiendas juntos, juntos le hemos hecho las enmiendas, hemos trabajado con este proyecto por más 
de un (1) año.  Gracias, Nelson, por un trabajo de excelencia. 

Quiero darle las gracias también al senador Carmelo Ríos.  Carmelo por años ha sido el 
baluarte de medidas como esta, de medidas relacionadas con las armas de fuego en Puerto Rico, sus 
enmiendas que nos ha traído nos ha ayudado a fortalecer este proyecto.  Si no se había dado antes, se 
va a dar ahora porque las circunstancias han cambiado en Puerto Rico.  Antes el ciudadano no sentía 
esa necesidad de protegerse, las circunstancias han cambiado. 

Así que estamos en disposición de contestar cualquier pregunta de los compañeros.  Pero yo 
lo que quiero es que personas como Otis McDonald allá en Chicago, un conserje en una escuela, 
apesumbrado por los problemas de seguridad que tenía en su comunidad, se enfrentó al alcalde Richard 
Daley, uno de los alcaldes más poderosos de la Nación Americana, a todas las maquinarias demócratas 
de esa ciudad y llegó a ganarle a todos en el Tribunal Supremo, no para hacer negocio, no para lucrarse 
de ninguna manera. 
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Otis, al igual que Samuel Muñiz, de Moca, lo único que piden es tener la oportunidad de 
protegerse ellos y su familia amparados por la ley mayor, por la Constitución de los Estados Unidos 
de Norteamérica, por la Carta de Derechos, por las decisiones valientes del Tribunal Supremo Federal, 
que lo ha dicho claramente, el poseer o portar un arma de fuego para un ciudadano que pasa el 
escrutinio es un derecho individual y fundamental, individual y fundamental. 

Así que les pido a los compañeros que en la noche de hoy hagamos historia, hagamos historia, 
un proyecto bueno, un proyecto noble, un proyecto que adelante enormemente la discusión relacionada 
con el derecho a protegerme, el derecho a protegerse los ciudadanos ante una situación en nuestra isla, 
que desgraciadamente amerita que el ciudadano bueno lo pueda hacer. 

Le pido su ayuda, compañeros.  Le pido su ayuda, compañeros, que hagamos algo histórico en 
la noche de hoy, para hacerle justicia a McDonald, hacerle justicia a nuestro amigo de Moca, para que 
él se sienta, él se sienta protegido en su hogar, porque está solo, está solo, sus hijos están en San Juan, 
otros se han ido a Estados Unidos y su barrio, su entorno ya no es el mismo. 

Muchas gracias, señor Presidente. 
 

- - - - 
Es llamado a presidir y ocupa la presidencia el señor Ángel R. Martínez Santiago, Presidente 

Accidental. 
- - - - 

 
PRES. ACC. (SR. MARTÍNEZ SANTIAGO): Muchas gracias, compañero Henry Neumann, 

por la presentación de esta medida.  Gracias por el tiempo que le dedicó a este proyecto sobre más de 
seis (6) vistas públicas de las diferentes regiones en Puerto Rico.  A su equipo de trabajo, muchas 
gracias por el trabajo realizado y por la presentación de la medida. 

SR. TIRADO RIVERA: Señor Presidente. 
PRES. ACC. (SR. MARTÍNEZ SANTIAGO): Compañero Cirilo Tirado, tiene cinco (5) 

minutos para exponer su punto de vista. 
SR. TIRADO RIVERA: Gracias, Presidente. 
Número uno, independientemente del trabajo que hayan hecho los compañeros, a quien se les 

puede felicitar por eso, aquí hay unas situaciones que tenemos que evaluar.  La primera, me parece 
que utilizar el argumento del miedo, utilizar el argumento de que la falta de policías en el país, utilizar 
el argumento de que mil trescientos (1,300) policías se van y de que la ola criminal nos está azotando, 
no es razón ni puede ser la razón para armar al país.  Esa es la solución a los problemas de la 
criminalidad, como no hay policía, en la presentación hemos visto que entonces la solución es darle 
el poder del arma al ciudadano para que el ciudadano se defienda.  Esa no debe ser la razón de una 
nueva Ley de Armas para aprobarla o para flexibilizarla. 

La medida, número uno, no establece la creación de un registro de personas con órdenes de 
protección o acecho en su contra.  De manera que no se podría tener certeza de que una persona no 
tiene una orden en su contra.  No establece que el tener una orden de protección en su contra 
significaría que se le denegará la licencia de portación de arma de fuego.  No establece que el tener 
una orden de protección significa que se le revoque la licencia por al menos un año.  No establece que 
el violar una orden de protección significará que se le revoque la licencia indefinida. 

Por otro lado, nos quieren atragantar la estadidad, acercarnos más al modelo americano, porque 
incorpora en la segunda enmienda a los Estados Unidos a nuestro ordenamiento jurídico vía 
legislación.  La segunda enmienda, compañeros, y lo saben muy bien y el Presidente que acaba de 
exponer la medida, la segunda enmienda no opera en Puerto Rico por su propia fuerza, pues las 
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disposiciones de la Constitución de Estados Unidos no operan de esa forma, no operan ex propio 
vigore, sino que se incorporan selectivamente, es parte de un proceso de americanización a la trágala. 

La liberación de las leyes de armas ha permitido los ataques masivos en los Estados Unidos; 
no se prohíbe el uso, posesión o venta de silenciadores; elimina la vista judicial en la que el juez pasa 
juicio o revista sobre el temperamento del solicitante; impone buscar una reciprocidad de la licencia 
con los 50 estados.  Ello podría aumentar el movimiento de armas entre Puerto Rico y los Estados 
Unidos. 

Estas enmiendas propuestas a la Ley están fundamentadas única y exclusivamente en el hecho 
de que no hay policías en Puerto Rico, fundamentadas en el miedo a la ciudadanía.  Si no hay policías 
tienes que armarte.  Si vas a salir de tu casa tienes que llevar un revólver.  No hay ahora nadie en el 
sistema que te evalúe si tú estás realmente sicológicamente apto para tener esta arma de fuego contigo. 

Mire, en situaciones económicas deprimentes donde como la que estamos hoy en Puerto Rico 
hay muchas situaciones emocionales, hay muchos problemas, hay mucha crisis social y lo que estamos 
diciendo es vamos a entregarle un arma al ciudadano para que se defienda.  Esto, este proyecto que 
ustedes están aprobando hoy es una bomba social.  Yo creo que sí hay que buscar alternativas... 

SR. TORRES TORRES: Señor Presidente. 
PRES. ACC. (SR. MARTÍNEZ SANTIAGO): Senador Torres Torres. 
SR. TORRES TORRES: Presidente, para cederle mis cinco (5) minutos al compañero Tirado. 
PRES. ACC. (SR. MARTÍNEZ SANTIAGO): Adelante. 
SR. TIRADO RIVERA: Gracias, compañero. 
Hay que buscar alternativas para permitir que los ciudadanos puedan adquirir las armas.  Sí, 

es un derecho, claro que sí, pero no puede ser mediante un proyecto de esta naturaleza que desregula 
el proceso completo de adquisición de un arma simple y llanamente para poder americanizar a los 
puertorriqueños y poder parecernos más a los Estados Unidos.  Ahora mismo en los Estados Unidos 
hay un movimiento grande de ciudadanos que se han tirado a la calle para pedirle al Congreso el 
control de armas, mientras en Estados Unidos piden el control de armas en Puerto Rico liberalizan el 
control de armas para parecerse más a los Estados Unidos. 

Eso es lo que han dicho aquí los compañeros y utilizan el argumento del miedo.  Yo hubiera 
esperado hoy un debate real, serio, sobre una nueva Ley de Armas fuera de las controversias que 
podemos hablar aquí, que hemos escuchado en los pasillos y que hemos escuchado en comentarios de 
otra cosa, en otros lugares.  Pero lo que veo hoy que para poder yo convencerme de que esta medida 
es importante, me dicen que no van a haber policías en la calle, que vamos a perder mil trescientos 
(1,300) policías, que la situación de la criminalidad la resolvemos dándole pistola a la gente, la Ley 
del Oeste. 

¿Esa es la solución -de verdad- real que ustedes como Gobierno le traen al país ante la situación 
crítica de una criminalidad que nos azota?  Esa es la solución del Partido Nuevo Progresista, darle 
armas a la gente y decirle, llévate el arma, sal a la calle y si te apuntan dispara.  ¿Esa es la solución? 

En Estados Unidos, compañeros, todos los días, todas las semanas, todas las semanas ocurre 
una situación desgraciada, donde incluso hermanos puertorriqueños han fallecido producto del alcance 
de las balas.  No es que yo esté en contra de que la gente tenga armas, no.  Yo lo que creo es que no 
debemos tampoco de regularizar lo que tenemos y crear una nueva ley, simplemente porque quisimos 
o la prometimos y la queremos ahora, hay tiempo. 

Entre los armeros hay preocupación con estas propuestas.  Entre los clubes también hay 
preocupación con esta propuesta.  Entre los ciudadanos hay preocupación.  No podemos decirle a la 
gente, yo he fallado como Gobierno en defenderte, te voy a dar un arma, vete y defiéndete en la calle. 

Son mis palabras, estaré votando en contra de esta medida. 
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PRES. ACC. (SR. MARTÍNEZ SANTIAGO): Muchas gracias, compañero Tirado Rivera. 
SR. VARGAS VIDOT: Señor Presidente. 
PRES. ACC. (SR. MARTÍNEZ SANTIAGO): Corresponde el turno al compañero Vargas 

Vidot. 
SR. VARGAS VIDOT: Muchas gracias, señor Presidente. 
Yo solamente...  O sea, quiero, quiero...  Yo no escuché que el senador Neumann haya 

presentado un plan anticrimen, el senador Neumann muy responsablemente ha presentado y ha 
descrito una nueva Ley de Armas.  De eso se trata, ¿no?.  Y en mi caso, que no tengo que ver nada 
con los Estados Unidos, ni me interesa, puedo citar los diez (10) mandamientos del hombre libre, del 
doctor Betances, en donde uno de ellos dice: “El derecho a poseer armas”.  Eso tiene o para mí un 
sentido inmensamente patriótico.  Yo soy un hombre pacifista.  No me interesa resolver el asunto de 
la violencia y del crimen con más armas ni con guerra, etcétera, etcétera, pero yo creo que los derechos 
deben de respetarse. 

Comienzo reconociendo la extraordinaria labor del senador Henry Neumann y su excelente 
equipo de trabajo.  Este proyecto ha recibido un tratamiento responsable, digno, serio, me consta.  
Hemos estado muy pendiente y todos los senadores que se acercaron responsablemente a su oficina y 
quisieron contribuir durante todo este proceso con alguna aportación, siempre fueron escuchados, 
porque yo coincidí con otras personas en el lugar y las puertas siempre estuvieron abiertas. 

De igual manera, reconozco al senador Nelson Cruz por su diligencia y sobre todo por entrar 
en un valiente diálogo.  Y digo valiente, porque definitivamente no necesariamente yo coincido con 
todas las cosas que aparecen en el proyecto.  Sin embargo, esto nos plantea -¿verdad?- este modelo 
novedoso de un Senado que establece un puente de conciliación y de mediación.  No todo el mundo 
está de acuerdo con todo y de momento debemos de medir qué se puede lograr para salir del medievo 
que tenemos, de la antigüedad que no tiene nada que ver con otra cosa que no sea que nos mantenemos 
pensando cómo colonizados. 

Así que reconozco al senador Nelson Cruz por esa diligencia y sobre todo por entrar en ese 
diálogo directo sobre el proyecto.  Esto definitivamente no es un proyecto oscuro ni que se elaboró en 
una esquina oculta, siempre estuvo abierto al diálogo.  Me consta, participé en las vistas, fueron 
intensas, no fueron arregladas, sino fueron intensas, se escuchó a todo el mundo. 

Pero reconozco la desventaja que el ciudadano tiene ante la permanente amenaza que se cierne 
sobre nuestra sociedad, pues el fenómeno de la violencia nos tiene de alguna forma arrinconados detrás 
de rejas y detrás de controles y detrás del miedo.  Recordemos que quienes pasan por un proceso de 
obtención de licencia de armas de fuego no es el criminal, el criminal las tiene rápidamente.  El que 
pasa por ese proceso que es en este momento antiguo, tortuoso, oneroso, esa persona son las personas 
que se apegan a la ley, esas son las personas que se atreven a ir a un lugar a exponerse y están 
conscientes de que no están buscando esa licencia para atacar, sino para proteger su libertad, propiedad 
y la vida de los suyos. 

Sin embargo, que una Ley de Armas también, yo creo que una Ley de Armas también debe de 
analizar los aspectos punitivos de la actual ley y aprovechar para ponernos a la vanguardia de las leyes 
penales a nivel mundial.  Ya se ha informado por el señor Neumann que nuestra Ley es una de si no 
la más punitiva a nivel, una de las más punitivas y si no la más punitiva de Estados Unidos.  En Puerto 
Rico la violencia se debe de abordar en dos vertientes, primero en lograr que el ciudadano pueda 
protegerse; y segundo, logrando que haya un proceso rehabilitador en personas que han delinquido y 
eso no se da por la actual Ley. 

Por eso yo creo que es importante que veamos este proceso de forma positiva y que de verdad 
nos apeguemos a él, estemos dispuestos a mirarlo como un asunto innovador y retante y también 
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veamos que dentro del mismo se ofrece entonces la oportunidad de hacerle justicia a quienes por la 
Ley de Armas antigua están metidos cien (100) años en una prisión por penas consecutivas, porque 
no tienen el derecho a ninguna otra cosa que a permanecer para siempre en una prisión, porque no 
pueden bonificar, porque no pueden tener posibilidades de libertad bajo palabra, porque se les encierra 
para siempre. 

Así que yo creo que en este momento tenemos una oportunidad de reivindicarnos con la 
sociedad en todos los aspectos, en el de seguridad del ciudadano, pero también en la posibilidad de 
abrir el espacio para que se puedan innovar y hacerle justicia a aquellas personas que están amparados, 
se supone, bajo el principio rehabilitador de la Constitución. 

A esos efectos, señor Presidente, yo quisiera hacer, presentar una enmienda al proyecto, y 
hablo de en la página 81, en la línea 18, después de “esta Ley” eliminar todo su contenido; línea 19, 
eliminar todo su contenido; línea 20, antes de “además” eliminar todo su contenido.  Esas son mis 
palabras, señor Presidente. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente. 
PRES. ACC. (SR. MARTÍNEZ SANTIAGO): Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: No tenemos objeción.  Adelantamos que en una enmienda futura va a 

coincidir con una enmienda que hace el compañero Vargas Vidot y haría entonces más sentido.  No 
tenemos objeción. 

PRES. ACC. (SR. MARTÍNEZ SANTIAGO): Los que estén a favor, obviamente, de la 
enmienda que presentó el compañero Vargas Vidot... 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, como fue, es una enmienda y no tenemos objeción, 
no va a votación. 

PRES. ACC. (SR. MARTÍNEZ SANTIAGO): Okay.  Adelante. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Perdóneme, sí.  Usted tiene que plantear, los que están a favor... 
PRES. ACC. (SR. MARTÍNEZ SANTIAGO): Los que estén a favor se servirán a decir que sí.  

En contra, no.  Aprobada la enmienda. 
SR. PEREIRA CASTILLO: Señor Presidente. 
PRES. ACC. (SR. MARTÍNEZ SANTIAGO): Corresponde el turno al compañero Pereira 

Castillo. 
SR. PEREIRA CASTILLO: Muchas gracias, señor Presidente. 
Se hace difícil, porque no quiero ser -¿verdad?- un ave de mal agüero, pero la verdad del asunto 

es que sí hace falta actualizar la Ley de Armas en Puerto Rico.  Habiendo dicho eso, yo creo que 
también tenemos que entender la noción de lo que estamos hablando, porque no se puede legislar por 
pegatinas.  Por ejemplo, una pegatina muy popular en los Estados Unidos es que las armas de fuego 
no matan gente, la gente mata gente.  Eso es verdad, pero lo hacen con armas de fuego.  Veinticinco 
por ciento (25%) de los niños dentro de un hogar juegan con las armas de fuego que se encuentran 
dentro del hogar a espaldas de sus padres.  Esa estadística no es mía, es del Instituto Nacional de Salud, 
“National Institute of Health”. 

Anoche, anoche mismo en la comunidad de Tals and Oaks un oficial de la Policía, al norte de 
Los Ángeles, un oficial de la Policía y nueve (9) estudiantes universitarios perdieron la vida en un 
tiroteo.  Dudo yo mucho que ninguno de estos occisos, ninguna de estas personas que perdieron la 
vida anoche estaban en conducta delictiva o en conducta amenazante a ningún otro ciudadano, me 
parece a mí. 

Yo voy a votar a favor de esto, porque entiendo el argumento del senador Neumann, que 
tenemos que actualizar lo que es la Ley de Armas de Puerto Rico, dado el historial de la jurisprudencia 
federal.  Pero es necesario que entendamos que una Ley de Armas nueva tiene que requerir un sitio 
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seguro para mantener las armas dentro de la casa.  Porque las armas tienen una sola función y esa 
función no es defenderme a mí, es matarte a ti.  Si eso resulta en una defensa a mi persona, pues qué 
bueno, pero no nos engañemos, el diseño de un arma de fuego es matar a la persona que es el objeto 
del disparo. 

Así que vamos a entender lo que estamos haciendo.  Aunque hay que defendernos, esto no 
quiere decir que no comprendamos las diferencias culturales que nosotros tenemos con nuestros 
hermanos del norte.  No podemos sencillamente seguir con nuestras costumbres de irnos armados a 
darnos un palo, eso no puede ser.  No podemos tampoco apoyar la noción de que, ah, pues está bien, 
yo no me voy a dar un palo, yo me voy a dar un palo aquí con mis amigos y voy a dejar mi arma en el 
carro.  Oh, no sir, vamos a no hacer eso, porque lo que vamos a tener es un montón de incidentes de 
gente buscando armas dentro de automóviles. 

Y es fácil la crítica y es fácil y lo admito.  Ah, pero este señor tiene armass.  Yo tengo armas 
de fuego, pero no las cargo.  Yo no estoy armado en la calle, yo estoy armado en mi casa.  Y es digno 
que un hombre defienda su esposa y defienda sus hijos.  Esta es mi casa.  Este es el sitio donde yo voy 
a usar una fuerza letal, si tengo que defenderlos. 

Pero no quiere decir esto que nosotros debamos seguir caminando tan fácil como debe ser, 
para arriba y para abajo con armas de fuego.  No se trata de eso.  Y debemos todos enfocarnos en este 
esfuerzo de publicar esto, de enseñar esto y no debemos perdernos en la celebración del cambio, sin 
que se entienda cuáles son las consecuencias de una disponibilidad de armas de fuego. 

Estas son mis palabras, señor Presidente. 
PRES. ACC. (SR. MARTÍNEZ SANTIAGO): Muchas gracias al compañero Pereira Castillo. 
SR. LAUREANO CORREA: Señor Presidente. 
PRES. ACC. (SR. MARTÍNEZ SANTIAGO): Corresponde el turno al compañero Laureano 

Correa. 
SR. LAUREANO CORREA: Buenas noches a todos.  Buenas noches, señor Presidente. 
En la noche de hoy estamos discutiendo el Proyecto del Senado 1050, sobre la nueva Ley de 

Armas.  Y antes de comenzar, quiero reconocer el esfuerzo del compañero Henry Neumann y el 
esfuerzo del compañero Nelson Cruz atendiendo esta medida, quienes tuvieron la oportunidad de 
hacer vistas públicas en todo Puerto Rico, donde puertorriqueños fueron a expresarse a favor y en 
contra de esta medida y ahí fue donde tuvieron la oportunidad de poder expresarse. 

Primero que nada, señor Presidente, quisiera hacer un trasfondo histórico de lo que es la 
segunda enmienda de la Constitución de Estados Unidos de América, que es la que protege el derecho 
al pueblo estadounidense a poseer y portar armas, así es.  En Estados Unidos es un país con las menores 
limitaciones para adquirir y portar armas, esa es parte de la llamada “Bill of Rights” o Carta de 
Derechos estadounidense.  Y es que la Corte Suprema de los Estados Unidos ha aclarado en numerosas 
ocasiones en el texto constitucional y ha afirmado que el derecho a portar armas es un derecho 
individual que tienen todos los estadounidenses. 

La segunda enmienda establece que ni el Gobierno Federal de los Estados Unidos ni los 
gobiernos estatales y locales pueden infringir el derecho a portar armas.  Desde finales del Siglo XX, 
la segunda enmienda ha estado sujeta a un renovado interés académico, político y judicial.  La Corte 
Suprema de los Estados Unidos, órgano supremo en asuntos de interpretación del texto de la 
Constitución aclaró en el 2008 que la segunda enmienda protege el derecho de un individuo a portar 
armas. 

En el 2016, la Corte reiteró que la segunda enmienda protege el derecho de todos a portar sus 
armas. A pesar de los numerosos casos judiciales, el debate sociopolítico continúa.  Los defensores 
del derecho a portar armas dicen que un pueblo armado realiza una mejor ejecución de la legítima 
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defensa y que evita que la autoridad gubernamental se vuelva tiránica.  Los defensores del control de 
armas afirman que las ciudades estadounidenses serían más seguras si no hubiese tantas armas de 
fuego, aunque los defensores del derecho a portar armas argumentan que cuando los ciudadanos 
respetuosos con las leyes se arman actúan más rápido y mejor.  En el 2016, cuatro (4) de cada diez 
(10) estadounidenses afirmaban tener al menos un arma de fuego en sus hogares, aunque esta 
proporción podría ser mucho mayor, ya que los datos recogen aquellas personas que voluntariamente 
participaron en aquel entonces. 

Ahora bien, ante la alta incidencia criminal que vive Puerto Rico no podemos esperar más, se 
le debe dar paso al proyecto de la autoría del compañero Nelson Cruz, que pretende crear una nueva 
Ley de Armas que es tan necesaria en estos momentos en nuestro país.  Cuando juramentamos como 
senadores nos comprometemos con defender los principios de la Constitución americana, esta incluye 
la segunda enmienda y el derecho que tenemos todos los ciudadanos americanos a defendernos. 

No podemos legislar una Ley de Armas que sea más estricta al ciudadano.  Antes los 
ciudadanos gestionaban la licencia de armas y con eso resolvían, ya que obtenían un arma que las 
mantenían en su residencia por cualquier situación que ocurriera.  Pero ahora las cosas han cambiado 
y nadie está exento de enfrentar una agresión criminal en la calle debido a un asalto o “car jacking”, 
ya sea saliendo del cine, un centro comercial o un supermercado.  La actual Ley de Armas es una 
punitiva, restrictiva y no concuerda con la situación actual que vive Puerto Rico. 

SR. MUÑIZ CORTÉS: Señor Presidente. 
PRES. ACC. (SR. MARTÍNEZ SANTIAGO): Compañero Muñiz Cortés. 
SR. MUÑIZ CORTÉS: Sí, señor Presidente, para concederle cinco (5) minutos de mi turno al 

compañero senador Miguel Laureano. 
PRES. ACC. (SR. MARTÍNEZ SANTIAGO): Muchas gracias.  Adelante. 
SR. LAUREANO CORREA: Muchas gracias al compañero. 
Actualmente, Puerto Rico atraviesa una crisis de falta de seguridad por la escasez de la Policía, 

hay que tener en cuenta que el noventa y dos por ciento (92%) de los crímenes en Puerto Rico son con 
armas ilegales, las cuales los delincuentes tienen libre acceso de las mismas.  La ciudadanía debe estar 
clara que ya tenemos una nueva Ley de la Doctrina del Castillo, que esta añadió un nuevo Artículo al 
Código Penal para reconocer el derecho de la ciudadanía a defenderse legítimamente en su morada, 
vehículo y otros lugares. 

La nueva Ley del Castillo es de la autoría del Presidente del Senado Thomas Rivera Schatz, la 
cual les da uniformidad a las leyes vigentes con las de Estados Unidos, ampliando el tamaño del 
castillo en la que legalmente puede defenderse, a la cual ahora no se limita al hogar, sino que se 
extendió al lugar de trabajo, vehículo personal y todo espacio público donde un individuo tenga 
derecho a estar. 

Ejemplo de estos casos son muchos que podríamos estar hablando toda la noche aquí, voy a 
hablar sobre varios.  En el 2017, en Guayanilla, el dueño de un local sorprendió a un ladrón en pleno 
acto y le arrebató el arma para defenderse.  En Isla Verde, en una estación de gasolina, tuvimos otra 
escena, donde en medio de un atraco los asaltantes fueron abatidos; igual en Villa Palmeras, igual en 
Las Piedras y el último caso es de una persona de 81 años que enfrentó a disparos a un asaltante que 
terminó muerto por los impactos de bala que recibió por parte de este comerciante. 

Por eso es importante que hoy le demos paso a esta medida.  Yo siempre digo que un buen 
puertorriqueño tiene derecho a defenderse, a defender su vida, a defender su hogar y a defender su 
familia.  Por eso me sorprenden las palabras de los que hoy claman de que los buenos puertorriqueños 
no tengan derecho a portar armas fueron los mismos que olvidaron a nuestros policías, fueron los 
mismos que no hicieron academia en los pasados cuatro (4) años, fueron los mismos que le redujeron 
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a la Policía de un setenta y cinco (75) a un cuarenta y dos por ciento (42%) de su retiro.  Y hoy le 
quieren quitar el derecho a las personas mayores, a las madres solteras y al buen puertorriqueño el 
derecho de proteger sus vidas, su familia y sus hogares.  Por eso les pido a todos los compañeros que 
le demos paso a esta medida. 

Son mis palabras, señor Presidente. 
PRES. ACC. (SR. MARTÍNEZ SANTIAGO): Muchas gracias, compañero Laureano Correa. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente. 
PRES. ACC. (SR. MARTÍNEZ SANTIAGO): Corresponde el turno al señor portavoz de la 

delegación del Partido Nuevo Progresista, Carmelo Ríos Santiago, con sus quince (15) minutos. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Muchas gracias, señor Presidente. 
Compañeros y compañeras, yo me uno al aplauso silente de aquellos que pensamos que se ha 

hecho un trabajo encomiable por parte de la Comisión de Seguridad y por parte del compañero Cruz.  
Y me uno, porque todos saben que por los dieciséis (16) años que llevo aquí no ha sido la primera vez 
que hemos estado en una lucha por defender nuestros derechos. 

La primera vez que radiqué una Ley de Armas nueva obtuve el favor de este Senado, más no 
así de la Cámara de Representantes.  A las once y media de la noche (11:30 p.m.) se bajó la medida y 
horas después fue rechazada por la Cámara de Representantes de mi partido.  Hoy apuesto que la 
historia sea diferente, pero será diferente porque hay hechos diferentes. 

El compañero Tirado decía que no podemos legislar basado en la teoría del miedo, de meterle 
miedo a la gente.  Yo le aconsejo al compañero.  Los puertorriqueños y puertorriqueñas no tenemos 
miedo, lo que tenemos es un derecho.  Y ese derecho no tan solamente es el de expresarnos, es el 
derecho a vivir.  Y ante sus preocupaciones de que si alguien me apunta, tenemos que repeler, claro 
que sí.  Porque el Código Civil dice que entre la vida y la suya, la mía, porque yo también tengo 
derecho a vivir, a vivir en un país donde podamos diferir, pero podamos respetar lo más básico de una 
convivencia, los espacios. 

Por eso cuando el Presidente del Senado, este servidor y el compañero Vargas Vidot 
radicamos, entre otros, la Doctrina del Castillo y avanzamos y la convertimos en ley, sabía que esta 
medida tiene oportunidad.  Hemos crecido como sociedad.  No puede ser que pensemos que todo el 
mundo avanza y los puertorriqueños siempre nos menospreciamos y nos quedamos atrás.  Somos 
ciudadanos americanos con los mismos derechos.  

Esta medida ha ido creciendo.  De hecho, aun después de ley seguirá creciendo, es un 
documento vivo y no podemos entrar en aquellos dimes y diretes de quién es o quién no es.  Y yo 
felicito al compañero Cruz, porque de los doce (12) años que yo llevo hemos ido empujando la carreta 
y yo creo que hemos llegado a la meta y eso es digno. 

Yo quiero aclarar que parte de las enmiendas que tiene el compañero Neumann merecen la 
explicación del enfoque de dónde queremos llegar con esta medida.  Cuando se habla de datos y la 
nueva oficina estamos obviamente pensando en la base de datos que ya tenemos, con una oficina que 
tiene que tener un enfoque diferente al que hemos tenido hoy, por eso el nuevo nombre.  Eso no quiere 
decir que salgamos de este sistema “real”, que es el que usa la policía y que está disponible con una 
base de datos. 

La enmienda del senador Neumann sobre los seis (6) años es buena.  La enmienda sobre la 
Federación, y quiero tomar un minuto aquí.  Durante el debate, con razón o sin razón, se me adjudicó 
la enmienda de la Federación.  Todo el mundo sabe ahora que es una enmienda que yo favorecí, de 
parte del senador Neumann en un acuerdo con el senador Cruz.  Sin embargo, en el debate surgió un 
punto bien interesante. 
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¿Por qué yo que quiero ejercer mi derecho tengo que estar afiliado a una asociación privada?  
Mi interés y lo digo sinceramente, mirando algunos que están en las gradas, era porque yo favorezco 
el deporte.  Pero el argumento después de un tiempo de pensado, reconocí que los derechos son los 
derechos, independientemente de lo que yo pienso.  Y, por lo tanto, la enmienda del senador Neumann 
no obliga a ninguna persona a pertenecer a la Federación, pero reconoce que el Gobierno tiene una 
capacidad de promover el deporte y otras entidades y eso es lo que hace el senador Neumann. 

Yo apoyo la enmienda del senador Neumann, ya no tenemos el issue de que tenemos que estar 
afiliados para ejercer un derecho, eso queda claro.  Ahora es el Gobierno que favorece sin obligar a 
los ciudadanos a pertenecer a la Federación.  Aprendí en el proceso que la Federación tiene mucho 
que crecer.  Les digo a aquellos federados que si quieren tener una Federación fuerte tienen que 
expandir sus horizontes, tienen que expandir sus horizontes.  Y nosotros vamos a estar bien atentos a 
los reclamos de muchos ciudadanos de cómo podemos mejorar la Federación, pero lo vamos a hacer 
como Gobierno, sin obligar a nadie para ejercer su derecho el pertenecer a ella. 

Hay unas enmiendas que están dentro del proyecto que yo creo que son importantes.  Las 
enmiendas sobre el agente gestor.  Yo tenía preocupaciones sobre el agente gestor.  Todo el mundo 
sabe lo que pasó en la Armería Noman, de mi Distrito, de Bayamón, o Cowboy, donde estaba, donde 
se traqueteaba con los asuntos de las licencias.  Pero dentro después de un acuerdo con compañeros y 
compañeras en un caucus y un ejercicio real, llegamos a los acuerdos para tener entonces un gestor 
con licencia de armas que realmente pueda garantizar la pureza del proceso y la tranquilidad de que 
se está haciendo conforme a la ley una buena enmienda. 

No fui exitoso en la enmienda del “back up”.  La planteo porque creo que en el futuro tenemos 
que repensarla.  Yo favorezco que nuestros agentes del orden público tengan el derecho a tener un 
arma “back up”, será en otra lucha, no podemos detener esta Ley porque no ... en esta enmienda. 

Clarificamos el asunto de la licencia de menor de veintiún (21) años que ejerza el derecho.  
Como saben, el proceso era que ese menor no tiene licencia, pero la persona supervisor, el padre o 
tutor, adhería su licencia del menor y bajo la supervisión directa pudiera entonces practicar el deporte 
al tiro.  Yo creo que con la enmienda la mejoramos, porque ahora con la anuencia de ese padre, madre 
o tutor, una persona con licencia pudiera entonces educar a ese menor, que posiblemente sea un Tuto 
Bermúdez, que es de los más recientes, y nos traiga medallas a Puerto Rico, porque practicó desde 
edad temprana como hacen en otras jurisdicciones. 

La definición de munición en el Proyecto 1050 tenía tres (3) vertientes, la mejoramos en una 
que realmente atiende el proceso.  Sobre el asunto del silenciador, yo admito que en cuarenta (40) 
estados hay silenciadores.  Yo no tengo un issue muy grande con los silenciadores, pero si queremos 
que esta Ley se apruebe, realmente teníamos que atender los asuntos que algunas personas le 
preocupan. 

El silenciador, desde mi punto de vista, protege la audición del tirador deportivo que pudiera 
disparar mil veces o mil (1,000) balas en una semana antes de una competencia, afectando su sistema 
auditivo.  Pero también tengo que reconocer que no puedo clases privilegiadas.  No puedo tener un 
deportista y decirle a un ciudadano que no puede adquirirlo, porque si no tiene que ser un atleta o 
deportista.  No hay clases privilegiadas en esta Ley.  Por eso los legisladores que antes teníamos el 
privilegio dentro de un derecho de tener un descuento ahora pagamos igual.  Eso es un avance. 

Referente a cómo se clasifica un ebrio habitual o una persona con sustancias.  El proyecto 
ahora está más claro, que es mediante sentencia.  En la enmienda Laboy, porque es una enmienda de 
la compañera Zoé Laboy.  En esa enmienda se dispone y el compañero Tirado, que es ingeniero de 
profesión, me toca explicarle ahora como abogado qué es lo que dice mi interpretación sobre el 
derecho, con mucho respeto, obviamente. 
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En la página 49, está bien claro en el proyecto que una vez se expida una orden de protección 
expedida por acecho o Ley 54, esa dama o caballero pudiera acudir en una manera expedita, 
garantizando su derecho a la vida y ser delante del Departamento de Justicia en un entrenamiento y de 
manera ágil poderle proveer el derecho que tiene a proteger su vida mediante el arma de fuego.  Eso 
es una buena enmienda. 

La licencia actual.  Mucha gente en esta guerra de Facebook Live que hemos tenido, plantean 
qué pasa con mi licencia bajo la 404 de 2000.  El proyecto está más claro que nunca, esa licencia hasta 
que no se termine o expire esa licencia una vez usted renueve entra la nueva ley, pero mantiene su 
banco de data, sus números, porque sería ilógico tratar de pensar de 1, 2, 3 otra vez, cuando tenemos 
cien mil y pico de data y números ahí prendidos. 

Referente a las penas.  Tengo que decir que estoy contento que mis compañeros y compañeras 
hayan entendido que a pesar de que yo soy de los que cree que las penas tienen que ser duras para ser 
un detente, también reconozco que los estudios dicen que las penas duras no necesariamente detienen 
a la persona.  Pero hemos bajado de cinco mil (5,000) a quinientos (500).  Eso es una buena enmienda.  
De lo contrario, una persona que tuviese tres armas de fuego tendría quince mil (15,000) dólares en 
penas, que ciertamente no los iba a pagar y lo que tendríamos sería más armas ilegales o corrijo, las 
armas no son ilegales, lo que es ilegal es el estatus de la persona que la posee, y eso es una buena 
enmienda. 

Referente a cómo trabajamos el asunto de la salud mental.  Reconozco que hay una 
preocupación sobre la salud mental de lo que está pasando, pero también reconozco que esa persona 
que defectuosamente utiliza mal ese derecho, que la inmensa mayoría son armas ilegales, solamente 
puede ser referido por aquella otra persona que puede estar en igualdad de condiciones.  O sea, si todas 
esas personas en ese club quizás hubiesen estado armadas hubiésemos tenido menos muertes, porque 
la posibilidad es que solamente él estaba armado y los demás no lo estaban.  La inmensa mayoría de 
estas desgracias son detenidas por personas que ejercen su derecho a defender su vida, la de su familia 
o de los demás.  Esa es la verdad.  Esa es la verdad. 

Referente a la posesión y referente a la portación.  Tenemos una enmienda que yo creo que es 
espectacular.  Yo soy de la teoría que si yo tengo un arma de fuego -y ya la tengo, está en mi casa, 
porque tengo un arma de tiro al blanco-, y de momento tengo que hacer el mismo proceso para sacar 
una portación de un arma que ya yo tengo, que la estoy utilizando-esta medida en una de las enmiendas 
que no salió pública mucho, porque es un proceso amplio y es técnico- vamos a poder, dentro de un 
acuerdo de caucus que hicimos, de que una vez usted tenga la licencia de posesión para poder hacer 
una de portación no va a tener que pasar por el mismo proceso y lo que van a tener que llenar es un 
blanco y automáticamente se le va a dar la portación.  Yo hubiese querido que fuera un solo trámite, 
pero se ganan algunas y otras no.  Esa es una victoria para el derecho que tenemos constitucional. 

La realidad es que dentro de las enmiendas que tenemos regulamos estrictamente el negocio 
de los armeros y lo hacemos más claro, solamente podrán manejar y alterar y vender y transportar 
aquellas personas autorizadas no tan solamente por la Ley de Armas, sino por el Gobierno Federal. 

Una de las enmiendas que no se habla mucho, pero que está ahí.  Esta Ley tiene algo que no 
tienen muchas leyes.  Dentro de los “background checks” estamos incluyendo el “background check 
internacional”, y me explico.  Un personaje como Popeye, que todo el mundo aquí conoce, del cartel 
de Pablo Escobar, cometió delitos atroces en Colombia.  Pero ese mismo individuo que se transporta 
a Puerto Rico a solicitud de un cartel local para hacer su trabajo de matar, como él le decía, si pasara 
por el proceso del “background check” normal y no tuviesen el récord federal tendría un arma de fuego 
legal bajo las leyes, porque no tenemos manera de corroborar. 
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Con esta Ley vamos a evitar que los matones a sueldo que salen de sus jurisdicciones originales 
vengan a Puerto Rico a hacer fechorías y a quitarle la vida a la gente.  Le estamos poniendo un 
cortapisa a los gatilleros de profesión.  Eso se está haciendo en esta Ley, que está bien claro y es una 
buena enmienda. 

Dentro de los asuntos que tienen que ver de la posesión y la portación.  Una de las enmiendas 
que yo creo que es una buena enmienda es la enmienda de que si usted tiene una aportación, usted no 
tiene que pertenecer a un club de tiro.  Eso está ahí.  Si usted tiene una licencia de tiro al blanco, la 
impresión es que usted quiere tirar al blanco.  Por lo tanto, ahí estamos dejando que usted pertenezca 
o tiene que pertenecer a un club de tiro.  Eso es una enmienda que llegamos a un acuerdo.  Y yo le 
agradezco a los compañeros, porque garantizamos que entonces el deporte es que hay y que los 
negocios estén ahí para los locales.  Pero si tengo una portación es mi derecho y la enmienda es, quiero 
estar bien claro que no tiene que pertenecer a un club de tiro.  Yo creo que esa es buena. 

Dentro de los asuntos que tiene que ver con la semiautomática y las automáticas.  El compañero 
Neumann ha sido bien claro, no se permiten las automáticas, y alterar un arma de fuego sigue siendo 
un delito.  Pero hay una enmienda que yo le digo la enmienda Pereira, y quiero dar el crédito porque 
el compañero Pereira trajo un punto que yo traje al caucus.  Por qué le estamos poniendo de cárcel 18 
y 30 años a una persona que ejerce su derecho, que tiene una posesión y que quiso ir a un colmado, 
tenía la necesidad de proteger su vida, no comete delito y porque comete una infracción a la Ley 22 
de tránsito es detenido y de momento esa persona que nunca ha cometido un delito por tener arma de 
fuego le metemos 18 años en la cárcel.  Eso no está bien. 

La enmienda Pereira, 24 horas después de haberla sometido al caucus y habiendo sido 
derrotada, ahora tiene los votos y la voy a plantear para que ustedes, señor Presidente, compañeros y 
compañeras, puedan votar sobre ella.  Para añadir en la página 81, línea 20, antes de “además” “las 
sentencias serán dictadas a discreción del juez y podrán variar de acuerdo a las circunstancias de cada 
caso.  De igual forma, se le permitirá realizar acuerdos para lograr alegaciones pre acordadas”. 

PRES. ACC. (SR. MARTÍNEZ SANTIAGO): ¿Esa es la enmienda, señor Portavoz? 
SR. RÍOS SANTIAGO: Eso es correcto, señor Presidente. 
PRES. ACC. (SR. MARTÍNEZ SANTIAGO): ¿Hay objeción a la enmienda?  No habiendo 

objeción, se aprueba la enmienda.  Los que estén a favor servirán a decir que sí.  En contra, no.  
Aprobada. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, sé que el tiempo me traiciona.  Pero lo que quiere 
decir esta enmienda es que ya no tenemos las penas de 18 y 30 años.  Si es una persona decente sin 
previo récord que porque cometió la negligencia de una posesión y la portó porque iba a un colmado 
a altas horas de la noche, pero tiene esa licencia, ahora el juez va a tener la discreción de llegar a 
acuerdos, cosa que no puede hacer hoy, y no tenemos una persona decente que cumplió con su derecho 
18 años en la cárcel ni 30. 

Y con la enmienda del compañero Vidot, ahora si existe una sentencia puede ser concurrente 
versus consecutiva, teniendo una persona como la que tenemos trabajando en El Capitolio, cortando 
grama, que tiene 30 años de cárcel y nunca había cometido un delito y lo único que hizo fue que tenía 
la posesión y porque portó le pusieron 30 años.  Esa persona nunca debió haber estado 30 años preso.  
Estamos haciéndole justicia a la gente que cree en los derechos. 

Señor Presidente, yo pudiera hablar dos horas sobre esta medida, porque creo -no lo voy a 
hacer-, porque creo que tiene muchas virtudes que sería imposible en una presentación plantear.  Pero 
quiero ir redondeando de esta manera.  Quizás muchos de los que están en las gradas no están de 
acuerdo conmigo.  Esa es la primera enmienda, el derecho a la libre expresión. 
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Este proyecto no está como me hubiese gustado que estuviese, esa es la verdad, pero la virtud 
que tienen estas cámaras legislativas es el sistema bicameral.  Los invito a que cabildeen en la Cámara 
de Representantes y mejoremos aún más el proyecto, no hay nada malo con eso.  Yo creo que es 
bueno, por eso yo favorezco el sistema bicameral. 

Y los invito a que cabildeen y les pongo esta misión.  El deporte por turismo del tiro no 
pudimos llegar a un acuerdo a lo que yo pensé que debe ser una industria.  Un turista que llega y quiere 
hacer uso de una facilidad registrada y que no quiere tener licencia, lo que quiere es tener la 
experiencia, desafortunadamente no llegamos al acuerdo y se plantea en el proyecto que tiene que 
cumplir con las leyes de Puerto Rico.  Lo que quiere decir que tiene que tener una licencia y ese 
turismo no existe. 

PRES. ACC. (SR. MARTÍNEZ SANTIAGO): Compañero... 
SR. RÍOS SANTIAGO: Yo lo que planteo, señor Presidente, y los últimos treinta (30) 

segundos, abusando de su discreción, a menos que el compañero Joíto nos dé los cinco (5) minutos. 
PRES. ACC. (SR. MARTÍNEZ SANTIAGO): Compañero Joíto Pérez. 
SR. PÉREZ ROSA: Le cedemos a nuestro Portavoz los cinco (5) minutos. 
PRES. ACC. (SR. MARTÍNEZ SANTIAGO): Adelante. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Muchas gracias. 
Lo que planteo es, tenemos una oportunidad espectacular de crear un turismo para personas 

que nos visitan, como pasa en Florida, como pasa en Las Vegas, y quieren utilizar una facilidad, quizás 
uno de nuestros instructores, de nuestros medallistas, que los entrenen y que puedan alquilar esa arma 
de fuego dentro de esa facilidad y pasar un buen tiempo experimentando el deporte del tiro al blanco. 

Yo creo que también eso debe estar disponible para los residentes en Puerto Rico, que ahí fue 
la discreción.  Quizás un familiar, no mío, no quiere o no desea tener una licencia, pero quizás me 
quiera acompañar y quiere por ese momento practicar bajo una supervisión de un profesional.  Yo 
creo que eso es una oportunidad que tenemos que mejorar. 

Dentro de las cosas que yo creo que podemos hacer y que no pudimos lograr es hacer una ley 
donde la Policía tenga un término corto, pero también creo que una de las enmiendas que fueron 
buenas es que los oficiales o policías auxiliares puedan usar arma de fuego, siempre y cuando la Policía 
lo permite, como está hoy.  Pero también hay que seguir en un entrenamiento que sea de rigor para la 
figura de ellos y de los ciudadanos. 

En otras palabras, el Proyecto 1050 yo creo que es el paso correcto para poder alcanzar una 
nueva Ley de Armas.  Y yo quiero agradecerle a todos los que estuvieron en este proceso en contra, a 
favor, los que utilizaron las redes, a los que le pude contestar, a los que me dieron muestra de apoyo, 
a los que no me apoyaron también, yo creo que eso fue un proceso de crecimiento, aprendí mucho 
también.  Cuando uno cree que sabe mucho, a veces uno aprende más, eso es parte del proceso 
también. 

Pero no quisiera despedir este turno sin agradecerle a una persona que ya no está con nosotros, 
el señor José Barreras.  La razón que yo entré a la discusión de la Ley de Armas es porque esta familia, 
a la cual usted puede estar a favor o en contra, llegaron un día con la humildad que le conlleva y me 
empezó a hablar de la segunda enmienda con una pasión que yo nunca había visto.  José Barreras ya 
no está con nosotros, murió, no pudo ver lo que va a ser una nueva Ley de Armas, pero su familia y 
su legado yo la llevo en el corazón, porque a pesar de que él no está aquí yo sé que debe estar quizás 
preocupado por algunas enmiendas, porque él no quisiera tener ni registro, pero va a estar contento de 
que Puerto Rico protegió la segunda enmienda y echó pa’lante. 

Esas son mis palabras, señor Presidente. 
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- - - - 
Ocupa la Presidencia el señor Thomas Rivera Schatz. 

- - - - 
 

SR. CRUZ SANTIAGO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañero Nelson Cruz. 
SR. CRUZ SANTIAGO: Buenas noches, señor Presidente, gracias por la oportunidad. 
Quiero agradecer a todos los compañeros que en este trayecto han estado conmigo en este 

proceso, el compañero Henry Neumann, que ha sido para mí un amigo, una persona que ha estado 
dirigiendo no tan solo este proyecto, sino también proyectos de envergadura como lo fue el proyecto 
que creó el nuevo Departamento de Seguridad Pública. 

Cuando nosotros llegamos aquí hace un tiempo atrás, el amigo Amorós estaba allí donde está 
hoy nuestro Presidente y poniendo la mano derecha encima de la Biblia juramos defender la 
Constitución de los Estados Unidos de América.  Hoy hay más de mil y pico de personas en las redes 
sociales de El Capitolio mirando esta vista pública ininterrumpidamente.  El canal de televisión que 
tiene contratos con esta institución también hay miles de personas viendo lo que hoy es hacer historia 
con relación a lo que son los derechos fundamentales. 

No podemos pedir voto presidencial.  No podemos pedir los derechos que nos cobija la 
Constitución de los Estados Unidos a medias, tenemos que ser americanos completos.  Y este Senado 
ha dado cátedra de lo que es ser un americano a tiempo completo, no parcialmente.  Hoy yo puedo 
mirar a los amigos que me comprometí siendo candidato a los ojos y puedo decirle que hemos 
cumplido en una de las promesas de campaña que muchos me decían, no hables de ese tema que es 
difícil y mucha gente no va a comprar ese concepto. 

Les tengo que decir que mi miedo fue pensando primeramente en el sector religioso.  Yo quiero 
agradecer a la compañera Nayda Venegas y al Pastor René Pereira, hijo, de Ponce, que ha sido uno de 
los pastores que ha creado los movimientos más grandes pro familia en el entorno de El Capitolio, 
porque fue él quien me dio esa fuerza dentro del liderato religioso en Puerto Rico para que apoyaran 
este proyecto. 

A mi Presidente del Senado que creó yo digo el brazo derecho de este proyecto con la enmienda 
al Artículo 25 del Código Penal, mejor conocido como la “Ley del Castillo”.  Que digan lo que digan 
hoy, podemos ir a la página de la Policía de Puerto Rico y vamos a ver allí cómo los delitos de la 
entrada a la heredad han bajado gracias a esta enmienda del Presidente del Senado, el Artículo 25, que 
prohíbe la entrada a la heredad ajena. 

Yo quiero agradecer, como dije al licenciado Neumann, a Julio, su abogado; a la licenciada 
Alicia, a la licenciada Rosario, a Jenilka, la licenciada Pedrogo, a Erito, muy en especial a don Ramón 
Cruz y a mi licenciada, licenciada Torres, que ha sido la persona que ha estado conmigo en todo este 
momento.  Y cuando el Presidente de aquel entonces nos dijo que sometiéramos los cinco (5) 
proyectos emblemáticos, pues tuvimos que actuar a la carrera. 

A las organizaciones que estuvieron con nosotros también y sin miedo me atrevo decirlo, al 
amigo Adán Rosa, al amigo Ariel Torres; al amigo y hermano que dirige la organización Phoenix 
Military, el amigo Kercadó; al Sindicato de Policías, al Sargento Marín, a Joel Borrero, al Sargento 
Gregorio Matías, al amigo Miguel Romero, al amigo Eduardo Vázquez Sotomayor, de la Página 
Hablemos del Alma; y a un amigo que conozco hace mucho tiempo en el deporte de la cacería, al 
licenciado Acarón y al licenciado Otero; pero muy en especial a la abogada motorizada; y a la amiga 
Wanda Torres, que sobrevivió a un ataque y que es la inspiración de muchas mujeres en Puerto Rico 
a tener armas de fuego; al profesor Walter Pérez, a mi amigo Aníbal y al senador Pereira y al doctor 
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Vargas Vidot.  Porque el senador Pereira asistió a todas y cada una de las vistas y como un exagente 
federal, como un exjefe de la Policía me daba la seguridad de yo poder seguir hacia adelante con este 
proyecto, teniendo al senador Pereira junto a nosotros. 

Tuve la capacidad, mis amigos, de poder sentarme en una mesa con más de treinta (30) 
personas que trabajan o durante toda su vida han estado trabajando en este proyecto.  Tuve esa 
capacidad y yo creo que si lo hicimos en este proyecto, este Senado tuvo la capacidad de poder 
sentarnos en una mesa a dialogar, podemos tener la capacidad en el futuro de sentarnos en otros 
proyectos que en los próximos dos (2) años tenemos que traer a la discusión para mejorar la calidad 
del pueblo de Puerto Rico. 

SRA. VENEGAS BROWN: Señor Presidente, para ceder mis cinco (5) minutos al senador 
Nelson Cruz. 

SR. PRESIDENTE: Senadora Nayda Venegas.  Disculpe, señor senador Cruz, tiene cinco (5) 
minutos adicionales. 

SR. CRUZ SANTIAGO: Muchas gracias. 
Aquellos que me visitaron y que trataron de chantajearme tengo que decirles hoy, mirándolos 

a los ojos, no me presté para el chantaje, no les tuve miedo ni les tengo miedo.  Hay muchas bondades 
que hoy se han hablado aquí.  Por ejemplo, las huellas dactilares que se levantan en la escena del delito 
al día de hoy no son consultadas en el sistema de datos de la Policía.  Con este proyecto toda persona 
que desee solicitar un arma de fuego tiene que solicitar con la licencia o más bien con la tarjeta de 
huellas y esa tarjeta de huellas tiene que ser consultada con esas huellas dactilares que se levantan en 
la escena del delito.  Eso es un avance positivo para este proyecto. 

Hablamos de la plataforma de justicia.  No sabíamos que el Departamento de Justicia por años 
tenía una plataforma que toda persona que era acusada de un delito estaba en ese banco de datos.  En 
esta ocasión, la Policía de Puerto Rico de manera digital va a poder consultar ese banco de datos, lo 
que le da una seguridad al ciudadano y una tranquilidad al Gobierno de que esas armas van a estar en 
manos de gente responsable. 

El Departamento de Justicia está en la transformación del Programa Sigis, un programa a nivel 
nacional que garantiza el que podamos consultarlo cuando tengamos la duda de que si alguna persona 
cometió algún tipo de delito en la jurisdicción federal.  Tenemos por primera vez un protocolo donde 
la Policía de Puerto Rico puede ocupar un arma utilizando los fiscales y los jueces de manera ordenada, 
no arbitrariamente como ocurre hoy donde se ocupan las armas en las escenas del delito, ponen a la 
persona bajo arresto y a las tres de la mañana (3:00 a.m.) tocan la puerta de la casa para quitarle el 
resto de las armas que tiene el poseedor.  Damos fuerza con un examen de arma de fuego.  Es decir, 
un curso de uso y manejo de armas, antes de que usted vaya a solicitar esa arma de fuego.  Hoy lo 
tienen después de tener esa licencia.  

Sacamos, como dijo el compañero Neumann, la investigación de los tribunales, tener que llevar 
tres amigos, había salas llenas de Licencia de Armas y los casos criminales y civiles estaban en un 
segundo o un tercer plano.  Los papeles que usted somete a la Policía de Puerto Rico tienen que ser 
digitalizados y se le devuelven a la persona que solicita. 

Algo bien importante para este Senado y fue una enmienda de nuestro Presidente.  Nosotros 
como funcionarios públicos, los exalcaldes y funcionarios, jueces y demás, teníamos el privilegio y 
podíamos tener nuestra licencia sin tener que pagar.  Ahora, de hoy en adelante será todo lo contrario, 
y quienes no tendrán que pagar esa licencia serán nuestros policías, nuestros bomberos, nuestros 
paramédicos, nuestros agentes del orden público, que tendrán ese privilegio ahora, porque a ellos nos 
debemos y son ellos los que están defendiendo nuestras comunidades, así como también los policías 
auxiliares que tendrán una vez certificados en la Academia de la Policía poder obtener este beneficio. 
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Hacemos el procedimiento mucho más riguroso, pero menos oneroso, que es el espíritu de este 
proyecto.  Allá afuera hay sobre cien mil (100,000) personas que tienen licencia y hay otros cien mil 
(100,000) más que esperan por este proyecto para tener ese beneficio.  Otras jurisdicciones han puesto 
este beneficio o este proyecto muy similar en otras jurisdicciones y los delitos han bajado. 

La ola criminal que nos azota, mis queridos amigos y gente que nos escucha, fueron durante 
el evento posterior a Irma y María, esos tenedores de licencia de armas, quienes protegieron nuestras 
comunidades en horas de la noche, cuando no teníamos servicio eléctrico fueron los que hicieron el 
trabajo de policía en la calle en lo que el Gobierno pudo responder y nuestros policías llegaban a los 
cuarteles para tomar servicio.  No es fácil y a veces escuchar gente hablar sin estar en los zapatos o en 
las botas de un policía, o en el caso mío también que tuve la oportunidad de muchas noches estar en 
playas o en nueve (9) millas náuticas sin saber por el mal tiempo si íbamos a regresar.  Nosotros 
queremos hacerles justicia a nuestros policías. 

Hoy en la madrugada el evento más reciente en California en una discoteca ocurrió una 
situación.  Yo les pregunto a ustedes, háganse la pregunta.  Si en esa discoteca hubiese existido dentro 
de ella una persona con una ley, con un arma de fuego en ley, con una licencia en ley, ¿esa masacre 
hubiese ocurrido?  Lo mismo ocurrió en la discoteca Pulse, en Orlando, que teníamos personas 
residentes de mi Distrito que perdieron la vida.  Yo les pregunto.  Si hubiésemos tenido una persona 
dentro de esas facilidades debidamente armada y legal, ¿esas masacres hubiesen ocurrido?  Yo les 
aseguro que no. 

Esta Ley, como les dije, es para ayudar a nuestros policías.  Y mis queridos amigos quiero 
compartir con ustedes el siguiente suceso.  Hace unos años una mujer policía de nombre, Blanca de 
los Santos. 

SR. PRESIDENTE: ¿Señor senador Nazario, usted le cede los cinco (5) minutos?  Señor 
senador, para que el récord quede claro, el señor Nazario le está... 

SR. NAZARIO QUIÑONES: Sí, los cinco (5) minutos al compañero Nelson Cruz. 
SR. PRESIDENTE: Muy bien. 
SR. CRUZ SANTIAGO: Muchas gracias. 
La agente Blanca de los Santos falleció en San Juan, víctima de un criminal, dejó a un niño 

huérfano y su hermano, Benjamín de los Santos, cuidó ese niño.  Un año más tarde de haber ese niño 
quedado huérfano de madre, su tío quedó bajo la custodia.  Frente a mi Oficina de Distrito en Ponce, 
hace un año aproximadamente había un vehículo detenido con desperfectos mecánicos en una 
madrugada de un domingo.  La policía iba en persecución de un criminal que llevaba en el baúl del 
vehículo armas largas y llevaba drogas.  Al encontrarse en esa calle sin salida y teniendo el vehículo 
al frente con desperfectos mecánicos, el ciudadano que iba en ese vehículo no tenía escapatoria y tenía 
que entregarse a la Policía.  Comenzó a darle reversa al vehículo y amenazando a los policías que si 
no movían la patrulla, él se iba a bajar y los iba a matar. 

Acto seguido, ese ciudadano se baja del vehículo, se inclina hacia la parte de atrás y cuando 
los policías se bajan de la patrulla ese policía, Benjamín de los Santos, perdió la vida.  Y fue un 
ciudadano el que estaba al frente con su hijo que tenía un arma de fuego legal quien disparó y pudo 
neutralizar al atacante.  Y gracias a Dios, el otro policía no perdió la vida.  Ese niño quedó huérfano, 
perdió su mamá y su tío/padre, lo perdió; hoy tiene ya diez (10) años y el niño quiere ser policía.  
Situaciones como esta es la que tenemos que tomar nosotros en conocimiento hoy para poder atender 
el asunto que tenemos ante nuestra consideración. 

La agente Joanne Ruiz Plaza, hace dos años, en la Comunidad Cristina en Juana Díaz, estuvo 
por más de quince (15) minutos en el teléfono como retén del Cuartel de Juana Díaz, escuchando cómo 
un agresor intentaba entrar a la casa de su exesposa de manera agresiva para matarla.  La agente Ruiz 
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Plaza escuchó en el teléfono cómo ese agresor mataba a su exesposa frente a su madre y sus hijos, 
decir la suegra del agresor, la mató y la mujer policía escuchó por el teléfono los gritos de esa madre 
desesperada. 

Hoy se hace historia en este Senado, donde el Presidente trae una enmienda, junto a la 
compañera Zoé Laboy, donde la Oficina de Víctimas y Testigos del Departamento de Justicia hace 
viable un programa para que esa víctima, de así desearlo y debidamente adiestrada, pueda tener como 
un disuasivo a ese agresor un arma de fuego en su poder en lo que el procedimiento ocurre. 

Como decía el compañero Carmelo Ríos, este proyecto tiene muchas cosas buenas por hablar, 
pero el tiempo nos traiciona y estamos al filo de la noche para completar un procedimiento que por 
reglamento hoy tenemos que culminar. 

SR. MUÑIZ CORTES: Señor Presidente, para cederle cinco (5) turnos adicionales al 
compañero Nelson Cruz. 

SR. PRESIDENTE: Agradezco su generosidad, pero el Reglamento dice que es hasta quince 
(15). 

SR. CRUZ SANTIAGO: Correcto. 
SR. PRESIDENTE: Le queda un minuto treinta y nueve (1:39). 
SR. CRUZ SANTIAGO: Así que, señor Presidente, como dije hace unos segundos, para ir 

redondeando, yo tengo que agradecer a todos y cada uno de los compañeros que me han dado la fuerza 
y como usted dijo, Presidente, vayan por todo Puerto Rico para darle fuerza a ese proyecto.  Yo 
termino diciendo, siempre me gusta -¿verdad?- en estos momentos decir alguna frase de gente que me 
motiva a seguir hacia adelante.  Yo les tengo que decir a todos y cada uno de las personas serias y 
decentes de Puerto Rico que aspiran a tener una licencia de arma de fuego de manera legal y 
responsable, que hicimos un compromiso hace tres (3) años atrás.  Y como dijo un gran amigo y 
prócer, dijo: “Al fin de cuentas, al privilegio de servir solo lo supera el honor de cumplir”.  Hemos 
cumplido, señor Presidente. 

Son mis palabras. 
SR. PRESIDENTE: Muchísimas gracias. 
Le voy a pedir al senador Cruz que venga a presidir para poder expresarnos. 
SR. TIRADO RIVERA: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Senador Tirado. 
SR. TIRADO RIVERA: ¿Se puede rectificar? 
SR. PRESIDENTE: Turno de rectificación, adelante. 
SR. TIRADO RIVERA: Para rectificar, señor Presidente, sencillo, corto. 
SR. PRESIDENTE: Senador, son dos (2) minutos. 
SR. TIRADO RIVERA: Mi temor son las familias en Puerto Rico.  Aquí han hablado de querer 

parecerse a la gente de los Estados Unidos y vivir el sistema americano.  Pero mi temor es que la 
liberalización de estas armas también algunos tomen la conducta americana y que las armas pudieran 
estar por ahí disponibles o al alcance de personas que puedan fallar.  El arma no es mala ni tampoco 
es buena, sino es el uso que la persona le da al arma.  En eso estamos de acuerdo. 

Pero aquí hablaron ahorita de personas que si pudieran tener armas en un momento dado 
hubieran evitado una matanza en algún comercio.  Mi respuesta es, miren policías que han muerto en 
comercios en Puerto Rico que han estado libre en su turno con el arma encima y los han asesinado, 
primero a ellos porque tienen el arma. 

Voy a citar las palabras de Barack Obama, cuando firmó las órdenes ejecutivas para el control 
de armas: “Sabemos que no podemos detener cada acto de violencia, cada acto de maldad en el mundo, 
pero tal vez podemos evitar uno”. 
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Yo espero, compañeros, que el argumento que han utilizado de que ante la falta de policía y 
ante la falta de seguridad este proyecto le permite al ciudadano defenderse, no sea causa para perder 
una vida adicional en Puerto Rico.  Esa es mi mayor preocupación.  Cierro indicándoles, compañeros, 
que el precio de la libertad no puede ser ni puede estar atado a la tenencia de un arma de fuego. 

Son mis palabras, señor Presidente.  Estaré votando en contra. 
 

- - - - 
Es llamado a presidir y ocupa la Presidencia el señor Nelson V. Cruz Santiago, Presidente 

Accidental. 
- - - - 

 
SR. RIVERA SCHATZ: Señor Presidente. 
PRES. ACC. (SR. CRUZ SANTIAGO): Adelante, presidente Rivera Schatz. 
SR. RIVERA SCHATZ: En la noche de hoy aprobaremos el Proyecto del Senado 1050, por 

fin, proyecto que abrazó el compañero senador Nelson Cruz desde temprano durante el cuatrienio, que 
ha sido discutido y rediscutido y analizado y examinado con profundidad.  Y me parece que debe 
quedar claro en el registro de este Senado que el hecho de procurar que la ciudadanía tenga derecho a 
portar o a tener un arma de fuego para su defensa bajo ninguna circunstancia es la incitación a la 
violencia o a lastimar y muchísimo menos a privar de la vida a nadie. 

La Ley de Armas que hoy aprobamos, así como las que han estado vigentes hasta que esta 
termine su proceso y se convierta en Ley, como esperamos, han tenido como objetivo regular y 
controlar el uso, la posesión de armas de fuego de gente decente.   Los que no tienen control ni 
restricciones para tener acceso a las armas de fuego son los delincuentes, los criminales, tienen acceso 
a cualquier arma, la han utilizado indiscriminadamente, hemos visto una y otra vez eventos donde 
privan de la vida a víctimas inocentes. 

Y lo más que me sorprende, compañeros, es que algunos senadores, algunos legisladores, que 
hablan de que debe darse la mayor oportunidad de derecho al pueblo tengan el temor o la preocupación 
que el pueblo tenga el derecho a estar armado.  Que se haya tratado de insinuar o se ha tratado de 
plantear que hay en la consideración de este proyecto intenciones más allá de reformar legislación que 
le sea útil al ciudadano decente. 

Yo escucho algunas personas decir que las penas severas no funcionan.  Funcionan sí, se los 
digo yo, funcionan sí.  Escucho a algunas personas plantear del peligro que puede representar un arma 
de fuego en una persona que no tenga el control emocional o la capacidad mental para manejar o 
poseer un arma de fuego.  Los rigores de la Ley atienden eso. 

Se ha querido criticar a los armeros, a los clubes de tiro.  Se ha querido, de alguna manera, 
demonizar lo que ha sido una actividad comercial legítima y correcta en Puerto Rico por muchos años.  
Porque lamentablemente en muchas ocasiones la hipocresía y la retórica se apoderan de la discusión 
de los temas importantes. 

Entendemos que la ciudadanía puede votar, que puede participar en marchas, en protestas.  Hay 
gente que se opone aquí a que se apruebe legislación para prohibir las capuchas.  Hay gente que se 
opone aquí a que se prohíba la violencia contra el policía, contra el maestro, y se oponen también a 
que el ciudadano decente tenga un arma de fuego para defenderse.  Y entonces comienzan las 
especulaciones sobre qué pasará con el proyecto en el Cuerpo Hermano o cuál será la posición del 
Gobernador.  El proyecto tiene suficientes garantías, se manejó correctamente, se dio amplia 
participación a todos los sectores. 
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El compañero Presidente de la Comisión de Seguridad, junto a los demás integrantes de la 

Comisión y, por supuesto, el equipo que labora con el compañero Neumann Zayas, recorrieron a 
Puerto Rico.  Y luego de las vistas públicas dimos amplias oportunidades para que todos los senadores 
que tuvieran alguna preocupación o reserva, así lo expresaran y se estudiara.  Y yo agradezco la 
paciencia del compañero Neumann Zayas y del equipo que estuvo trabajando esto.  Porque, 
compañeros, por fin hoy la vamos a aprobar. 

Así es que, confiar en la gente, reconocerle los derechos al pueblo nunca puede ser negativo.  
Igual ocurría cuando aprobamos la ley, la famosa Ley del Castillo, hasta que vimos -¿verdad?- un 
evento donde a un ciudadano lo asaltaron y pudo defenderse.  Así es que, nadie debe tener miedo de 
confiar en la gente, particularmente en los ciudadanos decentes.  Lo que debe preocuparles a los 
puertorriqueños es que no haya rigor con el delincuente, con el que abusa, con el que comete el crimen, 
con el que mata a mansalva, con el que no tiene ningún pudor y no valora la vida a gente.  Y tenemos 
múltiples ejemplos y escenas que vemos todos los días, particularmente con los asesinatos que hemos 
estado observando a través de todo Puerto Rico. 

Así es que, yo confío que este proyecto habrá de convertirse en ley porque está bien hecho y 
no está fundamentado sobre el miedo, está cimentado sobre el derecho, sobre el razonamiento, sobre 
el sentido común, sobre la confianza en la gente decente, sobre eso es que está cimentado este 
proyecto. 

Así que le pido a todos los senadores y senadoras que votemos a favor de este proyecto para 
comenzar a encaminar un proceso que tenga sentido, que tenga el rigor, pero que sobre todo provea 
una herramienta eficaz para que la gente se sienta segura y que nadie le pueda cuestionar su derecho 
a defenderse y a defender a su familia.  Que bajo ninguna circunstancia puede interpretarse como una 
licencia para la violencia, para herir, para lastimar o para matar a nadie. 

Así que termino diciendo, gracias al compañero Nelson Cruz que estuvo empujando esto desde 
Peñuelas hasta todo Puerto Rico.  Gracias al compañero Neumann Zayas.  Gracias al compañero 
Carmelo Ríos, que también trajo enmiendas extraordinarias, y a todos los demás compañeros y 
compañeras que han permitido que se confeccionara el mejor proyecto posible.  Así que muchísimas 
gracias, pido el voto a favor para esta medida. 
 

- - - - 
Ocupa la Presidencia el señor Thomas Rivera Schatz. 

- - - - 
 

SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, es un honor pedir que pase a la consideración del 

Senado el Proyecto del Senado 1050, mejor conocido como la “Ley o la Nueva Ley de Armas de 
Puerto Rico”. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 1050... 
SR. RÍOS SANTIAGO: Según ha sido enmendado. 
SR. PRESIDENTE: ...según ha sido enmendado el Proyecto del Senado 1050, los que estén a 

favor dirán que sí.  Los que estén en contra dirán que no.  Aprobado. 
Próximo asunto. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
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SR. RÍOS SANTIAGO: Hay enmiendas del Informe al título, para que se aprueben hay 
enmiendas del Informe al título. 

Breve receso, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Breve receso. 

 
RECESO 

 
SR. PRESIDENTE: Tiene enmiendas en el Informe del título, señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Eso es correcto, señor Presidente, para que se lean. 
SR. PRESIDENTE: Si no...  No, no, en el Informe. 
SR. RÍOS SANTIAGO: En el Informe. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el Informe sobre el título 

del Proyecto del Senado 1050, se aprueban. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Ahora hemos terminado el proceso legislativo del 1050... 
SR. PRESIDENTE: Muy bien. 
SR. RÍOS SANTIAGO: ...va camino a la Cámara. 
SR. PRESIDENTE: Debidamente aprobado, por fin, el Proyecto del Senado 1050. 
Próximo asunto. 

- - - - 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, solicitamos ir al turno de Lectura de Proyectos 
Radicados. 

SR. PRESIDENTE: Adelante. 
 

RELACIÓN DE PROYECTOS DE LEY Y RESOLUCIONES 
 

La Secretaría da cuenta de la siguiente cuarta Relación e informa que han sido recibidos de la 
Cámara de Representantes y referidos a Comisión por el señor Presidente, los siguientes Proyectos de 
Ley y Resoluciones Conjuntas, cuya lectura se prescinde a moción del señor Carmelo J. Ríos Santiago: 
 

PROYECTOS DE LA CÁMARA 
 
P. de la C. 1119 
Por el señor Franqui Atiles: 
 
“Para añadir un Artículo 23.10 al Capítulo XXIII de la Ley Núm. 22 de 7 de enero de 2000, según 
enmendada, conocida como “Ley de Vehículos y Tránsito de Puerto Rico”, a los fines de que los 
municipios tengan la facultad de disponer de vehículos de motor declarados estorbos públicos; y para 
otros fines relacionados.” 
(INNOVACIÓN, TELECOMUNICACIONES, URBANISMO E INFRAESTRUCTURA) 
 
P. de la C. 1298 
Por el señor Torres González: 
 
“Para crear y demarcar el Destino Turístico Porta Caribe; demarcar el área geográfica del Destino; 
ordenar a la Compañía de Turismo de Puerto Rico la elaboración de un Plan Estratégico de Desarrollo 
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Turístico y Mercadeo del Destino; crear la Junta Ejecutiva para el Desarrollo de Porta Caribe; crear el 
Comité de Infraestructura, Transportación y Ambiental; crear el Comité de Educación, Promoción, 
Desarrollo y Mercadeo; ordenar a los Municipios que componen Porta Caribe, realizar un inventario 
de facilidades turísticas; enmendar los Artículos 2 y 3 de la Ley 125- 2016, mejor conocida como, 
“Ley de Regionalización Turística de Puerto Rico”; y para otros fines relacionados.” 
(TURISMO Y CULTURA; Y DESARROLLO DE LA REGIÓN SUR CENTRAL) 
 
P. de la C. 1546 
Por los señores Franqui Atiles y Morales Rodríguez: 
 
“Para añadir un Artículo 31.031 y un Artículo 31.032 al Capítulo 31 de la Ley Núm. 77 de 19 de junio 
de 1957, según enmendada, conocida como “Código de Seguros de Puerto Rico”, con el fin de 
establecer que las organizaciones de servicios de salud no podrán denegar la solicitud de un médico 
para convertirse en proveedor de la misma cuando éste cumpla con los requisitos necesarios para 
ejercer la profesión médica y esté autorizado por las entidades competentes a proveer servicios de 
cuidado de salud en Puerto Rico.” 
(SALUD) 
 

RESOLUCIONES CONJUNTAS DE LA CÁMARA 
 
R. C. de la C. 399 
Por el señor Soto Torres: 
 
“Para reasignar a la Comisión Especial Conjunta de Fondos Legislativos para Impacto Comunitario 
la cantidad de un millón novecientos sesenta y siete mil setecientos noventa y siete dólares con sesenta 
y dos centavos ($1,967,797.62) provenientes de los balances del Inciso c, Apartado 12 de la R. C. 59-
2016 por la cantidad de siete mil cuatrocientos cuarenta dólares con veintiséis centavos ($7,440.26), 
del Inciso i, Apartado 15 de la R. C. 63-2015 por la cantidad de tres mil quinientos sesenta y cinco 
dólares con tres centavos ($3,565.03), del Inciso l, Apartado 16 de la R. C. 60-2016 por la cantidad de 
ochenta mil ochenta y seis dólares con cuarenta y tres centavos ($80,086.43) del Inciso bb, Apartado 
19 de la R. C. 60-2016 por la cantidad de un millón ochocientos cuarenta mil ($1,840,000) dólares y 
del Inciso h, Apartado 7 de la R. C. 10-2017 por la cantidad de treinta y seis mil setecientos cinco 
dólares con noventa centavos ($36,705.90); con el propósito de llevar a cabo las obras que se describen 
en la Sección 1 de esta Resolución Conjunta; facultar para la contratación de tales obras; autorizar el 
pareo de fondos reasignados; y para otros fines.” 
(HACIENDA) 
 
R. C. de la C. 423 
Por el representante Soto Torres: 
“Para reasignar a la Administración para el Desarrollo de Empresas Agropecuarias la cantidad de 
trescientos mil (300,000) dólares provenientes del Apartado 9, Inciso j de la Resolución Conjunta 18-
2017, para ser utilizados según se detalla en la Sección 1 de esta Resolución Conjunta; facultar para 
la contratación de tales obras; autorizar el pareo de fondos reasignados; y para otros fines.” 
(HACIENDA) 
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R. C. de la C. 424 
Por el representante Méndez Núñez: 
 
“Para reasignar al Municipio de Guánica, la cantidad de un millón (1,000,000) de dólares provenientes 
del Apartado 21, Inciso (a) de la Resolución Conjunta 97-2013, para obras y mejoras permanentes en 
el municipio; facultar para la contratación de tales obras; autorizar el pareo de fondos reasignados; y 
para otros fines.” 
(HACIENDA) 
 
 
R. C. de la C. 425 
Presentada por los representantes y las representantes Méndez Núñez, Torres Zamora, Ramos Rivera, 
Rodríguez Aguiló, Hernández Alvarado, Alonso Vega, Aponte Hernández, Banchs Alemán, Bulerín 
Ramos, Charbonier Chinea, Charbonier Laureano, Claudio Rodríguez, Del Valle Colón, Franqui 
Atiles, González Mercado, Lassalle Toro, Lebrón Rodríguez, Mas Rodríguez, Meléndez Ortiz, 
Miranda Rivera, Morales Rodríguez, Navarro Suárez, Parés Otero, Peña Ramírez, Pérez Cordero, 
Pérez Ortiz, Quiñones Irizarry, Rivera Ortega, Rodríguez Hernández, Román López, Santiago 
Guzmán, Soto Torres, Torres González y Vargas Rodríguez:  
 
“Para reasignar a la Administración para el Desarrollo de Empresas Agropecuarias, la cantidad de dos 
millones quinientos mil (2,500,000) dólares provenientes del Inciso k, Apartado 3, de la Sección 1 de 
la R. C. 52-2018, según se detalla en la Sección 1 de esta Resolución Conjunta; facultar para la 
contratación de tales obras; autorizar el pareo de fondos reasignados; y para otros fines.” 
(HACIENDA) 
 
 
R. C. de la C. 426 
Presentada por los representantes y las representantes Méndez Núñez, Torres Zamora, Ramos Rivera, 
Rodríguez Aguiló, Hernández Alvarado, Alonso Vega, Aponte Hernández, Banchs Alemán, Bulerín 
Ramos, Charbonier Chinea, Charbonier Laureano, Claudio Rodríguez, Del Valle Colón, Franqui 
Atiles, González Mercado, Lassalle Toro, Lebrón Rodríguez, Mas Rodríguez, Meléndez Ortiz, 
Miranda Rivera, Morales Rodríguez, Navarro Suárez, Parés Otero, Peña Ramírez, Pérez Cordero, 
Pérez Ortiz, Quiñones Irizarry, Rivera Ortega, Rodríguez Hernández, Román López, Santiago 
Guzmán, Soto Torres, Torres González y Vargas Rodríguez: 
 
“Para reasignar a la Administración para el Desarrollo de Empresas Agropecuarias, la cantidad de un 
millón novecientos cuatro mil trescientos ochenta y seis dólares con ochenta y cinco centavos 
($1,904,386.85) provenientes del Inciso n, Apartado 3 de la Sección 1 de la R. C. 10-2017, según se 
detalla en la Sección 1 de esta Resolución Conjunta; facultar para la contratación de tales obras; 
autorizar el pareo de fondos reasignados; y para otros fines.” 
(HACIENDA) 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, solicitamos ir al turno de Mociones. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 
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MOCIONES 

 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar el descargue del Proyecto del 

Senado 1111; Resolución Conjunta del Senado 290; Proyecto de la Cámara 954, Proyecto de la 
Cámara 1152, Proyecto de la Cámara 1504; Resolución Conjunta de la Cámara 399, Resolución 
Conjunta de la Cámara 401, Resolución Conjunta de la Cámara 423, Resolución Conjunta de la 
Cámara 425, Resolución Conjunta de la Cámara 426, Resolución Conjunta de la Cámara 424. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se incluyan en el Calendario 

de Órdenes Especiales. 
Señor Presidente, vamos a solicitar la inclusión para el Calendario de Órdenes Especiales del 

Día de hoy... 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 
SR. RÍOS SANTIAGO: ...el Proyecto del Senado 307, en su reconsideración; Proyecto del 

Senado 731, en Informe de Conferencia; Proyecto de la Cámara 731, en Informe de Conferencia; 
Proyecto de la Cámara 839, Proyecto de la Cámara 868, Proyecto de la Cámara 1186, Proyecto de la 
Cámara 1239, Proyecto de la Cámara 1281, en su reconsideración; Proyecto de la Cámara 1484 y 
Proyecto de la Cámara 1560.  Señor Presidente, de igual forma, que se incluyan. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se incluya también el Informe 

del Proyecto de la Cámara 1725 y el Proyecto de la Cámara 1560. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se le dé lectura a las medidas 

incluidas. 
SR. PRESIDENTE: Vamos a dar lectura. 
Voy a pedirle a los compañeros, tengo una hora y necesito atender los asuntos que tenemos 

pendientes.  Vamos a darle lectura con la mayor diligencia y rapidez que podamos.  Adelante.  
Adelante con la lectura. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar ir al turno de Informes Positivos. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
INFORMES POSITIVOS DE COMISIONES PERMANENTES, 

ESPECIALES Y CONJUNTAS 
 

Luego de preparado el Orden de los Asuntos, la Secretaría da cuenta de los siguientes Informes 
Positivos de Comisiones Permanentes, Especiales y Conjuntas: 
 

De la Comisión de Bienestar Social y Asuntos de Familia, un informe, proponiendo la 
aprobación del P. de la C. 868, sin enmiendas. 

De la Comisión de Asuntos del Consumidor y Servicios Públicos Esenciales, un informe, 
proponiendo la aprobación del P. de la C. 1186, sin enmiendas. 

De la Comisión de Salud, un informe, proponiendo la aprobación del P. de la C. 1239, sin 
enmiendas. 

De la Comisión de Educación y Reforma Universitaria, un informe, proponiendo la aprobación 
del P. de la C. 1484, con enmiendas, según el entirillado electrónico que se acompaña. 
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De la Comisión de Salud, un informe, proponiendo la aprobación del P. de la C. 1560, con 

enmiendas, según el entirillado electrónico que se acompaña. 
De la Comisión de Gobierno, un informe, proponiendo la aprobación del P. de la C. 1835, sin 

enmiendas. 
De la Comisión de Educación y Reforma Universitaria, un informe, proponiendo la aprobación 

del P. de la C. 1725, sin enmiendas. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente... 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: ...para ir al turno de Mociones. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

 
 

MOCIONES 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar el descargue de la Resolución 
Conjunta de la Cámara 28... 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: ...y que se incluya.  Ah, tenemos otro, señor Presidente.  También que 

se incluya como descargue la Resolución Conjunta de la Cámara 148. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se lean. 
SR. PRESIDENTE: Vamos a dar lectura rápido. 

 
 

CALENDARIO DE LECTURA 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 
1111, el cual fue descargado de la Comisión de Salud. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta del 
Senado 290, la cual fue descargada de la Comisión de Desarrollo del Oeste. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 
954, el cual fue descargado de la Comisión de Turismo y Cultura. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 
1152, el cual fue descargado de la Comisión de Educación y Reforma Universitaria. 

- - - - 
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 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 
1504, el cual fue descargado de la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, Urbanismo e 
Infraestructura. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta de 
la Cámara 28, la cual fue descargada de la Comisión de Gobierno. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta de 
la Cámara 148, la cual fue descargada de la Comisión de Gobierno. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta de 
la Cámara 399, la cual fue descargada de la Comisión de Hacienda. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta de 
la Cámara 401, la cual fue descargada de la Comisión de Hacienda. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta de 
la Cámara 423, la cual fue descargada de la Comisión de Hacienda. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta de 
la Cámara 424, la cual fue descargada de la Comisión de Hacienda. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta de 
la Cámara 425, la cual fue descargada de la Comisión de Hacienda. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta de 
la Cámara 426, la cual fue descargada de la Comisión de Hacienda. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 
839, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Gobierno, con enmiendas. 

- - - - 
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 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 
868, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Bienestar Social y Asuntos de Familia, sin 
enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 
1186, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Asuntos del Consumidor y Servicios Públicos 
Esenciales, sin enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 
1239, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Salud, sin enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 
1484, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Educación y Reforma Universitaria, con 
enmiendas, según el entirillado electrónico que se acompaña. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 
1560, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Salud, con enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 
1725, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Educación y Reforma Universitaria, sin 
enmiendas. 

- - - - 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a comenzar con la discusión del Calendario... 
SR. PRESIDENTE: Vamos a comenzar con la discusión del Calendario.  Voy a pedirle a los 

compañeros senadores que ocupen sus bancas y que atendamos el trámite que estamos llevando a cabo 
de la consideración de medidas y voy a agradecer que hagan el menos ruido posible para poder 
escuchar al señor Portavoz y a cualquier legislador que tenga que expresarse. 

Señor Portavoz, vamos adelante. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se comience con la discusión. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto del Senado 1111. 
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SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe el Proyecto del Senado 1111, 

sin enmiendas. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 1111, sin 

enmiendas, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta del Senado 290. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la Resolución Conjunta del 
Senado 290, sin enmiendas. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta del Senado 290, 
sin enmiendas, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 954. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe el Proyecto de la Cámara 954, 
sin enmiendas. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 954, sin 
enmiendas, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 

Próximo asunto. 
- - - - 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 1152. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe el Proyecto de la Cámara 1152, 
sin enmiendas. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 1152, sin 
enmiendas, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 

Próximo asunto. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 1504. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe el Proyecto de la Cámara 1504, 
sin enmiendas. 
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SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 1504, sin 
enmiendas, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 

Próximo asunto. 
- - - - 

 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para llamar la medida en su reconsideración del 

Proyecto de la Cámara 1504. 
SR. PRESIDENTE: ¿Alguien lo secunda?  Lo secunda el compañero Neumann Zayas.  Gracias 

al compañero senador. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se llame el Proyecto de la Cámara 1504. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
reconsideración del Proyecto de la Cámara 1504. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto de la Cámara 1504 tiene enmiendas en 
Sala, para que se lean. 
 
ENMIENDAS EN SALA 
En el Decrétase:  
Página 7, línea 15, después de “circunstancia.” eliminar todo su 

contenido 
Página 7, líneas 16 y 17, eliminar todo su contenido 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que el Proyecto de la Cámara 1504, sean 
aprobadas las enmiendas. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
¿Se aprobaron las enmiendas? 
SR. RÍOS SANTIAGO: Sí. 
Señor Presidente, tiene enmiendas en el título. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
ENMMIENDAS EN SALA 
En el Título:  
Línea 1, después de “75” añadir “77” 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañero, se aprobaron las enmiendas, hay que aprobar la medida. 
SR. RÍOS SANTIAGO: No, ya aprobamos la medida, señor Presidente, y estábamos 

aprobando las enmiendas al título. 
SR. PRESIDENTE: Okay, muy bien.  Próximo asunto. 

- - - - 
 



Jueves, 8 de noviembre de 2018  Núm. 22 
 
 

8973 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta de la Cámara 28. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, solicitamos que se apruebe la Resolución Conjunta 
de la Cámara 28, sin enmiendas.  Señor Presidente, la Resolución Conjunta de la Cámara tiene 
enmiendas en Sala, que se lean. 

SR. PRESIDENTE: Adelante.  Adelante con las enmiendas. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a eliminar el contenido de la página 4. 
SR. PRESIDENTE: ¿Alguna objeción?  No habiendo objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe con las enmiendas. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta de la Cámara 

28, según ha sido enmendada, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta de la Cámara 148. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, la Resolución Conjunta de la Cámara 148 tiene 
enmiendas en Sala. 

SR. PRESIDENTE: Adelante con las enmiendas. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se elimine todo el contenido de la Sección 

7, página 7. 
SR. PRESIDENTE: ¿Alguna objeción?  No habiendo objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la Resolución Conjunta de la 

Cámara 148, según enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta de la Cámara 

148, según enmendada, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta de la Cámara 399. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la Resolución Conjunta de la 
Cámara 399, sin enmiendas. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta de la Cámara 
399, sin enmiendas, los que estén a favor dirán que sí.  Los que estén en contra dirán que no.  
Aprobado. 

Próximo asunto. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta de la Cámara 423. 
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SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, la Resolución Conjunta de la Cámara 423 ante la 
consideración del Senado, sin enmiendas. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta de la Cámara 
423, sin enmiendas, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta de la Cámara 424. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la Resolución Conjunta de la 
Cámara 424, sin enmiendas. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta de la Cámara 
424, sin enmiendas, los que estén a favor dirán que sí.  Los que estén en contra dirán que no.  
Aprobado. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta de la Cámara 425. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la Resolución Conjunta de la 
Cámara 425, sin enmiendas. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta de la Cámara 
425, sin enmiendas, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta de la Cámara 426. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la Resolución Conjunta de la 
Cámara 426, sin enmiendas. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta de la Cámara 
426, sin enmiendas, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 

Próximo asunto. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto del Senado 307. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se pase a Asuntos Pendientes. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
Próximo asunto. 

- - - - 
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 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Informe de Conferencia en torno al Proyecto del Senado 731. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe el Comité de Conferencia del 
Proyecto del Senado 731. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueba el Informe del Comité de Conferencia del 
Proyecto del Senado 731. 

Próximo asunto. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Informe de Conferencia en torno al Proyecto de la Cámara 731. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe el Informe del Comité de 
Conferencia del Proyecto de la Cámara 731. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueba el Informe de Conferencia del Proyecto de 
la Cámara 731. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 839. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto de la Cámara 868 tiene enmiendas en 
Sala. 

SR. PRESIDENTE: Adelante con las enmiendas en Sala. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto de la Cámara 839, que fue el llamado. 
SR. PRESIDENTE: 868. 
SR. RÍOS SANTIAGO: No, es que el que llamó Secretaría es el 839. 
SR. PRESIDENTE: Okay. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Viene acompañado con enmiendas del Informe, proponemos que se 

aprueben.  A las enmiendas en el Informe, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas contenidas en el Informe del Proyecto 

de la Cámara 839, se aprueban. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida, según ha sido 

enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 839, según ha 

sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  Los que estén en contra dirán que no.  Aprobado. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas del Informe al título, proponemos 

que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el Informe sobre el título, 

se aprueban. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto. 

- - - - 
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 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 868. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto de la Cámara 868 tiene enmiendas en 
Sala. 

SR. PRESIDENTE: Adelante con las enmiendas. 
 
ENMIENDAS EN SALA 
En el Decrétase: 
Página 4, línea 5, eliminar todo su contenido y sustituir por “De no 

participar en el Programa de Trabajo del 
Departamento de Corrección, deberá en cambio 
en participar de sus funciones como empleado en 
su empleo regular, de tenerlo y de lo contrario 
deberá mostrar las gestiones realizadas para 
conseguir empleo.” 

 
Página 4, línea 7, después de “con” insertar “algunas de” 
Página 4, línea 10, después de “con” insertar “algunas de” 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Para que se aprueben las enmiendas en Sala, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida, según ha sido 

enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 868, según ha 

sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 1186. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe el Proyecto de la Cámara 1186, 
sin enmiendas. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 1186, sin 
enmiendas, los que estén a favor dirán que sí.  Los que estén en contra dirán que no.  Aprobado. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 1239. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe el Proyecto de la Cámara 1239, 
sin enmiendas. 
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SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 1239, sin 
enmiendas, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 1484. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto de la Cámara 1484 viene acompañado 
con enmiendas del Informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el Informe del Proyecto 
de la Cámara 1484, se aprueban. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, tiene enmiendas en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
ENMIENDAS EN SALA 
En el Decrétase:  
Página 47, líneas 16 a la 21, eliminar todo su contenido 
Página 48, líneas 1 a la 21, eliminar todo su contenido 
Página 49, líneas 1 y 2, eliminar todo su contenido 
Página 52, líneas 8 a la 18, eliminar todo su contenido 
Página 59, líneas 4 a la 21, eliminar todo su contenido 
Página 60, líneas 1 a la 21, eliminar todo su contenido 
Página 61, líneas 1 a la 21, eliminar todo su contenido 
Página 62, líneas 1 a la 22, eliminar todo su contenido 
Página 63, líneas 1 a la 22, eliminar todo su contenido 
Página 196, línea 22, después de “circunstancia.” eliminar todo su 

contenido 
Página 197, líneas 1 a la 4, eliminar todo su contenido 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala. 
SR. DALMAU RAMÍREZ: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Senador Dalmau Ramírez. 
SR. DALMAU RAMÍREZ: Señor Presidente, para unas expresiones sobre la medida.  Sé que 

las enmiendas van a generar un Comité de Conferencia, pero no quiero desaprovechar la oportunidad 
para hacer una breve expresión.  El sistema y el Programa de Educación Especial afecta a ciento veinte 
mil (120,000) niños del sistema escolar.  De estos ciento veinte mil (120,000) niños, estamos hablando 
de algunos con casos severos, otros con casos que no son severos y lo que han pedido los padres y 
madres y las organizaciones que representan esos niños y que día a día enfrentan al Departamento de 
Educación es que el problema no es falta de legislación, hay suficiente, pero no lo dicen ellos, lo dice 
el propio Departamento de Educación que en cuatro (4) páginas describe todos los servicios que 
legalmente se supone que den, pero que no ofrecen, que no cumplen.  Así que, quiero anticipar que 
esperaré cuáles serán esas enmiendas, pero la posición de todos los padres que han participado de este 
proceso es que en efecto no haya más legislación, sino que haya una política de cumplimiento. 

Esas son mis palabras, señor Presidente. 
SR. BHATIA GAUTIER: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañero Bhatia Gautier. 
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SR. BHATIA GAUTIER: Sí. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 
SR. BHATIA GAUTIER: Yo voy a ser muy breve, pero es que y sé que esto va a Comité de 

Conferencia.  Lo que quisiera es que aun en Comité de Conferencia yo no creo que hay tiempo para 
nosotros atender un asunto que es fundamental.  ¿Por qué el único sitio del mundo, el único, donde 
cerca de cuarenta por ciento (40%) de los niños están en Educación Especial, cuando en ningún sitio 
sube de catorce por ciento (14%)?  ¿Por qué enviamos los niños a Educación Especial en Puerto Rico 
consistentemente?  Yo creo que esa pregunta hay que contestarla antes de hacer una Ley nueva de 
Educación Especial.  Yo creo que es importante que miremos eso, no es la hora, no es el momento, 
pero creo que ya que estamos en este punto lo debemos atender.  Sé que lo vamos a aprobar, irá a 
conferencia, pero aun en conferencia creo que debemos atender ese punto que he mencionado. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida, según ha sido 
enmendada. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 1484, según 
ha sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas en el Informe al título, proponemos 
que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que tiene el Informe sobre el título del 
Proyecto de la Cámara 1484, se aprueban. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 1560. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto de la Cámara 1560 tiene enmiendas del 
Informe, para que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el Informe del Proyecto 
de la Cámara 1560, se aprueban. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida, según ha sido 
enmendada. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 1560, según 
ha sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  Los que estén en contra dirán que no.  
Aprobado. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 1725. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto de la Cámara 1725 tiene enmiendas del 
Informe, para que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el Informe del Proyecto 
de la Cámara 1725, se aprueban. 
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SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe el Proyecto de la Cámara 1725, 
según ha sido enmendada. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 1725, según 
ha sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  Los que estén en contra dirán que no.  
Aprobado. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, tiene enmiendas en el título... 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que tiene... 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se aprueben, enmiendas en el título, para 

que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que tiene el Informe sobre el título de 

la medida, se aprueban. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 1835. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto de la Cámara 1835 viene sin enmiendas, 
solicitamos su aprobación. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción al Proyecto de la Cámara 1835, se aprueba. 
El Proyecto de la Cámara 1835 fue aprobado. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Eso es correcto, señor Presidente. 
Señor Presidente, vamos a solicitar la reconsideración del Proyecto de la Cámara 1725. 
SR. PRESIDENTE: ¿El compañero Nelson Cruz secunda la moción?  Gracias, compañero 

Nelson Cruz por secundar la moción. 
Señor Portavoz, adelante. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se llame en su reconsideración del 

Proyecto de la Cámara 1725. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
reconsideración del Proyecto de la Cámara 1725. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto de la Cámara 1725 que ha sido llamado 
en su reconsideración, vamos a solicitar que pase a Asuntos Pendientes. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
- - - - 

 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se llame el Proyecto de la 

Cámara 1281, en su reconsideración. 
SR. PRESIDENTE: ¿La compañera Venegas Brown secunda la moción?  Gracias, compañera.  

Adelante. 
- - - - 
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 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
reconsideración del Proyecto de la Cámara 1281. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos se aprueben las enmiendas 
introducidas por la Cámara de Representantes al Proyecto de la Cámara 1281, en su reconsideración. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas adicionales en Sala, vamos a 

proponer que se lean. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
ENMIENDAS EN SALA 
En el Decrétase:  
Página 3, Artículo 1, Sección 2, después de “personas asistidas” insertar “siempre 

y cuando no sea a consecuencia de un acto 
intencional o ilegal o que se medie negligencia 
crasa o temeraria” 

 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban las enmiendas en Sala. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida, según ha sido 

enmendada, en su reconsideración. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la reconsideración del Proyecto de la 

Cámara 1281, según ha sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  
Aprobado. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos que se aprueben las enmiendas al título 
introducidas por la Cámara de Representantes. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban las enmiendas que contiene el Informe 
sobre el título del Proyecto de la Cámara 1281. 

- - - - 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para ir al turno de Lectura. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
RELACIÓN DE PROYECTOS DE LEY Y RESOLUCIONES 

  
La Secretaría da cuenta de la siguiente quinta Relación e informa que han sido recibidos de la 

Cámara de Representantes y referidos a Comisión por el señor Presidente, los siguientes Proyectos de 
Ley y Resoluciones Conjuntas, cuya lectura se prescinde a moción del señor Carmelo J. Ríos Santiago: 
 

PROYECTOS DE LA CÁMARA 
 
P. de la C. 765 
Por el representante Santiago Guzmán: 
 
“Para establecer la “Ley de Salubridad de Carros y Canastas de Compras de Alimentos”, a los fines 
de requerir que en todo establecimiento comercial donde se vendan alimentos y que cuente con carros 
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y canastas de compra en los mismos, se provean toallas o algún otro tipo de producto desinfectante, y 
que se sometan estos a programas de limpieza y desinfección; y para otros fines relacionados.” 
(BANCA, COMERCIO Y COOPERATIVISMO; Y DE SALUD) 
 
P. de la C. 1588 
Por el representante Franqui Atiles:  
 
“Para enmendar los Artículos 6.007, 6.009 y 6.012 del Capítulo VI de la Ley Núm. 78 de 1 de junio 
de 2011, según enmendada, conocida como “Código Electoral de Puerto Rico para el Siglo XXI”; y 
añadir un Artículo 3.28 al Capítulo III de la Ley Núm. 22 de 7 de enero de 2000, según enmendada, 
conocida como “Ley de Vehículos y Tránsito de Puerto Rico”, a los fines de establecer un Sistema 
Automático de Registro de Electores; y para otros fines relacionados.” 
(ESPECIAL PARA LA EVALUACIÓN DEL SISTEMA ELECTORAL DE PUERTO RICO) 
 
P. de la C. 1592 
Por el representante Pérez Cordero: 
 
“Para establecer la Carta de Derechos de los Niños, Niñas y Jóvenes Deportistas." 
(JUVENTUD, RECREACIÓN Y DEPORTES) 
 
 
P. de la C. 1646 
Por el representante Hernández Montañez: 
(Por petición de Milly Méndez y Julio Rivera Saniel) 
 
“Para enmendar los apartados (1) al (7) y derogar el apartado (8) del Artículo 1(B) de la Ley Núm. 
168 de 4 de mayo de 1949, según enmendada, a fin de requerir prospectivamente, que en los baños 
asistidos o “familiares” haya cambiadores de pañales para bebés o infantes; disponer que en los lugares 
que no cualifiquen para la exigencia de los referidos baños, se requiera la instalación de dichos 
cambiadores de pañales, tanto en los baños para damas como en los baños para caballeros.” 
(REVITALIZACIÓN SOCIAL Y ECONÓMICA) 
 
 
P. de la C. 1871 
Por los representantes Méndez Núñez, Rodríguez Aguiló y Navarro Suárez:  
 
“Para enmendar los Artículos 4 y 10 de la Ley 78-1997, según enmendada, mejor conocida como la 
“Ley de Pruebas para la Detección de Sustancias Controladas en el Sector Público”, a los fines de que 
sea potestad de cada jefe de agencias y/o programas de seguridad pública, prohibir que el personal 
utilice anabólicos-androgénicos, también conocidos como “esteroides” o “anabólicos”; permitir que a 
todo empleado de una agencia y/o programa de seguridad pública se le pueda administrar una prueba 
periódica para la detección de este tipo de sustancia; y para facultar a la autoridad nominadora a 
adoptar las providencias reglamentarias pertinentes para la implantación de esta Ley y para otros fines 
relacionados.”  
(GOBIERNO) 
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RESOLUCIONES CONJUNTAS DE LA CÁMARA 

 
R. C. de la C. 17 
Por el representante Peña Ramírez: 
 
“Para ordenar al Subcomité Evaluador de Traspaso de Planteles Escolares en Desuso al amparo de la 
Ley 26-2017, evaluar conforme a las disposiciones de la Orden Ejecutiva 2017-32 y su reglamento; la 
transferencia libre de costo del Departamento de Educación al Municipio de Las Piedras, de la 
titularidad de las facilidades de la antigua Escuela Intermedia Fernando Roig, ubicada en la Calle José 
Celso Barbosa del Municipio de Las Piedras, con el propósito de establecer una Escuela del Deporte; 
y para otros fines relacionados.” 
(GOBIERNO) 
 
R. C. de la C. 156 
Por el representante Meléndez Ortiz: 
 
“Para ordenar al Subcomité Evaluador de Traspaso de Planteles Escolares en Desuso al amparo de la 
Ley 26-2017, evaluar conforme a las disposiciones de la Orden Ejecutiva 2017-32 y su reglamento; la 
transferencia libre de costo por parte del Departamento de Educación, las facilidades de la antigua 
escuela elemental Bernardo Pagán, ubicada en el barrio Callejones del Municipio de Lares, a la Iglesia 
Católica, Apostólica y Romana, Parroquia La Asunción del barrio Quebrada del Municipio de Camuy, 
con el fin de que esta instituya desde allí, un programa de servicios comunitarios, a saber: actividades 
recreativas para niños, jóvenes y adultos; talleres, manualidades, conferencias, campamentos para 
menores y presentaciones de arte, entre otras; y para otros fines relacionados.”  
(GOBIERNO) 
 
R. C. de la C. 371 
Por el representante Rodríguez Aguiló: 
 
“Para ordenarle a todos los jefes de las corporaciones públicas, agencias, instrumentalidades y oficinas 
del Gobierno de Puerto Rico a consultarle a sus empleados si desean continuar pagando 
voluntariamente las cuotas a las uniones, asociaciones o federaciones o si por el contrario desean 
detener el pago las agrupaciones antes mencionados; y para otros fines relacionados.” 
(GOBIERNO) 
 
R. C. de la C. 401 
Por el representante Pérez Cordero: 
 
“Para reasignar a la Oficina para el Desarrollo Socioeconómico y Comunitario de Puerto Rico la 
cantidad de cincuenta mil dólares ($50,000.00), provenientes del balance disponible en el Inciso a, 
Apartado 13 de la Sección 1 de la Resolución Conjunta 5-2017, a fin de realizar obras y mejoras 
permanentes del Centro de Entrenamiento de Aguada Judo Club en la Cancha All Star de Aguada; 
facultar para la contratación de tales obras; autorizar el pareo de fondos a ser transferidos; y para otros 
fines relacionados.” 
(HACIENDA) 
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R. C. de la C. 422 
Por el representante Vargas Rodríguez: 
 
“Para reasignar a la Administración para el Desarrollo de Empresas Agropecuarias, la cantidad de 
veinte mil (20,000) provenientes del Inciso a, Apartado 3 de la Sección 1 de la R. C. Núm. 18-2017, 
según se detalla en la Sección 1 de esta Resolución Conjunta; facultar para la contratación de tales 
obras; autorizar el pareo de fondos reasignados; y para otros fines.” 
(HACIENDA) 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para ir al turno de Mociones. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
MOCIONES 

 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se descargue la Resolución Conjunta de la 

Cámara 401. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, solicitamos la lectura de la Resolución Conjunta de 

la Cámara 401. 
 

CALENDARIO DE LECTURA 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta de 
la Cámara 401, la cual fue descargada de la Comisión de Hacienda. 

- - - - 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se llame la Resolución Conjunta de la 
Cámara 401. 
 
 

CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta de la Cámara 401. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, solicitamos la aprobación de la Resolución 
Conjunta de la Cámara 401, sin enmiendas. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta de la Cámara 
401, sin enmiendas, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 

- - - - 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se incluya el Proyecto de la 
Cámara 1725. 

SR. PRESIDENTE: ¿Alguna objeción?  No habiendo objeción, así se acuerda. 
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SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, que se llame el Proyecto de la Cámara 1725. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 1725. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe el Proyecto de la Cámara 1725, 
sin enmiendas. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 1725, sin 
enmiendas, los que estén a favor dirán que sí.  Los que estén en contra dirán que no.  Aprobado. 

- - - - 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para regresar al turno de Lectura. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
RELACIÓN DE PROYECTOS DE LEY Y RESOLUCIONES 

 
La Secretaría da cuenta de la sexta Relación de Resolución Conjunta del Senado radicada y 

referida a Comisión por el señor Presidente, cuya lectura se prescinde a moción del señor Carmelo J. Ríos 
Santiago: 
 

RESOLUCIÓN CONJUNTA DEL SENADO 
 
R. C. del S. 330 
Por el señor Muñiz Cortés: 
 
“Para reasignar a la Administración para el Desarrollo de Empresas Agropecuarias (ADEA), la 
cantidad de cien mil (100,000) dólares, provenientes de los fondos originalmente asignados en el 
subinciso 6, inciso a, Sección 1, de la Resolución Conjunta 4-2017, para ser utilizados según se detalla 
en la Sección 1 de esta Resolución Conjunta; para autorizar la contratación de las obras y mejoras 
permanentes; para autorizar el pareo de los fondos reasignados; y para otros fines.” 
(HACIENDA) 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, estamos listos para ir a una Votación Final, donde 

se incluyan las siguientes medidas: Proyectos del Senado 731 Informe de Conferencia; 1050 (segundo 
informe); 1111; Resolución Conjunta del Senado 290; Proyectos de la Cámara 731, Informe de 
Conferencia; 839, 868, 954, 1152, 1186, 1239, 1281 (conf/rec), 1484 (segundo informe), 1504, 1560, 
1725, 1835; Resoluciones Conjuntas de la Cámara 28, 148, 399, 401, 423, 424, 425, 426; para un total 
de veinticinco (25) medidas.  Señor Presidente, y que la Votación Final sea para todos los fines legales 
y pertinentes.  Solicito diez (10) minutos de Votación. 
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SR. PRESIDENTE: ¿Alguna objeción?  No habiendo objeción, así se acuerda. 
¿Algún senador o senadora que quiera abstenerse o emitir algún voto explicativo? 
SR. RODRÍGUEZ MATEO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Senador Rodríguez Mateo. 
SR. RODRÍGUEZ MATEO: Señor Presidente, para abstenerme del Proyecto de la Cámara 

1546 y el Proyecto de la Cámara 731. 
SR. PRESIDENTE: Que se haga constar. 
SR. VARGAS VIDOT: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Señor senador Vargas Vidot. 
SR. VARGAS VIDOT: En el Proyecto del Senado 1111, un voto explicativo. 
SR. PRESIDENTE: Voto explicativo.  Cómo no. 
SR. DALMAU RAMÍREZ: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Senador Dalmau Ramírez. 
SR. DALMAU RAMÍREZ: Un voto explicativo en contra del Proyecto del Senado 1111 y un 

voto explicativo en contra del P. de la C. 1484. 
SR. PRESIDENTE: Muy bien. 
SR. BHATIA GAUTIER: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Senador Bhatia Gautier. 
SR. BHATIA GAUTIER: No lo voy a, no lo puedo objetar porque se hizo en el cuatrienio 

pasado también, pero nos reservamos todo el derecho de hacer votos explicativos en todas las medidas 
porque no las hemos podido leer porque han bajado en los últimos treinta (30) minutos medidas 
larguísimas.  Así que nos reservamos el derecho, señor Presidente, si nos permite en presentar votos 
explicativos en todas las medidas. 

SR. PRESIDENTE: Le concedemos al Partido Popular para que emita votos explicativos en 
todas las medidas. 

SR. BHATIA GAUTIER: Gracias. 
SR. PRESIDENTE: ¿Algún otro compañero?  ¿Alguna otra compañera?  Muy bien.  Ábrase 

la Votación. 
Señor Secretario informe el resultado. 

 
CALENDARIO DE APROBACIÓN FINAL DE PROYECTOS 

DE LEY Y RESOLUCIONES 
 

 Son consideradas en Votación Final las siguientes medidas: 
 

Informe de Conferencia en torno al P. del S. 731 
 

P. del S. 1050 (segundo informe) 
 

P. del S. 1111 
 

R. C. del S. 290 
 

Informe de Conferencia en torno al P. de la C. 731 
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P. de la C. 839 
 

P. de la C. 868 
 

P. de la C. 954 
 

P. de la C. 1152 
 

P. de la C. 1186 
 

P. de la C. 1239 
 

P. de la C. 1281 (conf./rec.) 
 

P. de la C. 1484 
 

P. de la C. 1504 
 

P. de la C. 1560 
 

P. de la C. 1725 
 

P. de la C. 1835 
 

R. C. de la C. 28 
 

R. C. de la C. 148 
 

R. C. de la C. 399 
 

R. C. de la C. 401 
 

R. C. de la C. 423 
 

R. C. de la C. 424 
 

R. C. de la C. 425 
 

R. C. de la C. 426 
 
 

VOTACIÓN 
(Núm. 5) 

 
La Resolución Conjunta del Senado 290, es considerada en Votación Final, la que tiene efecto 

con el siguiente resultado: 
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VOTOS AFIRMATIVOS 

 
Senadores: 

Eduardo Bhatia Gautier, Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Juan M. Dalmau 
Ramírez, Zoé Laboy Alvarado, Miguel Laureano Correa, Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz 
Cortés, Abel Nazario Quiñones, Henry E. Neumann Zayas, Margarita Nolasco Santiago, Migdalia 
Padilla Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, Miguel A. Pereira Castillo, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. 
Ríos Santiago, Carlos J. Rodríguez Mateo, Miguel Romero Lugo, Axel Roque Gracia, Cirilo Tirado 
Rivera, Aníbal J. Torres Torres, José A. Vargas Vidot, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda Venegas 
Brown y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ...................................................................................................................................................  25 
 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senador: 

José R. Nadal Power. 
 
Total ...................................................................................................................................................  1 
 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...................................................................................................................................................  0 
 
 

Los Proyectos de la Cámara 868; 954; 1152; 1186; 1239; 1835 y las Resoluciones Conjuntas de 
la Cámara 28; 148 y 401, son considerados en Votación Final, la que tiene efecto con el siguiente 
resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Eduardo Bhatia Gautier, Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Juan M. Dalmau 
Ramírez, Zoé Laboy Alvarado, Miguel Laureano Correa, Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz 
Cortés, José R. Nadal Power, Abel Nazario Quiñones, Henry E. Neumann Zayas, Margarita Nolasco 
Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos 
Santiago, Carlos J. Rodríguez Mateo, Miguel Romero Lugo, Axel Roque Gracia, Cirilo Tirado Rivera, 
Aníbal J. Torres Torres, José A. Vargas Vidot, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda Venegas Brown y 
Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ...................................................................................................................................................  25 
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VOTOS NEGATIVOS 

 
Senador: 

Miguel A. Pereira Castillo. 
 
Total ...................................................................................................................................................  1 
 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...................................................................................................................................................  0 
 
 

La Resolución Conjunta de la Cámara 399, es considerada en Votación Final, la que tiene efecto 
con el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Eduardo Bhatia Gautier, Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Zoé Laboy Alvarado, 
Miguel Laureano Correa, Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, José R. Nadal Power, 
Abel Nazario Quiñones, Henry E. Neumann Zayas, Margarita Nolasco Santiago, Migdalia Padilla 
Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, Miguel A. Pereira Castillo, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos 
Santiago, Carlos J. Rodríguez Mateo, Miguel Romero Lugo, Axel Roque Gracia, Cirilo Tirado Rivera, 
Aníbal J. Torres Torres, José A. Vargas Vidot, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda Venegas Brown y 
Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ...................................................................................................................................................  26 
 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senador: 

Juan M. Dalmau Ramírez. 
 
Total ...................................................................................................................................................  1 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...................................................................................................................................................  0 
 
 

El Informe de Conferencia en torno al Proyecto del Senado 731; y el Proyecto de la Cámara 1560, 
son considerados en Votación Final, la que tiene efecto con el siguiente resultado: 
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VOTOS AFIRMATIVOS 

Senadores: 
Eduardo Bhatia Gautier, Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Juan M. Dalmau 

Ramírez, Zoé Laboy Alvarado, Miguel Laureano Correa, Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz 
Cortés, José R. Nadal Power, Abel Nazario Quiñones, Henry E. Neumann Zayas, Margarita Nolasco 
Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos 
Santiago, Carlos J. Rodríguez Mateo, Miguel Romero Lugo, Axel Roque Gracia, Cirilo Tirado Rivera, 
Aníbal J. Torres Torres, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda Venegas Brown y Thomas Rivera Schatz, 
Presidente. 
 
Total ...................................................................................................................................................  24 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Miguel A. Pereira Castillo y José A. Vargas Vidot. 
 
Total ...................................................................................................................................................  2 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...................................................................................................................................................  0 
 
 

El Proyecto de la Cámara 1725, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el 
siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Eduardo Bhatia Gautier, Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Zoé Laboy Alvarado, 
Miguel Laureano Correa, Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, José R. Nadal Power, 
Abel Nazario Quiñones, Henry E. Neumann Zayas, Margarita Nolasco Santiago, Migdalia Padilla 
Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Carlos J. Rodríguez 
Mateo, Miguel Romero Lugo, Axel Roque Gracia, Cirilo Tirado Rivera, Aníbal J. Torres Torres, José 
A. Vargas Vidot, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda Venegas Brown y Thomas Rivera Schatz, 
Presidente. 
 
Total ...................................................................................................................................................  24 
 

VOTOS NEGATIVOS 
Senadores: 

Juan M. Dalmau Ramírez y Miguel A. Pereira Castillo. 
 
Total ...................................................................................................................................................  2 
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VOTOS ABSTENIDOS 

 
Total ...................................................................................................................................................  0 
 
 

El Informe de Conferencia en torno al Proyecto de la Cámara 731, es considerado en Votación 
Final, la que tiene efecto con el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Eduardo Bhatia Gautier, Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Juan M. Dalmau 
Ramírez, Zoé Laboy Alvarado, Miguel Laureano Correa, Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz 
Cortés, José R. Nadal Power, Abel Nazario Quiñones, Henry E. Neumann Zayas, Margarita Nolasco 
Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos 
Santiago, Miguel Romero Lugo, Axel Roque Gracia, Cirilo Tirado Rivera, Aníbal J. Torres Torres, 
José A. Vargas Vidot, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda Venegas Brown y Thomas Rivera Schatz, 
Presidente. 
 
Total ...................................................................................................................................................  24 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senador: 

Miguel A. Pereira Castillo. 
 
Total ...................................................................................................................................................  1 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Senador: 

Carlos J. Rodríguez Mateo. 
 
Total ...................................................................................................................................................  1 
 
 

Las Resolución Conjunta de la Cámara 423 y 424, son consideradas en Votación Final, la que 
tiene efecto con el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Eduardo Bhatia Gautier, Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Zoé Laboy Alvarado, 
Miguel Laureano Correa, Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, Abel Nazario Quiñones, 
Henry E. Neumann Zayas, Margarita Nolasco Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña 



Jueves, 8 de noviembre de 2018  Núm. 22 
 
 

8991 

Ramírez, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Carlos J. Rodríguez Mateo, Miguel Romero 
Lugo, Axel Roque Gracia, Cirilo Tirado Rivera, Aníbal J. Torres Torres, José A. Vargas Vidot, Evelyn 
Vázquez Nieves, Nayda Venegas Brown y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ...................................................................................................................................................  23 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Juan M. Dalmau Ramírez, José R. Nadal Power y Miguel A. Pereira Castillo. 
 
Total ...................................................................................................................................................  3 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...................................................................................................................................................  0 
 
 

El Proyecto de la Cámara 1281 (conf./rec.), es considerado en Votación Final, la que tiene efecto 
con el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Juan M. Dalmau Ramírez, Zoé Laboy Alvarado, 
Miguel Laureano Correa, Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, José R. Nadal Power, 
Abel Nazario Quiñones, Henry E. Neumann Zayas, Margarita Nolasco Santiago, Migdalia Padilla 
Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Carlos J. Rodríguez 
Mateo, Miguel Romero Lugo, Axel Roque Gracia, José A. Vargas Vidot, Evelyn Vázquez Nieves, 
Nayda Venegas Brown y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ...................................................................................................................................................  22 
 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Eduardo Bhatia Gautier, Miguel A. Pereira Castillo, Cirilo Tirado Rivera y Aníbal J. Torres 
Torres. 
 
Total ...................................................................................................................................................  4 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...................................................................................................................................................  0 
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La Resolución Conjunta de la Cámara 425, es considerada en Votación Final, la que tiene efecto 

con el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Juan M. Dalmau Ramírez, Zoé Laboy Alvarado, 
Miguel Laureano Correa, Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, Abel Nazario Quiñones, 
Henry E. Neumann Zayas, Margarita Nolasco Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña 
Ramírez, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Carlos J. Rodríguez Mateo, Miguel Romero 
Lugo, Axel Roque Gracia, Cirilo Tirado Rivera, José A. Vargas Vidot, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda 
Venegas Brown y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ...................................................................................................................................................  22 
 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Eduardo Bhatia Gautier, José R. Nadal Power, Miguel A. Pereira Castillo y Aníbal J. Torres 
Torres. 
 
Total ...................................................................................................................................................  4 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...................................................................................................................................................  0 
 
 

El Proyecto del Senado 1050 (segundo informe), es considerado en Votación Final, la que tiene 
efecto con el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Zoé Laboy Alvarado, Miguel Laureano Correa, 
Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, Abel Nazario Quiñones, Henry E. Neumann 
Zayas, Margarita Nolasco Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, Miguel A. 
Pereira Castillo, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Carlos J. Rodríguez Mateo, Miguel 
Romero Lugo, Axel Roque Gracia, José A. Vargas Vidot, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda Venegas 
Brown y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ...................................................................................................................................................  21 
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VOTOS NEGATIVOS 

 
Senadores: 

Eduardo Bhatia Gautier, Juan M. Dalmau Ramírez, José R. Nadal Power, Cirilo Tirado Rivera 
y Aníbal J. Torres Torres. 
 
Total ...................................................................................................................................................  5 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...................................................................................................................................................  0 
 
 

El Proyecto del Senado 1111, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el 
siguiente resultado: 
 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
Senadores: 

Eduardo Bhatia Gautier, Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Zoé Laboy Alvarado, 
Miguel Laureano Correa, Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, Abel Nazario Quiñones, 
Henry E. Neumann Zayas, Margarita Nolasco Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña 
Ramírez, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Carlos J. Rodríguez Mateo, Miguel Romero 
Lugo, Axel Roque Gracia, Cirilo Tirado Rivera, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda Venegas Brown y 
Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ...................................................................................................................................................  21 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Juan M. Dalmau Ramírez, José R. Nadal Power, Miguel A. Pereira Castillo, Aníbal J. Torres 
Torres y José A. Vargas Vidot. 
 
Total ...................................................................................................................................................  5 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...................................................................................................................................................  0 
 
 

El Proyecto de la Cámara 1504, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el 
siguiente resultado: 
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VOTOS AFIRMATIVOS 

 
Senadores: 

Eduardo Bhatia Gautier, Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Zoé Laboy Alvarado, 
Miguel Laureano Correa, Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, José R. Nadal Power, 
Abel Nazario Quiñones, Henry E. Neumann Zayas, Margarita Nolasco Santiago, Migdalia Padilla 
Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Carlos J. Rodríguez 
Mateo, Miguel Romero Lugo, Axel Roque Gracia, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda Venegas Brown y 
Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ...................................................................................................................................................  21 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Juan M. Dalmau Ramírez, Miguel A. Pereira Castillo, Cirilo Tirado Rivera, Aníbal J. Torres 
Torres y José A. Vargas Vidot. 
 
Total ...................................................................................................................................................  5 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...................................................................................................................................................  0 
 
 

La Resolución Conjunta de la Cámara 426, es considerada en Votación Final, la que tiene efecto 
con el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
Senadores: 

Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Zoé Laboy Alvarado, Miguel Laureano Correa, 
Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, Abel Nazario Quiñones, Henry E. Neumann 
Zayas, Margarita Nolasco Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, José O. Pérez 
Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Carlos J. Rodríguez Mateo, Miguel Romero Lugo, Axel Roque 
Gracia, Cirilo Tirado Rivera, José A. Vargas Vidot, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda Venegas Brown 
y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ...................................................................................................................................................  21 
 

VOTOS NEGATIVOS 
Senadores: 

Eduardo Bhatia Gautier, Juan M. Dalmau Ramírez, José R. Nadal Power, Miguel A. Pereira 
Castillo y Aníbal J. Torres Torres. 
 
Total ...................................................................................................................................................  5 
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VOTOS ABSTENIDOS 

 
Total ...................................................................................................................................................  0 
 
 

El Proyecto de la Cámara 839, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el 
siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
Senadores: 

Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Zoé Laboy Alvarado, Miguel Laureano Correa, 
Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, Abel Nazario Quiñones, Henry E. Neumann 
Zayas, Margarita Nolasco Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, José O. Pérez 
Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Carlos J. Rodríguez Mateo, Miguel Romero Lugo, Axel Roque 
Gracia, Cirilo Tirado Rivera, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda Venegas Brown y Thomas Rivera 
Schatz, Presidente. 
 
Total ...................................................................................................................................................  20 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senadores: 

Eduardo Bhatia Gautier, Juan M. Dalmau Ramírez, José R. Nadal Power, Miguel A. Pereira 
Castillo, Aníbal J. Torres Torres y José A. Vargas Vidot. 
 
Total ...................................................................................................................................................  6 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...................................................................................................................................................  0 
 
 

El Proyecto de la Cámara 1484, es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el 
siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Eric Correa Rivera, Nelson V. Cruz Santiago, Zoé Laboy Alvarado, Miguel Laureano Correa, 
Ángel R. Martínez Santiago, Luis D. Muñiz Cortés, Abel Nazario Quiñones, Henry E. Neumann 
Zayas, Margarita Nolasco Santiago, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, José O. Pérez 
Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Carlos J. Rodríguez Mateo, Axel Roque Gracia, Evelyn Vázquez 
Nieves, Nayda Venegas Brown y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ...................................................................................................................................................  18 
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VOTOS NEGATIVOS 

 
Senadores: 

Eduardo Bhatia Gautier, Juan M. Dalmau Ramírez, José R. Nadal Power, Miguel A. Pereira 
Castillo, Miguel Romero Lugo, Cirilo Tirado Rivera, Aníbal J. Torres Torres y José A. Vargas Vidot. 
 
Total ...................................................................................................................................................  8 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...................................................................................................................................................  0 
 

SR. PRESIDENTE: Todas las medidas fueron aprobadas. 
- - - - 

 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, para ir al turno de Mociones. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
MOCIONES 

 
Relación de Mociones de Felicitación, Reconocimiento, Júbilo, Tristeza o Pésame 

 
La Secretaría da cuenta de la siguiente Relación de Mociones de Felicitación, Reconocimiento, 

Júbilo, Tristeza o Pésame: 
 
Moción Núm. 1020 
Por la señora Padilla Alvelo: 
 
“Para que el Senado de Puerto Rico envíe un mensaje de felicitación y reconocimiento al señor Javier 
E. “Macho” Vázquez Molina, por la dedicatoria de la caravana “Ni Una Bala Más Al Aire y No Más 
Violencia”, creada por la organización TEAM Bayamón, celebrada en el Municipio de Bayamón, el 
15 de diciembre de 2018.” 
 
Moción Núm. 1021 
Por el señor Laureano Correa: 
 
“Para que el Senado de Puerto Rico envíe un mensaje de profundo pésame a Migdalia Malavé y a sus 
hijos Luis, Josué y Eric González Malavé, por el lamentable deceso de su amado esposo y padre, el 
señor Luis Ernesto González Rodríguez.” 
 
Moción Núm. 1022 
Por el señor Rivera Schatz: 
 
“Para que el Senado de Puerto Rico exprese la más sincera felicitación y reconocimiento al Comité de 
Organizaciones Psicológicamente Saludables, por motivo de la celebración de la Sexagésima Quinta 
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Convención Anual de la Asociación de Psicología de Puerto Rico, a llevarse a cabo los días 8, 9 y 10 
de noviembre de 2018, en el Hotel Ponce Hilton.” 
 
Moción Núm. 1023 
Por la señora Venegas Brown: 
 
“Para que el Senado de Puerto Rico envíe un mensaje de felicitación a Luis Enrique Rosado y Grace 
Schaerer de Rosado, Pastores de la Iglesia Fe y Gracia en la celebración de sus logros pastorales 
durante 33 años.” 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar, primero que nada, que se 
aprueben las Mociones de la 1020 a la 1023, y solicitamos unirnos a la 1020, de la compañera Migdalia 
Padilla. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, queremos excusar al compañero Berdiel Rivera, 

quien se encuentra en un viaje oficial; al compañero Vicepresidente del Senado, que estuvo presente 
durante toda la sesión y tuvo que salir; al compañero José Luis Dalmau, que estuvo presente en la 
sesión; y esos son los tres compañeros que estamos... 

SR. PRESIDENTE: Excusados. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, brevemente una expresión.  Es que ha fallecido el 

pintor puertorriqueño Luis González, para aquellos que aman el arte y el dibujo y la pintura, uno de 
los grandes maestros de la historia de la pintura puertorriqueña; está siendo expuesto en Guaynabo 
Memorial y mañana es su entierro.  Para que se tome nota y las condolencias del Senado de Puerto 
Rico a este gran pintor puertorriqueño Luis González. 

SR. PRESIDENTE: Nos unimos a la solicitud del señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se recesen los trabajos del 

Senado de Puerto Rico hasta el lunes, 12 de...  Señor Presidente, solicitamos que la Cámara autorice 
que el Senado recese por más de tres (3) días consecutivos. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, habiendo culminado entonces con este proceso, 

proponemos que se recesen los trabajos del Senado de Puerto Rico hasta el lunes, 12 de noviembre de 
2018, a la una de la tarde (1:00 p.m.). 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, el Senado de Puerto Rico recesa sus trabajos hoy 
jueves, 8 de noviembre, a las once y cincuenta y cuatro de la noche (11:54 p.m.) hasta el próximo 
lunes, 12 de noviembre, a la una de la tarde (1:00 p.m.). 
 

 Se hace constar para récord al final de este Diario de Sesiones. 
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Legislativa Ordinaria

SENADO DE PUERTO RICO

P. del S. 950

Informe Positivo

j de noviembre de 2018

AL SENADO DE PUERTO RICO

La ComisiOn sobre Relaciones Federales, Poilticas y Económicas, previo
estudio y consideracion del Proyecto del Senado 950, recomienda a este Alto
Cuerpo la aprobacion de esta medida con enmiendas.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El Proyecto del Senado 950, con las enmiendas sugeridas por esta
Comisión, tiene el propésito de establecer Ia “Ley para Ia protección de la salud de la
mujer en los centros de terminación de embarazos en Puerto Rico; y para otros fines
relacionados.”

Entre los mecanismos que procuraba instaurar el P. del S. 950 segün
radicado, se encontraban: la garantla de consentimiento informado Ia cual
requerIa que las mujeres reciban, previo a la realización de un aborto, una
orientación completa por parte del facultativo medico que ha de lievar acabo el
procedimiento; limitar la realización de un aborto si el feto alcanzó su viabilidad;
establecer condiciones para la recomendacion, prescripción, yenta y dispensa de
medicamentos abortivos; requerir la notificación y advertencia de derechos en
los consultorios y clInicas que realicen abortos; exigir que los abortos a realizarse
después de las doce (12) semanas de gestación sean practicados en hospitales
autorizados para ella; disponer que se le realice un ultrasonido a la mujer antes
de lievarse a cabo el procedimiento del aborto; prohibir la realización de abortos
por elección de género a por anomallas genéticas; restringir los abortos luego de
las veinte (20) semanas; regular los abortos en menores de edad incluyendo el
consentimiento de los padres para poder realizarlos; disponer que ha de hacerse
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en caso de que el feto sobreviva el aborto; establecer multiples delitos; e imporier
al Departamento de Salud el deber de recopilar y evaluar data y estadisticas.

De acuerdo a un análisis sobre la jurisprudencia vigente en otras
jurisdicciones de Estados Unidos, existe una marcada tendencia a aprobar
reglamentación conocida por sus siglas en inglés como TRAP (Targeted
Regulation of Abortion Provider). Esta práctica, ademas de generar grandes
controversias legales, ha provocado que organizaciones médicas como Ia
American Medical Association y Ia American Congress of Obstetricians and
Gynecologists expresen gran preocupación sobre un asunto medular “en vez tie
lograr procesos medicos mds seguros para las mujeres, el cierre de clInicas, el costo y Ia
falta tie acceso a lugares donde las mujeres puedan llevar a cabo este tipo tie
procedirniento de inanera segura y legal, está poniendo en riesgo Ia vita tie las rnujeres
que tiesean practicarse tin aborto.” A su vez, esta tendencia ha generado un alza
en las reclamaciones legales presentadas ante los tribunales para determinar si
las legislaciones son constitucionales o no al amparo dcl estandar de carga
indebida o undue charge establecido en Planned Parenthood v. Casey, 505 US 833
(1992).

Por las razones antes expresadas y tal como surge de la propia exposición
de motivos: “En reconocirniento a la jurisprudencia del Tribunal Supremo de Estados
Unidos y en el ejercicio del poder del Es (ado, esta Asatnblea Legislativa se dispone
aprobar esta Ley con el propósito tie regular los procesos tie terminación tie embarazos en
Puerto Rico, sin menoscabar las protecciones concedidas, salvaguardando la salud tie las
mujeres. Cónsono con Ia jurisprudencia federal aqul resenada, se presenta esta Ley con el
fin tie crear parámetros regulatorios dirigidos a garantizar la salud de Ia mujer en los
procedimien Los tie terminación tie embarazos en los centros autorizados a practicar los
mismos en nuestra jurisdicción. De esta manera, Puerto Rico con tard con una Ley que
contenga las salvaguardas constitucionales necesarias, den tro tie los parámetros
jurisprudenciales permitidos a nivel Nacional. Como surge tie la propia jurisprutiencia,
esta Asamblea Legislativa posee Ia facultad tie regular Los procesos de terminación tie
embarazo, sieinpre y cuando no iinponga cargas indebidas que intervengan con Ia
facultad de La mujer a tonuir La determinación tie proseguir o no con un embarazo.”

Otro de los propósitos primordiales de esta legislacion es lograr garantizar
que toda mujer que se someta a un procedimiento para finalizar un embarazo,
pueda tener la seguridad de que fue debidamente informada y que el medico
que realice dicho procedimiento cuenta con las credenciales y el consentimiento
informado de la paciente.

Sobre este particular, el F. del S. 950 exige a todo medico asegurarse de
informar a la paciente que se ha de someter a un procedimiento de terminación
de embarazo sobre: (i) Ia opción que tiene de retener o retirar ci consentimiento

I www.reuters.com/article/us-health-abortion-reguladon/onereous.laws-exclusively-target
abortion.clinics-1dUSKBN 1GH2SQ
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previo al procedimiento; (ii) que se le han descrito los riesgos potenciales,
consecuencias y beneficios del procedimiento; (iii) ofrecerle, si desea, una
orientación de planificación familiar y las ayudas disponible; (iv) garantizar la
confidencialidad de los procedirnientos; (v) notificarle del derecho a set
informada y a obtener copia de la información suministrada; y (vi) que dicho
consentimiento formará parte del expediente medico.

Luego de un exhaustivo analisis, la Comisión sobre Relaciones Federales,
Poilticas y Económicas tuvo a su bien examinar la legislacion presentada y
determinó atemperar el P. del S. 950 a las determinaciones del Tribunal Supremo
de Estados Unidos y las decisiories del Tribunal Supremo de Puerto Rico. Las
enmiendas realizadas forman parte del entirillado electrónico que acompaña el
presente informe.

ANALISIS DE LA MEDIDA

El miércoles, 5 de septiembre de 2018, la Comisión sobre Relaciones
Federales, Poilticas y Económicas del Senado de Puerto Rico celebró una vista
püblica en la cual contó con la comparecencia de las siguientes organizaciones y
agencias gubernamentales: Departamento de Justicia, Departamento de Salud,
Departamento de Obstetricia y Ginecologla del Recinto de Ciencias Médicas,
Fieles a Ia Verdad, Centro Guadalupe Vida y Familia, Inc., Padre Carlos Perez
Toro, Profamilias, Mujeres por Puerto Rico, Amnistia Internacional de Puerto
Rico, American Civil Liberties Union (ACLU), Inter Mujeres y la Sra. Amanda
Cab an.

Debido al alto interés que generó la medida ante nuestra consideracion y
aras de que todo ciudadano tuviese acceso a la informacion, el Presidente del
Senado, ordenO que se brindara la oportunidad para que todo ciudadano,
organización o grupo se expresara en torno al P. del S. 950 y que sus comentarios
fueran publicados en la página del Senado de Puerto Rico. La Comision sobre
Relaciones Federales, Poilticas y Económicas recibio y evaluo los comentarios
sometidos por las siguientes organizaciones, algunas de las cuales se hacen
formar parte del presente informe. A continuación, Ia lista con los nombres de
las organizaciones y grupos que sometieron comentarios:

Comentarios en oposición al P. del S. 950

1. Colegio de Abogados de Puerto Rico
2. Colegio de Profesionales del Trabajo Social de Puerto Rico
3. Partido del Pueblo Trabajador (PPT)
4. Taller Salud, Inc.

5. Programa Graduado del Departamento de PsicologIa de la Universidad de
Puerto Rico, Recinto de RIo Piedras.

6. Comisión de Derechos Civiles
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7. Centro de Promocion y Defensa de los Derechos Sexuales y Reproductivos
PROMSEX (Peru)

8. Consorcio Latinoamericano contra el Aborto Jnseguro-CLACAI (varios paIses
integrantes)

9. Red cie Mujeres Trabajadoras Sexuales de Latinoamérica y el Caribe
RedTraSex (Argentina)

10. Equidad de Género, CiudadanIa, Trabajo y Familia (Mexico)
11. Comité de America Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de las

Mujeres-CLADEM (Costa Rica)
12. Comite de America Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de las

Mujeres, capItulo de Repzth!ica Dominicana (CLADEM)
13. Colectivo RebeldIa (Bolivia)
14. International Planned Parenthood Federation, Western Hemisphere Region

(Nueva York)

15. Dra. Raffacla Schiavon Ermani (Mexico)
16. Red de Salud de las Mujeres Latinoamericanas y del Caribe (RSMLAC)
17. Catolicas por el Derecho a Decidir (Bolivia)
18. Instituto de Formación Sexologica Integral (SEXUR)
19. Global Doctors for Choice (Colombia, Mexico, Ghana, Nueva York)
20. Amar C (Amazonas-Peril)

21. Corporación Miles
22. Mujer y Salud en Uruguay (MYSU)
23. Morality in Media
24. Colegio de Medicos Cirujanos de Puerto Rico
25. Departamento de Justicia
26. Departamento de Salud
27. Universidad de Puerto Rico, Recinto de Ciencias Médicas: Departamento de

Ginecologla y Obstetricia
28. Profamilias (AsociaciOn Puertorriquena Pro Bienestar de las Familias)
29. AmnistIa Internacional, Seccion de Puerto Rico
30. American Civil Liberties Union Puerto Rico (ACLU)
31. Inter-Mujeres Puerto Rico
32. Sra. Nitza Méndez- comentarios ciudadana
33. Sindicato LAB de Euskal Herria
34. Reproductive Health Access Project (Nueva York)
35. Consejo General de Estudiantes del Recinto de Ciencias Médicas de Ia

Universidad de Puerto Rico
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Comentarios a favor del P. del S. 950

1. Asociación Pro-Vida de Puerto Rico Inc.
2. Obispo Daniel Fernández Torres — Diócesis de Arecibo
3. Sra. Carmen S. Cruz Cruz

4. Centro Mirna y el Vinedo de Raquel
5. Dr. Rafael Rodriguez Diaz, ginecOlogo-obstetra
6. Fieles a la Verdad

7. Centro Guadalupe Vida y Familia en Puerto Rico/Vida Humana Internacional
8. Lcdo. Carlos Perez Toro, sacerdote catolico
9. Mujeres por Puerto Rico, Inc.

10. Sra. Amanda Cabán Garcia (testimonio)
11. Puerto Rico por la Familia
12. Sra. Ana M. Tápanes Santos (testimonio)
13. Carla F. Colon (testimonio)
14. Conferencia Episcopal Puertorriquefla
15. Ing. AgustIn Miranda Colon
16. Departamentos de Psiquiatria y Pediatria del Recinto de Ciencias Médicas,

Universidad de Puerto Rico
17. Testirnonio de ciudadana

18. Students for Life of America (Virginia)
19. Dra. Brenda I. Vera Martinez, psicóloga clInica
20. Center for Bio-Ethical Reform (California)
21. Dra. Rosalina Valcarcel-Ruiz, MD, MPH, Pediatra
22. Lcdo. Jorge Lucas Escribano

Comentarios Renerales

1. Dra. Yolanda Miranda-Psicóloga Consejera
2. Prof. Andres L. COrdova, columna periodistica

Al momento de Ia radicacion del presente informe, la Comision sobre
Relaciones Federales, PolIticas y EconOmicas del Senado de Puerto Rico habla
atendido un total de 14,708 ciudadanos que sometieron sus expresiones por
diferentes medios en torno al P. del S. 950. Por la naturaleza e importancia de la
medida, se procediO a documentar dichas expresiones, las cuales se recogen en Ia
tabla a continuaciOn:
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Comisión sobre Relaciones Federales, Poilticas y Económicas
.

-Mecarnsmcfl S Comentanos
--: Expre4 Total 4 A favor En con%: generales

Llamadas 1,076 767 309 -

Correos Electrónicos - 57 20 36 1
Firmas 13,516 13,516 - -

Memoriales Explicativos 59 22 35 2
14,708 14,325 380 3

A continuación, se reseflan los memoriales de los deponentes de la vista
püblica del 5 de septiembre de 2018 y algunas de las ponencias recibidas.

Departamento de Justicia

En su memorial explicativo el Departamento de Justicia no asumió una
postura ni a favor ni en contra de Ia medida. No obstante, a preguntas de los
miembros de la Comisión durante la vista pñblica, los representantes del
Departamento de Justicia indicaron que no avalan la medida. Por su parte, el
memorial sometido por la agencia no contiene expresión alguna sobre la posición
del Departamento y después de discutir ampliamente la jurisprudencia existente,
se limita a indicar que: “... en cumplimiento con nuestro deber ministerial, ci
Departarnento de Justicia sornete un andlisis juridico actualizado de la presente medida.
El mismo, reafirmado en los derechos constitucionales de las partes unido al estado de
derecho por las determinaciones jurisprua’enciales aplicables a nuestra jurisdicción...”

Sobre el deber ministerial de Ia Asamblea Legislativa en cuanto a la
adopción de la polItica püblica expresa:

“Amerita reconocer, sin embargo, que Ia creaciOn y aprobación de polItica
páblica es (area inherente de !a Asamblea Legislativa. En ese sentido, ci
deber del Departarnento de Justicia, como parte de nuestro ministerio, se
circunscribe a cornen tar “sobre cuestiones de derecho que se susciten en el
ejercicio de fesa] funcifonj”. En deferencia a esta consideración,
procedemos a expresar Ia posición del Departamento de Justicia, muy en
particular, en lo referente a los asuntos jurIdicos, cornprendidos en Ia
presente medida, (as cuales estiniamos, merecen especial atención, sin
entrar en otras consideraciones inherentes a! teina aquI atendido.”

Departamento de Salud

El Departamento de Salud no endosO Ri aprobaciOn del proyecto ante
nuestra consideracion tal y como fue presentado. A estos efectos, concluyó
indicando que el P. del S. 950 confunde la privación de derechos de Ri mujer con
la protección de la mujer, conceptos que ciertamente no son compatibles. Por
otra parte, hizo enfasis en el carácter punitivo del proyecto el cual tipifica delitos

Total
Tiitima revision 21/2/2018
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en diez (10) de sus catorce (14) artIculos. Respecto a este asunto, ci
Departamento de Salud expresó que su experiencia afirma que, en temas de
salud, ci mecanismo favorable es la educación y ci acceso a servicios medicos de
calidad y no una vision tan punitiva.

El memorial sometido por ci Departamento recoge una serie de
seflalamientos que, segün indica, son inconsistentes con el ordenamiento legal
establecido en los casos: Roe vs. Wa, 410 US 113 (1973); Planned Parenthood v.
Casey, 505 US 833 (1992); Whole Woman’s Health v. Hellerstedt, 579 US
(2016). Respecto a esto concluyó indicando que:

“... ci proyecto presenta problemas a la luz de los casos antes citados y resueltos
por el Tribunal Supremo de los Estados Uniclos. AsI pues, en ci antes citado
Whole Woman’s Health v. Hellerstedt, 579 US (2016), este Tribunal declaró
inconstitucional una serie de requisitos impuestos POT ci estado de Texas a las
clInicas de abortos, entre ellos, ci que sus medicos tuviesen privilegios de admisión
en hospitales cercanos. Prácticamente todo ci entramado legal que propone ci P.
del S. 950 tiene ci efecto de coartar los derechos de Ia mujer y iirnitar ci acceso a
servicios de salud y planficación familiar, lo que es inconsistente con ci estado de
derecho vigente.

No podemos cornpietar estos comentarios sin antes citar las palabras del Tribunal
Supremo de los Estados Unidos en Planned Parenthood v. Cci,, 505 US 833
(1992) y repetidos en Whole Woman’s Health v. HeUerstedt, supra: “LA] statue
which, while furthering [a] valid state interest, has the effect of placing a
substantial obstacle in the path of a woman’s choice cannot be considered a
permissible means of serving its legitimate ends.”

Universidad de Puerto Rico — Recinto de Ciencias Médicas — Departamento de
Obstetricia y Ginecologla y Recinto de Ciencias Médicas — Oficina del Rector

El Departamento de Obstetricia y Ginecologla de la Universidad de Puerto
Rico hizo claro su total rechazo al proyecto de ley ci cual, segin expresó, en lugar
de ser una “Ley para la protección de la mujer” como se autodenomina, lo que
hace es dramáticamente reducir sus derechos contraceptivos y su acceso a un
buen cuidado medico.

A juicio de esta entidad, el proyecto pretende establecer obstáculos
adicionales y regiamentar aün más Ia práctica del aborto medico en Puerto Rico.
La propuesta, segün argumentO se basa en multiples premisas erróneas, entre
ellas, que una mujer menor de veintiün (21) ahos es incapaz de tomar una
decisiOn informada o el que miles de mujeres en Puerto Rico sean sometidas a
procedimientos de aborto por practicantes o enfermeros sin ningün tipo de
preparación gineco-obstétrica formal alguna. Esencialmente, opinO que el
proyecto pretende restringir la práctica del aborto medico sin ninguna base real o
justificación.
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Fieles ala Verdad

Como organización aprobo y apoyó el P. del S. 950 dado que entiende que
afirma el derecho de Ia mujer a tomar decisiones libres e informadas. Senaló que,
con la aprobación de Ia medida ante nuestra consideracion, se protege a la mujer
de ser vIctima de engano, abuso, presión o coacción por parte de su compaflero,
novio, marido, parientes o amigos. Segün expresó, esto representa el
desenmascarar Ia mentira de que el aborto es seguro y que no tiene
repercusiones mayores, sean fIsicas o emocionales. Opinó que la aprobacion de
este proyecto, es reconocer que el bebé que se forma dentro de la mujer es un ser
ünico e independiente, es proteger a las mujeres y adolescentes de practicarse
abortos en clInicas que carecen de los estandares debidos.

Centro Guadalupe/Vida Humana Internacional de Puerto Rico- Luz P. Burgos
Vázquez, miembro.

La señora Burgos, como miembro de la organización presentó su total
apoyo al P. del S. 950 y apoyO toda poiltica püblica conducente a que no se
permita la celebracion de abortos. ReconociO que por nuestra relación con
Estados Unidos no podemos prohibir el aborto, pero apoyó que se haga más
restrictivo e informado.

Lcdo. Carlos Perez Toro, sacerdote catélico

El licenciado y Padre Católico, Carlos Perez Toro, expresó su respaldo al
proyecto por entender que el mismo es cónsono con los parámetros
constitucionales. De su memorial surge que entiende que la aprobación del P.
del S. 950 “supondrd un gran beneficio tanto para Ia madre como para el niño por
nacer.”

En su comparecencia ante esta Comisión, discutio, de manera integrada,
las decisiones del Tribunal Supremo sobre Ia constitucionalidad de Ia
determinaciOn de terminar un embarazo en contraposición con los conceptos de
preservación de Ia vida. Resalto el asunto del interés apremiante del Estado por
la preservación de la vida humana, discutio el tema de los trimestres al amparo
de Ia determinación de Roe vs. Wade 410 US 113 (1973), el derecho fundamental
de Ia mujer a determinar si desea o no continuar un embarazo y Ia figura del
consentimiento informado al amparo de la decision del Tribunal Supremo de
Puerto Rico en Pueblo v. Najul Báez 111 DPR 417, el consentimiento de los
menores conforme la determinaciOn del Tribunal Supremo Federal en Bellotti v.
Baird 443 US 622 (1979) y la protecciOn del nasciturus.
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Sobre el nasciturus expuso:

“Podemos concluir que Ia jurisprudencia norteamericana nos da Ia posibilidad de
explorar nuevos caminos donde el estado pueda promover Ia vida del nasciturus,
respetando in vida y Ia intimidad de la mujer”

Profamilias (Asociación Puertorriqueña Pro Bienestar de las Familias)

Para Ia organización, ci P. del S. 950 no contiene dato alguno que permita
inferir que estamos ante un problema social, económico, de seguridad o de salud
püblica que amerite restringir el derecho al aborto en Puerto Rico. Expresó que,
al amparo de la Constitución y el ordenamiento jurIdico vigente, ci Estado no
puede interferir con el ejercicio de ese derecho mediante la imposición de
restricciones que constituyan un obstáculo indebido. Surge de las expresiones
presentadas, que de acuerdo a estudios y a la propia OrganizaciOn Mundial de la
Salud (OMS), restringir y dificultar el acceso a abortos a la mujer propende a que
ésta busque alternativas no saludables, ni legales para culminar su embarazo.
Senalaron que la incidencia es mayor cuando se trata de menores de edad,
quienes al amparo de lo propuesto en el P. del 5. 950, serán quienes confronten
mayores restricciones.

El memorial sometido senaia aquelios aspectos que, a su entender, no son
compatibles, son contradictorios y equidistan del ordenamiento jurIdico existente
y abundo sobre su mayor preocupación, Ia protecciOn de la salud. Acerca de esto
expresó:

“[Inn publicacion de Ia Organ ización Mundial de Ia Salud recomienda como
imperativo de protección de la salud püblica y de los derechos humanos, que se
eviten los abortos inseguros, promoviendo legislacion permisiva y reduciendo la
anienaza del aborto inseguro para (a vida y (a salud de todas las mujeres.

Concluyó las expresiones sometidas indicando que:

“Para man tener In sociedad puertorriqueña libre de los riesgos que representa el
aborto inseguro e ilegal a in salud y a hi vida de las mujeres es importante que se
mantenga Ia garan tin del derecho a abortos seguros y legales y que se amplIe el
acceso a los servicios.”

Mujeres por Puerto Rico

La organización, clasificada como pro mujer y pro vida apoyó
categóricamente Ia aprobación de Ia medida bajo ci precepto de que ninguna
mujer acude a realizarse un aborto por placer, sino que en mcdio de una crisis
real. Defendió ia medida por apoyar ia vision de la protección de la integridad,
el bienestar emocional y fIsico de mujeres y niñas y ci mejoramiento de Ia calidad
de vida para las mujeres. ReconociO la necesidad de la orientaciOri y la
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informacion, para que las mujeres puedan elegir otras opciones en vez del
aborto. En sus expresiones, hizo algunas recomendaciones para fortalecer ci
propósito de la medida.

AmnistIa Internacional, Sección de Puerto Rico

La organización rio promovió Ia medida y resalto que ésta refleja ur
desconocimiento de los procedimientos que se Ilevan a cabo al realizar un aborto.
Jndicó que, actualmente en Puerto Rico, ci protocolo comprende ofrecimientos de
consejerla, Ia cual es avalada por la Organización Mundial de la Salud (OMS).
Seflalo que ci proyecto parte del estereotipo de que la mujer es un sujeto que
necesita de un estado patemalista. Entendió que ignora y minimiza la
autonomIa de las mujeres y las expone a diversas formas de violencia. Opinó
que interfiere indebidamente con Ia decision de una persona adulta o uria menor
madura que, en el ejercicio de sus derechos, busca que una institución de salud
formal la oriente sobre ci aborto y, de asI decidirlo el individuo, se le realice un
aborto. Los organismos de tratados de la ONU han instado a los estados a
revocar los requisitos de autorización de terceras personas para los servicios de
salud reproductiva, pues tales requisitos son formas de discriminacion contra la
mujer.

American Civil Liberties Union Sección de Puerto Rico

Las expresiones sometidas por esta organización recogen cada uno de los
aspectos que, de acuerdo a éstos, contravienen con el derecho de Ia mujer, Ia
salud y el bienestar. De acuerdo a las expresiones sometidas, la organizaciOn
entendió que el proyecto persigue reglamentar el aborto al crear Ia “Ley para la
protección de la mujer y Ia preservación de la vida”. Expreso que es clara la
importancia de proteger la vida y seguridad de las mujeres, pero el aborto ya es
un procedimiento seguro y las disposiciones contenidas en el proyecto tienen
poco que ver con Ia salud de la mujer. Por el contrario, estableció que estas
disposiciones están senaladas para acabar con ci aborto legal y seguro. Indicó
que está claro que la propuesta de Icy no protegerá a las mujeres, sino que busca
limitar el acceso a un aborto necesario. Leyes como la propuesta, segiin subrayo,
ponen a las mujeres en riesgo, forzando ci cierre de clinicas y el éxodo de
proveedores de salud. Debido a que entiende que la medida interfiere con Ia
integridad corporal de la mujer, impone limitaciones inconstitucionales y limita
los abortos seguros y legales, afirmó que se opone a la aprobación del P. del S.
950.

Inter-Mujeres Puerto Rico

Para Inter-Mujeres el P. del 5. 950 es inconstitucional e innecesario por lo
que expresó su tenaz oposición. Seg(m explicó, ci derecho a la irttimidad es uno
de los derechos de mayor jerarquIa en Puerto Rico. Cualquier intento por parte
del Estado de intervenir con ci mismo requerirla la existencia de un interés
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apremiante y la ausencia de medidas menos onerosas para la satisfacción de ese
interés. Estableció que no existe ningün interés apremiante del Estado para la
limitación al derecho a Ia intimidad de las mujeres respecto a Ia decision de
realizarse abortos. Segün sostuvo, en Puerto Rico Ia práctica del aborto cumple
con todos los estandares medicos y legales establecidos en la Isla y en los Estados
Unidos. AfirmO que no existe razón alguna que justifique la eliminación de
derechos constitucionales reconocidos a las mujeres en Puerto Rico.

Sn. Amanda Cabán

Durante Ia vista püblica, Ia Sra. Amanda Cabán compartiO su testirnonio.
Esta mujer sobrevivió al procedimiento de terminaciOn de embarazo que se
practicara su madre. Explicó los efectos y las implicaciones que Ia decision de
realizarse un aborto tuvo a largo plazo tanto en Ia vida de su madre como en ella.

A continuación, presentamos un breve resumen de algunos de los
memoriales explicativos sornetidos.

Colegio de Abogados de Puerto Rico

El Colegio de Abogados de Puerto Rico expresó su oposición por
considerarlo un ataque al derecho fundamental de las mujeres en Puerto Rico a
su intimidad, en cuanto a la decision de practicarse un aborto. Explicó que este
derecho fundamental está protegido por el ArtIculo II Sección 8 de la
Constitución del Estado fibre Asociado de Puerto Rico y por las decisiones
judiciales de Roe v. Wade, 410 US 113 (1992), y Pueblo v. Duarte Mendoz, 109
DPR 596 (1980). Consideró que del proyecto convertirse en ley serla
inconstitucional puesto no existe un interés aprerniante del Estado para
reglarnentar más aün la práctica medica del aborto, requerido para que se legisle
sobre tan importante derecho fundamental.

Colegio de Profesionales del Trabajo Social de Puerto Rico

Esta institución no avaló la aprobacion de la medida por entender que va
contra los principios que promueven Ia dignidad de las personas, Ia justicia
social, los derechos humanos y equidad, la democracia y Ia solidaridad.
ConcluyO que, el derecho a la autodeterminación sobre el propio cuerpo, la
sexualidad y la reproducción deben ser derechos asegurados a travOs del Estado.
Defendió el derecho de Ia autodeterininacion de las personas incluyendo a nifios,
niñas y jóvenes y el derecho a la libertad reproductiva. SeflalO que en Puerto
Rico tenemos grandes problemas de violencia intrafamiliar y maltrato de niños y
ninas, por Ia imposición de maternidad y paternidad temprana que podrIan
superarse con enfoques de educaciOn y prevención.
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Partido del Pueblo Trabajador (PPT)

El Partido presentO sus comentarios en oposición al P. del S. 950. IndicO
que Ia intención real del proyecto es obstacutizar e impedir que las mujeres en
Puerto Rico ejerzan su derecho al aborto con servicios de salud seguros y de
calidad. Exhortó crear polItica püblica que realmente se dirija a la protección de
Ia mujer y a Ia preservación de una vida digna y en equidad, que elimine Ia
violencia contra la mujer, descarte los prejuicios sexistas y los conflictos entre los
derechos de la mujer y las tradiciones o costumbres; que se promueva el acceso a
atenciones de salud adecuadas, el acceso a los servicios de planificación familiar
y la educación sexual en todos sus niveles.

Taller Salud, Inc.

Los comentarios sometidos por la organización reflejan su repudio a la
medida y exhortaron a la Asamblea Legislativa a que no sea facilitadora de
procesos inconstitucionales, viciosos y restrictivos para la salud de las mujeres.
Seflalaron que las estadIsticas indican que mayores restricciones al acceso al
aborto no disminuyen los abortos, más sin embargo, está demostrado que
aumentan los riesgos de salud en las mujeres. Establecieron que un proyecto de
ley que pretenda proteger y preservar Ia vida de las mujeres debe reconocer la
capacidad de las mujeres a tomar decisiones que afectan su salud y sus cuerpos.
Entendieron que esta medida no cumple con ese requisito básico y primordial.
Aseguraron que no atiende ni resuelve ninguna problemática emergente y cae en
el abuso del tiempo e interés püblico.

Profesores del Programa Graduado del Departamento de Psicologia de la
Universidad de Puerto Rico — Recinto de RIo Piedras

Los profesores expresaron su total oposición a la aprobacion del P. del S.
950 por entender que constituye una interferencia indebida al derecho de las
mujeres menores y mayores en Puerto Rico a decidir sobre su cuerpo.
Argumentaron que en el estado de derecho actual, desde la historica decision de
Roe v. Wade, supra, las mujeres tienen el derecho constitucional respecto al
aborto. Como académicos y clInicos entienden que cada mujer debe ser libre
para actuar respecto a su cuerpo y sobre todo durante @1 proceso de embarazo.
Como profesionales de la salud, hicieron referencia a los errores conceptuales del
P. del S. 950 sobre la salud mental, los trastornos y las emociones, los cuales,
segün expresaron no están acorde con los conceptos medicos reconocidos por la
Asocjación Medica de los Estados Unidos.

Asociación Pro-Vida de Puerto Rico

La Asociación expresó su aval a la medida por rechazar que la opción para
un embarazo no deseado sea un aborto y no se fomenten otras alterriativas como
Ia adopción, el cuidado por parte del Estado y el cuido por parte de familiares sin
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proteger el derecho de la vida del no nacido. Abtmdo sobre las gestiones que
han logrado como institución en contra de las prácticas abortivas y las cilnicas
que los promueven. Apoyó la orientación a lii mujer, el que se impongan más
restricciones a los centros, a los medicos abortistas y el que se busque preservar
la vida y no la muerte.

Sra. Carmen S. Cruz Cruz

Como ciudadana particular apoyó la aprobación de la medida tal cual ha
sido presentada por entender que protege a la mujer. Sus expresiones fueron
sustentadas por una experiencia vivida varios aftos atrás frente a una clInica
abortiva donde vio a una mujer sufrir.

Obispo Daniel Fernández Torres — Diócesis de Arecibo

Expresó su apoyo al proyecto de ley, por entender que protege la vida y la
dignidad del ser humano en el vientre materno, prohibiendo el aborto después
de las veinte (20) semanas de gestacidn, asegurando que la madre sea informada
y proveyendo un periodo de espera para la reconsideracion e impidiendo el
aborto por el solo diagriostico de alguna condicion fIsica del niño.

CONCLUSION

A pesar de ser un asunto altamente regulado, atendido en irmumerables
ocasiones por los tribunales tanto estatales, como federales, el tema del aborto es
y continua siendo un asunto de interés püblico. La pugna entre el deber del
Estado por Ia protección de la mujer versus los derechos de la mujer a determinar
sobre su cuerpo, salud y futuro, trazan una fina Ilnea difIcil de no ser rebasada.
No obstante, la jurisprudencia existente ha sido clara y conturidente sobre este
asunto, reconociendo que la misma se ha modificado sustancialmente desde la
determinación del Tribunal Supremo de Estados Unidos en Roe v. Wade, supra,
donde declaro que el derecho a Ia intimidad es lo suficientemente amplio para
incluir la decision de la mujer para terminar su embarazo. En Planned
Parenthood v. Casey, 505 U.s. 833 (1992), el Tribunal determinO que los estados
pueden regular los procedimientos de terminación de embarazo, siempre y
cuando no imponga obstáculos sustanciales para que la mujer pueda incoar su
determinación de culminar con el embarazo. En el año 2016, el Tribunal
Supremo, reiteró Ia norma resuelta en el caso de Casey, en Whole Woman’s
Health v. Hellerstedt 579 U.s. (2016). En el mismo dispone que cualquier
legislación, aunque persiga un interés legItimo del estado, no podra disponer
obstaculos significativos que obstruyan la deterrninaciOn de una mujer a
realizase un procedimiento para la terminación de su embarazo. Dicha
jurisprudencia senala que los requisitos impuestos por el Estado para regular la
terminación de embarazos, evaluadas por separado pueden ser constitucionales.
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No obstante, evaluados en conjunto pueden resultar inconstitucionales si afectan
el acceso.

For las razones y argumentos antes expresados, Ia Comision sobre
Relaciones Federales, PolIticas y Económicas del Senado de Puerto Rico presenta
las enmiendas incluidas en el entirillado electrónico que acompafla este informe,
con el propósito de que la medida cumpla con las determinaciones emitidas por
el Tribunal Supremo de Estados Unidos. Esta iniciativa legislativa tiene el
propósito ulterior de salvaguardar la salud, el bienestar, la integridad y la vida
de toda mujer que decida terminar con su embarazo, garantizando que los
centros donde se realizan estos procesos cumplan con los estandares medicos
adecuados y con aquellas prácticas salubristas que garanticen procedimientos de
alta calidad. De igual forma, resulta pertinente garantizar que toda mujer que se
someta a este tipo de procedimiento cuente con un consentimiento informado,
con conocimiento del procedimiento al que se va a someter, sus consecuencias,
sus riesgos; la certeza de que el medico que practicará dicho proceso cuenta con
las credenciales necesarias; y en especial que pueda acudir a una de estas
facilidades con la seguridad de que Ia misma posee licencia del estado y cumple
con los requerimientos e inspecciones del Departamento de Salud. AsI tambien,
se establecen los requisitos con los cuales todo centro de terminación de
embarazo debera cumplir a los fines de asegurar que procedimiento estará
investido de los más altos estándares medicos y salubristas.

For los fundamentos antes expuestos, en reconocimiento a las opiniones
emitidas por el Tribunal Supremo de Estados Unidos y sin menoscabar las
protecciones concedidas, salvaguardando la salud fIsica y mental de las mujeres
Ia ComisiOn sobre Relaciones Federales, PolIticas y Económicas del Senado de
Puerto Rico recomienda la aprobación del P. del S. 950, con las enmiendas
incluidas en el entirillado electrónico que acompafla el presente informe.

Respetuosamente sometido,

Thomas Rivera Schatz
Presidente
Comisión sobre Relaciones Federales,
PolIticas y Económicas
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Referido a In Corn isión de Asuntos de Ia Mujer

LEY
Para establecer la “Ley para la protección de Ia salud de la mujer en los centros de terminación de
embarazos en Puerto Rico y Ia prcocrcación de Ia vida”; y tiara otros fines relacionados dentro de
105 procedimientoc de aborto cn Puerto Rico.

EXPOSICION DE MOTIVOS

La teyminación de un embarazo es, de facto, un terna surnamente controversial gue ha

sido discutido amyliamente por salubristas, politicos, religiosos w Ia sociedad en general. Esto

trae, por consiguiente, opiniones diversas y encontradas, Ia convergencia de multiple Iegislación

en las distintas jurisdicciones estatales y la participación continua de los tribunales estatales y

(eden-des ante Ia necesidad de examinar los lImites, alcance i, cons titucionalidad de los estatutos

gue regulan Ia práctica del aborto.

A partir del año 1973, con Ia deterininación del Tribunal Supremo de Estados Llnidos en

Roe v. Wade, 410 U.S. 113 (1973), el tema del aborto en términos juridicos tomó un giro

siynificativo. Esta decision establecio gue. al amparo de In Decirnocuarta Enmienda de la

Cons tituciOn de Estados Unidos, Ia mu jeT en estado de zestación tiene Ia yotestad de elegir si

llevar a término o no su embarazo. Esta decisiOn reconoció Ia terminaciOn del embarazo como un

derecho bajo la protección cons titucional del derecho a Ia intimidad, imyidiendo gue los estados
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pudieran legisiar restrictivamente sobre ci mismo, siendo necesario eiecutar ci escrutinio estricto

sobre Loda icy gue pretendiera limitarlo. Las determinaciones del Tribunal Supremo

representaron un cambio abismal en las legislaciones de los estados, ia gue gran parte de los

estatutos estatales vigentes al momento de la pubhcación de Ia decision regulaban, o limitaban, la

prdctica del aborto.

Dos (2) décadas mds tarde, ci Tribunal Supretno de Estados Unidos tuvo ante su

consideración ci normativo Planned Parenthood v. Casey, 505 U.S. 833 (1992), el cual además

de reiterar aigunas de las normas establecidas en Roe, supra, flexibilizO Ia intervención de los

estados, cuando sustituyó ci escrutinio estricto del interés apremiante del estado al momento de

regular ci aborto, por un escrutinio mds laxo de carga indebida o “undue charge”. AsI pues, ci

Tribunal Supremo Federal determino gue los estados podrdn regular los procedimientos de

terminación de embarazos, siempre y cuando no imponga obstdculos sustanciales para gue la

muier vueda incoar su deterrnjrzaciOn de culminar con ci embarazo.

Tan reciente como ci año 2016, ci Tribunal Supremo tuvo a bien volver a expresarse sobre

las regulaciones tie las prácticas sobre procedimientos abortivos en ci super normativo Whole

Woman’s Health v. Hellerstedt 579 U.S. (2016). En ci mismo reiterO Ia norma resuelta en ci

caso de Casey a! disponer gue cualguier legislación, aungue persiga un interés legjtjmo del

estado, no podrá disponer obstdculos significativos gue obstruyan Ia determinacion de una mujer

a realizarse un procedimiento para la terrninación de su embarazo. Sobre el particular, ci

Tribunal Supremo Federal expresó gue serd necesario analizar, en con junto, todos los reguisitos

impuestos, mediante legislación, para ilevar a cabo un aborto, dado gue, aungue por separado,

cada uno de los repuisitos resulte válidamente constitucional, en conjunto puedan resultar tin

obstáculo significativo o carga indebida gue resuite inconstitucional.

En reconocimiento a la iurisprudencia del Tribunal Supremo de Estados Unidos y en ci

ejercicio del poder de Estado, esta Asamblea Legislativa se dispone aprobar esta Ley con ci

propOsito de regular los procesos de term maciOn de embarazos en Puerto Rico, sin menoscabar

las protecciones concedidas, salvaguardando Ia salud de las mujeres. COnsono con ia

jurisprudencia .federal agul resenada, se presenta esta Ley con el fin de crear parãmetros

regulatorios dirigidos a garantizar la saiud de Ia mujer en los procedimientos de terminación de

embarazos en los centros autorizados a practicar los mismos en nuestra Jurisdiccion. Dc esta
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manera, Puerto Rico con tat-a con una Let,’ que con tenga las salvaguardas cons titucionales

necesarias, den tro tie los pardmetros lurisprudenciales permitidos a nivel Nacional. Como surge

de la propia jut-isprudencia, esta Asamblea Legislativa yosee Ia facultad de regular los procesos de

terminación tie ernbarazo, siempre y cuando no impotwa cat-gas indebidas que intervengan con Ia

facultad tie Ia mujet- a tomar la determinación de proseguir o no con un embarazo.

Uno tie los propósitos tie esta legislaciôn es garantizar pue toda mu jet- que se someta a un

yrocedimiento para finalizar un embarazo, pueda tenet- Ia seguridad de que ulie debidamente

informada y gue el medico gue realice dicho procedimiento cuenta con el consentimiento

informado de la paciente it las credenciales requeridas. En ci caso Pueblo v. Najul Báez) 111

D.P.R. 417 (1981), el Honorable Tribunal Supremo expone expuso que “teniendo ci aborto

consecuencias fisicas y etnocionales en la paciente y pudiendo su consentimiento estar viciado

per presiones externas que anulen su verdadero sentir sobre la operación a Ilevarse a cabo, es Ia

responsabilidad del medico in quit-it- e informar a su paciente de las consecuencias del aborto. Solo

inediante este diálogo entre el medico y Ia paciente es que se establece el verdadero

consentimiento de Ia niujer para (a realización del mismo”.

Ciertamente, mejor no puede estar expresado.

Sobre este particular, esta legislacion exige a todo medico asegurarse tie in format- a Ia paciente

que se ha tie someter a un procedimiento tie terminación tie embarazo sobre: (i) la opción gue

tiene tie retener o retirar el consentimiento previo al procedimiento; (ii) que se le han descrito los

riesgos potenciales, consecuencias, it beneficios del procedimiento; (iii) ofrecerle, si desea, una

orientación de planificacion familiar y las ayudas disponibles; (iv) garantizar Ia confidencialidad

tie los procedimientos; (v) notificarle del derecho a set- informada y a obtener copia de la

información suministrada; y (vi) que dicho consentimiento format-a parte del expediente medico.

En Puerto Rico gobierna in norma jurisprudencial dcl Tribunal Suprcmo de los

Estados Unidos cstablccida en Roe v. Wade3, en donde se rcconoció gue ci derecho a in

inti.rnidad de in mujer Cs suficientemente amplio como pam incluir Ia dccinión de Ia

mujer pam terminar su cmbarazo. La norma aplicabic al aborto ha dcjado establecido

“gut en ci primer trimeotre tic ui-i embarazo Ia decision sobrc ci aborto debt dcscansar en ci inejor

4lii DPR4I7 (1981)
2110 U.S. 113(1973)
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juicic cimnico dci medico a cargo, juicio qua a su vcz dcecanca sobre conoideracioncc do salud

floica p mental de in mujcr cmbarazadg3,

Sin embargo, cstc derccho no es absoluto. En ci rnismo caso Roe, supra v. Wade cc

estabieció guc ccc derecho a la intimidad reconocido a la mujer, gucda limitado por los

legItimos intcrescs dcl Estado, los cualcs son do distthta naturaleza en las varias ctapas

del embanzo. Entonces, este caso aclara gue ci Estado tienc unos interescs apremites,

los cuales con: ci dc prcccrvar y protcgcr la salud de in mujer cncthta, y ci de proteger in

potcncialidad do in vida humana. Ambos thtcrescs son aeparados y distintos.

Por tarito, ci Tribunal Supremo do Estados Unidos explica quc, pam establcccr las

distintas posibilidades dc reglnmcntación compatibles con la Constitución Federal,

habrIa quo dividir ci periodo normal de embamazo do in mujcr en trcs trimcstres

susccptiblcs de difcrcnte rcgulación do icy. MIlan cocas, in norma cstabiccida en Roe v.

Wade, supra, es in siguicntc4

En cuanto a! primer trimcotrc conoideró guc ci intcréo irnportantc y legitimo dcl Lotado

ranpecto a la oaiud de La madra no aicanza su prcpondcrancia haota aproximadamcntc at final dci

primer tnmcstrc. Conoig-uicntcincnte rcconoció gut ci medico gut aticndc a Ia mujer ambarazada

gucda en libertad durante coc trimcstrc dc haccr Ia detcrminación de tennunar ci ambarazo, cii

cons ulta con clip, y uoando ou juicio medico sin Ia untervención dci Eotado. Eoto to, in mujer no

neccoita Ia anucncia dcl Estado pew oí un medico qua apruebe ou dethiOn.

Pasado ci punto en guc ci Eotado adguicra untarts prondcrantc, a sea, durante ci segundo

trimcstre dcl cmbarazo, at Estado puede, an ou icgItimo untcit cii in protection y prcocrvaciOn de

Ia salud matarna, regiamentar ci proccdimiento de aborto oicmpre y cuando guc La rcgulaciOn

tenga una rclaciOn razomabic con tal propócito.

En Ia etapa dcl üitimo trimeotre de prcRcz, en in que oc rcconocc untcrCs dci Estado en la

protección dc Ia potcncialidad dc vida humana, pucde rcguiarcc y hacta prohibirce ci aborts

excepts cuandofucre nccesario para la protccción dc La saiud o vida de La madre.

Quc, a pcsar de guc en Roe v. Wade ci Tribunal Supremo Federal rcsueivc quo los

estados pucdcn tenor un thtcrés aprcmiante dc rcgiamcntar (segdn in norma cstablccida

.Puob1u v. Duane Mendoza, 109 D,P.R. 596 (1980)
Sogun urgu do) Cusp Pueblo v. Duarto Mondoza, Id. 3
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en dicho caso), Puerto Rico en una dc las juriridiccioneo con la mayor perspoctiva do

perminibilidad ante ci aborto. Cicrtamcnte, scgn oxponc ci Tribunal Snpromo do Puerto

en ci cato tic Pueblo v. Duartc 109 D.P.R. 596 (1980), “pucdc aftrmarnc quo Ia dinposición

cotatutaria flues tip so cuonta untie Zoo eotatutes nobro aborto man liberalec qua cc conocan”.

El ArtIculo 99 dcl Codigo Penal establece quo “toda mujer qua procure do cualguier

persona alguna racdicina, droga o nuotancia, y Ia tome, p qua cc nom.eta a cualguier opcración s-a

cualquicr atra intcrvenciOn quinirgica o a cuaiquier afro medio, con ci propócito do provocarce

un aborto excepto ci case de quo fitere necenprig para caivar nu calud o on vida conforma a iv

dinpuesto an ci Art Iculo 98 do ante Código, scrá nancionada con pcna tic reclusion par un terming

fijo de trec (3) añoc.” Sin embargo, lamentablemente, onto articulo cc ha convertido on

ictra muorta. Esto siendo ci caso quo, aunque la salud o la vida do la madre no cc

encuontre amenazada, ci aborto cc cfcctüa por la men solicitud do la madre.

Ciertamcntc, oaths violacionos soslayan el propOsito do la icy, burlando la exigencia

constitucional quo domanda una razón terapéutica para la conscrvación do la calud o

vida do la cmbarazada y in legiclación quo reguiere el consentimiento informado do énta

anton do abortar.

Por su parte, la Ley pam in Scguridad, Bienostar y Protocción do Menorcs—en

adelante “Ley 246”, ostabicce quo ion menores ticnen derccho a la vida, a un ambionto

sung y a una buena calidad do vida. Tanto nucstra icy, como in normativa federal

aplicablo, coincidon en la hnportancia dc protogor la digriidad y ci goce do los derechos

do los mcnoros. En efecto, ci derceho a urn buena calidad do vida dcbc incluir las

condicioncs nocesañac quo len ascren a los menores do edad su cuidado medico, in

protecciOn y el accoso a los scrvicion do salud adecuados.

Por nu porte, la patria potentad cc el derecho quo tionen los padres y madres do criar,

cuidar y custodiar a sun hijon y la obligaciOn do los padres do provoer alimontos,

tenorlos en su companIa, cducarlos, c ifruirlon coormc a su forwna y representarlon

en acciones. Art. 153 dcl Codigo Civil’. El Tribunal Supremo do Puerto Rico ha

2OIILPRA 246
3l LPRA 601

U
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rcsuclto “quo Ia patria potaad cornprende ci conjunta do derechoc y deberec man amplia gue

tienen ion padres Tenpccto a Ia persona y ion bienco do DUD hijos no emancipadon, entre Ion cuales

no cncucntra ci debor do convivir con Ion hijoc, alinwn (arias en su mesa, educarton, guiarios y

reprecentarlon”7. En cfccto, ci dcbcr do alimentar a los hijos, scgün las obligacionos do

la patria potestad, incluyen ci debcr dc proveer todo lo indispcnBable para ci sustento,

la habitacion, ci vcstido y la astencia medica.8

El derecho a la patria potestad reguiere, igualmente, quc los padres otorgucn

consentinilento para quo sun hijos rccilxm trataniicntos medicos, opcracioncs,

medicinas, p cualguier intcrvcnción quinIrgica. La by aplicable cstabiccc quo, para

cualquier thten’cnción médica, so rcquicre el consontimicnto do cualcsguicra do los

padres con patha potostad o thtor dcl menor no emancipado. Dc hecho, la Ley 217 dcl

ann 2012 cstabiccc quo, como ünico tin personal medico de emorgencias cualificado no

se le impondrd rcsponsabilidad civil o criminal al atender ai mcnor sin autorización de

sun padrcs, es cuando ci evcnto sea una cmcrgcncia mCdica de vida p muertc, y donde

dcbido a la inminencia o gravedad do la situación mCdica no se pueda obtcner ci

consentimicnto de cualcsguicra do los padrcs. Ante ci análisis anterior, en evidonte la

importancia guc el Estado ha brindado hintóricamcntc a la patria potestad y Ia

importancia dcl consentimiento do los padres ante cualguicr tratamiento medico quo so

ofrezca a su hijo mcnor de cdad.

En sIntcsis, un mcnor ncccsita ci concentimicnto de sir padrcs antcs do ir a ser

evaluado por tin dcntista o un oftaimOlogo. No obstantc, rc3ulta prcocupanto quc, en

Pucrto Rico hoy dIp, una mcnor pucda comparecer a una cilnica de abortos a tcrminar

tin cmbarazo, sin el dobido cpnscntimicnto do 105 padres.

Nucstra prcocupación cs una gcnuina, la cual han tcnido icginladorcs on otras

jurisdiccioncs igualmcntc. En cfccto, hoy, más do la mitad de las jisdiccioncs on

Estados Unidos rcquicrcn algün tipo do cvidcncia dc notificación previa a los padros o,

Véano Chóvoro v. Lovis, 152 DPR 492(2000), 2000 TSPR 161 (1993); Tortes, Ex parte, 118 D.P.R. 469, 473 (1987)
8An. ll2doICOdigoCivil,31 L.P.R.A.noc. 561.
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en la alternativa, un consentimiento expreso de éstos, antes de gue un profesional

medico realice una tcrminación de cmbarazo a una mcnor.

No ectamos ajenos al debate guc cxinte en cuanto a ci un adolescente tiene la

capacidad para decidir ci guiere abortar, y gue esa sea una decision racional e

thdependicnte. No obstante, cc de conocimiento general gue el cerebra de los

adolcsccntes no esta capacitado para tomar decisiones foadas gue tengan en cuenta

las consccuencias ediatas y de largo alcancc. La American College Of Pediatricians9

ha expresado guc la investigaciOn en neurociencia señala qua el area dcl cerebro

irivolucrada en ci pensamiento crItico y Ia toma de decisioncs no alcanza la madurez

compieta hasta preipioc y mcdiados de los veinte. Harto cc eonocido gue los

adolescentes son mdc propensos a acthar de mancra impulsiva y orientados a sus

objetivoc hediatos, sin medir consecuencias.

Las consecuencias medicos, emocionales y psicológicas dcl aborto no son cualguier

coca. Los cfectos post aborto podrIan scr graves y duraderos, especialmente cuando el

paciente cc inaduro. Par tanto, no cc puede mcnosprcciar la necesidad del

conscntimiento dc los padres ante un abarta. En este contexto, la tcrmthación de un

embarazo cc un asunto medico, el cual, deberla ser consentido por los padres, ante la

incapacidad jurIdica que tienen los menares.

Igualmente, resulta determinante aciarar gue esta ley tampaca puede cer tratada

como ima justificacion para forzar u obligar a una menar guc no guicre realizaroc un

aborto, simplcmente porgue los padres ad los descan. El espIrith de esta icy dicta dc

esta interpretaciOn diametralmente, siendo ci caso guc ia protección de los menores, y in

vida son la priaridad en nucctra Ley 246 2011, segün cendada. El maltrato a un

manor significa “todo acto u omisiOn intcneional en ci gue incurrc ci padre, la madre o

persona responsabie dcl mcnor de hi naturalcza guc ocasionc 0 ponga a éotc cn riesgo

dc sufrir daflo p perjuicio a su oaiud e integddad fisica, mcntai yio emotional.

incluyendo abuso sexual, p la trata huniana segdn cc dcfinido en csta Ley”. Par tanto, el

Parental Involvement and Content for a Minor’s Abortion, American Cottage of Pediatricians Mayo,-204-6
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obligar a inn menor a realizarsc tin aborto en contra do su voluntad la pone on pciigre

do sufrir un dano fIzico p cmocional, debe ocr considerado un delito, de los tipificados

como maltrato en Ia Ley 246 2011.

Si in menor no cuonta con nadic gue 10 autorice ci consentimiento regucrido, y ésta

tienc in madurcz para tomair ia dccif3ion do abortar, entonces osta Asambica Logislativa

no pucde conceder un veto absolute con respecto a la dc&ion de la monoi40

Atendiendo ostc cxtrcmo, incluimos en este proyccto, tin procedimionto judicial

oxpedito para la menor embarozada, gue ic brinda Ia oportunidad do demostrar al

ju.zgador toner ia madurez inteicctuai suficiento para tomar La de&ion do terrninar con

su embarazo, haciondo ontonces innecesario ci consentimiento de: Padre p madre quo

obstente la patria potestad; p ci tutor legal o custodio legal do hi menor; o tin abuelo con

guien la menor ha estado viviendo durante al menos seis moses icdiatamente

anterior a ia fecha dci conscntiniiento por escrito do la menor.

El consentiniiento aqul reguerido tiene oi propósito especIfico de crear una dintinción

entre pacientcs mayores o menores do edad para los propósitos dci juicio cilnico

requcrido dcl medico, segán ostablecido en el Articulo 98 del Código Penal de Puerto

Ri€o

El prohibir quo un medico realice un aborto a una monor sin el consontimiento agul

reguerido, no crca dorechos nuevos, sine todo io contrario. Este proyocto de icy tiene ci

fin de armonizar la icgislacion vigente, al prohibir quo un profosional medico o cimnica

do abortos realicc un procodinilcnto de termthación do ombarazo a una monor de edad,

sin el consentimiento, como es roqucrido on cualguior otro procedimiento o tratamiente

medico.

‘° Planned Parenthood of Central Misaouri v. Danfoith, 128 U.S. 52,7275(1976); Pueblo v. Duane Mondoza, I
109 D.P.R. 596 (1980)

A rilculo 93. A boric. Toda persona quo ponnita, indique, acensojo, induzca a practiquo tin aborto, a qua proporcione, fucilite,
adminisiro, proscribe a haga tooter a tine mujar ambarecede cuciquier snodicina, droga o sustancia, a quo utilico p onçuloo
cualgulor insirumanto u otro media can ci prapOsito do hacerla aborter; y jade persona quo ayuda a Ia comisitn do cuulquie1ra-
do dichos actos, salvo indicacidn tarapáutica hacha par tin medico dobidanwntc pusan coda a ojorcer to medicine en Puerto -Riee
con vista a ía cansanacián do ía sated a vida do La madre, scM swicionada con pane do reclusiOn par un ttrrniiw fife do ires-f3)-
añe
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Por ültimo, ni in icy ni reglamcnto aiguno en Puerto Rico espocifica quo ci

procedimicnto de aborto scrá roalizado ünicamentc por ian medico autorizado a ejercer

en Puerto Rico. El Articulo 98 dcl Codigo Penal cspccifica quo la indicación terapCutica

requcrida para la realización del aborto, debe ser realizada por un medico debidamente

autorizado a ejercer la medicina en Puerto Rico. Sin embargo, no ospecifica quo será un

medico licenciado a ejorcer medicina en Puerto Rico ci ünico autorizado a realizar ci

aborto. Alarmantemcntc, miles do mujeres so pueden vcr sometidas a procedimientos

do abortos en Puerto Rico realizados por practicantes o cnfermoros(as) sin nthgün tipo

do prcparación gineco obstétrica formal alguna, poniendo aM en peligro su vida.

Ante este cuadro, rcsalta la necesidad imperiosa quo hone esta Asamblea

Legislativa do rogiamentar lo relativo ai aborto, pam protogcr in salud do la mujer,

promovor ia protccción dc la vida humana, y a su vcz, reafirmar los thtcrcses

apremiantes dci Estado.

Como bien ha roconocido nuestro Honorable Tribunal Supromo, on cuanto a los

üitimos dos trimestrcs del periodo del cmbarazo, la norma federal establece quo ci

Estado puede ser más estricto. Hasta hoy, nuestra iegisiación resuita per más laxa quo

ci criterio adoptado en Roe v. Wade. Estados como Arkansas, Arizona, Illionois,

Massachusots, North Dakota, New York, y muchos otros rcgiamontan ci aborto, a fines

do protegcr in vida do la madre y preservar Ia vida dcl bebC por nacer. Al preoentc, map

do in mitad do las jurisdiccioncs en los Estados Unidos rcglamcntan ci aborto lop

ultimos dos tnmcstres del cmbo on protccción do thtcreses aprcmites dcl Estado,

hpbjCndpse unido Iowa en Ins üitimas semanas. For tanto, antc estc vacIo en nuestr-a

icgisiación, ya es hora de actuar. Correspondc a esta Asambiea Lcgisiativa ia tarea do

adoptar rcgiamentaciOn, scgün su mejor criterio, conducente a in protccción dci derecho

a in intimidad y in salud do in mujcr, nsf como la prcscrvación do In vida.

Con esta icy do avanzada, nos unimos a In mayorIa do las jurisdiccionos on Estados

Unidos, al aprobar icgislación quo roglamonta con ci propósito do protogcr in vida

humana no nacida y la salud matoma, dentro do los ilmitos constitucionalcs.
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Median Ic ía presente legislación, esta Honorable Asamblea Legislativa establece Ia

polItica püblica del Gobierno de Puerto Rico a los fines de garantizarle el cuidado, Ia salud, el

acceso, la seguridad y el consentimiento informado gue merece toda mu/er gue determine

culminar con su estado gestacional. Al mismo tiempo. se atemperan los procedimien Los de

term macion de embarazo a los estdndares lurisprudenciales más recientes, eliminando asI el

vaclo legal existente en nuestro ordenamientojurIdico.

Esta iniciativa tiene el propósito ulterior de salvaguardar Ia salud, el bienestar, Ia

integridad y la vida de toda mu/er gue decida terminar con su embarazo, garantizándole gue los

centros donde se realizan estos procesos cumplan con los más altos estándares medicos y

salubristas. IDe igual forma, esta Asamblea Legislativa entiende yertinente, en su deber de

estado, garantizar gue toda mujer gue se someta a este tivo de procedimiento cuente con un

consentimiento informado, con conocimiento del procedimiento at gue se va a sorneter, sus

consecuencias, sus riesgos tan Los fIsicos como men tales. IDe esta forma, ci Es (ado vela porgue

toda mu/er gue toma dicha decisiOn en encuentre completamente segura del proceso gue va a

enfrentar.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

1 ArtIculo 1. ArtIculo 1.- Esta Ley se denominará “Ley para la protección de la salud

2 dela mujer en los Centros de TerminaciOn de Etnbarazos en Puerto Rico y la prcocrvación de Ia

3 ,,.

4 Articulo 2.- PolItica Páblica

5 Será poiltica püblica del Gobierno de Puerto Rico establecer parámetros regulatorios

6 dirigidos a garantizar Ia salud fIsica y mental de Ia mu/er en los procedimientos de terminaciOn

7 de embarazos en los centros autorizados a ejecutar los mismos en nuestra jurisdicciOn y procurar

8 gue todn mu/er gue decida terminar su embarazo esté debidamente informada sobre las

zz
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1 consecuencias del procedimiento it sus efectos a largo plazo, sin gue se menoscaben las

2 yrotecciones it derechos reconocidos por el Tribunal Supremo de los Estados Unidos.

3 ArtIculo 2.- ArtIculo 3.- Consentimiento Informado

4 Las organizaciones guc prcstan servicioc de salud Los centros de terminación de embarazos

5 en Puerto Rico serán responsables de informar a sits Ia mu/er pacicntcz, familia o

6 rcprcscntantcs, o a su tutor legal los derechos y responsabilidades que Ic asisten como

7 paciente12. En persecución del cumplimiento de esta norma, queda establecido en esta

8 icy que ningün medico deberá realizar un aborto a menos que certifique por escrito que

9 Ia mujer le dio su consentimiento informado. El procedimiento para obtener el

10 consentimiento informado deberd asegurar, como minima, gue se ha informado a la paciente

11 verbalmente, it por escrito, to siguiente:

12 1. Que Ia paciente tiene la opcion de retener o retirar su consentimiento hasta el

13 momento antes de lievarse a cabo el procedimiento.

14 2. Se le ofrecera una descripción de los riesgos potenciales, las consecuencias, y los

15 beneficios del procedimiento it se le orientará sobre las opciones de planificacion familiar it

16 las ayudas disponibles.

17 3. Se le indicardn las protecciones aplicables a Ia con fidencialidad de Ia paciente, de

18 acuerdo a la reglamentación estatal it federal.

19 4. Se le entregará una copia de la inforrnación suministrada it de los documentosfirmados

20 por la paciente gue con tenga todo lo discutido entre el medico it Ia paciente antes it

21 después del procedimiento.

Reglamento 8808 del Departamento de Salud, 2016
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1 5. El consentimiento escrito fir,nado POT la paciente formard parte de su expediente

2 clinico.

3 El conncntimicnto informado significará, para cfcctos do cota icy, ci conscntixnicnto

4 voluntario al aborto por partc do la mujcr sobre la quo ci aborto ha do rcalizarsc o

5 utuuii’•’ ‘m’mnr uc:

6 a. Al mengs cuarenta y ocho (45) horas antc3 dcl aborto, ci medico quo rcali.za ci

7 aborto informc a la mujcr lo siguiontc:

8 (1) El nombrc dci medico guc rcalizará ci aborto;

9 (2) El aborto tcrminará la vida dc un ocr cntoro, scparado y tnico.

10 (3) Los ricogos medicos parficularco acociados con ci mCtodo dcl aborto

11 corrcspondicntc y los proccdiicntos quo dcbc cmplcaroc, cudo sc mCdicamcntc

12 ncccsarios, y los ricsgos do infccción, hcmorragia, pdigro on embarazos postcriorcs c

13 infcrtilidad;

14 (1) La cdad gcstacional probablc dcl fcto on ci momcnto dci aborto a

15 rcalizar; y

16 (5) Los ricsgos medicos asociados con ci embarazo a terming.

17 1,. Al mcnos cuarenta y ocho (48) horas antcs dcl aborto, cl medico quo roaliza el

18 aborto dcbc cxplicar ala mujer lo siguicnte:

19 (1) Quo los bcneficios dc asistencia mCdica pucdcn cotar disponiblcs pan

20 la atcnción prcnatal, ci parto y Ia atcnción nconatal.

21 (2)Entrcgar y oxplicar los matcrialcs informativos quo scrán preparados

22 por ci Dcpartamcnto do Salud, quo contcndrón informacion objetiva guc describa los
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1 diforontes tipos do cimgIa y métodos do aborto inducidos por drogas, asi como los

2 ofcctos a corto y largo plazo, los riosgos medicos commontc asociados con cada

3 metodo do aborto, thciuyondo ci ricsgos dc infcccion, hcmorragia, pcrforacion p

4 ruptura cervical p uterina, peligro do ombarazos postcriorcs, ci posible mayor ricsgo do

5 cancer do mama, los posiblos cfcctos psicológicos adveruos asociados con aborto, y

6 iou ricugos medicos asociados con lievar a ombarazo a terming. Eutos matcrialcc

7 dcbcn estar disponibies por oscrito, sin costo por parto dcl Estado, previa solicitud c,

8 igualmente, dcbcn cstar disponibics en ci sitio web dcl Departamento do Salud.

9 (3) Quo ci padre dobe ayudar en ci costonimiento do su hijo, inciuso en

10 instancias on las quo ci padre ha ofrocido pagar ci aborto; y

Il (4) Quo clip es libro do retoner o rctirar su conucnticnto para ci aborto

12 on cuaiguicr ticmpo.

13 c. La mujor debo certificar por oscrito, autos dcl aborto, quo la información

14 doscrita on ias soccionos antcriorcs y los matoriales oativos, le hau sido provintos.

15 Antcs do ia rcaiizacion dcl aborto, ci medico p ci agentc dcl medico debe rocibir una

16 copia do la cortificación oscrita y archivarla en el oxpodiontc medico.

17 d. El medico p la cilnica, hospital o instalación no podrá habor recibido u

18 obtcnido pago por ci scrvicio brindado a una pacionto quo ha proguntado sobro un

19 aborto p ha programado un aborto, antes dcl porIodo do cuaronta y ocho (48) horas

20 requcrido por oste ArtIculo. Si la mujor cc arrcpionte do abortar, cualquicr pago

21 rcphzado, ic scrá dovuolto on su totalidad.
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1 e. Toda persona quo incurra en vioiación a cstc ArtIculo, incurrirá en delito

2 menos grave, pero so le impondrá Penn de reclusion por término fijo de tre (3) años.

3 ArtIculo 3. Viabilidad dcl feto y definicion do Emergoncia Médica

4 Dcspués dcl perlodo de ombarazo cuando so espera quo ci feto haya alcanzado in

5 viabilidad, no será permitido ci aborto. La ünica cxcepción a csto ArtIculo C5 quo ci

6 aborto sea ncccsario pam presenTar in vida do in mujor en caso dc cmcrgoncia médica, o

7 porgue in contthuación do su ombarozo Ic impondrá riesgo sustancial de grave

8 deterioro do su salud fIsica o mental. Pam los fines do osta icy, “omcrgcncia médica”

9 sigrnficará usia condición quo, scgün un juicio medico mazonablo, comphca in condición

10 mCdica do in mujor cmbnmazada y quo noccsita una aborto inmodiato pam evitar un

11 scrio ricsgo do dctcrioro fIsico sustanciai o irreversible dc ins funcioncs de cuerpo.

12 Emcrgcncia mCdica no iriciuyc condicionos psicolOgicas o omocionaics.

13 Toda persona quo roalico tin aborto a usia mujor on vioiaciOn a este Articulo, incurrirá

14 en dolito monos gmavo, pcro Sc le impondrá penn do rociusión por tin tCrmino fijo dc

15 a
16 ArtIculo 4. Mcdicamcntos pam inducir ci aborto

17 Toda mujcr cmbanzada a quion un medico da, vende, dipcnsa, administra, o do lo

18 contrario, proporciono o prcscriba cuaiguicr mcdicamonto pan inducir ol aborto, dcbc

19 ser provisto con una copia do in ctigucta dcl mcdicamcnto. Cada cmbarazada a guion

20 tin medico do, vonde, dispcnsa, administra, prescribe, o do lo cpntrnrio, proporciona

21 cualguier mcdicamonto para inducir ci aborto dobo proporcionarsc ci nombro y nümcro

22 do tolCfong dcl medico y ci hospital en ci quo sc mariojaráu todas las emcrgencias. El
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1 medico quo se confrata para manejar cmcrgencias debo tenor privilogios do admisién

2 activa y senicios ginccoiógicos y guirürgicos en ci hospital dosiado porn manojar

3 cualguier cmorgoncia asociada con ci uso o gesHOn dcl modicamento inductor dcl

4 aberto7

5 Toda persona quo no cumpla con lo regucrido en este ArtIculo, incurrirá en ddito

6 menos grave, pero so ic impondrá pena de reclusion por un tCrmino fijo de trcs (3) afios.

7 ArtIculo 5. ArtIculo 4.- Notificación y Advertencia de Derechos

8 Todo centro de ter,ninación de embarazo colocard un letrero no reniovible, a tenor con los

9 parárnetros gue establezca ci Departamcnto tie Saiud, en un lugar visible a toda niujer gue acuda

10 a solicitar los servicios, el cual indigue:

ii “Aviso: Ninguna mujer podrd ser obligada o coaccionada a continuar con sit embarazo o

12 realizarse tin aborto, sin su consentimiento.”

13 Cuaiquier instalaciOn, connultorio medico o cilnica quc realice abortos, dcbcrá mostrar

14 letreros quo contengan cxclunivamcntc las siguiontes palabras:

15 41 ISO. Nadie puede obligarla a toner tnt aborto. Es contra Ia Icy para nit cónyuge, tat novio,

16 un padre a madre, conoejero, nit amigo, nit proveedor do atención médica a cualguier otra

17 persona, do alguna manera le obliguc a tenet nit aborto”.

18 a. Los lefreros deben ubicarso do modo guc puedan ioersc fácilmonto y on areas

19 quo garanticen Ia maxima viciibilidad para las mujorco, en oL momento en quo

20 dan su concontimionto para tin aborto.
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b. La exhibición de carteles de acucrdo con este ArtIculo no rcleva a la cifflica o

2 instalaciones en donde cc realicen abortos, de cualguier otra obligación u

3 deber legal.

4 c. El Departamento de Salud prcparará un modelo de estos carteics, y los hará

5 disponibles pam descargar en tin formato imprimible en su citio web de

6 Internet.

7 Cualguier oficina médiea, inntalación u hospital guc realice abortos e incumpla con 10

8 reguerido en este ArtIculo, rcsponderá criminalmente y le será impuesta urn multa de

9 $5,000.00 diarios, desde notificada in multa. La persona encargada dcl cumplimiento

10 legal de in oficina médica, instalaeión u hospital, respondera personalniente por su

11 incumplimiento con lo dispuesto en este Articule e incurrirá en deito menos grave.

12 ArtIculo 6. Aborto en Hospital Autorizado

13 Dcspués de las primeras doce semanas de embarazo, pero antes de gue se pueda

14 esperar razonablemente gue el feto haya alcanzado la viabilidad, no cc puede realizar

15 un-aborto en ninguna ingtalaciOn guc no sea tin hospital autorizado.

16 Cualguier oficina médica, instalacion u hospital no autorizado gue realice abortos e

17 ineumpla con lo regucrido en cstc Articulo, respondcrá criminalmente y le sera

18 impuesta una multa de $10,000.00 por incumplimiento. La persona encargada del

19 cumplimiento legal de in oficina médiea, instalaciOn u hospital no autorizado,

20 responderá personalmente por dicho iricumplimiento con lo dispuesto en cste ArtIculo

21 e incurrirá en delito menos grave. Cualguier medico o individuo gue realice un aborto

22 en contra de lo dispuesto en este ArtIculo, incurrirá en deito menos grave.
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1 Art (cub 5. Licencias de Centros de Terminacion de Embarazos

2 El Departamento de Salud establecerá, mediante reglamento, los reguisitos yara emitir las

3 licencias para operar los centros de terminación tie embarazos. Todo centro tie terminación de

4 embarazo gue desee operar en Puerto Rico tendrd gue con tar con Ia licencia emitida por el

5 Departamento de Salud.

6 Se entendera por centro tie term macion tie embarazos aguellas facilidades de salud

7 debidamente licenciadas gue pres tan servicios de terminaciOn tie embarazo yor ginecólogos

8 obstetras autorizados a ejercer Ia medicina en Puerto Rico. Ninuna persona podrd operar un

9 centro de planificacion familiar y de terminaciOn de embarazo sin con tar con Ia licencia

10 corresponcliente. Será responsabilidad del centro tie terminación tie embarazos mantener Ia

11 bicencia vigente yen cumplimiento con las disposiciones de esta Ley.

12 Será reguisito gue las licencias se cologuen en un lugar visible a! páblico dentro del

13 ediflcio del centro tie terminación tie embarazos.

14 ArtIculo 6. InspecciOn de los Centros de TerminaciOn tie Embarazos

15 El Departamento de Salud tendrd Ia responsabilidad de Ilevar a cabo al menus una (1)

16 inspección anual a cada centro tie terminaciOn de embarazos.

17 Articulo 7. Reguisitos Profesionales del Personal de los Centros de TerminaciOn de

18 Embarazos

19 Todo proceso de terminación de einbarazo serd realizado, por un ginecoloyo obstetra

20 autorizado a ejercer la prolesiOn de la medicina en Puerto Rico, segán las disposiciones de Ia Ley

21 139-2008, seün enmendada, conocida conto “Let, tie Ia Junta de Licenciamiento it Disciplina

22 Médica”.

cv



18

1 Los yrocedimie,aos deberdn ser asistidos por personal de enfermerla gue cumyla con las

2 disposiciones de in Leg 254-2015, conocida como “Leg para regular In práctica de in enfermerla

3 en Puerto Rico”.

4 ArtIculo 8. Deberes cilnicos de los Cent ros de Terminación de Embarazos

5 Todo centro de terminación de etnbarazos serd responsable de gue cualguiera de los

6 medicos gue realice los procedimientos de terminación de embarazos en sus ins talaciones cumpla,

7 como mInimo, con los siuientes reguisitos:

8 1. El medico gue lieve a cabo el procedimiento le indicará a hi paciente, su nombre, tendrá

9 disponible o visible su licencia g se asegurard de gue Ia paciente acude libre y

10 voluntariamente.

11 2. Documentard el estatus Rh (Rhogan) de in paciente en el expediente clInico.

12 3. Evaluarã In necesidad de hi administración de Rh (Rhogan) inmunoylobulina en

13 aguellas pacientes gue In ameriten, y asI lo hará constar en el expediente.

14 4. Documentará, en el expediente, el historial medico de Ia paciente, Ia confirmacion y

15 método de confirmación del embarazo, la edad gestacional g la visita de seguimiento a una

16 seniana del procedimiento.

17 5. Evnluard a in paciente pam embarazo ectópico, previo a realizarse un aborto, con forme

18 a los estándares establecidos yarn In práctica de in inedicina.

19 6. Certificará y documentard gue realizo el procedimiento conforme a los estdndares de

20 práctica de medicina. Previo a in terminación del embarazo, se hara una determinación

21 de Ia hemoglobina y hematocrito a Ia paciente con his tonal de anemia; y cualguier otTo

22 procedimiento gue (a prdctica médica requiem.
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1 7. Brindard a (a paciente Las ins Lrucciones gue seguird una vez realizada (a terrninación

2 de embarazo. Estas ins trucciones se le entregardn por escrito a La paciente y se

3 documentard en ci expediente La orientación ofrecida.

4 8. Orientard a La paciente sobre las posibies cornplicaciones, cuidado reguerido y

5 seguimiento medico después de Ia terminaciOn de embarazo. Esta informacion serd

6 documentada en ci expediente clInico de La paciente.

7 9. Obtendrd ci consentimiento informado de Ia paciente y su autorización para ilevar a

8 cabo Ia terminación de embarazo. Durante este proceso, La paciente recibird una

9 orientación sabre los beneficios, riesRos potenciales y cornplicaciones.

10 10. Orientard a Ia paciente gue, de ser necesario, será transportada a un hospital para

11 atender cualguier emergencia gue surja antes, durante o después del procedimiento.

12 11. Evaluard a La paciente it determinará cuando serd dada de alta lueo de una

13 evaluación, ij de ser orientada sobre el cuidado y medidas a seguir luego de realizado ci

14 procedimiento.

15 ArtIculo 9. Reguisitos de las Facilidades de los Centros de Terminación de Embarazos

16 Los centros de terminación de embarazos estardn ubicados en estructuras fl’sicas gue

17 garanticen ci (dcii acceso, preferibiemente de un solo nivel; de estar ubicadas en estructuras de

18 rnultinivei, deberdn tener acceso para transportar a una paciente en carnilla en caso de ocurrir

19 una emergencia.

20 Todos los centros con tardn con un programa de seguridad para ofrecerles a las pacientes,

21 ernpleados y visitantes un ambiente seguro en todo momento.
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1 Los centros desarrollarán e implantará por escrito las normas para ci manejo de

2 desperdicios biornédicos, limpieza, desinfección it almacenamiento de material it eguipo medico,

3 para ci control it prevención de infecciones.

4 ArtIculo 10. Manejo del Expediente ClInico

5 Los expedientes clinicos serán estrictamente con fidenciales, en cumplimiento con las

6 disposicionesfederales y estatales sobre privacidad y confidencialidad. La yaciente podrá solicitar

7 copia de sit expediente medico pans usa personal a a solicitud de alvin otro profesional de Ia

8 salud gue asi se lo solicite.

9 El expediente original se man tendrá en ci centro de terminación de embarazo en todo

10 inomento y serd responsabilidad del centro garantizar ci rnanejo, custodia conservación dci

11 mismo, en cumplimento con los reguisitos estatales yfederales a estos efectos.

12 Todos los centros yreparardn ij mantendran un expediente clInico por cada paciente

13 evaluada i tratada, el cual deberá ser to suficientemente detallado y organizado, de manera tat

14 gue relicje el modo y momento en gue ocurren los even Los. Las anotaciones en el expediente

15 clInico deberán ser retevantes, incluir la información completa de Ia paciente y dcl procedinuento

16 realizado y con tener Ia fecha y horn del even to. Todo expediente estard firmado de forma manual

17 o electrónica por el profesional gue lleve a cabo los procedimientos.

18 ArtIculp 7. Articulo 11. Ofrecimiento de ultrasonido

19 Ningu’n centro de terminación de embarazo podrd Ningurta instalación, oficina médica p

20 clInica u hospital pucdc realizar un aborto a una mujer, sin antes ofrecerle a la paciente

21 la opción de observar, una oportunidad do rccibir y vcr en la iristalacion donde se

22 realizará el aborto, u otra instalación, on ultrasonido de su embarazo. La determinación
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1 de gue se Fe practigue tat ultrasonido, asI como la opcion de observar el mismo será discrecional y

2 a solicitud exciusiva de liz yaciente.

3 fa)—La oforta y la oportunidad dc rocibir y ver ui-ta ccografIa dcbc realizarse al menos

4 cuarenta y ocho (18) horas antcs dc quo uc programe ci aborto.

5 (b) La imagen dc ultrasonido activa debe ocr dc una calidad consistcntc con ci

6 cstándar práctica mOdica en la comunidad, contienc las dimonsionos dcl fcto, y rctratar

7 con precision Ia prcoencia de micmbros externos y Organos internos, thciuidos ci latido

8 dcl corazón, si cstá prcscntc p visible, del nino por nacer. La auscultaciOn dci feto ci

9 tono dci corazOn debe scr dc tma calidad conniotcnte con la práctica medica cstándar en

10 la comunidad. La instaiaciOn de aborto, clmnica o consultorio medico, u hospital,

ii documcntará lii rcspucsta do la mujer a la oferta, incluyendo la fecha y hora dc Ia oferta

12 y ia firma de la mujer guc acrcdita decision informada.

13 (c) Si un medico o cualguicr persona realiza un aborto pm cumphr con las

14 disposicionco dc cstc Articulo, scrá sancionado con pcna do reclusion por m terming

15 fijo de un año. Adcmás, scrá responsable por los dafios y pcrjuicios causados por su

16 actuación delictiva.

17 ArtIculo S. Prohibición de Aborto para clegir ci scxo o por anomaiIa gcnCtica

18 Un medico no pucdc rcalizar intencionadamcnte o intcntar rcaIizar un aborto sabicndo

19 quo ia mujer cmbarazada cstá buncando ci aborto, ánicamcntc a causa dcl scxo dci nifie

20 por naccr; o dcbido a quo ci niflo por nacor ha sido diagnosticado con una anomalla

21 gcnCtica un potcnciai para unit anormalidad gcnCtica. Cualquicr medico o persona que
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1 reauice in aborto en vioiación do este ArtIculo, será sancionado con pena do reclusion

2 por un tórmino fijo do quince (15) afios.

3 ArtIculo 9. Prohibición do aborto luego do las veinte semantic

4 El intcrés lcgislativo do cstc ArtIculo cc protcgcr ci interés apremiantc dcl cstado en los

5 no nacidos y la vida humana deode cl momcnto en quc ci nino por naccr cc capaz do

6 sentir dolor. A cstc fin, cxcepto en ci caso do una emcrgcncia médica, ninguna persona

7 pucdc realizar a inducir o intentar rcalizar a iriducir in aborto a inn mujer cuando cc

8 haya dctcrminado, por ci medico quo rcaliza a induce o intenta realizar o inducir ci

9 aborto, quc la edad probable dci feto de la mujer cc do veinte o map semantic.

10 Cualguier oficina mCdica, instalaciOn u hospital quo incumpla con lo requerido en este

11 ArtIculo, respondcrá criminalmente y le será impucsta una multa de $10,000.00. La

12 persona encargada dcl ciimplimicnto legal do ia oficina mCdica, inistalación u hospital

13 no autorizado, respondcrá pcrsonalmentc par dicho incumplimiento con lo dispuesto

14 cn cstc ArtIculo c incurrirtI en deito mcnos grave. Cualguier medico o individuo quc

15 realice ui-i aborto en contra do lo dinpuesto en cstc ArtIculo, incurrirá en delito grave,

16 con penn do fija do quince afios.

17 ArLIcuio 10. Abortos en mcnorcs do edad

18 Ningón medico con licencia para practicar medicina en Puerto Rico, podrd realizar un

19 aborto do una menor no emancipada a menos quo el medico o agonte dcl mismo,

20 obtcnga el consentimiento par cocrito del menor y do:

21 (1) Padre o madre quo obstcnte la patria potcstad; o

22 (2) El tutor legal o custodio legal do la menor; o

a
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1 (3) Un abuclo con quien la mcnor ha estado viviendo durantc al menos scis

2 meses thmcdiatamcntc anterior a la fccha dci conscntimicnto por escrito do la mcnor.

3 a. El conocntimicnto cscrito regucrido por cute ArtIculo dcbcrá ser firmado en in

4 instalación dondc ci aborto scrá realizado o juramentado ante im notario püblico.

5 1. La persona que firma ci conncntirnicnto debe prcscntar idcntificacion

6 expcdida por ci Estado Librc Asociado con foto.

7 2. El medico dcbcrá rctcncr en los registros medicos dci mcnor una copia de la

8 cvidcncia documental provista al medico, por in cual dctcrminO quo ci adulto

9 quo brindo su consentmcnto era, en cfccto, dc los cualificados en cute

10 Articulo.

11 Cualguicra quo reaiicc un aborto a twa menor en violacion a lo estabiccido en cute

12 ArtIculo, incurrirá en dciito menoc grave.

13 b. La mcnor cmbarazada pucde solicitar, ante un tribunal dc justicia dc in

14 jurisdicción on donde ella rcsida, guc un Juez emita Rcsolución pcrmitiCndole abortar

15 sin ci conscntimicnto rogucrido en cute artIculo, si domucotra quc ninguna de las

16 personas cuyo consontimiento dcbc obtcncroc, so cncucntra disponibic o, de estar

17 disponiblc, so niegan a dar conscntimicnto.

18 1. Fl Jucz podrá nombrar un procurador pam in monor, do ocr ncccsario.

19 2. El Jucz dcbcrá atender ci case dentro do dicz dIas laborabics y emitir

20 Rcsolucion resoiviendo todoc los asuntos, en un tCrmino no mayor do dicz

21 clan, iuego de in vista on sus mCritos.
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1 3. El expediente judicial dcbcrá mantencroc confidencial, a los efoctos do

2 proteger la identidad dc hi menor. A e5te fin, ci Jucz deberá preservar el

3 nombre do in mcnor y su identidad en anonimato, emitiendo toda orden

4 nccesaria a las partes, testigos y abogados guc participcn del proccdimiento

5 judicial. Esto incluirá, de scr necesarip, exciuir personas de in spin, en hi

6 mcdida necesaria para salvaguardar su idcntidad dc in divulgación publica.

7 c. Nada en esta by so pucde interetar a los fines de evitar in ejecución inmediata

8 de un aborto en una menor, en caso de urn emergencia medica donde tai acción es

9 neccsario pan prcsenTar su vida.

10 d. Nthg padre p madrc, ctodio cncargado del bienestar dc hi menor, o

11 persona alguna, incluyendo ci padre dc Ia criathra, podra obligar compeler, mcdite

12 ci uso do In fuerza, amenaza, violencia fIsica p cmocionai, a una mcnor embarazada a

13 someterse a in aborto. Cualguier persona guc obliguc a una menor embarazada a

14 someterse a un aborto, incurrirá en dchto grave; será condcnado ai pago do los danos

15 y perjuicios causados a in vIctima por ci aborto iiegal renlizado.

16 Articubo 11. Niflo spbrevivjente del aborto

17 (a) Una persona os culpable de in dclito grave si, consciente o ncgligentemente,

18 causa in muerte do un nifto nacido vivo.

19 (b) Si ci nino por naccr sobrevivc ai aborto, será rcsponsabiiidad dcl medico ci

20 informar a la madrc y dane Ia opción de:

21 1. asumir in custodia y patnia potcstad del nino nacido o
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2. ceder La custodia y rcncia a Ia patria potestad dcl niflo nacido, para guc

éste sea puesto bajo los cuidados de a agenda de adopcion, tan pronto

como ci medico dctermthe gue ci reciCn nacido se encuentra en buen estado

de salud.

3. Cualguicra gue sea La decision de La madre, será documentuda pot cocrito. El

Departamento de Salud cstará encargado de prcparar una forma para

cumplir con los fines dc este Articulo.

4. Cualguicra gue violcntc lo dispuesto en la sccciOn (b) incurrirá en delito

menos grave.

Arhculo 12 ArtIculo 12. Recopilación de EstadIsticas. El Departamento de Salud

será responsable de recolectar información de todo aborto realizado en la jurisdicción

de Puerto Rico, solicitar y recibir informes de cumplimiento por parte de los centros 4

terminación de embarazos, oficinas mCdicas u hospitaics c instalaciones gue rcalicen

abectes, informes de datos de aborto, informes de complicaciones y reacciones

adversas; informes de niños que sobreviven el aborto y cualquier caso de ma! practice o

negligencia medica, ya sea real o potencial, que haya surgido al realizar la terminaciOn

de embarazo.

El Departamento de Salud tiene la tarea de recopilar y evaluar todos los datos y

crear informes, los cuales publicara anualmente con fines estadIsticos y que estén

basados en los datos de abortos realizados en ei año calendario anterior. Estos informes

no contendran los nombres de las pacientes. Todos los informes de cumplimiento

recibidos por el Departamento de Salud serán registros püblicos. Excepto que medic
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1 orden judicial, el Departamento no puede revelar un inforn-ie de cumplimiento del

2 aborto sin eliminar primero cualquier identificador individual, informaciOn de salud y

3 cualquier otra informacion demografica. La información e identidad de la mujer deberá

4 permanecer confidencial en todo momerito.

5 Sera responsabilidad de todo centro de terminación de embarazos recopilar ij surninistrar

6 al Departamento de Salud toda Ia información gue se solicita en este ArtIculo y toda otra

7 información, estadIstica y data gue entienda pertinente solicitar el Departarnento.

8 El Departamento de Salud dcbcrá referir al Dcpartamcnto dc Justicia cualguier aparente

9 violación de cztc capItulo.

10 Articulo 13. Multas

11 Todo centro de terminación de embarazo gue incumpla con alguna de las disposiciones

12 contenidas en la presente Let,’ estará sujeto a Ia irnposición de inultas administrativas gue pueden

13 alcanzar hasta diez tnil dólares ($10,000.00) por cada violación, a discreción del Secretario del

14 Departamento de Salud; esto, sin periuicio, de cualguier otra penalidad aplicable. El recaudo de

15 estas multas será destinado al Departamento de Salud.

16 ArtIculo 14. Reglamento

17 Se ordena al Departamento de Salud a ernitir un ReIamento de con formidad con las

18 disposiciones de esta Ley y Ia Ley de Procedimiento Adininistrativo dcl Gobierno de Puerto Rico,

19 Ley 38-2017, segán enmendada.

20 Artieule-1& ArtIculo 15. Toda ley, parte o referencia de ley que esté en conflicto

21 con lo dispuesto en la presente Ley, quedan derogadas o enmendadas.
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1 Articulo 14. ArtIculo 16. Si cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración,

2 palabra, letra, artIculo, disposición, sección, subsección, titulo, capItulo, subcapItulo,

3 acápite o parte de esta Ley fuera anulada o declarada inconstitucional, Ia resolución,

4 dictamen o sentencia a tal efecto dictada no afectará, perjudicará, ni invalidará el

5 remanente de esta Ley. El efecto de dicha sentencia quedará limitado a la cláusula,

6 parrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, artIculo, disposición, sección, subsección,

7 titulo, capItulo, subcapItulo, acápite o parte de la misma que asI hubiere sido anulada o

8 declarada inconstitucional. Si la aplicación a una persona o a usia circunstancia de

9 cualquier clausula, párrafo, subpárrafo, oración palabra, letra, artIculo, disposicion,

10 sección, subsección, titulo, capItulo, subcapItulo, acápite o parte de esta Ley fuera

11 invalidada o declarada inconstitucional, la resolucion, dictamen o sentencia a tal efecto

12 dictada no afectara ni invalidará Ia aplicación del remanente de esta Ley a aquellas

13 personas o circunstancias en que se pueda aplicar validamente. Es la voluntad expresa e

14 inequIvoca de esta Asamblea Legislativa que los tribunales hagan cumplir las

15 disposiciones y la aplicación de esta ley en Ia mayor medida posible, aunque se deje sin

16 efecto, anule, invalide, perjudique o declare inconstitucional alguna de sus partes 0,

17 aunque se deje sin efecto, invalide o declare inconstitucional su aplicacion a alguna

18 persona o circunstancia. Esta Asamblea Legislativa hubiera aprobado esta Ley sin

19 importar la determinación de separabilidad que el Tribunal pueda hacer.

20 ArtIculo 15. ArtIculo 17. Vigencia

21 Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.
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AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisi6n sobre Relaciones Federales, Politicas y Econ6micas del Senado de

Puerto Rico, previo estudio y consideraci6n, tiene el honor de rendir su informe
recomendando la aprobaci6n del Proyecto del Senado 1000, con las enmiendas
sugeridas en el entirillado electr6nico que acompafla a este informe y que se hace
formar parte del mismo.

El Proyecto del Senado 1000, con las enmiendas sugeridas por la Comisi6n sobre
Relaciones Federales, Politicas y Econ6micas del Senado de Puerto Rico, luego de su
estudio y evaluaci6n propone enmendar los Articulos 1,.06 y 2.03 de la Ley 408-2000,

segfn enmendada, conocida como "Ley de Salud Mental de Puerto Rico" y enmendar el
Articulo 10 de la Ley 20-2015, segrin enmendada, conocida como "Ley de Fondos
Legislativos para Impacto Comunitario" a los fines de ampliar las protecciones de la
salud fisica y mental de los menores de edad, mediante la prohibici6n de la pr6ctica de
la terapia de conversi6n sobre sus personas.

La medida ante nuestra consideraci6n tiene el inter6s genuino de proteger el
bienestar fisico y psicol6gico de los menores de edad, y evitar aquellas terapias
ofrecidas por profesionales de la salud que puedan comprometer la salud emocional de
los menores.

De acuerdo a 1o expuesto en Ia medida ante nuestra consideraci6n, en el pasado,
algunos profesionales de la salud mental recurrieron a medidas extremas como la
institucionalizaci6n, la castraci6n y la terapia de choque electro-convulsivo, para tratar

ALCANCE DE LA MEDIDA

"{
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mlsmo sexo.

Las principales asociaciones profesionales m6dicas y de salud mental,
organizaciones de la salud y organismos internacionales como la American Academy of
Child and Adolescent Psychiatry, American Psychological Association, American
Psychiatric Association, el Cirujano General de Estados Unidos y la Administraci6n de
Salud Mental y Abuso de Sustancias del Departamento de Salud y Servicios Sociales de
Estados Unidos, las principales asociaciones profesionales m6dicas y de salud mental
de la Naci6n han rechazado la terapia de conversi6n por ser innecesaria, ineficaz y hasta
peligrosa, incluyendo a American Academy of Pediatrics, American Academy of Child
and Adolescent Psychiatry, American Medical Association, American College of
Physicians, American Association of Sexuality Educators, Counselors and Therapists,
American Counseling Association, National Association of Social Workers y American
Psychoanalytic Association. Sobre el particular, la Organizaci6n Panamericana de la
Salud ha indicado que la terapia reparadora "carece de justificaci6n mddica y representa
una seria amenaza para la salud y bienestar de la persona afectada." Han establecido
que este tipo de tratamiento viola los derechos humanos. Por su parte, Ia Academia
Americana de Pediatria ha establecido que mrnca es apropiado referir a un menor a este
tipo de terapia pues no es efectiva y puede ser perjudicial para el menor.

A nivel nacional, en el afro 2012, Califomia se convirti6 en el primer estado en
prohibir este tipo de terapia. La ley [Stats. 2072, Ch.835, Sec. 2. (SB 7172)l prohfbe a los
terapistas con licencia del Estado de Califomia intentar cambiar la orientaci6n sexual o
la identidad de g6nero de las personas menores de 18 afros. Con la firma del
gobernador Chris Christie, el 19 de agosto de 2013, New jersey se convirti6 en el
segundo estado en prohibir la priictica. Los estados de Connecticut, Delaware, Hawaii,
Illinois, Maryland, New Hampshire, New Mexico, New York, Nevada, Oregon, Rhode
Island, Vermont y Washington y 47 ciudades, incluyendo Cincinnati, Dayton,
Philadelphia, Seattle, Washington DC y tres ciudades del sur de la Florida -Miami
Beach, Wilton Manors y Miami- han promulgado protecciones similares.

En tres (3) ocasiones, las leyes de California y New Jersey han sido objeto de
revisi6n judicial, bajo planteamientos de interferencia con la libertad de expresi6n y el
libre ejercicio de la religi6n, con la igual protecci6n de las leyes y con los derechos
constitucionales de patria potestad de los padres sobre sus hijos. En las tres (3)
ocasiones, las leyes fueron validadas por los Tribunales de Apelaciones de1 Tercer y
Noveno Circuito, concluyendo que, al existir un inter6s apremiante del gobierno en
prevenir el uso de la terapia de conversi6n en menores de edad, como leyes neutrales

de modificar conducta en personas que sintieran atracci6n por otras personas de su
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de aplicabilidad general, satisfacen los requisitos de la Cliiusula del Libre Ejercicio e
incluso el estricto escrutinio requerido por la Cliiusula de Libertad de Expresi6n. V6ase,
Welch v. Brown 907 F. 2d 7702 (2012), Pickup v. Brown, 728 F.3d, 7042 (9th Cir. 2013) y
King v. Governor of the State of New lersey 767 F.3d 21.6 (2014). Por su parte, el
Tribunal Supremo de Estados Unidos tambi6n dej6 intactas las leyes al negarse a

atender los casos, lo que convirti6 a las sentencias que respaldan la prohibici6n en la
riltima palabra al respecto.

El Estado en su facultad de "parens patriae" y como ente regulador tiene la
autoridad para evitar que los profesionales de la salud, incluidos los terapistas,
apliquen prdcticas que puedan resultar nocivas a los pacientes. Dicha autoridad ha sido
establecida y reconocida por los tribunales. El Tribunal Supremo de Estados Unidos ha
sido consistente confirmando la constitucionalidad de legislaci6n cuyo obietivo es

proteger el bienestar fisico y emocional de los menores, aunque se trate de leyes que
operen en el terreno sensitivo de derechos constitucionalmente protegidos. V6ase,
Pickup v. Brown, supra.

El Gobierno de Puerto Rico tiene un inter6s genuino en proteger el bienestar
fisico y psicol6gico de las personas, en especial los menores, y en evitar que est6n
expuestos a serios daflos producto de tratamientos pseudocientificos, y esfuerzos que
puedan incidir adversamente en su salud mental. Los puertorriqueflos siempre nos
hemos distinguido por nuestro amor y solidaridad, y la creencia de que la diversidad
nos hace mds fuertes. Esta Ley se promulga, con la especial intenci6n de proteger la
salud fisica y mental de los menores de edad, mediante la prohibici6n de la priictica de
la terapia de conversi6n en Puerto Rico.

Ar.rAr-rsrs pE rn MEDIDA

El mi6rcoles 5 de septiembre de 2018, la Comisi6n sobre Relaciones Federales,
Politicas y Econ6micas del Senado de Puerto Rico celebr6 una vista priblica en la cual
cont6 con la comparecencia de las siguientes organizaciones y agencias
gubemamentales: Departamento de ]usticia; Administraci6n de Servicios de Salud y
Contra la Adicci6n (ASSMCA); Asociaci6n de Psicologia de Puerto Rico; Dra. Maria de
los A. Gonziilez Morales (PsyD, MAC, CAT IV, CT); Padre Carlos P6rez Toro; Mujeres
por Puerto Rico, Inc.; Asamblea de Padres; Puerto Rico por la Familia.

A
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Conforme a las expresiones realizadas por el Presidente del Senado, para que
todo ciudadano, organizaci6n o grupo se expresara en torno al P. del S. 1000, la
Comisi6n sobre Relaciones Federales, Politicas y Econ6micas recibi6 y evalu6 los
comentarios sometidos por las siguientes organizaciones, algunas de las cuales se hacen
formar parte del presente informe. A continuaci6n, la lista con los nombres de gran
parte de las organizaciones y grupos que sometieron comentarios:

Comentarios en oposici6n al P. del S. 1000:

Plan. |uan Carlos Vega Cidraz
Departamento de la Familia
Morality in Media of Puerto Rico
Dra. Maribel Rivera Cotto
Pastora Heisha Fern6ndez
Roberto O. Gonziiez Nieves, Arzobispo Metropolitano de San fuan de
Puerto Rico

Comentarios a favor al P. del S. 1000:

Comit6 Multisectorial de Identidad Profesional y Politica Priblica: Escuela
Graduada de Consejeria en Rehabilitaci6n (Facultad de Ciencias Sociales
del Recinto de Rio Piedras de la Universidad de Puerto Rico)
Sociedad Puertorriquefla de Pediatria
Center for American Progress
Puerto Rico College of Physicians and Surgeons
Comit6 Amplio para la Brisqueda de la Equidad
Departamento de Salud

Comentarios generales en torno al P. del S. 1000:

1. Dra. Brenda I. Vera Martinez, MTS, Ph

D artamento de usticia de Puerto Rico
El Departamento de |usticia reconoci6 que la creaci6n y aprobaci6n de politica

priblica es tarea inherente a la Asamblea Legislativa y que lo propuesto en la medida
"est;i enmarcado en los linderos que circunscriben la facultad legitima de dicho cuerpo
constitucional para promover cambios en la politica priblica y en el ordenamiento
juridico vigente". En ese sentido, el deber del Departamento de Justicia, como parte de
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nuestro ministerio, se circunscribi6 a comentar "sobre cuestiones de derecho que se
susciten en el ejercicio de [esa] funci[6n]".t

En 1o referente a los asuntos juridicos comprendidos en la medida, justicia expres6
que:

"Califomia fue el primer estado que, para el201.2, aprob6 legislaci6n para
prohibir a los profesionales de salud mental, que realizaran esfuerzos
dirigidos a cambiar la orientaci6n sexual de sus clientes, que sean menores
de edad. A raiz de esta legislaci6n, surgieron reclamos en Pickup a. Brown
1728 F.3d 7042 (9Lh Cir. 2013)l para impugnarla porque su aplicaci6n
infringia, segrin los demandantes, la libertad de expresi6n; y el libre
ejercicio de la religi6n de padres y menores, al amparo de la Constituci6n
de los Estados Unidos y de Califomia. Los demandantes alegaban que la
prohibici6n restringia el contenido de la expresi6n y no cumplfa con
ning(n inter6s apremiante. Segin estos, la ley no cumplia con el
escrutinio judicial requerido para los casos relacionados con la libertad de
expresi6n. EI tribunal de instancia concluy6 que la ley reglamentaba
"tratamiento m6dico" y no afectaba derechos de expresi6n; sino que, mas
bien, el estatuto regulaba "conducta" y no la "expresi6n" de los
profesionales de la salud, porque no prohibia que estos compartieran
orientaci6n o informaci6n sobre las terapias de conversi6n con el
menor [con sus padres]; ni que el menor [sus padres] buscara consejo de
un individuo no licenciado, como por ejemplo, de un consejero o terapista
religioso, que le proveyera terapias. Posteriormente, un panel de 3 jueces
del Tribunal de Apelaciones de Estados Unidos para el Noveno Circuito
sostuvo dicha decisi6n y confirm6 la constitucionalidad de la ley de
Califomia, que como mencionamos, prohibia las terapias de conversi6n en
menores de 18 aflos; y cuya contravenci6n constituiria conducta anti6tica
profesional.

En suma, con dicha determinaci6n, el Tribunal de Apelaciones,
razon6 que la ley de Califomia solo "regulaba el tratamiento psicol6gico";
y que cualquier efecto de la ley sobre la libertad de expresi6n del
profesional de la salud, era meramente incidental. Aunque, la mayoria del
tribunal reconoci6 que la Primera Enmienda de la Constituci6n protege la
conducta expresiva (ya que determina que lo que se regulaba en la ley no
era el contenido de la expresi6n), lo que ha sido considerado como
equivalente a expresi6n simb6lica, explic6 que los demandantes no habian
probado que el tratamiento en controversia constifuyera conducta

I Ley Nrim. 205-2004, segrin erunendada, conocida como "Ley Orgiinica de! Departamento de Justicia",
Art. 6.
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expresiva que ameritara la protecci6n de la Primera Enmienda. De otra
parte, el tribunal aduio que el Tribunal Supremo de Estados Unidos ha
sido consistente confirmando la constitucionalidad de legislaci6n, cuyo
obietivo es proteger el bienestar fisico y emocional de los menores, aunque
se trate de leyes que operen en el terreno sensitivo de derechos
constitucionalmente protegidos. Cabe sefralar que, aproximadamente un
aflo despu6s de la decisi6n resefrada, el mismo panel de jueces del
Tribunal de Apelaciones mencionado enmend6 la determinaci6n
anterior/ aunque con el mismo resultado, para dejar claro que la
prohibici6n de que la aplicaci6n de la ley de California iba dirigida al
tratamiento de los menores; pero no prohibia a terapistas licenciados
que discutieran los pros y los contras de la terapia de conversi6n con sus
pacientes.

De otra parte, en Welch a. Brown 1907 F.2d L1.02 (2012)1, en un caso
en el que ciertos sicoterapeutas y un paciente, que alegaba haberse
beneficiado de las terapias de conversi6n, impugnaron el estatuto de
Califomia mencionado, porque, entre otras razones, restringia la libertad
de expresi6n de los terapistas que utilizaban las terapias de conversi6n en
su practica profesional. El tribunal razon6 que, la prohibici6n estatuida
sobre las terapias de conversi6n aunque se tratara de regulaci6n medica,
reglamentaba el contenido de la expresi6n. Por tanto, era improbable que
resistiera el escrutinio estricto requerido para los casos en los que la ley en
controversia regulaba eI contenido de la expresi6n, por infringir derechos
fundamentales. Por tal raz6n, el Tribunal de Distrito de California
concedi6 el injunction preliminar solicitado a favor de los peticionarios.
Posteriormente, sin embargo, el Noveno Circuito para el Tribunal Federal,
en consonancia con la decisi6n en Pickup, determin6 que la ley de
Califomia era constitucional, con fundamentos similares a los antes
expuestos; y por considerar que la ley solo regulaba el tratamiento de
salud mental de los menores; pero, sin prohibir la discusi6n del
sicoterapeuta sobre su punto de vista sobre las terapias de conversi6n y
recomendar e1 tratamiento o proveer las terapias a adultos con su
consentimiento."

Sobre lo discutido en sus comentarios por el Departamento de Justicia,
entendemos prudente afradir lo siguiente:

1. El lenguaje propuesto en el proyecto de marras P. del S. 1000, es casi
id6ntico al lenguaje de la ley de Califomia y al de New fersey.
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Administraci6n de Servicios de Salud y Contra la Adicci6n (ASSMCA)

"En e1 estudio poblacional que realiza la ASSMCA, conocido como Consulta
Juvenil, y llevado a cabo por cientificos y epidemi6logos de aito renombre en el
Pais, se estudian factores de riesgo y protecci6n de j6venes escolares en Puerto
Rico. Este estudio 1o ha realizado la ASSMCA por los pasados 22 afros, y en sus
rlltimas dos ediciones se ha estudiado los factores de riesgo de i6venes que se
identifican como homosexuales o que han tenido algunas experiencias
homosexuales. Los hallazgos de estos estudios han arrojado informaci6n valiosa
que amerita profunda atenci6n y acciones de politica priblica. Algunos datos
son:

Los i6venes escolares gay/bisexuales presentan mayores factores de
riesgo que los itivenes heterosexuales de sus mismas edades. Factores de
riesgo para el uso de sustancias, problemas de salud mental, victimas de
agresi6n y sexo sin protecci6n.

PAgiAa 7

Es importante destacar que estas diferencias no estiil asociadas a la
orientaci6n sexual, mds bien est6n asociadas a las consecuencias
psicol6gicas y sociales producidas al enfrentarse al estigma social, al
rechazo, al prejuicio y la falta de tolerancia hacia la diversidad por parte
de sus pares escolares,, del sistema escolar y social en el que se

desenvuelven.

Los i6venes LGBT encuestados, presentan mayores riesgos de salud
mental como: depresi6n mayor, trastornos de conducta, d6ficit de atenci6n
e ideaci6n suicida en comparaci6n con sus pares heterosexuales.

En cuanto a factores de riesgo para el uso de sustancias (legales e ilegales),
las j6venes LCBT presentan los mismos factores de riesgo que sus pares
heterosexuales en cuanto a beber alcohol en rachas y uso de rnarihuana.
Sin embargo, toman mds alcohol, ingieren miis pastillas recetadas y fuman
miis tabaco que sus pares heterosexuales.

No existen diferencias entre los factores de riesgo asociados a la
sexualidad entre las j6venes LGBT [y] sus pares heterosexuales.

El acoso en 1a escuela y la comunidad es un factor de riesgo irnportante
para la seguridad fisica y emocional de las j6venes. El estudio refleja que
las j6venes LCBT son significantemente miis acosados por su orientaci6n
sexual que las i6venes heterosexuales por otras diferencias de tipo de raza,
discapacidad, entre otros. Esta data estil altamente asociado al nfmero
alarmante de ideaciones suicidas que 6stos reportan".

a c
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"El proyecto intenta atender, y dc manera responsable proteger, la salud
integral de los menores de edad y de sus familias quienes ante la
desinformaci6n acuden a este tipo de servicios. Sin embargo, entendemos
que deben ser prohibidas tanto para menores como para adultos que en
brisqueda de respuestas para enfrentar el rechazo social y no su
homosexualidad acuden a solicitar este tipo de terapias. Aunque en nuestro
sistema legal los adultos pueden consentir recibir este tipo de terapias, como
profesionales de la conducta, entendemos que un adulto cuya situaci6n
mental esti comprometida con otros problemas de su estado emocional
relacionados al estigma social, rechazo, depresi6n y otras condiciones de
salud mental, los hacen tan vulnerables como a los menores de edad. Es en
ese escenario donde nos cuestionamos la capacidad de consentir para recibir
este tipo de terapias.

Asociaci6n de Psicolos ia de Puerto Rico (APPR)

"...lLla Asociaci6n de Psicologia de Puerto Rico endosa el Proyecto del Senado
1000, a los fines de aplicar las protecciones de la salud fisica y mental a los(as) menores
de edad, mediante la prohibici6n de la aplicaci6n de las terapias de reparativas o de
conversi6n sobre las personas".

"Las terapias reparativas o de conversi6n han sido identificadas por la inmensa
mayoria de organizaciones profesionales mundiales como inefectivas, engaflosas y
daflinas a nivel psicosocial. Entre ellas se destacan la Organizaci6n Mundial de la
Salud, el American College of Physicians, la American Counseling Asociation, la
Asociaci6n Americana de Medicina, la Asociaci6n Americana de Psiquiatria, la
American Psychological Asociation, la American School Counselors Asociation y la
National Asociation of Social Workers.

Agradecemos la oportunidad que se nos ofreciii para expresar nuestra opini6n
sobre este tema tan importante. Exhortamos al Senado de Puerto Rico a que continrie
contribuyendo a que todas las personas en nuestro pais disfruten de los mismos
derechos y las mismas protecciones ante la ley. La salud fisica y mental de nuestros
nifros y nirtas es muy importante para nuestra sociedad. Les exhortamos a que en un
futuro cercano tambi6n se prohiban las terapias reparativas y g6nero-reparativas para
las personas adultas".

La ASSMCA en su deber ministerial de velar, proteger, mitigar y restaurar
la salud mental de pueblo de Puerto Rico, apoya dicha medida...".

d
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Lcdo. Carlos P6rez Toro, STD, ID Sacerdote Cat6liqq

El Sacerdote Cat6lico y Licenciado en Derecho, Carlos P6rez Toro, coment6 en su
memorial, asi como en su exposici6n en la vista priblica, que el proyecto se fundamenta
en la afirmaci6n ideol6gica de que la homosexualidad "es parte de la gama y espectro
de la identidad humana y no es una enfermedad, desorden o condici6n de salud.
"Sobre dicha percepci6n ailara que la pretensi6n de "normalizar Ia homosexualidad"
equipardndola a la heterosexualidad ha sido cuestionada no solo desde el iimbito
religioso o moral, sino tambi6n dentro del campo cientifico.

Dada la atenci6n al discurso cientifico que presenta la medida, el Padre Carlos
sefral6 que:

"... podemos concluir que el afirmar que existe sustentaci6n cientifica clara para
oponerse a las terapias reparativas no solo es incorrecta sino tambi6n
cientificamente deshonesta, ya que sigue siendo un debate abierto en la
comunidad cientifica el valor de las terapias reparativas. Incluso algunos
cientificos que se oponen a este tipo de terapias reconocen que no pueden ser
prohibidas completamente ya que consider.rn que todo paciente tiene derecho a
la autodeterminaci6n de integrar en su vida personal las exigencias morales-
religiosas con respecto a la orientaci6n sexual. Por eso consideran que es un
deber 6tico de todo psic6logo de respetar la religiosidad de un paciente,
intentando ayudarlo a integrar su religiosidad en el todo de su personalidad
humana."

Respecto al derecho de los padres sobre los menores, en el ejercicio de la patria
potestad, el Padre Carlos opin6 que:

"Sin duda este proyecto de ley obstaculiza el ejercicio de la patria potestad sobre
los menores ya que les niega a los padres la posibilidad de intentar cambiar una
conducta de orientaci6n sexual que ellos consideran inadecuada cerrendole la
posibilidad de hacer uno de los medios profesionales psicol6gicos o de otro
tipo."

Las enmiendas contenidas en el entirillado electr6nico que acompafla el presente
informe, recogen las preocupaciones presentadas y salvaguardan las protecciones de los
derechos fundamentales de la libertad de culto y el ejercicio de Ia patria potestad.

Dra. Maria de los A. Gonzilez Morales, PsvD, MAC, CAT IV, CT
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Tanto los comentarios sometidos en su memorial, como su exposici6n durante la
celebraci6n de la mencionada vista pfblica son muy c6nsonos con los presentados por
el Padre Carlos P6rez Toro, previamente atendido.

La Dra. GonzAlez Morales, por su parte expres6 que en t6rminos cientificos:

"El Proyecto del Senado 1000 es innecesario y peligroso, no es congruente con los
hallazgos de la investigaci6n cientifica, crea mes problemas de los que pretende
resolver y viola principios fundamentales de la ley y la 6tica."

Las enmiendas contenidas en el entirillado electr6nico que acompafla el presente
informe, recogen las preocupaciones presentadas y salvaBuardan las protecciones de los
derechos fundamentales de la libertad de culto y el ejercicio de la patria potestad.

Muieres por Puerto Rico, Inc.

En el memorial explicativo, sometido por la organizaci6n Mujeres por Puerto
Rico, Inc., indicaron que les preocupa que:

"el proyecto minimiza al punto de casi desvalorizar las libertades de expresi6n,
conciencia y religiosa. Igualmente pretende reducir el derecho fundamental
reconocido de nosotros los padres como los responsables primarios del cuidado,
la crianza y la educaci6n de nuestros hijos. Ese proyecto tampoco hace justicia
para los niflos y j6venes que arin viven en disforia, al contrario, se deriva miis
hacia lo ideol6gico que hacia lo m6dico."

Las enmiendas contenidas en el entirillado electr6nico que acompafra el presente
informe, recogen las preocupaciones presentadas y salvaguardan las protecciones de los
derechos fundamentales de la libertad de culto y el ejercicio de la patria potestad.

Asamblea de Padres de Puerto Rico

En la misma linea de los deponentes anteriores, los miembros de la Asamblea de
Padres de Puerto Rico presentaron sus comentarios en tomo al P. del S. 1000, pero en
particular presentaron su preocupaci6n en torno a la restricci6n del derecho de patria
potestad que Ie asiste a todos los padres y madres en Puerto Rico. Sobre dicho asunto,
indicaron:

CoMrsroN soBRr RELAcToNTs FEDERALE Pol-lncAs y EcoNOMrcAs
Senado de Puerto Rico
lnforme Positivo, P. del S. 1000

&



CoMrsrON soBRE RELACToNFS FEDERALES, PoLfncAS y EcoNOMrcAs
Senado de Puerto Rico
Informe Posihvo, P. del S. 1000 Piigina 11

"El P. del S. 1000 no debe ser aprobado porque restringe un derecho fundamental
parental bas6ndose en una opini6n preiuiciada y sin data empirica; seria una
legislaci6n prematura en una teoria emergente; es prejuiciado, ambiguo y
discriminatorio, y le falta el debido proceso de Escrutinio Estricto."

Las enmiendas contenidas en el entirillado electr6nico que acompafra el presente
informe, recogen las preocupaciones presentadas y salvaguardan las protecciones de los
derechos fundamentales de la libertad de culto y el eiercicio de la patria potestad.

Puerto Rico por la Familia

Por su parte, Puerto Rico por la Familia al igual que Asamblea de Padres de
Puerto Rico traen a consideraci6n el trastoque del derecho de todo padre y madre a
ejercer su derecho a la patria potestad sobre sus menores de edad. Respecto a este
asunto indicaron que a su entender el P. del S. 1000 es inconstitucional por trastocar el
derecho sobre los menores que tienen todos los padres al ejercer la patria potestad y por
afectar sustancialmente el ejercicio de la libertad religiosa, protegido
constitucionalmente. Segrin discuten en su memorial explicativo, ambos derechos son
derechos constitucionales y fundamentales, por 1o tanto para ser afectados por una
actuaci6n del estado, el estado deberd demostrar su inter6s apremiante y que ha
utilizado el mecanismo menos oneroso. De acuerdo a lo reseflado en su exposici6n, no
surge del P. del S. 1000 un inter6s apremiante del estado ni que ha utilizado el
mecanismo menos oneroso.

Las enmiendas contenidas en el entirillado electr6nico que acompafla el presente
informe, recogen las preocupaciones presentadas y salvaguardan las protecciones de los
derechos fundamentales de la libertad de culto y el ejercicio de la patria potestad.

CoNcrus16w

En esencia, el prop6sito del Proyecto del Senado 1000, es prevenir los posibles
dafros como consecuencia de terapias de conversi6n en menores de edad. La autoridad
del Estado para evitar que los profesionales de la salud, incluidos los terapistas, puedan
provocar dafro a sus pacientes, est6 ampliamente establecida y asi ha sido reconocida
por los hibunales.
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El Estado en su facultad de " parens patrie" y como ente regulador tiene la
autoridad para evitar que los profesionales de la salud, incluidos los terapistas,
apliquen precticas que puedan resultar nocivas a los pacientes. Dicha autoridad ha sido
establecida y reconocida por los tribunales. El Tribunal Supremo de Estados Unidos ha
sido consistente confirmando la constifucionalidad de legislaci6n cuyo objetivo es

proteger el bienestar fisico y emocional de los menores aunque se trate de leyes que
operen en el terreno sensitivo de derechos constitucionalmente protegidos.

El Gobierno de Puerto Rico tiene un inter6s genuino en proteger el bienestar
fisico y psicol6gico de las personas, en especial los menores, y en evitar que est6n
expuestos a serios dafros producto de tratamientos pseudocientificos, y esfuerzos que
puedan incidir adversamente en su salud mental. Dichas protecciones se atendieron
considerando la protecci6n del derecho constitucional consagrado en la Primera
Enmienda de la Constituci6n de los Estados Unidos, el cual le Barantiza a todo
ciudadano el poder ejercer libremente su religi6n sin que le sea obstaculizada,
restringida o coartada por el Estado, asi como la protecci6n al ejercicio de la patria
potestad, el cual ha sido reiteradamente reconocido por el Tribunal Supremo de Estados
Unidos, como un derecho fundamental de los padres sobre sus hijos.

Por todo 1o expuesto, la Comisi6n sobre Relaciones Federales, Politicas y
Econ6micas del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideraci6n del Proyecto del
Senado 1000, recomienda su aprobaci6n con las enmiendas sugeridas en el Entirillado
Electr6nico que acompafra a este informe y que se hace formar parte del mismo.

Respetuosamente sometido,

Thomas Rivera Schatz
Presidente
Comisi6n sobre Relaciones Federales, Politicas y Econ6micas
Senado de Puerto Rico

N
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poten€jlt@iRas,
La Academia Americana de Psiquiatria de Nifios u Adolescentes (American Academu of

Child and Adolescent Psachiatri, define el termino 'terapias de conoersi6n', como

" intentenciones que pre tenden alterar las atracciones hacia el mismo sexo,Ia expresi6n de qinero

de un indioiduo o la identidad de sdnero de i1aenes cuaa identidad de sdnero es inconsruente

con su anatomia sexual, con el obietitso espectftco de promoaer la heterosexualidad como un

resultado preferente. La terapia de corutersi6n es tambiin conocida como terapia de reorientaciin

sexual. teraoia reDaradora (renaratiae therap , teraoia ex-sau (ex-sau theraoa) u esfuerzos de

modificaci1n de la orientaci1n sexual (Sexual Orientation Chanse Efforts, SOCE), entre otros.

En el pasado, alsunos profesionales de la salud mental recurrieron a medidas extremas como

la institucionalizaci6n, la castraci6n v la terapia de choque electro-conzsulsiao, para tratar de

modificar conducta en personas que sintieran atracci1n oor otras oersonas de su mismo sexo.

Consecuentemente-la Asociaci6n Arlqricgrya de Psiquiatria perpetub este tipo de tratamiento. al

incluir a la homosexualidad como trastorno mental en las ediciones de 1.952 v 7968, de su

Manual Diagn6stico v Estadistico de Des6rdenes Mentales (Diaxnostic and Statistical Manwl

of Mental Disorders, DSM-[I). Sin embargo, en eI 1973, como resultado de la eztidencia

acumulada a traods de la inz;estisaci1n cientifica, la Asociaci6n elimind la homosexualidad de su

retisieso'

mentat, de que tanto l ienes

listado de trastornos mentales. Posteriormente, emiti1 una declaraci1n apovando la protecci1n



de los derechos cioiles oara las personas homosexuales en el empleo, la oioienda v el aloiamiento

piblico, entre otros.

La Organizaci6n Panamericana de la Salud ha indicado que la terapia reparadora

"carece de justificaci6n m6dica y representa una seria amenaza para la salud y bienestar

de la persona afectada." Han establecido que este tipo de tratamiento viola los derechos

humanosl. Por su parte, la Academia Americana de Pediatria2 ha establecido que

nunca es apropiado referir a rrn menor a este tipo de terapia Pues no es efectiva y puede

ser perjudicial para el menor.

Cabe sefialar, aue orsanizaciones como la American Acailemu of Child and Adolescent

Psuchiatru. American P sacholosical Association. American Psachiatric Association. el Ciruiano

General de Estados Unidos a la Administraci1n de Salud Mental u Abuso de Sustancias del

Deoartameflto de Salud a Seruicios Socinles de Estados Unidos. las orincioales asociaciones

profesionales mddicas v de salud men tal de la naci6n tambiin han rechazndo la terapia de

conaersi6n por ser innecesaria, ineftcaz a hasta oelisrosa. incluuendo a American Academu of

Pediatrics, American Academv pf ClttlL ud Adolswnt Psuchiatra, American Medical

Association, American Collese of Phusicians, American Association of Sexualitu Educators,

Counselors and Therapists, American Counselin* Associntion, National Association of Social

Workers r.l American ofrnalatic Association.

Isualmente, miltioles entidades profes ionales u orsanizaciones internacionales se han

expresado en contra de la prictica, tales como la Asociacifn Mundial de Psiauiatria, la

Orsanizaci6n Mundial de la Salud, la Iglesia Anelicana v el Parlamento Europeo, entre

otros.

En un estudio publicado por la revista " Pediatrics" en el 2009, los y las j6venes

adultos lesbianas, gay y bisexuales que reportaron niveles mds altos de rechazo familiar

durante su adolescencia, fueron 8.4 veces mds propensos a manifestar intentos de

| " t Cures" for an lllness that does not Exist-Purported therapies aimed at changing sexual orientation
Lack medical justiJication and are ethically unacceptabLe", Pan American Health Organization, Regional Office of
the World Healt Organization
http://www.paho.orglhq/index.php?option=com_docman&task=doc_view&gid=l'1703&ltemid=Z1 0&lang=en
2 Policy Statement, Office-Based Care for Lesbian, Gay, Bisexual,Transgender, and Questioning Yo uth, Pediatrics
Volume 132, Number I, July 2013
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suicidio,5.9 veces m6s propensos a reportar altos niveles de depresi6n,3.4 veces m6s

propensos al uso de drogas ilegales y 3.4 veces miis propensos a practicar intimidad sin

protecci6n, al compararse con j6venes que han reportado poco o ningrin tipo de

rechazo familiar.

Asimismo, la Asociaci6n Americana de Psiquiatria ha expresado que los riesgos

potenciales de la llamada terapia reparativa son inmensos.. Pueden incluir

depresi6n, ansiedad y comportamiento autodestructivo, ya que 1a alineaci6n del

terapeuta con los preiuicios sociales contra la homosexualidad puede reforzar el odio a

si mismo ya experimentado por el paciente.

A niael nacional, en el 2012. California se conairti1 en el primer estado en prohibir este

tipo de terapia. La lea lstats. 2012, Ch. 835, Sec. 2. (SB 1172)] prohfue a los terapistas con

Iicencia del Estado de California intentar cambiar la orientaci6n sexual o la identidad de gEnero

de las personas mmores de 18 afios. Con la firma del &obernador Chris Christie, el 19 de agosto

de 201.3, New lerse.u se conoirti6 en el segundo estado en prohibir la prdctica. Los estados de

Connecticut, Delaroare, Haz,paii, lllinois, Maryland. New Hampshire, New Mexico, New York,

Neaada, Oregon, Rhode lsland, Vermont y Washington lt 47 ciudades, incluyendo Cincinnati.

Dayton, Philadelphia, Seattle, Washington DC y tres ciudades del sur de la Florida -Miami

Beach , Wilton Manors y Miami- han oromulgado protecciones similares .

En tres (3) ocasiones, las leyes de California y Nan lerse.v han sido obieto de reoisi6n

iudicial, baio olanteamientos de interferencia con la libertad de expresi1n y el libre eiercicio de la

de los padres sobre sus hijos. En las tres (3) ocasiones, las leyes fueron aalidadqs por los

Tribunales de Apelaciones del Tercer y del Noaeno Circuito, concluyendo que, al existir un

interis apremiante del gobierno en preaenir el uso de la terapia de conaersi6n en menores de

edad, como leltes neutrales de aplicabilidad general, satisfacen los requisitos de la Cldusula del

Libre Ejercicio e incluso el estricto escrutinio requerido por el Cliusula de Libertad de Explesiin.

Viase, Welch o. Brown 907 F. 2d 1102 (2012), Pickup o. Brown.728 F.3d 1042 (9th Cir.20L3)

y King o. Gooernor of the State o! New lersey 767 F.3d 2L6 (20L4). Por su parte, el Tribunal
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I Articulo 1.-Se enmienda el Articulo 1.05 de la l"ey 408-2000, segrin enmendada,

2 para que lea como sigue:

3 " Articulo 1.06.- Definiciones.

4 Salvo se disponga lo contrario en esta ley, los siguientes t6rminos tendrdn el

5 significado que a continuaci6n se expresa:

Supremo de Estados Unidos tambi4n dei6 intactas las leyes al negarse a atender los casos, lo que

conoirti6 a las sentencias que respaldan Ia prohibici6n en la iltima palabra al respecto.

El Estado en su lacultad de "oarens patrine" ! como ente regulador tiene la autoriilad

para eaitar que los profesionales de la salud, incluidos los terapistas. apliquen prdcticas que

puedan resultar nocioas a los pacientes. Dicha autoridad hn sido establecida y reconocida por los

tribunales. El Tribunnl Supremo de Estados Unidos ha sido consistente confirmando la

constitucionalidad de legislaci6n cuyo objetiao es proteger el bienestar flsico y emocional de los

menorcs, aunque se trate de le-ues aue operen en el terreno sensitiao de derechos

constitucionalmente protegidos. Viase, Pickup a. Brown, supra.

El Gobierno de Puerto Rico tiene un inter6s genuino en proteger el bienestar fisico y

psicol6gico de las personas, en especial los menores, y en evitar que est6n expuesto a

serios daflos producto de tratamientos pseudocientificos, y esfuerzos_gge _pqedAl

incidir adversamente en su salud mental.

M6xime €Eande se tr

hemofobia y hetere.e

Los puertorriqueflos siempre nos hemos distinguido por nuestro amor y

solidaridad, y la creencia de que la diversidad que nos hace m6s fuertes. Esta Ley se

promulga, con la especial intenci6n de proteger la salud fisica y mental de los menores

de edad, mediante la prohibici6n de la priictica de la terapia de conversi6n en Puerto

Rico.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:
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(a) . ..

(finn) Terapia de conoersi6n - Significa aquella prictica o tratamiento prooisto por una

entidnd o profesional deCieile-+ licenciado o certificado para proaeer seruicios de salud

mental o cuidado de tnenorcs, que busca cambiar la orientaci1n sexual o identidad dc

gdnero en un indittiduo. Incluye cualquier esfuerzo o tratamiento dirigido a cambiar eI

comportamiento corporal, expresiones o la orientaci1n sexual de un indiaiduo, asi como

eliminar o reducir atracciones rcmdnticas o sexuales o sentimientos hacia indioiduos del

mismo gdnero. La terapia de conoersidn no incluye aquella prictica que:

1) P+eee gwge aceptaci6n, apoyo y comprensi6n o facilita el obtener ayuda,

apoyo y erploracidn y desanollo de la identidad, incluyendo interoenciones neutrales de

orientaci6n sexual para preoenir conducta ilegal o prdcticas sexuales sin protecci6n; y

2) Ne no busca cambiar la orientaciln sexual o identidad de gdnero del indioiduo.

(m) (ooo) Trabajador Social...

@eel@p)..."

@(qqq)..."

@qg(rrr)..."

(r+r)(sss)..."

@(ut)...'
(+++) (uuu) ..."

@t+)(ozxt)..."

Svr)(www)..."

({Aff) (xxx) ...'

2

3

4

5

6

7

8

9

l0

l1

t2

13

t4

15

l6

tl

18

t9

21

20

22
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1 (xxx) (y@ ..."

2 Articulo 2.-Se enmienda el Artfculo 2.03 de la Ley 408-2000, segdn enmendada,

3 para que lea como sigue:

4 La falta de inter6s o incapacidad del padre o madre con patria potestad o

5 custodia, del tutor legal o de la persona que tenga la custodia o el deber de proveerle

6 cuido y albergue a una persona, no ser6 base para ingresarle en una instituci6n

7 hospitalaria de salud mental sin reunir los criterios de hospitalizaci6n. De ser 6ste el

8 caso, el director de la instituci6n har6 una petici6n al Tribunal para asegurar el albergue

9 y cuidado correspondiente. La prdctica de hospitalizar a una persona sin reunir los

10 criterios clinicos adecuados serd penalizada, segrin se dispone en el Articulo 168 del

l1 C6digo Penal de Puerto Rico

12 Los criterios que tiene que reunir toda persona para que pueda dar lugar a que se

13 ordene por un Tribunal tratamiento psiquidtrico compulsorio, sea en forma ambulatoria

14 o mediante hospitalizaci6n, son: a) situaciones con el inminente peligro de que la

15 persona se haga daflo a si misma, a otros o a la propiedad y que la persona demuestre

16 incapacidad para tomar decisiones o para controlar su conducta.

11 En este caso, se requerird prueba de conducta especifica en un periodo de tiempo

18 anterior a la prestaci6n de la petici6n; evidencia de ausencias de alternativas menos

19 intensivas con iguales oportunidades de corregir o mejorar los sintomas y signos de la

20 persona; y que se demuestre que el tratamiento o la medida que se solicita resultarii

2l clinicamentebeneficiosa.



2

J

4

5

6

'7

8

9

8

Ninguna persona serii ingresada de forma involuntaria o recibird tratamiento

compulsorio a menos que mediante prueba clara y convincente, a satisfacci6n del

Tribunal, evidencie la necesidad de tal ingreso o tratamiento, segrin los criterios

establecidos en este Articulo.

Ninguna entidadLlglsong o profesional M licenciado o certi.ficado para proaeer

seroicios de salud mentall *e*iM podrd practicar o someter a un menor de edad a

terapias de conaersi6n, medie o no compensaci6n econ1mica a cambio. Cualquier entidad,

pql1qng o profesional dedieaCe-a licenciado o certilicado para proaeer sertticios de salud mental e

e+ti4ade-4e-+i4es, que practique o someta a un menor a terapia de corusersi1n medie o no

l0 compensaci6n econ6mica a cambio o que se anuncie por cualquier medio como prooeedor de

I I terapias de conaersi1n a menores, incurriri en conducta poco profesional y estard sujeto a

12 aquellas medidas disciplinarias establecidas por la lunta Examinadora correspondiente."

t3

14 quelea €€€Ro+if;ue+

l5 :-Artieul s3,-Defi+ieienes,

l6

17 €on+irua€ion-se+xfsai

18 (r)-

19 ("}('+I'-

20 @tu)-

2l (il "fttid"d e prqesioft&l k

22 prefesienel lieeneiCe e eertifkak
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8

9

l0
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t2

13

t4

15

16

17

18

l9
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^- I) ^-^-^Ll^-2\T/
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3

4

5

6

7

8

9
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l0

1) Prwee a

st ienteeiott lex"el p er* pr &

4 Ne busee eembier LE or

(YYI++a+a++{*manaz-

(xx#

Artieute 4, Se enmienda

pafa€uelea-€smo€iS{rc:

"r\rtieule 41, Tratamiente N{6diee y etres asuntes,

1 l menerr ne serd neee

12 tnteri'enei6n quirfr

14 i€e--e

15 fun€ienarie del hery

16

17

18 mener, Sl ta petiei

20 tratamiente al mener; el enal eentendrd rma breve deseripei6n de diehe tratamierte y la

21 ne€es

22 in+e+regadepe+-el+r l
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I

2

.,

4

5

6

7

8

9

l0

l1

t2

l3

t4

Articulo 5 0. Se enmienda el Articulo 10 de la Ley Nfm. 20-2015, segrin

enmendada, para que lea como sigue:

l5 "Toda organizaci6n recep tora que brinde seraicios de salud mental baio la Lev 408-

16 2000. segin anmofiada, deber6 cumplir con las siguientes nornas y disposiciones, las

17 cuales serdn incluidas en los reglamentos que promulgue la Comisi6n:

18 (a)...

19 (i'r) La organimci6n receptora no podrd utilizar la subaenci1n para proaeer, procurar o

20 referir a un indiaiduo a recibir terapia de conoersi1n, prooeer cubierta mddica para terapia de

21 conaersilnT o prooeer suboenci1n o contratnr entidnd alguna que gestione o refiera indipiduos

22 para recibir este tipo de terapia."

Et f'epa{tamente e"ar

€asosd€-emersenera.

Et Departarnente, ta

4



t2

Articulo 4.- lnterpretaci6n de la Lev

La prohibici6n de la prdctica de la terapia de conzrersi6n oara mel4ores de edad dispuesta

en esta Lev aplica nicamente a la prdctica de la ternpia bajo los pardmetros establecidos en la

Lea 408-2000, segin enntendada. Nada d! lo spuesto en esta Lea se interpretari como que

coarta o limita las facultades a deberes de los padres, as{ como tampoco prohibe a conseieros,

2

3

4

5

6

7

8

9

conseieros espirituales o reltgtosos e inclusioe, a orofesionales de la salud, a discutir o

recomendar tratamientos v aewresar sus ooiniones sobre cualauier tema.

Asimismo, nada de lo dispuesto en esta Ley se interoretard como aue Drohibe a alguna

entidad o sional licenciado o cert ado rq sertsicios de salud mental o cuidado de

l0 nifios, discutir los pros v los contras de Ia terapia de conzsersi6n con sus pacientes.

ll Articulo 6 5.-Separabilidad.

Si cualquier cliiusula, p6rrafo, articulo, inciso o parte de esta Ley fuere declarada

inconstitucional por un tribunal con competencia, la sentencia a tal efecto dictada no

afectarii, perjudicar6 ni invalidard el resto de esta Ley. El efecto de dicha sentencia

quedard limitado a la cldusula, pfurafo, articulo, inciso o parte que asi hubiere sido

declarada inconstitucional.

Articulo 7 f.-Esta Ley entrarii en vigor inmediatamente despuds de su

t2

13

t4

15

l6

t7

l8 aprobaci6n.
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Legislativa

SENADO DE PUERTO RICO

P. DEL S. ].035

INFORMEPOSITIVO
* de noviembre de 2018

AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisi6n de Gobiemo del Senado de Puerto Rico, recomienda la aprobaci6n
con enmiendas del P. del S. 1035.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El P. del S. 1035, segrln las enmiendas propuestas por esta Comisi6ry tiene el
prop6sito de crear la "Ley de Transparencia Financiera del Gobierno de Puerto Rico", con
el prop6sito de que todas las agencias del Gobiemo de Puerto Rico, las corporaciones
prlblicas y los municipios, suscriban un acuerdo colaborativo con el lnstituto de
Estadisticas de Puerto Rico para integrarse a su plat#orma de transparencia financiera;
y para otros fines relacionados.

ANALISIS DE LA MEDIDA

La transparencia grrbemamental, segrln se plantea en la Exposici6n de Motivos de
la presente pieza legislativa, "constituye un elemento fundamental de la rendici6n de
cuentas del gobierno hacia sus ciudadanos". Esta pr6ctica " obliga a las instituciones
priblicas a divulgar un panorarna exacto de sus transacciones, asi como a evaluar los
ingresos, costos, beneficios y riesgos potenciales que pueden afectar sus metas". De esta
manera, "provee para que la ciudadania supervise dichas transacciones y exija cuentas
claras por el uso de su dinero".

Con la aprobaci6n de la Ley 209-2003, segrin enmendada, conocida como la "Ley
del Instituto de Estadisticas de Puerto Rico", el Gobierno de Puerto Rico estableci6 una
politica priblica dirigida a "promover cambios en los sistemas de recopilaci6n de datos y
estadisticas para que 6stos sean completos, confiables y de rdpido y universal acceso". En
esa direcci6n, el Instituto de Estadisticas de Puerto Rico (en adelante, el "Instituto") fue
creado para dar cumplirniento a la referida politica prlblica y coordinar todo 1o

relacionado a la producci6ry recopilaci6n y publicaci6n de in-formaci6n estadistica.

El Instituto, en cumplimiento con su deber ministerial, estableci6 el portal de
Transparencia Financiera (wutut.transparenciaf.nanciera.pr) mediante el cua-l la ciudadania

4h. Sesi6n

Ordinaria

\)r'
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puede obtener un desglose de la inversi6n en recursos y operaci6n incurrida por esta
entidad gubemamental desde su fundaci6n al hasta el presente. Al momento, el portal
cibem6tico provee in{orrnaci6n detallada de las transacciones del Instituto de Cultura
Puertorriquefla, del Municipio de Toa Baja, de 1a |unta de Supervisi6n y Administraci6n
Financiera para Puerto Rico y del Instituto de Estadisticas de Puerto Rico.

Al presente, los municipios de Gurabo, Toa Baja, Yauco, Caguas y Loiza han
suscrito acuerdos colaborativos con el Instituto para integrarse a la referida plataforma.
De estos, ya el Municipio de Toa Baja se encuentra reportando y haciendo disponible su
informaci6n financiera. Estas municipalidades han dado el paso al frente y de forma
voluntaria se han integrado a un sistema cuyo fin tltimo es brindar transparencia a la
gesti6n gubemamental.

El Instituto de Estadisticas de Puerto Rico emiti6 mediante memorial explicativo
sus comentarios sobre la presente medida. El Instituto expresa que

[c]omo corolario del derecho a la libertad de expresi6ry existe en Puerto
Rico un derecho de acceso a la informaci6n. ElIo, pues, segrin el Tribunal
Supremo de Puerto Rico, "existe una estrecha relaci6n entre el derecho a la
libertad de expresi6n y la libertad de inJormaci6n". Es dech, "[s]in
conocimiento de hechos no se puede juzgar [ni] exigir remedios a los
agravios gubemamentales". Desde esa perspectiva, el derecho de acceso a
la informaci6n constituye un derecho fundamental de una sociedad
democrdtica en la que 1a libertad de expresi6n y participaci6n es capaz de
ejercerse plenamente.

El Instituto esboza que el presente Proyecto de Ley

se erunarca asi en una discusi6n local e intemacional sobre acceso a la
inlormaci6n en aras de promover una cultura de transparencia , pis a tris ur.a
cultura de opacidad sobre el quehacer priblico. Esto es, que el acceso a la
informaci6n no se limite meramente a la concesi6n a regafladientes de
peticiones sobre documentos y datos en posesi6n del Gobierno, sino que
incluya tambi6n Ia "publicaci6n proactiva, opotuna y accesible de toda la
informaci6n necesaria para conocer y comprender las actuaciones del
Gobiemo".

Sobre el Sistema de Transparencia Financiera, el Instituto expresa que el mismo
busca

propiciar la antes mencionada cultura de transparencia y apertura en la
administraci6n priblica de Puerto Rico a trav6s de la divulgaci6n y desglose
de las finanzas, gastos y transacciones de los organismos gubemamentales.
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Hasta el momento, el proyecto es de participaci6n voluntaria por parte de
los organismos gubemamentales interesados en pertenecer a la plata{orma,
con quienes el Instituto pacta acuerdos colaborativos que rigen el
intercambio y la divulgaci6n de la informaci6n provista. Entre estos, al
momento, el Instituto ha establecido acuerdos colaborativos con los
municipios de Toa Baja, Yauco, Gurabo, Caguas y Loiza, y se encuentra en
trdmites para desarrollar acuerdos con varios organismos adicionales.
(Enfasis nuestro.)

El Instituto expone que la transparencia gubernamental es imprescindible para
atender varios de los retos que enfrenta Puerto Rico. En particular, menciona los
siguientes: (1) la crisis de conlianza por parte de la ciudadania en sus instituciones
priblicas; (2) la corrupci6& malversaci6n y malgasto de fondos ptblicos; y (3) la necesidad
de mejorar el acceso a la informaci6n que permite un proceso adecuado de planificaci6n
presupuestaria por parte de la Legislatura. Adem6s, esboza que "la transparencia
financiera aporta de sobremanera a encarar estos serios problemas y, ala vez, cttesta muy
poco, puesto que ya contamos con las herramientas y recursos necesarios para asegurar
un acceso universal a informaci6n sumamente deta-llada de las finanzas
gubernamental es" . (Enfasis nuestro.)

Sobre Ia pieza legislativa ante nuestra coruideraci6n y analisis, el lnstituto expresa
que la misma busca

solidificar ei proyecto iniciado por el Instituto de Estadisticas estableciendo
la obligaci6n de los organismos gubernamentales de participar de la

lataforma creada a travds de www.lransparenciafinanciera.pr. Asi,e1
proyecto ordena a las agencias, corporaciones prlblicas y municipios a
establecer acuerdos colaborativos de traruparencia financiera con el
Instituto.
Ciertamente, la aprobaci6n de esta medida representaria un respaldo
significativo de esta Asamblea Legislativa, dado que Ia iniciativa hasta el
momento es de caracter puramente voluntario. En tanto implicaria una
medida de politica priblica que amplia el derecho de acceso a la informaci6n
a trav6s de acciones proactivas del Gobiemo de colocar su inlormaci6n y
actuaciones financieras al crisol de la luz ptblica, nos parece un paso en Ia
direcci6n correcta y una validaci6n significativa del esfuerzo iniciado por
el Instituto.

A tenor con 1o antes expuesto, el Instituto concluye su memorial explicativo
expresando que no tiene reparo con la aprobaci6n del presente Proyecto de Ley. No
obstante, menciona que la presente pieza legislativa tambi6n puede ser atendida
mediante el Proyecto del Senado 19.

P
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La Oficina de Gerencia y Presupuesto (en adelante, la "OGP") se expres6 sobre
Ia presente medida mediante memorial explicativo. La OGP expone que, luego de su
aniilisis, la medida objeto de este anSlisis

no dispone de asignaciones presupuest uias ni asuntos de naturaleza
gerencial o tecnol6gica que corresponda aI area de [su] competencia. Lo
anterior se debe a que 10 propuesto recae dentro de ios poderes
ministeriales que le son otorgados al Instituto de Estadisticas. Es de
observar que, actualmente, segrin indica la Exposici6n de Motivos de la
medida, lo aqui propuesto es una iniciativa que ya el Instituto se encuentra
realizando de manera gratuita. Conforme a ello, es forzoso concluir que de
ser asi dichos menesteres no deben representar ningrin impacto fiscal para
el mencionado Instituto.

No obstante, la OGP recomienda que 1a presente medida "sea canalizada a trav6s
de la "Ley de Transparencia y Procedirniento Expedito para el Acceso a la Informaci6n
Prlblica" propuesta. Esto, con el fin de dirigir todos los esfuerzos en una misma
direcci6n". El Proyecto de Ley al que hace referencia la OGP es el Proyecto del Senado
561 y su equivalente en 1a Ciimara de Representantes, el Proyecto de la C6mara 1095,
medidas de Administraci6n. Sin embargo, esta Comisi6n entiende que las disposiciones
del Proyecto de Ley objeto de este an6lisis son complementarias a las medidas legislativas
antes mencionadas y no resultan en conflicto con las mismas.

El andamiaje requerido para la implementaci6n de este Proyecto de Ley ya se

encuentra en pie, no requiere el desembolso adicional de fondos pfblicos y se dispone
que su implementaci6n total este ejecutada en o antes del 1 de julio de 2019. De esta
manera, tart pronto como ei siguiente aflo fiscal, el Pueblo de Puerto Rico podr6 contar
con una herramienta de transparencia financiera que d6 publicidad a inJormaci6n
financiera de todas las agencias del Gobiemo de Puerto Rico, 1as corporaciones priblicas
y los municipios a trav6s del Sistema de Transparencia Financiera del Gobiemo de Puerto
Rico que maneja el Instituto y permite que cualquier persona pueda acceder 1a

informaci6n financiera de los participantes de forma gratuita. Esta informaci6n es vital
para la toma de decisiones, preparaci6n de propuestas, anSlisis comparativo y servir en
general como una valiosa herramienta de trabajo.

CONCLUSION

Esta Asamblea Legislativa continfa con su compromiso de meiorar y maximizar
1a transparencia del Gobierno de Puerto Rico. En esa direcci6n, se entiende que es un
deber ineludible de nuestro Gobiemo Central y gobiemos municipales cambiar hacia una
cultura de trasparencia y rendici6n de cuentas. La transparencia financiera
gubernarnental es un gran paso necesario e importante para que la ciudadania recobre Ia
confianza en la administraci6n priblica.

rts^-
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A tenor con 1o anterior, la Comisi6n de Gobiemo del Senado de Puerto Rico, previo
estudio y consideraci6ry tiene a bien recomendar la aprobaci6n dei P. del S. L035, con las
enrrriendas contenidas en el Entirillado Electr6nico que le acompafla.

Respetuosamente sometido,

Miguel A. Romero Lugo
Presidente
Comisi6n de Gobiemo

\TY
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Presentado por el seflor Dalmau Ramirez

Refendo a la Camisi6n de Gobierno

Para crear la "Ley de Transparencia Financiera del Gobierno de Puerto Rico". con el
prop6sito de que todns las agencias de€obiemq del Gobierno de Puerto Rico, las
corporaciones priblicas y los municipios, establezean suscriban un acuerdo
colaborativo con el Instituto de Estadisticas de Puerto Rico para integrarse a su
plat#orma de transparencia fitanciera; lt para otros fines relacionados.

EXPOSICIoN DE MOTTVOS

Segrln el Fondo Monetario Internacional (FMI), la transparencia financiera es "el

ceso del priblico a la informaci6n fiscal de manera completa y confiable sobre las

actividades pasadas, presentes y futuras del gobierno, pero tambi6n de los posibles

riesgos para las perspectivas fiscales que permitan la adopci6n de medidas oportunas

de politica fiscal".

La trarsparencia fiscal constituye un elemento fundamental de la rendici6n de

cuentas gubemamen+at del Gobierno hncia sus ciudadanos ya que obliga a las

instituciones prlblicas a divulgar un panorama exacto de sus transacciones, asi como a

evaluar los ingresos, costos, beneficios y riesgos potenciales que pueden afectar sus

metas. Del mismo modo, provee para que la ciudadania supervise dichas transacciones

y exiia cuentas claras por el uso de su dinero.

SENADO DE PUERTO RICO

LEY
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El Instituto de Estadisticas de Puerto Rico elaber6 cre6 el p*d Sistema de

Transparencia Financiera del Gobierno de Puerto Rlco <www.kansparenciaf inanciera.pr", a

trav6s del cual la ciudadania puede obtener un tetal desglose de la inversi6n en

recursos y operaci6n incurrida por esta entidad grrbernamental desde su fundaci6n aJ

hasta el presente. AI momento, provee informaci6n detallada de las transacciones del

Instituto de Cultura Puertorriqu del Munici io de Toa Ba de la unta de Su f'L,tslona

Administraciin Financiera para Puerto Rico y del Instituto de Estadisticas de Puerto Rico

en dir#gi.os relaci6n a ttaios afros. Esto. con la intenci6n de servir de ejemplo y motivar a

todas las entidades priblicas a hacer 1o propio. La herramienta est6 disponible

grafuitamente para todas las agencias del Gobierno dt Puerto Rico

incluyendo los municipios, que tengan Ia voluntad de ser transparentes.

Recientemente, los municipios de Tea-Baj,q Yauco. y Gurabo Loiza Ca as se

unieron al Municipio dt Toa Baia v firmaron u+aei*erdo-ee+abe+ati+e acuerdos colaboratiuos

con ei Instituto de Estadisticas de Puerto Rico para integrarse a su piataforma de

transparencia financiera, en_dende mediante la cual se di+r*lga+6 diztulgardn todas sus

transacciones, evaluaciones de ingresos, costos y beneficios, permitiendo al priblico 1a

fiscalizaci6n de su actividad finarciera.

de California v Chicago en el estado de lllinois, ademds de los estados de Nezo Hampshire, Nezt,

York v Massachusetts. utilizan la misma plataformn o plataformas similares a la dei

Instituto de Estadisticas de Puerto Rico, deaCe mediante las cuales publicarr

detalladamente todos los bienes y servicios que adquieren, 1a distribuci6n y uso del

presupuesto (todos los ingresos y gastos), n6mina de empleados, nfmero de

transacciones, contratos otorgados y su cuantia, in-formes anuales sobre el pago de

horas extra por empleados con sus respectivos nombres y cargos que ocupan, salarios

de empleados priblicos, el pago de n6mina, reclutamiento de nuevos empleados , los

Otras jurisdicciones en los Estados Unidos, como l,es--4eg€q+)-Ne++
Ias ciudades de Los Angeles en el estado
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beneficios de retfuo a empleados y maestros, detalle de transacciones de Ia policia y

hasta acuerdos y transacciones judiciales con fondos priblicos.

Esta Asamblea Legislativa es+a-€€mpsmetida-€on continia con su compromiso de

mejorar ! maximizar la transparencia del Gobiemo de Puerto Rico. y En esa direcci6n se

entiende que se-debe es un deber ineludible cambiar hacia una cu-ltura de trasparencia y

rendici6n de cuentas. Adem6+-la Lc transparencia financiera gubemamental es un 6+;E

aso necesaio e importante para que la ciudadania recobre la confianza en Ia

administraci6n priblica.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATTVA DE PUERTO RICO:

P

1 Articulo 1.- Titulo

2 Esta Ley se conocerd como la "Ley de Transparencia Financiera del Gobierno dz

3 Puerto Rico".

Articulo 2.- Politica Priblica

Se reitera la politica prlblica del gebierne Gobierno de Puerto Rico, establecida

6 en Ia Ley @ 209-2003, segrin enmendada, conocida

como la "Ley del Instituto de Estadisticas de Puerto Rico". que promueve cambios en

8 los sistemas de recopilaci6n de datos y estadisticas para que 6stos sean completos,

9 confiables y de rdpido y universal acceso.

10 Articulo 3.- Acuerdo colaborativo

11 Todas las agencias del Gobiemo fu Puerto Rico asi como las

12 corporaciones priblicas y los municipios, es+ableeer5n suscibirdn un acuerdo

13 colaborativo con e1 Instituto de Estadisticas de Puerto Rico para integrarse +-st+

4

5

7

14

(

al Sistema de Transparencia



lO corporaciones piblicas deI Gobierno de Puerto Rico, incluven do los municipios, fundrdn hasta

1l el 1 de iulio de 2019 para dar cumplimiento a las disposiciones de esta Leu. A tales fines. el

12 lnstituto de Estadisticas de Puerto Rico establecerd un plan de trabaio mediante el cual podrd

13 delinear un proceso escalonado para suscibir los acuerdos colaboratit os e inteslar a las

14 aqenaas, corporaciones viblicas v municitrios al Sistema de Transparencia Financiera del

15 Gobierno de Puerto Rico. Todns las a nctas co nes blicas mLLntct ios dcberin

16 haber suscito los acuerdos colaborahztos, resis trado los mismos en la Oficina del Contralor dt

17 Puerto Rico v estar integradas al refeido Sistema en o antes de la fecha antes mencionada.

18 El lnstituto de Estadtsticas de Puerto Rico queda facwltado para estableur v/o

1.9 enmendar la reglamentaci6n necesaia para dnr cumplimiento a las disposiciones de esta Lev,

20 asi como a establecer mediante carta normatitta las normas especifrcas para su implantaci6n

21 Ademds. el lnstituto de Estadishcas fu Puerto Rico podrd utilizar todas las facultadzs que le

22 hnn sido delesadns. sesin se disoone en la Leu 209-2003, sesitn enmendada, conocida como la

4

7 Financbra del Gobierno de Puerto Rico, mediante el cual se {t t*lgaei ditrulgardn todas sus

2 transacciones, pagos y gastos, evaluaciones de ingresos, costos y beneficios, para

3 permitfu al priblico la fiscalizaci6n de su actividad financiera.

4 En el acuerdo colaborativo se establecera toda la informaci6n especifica que

5 las agencias, corporaciones priblicas y municipios suminisfrarAn de ,forma electronica al

6 Instituto de Estadisticas de Puerto Rico, asi como la ,frecuencia con la aue la misma debe

7 ser suministrada.

8 Articulo 4.- Reglamentaci6n lt cumplimiento.

9 El lnstituto de Estadisticas de Puerto Rico, asi como todas las agenaas y

\
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1 "Leu del lnstituto de Estadisticas de P\erto Rico", v cualquier otro estatuto aue le sea

2 aplicable, para garantizar que las apencias, corporaciones p blicas u los municipios den fiel

1

)

3 cumplimiento a las disposiciones de esta Lett.

Articulo 4 5.- Supremacia.

Las disposiciones de esta Ley prevalecerdn sobre cualquier otra disposici6n de

6 ley, reglamento o norma que no estuviere en armonia con ellas.

Articulo 5 f .- Cl6usu1a de separabilidad.7

8

9

10

1l die+ame+a*rerse.

12 Si cualquier cldusula, pdrrafo, SU oraci6n. palabra, letra, articulo,

13 disposici6n. secci6n, subseca6n, titulo, capitulo, subcavitulo. acrioite o parte de esta Leu fuera

14 anulada o dcclarada inconstitucional, la resoluci1n, dictamen o sentencia a tal efecto dictad.a

15 no afectard, periudicari, ni inztalidard el remanente de esta Lea. EI efecto de dicha sentencia

16 dard limitado a la cldusula nirnfo SU h-;*"{^ oraaon nntnhra le articulo

17 disoosia6n. secci6n. subsecci6n. titulo. caoitulo . subcaoitulo. acdoite o oarte de la misma que

18 asi hubiere sido anulada o declaruda inconstitucional. Si la aolicaci6n a una persona o a una

19 circunstanaa de cualquier cldusula, pdnafo, subpdrrafo. oraci6n, palabra, letra, articulo,

20 disposici6n. secci6n, subsecci6n, titulo, capitu lo, subcapitulo. aaivite o parte de esta Lev fuera

21 int'alidada o declarada inconstitucional, la resoluci6n, dictamen o sentencia a tal efecto

22 dictada no afectard ni inxalidnrd la aplicaciin dzl remanente de esta Lea a aauellas Dersonas o

v?



6

7 circunstanaas en las que se puedn aplicar udlidamente. Es la ttoluntad expresa e inequiaoca

2 de esta Asamblea Leyislatk:a que los tribunales hasan cumolir las disoosiaones a la

3 aplicaciin de esta Lea en ln mauor medida aunaue se deie sin efecto. anule. inaalide.

4

5

6

7

se stn

inoalide o declare inconstitucional su aplicaci6n a alguna persona o circunstanaa.

Articulo 6 7.- Vigencia.

Esta Ley comenzard a regir inmediatamente despu6s de su aprobaci6n.

o declare tucional al na dt sus 0
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SENADO DE PUERTO RICO

P. del S. 1102

INFORME POSITIVO

I de noviembre de 2018

AL SENADO DE PUERTO RICO

La Comisi6n de Innovaci6n, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestrucfura,
previo estudio y consideraci6n del P. del S. 1102, tiene a bien recomendar a este Alto
Cuerpo ia aprobaci6n de esta medida, con enmiendas,

ALCANCE DE LA MEDIDA

El P. del S. 1102 tiene como prop6sito enmendar el Articulo 3.13 de la Ley 22-2000, segrin
enmendada, conocida como "ley de Vehiculos y Tr6nsito de Puerto Rico", a los fines
de incluir en ei referido estatuto que las personas con Trastorno del Espectro Autista
o con Sindrome de Down puedan solicitar al Secretario del Departamento de
Transportaci6n y Obras Priblicas de Puerto Rico que se incluya su condici6n en la
licencia de conducir.

Segrin surge de la Exposici6n de Moti.l,os de este Proyecto, la Carta de Derechos
de la Constituci6n de Puerto Rico impone al Gobierno la responsabilidad de proteger,
defender v fomentar circunstancias que propendan a ia igual calidad de vida de todos los
puertorriquefros. El sindrome de Down, segtn la misma, consiste de una alteraci6n
cromos6mica en el par 21, siendo la trisomia 21 la primera alteraci6n humana
identificada. Las personas que padecen esta condici6n son m6s propensas a padecer de
defectos cong6nitos del coraz6n, discapacidad intelectual, problemas respiratorios, de
audici6n; entre otras.

ANALISIS DE LA MEDIDA



Informe de la Comisi6n de Innovaci6n, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura
P. del S. 1102
Pdgina 2

Por su parte, el Trastorno del Espectro Autista es un trastorno neurol6gico
complejo que generalmente dura toda la vida. Las mismas desarrollan de manera

diferente a otras, 1o que conlleva que los mismos tengan problemas sociales y de

comunicaci6n. Bajo este trastorno, tambi6n se asocia las rutinas y el comportamiento
repetitivo que lle\/an a cabo los que lo padecen.

Desprende, ademds; que es responsabilidad de todos trabajar continuamente para

mejorar la calidad de vida de nuestros constifuyentes ), los sectores mdrs r.ulnerables. Las

personas con Sindrome de Down y Trastorno de Espectro Autista son parte integral de

nuestra sociedad, por lo que, el Gobierno de Puerto Rico esta comprometido en lograr
que estas personas puedan disfrutar de una mejor calidad de vida.

La Ley 22-2000, segrin enmendada, conocida como "Ley de Vefuculos y Trdnsito de

Puerto Rico", provee para que, entre otras cosas, a solicitud de una persona se incluya en

su licencia de conducir informaci6n sobre si 6sta tiene p6rdida de la capacidad auditiva,
brind6ndole asi una altematirza para que su identificaci6n pueda demostrar su condici6n.

En su ponencia, el Departamento de Transportaci6n y Obras Priblicas aval6 la
aprobaci6n de esta medida y que una vez la misma sea aprobada, proceder6n a realizar
los tr6mites de rerrisi6n de Ia programaci6n en el sistema computarizado y de formularios
relacionados con 1a expedici6n y renovaci6n de las licencias de conducir, para asi

incorporar los cambios pertinentes para que las petsonas puedan expresar de manera

voluntaria su inter6s de que su condici6n sea inciuida en su licencia de conducir. Nos
indican, ademds qu6, esta iniciativa facilitard Ia r6pida identificaci6n de la condici6n del

conductor, permitiendo asi mayor consideraci6n por parte de las personas con quienes

pudieran interactuar en caso de accidente u otras situaciones de emergencia.

El prop6sito de esto es que en situaciones cotidianas o de emergencia se procure por
brindarles un trato adecuado, por 1o que entendemos meritorio que se enmiende la Ley
22, supra, para asi brindarles a las personas que padecen estas condiciones Ia oportunidad
de que sean incluidos el en referido estatuto.

CONCLUSI6N
Esta Comisi6n entiende meritorio enmendar laLey 22, supra, a los fines de que las

personas con Trastorno de Espectro Autista y con Sindrome Down puedan ser incluidos
en el referido estatuto, para que asi puedan solicitar al Secretario del Departamento de



Informe de la Comisi6n de lnnovaci6n, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura
P. del S. 1102
Pdgina 3

Transportaci6n y Obras Prlblicas de Puerto Rico que su condici6n sea incluida en la
licencia de conducir.

Resp o,

. Laureano Correa
1 ente

Comisi6n de Innovaci6n, Telecomunicaciones,
Urbanismo e Infraestructura

Hon. Mi

Por todo lo artes expuesto, la Comisi6n de Innovaci6n, Telecomunicaciones,

Urbanismo e Infraestructura del Senado de Puerto Rico recomienda a este Alto Cuerpo

la aprobaci6n del P. del S. 1102, con enmiendas.

a
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LEY

Para enmendar el Articulo 3.13 de la Ley 22-2000, segrin enmendada, conocida como
"Ley de Vehiculos y Trdnsito de Puerto Rico", a los fines de incluir en el teferido
estatuto que las personas con Trastorno del Espectro Autista o con Sindrome de
Down puedan solicitar al Secretario del Departamento de Transportaci6n y Obras
Priblicas de Puerto Rico que se incluya su condici6n en la licencia de conducir.

EXPOSICION DE MOTIVOS
La Carta de Derechos de la Constituci6n de Puerto Rico impone al Gobierno la

responsabilidad de proteger, defender y fomentar circunstancias que propendan a la

igual calidad de vida de todos los puertorriquefros.

El Sindrome de Down, consiste de una alteraci6n cromos6mica en el par 21,

siendo la trisomia 21 la primera alteraci6n humana identificada. Este sindrome se

produce de forma natural y sin justificaci6n alguna.

Las personas que tienen Sindrome de Down son m6s propensas a padecer de

defectos congdnitos del coraz6n, discapacidad intelectual, problemas respiratorios, de

audici6n, problemas de visi6n, ademds de enfermedades como alzheimer, la leucemia

infantil o problema de tiroides. sin embargo, hoy dia existe tratamiento para la mayoria

d$
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de estas condiciones o enfermedades, por lo que una persona con Sindrome de Down

puede vivir una r.ida saludable.

Por su parte, el Trastorno del Espectro Autista es un trastorno neurol6gico

complejo que generalmente dura toda la vida. Las personas con autismo se desarrollan

de manera diferente a otras personas, tienden a tener problemas sociales y de

comunicaci6n, y su ritmo del desarrollo socio-emocional es diferente. Tambi6rl est6

asociado con rutinas y comportamientos repetitivos, tales como arreglar objetos

obsesivamente o seguir rutinas muy especificas. Esto se debe a que el cerebro de estas

personas maneja informaci6n sensorial en una forma diferente a otros individuos.

Es nuestra responsabilidad trabaiar continuamente para meiorar la calidad de

vida de nuestros constituyentes y los sectores m6s vulnerables. Las personas con

Trastorno del Espectro Autista o con Sindrome de Down, son parte integral de nuestra

sociedad, por 1o que, el Gobierno de Puerto Rico esta comprometido en lograr que estas

personas puedan disfrutar de una mejor calidad de vida.

Actualmente la Ley 22-2000, segrin enmendada, conocida como "Ley de

Vehiculos y Trdnsito de Puerto Rico", provee para que, entre otras cosas, a solicitud de

una persona se incluya en su licencia de conducir informaci6n sobre si 6sta tiene

p6rdida de Ia capacidad auditiva y ei grado de la misma. De esta forma se les brinda

una alternativa para que su identificaci6n, en este caso la licencia de conducir, pueda

demostrar su condici6n. Esto con el prop6sito de que en situaciones cotidianas o de

emergencia se procure brindarles un trato adecuado. Por tanto, es meritorio enmendar

la Ley 22, supra, para brindarles esta oPortunidad a las Personas con Trastorno del

Espectro Autista o con Sindrome de Down.

Es por ello que, esta Asamblea Legislativa entiende pertinente enmendar la Ley

22, stpra, a los fines de incluir en el referido estatuto que las personas con Trastomo del

Espectro Autista o con sindrome de Down, puedan solicital al secretario del

Departamento de Transportaci6n y obras Priblicas de Puerto Rico que se incluya su

condici6n en la licencia de conducir.

\,
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DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

Secci6n 1.- Se enmienda ei Articulo 3.13 de la Ley 22-2000, segfn enmendada,

2 conocida como "Ley de Vehiculos y Tr6nsito de Puerto Rico", para que lea como

3 sigue

4 "Articulo 3.13. - Certificados de Licencia de Conducir.

5

6 El certificado contendr6, en espafrol e ing16s, el nombre y demiis datos

7 descriptivos de la persona a quien se le expida, urra fotografia digital de busto en que

8 sus facciones sean ciaramente reconocibles, fecha de nacimiento, g6nero de la

9 persona, direcci6n residencial, firma o marca digital del conductor (la cual ser6

10 afradida en presencia de un agente autorizado por el Departamento para garantizar

11 la firma o marca digital de conductor); o cualquier otro sistema biom6trico que

12 disponga el Secretario, tipo de sangre, nfmero de identificaci6n de la licencia que

l3 haya designado el Secretario mediante reglamento, designaci6n de veteranos (para

14 aquellas personas que cualifiquen y presenten evidencia como veteranos de las

15 Fuerzas Armadas mediante la certificaci6n DD214 que evidencie que el servicio se

16 caracteriz6 como honorable), tipo de licencia concedida, restricciones aplicables si

17 alguna, y fechas de expedici6n y expiraci6n de la misma. Adem6s, el Secretario

l8 incluir6 en el certificado de licencia de conducir aquella informaci6n que a su juicio

19 estime pertinente, incluyendo, como minimo, si es o no donante de 6rganos

20 anat6micos o tejidos, de acuerdo con las leyes aplicables. Asi tambi6n, a solicitud del

21 poseedor del certificado de licencia, el Secretario incluirii si tiene p6rdida de la

g
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g
s.

1 capacidad auditiva y el grado de la misma, si padece de Trastonto del Espectro Autistn o

2 Shdronrc de Dorurt. No obstante, en el caso de las licencias de conducir provisionales

3 autorizadas mediante el Articulo 3.26 de esta Ley y las Iicencias de aprendizaje

4 provisionales autorizadas mediante el Articulo 3.27 de esta Ley, el Secretario no

5 podr6 incluir informaci6n en las referidas licencias sobre el estatus migratorio o la

6 ciudadania de la persona a quien se le ha expedido tal licencia.

7 La tarjeta de identificaci6n incluir6 tambi6n, puntos de seguridad disefrados para

8 prer,enir la falsificaci6n o duplicaci6n del documento para prop6sitos fraudulentos y

9 la misma deberii contener tecnologia legible por una miiquina comfn, con los

10 elementos de datos minimos definidos por el Departamento de Seguridad Nacional

l1 (Department of Homeland Security)

t2

i3 Secci6n Z.- ieas

l4 .l^ D,,^-[^ Di-^ ^J^-]--< l^ -^-l^*^-!^^;x- -,,-.,.1i- l^-

t5 dispesie+enesde-esa+ry El Depnrtanrcttto de Tratrsportagi|t y phtlsllllqslef dri

16 dins n partir de la fecha de aprobaci1n de esta nrcdida pat'a conttletar el trdntite, la

77 progranncidtt y regla nrctttacidn correspotldiente para poder cunrylir cott lo dispuesto en esta

18 Ley.

19 Secci6n 3. Vigencia

20 Esta Ley comenzar6 a regir inmediatamente despu6s de su aprobaci6n.
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Informe Positivo sobre eI

P. del S. 1103

AL SENADO DE PUERTO RICO

La Comisi6n de Turismo y Cultura del Senado de Puerto Rico, previo estudio y

consideraci6n del Proyecto del Senado 1103, presenta a este Alto Cuerpo Legislativo el

Informe Positivo de la medida, con enmiendas sugeridas en el entirillado electr6nico

que se acompafla.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El Proyecto del Senado 1103, tiene como prop6sito declarar al Municipio de

Loiza como destino turistico de Puerto Rico; autorizar a la Compaflia de Turismo de

Puerto Rico y al Instituto de Cultura Puertorriquefla al desarrollo conjunto de planes de

mercadeo. promoci6n y apoyo de estos sectores; y para otros fines relacionados.

ANALISIS DE LA MEDIDA

La Comisi6n de Turismo y Cultura del Senado de Puerto Rico; en adelante

Comisi6n, como parte de la evaluaci6n del Proyecto del Senado 1103, celebr6 dos (2)

tl
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vistas ptblicas. La primera de estas el lunes, 15 de octubre de 2018; y la segunda el

iueves, 1 de noviembre de 2018.

. A la primera de estas compareci6 el Lcdo. Carlos Romo, director de Planificaci6n

y Desarrollo de la Compaftia de Turismo, en representaci6n de la Directora Ejecutiva,

Carla Campos.

La Compaffia de Turismo de Puerto Rico, en adelante Compafria, expres6 en su

ponencia, que en cumplimiento de sus funciones, ha elaborado iniciativas para

promocionar el turismo de cada una de las regiones; siendo la regionalizaci6n una

estrategia de planificaci6n turistica conocida como "destinos dentro del destho", la cual

responde a la necesidad de promover el turismo fuera de los espacios que

hist6ricamente han sido el rinico enfoque de la actividad turistica.

Puerto Rico ha sido dividido en cinco (5) regiones turisticas, a saber: Regi6n

TurGtica Porta del Sol, Regi6n Turistica Porta Caribe, Regi6n Turistica Porta Atl6ntico,

Regi6n Turistica Porta del Este, Regi6n Turistica Metropolitana, y Distrito Especial

Turistico de la Monta-fra. El Municipio de Loiza pertenece a la Regi6n Turistica, Porta

del Este.

Esta menciona, que el Municipio de Loiza cuenta con atractivos de relevancia,

por lo que acfualmente la Compafua se encuentra desarrollando una "Ruta

Gastron6mica" , en Loiza, para incluirla en el mapa de rutas gastron6micas de la

Compafria. Tambi6n se encuentra desarrollando "La Ruta de la Bomba", que serd una

de turismo cultural/ musical, a trav6s de lugares emblem6ticos enLoiza.

Sefrala, que por aflos, la Compafria ha auspiciado el "Festival del Bur6n" enLoiza

y tan reciente como el pasado verano, se auspiciaron las "Fiestas Tradicionales de

Santiago Ap6stol". No obstante, entiende que aunque la medida tiene un fin loable, el

declarar un municipio en su totalidad, como un destino turistico, seria un error. Esto

N



3

/1/l
U
f

debido a que la regionalizaci6n ha sido la estrategia fundamental para el crecimiento

turistico exitoso en paises como M6jico y Repriblica Dominicana.

A preguntas del Presidente de la Comisi6n sobre las altemativas de promoci6n

turistica del Municipio de Loiza, el Lcdo. Romo expres6, que si bien es cierto que el

Municipio de Loiza se encuentra en la Regi6n Turfutica Porta del Este, se puede realizar

un estudio para auscultar la posibilidad de extender la "Zona de Inter6s Turistico" (en

adelante, ZIT) que existe en Isla Verde, hasta ciertas 6reas dentro de la jurisdicci6n del

Municipio de Lolza.

Menciona que es importante el verificar la zona y sus delimitaciones, antes de

convertirla en una ZIT, ya que el area, no debe ser una meramente residencial, y por

otro lado es necesario, que la misma tenga atractivos turisticos. De igual manera, dijo

estar disponible para realizar una Inspecci6n Ocular de1 Municipio, en el momento en

que nuestra Comisi6n lo solicite.

A dicha Vista Priblica, tambi6n fueron invitados a participar, el Instituto de

Cultura Puertorriquefla (en adelante ICP), y el Municipio de Loiza. Ambos se excusaron

por no poder asistir. El ICP someti6 sus comentarios por escrito.

A la segunda vista comparecieron, la alcaldesa del Municipio de Loiza, Hon.

Julia M. Nazario Fuentes, el cantautor Hiram Abrante, el Sr. Samuel Lin, artista pliistico,

y el Sr. Raril Ayala, director del "Baile Folcl6rico Hermanos Ayala" y artesano loiceflo.

La Alcaldesa expres6 en su ponencia, qlue Loiza es un pueblo rico en turismo, ya

que cuenta con ecoturismo; turismo arqueol6gico; turismo deportivo, y gastronomia de

primera. Forma parte del ecoturismo, el Bosque Estatal de Piflones, el cual es el rinico

lugar en la Isla donde se encuentran los cuatro (4) tipos de mangle juntos (tojo, negro,

blanco y de bot6n). Tambi€n se destacan la laguna bioluminiscente de Piflones y la
Cueva Natural Maria de la Cruz; la cual tambiEn forma parte del turismo arqueol6gico

de la zona, debido a que en ella fueron encontrados restos humanos del principio de
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habitan mis de 1 8 colmenas

En el campo del turismo deportivo, Loiza es mundialmente conocida Por ser un

destino preferido ente los "Surfers". Sus playas han sido cede de grandes eventos

intemacionales de este deporte, entre las que destacan Playa Aviones, Chatarra y

Tacones.

La Alcaldesa sefral6, que aunque entiende la crisis fiscal que atraviesa el pais,

esto no puede ser excusa para no brindar promoci6n a Loiza como destino furistico,

pues hoy en dia, el uso de las redes sociales e Intemet son el canal de comunicaci6n

perfecto para llevar informaci6n a las masas. De igual manera expres6, que Loiza es el

pueblo de Puerto Rico que se ha mantenido mis atado a la cultura y tradici6n taina y

africana, lo que se proyecta tanto en su gastronomia, como en su mtisica.

Por otra parte menciona, que aunque elementos de la cultura loicefla, como lo

son los vejigantes, la bomba y las miiscaras, son utilizados para mercadear a Puerto Rico

como destino; no se fomenta el desarrollo econ6mico y turistico de dicho Municipio.

Indica, que es uso y costumbre de quienes transportan a los turistas, llevarlos a disfrutar

de la gastronomia de Pi-frones, pero luego los llevan a Fajardo o Rio Grande, sin

permitirles disfrutar de todas las cosas qlue Loiza, en su totalidad. tiene para ofrecer.

El Presidente de la Comisi6n, aclar6 a los deponentes que las expresiones del

Lcdo. Carlos Romo, en torno a la presente medida, fueron mal interpretadas por la

prensa; y les mencion6 la importancia que tiene para la Compafria de Turismo, el

Municipio de Loiza como un destino turistico. Lo que puede ser constatado con la

creaci6n, por parte de la Compafria de Turismo, de la "Ruta de la Bomba" y la "Ruta

Gastron6mica".

De igual manera, le pregunt6 a la alcaldesa, si esta, luego de un andlisis sobre las

implicaciones, tanto positivas, como negativas que traen consigo el cambio de

nuestra civilizaci6n indigena. Esta misma cueva, es un sanfuario de abejas, pues en ella
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zonificaci6n, habia hablado con los comerciantes loiceffos y cual habia sido la respuesta

de estos. A lo que esta respondi6, que siempre existen personas reacias a los cambios,

por lo que llegar a un consenso entre todos los comerciantes, es una tarea cuesta arriba,

pero que ya ha conversado con los comerciantes de Loiza sobre este asunto.

Por su parte el cantautor Hiram Abrante, mencion6 que por afros, los loicefros

han exigido un mejor trato, ya que entiende que desafortunadamente existe entre los

puertorriqueflos, desconocimiento sobre su cultura, io que les impide apreciar el valor

cultural del Loiza. Es por esto que entiende necesario el que se eduque a la poblaci6n y

se les ensefre amar y respetar su culfura desde sus bases formativas (escuela). A estas

palabras se uni6 el Sr. Samuel Lin, quien manifest6 haber viajado por muchos aios

exponiendo su trabajo artistico inspirado en su amado Loiza.

Por otro lado el Sr. Raril Ayala como fundador de la Tienda Museo y padre de

los primeros artesanos en el Municipio de San Juan, mencion6 que lleva m6s de 70 affos

trabajando con el turismo y la cultura. Esto lo ha llevado a notar, que no hay promoci6n

adecuada de la oferta furistica de Lolza, por lo que los furistas no son llevados a Loiza,

sino solo a Piflones. Esto debido a la mala concepci6n de que lo rinico que hay para ver

enLoiza es Pifrones.

El Instituto de Cultura Puertorriquefra, expres6 en su memorial, que reconoce y

aplaude la intenci6n de declarar aI Municipio de Loiza como destino turistico de Puerto

Rico. Esto debido a que en e1 dmbito cultural, el municipio de Loiza, tiene varios

festivales, celebraciones y demostraciones folcl6ricas, mayoritariamente de nuestra

herencia africana, que aportan muchisimo a la cultura puertorriquefra.

Siendo el ICP una entidad cuyo prop6sito es conservar, promover, enriquecer y

divulgar los valores culturales puertorriqueffos, endosa con entusiasmo el proyecto.

Esta honorable Comisi6n analizando las preocupaciones presentadas por los

deponentes, enmend6 la medida a los fines de atender las rnismas. por consiguiente, se

A
U
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dispuso que la Compaflia de Turismo establecerii un Comit6 Asesor compuesto el

Instituto de Puertorriqueffa, un representante nombrado por el Presidente del Senado

de Puerto Rico, un miembro nombrado por el Presidente de la Cimara de

Representantes, un representante de los comerciantes loiceffos y un representante del

Municipio de Loiza. Estos deber6n rendir un in{orme a las Secretarias de ambos

Cuerpos Legislativos, dentro de ciento veinte (120) dias contados a partir de la

aprobaci6n de esta Ley, que contendr6 toda la informaci6n recopilada a los fines de

hacer cumplir las disposiciones de esta Ley.

Por otro rlltimo, para brindarle continuidad a lo establecido en esta medida y que

se continrie promocionando al Municipio d.e Loiza, se estableci6 que el plan integrado

establecido en la medida debe ser revisado anualmente y radicado en ambas Secretarias

de los Cuerpos Legislativos. Esto permitir6 que esta honorable Asamblea Legislativ4

evalie anualmente los planes de promoci6n de turisticos y culturales, establecidos por

las agencias pertinentes.

Esta honorable Comisi6n, considera que las enmiendas incorporadas en la

medida redundarSn en beneficio, no solo para los constituyentes del Municipio de

Loiza, sino para el sector turfutico y cultura de Ia Isla.

Luego de considerar el Proyecto del Senado 1103, y escuchar las ponencias de las

respectivas agencias y deponentes; la Comisi6n de Turismo y Cultura del Senado de

Puerto Rico, tiene el honor de recomendar a esta Honorable Asamblea Legislativa, la

aprobaci6n de la presente medida, con las enmiendas sugeridas en el entirillado

electr6nico que se acompafra.

CONCLUSION
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Respefu osamente sometido,

z Rosa

Presidente
Comisi6n de Turismo y Cultura

2t
J
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Presentado por el seffor Rioera Schatz

Refendo a la Comisi|n de Tuismo y Cultura

LEY

Para deelararalmn+ieipie crear la Leu paru establecer rutas o zonas de interds tu.rbklo en el

Municipio deLoiza @ autoizar a la Compaiia de

Tuismo de Puerto Rico a crear un Comitd Asesor compueglg ag1gllagfilylq1fojQ4futra
Puertorriquefia, un miembro nombrado por el Presidente del Senado de Puerto Rico. un
miembro nombrado por el Presidente dt la Cdmara fu Representantes. un rmresentante de

los comerciantes loicefios v un twresentante del Municipio de Loiza, los caales establecerin

las rutas o zonas de interds tuisticos; rendir un informe en las Secretaias de ambos Cuerpos

Legislatir)os; autorizar a la Compaflia de Turismo de Puerto Rico y al Instituto de

Cultura Puertorriquefla al desarrollo conjunto de planes de mercadeo, promoci6n y
apoyo de estos sectores; rendir un plan integrado, aprobado anualmente, a las Secretaias

de ambos Cuerpos Legrslatiuos y para otros fines relacionados.

EXPOSICION DE MOTIVOS
Loiza es un pueblo en el que se han conservado nuestras raices. Es uno de los

pueblos donde se puede apreciar nuestra cultura, tradiciones y la historia

puertorriquefra. Todo esto, manifestado a trav6s de la mrisica, el baile de bomba y

plena y su gastronomia. Es por ello que, Loiza es conocida como "La Capital de la

Tradici6n".

18 "u. Asamblea
Legislativa

M
P. del S. 1L03
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Loiza se encuentra ubicado en el noreste de nuestra Isla con un 6rea de

diecinueve punto cuatro millas cuadradas (19.4 millas2); posee lugares de inter€s

turistico a lo largo de la costa, en especial desde Punta Cangrejos hasta la playa de Vacia

Talega. Entre otros atractivos encontramos: el Rio Grande de Lotza que nace en el

barrio Espino de San Lorenzo y desemboca en el barrio Loiza Aldea, siendo uno de los

m6s largos y caudalosos de Puerto Rico; la Parroquia del Espiritu Santo con su santo

pah6n, San Patricio, la cual es la mds antigua de Puerto Rico y pertenece aI Registro

Nacional de Lugares Hist6ricos del Gobierno de los Estados Unidos; la Cueva Maria de

la Crrtz o de los Indios, que se caracteriza por su claridad y amplitud; el Bosque Estatal

de Pifrones, rirrico en su clase por la riqueza de su ecosistema; el Centro de Artesania de

la Familia Ayala; el Centro Cultural de la Comunidad de Piflones (COPD, el Parque

Julia de Burgos, entre otros.

Loiza posee unas hermosas y reconocidas playas, entre ellas, la Playa Aviones y

Playa Vacia Talega; y sus lagunas; Laguna de Piflones y La Torrecilla. Adem6s, cuenta

con lugares de alto inter6s y que fueron de mucha utilidad en la antigiiedad como lo es

el Viejo Anc6n, que consistia en una pequefra barcaza tirada por largos juncos que se

utilizaba para el hansporte de personas y animales entre las orillas del Rio Grande de

Lolza.

En este pueblo, se llevan a cabo festividades de gran enriquecimiento cultural

tales como Las Fiestas Patronales en honor a San Patricio, las Fiestas de Santiago

Ap6stol, y el Carnaval Loiceflo. Asi tambi6ry la oferta gastron6mica es otro de los

atractivos de Loiza; donde se conservan las tradiciones culinarias puertorriquefras y el

consumo de frifuras confeccionadas en un fog6n de lefla, entre otros manjares

caribeflos.

Por otra parte, Loiza ha servido de inspiraci6n en la obra literaria de los poetas

puertorriqueflos Julia de Burgos y Evaristo Ribera Chevremont. En el folklore, cuentan

con los grupos de baile de Bomba y Plena de los Hermanos Ayala y Mayombes y con

sus vistosos y coloridos vejigantes.
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En los riltimos afros se ha visto un incremento en e1 inter6s de los

puertorriqueflos por conocer los atractivos turfuticos de nuestra Isla a travEs del turismo

interno. Es por ello que es meritorio que esta Asamblea Legislativa deelare e stablezca un

Comitd que promulgwd las rutas o zonns de interis tuistico en el eemedestine-h*ristieo*

Puerte-+iee-al Muniapio de Loiza, con el prop6sito de desarrollar el valor

turistico y aportar a la economia de esta regi6n, resaltando 6reas de inter6s priblico tales

como Piflones, Playa Vacia Talega, el casco urbano, el Rio Herrera de Loiza, el Rio

Grande de Loiza, La Cueva Maria de la Cru-2, sus restaurantes y 6reas gastron6micas,I entre otros.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

1 Articulo 1.- Esta Ley se conocer6 como "Ley para deelarar a+ *ap*eagglkcel

2 rutas o zonas de interds fuistico en el Municipio de Loiza eeme-Destine-Iu+istiee-de

3 Pr*er+e*iee"

Articulo 2.- Para el cumplimiento de esta Lev, * la Compafiiaa de Tuismo de Puerto

Rico creari un Comiti Asesor compuesto por el Instituto de Cultura Puertorriquefia, un

4

5

8

9

un representante del Municipio de Loiza quienes te'pnar# tomardn en consideraci6n las

disposiciones establecidas en la Ley Nim. -125-20L6, conocida como "Ley de

10 Regionalizaci6n Turistica de Puerto Rico", la cual cre6 la Regi6n Turistica Porta del

1 1 Este, pqgJutlttablezcan las rutas o zonas de interds tuistico en q+ejmdtye el mu*re+pe

12 Municipio de Loiza.

13 Articulo 3.- El Comitd creado Dor la Compafiia de Tuismo de Puerto Rico rendird un

14 informe a las Secretaias de ambos Cuerpos Le gislatiz,os, rlentro de ciento zteinte (120) dins

6 miembro nombrado por el Presidente del Senado de Puerto Rico, un miembro nombrado por el

7 Prcsidente de h aimara de Representantes, un representante de los comeraantes loiceios lt



4

I contados a partir de la robaci1n de esta Lan. aue contendrd toda la informaa6n recopilnda a

3

4

)

2 los fines dt hacer cumpl ir las disoosiaones de csto Leu.

Articulo 3 !.- Se ordena a la Compafria de Turisrno de Puerto Rico y al Instituto

de Cultura Puertorriquefra a preparar un plan integrado de desarrollo para

promover y adelantar los prop6sitos de esta L"y. Ambas entidades

gubemamentales, integrar6n al musrepie Municipio de Loiza, y a las entidades

priblicas y privadas que estimen necesarias para el mismo prop6sito.

Articalo 5.- La Compafiia de Tuismo de Puerto Rico a al lnstituto de Cultura

Puertorriquefia, deberin rcttisar anualmente el plan, estableado en el Articulo 4, u deberd ser

yr 6

7

8

9

1O radicado en las Secretaias de ambos Cuerpos Lesislatiuos, no mds tarde de sesenta (60) dias

11 luego de su aprobaciin

12 Articulo 4-.f.- Separabilidad

13 Si cualquier cl6usula, p6rrafo, articulo, secci6n o parte de esta Ley fuere

14 declarada inconstitucional o inv6lida por un tribunal competente, la sentencia a tal

15 efecto dictada no afectar6, perjudicard ni invalidarii el resto de la misma. El efecto de

16 dicha sentencia quedar6 lirnitado a la cldusula, pdrralo, articulo, secci6n o parte de la

17 misma que asi hubiere sido declarada inconstitucional o inr,6lida

18 Articulo 5 7.- Esta Ley comenzar6 a regir inmediatamente despu6s de su

l9 aprobaci6n
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Segundo Informe Positivo sobre Ia R. C. del S. 297

AL SENADO DE PUERTO RICO

La Comisión de Desarrollo de la RegiOn Sur Central del Senado de Puerto Rico,

previo estudio, evaluaciOn y corisideraciOn tiene a bien sorneter a este Alto Cuerpo su

Segundo Informe de Ia ResoluciOn Conjunta del Senado 297 con enmiendas en el

entirillado.

ALCANCE DL LA MEDIDA

La Resolución Conjunta dcl Senado 297 tiene corno finalidad ordenarle a la

Autoridad de Acueductos y Alcantarillados de Puerto Rico (AAA) a efectuar todos los

esfuerzos que scan necesarios para evaluar las alternativas de fondos estatales y federales

disponihles y efectuar un analisis de costos dentro de su presupuesto para construir el

acueducto rural del Noroeste de Ponce.

A.NALISIS DE LA MEDIDA

La construcción del acueducto rural del Noroeste de Ponce ha sido ohjeto de

discusiOn pubJica por años. Segun los reportajes más recientes, Ia construcciOn de este

acueducto tiene un costo de aproximadamente 3D millones de dolares. El proyecto se
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detuvo luego de dos años de intensa lucha en defensa de fondos federales que se

perdieron tras Ia quiebra del Banco Gubernamental de Fomento (BGF), en ci ao 2014.

Ante esto, al presente Ia Autoridad de Acueductos y Alcantariliados de Puerto Rico

(AAA) v ci Municipio de Ponce están uniendo esfuerzos para allegar fondos v se

construva ci acueducto.

Dc materializarse este prox’ecto, se beneficiarian diversas comunidades, entre ellas

Tibes, Montes Lianos, Monte Verde, Pastillo, La Cuchilla v los vecinos de las carreteras

PR-123, PR-504 y PR-505. Dc iguai manera, la capacidad del sistema de bombeo de

Guaraguao mejorarfa, el cual sirve a los sectores Corral Viejo y Santas Pascuas. Algunos

de estos sectores se suplen de sistemas comunitarios y, mediante este proyecto, podrian

conectarse al sistema de Ia AAA.

En atenciOn a este asunto tan importante, la Asamblea Legislativa considera qtte

es imperativo ordenarle a Ia Autoridad de Acueductos y Alcantarillados efectuar un

análisis de costos dentro de su presupuesto para construir ci acueducto rural del Noroeste

de Ponce; x evaluar las aiternativas de fondos estatales y federales disponihies para estos

propOsitos.

Para Ia evaluaciOn de Ia Resolucion Conjunta del Senado 297, Ia ComisiOn de

Desarroilo de la Region Sur Central Ie requiriO un Memorial Explicativo a Ia Autoridad

de Acueductos y Alcantarillados.

AUTORIDAD DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS

La Autoridad de Acueductos y Alcantariflados (Autoridad) se creO en virtud de

Ia Lev Nüm. 40 de I de mayo de 1945, segün enmendada, conocida como Ley de

Acueductos v Alcantarillados de Puerto Rico (Ley Num. 40) con ci propOsito primordial

de “proveer y ayudar a proveer a los ciudadanos un servicio adecuado de agua y de

aicantariliado sanitario y cualquier otro sen’icio o instaiacion incidental o propio de

éstos.
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La Autoridad provee servicio de agua potable al 97% de Ia poblaciOn y servicia

de alcantariliado sanitario al 59% de Ia poblaciOn de Puerto Rico. El tres par ciento (3%)

restante de Ia poblaciOn que no cuenta can servicio de agua potable provista por Ia

Autaridad, se supie de sistemas publicos conacidos coma Nan-PRASA. Estas sistemas

son administradas par las camunidades dande están ubicados y reguladas par ci

Departamento de Salud de Puerto Rico, La Autoridad recanoce que rnuchas de las

sistemas Nan-PRASA tienen serias deficiencias debida a que tipicamente las

comunidades no cuentan con la capacidad técnica, administrativa
‘

financiera para

Ilevar a cabo una operaciOn eficiente. Es por esta que, a través de los años en la

Autoridad, hemas unido esfuerzos con ci Departamento de Salud para expandir nuestro

servicio y eliminar muchos de estas sistemas Nan-PRASA.

El provecto del Acueducto del Noraeste de Pance (Pravecto) beneficiaria a

aproximadamente 1,500 personas que actualmente se suplen de sistemas NonPRASA.

Por esta razón, hace más de una decada, ci Municipio AutOnamo de Ponce comenzO Ia

planificaciOn xr desarrallo dcl Provecta, asi camo llevar a cabo gestianes para financiar

el mismo. En ese procesa la Autoridad ha brindado al Municipia apava econOmico,

mediante Ia aportaciOn de 5 millanes de dOiares, los cuales al 2003 representahan ci 25%

del valor estimada del Provecto, al igual que apoya tEcnico, mediante Ia revisiOn del

disefla de las primeras fases del Provecto.

A pesar d& apayo provisto, el Provecto fue detenido y no ha podido ser

completado par la situaciOn ecanOmica y crisis fiscal actual del pals. La Autaridad

inscribio & Prayecta en el Pragrama de Mejoras Capitales (PMC) y tiene fecha de

comienzo tentativa para el 2030. Esta fecha está sujeta a quo se puedan identificar fondos

para la construcciOn dci misma.

Actualmente el PMC do Ia Autaridad se encuentra detenida debjda a Ia crisis

fiscal que enfrenta el pals y a las pracesas de renegaciaciOn do deuda que se están

lievando a cabo can nuestros acreedares, entre las quo so encuentran las agencias
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federales que nos otorgan financiamiento para desarrollar proyectos de mejoras

capitales como éste, tales corno Ia Agencia de ProtecciOn Ambiental (EPA, por sus siglas

en ingles) mediante ci fondo rotatorio estatal y la AdministraciOn de Desarrollo Rural

de los Estados Unidos. Debido a que nos encontramos en proceso de negociaci6n con

estas agencias, no podernos solicitar préstamos para proyectos nuevos.

Asimismo, en virtud de Ia deterrninaciOn de la Junta de Supervision Fiscal para

Puerto Rico (la “ISP”) creada bajo el Puerto Rico Oversight, Management and Economic

Stability Act” (“PROMESA) oficialmente se designO a Ta Autoridad corno una “Entidact

Cubierta,” segUn este término se discute bajo PROMESA. Esta designaciOn de Ia JSF tiene

el efecto de hacer aplicables a Ia Autoridad, entre otras disposiciones, dar cumplimiento

con €1 Plan Fiscal aprobado en conformidad con PROMESA, ci cual regirá todo Jo

relacionado a los ingresos y gastos de la Autoridad. COnsono con el Plan Fiscal aprohado

por Ia JSF, los provectos del PMC aprobado corresponden al periodo de cinco (3) años,

es decir hasta el 2023, por lo que el proyecto del Acueducto de Noroeste de Ponce no

está contemplado. La Autoridad se encuenfra en proceso de identificar fondos y fuentes

de financiamiento, a fin de continuar con maestro PMC. Dado a que ci Provecto va está

inscrito en ci PMC para ci 2030, en Ia Autoridad continuamente estamos buscando x’

evaluando alternativas de fondos para Ia construcciOn de provectos que redunden en el

beneficio de la poblaciOn. Sin embargo, todo cambio en el PMC debe ser aprobado por

Ia JSF debido a que impacta directarnente nuestro Plan Fiscal.

Lo antes expuesto detalla las gestiones y planes que la Autoridad tiene para la ejecuciOn

del Proyecto y los factores que inciden en que estos planes se puedan cumplir.

CONCLUSION

La Autoridad de Acueductos y Alcantarillados estabiece en su ponencia que no

han podido completar el proyecto debido a la situaciOn econOmica y Ia crisis que enfrenta
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ci pals sin embargo estahiecen que ci proyecto está inscrito en ci Programa de Mejoras

Capitales y Ia fecha de comienzo estã pautada para el año 2030, reiteran ademas su

compromiso de buscar v evaluar aiternativas de fondos para Ia construcciOn de proectos

que redunden en ci beneficio de la poblaciOn.

Por cual, analizado ci estudio de la medida, la ComisiOn de Desarrollo de Ia Region

Sur Central tiene a hien recomendar a este Honorable Senado de Puerto Rico que se Ic

ordene a la Autoridad de Acueductos v Alcantarillados del Cobierno de Puerto Rico a

realizar todos los esfuerzos posibles para identificar los recursos econOmicos y adelantar

la construcciOn dcl acueducto rural del Noroeste de Ponce pot ser uno de justicia social

que irnpactará aproximadamente 1,500 personas.

Por todo lo antes expuesto, La Comision de Desarrollo de Ia Region Sur Central del

Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideraciOn, recomienda a este Alto Cuerpo la

aprobaciOn de la ResoiuciOn Conjunta del Senado Numero 297, con enmiendas en el
w4c-

entrillado eiectronico que se acompafla.

Respetuosarnente sometido,

\elson V. Cruzyiago

Presidente CorUiOn de Desarrollo de Ia Region Sur Central
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R. C. del S. 297
14 de septiembre de 2018

Presentado por el señor Nazario Quinones

Referido a Ia Conzisión de DesarroI/o de in Region Sur Central

RESOLUCION

Para ordenarle a Ia Autoridad de Acueductos y Alcantarillados de Puerto Rico (AAA) a
efectuar todo5 los esfuerzos quo cnn,, necesarios pam evaluar las alternativas do
fondos estatales y federales disponibics y efectuar un análisis de costos dentro de su
presupuesto para construir ci acueducto rural del Noroeste de Ponce; 1/ ez’aluar las
alternativas de fondos estatales i,’ federales disponibies pam estos propOsitos.

EXPOSICION DE MOTIVOS

La construcciOn del acueducto rural del Noroeste de Ponce ha sido objeto de

discusiOn publica por aflos. Segun los reportajes más recientes, Ia construcciOn de este

acueducto tiene un costo de aproximadarnente 30 millones de dolares. El provecto se

detuvo luego de dos años de intensa lucha en defensa de fondos federales que se

perdieron tras Ia quiebra del Banco Gubemnamental de Fomerito (BGF), en ci año 2014.

Ante esto, al presente la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados de Puerto Rico

(AAA) y ci Municipio de Ponce están uniendo esfuerzos para allegar fondos y se

construva el acueducto.

De materializarse este provecto, se beneficiarlan diversas comunidades, entre

ellas Tibes, Montes Lianos, Monte Verde, Pastillo, La Cuchilla y los vecinos de las
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carreteras PR-123, PR-504 y PR-505. Dc igual manera, la capacidad del sistema de

bombeo de Guaraguao mejoraria, ci cual sirve a los sectores Corral Viejo y Santas

Pascuas. Algunos de estos sectores se suplen de sistemas cornunitarios v, mediante este

proyecto, podrian conectarse al sistema de la AAA.

En atenciOn a este asunto tan importante, la Asamblea Legislativa considera q+e

e& imperativo ordenarle a Ia Autoridad do Acueductos
‘‘

Alcantarillados a ofoctuar

todos los esfuorzos quo scan ncccsarios para cvaluar las alternativas do fondos estataics

v federales dispobles y efectuar un analisis de costos dentro de su presupuesto para

construir ci acueducto rural del Noroeste de Ponce; i,’ ez’aluar las alternatiz’as de fondos

estatales i/ federales disponibles pam estos propósitos.

RESUELVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

I SecciOn 1.- Se le ordena a Ia Autoridad de Acueductos y Alcantarillados de

2 Puerto Rico a efectuar todos los csfucrzos quo scan ncccsarios pan evaluar las

3 altornativas do fondos ostatales dispoblcs, mediante un analisis de costos dentro de

4 su presupuesto, para construir el acueducto rural del Noroeste de Ponce. Asi5mo,

5 deberajj evaluar la posibiidad do allegar fondos federales do las agendas

6 concernientes para la consfrucciOn do esto proyecto las alternativas de fondos estatales 1/

7 federales disponibles pai’a estos propósitos.

8
9 SecciOn 2.- Se ordena a Ia Autonidad de Acueductos y Alcantanillados que, en

10 su andlisis, diseñe un plan de trabajo detallado para construir el acueducto rural del

ii Noroeste de Ponce para atender la problematica do disponibilidad de agua en dicho

12 Municipio, con especificaciOn de Ia fecha estirnada en Ia que se completarfa la

13 construcciOn.
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SecciOn 3- La Autoridad de Acueductos y Alcantarillados rendira un informe

2 que exponga las acciones realizadas para dar fiel cumplimiento con lo ordenado en

3 la SecciOn 1 de esta ResoluciOn Conjunta, en un término de sesenta (60) dias contados

4 a partir de Ia aprohaciOn de esta ResoluciOn.

5 SecciOn 4.- Vigencia

6 Esta ResoluciOn Conjunta comenzará a regir inmediatarnente despues de su

7 aprobaciOn.
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SENADO DE PUERTO RICO

i.. c. del S. 328 y;:cc’DS

INFORME POSITIVO

2 de noviembre de 2018

AL SENADO DE PUERTO RICO:

La ComisiOn de Hacienda del Senado de Puerto Rico, recomienda Ia aprobaciOn
con enmiendas de Ia R. C. del S. 328.

ALCANCE DE LA MEDIDA

Para reasignar al Municipio de San Sebastian, la cantidad de veinte mil
trescientos cincuenta y tres dOlares con veintidos centavos ($20,353.22) provenientes de
balances disponibles en la SecciOn 1, Inciso 29, Apartado a de la ResoluciOn Conjunta
58-2009, par la cantidad de once mu trescientos ochenta y seis dOlares ($11,386) y de la
Seccion 3, Inciso 14, Apartado b de la Resolucion Conjunta 244-2012, por la cantidad de

-‘ocho mu novecientos sesenta y siete dOlares con veintidOs centavos ($8,967.22), con ci
propOsito de ilevar a cabo las obras y mejoras que se describen en Ia SecciOn I de esta
ResoluciOn Conjunta; facultar para la contratación de tales obras; autorizar el pareo de
fondos reasignados; y para otros fines.

ANALISIS 1’ DISCUSION DE LA MEDIDA

Mediante Ia R. C. del S. 328, se pretende reasignar al Municipio de San Sebastian,
Ia cantidad de veinte mu trescientos cincuenta y tres dOlares con veintidos centavos
($20,353.22) provenientes de los balances disponibles de las Resoluciones Conjuntas
antes mencionadas) para realizar obras y mejoras permanentes.

I No obstante, con posterioridad a Ia asignación de los fondos y la transferencia de los mismos, han
surgido necesidades que requieren la reprogramaciOn de los sobrantes de dichas Resoluciones Conjuntas.
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La ComisiOn de Hacienda del Senado de Puerto Rico, confirmO la disponibilidad
de los fondos mediante certificaciOn reniitida por el Municipio de Sari Sebastian, con
fecha del 17 de octubre de 2018.

El Senado de Puerto Rico, está comprometido con proveer los recursos necesarios
a los gobiernos municipales para que éstos puedan Ilevar a cabo obras en beneficio de
los ciudadanos.

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL

En cumplimiento con la Ley
enmendada, conocida como la “Ley
Asociado de Puerto Rico de 1991”, la
finanzas de los municipios de ninguna
fondos se encuentran disponibles.

Ndm. 81 de 30 de agosto de 1991, segün
de Municipios AutOnomos del Estado Libre

R. C. del S. 328, no impacta negativamente las
manera. Este debido a que se certificaron que los

CONCLUSION

Por lo antes expuesto, Ia ComisiOn de Hacienda del Senado de Puerto Rico,
recomienda Ia aprobaciOn con ennilendas de la R. C. del 5. 328.

Respetuosamente sometido,

Migdalia Pa Ia Alvelo
Presidenta
ComisiOn de Hacienda
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R. C. del S. 328
7 de noviembre de 2018

Presentada por la señora Vázquez Nieves

Referida a Ia Cornisidn de Hacienda

RESOLUCION CONJUNTA
Para reasignar al Municipio de San Sebastian1 Ia cantidad de veinte mM b-cs cientos

trescientos cincuenta y b-es dOlares con veintidOs centavos ($20,353.22)
provenientes de balances disponibles en Ia SccciOn 1, Inciso 29, Apartado a el
Subinciso a, Inciso 29, Apartado A de la SecciOn 1 de la ResoluciOn Conjunta 58-
2009, por Ia cantidad de once rriil b-cs cicntos trescientos ochenta y seis dOlares
($11,386) y dc la Sccción 3, Inciso 11, Apartado b del Subinciso b, Inciso 14 de Ia
SecciOn I de la ResoluciOn Conjunta 244-2012, por la caritidad de ocho mu
novecientos sesenta y siete dOlares con veintidOs centavos ($8,967.22), con el

“\X”’ propOsito de ilevar a cabo las obras y mejoras que se describen en Ia SecciOn 1 de
esta ResoluciOn Conjunta; facultar pan la contrataciOn de tales obras; autorizar el
pareo de fondos reasignados; y para otros fines.

RESUELVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

SecciOn 1.-Se reasigna al Municipio de San Sebastian1 Ia cantidad de veintiün mil

2 b-cs cicntos trescientos ciricuenta y b-es dolares con veintidOs centavos (520,353.22)

3 provenientes de los balances disponibles en In SccciOn I, Inciso 29, Apartado a ci

4 Subinciso a, Inciso 29, Apartado A de la SecciOn 1 de Ia Resolucion Conjunta 58-2009,

5 por Ia cantidad de once mi.l b-cs cientos trescientos ochenta y seis dOlares ($11,386) y de

6 Ia SecciOn 3, Inciso 11, Apartado b SccciOn 3, Inciso 11, Apartado b del Subinciso l
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I Inciso 14 de la SecciOn 1 de Ia ResoluciOn Conjunta 244-2012, por la cantidad de ocho

2 nil novecientos sesenta y siete dOlares con veintidOs centavos ($8,967.22), con el

3 propOsito de ilevar a cabo los propOsitos que se detallan a continuaciOn:

4 1. Municipio de San Sebastian

a. Para obras y mejoras permanentes $20,353.22

6 SecciOn 2.-Los fondos reasignados en esta ResoluciOn Conjunta podran parearse

7 con aportaciones municipales, estatales y/o feclerales.

8 SecciOn 3.-Esta ResoluciOn Conjunta comenzará a regir irimediatamente después

9 de su aprobaciOn.
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CERTIFICACION

Yc, Eric Castro Hernández Director Interino de Finanzas del Municipio de San
Sebasfián, Puerto Rico por a presente certifico:

Que el Municipio tiene los siguientes fondos disponibles pertenecientes a las
Resoluciones Conjuntas:

Descripciôn RC Fecha Fondos Fondos
otorgados disponibles

Mejoras Permanentes Parque Pelota #58 7/01/09 15,000.00 11,386.00
Go. Sonador
RepavimentaciOn y Mejoras: Sector #244 12/26/12 50000.00 8,967.22
Medina, Bo. Aibonito Guerrero

TOTAL $20,353.22

Estos sobrantes estãn disponibles en las arcas municipales y se ha identificado
a necesidad de reprograrnarlos para uso en obras y mejoras permanentes.

Para que asi conste. firmo esta Certrficacion boy 17 de octubre de 2018 en San
Sebastian, Puerto Rico

Eric Castro Hernández
Director de Finanzas

PD Box 1603, CALLE PADRE FELICIANO NUM. 3, SAN SEBASTIAN) PR 00685-1603 . TELEFONOS 787-896-1550/787-896-2300. FAX 787-896-3012
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GOBIERNO DE PUERTO RICO 
 

18va. Asamblea 4ta. Sesión 
 Legislativa        Ordinaria 
 

CÁMARA DE REPRESENTANTES 
 

P. de la C. 1837 
 

12 DE OCTUBRE DE 2018 
 

Presentado por los representantes y las representantes Méndez Núñez, Torres Zamora, 
Ramos Rivera, Rodríguez Aguiló, Hernández Alvarado, Alonso Vega, Aponte Hernández, 
Banchs Alemán, Bulerín Ramos, Charbonier Chinea, Charbonier Laureano, Claudio 
Rodríguez, Del Valle Colón, Franqui Atiles, González Mercado, Lassalle Toro, Lebrón 
Rodríguez, Mas Rodríguez, Meléndez Ortiz, Miranda Rivera, Morales Rodríguez, 
Navarro Suárez, Parés Otero, Peña Ramírez, Pérez Cordero, Pérez Ortiz, Quiñones 
Irizarry, Rivera Ortega, Rodríguez Hernández, Santiago Guzmán, Soto Torres, Torres 
González y Vargas Rodríguez 

 
Referido a la Comisión de Hacienda, Presupuesto y de la Supervisión, Administración y 

Estabilidad Económica de Puerto Rico, “PROMESA” 
 

LEY 
 
Para renumerar el Artículo 1 como Artículo 1.1 y enmendar el mismo; añadir un nuevo 

Artículo 1.2; renumerar el Artículo 2 como Artículo 2.1 y enmendar el mismo; 
añadir nuevos Artículos 2.2, 2.3, 2.4, 2.5, 2.6, 2.7, 2.8 y 2.9; derogar el Artículo 3 y 
sustituirlo por un nuevo Artículo 3.1; añadir nuevos Artículos 3.2 y 3.3; derogar el 
Artículo 4 y sustituirlo por un nuevo Artículo 4.1, añadir un nuevo Artículo 4.2, 
derogar el Artículo 5 y sustituirlo por un nuevo Artículo 5.1, añadir un nuevo 
Artículo 5.2, derogar los Artículos 6, 7, 8, 9, 10 y 11 y dividir en capítulos la Ley 91-
2006, según enmendada, conocida como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, 
a los fines de permitir la reestructuración de la deuda de la Corporación del Fondo 
del Interés Apremiante (COFINA) bajo el Título III de la “Ley para la Supervisión, 
Administración y Estabilidad Económica de Puerto Rico”, mejor conocida como 
PROMESA; autorizar a COFINA a emitir bonos como parte de dicha 
reestructuración y establecer los términos de los mismos; establecer los poderes y 
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facultades de COFINA y la composición y los poderes de su Junta de Directores; 
establecer la titularidad de COFINA sobre una porción de los recaudos sobre el 
impuesto sobre ventas y uso y disponer para la transferencia y uso de dichos 
recaudos; crear un gravamen estatutario en beneficio de los tenedores de bonos de 
COFINA; establecer ciertos acuerdos a nombre del Gobierno de Puerto Rico para 
beneficio de los tenedores de bonos de COFINA; disponer que el texto en inglés 
prevalecerá sobre el texto en español; derogar los Artículos 2 y 4 de la Ley 116-
2013, según enmendada; enmendar el Artículo 25-A de la Ley 44 de 21 de junio de 
1988, según enmendada; a los fines de permitir la venta de ciertos bonos de 
COFINA que tiene la Autoridad para el Financiamiento de la Infraestructura con 
la aprobación de la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal de Puerto 
Rico; establecer que esta Ley será efectiva en la fecha de la consumación del plan 
de ajuste de deuda de COFINA bajo el Título III de PROMESA; y para otros fines 
relacionados. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
Puerto Rico enfrenta una crisis fiscal y económica sin precedentes. Este proyecto, 

al igual que el acuerdo de reestructuración del Banco Gubernamental de Fomento, 
encamina a Puerto Rico en la ruta de la credibilidad. Con este acuerdo, hacemos ajustes 
significativos en el repago de la deuda gubernamental que otras administraciones 
tomaron prestado pero que nos toca a nosotros resolver. De esta forma, aseguramos que 
el Gobierno continúe operando y sirviendo a nuestro pueblo. 

 
Las posiciones asumidas y acciones tomadas por la administración pasada 

causaron que Puerto Rico perdiera acceso a los mercados de capital y precipitaron el 
colapso de su sistema de financiamiento público. Estas acciones aceleraron la contracción 
de la economía de Puerto Rico y precipitaron la migración de puertorriqueños a los 
Estados Unidos continentales.  

 
La administración pasada desarrolló una relación hostil con los participantes de 

los mercados financieros, incluyendo cientos de miles de puertorriqueños que invirtieron 
sus ahorros confiando en el buen nombre y crédito del Gobierno de Puerto Rico y sus 
corporaciones públicas. Este ambiente hostil hacia Puerto Rico también resonó en el 
Congreso de los Estados Unidos debido a la falta de transparencia y honestidad, 
generando consistentemente coberturas noticiosas negativas sobre Puerto Rico a nivel 
local, nacional e internacional.  

 
Las decisiones equivocadas de la pasada administración llevaron al “Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico” a la quiebra, lo que requirió el uso de sus recursos para atender 
y proveer servicios esenciales al pueblo de Puerto Rico. Esto, a su vez, actuó como 
catalítico para una controversia en la cual se cuestionó la estructura bajo la cual la 
Corporación del Fondo del Interés Apremiante (COFINA) emitió sus bonos. En 
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particular, algunos acreedores radicaron reclamaciones argumentando, entre otras cosas, 
que (i) las emisiones de bonos de COFINA violaron la Constitución de Puerto Rico, y (ii) 
la porción de la contribución sobre ventas y uso impuesta por el Gobierno de Puerto Rico 
a la tasa de 5.5% (el IVU) y transferida a COFINA constituye “recursos disponibles” del 
Gobierno de Puerto Rico bajo el Artículo VI, Sección 8 de la Constitución de Puerto Rico 
y debe utilizarse para el pago de la “deuda pública”.  Algunos acreedores también 
presentaron argumentos sobre el alcance de la Constitución de Puerto Rico que giran en 
base a si utiliza el término “recursos disponibles”, según la versión en español, o available 
revenues, including surplus según la versión en inglés.  El 5 de mayo de 2017, la Junta de 
Supervisión y Administración Financiera (la Junta de Supervisión) creada bajo la “Ley 
para la Supervisión, Administración y Estabilidad Económica de Puerto Rico” 
(PROMESA, por sus siglas en inglés), como representante de COFINA, comenzó un 
proceso de reestructuración para COFINA bajo el Título III de PROMESA.  

 
Las partes interesadas del Gobierno de Puerto Rico y COFINA comenzaron un 

proceso ordenado para resolver las disputas relacionadas a COFINA y la titularidad 
sobre el IVU (colectivamente, la Disputa ELA-COFINA). A esos fines, el 10 de agosto de 
2018, el tribunal del Título III aprobó una estipulación y orden designando al Comité 
Oficial de Acreedores no Asegurados del Gobierno para actuar como agente la de Junta 
de Supervisión en su capacidad como representante del Gobierno de Puerto Rico (el 
Agente del Gobierno) y a Bettina M. Whyte para actuar como agente de la Junta de 
Supervisión en su capacidad como representante de COFINA (el Agente de COFINA) en 
un esfuerzo para facilitar la transacción de la Disputa ELA-COFINA.  

 
El 5 de junio de 2018, el Agente del Gobierno y el Agente de COFINA anunciaron 

que habían llegado a un acuerdo en principio para resolver la Disputa ELA-COFINA (el 
Acuerdo en Principio). El Acuerdo en Principio estaba fundamentado en dividir la 
cantidad fija del IVU transferida a COFINA cada año fiscal (la Renta Fija) entre el 
Gobierno y COFINA comenzando en el año fiscal 2019, donde COFINA recibiría el 
53.65% de la cantidad anual de la Renta Fija y el Gobierno recibiría el 46.35% de la 
cantidad anual de la Renta Fija, además de todos los demás ingresos recaudados por 
concepto del IVU.  

 
Consistente con la política pública implementada por el Gobernador de Puerto 

Rico, la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal, la Junta de Supervisión y 
ciertos acreedores y aseguradores de los bonos de COFINA, llegaron a un acuerdo en 
apoyo a un plan de reestructuración para COFINA (según enmendado y reformulado el 
21 de septiembre de 2018, el Acuerdo de Reestructuración), el cual incorpora la división 
de la Renta Fija conforme al Acuerdo en Principio y provee para la transacción de la 
Disputa ELA-COFINA conforme a un plan de ajuste de deuda para COFINA bajo el 
Título III de PROMESA (el Plan de COFINA).  
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Ahora le corresponde a la Asamblea Legislativa implementar el acuerdo entre las 
partes enmendando las disposiciones de la ley que creó a COFINA y que autorizó la 
emisión de sus bonos, la Ley 91-2006. Estas enmiendas liberarán el gravamen que tienen 
actualmente los tenedores de COFINA sobre $17.5 billones de ingresos del IVU. Estos 
ingresos ahora estarán disponibles para ser utilizados por el Gobierno de Puerto Rico 
para atender y brindar servicios a los puertorriqueños. Al implementar el Acuerdo de 
Reestructuración, esta legislación también pone fin al costoso litigio entre los agentes 
nombrados por la Junta de Supervisión y a las reclamaciones de los acreedores de 
COFINA mientras que, a la misma vez, clarifica la intención legislativa original de la Ley 
91-2006, según enmendada. Además, como resultado de esta legislación, se ahorrará 
aproximadamente $437.5 millones por año al Gobierno de Puerto Rico para beneficio del 
pueblo de Puerto Rico.  

  
Igualmente, esta legislación demuestra que la Asamblea Legislativa está 

comprometida con tomar los pasos necesarios para permitir el regreso de Puerto Rico a 
los mercados de capital. Como paso necesario para la implantación del Acuerdo de 
Reestructuración, esta legislación autorizará la restructuración de la deuda de COFINA 
bajo el Título III de PROMESA, actuará como catalítico para otras restructuraciones, 
sentará las bases para que Puerto Rico resurja de la bancarrota, reducirá los costos 
relacionados a los litigios y aligerará la terminación de la Junta de Supervisión bajo 
PROMESA.  

 
Esta Ley demuestra el compromiso de política pública continuo de la Asamblea 

Legislativa para corregir la crisis fiscal de Puerto Rico, honrar las obligaciones financieras 
de Puerto Rico, recuperar acceso a los mercados de capital, eliminar la incertidumbre 
económica y alcanzar un nivel de deuda sostenible para Puerto Rico.  
 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.-Se añade un Capítulo I a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 1 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, cuyo título leerá como sigue: 2 

 “CAPÍTULO I – TITULO Y DEFINICIONES” 3 

Sección 2.-Se renumera el Artículo 1 de la Ley 91-2006, según enmendada, 4 

conocida como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, como Artículo 1.1, y se enmienda 5 

el mismo para que lea como sigue:  6 

 “Artículo 1.1.-Título.  7 
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Esta Ley se conocerá como la “Ley de la Corporación del Fondo de Interés 1 

Apremiante”. 2 

Sección 3.-Se añade un Artículo 1.2 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 3 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante” para que lea como sigue:  4 

“Artículo 1.2.-Definiciones.  5 

Los siguientes términos tendrán los significados que se expresan a 6 

continuación: 7 

(a) “AAFAF”– significa la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal 8 

de Puerto Rico. 9 

(b) “Ley”– significa la Ley 91-2006, según enmendada, también conocida como 10 

“Ley de la Corporación del Fondo del Interés Apremiante”. 11 

(c) “Acuerdos Complementarios”– significa el Plan de Ajuste de la 12 

Corporación, el Contrato de Bonos, el Acuerdo de Transacción y cualquier 13 

otro acuerdo o instrumento otorgado por la Corporación o el Fiduciario del 14 

Contrato de Bonos relacionado a, o en apoyo de, la Transacción de 15 

Reestructuración y relacionado a, o en apoyo de, el Plan de Ajuste de la 16 

Corporación. 17 

(d) “Actividades Autorizadas”– significa las actividades que la Corporación 18 

está autorizada a llevar a cabo conforme al Artículo 2.4 de esta Ley. 19 

(e) “Junta de Directores”– significa la Junta de Directores de la Corporación.  20 

(f) “Contrato de Bonos”– significa uno o más contratos de fideicomiso, 21 

contratos de bonos y cualquier suplemento o enmienda a éstos, o cualquier 22 
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contrato o acuerdo similar otorgado por la Corporación y el Fiduciario del 1 

Contrato de Bonos mediante el cual se emitan los Bonos del Plan de Ajuste 2 

y que establezca los derechos y responsabilidades de la Corporación y los 3 

tenedores de Bonos del Plan de Ajuste emitidos bajo el mismo.   4 

(g) “Presidente” – significa el presidente de la Junta de Directores.   5 

(h) “Ingresos de la Corporación” – significa los Primeros Ingresos hasta una 6 

cantidad igual al cincuenta y tres punto sesenta y cinco por ciento (53.65%) 7 

de la Renta Fija para cada Año Fiscal y todo derecho legal y en equidad, 8 

título e interés con respecto a los mismos, incluyendo el derecho a recibir 9 

los Primeros Ingresos según se dispone en el Artículo 4.1 de esta Ley.   10 

(i) “Fondo de Ingresos de la Corporación ” – significa el fondo o los fondos 11 

segregados propiedad de la Corporación en la(s) cual(es) se depositan los 12 

Ingresos de la Corporación, cuya cuenta (1) deberá estar a nombre del 13 

Fiduciario del Contrato de Bonos para beneficio de los tenedores de Bonos 14 

del Plan de Ajuste, (2) no puede ser propiedad de, ni estar controlada por, 15 

el Gobierno de Puerto Rico o una Entidad Gubernamental (excepto la 16 

Corporación) de ninguna manera, y (3) se mantendrá en uno o más bancos 17 

en los Estados Unidos continentales.  18 

(j) “Corporación” – significa la Corporación del Fondo del Interés Apremiante 19 

creada por esta Ley. 20 

(k) “Plan de Ajuste de la Corporación”– significa el plan de ajuste consumado 21 

con relación al caso de la Corporación bajo el Título III de PROMESA, 22 
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incluyendo la orden del Tribunal de Distrito confirmando dicho plan de 1 

ajuste.  2 

(l) “Tribunal de Distrito”– significa el Tribunal de Distrito de los Estados 3 

Unidos para el Distrito de Puerto Rico. 4 

(m) “Fecha de Efectividad” – significa la fecha en la cual el Plan de Ajuste de la 5 

Corporación advenga efectivo de acuerdo a sus términos.  6 

(n) “Costos de Financiamiento”– significa todos los costos asociados con la 7 

Transacción de Reestructuración, incluyendo los costos, honorarios y 8 

gastos de: (1) emitir, dar servicio a, repagar o refinanciar los Bonos del Plan 9 

de Ajuste, independientemente de si dichos costos se incurren en la emisión 10 

de dichos Bonos del Plan de Ajuste o a través del término de los mismos, 11 

(2) hacer pagos conforme a los Acuerdos Complementarios, (3) pagar 12 

cualquier sello, impuesto de emisión, impuesto similar u otros cargos 13 

relacionados a la Transacción de Reestructuración; disponiéndose, además, 14 

que esta cláusula no limita de manera alguna la exención contributiva 15 

provista en el Artículo 2.8 de esta Ley, (4) prepararse para y completar la 16 

Transacción de Reestructuración y (5) llevar a cabo todas las actividades 17 

relacionadas a la Transacción de Reestructuración.  Es menester señalar, 18 

que, los Costos de Financiamiento también incluyen honorarios y gastos 19 

administrativos incurridos antes o después del cierre relacionado a los 20 

Acuerdos Complementarios, pero no incluyen pagos de principal e 21 

intereses bajo los Bonos del Plan de Ajuste.  22 
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 (o) “Primeros Ingresos” – significa los primeros ingresos que corresponden a 1 

Contribuciones Pignoradas en cualquier Año Fiscal, según se describe en el 2 

Artículo 4.1 de esta Ley.  3 

(p) “Año Fiscal” – significa el año fiscal del Gobierno de Puerto Rico, el cual 4 

comienza el 1 de julio y termina el 30 de junio.  5 

(q) “Renta Fija” – significa, para el Año Fiscal 2018-2019, setecientos ochenta y 6 

tres millones ciento noventa y siete mil doscientos cincuenta y un 7 

(783,197,251.00) dólares y, para cada Año Fiscal subsiguiente, la Renta Fija 8 

del Año Fiscal anterior más cuatro (4)  por ciento de dicha Renta Fija, hasta 9 

la Cantidad Máxima. La Renta Fija para cada año fiscal se pagará de los 10 

primeros ingresos recaudados de las Contribuciones Pignoradas.  11 

(r) “Entidad Gubernamental”– significa cualquier agencia, departamento, 12 

oficina, corporación pública, fideicomiso, fondo, sistema, instrumentalidad, 13 

subdivisión política, autoridad fiscal o municipio del Gobierno de Puerto 14 

Rico. 15 

(s) “Gobierno de Puerto Rico”– significa el Estado Libre Asociado de Puerto 16 

Rico y su gobierno. 17 

(t) “Fiduciario del Contrato de Bonos”– significa la Persona designada como 18 

fiduciario o fiduciario del contrato de bonos bajo el Contrato de Bonos, 19 

incluyendo cualquier sucesor de éstos bajo el Contrato de Bonos.  20 

(u) “Cantidad Máxima”– significa mil ochocientos cincuenta millones 21 

(1,850,000,000.00) de dólares. 22 
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(v) “Junta de Supervisión”– significa la Junta de Supervisión y Administración 1 

Financiera para Puerto Rico establecida conforme a la Sección 101 de 2 

PROMESA. 3 

(w) “Persona”– significa cualquier persona natural o entidad legal, incluyendo, 4 

pero sin limitarse a, el Gobierno de Puerto Rico, cualquier Entidad 5 

Gubernamental, o cualquier individuo, firma, sociedad, proyecto conjunto, 6 

fideicomiso, sucesión, compañía de responsabilidad limitada, corporación 7 

de individuos, asociación, corporación pública o privada, organizada o 8 

existente bajo las leyes de Puerto Rico, los Estados Unidos de América, o 9 

cualquier otra jurisdicción o de cualquier otro estado, municipalidad, 10 

subdivisión política, autoridad fiscal, agencia o instrumentalidad de Puerto 11 

Rico, de los Estados Unidos de América o cualquier otra jurisdicción, o 12 

cualquier combinación de éstas. 13 

(x) “Bonos del Plan de Ajuste” – significa cualquier Bono de Reestructuración 14 

y cualquier Bono de Refinanciamiento.  15 

(y) “Contribuciones Pignoradas” – significa, sujeto a las disposiciones del 16 

Artículo 3.3 de esta Ley, (1) los ingresos y recaudos presentes y futuros 17 

generados por la porción del IVU que corresponda a una tasa contributiva 18 

de cinco punto cinco (5.5) por ciento y (2) la Colateral Substituta, si alguna.  19 

(z) “PROMESA”– significa la “Ley para la Supervisión, Administración y 20 

Estabilidad Económica de Puerto Rico”, Pub. L. No. 114–187, 130 Stat. 549 21 

(2016), 48 U.S.C. 2101 et. seq.  22 
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(aa) “Bonos de Refinanciamiento”– significa los bonos emitidos por la 1 

Corporación conforme a la Ley y los Acuerdos Complementarios, con 2 

igualdad de prioridad que los Bonos de Reestructuración (pari passu), para 3 

retirar o refinanciar cualquier Bono del Plan de Ajuste.  4 

(bb) “Bonos de Reestructuración”– significa los bonos emitidos por la 5 

Corporación conforme a esta Ley, el Plan de Ajuste de la Corporación y los 6 

Acuerdos Complementarios, bajo términos consistentes con, y que estén 7 

autorizados, validados y distribuidos conforme a, el Plan de Ajuste de la 8 

Corporación.  9 

(cc) “Resolución de Reestructuración”– significa una o más resoluciones de la 10 

Junta de Directores autorizando: (1) la emisión de los Bonos del Plan de 11 

Ajuste y describiendo sus términos y (2) el pago de los Costos de 12 

Financiamiento, en cada caso de acuerdo a los términos del Plan de Ajuste 13 

de la Corporación. 14 

(dd) “Transacción de Reestructuración”– significa las transacciones 15 

contempladas por, o en apoyo de, el Plan de Ajuste de la Corporación.    16 

(ee) “IVU”– significa el impuesto de ventas y uso impuesto por el Gobierno de 17 

Puerto Rico bajo las Secciones 4020.01 y 4020.02 del Súbcapítulo D de la Ley 18 

1-2011, según enmendada, conocida como el “Código de Rentas Internas 19 

para un Nuevo Puerto Rico”.  20 

(ff) “Acuerdo de Transacción”– significa el Acuerdo de Transacción del 15 de 21 

octubre de 2018 entre la Junta de Supervisión, a nombre del Gobierno de 22 



11 

Puerto Rico, y el agente de la Corporación designado por la Junta de 1 

Supervisión para transar o litigar la disputa entre el Gobierno de Puerto 2 

Rico y la Corporación con respecto a la titularidad sobre el IVU.  3 

(gg) “Colateral Sustituta”– significa todo o una porción de una contribución de 4 

aplicación general a través de Puerto Rico que se legisle en sustitución total 5 

de las Contribuciones Pignoradas o que de otra manera constituya colateral 6 

similar o comparable para los Bonos del Plan de Ajuste.  7 

(hh) “Requisitos de Sustitución” – significa (1) la aprobación de legislación 8 

disponiendo para Colateral Sustituta, que a su vez disponga (A) que la 9 

Colateral Sustituta en una cantidad igual a los Ingresos de la Corporación 10 

se ha transferido irrevocablemente y es propiedad única y exclusivamente 11 

de la Corporación en la misma medida en que se provee bajo el Artículo 2.2 12 

de esta Ley, (B) que, luego de dicha transferencia, la Colateral Sustituta en 13 

una cantidad igual a los Ingresos de la Corporación no es, y no constituirá, 14 

“recursos disponibles” o “ingresos disponibles” del Gobierno de Puerto 15 

Rico según dicho término se utiliza en la Sección 8 del Artículo VI de la 16 

Constitución de Puerto Rico o de cualquier otra manera en la Constitución 17 

de Puerto Rico (independientemente de si se interpreta la versión en 18 

español o inglés de la Constitución de Puerto Rico), (C) para la creación de 19 

un gravamen sobre la Colateral Substituta a favor del Fiduciario del 20 

Contrato de Bonos para beneficio de los tenedores de Bonos del Plan de 21 

Ajuste en la misma medida que se establece en el Artículo 3.2 de esta Ley y 22 
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(D) que el Gobierno de Puerto Rico y las Entidades Gubernamentales 1 

continuarán proveyendo las garantías establecidas en el Artículo 3.3 de esta 2 

Ley con respecto a dicha Colateral Sustituta, y (2) que, previo a la 3 

sustitución de la Colateral Sustituta, se hayan satisfecho los requisitos de 4 

calificación establecidos en los Acuerdos Complementarios con respecto a 5 

la Colateral Sustituta.” 6 

Sección 4.-Se añade un Capítulo II a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 7 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, cuyo título leerá como sigue:  8 

“CAPÍTULO II – LA CORPORACION DEL FONDO DE INTERÉS 9 

APREMIANTE” 10 

Sección 5.-Se renumera el Artículo 2 de la Ley 91-2006, según enmendada, 11 

conocida como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, como Artículo 2.1, y se 12 

enmienda el mismo para que lea como sigue: 13 

 “Artículo 2.1.-Creación y Existencia Legal Separada de la Corporación. 14 

Se crea una corporación pública e instrumentalidad del Gobierno de Puerto 15 

Rico que constituye un cuerpo corporativo y político independiente y separado 16 

del Gobierno de Puerto Rico que se conocerá como la Corporación del Fondo de 17 

Interés Apremiante de Puerto Rico, cuyo nombre en inglés será Puerto Rico Sales 18 

Tax Financing Corporation. La Corporación que existe por virtud de esta Ley es y se 19 

reconocerá para todos los propósitos como una entidad legal independiente y 20 

separada del Gobierno de Puerto Rico y cualquier otra Entidad Gubernamental. 21 
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Será operada independientemente y sus negocios y asuntos serán dirigidos por, o 1 

bajo la dirección de su Junta de Directores.” 2 

Sección 6.-Se añade un Artículo 2.2 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 3 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, para que lea como sigue:  4 

“Artículo 2.2.-Titularidad sobre los Ingresos de la Corporación.  5 

(a)  Cualquier y toda titularidad y derechos sobre los Ingresos de la 6 

Corporación, fueron o  han sido transferidos o por la presente se transfieren 7 

a la Corporación.  8 

(b)  La transferencia descrita en el inciso (a) arriba es una transferencia absoluta 9 

de todo derecho legal y en equidad, título e interés, y no una pignoración u 10 

otro financiamiento.  11 

(c)  La Corporación es y será la única y exclusiva dueña de los Ingresos de la 12 

Corporación hasta que los Bonos del Plan de Ajuste, incluyendo los 13 

intereses que devenguen éstos, y todas las cantidades y obligaciones bajo 14 

los Acuerdos Complementarios se paguen en su totalidad en efectivo o 15 

hayan sido de otra manera satisfechas conforme a sus términos.  16 

(d)  Las Personas designadas como agentes retenedores para propósitos de la 17 

imposición y recaudación del IVU conforme a la Ley 1-2011, según 18 

enmendada, también conocida como el “Código de Rentas Internas para un 19 

Nuevo Puerto Rico”, se entenderá que recaudan a nombre de la 20 

Corporación cualquier porción del IVU en la cual la Corporación tiene un 21 

interés propietario. Dichos agentes retenedores continuarán estando sujetos 22 
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a toda y cualquier obligación y responsabilidad impuesta por el Código de 1 

Rentas Internas para un Nuevo Puerto Rico, a agentes retenedores con 2 

relación a la imposición y recaudación del IVU.   3 

(e)  Los Ingresos de la Corporación no constituyen “recursos disponibles” o 4 

“ingresos disponibles” del Gobierno de Puerto Rico según dicho término se 5 

utiliza en la Sección 8 del Artículo VI de la Constitución de Puerto Rico o 6 

de cualquier otra manera en la Constitución de Puerto Rico 7 

(independientemente de si se interpreta la versión en español o inglés de la 8 

Constitución de Puerto Rico).”  9 

Sección 7.-Se añade un Artículo 2.3 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 10 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, para que lea como sigue:  11 

“Artículo 2.3.-Propósito de la Corporación.  12 

En y después de la Fecha de Efectividad, el propósito de la Corporación 13 

será (a) emitir los Bonos del Plan de Ajuste, (b) ser dueña de y administrar los 14 

Ingresos de la Corporación, y (c) emitir otros bonos, notas o evidencia de deuda 15 

de la Corporación según autorizado por el Plan de Ajuste de la Corporación y los 16 

Acuerdos Complementarios, los cuales serán pagaderos de aquellos ingresos que 17 

disponga la Asamblea Legislativa.”  18 

Sección 8.-Se añade un Artículo 2.4 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 19 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, para que lea como sigue:  20 

“Artículo 2.4.-Actividades de la Corporación. 21 

Las actividades de la Corporación se limitarán a las siguientes: 22 
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(a) recibir y ser dueña de los Ingresos de la Corporación y aquellos otros 1 

ingresos o propiedades que se le provean o transfieran a la Corporación;  2 

(b) aprobar la Resolución de Reestructuración; 3 

(c) emitir, de tiempo en tiempo, los Bonos del Plan de Ajuste y cualquier bono, 4 

nota o evidencia de deuda cuya emisión esté permitida por el Artículo 2.3 5 

de esta Ley;  6 

(d) otorgar y cumplir con los Acuerdos Complementarios; 7 

(e) para garantizar el pago de cualquier bono, nota o evidencia de deuda cuya 8 

emisión esté autorizada por el Artículo 2.3 de esta Ley, pignorar, de manera 9 

subordinada en todos los aspectos al gravamen establecido en el Artículo 10 

3.2 de esta Ley, (1) cualquier cantidad remanente de los Ingresos de la 11 

Corporación después del pago de los Bonos del Plan de Ajuste o (2) 12 

cualquier otro fondo o propiedad que se asigne a la Corporación después 13 

de la Fecha de Efectividad.   14 

(f) tomar cualquier y toda otra acción que sea necesaria o apropiada para 15 

consumar la Transacción de Reestructuración y el Plan de Ajuste de la 16 

Corporación, incluyendo hacer enmiendas a, intercambiar y/o cancelar, los 17 

bonos emitidos por la Corporación previo a la Fecha de Efectividad y 18 

enmendar y reformular los acuerdos de la Corporación con respecto a los 19 

mismos.”  20 

Sección 9.-Se añade un Artículo 2.5 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 21 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, para que lea como sigue: 22 
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“Artículo 2.5.-Poderes Adicionales.  1 

Para llevar a cabo las Actividades Autorizadas, la Corporación tendrá, sin 2 

limitación de lo anterior, los siguientes poderes:  3 

(a) demandar y ser demandada en cualquier tribunal de Puerto Rico o en el 4 

Tribunal de Distrito Federal; 5 

(b) adoptar, cambiar y usar un sello; 6 

(c) formular, adoptar, enmendar y derogar estatutos para la administración de 7 

sus asuntos y aquellas normas, reglas y reglamentos que sean necesarios o 8 

pertinentes para ejercer y desempeñar las Actividades Autorizadas; 9 

(d) abrir y mantener cuentas de banco, incluyendo el Fondo de Ingresos de la 10 

Corporación; 11 

(e) adquirir, arrendar, tener dominio sobre y vender propiedad; 12 

(f) tener completo dominio sobre todas sus propiedades (incluyendo los 13 

Ingresos de la Corporación), sujeto al gravamen estatutario establecido bajo 14 

el Artículo 3.2 de esta Ley;  15 

(g) negociar, otorgar y enmendar contratos y cualquier otro instrumento 16 

necesario o conveniente para desempeñar las Actividades Autorizadas; 17 

(h) nombrar o destituir oficiales, agentes y empleados, establecer sus 18 

compensaciones, poderes y facultades, en cada caso, de conformidad con 19 

los Acuerdos Complementarios; 20 

(i) pagar sus gastos operacionales y los Costos de Financiamiento; 21 
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(j) procurar seguros contra pérdidas con relación a sus actividades, 1 

propiedades o activos, incluyendo seguros que cubran a sus directores y 2 

oficiales; 3 

(k) invertir fondos y establecer y mantener reservas según requerido por, y bajo 4 

los estándares establecidos en, los Acuerdos Complementarios; 5 

(l) indemnizar a los miembros de la Junta de Directores, sus oficiales, agentes, 6 

empleados, contratistas y terceros por conducta que no constituya 7 

negligencia crasa, dolo o fraude;  8 

(m) ejercer todos aquellos otros poderes no incompatibles con los aquí 9 

expresados que sean necesarios para llevar a cabo las Actividades 10 

Autorizadas;  11 

(n) llevar a cabo todos los actos o medidas necesarias o convenientes para 12 

cumplir su propósito y llevar a cabo los poderes que se le confieren 13 

expresamente en esta Sección; 14 

(o) delegar a sus oficiales, agentes, empleados o contratistas autoridad para 15 

tomar acciones para cumplir con esta Ley; y 16 

(p) firmar, radicar y enmendar cualquier planilla, formulario, elecciones o 17 

declaraciones con cualquier autoridad gubernamental.” 18 

Sección 10.-Se añade un Artículo 2.6 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 19 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante” para que lea como sigue:  20 

“Artículo 2.6.-Actividades Prohibidas.  21 
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Mientras los Bonos del Plan de Ajuste estén en circulación, la Corporación 1 

no estará autorizada a:  2 

(a) fusionarse o consolidarse, directa o indirectamente, con ninguna Persona; 3 

(b) incurrir, garantizar o de alguna otra manera obligarse a pagar deuda alguna 4 

u otras obligaciones que no sean los Bonos del Plan de Ajuste, gastos 5 

operacionales, los Costos de Financiamiento y cualquier bono, nota, o 6 

evidencia de deuda permitida bajo el Artículo 2.3 de esta Ley;  7 

(c) gravar, crear o registrar gravámenes sobre cualquier propiedad 8 

(incluyendo los Ingresos de la Corporación), excepto (1) por el gravamen 9 

para garantizar el pago de los Bonos del Plan de Ajuste creado por el 10 

Artículo 3.2 de esta Ley o (2) cualquier pignoración o gravamen para 11 

garantizar un bono, nota o evidencia de deuda permitida bajo el Artículo 12 

2.3 de esta Ley, pero sólo en la medida en que dicha prenda o gravamen 13 

esté subordinado en todos los aspectos al gravamen establecido en el 14 

Artículo 3.2 de esta Ley;   15 

(d) llevar a cabo actividades de negocio que no sean las autorizadas 16 

expresamente en esta Ley; 17 

(e) disolver, liquidar, vender o, excepto según permitido por el Artículo 2.4(e), 18 

de otra manera transferir toda o una parte de su propiedad (incluyendo los 19 

Ingresos de la Corporación);  20 

(f)  los directores de la Corporación no votarán para autorizar a la Corporación 21 

a comenzar un caso bajo el Título III de PROMESA o procesos judiciales de 22 
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reestructuración similares bajo las leyes aplicables sujeto a las disposiciones 1 

de tales leyes; y 2 

(g) tomar cualquier otra acción que sea inconsistente con el propósito de la 3 

Corporación,  según establecido por esta Ley o complementaria a ésta.” 4 

Sección 11.-Se añade un Artículo 2.7 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 5 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, para que lea en su totalidad como sigue: 6 

“Artículo 2.7.-Junta de Directores  7 

Los poderes de la Corporación se ejercerán a través de la Junta de Directores.  8 

(a) Composición de la Junta de Directores. 9 

La Junta de Directores estará compuesta por tres (3) miembros, que 10 

cumplirán los requisitos establecidos en el Artículo 2.7(b)(iii) de esta Ley y 11 

quienes serán nombrados por el Gobernador de Puerto Rico; disponiéndose 12 

que, conforme a las disposiciones de los Acuerdos Complementarios, 13 

ciertos tenedores de Bonos del Plan de Ajuste podrán someter, para la 14 

consideración del Gobernador, hasta tres (3) recomendaciones para el 15 

nombramiento inicial de los directores de la Corporación, pero el 16 

Gobernador no estará obligado a seleccionar a dichas personas.  17 

(b) Disposiciones Generales con respecto a la Junta de Directores. 18 

(i) Cada director será nombrado por un término de tres (3) años y podrá 19 

servir términos consecutivos; disponiéndose, que el Gobernador 20 

podrá remover a cualquier director previo a la expiración de su 21 
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término si dicho director incumple con las responsabilidades 1 

establecidas en esta Ley o por negligencia crasa, dolo o fraude;  2 

(ii) cada miembro de la Junta de Directores tendrá derecho a un (1) voto; 3 

(iii) cada miembro de la Junta de Directores deberá satisfacer los 4 

requisitos de independencia y cualificación esbozados en los 5 

Acuerdos Complementarios (incluyendo que ningún miembro de la 6 

Junta de Directores puede ser un oficial, empleado o director de 7 

cualquier Entidad Gubernamental que no sea la Corporación); 8 

(iv) todas las decisiones y acciones de la Junta de Directores requerirán 9 

el voto afirmativo de una mayoría de los miembros de la Junta de 10 

Directores que estén en funciones, disponiéndose que los estatutos 11 

corporativos de la Corporación podrán requerir la aprobación de 12 

una cantidad mayor de directores para ciertos propósitos; y 13 

(v) los miembros de la Junta de Directores seleccionarán entre sus 14 

miembros un Presidente. 15 

(c) Vacantes. 16 

En la medida que surja una vacante en el puesto de un miembro de 17 

la Junta de Directores por muerte, remoción, renuncia o de cualquier otra 18 

manera, el Gobernador nombrará un director sucesor que cumpla con los 19 

requisitos establecidos en el Artículo 2.7(b)(iii) de esta Ley conforme al 20 

Artículo 2.7(b)(i) de esta Ley.  21 

(d) Compensación. 22 
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Los miembros de la Junta de Directores recibirán compensación 1 

conforme a lo permitido por los Acuerdos Complementarios. 2 

(e) Aprobación y Enmienda de Reglas. 3 

Tan pronto como sea factible luego del nombramiento de todos los 4 

directores y el nombramiento del Presidente, la Corporación adoptará 5 

reglas y procedimientos para gobernar sus actividades bajo esta Ley. La 6 

Junta de Directores podrá enmendar dichas reglas y procedimientos de 7 

tiempo en tiempo. 8 

(f) Quórum. 9 

Una mayoría de los miembros de la Junta de Directores en funciones 10 

constituirán el quórum para tomar decisiones o ejercer cualquier poder o 11 

función de la Corporación. Uno o más miembros podrán participar de una 12 

reunión de la Junta de Directores mediante teleconferencia o equipo de 13 

comunicaciones similar. La participación por dichos medios constituirá 14 

participación presencial en la reunión. Cualquier acción necesaria o 15 

permitida en cualquier reunión de la Junta de Directores será autorizada 16 

sin necesidad de una reunión siempre y cuando todos los miembros de la 17 

Junta de Directores den su consentimiento por escrito a dicha acción. 18 

(g) Delegación. 19 

La Junta de Directores podrá delegar a uno o más de los miembros o 20 

a los oficiales, agentes y empleados de la Corporación aquellos poderes y 21 

responsabilidades que la Junta de Directores determine sean apropiados.” 22 
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Sección 12.-Se añade un Artículo 2.8 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 1 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, para que lea como sigue: 2 

“Artículo 2.8.-Exención Contributiva.  3 

(a) Por la presente se determina y declara que las actividades de la Corporación 4 

tienen un propósito público. Por lo tanto, la Corporación estará totalmente 5 

exenta de, y no tendrá que pagar contribución, impuesto, licencia, sello, 6 

honorario u otro cargo similar alguno impuesto por el Gobierno de Puerto 7 

Rico o cualquier Entidad Gubernamental sobre cualquiera de las 8 

propiedades de las cuales es dueña, posee, custodia o usa o sobre sus 9 

actividades o sobre cualquier ingreso, pago o ganancia derivada de lo antes 10 

mencionado. 11 

(b) Los Bonos del Plan de Ajuste, incluyendo, pero sin limitarse a, cualquier 12 

pago o ingreso con relación a los Bonos del Plan de Ajuste y la transferencia 13 

de los Bonos del Plan de Ajuste, estará, en todo momento, exento de 14 

contribución, impuesto, licencia, sello, honorario u otro cargo impuesto por 15 

el Gobierno de Puerto Rico o cualquier Entidad Gubernamental. Los 16 

tenedores y dueños beneficiarios de los Bonos del Plan de Ajuste no estarán 17 

sujetos a la obligación de radicar planilla, planilla informativa contributiva 18 

o cualquier otro requisito similar del Gobierno de Puerto Rico o cualquier 19 

Entidad Gubernamental por razón de tener, ser titular de o transferir los 20 

Bonos del Plan de Ajuste.”  21 



23 

Sección 13.-Se añade un Artículo 2.9 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 1 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante” para que lea como sigue: 2 

“Artículo 2.9.-Inaplicabilidad de Ciertas Leyes.  3 

Las siguientes leyes o disposiciones no serán aplicables a la Corporación: 4 

(a) Capítulos 4 y 6 de la Ley 26-2017, según enmendada, conocida como “Ley 5 

para el Cumplimiento del Plan Fiscal”; 6 

(b) Ley 1-2012, según enmendada, conocida como la “Ley de Ética 7 

Gubernamental de Puerto Rico de 2011”; 8 

(c) Ley 103-2006, según enmendada, conocida como “Ley de Reforma Fiscal 9 

del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 2006”; 10 

(d) Ley 8-2017, según enmendada, conocida como la “Ley para la 11 

Transformación de los Recursos Humanos en el Gobierno de Puerto Rico”; 12 

(e) Ley 237-2004, según enmendada, conocida como la “Ley para Establecer 13 

Parámetros Uniformes para la Contratación de Servicios Profesionales y 14 

Consultivos por las Agencias e Instrumentalidades del Gobierno de Puerto 15 

Rico”; 16 

(f) Ley 197-2002, según enmendada, conocida como la “Ley para Regular el 17 

Proceso de Transición del Gobierno de Puerto Rico”; 18 

(g) Ley 78-2011, según enmendada, conocida como el “Código Electoral de 19 

Puerto Rico para el Siglo XXI”;  20 

(h) Ley 38-2017, según enmendada, conocida como la “Ley de Procedimiento 21 

Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico”; 22 
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(i) Plan 3-2011, según enmendado, conocido como el “Plan de Reorganización 1 

de Administración de Servicios Generales”;  2 

(j) Ley 230 de 23 de julio de 1974, según enmendada, conocida como la “Ley 3 

de Contabilidad del Gobierno”;  4 

(k) Ley 3-2017, conocida como la “Ley para Atender la Crisis Económica, Fiscal 5 

y Presupuestaria para Garantizar el Funcionamiento del Gobierno de 6 

Puerto Rico”; y  7 

(l) Ley 14 de 17 de abril de 1972, según enmendada.” 8 

Sección 14.-Se añade un Capítulo III a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 9 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, cuyo título leerá como sigue:  10 

 “Capítulo III - LA TRANSACCIÓN DE REESTRUCTURACIÓN” 11 

Sección 15.–Se deroga el Artículo 3 de la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 12 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante” y se sustituye por un nuevo Artículo 3.1, 13 

que leerá como sigue: 14 

“Artículo 3.1-Emisión de los Bonos del Plan de Ajuste 15 

(a) En y después de la Fecha de Efectividad, la Corporación estará autorizada 16 

a emitir los Bonos del Plan de Ajuste, de tiempo en tiempo, bajo los términos 17 

del Plan de Ajuste de la Corporación y los términos y condiciones 18 

autorizados por la Corporación y establecidos en la Resolución de 19 

Reestructuración y los Acuerdos Complementarios. 20 

(b) Los Bonos del Plan de Ajuste estarán fechados, devengarán interés a las 21 

tasas y vencerán en la fecha o fechas, que determine la Corporación y así lo 22 
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autorice en la Resolución de Reestructuración de acuerdo a, y consistente 1 

con, el Plan de Ajuste de la Corporación. La Corporación determinará la 2 

forma de los Bonos del Plan de Ajuste y la manera de otorgamiento de los 3 

Bonos del Plan de Ajuste, y fijará la denominación o denominaciones de los 4 

Bonos del Plan de Ajuste y el lugar o lugares de pago del principal y los 5 

intereses de los mismos, los términos para su redención y compra en lugar 6 

de redención y los otros términos de los mismos, todo conforme a, y 7 

consistente con, el Plan de Ajuste de la Corporación. 8 

(c) Los Bonos del Plan de Ajuste serán pagaderos únicamente de los Ingresos 9 

de la Corporación conforme los términos del Contrato de Bonos y los 10 

Acuerdos Complementarios.  11 

(d) La Corporación podrá adquirir bonos emitidos por la Corporación bajo los 12 

términos de, y conforme a, el Plan de Ajuste de la Corporación y los 13 

Acuerdos Complementarios aplicables, a un precio que no exceda el precio 14 

de redención de los mismos. Todos los bonos así adquiridos serán 15 

cancelados.  16 

(e) Los Bonos del Plan de Ajuste no constituirán deuda del Gobierno de Puerto 17 

Rico ni de ninguna Entidad Gubernamental excepto por la Corporación. 18 

Esta aseveración se incluirá en los Bonos del Plan de Ajuste, el Contrato de 19 

Bonos y los documentos de divulgación relacionados a dichos bonos.” 20 

Sección 16.-Se añade un Artículo 3.2 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 21 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, para que lea como sigue: 22 
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“Artículo 3.2.-Gravamen Estatutario.  1 

Los Bonos del Plan de Ajuste estarán, automáticamente tras ser emitidos, 2 

garantizados por un primer gravamen estatutario sobre todos los derechos, título 3 

e interés de la Corporación sobre las Contribuciones Pignoradas, incluyendo 4 

cualquier dinero, ingreso, renta, cuenta, derecho contractual o intangible derivado 5 

de éstas, a favor del Fiduciario del Contrato de Bonos para beneficio de los 6 

tenedores de Bonos del Plan de Ajuste. Dicho primer gravamen estatutario será 7 

automático y se constituirá, perfeccionará, será válido y exigible automáticamente 8 

desde y después de la Fecha de Efectividad, sin necesidad acción por Persona 9 

alguna. Ningún instrumento tendrá que ser otorgado, registrado o inscrito en un 10 

récord oficial o registro gubernamental u oficina para perfeccionar o continuar el 11 

primer gravamen estatutario o para establecer o mantener la prioridad del mismo. 12 

Ningún contacto de las Contribuciones Pignoradas con cualquier propiedad del 13 

Gobierno de Puerto Rico, de cualquier otra Entidad Gubernamental o de cualquier 14 

Persona limitará, frustrará, menoscabará o interferirá con dicho gravamen 15 

estatutario. Dicho gravamen estatutario será válido, vinculante, estará 16 

perfeccionado y será ejecutable contra cualquier Persona que tenga una 17 

reclamación de cualquier tipo, extracontractual, contractual u otra, contra la 18 

Corporación y sus activos, independientemente de si dicha Persona fue notificada 19 

de dicho gravamen.  20 

Sección 17.-Se añade un Artículo 3.3 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 21 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, para que lea en su totalidad como sigue: 22 
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“Artículo 3.3.-Convenios relacionados a los Bonos del Plan de Ajuste y la 1 

Transacción de Reestructuración. 2 

El Gobierno de Puerto Rico, con la intención de estar contractualmente 3 

obligado, por la presente acuerda y se compromete con la Corporación y con 4 

cualquier tenedor de Bonos del Plan de Ajuste, y autoriza a la Corporación a 5 

incluir dicho compromiso en el Contrato de Bonos para beneficio de los tenedores 6 

de Bonos del Plan de Ajuste, a no, y que ninguna Entidad Gubernamental estará 7 

autorizada a, hasta que los Bonos del Plan de Ajuste, incluyendo cualquier interés 8 

devengado por éstos y cualquier cantidad u obligación bajo los Acuerdos 9 

Complementarios, se paguen en su totalidad en efectivo o se satisfagan conforme 10 

a sus términos:  11 

(a) tomar cualquier acción que (A) menoscabe el derecho de la Corporación a 12 

recibir los Ingresos de la Corporación, (B) limite o altere los derechos de la 13 

Corporación conforme al Plan de Ajuste de la Corporación para cumplir 14 

con los términos de cualquier acuerdo con los tenedores de Bonos del Plan 15 

de Ajuste, (C) material y adversamente menoscabe el cobro de las 16 

Contribuciones Pignoradas en cualquier Año Fiscal, o (D) menoscabe los 17 

derechos y remedios de los tenedores de Bonos del Plan de Ajuste o la 18 

colateral establecida bajo el Artículo 3.2 de esta Ley;  19 

 (b) reducir las Contribuciones Pignoradas a una tasa menor de cinco punto 20 

cinco por ciento (5.5%) a menos que, con relación a dicha reducción, se 21 

cumpla con la calificación crediticia y demás requisitos establecidos en los 22 
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Acuerdos Complementarios; disponiéndose, sin embargo, que, no obstante 1 

lo anterior, hasta que todas las obligaciones con respecto a los Bonos del 2 

Plan de Ajuste se paguen o satisfagan en su totalidad conforme a sus 3 

términos, si la tasa de las Contribuciones Pignoradas se reduce por debajo 4 

de tres (3) por ciento, entonces, con relación a dicha reducción, el Gobierno 5 

de Puerto Rico deberá cumplir con los Requisitos de Sustitución;  6 

(c) menoscabar, limitar, restringir, rescindir, atrasar o modificar los derechos o 7 

poderes de la Corporación, el Fiduciario del Contrato de Bonos o los 8 

tenedores de Bonos del Plan de Ajuste bajo esta Ley o con relación a los 9 

Ingresos de la Corporación o la habilidad de la Corporación para cumplir 10 

con sus obligaciones a sus bonistas;  11 

(d) enmendar esta Ley para menoscabar, limitar, restringir, rescindir, atrasar o 12 

modificar cualquier obligación o convenio de la Corporación con los 13 

tenedores de Bonos del Plan de Ajuste; y  14 

(e) limitar o restringir los derechos y poderes de los oficiales pertinentes del 15 

Gobierno de Puerto Rico para imponer, mantener, cobrar o recaudar las 16 

Contribuciones Pignoradas, disponiéndose que lo anterior no impedirá que 17 

el Gobierno de Puerto Rico ejerza su poder, a través de un cambio en ley, 18 

de reemplazar la porción del IVU que corresponde a una tasa contributiva 19 

de cinco punto cinco (5.5) por ciento con la Colateral Substituta de acuerdo 20 

a los Requisitos de Sustitución.” 21 
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Sección 18.-Se añade un Capítulo IV a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 1 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, cuyo título leerá como sigue:  2 

“CAPÍTULO IV - INGRESOS DE LA CORPORACIÓN, DEPÓSITOS Y 3 

DESEMBOLSOS.” 4 

 Sección 19.-Se deroga el Artículo 4 de la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 5 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, y se sustituye por un nuevo Artículo 4.1, 6 

que leerá como sigue: 7 

“Artículo 4.1.-Satisfacción de los Ingresos de la Corporación con los 8 

Primeros Ingresos.  9 

(a) Cada Año Fiscal, los primeros ingresos correspondientes a las 10 

Contribuciones Pignoradas se transferirán a, y se depositarán con, la 11 

Corporación o en cualquier cuenta o fondo, incluyendo el Fondo de 12 

Ingresos de la Corporación  o una cuenta o fondo controlado por el 13 

Fiduciario del Contrato de Bonos designada en el Contrato de Bonos bajo el 14 

cual dichas obligaciones fueron incurridas bajo esta Ley y los Acuerdos 15 

Complementarios, designada por la Corporación, hasta que la Corporación 16 

reciba una cantidad equivalente a los Ingresos de la Corporación para dicho 17 

Año Fiscal. El requisito de que los primeros ingresos correspondientes a las 18 

Contribuciones Pignoradas, hasta los Ingresos de la Corporación, se 19 

depositen con la Corporación o en cualquier cuenta o fondo, incluyendo el 20 

Fondo de Ingresos de la Corporación o una cuenta o fondo controlado por 21 

el Fiduciario del Contrato de Bonos designada en el Contrato de Bonos bajo 22 
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el cual dichas obligaciones fueron incurridas bajo esta Ley y los Acuerdos 1 

Complementarios designada por la Corporación no podrá ser modificado; 2 

disponiéndose, que el Contrato de Bonos podrá contener disposiciones que 3 

permitan la distribución trimestral de las Contribuciones Pignoradas entre 4 

la Corporación y el Gobierno de Puerto Rico tras la satisfacción de los 5 

requisitos establecidos en el Contrato de Bonos y de manera consistente con 6 

el Plan de Ajuste de la Corporación. La Corporación tendrá los derechos 7 

establecidos en este Artículo 4.1, hasta que los Bonos del Plan de Ajuste, 8 

incluyendo cualquier interés devengado por éstos, y todas las obligaciones 9 

bajo los Acuerdos Complementarios, hayan sido pagadas en su totalidad 10 

en efectivo o de otra manera hayan sido satisfechas de conformidad con sus 11 

términos.  12 

 (b) Durante cada Año Fiscal, el Fiduciario del Contrato de Bonos o aquella otra 13 

Persona que sea designada en el Contrato de Bonos determinará, 14 

mensualmente, si la Corporación ha recibido los Ingresos de la 15 

Corporación. Una vez el Fiduciario del Contrato de Bonos o dicha otra 16 

Persona determine que se han depositado los Ingresos de la Corporación 17 

con el Fiduciario del Contrato de Bonos, o aquella porción de los Ingresos 18 

de la Corporación que la Corporación tenga derecho a recibir si la 19 

distribución trimestral a la cual se hace referencia en este Artículo 4.1(a) está 20 

en efecto, todos los ingresos de las Contribuciones Pignoradas recibidos 21 

después de dicha determinación se transferirán al Gobierno de Puerto Rico.  22 
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(c) Ninguna Persona que recaude o tenga posesión de las Contribuciones 1 

Pignoradas tendrá derecho legal o en equidad, título o interés alguno sobre 2 

dichas Contribuciones Pignoradas sólo por virtud del hecho que recaude o 3 

tenga posesión de las Contribuciones Pignoradas.  4 

Sección 20.-Se añade un Artículo 4.2 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 5 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, para que lea como sigue: 6 

“Artículo 4.2.-Exceso de Ingresos.  7 

Las cantidades depositadas con la Corporación en cada Año Fiscal en 8 

exceso de las cantidades necesarias para pagar principal e intereses de los Bonos 9 

del Plan de Ajuste que venzan y sean pagaderos, incluyendo el principal y los 10 

intereses vencidos bajo cualquier Bono del Plan de Ajuste, satisfacer las 11 

obligaciones asumidas bajo el Contrato de Bonos u otros Acuerdos 12 

Complementarios que venzan o sean pagaderas, pagar los Costos de 13 

Financiamiento o gastos operacionales según se dispone en los Acuerdos 14 

Complementarios o hacer cualquier otro pago relacionado u otras obligaciones 15 

incurridas por la Corporación, se transferirá a la Corporación, libre del gravamen 16 

establecido en el Artículo 3.2 de esta Ley y cualquier otro gravamen establecido 17 

por el Contrato de Bonos u otro Acuerdo Complementario.” 18 

Sección 21.- Se añade un Capítulo V a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 19 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, cuyo título leerá como sigue:  20 

 “CAPÍTULO V – DISPOSICIONES MISCELANEAS” 21 
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Sección 22.-Se deroga el Artículo 5 de la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 1 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, y se sustituye por un nuevo Artículo 5.1, 2 

que leerá en su totalidad como sigue:  3 

“Artículo 5.1.-Separabilidad. 4 

Esta Ley se interpretará de acuerdo a la Constitución de Puerto Rico y la 5 

Constitución de los Estados Unidos de América. Si cualquier cláusula, párrafo, 6 

subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, 7 

título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley fuera anulada o declarada 8 

inconstitucional, la orden a tal efecto dictada no afectará, perjudicará, ni invalidará 9 

el remanente de esta Ley. El efecto de dicha orden quedará limitado a la cláusula, 10 

párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, 11 

subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de la misma que así 12 

hubiere sido anulada o declarada inconstitucional. Si la aplicación a una Persona 13 

o a una circunstancia de cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, 14 

letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, 15 

acápite o parte de esta Ley fuera invalidada o declarada inconstitucional, la 16 

resolución, dictamen o sentencia a tal efecto dictada no afectará ni invalidará la 17 

aplicación del remanente de esta Ley a aquellas Personas o circunstancias en que 18 

se pueda aplicar válidamente. Es la voluntad expresa e inequívoca de esta 19 

Asamblea Legislativa que los tribunales hagan cumplir las disposiciones y la 20 

aplicación de esta Ley aunque se deje sin efecto, anule, invalide, perjudique o 21 
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declare inconstitucional alguna de sus partes, o aunque se deje sin efecto, invalide 1 

o declare inconstitucional su aplicación a alguna persona o circunstancia.” 2 

Sección 23.-Se añade un Artículo 5.2 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 3 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante” para que lea como sigue: 4 

“Artículo 5.2.-Idioma que Prevalece.  5 

Esta Ley se adoptará en español y en inglés. Si en la interpretación o 6 

aplicación de esta Ley surgiere algún conflicto entre el texto en inglés y el texto en 7 

español, prevalecerá el texto en inglés.” 8 

Sección 24.-Se derogan los Artículos 6 al 11 de la Ley 91-2006, según enmendada.  9 

Sección 25.-Se añade el texto en inglés de la Ley 91-2006, según enmendado en esta 10 

Ley, inmediatamente después del final del texto en español, para que lea en su totalidad 11 

como sigue:  12 

“ENGLISH VERSION OF THE PUERTO RICO SALES TAX FINANCING 

CORPORATION ACT: 

STATEMENT OF MOTIVES 
 

Puerto Rico faces an unprecedented fiscal and economic crisis.  This bill, as well as 
the restructuring agreement reached with the creditors of Government Development 
Bank for Puerto Rico, will enhance Puerto Rico’s credibility. With this agreement, we will 
achieve significant adjustments in the repayment of the government’s debts incurred by 
other administrations, but that it is now our responsibility to resolve. This way, we ensure 
that the Government is able to continue operating and serving the people of Puerto Rico.  

 
The positions assumed and actions taken by the prior administration caused 

Puerto Rico to lose access to the capital markets and precipitated the collapse of our 
public finance system.  These actions accelerated the contraction of the Puerto Rico 
economy and increased the outmigration of residents of Puerto Rico to the United States 
mainland. 
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The prior administration developed a hostile relationship with participants of the 
financial markets, including tens of thousands of residents of Puerto Rico that invested 
their savings trusting the good name and credit of the Commonwealth and that of its 
public corporations.  This hostile environment towards Puerto Rico also pervaded the 
United States Congress due to the lack of transparency and honesty, while generating 
consistently negative news coverage for Puerto Rico at the local, national and global level. 
 

Misguided decisions of the prior administration led to the bankruptcy of the 
Commonwealth of Puerto Rico and its need to gather its resources to address and provide 
essential services to the people of Puerto Rico.  This, in turn, acted as a catalyst for a 
controversy that challenged the structure pursuant to which the Puerto Rico Sales Tax 
Financing Corporation (COFINA by its Spanish acronym) issued its bonds.  In particular, 
certain parties asserted claims arguing, among other things, that (i) COFINA’s issuance 
of its bonds violated the Puerto Rico Constitution and (ii) the portion of the sales and use 
tax imposed by the Commonwealth at a rate of 5.5% (the SUT) and transferred to 
COFINA constituted “available resources” of the Commonwealth pursuant to Article VI, 
Section 8, of the Puerto Rico Constitution and must be used for the payment of the 
Commonwealth’s “public debt.”  Certain creditors also challenged the scope of the Puerto 
Rico Constitution based on the whether the Spanish term “recursos disponibles” or the 
English term “available revenues, plus surplus” was used.  On May 5, 2017, the Financial 
Oversight and Management Board (Oversight Board) created pursuant to the provisions 
of the Puerto Rico Oversight, Management and Economic Stability Act (PROMESA) 
commenced a proceeding as representative of COFINA under Title III.   
 

The Commonwealth’s and COFINA’s various stakeholders sought an orderly 
process to resolve the disputes relating to COFINA and the ownership of the SUT 
(collectively, the Commonwealth-COFINA Dispute). To that end, on August 10, 2017, the 
Title III Court entered a stipulation and order appointing the Commonwealth’s Official 
Committee of Unsecured Creditors to act as agent for the Oversight Board in its capacity 
as representative of the Commonwealth (the Commonwealth Agent) and Bettina M. 
Whyte to act as agent for the Oversight Board in its capacity as representative of COFINA 
(the COFINA Agent) in an effort to facilitate a settlement of the Commonwealth-COFINA 
Dispute. 
 

On June 5, 2018, the Commonwealth Agent and the COFINA Agent announced 
that they had reached an agreement in principle to resolve the Commonwealth-COFINA 
Dispute (the Agreement in Principle). The Agreement in Principle was premised on 
splitting the fixed amount of the SUT transferred to COFINA each fiscal year (the PSTBA) 
between the Commonwealth and COFINA beginning in fiscal year 2019, with COFINA 
receiving 53.65% of the yearly scheduled PSTBA and the Commonwealth receiving 
46.35% of the yearly scheduled PSTBA plus all other revenues collected on account of the 
SUT.  
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Consistent with the public policy implemented by the Governor of Puerto Rico, 
the Fiscal Agency and Financial Advisory Authority, the Oversight Board, and various 
creditors and insurers of COFINA bonds executed a plan support agreement (as 
amended and restated on September 21, 2018, the Plan Support Agreement), which 
incorporates the Agreement in Principle’s PSTBA split and provides for the settlement of 
the Commonwealth-COFINA Dispute pursuant to a plan of adjustment for COFINA 
under Title III of PROMESA (the COFINA Plan).  
 

The Legislative Assembly is now called upon to implement the agreement by and 
among the parties of the Commonwealth-COFINA Dispute by amending the provisions 
of Act No. 91, which created COFINA and authorized it to issue bonds.  These 
amendments will serve to release the lien that holders of COFINA bonds currently have 
over approximately $17.5 billion of previously pledged SUT revenues.  These revenues 
will now be available for use by the Government of Puerto Rico to better serve and 
provide for its citizens.  By implementing the Plan Support Agreement, this legislation 
also puts an end to the costly litigation between the agents appointed by the Oversight 
Board and settles the claims of COFINA’s bondholders, while also making clear the 
original legislative intent of Act 91-2006, as amended.  Moreover, as a result of this 
implementing legislation, we will be saving the Government of Puerto Rico 
approximately $437.5 million per year, which will now be available to the Government 
for the benefit of the people of Puerto Rico. 
 

Equally important, this legislation shows that the Legislative Assembly is 
determined to take the steps necessary to enable Puerto Rico’s return to the capital 
markets.  As one of the steps required to implement the Plan Support Agreement, this 
legislation will allow for the restructuring of the COFINA debt under Title III of 
PROMESA, act as a catalyst for other restructurings, setting the stage for Puerto Rico’s 
emergence from bankruptcy, reduce costly litigation, and accelerate termination of the 
Oversight Board in accordance with PROMESA. 

 
This Act demonstrates the Legislative Assembly’s continued public policy 

commitment to correct Puerto Rico’s financial crisis, honor Puerto Rico’s financial 
obligations, regain access to the capital markets, and achieve economic certainty and debt 
sustainability for Puerto Rico. 

 
CHAPTER 1. – TITLE AND DEFINITIONS 1 

Article 1.1.-Title. 2 

This Act shall be known as the “Puerto Rico Sales Tax Financing Corporation Act.” 3 

Article 1.2.-Definitions.  4 
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The following terms shall have the meanings stated below:  1 

(a) “AAFAF”– means the Puerto Rico Fiscal Agency and Financial Advisory 2 

Authority.  3 

(b) “Act”– means Act 91-2006, as amended, also known as the “Puerto Rico 4 

Sales Tax Financing Corporation Act”. 5 

(c) “Ancillary Agreements”– means the Corporation Plan of Adjustment, the 6 

Bond Indenture, the Settlement Agreement, and any other agreement or 7 

instrument entered into by the Corporation or the Indenture Trustee in 8 

connection with, or in furtherance of, the Restructuring Transaction and in 9 

accordance with, or in furtherance of, the Corporation Plan of Adjustment. 10 

(d) “Authorized Activities”– means the activities authorized to be carried out 11 

by the Corporation under Article 2.4 of this Act. 12 

(e) “Board of Directors”– means the Board of Directors of the Corporation.  13 

(f) “Bond Indenture”– means one or more trust agreements, bond indentures 14 

and any supplements or amendments thereto, or similar contracts or 15 

agreements, entered into by the Corporation and the Indenture Trustee 16 

pursuant to which Plan of Adjustment Bonds are issued, and establishing 17 

the rights and responsibilities of the Corporation and of the holders of Plan 18 

of Adjustment Bonds issued thereunder. 19 

(g) “Chair” – means the chairperson of the Board of Directors.  20 

(h) “COFINA Revenues” – means the First Funds up to an amount equal to 21 

fifty-three and sixty-five one hundredths percent (53.65%) of the Fixed 22 
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Income for each Fiscal Year and all legal and equitable rights, title and 1 

interest thereto (including the right to receive the First Funds as set forth 2 

under Article 4.1 of this Act). 3 

(i) “COFINA Revenues Fund” – means the segregated fund or funds owned 4 

by the Corporation into which the COFINA Revenues are deposited (1) 5 

which account shall be held in the name of the Indenture Trustee for the 6 

benefit of the holders of the Plan of Adjustment Bonds, (2) may not be 7 

owned or controlled in any way by the Government of Puerto Rico or any 8 

Government Entity other than the Corporation, and (3) is maintained in one 9 

or more mainland U.S. banks. 10 

(j) “Corporation” – means the Puerto Rico Sales Tax Financing Corporation 11 

created by this Act. 12 

(k) “Corporation Plan of Adjustment” – means the plan of adjustment 13 

consummated in connection with the Corporation’s case under Title III of 14 

PROMESA, including the order of the District Court confirming such plan 15 

of adjustment. 16 

(l) “District Court” – means the United States District Court for the District of 17 

Puerto Rico.  18 

(m) “Effective Date” – means the date on which the Corporation Plan of 19 

Adjustment becomes effective in accordance with its terms.  20 

(n) “Financing Costs” – means all costs associated with the Restructuring 21 

Transaction, including the costs, fees and expenses to (1) issue, service, 22 
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repay or refinance the Plan of Adjustment Bonds, whether such costs are 1 

incurred upon issuance of such Plan of Adjustment Bonds or over the term 2 

of the Plan of Adjustment Bonds, (2) make payments as required by the 3 

Ancillary Agreements, (3) pay any stamp, issuance or similar taxes and 4 

other charges related to the Restructuring Transaction; provided, however 5 

that this provision does not limit in any way the exemption from taxes set 6 

forth in Article 2.8 hereof, (4) prepare for and enter into the Restructuring 7 

Transaction, and (5) perform all ongoing activities relating to the 8 

Restructuring Transaction.  It should be noted that, the Financing Costs also 9 

includes pre-closing and post-closing administrative fees and expenses 10 

incurred in connection with all Ancillary Agreements, but does not include 11 

payments of principal and interest on the Plan of Adjustment Bonds.  12 

(o) “First Funds” – means the first funds comprising the Pledged Taxes in any 13 

Fiscal Year as described in Article 4.1 of this Act. 14 

(p) “Fiscal Year” – means the fiscal year of the Government of Puerto Rico, 15 

which begins on July 1 and ends on June 30. 16 

(q) “Fixed Income” – means, for Fiscal Year 2018-2019, seven hundred eighty-17 

three million, one hundred ninety-seven thousand, two hundred and fifty-18 

one (783,197,251) dollars and, for each subsequent Fiscal Year, the Fixed 19 

Income for the prior Fiscal Year plus four (4) percent of such Fixed Income, 20 

up to the Maximum Amount.  The Fixed Income for each Fiscal Year shall 21 

be funded from the first revenues collected of the Pledged Taxes.  22 
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(r) “Government Entity” – means any agency, department, office, public 1 

corporation, trust, fund, system, instrumentality, political subdivision, 2 

taxing authority or municipality of the Government of Puerto Rico.  3 

(s) “Government of Puerto Rico”– means the Commonwealth of Puerto Rico 4 

and the government thereof.  5 

(t) “Indenture Trustee”– means the Person designated as trustee or indenture 6 

trustee under the Bond Indenture, including any successor trustee or 7 

indenture trustee under the Bond Indenture.  8 

(u) “Maximum Amount” – means One Billion Eight Hundred and Fifty Million 9 

(1,850,000,000.00) dollars. 10 

(v) “Oversight Board” – means the Financial Oversight and Management 11 

Board for Puerto Rico established pursuant to Article 1.1 of PROMESA.  12 

(w) “Person” – means any natural person or legal entity, including, but not 13 

limited to, the Government of Puerto Rico, any Government Entity, or any 14 

firm, partnership, joint venture, trust, estate, limited liability company, 15 

corporation of individuals, association, or public or private corporation, 16 

organized or existing under the laws of Puerto Rico, the United States of 17 

America, any state or any other jurisdiction, or any state, municipality, 18 

political subdivision, taxing authority, agency or instrumentality of the 19 

United States of America, any state or any other jurisdiction, or any 20 

combination thereof. 21 
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(x) “Plan of Adjustment Bonds” – means any Restructuring Bonds and any 1 

Refunding Bonds.  2 

(y) “Pledged Taxes” – means, subject to the provisions of Article 3.3 hereof, (1) 3 

the present and future revenues and collections generated by the portion of 4 

the Sales Tax that corresponds to a tax rate of five and one-half (5.5) percent, 5 

and (2) the Substituted Collateral, if any. 6 

(z) “PROMESA” – means the “Puerto Rico Oversight, Management, and 7 

Economic Stability Act”, Pub. L. No. 114–187, 130 Stat. 549 (2016), 48 U.S.C. 8 

2101 et. seq.  9 

(aa) “Refunding Bonds” – means the bonds issued by the Corporation pursuant 10 

to the Act and the Ancillary Agreements, on a pari passu basis with the 11 

Restructuring Bonds, to retire, refinance or defease any Plan of Adjustment 12 

Bonds. 13 

(bb) “Restructuring Bonds” – means the bonds issued by the Corporation 14 

pursuant to this Act, the Corporation Plan of Adjustment, and the Ancillary 15 

Agreements, having terms that conform to, and that are authorized, 16 

determined to be valid, and distributed in accordance with, the Corporation 17 

Plan of Adjustment. 18 

(cc) “Restructuring Resolution” – means one or more resolutions of the Board 19 

of Directors authorizing: (1) the issuance of Plan of Adjustment Bonds and 20 

describing the terms thereof; and (2) the payment of the Financing Costs, 21 

each in accordance with the terms of the Corporation Plan of Adjustment. 22 



41 

(dd) “Restructuring Transaction” – means the transactions contemplated by, or 1 

in furtherance of, the Corporation Plan of Adjustment. 2 

(ee) “Sales Tax” – means the sales and use taxes imposed by the Government of 3 

Puerto Rico pursuant to Sections 4020.01 and 4020.02 of Subchapter D of 4 

Act No. 1-2011, as amended, known as the Internal Revenue Code for a 5 

New Puerto Rico. 6 

(ff) “Settlement Agreement” – means the Settlement Agreement, dated as of 7 

October [15], 2018, between the Oversight Board, on behalf of the 8 

Government of Puerto Rico, and the agent for the Corporation appointed 9 

by the Oversight Board to settle or litigate the dispute between the 10 

Government of Puerto Rico and the Corporation regarding the ownership 11 

of the Sales Tax. 12 

(gg) “Substituted Collateral” – means all or a portion of a tax of general 13 

applicability throughout Puerto Rico that is enacted in full substitution of 14 

the Pledged Taxes or otherwise constitutes like or comparable security for 15 

the Plan of Adjustment Bonds.   16 

(hh) “Substitution Requirements” – means (1) the enactment of legislation 17 

providing for Substituted Collateral that also provides (A) that the 18 

Substituted Collateral in an amount equal to the COFINA Revenues has 19 

been irrevocably transferred to and is owned solely and exclusively by the 20 

Corporation to the full extent provided under Article 2.2 of this Act, (B) that, 21 

following such transfer, such Substituted Collateral in an amount equal to 22 
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the COFINA Revenues is not, and shall not constitute, “available resources” 1 

or “available revenues” of the Government of Puerto Rico as that term is 2 

used in Section 8 of Article VI of the Puerto Rico Constitution or as 3 

otherwise used in the Puerto Rico Constitution (whether construed 4 

pursuant to the Spanish or English version of the Puerto Rico Constitution), 5 

(C) for a lien on such Substituted Collateral in favor of the Indenture Trustee 6 

for the benefit of the holders of Plan of Adjustment Bonds to the full extent 7 

provided for under Article 3.2 of this Act, and (D) that the Government of 8 

Puerto Rico and the Government Entities shall continue to provide the 9 

covenants set forth in Article 3.3 of this Act with respect to such Substituted 10 

Collateral, and (2) prior to the substitution of the Substituted Collateral, the 11 

ratings requirements set forth in the Ancillary Agreements are satisfied 12 

with respect to the Substituted Collateral. 13 

 CHAPTER 2. - THE PUERTO RICO SALES TAX FINANCING CORPORATION 14 

Article 2.1. - Creation and Separate Legal Existence of the Corporation.  15 

There is created a public corporation and instrumentality of the Government of 16 

Puerto Rico, which constitutes a corporate and political entity independent and separate 17 

from the Government of Puerto Rico to be known as the Puerto Rico Sales Tax Financing 18 

Corporation. The Corporation, which was created pursuant to the provisions of this Act, 19 

is and shall be recognized for all purposes as an independent and separate legal entity 20 

from the Government of Puerto Rico and any other Government Entity.  It shall be 21 
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operated independently, and its business and affairs shall be governed by or under the 1 

direction of its Board of Directors. 2 

Article 2.2. - Ownership of the COFINA Revenues.  3 

(a) Any and all ownership interests and rights to the COFINA Revenues were, 4 

have been or are hereby transferred to the Corporation. 5 

(b) The transfer described in (a) above is an absolute transfer of all legal and 6 

equitable right, title and interest, and not a pledge or other financing. 7 

(c) The Corporation is and will be the sole and exclusive owner of the COFINA 8 

Revenues until such time as the Plan of Adjustment Bonds, together with 9 

any interest thereon, and all amounts and obligations under all Ancillary 10 

Agreements, have been completely paid in cash in full or have otherwise 11 

been discharged in accordance with their terms. 12 

(d) Persons designated as withholding agents for purposes of the imposition 13 

and collection of the Sales Tax pursuant to the Act 1-2011, as amended, also 14 

known as the “Internal Revenue Code for a New Puerto Rico”, shall be 15 

deemed to collect any portion of the Sales Taxes in which the Corporation 16 

has an ownership interest on behalf of the Corporation.  Any such 17 

withholding agent will continue to be subject to any and all obligations and 18 

responsibilities imposed by the Internal Revenue Code for a New Puerto 19 

Rico, on withholding agents in relation to the imposition and collection of 20 

the Sales Tax. 21 
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(e) The COFINA Revenues do not constitute “available resources” or 1 

“available revenues” of the Government of Puerto Rico as used in Section 8 2 

of Article VI of the Puerto Rico Constitution or as otherwise used in the 3 

Puerto Rico Constitution (whether construed pursuant to the Spanish or 4 

English version of the Puerto Rico Constitution). 5 

Article 2.3.-Purpose of the Corporation.  6 

On and after the Effective Date, the Corporation’s purpose will be to (a) issue the 7 

Plan of Adjustment Bonds, (b) own and administer the COFINA Revenues, and (c) issue 8 

any other bonds, notes or evidence of indebtedness of the Corporation as may be 9 

permitted by the Corporation Plan of Adjustment and the Ancillary Agreements and 10 

which will be payable from such sources as may be provided for by the Legislative 11 

Assembly. 12 

Article 2.4.-The Corporation’s Activities.  13 

The Corporation’s activities shall be limited to the following:  14 

(a) receiving and owning the COFINA Revenues and such other revenues or 15 

property as may be provided or transferred to the Corporation;  16 

(b) adopting the Restructuring Resolution;   17 

(c) issuing, from time to time, Plan of Adjustment Bonds and any bonds, notes 18 

or evidences of indebtedness the issuance of which is authorized by Article 19 

2.3 of this Act;  20 

(d) entering into and performing the Ancillary Agreements;  21 
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(e) to pay any bonds, notes or evidences of indebtedness the issuance of which 1 

is authorized by Article 2.3 of this Act by pledging, on a basis subordinate 2 

in all respects to the lien established in Article 3.2 of this Act, (1) any 3 

amounts remaining of the COFINA Revenues after the payment of 4 

principal and interest on the Plan of Adjustment Bonds or (2) any other 5 

funds or property that may be allocated to the Corporation after the 6 

Effective Date; and 7 

(f) taking any and all other actions as may be necessary or appropriate to 8 

effectuate the Restructuring Transaction and the Corporation Plan of 9 

Adjustment, including making amendments to, exchanging and/or 10 

canceling bonds issued by the Corporation prior to the Effective Date and 11 

amending and restating agreements of the Corporation relating thereto.  12 

Article 2.5.-Ancillary Powers.  13 

In order to carry out the Authorized Activities, without limiting the foregoing, the 14 

Corporation shall have the power to:  15 

(a) sue and be sued in any Commonwealth court or the Federal District Court;  16 

(b) adopt, alter and use a seal;  17 

(c) formulate, adopt, amend and revoke rules for the administration and 18 

management of its affairs, and such standards, rules and regulations that 19 

may be necessary or convenient to exercise and perform the Authorized 20 

Activities;  21 

(d) open and maintain bank accounts, including the COFINA Revenues Fund;  22 
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(e) acquire, hold, lease, sell and otherwise transfer property;   1 

(f) have complete legal and equitable dominion over its properties (including 2 

the COFINA Revenues), subject to the statutory lien established under 3 

Article 3.2 of this Act; 4 

(g) make, execute and amend contracts and all other instruments necessary or 5 

convenient to perform the Authorized Activities; 6 

(h) appoint and remove officers, agents, employees and contractors, establish 7 

their compensations, powers and duties, in each case, in accordance with 8 

the Ancillary Agreements;  9 

(i) pay its operating expenses and the Financing Costs;  10 

(j) procure insurance, including insurance covering the Corporation’s 11 

directors and officers, against loss in connection with its activities, 12 

properties or assets; 13 

(k) invest funds and establish and maintain reserves as required by, and 14 

pursuant to standards set forth in, the Ancillary Agreements; 15 

(l) indemnify the members of the Board of Directors, its officers, agents, 16 

employees, contractors and other third parties for conduct that does not 17 

constitute gross negligence, willful misconduct or fraud;  18 

(m) exercise such other powers, not inconsistent herewith, as may be necessary 19 

to carry out the Authorized Activities;  20 

(n) take any action or measure necessary or convenient to carry out its purposes 21 

and exercise the powers expressly granted in this Article; 22 
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(o) delegate to its officers, agents, employees or contractors authority to take 1 

actions in furtherance of this Act; and 2 

(p) execute, file and amend any relevant returns, forms, elections or statements 3 

with any governmental authority.   4 

Article 2.6.-Prohibited Activities.  5 

While the Plan of Adjustment Bonds are outstanding, the Corporation shall not be 6 

authorized to: 7 

(a) merge or consolidate, directly or indirectly, with any Person; 8 

(b) incur, guarantee or otherwise become obligated to pay any debt or other 9 

obligations other than the Plan of Adjustment Bonds, operating costs, the 10 

Financing Costs and any bond, note or evidence of indebtedness permitted 11 

under Article 2.3 hereof;  12 

(c) pledge, create or record liens on any of its properties (including the 13 

COFINA Revenues), other than (1) the pledge to secure the payment of Plan 14 

of Adjustment Bonds created pursuant to Article 3.2 of this Act or (2) any 15 

pledge or lien to secure any bond, note or evidence of indebtedness 16 

permitted under Article 2.3 hereof but only to the extent such pledge or lien 17 

is subordinate in all respects to the lien established in Article 3.2 of this Act;  18 

(d) engage in business activities other than as expressly authorized in this Act; 19 

(e) dissolve, liquidate, sell or, except as permitted by Article 2.4(e), otherwise 20 

transfer any or all of its properties (including the COFINA Revenues);  21 
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(f)  the directors of the Corporation shall not vote to authorize the Corporation 1 

to commence a case under Title III of PROMESA or other similar judicial 2 

restructuring process under applicable law subject to the provisions 3 

thereof; and 4 

(g) take any other action that is inconsistent with the Corporation’s purpose set 5 

forth in this Act or ancillary thereto.  6 

Article 2.7.-Board of Directors.   7 

The powers of the Corporation shall be exercised by the Board of Directors.  8 

(a) Composition of the Board of Directors.  9 

The Board of Directors shall be composed of three (3) members, who 10 

shall meet the requirements set forth in Article 2.7 (b)(iii) of this Act and 11 

shall be appointed by the Governor of Puerto Rico; provided, that, pursuant 12 

to the provisions of the Ancillary Agreements, certain holders of Plan of 13 

Adjustment Bonds may submit up to three (3) recommendations for the 14 

Governor’s consideration of the initial appointment of the Corporation’s 15 

directors but the Governor shall be under no obligation to appoint any such 16 

recommended persons. 17 

(b) General Provisions regarding the Board of Directors. 18 

(i) Each member of the Board of Directors shall be appointed for a term 19 

of three (3) years and may serve consecutive terms as an appointed 20 

member; provided, that the Governor may remove any member 21 

prior to the expiration of their term if such member fails to uphold 22 
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the responsibilities set forth in this Act or for gross negligence, 1 

willful misconduct or fraud; 2 

(ii) each member of the Board of Directors shall be entitled to one (1) 3 

vote;  4 

(iii) each member of the Board of Directors shall satisfy the independence 5 

and qualification standards (including that no member of the Board 6 

of Directors may be an officer, employee or director of any 7 

Government Entity other than the Corporation) set forth in the 8 

Ancillary Agreements;  9 

(iv) all decisions and actions of the Board of Directors shall require the 10 

affirmative vote of the majority of the members of the Board of 11 

Directors at the time serving; provided, that, the Corporation’s 12 

bylaws may require a higher approval threshold for particular 13 

matters described therein; and  14 

(v) the members of the Board of Directors shall select a Chair from 15 

among themselves.  16 

(c) Vacancies.  17 

In the event of a vacancy in the office of a member of the Board of 18 

Directors by death, removal, resignation or otherwise, a successor member 19 

who meets the requirements set forth in Article 2.7 (b)(iii)  of this Act shall 20 

be appointed by the Governor of Puerto Rico subject to Article 2.7(b)(i) 21 

hereof.  22 
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(d) Compensation. 1 

Members of the Board of Directors shall receive such compensation 2 

as is authorized pursuant to the Ancillary Agreements.  3 

(e) Adoption and Amendment of Rules. 4 

As soon as practicable after the appointment of all members and 5 

appointment of the Chair, the Corporation shall adopt rules and procedures 6 

governing its activities under this Act. The Board of Directors shall be 7 

entitled to amend such rules and procedures from time to time.  8 

(f) Quorum. 9 

A majority of the members of the Board of Directors at the time 10 

serving shall constitute a quorum to make decisions or exercise any power 11 

or function of the Corporation. Any one or more members may participate 12 

in a meeting of the Board of Directors by teleconference or similar 13 

communications equipment. Participation by such means shall constitute 14 

presence in person at the meeting. Any action necessary or allowed in any 15 

meeting of the Board of Directors shall be authorized with no need for a 16 

meeting, if all the members of the Board of Directors give their written 17 

consent concerning such action.  18 

(g) Delegation.  19 

The Board of Directors may delegate to one or more of the members, 20 

or to the Corporation’s officers, agents and employees, such powers and 21 

duties as the Board of Directors may deem appropriate. 22 
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Article 2.8.-Tax Exemption.  1 

(a) It is hereby found and declared that the activities of the Corporation are for 2 

a public purpose. As a result, the Corporation shall be totally exempt from, 3 

and shall not be required to pay any kind of taxes, assessments, licenses, 4 

stamps, fees or other similar charges levied by the Government of Puerto 5 

Rico or any Government Entity upon any of the property that the 6 

Corporation owns, possesses, holds or uses or on its activities, or upon any 7 

income, payment or gain derived therefrom.  8 

(b) The Plan of Adjustment Bonds, including, but not limited to, any payments 9 

or income with respect to the Plan of Adjustment Bonds and the transfer of 10 

the Plan of Adjustment Bonds, shall, at all times, be totally exempt from all 11 

kinds of taxes, assessments, licenses, stamps, fees and other charges levied 12 

by the Government of Puerto Rico or any Government Entity. Holders and 13 

beneficial owners of the Plan of Adjustment Bonds shall not be subject to 14 

any tax return filing or any other tax reporting or similar requirement in 15 

respect of the Government of Puerto Rico or any Government Entity by 16 

reason of holding, owning or transferring the Plan of Adjustment Bonds.  17 

Article 2.9.-Inapplicability of Certain Laws.  18 

The following laws or provisions shall not apply to the Corporation: 19 

(a) Chapters 4 and 6 of Act 26-2017, as amended, known as the “Fiscal Plan 20 

Compliance Act”;  21 
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(b) Act 1-2012, as amended, known as the “Puerto Rico Government Ethics Act 1 

of 2011”;  2 

(c) Act 103 of May 25, 2006, as amended, known as the “Act for the Fiscal 3 

Reform of the Government of the Commonwealth of Puerto Rico of 2006”; 4 

(d) Act 8-2017, as amended, known as the “Act for the Transformation of the 5 

Government’s Human Resources”;   6 

(e) Act 237-2004, as amended, known as the “Act to Establish Uniform 7 

Parameters for Contracting Professional and Consulting Services by 8 

Agencies and Instrumentalities of the Government of Puerto Rico”;   9 

(f) Act 197-2002, as amended, known as the “Act to Regulate the Transition 10 

Process of the Government of Puerto Rico”;  11 

(g) Act 78-2011, as amended, known as the “Electoral Code of Puerto Rico for 12 

the XXI Century”; 13 

(h) Act 38-2017, known as the “Uniform Administrative Procedures Act of the 14 

Government of Puerto Rico”;  15 

(i) Plan 3-2011, as amended, known as “General Services Administration 16 

Reorganization Plan”;  17 

(j) Act 230 of July 23, 1974, as amended, known as the “Government 18 

Accounting Act”;  19 

(k) Act 3-2017, known as the “Law to Address the Economic, Fiscal and 20 

Budgetary Crisis and Ensure the Functioning of the Government of Puerto 21 

Rico”; and 22 
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(l) Act 14 of April 17, 1972, as amended. 1 

 CHAPTER 3.-THE RESTRUCTURING TRANSACTION 2 

Article 3.1.–Issuance of Plan of Adjustment Bonds.  3 

(a) From and after the Effective Date, the Corporation shall be authorized to 4 

issue Plan of Adjustment Bonds, from time to time, pursuant to the 5 

Corporation Plan of Adjustment and the terms and conditions authorized 6 

by the Corporation and set forth in the applicable Restructuring Resolution 7 

and the Ancillary Agreements. 8 

(b) Plan of Adjustment Bonds shall be dated, shall bear interest at such rates 9 

and shall mature at such time or times as may be determined by the 10 

Corporation and authorized in the applicable Restructuring Resolution in 11 

accordance and consistent with the Corporation Plan of Adjustment. The 12 

Corporation shall determine the form of Plan of Adjustment Bonds and the 13 

manner of execution of Plan of Adjustment Bonds, and shall fix the 14 

denomination or denominations of Plan of Adjustment Bonds and the place 15 

or places of payment of principal thereof and interest thereon, the terms of 16 

redemption and purchase in lieu of redemption and the other terms thereof, 17 

all in accordance and consistent with the Corporation Plan of Adjustment.  18 

Such Plan of Adjustment Bonds may be sold at public or private sale for 19 

such price or prices as the Corporation shall determine, or issued in 20 

exchange for existing bonds of the Corporation in accordance with the Plan 21 

of Adjustment.  22 



54 

(c) Plan of Adjustment Bonds shall be payable solely from the COFINA 1 

Revenues in accordance with the terms of this Act and the Ancillary 2 

Agreements.  3 

(d) The Corporation may purchase bonds issued by the Corporation on the 4 

terms and in accordance with the Corporation Plan of Adjustment and 5 

applicable Ancillary Agreements at a price not exceeding the redemption 6 

price thereof.  All bonds so purchased shall be cancelled. 7 

(e) Plan of Adjustment Bonds shall not constitute a debt of the Government of 8 

Puerto Rico or of any Government Entity other than the Corporation. This 9 

statement shall be included in the Plan of Adjustment Bonds, the Bond 10 

Indenture and the disclosure documentation relating to such bonds.   11 

Article 3.2.-Statutory Lien.  12 

Plan of Adjustment Bonds shall automatically, upon the issuance of such Plan of 13 

Adjustment Bonds, be secured by a statutory first lien on all of the Corporation’s right, 14 

title and interest in and to the Pledged Taxes, including any moneys, income, revenues, 15 

accounts, contract rights or general intangibles derived therefrom, in favor of the 16 

Indenture Trustee for the benefit of the holders of Plan of Adjustment Bonds.  Such 17 

statutory first lien shall occur automatically and shall automatically attach and be 18 

perfected, valid and binding from and after the Effective Date, without any further act or 19 

agreement by any Person. No instrument needs to be executed or delivered or recorded 20 

in any official record or in any government registry or office in order to perfect or 21 

continue such statutory first lien or to establish or maintain the priority thereof. No 22 
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commingling of the Pledged Taxes with any property of the Government of Puerto Rico, 1 

any other Government Entity or any other Person shall limit, defeat, impair or interfere 2 

with such statutory lien. Such lien shall be valid, binding, perfected and enforceable 3 

against all Persons having claims of any kind in tort, contract or otherwise against the 4 

Corporation or its assets irrespective of whether such Persons have notice of such lien. 5 

Article 3.3.-Covenants Regarding Plan of Adjustment Bonds and the Restructuring 6 

Transaction.  7 

The Government of Puerto Rico, with the intent of being contractually bound, 8 

hereby agrees and covenants with the Corporation and each Person that holds Plan of 9 

Adjustment Bonds, and authorizes the Corporation to include such covenant in the Bond 10 

Indenture for the benefit of the holders of Plan of Adjustment Bonds, that it will not, and 11 

no Government Entity shall be authorized to, until the Plan of Adjustment Bonds, 12 

together with the interest thereon, and all amounts and obligations under all Ancillary 13 

Agreements, have been completely paid in cash in full or otherwise discharged in 14 

accordance with their terms: 15 

(a) take any action that would (A) impair the Corporation’s right to receive the 16 

COFINA Revenues, (B) limit or alter the rights vested in the Corporation in 17 

accordance with the Corporation Plan of Adjustment to fulfill the terms of 18 

any agreements with the holders of Plan of Adjustment Bonds, (C) 19 

materially and adversely impair the collection of the Pledged Taxes in any 20 

Fiscal Year, or (D) impair the rights and remedies of the holders of the Plan 21 
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of Adjustment Bonds or the collateral security established under Article 3.2 1 

of this Act; 2 

(b) reduce the Pledged Taxes to a rate less than five and one-half percent (5.5%) 3 

unless, in connection with such reduction, the credit rating and other 4 

requirements set forth in the Ancillary Agreements are satisfied; provided, 5 

however, that, notwithstanding the foregoing, until all obligations with 6 

respect to the Plan of Adjustment Bonds have been paid or satisfied in full 7 

in accordance with their terms, if the rate of the Pledged Taxes is reduced 8 

below three (3) percent, then, in connection with such reduction, the 9 

Government of Puerto Rico must comply with the Substitution 10 

Requirements; 11 

(c) impair, limit, restrict, rescind, delay or modify the rights or powers of the 12 

Corporation, the Indenture Trustee or the holders of Plan of Adjustment 13 

Bonds under this Act or relating to the COFINA Revenues, or the 14 

Corporation’s ability to meet its obligations to its bondholders; 15 

(d) amend this Act to impair, limit, restrict, rescind, delay or modify any 16 

obligation or commitment of the Corporation to the holders of Plan of 17 

Adjustment Bonds; and  18 

(e) limit or restrict the rights or powers of the appropriate officers of the 19 

Government of Puerto Rico to impose, maintain, charge or collect the 20 

Pledged Taxes, provided that the foregoing shall not preclude the 21 

Government of Puerto Rico from exercising its power, through a change in 22 
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law, replace the portion of the Sales Tax that corresponds to a tax rate of 1 

five and one half (5.5) percent with Substituted Collateral in accordance 2 

with the Substitution Requirements. 3 

 CHAPTER 4.-FUNDING OF THE CORPORATION; DEPOSITS AND 4 

DISBURSEMENTS. 5 

Article 4.1.-First Dollars Funding of COFINA Revenues. 6 

(a) Each Fiscal Year, the first funds comprising the Pledged Taxes shall be 7 

transferred to, and deposited with, the Corporation, or any account or fund, 8 

including the COFINA Revenues Fund or an account or fund controlled by 9 

the Indenture Trustee designated in the Bond Indenture pursuant to which 10 

obligations were incurred in accordance with this Act and the Ancillary 11 

Agreements, designated by the Corporation, until such time as the 12 

Corporation has received an amount equal to the COFINA Revenues for 13 

such Fiscal Year.  The requirement that the first funds comprising the 14 

Pledged Taxes up to the COFINA Revenues be deposited with the 15 

Corporation or in any account or fund, including the COFINA Revenues 16 

Fund or an account or fund controlled by the Indenture Trustee designated 17 

in the Bond Indenture pursuant to which obligations were incurred in 18 

accordance with this Act and the Ancillary Agreements, designated by the 19 

Corporation may not be modified; provided, that the Bond Indenture may 20 

contain provisions allowing for the quarterly distribution of the Pledged 21 

Taxes between the Corporation and the Government of Puerto Rico upon 22 
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satisfaction of the requirements set forth in the Bond Indenture and 1 

consistent with the Corporation Plan of Adjustment.  The Corporation shall 2 

have the rights set forth in this Article 4.1 until such time as the Plan of 3 

Adjustment Bonds, together with any interest thereon, and all obligations 4 

under all Ancillary Agreements, have been completely paid in cash in full 5 

or have otherwise been discharged in accordance with their terms. 6 

(b) During each Fiscal Year, the Indenture Trustee or such other Person as may 7 

be designated in the Bond Indenture shall determine, on a monthly basis, if 8 

the Corporation has received the COFINA Revenues.  Once the Indenture 9 

Trustee or such other Person determines that the COFINA Revenues have 10 

been deposited with the Indenture Trustee, or that portion of the COFINA 11 

Revenues as the Corporation may be entitled to the extent the quarterly 12 

distribution referenced in Article 4.1(a) above is in effect, all revenues of the 13 

Pledged Taxes received after such determination shall be transferred to the 14 

Government of Puerto Rico. 15 

(c) No Person who collects or holds the Pledged Taxes shall have any legal or 16 

equitable right, title or interest thereto solely by virtue of the fact that it 17 

collects or holds the Pledged Taxes. 18 

Article 4.2.-Excess Funding. 19 

The amounts deposited with the Corporation each Fiscal Year in excess of the 20 

amounts required to pay principal and interest on the Plan of Adjustment Bonds then 21 

due and payable (including the principal and interest due and payable on any past due 22 
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Plan of Adjustment Bonds), satisfy obligations assumed pursuant to the Bond Indenture 1 

or other Ancillary Agreements then due and payable, pay its Financing Costs or 2 

operating expenses as provided in the Ancillary Agreement, or make any other payment 3 

related to other obligations incurred by the Corporation, will be transferred to the 4 

Corporation, free and clear of the lien established by Article 3.2 of this Act and any other 5 

lien established by the Bond Indenture or other Ancillary Agreement.   6 

 CHAPTER 5.-MISCELLANEOUS PROVISIONS.  7 

Article 5.1.-Severability.  8 

This Act shall be interpreted in accordance with the Puerto Rico Constitution and 9 

the U.S. Constitution.  If any clause, paragraph, subparagraph, sentence, word, letter, 10 

article, provision, section, subsection, title, chapter, subchapter, heading, or part of this 11 

Act, were to be annulled or declared unconstitutional, the order to such effect will neither 12 

affect nor invalidate the remainder of this Act. The effect of such an order shall be limited 13 

to the clause, paragraph, subparagraph, sentence, word, letter, article, provision, section, 14 

subsection, title, chapter, subchapter, heading, or part of this Act so annulled or declared 15 

unconstitutional. If the application to a Person or circumstance of any clause, paragraph, 16 

subparagraph, sentence, word, letter, article, provision, section, subsection, title, chapter, 17 

subchapter, heading, or part of this Act, were to be annulled or declared unconstitutional, 18 

the order to such effect will neither affect nor invalidate the application of the remainder 19 

of this Act to such Persons or circumstances to which it may be validly applied. It is the 20 

express and unequivocal intent of this Legislative Assembly that the courts of law enforce 21 

the provisions and application of this Act even if any of its parts is annulled, invalidated, 22 
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affected or declared unconstitutional, or even if the application thereof to any Person or 1 

circumstance is annulled, invalidated or declared unconstitutional.  2 

Article 5.2.-Language Conflict.  3 

This Act shall be adopted both in English and Spanish. If in the interpretation or 4 

application of this Act any conflict arises as between the English and Spanish texts, the 5 

English text shall govern.” 6 

 Sección 26.-Se derogan los Artículos 2 y 4 de la Ley 116-2013, según enmendada.  7 

 Sección 27.-Se enmienda el Artículo 25-A de la Ley 44 del 21 de junio de 1988, 8 

según enmendada, para que lea en su totalidad como sigue: 9 

 “(a) ... 10 

 ... 11 

(k)  Durante el período comprendido entre la fecha de aprobación de esta Ley 12 

y el 31 de diciembre de 2012, la Corporación habrá de disponer de los 13 

activos depositados en la Cuenta del Corpus de la siguiente manera: 14 

(i)  ... 15 

(ii)  el remanente, permanecerá en la Cuenta del Corpus y se utilizará 16 

para comprar un bono de apreciación de capital emitido por la 17 

Corporación para el Fondo de Interés Apremiante de Puerto Rico 18 

con un vencimiento no menor de 30 años ni mayor de 40 años y a 19 

una tasa de interés de no menos de 7.00%. El Sistema de Retiro de 20 

Empleados del Estado Libre Asociado de Puerto Rico y la Autoridad 21 

para el Financiamiento de la Infraestructura de Puerto Rico no 22 
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podrán disponer voluntariamente del bono de la Corporación del 1 

Fondo de Interés Apremiante de Puerto Rico, a menos que dicha 2 

disposición sea autorizada por la Autoridad de Asesoría Financiera 3 

y Agencia Fiscal de Puerto Rico.” 4 

Sección 28.-Separabilidad. 5 

 Esta Ley se interpretará de acuerdo a la Constitución de Puerto Rico y la 6 

Constitución de los Estados Unidos de América. Si cualquier cláusula, párrafo, 7 

subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, 8 

capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley fuera anulada o declarada 9 

inconstitucional, la orden a tal efecto dictada no afectará, perjudicará, ni invalidará el 10 

remanente de esta Ley. El efecto de dicha orden quedará limitado a la cláusula, párrafo, 11 

subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, 12 

capítulo, subcapítulo, acápite o parte de la misma que así hubiere sido anulada o 13 

declarada inconstitucional. Si la aplicación a una Persona o a una circunstancia de 14 

cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, disposición, 15 

sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley fuera 16 

invalidada o declarada inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a tal efecto 17 

dictada no afectará ni invalidará la aplicación del remanente de esta Ley a aquellas 18 

Personas o circunstancias en que se pueda aplicar válidamente. Es la voluntad expresa e 19 

inequívoca de esta Asamblea Legislativa que los tribunales hagan cumplir las 20 

disposiciones y la aplicación de esta Ley, aunque se deje sin efecto, anule, invalide, 21 
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perjudique o declare inconstitucional alguna de sus partes, o aunque se deje sin efecto, 1 

invalide o declare inconstitucional su aplicación a alguna persona o circunstancia.  2 

Sección 29.-Supremacía.  3 

Las disposiciones de esta Ley prevalecerán sobre cualquier otra disposición 4 

general o específica de cualquier otra ley o reglamento del Gobierno de Puerto Rico que 5 

sea inconsistente con esta Ley. 6 

Sección 30.-Vigencia.  7 

Esta Ley comenzará a regir en la fecha en que el plan de ajuste con relación al 8 

caso de la Corporación al amparo del Título III de PROMESA advenga efectivo de 9 

acuerdo a sus términos.  10 
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LEY 
Para enmendar las Reglas 3, 5, 10, 22, 23, 35, 111, 220, 228; derogar la Regla 6.1 y sustituirla 

por una nueva; derogar el inciso (n) de la Regla 64 y sustituirlo por uno nuevo; y derogar la 
Regla 218 de las de Procedimiento Criminal de 1963, según enmendadas, a los fines de 
añadir ciertos delitos para los cuales, al momento de fijarse la fianza, los imputados tengan 
que estar sujetos a supervisión electrónica bajo el Programa de Servicios con Antelación al 
Juicio, no se les permita el beneficio del pago del diez por ciento (10%) en efectivo, y no se 
le difiera la misma; requerir que no se divulgue en la denuncia la dirección y demás 
circunstancias personales de las víctimas y testigos de delito; requerir a los funcionarios del 
orden público que hagan un arresto sin orden del tribunal, que antes de que lleven a la 
persona detenida ante el magistrado, procedan a ficharla mediante foto y huella a menos que 
circunstancias excepcionales se lo impidan; disponer que en la vista preliminar se podrá 
presentar la prueba de campo de sustancias controladas y los estimados de daños, cuantías o 
reparaciones, sin que sea necesario el testimonio de las personas que preparen tales 
documentos; simplificar el lenguaje de las Reglas 6.1, 64(n) y 218; disponer que, siempre 
que un acusado renunciare a juicio por jurado, se necesitará la anuencia del Ministerio 
Público y el consentimiento del Tribunal para la renuncia; requerir que ningún fiador pueda 
prestar fianza a favor de un imputado si es o fue abogado de éste en cualquier caso civil o 
criminal o si tiene o tuvo algún interés económico con éste; hacer enmiendas técnicas; 
enmendar el Artículo 1 de la Ley Núm. 45 de 1 de junio de 1983; a los fines atemperarlo a 
las enmiendas realizadas a las Reglas de Procedimiento Criminal; y para otros fines 
relacionados.  

 
 



 
 

2 
 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
Los puertorriqueños son víctimas de la violencia, daño colateral de una economía subterránea 

respaldada por el trasiego de drogas y agravada por la crisis económica que ha dejado a miles de 

puertorriqueños sin empleo.  Mientras, la criminalidad en Puerto Rico presenta un panorama 

sombrío, minado de casquillos de balas, asesinatos, trasiego de drogas y robos que nos dejan ver 

una dura realidad a todos. El aumento en la delincuencia juvenil, exacerbado por la alta 

deserción escolar ha contribuido a que a calidad de vida de la Isla se vea afectada. 

 

El Plan Anti Crimen que el Gobernador, Ricardo Rosselló Nevares, propuso en el Plan para 

Puerto Rico está compuesto de varias fases que funcionan de manera integrada y en sinergia, por 

lo que su éxito redunda en implementar medidas de prevención punitiva, prevención correctiva y 

la prevención correctora. Dichas acciones están acompañadas de la anticipación, el 

reconocimiento, la evaluación de los resultados, acción inmediata y la reducción y eliminación 

del riesgo. 

 

Por décadas, Puerto Rico ha venido atravesando por una ola de criminalidad, que para 

muchos, parece no tener solución. Los crímenes se cometen sin mirar hora, día ni lugar. Se 

cometen a plena luz del día, en centros comerciales, en la calle, hogares, negocios, etc. El 

puertorriqueño no se siente seguro en ninguna parte y esta situación no puede continuar. Este 

Gobierno está comprometido con nuestros ciudadanos y su seguridad, y nos mantenemos 

positivos en que podremos combatir la criminalidad.    

 

En la actualidad, hay mucha desconfianza de la ciudadanía en el sistema de justicia de Puerto 

Rico.  Esa desconfianza, ha llevado al pueblo a optar por no perseguir aquellas causas criminales 

de las cuales son víctimas en innumerables ocasiones. Tan reciente como el 2015, vimos como 

un juez del Tribunal de Primera Instancia de Puerto Rico fue encontrado culpable en la esfera 

federal de cargos de corrupción judicial al absolver a un amigo suyo de un caso criminal a 

cambio de regalías. Casos como este, no pueden volver a ocurrir. Es imperativo que nuestra 

gente pueda recobrar la confianza en nuestras instituciones públicas, incluyendo el Departamento 

de Justicia y la Rama Judicial. En ese sentido, estas enmiendas a las Reglas de Procedimiento 
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Criminal, son un paso de avance para tratar de prevenir que asuntos como este ocurran en el 

futuro. 

 

El Artículo II, Sección 11 de la Constitución de Puerto Rico, recoge el derecho de todo 

acusado por delito grave a que su juicio se ventile ante un jurado imparcial compuesto por doce 

vecinos de su distrito.  Esta es la regla general constitucional concerniente a este derecho. No 

obstante, esta Asamblea Legislativa entiende, como lo ha entendido también el Tribunal 

Supremo, que el derecho constitucional es a ser juzgado por un jurado, no a renunciar al mismo y 

ser juzgado por un juez.  

 

La Regla 111 recoge lo dispuesto por la jurisprudencia interpretativa sobre el derecho a juicio 

por jurado y su renuncia, tanto a nivel federal como estatal.  En Singer v. United States, 380 US 

24 (1965), el Tribunal Supremo de los Estados Unidos se expresó sobre el particular y expuso 

que la Constitución de Estados Unidos garantiza, en su Artículo III y la Sexta Enmienda, que las 

causas criminales se vean por jurado y que éste sea un jurado imparcial, respectivamente, y nada 

se dispone sobre la renuncia a juicio por jurado.  La máxima curia ha sido enfática al determinar 

que el hecho de que un ciudadano tenga un derecho constitucional, no necesariamente implica 

que dicho ciudadano pueda insistir en lo contrario a ese derecho. Por lo que, concluyen que no 

existe un derecho constitucional que garantice la renuncia a juicio por jurado, y que los 

ciudadanos tienen derecho a juicio por jurado, sin embargo, no tienen derecho a juicio por 

tribunal de derecho. 

 

Sobre este particular, el Tribunal Supremo de Puerto Rico resolvió en Pueblo v. Borrero 

Robles, 113 D.P.R. 387 (1982), que al amparo de la citada regla procesal, después de comenzado 

el juicio, el acusado sólo puede renunciar al derecho a juicio por jurado a discreción del Tribunal.   

 

En el citado caso, el Tribunal Supremo esbozó algunos de los factores que se deben tomar en 

consideración al momento de aceptar una renuncia al jurado, después de comenzado el juicio. 

Entre dicho factores se encuentran: posibles trastornos a la administración de la justicia; 

tardanza de la defensa en presentar la petición de renuncia, peso de las razones que aduzca 

la defensa para fundamentar su petición; la posición del Ministerio Público al respecto y la 
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existencia o no de condiciones que puedan amenazar el derecho a un juicio justo e 

imparcial. Véase además, O.E. Resumil, Sumario de Derecho Procesal Penal Puertorriqueño, 

6ta. ed. rev., Inst. para el Desarrollo del Derecho, Inc., 2001, a la pág. 168.  De igual forma, antes 

de aceptar la renuncia de un acusado a su derecho a juicio por jurado, el juez de instancia tiene la 

obligación de explicar al acusado lo que significa la renuncia a ese derecho y de apercibirle de 

las consecuencias del mismo.  Regla 111 de Procedimiento Criminal, supra; E.L. Chiesa, 

Derecho Procesal Penal de Puerto Rico y Estados Unidos, Ed. Forum., Tomo III, 1991, a la pág. 

367. 

 

En el caso de Borrero Robles, el Tribunal Supremo concurrió con lo expresado en Singer, y 

expuso que en nuestra Constitución tampoco existe el derecho a renunciar a juicio por jurado. La 

Constitución de Estados Unidos al igual que la Constitución de Puerto Rico garantiza el derecho 

a juicio por jurado en causas criminales, pero no así, la renuncia al juicio por jurado.   

 

Valga destacar que, posteriormente, la Regla 111 de Procedimiento Criminal, supra, fue 

enmendada de forma sustancial mediante la Ley Núm. 86 de 9 de julio de 1986.  A esos efectos, 

la Exposición de Motivos de la Ley Núm. 86 dispone que: 

 

[El] derecho a renunciar al juicio por jurado no es, sin embargo, absoluto ya 

que el Tribunal Supremo de Puerto Rico, ha establecido que una vez comenzado 

el juicio, el juez goza de discreción para permitir o no que el proceso continúe 

ante el tribunal de derecho.  

 

Mediante la presente enmienda, nos proponemos incorporar esa doctrina al 

texto legal. Además, estamos requiriendo que para proteger debidamente a la 

sociedad sea necesario el consentimiento del Ministerio Público, sin el cual el 

tribunal no podría aprobar la renuncia al juicio por jurado una vez comenzado el 

juicio.  

 

Como vemos, la intención clara y expresa de la Asamblea Legislativa fue a los efectos de 

que, luego de ejercido el derecho a ver el caso por jurado y una vez comenzado el juicio, el 
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tribunal no pueda aprobar la renuncia al juicio por jurado sin el consentimiento del Ministerio 

Público. Y es que, en efecto, una vez comenzado el juicio, el acusado no tiene un derecho 

constitucional a renunciar al jurado.  A esos efectos, en Pueblo v. Rivero, Lugo y Almodóvar, 

121 D.P.R. 454, 468-471 (1988), el Alto Foro expresó, citando a Pueblo v. Guzmán Vélez, 100 

D.P.R. 198, 203 (1971), que: 

 

No perdamos de vista que el derecho que garantiza nuestra Constitución 

es el de juicio por jurado, no el de la renuncia al jurado, y aunque 

taxativamente la Constitución no expresa este último derecho es claro que la 

Convención Constituyente quiso que pudiera ejercerse. Tal intención no 

significa que el acusado tenga derecho a insistir en un juicio por tribunal de 

derecho una vez haya ejercido el derecho a que se ventile por jurado y que, 

como cuestión de hecho el juicio haya comenzado. Reiteramos que siendo el 

juicio por jurado un derecho con rango constitucional, no constituye violación 

del mismo el que el juzgador en el uso de su sana discreción se niegue a aceptar 

la renuncia a ese derecho luego de comenzada la vista del caso y la presentación 

de la prueba. Tal actuación del juez de instancia no viola el debido 

procedimiento de ley. Por el contrario, su negativa conlleva el disfrute del 

derecho que precisamente le garantiza la Constitución.‟ 

 

Por último, en Pueblo v. Borrero Robles, 113 D.P.R. 387, 393-394 (1982), al 

ratificar lo afirmado en Pueblo v. Rivera Suárez, ante, y Pueblo v. Guzmán 

Vélez, ante, específicamente resolvimos que no existe un derecho constitucional 

a renunciar al jurado. Resulta, en adición, significativo el hecho de que en dicho 

caso, al enumerar algunos de los factores que el juez que preside el proceso 

debía tomar en consideración para conceder o denegar la solicitud de renuncia, 

incluimos el de „las contenciones del Ministerio Público sobre el particular . . .‟. 

Esto es, aun con anterioridad a la aprobación de la citada Ley Núm. 86 los 

tribunales de instancia, al ejercer su discreción en relación con esta materia, 

venían en la obligación de tomar en consideración la posición del Ministerio 
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Fiscal al respecto. Lo que la referida Ley Núm. 86 hizo fue exigirlo como 

requisito. 

 

Somos del criterio, y así lo resolvemos, que desde el punto de vista 

constitucional no existe impedimento alguno para que el legislador 

reglamente la materia de la renuncia al derecho a juicio por jurado -

determinando que la misma esté sujeta a la sana discreción del tribunal y/o 

exigiendo que el Ministerio Público dé su anuencia- por razón de que no 

existe un derecho constitucional a renunciar al derecho a juicio por jurado. (citas 

omitidas). 

 

(Énfasis suplido). 

 

Así, pues, desde Pueblo v. Rivero, Lugo y Almodóvar, supra, nuestro Tribunal Supremo 

reconoció la validez de la enmienda a la Regla 111 introducida en virtud de la Ley Núm. 86, 

conforme a la cual se requiere el consentimiento del Ministerio Público para que el juez pueda 

-en el ejercicio de su discreción y a la luz de otros factores- determinar si autoriza una renuncia 

tardía al derecho a juicio por jurado que cobija a todo acusado.    

 

 Es menester señalar, que el gobierno federal, así como muchos estados, tienen 

disposiciones similares a la propuesta en esta Ley.  La Regla 23 de las Reglas Federales de 

Procedimiento Criminal, establecen que los juicios serán por jurado a menos que el acusado 

renuncie a su derecho a juicio por jurado por escrito, el Gobierno (fiscal) consienta y el tribunal 

autorice.    

 

Esta enmienda tiene como objetivo principal, el proveerle herramientas adicionales al 

Ministerio Público para que pueda cumplir con mayor eficacia su labor de investigar las acciones 

delictivas y el procesamiento criminal de los responsables de estas acciones.  Además, tienen 

como objetivo, el devolverle a la ciudadanía la confianza en nuestro Sistema Judicial Criminal.  
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Esta Asamblea Legislativa reconoce que la renuncia a juicio por jurado no está cobijada en la 

Constitución Federal por lo que, es discrecional de cada estado el decidir si desea otorgarla como 

un derecho o si desea condicionarla. Aunque la Constitución de Puerto Rico garantiza el derecho 

a juicio por jurado, no impide que podamos condicionar la renuncia. Siendo así, hemos 

determinado que se debe condicionar la misma para requerir el consentimiento del Ministerio 

Público.  

 

Por otro lado, estamos conscientes que la fianza es un derecho de rango constitucional. El 

derecho a fianza está comprendido en la Sección 11 del Artículo II de la Carta de Derechos de la 

Constitución de Puerto Rico, la cual dispone que todo acusado tiene derecho a quedar en libertad 

bajo fianza antes de mediar un fallo condenatorio.  Además, se dispone que las fianzas impuestas 

no serán excesivas. Véase Art. II, Sec. 11, de la Constitución de Puerto Rico.  De este modo, en 

Puerto Rico, el derecho a permanecer libre bajo fianza antes de recaer fallo condenatorio es 

absoluto, por lo que impide al Estado su negación y ampara a toda persona imputada de delito. 

O.E. Resumil, Derecho Procesal Penal, Equity Publishing Co., 1990, T. I, Cap. 6, a la página 

136.  

 

Ahora bien, no hay impedimento para que esta Asamblea Legislativa pueda regular la fianza 

y hasta imponer condiciones a la fianza para la libertad en espera del juicio. Lo que no puede 

autorizarse, por imperativo constitucional, es la detención preventiva sin derecho a libertad bajo 

fianza. Véase E. L. Chiesa Aponte, Derecho procesal penal de Puerto Rico y Estados Unidos, 

Colombia, Ed. Forum, 1992, V. II, Cap. 17, Sec. 17.4, a la página 468.A los fines de proteger 

tanto al individuo como a la sociedad, el legislador, a base de un balance de intereses, estableció 

en las Reglas 6.1 y 218 de las de Procedimiento Criminal unos parámetros para la fijación de la 

cuantía y la imposición de condiciones para la fianza, basados en el principio de 

individualización. 

 

Por eso, la Asamblea Legislativa se propone enmendar las Reglas de Procedimiento Criminal 

a fin de establecer condiciones más restrictivas a la fianza que un juzgador vaya a imponer a 

personas imputadas de ciertos delitos graves o cuando la persona tenga una reincidencia grave o 

habitual. Ello, ante el peligro que representa el aumento en la incidencia criminal para nuestros 
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ciudadanos, particularmente los delitos cometidos por individuos que se encontraban bajo fianza 

al momento de delinquir. Es el momento de tomar acción afirmativa y enmendar las reglas de 

procedimiento criminal para establecer de forma obligatoria condiciones más estrictas al derecho 

a la fianza en ciertos delitos muy serios (como el de trata humana, aborto cometido por la fuerza, 

robo, agresión grave en su modalidad mutilante, disparar un arma de fuego en un sitio público o 

abierto al público, posesión y distribución de pornografía infantil.), que al día de hoy están al 

margen de esa obligatoriedad.  

 

Actualmente, la regulación legal pertinente al derecho a  fianza está contenida en las Reglas 

6.1 y 218 de Procedimiento Criminal, las cuales detallan la forma en que se impondrá y aceptará 

la misma en los tribunales de Puerto Rico.  Estas reglas constituyen los fundamentos principales 

alrededor de los que gravita el poder o facultad de los tribunales de instancia para fijar, aceptar y 

revisar la prestación de fianzas en casos criminales, en el descargo del mandato de nuestra 

Constitución. Pueblo v. Morales Vázquez, 129 D.P.R 379, 386-387(1991). 

 

En la Regla 6.1 y 218 se imponen una serie de condiciones para ciertos delitos de naturaleza 

grave, reconociendo que las personas arrestadas por delito no serán restringidas innecesariamente 

de su libertad antes de mediar fallo condenatorio y que la fianza impuesta no puede ser excesiva.  

Estas Reglas hacen un balance entre el derecho constitucional a la fianza y la necesidad de 

proteger a la ciudadanía mediante condiciones razonables a los imputados de ciertos delitos 

graves altamente reprochables. Para ello, se le impone al Tribunal la obligación de imponer 

condiciones más restrictivas como la de supervisión electrónica, y se le prohíbe imponer fianza 

con el beneficio del diez por ciento (10%) en efectivo o diferir la misma en esos delitos.   

 

Aunque estas condiciones compulsorias, y otras especificadas en la Regla 218, han servido 

bien como medidas de protección social, lo cierto es que todavía existen delitos tan, o más 

graves, que los que ya están regulados, que escapan a la obligatoriedad del condicionamiento 

más restrictivo de la fianza. Es por eso que entendemos meritorio añadir ciertos delitos para 

requerir que los imputados estén sujetos a las condiciones más restrictivas. Además, sustituimos 

el lenguaje de las Reglas 6.1 y 218 por uno nuevo, con el fin de que se haga más fácil su 

entendimiento y aplicación en la práctica.    
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A su vez, se enmiendan las Reglas 5 y 35 de Procedimiento Criminal para establecer que en 

la denuncia no se hará constar la edad, dirección y demás circunstancias personales de la víctima 

o testigo de delito cuando se impute un delito grave o menos grave y que, en su lugar, se podrá 

identificar por medio de sus iniciales. Además, se establece que esta información solamente 

podrá ser divulgada cuando exista una clara necesidad por ser relevante a los hechos del caso. 

Esto se hace en consonancia con el Artículo 2, inciso (c) de la Ley Núm. 22 del 22 de abril de 

1988, según enmendada, conocida como “Carta de Derechos de las Víctimas y Testigos de 

Delito”, que establece que las víctimas de delito pueden exigir que se mantenga la 

confidencialidad de la información sobre su dirección y números telefónicos cuando así lo estime 

necesario para su seguridad personal y de sus familiares, así como, el privilegio de la 

comunicación habida entre la víctima y su consejero. A estos fines, la Ley dispone que la 

dirección residencial y de negocio, así como los números de teléfonos de una víctima o testigo de 

un crimen se mantendrá confidencial. Conforme a la Ley, durante el juicio o una vista 

relacionada con un procedimiento criminal, el tribunal ordenará que la dirección residencial y la 

de negocio, así como los teléfonos de la víctima del crimen no se divulguen en corte abierta y 

que no se le exija a la víctima informar, a preguntas de la defensa o el fiscal, la dirección o 

teléfono, a menos que el tribunal determine que existe una clara necesidad para tal divulgación 

porque la información es necesaria y relevante a los hechos del caso. Véase Art. 2(c) de la Ley 

Núm. 22, supra.  

 

Ciertamente lo que se busca con esta enmienda es proteger toda la información personal de la 

víctima de delito para evitar que pueda ser mal utilizada en su contra, como represalia, por el 

imputado a alguna otra persona. Por eso se interpone la figura del juez para que, cuando exista 

una clara necesidad de que dicha información se le descubra a la defensa, lo pueda hacer, 

siempre salvaguardando la seguridad de la víctima y sus familiares.  

 

De otra parte, se enmienda la Regla 22 de Procedimiento Criminal para exigirles a los 

funcionarios del orden público, que lleven a fichar a un detenido por la comisión de delito grave 

antes de conducirlo ante un magistrado. El propósito es establecer como la mejor práctica que se 

le tomen huellas y foto a la persona detenida antes del procedimiento de Regla 6, porque en 
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muchas ocasiones después de la determinación de causa probable no se hace la gestión. Es 

sumamente importante entrar esta data en los sistemas oficiales de inteligencia del Estado para 

saber si la persona detenida está vinculada a otros delitos, si tiene alguna orden de arresto 

pendiente, si es reincidente, si está evadida de las autoridades locales o federales, etc. Lo que se 

busca es nutrir la data oficial para tener una herramienta efectiva en la lucha contra el crimen. 

Esta información les permitirá a los funcionarios del orden público, presentársela a un 

magistrado para que éste tenga todos los elementos de juicio necesarios al imponer la fianza. 

Además, permitirá que se hagan todas las gestiones de rigor para que, en caso de que existan 

órdenes de arresto en contra del imputado o esté evadido de las autoridades, se les informe a los 

componentes pertinentes para que se tomen las acciones necesarias de inmediato.  

 

Asimismo, se enmienda la Regla 23 de Procedimiento Criminal para aclarar que se podrá 

presentar la prueba de campo realizada por los agentes del orden público, o los estimados de 

daños, cuantías o reparaciones realizados por personas con conocimiento, experiencia o destreza, 

sin la necesidad de que éstos presten testimonio en vista preliminar. Ciertamente estamos 

conscientes que a nivel de juicio es imprescindible que estas personas estén presentes para poder 

ser contrainterrogados por la defensa, de conformidad con el derecho constitucional a carearse 

con los testigos que poseen los acusados. Véanse: Pueblo v. López Guerrido, 179 D.P.R. 950; 

Meléndez Díaz v. Massachusets, 129 S Ct. 2527 (2009). Sin embargo, la vista preliminar es una 

etapa intermedia cuya génesis es estatutaria y no constitucional, por lo que los imputados no 

tienen los mismos derechos que albergan bajo un juicio plenario. Véase Pueblo v. Andaluz 

Meléndez, 143 D.P.R. 656, 661-662 (1997).1 Es sabido que no se trata de un mini-juicio y, por 

disposición de las propias Reglas de Evidencia, las referidas normas no obligan al magistrado 

que preside la vista preliminar.  

                                                           
1 Sobre la naturaleza de la vista preliminar el Tribunal Supremo ha expresado que la función básica de esta vista está 
limitada a la determinación de existencia o no de causa probable para creer que se ha cometido un delito y que el 
mismo ha sido cometido por el acusado; su función no es establecer la culpabilidad o inocencia del acusado, sino 
determinar si en efecto el Estado tiene adecuada justificación para continuar con un proceso judicial; la vista 
preliminar no es un mini-juicio y una vez quedan establecidos todos los elementos del delito y la conexión del 
imputado con el mismo a base de evidencia legalmente admisible a tenor con las Reglas de Evidencia en vigor en 
ese momento, se justifica una determinación de causa probable; con la determinación del magistrado en esta etapa 
no se adjudica definitivamente la responsabilidad del imputado, ni siquiera queda expuesto a ser convicto, sino que 
el proceso pasa para su adjudicación final, la fase a la que la Constitución se refiere en particular detalle; el juicio en 
su fondo es el momento realmente culminante y crítico. Pueblo v. Andaluz Meléndez, 143 D.P.R. 656, 661-662 
(1997); Pueblo v. González Pagán, 120 D.P.R. 684 (1988). 
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Ya en el pasado la Legislatura ha aprobado medidas de esta naturaleza como lo fue la Ley 

Núm. 281-2011 donde se dispuso que el fiscal no tiene que sentar a declarar a un perito forense 

en vista preliminar, y que puede optar por presentar solamente el informe forense preparado por 

el perito. Por eso, aunque en la vista preliminar el Ministerio Fiscal debe presentar evidencia 

legalmente admisible en un juicio plenario sobre todos los elementos del delito imputado en la 

denuncia y su conexión con el imputado, esta enmienda no viola ese requerimiento porque en el 

juicio dicha evidencia será admisible si el fiscal presenta el testimonio del agente que prepara la 

prueba de campo o de la persona que prepara el estimado, al igual que ocurre hoy día con los 

peritos forenses. La finalidad es agilizar los procesos en esta etapa, para evitar dilaciones 

innecesarias. De esta forma, se tutela el interés público de que los procesos judiciales se 

conduzcan con celeridad para procurar justicia rápida.  

 

De otra parte, se enmienda el inciso (n) de la Regla 64 de Procedimiento Criminal a los fines 

de brindar mayor claridad a su lenguaje, eliminar disposiciones anacrónicas y puntualizar los 

términos que corresponden a cada etapa del proceso. Ello brindará mayor certeza y promoverá 

un proceso más ordenado. Así por ejemplo, se establece un nuevo término de diez (10) días 

laborables para que el Ministerio Fiscal presente la acusación desde la determinación de causa 

probable para acusar en vista preliminar o vista preliminar en alzada. Antes, el término de 

presentar la acusación se entrelazaba con el término que se tiene para celebrar la vista preliminar, 

lo que provocó que el Tribunal Supremo tuviera que, por virtud de fiat judicial, conceder dos (2) 

días laborables adicionales para corregir ese sin-sentido y permitirle al fiscal presentar la 

acusación cuando se determinaba causa para acusar el último día de los términos de vista 

preliminar. Véase Pueblo v. Cartagena Fuentes,  152 D.P.R. 243 (2000).  

 

Se enmienda la Regla 220 de Procedimiento Criminal para disponer como requisito para ser 

fiador, que no tenga o haya tenido con el imputado de delito algún tipo de interés económico o 

relación de abogado cliente. Se trata de una medida que pretende la transparencia y honestidad 

total hacia el tribunal con relación a la responsabilidad que debe tener todo fiador. Esto se hace 

de forma profiláctica para evitar que los imputados se evadan de la jurisdicción del tribunal a 

ciencia o paciencia del fiador, o peor, con la ayuda de éste. Se promueve, pues, que la relación 



 
 

12 
 

entre el fiador y el imputado de delito esté libre de toda mácula, y que el fiador vele, eficaz y 

proactivamente, porque el imputado comparezca al tribunal durante todas las etapas del proceso, 

y se someta a todas las órdenes y citaciones que ello conlleva.  

 

Además, se enmiendan otras reglas de manera técnica para adaptarlas a enmiendas de otras 

leyes y para adaptarlas a las enmiendas de esta Ley. En resumen, este proyecto es un esfuerzo 

adicional para impartirle mayor certeza y celeridad a los procesos mediante términos más claros, 

reglas más inteligibles; protege la identidad e información de las víctimas de delito; protege a la 

ciudadanía en general de delincuentes que cometan ciertos delitos graves por medio de 

condiciones obligatorias para la fianza; busca garantizar que los fiadores cumplan a cabalidad 

sus funciones sin ningún tipo de atadura con el imputado y, en general, provee mejores 

herramientas para lograr combatir el crimen con mayor eficacia.   

 

Como mencionáramos anteriormente, la ciudadanía necesita restablecer entera confianza en 

nuestro sistema criminal y de justicia. El compromiso de esta Asamblea Legislativa en la lucha 

contra el crimen es inquebrantable. Es hora de tomar todas las medidas necesarias para adelantar 

esa causa. Esta Ley sin duda es un paso en la dirección correcta.  

 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

Artículo 1.- Se enmienda la Regla 3 de las de Procedimiento Criminal de 1963, según 1 

enmendada, para que lea como sigue: 2 

“Regla 3. — Magistrados. 3 

Un magistrado es un funcionario con autoridad para dictar una orden de arresto contra 4 

una persona a quien se le imputa un delito. Son magistrados los jueces del Tribunal Supremo, los 5 

jueces del Tribunal de Apelaciones y los jueces del Tribunal de Primera Instancia[, los jueces del 6 

Tribunal de Distrito y los jueces de paz].” 7 
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Artículo 2.- Se enmienda el primer párrafo de la Regla 5 de las de Procedimiento 1 

Criminal de 1963, según enmendada, para que lea como sigue: 2 

“Regla 5. — La denuncia.  3 

La denuncia es un escrito firmado y jurado que imputa la comisión de un delito a una o a 4 

varias personas. Cualquier persona que tuviere conocimiento personal de los hechos que 5 

constituyen el delito imputado en la denuncia tendrá capacidad para ser el denunciante. El 6 

Ministerio Público y los miembros de la Policía Estatal, en todos los casos, y otros funcionarios y 7 

empleados públicos, en los casos relacionados con el desempeño de sus deberes y funciones, 8 

podrán, sin embargo, firmar y jurar denuncias cuando los hechos constitutivos del delito les 9 

consten por información y creencia. No se hará constar en la denuncia la dirección, edad y 10 

demás circunstancias personales de la víctima o testigo de delito cuando se impute un delito 11 

grave o menos grave, a menos que el tribunal determine que existe una clara necesidad para tal 12 

divulgación porque la información es necesaria y relevante a los hechos del caso. Se podrá 13 

identificar a la víctima y los testigos de delito mediante sus iniciales. 14 

…”   15 

Artículo 3.- Se deroga la Regla 6.1 de las de Procedimiento Criminal de 1963, según 16 

enmendada, y se sustituye por una nueva Regla 6.1 para que lea como sigue:  17 

“Regla 6.1. — Fianza hasta que se dicte sentencia; cuando se exigirá. 18 

(a) En casos menos graves.- En todo caso menos grave en que no hubiere derecho a 19 

juicio por jurado, ni sean delitos de carácter violento, no será necesaria la prestación de 20 

fianza, imposición de condiciones o una determinación de fianza diferida para 21 

permanecer en libertad provisional hasta que se dicte sentencia. Se considerarán delitos 22 
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de carácter violento, aquellos cuya comisión envuelva el uso, intento de uso o amenaza 1 

de uso de fuerza física contra la persona o propiedad. En los demás delitos menos graves 2 

que no sean de carácter violento y que no tengan derecho a juicio por jurado, el 3 

magistrado deberá imponer fianza sólo si el fiscal así lo solicita, tomando en 4 

consideración los criterios que establece la Regla 218(b). El magistrado podrá imponer 5 

condiciones de conformidad con la Regla 218(c), motu proprio o a solicitud del 6 

ministerio fiscal, cuando existan circunstancias de orden o interés público. 7 

El fiscal solicitará la prestación de una fianza o la imposición de condiciones de 8 

conformidad con la Regla 218 en todo caso en que la persona arrestada haya sido 9 

convicta por cualquier delito grave, o tres (3) delitos menos graves, cuando se trate de 10 

un no domiciliado en Puerto Rico, cuando no se puedan corroborar los datos sobre 11 

identidad o residencia provistos por el sospechoso, así como cuando el magistrado 12 

determine que existe un riesgo de incomparecencia por parte del sospechoso. 13 

(b) En casos graves o menos graves en que hubiere derecho a juicio por jurado.- 1.14 

 En todo caso grave o menos grave en que hubiere derecho a juicio por jurado el 15 

magistrado exigirá la prestación de fianza al imputado para permanecer en libertad 16 

provisional hasta que se dicte sentencia. En casos apropiados el magistrado podrá 17 

permitirle al imputado permanecer en libertad provisional bajo su propio reconocimiento, 18 

bajo custodia de tercero, bajo fianza diferida o bajo cualesquiera condiciones que estime 19 

pertinentes imponer. El tribunal podrá imponer, motu proprio o a solicitud del Ministerio 20 

Fiscal, condiciones de conformidad con la Regla 218(c).  21 

2.  El tribunal, al fijar fianza, tendrá que imponer las condiciones enumeradas en el inciso (c) 22 

(12) de la Regla 218 y aquellas otras condiciones que estime pertinentes, a las personas a 23 
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quienes se les imputen alguno de los siguientes delitos graves tipificados en el Código Penal 1 

de Puerto Rico:  2 

a. asesinato y su tentativa, 3 

b. genocidio,  4 

c. crímenes de lesa humanidad, 5 

d. agresión grave en su modalidad mutilante, 6 

e. secuestro, 7 

f. secuestro agravado,  8 

g. secuestro de menores;  9 

h. abandono de personas de edad avanzada cuando se ponga en riesgo la vida, salud, 10 

integridad física o indemnidad sexual de la persona,  11 

i. maltrato a personas de edad avanzada,  12 

j. maltrato a personas de edad avanzada mediante amenaza, 13 

k. explotación financiera de persona de edad avanzada, en su modalidad grave, 14 

l. fraude de gravamen contra personas de edad avanzada, 15 

m. robo  16 

n. robo agravado, 17 

o. incendio agravado, 18 

p. utilización de un menor para pornografía infantil, 19 

q. transmisión o retransmisión de pornografía infantil por medio de cualquier medio de 20 

comunicación telemática u otro medio de comunicación, 21 

r. producción de pornografía infantil, 22 

s. posesión y distribución de pornografía infantil, 23 
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t. envenenamiento intencional de aguas de uso público, 1 

u. agresión sexual,  2 

v. actos lascivos si la víctima al momento del hecho es menor de dieciséis (16) años de 3 

edad,  4 

w. trata humana,  5 

x. estrago, 6 

y. aborto cometido por la fuerza, 7 

z. sabotaje de servicios esenciales cuando la comisión del delito resulte en impedir que 8 

una persona solicite o reciba ayuda para su vida, salud o integridad física,   9 

aa. disparar un arma de fuego en un sitio público o abierto al público, en una discoteca, 10 

bar, centro comercial, negocio o establecimiento, o desde un vehículo de motor. 11 

3. Además, el tribunal tendrá que imponer las condiciones enumeradas en el inciso (c) (12) de 12 

la Regla 218, y aquellas otras condiciones que estime pertinentes, a las personas a quienes se 13 

les imputen alguno de los siguientes delitos comprendidos en leyes penales especiales o 14 

cualquier ley que le sustituya: 15 

a. Maltrato intencional de menores según dispuesto en el Artículo 58 de la Ley 246-16 

2011, según enmendada, conocida como “Ley para la Seguridad, Bienestar y 17 

Protección de Menores”;  18 

b. Los siguientes Artículos de la Ley Núm. 4 de 23 de junio de 1971, según enmendada, 19 

conocida como “Ley de Sustancias Controladas de Puerto Rico”:  20 

1. Artículo 401 cuando la transacción envuelva cocaína o heroína o un kilo (2.2 21 

libras) o más de marihuana,  22 

2. Artículo 405 sobre Distribución a personas menores de dieciocho (18) años,  23 
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3. Artículo 408 sobre Empresa Criminal Continua,  1 

4. Artículo 411 sobre empleo de menores,  2 

5. Artículo 411-A sobre Introducción de Drogas en las escuelas e instituciones 3 

recreativas;  4 

c. Los siguientes Artículos de la Ley 404-2000, según enmendada, conocida como “Ley 5 

de Armas de Puerto Rico”: 6 

1. Artículo 2.14 sobre Armas de Asalto, 7 

2. Artículo 5.01 sobre Fabricación, Importación, Venta y Distribución de Armas, 8 

3. Artículo 5.03 sobre Comercio de armas de fuego automáticas,  9 

4. Artículo 5.04 sobre portación y uso de armas de fuego sin licencia cuando el 10 

arma se use en la comisión de un delito o cuando el arma se encuentre cargada 11 

con municiones,  12 

5. Artículo 5.05 sobre portación y uso de armas blancas cuando el arma se use en 13 

la comisión de un delito grave o su tentativa,   14 

6. Artículo 5.07 sobre posesión o uso ilegal de armas automáticas o escopetas de 15 

cañón cortado,  16 

7. Artículo 5.08 sobre posesión o venta de accesorios para silenciar,  17 

8. Artículo 5.09 sobre facilitación de armas a terceros 18 

9. Artículo 5.10 sobre remoción o mutilación de número de serie o nombre de 19 

dueño en arma de fuego,  20 

10. Artículo 5.15 sobre disparar o apuntar armas cuando se dispare cualquier arma 21 

en un sitio público o cualquier sitio, o cuando se apunte con malicia a alguna 22 

persona aunque no le cause daño,  23 
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11. Artículo 5.20 sobre apropiación ilegal de armas de fuego y municiones; 1 

12. Aquellos delitos graves en los cuales se utilice cualquier tipo de arma, según 2 

ésta se define en la Ley 404-2000, supra;  3 

d. Los siguientes artículos de la Ley Núm. 54 de 15 de agosto de 1989, según 4 

enmendada, conocida como “Ley para la Prevención e Intervención con la Violencia 5 

Doméstica”: 6 

1. Artículo 3.2 sobre maltrato agravado, 7 

2. Artículo 3.5 sobre agresión sexual conyugal.  8 

4. A su vez, el tribunal tendrá que imponer las condiciones enumeradas en el inciso (c) (12) 9 

de la Regla 218, y aquellas otras condiciones que estime pertinentes, a las personas que 10 

tengan historial criminal previo y que conforme al Código Penal se les impute 11 

reincidencia agravada o habitual, independientemente de que el delito imputado no esté 12 

comprendido en los mencionados por esta Regla.  13 

5. En todos los casos en que se impute la comisión de los delitos mencionados, el tribunal 14 

contará con el informe de evaluación y recomendación del Programa de Servicios con 15 

Antelación al Juicio que se rinda a tenor con la Ley 151-2014. Sin embargo, bajo ninguno 16 

de los delitos mencionados en este inciso (b), se podrá diferir la fianza ni imponer al 17 

imputado una fianza con el beneficio del pago del diez por ciento (10%) en efectivo. 18 

Además, el tribunal, en estos delitos, tendrá que imponer como condición especial 19 

adicional para quedar en libertad bajo fianza, que el imputado se sujete a la supervisión 20 

electrónica, bajo el Programa de Servicios con Antelación al Juicio.  21 
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6. En caso de que se determine causa probable para arresto en ausencia del imputado, la 1 

fianza que fije el magistrado, sólo podrá ser modificada mediante moción bajo la Regla 2 

218.” 3 

Artículo 4.- Se enmienda la Regla 10 de las de Procedimiento Criminal de 1963, según 4 

enmendada, para que lea como sigue: 5 

“Regla 10. — Arresto; cuando podrá hacerse. 6 

La orden de arresto podrá diligenciarse en cualquier hora del día o de la noche salvo en el 7 

caso de delito menos grave [o en delitos graves de cuarto grado] en cuyo caso el arresto no 8 

podrá hacerse por la noche, a menos que el magistrado que expidió la orden lo autorizare así en 9 

ella.” 10 

Artículo 5.- Se enmienda el inciso (a) de la Regla 22 de las de Procedimiento Criminal de 11 

1963, según enmendada, para que lea como sigue: 12 

“Regla 22. — Procedimiento ante el magistrado. 13 

(a) Comparecencia ante el magistrado.— Un funcionario del orden público que hiciere 14 

un arresto autorizado por una orden de arresto deberá llevar a la persona arrestada sin demora 15 

innecesaria ante el magistrado disponible más cercano. Cualquier persona que hiciere un arresto 16 

sin orden de arresto deberá llevar a la persona arrestada sin demora innecesaria ante el 17 

magistrado disponible más cercano, y si la persona que hiciere el arresto sin orden de arresto 18 

fuere una persona particular, podrá entregar a la persona arrestada a cualquier funcionario del 19 

orden público, quien a su vez deberá llevar a la persona arrestada sin demora innecesaria ante un 20 

magistrado, según se dispone en esta regla. Si la persona que hiciere el arresto sin orden de 21 

arresto fuere un funcionario del orden público, antes de llevar a la persona arrestada ante el 22 
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magistrado disponible más cercano, deberá ficharla mediante la toma de fotografía y huellas 1 

dactilares, cuando se trate de un delito grave y el Ministerio Fiscal haya autorizado la 2 

presentación de cargos, a no ser que existan circunstancias excepcionales que se lo impidan, en 3 

cuyo caso deberán justificarlo al Ministerio Fiscal. Si el magistrado no determina causa 4 

probable para arresto, se le devolverá la foto y las huellas a la persona fichada conforme a las 5 

normas y procedimientos aplicables. Cuando se arrestare a una persona sin que se hubiere 6 

expedido orden de arresto y se le llevare ante un magistrado, se seguirá el procedimiento que 7 

disponen las Reglas 6 y 7, según corresponda. 8 

…” 9 

Artículo 6.- Se enmienda el primer párrafo del inciso (c) de la Regla 23 de las de 10 

Procedimiento Criminal de 1963, según enmendada, para que lea como sigue:  11 

“Regla 23.— Vista preliminar. 12 

(a) Cuándo se celebrará.- ... 13 

… 14 

(c) Procedimiento durante la vista. - La vista iniciará con la presentación de la prueba 15 

del Ministerio Público. Éste pondrá a disposición de la persona imputada las 16 

declaraciones juradas de aquellos testigos que hayan declarado en la vista. La persona 17 

podrá contrainterrogar a estos testigos y ofrecer prueba a su favor. Al hacer la 18 

determinación de causa probable, el tribunal tomará en cuenta la admisibilidad en el 19 

juicio de la evidencia presentada por el Ministerio Público sobre los elementos del delito 20 

y la conexión de la persona imputada con el delito. [En ningún caso será obligatoria la 21 

presentación de informes periciales forenses. Si, a pesar de lo anterior, fueran a 22 
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presentarse los referidos informes de peritos forenses, no será requerido el 1 

testimonio de los peritos forenses durante la vista, sin perjuicio de que el imputado 2 

pueda confrontarlos en el juicio, de determinarse causa probable para acusar.] Para 3 

presentar los informes periciales preparados por peritos forenses, el documento de la 4 

prueba de campo preparado por agentes del orden público, o los estimados de daños, 5 

cuantías o reparaciones preparadas por personas con conocimiento, experiencia o 6 

destreza sobre la materia, no será necesario el testimonio de estas personas, sin 7 

perjuicio de que el imputado pueda confrontarlos en el juicio, de determinarse causa 8 

probable para acusar. En el caso de estimados de daños, cuantías o reparaciones, la 9 

presentación del estimado podrá presentarse por medio de la persona que lo haya 10 

solicitado, quien podrá declarar sobre el conocimiento, experiencia o adiestramiento que 11 

posea la persona que preparó el estimado.  Si a juicio del magistrado la prueba 12 

demostrare que existe causa probable para creer que se ha cometido un delito y que la 13 

persona lo cometió, el magistrado detendrá inmediatamente a la persona para que 14 

responda por la comisión de un delito ante la sección y sala correspondiente del Tribunal 15 

de Primera Instancia; de lo contrario determinará no causa y ordenará que la persona sea 16 

puesta en libertad. El magistrado podrá mantener en libertad a la persona bajo la misma 17 

fianza o determinación de fianza diferida, libertad bajo propio reconocimiento o libertad 18 

bajo custodia de tercero o bajo las mismas condiciones que hubiere impuesto un 19 

magistrado al ser arrestada, o podrá alterar las mismas o imponer una fianza o tomar una 20 

determinación de fianza diferida, libertad bajo propio reconocimiento, libertad bajo 21 

custodia de tercero o condiciones de acuerdo con la Regla 218(c) si éstas no se le 22 

hubiesen impuesto, y si a juicio del magistrado ello fuere necesario. No obstante lo 23 



 
 

22 
 

anterior el magistrado no podrá alterar la fianza fijada o la determinación de fianza 1 

diferida, libertad bajo propio reconocimiento o libertad bajo custodia de tercero o 2 

condiciones impuestas por un magistrado de categoría superior, a menos que en la vista 3 

preliminar se determine causa probable por un delito inferior al que originalmente se le 4 

imputó a la persona. Después de que terminare el procedimiento ante él, el magistrado 5 

remitirá inmediatamente a la secretaría de la sección y sala correspondiente del Tribunal 6 

de Primera Instancia todo el expediente relacionado con dicho procedimiento, incluyendo 7 

cualquier fianza prestada. En el expediente se hará constar la fecha y el sitio de la vista 8 

preliminar, las personas que a ella comparecieron y la determinación del magistrado. 9 

…” 10 

Artículo 7.- Se enmienda el último párrafo del inciso (b) de la Regla 35 de las de 11 

Procedimiento Criminal de 1963, según enmendada, para que lea como sigue:  12 

“Regla 35. — Contenido de la acusación y de la denuncia. 13 

(a)… 14 

(b)… 15 

Al hacer referencia a cualquier persona o entidad que no fuere la parte acusada, no será 16 

necesario en caso alguno alegar ni probar que el fiscal o el denunciante desconocen el 17 

verdadero nombre de la persona o entidad. No se hará constar en la acusación ni en la 18 

denuncia la dirección, edad y demás circunstancias personales de la víctima o testigo de 19 

delito cuando se impute un delito grave o menos grave, a menos que el tribunal 20 

determine que existe una clara necesidad para tal divulgación porque la información es 21 
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necesaria y relevante a los hechos del caso. Se podrá identificar a la víctima y los 1 

testigos de delito mediante sus iniciales. 2 

…” 3 

Artículo 8.- Se deroga el inciso (n) de la Regla 64 las de Procedimiento Criminal de 4 

1963, según enmendada, y se sustituye por un nuevo inciso (n) de la Regla 64 para que lea como 5 

sigue: 6 

“Regla 64. — Fundamentos de la moción para desestimar.  7 

La moción para desestimar la acusación o denuncia, o cualquier cargo de las mismas sólo 8 

podrá basarse en uno o más de los siguientes fundamentos: 9 

(a)… 10 

… 11 

(n) Que existen una o varias de las siguientes circunstancias, a no ser que se demuestre 12 

justa causa para la demora o a menos que la demora para someter el caso a juicio se deba a la 13 

solicitud del acusado o a su consentimiento:  14 

 (1) Que no se presentó denuncia contra la persona imputada dentro de los sesenta (60) 15 

días siguientes de su arresto o citación o dentro de los treinta (30) días si se encontraba 16 

sumariado o si se tratare de un caso en que un magistrado autorizó la radicación de la 17 

misma de conformidad con lo dispuesto en la Regla 6(a). 18 

 (2) Que no se presentó acusación contra la persona imputada después de haber 19 

transcurrido diez (10) días laborables desde la determinación de causa probable para 20 

acusar en vista preliminar o vista preliminar en alzada.  21 
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(3) Que la persona acusada estuvo detenida en la cárcel un total de sesenta (60) días, con 1 

posterioridad al acto de lectura de la acusación o presentación de la denuncia, sin ser 2 

sometida a juicio.  3 

(4) Que la persona acusada no fue sometida a juicio dentro de los ciento veinte (120) días 4 

siguientes al acto de lectura de la acusación o presentación de la denuncia.  5 

(5) Que no se celebró vista preliminar dentro de los treinta (30) días siguientes del arresto 6 

de la persona imputada, cuando ésta se encuentra detenida en la cárcel. 7 

(6) Que no se celebró vista preliminar dentro de los sesenta (60) días siguientes del 8 

arresto de la persona imputada.  9 

(7) Que no se celebró vista de causa probable para arresto dentro de los sesenta (60) días 10 

a partir de la determinación de no causa probable para arresto o causa probable por un 11 

delito distinto o menor al imputado originalmente. 12 

(8) Que no se celebró vista preliminar en alzada dentro de los sesenta (60) días a partir de 13 

la determinación de no causa para acusar en vista preliminar o causa para acusar por un 14 

delito distinto o menor al imputado originalmente.  15 

 La presentación por parte de la defensa de una moción dispositiva al amparo de la 16 

Regla 64, o de una moción de supresión de evidencia al amparo de la Regla 234, 17 

interrumpirá los términos para la celebración del juicio hasta que se resuelva la moción 18 

por el tribunal. Disponiéndose que cuando en etapa de vista preliminar o de causa 19 

probable para arresto se permita la presentación de una moción dispositiva y, la defensa 20 

presente la misma, los términos para la celebración de la vista se interrumpirán hasta que 21 

se resuelva la moción por el tribunal.  22 
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El tribunal no podrá desestimar una acusación o denuncia, bajo este inciso, sin 1 

antes celebrar una vista evidenciaria. En la vista, las partes podrán presentar prueba y el 2 

tribunal considerará los siguientes aspectos:  3 

(1) Duración de la demora;  4 

(2) razones para la demora;  5 

(3) si la demora fue provocada por el acusado o expresamente consentida por éste;  6 

(4) si el Ministerio Público demostró la existencia de justa causa para la demora, y  7 

(5) Los perjuicios que la demora haya podido causar. Disponiéndose que el 8 

perjuicio no puede ser abstracto ni apelar a un simple cómputo de rigor 9 

matemático, sino que tiene que ser específico, real y sustancial. La persona 10 

acusada o imputada es quien tiene que establecer el perjuicio sufrido a causa de la 11 

dilación. 12 

Una vez celebrada la vista, el magistrado consignará por escrito los fundamentos 13 

de su determinación, de forma tal que las partes tengan la oportunidad efectiva y objetiva 14 

de evaluar, si así lo solicitan, la reconsideración o revisión de dicha determinación. 15 

…” 16 

Artículo 9.- Se enmienda la Regla 111 de las de Procedimiento Criminal de 1963, según 17 

enmendadas, para que lea como sigue: 18 

“Regla 111.-Derecho a Juicio por Jurado y su Renuncia 19 

Las cuestiones de hecho en casos de delito grave y, salvo lo dispuesto en leyes 20 

especiales, en casos de delito menos grave [siempre que originalmente se presentare la 21 
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acusación en el Tribunal de Primera Instancia y fueren también de la competencia 1 

del Tribunal de Distrito] con derecho a juicio por Jurado, habrán de ser juzgadas por el 2 

jurado a menos que el acusado renunciare expresa, inteligente y personalmente al derecho 3 

a juicio por jurado.   Para que el acusado pueda renunciar al juicio por jurado, haya 4 

comenzado el juicio o no, se necesitará el consentimiento del Ministerio Público y la 5 

aprobación del Tribunal.  Antes de aceptar la renuncia de un acusado a su derecho a 6 

juicio por jurado, el juez [de instancia] tiene la obligación de explicar al acusado lo que 7 

significa la renuncia de dicho derecho y de apercibirle de las consecuencias del mismo. 8 

[El tribunal podrá conceder el juicio por jurado en cualquier fecha posterior 9 

a la lectura de la acusación. Si la renuncia al jurado se produce una vez comenzado 10 

el juicio, es discrecional del juez que preside el juicio el acceder a que el mismo 11 

continúe por tribunal de derecho con el consentimiento del Ministerio Público.]” 12 

           Artículo 10.- Se deroga la Regla 218 de las de Procedimiento Criminal de 1963, según 13 

enmendada, y se sustituye por una nueva Regla 218 para que lea como sigue:  14 

“Regla 218.— Fianza y condiciones, cuándo se requieran; criterios de fijación; 15 

revisión de cuantía, o condiciones; en general. 16 

(a) Derecho a fianza; quién la admitirá; imposición de condiciones.— Aquella persona 17 

arrestada por cualquier delito tendrá derecho a quedar en libertad bajo fianza o bajo las 18 

condiciones impuestas de conformidad con el inciso (c) de esta Regla hasta tanto fuera 19 

convicta. A los fines de determinar la cuantía de la fianza correspondiente y la 20 

imposición de las condiciones que se estimen propias y convenientes, el tribunal deberá 21 

contar con el informe de evaluación y recomendaciones que rinda el Programa de 22 

Servicios con Antelación al Juicio a tenor con las disposiciones de la Ley 151-2014.  23 
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En los casos de personas a quienes se le impute reincidencia agravada o habitual, 1 

o alguno de los delitos especificados en el inciso (b) de la Regla 6.1, no se podrá diferir la 2 

fianza ni imponer al imputado una fianza con el beneficio del pago del diez por ciento 3 

(10%) en efectivo. Además, el tribunal, en estos delitos, tendrá que imponer como 4 

condición especial adicional para quedar en libertad bajo fianza, que el imputado se 5 

sujete a la supervisión electrónica bajo el Programa de Servicios con Antelación al Juicio, 6 

y las condiciones enumeradas en el inciso (c) de esta Regla, conforme al procedimiento 7 

aquí establecido. En todos los casos en que se impute reincidencia agravada o habitual, o 8 

la comisión de los delitos enumerados en la Regla 6.1 (b), el tribunal contará con el 9 

informe de evaluación y recomendación del Programa de Servicios con Antelación al 10 

Juicio.  11 

La fianza, podrá ser admitida por cualquier magistrado, excepto en caso de que se 12 

determine causa probable para arresto en ausencia del imputado, en cuyo caso la fianza 13 

que fije el magistrado sólo podrá ser modificada mediante moción bajo la Regla 218.  14 

Todo imputado que pague su fianza en efectivo, contará con cinco (5) días 15 

laborables a partir del momento en que quedó en libertad bajo fianza para presentar una 16 

certificación del Departamento de Hacienda que establezca que el fiador es un 17 

contribuyente bona fide y que ha reportado ingresos que justifican la fianza que se 18 

propone prestar. De no producirse la debida certificación durante el término 19 

correspondiente por causas imputables al fiador, se devolverá la fianza prestada, y el 20 

tribunal deberá verificar si el imputado de delito tiene otra forma de prestar fianza de las 21 

prescritas en estas reglas. Si en el término concedido no se produjera la certificación por 22 

causas imputables al Departamento de Hacienda, el término se extenderá hasta que el 23 
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Departamento de Hacienda la produzca. Este término adicional nunca será mayor de diez 1 

(10) días. En aquellos casos en que el fiador no pueda producir una certificación de 2 

contribuyente bona fide, pero demuestre que tiene el dinero para el pago de la fianza, se 3 

celebrará una vista en la que el imputado tendrá derecho a ser asistido por un abogado y a 4 

ser oído en cuanto a las otras formas que tiene de prestar la fianza fijada. 5 

(b) Fijación de la cuantía de la fianza.— En ningún caso se exigirá una fianza excesiva. 6 

Para la fijación de la cuantía de la fianza se tomarán en consideración las circunstancias 7 

relacionadas con la adecuada garantía de la comparecencia del imputado y la seguridad 8 

de la ciudadanía, incluyendo:  9 

(1) La naturaleza y circunstancias del delito imputado.  10 

(2) Los nexos del imputado en la comunidad, entre ellos, su tiempo de residencia, su 11 

historial de empleo, sus relaciones familiares y sus relaciones con los vecinos. 12 

(3) El carácter, peligrosidad, condición mental y carácter reincidente del imputado, para 13 

lo cual el tribunal podrá valerse del récord de convicciones anteriores o de cualquier otra 14 

información que le merezca crédito y que sea pertinente al asunto. 15 

(4) Los recursos económicos del imputado. 16 

(5) El historial del imputado sobre previas comparecencias y cumplimiento de órdenes 17 

judiciales.  18 

(6) La evaluación, informes y recomendaciones que haga el Programa de Servicios con 19 

Antelación al Juicio. 20 

(7) Cualquier otro factor que sea meritorio o pertinente.  21 
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(c) Imposición de condiciones. — Sujeto a lo dispuesto en la Regla 6.1(a), (b) y (c) 1 

podrán imponerse una o más de las siguientes condiciones:  2 

(1) Quedar bajo la responsabilidad de otra persona de reconocida buena reputación en 3 

la comunidad, o bajo la supervisión de un oficial probatorio u otro funcionario que 4 

designe el tribunal. El tribunal determinará el grado y manera en que se ejercerá la 5 

supervisión y la persona que actúe como custodio vendrá obligada a supervisarle, 6 

producirle en corte e informar de cualquier violación a las condiciones impuestas. 7 

(2) No cometer delito alguno durante el período en que se encuentre en libertad ni 8 

relacionarse con personas que planifiquen, intenten cometer o cometan actos 9 

delictivos. 10 

 (3) Conservar el empleo o, de estar desempleado, hacer gestiones para obtenerlo. 11 

(4) Cumplir con determinados requerimientos relacionados a su lugar de vivienda o la 12 

realización de viajes, según lo disponga el tribunal.  13 

(5) Evitar todo contacto con la alegada víctima del crimen o con testigos potenciales. 14 

(6) No poseer armas de fuego o cualquier otra arma mortífera. 15 

(7) No consumir bebidas alcohólicas o drogas narcóticas o cualquier otra sustancia 16 

controlada. 17 

(8) Someterse a tratamiento médico o siquiátrico, incluyendo tratamiento para evitar 18 

la dependencia a drogas o bebidas alcohólicas. 19 

(9) No abandonar su lugar de residencia, vivienda o vecindad en determinados días y 20 

horas para preservar su seguridad o la de otros ciudadanos. 21 



 
 

30 
 

(10) Entregar al magistrado u otra persona que éste designe el pasaporte o cualquier 1 

otro documento que acredite la residencia o ciudadanía del imputado. 2 

(11) Cuando en la comisión del delito se hubiere utilizado un vehículo alquilado a una 3 

empresa acreditada, el magistrado le deberá ordenar al imputado que deposite una 4 

garantía legal suficiente a favor del Gobierno de Puerto Rico para cubrir el monto del 5 

valor de la tasación del vehículo para la eventualidad de que proceda la confiscación. 6 

En los casos en que proceda la confiscación del vehículo, el producto de la garantía 7 

será depositado en el fondo especial administrado por la Junta de Confiscaciones 8 

según establecido en la Ley 119-2011, según enmendada, conocida como “Ley 9 

Uniforme de Confiscaciones de 2011”.  10 

(12) En aquellos delitos que menciona la Regla 6.1(b) o cuando se impute 11 

reincidencia agravada o habitual, el tribunal impondrá de forma mandatoria la 12 

totalidad de los siguientes requisitos al momento de imponer una fianza, 13 

independientemente de la forma en que el acusado realice la prestación de la misma:  14 

(A) Evitar todo contacto con la alegada víctima del crimen o con testigos 15 

potenciales. 16 

(B) No haya una determinación de causa probable para arrestar por nuevo delito, 17 

grave o menos grave, durante el período en que se encuentre en libertad, ni 18 

relacionarse con personas que planifiquen, intenten cometer o cometan actos 19 

delictivos.  20 

(C) No poseer armas de fuego o cualquier otra arma que pueda causar la muerte. 21 
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(D) No consumir bebidas alcohólicas o drogas narcóticas o cualquier otra 1 

sustancia controlada.  2 

(E) Comparecer o reportarse junto al tercer custodio en todos los procesos 3 

judiciales y todos los procedimientos ante un oficial de supervisión y seguimiento 4 

de la Oficina de Servicios con Antelación a Juicio en la forma en que se disponga 5 

por reglamento.  6 

(F) Permanecer en su domicilio en un horario restrictivo desde las seis de la tarde 7 

(6:00 PM) hasta las seis de la mañana (6:00 AM); excepto en los casos en que el 8 

tribunal expresamente lo autorice por razones de trabajo, estudio, tratamiento 9 

médico, viaje justificado o cualquier razón meritoria.  10 

(G) Realizarse pruebas de dopaje de sustancias controladas o drogas 11 

periódicamente según se disponga por reglamento a esos efectos.  12 

(H) De ser necesario el acusado deberá someterse a cualquier tratamiento médico 13 

y/o siquiátrico, incluyendo tratamiento para evitar la dependencia de alcohol o 14 

drogas.  15 

(I) Entregar al tribunal o la persona encargada el pasaporte.  16 

(J) Hacer las gestiones necesarias para la obtención de un empleo o matricularse 17 

en alguna institución educativa.  18 

(13) En cualquier caso, el tribunal podrá imponerle como requisito cumplir con 19 

cualquier otra condición que entienda necesaria y razonable.  20 
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En los casos en que proceda la imposición de las restricciones establecidas en esta Regla, 1 

el Juez celebrará una vista adversativa en la que se evalué la peligrosidad del imputado y la 2 

gravedad del delito imputado, a los fines de determinar si le puede imponer todas las condiciones 3 

enumeradas para garantizar su comparecencia y la seguridad pública. En la vista el juzgador 4 

evaluará los siguientes factores:  5 

(1) las características y circunstancias del delito imputado;  6 

(2) la historia y características del imputado, incluyendo su carácter y condición mental, 7 

lazos familiares, empleo, recursos económicos, el tiempo de residencia en la comunidad, lazos 8 

con la comunidad, conducta anterior, antecedentes penales, y cumplimiento anterior con previas 9 

comparecencias; y 10 

(3) el peligro que correría alguna persona, o la comunidad, al quedar libre el imputado. 11 

Durante la vista, el imputado tendrá derecho a estar representado por abogado. La determinación 12 

del juez podrá ser revisada mediante certiorari ante el Tribunal de Apelaciones. 13 

(d) Revisión de las condiciones o de la fianza.  14 

(1) Antes de la convicción.— Una parte puede solicitar la revisión de las condiciones 15 

o de la fianza señaladas mediante moción, únicamente ante la Sala del Tribunal de 16 

Primera Instancia correspondiente al distrito judicial con competencia para conocer 17 

de la causa. Si la moción fuere solicitando la ampliación de las condiciones o el 18 

aumento de la fianza, el magistrado que hubiere de entender en la misma, señalará 19 

condiciones encaminadas a garantizar la comparecencia del imputado, incluyendo la 20 

citación para notificarle la resolución del tribunal sobre la moción de revisión de las 21 

condiciones o de la fianza. Una moción para ampliar o limitar las condiciones o para 22 
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aumentar o reducir la fianza se resolverá dentro de las cuarenta y ocho (48) horas 1 

siguientes a su presentación, previa audiencia al fiscal y a la persona imputada, si 2 

tuvieren a bien comparecer después de haber sido citados.  3 

(2) Después de la convicción.— El tribunal o juez que hubiere impuesto las 4 

condiciones o fijado fianza en apelación tendrá facultad para ampliar o limitar las 5 

condiciones o aumentar o rebajar la cuantía de la fianza cuando a su juicio las 6 

circunstancias lo ameritaren, previa audiencia al fiscal y al acusado si tuvieren a bien 7 

comparecer después de haber sido citados. 8 

(e) Orden de excarcelación.— En todo caso en que un magistrado impusiere 9 

condiciones o admitiere fianza, sujeto a los procedimientos que en esta regla se 10 

establecen, expedirá orden de excarcelación. 11 

Artículo 11.- Se enmienda la Regla 220 de Procedimiento Criminal de 1963, según 12 

enmendada, para añadir un segundo párrafo que lea como sigue:  13 

“Regla 220. — Fianza; requisitos de los fiadores. 14 

… 15 

Ningún fiador podrá prestar fianza a favor de un imputado de delito si es o fue 16 

abogado de éste en cualquier caso criminal o civil, o si tiene o tuvo algún tipo de interés 17 

económico con éste. Tampoco podrá ser fiador una compañía autorizada para prestar 18 

fianzas en, o fuera de Puerto Rico, que pueda tener o haber tenido, cualquier tipo de 19 

interés económico con el imputado.”     20 

Artículo 12.- Se enmienda la Regla 228 de Procedimiento Criminal de 1963, según 21 

enmendada, para que lea como sigue: 22 
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“Regla 228. — Condiciones; fianza; arresto del acusado. 1 

Se ordenará el arresto del imputado a quien se han impuesto condiciones o que ha 2 

prestado fianza o hecho depósito en los siguientes casos:  3 

(a) Cuando se ha violado cualquiera de las condiciones impuestas o de las condiciones de 4 

la fianza o depósito.  5 

(b) Cuando los fiadores, o cualquiera de ellos, hayan muerto, o carezcan de 6 

responsabilidad suficiente, o dejen de residir en Puerto Rico.  7 

(c) Cuando se hayan impuesto condiciones adicionales o se haya aumentado la cuantía de 8 

la fianza.  9 

(d) Cuando se deje sin efecto la orden permitiendo libertad bajo condiciones o fianza en 10 

apelación ante el Tribunal de Apelaciones o ante el Tribunal Supremo.  11 

De configurarse el escenario contemplado en el inciso (a) o en el inciso (c), el 12 

tribunal ordenará inmediatamente el arresto del imputado, revocará definitivamente la 13 

fianza y ordenará su encarcelamiento hasta que se emita el fallo correspondiente, sujeto a 14 

los términos de juicio rápido, si la condición que se incumple es cualquiera de las 15 

contempladas en las cláusulas (2), (5) y (6) del inciso (c) de la Regla 218 o la condición 16 

de permanecer bajo supervisión electrónica del Programa de Servicios con Antelación al 17 

Juicio. Estos incumplimientos darán lugar a las consecuencias señaladas cuando quien los 18 

comete sea un imputado de [cualquiera de las siguientes conductas delictivas: 19 

(1) Asesinato en todas sus modalidades.  20 

(2) Robo de vehículo de motor a mano armada.  21 
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(3) Robo agravado.  1 

(4) Secuestro agravado y secuestro de menores.  2 

(5) Agresión sexual.  3 

(6) Violación a la Ley Núm. 54 de 15 de agosto de 1989, según enmendada, conocida 4 

como “Ley para la Prevención e Intervención con la Violencia Doméstica” que 5 

implique grave daño corporal.] haber cometido cualquiera de los delitos comprendidos 6 

en la Regla 6.1(b), o se le impute reincidencia agravada o habitual conforme al Código 7 

Penal.   8 

En las situaciones antes indicadas, una vez el tribunal ordena el arresto y éste es 9 

diligenciado, la persona permanecerá detenida hasta que se celebre una vista en la cual se 10 

determinará si las condiciones de la fianza fueron violentadas. Si el tribunal determina 11 

que las condiciones fueron violadas, no podrá imponer nuevas condiciones, y deberá 12 

revocar la fianza permanentemente hasta que se emita el fallo correspondiente.  La vista 13 

deberá celebrarse en un período de cuarenta y ocho (48) horas; este término podrá 14 

extenderse a solicitud de la defensa.  15 

Si la orden decretando el arresto se dictare [en condiciones] por razón de que el 16 

acusado tuviere que someterse a nuevas condiciones o tuviere derecho a prestar nueva 17 

fianza bajo estas reglas, se fijarán en la orden las nuevas condiciones o el importe de la 18 

nueva fianza, en su caso. La orden expresará los fundamentos para el arresto; dispondrá 19 

que lo verifique cualquier alguacil, policía u otro funcionario de autoridad a quien 20 

hubiere correspondido su custodia de no haberse impuesto condiciones o de no haberse 21 

prestado fianza originalmente, hasta tanto fuere legalmente excarcelado.” 22 
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Artículo 13.- Se  enmienda el Artículo 1 de la Ley Núm. 45 de 1 de junio de 1983, para 1 

que lea como sigue: 2 

“El Superintendente de la Policía, el Director del Negociado de Investigaciones 3 

Especiales [del Departamento de Justicia], o cualquier persona autorizada por éstos, o 4 

cualquier persona autorizada por ley a esos efectos, deberá tomarle las huellas digitales y 5 

fotografiar a cualquier persona contra quien el fiscal haya autorizado la presentación de cargos 6 

graves y según dispuesto en la Regla 22 de Procedimiento Criminal.  [a la que, previa 7 

determinación de causa probable para arresto, se le impute la comisión de un delito 8 

grave.]” 9 

Artículo 14. Separabilidad.- 10 

 Si cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, disposición, 11 

sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley fuera anulada o 12 

declarada inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a tal efecto dictada no afectará, 13 

perjudicará, ni invalidará el remanente de esta Ley. El efecto de dicha sentencia quedará limitado 14 

a la cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, 15 

subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de la misma que así hubiere sido anulada 16 

o declarada inconstitucional. Si la aplicación a una persona o a una circunstancia de cualquier 17 

cláusula, párrafo, subpárrafo, oración palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, 18 

título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley fuera invalidada o declarada 19 

inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a tal efecto dictada no afectará ni invalidará 20 

la aplicación del remanente de esta Ley a aquellas personas o circunstancias en que se pueda 21 

aplicar válidamente. Es la voluntad expresa e inequívoca de esta Asamblea Legislativa que los 22 

tribunales hagan cumplir las disposiciones y la aplicación de esta ley en la mayor medida 23 
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posible, aunque se deje sin efecto, anule, invalide, perjudique o declare inconstitucional alguna 1 

de sus partes, o aunque se deje sin efecto, invalide o declare inconstitucional su aplicación a 2 

alguna persona o circunstancia. La Asamblea Legislativa hubiera aprobado esta Ley sin importar 3 

la determinación de separabilidad que el Tribunal pueda hacer. 4 

Artículo 15.- Vigencia.- 5 

Esta Ley empezará a regir noventa (90) días después de su aprobación.  6 
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LEY 
 
Para enmendar el inciso (a), sub-inciso (v), del Artículo 9 de la Ley Núm. 253-1995, 

según enmendada, conocida como la “Ley de Seguro de Responsabilidad 
Obligatorio para Vehículos de Motor”, con el propósito de flexibilizar las 
restricciones impuestas a las entidades autorizadas para el cobro del seguro de 
responsabilidad obligatorio como son las colecturías y los Centros de Servicios al 
Conductor (CESCO) y para otros fines 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Mediante la Ley Núm. 201-2015 se incorporó una nueva disposición en la “Ley de 

Seguro de Responsabilidad Obligatorio para Vehículos de Motor”, a fin de atender las 

situaciones de conductas anticompetitivas por parte de algunas aseguradoras 

participantes en el mercado de los seguros de responsabilidad obligatorio. 

Específicamente, el Artículo 9 de la Ley 201-2015 tenía la intención de establecer 

procesos administrativos más rigurosos y modificar las penalidades aplicables con el 

propósito de disuadir acciones anticompetitivas en este mercado. No obstante, la 

intención legislativa no perseguía impedir la competencia justa y debidamente regulada 

para proveer información y promover la libre selección del consumidor. Por el 

contrario, se buscaba promover la libre competencia entre las aseguradoras 
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participantes y a su vez, proteger y atender las necesidades del consumidor al momento 

de seleccionar su seguro de responsabilidad obligatorio.  

En ese sentido, se destaca una distinción entre las entidades autorizadas para el 

cobro del seguro de responsabilidad obligatorio que se mencionan en la “Ley de Seguro 

de Responsabilidad Obligatorio para Vehículos de Motor”. Particularmente, entidades 

autorizadas por el Secretario de Hacienda y el Secretario de Transportación y Obras 

Públicas, como son las colecturías del Departamento de Hacienda y los Centros de 

Servicios al Conductor (CESCO) del Departamento de Transportación y Obras Públicas, 

son entidades gubernamentales que proveen servicios e información a todos los 

ciudadanos que los visitan. Al ser parte del Gobierno de Puerto Rico, estas operan bajo 

las disposiciones de ley y reglamentaciones específicas que proveen unas guías claras 

que garantizan la igual oportunidad a todos los interesados en tener alguna relación con 

dichas entidades gubernamentales. Por lo tanto, dentro de las facilidades de estas 

entidades gubernamentales es posible mantener un balance adecuado que posibilite la 

educación, promoción, mercadeo y, a su vez, proteger la libre sección del consumidor al 

momento de seleccionar su seguro de responsabilidad obligatorio. De otra parte, no 

puede pasar desapercibido la necesidad del Gobierno de Puerto Rico para maximizar 

los recursos existentes y poder generar nuevos ingresos que pueden allegarse al Fondo 

General mediante la promoción objetiva e imparcial de las aseguradoras participantes 

que cumplan con los parámetros de ley aplicables a estos casos. Actualmente, tanto las 

colecturías como los CESCOS, cuentan con los mecanismos que posibilita educar y 

proveer información útil para que los ciudadanos que visitan sus facilidades. Todo esto, 

dentro de los parámetros de información promocional permitida por las leyes y 

regulaciones del Estado. 

Tomando en cuenta lo antes expuesto, esta medida busca flexibilizar las restricciones 

impuestas a las entidades autorizadas gubernamentales y a su vez buscar alternativas 

innovadoras para recaudar ingresos que son tan necesarios ante la situación económica 

y fiscal que está atravesando el Gobierno de Puerto Rico. 
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DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1. – Se enmienda el inciso (a), sub-inciso (v), del Artículo 9 de la Ley 253-1 

1995, según enmendada, para que lea como sigue: 2 

“Artículo 9. — Conductas anticompetitivas, procedimiento y penalidades 3 

(a) Conductas anticompetitivas: Constituirá una conducta anticompetitiva en el 4 

mercado del seguro de responsabilidad obligatorio cuando un asegurador 5 

participante del “Formulario de Selección”, incluyendo la Asociación de 6 

Suscripción Conjunta, incurra en alguna de las siguientes actuaciones: 7 

(i) … 8 

…  9 

(v) Hacer gestiones de mercadeo, colocar publicidad, entregar o colocar 10 

promoción relacionado con un producto de seguro de responsabilidad 11 

obligatorio una aseguradora participante del “Formulario de Selección”, 12 

incluyendo la Asociación de Suscripción Conjunta, dentro de los predios de 13 

una entidad autorizada para el cobro del seguro de responsabilidad 14 

obligatorio o promover que se coloque dicha publicidad o promoción. Esta 15 

prohibición no impide que los aseguradores lleven a cabo publicidad, 16 

promociones o gestiones de mercadeo fuera de los predios de la entidad 17 

autorizada para el cobro del seguro de responsabilidad obligatorio o en la vía 18 

y aceras públicas. Esta prohibición tampoco impide que las entidades autorizadas 19 

como las colecturías o Centros de Servicios al Conductor (CESCO) puedan anunciar 20 



4 

dentro de sus predios información o publicidad sobre las aseguradoras, siempre y 21 

cuando se provea igual oportunidad a todas las aseguradoras participantes 22 

interesadas en mercadearse y que estas cumplan con los parámetros aplicables a los 23 

anuncios definidos según las agencias gubernamentales y estén aprobados por la 24 

agencia. Se establece que todo anuncio desplegado en las colecturías y CESCO deberá 25 

incluir de manera destacada y al principio del anuncio, una indicación de que ni la 26 

agencia ni el Gobierno de Puerto Rico aprueba o se hace responsable del contenido del 27 

anuncio. Los anuncios de las aseguradoras deberán proveer igualmente y de manera 28 

que se destaque, información sobre los derechos del consumidor relacionados a la libre 29 

sección del proveedor del seguro de responsabilidad obligatorio. El precio de los 30 

anuncios será determinado por sus dimensiones según se disponga en el reglamento a 31 

esos efectos y los ingresos generados por estos en las colecturías y CESCO serán 32 

destinados al Fondo General. 33 

(vi) … 34 

   …” 35 

 Sección 2. – Vigencia 36 

Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación. 37 
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Referido a la Comisión de Relaciones Federales, Políticas y Económicas 

 
LEY 

 
Para crear la “Ley de Desarrollo de Zonas de Oportunidad de Desarrollo Económico de 

Puerto Rico de 2018”, añadir una nueva sección 1031.06 a la Ley 1-2011, según 
enmendada,  conocida como el “Código de Rentas Internas de Puerto Rico de 
2011”; enmendar la Sección 1010.01 del Código de Rentas Internas de Puerto Rico 
de 2011; enmendar el Artículo 5 de la Ley 22-2012, conocida como la “Ley Para 
Incentivar el Traslado de Individuos Inversionistas a Puerto Rico”; enmendar los  
Artículos 3 y 104 de la Ley 185-2014, según enmendada, conocida como la “Ley de 
Fondo de Capital Privado”; y añadir un nuevo Artículo 84A en la Ley 17-2017, a 
los fines de promover los incentivos y un ambiente reglamentario favorable para 
establecer en Puerto Rico Zonas de Oportunidad cualificadas; y para otros fines 
relacionados. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

El “Tax Cuts and Jobs Act de 2017” (“Reforma Contributiva Federal”), introdujo 

una serie de cambios a la legislación federal contributiva existente.  Entre los cambios 

aprobados bajo la nueva legislación federal se encuentra la creación de Zonas de 

Oportunidad Cualificadas (“Qualified Opportunity Zones”) bajo las Secciones 1400Z-1 

http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/CÃ³digos/1-2011/1-2011.pdf
http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/CÃ³digos/1-2011/1-2011.pdf
http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/CÃ³digos/1-2011/1-2011.pdf
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y 1400Z-2 del Código de Rentas Internas Federal (“IRS”) de 1986. Bajo la modalidad de 

Zonas de Oportunidad, inversionistas pueden diferir la tributación de ganancias de 

capital por razón de la venta de un activo, llevada a cabo antes del 1 de enero de 2027, si 

invierten una cantidad igual a la ganancia realizada en un Fondo de Oportunidad 

Cualificado (“Qualified Opportunity Fund”).  

Una Zona de Oportunidad, en general, debe tener un censo poblacional dentro 

del estado que cualifique como una comunidad de bajos ingresos (“Low income 

community”), según definido en la Sección 45D(e) del Código de Rentas Internas 

Federal. Para poder cualificar como comunidad de bajos ingresos, el censo poblacional 

correspondiente no puede tener un nivel de pobreza de menos de 20%, ni tampoco un 

ingreso familiar promedio que exceda del 80% del ingreso promedio estatal o de área 

metropolitana (dependiendo de localización del censo poblacional).  

El proceso de designación de las Zonas de Oportunidad se llevó a cabo a 

principios de 2018 e incluyó un proceso de nominación por parte de los estados, los 

territorios y el Distrito de Columbia. El periodo de nominaciones concluyó el 21 de 

marzo de 2018. La información publicada por el Servicio de Rentas Internas Federal 

refleja que existen sobre 8,700 censos poblacionales localizados a través de todos los 

Estados y Puerto Rico que han sido designados como Zonas de Oportunidad 

Cualificadas.  

En el caso de Puerto Rico, todas las comunidades de bajos ingresos fueron 

designadas automáticamente como Zonas de Oportunidad Cualificadas. Además, 

fueron designados otros 26 censos poblacionales que no cualificaban bajo la definición 

de comunidad de bajos ingresos. En total, aproximadamente un 95% de Puerto Rico es 

considerado una Zona de Oportunidad Cualificada bajo los parámetros federales.  

Uno de los puntos más importantes que fue objeto de análisis para esta ley 

federal es que el beneficio contributivo de las Zonas de Oportunidad se limita a las 

reglas contributivas a nivel federal. Por tal razón, muchos Estados están siendo 

proactivos en adoptar legislación contributiva, de incentivos y ambiente reglamentario 
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favorable para atraer inversión hacia las Zonas de Oportunidad localizadas en su 

jurisdicción.  El efecto de la legislación federal ha sido crear una competencia entre los 

Estados y territorios. Por ello, los Estados están siendo agresivos en establecer el marco 

contributivo, reglamentario y económico que sea el más atractivo para un Fondo de 

Oportunidad Cualificado.  

El trato único que tiene Puerto Rico en esta legislación federal representa una de 

las mejores herramientas de desarrollo económico que tiene Puerto Rico y el cual 

tenemos que maximizar.  Ante la realidad de que Puerto Rico va a estar compitiendo 

con otros Estados para ser destino de inversión, el Gobierno de Puerto Rico considera 

apremiante aprobar una legislación de incentivos para los Fondos de Oportunidad 

Cualificados que inviertan en Proyectos Prioritarios en zonas de oportunidad.  Los 

incentivos contributivos que esta medida contempla van dirigidos a asegurarse que el 

rendimiento que pueda producir un Proyecto Prioritario en zonas de oportunidad 

supere los rendimientos que puedan ofrecer otros Estados. 

Para lograr estos objetivos, esta medida propone un marco de incentivos por un 

periodo de 15 años. La propuesta se asemeja a los incentivos que ofrecen otras de leyes 

de incentivos, con las siguientes particularidades: 

 
1. Una contribución de 20% sobre el ingreso neto de un negocio exento. 
 
2. Exención en la tributación de dividendos. 
 
3. 50% de exención en patentes y contribuciones sobre la propiedad. 90% de 

exención para Proyectos Prioritarios Residenciales en zonas de 
oportunidad. 

 
4. 100% de exención de arbitrios de construcción. 
 
5. Crédito por inversión máximo de 15% que es transferible. 
 
6. Un sistema de prioridad de créditos para Proyectos Prioritarios en zonas 

de oportunidad. 
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7. Diferimiento de la tributación de ganancias de capital para ganancias 
invertidas en una Fondo de Oportunidad Cualificado en Puerto Rico bajo 
normas similares a las aprobadas en la legislación federal. 

 
8. Exención contributiva para intereses devengados en préstamos a negocios 

exentos. 
 
9. Un procedimiento ágil para la evaluación y expedición de permisos para 

negocios exentos y proyectos acordados en un Contrato de Alianza de 
conformidad con la Ley Núm. 29-2009, según enmendada. 

 

Mediante esta ley se incluyen además varias enmiendas para aclarar las reglas 

aplicables a fondos que operan bajo la Ley 185-2014, según enmendada, conocida como 

la “Ley de Fondo de Capital Privado”. Se enmienda, también, el Código de Rentas 

Internas para que dichas reglas armonicen con los propósitos de promover la inversión 

en Puerto Rico. 

Asimismo, en ánimo de garantizar un trámite eficiente y expedito para la 

evaluación de solicitudes de permisos, se declaran como de interés apremiante aquellos 

desarrollos designados como Proyectos Prioritarios en zonas de oportunidad al amparo 

de lo dispuesto en esta ley, dado que, entre otras cosas, atraerán inversión económica 

privada a la Isla que de otra manera no existiría, ayudando a su desarrollo económico y 

la generación de empleos en momentos críticos para la economía de Puerto Rico.  Estos 

Proyectos Prioritarios en zonas de oportunidad son de interés apremiante, además, 

porque la ventana de oportunidad para establecerlos es limitada y para que se puedan 

viabilizar deben establecerse con celeridad.   

A la luz de los intereses apremiantes envueltos, se establece un procedimiento 

especial para el trámite eficiente y expedito de los permisos para Proyectos Prioritarios 

en zonas de oportunidad que, aunque con términos más abreviados procesalmente, 

asegura que los requisitos legales sustantivos aplicables se cumplan cabalmente. 

Conforme a este procedimiento especial, las agencias gubernamentales con injerencia en 

la tramitación de los permisos, licencias, franquicias, consultas o certificaciones para 
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Proyectos Prioritarios en zonas de oportunidad tendrán que regirse por lo establecido 

en esta Ley y se les dispensará del cumplimiento de los términos y procedimientos 

establecidos en la Ley 161-2009, según enmendada, conocida como la “Ley para la 

Reforma del Proceso de Permisos de Puerto Rico”, en la Ley Núm. 75 de 24 de junio de 

1975, según enmendada, conocida como “Ley Orgánica de la Junta de Planificación de 

Puerto Rico”, en la Ley 81-1991, conocida como “Ley de Municipios Autónomos del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 1991” y en la Ley 38-2017, según enmendada, 

conocida como la “Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de 

Puerto Rico”, así como los reglamentos promulgados al amparo de las mismas. Los 

requisitos sustantivos aplicables al permiso en particular serán los que establece la ley o 

reglamento que rige el permiso. 

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 
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Artículo 1.-Esta Ley se conocerá y podrá ser citada como la “Ley de Desarrollo de 1 

Zonas de Oportunidad y Desarrollo Económico de Puerto Rico de 2018”. 2 

Artículo 2.-Declaración de Política Pública. 3 

(a) Será la política pública del Gobierno de Puerto Rico: 4 

(1) Convertir a Puerto Rico en un destino de inversión de Fondos de 5 

Zonas de Oportunidad que inviertan en Proyectos Prioritarios en 6 

zonas de oportunidad. 7 

(2) Proveer el ambiente para la continua formación de capital local y 8 

extranjero para su inversión en Proyectos Prioritarios en zonas de 9 

oportunidad. 10 

(3) Establecer el marco contributivo, legal y reglamentario que 11 

incentive, agilice y fomente la inversión en Proyectos Prioritarios en 12 

zonas de oportunidad. 13 

Artículo 3.-Definiciones.- 14 

(a) Para los fines de esta Ley los siguientes términos y frases tendrán el 15 

significado que a continuación se expresa: 16 

(1) “Actividad Elegible” significa un Proyecto Prioritario llevado a 17 

cabo dentro de una zona de oportunidad.  18 

(2)  “Chief Financial Officer” significa el principal oficial de finanzas 19 

públicas creado en virtud de la Orden Ejecutiva OE-2013-007. 20 

(3) “Chief Investment Officer” significa el principal oficial de 21 

inversiones creado en virtud de la Orden Ejecutiva OE-2018-035. 22 



7 
 

 

(4) “Código” significa la Ley 1-2011, según enmendada,  conocida 1 

como el “Código de Rentas Internas de Puerto Rico de 2011”, o 2 

cualquier ley sucesora. 3 

(5) "Código de Rentas Internas Federal" significa el Código de Rentas 4 

Internas Federal de 1986, Pub. Law 99-514, 68A Stat. 3, según 5 

enmendado, o cualquier ley posterior que la sustituya. 6 

(6) "Comisionado" significa el Comisionado de Instituciones 7 

Financieras creado por la Ley Núm.  4 de 11 de octubre de 1985, 8 

según enmendada.  9 

(7) “Comité” significa el “Comité de Proyectos Prioritarios en Zonas de 10 

Oportunidad”, adscrito a la Oficina del Gobernador, con las 11 

facultades dispuestas en esta Ley, y compuesto por el Principal 12 

Oficial Financiero (“Chief Financial Officer”), que lo presidirá, el 13 

Principal Oficial de Inversiones (“Chief Investment Officer”), y el 14 

Director Ejecutivo de la Autoridad de la Asesoría Financiera y 15 

Agencia Fiscal de Puerto Rico. El Gobernador podrá nombrar otros 16 

miembros al Comité para atender solicitudes específicas, conforme 17 

a la naturaleza del negocio solicitante. El Comité adoptará las 18 

normas, procedimientos y reglamentos que sean necesarias para los 19 

propósitos de las funciones asignadas en esta Ley sin sujeción a las 20 

disposiciones de la Ley 38-2017, conocida como la “Ley de 21 

http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/CÃ³digos/1-2011/1-2011.pdf
http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/CÃ³digos/1-2011/1-2011.pdf
http://www.bvirtual.ogp.pr.gov/ogp/BVirtual/LeyesOrganicas/pdf/4-1985.pdf
http://www.bvirtual.ogp.pr.gov/ogp/BVirtual/LeyesOrganicas/pdf/4-1985.pdf
http://www.bvirtual.ogp.pr.gov/ogp/BVirtual/LeyesOrganicas/pdf/4-1985.pdf
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Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto 1 

Rico”. 2 

(8) “Decreto” significa el decreto emitido de conformidad con el 3 

Artículo 8 de esta Ley, mediante la cual se notifica la aprobación de 4 

una solicitud debidamente radicada y las condiciones impuestas a 5 

la misma. 6 

(9) “Crédito por inversión elegible” significa los créditos según el 7 

apartado (i) del Artículo 4 de esta Ley. 8 

(10) "Director" significa el Director de la Oficina de Exención 9 

Contributiva Industrial. 10 

(11) “Distribución de ingresos neto de desarrollo de zonas de 11 

oportunidad” significa cualquier distribución de dividendos o 12 

ganancias de un negocio exento o una distribución en liquidación 13 

de un negocio exento de las utilidades y beneficios provenientes de 14 

los ingresos netos de zonas de oportunidad. 15 

(12) “Entidad inexistente” significa una entidad que es tratada como un 16 

“disregarded entity” para propósitos del Código de Rentas Internas 17 

Federal. 18 

(13) “Fondo” significa una entidad que es un “Opportunity Zone Fund” 19 

conforme a la sección 1400Z-2(d) (1) del Código de Rentas Internas 20 

Federal. 21 

(14) “Gobernador” significa el Gobernador de Puerto Rico. 22 
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(15) “Ingreso neto de zonas de oportunidad” significa el ingreso neto de 1 

un negocio exento generado en la operación de una actividad 2 

elegible, según determinado bajo el Código.  3 

(16) “Inversión elegible” significa el efectivo que haya sido aportada a: 4 

(A)  un Fondo que es un negocio exento a cambio de acciones 5 

emitidas por el Fondo (si el Fondo es una corporación) o 6 

cambio de una participación en el Fondo (si el Fondo es una 7 

sociedad, compañía de responsabilidad limitada, sociedad o 8 

empresa en común);  9 

(B) un Fondo a cambio de acciones emitidas por el Fondo (si el 10 

Fondo es una corporación) o a cambio de una participación 11 

en el Fondo (si el Fondo es una sociedad, compañía de 12 

responsabilidad limitada, sociedad o empresa en común) y 13 

el Fondo invierte dichas aportaciones al capital de una 14 

corporación que es un negocio exento o una sociedad que es 15 

un negocio exento a cambio de acciones emitidas por la 16 

corporación o a cambio de una participación en la sociedad 17 

(si la sociedad es una compañía de responsabilidad limitada, 18 

sociedad o empresa en común) y dicha inversión por el 19 

Fondo es en cumplimiento con la Sección 1400Z-2(d)(2) del 20 

Código de Rentas Internas Federal; o 21 
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(C)  a una corporación que es un negocio exento a cambio de 1 

acciones emitidas por la corporación, o a una compañía de 2 

responsabilidad limitada, sociedad o empresa en común que 3 

es un negocio exento a cambio de una participaciones 4 

emitidas compañía de responsabilidad limitada, sociedad o 5 

empresa en común, siempre y cuando un Fondo invierta en 6 

dicha corporación o compañía de responsabilidad limitada, 7 

sociedad o empresa en común y dicha inversión por el 8 

Fondo es en cumplimiento con la Sección 1400Z-2(d)(2) del 9 

Código de Rentas Internas Federal. 10 

(17) “Inversionista” significa cualquier persona natural o jurídica que 11 

haga una inversión elegible, según definida en el párrafo (16) del 12 

apartado (a) de este Artículo.  13 

(18) “Ley de Patentes Municipales” significa la Ley Núm. 113 de 10 de 14 

julio de 1974, según enmendada.  15 

(19) “Negocio” significa una corporación, sociedad, compañía de 16 

responsabilidad, sociedad o empresa en común. 17 

(20) “Negocio elegible” significa un negocio que cumple con los 18 

siguientes requisitos: 19 

(A) la actividad del negocio es llevada a cabo en su totalidad en 20 

una zona elegible; 21 

http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/Municipios/113-1974/113-1974.pdf
http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/Municipios/113-1974/113-1974.pdf
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(B) la actividad llevada a cabo por el negocio no es elegible para 1 

una concesión de exención contributiva bajo la Ley 20-2012, 2 

conocida como la “Ley para Fomentar la Exportación de 3 

Servicios”, la Ley 73-2008, conocida como la “Ley de 4 

Incentivos Económicos para el Desarrollo de Puerto Rico”, la 5 

Ley 74-2010, conocida como “Ley de Desarrollo Turístico de 6 

Puerto Rico de 2010”, la Ley 83-2010, conocida como la “Ley 7 

de Incentivos de Energía Verde de Puerto Rico”, la Ley 27-8 

2011, conocida como la “Ley de Incentivos Económicos para 9 

la Industria Fílmica de Puerto Rico” o cualquier ley sucesora 10 

o análoga a las anteriormente descritas;  11 

(C) el negocio es llevado a cabo por el Fondo o una entidad en la 12 

cual invierte el Fondo bajo la sección 1400Z-2(d)(2) del 13 

Código de Rentas Internas Federal, y cincuenta (50) por 14 

ciento o más del capital aportado al Fondo a cambio de 15 

acciones del Fondo (si el Fondo es una corporación) o a 16 

cambio de participaciones del Fondo (si el Fondo es una 17 

sociedad, compañía de responsabilidad limitada, sociedad o 18 

empresa en común) proviene de inversiones con respecto a 19 

los cuales los inversionistas llevaron a cabo una elección bajo 20 

la sección 1400Z-2(a) del Código de Rentas Internas Federal,  21 

o la sección 1031.06 del Código; y 22 
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(D) la actividad llevada a cabo por el negocio es un Proyecto 1 

Prioritario en zona de oportunidad. 2 

(21) “Negocio exento” significa un negocio elegible al que se le ha 3 

concedido un decreto de exención contributiva bajo esta Ley. 4 

(22) "Oficina de Exención" significa la Oficina de Exención Contributiva 5 

Industrial; 6 

(23) “Proyecto Prioritarios en zonas de oportunidad” significa una 7 

industria o negocio u otra actividad de producción de ingresos que 8 

aportará a la diversificación, recuperación o transformación social y 9 

económica de la comunidad de la zona elegible, según aprobado 10 

por el Comité en consulta con el Gobernador.  11 

(24) “Proyecto Prioritario Residencial Elegible” significa un Proyecto 12 

Prioritario en zonas de oportunidad que tenga un componente 13 

importante de vivienda de interés social, según así lo determine el 14 

Comité. 15 

(25) “Secretario” significa el Secretario o la Secretaria del Departamento 16 

de Hacienda de Puerto Rico. 17 

(26) “Secretario de Desarrollo Económico” significa el Secretario o la 18 

Secretaria del Departamento de Desarrollo Económico y Comercio. 19 

(27) “Zona elegible” significa un área de Puerto Rico que ha sido 20 

designada como zona de oportunidad bajo la sección 1400Z-1(b) (3) 21 



13 
 

 

del Código de Rentas Internas Federal y que ha sido designada 1 

como una zona elegible por Comité en consulta con el Gobernador.  2 

(b) Definiciones de otros términos.- Los demás términos que se emplean en 3 

esta Ley, a menos que específicamente se disponga lo contrario, tendrán el 4 

mismo significado que tienen en el Código y sus reglamentos. 5 

Artículo 4.-Contribución Sobre Ingresos. 6 

(a) Ingreso neto de zonas de oportunidad.- Un negocio exento estará sujeto a 7 

una tasa fija de contribución sobre ingresos sobre su ingreso neto de zonas 8 

de oportunidad de veinte (20) por ciento en lugar de cualquier otra 9 

contribución impuesta por el Código.  10 

(b) Tratamiento de entidades inexistentes (“disregarded entities”) y sociedades.-  11 

(1) Si un negocio exento es una entidad inexistente, esta será tratada 12 

para propósitos del Código de la misma manera que es tratada bajo 13 

el Código de Rentas Internas Federal y las disposiciones del 14 

Capítulo 7 del Subtitulo A del Código no serán aplicables.  15 

(2) Si un Fondo o negocio exento es una entidad que de otro modo 16 

estaría sujeta a las disposiciones del Capítulo 7 del Subtítulo A del 17 

Código, el Fondo o el negocio exento será tratado como una 18 

corporación para propósitos del Subtítulo A del Código. 19 

(3)  El Secretario publicará las planillas, formularios, y declaraciones 20 

que deben ser radicadas por el Fondo o el negocio exento cubierto 21 

por este apartado y emitirá cualquier reglamento, determinación 22 
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administrativa, carta circular o boletín informativo de carácter 1 

general que sea necesario para propósitos de este apartado.   2 

(c) Regalías, Rentas o Cánones ("Royalties") y Derechos de Licencia.- No 3 

obstante, lo dispuesto por el Código, en el caso de pagos efectuados por un 4 

negocio exento a corporaciones, sociedades o personas no residentes, no 5 

dedicadas a industria o negocio en Puerto Rico, por concepto del uso o 6 

privilegio de uso en Puerto Rico de propiedad intangible relacionada con 7 

la operación declarada exenta bajo esta Ley, y sujeto a que dichos pagos 8 

sean considerados de fuentes dentro de Puerto Rico, se observarán las 9 

siguientes reglas: 10 

(1) Contribución a Corporaciones, Sociedades Extranjeras o Personas 11 

No Residentes No Dedicadas a Industria o Negocio en Puerto Rico:  12 

Imposición de la Contribución.-  Se impondrá, cobrará y pagará 13 

para cada año contributivo, en lugar de la contribución impuesta 14 

por las Secciones 1091.01 y 1092.02 del Código, sobre el monto de 15 

dichos pagos recibidos o implícitamente recibidos, por un 16 

individuo extranjero no residente, o toda corporación o sociedad 17 

extranjera no dedicada a industria o negocio en Puerto Rico, 18 

procedente exclusivamente de fuentes dentro de Puerto Rico, una 19 

contribución de veinte (20) por ciento. 20 

(2) Retención en el Origen y depósito de la Contribución.-  Todo 21 

negocio exento que tenga la obligación de realizar pagos a personas 22 
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no residentes por concepto de uso en Puerto Rico de propiedad 1 

intangible relacionada a la operación exenta bajo esta Ley, deducirá 2 

y retendrá en el origen una contribución igual a aquélla impuesta 3 

en el párrafo (1) de este apartado y depositará la retención 4 

conforme a las normas de las secciones 1062.08 y 1062.1l  del 5 

Código, según aplicable. 6 

(d) Deducción y Arrastre de Pérdidas Netas en Operaciones. — 7 

(1) Deducción por Pérdidas Corrientes Incurridas en Actividades no 8 

Cubiertas por un Decreto de Exención.- Si un negocio exento 9 

incurre en una pérdida neta en operaciones que no sean la 10 

operación declarada exenta bajo esta Ley, la misma podrá ser 11 

utilizada únicamente contra ingresos no cubiertos por un decreto 12 

de exención y se regirá por las disposiciones del Código.  13 

(2) Deducción por Pérdidas Corrientes Incurridas en la Operación del 14 

Negocio Exento.-  Si un negocio exento incurre en una pérdida neta 15 

en la operación declarada exenta bajo esta Ley, podrá deducir dicha 16 

pérdida contra su ingreso neto de zonas de oportunidad que 17 

incurrió la pérdida o contra su ingreso neto de zonas de 18 

oportunidad de operaciones cubiertas por otros decretos de 19 

exención bajo esta Ley. 20 

http://www.bvirtual.ogp.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/CÃ³digos/1-2011/1-2011.pdf


16 
 

 

(3)  Deducción por Arrastre de Pérdidas de Años Anteriores.-  Se 1 

concederá una deducción por arrastre de pérdidas incurridas en 2 

años anteriores, según se dispone a continuación: 3 

(A) El exceso sobre las pérdidas deducibles bajo el párrafo (2) de 4 

este apartado podrá ser arrastrado contra el ingreso neto de 5 

zonas de oportunidad de años contributivos subsiguientes. 6 

Las pérdidas serán arrastradas en el orden en que fueron 7 

incurridas. 8 

(B) Cualquier pérdida neta incurrida en un año en que la 9 

elección del apartado (b) del Artículo 7 esté en vigor, podrá 10 

ser arrastrada solamente contra ingreso neto de zonas de 11 

oportunidad por el negocio exento, bajo el decreto bajo el 12 

cual se hizo la elección del apartado (b) del Artículo 7 de esta 13 

Ley. Las pérdidas serán arrastradas en el orden en que 14 

fueron incurridas. 15 

(C) Una vez expirado el período de exención para propósitos de 16 

contribución sobre ingresos, las pérdidas netas incurridas en 17 

la operación declarada exenta bajo esta Ley, así como 18 

cualquier exceso de la deducción permitida bajo el subinciso 19 

(B) de este inciso que esté arrastrando el negocio exento a la 20 

fecha de expiración de dicho período, podrán deducirse 21 

contra cualquier ingreso tributable en Puerto Rico, sujeto a 22 
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las limitaciones provistas en el Subtítulo A del Código. 1 

Dichas pérdidas se considerarán como incurridas en el 2 

último año contributivo en que el negocio exento que posea 3 

un decreto bajo esta Ley disfrutó de exención contributiva 4 

sobre ingresos bajo el decreto. 5 

(D) El monto de la pérdida neta en operaciones a ser arrastrada 6 

se computará conforme a las disposiciones de la Sección 7 

1033.14 del Código. 8 

(e) Distribuciones de dividendos o beneficios. —  9 

(1) Exención.- Los accionistas o socios de una corporación o sociedad 10 

que es un negocio exento no estarán sujetos a contribución sobre 11 

ingresos sobre distribuciones de dividendos o beneficios de las 12 

utilidades y beneficios generados por su ingreso neto de zonas de 13 

oportunidad de dicho negocio exento. Las distribuciones 14 

subsiguientes de las utilidades y beneficios generadas por su 15 

ingreso neto de zonas de oportunidad que lleve a cabo cualquier 16 

corporación o sociedad también estarán exentas de toda 17 

tributación. Disponiéndose que, las disposiciones de la Sección 18 

1062.13 del Código relativa a la contribución sobre el dividendo 19 

implícito y la Sección 1092.02 del Código relativa a la contribución 20 

sobre monto equivalente a dividendo no serán aplicables al negocio 21 

exento. 22 
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(2) Imputación de Distribuciones Exentas.- La distribución de 1 

dividendos o beneficios que hiciere un negocio exento, aun después 2 

de expirado su decreto de exención contributiva, se considerará 3 

hecha de las utilidades y beneficios generadas por su ingreso neto 4 

de zonas de oportunidad si a la fecha de la distribución, ésta no 5 

excede del balance no distribuido de dichas utilidades y beneficios, 6 

a menos que dicho negocio exento, al momento de la declaración, 7 

elija distribuir el dividendo o beneficio, total o parcialmente, de 8 

otras utilidades o beneficios. La cantidad, año de acumulación y 9 

carácter de la distribución hecha de las utilidades y beneficios 10 

generadas por el ingreso neto de zonas de oportunidad será la 11 

designada por dicho negocio exento mediante notificación enviada 12 

conjuntamente con el pago de la misma a sus accionistas o socios y 13 

al Secretario de Hacienda, mediante declaración informativa, no 14 

más tarde del 28 de febrero siguiente al año de la distribución. 15 

(3) Otras exenciones.-  Las distribuciones de dividendos o beneficios 16 

de las utilidades y beneficios generados por el ingreso neto de 17 

zonas de oportunidad de un negocio exento no estarán 18 

sujetas a las siguientes contribuciones sobre ingresos: 19 

(A)  contribución alternativa mínima de la Sección 1022.03 del 20 

Código; 21 
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(B) contribución adicional a corporaciones y sociedades de la 1 

Sección 1022.05 del Código; y 2 

(C) contribución básica alterna de individuos de la Sección 3 

1021.02 del Código, o cualquier ley sucesora de naturaleza 4 

similar. 5 

(f) Venta o Permuta de Activos.-  Ninguna ganancia o pérdida será 6 

reconocida por un negocio exento en la venta o permuta de los activos que 7 

se efectúe durante su período de exención si el negocio exento invierte toda 8 

la cantidad realizada en la venta o permuta conforme a lo requerido por la 9 

sección 1400Z-2(d) (1)  del Código de Rentas Internas Federal. 10 

(g) Permutas Exentas.-  Las permutas de activos que no resulten en eventos 11 

tributables por tratarse de reorganizaciones exentas se tratarán de acuerdo 12 

a las disposiciones del Código, vigente a la fecha de la permuta. 13 

(h) Exención a Individuos, Sucesiones, Corporaciones, Sociedades, Compañías 14 

de Responsabilidad Limitada y Fideicomisos con Respecto a Intereses 15 

Pagados o Acreditados sobre Bonos, Pagarés u Otras Obligaciones de 16 

Ciertos Negocios Exentos.-  17 

(1) Exención.- Cualquier individuo, sucesión, corporación, sociedad, 18 

compañía de responsabilidad limitada o fideicomiso, estará exento 19 

del pago de cualquier contribución impuesta por el Código y 20 

patentes impuestas bajo la Ley de Patentes Municipales sobre el 21 

ingreso proveniente de intereses recibidos con respecto a bonos, 22 

http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/Municipios/113-1974/113-1974.pdf
http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/Municipios/113-1974/113-1974.pdf
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pagarés u otras obligaciones de un negocio exento para el 1 

desarrollo, construcción o rehabilitación de, o mejoras a un negocio 2 

exento bajo esta Ley condicionando que los fondos se utilicen en su 3 

totalidad para desarrollo, construcción, o rehabilitación de, o 4 

mejoras a, un negocio exento y/o al pago de deudas existentes de 5 

dicho negocio exento, siempre y cuando los fondos provenientes de 6 

esas deudas existentes se hayan utilizado originalmente para 7 

desarrollo, construcción o rehabilitación de, o mejoras a dicho 8 

negocio exento. Los gastos incurridos por una persona que lleve a 9 

cabo una inversión aquí descrita no estarán sujetos a las Secciones 10 

1033.17(a) (5), 1033.17(a) (11), y 1033.17(f) del Código con respecto a 11 

dicha inversión, y los ingresos derivados de la misma. 12 

(2) Relación directa.-  El producto del bono, pagaré u otra obligación 13 

tiene que ser otorgado directamente a un negocio exento. 14 

(i)  Créditos.- 15 

(1) Crédito por inversión.-  Sujeto a las disposiciones del inciso (3) de 16 

este apartado, todo inversionista tendrá derecho a un crédito por 17 

inversión igual al por ciento elegible de su inversión elegible, hecha 18 

después de la fecha de efectividad de esta Ley tomado en dos (2) 19 

plazos: la primera mitad de dicho crédito en el año en que el 20 

negocio exento obtuvo el financiamiento necesario para el 21 

establecimiento o construcción total del Proyecto Estratégico, y el 22 
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balance de dicho crédito, en el año siguiente. Toda inversión 1 

elegible hecha durante el año contributivo del inversionista, 2 

calificará para el crédito contributivo de este Artículo, en dicho año 3 

contributivo, siempre y cuando cumpla con todos los requisitos de 4 

este Artículo. Dicho crédito por inversión podrá aplicarse contra 5 

cualquier contribución determinada del inversionista según el 6 

Subtítulo A del Código incluyendo la contribución alternativa 7 

mínima de la Sección 1022.03; o la contribución básica alterna de la 8 

Sección 1021.02 del Código; o contra cualquier otra contribución 9 

impuesta por la Ley 20-2012, conocida como la “Ley para Fomentar 10 

la Exportación de Servicios”, la Ley 73-2008, conocida como la “Ley 11 

de Incentivos Económicos para el Desarrollo de Puerto Rico”, la 12 

Ley 74-2010, conocida como la “Ley de Desarrollo Turístico de 13 

Puerto Rico de 2010”, la Ley 83-2010, conocida como la “Ley de 14 

Incentivos de Energía Verde de Puerto Rico”, la Ley 273-2012, 15 

conocida como la “Ley Reguladora del Centro Financiero 16 

Internacional”, la Ley 399- 2004, conocida como la “Ley de 17 

Aseguradores y Reaseguradores de Seguros Internacionales de 18 

Puerto Rico” o cualquier ley sucesora o análoga a las anteriormente 19 

descritas. 20 
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(2) Arrastre de crédito.-  Todo crédito por inversión no utilizado en un 1 

año contributivo podrá ser arrastrado a años contributivos 2 

subsiguientes hasta tanto sea utilizado en su totalidad. 3 

(3) Cantidad máxima de crédito.- 4 

(A) Crédito por inversión.-  La cantidad máxima del crédito por 5 

inversión que estará disponible por cada Fondo y negocio 6 

exento en el cual el Fondo invierta no podrá exceder el 7 

quince (15) por ciento de la suma de las siguientes partidas: 8 

(i) el efectivo aportado por los inversionistas a cambio de 9 

acciones o participaciones de un Fondo que es 10 

aportado por el Fondo al negocio exento a cambio de 11 

acciones o participaciones del negocio exento, más 12 

(ii) el efectivo aportado por los inversionistas al negocio 13 

exento, cuando dicho negocio exento es llevado a 14 

cabo por el Fondo directamente, a cambio de las 15 

acciones o participaciones del negocio exento. 16 

(B) Titularidad y Distribución de los Créditos.-  La cantidad 17 

máxima del crédito por inversión disponible se distribuirá 18 

entre los inversionistas, en las proporciones deseadas por 19 

ellos. El Fondo notificará la distribución del crédito al 20 

Director, al Secretario, a sus accionistas y socios y los 21 

accionistas y socios del negocio exento, en o antes de la fecha 22 
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provista por el Código para radicar la planilla de 1 

contribuciones sobre ingresos para el primer año 2 

contributivo del negocio exento, sin considerar prórrogas. La 3 

distribución elegida será irrevocable y obligatoria para el 4 

Fondo, negocio exento y los inversionistas. 5 

(4) Ajuste de base.- La base de toda inversión elegible se reducirá por 6 

la cantidad tomada como crédito por inversión bajo este apartado 7 

(i), pero nunca podrá reducirse a menos de cero.  La base una 8 

inversión elegible que estará sujeta a la reducción de este inciso (4), 9 

será la base, según determinada considerando cualquier elección 10 

que se haya efectuado bajo la Sección 1031.06 del Código con 11 

respecto a dicha inversión.  12 

(5) Informes y Penalidad bajo la Sección 1400Z-2(d)(1) del Código de 13 

Rentas Internas Federal.- El negocio exento deberá rendirle un 14 

informe anual al Director y al Secretario, desglosando el total de la 15 

inversión en el negocio exento realizada a la fecha de dicho informe 16 

anual, el cumplimento con los requisitos de la Sección 1400Z-2(d)(1) 17 

del Código de Rentas Internas Federal y si el Fondo está sujeto a la 18 

penalidad de la Sección 1400Z-2(f)(1) de dicho Código.  En el caso 19 

de que un Fondo esté sujeto a la penalidad de la Sección 1400Z-2(f) 20 

(1) del Código de Rentas Internas Federal, el Fondo adeudará al 21 

Secretario, como una penalidad, una cantidad igual a la penalidad 22 
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impuesta al Fondo bajo la Sección 1400Z-2(f) (1) del Código de 1 

Rentas Internas Federal y será pagadera con la planilla de 2 

contribución sobre ingresos correspondiente al año contributivo en 3 

que se impuso la penalidad.  4 

 (6) Cesión del crédito.- 5 

(A) Crédito por inversión.-  6 

(i)  Después de la fecha de notificación de la distribución 7 

del crédito por inversión que dispone el párrafo (1) 8 

del apartado (c) de este Artículo, el crédito por 9 

inversión provista por este Artículo podrá ser cedido, 10 

vendido o de cualquier modo traspasado, en su 11 

totalidad o parcialmente, por un inversionista, a 12 

cualquiera otra persona.  13 

(ii) En el caso del crédito por inversión, la base de la 14 

inversión elegible se reducirá por el valor del crédito 15 

por inversión cedido pero nunca podrá reducirse a 16 

menos de cero. La base de una inversión elegible que 17 

estará sujeta a la reducción de éste subinciso (ii), será 18 

la base, según determinada considerando cualquier 19 

elección que se haya efectuado bajo la Sección 1031.06 20 

del Código con respecto a dicha inversión. 21 
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(B) El dinero o el valor de la propiedad recibida a cambio del 1 

crédito por inversión estará exento de tributación bajo el 2 

Código hasta una cantidad que sea igual al monto del 3 

crédito por inversión cedido. 4 

(C) El crédito por inversión podrá ser cedido, vendido o de 5 

cualquier modo traspasado únicamente por un Inversionista, 6 

excepto en los siguientes casos: 7 

(i) Un Inversionista podrá ceder, vender, o de cualquier 8 

modo transferir un crédito por inversión a través de 9 

un corredor-traficante (“broker-dealer”) que esté 10 

inscrito como tal con el Comisionado en las 11 

circunstancias a ser establecidas mediante reglamento 12 

por el Secretario de Desarrollo Económico. 13 

(ii) Un suscriptor (“underwriter”) que, habiendo actuado 14 

como tal, hubiese adquirido un crédito por inversión 15 

al momento del cierre para el financiamiento de un 16 

Proyecto Prioritario en zonas de oportunidad, podrá 17 

ceder, vender, o de cualquier modo transferir 18 

cualquier crédito por inversión a un tercero.  Dicha 19 

cesión, venta o transferencia se considerará como 20 

hecha por un Inversionista si cumple con los 21 
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requisitos establecidos mediante reglamento por el 1 

Secretario de Desarrollo Económico. 2 

(D) El exceso del monto de un crédito por inversión bajo este 3 

apartado (i) sobre el dinero o el valor de la propiedad 4 

pagado por un adquirente de dicho crédito no constituirá 5 

ingreso bruto para propósitos del Código.  6 

(E) Las siguientes personas notificarán al Secretario de la cesión, 7 

venta o transferencia mediante declaración jurada a tales 8 

efectos que será incluida con su planilla de contribución 9 

sobre ingresos para el año en que se efectúe la cesión del 10 

crédito por inversión de este apartado (i): 11 

(i) El Inversionista que haya cedido todo o parte de su 12 

crédito por inversión de este apartado (i); 13 

(ii) El corredor-traficante (“broker-dealer”), suscriptor 14 

(“underwriter”) o acreedor de la prenda que haya 15 

cedido todo o parte de su crédito por inversión de 16 

esta apartado (i); y 17 

(iii) El adquiriente del crédito por inversión bajo este 18 

apartado (i). 19 

La declaración jurada contendrá aquella información que estime 20 

pertinente el Secretario mediante reglamento promulgado a tales efectos. 21 

(7) Por ciento elegible.- 22 
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(A) El término “por ciento elegible” significa el porciento 1 

determinado por el Comité y no podrá exceder quince (15) 2 

por ciento.  Excepto por lo dispuesto en el inciso (B) de este 3 

párrafo siete (7), el por ciento elegible será el mismo para 4 

todos los negocios exentos. 5 

(B) El Comité podrá establecer un por ciento elegible más alto 6 

(sujeto al máximo de quince (15) por ciento) que será el 7 

mismo para aquellos negocios exentos que estén localizados 8 

en las zonas elegibles determinadas por el Comité y que 9 

cumplan con los criterios determinados por el Comité, 10 

tomando en consideración los siguientes factores: 11 

(i) Los empleos a ser creados por el negocio exento; 12 

(ii) La aportación del negocio exento en las áreas de 13 

educación, salud, y viviendas; y 14 

(iii) La inversión a ser realizada por el negocio exento en 15 

terrenos, edificios y maquinaria y equipo. 16 

(C) Los porcientos elegibles a ser determinados por el Comité 17 

serán publicados en una Carta Circular u otra publicación 18 

general y tendrá la misma fuerza de ley que un reglamento. 19 

(j) Prioridad de créditos bajo esta Ley.-  20 

(1) La aprobación de los créditos de inversión solicitados bajo esta Ley 21 

tienen prioridad sobre la aprobación de solicitudes de créditos que 22 
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sean presentadas después de la efectividad de esta Ley bajo 1 

cualquier otra ley que provea créditos por inversión.  Se entenderá 2 

que una solicitud de crédito ha sido presentada antes de la 3 

efectividad de esta Ley solamente si la agencia ante la cual se 4 

presentó la solicitud emite una certificación al Comité por escrito 5 

de que la solicitud se presentó antes de la fecha de efectividad de 6 

esta Ley y que la solicitud tenía toda la información requerida para 7 

ser tratada como una solicitud completa.  8 

(2) Ninguna agencia ante las cuales se presentan solicitudes de crédito 9 

podrá, después de la aprobación de esta Ley, aprobar créditos sin la 10 

previa autorización del Comité. 11 

(3) Las agencias antes las cuales se presentan solicitudes de crédito 12 

tienen que mantener un inventario de las solicitudes de créditos 13 

presentadas después de esta Ley que contendrá la siguiente 14 

información: 15 

(A) Ley bajo la cual se solicita el crédito; 16 

(B) Cantidad del crédito solicitado; 17 

(C) Localización del proyecto que genera el crédito; 18 

(D) Nombre del proponente del proyecto; 19 

(E) Tipo de proyecto;  20 

(F) Inversión total en el proyecto; 21 

(G) Empleos directos a ser generados en el proyecto;   22 
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(H) Si el proyecto que solicta el crédito tiene capital aportado por 1 

un Fondo y la participación del Fondo en el mismo; y 2 

(I) Cualquier otra información que se requiera por reglamento. 3 

(4) La reglamentación sobre este apartado será emitida por el 4 

Secretario y Director, en consulta con el Comité.   5 

Artículo 5. Contribuciones sobre la Propiedad Mueble e Inmueble. 6 

(a) En General.- 7 

(1) La propiedad mueble de un negocio exento utilizada en el 8 

desarrollo, organización, construcción, establecimiento u operación 9 

de la actividad cubierta bajo el decreto, gozará de un cincuenta (50) 10 

por ciento de exención sobre las contribuciones municipales y 11 

estatales sobre la propiedad mueble durante el período de exención 12 

establecido en el Artículo 7 de esta Ley. En el caso de un Proyecto 13 

Estratégico Residencial Elegible, la exención será de noventa (90) 14 

por ciento. 15 

(2) La propiedad inmueble del negocio exento utilizada en su desarrollo, 16 

organización, construcción, establecimiento u operación, gozará de 17 

un cincuenta (50) por ciento de exención sobre las contribuciones 18 

municipales y estatales sobre la propiedad durante el período de 19 

exención establecido en el Artículo 7 de esta Ley. En el caso de un 20 

Proyecto Prioritario Residencial Elegible, la exención será de 21 

noventa (90) por ciento. 22 



30 
 

 

(b) Propiedad en construcción o expansión.-  La propiedad inmueble de un 1 

negocio exento estará totalmente exenta durante el período autorizado por 2 

el decreto para que se lleve a cabo la construcción o establecimiento de 3 

dicho negocio exento y durante el primer año fiscal del Gobierno en que el 4 

negocio exento hubiese estado sujeto a contribuciones sobre la propiedad 5 

por haber estado en operaciones al 1ro. de enero anterior al comienzo de 6 

dicho año fiscal a no ser por la exención aquí provista. De igual manera, la 7 

propiedad inmueble de dicho negocio exento que esté directamente 8 

relacionada con cualquier expansión del negocio exento estará totalmente 9 

exenta de contribución sobre la propiedad durante el período que autorice 10 

el decreto para realizar la expansión. Una vez expire el período de 11 

exención total establecido en este párrafo, comenzará la exención parcial 12 

provista en este Artículo. 13 

Artículo 6.-Patentes Municipales y otros Impuestos Municipales. 14 

(a) Los negocios exentos gozarán de un cincuenta (50) por ciento de exención 15 

sobre las patentes municipales, arbitrios municipales y otras 16 

contribuciones municipales impuestas por cualquier ordenanza municipal, 17 

durante los períodos dispuestos en el apartado (e) del Artículo 7 de esta 18 

Ley. En el caso de un Proyecto Estratégico Residencial Elegible, la exención 19 

será de noventa (90) por ciento. 20 

(b) La porción tributable bajo el apartado (a) de este Artículo estará sujeta, 21 

durante el término del decreto, al tipo contributivo que esté vigente a la 22 
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fecha de la firma del decreto, independientemente de cualquier enmienda 1 

posterior realizada al decreto para cubrir operaciones del negocio exento 2 

en uno o varios municipios. 3 

(c) El negocio exento gozará de exención total sobre las contribuciones 4 

municipales o patentes municipales aplicables al volumen de negocios de 5 

dicho negocio exento durante el semestre del año fiscal del Gobierno en el 6 

cual el negocio exento comience operaciones en cualquier municipio, a 7 

tenor de lo dispuesto en la Ley de Patentes Municipales. Además, el 8 

negocio exento que posea un decreto otorgado bajo esta Ley, estará 9 

totalmente exento de las contribuciones o patentes municipales sobre el 10 

volumen de negocios atribuible a dicho municipio durante los dos (2) 11 

semestres del año fiscal o años fiscales del Gobierno siguientes al semestre 12 

en que comenzó operaciones en el municipio. 13 

(d) Los negocios exentos y sus contratistas y subcontratistas estarán totalmente 14 

exentos de cualquier contribución, impuesto, derecho, licencia, arbitrio 15 

(incluyendo los arbitrios de construcción), tasa o tarifa impuesta por 16 

cualquier ordenanza municipal sobre la construcción de obras a ser 17 

utilizadas por dicho negocio exento dentro de un municipio, sin que se 18 

entienda que dichas contribuciones incluyen la patente municipal 19 

impuesta sobre el volumen de negocios del contratista o subcontratista del 20 

negocio exento, durante el término que autorice el decreto de exención 21 

contributiva. 22 

http://www.bvirtual.ogp.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/Municipios/113-1974/113-1974.pdf
http://www.bvirtual.ogp.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/Municipios/113-1974/113-1974.pdf
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Artículo 7.-Períodos de Exención Contributiva.- 1 

(a) Exención.- Un negocio exento disfrutará de exención contributiva por un 2 

período de quince (15) años. 3 

(b) Exención Contributiva Flexible.-  Los negocios exentos tendrán la opción 4 

de escoger los años contributivos específicos a ser cubiertos bajo sus 5 

decretos en cuanto a su ingreso neto de zonas de oportunidad siempre y 6 

cuando lo notifiquen al Secretario y al Director no más tarde de la fecha 7 

dispuesta por ley para rendir su planilla de contribución sobre ingresos 8 

para dicho año contributivo, incluyendo las prórrogas concedidas para este 9 

propósito. Una vez dicho negocio exento opte por este beneficio, su 10 

período de exención en cuanto a su ingreso neto de zonas de oportunidad 11 

se extenderá por el número de años contributivos que no haya disfrutado 12 

bajo el decreto de exención. 13 

(c) Establecimiento de Operaciones en otros Municipios.-  Un negocio exento 14 

podrá establecer operaciones cubiertas por un decreto de exención vigente, 15 

en el mismo municipio donde está establecida la oficina principal, o en 16 

cualquier otro municipio de  Puerto Rico, siempre y cuando notifique a la 17 

Oficina de Exención dentro de los treinta (30) días anteriores a la fecha de 18 

comienzo de las operaciones en el otro municipio. Las operaciones 19 

adicionales disfrutarán de las exenciones y beneficios dispuestos por esta 20 

Ley por el remanente del período de exención del decreto vigente, siempre 21 

y cuando las mismas sean cónsonas con la operación cubierta por el 22 
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decreto de exención y las operaciones en el nuevo municipio estén 1 

localizadas en una zona elegible. 2 

(d) Interrupción del Período de Exención.-  Un negocio exento que haya 3 

cesado operaciones y posteriormente desee reanudarlas, el tiempo que 4 

estuvo sin operar no le será descontado del período de exención 5 

correspondiente que le corresponda y podrá gozar del restante de su 6 

período de exención mientras esté vigente su decreto de exención 7 

contributiva, siempre y cuando el Director determine que dicho cese de 8 

operaciones fue por causas justificadas y que la reapertura de dicho 9 

negocio exento redundaría en los mejores intereses sociales y económicos 10 

de Puerto Rico. 11 

(e) Fijación de las Fechas de Comienzo de Operaciones y de los Períodos de 12 

Exención.- 13 

(1) El negocio exento podrá elegir la fecha de comienzo de operaciones 14 

para fines del Artículo 4 de esta Ley mediante la radicación de una 15 

declaración jurada ante la Oficina de Exención, con copia al 16 

Secretario, expresando la aceptación incondicional de la concesión 17 

aprobada al negocio exento al amparo de esta Ley. La fecha de 18 

comienzo de operaciones para fines del Artículo 4 de esta Ley 19 

podrá ser la fecha de la primera nómina para adiestramiento o 20 

producción del negocio exento que posea un decreto otorgado bajo 21 
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esta Ley, o cualquier fecha dentro de un período de dos (2) años 1 

posterior a la fecha de la primera nómina. 2 

(2) El negocio exento podrá posponer la aplicación de la tasa de 3 

contribución fija provista en el Artículo 4 de esta Ley por un 4 

período no mayor de dos (2) años desde la fecha de comienzo de 5 

operaciones fijada bajo el inciso (1) de este apartado (e). Durante el 6 

período de posposición, dicho negocio exento estará sujeto a la tasa 7 

contributiva aplicable bajo el Subtítulo A del Código. 8 

(3) El período de exención provisto en el apartado (a) del Artículo 5 de 9 

esta Ley para la exención sobre la propiedad mueble e inmueble, 10 

comenzará el primer día del año fiscal del Gobierno de Puerto Rico 11 

subsiguiente al último año fiscal en que el negocio exento que 12 

posea un decreto concedido bajo esta Ley estuvo totalmente exento, 13 

según las disposiciones del apartado (b) del Artículo 5 de esta Ley. 14 

La exención parcial por dicho año fiscal corresponderá a la 15 

contribución sobre la propiedad poseída por el negocio exento el 16 

primero de enero anterior al comienzo de dicho año fiscal. 17 

(4) El período de exención parcial provista en el apartado (c) del 18 

Artículo 6 de esta Ley, para fines de la exención de patentes 19 

municipales y cualquier otra contribución municipal, comenzará el 20 

primer día del primer semestre del año fiscal del Gobierno de 21 

Puerto Rico subsiguiente a la expiración del período de exención 22 
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total dispuesto en dicho apartado. Disponiéndose que, en el caso de 1 

negocios exentos que hayan estado operando en escala comercial 2 

antes de solicitar acogerse a los beneficios de esta Ley, la fecha de 3 

comienzo de operaciones para efecto de patentes municipales 4 

comenzará el primer día del semestre siguiente a la fecha de 5 

radicación de la solicitud de exención contributiva. 6 

(5) En el caso de negocios exentos que hayan estado operando en 7 

escala comercial antes de solicitar acogerse a los beneficios de esta 8 

Ley, la fecha de comienzo de operaciones para fines de la tasa fija 9 

de contribución sobre ingresos provista en el Artículo 4 de esta Ley 10 

será la fecha de radicación de una solicitud con la Oficina de 11 

Exención, pero la fecha de comienzo podrá posponerse por un 12 

período no mayor de dos (2) años a partir de esa fecha. 13 

(6) El negocio exento deberá comenzar operaciones en escala comercial 14 

dentro del término de un (1) año a partir de la fecha de la firma del 15 

decreto, cuyo término podrá prorrogarse a solicitud de dicho 16 

negocio por causa justificada para ello, pero no se concederán 17 

prórrogas que extiendan la fecha de comienzo de operaciones por 18 

un término mayor de cinco (5) años desde la fecha de la aprobación 19 

de la concesión. 20 

Artículo 8.-Procedimientos.- 21 

(a) Procedimiento Ordinario.- 22 
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(1) Reunión para presentar el propuesto  Proyecto Prioritario en zonas 1 

de oportunidad. Previo a la radicación de la solicitud de decreto 2 

bajo esta Ley, cualquier persona que ha establecido, o propone 3 

establecer en Puerto Rico un negocio elegible tiene solicitar por 4 

escrito una reunión con los oficiales designados del Comité en la 5 

cual el solicitante explicará y presentará una descripción de la 6 

actividad o actividades que se proponen llevar a cabo, la 7 

localización de la actividad, el estimado de los costos que se espera 8 

incurrir para desarrollar y construir el proyecto, las fuentes de 9 

financiamiento, estimado de empleos directos a ser creados, los 10 

méritos del proyecto propuesto como un Proyecto Prioritario en 11 

zonas de oportunidad y cualquier otra información que el Comité 12 

pueda requerir.  El Comité evaluará la información presentada por 13 

el solicitante y emitirá un informe en la cual se designará el 14 

desarrollo propuesto como un Proyecto Prioritario en zonas de 15 

oportunidad o no.  16 

(2) Solicitudes de Exención Contributiva. — 17 

(A) Cualquier persona que ha establecido, o propone establecer 18 

en Puerto Rico un negocio elegible y que ha recibido una 19 

designación como Proyecto Prioritario en zonas de 20 

oportunidad por parte del Comité, podrá solicitar del 21 

Director los beneficios de esta Ley mediante la radicación de 22 
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la solicitud correspondiente debidamente juramentada ante 1 

la Oficina de Exención. 2 

(B) Al momento de la radicación, el Director cobrará los 3 

derechos por concepto del trámite correspondiente, los 4 

cuales serán pagados mediante cheque certificado, giro 5 

postal o bancario a nombre del Secretario. 6 

(C) El Secretario de Desarrollo Económico establecerá mediante 7 

reglamento, los derechos a cobrarse por concepto del 8 

trámite. Disponiéndose que, luego de su aprobación, dicho 9 

reglamento deberá ser revisado cada tres (3) años. 10 

(3) Consideración Interagencial de las Solicitudes. — 11 

(A) Una vez recibida cualquier solicitud bajo esta Ley por la 12 

Oficina de Exención, el Director enviará, dentro de un 13 

período de cinco (5) días contados desde la fecha de 14 

radicación de la solicitud, copia de la misma al Secretario y 15 

al Secretario de Desarrollo Económico para que éste rinda un 16 

informe de elegibilidad sobre la actividad a ser llevada a 17 

cabo y otros hechos relacionados con la solicitud. Al evaluar 18 

la solicitud, el Secretario verificará el cumplimiento de los 19 

accionistas o socios del negocio solicitante con su 20 

responsabilidad contributiva bajo el Código. Esta 21 

verificación no será necesaria en el caso de accionistas no 22 
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residentes de Puerto Rico o corporaciones públicas. La falta 1 

de cumplimiento con dicha responsabilidad contributiva 2 

será base para que el Secretario no endose la solicitud de 3 

exención del negocio solicitante. 4 

(B) Luego de que el Secretario de Desarrollo Económico someta 5 

su Informe de Elegibilidad y recomendación, el Director 6 

enviará copia del proyecto de decreto dentro de cinco (5) 7 

días laborables de haber recibido la documentación 8 

necesaria para la tramitación del caso, a las agencias 9 

concernidas, incluyendo al municipio concerniente y al 10 

Centro de Recaudación de Impuestos Municipales (CRIM), 11 

para su evaluación y recomendación, de no haberse 12 

sometido alguna solicitud de oposición al mismo. Cualquier 13 

recomendación desfavorable sobre el proyecto de decreto 14 

tendrá que incluir las razones para ello. 15 

(i) Las agencias y municipios consultadas por el Director 16 

tendrán veinte (20) días para someter su informe o 17 

recomendación al proyecto de decreto que le fuera 18 

referido. En caso de que la recomendación de la 19 

agencia o municipio sea favorable, o que la misma no 20 

se reciba por la Oficina de Exención durante el 21 

referido término de veinte (20) días, se estimará que 22 
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dicho proyecto de decreto ha recibido una 1 

recomendación favorable y el Secretario de Desarrollo 2 

Económico podrá tomar la acción correspondiente 3 

sobre dicha solicitud. 4 

(ii) En el caso de que el municipio levantara alguna 5 

objeción con relación al proyecto de decreto que le 6 

fuera referido, la Oficina de Exención, procederá a dar 7 

consideración a dicha objeción, según entienda 8 

necesario, por lo que la Oficina de Exención notificará 9 

a las partes y a las agencias correspondientes, para la 10 

acción administrativa o revisión del proyecto de 11 

decreto que se estime pertinente.  Una vez dilucidada 12 

la controversia planteada, el Director hará la 13 

determinación que entienda procedente y someterá el 14 

caso al Secretario de Desarrollo Económico para su 15 

consideración final. 16 

(C) En caso de enmiendas a concesiones aprobadas al amparo de 17 

esta Ley, el período para que las agencias y municipios 18 

concernidos sometan un informe u opinión al Director será 19 

de veinte (20) días. 20 

(D) Una vez se reciban los informes, o que hayan expirado los 21 

términos para hacer dichos informes, el Director deberá 22 



40 
 

 

someter el proyecto de decreto y su recomendación, a la 1 

consideración del Secretario de Desarrollo Económico, 2 

dentro de los siguientes cinco (5) días. 3 

(E) El Director podrá descansar en las recomendaciones 4 

suministradas por aquellas agencias o municipios que 5 

rinden informes u opiniones y podrá solicitarles que 6 

suplementen los mismos. 7 

(F) El Secretario de Desarrollo Económico deberá emitir una 8 

determinación final, por escrito, dentro de un término no 9 

mayor de cinco (5) días desde la fecha de sometido el 10 

proyecto de decreto a su consideración. 11 

(G) El Secretario de Desarrollo Económico, podrá delegar al 12 

Director las funciones que a su discreción estime 13 

convenientes, a fin de facilitar la administración de esta Ley, 14 

excepto la función de aprobar o denegar concesiones 15 

originales de exención contributiva.  16 

(b) Renegociaciones y Conversiones. — 17 

(1) Renegociación de Decretos Vigentes. — 18 

(A) Cualquier negocio exento podrá solicitar del Secretario de 19 

Desarrollo Económico que considere renegociar su decreto 20 

vigente si dicho negocio exento demuestra que aumentará el 21 

empleo promedio que ha tenido durante los tres (3) años 22 
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contributivos anteriores a la fecha de la radicación de la 1 

solicitud en un veinticinco (25) por ciento o más; o que 2 

realizará una inversión sustancial en su operación existente 3 

que ayudará a mantener la estabilidad económica y laboral y 4 

que represente un aumento de veinticinco (25) por ciento o 5 

más en la inversión de propiedad utilizada en el negocio 6 

exento que sea terrenos, edificios o estructuras, maquinaria o 7 

equipo.   8 

(i)  Si dicho negocio exento demostrare a satisfacción del 9 

Secretario de Desarrollo Económico que no puede 10 

cumplir con los requisitos de aumento en empleo 11 

promedio o inversión antes descritos, someterá la 12 

evidencia necesaria a la Oficina de Exención. El 13 

Secretario de Desarrollo Económico, previa la 14 

recomendación favorable del Secretario de Hacienda, 15 

y previa la recomendación de las agencias que rinden 16 

informes sobre exención contributiva, podrá en su 17 

discreción, considerar la renegociación tomando en 18 

cuenta cualquier otro factor o circunstancia que 19 

razonablemente demuestre que la renegociación de su 20 

decreto redundará en los mejores intereses sociales y 21 

económicos de Puerto Rico. 22 
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(ii) Para propósitos de este Artículo, el empleo del 1 

referido negocio exento consistirá del número de 2 

individuos residentes de Puerto Rico que trabajen de 3 

forma permanente en jornada regular a tiempo 4 

completo en el negocio exento prestando servicios 5 

como empleado, aunque no estén directamente en la 6 

nómina del negocio exento (tales como personas 7 

provistas por contrato de arrendamiento de personal, 8 

pero no incluirá personas tales como consultores ni 9 

contratistas independientes). 10 

(iii) Para propósitos de este Artículo, la inversión del 11 

negocio exento en su operación existente se 12 

computará de acuerdo al valor en los libros de la 13 

propiedad, computado con el beneficio de la 14 

depreciación admisible bajo el método de línea recta, 15 

tomando en cuenta la vida útil de dicha propiedad 16 

determinada de acuerdo con el Subtítulo A del 17 

Código, en lugar de cualquier otra depreciación 18 

acelerada permitida por ley. 19 

(iv) De acceder a realizar la renegociación solicitada, el 20 

Secretario de Desarrollo Económico, previa 21 

recomendación de las agencias que rinden informes 22 
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sobre exención contributiva, tomará en consideración 1 

el número de empleos del negocio exento, el lugar en 2 

que esté ubicado, la inversión y empleo adicional, así 3 

como el remanente del período de su decreto, los 4 

beneficios contributivos ya disfrutados y su 5 

capacidad financiera, a los efectos de que el negocio 6 

exento pueda obtener un nuevo decreto con 7 

beneficios contributivos ajustados bajo esta Ley. 8 

(v) El Secretario de Desarrollo Económico establecerá los 9 

términos y condiciones que estime necesarios y 10 

convenientes a los mejores intereses de Puerto Rico, 11 

dentro de los límites dispuestos en esta Ley, y podrá 12 

en su discreción, previa recomendación de las 13 

agencias que rinden informes sobre exención 14 

contributiva, imponer requisitos especiales de 15 

empleo, limitar el período y el por ciento de exención, 16 

limitar las contribuciones a ser exentas, y requerir y 17 

disponer cualquier otro término o condición que sea 18 

necesario para los propósitos de desarrollo económico 19 

que propone esta Ley. 20 

(vi) Cuando el negocio exento, que interese renegociar su 21 

decreto, no cumpla con los requisitos de aumento en 22 
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empleo o inversión dispuestos en este apartado, el 1 

Secretario de Desarrollo Económico podrá, previa la 2 

recomendación favorable del Secretario, y de las 3 

agencias que rinden informes sobre exención 4 

contributiva, imponer una tasa fija de contribución 5 

sobre el ingreso mayor a la impuesta en el decreto del 6 

negocio exento. 7 

(c) Denegación de Solicitudes. — 8 

(1) Denegación si no es en Beneficio de Puerto Rico. — El Secretario de 9 

Desarrollo Económico denegará cualquier solicitud cuando 10 

determinare que la concesión no resulta en los mejores intereses 11 

económicos y sociales de Puerto Rico, luego de considerar la 12 

naturaleza de las facilidades físicas, el número de empleos, el 13 

montante de la nómina y la inversión, la localización del proyecto, 14 

su impacto ambiental, u otros factores que a su juicio ameritan tal 15 

determinación, así como las recomendaciones de las agencias que 16 

rinden informes sobre exención contributiva. 17 

(A) El peticionario, luego de ser notificado de la denegación, 18 

podrá solicitar al Secretario de Desarrollo Económico una 19 

reconsideración, dentro de los sesenta (60) días de recibida la 20 

notificación, aduciendo los hechos y argumentos respecto a 21 

su solicitud que entienda a bien hacer, incluyendo la oferta 22 
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de cualquier consideración en beneficio de Puerto Rico que 1 

estime haga meritoria su solicitud de reconsideración.  2 

(B) En caso de reconsiderar la solicitud, el Secretario de Desarrollo 3 

Económico podrá aceptar cualquier consideración ofrecida a 4 

beneficio de Puerto Rico y podrá requerir y disponer cualquier 5 

otro término o condición que sea necesario para asegurar que 6 

dicha concesión será para los mejores intereses de Puerto Rico 7 

y los propósitos de desarrollo económico que propone esta 8 

Ley. 9 

(2) Denegación por Conflicto con Interés Público.- El Secretario de 10 

Desarrollo Económico denegará cualquier solicitud cuando 11 

determinare, a base de los hechos presentados a su consideración y 12 

después que el solicitante haya tenido la oportunidad de ofrecer 13 

una presentación completa sobre las cuestiones en controversia, 14 

que la solicitud está en conflicto con el interés público de Puerto 15 

Rico porque el negocio solicitante no ha sido organizado como 16 

negocio bona fide con carácter permanente, o en vista de la 17 

reputación moral o financiera de las personas que lo constituyen, 18 

los planes y métodos para obtener financiamiento para el negocio 19 

solicitante, la naturaleza o uso propuesto de los productos o 20 

servicios del negocio solicitante, o cualquier otro factor que pueda 21 

indicar que existe una posibilidad razonable de que la concesión de 22 
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exención resultará en perjuicio de los intereses económicos y 1 

sociales de Puerto Rico. 2 

Artículo 9.-Transferencia del negocio exento. 3 

(a) Transferencia de Negocio Exento.- 4 

(1) Regla General. — La transferencia de un decreto, o de las acciones, 5 

propiedad u otro interés de propiedad en un negocio exento deberá 6 

ser previamente aprobada por el Director.  Si la misma se lleva a 7 

cabo sin la aprobación previa, el decreto quedará anulado desde la 8 

fecha en que ocurrió la transferencia, excepto en los casos que se 9 

enumeran en el párrafo (2) de este apartado. No obstante lo 10 

anterior, el Director podrá aprobar retroactivamente cualquier 11 

transferencia efectuada sin su aprobación previa, cuando a su 12 

juicio, las circunstancias del caso así lo ameriten, tomando en 13 

consideración los mejores intereses de Puerto Rico y los propósitos 14 

de esta Ley. 15 

(2) Excepciones.-  Las siguientes transferencias serán autorizadas sin 16 

necesidad de consentimiento previo: 17 

(A) La transferencia de los bienes de un finado a su haber 18 

hereditario o la transferencia por legado o herencia. 19 

(B) La transferencia dentro de las disposiciones de esta Ley. 20 

(C) La transferencia de acciones o cualquier participación social 21 

cuando tal transferencia no resulte directa o indirectamente 22 
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en un cambio en el dominio o control de un negocio exento 1 

que posea un decreto concedido bajo esta Ley. 2 

(D) La transferencia de acciones de una corporación que posea u 3 

opere un negocio exento  cuando la misma ocurra después 4 

que el Secretario de Desarrollo Económico haya 5 

determinado que se permitirán cualesquiera transferencias 6 

de acciones de tal corporación sin su previa aprobación. 7 

(E) La prenda, hipoteca u otra garantía con el propósito de 8 

responder de una deuda "bona fide". Cualquier transferencia 9 

de control, título o interés en virtud de dicho contrato estará 10 

sujeta a las disposiciones del apartado (a) de este Artículo. 11 

(F) La transferencia por operación de ley, por orden de un 12 

tribunal o por un juez de quiebra a un síndico o fiduciario. 13 

Cualquier transferencia subsiguiente a una tercera persona 14 

que no sea el mismo deudor o quebrado anterior estará 15 

sujeta a las disposiciones del apartado (a) de este Artículo. 16 

(G) La transferencia de todos los activos de un negocio exento 17 

que posea un decreto otorgado bajo esta Ley, a un negocio 18 

afiliado. Para fines de este párrafo, negocios afiliados son 19 

aquellos cuyos accionistas o socios poseen en común el 20 

ochenta (80) por ciento o más de las participaciones, o de las 21 
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acciones con derecho al voto, emitidas y en circulación de 1 

dicho negocio exento. 2 

(3) Notificación.- Toda transferencia incluida en las excepciones de 3 

este apartado será informada por el negocio exento que posea un 4 

decreto concedido bajo esta Ley, al Director, con copia al Secretario 5 

de Desarrollo Económico y al Secretario, dentro de los treinta (30) 6 

días siguientes excepto las incluidas bajo el párrafo (D) del inciso 7 

(2) que no conviertan en accionista en un tenedor de diez por ciento 8 

(10%) o más del capital emitido de la corporación, y las incluidas 9 

bajo el párrafo (G) del inciso (2), las cuales deberán ser informadas 10 

por el negocio exento al Director, con copia al Secretario, previo a la 11 

fecha de la transferencia. 12 

Artículo 10.-Revocación Permisiva y Mandatoria. 13 

(a) Revocación Permisiva.-  Un decreto puede ser revocado por el Secretario 14 

de Desarrollo Económico: 15 

(1) Cuando el negocio exento no cumpla con cualesquiera de las 16 

obligaciones que le hayan sido impuestas por esta Ley o sus 17 

reglamentos, o por los términos del decreto de exención. 18 

(2) Cuando el negocio exento no comience, o no finalice la construcción 19 

de las instalaciones necesarias para las actividades que propone 20 

llevar a cabo, o la prestación de los servicios que se propone prestar, 21 
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o cuando no comience la actividad dentro del período fijado para 1 

esos propósitos en el decreto. 2 

(3) Cuando el negocio exento suspenda sus operaciones por más de 3 

treinta (30) días sin la autorización expresa del Secretario de 4 

Desarrollo Económico. Disponiéndose que el Secretario de 5 

Desarrollo Económico podrá autorizar tales suspensiones por 6 

períodos mayores de treinta (30) días cuando las mismas sean 7 

motivadas por circunstancias extraordinarias. 8 

(b) Revocación Mandatoria.- 9 

(1) El Secretario de Desarrollo Económico revocará cualquier decreto 10 

concedido bajo esta Ley cuando la misma haya sido obtenida por 11 

representaciones falsas o fraudulentas sobre la naturaleza del 12 

negocio elegible, o cualesquiera otros hechos o circunstancias que, 13 

en todo o en parte, motivaron la concesión del decreto. 14 

(2) Será motivo de revocación bajo este inciso, además, cuando 15 

cualquier persona cometa, o trate de cometer, por sí o a nombre de 16 

cualquier otra persona, una violación de las disposiciones 17 

referentes a los negocios sucesores o negocios exentos antecesores. 18 

(3) Cuando el negocio exento deje de cumplir con su responsabilidad 19 

contributiva bajo el Código y otras leyes impositivas de Puerto 20 

Rico, cuando el incumplimiento sea debidamente certificado por el 21 

Secretario. 22 
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(c) Procedimiento.-  En los casos de revocación de un decreto concedido bajo 1 

esta Ley, el concesionario tendrá la oportunidad de comparecer y ser oído 2 

ante el Director o ante cualquier Examinador Especial de la Oficina de 3 

Exención designado para ese fin, quien informará sus conclusiones y 4 

recomendaciones al Secretario de Desarrollo Económico, previa la 5 

recomendación de las agencias que rinden informes de exención 6 

contributiva. 7 

(d) Efecto de la Revocación.- En caso de revocación, todo el ingreso neto 8 

computado, previamente informado como ingreso neto de zonas 9 

oportunidad, que haya o no sido distribuido, así como todas las 10 

distribuciones del mismo, quedarán sujetos a las contribuciones impuestas 11 

bajo las disposiciones del Código. El contribuyente, además, será 12 

considerado como que ha radicado una planilla falsa o fraudulenta con 13 

intención de evitar el pago de contribuciones y, por consiguiente, quedará 14 

sujeto a las disposiciones penales del Código. La contribución adeudada 15 

en tal caso, así como cualesquiera otras contribuciones hasta entonces 16 

exentas y no pagadas, quedarán vencidas y pagaderas desde la fecha en 17 

que tales contribuciones hubieren vencido y hubieren sido pagaderas a no 18 

ser por el decreto, y serán imputadas y cobradas por el Secretario, de 19 

acuerdo con las disposiciones del Código. 20 

Artículo 11.-Naturaleza de los Decretos.-  21 
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(a)  En general.- Los decretos emitidos bajo esta Ley se considerarán un 1 

contrato entre el negocio exento, sus accionistas, socios o dueños y el 2 

Gobierno de Puerto Rico, y dicho contrato será la ley entre las partes. 3 

Dicho contrato se interpretará liberalmente, de manera cónsona con el 4 

propósito de esta Ley de promover el desarrollo socioeconómico de Puerto 5 

Rico. El Secretario de Desarrollo Económico tiene discreción para incluir, a 6 

nombre de y en representación del Gobierno de Puerto Rico, aquellos 7 

términos y condiciones, concesiones y exenciones que sean consistentes 8 

con el propósito de esta Ley y que promuevan la creación de empleos 9 

mediante el desarrollo socioeconómico de Puerto Rico, tomándose en 10 

consideración la naturaleza de la petición o acción solicitada, así como los 11 

hechos y circunstancias relacionadas de cada caso en particular que 12 

puedan ser de aplicación. 13 

(b) Obligación de Cumplir con lo Representado en la Solicitud.- Todo negocio 14 

exento que posea un decreto concedido bajo esta Ley, llevará a cabo sus 15 

operaciones exentas sustancialmente como las representó en su solicitud, 16 

excepto cuando las mismas han sido variadas mediante enmiendas 17 

autorizadas por el Secretario de Desarrollo Económico de acuerdo a las 18 

disposiciones de esta Ley. 19 

Artículo 12.-Decisiones Administrativas- Finalidad.- 20 

(a)  Todas las decisiones y determinaciones del Comité, en cuanto a la 21 

designación de una actividad como Proyecto Prioritario en zonas de 22 
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oportunidad, o del Secretario de Desarrollo Económico, en cuanto a la 1 

concesión del decreto y su contenido, serán finales y contra las mismas no 2 

procederá revisión judicial o administrativa u otro recurso, a menos que 3 

específicamente se disponga de otra forma. Disponiéndose que, una vez 4 

concedido un decreto bajo esta Ley, ninguna agencia, instrumentalidad 5 

pública, subdivisión política, corporación pública, o municipio, sea este 6 

autónomo o no, del Gobierno de Puerto Rico que no sea el Secretario de 7 

Desarrollo Económico o el Gobernador, podrá impugnar la legalidad de 8 

dicho decreto o cualquiera de sus disposiciones. 9 

(b) Cualquier concesionario adversamente afectado o perjudicado por 10 

cualquier acción tomada por el Secretario de Desarrollo Económico, 11 

revocando y/o cancelando un decreto de exención de acuerdo con el 12 

apartado (b) del Artículo 10 de esta Ley, tendrá derecho a revisión judicial 13 

de la misma mediante la presentación de un recurso de revisión ante el 14 

Tribunal de Apelaciones de Puerto Rico, dentro de treinta (30) días 15 

después de la decisión o adjudicación final del Secretario de Desarrollo 16 

Económico. Durante la tramitación de la revisión judicial, el Secretario de 17 

Desarrollo Económico queda autorizado, cuando a su juicio la justicia lo 18 

requiera, para posponer la fecha de efectividad de cualquier acción tomada 19 

por él bajo aquellas condiciones que se requieran y en los extremos que 20 

sean necesarios para evitar daño irreparable. Cuando se solicite tal 21 

posposición y se deniegue, el tribunal ante el cual se solicite la revisión, 22 
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incluyendo el Tribunal Supremo de Puerto Rico, mediante recurso de 1 

certiorari, podrá decretar cualquier proceso necesario y apropiado para 2 

posponer la fecha de efectividad de cualquier acción tomada por el 3 

Secretario de Desarrollo Económico para conservar el status o derecho de 4 

las partes hasta la terminación de los procedimientos de revisión, previa 5 

prestación de fianza a favor del Secretario de Hacienda por el montante de 6 

las contribuciones no pagadas hasta entonces, más intereses y penalidades, 7 

más intereses computados por el período de un (1) año al tipo legal 8 

prevaleciente. Cualquier decisión o sentencia del Tribunal de Apelaciones 9 

de Puerto Rico quedará sujeta a revisión por el Tribunal Supremo de Puerto 10 

Rico mediante certiorari solicitado por cualquiera de las partes en la forma 11 

dispuesta por ley. 12 

(c) Los miembros del Comité y las empleadas y los empleados con funciones 13 

relacionadas al Comité, no incurrirán en responsabilidad civil por 14 

cualquier acción u omisión en el desempeño de sus deberes bajo esta Ley, 15 

excepto cuando medie conducta constitutiva de delito o medie negligencia 16 

crasa.  17 

Artículo 13.-Informes Periódicos al Comité. 18 

(a)  En General.- Anualmente, e independientemente de cualquier otro informe 19 

requerido por ley, el Director, en consulta con el Secretario, el Secretario de 20 

Desarrollo Económico y la Junta de Planificación, rendirá un informe al 21 

Comité sobre el impacto económico y fiscal de esta Ley.  Dicho informe 22 
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deberá ser sometido dentro de los ciento ochenta (180) días después del 1 

cierre de cada año fiscal.  El referido informe contendrá la información que 2 

el Comité publique mediante carta circular u otra publicación de 3 

circulación general. 4 

Artículo 14.-Informes Requeridos a Negocios Exentos y a sus Accionistas o 5 

Socios. 6 

(a) Todo negocio exento radicará anualmente ante el Secretario una planilla de 7 

contribución sobre ingresos, independientemente de la cantidad de su 8 

ingreso bruto o neto, separada de cualquier otra planilla que por otros 9 

motivos esté obligado a rendir con relación a las operaciones de la 10 

industria cubiertas por los beneficios provistos en esta Ley, y de acuerdo 11 

con el Código de Rentas Internas de Puerto Rico. El Secretario podrá 12 

compartir con la Oficina de Exención Contributiva la información así 13 

recibida, siempre y cuando se proteja la confidencialidad de dicha 14 

información. 15 

(b) Todo accionista o socio de un negocio exento que posea un decreto 16 

concedido bajo esta Ley, deberá rendir anualmente ante el Departamento 17 

de Hacienda una planilla de contribución sobre ingresos conforme a las 18 

disposiciones del Código de Rentas Internas de Puerto Rico, siempre que 19 

bajo dicho Código tuviera la obligación de así hacerlo. 20 

(c) El negocio exento tendrá la obligación de mantener en Puerto Rico, de 21 

forma separada, la contabilidad relativa a sus operaciones, así como los 22 
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récords y expedientes que sean necesarios, además de prestar y someter 1 

aquellas declaraciones juradas y cumplir con las reglas y reglamentos en 2 

vigor para el debido cumplimiento de los propósitos de esta Ley y que el 3 

Secretario pueda prescribir de tiempo en tiempo con relación a la 4 

imposición y recaudación de toda clase de contribuciones. 5 

(d) Todo negocio exento radicará anualmente en la Oficina de Exención, con 6 

copia al Secretario, no más tarde de treinta (30) días después de la fecha 7 

prescrita por ley para la radicación de la correspondiente planilla de 8 

contribución sobre ingresos, incluyendo las prórrogas concedidas para este 9 

propósito, un informe autenticado con la firma del Presidente, socio 10 

administrador, o su representante autorizado. Dicho informe deberá 11 

contener una relación de datos que reflejen el cumplimiento de las 12 

condiciones establecidas en el decreto con la información que se pueda 13 

requerir en el formulario que se promulgue para estos propósitos o que se 14 

requiera por Reglamento. Este informe deberá venir acompañado por los 15 

derechos que se dispongan por Reglamento y los mismos serán pagados 16 

con un giro postal o bancario o cheque certificado o por medios 17 

electrónicos a nombre del Secretario de Hacienda. La información ofrecida 18 

en este informe anual será utilizada para propósitos de estadísticas y 19 

estudios económicos, conforme se dispone en esta Ley. De igual forma, la 20 

Oficina de Exención habrá de realizar cada dos (2) años, cuando menos, 21 
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una auditoría de cumplimiento respecto a los términos y condiciones del 1 

decreto otorgado bajo esta Ley. 2 

(e) El Director podrá imponer una multa administrativa de diez mil (10,000) 3 

dólares a cualquier negocio exento que deje de radicar alguno de los 4 

informes que el Secretario o el Director le requiera, a tenor con lo dispuesto 5 

en los apartados (a) al (e) de este Artículo, o que radique los mismos 6 

después de la fecha de su vencimiento. La Oficina de Exención podrá 7 

iniciar una acción civil para el cobro de dicha multa administrativa en el 8 

Tribunal General de Primera Instancia de Puerto Rico, Sección Superior, 9 

Sala de San Juan, el cual tendrá jurisdicción exclusiva para entender en ese 10 

procedimiento.  La radicación de un informe incompleto se considerará 11 

como no radicado, si la agencia concernida notifica al negocio exento de 12 

alguna omisión en el informe requerido y dicho negocio exento no somete 13 

la información que falta dentro de quince (15) días de haber sido 14 

notificada, o no justifica razonablemente la falta de la misma. 15 

Artículo 15.-Reglamentos Bajo esta Ley.  16 

Para hacer efectivas las disposiciones y propósitos de esta Ley, el Secretario de 17 

Desarrollo Económico, en consulta con el Secretario, aprobará aquellos reglamentos que 18 

sean necesarios para regir todo lo concerniente a la forma y manera en que se solicitarán 19 

y concederán los decretos aquí contemplados. El Secretario aprobará reglamentación, en 20 

consulta con el Secretario de Desarrollo Económico, con relación a la concesión y cesión o 21 

venta de los créditos contributivos bajo el Artículo 4 de esta Ley. Estos reglamentos 22 
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estarán sujetos, además, a las disposiciones de la Ley 38-2017, conocida como la “Ley de 1 

Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico”.   2 

El Secretario podrá emitir reglamentos, determinaciones administrativas, cartas 3 

circulares o boletines informativos de carácter general sobre todo lo relacionado al 4 

cumplimento del negocio exento y el Fondo con las disposiciones del Código y de esta 5 

Ley. 6 

Artículo 16.-Aplicación del Código de Rentas Internas de Puerto Rico. 7 

El Código aplicará de forma supletoria en la medida en que sus disposiciones no 8 

estén en conflicto con las disposiciones de esta Ley. 9 

Artículo 17.-Proceso Especial para la Evaluación y Concesión de Permisos. 10 

(a) Proceso Especial.- Las agencias gubernamentales con injerencia en la 11 

tramitación de los permisos, consultas, licencias, franquicias, o 12 

certificaciones para Proyectos Prioritarios en zonas de oportunidad se 13 

regirán por lo establecido en esta Ley y se les dispensará del cumplimiento 14 

de los términos y procedimientos establecidos en la Ley 161-2009, según 15 

enmendada, conocida como la “Ley para la Reforma del Proceso de 16 

Permisos de Puerto Rico”, la Ley Núm. 75 de 24 de junio de 1975, según 17 

enmendada, conocida como “Ley Orgánica de la Junta de Planificación de 18 

Puerto Rico”, la Ley 81-1991, conocida como “Ley de Municipios 19 

Autónomos del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 1991” y la Ley 38-20 

2017, según enmendada, conocida como “Ley de Procedimiento 21 

Administrativo Uniforme del Gobierno” y los reglamentos promulgados al 22 
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amparo de las mismas.  Los requisitos sustantivos aplicables a los 1 

permisos, consultas, licencias, franquicias, consultas o certificación al serán 2 

los que establece la ley o reglamento que rige el referido trámite. 3 

(b) Jurisdicción.- Independientemente de lo dispuesto en cualquier otra ley, 4 

toda solicitud de permiso para un Proyecto Prioritario en zonas de 5 

oportunidad será evaluada por la Oficina de Gerencia de Permisos (OGPe), 6 

indistintamente de la ubicación del mismo y de cualquier convenio de 7 

transferencia de jerarquías que exista con el municipio donde ubica.   8 

(c) Plazo para Comentarios.- Las agencias o municipios a los cuales la OGPe 9 

les solicite comentarios, tendrán el término improrrogable de diez (10) días 10 

laborables desde la petición de comentarios  para presentar los mismos. De 11 

no recibir contestación, transcurrido dicho término de diez (10) días 12 

laborables, se entenderá como favorable  la propuesta. 13 

 (d) Plazo para Tramitar Documentos Ambientales.- Se establece un término de 14 

veinte (20) días laborables, desde el momento en que se radique el 15 

documento ambiental para un Proyecto Prioritario en zonas de 16 

oportunidad para que la OGPe exprese su conformidad u objeción de 17 

acuerdo a las disposiciones del Artículo 4(B)(3) de la Ley 416-2004, según 18 

enmendada, conocida como o “Ley sobre Política Pública Ambiental”.  Este 19 

término podrá ser prorrogado por la OGPe cuando el documento 20 

ambiental presentado esté incompleto, cuando haga falta información 21 

adicional o por otras razones meritorias. .  22 
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(1) La evaluación y determinación final en cuanto al documento 1 

ambiental se llevará a cabo por un Subcomité Interagencial de 2 

Cumplimiento Ambiental a ser creado por el Gobernador mediante 3 

Orden Ejecutiva, cuyos representantes tendrán facultad para 4 

evaluar y adjudicar los posibles impactos ambientales que podrían 5 

tener los proyectos a desarrollarse.   En situaciones extraordinarias, 6 

el voto mayoritario del Subcomité Interagencial podrá extender el 7 

término para evaluar y adjudicar los posibles impactos ambientales 8 

hasta un período no mayor de cuarenta y cinco (45) días.  De no 9 

haberse creado el Subcomité Interagencial de Cumplimiento 10 

Ambiental, se autoriza al Subcomité Interagencial de 11 

Cumplimiento Ambiental que haya sido creado por el Gobernador 12 

conforme la Ley 76-2000, según enmendada, a efectuar los trámites 13 

autorizados bajo este Artículo. 14 

(e)  Plazo para evaluar Consulta de Ubicación.- Una vez el Proyecto Prioritario 15 

en zonas de oportunidad haya obtenido la certificación de cumplimiento 16 

ambiental conforme al Artículo 4(B)(3) de la Ley 416-2004, según 17 

enmendada, la OGPe tendrá treinta (30) días laborables para evaluar la 18 

consulta de ubicación presentada para dicho proyecto, si alguna.  19 

(f)  Plazo para otros Permisos de Desarrollo.- Los permisos para urbanización, 20 

construcción, segregación (lotificación) y otros para desarrollo del Proyecto 21 

Prioritario en zonas de oportunidad,  que no sean una consulta de 22 
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ubicación y los otros permisos individuales, generales o consolidados bajo 1 

la jurisdicción de OGPe, serán evaluados por la OGPe, la cual tendrá diez 2 

(10) días laborables para evaluar los mismos una vez sea radicada 3 

satisfactoriamente la solicitud del permiso correspondiente.   4 

(g)  Notificaciones.- En todo procedimiento en el que se requiera notificar a 5 

partes interesadas, será suficiente la publicación de un solo aviso en dos (2) 6 

diarios de circulación general.  Se colocará, además, un rótulo en un lugar 7 

con exposición prominente que indique, entre otras cosas, el objeto de la 8 

obra o proyecto, la dirección en el Internet y el número de teléfono de la 9 

agencia pertinente. 10 

(h)   Reglamentos y Órdenes Administrativas.- Se faculta a la Oficina de 11 

Gerencia de Permisos (OGPe) a establecer procedimientos alternos para 12 

expeditar la concesión de permisos, licencias, endosos, consultas o 13 

certificaciones relacionadas con los Proyectos Prioritarios en zonas de 14 

oportunidad, cónsonas con los requisitos de esta Ley.  Durante el periodo 15 

que no se hayan establecidos tales procedimientos, la OGPe está 16 

autorizada a aplicar los procedimientos establecidos en los reglamentos 17 

que haya adoptado conforme a la Ley 76-2000, según enmendada, 18 

aplicándosele los plazos establecidos en esta Ley.  Se autoriza, además, a 19 

las agencias gubernamentales a emitir las órdenes administrativas que sean 20 

necesarias para poner en vigor y cumplir con los propósitos de esta Ley.   21 
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(i)  Prioridad.- Los proyectos que se vayan a llevar a cabo bajo las 1 

disposiciones de esta Ley tendrán prioridad en la programación de todas 2 

las agencias gubernamentales.  No obstante, los proyectos que cualifiquen 3 

como de emergencia conforme a la Ley 76-2000, según enmendada, 4 

tendrán prioridad sobre los Proyectos Prioritarios en zonas de oportunidad 5 

de ser presentados contemporáneamente.    6 

(j)  Solicitud de Revisión y Orden de Paralización.- La parte adversamente 7 

afectada por cualquier resolución u orden emitida por OGPe o alguna otra 8 

agencia con injerencia tendrá como único remedio presentar una solicitud 9 

de revisión ante el Tribunal de Apelaciones. Cualquier solicitud de 10 

revisión judicial de la agencia administrativa concernida deberá 11 

presentarse ante dicho tribunal, dentro del término jurisdiccional de veinte 12 

(20) días naturales, contados a partir de la fecha en que se archive en autos 13 

copia de la notificación de la resolución u orden final de la agencia. La 14 

parte recurrente notificará la presentación de la solicitud de revisión a la 15 

agencia recurrida y a todas las partes interesadas dentro del término 16 

establecido; disponiéndose, que el cumplimiento con dicha notificación 17 

será de carácter jurisdiccional. 18 

(1) Si el Tribunal de Apelaciones así lo solicita, la agencia 19 

administrativa en cuestión, elevará al Tribunal de Apelaciones los 20 

autos del caso, dentro de los diez (10) días naturales siguientes a la 21 

orden del Tribunal.  El Tribunal de Apelaciones atenderá la 22 
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revisión según se dispone en los Artículos 13.1(b) y 13.1(c) de la Ley 1 

161-2009, según enmendada. 2 

(2) La expedición de un auto de revisión no paralizará la autorización 3 

o la realización de una obra ni la implantación de una regla, 4 

reglamento, orden, resolución, determinación, tramitación, 5 

concesión o vigencia de cualquier permiso, licencia, endoso o 6 

certificación de una agencia o funcionario; la adjudicación de una 7 

subasta o el otorgamiento de un contrato emitido o surgido en 8 

torno a los proyectos que vayan a llevarse a cabo, a menos que el 9 

tribunal lo ordene expresamente para prevenir un daño irreparable, 10 

luego de considerar una moción en auxilio de jurisdicción a tales 11 

efectos.   Para que el tribunal emita dicha orden, la parte recurrente 12 

deberá probar que la misma es indispensable para proteger la 13 

jurisdicción del tribunal; que tiene una gran probabilidad de 14 

prevalecer en los méritos; que la orden de paralización no causará 15 

daño sustancial a las demás partes; que no perjudicará el interés 16 

público; que no existe una alternativa razonable para evitar los 17 

alegados daños; y que el daño no se podrá compensar mediante la 18 

concesión de un remedio monetario o cualquier otro remedio 19 

adecuado en derecho, todo ello de conformidad con lo dispuesto en 20 

el Código de Enjuiciamiento Civil de 1933. 21 
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(3) Cualquier orden del tribunal sólo podrá afectar aquel componente 1 

o componentes del proyecto que sea objeto de controversia en el 2 

caso y en donde esté envuelto un daño sustancial. 3 

(k)  Para propósitos de esta Ley, el término Proyectos Prioritarios en zonas de 4 

oportunidad incluirá proyectos acordados en un Contrato de Alianza de 5 

conformidad con la Ley 29-2009, según enmendada, conocida como la “Ley 6 

para las Alianzas Público-Privadas de Puerto Rico”. 7 

Artículo 18.-Interrelación con otras leyes. 8 

Las disposiciones de esta Ley no podrán utilizarse en conjunto con otras leyes de 9 

incentivos económicos o contributivos, de forma tal que el resultado de la utilización en 10 

conjunto de las leyes sea la obtención de beneficios contributivos, o de cualquier otra 11 

naturaleza, que excedan los beneficios a los cuales se tendría derecho bajo cualesquiera 12 

de las leyes individualmente.  No obstante, este Artículo no se entenderá como una 13 

limitación a la capacidad de un Fondo de Capital Privado bajo la Ley 185-2014, según 14 

enmendada, conocida como la “Ley de Fondo de Capital Privado”, de invertir en las 15 

acciones o participaciones de un Fondo o un negocio como parte las inversiones llevadas 16 

a cabo en cumplimiento con los requisitos de inversión de dicha ley y tampoco como una 17 

limitación a la aplicación de los beneficios de dicha ley conjuntamente con esta Ley.” 18 

Artículo 19.-Se enmienda el párrafo (3) y se añade un párrafo (41) al apartado (a) 19 

de la Sección 1010.01 de la Ley 1-2011, según enmendada,  conocida como el “Código de 20 

Rentas Internas de Puerto Rico de 2011”, para que se lea como sigue: 21 

“Sección 1010.01.-Definiciones 22 

http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/CÃ³digos/1-2011/1-2011.pdf
http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/CÃ³digos/1-2011/1-2011.pdf
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(a) … 1 

(1) … 2 

(2) … 3 

(3) Compañía de responsabilidad limitada. — El término “compañía 4 

de responsabilidad limitada” se refiere a aquellas entidades 5 

organizadas bajo el Capítulo XIX de la Ley Núm. 164 de 16 de 6 

diciembre de 2009, según enmendada, conocida como la “Ley 7 

General de Corporaciones”, [o] incluyendo aquellas entidades 8 

comúnmente denominadas como compañías de responsabilidad limitada en 9 

series, disponiéndose que cada serie de una compañía de responsabilidad 10 

limitada en series será tratada como una compañía de responsabilidad 11 

limitada separada para propósitos de este Subtítulo.  El término 12 

“compañía de responsabilidad limitada también se refiere a aquellas 13 

entidades organizadas bajo leyes análogas de cualquier estado de los 14 

Estados Unidos de América o de un país extranjero.  Para 15 

propósitos de este Subtítulo, las compañías de responsabilidad 16 

limitada estarán sujetas a tributación de la misma forma y manera 17 

que las corporaciones; disponiéndose, sin embargo, que podrán 18 

elegir ser tratadas para propósitos contributivos como sociedades, 19 

bajo las reglas aplicables a sociedades y socios contenidas en el 20 

Capítulo 7 de este Subtítulo, aunque sean compañías de un solo 21 

miembro. El Secretario establecerá, mediante reglamento, la forma 22 
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y manera de hacer dicha elección, así como la fecha límite para su 1 

radicación. Disponiéndose que, como norma general, dicha elección se 2 

hará al momento de presentar la planilla de contribución sobre ingresos del 3 

año de la elección. 4 

(A) Excepción.- Toda compañía de responsabilidad limitada 5 

extranjera que, por motivo de una elección o disposición de 6 

ley o reglamento bajo el Código de Rentas Internas Federal 7 

de 1986, Título 26 del Código de los Estados Unidos 8 

(“United States Code”), según enmendado, o disposición 9 

análoga de un país extranjero, se trate como una sociedad o 10 

cuyos ingresos y gastos se atribuyan a sus miembros para 11 

propósitos de la contribución sobre ingresos federal o del 12 

país extranjero, se tratará como una sociedad para 13 

propósitos de este Subtítulo, sujeta a las disposiciones del 14 

Capítulo 7, y no será elegible para tributar como 15 

corporación. 16 

(B) .… 17 

(4) … 18 

… 19 

(41) Industria o negocio.  Según se utilizan en las Secciones 1062.08, 1062.11, 20 

1091.01 y 1092.01, el término “dedicados a industria o negocio en Puerto 21 
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Rico” o “dedicadas a industria o negocio en Puerto Rico”, según sea el 1 

caso, no incluye: 2 

(A)  Traficar en valores (“trading in securities”) 3 

(i) Acciones y valores. 4 

(I) En general. La realización en Puerto Rico de 5 

operaciones de traficar en acciones o valores, 6 

mediante corredor residente, agente residente, 7 

custodio residente o cualquier otro agente residente 8 

independiente. 9 

(II) Operaciones por cuenta propia del contribuyente.  10 

La realización de operaciones de traficar en acciones 11 

o valores por cuenta propia del contribuyente, ya 12 

sea por el mismo contribuyente o a través de sus 13 

empleados o de un corredor residente, agente 14 

residente, custodio residente o cualquier otro agente 15 

residente, tengan o no sus empleados o agentes la 16 

autoridad y discreción para tomar decisiones a la 17 

hora de ejecutar las operaciones. Esta cláusula no es 18 

de aplicación en el caso de traficantes de acciones o 19 

valores. 20 

(B) Limitación.-  El inciso (A)(i)(I) será de aplicación solo si, en 21 

ningún momento durante el año contributivo el contribuyente 22 
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tiene una oficina u otro local fijo de negocios en Puerto Rico a 1 

través del cual se ejecutan, o se dan las directrices para llevar a 2 

cabo, las operaciones en acciones o valores, o en artículos, según 3 

sea el caso. 4 

(b)  …” 5 

Artículo 20.-Se añade la Sección 1031.06 a la  Ley 1-2011, según enmendada,  6 

conocida como el “Código de Rentas Internas de Puerto Rico de 2011”, para que se lea 7 

como sigue: 8 

“Sección 1031.06.-Reglas especiales para ganancias de capital invertidas en un 9 

fondo de oportunidad elegible. 10 

(a) En general.- 11 

(1) Tratamiento de las ganancias de capital.- En el caso de una ganancia 12 

derivada de la venta o la permuta de un activo de capital entre un 13 

contribuyente y una persona no relacionada, a la elección del 14 

contribuyente- 15 

(A) su ingreso bruto para un año contributivo, a los fines de la Sección 16 

1031.01, no incluirá la porción de dicha ganancia que no exceda el 17 

monto agregado que invierta dicho contribuyente en un fondo de 18 

oportunidad elegible dentro los ciento ochenta (180) días contados 19 

desde el día de tal venta o permuta; 20 

(B) El monto de la ganancia no incluido del ingreso bruto bajo el inciso 21 

(A) se incluirá en el ingreso bruto según dispone el apartado (b), y 22 

http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/CÃ³digos/1-2011/1-2011.pdf
http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/CÃ³digos/1-2011/1-2011.pdf
http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/CÃ³digos/1-2011/1-2011.pdf
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(C) aplicará el apartado (c) de esta Sección. 1 

(2) Tratamiento de las ganancias de capital para propósitos del apartado (b) de 2 

la Sección 1022.04.- Para fines del apartado (b) de la Sección 1022.04, el 3 

monto de la ganancia de capital no incluido bajo el inciso (A) del párrafo 4 

(1) del apartado (a) no formará parte del “ingreso neto ajustado según los 5 

libros” del contribuyente. 6 

(3) Elección.- Ninguna elección podrá hacerse al amparo del párrafo (1)- 7 

(A) respecto a la venta o permuta si una elección previamente hecha 8 

con relación a dicha venta o permuta se encuentra en vigor, o 9 

(B) respecto a cualquier venta o permuta efectuada luego del 31 de 10 

diciembre de 2026. 11 

(b) Diferimiento de la ganancia de capital invertida en un fondo de oportunidad 12 

elegible. 13 

(1) Año de inclusión. – La ganancia a la cual le aplica el inciso (B) del párrafo 14 

(1) del apartado (a) será incluida en el ingreso bruto del año contributivo 15 

que incluya lo más temprano de: 16 

(A) la fecha en la cual la inversión en el fondo de oportunidad elegible 17 

es vendida o permutada; o 18 

(B) el 31 de diciembre de 2026. 19 

(2) Cantidad a ser incluida en el ingreso bruto. 20 
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(A) En general. La cantidad de la ganancia de capital a ser incluida en 1 

el ingreso bruto del contribuyente al amparo del párrafo (1) de este 2 

apartado será el exceso de: 3 

(i) lo menor del monto de la ganancia de capital excluida bajo 4 

el inciso (A) del párrafo (1) del apartado (a) o el justo valor 5 

en el mercado de la inversión, según determinado a la fecha 6 

descrita en el párrafo (1) de este apartado, sobre 7 

(ii) la base del contribuyente en la inversión en el fondo de 8 

oportunidad elegible. 9 

(B) Determinación de base del contribuyente en la inversión en el 10 

fondo de oportunidad elegible. 11 

(i) En general. Excepto se disponga de otra manera en esta 12 

cláusula o en el apartado (c), la base del contribuyente en la 13 

inversión en el fondo de oportunidad elegible será cero. 14 

(ii) Aumento debido a la ganancia de capital reconocida bajo el 15 

párrafo (1) del apartado (b). La base del contribuyente en la 16 

inversión en el fondo de oportunidad elegible será 17 

aumentada por el monto de la ganancia incluida en el 18 

ingreso bruto bajo el párrafo (1) del apartado (b) respecto a 19 

dicha propiedad. 20 

(iii) Inversiones en un fondo de oportunidad elegible poseídas 21 

por cinco (5) años. En el caso de cualquier inversión en el 22 
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fondo de oportunidad elegible poseída durante al menos 1 

cinco (5) años, la base de dicha inversión será aumentada 2 

por una cantidad igual al diez (10) por ciento del monto de 3 

la ganancia diferida bajo del inciso (A) del párrafo (1) del 4 

apartado (a). 5 

(iv) Inversiones en un fondo de oportunidad elegible poseídas 6 

por siete (7) años. En el caso de cualquier inversión en el 7 

fondo de oportunidad elegible poseída por el contribuyente 8 

durante al menos (7) años, la base de dicha propiedad será 9 

aumentada, además de por cualquier ajuste efectuado al 10 

amparo de la cláusula (iii), por una cantidad igual al cinco 11 

(5) por ciento de la ganancia diferida bajo el inciso (A) del 12 

párrafo (1) del apartado (a). 13 

(3) Tratamiento de ganancias de capital para propósitos del apartado (b) de la 14 

Sección 1022.04.- A los fines del apartado (b) de la Sección 1022.04, el 15 

monto de la ganancia reconocido como ingreso bruto bajo el párrafo (1) del 16 

apartado (b) se incluirá en el “ingreso neto ajustado según los libros” del 17 

contribuyente. 18 

(c) Regla especial para inversiones en un fondo de oportunidad elegible poseídas 19 

durante al menos diez (10) años.- En el caso de una inversión en un fondo de 20 

oportunidad elegible poseída por el contribuyente durante al menos diez (10) años 21 

y respecto a la cual el contribuyente efectuó una elección al amparo de esta sección, 22 
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la base del contribuyente en la inversión en el fondo de oportunidad elegible será 1 

igual a su justo valor en el mercado a la fecha de la venta o permuta. 2 

(d) Definiciones. 3 

(1) Fondo de oportunidad elegible.- El término “fondo de oportunidad 4 

elegible” significa una entidad que reúne los siguientes requisitos: 5 

(A) la entidad es un fondo de oportunidad calificado bajo la Sección 6 

1400Z-2 del Código de Rentas Internas de los Estados Unidos de 7 

1986, según enmendado, y 8 

(B) la propiedad de la entidad, o de una corporación o una sociedad en 9 

la cual la entidad adquiere acciones o intereses en sociedad, ubica 10 

en la zona de oportunidad calificada (según dicho término se define 11 

en párrafo (2) del apartado (d) de la Sección 1400Z-2 del Código de 12 

Rentas Internas de los Estados Unidos de 1986, según enmendado) 13 

y consiste en propiedad localizada en Puerto Rico. 14 

(2) Contribuyente.- 15 

(A) En general.- El término “contribuyente” significa un individuo, 16 

fideicomiso, sucesión, corporación, sociedad o una corporación de 17 

individuos. 18 

(B) Reglas especiales para sociedades y corporaciones de individuos.- 19 

En el caso de una porción de una ganancia de capital derivada por 20 

una sociedad o una corporación de individuos y respecto a la cual 21 

la sociedad o corporación de individuos no efectúa una elección 22 
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bajo el párrafo (1) del apartado (a), los socios o accionistas de una 1 

sociedad o corporación de individuos pueden ser tratados como un 2 

contribuyente respecto a sus participaciones distribuibles en dicha 3 

ganancia y hacer una elección bajo el párrafo (1) del apartado (a). 4 

En estos casos, el período de ciento ochenta (180) días preceptuado 5 

en el inciso (A) del párrafo (1) del apartado (a) comenzará al día 6 

siguiente del último día del año contributivo de la sociedad o 7 

corporación de individuos. 8 

(e) Reglas aplicables. 9 

(1) Tratamiento de las inversiones con fondos mixtos.- En el caso de cualquier 10 

inversión en un fondo de oportunidad elegible en el cual la elección bajo el 11 

apartado (a) se encuentra en vigor solamente respecto una porción de las 12 

inversiones en dicho fondo de oportunidad elegible- 13 

(A) dicha inversión en el fondo de oportunidad elegible deberá ser 14 

tratada como dos (2) inversiones separadas consistentes de: 15 

(i) una (1) inversión que solamente incluye cantidades para 16 

las cuales la elección bajo el apartado (a) aplica, y 17 

(ii) una (1) inversión separada consistente de otras cantidades, 18 

y 19 

(B) los apartados (a), (b) y (c) solamente aplicarán a la inversión 20 

descrita en la cláusula (i) del inciso (A). 21 
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(2) Personas relacionadas.- Para fines de esta sección, una persona está 1 

relacionada a otra si dichas personas están descritas en el apartado (b) de 2 

la Sección 1010.05 o son personas descritas en el apartado (b) de la Sección 3 

1033.17, determinadas sustituyendo “veinte (20) por ciento” por 4 

“cincuenta (50) por ciento” en cada ocasión que se utiliza en tales 5 

secciones. 6 

(3) Finados.- En el caso de un finado, cantidades reconocidas bajo esta sección 7 

serán incluibles en el ingreso bruto según dispone la Sección 1032.03, si 8 

no fueron incluidas propiamente en el ingreso bruto del finado. 9 

(4) Reglamento.- El Secretario deberá promulgar los reglamentos necesarios o 10 

apropiados para lograr los propósitos de esta sección, incluyendo- 11 

(A) reglas para la certificación de fondos de oportunidad elegibles para 12 

fines de esta sección, y 13 

(B) reglas para prevenir el abuso.” 14 

Artículo 21.-Se enmienda el apartado (a) del Artículo 5 de la Ley 22-2012, 15 

conocida como la “Ley Para Incentivar el Traslado de Individuos Inversionistas a Puerto 16 

Rico” para que se lea como sigue: 17 

“Artículo 5.-Contribución Especial a Individuo Residente Inversionista 18 

sobre Ganancia Neta de Capital a Largo Plazo.-  19 

(a) Apreciación antes de convertirse en residente de Puerto Rico.-  Excepto por 20 

lo dispuesto por la Sección 1031.06 del Código, la parte de la ganancia neta de 21 

capital a largo plazo generada por un Individuo Residente Inversionista 22 
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que sea atribuible a cualquier apreciación que tuviesen valores poseídos por 1 

éste antes de convertirse en residente de Puerto Rico, que sea reconocida 2 

luego de transcurridos diez (10) años de convertirse en residente de Puerto 3 

Rico, y antes del 1 de enero de 2036, estará sujeta al pago de una 4 

contribución de cinco por ciento (5%), en lugar de cualesquiera otras 5 

contribuciones impuestas por el Código, y no estará sujeta a la contribución 6 

básica alterna provista por el Subtítulo A del Código. Si dicha apreciación 7 

es reconocida en cualquier otro momento, la ganancia neta de capital a 8 

largo plazo en relación con dichos valores, estará sujeta al pago de 9 

contribuciones sobre ingresos conforme al tratamiento contributivo 10 

provisto en el Código, incluyendo lo dispuesto por la Sección 1031.06 del Código. 11 

El monto de esta ganancia neta de capital a largo plazo estará limitado a la 12 

porción de la ganancia que se relacione a la apreciación que tuvieron los 13 

valores mientras el Individuo Residente Inversionista vivía fuera de Puerto 14 

Rico. Disponiéndose que, para años contributivos comenzados luego del 31 15 

de diciembre de 2016, dicha ganancia de capital será considerada ingreso de 16 

fuentes fuera de Puerto Rico para propósitos de la contribución sobre 17 

ingresos dispuesta en el Código.” 18 

Artículo 22.-Se enmienda el Artículo 3 de la Ley 185-2014, según enmendada, 19 

conocida como la “Ley de Fondo de Capital Privado” para que se lea como sigue: 20 

“Artículo 3.-Elegibilidad.  21 

(a) … 22 
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 (1) …  1 

… 2 

(10) en el caso de una sociedad extranjera o compañía de 3 

responsabilidad limitada extranjera, [deberá estar dedicada a 4 

industria o negocio en Puerto Rico y derivar por lo menos el] 5 

ochenta (80) por ciento o más de su ingreso bruto [por concepto de 6 

ingresos de fuentes de Puerto Rico o ingresos relacionado o 7 

tratado como realmente relacionado con la explotación de una 8 

industria o negocio en Puerto Rico a tenor con las disposiciones 9 

del Código] es generado por las actividades de la oficina de dicha entidad 10 

en Puerto Rico.”  11 

Artículo 23.-Se enmienda el Artículo 4 de la Ley 185-2014, según enmendada, 12 

conocida como la “Ley de Fondo de Capital Privado” para que se lea como sigue: 13 

“Artículo 4.-Elección de Fondo de Capital Privado 14 

(a) Cualquier entidad que cumpla con los requisitos de elegibilidad 15 

mencionados en el Artículo 3 de esta Ley podrá elegir ser tratada como un 16 

Fondo solo si se considera como un comerciante registrado para propósitos del 17 

subtítulo D del Código y notifica dicha elección al Secretario de Hacienda no 18 

más tarde del último día del tercer mes a partir de la fecha de creación del 19 

Fondo. El Secretario de Hacienda mediante reglamento, carta circular, 20 

determinación administrativa o cualquier otro documento de carácter 21 

general establecerá la forma y manera en que la entidad deberá hacer la 22 
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elección para ser tratada como un Fondo, incluyendo requerir que la elección 1 

se someta por mecanismos electrónicos. 2 

(b)  ...” 3 

Artículo 24.-Se añade un nuevo Artículo 84A a la Ley 19-2017 que lea como sigue: 4 

“Artículo 84A.-Prioridad de Proyectos Estratégicos. 5 

Para los proyectos declarados como estratégicos bajo el Artículo 84 de esta Ley, la 6 

OGPe establecerá términos y procedimientos para atender los mismos con celeridad.  7 

Únicamente tendrán prioridad sobre los proyectos declarados como estratégicos, los 8 

que cualifiquen como de emergencia conforme a la Ley 76-2000, según enmendada, y los 9 

Proyectos Prioritarios en Zona de Oportunidad bajo la “Ley de Desarrollo de Zonas de 10 

Oportunidad y Desarrollo Económico de Puerto Rico de 2018”, en ese orden.  11 

Mientras no se adopte un Reglamento sobre los procesos y términos para darle 12 

celeridad a los proyectos estratégicos, serán de aplicación los términos dispuestos en la 13 

“Ley de Desarrollo de Zonas de Oportunidad y Desarrollo Económico de Puerto Rico de 14 

2018”. 15 

Artículo 25.-Normas para la interpretación de la Ley. 16 

Las disposiciones de esta Ley serán interpretadas liberalmente con el propósito 17 

de promover el desarrollo e implantación de la política pública enunciada en su 18 

Exposición de Motivos y Declaración de Política Pública y llevar a cabo cualesquiera 19 

otros propósitos enunciados en esta Ley. 20 

Artículo 26.-Separabilidad y Reglas de Interpretación en Caso de Otras Leyes 21 

Conflictivas. 22 
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Si cualquier Sección, apartado, párrafo, inciso, cláusula, frase o parte de esta Ley 1 

fuese declarada inconstitucional por un tribunal de jurisdicción competente, la 2 

sentencia dictada a ese efecto no afectará, perjudicará o invalidará el resto de esta Ley, 3 

quedando sus efectos limitados a la sección, apartado, párrafo, inciso, cláusula, frase o 4 

parte de esta Ley que fuere así declarada inconstitucional. 5 

Artículo 27.-Cláusula de Vigencia. 6 

Esta Ley comenzará inmediatamente después de su aprobación. 7 
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GOBIERNO DE PUERTO RICO 
 

18 va Asamblea 2da Sesión 
 Legislativa  Extraordinaria 
 

SENADO DE PUERTO RICO 

P. del S. 1035 
5 de julio de 2018 

Presentado por el señor Dalmau Ramírez 

Coautor el señor Romero Lugo 

Referido a la Comisión de Gobierno 
 

LEY 
 
Para crear la “Ley de Transparencia Financiera del Gobierno de Puerto Rico”, con el 

propósito de que todas las agencias del Gobierno de Puerto Rico, las corporaciones 
públicas y los municipios, suscriban un acuerdo colaborativo con el Instituto de 
Estadísticas de Puerto Rico para integrarse a su plataforma de transparencia 
financiera; y para otros fines relacionados. 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Según el Fondo Monetario Internacional (FMI), la transparencia financiera es “el 

acceso del público a la información fiscal de manera completa y confiable sobre las 

actividades pasadas, presentes y futuras del gobierno, pero también de los posibles 

riesgos para las perspectivas fiscales que permitan la adopción de medidas oportunas 

de política fiscal”. 

La transparencia fiscal constituye un elemento fundamental de la rendición de 

cuentas del Gobierno hacia sus ciudadanos, ya que obliga a las instituciones públicas a 

divulgar un panorama exacto de sus transacciones, así como a evaluar los ingresos, 

costos, beneficios y riesgos potenciales que pueden afectar sus metas. Del mismo modo, 

provee para que la ciudadanía supervise dichas transacciones y exija cuentas claras por 

el uso de su dinero. 
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El Instituto de Estadísticas de Puerto Rico creó el Sistema de Transparencia 

Financiera del Gobierno de Puerto Rico «www.transparenciafinanciera.pr», a través del 

cual la ciudadanía puede obtener un desglose de la inversión en recursos y operación 

incurrida por esta entidad gubernamental desde su fundación hasta el presente. Al 

momento, provee información detallada de las transacciones del Instituto de Cultura 

Puertorriqueña, del Municipio de Toa Baja, de la Junta de Supervisión y Administración 

Financiera para Puerto Rico y del Instituto de Estadísticas de Puerto Rico en relación a 

varios años. Esto, con la intención de servir de ejemplo y motivar a todas las entidades 

públicas a hacer lo propio. La herramienta está disponible gratuitamente para todas las 

agencias del Gobierno de Puerto Rico, incluyendo los municipios, que tengan la 

voluntad de ser transparentes. 

Recientemente, los municipios de Yauco, Gurabo, Loíza y Caguas se unieron al 

Municipio de Toa Baja y firmaron acuerdos colaborativos con el Instituto de Estadísticas 

de Puerto Rico para integrarse a su plataforma de transparencia financiera, mediante la 

cual se divulgarán todas sus transacciones, evaluaciones de ingresos, costos y 

beneficios, permitiendo al público la fiscalización de su actividad financiera. 

Otras jurisdicciones en los Estados Unidos, como las ciudades de Los Ángeles en 

el estado de California y Chicago en el estado de Illinois, además de los estados de New 

Hampshire, New York y Massachusetts, utilizan la misma plataforma o plataformas 

similares a la del Instituto de Estadísticas de Puerto Rico, mediante las cuales publican 

detalladamente todos los bienes y servicios que adquieren,  la distribución y uso del 

presupuesto (todos los ingresos y gastos), nómina de empleados, número de 

transacciones, contratos otorgados y su cuantía, informes anuales sobre el pago de 

horas extra por empleados con sus respectivos nombres y cargos que ocupan, salarios 

de empleados públicos, el pago de nómina, reclutamiento de nuevos empleados , los 

beneficios de retiro a empleados y maestros, detalle de transacciones de la policía y 

hasta acuerdos y transacciones judiciales con fondos públicos. 
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Esta Asamblea Legislativa continúa con su compromiso de mejorar y maximizar 

la transparencia del Gobierno de Puerto Rico. En esa dirección, se entiende que es un 

deber ineludible cambiar hacia una cultura de trasparencia y rendición de cuentas. La 

transparencia financiera gubernamental es un paso necesario e importante para que la 

ciudadanía recobre la confianza en la administración pública.  

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Artículo 1.- Título. 1 

 Esta Ley se conocerá como la “Ley de Transparencia Financiera del Gobierno 2 

de Puerto Rico”. 3 

Artículo 2.- Política Pública. 4 

 Se reitera la política pública del Gobierno de Puerto Rico, establecida en la 5 

Ley 209-2003, según enmendada, conocida como la “Ley del Instituto de Estadísticas 6 

de Puerto Rico”, que promueve cambios en los sistemas de recopilación de datos y 7 

estadísticas para que éstos sean completos, confiables y de rápido y universal acceso. 8 

Artículo 3.- Acuerdo colaborativo. 9 

Todas las agencias del Gobierno de Puerto Rico, así como las corporaciones 10 

públicas y los municipios, suscribirán de manera voluntaria, un acuerdo colaborativo 11 

con el Instituto de Estadísticas de Puerto Rico para integrarse al Sistema de 12 

Transparencia Financiera del Gobierno de Puerto Rico, mediante el cual se 13 

divulgarán todas sus transacciones, pagos y gastos, evaluaciones de ingresos, costos 14 

y beneficios, para permitir al público la fiscalización de su actividad financiera. 15 

En el acuerdo colaborativo se establecerá toda la información específica que 16 

las agencias, corporaciones públicas y municipios suministrarán de forma electrónica 17 
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al Instituto de Estadísticas de Puerto Rico, así como la frecuencia con la que la misma 1 

debe ser suministrada. 2 

Artículo 4.- Reglamentación y cumplimiento. 3 

El Instituto de Estadísticas de Puerto Rico, así como todas las agencias y 4 

corporaciones públicas del Gobierno de Puerto Rico, incluyendo los municipios, 5 

tendrán hasta el 1 de julio de 2019 para dar cumplimiento a las disposiciones de esta 6 

Ley. A tales fines, el Instituto de Estadísticas de Puerto Rico establecerá un plan de 7 

trabajo mediante el cual podrá delinear un proceso escalonado para suscribir los 8 

acuerdos colaborativos e integrar a las agencias, corporaciones públicas y municipios 9 

al Sistema de Transparencia Financiera del Gobierno de Puerto Rico. Todas las 10 

agencias, corporaciones públicas y municipios deberán haber suscrito los acuerdos 11 

colaborativos, registrado los mismos en la Oficina del Contralor de Puerto Rico y 12 

estar integradas al referido Sistema en o antes de la fecha antes mencionada. 13 

El Instituto de Estadísticas de Puerto Rico queda facultado para establecer y/o 14 

enmendar la reglamentación necesaria para dar cumplimiento a las disposiciones de 15 

esta Ley, así como a establecer mediante carta normativa las normas específicas para 16 

su implantación. Además, el Instituto de Estadísticas de Puerto Rico podrá utilizar 17 

todas las facultades que le han sido delegadas, según se dispone en la Ley 209-2003, 18 

según enmendada, conocida como la “Ley del Instituto de Estadísticas de Puerto 19 

Rico”, y cualquier otro estatuto que le sea aplicable, para garantizar que las agencias, 20 

corporaciones públicas y los municipios den fiel cumplimiento a las disposiciones de 21 

esta Ley. 22 
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Artículo 5.- Supremacía. 1 

Las disposiciones de esta Ley prevalecerán sobre cualquier otra disposición de 2 

ley, reglamento o norma que no estuviere en armonía con ellas. 3 

Artículo 6.- Cláusula de separabilidad. 4 

Si cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, 5 

disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta 6 

Ley fuera anulada o declarada inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a 7 

tal efecto dictada no afectará, perjudicará, ni invalidará el remanente de esta Ley. El 8 

efecto de dicha sentencia quedará limitado a la cláusula, párrafo, subpárrafo, 9 

oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, 10 

subcapítulo, acápite o parte de la misma que así hubiere sido anulada o declarada 11 

inconstitucional. Si la aplicación a una persona o a una circunstancia de cualquier 12 

cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, 13 

subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley fuera invalidada 14 

o declarada inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a tal efecto dictada 15 

no afectará ni invalidará la aplicación del remanente de esta Ley a aquellas personas 16 

o circunstancias en las que se pueda aplicar válidamente. Es la voluntad expresa e 17 

inequívoca de esta Asamblea Legislativa que los tribunales hagan cumplir las 18 

disposiciones y la aplicación de esta Ley en la mayor medida posible, aunque se deje 19 

sin efecto, anule, invalide, perjudique o declare inconstitucional alguna de sus 20 

partes, o aunque se deje sin efecto, invalide o declare inconstitucional su aplicación a 21 

alguna persona o circunstancia. 22 
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Artículo 7.- Vigencia. 1 

Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación. 2 

 



TEXTO APROBADO EN VOTACION FINAL POR EL SENADO 
(8 DE NOVIEMBRE DE 2018) 

 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 
 

18 va. Asamblea 4 ta. Sesión 
 Legislativa  Ordinaria 
 

SENADO DE PUERTO RICO 

P. del S. 1102 

1 de octubre de 2018 

Presentado por el señor Rivera Schatz (Por Petición) 

Referido a la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura 

 

LEY 
 
Para enmendar el Artículo 3.13 de la Ley 22-2000, según enmendada, conocida como 

“Ley de Vehículos y Tránsito de Puerto Rico”, a los fines de incluir en el referido 
estatuto que las personas con Trastorno del Espectro Autista o con Síndrome de 
Down puedan solicitar al Secretario del Departamento de Transportación y Obras 
Públicas de Puerto Rico que se incluya su condición en la licencia de conducir.   

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La Carta de Derechos de la Constitución de Puerto Rico impone al Gobierno la 

responsabilidad de proteger, defender y fomentar circunstancias que propendan a la 

igual calidad de vida de todos los puertorriqueños. 

El Síndrome de Down, consiste de una alteración cromosómica en el par 21, 

siendo la trisomía 21 la primera alteración humana identificada.  Este síndrome se 

produce de forma natural y sin justificación alguna.   

Las personas que tienen Síndrome de Down son más propensas a padecer de 

defectos congénitos del corazón, discapacidad intelectual, problemas respiratorios, de 

audición, problemas de visión, además de enfermedades como alzheimer, la leucemia 

infantil o problema de tiroides.  Sin embargo, hoy día existe tratamiento para la mayoría 
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de estas condiciones o enfermedades, por lo que una persona con Síndrome de Down 

puede vivir una vida saludable.   

Por su parte, el Trastorno del Espectro Autista es un trastorno neurológico 

complejo que generalmente dura toda la vida.  Las personas con autismo se desarrollan 

de manera diferente a otras personas, tienden a tener problemas sociales y de 

comunicación, y su ritmo del desarrollo socio-emocional es diferente.  También, está 

asociado con rutinas y comportamientos repetitivos, tales como arreglar objetos 

obsesivamente o seguir rutinas muy específicas.  Esto se debe a que el cerebro de estas 

personas maneja información sensorial en una forma diferente a otros individuos. 

Es nuestra responsabilidad trabajar continuamente para mejorar la calidad de 

vida de nuestros constituyentes y los sectores más vulnerables.  Las personas con 

Trastorno del Espectro Autista o con Síndrome de Down, son parte integral de nuestra 

sociedad, por lo que, el Gobierno de Puerto Rico está comprometido en lograr que estas 

personas puedan disfrutar de una mejor calidad de vida.  

 Actualmente la Ley 22-2000, según enmendada, conocida como “Ley de 

Vehículos y Tránsito de Puerto Rico”, provee para que, entre otras cosas, a solicitud de 

una persona se incluya en su licencia de conducir información sobre si ésta tiene 

pérdida de la capacidad auditiva y el grado de la misma.  De esta forma se les brinda 

una alternativa para que su identificación, en este caso la licencia de conducir, pueda 

demostrar su condición.  Esto con el propósito de que en situaciones cotidianas o de 

emergencia se procure brindarles un trato adecuado.  Por tanto, es meritorio enmendar 

la Ley 22, supra, para brindarles esta oportunidad a las personas con Trastorno del 

Espectro Autista o con Síndrome de Down. 

Es por ello que, esta Asamblea Legislativa entiende pertinente enmendar la Ley 

22, supra, a los fines de incluir en el referido estatuto que las personas con Trastorno del 

Espectro Autista o con Síndrome de Down, puedan solicitar al Secretario del 

Departamento de Transportación y Obras Públicas de Puerto Rico que se incluya su 

condición en la licencia de conducir.   
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DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se enmienda el Artículo 3.13 de la Ley 22-2000, según enmendada, 1 

conocida como “Ley de Vehículos y Tránsito de Puerto Rico”, para que lea como 2 

sigue: 3 

“Artículo 3.13. — Certificados de Licencia de Conducir. 4 

… 5 

El certificado contendrá, en español e inglés, el nombre y demás datos 6 

descriptivos de la persona a quien se le expida, una fotografía digital de busto en que 7 

sus facciones sean claramente reconocibles, fecha de nacimiento, género de la 8 

persona, dirección residencial, firma o marca digital del conductor (la cual será 9 

añadida en presencia de un agente autorizado por el Departamento para garantizar 10 

la firma o marca digital de conductor); o cualquier otro sistema biométrico que 11 

disponga el Secretario, tipo de sangre, número de identificación de la licencia que 12 

haya designado el Secretario mediante reglamento, designación de veteranos (para 13 

aquellas personas que cualifiquen y presenten evidencia como veteranos de las 14 

Fuerzas Armadas mediante la certificación DD214 que evidencie que el servicio se 15 

caracterizó como honorable), tipo de licencia concedida, restricciones aplicables si 16 

alguna, y fechas de expedición y expiración de la misma. Además, el Secretario 17 

incluirá en el certificado de licencia de conducir aquella información que a su juicio 18 

estime pertinente, incluyendo, como mínimo, si es o no donante de órganos 19 

anatómicos o tejidos, de acuerdo con las leyes aplicables. Así también, a solicitud del 20 

poseedor del certificado de licencia, el Secretario incluirá si tiene pérdida de la 21 
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capacidad auditiva y el grado de la misma, si padece de Trastorno del Espectro 1 

Autista o Síndrome de Down.  No obstante, en el caso de las licencias de conducir 2 

provisionales autorizadas mediante el Artículo 3.26 de esta Ley y las licencias de 3 

aprendizaje provisionales autorizadas mediante el Artículo 3.27 de esta Ley, el 4 

Secretario no podrá incluir información en las referidas licencias sobre el estatus 5 

migratorio o la ciudadanía de la persona a quien se le ha expedido tal licencia. 6 

La tarjeta de identificación incluirá también, puntos de seguridad diseñados para 7 

prevenir la falsificación o duplicación del documento para propósitos fraudulentos y 8 

la misma deberá contener tecnología legible por una máquina común, con los 9 

elementos de datos mínimos definidos por el Departamento de Seguridad Nacional 10 

(Department of Homeland Security). 11 

…” 12 

Sección 2.-  El Departamento de Transportación y Obras Públicas tendrá 60 días 13 

a partir de la fecha de aprobación de esta medida para completar el trámite, la 14 

programación y reglamentación correspondiente para poder cumplir con lo 15 

dispuesto en esta Ley.  16 

Sección 3.- Vigencia  17 

Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación. 18 

 



TEXTO APROBADO EN VOTACION FINAL POR EL SENADO 
(8 DE NOVIEMBRE DE 2018) 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 
 

18 va. Asamblea 4 ta. Sesión 
 Legislativa  Ordinaria 
 

SENADO DE PUERTO RICO 

P. del S. 1103 
  1 de octubre de 2018 

Presentado por el señor Rivera Schatz 

Referido a la Comisión de Turismo y Cultura 
 

LEY 
 
Para crear la Ley para el establecimiento de rutas o zonas de interés turístico en el 

Municipio de Loíza; autorizar a la Compañía de Turismo de Puerto Rico a crear un 
Comité Asesor compuesto por el Instituto de Cultura Puertorriqueña, un miembro 
nombrado por el Presidente del Senado de Puerto Rico, un miembro nombrado por 
el Presidente de la Cámara de Representantes, un representante de los comerciantes 
loiceños y un representante del Municipio de Loíza, los cuales establecerán las rutas 
o zonas de interés turísticos; rendir un informe en las Secretarías de ambos Cuerpos 
Legislativos; autorizar a la Compañía de Turismo de Puerto Rico y al Instituto de 
Cultura Puertorriqueña al desarrollo conjunto de planes de mercadeo, promoción y 
apoyo de estos sectores; rendir un plan integrado, aprobado anualmente, a las 
Secretarías de ambos Cuerpos Legislativos; y para otros fines relacionados. 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Loíza es un pueblo en el que se han conservado nuestras raíces.  Es uno de los 

pueblos donde se puede apreciar nuestra cultura, tradiciones y la historia 

puertorriqueña.  Todo esto, manifestado a través de la música, el baile de bomba y 

plena y su gastronomía.  Es por ello que, Loíza es conocida como “La Capital de la 

Tradición”. 

Loíza se encuentra ubicado en el noreste de nuestra isla con un área de 

diecinueve punto cuatro millas cuadradas (19.4 millas2); posee lugares de interés 
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turístico a lo largo de la costa, en especial desde Punta Cangrejos hasta la playa de Vacía 

Talega.  Entre otros atractivos encontramos: el Río Grande de Loíza que nace en el 

barrio Espino de San Lorenzo y desemboca en el barrio Loíza Aldea, siendo uno de los 

más largos y caudalosos de Puerto Rico; la Parroquia del Espíritu Santo con su santo 

patrón,  San Patricio, la cual es la más antigua de Puerto Rico y pertenece al Registro 

Nacional de Lugares Históricos del Gobierno de los Estados Unidos; la Cueva María de 

la Cruz o de los Indios, que se caracteriza por su claridad y amplitud; el Bosque Estatal 

de Piñones, único en su clase por la riqueza de su ecosistema; el Centro de Artesanía de 

la Familia Ayala; el Centro Cultural de la Comunidad de Piñones (COPI), el Parque 

Julia de Burgos, entre otros.   

Loíza posee unas hermosas y reconocidas playas, entre ellas, la Playa Aviones y 

Playa Vacía Talega; y sus lagunas, Laguna de Piñones y La Torrecilla.  Además, cuenta 

con lugares de alto interés y que fueron de mucha utilidad en la antigüedad como lo es 

el Viejo Ancón, que consistía en una pequeña barcaza tirada por largos juncos que se 

utilizaba para el transporte de personas y animales entre las orillas del Río Grande de 

Loíza.   

En este pueblo, se llevan a cabo festividades de gran enriquecimiento cultural 

tales como Las Fiestas Patronales en honor a San Patricio, las Fiestas de Santiago 

Apóstol, y el Carnaval Loiceño.  Así también, la oferta gastronómica es otro de los 

atractivos de Loíza, donde se conservan las tradiciones culinarias puertorriqueñas y el 

consumo de frituras confeccionadas en un fogón de leña, entre otros manjares 

caribeños.    

Por otra parte, Loíza ha servido de inspiración en la obra literaria de los poetas 

puertorriqueños Julia de Burgos y Evaristo Ribera Chevremont.  En el folklore, cuentan 

con los grupos de baile de Bomba y Plena de los Hermanos Ayala y Mayombes y con 

sus vistosos y coloridos vejigantes. 

En los últimos años se ha visto un incremento en el interés de los 

puertorriqueños por conocer los atractivos turísticos de nuestra isla a través del turismo 



3 

interno. Es por ello que es meritorio que esta Asamblea Legislativa establezca un 

Comité que promulgará las rutas o zonas de interés turístico en el Municipio de Loíza, 

con el propósito de desarrollar el valor turístico y aportar a la economía de esta región, 

resaltando áreas de interés público tales como Piñones, Playa Vacía Talega, el casco 

urbano, el Río Herrera de Loíza, el Río Grande de Loíza, La Cueva María de la Cruz, sus 

restaurantes y áreas gastronómicas, entre otros. 

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Artículo 1.- Esta Ley se conocerá como “Ley para el establecimiento de rutas o 1 

zonas de interés turístico en el Municipio de Loíza”.  2 

Artículo 2.- Para el cumplimiento de esta Ley, la Compañía de Turismo de Puerto 3 

Rico creará un Comité Asesor compuesto por el Instituto de Cultura Puertorriqueña, 4 

un miembro nombrado por el Presidente del Senado de Puerto Rico, un miembro 5 

nombrado por el Presidente de la Cámara de Representantes, un representante de los 6 

comerciantes loiceños y un representante del Municipio de Loíza quienes tomarán en 7 

consideración las disposiciones establecidas en la Ley 125-2016, conocida como “Ley 8 

de Regionalización Turística de Puerto Rico”, la cual creó la Región Turística Porta 9 

del Este, para que establezcan las rutas o zonas de interés turístico en el Municipio 10 

de Loíza.   11 

Artículo 3.- El Comité creado por la Compañía de Turismo de Puerto Rico rendirá 12 

un informe a las Secretarías de ambos Cuerpos Legislativos, dentro de ciento veinte 13 

(120) días contados a partir de la aprobación de esta Ley, que contendrá toda la 14 

información recopilada a los fines de hacer cumplir las disposiciones de esta Ley.  15 
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Artículo 4.- Se ordena a la Compañía de Turismo de Puerto Rico y al Instituto de 1 

Cultura Puertorriqueña a preparar un plan integrado de desarrollo para promover y 2 

adelantar los propósitos de esta Ley.  Ambas entidades gubernamentales, integrarán 3 

al Municipio de Loíza, y a las entidades públicas y privadas que estimen necesarias 4 

para el mismo propósito.   5 

Artículo 5.-  La Compañía de Turismo de Puerto Rico y el Instituto de Cultura 6 

Puertorriqueña, deberán revisar anualmente el plan, establecido en el Artículo 4, y 7 

deberá ser radicado en las Secretarías de ambos Cuerpos Legislativos, no más tarde 8 

de sesenta (60) días luego de su aprobación. 9 

Artículo 6.- Separabilidad 10 

Si cualquier cláusula, párrafo, artículo, sección o parte de esta Ley fuere 11 

declarada inconstitucional o inválida por un tribunal competente, la sentencia a tal 12 

efecto dictada no afectará, perjudicará ni invalidará el resto de la misma.  El efecto de 13 

dicha sentencia quedará limitado a la cláusula, párrafo, artículo, sección o parte de la 14 

misma que así hubiere sido declarada inconstitucional o inválida.  15 

Artículo 7.- Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su 16 

aprobación. 17 

 



TEXTO APROBADO EN VOTACION FINAL POR EL SENADO 
(8 DE NOVIEMBRE DE 2018) 

 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 
 

18 va Asamblea 4 ta Sesión 
 Legislativa  Ordinaria 
 

SENADO DE PUERTO RICO 

P. del S. 1144 
6 de noviembre de 2018 

Presentado por el señor Ríos Santiago 

Referido a la Comisión de Banca, Comercio y Cooperativismo 
 

LEY 
 
Para enmendar el inciso (a), sub-inciso (v), del Artículo 9 de la Ley 253-1995, según 

enmendada, conocida como la “Ley de Seguro de Responsabilidad Obligatorio para 
Vehículos de Motor”, con el propósito de flexibilizar las restricciones impuestas a las 
entidades autorizadas para el cobro del seguro de responsabilidad obligatorio como 
son las colecturías y los Centros de Servicios al Conductor (CESCO) y para otros 
fines 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Mediante la Ley 201-2015 se incorporó una nueva disposición en la “Ley de 

Seguro de Responsabilidad Obligatorio para Vehículos de Motor”, a fin de atender las 

situaciones de conductas anticompetitivas por parte de algunas aseguradoras 

participantes en el mercado de los seguros de responsabilidad obligatorio. 

Específicamente, el Artículo 9 de la Ley 201-2015 tenía la intención de establecer 

procesos administrativos más rigurosos y modificar las penalidades aplicables con el 

propósito de disuadir acciones anticompetitivas en este mercado. No obstante, la 

intención legislativa no perseguía impedir la competencia justa y debidamente regulada 

para proveer información y promover la libre selección del consumidor. Por el 

contrario, se buscaba promover la libre competencia entre las aseguradoras 
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participantes y a su vez, proteger y atender las necesidades del consumidor al momento 

de seleccionar su seguro de responsabilidad obligatorio.  

En ese sentido, se destaca una distinción entre las entidades autorizadas para el 

cobro del seguro de responsabilidad obligatorio que se mencionan en la “Ley de Seguro 

de Responsabilidad Obligatorio para Vehículos de Motor”. Particularmente, entidades 

autorizadas por el Secretario de Hacienda y el Secretario de Transportación y Obras 

Públicas, como son las colecturías del Departamento de Hacienda y los Centros de 

Servicios al Conductor (CESCO) del Departamento de Transportación y Obras Públicas, 

son entidades gubernamentales que proveen servicios e información a todos los 

ciudadanos que los visitan. Al ser parte del Gobierno de Puerto Rico, estas operan bajo 

las disposiciones de ley y reglamentaciones específicas que proveen unas guías claras 

que garantizan la igual oportunidad a todos los interesados en tener alguna relación con 

dichas entidades gubernamentales. Por lo tanto, dentro de las facilidades de estas 

entidades gubernamentales es posible mantener un balance adecuado que posibilite la 

educación, promoción, mercadeo y, a su vez, proteger la libre sección del consumidor al 

momento de seleccionar su seguro de responsabilidad obligatorio. De otra parte, no 

puede pasar desapercibido la necesidad del Gobierno de Puerto Rico para maximizar 

los recursos existentes y poder generar nuevos ingresos que pueden allegarse al Fondo 

General mediante la promoción objetiva e imparcial de las aseguradoras participantes 

que cumplan con los parámetros de ley aplicables a estos casos. Actualmente, tanto las 

colecturías como los CESCOS, cuentan con los mecanismos que posibilita educar y 

proveer información útil para que los ciudadanos que visitan sus facilidades. Todo esto, 

dentro de los parámetros de información promocional permitida por las leyes y 

regulaciones del Estado. 

Tomando en cuenta lo antes expuesto, esta medida busca flexibilizar las restricciones 

impuestas a las entidades autorizadas gubernamentales y a su vez buscar alternativas 

innovadoras para recaudar ingresos que son tan necesarios ante la situación económica 

y fiscal que está atravesando el Gobierno de Puerto Rico. 
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DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.-Se enmienda el inciso (a), sub-inciso (v), del Artículo 9 de la Ley 253-1 

1995, según enmendada, para que lea como sigue: 2 

“Artículo 9.-Conductas anticompetitivas, procedimiento y penalidades 3 

(a) Conductas anticompetitivas: Constituirá una conducta anticompetitiva en el 4 

mercado del seguro de responsabilidad obligatorio cuando un asegurador 5 

participante del “Formulario de Selección”, incluyendo la Asociación de 6 

Suscripción Conjunta, incurra en alguna de las siguientes actuaciones: 7 

(i) … 8 

…  9 

(v) Hacer gestiones de mercadeo, colocar publicidad, entregar o colocar 10 

promoción relacionado con un producto de seguro de responsabilidad 11 

obligatorio una aseguradora participante del “Formulario de Selección”, 12 

incluyendo la Asociación de Suscripción Conjunta, dentro de los predios de 13 

una entidad autorizada para el cobro del seguro de responsabilidad 14 

obligatorio o promover que se coloque dicha publicidad o promoción. Esta 15 

prohibición no impide que los aseguradores lleven a cabo publicidad, 16 

promociones o gestiones de mercadeo fuera de los predios de la entidad 17 

autorizada para el cobro del seguro de responsabilidad obligatorio o en la vía 18 

y aceras públicas. Esta prohibición tampoco impide que las entidades 19 

autorizadas como las colecturías o Centros de Servicios al Conductor 20 

(CESCO) puedan anunciar dentro de sus predios información o publicidad 21 
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sobre las aseguradoras, siempre y cuando se provea igual oportunidad a 1 

todas las aseguradoras participantes interesadas en mercadearse y que estas 2 

cumplan con los parámetros aplicables a los anuncios definidos según las 3 

agencias gubernamentales y estén aprobados por la agencia. Se establece que 4 

todo anuncio desplegado en las colecturías y CESCO deberá incluir de 5 

manera destacada y al principio del anuncio, una indicación de que ni la 6 

agencia ni el Gobierno de Puerto Rico aprueba o se hace responsable del 7 

contenido del anuncio. Los anuncios de las aseguradoras deberán proveer 8 

igualmente y de manera que se destaque, información sobre los derechos del 9 

consumidor relacionados a la libre sección del proveedor del seguro de 10 

responsabilidad obligatorio. El precio de los anuncios será determinado por 11 

sus dimensiones según se disponga en el reglamento a esos efectos y los 12 

ingresos generados por estos en las colecturías y CESCO serán destinados al 13 

Fondo General. 14 

(vi) … 15 

   …” 16 

 Sección 2.-Vigencia 17 

Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación. 18 
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LEY  
 

Para crear la “Ley de Desarrollo de Zonas de Oportunidad de Desarrollo Económico de 
Puerto Rico de 2018”, añadir una nueva sección 1031.06 a la Ley 1-2011, según 
enmendada,  conocida como el “Código de Rentas Internas de Puerto Rico de 2011”; 
enmendar la Sección 1010.01 del Código de Rentas Internas de Puerto Rico de 2011; 
enmendar el Artículo 5 de la Ley 22-2012, conocida como la “Ley Para Incentivar el 
Traslado de Individuos Inversionistas a Puerto Rico”; enmendar los  Artículos 3 y 
104 de la Ley 185-2014, según enmendada, conocida como la “Ley de Fondo de 
Capital Privado”; y añadir un nuevo Artículo 84A en la Ley 17-2017, a los fines de 
promover los incentivos y un ambiente reglamentario favorable para establecer en 
Puerto Rico Zonas de Oportunidad cualificadas; y para otros fines relacionados. 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

El “Tax Cuts and Jobs Act de 2017” (“Reforma Contributiva Federal”), introdujo 

una serie de cambios a la legislación federal contributiva existente.  Entre los cambios 

aprobados bajo la nueva legislación federal se encuentra la creación de Zonas de 

Oportunidad Cualificadas (“Qualified Opportunity Zones”) bajo las Secciones 1400Z-1 

http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/CÃ³digos/1-2011/1-2011.pdf
http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/CÃ³digos/1-2011/1-2011.pdf
http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/CÃ³digos/1-2011/1-2011.pdf
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y 1400Z-2 del Código de Rentas Internas Federal (“IRS”) de 1986. Bajo la modalidad de 

Zonas de Oportunidad, inversionistas pueden diferir la tributación de ganancias de 

capital por razón de la venta de un activo, llevada a cabo antes del 1 de enero de 2027, si 

invierten una cantidad igual a la ganancia realizada en un Fondo de Oportunidad 

Cualificado (“Qualified Opportunity Fund”).  

Una Zona de Oportunidad, en general, debe tener un censo poblacional dentro 

del estado que cualifique como una comunidad de bajos ingresos (“Low income 

community”), según definido en la Sección 45D(e) del Código de Rentas Internas 

Federal. Para poder cualificar como comunidad de bajos ingresos, el censo poblacional 

correspondiente no puede tener un nivel de pobreza de menos de 20%, ni tampoco un 

ingreso familiar promedio que exceda del 80% del ingreso promedio estatal o de área 

metropolitana (dependiendo de localización del censo poblacional).  

El proceso de designación de las Zonas de Oportunidad se llevó a cabo a 

principios de 2018 e incluyó un proceso de nominación por parte de los estados, los 

territorios y el Distrito de Columbia. El periodo de nominaciones concluyó el 21 de 

marzo de 2018. La información publicada por el Servicio de Rentas Internas Federal 

refleja que existen sobre 8,700 censos poblacionales localizados a través de todos los 

Estados y Puerto Rico que han sido designados como Zonas de Oportunidad 

Cualificadas.  

En el caso de Puerto Rico, todas las comunidades de bajos ingresos fueron 

designadas automáticamente como Zonas de Oportunidad Cualificadas. Además, 

fueron designados otros 26 censos poblacionales que no cualificaban bajo la definición 

de comunidad de bajos ingresos. En total, aproximadamente un 95% de Puerto Rico es 

considerado una Zona de Oportunidad Cualificada bajo los parámetros federales.  

Uno de los puntos más importantes que fue objeto de análisis para esta ley 

federal es que el beneficio contributivo de las Zonas de Oportunidad se limita a las 

reglas contributivas a nivel federal. Por tal razón, muchos Estados están siendo 

proactivos en adoptar legislación contributiva, de incentivos y ambiente reglamentario 
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favorable para atraer inversión hacia las Zonas de Oportunidad localizadas en su 

jurisdicción.  El efecto de la legislación federal ha sido crear una competencia entre los 

Estados y territorios. Por ello, los Estados están siendo agresivos en establecer el marco 

contributivo, reglamentario y económico que sea el más atractivo para un Fondo de 

Oportunidad Cualificado.  

El trato único que tiene Puerto Rico en esta legislación federal representa una de 

las mejores herramientas de desarrollo económico que tiene Puerto Rico y el cual 

tenemos que maximizar.  Ante la realidad de que Puerto Rico va a estar compitiendo 

con otros Estados para ser destino de inversión, el Gobierno de Puerto Rico considera 

apremiante aprobar una legislación de incentivos para los Fondos de Oportunidad 

Cualificados que inviertan en Proyectos Prioritarios en zonas de oportunidad.  Los 

incentivos contributivos que esta medida contempla van dirigidos a asegurarse que el 

rendimiento que pueda producir un Proyecto Prioritario en zonas de oportunidad 

supere los rendimientos que puedan ofrecer otros Estados. 

Para lograr estos objetivos, esta medida propone un marco de incentivos por un 

periodo de 15 años. La propuesta se asemeja a los incentivos que ofrecen otras de leyes 

de incentivos, con las siguientes particularidades: 

 
1. Una contribución de 20% sobre el ingreso neto de un negocio exento. 
 
2. Exención en la tributación de dividendos. 
 
3. 50% de exención en patentes y contribuciones sobre la propiedad. 90% de 

exención para Proyectos Prioritarios Residenciales en zonas de 
oportunidad. 

 
4. 100% de exención de arbitrios de construcción. 
 
5. Crédito por inversión máximo de 15% que es transferible. 
 
6. Un sistema de prioridad de créditos para Proyectos Prioritarios en zonas 

de oportunidad. 
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7. Diferimiento de la tributación de ganancias de capital para ganancias 
invertidas en una Fondo de Oportunidad Cualificado en Puerto Rico bajo 
normas similares a las aprobadas en la legislación federal. 

 
8. Exención contributiva para intereses devengados en préstamos a negocios 

exentos. 
 
9. Un procedimiento ágil para la evaluación y expedición de permisos para 

negocios exentos y proyectos acordados en un Contrato de Alianza de 
conformidad con la Ley Núm. 29-2009, según enmendada. 

 

Mediante esta ley se incluyen además varias enmiendas para aclarar las reglas 

aplicables a fondos que operan bajo la Ley 185-2014, según enmendada, conocida como 

la “Ley de Fondo de Capital Privado”. Se enmienda, también, el Código de Rentas 

Internas para que dichas reglas armonicen con los propósitos de promover la inversión 

en Puerto Rico. 

Asimismo, en ánimo de garantizar un trámite eficiente y expedito para la 

evaluación de solicitudes de permisos, se declaran como de interés apremiante aquellos 

desarrollos designados como Proyectos Prioritarios en zonas de oportunidad al amparo 

de lo dispuesto en esta ley, dado que, entre otras cosas, atraerán inversión económica 

privada a la Isla que de otra manera no existiría, ayudando a su desarrollo económico y 

la generación de empleos en momentos críticos para la economía de Puerto Rico.  Estos 

Proyectos Prioritarios en zonas de oportunidad son de interés apremiante, además, 

porque la ventana de oportunidad para establecerlos es limitada y para que se puedan 

viabilizar deben establecerse con celeridad.   

A la luz de los intereses apremiantes envueltos, se establece un procedimiento 

especial para el trámite eficiente y expedito de los permisos para Proyectos Prioritarios 

en zonas de oportunidad que, aunque con términos más abreviados procesalmente, 

asegura que los requisitos legales sustantivos aplicables se cumplan cabalmente. 

Conforme a este procedimiento especial, las agencias gubernamentales con injerencia en 

la tramitación de los permisos, licencias, franquicias, consultas o certificaciones para 
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Proyectos Prioritarios en zonas de oportunidad tendrán que regirse por lo establecido 

en esta Ley y se les dispensará del cumplimiento de los términos y procedimientos 

establecidos en la Ley 161-2009, según enmendada, conocida como la “Ley para la 

Reforma del Proceso de Permisos de Puerto Rico”, en la Ley Núm. 75 de 24 de junio de 

1975, según enmendada, conocida como “Ley Orgánica de la Junta de Planificación de 

Puerto Rico”, en la Ley 81-1991, conocida como “Ley de Municipios Autónomos del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 1991” y en la Ley 38-2017, según enmendada, 

conocida como la “Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de 

Puerto Rico”, así como los reglamentos promulgados al amparo de las mismas. Los 

requisitos sustantivos aplicables al permiso en particular serán los que establece la ley o 

reglamento que rige el permiso. 

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 1 

Artículo 1.-Esta Ley se conocerá y podrá ser citada como la “Ley de Desarrollo de 2 

Zonas de Oportunidad y Desarrollo Económico de Puerto Rico de 2018”. 3 

Artículo 2.-Declaración de Política Pública. 4 

(a) Será la política pública del Gobierno de Puerto Rico: 5 

(1) Convertir a Puerto Rico en un destino de inversión de Fondos de 6 

Zonas de Oportunidad que inviertan en Proyectos Prioritarios en 7 

zonas de oportunidad. 8 

(2) Proveer el ambiente para la continua formación de capital local y 9 

extranjero para su inversión en Proyectos Prioritarios en zonas de 10 

oportunidad. 11 
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(3) Establecer el marco contributivo, legal y reglamentario que 1 

incentive, agilice y fomente la inversión en Proyectos Prioritarios en 2 

zonas de oportunidad. 3 

Artículo 3.-Definiciones.- 4 

(a) Para los fines de esta Ley los siguientes términos y frases tendrán el 5 

significado que a continuación se expresa: 6 

(1) “Actividad Elegible” significa un Proyecto Prioritario llevado a 7 

cabo dentro de una zona de oportunidad.  8 

(2)  “Chief Financial Officer” significa el principal oficial de finanzas 9 

públicas creado en virtud de la Orden Ejecutiva OE-2013-007. 10 

(3) “Chief Investment Officer” significa el principal oficial de 11 

inversiones creado en virtud de la Orden Ejecutiva OE-2018-035. 12 

(4) “Código” significa la Ley 1-2011, según enmendada,  conocida 13 

como el “Código de Rentas Internas de Puerto Rico de 2011”, o 14 

cualquier ley sucesora. 15 

(5) "Código de Rentas Internas Federal" significa el Código de Rentas 16 

Internas Federal de 1986, Pub. Law 99-514, 68A Stat. 3, según 17 

enmendado, o cualquier ley posterior que la sustituya. 18 

(6) "Comisionado" significa el Comisionado de Instituciones 19 

Financieras creado por la Ley Núm.  4 de 11 de octubre de 1985, 20 

según enmendada.  21 

http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/CÃ³digos/1-2011/1-2011.pdf
http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/CÃ³digos/1-2011/1-2011.pdf
http://www.bvirtual.ogp.pr.gov/ogp/BVirtual/LeyesOrganicas/pdf/4-1985.pdf
http://www.bvirtual.ogp.pr.gov/ogp/BVirtual/LeyesOrganicas/pdf/4-1985.pdf
http://www.bvirtual.ogp.pr.gov/ogp/BVirtual/LeyesOrganicas/pdf/4-1985.pdf
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(7) “Comité” significa el “Comité de Proyectos Prioritarios en Zonas de 1 

Oportunidad”, adscrito a la Oficina del Gobernador, con las 2 

facultades dispuestas en esta Ley, y compuesto por el Principal 3 

Oficial Financiero (“Chief Financial Officer”), que lo presidirá, el 4 

Principal Oficial de Inversiones (“Chief Investment Officer”), y el 5 

Director Ejecutivo de la Autoridad de la Asesoría Financiera y 6 

Agencia Fiscal de Puerto Rico. El Gobernador podrá nombrar otros 7 

miembros al Comité para atender solicitudes específicas, conforme 8 

a la naturaleza del negocio solicitante. El Comité adoptará las 9 

normas, procedimientos y reglamentos que sean necesarias para los 10 

propósitos de las funciones asignadas en esta Ley sin sujeción a las 11 

disposiciones de la Ley 38-2017, conocida como la “Ley de 12 

Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto 13 

Rico”. 14 

(8) “Decreto” significa el decreto emitido de conformidad con el 15 

Artículo 8 de esta Ley, mediante la cual se notifica la aprobación de 16 

una solicitud debidamente radicada y las condiciones impuestas a 17 

la misma. 18 

(9) “Crédito por inversión elegible” significa los créditos según el 19 

apartado (i) del Artículo 4 de esta Ley. 20 

(10) "Director" significa el Director de la Oficina de Exención 21 

Contributiva Industrial. 22 
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(11) “Distribución de ingresos neto de desarrollo de zonas de 1 

oportunidad” significa cualquier distribución de dividendos o 2 

ganancias de un negocio exento o una distribución en liquidación 3 

de un negocio exento de las utilidades y beneficios provenientes de 4 

los ingresos netos de zonas de oportunidad. 5 

(12) “Entidad inexistente” significa una entidad que es tratada como un 6 

“disregarded entity” para propósitos del Código de Rentas Internas 7 

Federal. 8 

(13) “Fondo” significa una entidad que es un “Opportunity Zone Fund” 9 

conforme a la sección 1400Z-2(d) (1) del Código de Rentas Internas 10 

Federal. 11 

(14) “Gobernador” significa el Gobernador de Puerto Rico. 12 

(15) “Ingreso neto de zonas de oportunidad” significa el ingreso neto de 13 

un negocio exento generado en la operación de una actividad 14 

elegible, según determinado bajo el Código.  15 

(16) “Inversión elegible” significa el efectivo que haya sido aportada a: 16 

(A)  un Fondo que es un negocio exento a cambio de acciones 17 

emitidas por el Fondo (si el Fondo es una corporación) o 18 

cambio de una participación en el Fondo (si el Fondo es una 19 

sociedad, compañía de responsabilidad limitada, sociedad o 20 

empresa en común);  21 
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(B) un Fondo a cambio de acciones emitidas por el Fondo (si el 1 

Fondo es una corporación) o a cambio de una participación 2 

en el Fondo (si el Fondo es una sociedad, compañía de 3 

responsabilidad limitada, sociedad o empresa en común) y 4 

el Fondo invierte dichas aportaciones al capital de una 5 

corporación que es un negocio exento o una sociedad que es 6 

un negocio exento a cambio de acciones emitidas por la 7 

corporación o a cambio de una participación en la sociedad 8 

(si la sociedad es una compañía de responsabilidad limitada, 9 

sociedad o empresa en común) y dicha inversión por el 10 

Fondo es en cumplimiento con la Sección 1400Z-2(d)(2) del 11 

Código de Rentas Internas Federal; o 12 

(C)  a una corporación que es un negocio exento a cambio de 13 

acciones emitidas por la corporación, o a una compañía de 14 

responsabilidad limitada, sociedad o empresa en común que 15 

es un negocio exento a cambio de una participaciones 16 

emitidas compañía de responsabilidad limitada, sociedad o 17 

empresa en común, siempre y cuando un Fondo invierta en 18 

dicha corporación o compañía de responsabilidad limitada, 19 

sociedad o empresa en común y dicha inversión por el 20 

Fondo es en cumplimiento con la Sección 1400Z-2(d)(2) del 21 

Código de Rentas Internas Federal. 22 
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(17) “Inversionista” significa cualquier persona natural o jurídica que 1 

haga una inversión elegible, según definida en el párrafo (16) del 2 

apartado (a) de este Artículo.  3 

(18) “Ley de Patentes Municipales” significa la Ley Núm. 113 de 10 de 4 

julio de 1974, según enmendada.  5 

(19) “Negocio” significa una corporación, sociedad, compañía de 6 

responsabilidad, sociedad o empresa en común. 7 

(20) “Negocio elegible” significa un negocio que cumple con los 8 

siguientes requisitos: 9 

(A) la actividad del negocio es llevada a cabo en su totalidad en 10 

una zona elegible; 11 

(B) la actividad llevada a cabo por el negocio no es elegible para 12 

una concesión de exención contributiva bajo la Ley 20-2012, 13 

conocida como la “Ley para Fomentar la Exportación de 14 

Servicios”, la Ley 73-2008, conocida como la “Ley de 15 

Incentivos Económicos para el Desarrollo de Puerto Rico”, la 16 

Ley 74-2010, conocida como “Ley de Desarrollo Turístico de 17 

Puerto Rico de 2010”, la Ley 83-2010, conocida como la “Ley 18 

de Incentivos de Energía Verde de Puerto Rico”, la Ley 27-19 

2011, conocida como la “Ley de Incentivos Económicos para 20 

la Industria Fílmica de Puerto Rico” o cualquier ley sucesora 21 

o análoga a las anteriormente descritas;  22 

http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/Municipios/113-1974/113-1974.pdf
http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/Municipios/113-1974/113-1974.pdf
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(C) el negocio es llevado a cabo por el Fondo o una entidad en la 1 

cual invierte el Fondo bajo la sección 1400Z-2(d)(2) del 2 

Código de Rentas Internas Federal, y cincuenta (50) por 3 

ciento o más del capital aportado al Fondo a cambio de 4 

acciones del Fondo (si el Fondo es una corporación) o a 5 

cambio de participaciones del Fondo (si el Fondo es una 6 

sociedad, compañía de responsabilidad limitada, sociedad o 7 

empresa en común) proviene de inversiones con respecto a 8 

los cuales los inversionistas llevaron a cabo una elección bajo 9 

la sección 1400Z-2(a) del Código de Rentas Internas Federal,  10 

o la sección 1031.06 del Código; y 11 

(D) la actividad llevada a cabo por el negocio es un Proyecto 12 

Prioritario en zona de oportunidad. 13 

(21) “Negocio exento” significa un negocio elegible al que se le ha 14 

concedido un decreto de exención contributiva bajo esta Ley. 15 

(22) "Oficina de Exención" significa la Oficina de Exención Contributiva 16 

Industrial; 17 

(23) “Proyecto Prioritarios en zonas de oportunidad” significa una 18 

industria o negocio u otra actividad de producción de ingresos que 19 

aportará a la diversificación, recuperación o transformación social y 20 

económica de la comunidad de la zona elegible, según aprobado 21 

por el Comité en consulta con el Gobernador.  22 
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(24) “Proyecto Prioritario Residencial Elegible” significa un Proyecto 1 

Prioritario en zonas de oportunidad que tenga un componente 2 

importante de vivienda de interés social, según así lo determine el 3 

Comité. 4 

(25) “Secretario” significa el Secretario o la Secretaria del Departamento 5 

de Hacienda de Puerto Rico. 6 

(26) “Secretario de Desarrollo Económico” significa el Secretario o la 7 

Secretaria del Departamento de Desarrollo Económico y Comercio. 8 

(27) “Zona elegible” significa un área de Puerto Rico que ha sido 9 

designada como zona de oportunidad bajo la sección 1400Z-1(b) (3) 10 

del Código de Rentas Internas Federal y que ha sido designada 11 

como una zona elegible por Comité en consulta con el Gobernador.  12 

(b) Definiciones de otros términos.- Los demás términos que se emplean en 13 

esta Ley, a menos que específicamente se disponga lo contrario, tendrán el 14 

mismo significado que tienen en el Código y sus reglamentos. 15 

Artículo 4.-Contribución Sobre Ingresos. 16 

(a) Ingreso neto de zonas de oportunidad.- Un negocio exento estará sujeto a 17 

una tasa fija de contribución sobre ingresos sobre su ingreso neto de zonas 18 

de oportunidad de veinte (20) por ciento en lugar de cualquier otra 19 

contribución impuesta por el Código.  20 

(b) Tratamiento de entidades inexistentes (“disregarded entities”) y sociedades.-  21 
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(1) Si un negocio exento es una entidad inexistente, esta será tratada 1 

para propósitos del Código de la misma manera que es tratada bajo 2 

el Código de Rentas Internas Federal y las disposiciones del 3 

Capítulo 7 del Subtitulo A del Código no serán aplicables.  4 

(2) Si un Fondo o negocio exento es una entidad que de otro modo 5 

estaría sujeta a las disposiciones del Capítulo 7 del Subtítulo A del 6 

Código, el Fondo o el negocio exento será tratado como una 7 

corporación para propósitos del Subtítulo A del Código. 8 

(3)  El Secretario publicará las planillas, formularios, y declaraciones 9 

que deben ser radicadas por el Fondo o el negocio exento cubierto 10 

por este apartado y emitirá cualquier reglamento, determinación 11 

administrativa, carta circular o boletín informativo de carácter 12 

general que sea necesario para propósitos de este apartado.   13 

(c) Regalías, Rentas o Cánones ("Royalties") y Derechos de Licencia.- No 14 

obstante, lo dispuesto por el Código, en el caso de pagos efectuados por un 15 

negocio exento a corporaciones, sociedades o personas no residentes, no 16 

dedicadas a industria o negocio en Puerto Rico, por concepto del uso o 17 

privilegio de uso en Puerto Rico de propiedad intangible relacionada con 18 

la operación declarada exenta bajo esta Ley, y sujeto a que dichos pagos 19 

sean considerados de fuentes dentro de Puerto Rico, se observarán las 20 

siguientes reglas: 21 
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(1) Contribución a Corporaciones, Sociedades Extranjeras o Personas 1 

No Residentes No Dedicadas a Industria o Negocio en Puerto Rico:  2 

Imposición de la Contribución.-  Se impondrá, cobrará y pagará 3 

para cada año contributivo, en lugar de la contribución impuesta 4 

por las Secciones 1091.01 y 1092.02 del Código, sobre el monto de 5 

dichos pagos recibidos o implícitamente recibidos, por un 6 

individuo extranjero no residente, o toda corporación o sociedad 7 

extranjera no dedicada a industria o negocio en Puerto Rico, 8 

procedente exclusivamente de fuentes dentro de Puerto Rico, una 9 

contribución de veinte (20) por ciento. 10 

(2) Retención en el Origen y depósito de la Contribución.-  Todo 11 

negocio exento que tenga la obligación de realizar pagos a personas 12 

no residentes por concepto de uso en Puerto Rico de propiedad 13 

intangible relacionada a la operación exenta bajo esta Ley, deducirá 14 

y retendrá en el origen una contribución igual a aquélla impuesta 15 

en el párrafo (1) de este apartado y depositará la retención 16 

conforme a las normas de las secciones 1062.08 y 1062.1l  del 17 

Código, según aplicable. 18 

(d) Deducción y Arrastre de Pérdidas Netas en Operaciones. — 19 

(1) Deducción por Pérdidas Corrientes Incurridas en Actividades no 20 

Cubiertas por un Decreto de Exención.- Si un negocio exento 21 

incurre en una pérdida neta en operaciones que no sean la 22 
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operación declarada exenta bajo esta Ley, la misma podrá ser 1 

utilizada únicamente contra ingresos no cubiertos por un decreto 2 

de exención y se regirá por las disposiciones del Código.  3 

(2) Deducción por Pérdidas Corrientes Incurridas en la Operación del 4 

Negocio Exento.-  Si un negocio exento incurre en una pérdida neta 5 

en la operación declarada exenta bajo esta Ley, podrá deducir dicha 6 

pérdida contra su ingreso neto de zonas de oportunidad que 7 

incurrió la pérdida o contra su ingreso neto de zonas de 8 

oportunidad de operaciones cubiertas por otros decretos de 9 

exención bajo esta Ley. 10 

(3)  Deducción por Arrastre de Pérdidas de Años Anteriores.-  Se 11 

concederá una deducción por arrastre de pérdidas incurridas en 12 

años anteriores, según se dispone a continuación: 13 

(A) El exceso sobre las pérdidas deducibles bajo el párrafo (2) de 14 

este apartado podrá ser arrastrado contra el ingreso neto de 15 

zonas de oportunidad de años contributivos subsiguientes. 16 

Las pérdidas serán arrastradas en el orden en que fueron 17 

incurridas. 18 

(B) Cualquier pérdida neta incurrida en un año en que la 19 

elección del apartado (b) del Artículo 7 esté en vigor, podrá 20 

ser arrastrada solamente contra ingreso neto de zonas de 21 

oportunidad por el negocio exento, bajo el decreto bajo el 22 

http://www.bvirtual.ogp.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/CÃ³digos/1-2011/1-2011.pdf
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cual se hizo la elección del apartado (b) del Artículo 7 de esta 1 

Ley. Las pérdidas serán arrastradas en el orden en que 2 

fueron incurridas. 3 

(C) Una vez expirado el período de exención para propósitos de 4 

contribución sobre ingresos, las pérdidas netas incurridas en 5 

la operación declarada exenta bajo esta Ley, así como 6 

cualquier exceso de la deducción permitida bajo el subinciso 7 

(B) de este inciso que esté arrastrando el negocio exento a la 8 

fecha de expiración de dicho período, podrán deducirse 9 

contra cualquier ingreso tributable en Puerto Rico, sujeto a 10 

las limitaciones provistas en el Subtítulo A del Código. 11 

Dichas pérdidas se considerarán como incurridas en el 12 

último año contributivo en que el negocio exento que posea 13 

un decreto bajo esta Ley disfrutó de exención contributiva 14 

sobre ingresos bajo el decreto. 15 

(D) El monto de la pérdida neta en operaciones a ser arrastrada 16 

se computará conforme a las disposiciones de la Sección 17 

1033.14 del Código. 18 

(e) Distribuciones de dividendos o beneficios. —  19 

(1) Exención.- Los accionistas o socios de una corporación o sociedad 20 

que es un negocio exento no estarán sujetos a contribución sobre 21 

ingresos sobre distribuciones de dividendos o beneficios de las 22 
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utilidades y beneficios generados por su ingreso neto de zonas de 1 

oportunidad de dicho negocio exento. Las distribuciones 2 

subsiguientes de las utilidades y beneficios generadas por su 3 

ingreso neto de zonas de oportunidad que lleve a cabo cualquier 4 

corporación o sociedad también estarán exentas de toda 5 

tributación. Disponiéndose que, las disposiciones de la Sección 6 

1062.13 del Código relativa a la contribución sobre el dividendo 7 

implícito y la Sección 1092.02 del Código relativa a la contribución 8 

sobre monto equivalente a dividendo no serán aplicables al negocio 9 

exento. 10 

(2) Imputación de Distribuciones Exentas.- La distribución de 11 

dividendos o beneficios que hiciere un negocio exento, aun después 12 

de expirado su decreto de exención contributiva, se considerará 13 

hecha de las utilidades y beneficios generadas por su ingreso neto 14 

de zonas de oportunidad si a la fecha de la distribución, ésta no 15 

excede del balance no distribuido de dichas utilidades y beneficios, 16 

a menos que dicho negocio exento, al momento de la declaración, 17 

elija distribuir el dividendo o beneficio, total o parcialmente, de 18 

otras utilidades o beneficios. La cantidad, año de acumulación y 19 

carácter de la distribución hecha de las utilidades y beneficios 20 

generadas por el ingreso neto de zonas de oportunidad será la 21 

designada por dicho negocio exento mediante notificación enviada 22 
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conjuntamente con el pago de la misma a sus accionistas o socios y 1 

al Secretario de Hacienda, mediante declaración informativa, no 2 

más tarde del 28 de febrero siguiente al año de la distribución. 3 

(3) Otras exenciones.-  Las distribuciones de dividendos o beneficios 4 

de las utilidades y beneficios generados por el ingreso neto de 5 

zonas de oportunidad de un negocio exento no estarán 6 

sujetas a las siguientes contribuciones sobre ingresos: 7 

(A)  contribución alternativa mínima de la Sección 1022.03 del 8 

Código; 9 

(B) contribución adicional a corporaciones y sociedades de la 10 

Sección 1022.05 del Código; y 11 

(C) contribución básica alterna de individuos de la Sección 12 

1021.02 del Código, o cualquier ley sucesora de naturaleza 13 

similar. 14 

(f) Venta o Permuta de Activos.-  Ninguna ganancia o pérdida será 15 

reconocida por un negocio exento en la venta o permuta de los activos que 16 

se efectúe durante su período de exención si el negocio exento invierte toda 17 

la cantidad realizada en la venta o permuta conforme a lo requerido por la 18 

sección 1400Z-2(d) (1)  del Código de Rentas Internas Federal. 19 

(g) Permutas Exentas.-  Las permutas de activos que no resulten en eventos 20 

tributables por tratarse de reorganizaciones exentas se tratarán de acuerdo 21 

a las disposiciones del Código, vigente a la fecha de la permuta. 22 
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(h) Exención a Individuos, Sucesiones, Corporaciones, Sociedades, Compañías 1 

de Responsabilidad Limitada y Fideicomisos con Respecto a Intereses 2 

Pagados o Acreditados sobre Bonos, Pagarés u Otras Obligaciones de 3 

Ciertos Negocios Exentos.-  4 

(1) Exención.- Cualquier individuo, sucesión, corporación, sociedad, 5 

compañía de responsabilidad limitada o fideicomiso, estará exento 6 

del pago de cualquier contribución impuesta por el Código y 7 

patentes impuestas bajo la Ley de Patentes Municipales sobre el 8 

ingreso proveniente de intereses recibidos con respecto a bonos, 9 

pagarés u otras obligaciones de un negocio exento para el 10 

desarrollo, construcción o rehabilitación de, o mejoras a un negocio 11 

exento bajo esta Ley condicionando que los fondos se utilicen en su 12 

totalidad para desarrollo, construcción, o rehabilitación de, o 13 

mejoras a, un negocio exento y/o al pago de deudas existentes de 14 

dicho negocio exento, siempre y cuando los fondos provenientes de 15 

esas deudas existentes se hayan utilizado originalmente para 16 

desarrollo, construcción o rehabilitación de, o mejoras a dicho 17 

negocio exento. Los gastos incurridos por una persona que lleve a 18 

cabo una inversión aquí descrita no estarán sujetos a las Secciones 19 

1033.17(a) (5), 1033.17(a) (11), y 1033.17(f) del Código con respecto a 20 

dicha inversión, y los ingresos derivados de la misma. 21 

http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/Municipios/113-1974/113-1974.pdf
http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/Municipios/113-1974/113-1974.pdf
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(2) Relación directa.-  El producto del bono, pagaré u otra obligación 1 

tiene que ser otorgado directamente a un negocio exento.   2 

Ley 74-2010, conocida como la “Ley de Desarrollo Turístico de 3 

Puerto Rico de 2010”, la Ley 83-2010, conocida como la “Ley de 4 

Incentivos de Energía Verde de Puerto Rico”, la Ley 273-2012, 5 

conocida como la “Ley Reguladora del Centro Financiero 6 

Internacional”, la Ley 399- 2004, conocida como la “Ley de 7 

Aseguradores y Reaseguradores de Seguros Internacionales de 8 

Puerto Rico” o cualquier ley sucesora o análoga a las anteriormente 9 

descritas. 10 

(2) Arrastre de crédito.-  Todo crédito por inversión no utilizado en un 11 

año contributivo podrá ser arrastrado a años contributivos 12 

subsiguientes hasta tanto sea utilizado en su totalidad. 13 

(3) Cantidad máxima de crédito.- 14 

(A) Crédito por inversión.-  La cantidad máxima del crédito por 15 

inversión que estará disponible por cada Fondo y negocio 16 

exento en el cual el Fondo invierta no podrá exceder el 17 

quince (15) por ciento de la suma de las siguientes partidas: 18 

(i) el efectivo aportado por los inversionistas a cambio de 19 

acciones o participaciones de un Fondo que es 20 

aportado por el Fondo al negocio exento a cambio de 21 

acciones o participaciones del negocio exento, más 22 
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(ii) el efectivo aportado por los inversionistas al negocio 1 

exento, cuando dicho negocio exento es llevado a  2 

estatales sobre la propiedad mueble durante el período de exención 3 

establecido en el Artículo 7 de esta Ley. En el caso de un Proyecto 4 

Estratégico Residencial Elegible, la exención será de noventa (90) 5 

por ciento. 6 

(2) La propiedad inmueble del negocio exento utilizada en su desarrollo, 7 

organización, construcción, establecimiento u operación, gozará de 8 

un cincuenta (50) por ciento de exención sobre las contribuciones 9 

municipales y estatales sobre la propiedad durante el período de 10 

exención establecido en el Artículo 7 de esta Ley. En el caso de un 11 

Proyecto Prioritario Residencial Elegible, la exención será de 12 

noventa (90) por ciento. 13 

(b) Propiedad en construcción o expansión.-  La propiedad inmueble de un 14 

negocio exento estará totalmente exenta durante el período autorizado por 15 

el decreto para que se lleve a cabo la construcción o establecimiento de 16 

dicho negocio exento y durante el primer año fiscal del Gobierno en que el 17 

negocio exento hubiese estado sujeto a contribuciones sobre la propiedad 18 

por haber estado en operaciones al 1ro. de enero anterior al comienzo de 19 

dicho año fiscal a no ser por la exención aquí provista. De igual manera, la 20 

propiedad inmueble de dicho negocio exento que esté directamente 21 

relacionada con cualquier expansión del negocio exento estará totalmente 22 
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exenta de contribución sobre la propiedad durante el período que autorice 1 

el decreto para realizar la expansión. Una vez expire el período de 2 

exención total establecido en este párrafo, comenzará la exención parcial 3 

provista en este Artículo. 4 

Artículo 6.-Patentes Municipales y otros Impuestos Municipales. 5 

(a) Los negocios exentos gozarán de un cincuenta (50) por ciento de exención 6 

sobre las patentes municipales, arbitrios municipales y otras 7 

contribuciones municipales impuestas por cualquier ordenanza municipal, 8 

durante los períodos dispuestos en el apartado (e) del Artículo 7 de esta 9 

Ley. En el caso de un Proyecto Estratégico Residencial Elegible, la exención 10 

será de noventa (90) por ciento. 11 

(b) La porción tributable bajo el apartado (a) de este Artículo estará sujeta, 12 

durante el término del decreto, al tipo contributivo que esté vigente a la 13 

fecha de la firma del decreto, independientemente de cualquier enmienda 14 

posterior realizada al decreto para cubrir operaciones del negocio exento 15 

en uno o varios municipios. 16 

(c) El negocio exento gozará de exención total sobre las contribuciones 17 

municipales o patentes municipales aplicables al volumen de negocios de 18 

dicho negocio exento durante el semestre del año fiscal del Gobierno en el 19 

cual el negocio exento comience operaciones en cualquier municipio, a 20 

tenor de lo dispuesto en la Ley de Patentes Municipales. Además, el 21 

negocio exento que posea un decreto otorgado bajo esta Ley, estará 22 

http://www.bvirtual.ogp.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/Municipios/113-1974/113-1974.pdf
http://www.bvirtual.ogp.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/Municipios/113-1974/113-1974.pdf
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totalmente exento de las contribuciones o patentes municipales sobre el 1 

volumen de negocios atribuible a dicho municipio durante los dos (2) 2 

semestres del año fiscal o años fiscales del Gobierno siguientes al semestre 3 

en que comenzó operaciones en el municipio. 4 

(d) Los negocios exentos y sus contratistas y subcontratistas estarán totalmente 5 

exentos de cualquier contribución, impuesto, derecho, licencia, arbitrio 6 

(incluyendo los arbitrios de construcción), tasa o tarifa impuesta por 7 

cualquier ordenanza municipal sobre la construcción de obras a ser 8 

utilizadas por dicho negocio exento dentro de un municipio, sin que se 9 

entienda que dichas contribuciones incluyen la patente municipal 10 

impuesta sobre el volumen de negocios del contratista o subcontratista del 11 

negocio exento, durante el término que autorice el decreto de exención 12 

contributiva. 13 

Artículo 7.-Períodos de Exención Contributiva.- 14 

(a) Exención.- Un negocio exento disfrutará de exención contributiva por un 15 

período de quince (15) años. 16 

(b) Exención Contributiva Flexible.-  Los negocios exentos tendrán la opción 17 

de escoger los años contributivos específicos a ser cubiertos bajo sus 18 

decretos en cuanto a su ingreso neto de zonas de oportunidad siempre y 19 

cuando lo notifiquen al Secretario y al Director no más tarde de la fecha 20 

dispuesta por ley para rendir su planilla de contribución sobre ingresos 21 

para dicho año contributivo, incluyendo las prórrogas concedidas para este 22 
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propósito. Una vez dicho negocio exento opte por este beneficio, su 1 

período de exención en cuanto a su ingreso neto de zonas de oportunidad 2 

se extenderá por el número de años contributivos que no haya disfrutado 3 

bajo el decreto de exención. 4 

(c) Establecimiento de Operaciones en otros Municipios.-  Un negocio exento 5 

podrá establecer operaciones cubiertas por un decreto de exención vigente, 6 

en el mismo municipio donde está establecida la oficina principal, o en 7 

cualquier otro municipio de  Puerto Rico, siempre y cuando notifique a la 8 

Oficina de Exención dentro de los treinta (30) días anteriores a la fecha de 9 

comienzo de las operaciones en el otro municipio. Las operaciones 10 

adicionales disfrutarán de las exenciones y beneficios dispuestos por esta 11 

Ley por el remanente del período de exención del decreto vigente, siempre 12 

y cuando las mismas sean cónsonas con la operación cubierta por el 13 

decreto de exención y las operaciones en el nuevo municipio estén 14 

localizadas en una zona elegible. 15 

(d) Interrupción del Período de Exención.-  Un negocio exento que haya 16 

cesado operaciones y posteriormente desee reanudarlas, el tiempo que 17 

estuvo sin operar no le será descontado del período de exención 18 

correspondiente que le corresponda y podrá gozar del restante de su 19 

período de exención mientras esté vigente su decreto de exención 20 

contributiva, siempre y cuando el Director determine que dicho cese de 21 

operaciones fue por causas justificadas y que la reapertura de dicho 22 
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negocio exento redundaría en los mejores intereses sociales y económicos 1 

de Puerto Rico. 2 

(e) Fijación de las Fechas de Comienzo de Operaciones y de los Períodos de 3 

Exención.- 4 

(1) El negocio exento podrá elegir la fecha de comienzo de operaciones 5 

para fines del Artículo 4 de esta Ley mediante la radicación de una 6 

declaración jurada ante la Oficina de Exención, con copia al 7 

Secretario, expresando la aceptación incondicional de la concesión 8 

aprobada al negocio exento al amparo de esta Ley. La fecha de 9 

comienzo de operaciones para fines del Artículo 4 de esta Ley 10 

podrá ser la fecha de la primera nómina para adiestramiento o 11 

producción del negocio exento que posea un decreto otorgado bajo 12 

esta Ley, o cualquier fecha dentro de un período de dos (2) años 13 

posterior a la fecha de la primera nómina. 14 

(2) El negocio exento podrá posponer la aplicación de la tasa de 15 

contribución fija provista en el Artículo 4 de esta Ley por un 16 

período no mayor de dos (2) años desde la fecha de comienzo de 17 

operaciones fijada bajo el inciso (1) de este apartado (e). Durante el 18 

período de posposición, dicho negocio exento estará sujeto a la tasa 19 

contributiva aplicable bajo el Subtítulo A del Código. 20 

(3) El período de exención provisto en el apartado (a) del Artículo 5 de 21 

esta Ley para la exención sobre la propiedad mueble e inmueble, 22 
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comenzará el primer día del año fiscal del Gobierno de Puerto Rico 1 

subsiguiente al último año fiscal en que el negocio exento que 2 

posea un decreto concedido bajo esta Ley estuvo totalmente exento, 3 

según las disposiciones del apartado (b) del Artículo 5 de esta Ley. 4 

La exención parcial por dicho año fiscal corresponderá a la 5 

contribución sobre la propiedad poseída por el negocio exento el 6 

primero de enero anterior al comienzo de dicho año fiscal. 7 

(4) El período de exención parcial provista en el apartado (c) del 8 

Artículo 6 de esta Ley, para fines de la exención de patentes 9 

municipales y cualquier otra contribución municipal, comenzará el 10 

primer día del primer semestre del año fiscal del Gobierno de 11 

Puerto Rico subsiguiente a la expiración del período de exención 12 

total dispuesto en dicho apartado. Disponiéndose que, en el caso de 13 

negocios exentos que hayan estado operando en escala comercial 14 

antes de solicitar acogerse a los beneficios de esta Ley, la fecha de 15 

comienzo de operaciones para efecto de patentes municipales 16 

comenzará el primer día del semestre siguiente a la fecha de 17 

radicación de la solicitud de exención contributiva. 18 

(5) En el caso de negocios exentos que hayan estado operando en 19 

escala comercial antes de solicitar acogerse a los beneficios de esta 20 

Ley, la fecha de comienzo de operaciones para fines de la tasa fija 21 
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de contribución sobre ingresos provista en el Artículo 4 de esta Ley 1 

será la fecha de radicación de una solicitud con la Oficina de  2 

decreto que se estime pertinente.  Una vez dilucidada la 3 

controversia planteada, el Director hará la 4 

determinación que entienda procedente y someterá el 5 

caso al Secretario de Desarrollo Económico para su 6 

consideración final. 7 

(C) En caso de enmiendas a concesiones aprobadas al amparo de 8 

esta Ley, el período para que las agencias y municipios 9 

concernidos sometan un informe u opinión al Director será 10 

de veinte (20) días. 11 

(D) Una vez se reciban los informes, o que hayan expirado los 12 

términos para hacer dichos informes, el Director deberá 13 

someter el proyecto de decreto y su recomendación, a la 14 

consideración del Secretario de Desarrollo Económico, 15 

dentro de los siguientes cinco (5) días. 16 

(E) El Director podrá descansar en las recomendaciones 17 

suministradas por aquellas agencias o municipios que 18 

rinden informes u opiniones y podrá solicitarles que 19 

suplementen los mismos. 20 

(F) El Secretario de Desarrollo Económico deberá emitir una 21 

determinación final, por escrito, dentro de un término no 22 
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mayor de cinco (5) días desde la fecha de sometido el 1 

proyecto de decreto a su consideración. 2 

(G) El Secretario de Desarrollo Económico, podrá delegar al 3 

Director las funciones que a su discreción estime 4 

convenientes, a fin de facilitar la administración de esta Ley, 5 

excepto la función de aprobar o denegar concesiones 6 

originales de exención contributiva.  7 

(b) Renegociaciones y Conversiones. — 8 

(1) Renegociación de Decretos Vigentes. — 9 

(A) Cualquier negocio exento podrá solicitar del Secretario de 10 

Desarrollo Económico que considere renegociar su decreto 11 

vigente si dicho negocio exento demuestra que aumentará el 12 

empleo promedio que ha tenido durante los tres (3) años 13 

contributivos anteriores a la fecha de la radicación de la 14 

solicitud en un veinticinco (25) por ciento o más; o que 15 

realizará una inversión sustancial en su operación existente 16 

que ayudará a mantener la estabilidad económica y laboral y 17 

que represente un aumento de veinticinco (25) por ciento o 18 

más en la inversión de propiedad utilizada en el negocio 19 

exento que sea terrenos, edificios o estructuras, maquinaria o 20 

equipo.   21 
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(i)  Si dicho negocio exento demostrare a satisfacción del 1 

Secretario de Desarrollo Económico que no puede 2 

cumplir con los requisitos de aumento en empleo 3 

promedio o inversión antes descritos, someterá la 4 

evidencia necesaria a la Oficina de Exención. El 5 

Secretario de Desarrollo Económico, previa la 6 

recomendación favorable del Secretario de Hacienda, 7 

y previa la recomendación de las agencias que rinden 8 

informes sobre exención contributiva, podrá en su 9 

discreción, considerar la renegociación tomando en 10 

cuenta cualquier otro factor o circunstancia que 11 

razonablemente demuestre que la renegociación de su 12 

decreto redundará en los mejores intereses sociales y 13 

económicos de Puerto Rico. 14 

(ii) Para propósitos de este Artículo, el empleo del 15 

referido negocio exento consistirá del número de 16 

individuos residentes de Puerto Rico que trabajen de 17 

forma permanente en jornada regular a tiempo 18 

completo en el negocio exento prestando servicios 19 

como empleado, aunque no estén directamente en la 20 

nómina del negocio exento (tales como personas 21 

provistas por contrato de arrendamiento de personal, 22 
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pero no incluirá personas tales como consultores ni 1 

contratistas independientes). 2 

(iii) Para propósitos de este Artículo, la inversión del 3 

negocio exento en su operación existente se 4 

computará de acuerdo al valor en los libros de la 5 

propiedad, computado con el beneficio de la 6 

depreciación admisible bajo el método de línea recta, 7 

tomando en cuenta la vida útil de dicha propiedad 8 

determinada de acuerdo con el Subtítulo A del 9 

Código, en lugar de cualquier otra depreciación 10 

acelerada permitida por ley. 11 

(iv) De acceder a realizar la renegociación solicitada, el 12 

Secretario de Desarrollo Económico, previa 13 

recomendación de las agencias que rinden informes 14 

sobre exención contributiva, tomará en consideración 15 

el número de empleos del negocio exento, el lugar en 16 

que esté ubicado, la inversión y empleo adicional, así 17 

como el remanente del período de su decreto, los 18 

beneficios contributivos ya disfrutados y su 19 

capacidad financiera, a los efectos de que el negocio 20 

exento pueda obtener un nuevo decreto con 21 

beneficios contributivos ajustados bajo esta Ley. 22 
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(v) El Secretario de Desarrollo Económico establecerá los 1 

términos y condiciones que estime necesarios y 2 

convenientes a los mejores intereses de Puerto Rico, 3 

dentro de los límites dispuestos en esta Ley, y podrá 4 

en su discreción, previa recomendación de las 5 

agencias que rinden informes sobre exención 6 

contributiva, imponer requisitos especiales de 7 

empleo, limitar el período y el por ciento de exención, 8 

limitar las contribuciones a ser exentas, y requerir y 9 

disponer cualquier otro término o condición que sea 10 

necesario para los propósitos de desarrollo económico 11 

que propone esta Ley. 12 

(vi) Cuando el negocio exento, que interese renegociar su 13 

decreto, no cumpla con los requisitos de aumento en 14 

empleo o inversión dispuestos en este apartado, el 15 

Secretario de Desarrollo Económico podrá, previa la 16 

recomendación favorable del Secretario, y de las 17 

agencias que rinden informes sobre exención 18 

contributiva, imponer una tasa fija de contribución 19 

sobre el ingreso mayor a la impuesta en el decreto del 20 

negocio exento. 21 

(c) Denegación de Solicitudes. — 22 
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(1) Denegación si no es en Beneficio de Puerto Rico. — El Secretario de 1 

Desarrollo Económico denegará cualquier solicitud cuando 2 

determinare que la concesión no resulta en los mejores intereses 3 

económicos y sociales de Puerto Rico, luego de considerar la 4 

naturaleza de las facilidades físicas, el número de empleos, el 5 

montante de la nómina y la inversión, la localización del proyecto, 6 

su impacto ambiental, u otros factores que a su juicio ameritan tal 7 

determinación, así como las recomendaciones de las agencias que 8 

rinden informes sobre exención contributiva. 9 

(A) El peticionario, luego de ser notificado de la denegación, 10 

podrá solicitar al Secretario de Desarrollo Económico una 11 

reconsideración, dentro de los sesenta (60) días de recibida la 12 

notificación, aduciendo los hechos y argumentos respecto a 13 

su solicitud que entienda a bien hacer, incluyendo la oferta 14 

de cualquier consideración en beneficio de Puerto Rico que 15 

estime haga meritoria su solicitud de reconsideración.  16 

(B) En caso de reconsiderar la solicitud, el Secretario de Desarrollo 17 

Económico podrá aceptar cualquier consideración ofrecida a 18 

beneficio de Puerto Rico y podrá requerir y disponer cualquier 19 

otro término o condición que sea necesario para asegurar que 20 

dicha concesión será para los mejores intereses de Puerto Rico 21 
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y los propósitos de desarrollo económico que propone esta 1 

Ley. 2 

(2) Denegación por Conflicto con Interés Público.- El Secretario de 3 

Desarrollo Económico denegará cualquier solicitud cuando 4 

determinare, a base de los hechos presentados a su consideración y 5 

después que el solicitante haya tenido la oportunidad de ofrecer 6 

una presentación completa sobre las cuestiones en controversia, 7 

que la solicitud está en conflicto con el interés público de Puerto 8 

Rico porque el negocio solicitante no ha sido organizado como 9 

negocio bona fide con carácter permanente, o en vista de la 10 

reputación moral o financiera de las personas que lo constituyen, 11 

los planes y métodos para obtener financiamiento para el negocio 12 

solicitante, la naturaleza o uso propuesto de los productos o 13 

servicios del negocio solicitante, o cualquier otro factor que pueda 14 

indicar que existe una posibilidad razonable de que la concesión de 15 

exención resultará en perjuicio de los intereses económicos y 16 

sociales de Puerto Rico. 17 

Artículo 9.-Transferencia del negocio exento. 18 

(a) Transferencia de Negocio Exento.- 19 

(1) Regla General. — La transferencia de un decreto, o de las acciones, 20 

propiedad u otro interés de propiedad en un negocio exento deberá 21 

ser previamente aprobada por el Director.  Si la misma se lleva a 22 
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cabo sin la aprobación previa, el decreto quedará anulado desde la 1 

fecha en que ocurrió la transferencia, excepto en los casos que se 2 

enumeran en el párrafo (2) de este apartado. No obstante lo 3 

anterior, el Director podrá aprobar retroactivamente cualquier 4 

transferencia efectuada sin su aprobación previa, cuando a su 5 

juicio, las circunstancias del caso así lo ameriten, tomando en 6 

consideración los mejores intereses de Puerto Rico y los propósitos 7 

de esta Ley. 8 

(2) Excepciones.-  Las siguientes transferencias serán autorizadas sin 9 

necesidad de consentimiento previo: 10 

(A) La transferencia de los bienes de un finado a su haber 11 

hereditario o la transferencia por legado o herencia. 12 

(B) La transferencia dentro de las disposiciones de esta Ley. 13 

(C) La transferencia de acciones o cualquier participación social 14 

cuando tal transferencia no resulte directa o indirectamente 15 

en un cambio en el dominio o control de un negocio exento 16 

que posea un decreto concedido bajo esta Ley. 17 

(D) La transferencia de acciones de una corporación que posea u 18 

opere un negocio exento  cuando la misma ocurra después 19 

que el Secretario de Desarrollo Económico haya 20 

determinado que se permitirán cualesquiera transferencias 21 

de acciones de tal corporación sin su previa aprobación. 22 



35 
 

 

(E) La prenda, hipoteca u otra garantía con el propósito de 1 

responder de una deuda "bona fide". Cualquier transferencia 2 

de control, título o interés en virtud de dicho contrato estará 3 

sujeta a las disposiciones del apartado (a) de este Artículo. 4 

(F) La transferencia por operación de ley, por orden de un 5 

tribunal o por un juez de quiebra a un síndico o fiduciario. 6 

Cualquier transferencia subsiguiente a una tercera persona 7 

que no sea el mismo deudor o quebrado anterior estará 8 

sujeta a las disposiciones del apartado (a) de este Artículo. 9 

(G) La transferencia de todos los activos de un negocio exento 10 

que posea un decreto otorgado bajo esta Ley, a un negocio 11 

afiliado. Para fines de este párrafo, negocios afiliados son 12 

aquellos cuyos accionistas o socios poseen en común el 13 

ochenta (80) por ciento o más de las participaciones, o de las 14 

acciones con derecho al voto, emitidas y en circulación de 15 

dicho negocio exento. 16 

(3) Notificación.- Toda transferencia incluida en las excepciones de 17 

este apartado será informada por el negocio exento que posea un 18 

decreto concedido bajo esta Ley, al Director, con copia al Secretario 19 

de Desarrollo Económico y al Secretario, dentro de los treinta (30) 20 

días siguientes excepto las incluidas bajo el párrafo (D) del inciso 21 

(2) que no conviertan en accionista en un tenedor de diez por ciento 22 
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(10%) o más del capital emitido de la corporación, y las incluidas 1 

bajo el párrafo (G) del inciso (2), las cuales deberán ser informadas 2 

por el negocio exento al Director, con copia al Secretario, previo a la 3 

fecha de la transferencia. 4 

Artículo 10.-Revocación Permisiva y Mandatoria. 5 

(a) Revocación Permisiva.-  Un decreto puede ser revocado por el Secretario 6 

de Desarrollo Económico: 7 

(1) Cuando el negocio exento no cumpla con cualesquiera de las 8 

obligaciones que le hayan sido impuestas por esta Ley o sus 9 

reglamentos, o por los términos del decreto de exención. 10 

(2) Cuando el negocio exento no comience, o no finalice la construcción 11 

de las instalaciones necesarias para las actividades que propone 12 

llevar a cabo, o la prestación de los servicios que se propone prestar, 13 

o cuando no comience la actividad dentro del período fijado para 14 

esos propósitos en el decreto. 15 

(3) Cuando el negocio exento suspenda sus operaciones por más de 16 

treinta (30) días sin la autorización expresa del Secretario de 17 

Desarrollo Económico. Disponiéndose que el Secretario de 18 

Desarrollo Económico podrá autorizar tales suspensiones por 19 

períodos mayores de treinta (30) días cuando las mismas sean 20 

motivadas por circunstancias extraordinarias. 21 

(b) Revocación Mandatoria.- 22 
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(1) El Secretario de Desarrollo Económico revocará cualquier decreto 1 

concedido bajo esta Ley cuando la misma haya sido obtenida por 2 

representaciones falsas o fraudulentas sobre la naturaleza del 3 

negocio elegible, o cualesquiera otros hechos o circunstancias que, 4 

en todo o en parte, motivaron la concesión del decreto. 5 

(2) Será motivo de revocación bajo este inciso, además, cuando 6 

cualquier persona cometa, o trate de cometer, por sí o a nombre de 7 

cualquier otra persona, una violación de las disposiciones 8 

referentes a los negocios sucesores o negocios exentos antecesores. 9 

(3) Cuando el negocio exento deje de cumplir con su responsabilidad 10 

contributiva bajo el Código y otras leyes impositivas de Puerto 11 

Rico, cuando el incumplimiento sea debidamente certificado por el 12 

Secretario. 13 

(c) Procedimiento.-  En los casos de revocación de un decreto concedido bajo 14 

esta Ley, el concesionario tendrá la oportunidad de comparecer y ser oído 15 

ante el Director o ante cualquier Examinador Especial de la Oficina de 16 

Exención designado para ese fin, quien informará sus conclusiones y 17 

recomendaciones al Secretario de Desarrollo Económico, previa la 18 

recomendación de las agencias que rinden informes de exención 19 

contributiva. 20 

(d) Efecto de la Revocación.- En caso de revocación, todo el ingreso neto 21 

computado, previamente informado como ingreso neto de zonas 22 
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oportunidad, que haya o no sido distribuido, así como todas las 1 

distribuciones del mismo, quedarán sujetos a las contribuciones impuestas 2 

bajo las disposiciones del Código. El contribuyente, además, será 3 

considerado como que ha radicado una planilla falsa o fraudulenta con 4 

intención de evitar el pago de contribuciones y, por consiguiente, quedará 5 

sujeto a las disposiciones penales del Código. La contribución adeudada 6 

en tal caso, así como cualesquiera otras contribuciones hasta entonces 7 

exentas y no pagadas, quedarán vencidas y pagaderas desde la fecha en 8 

que tales contribuciones hubieren vencido y hubieren sido pagaderas a no 9 

ser por el decreto, y serán imputadas y cobradas por el Secretario, de 10 

acuerdo con las disposiciones del Código. 11 

Artículo 11.-Naturaleza de los Decretos.-  12 

(a)  En general.- Los decretos emitidos bajo esta Ley se considerarán un 13 

contrato entre el negocio exento, sus accionistas, socios o dueños y el 14 

Gobierno de Puerto Rico, y dicho contrato será la ley entre las partes. 15 

Dicho contrato se interpretará liberalmente, de manera cónsona con el 16 

propósito de esta Ley de promover el desarrollo socioeconómico de Puerto 17 

Rico. El Secretario de Desarrollo Económico tiene discreción para incluir, a 18 

nombre de y en representación del Gobierno de Puerto Rico, aquellos 19 

términos y condiciones, concesiones y exenciones que sean consistentes 20 

con el propósito de esta Ley y que promuevan la creación de empleos 21 

mediante el desarrollo socioeconómico de Puerto Rico, tomándose en 22 
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consideración la naturaleza de la petición o acción solicitada, así como los 1 

hechos y circunstancias relacionadas de cada caso en particular que 2 

puedan ser de aplicación. 3 

(b) Obligación de Cumplir con lo Representado en la Solicitud.- Todo negocio 4 

exento que posea un decreto concedido bajo esta Ley, llevará a cabo sus 5 

operaciones exentas sustancialmente como las representó en su solicitud, 6 

excepto cuando las mismas han sido variadas mediante enmiendas 7 

autorizadas por el Secretario de Desarrollo Económico de acuerdo a las 8 

disposiciones de esta Ley. 9 

Artículo 12.-Decisiones Administrativas- Finalidad.- 10 

(a)  Todas las decisiones y determinaciones del Comité, en cuanto a la 11 

designación de una actividad como Proyecto Prioritario en zonas de 12 

oportunidad, o del Secretario de Desarrollo Económico, en cuanto a la 13 

concesión del decreto y su contenido, serán finales y contra las mismas no 14 

procederá revisión judicial o administrativa u otro recurso, a menos que 15 

específicamente se disponga de otra forma. Disponiéndose que, una vez 16 

concedido un decreto bajo esta Ley, ninguna agencia, instrumentalidad 17 

pública, subdivisión política, corporación pública, o municipio, sea este 18 

autónomo o no, del Gobierno de Puerto Rico que no sea el Secretario de 19 

Desarrollo Económico o el Gobernador, podrá impugnar la legalidad de 20 

dicho decreto o cualquiera de sus disposiciones. 21 
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(b) Cualquier concesionario adversamente afectado o perjudicado por 1 

cualquier acción tomada por el Secretario de Desarrollo Económico, 2 

revocando y/o cancelando un decreto de exención de acuerdo con el 3 

apartado (b) del Artículo 10 de esta Ley, tendrá derecho a revisión judicial 4 

de la misma mediante la presentación de un recurso de revisión ante el 5 

Tribunal de Apelaciones de Puerto Rico, dentro de treinta (30) días 6 

después de la decisión o adjudicación final del Secretario de Desarrollo 7 

Económico. Durante la tramitación de la revisión judicial, el Secretario de 8 

Desarrollo Económico queda autorizado, cuando a su juicio la justicia lo 9 

requiera, para posponer la fecha de efectividad de cualquier acción tomada 10 

por él bajo aquellas condiciones que se requieran y en los extremos que 11 

sean necesarios para evitar daño irreparable. Cuando se solicite tal 12 

posposición y se deniegue, el tribunal ante el cual se solicite la revisión, 13 

incluyendo el Tribunal Supremo de Puerto Rico, mediante recurso de 14 

certiorari, podrá decretar cualquier proceso necesario y apropiado para 15 

posponer la fecha de efectividad de cualquier acción tomada por el 16 

Secretario de Desarrollo Económico para conservar el status o derecho de 17 

las partes hasta la terminación de los procedimientos de revisión, previa 18 

prestación de fianza a favor del Secretario de Hacienda por el montante de 19 

las contribuciones no pagadas hasta entonces, más intereses y penalidades, 20 

más intereses computados por el período de un (1) año al tipo legal 21 

prevaleciente. Cualquier decisión o sentencia del Tribunal de Apelaciones 22 
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de Puerto Rico quedará sujeta a revisión por el Tribunal Supremo de Puerto 1 

Rico mediante certiorari solicitado por cualquiera de las partes en la forma 2 

dispuesta por ley. 3 

(c) Los miembros del Comité y las empleadas y los empleados con funciones 4 

relacionadas al Comité, no incurrirán en responsabilidad civil por 5 

cualquier acción u omisión en el desempeño de sus deberes bajo esta Ley, 6 

excepto cuando medie conducta constitutiva de delito o medie negligencia 7 

crasa.  8 

Artículo 13.-Informes Periódicos al Comité. 9 

(a)  En General.- Anualmente, e independientemente de cualquier otro informe 10 

requerido por ley, el Director, en consulta con el Secretario, el Secretario de 11 

Desarrollo Económico y la Junta de Planificación, rendirá un informe al 12 

Comité sobre el impacto económico y fiscal de esta Ley.  Dicho informe 13 

deberá ser sometido dentro de los ciento ochenta (180) días después del 14 

cierre de cada año fiscal.  El referido informe contendrá la información que 15 

el Comité publique mediante carta circular u otra publicación de 16 

circulación general. 17 

Artículo 14.-Informes Requeridos a Negocios Exentos y a sus Accionistas o 18 

Socios. 19 

(a) Todo negocio exento radicará anualmente ante el Secretario una planilla de 20 

contribución sobre ingresos, independientemente de la cantidad de su 21 

ingreso bruto o neto, separada de cualquier otra planilla que por otros 22 
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motivos esté obligado a rendir con relación a las operaciones de la 1 

industria cubiertas por los beneficios provistos en esta Ley, y de acuerdo 2 

con el Código de Rentas Internas de Puerto Rico. El Secretario podrá 3 

compartir con la Oficina de Exención Contributiva la información así 4 

recibida, siempre y cuando se proteja la confidencialidad de dicha 5 

información. 6 

(b) Todo accionista o socio de un negocio exento que posea un decreto 7 

concedido bajo esta Ley, deberá rendir anualmente ante el Departamento 8 

de Hacienda una planilla de contribución sobre ingresos conforme a las 9 

disposiciones del Código de Rentas Internas de Puerto Rico, siempre que 10 

bajo dicho Código tuviera la obligación de así hacerlo. 11 

(c) El negocio exento tendrá la obligación de mantener en Puerto Rico, de 12 

forma separada, la contabilidad relativa a sus operaciones, así como los 13 

récords y expedientes que sean necesarios, además de prestar y someter 14 

aquellas declaraciones juradas y cumplir con las reglas y reglamentos en 15 

vigor para el debido cumplimiento de los propósitos de esta Ley y que el 16 

Secretario pueda prescribir de tiempo en tiempo con relación a la 17 

imposición y recaudación de toda clase de contribuciones. 18 

(d) Todo negocio exento radicará anualmente en la Oficina de Exención, con 19 

copia al Secretario, no más tarde de treinta (30) días después de la fecha 20 

prescrita por ley para la radicación de la correspondiente planilla de 21 

contribución sobre ingresos, incluyendo las prórrogas concedidas para este 22 
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propósito, un informe autenticado con la firma del Presidente, socio 1 

administrador, o su representante autorizado. Dicho informe deberá 2 

contener una relación de datos que reflejen el cumplimiento de las 3 

condiciones establecidas en el decreto con la información que se pueda 4 

requerir en el formulario que se promulgue para estos propósitos o que se 5 

requiera por Reglamento. Este informe deberá venir acompañado por los 6 

derechos que se dispongan por Reglamento y los mismos serán pagados 7 

con un giro postal o bancario o cheque certificado o por medios 8 

electrónicos a nombre del Secretario de Hacienda. La información ofrecida 9 

en este informe anual será utilizada para propósitos de estadísticas y 10 

estudios económicos, conforme se dispone en esta Ley. De igual forma, la 11 

Oficina de Exención habrá de realizar cada dos (2) años, cuando menos, 12 

una auditoría de cumplimiento respecto a los términos y condiciones del 13 

decreto otorgado bajo esta Ley. 14 

(e) El Director podrá imponer una multa administrativa de diez mil (10,000) 15 

dólares a cualquier negocio exento que deje de radicar alguno de los 16 

informes que el Secretario o el Director le requiera, a tenor con lo dispuesto 17 

en los apartados (a) al (e) de este Artículo, o que radique los mismos 18 

después de la fecha de su vencimiento. La Oficina de Exención podrá 19 

iniciar una acción civil para el cobro de dicha multa administrativa en el 20 

Tribunal General de Primera Instancia de Puerto Rico, Sección Superior, 21 

Sala de San Juan, el cual tendrá jurisdicción exclusiva para entender en ese 22 
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procedimiento.  La radicación de un informe incompleto se considerará 1 

como no radicado, si la agencia concernida notifica al negocio exento de 2 

alguna omisión en el informe requerido y dicho negocio exento no somete 3 

la información que falta dentro de quince (15) días de haber sido 4 

notificada, o no justifica razonablemente la falta de la misma. 5 

Artículo 15.-Reglamentos Bajo esta Ley.  6 

Para hacer efectivas las disposiciones y propósitos de esta Ley, el Secretario de 7 

Desarrollo Económico, en consulta con el Secretario, aprobará aquellos reglamentos que 8 

sean necesarios para regir todo lo concerniente a la forma y manera en que se solicitarán 9 

y concederán los decretos aquí contemplados. El Secretario aprobará reglamentación, en 10 

consulta con el Secretario de Desarrollo Económico, con relación a la concesión y cesión o 11 

venta de los créditos contributivos bajo el Artículo 4 de esta Ley. Estos reglamentos 12 

estarán sujetos, además, a las disposiciones de la Ley 38-2017, conocida como la “Ley de 13 

Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico”.   14 

El Secretario podrá emitir reglamentos, determinaciones administrativas, cartas 15 

circulares o boletines informativos de carácter general sobre todo lo relacionado al 16 

cumplimento del negocio exento y el Fondo con las disposiciones del Código y de esta 17 

Ley. 18 

Artículo 16.-Aplicación del Código de Rentas Internas de Puerto Rico. 19 

El Código aplicará de forma supletoria en la medida en que sus disposiciones no 20 

estén en conflicto con las disposiciones de esta Ley. 21 

Artículo 17.-Proceso Especial para la Evaluación y Concesión de Permisos. 22 
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(a) Proceso Especial.- Las agencias gubernamentales con injerencia en la 1 

tramitación de los permisos, consultas, licencias, franquicias, o 2 

certificaciones para Proyectos Prioritarios en zonas de oportunidad se 3 

regirán por lo establecido en esta Ley y se les dispensará del cumplimiento 4 

de los términos y procedimientos establecidos en la Ley 161-2009, según 5 

enmendada, conocida como la “Ley para la Reforma del Proceso de 6 

Permisos de Puerto Rico”, la Ley Núm. 75 de 24 de junio de 1975, según 7 

enmendada, conocida como “Ley Orgánica de la Junta de Planificación de 8 

Puerto Rico”, la Ley 81-1991, conocida como “Ley de Municipios 9 

Autónomos del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 1991” y la Ley 38-10 

2017, según enmendada, conocida como “Ley de Procedimiento 11 

Administrativo Uniforme del Gobierno” y los reglamentos promulgados al 12 

amparo de las mismas.  Los requisitos sustantivos aplicables a los 13 

permisos, consultas, licencias, franquicias, consultas o certificación al serán 14 

los que establece la ley o reglamento que rige el referido trámite. 15 

(b) Jurisdicción.- Independientemente de lo dispuesto en cualquier otra ley, 16 

toda solicitud de permiso para un Proyecto Prioritario en zonas de 17 

oportunidad será evaluada por la Oficina de Gerencia de Permisos (OGPe), 18 

indistintamente de la ubicación del mismo y de cualquier convenio de 19 

transferencia de jerarquías que exista con el municipio donde ubica.   20 

(c) Plazo para Comentarios.- Las agencias o municipios a los cuales la OGPe 21 

les solicite comentarios, tendrán el término improrrogable de diez (10) días 22 
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laborables desde la petición de comentarios  para presentar los mismos. De 1 

no recibir contestación, transcurrido dicho término de diez (10) días 2 

laborables, se entenderá como favorable  la propuesta. 3 

 (d) Plazo para Tramitar Documentos Ambientales.- Se establece un término de 4 

veinte (20) días laborables, desde el momento en que se radique el 5 

documento ambiental para un Proyecto Prioritario en zonas de 6 

oportunidad para que la OGPe exprese su conformidad u objeción de 7 

acuerdo a las disposiciones del Artículo 4(B)(3) de la Ley 416-2004, según 8 

enmendada, conocida como o “Ley sobre Política Pública Ambiental”.  Este 9 

término podrá ser prorrogado por la OGPe cuando el documento 10 

ambiental presentado esté incompleto, cuando haga falta información 11 

adicional o por otras razones meritorias. .  12 

(1) La evaluación y determinación final en cuanto al documento 13 

ambiental se llevará a cabo por un Subcomité Interagencial de 14 

Cumplimiento Ambiental a ser creado por el Gobernador mediante 15 

Orden Ejecutiva, cuyos representantes tendrán facultad para 16 

evaluar y adjudicar los posibles impactos ambientales que podrían 17 

tener los proyectos a desarrollarse.   En situaciones extraordinarias, 18 

el voto mayoritario del Subcomité Interagencial podrá extender el 19 

término para evaluar y adjudicar los posibles impactos ambientales 20 

hasta un período no mayor de cuarenta y cinco (45) días.  De no 21 

haberse creado el Subcomité Interagencial de Cumplimiento 22 
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Ambiental, se autoriza al Subcomité Interagencial de 1 

Cumplimiento Ambiental que haya sido creado por el Gobernador 2 

conforme la Ley 76-2000, según enmendada, a efectuar los trámites 3 

autorizados bajo este Artículo. 4 

(e)  Plazo para evaluar Consulta de Ubicación.- Una vez el Proyecto Prioritario 5 

en zonas de oportunidad haya obtenido la certificación de cumplimiento 6 

ambiental conforme al Artículo 4(B)(3) de la Ley 416-2004, según 7 

enmendada, la OGPe tendrá treinta (30) días laborables para evaluar la 8 

consulta de ubicación presentada para dicho proyecto, si alguna.  9 

(f)  Plazo para otros Permisos de Desarrollo.- Los permisos para urbanización, 10 

construcción, segregación (lotificación) y otros para desarrollo del Proyecto 11 

Prioritario en zonas de oportunidad,  que no sean una consulta de 12 

ubicación y los otros permisos individuales, generales o consolidados bajo 13 

la jurisdicción de OGPe, serán evaluados por la OGPe, la cual tendrá diez 14 

(10) días laborables para evaluar los mismos una vez sea radicada 15 

satisfactoriamente la solicitud del permiso correspondiente.   16 

(g)  Notificaciones.- En todo procedimiento en el que se requiera notificar a 17 

partes interesadas, será suficiente la publicación de un solo aviso en dos (2) 18 

diarios de circulación general.  Se colocará, además, un rótulo en un lugar 19 

con exposición prominente que indique, entre otras cosas, el objeto de la 20 

obra o proyecto, la dirección en el Internet y el número de teléfono de la 21 

agencia pertinente. 22 
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(h)   Reglamentos y Órdenes Administrativas.- Se faculta a la Oficina de 1 

Gerencia de Permisos (OGPe) a establecer procedimientos alternos para 2 

expeditar la concesión de permisos, licencias, endosos, consultas o 3 

certificaciones relacionadas con los Proyectos Prioritarios en zonas de 4 

oportunidad, cónsonas con los requisitos de esta Ley.  Durante el periodo 5 

que no se hayan establecidos tales procedimientos, la OGPe está 6 

autorizada a aplicar los procedimientos establecidos en los reglamentos 7 

que haya adoptado conforme a la Ley 76-2000, según enmendada, 8 

aplicándosele los plazos establecidos en esta Ley.  Se autoriza, además, a 9 

las agencias gubernamentales a emitir las órdenes administrativas que sean 10 

necesarias para poner en vigor y cumplir con los propósitos de esta Ley.   11 

(i)  Prioridad.- Los proyectos que se vayan a llevar a cabo bajo las 12 

disposiciones de esta Ley tendrán prioridad en la programación de todas 13 

las agencias gubernamentales.  No obstante, los proyectos que cualifiquen 14 

como de emergencia conforme a la Ley 76-2000, según enmendada, 15 

tendrán prioridad sobre los Proyectos Prioritarios en zonas de oportunidad 16 

de ser presentados contemporáneamente.    17 

(j)  Solicitud de Revisión y Orden de Paralización.- La parte adversamente 18 

afectada por cualquier resolución u orden emitida por OGPe o alguna otra 19 

agencia con injerencia tendrá como único remedio presentar una solicitud 20 

de revisión ante el Tribunal de Apelaciones. Cualquier solicitud de 21 

revisión judicial de la agencia administrativa concernida deberá 22 
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presentarse ante dicho tribunal, dentro del término jurisdiccional de veinte 1 

(20) días naturales, contados a partir de la fecha en que se archive en autos 2 

copia de la notificación de la resolución u orden final de la agencia. La 3 

parte recurrente notificará la presentación de la solicitud de revisión a la 4 

agencia recurrida y a todas las partes interesadas dentro del término 5 

establecido; disponiéndose, que el cumplimiento con dicha notificación 6 

será de carácter jurisdiccional. 7 

(1) Si el Tribunal de Apelaciones así lo solicita, la agencia 8 

administrativa en cuestión, elevará al Tribunal de Apelaciones los 9 

autos del caso, dentro de los diez (10) días naturales siguientes a la 10 

orden del Tribunal.  El Tribunal de Apelaciones atenderá la 11 

revisión según se dispone en los Artículos 13.1(b) y 13.1(c) de la Ley 12 

161-2009, según enmendada. 13 

(2) La expedición de un auto de revisión no paralizará la autorización 14 

o la realización de una obra ni la implantación de una regla, 15 

reglamento, orden, resolución, determinación, tramitación, 16 

concesión o vigencia de cualquier permiso, licencia, endoso o 17 

certificación de una agencia o funcionario; la adjudicación de una 18 

subasta o el otorgamiento de un contrato emitido o surgido en 19 

torno a los proyectos que vayan a llevarse a cabo, a menos que el 20 

tribunal lo ordene expresamente para prevenir un daño irreparable, 21 

luego de considerar una moción en auxilio de jurisdicción a tales 22 
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efectos.   Para que el tribunal emita dicha orden, la parte recurrente 1 

deberá probar que la misma es indispensable para proteger la 2 

jurisdicción del tribunal; que tiene una gran probabilidad de 3 

prevalecer en los méritos; que la orden de paralización no causará 4 

daño sustancial a las demás partes; que no perjudicará el interés 5 

público; que no existe una alternativa razonable para evitar los 6 

alegados daños; y que el daño no se podrá compensar mediante la 7 

concesión de un remedio monetario o cualquier otro remedio 8 

adecuado en derecho, todo ello de conformidad con lo dispuesto en 9 

el Código de Enjuiciamiento Civil de 1933. 10 

(3) Cualquier orden del tribunal sólo podrá afectar aquel componente 11 

o componentes del proyecto que sea objeto de controversia en el 12 

caso y en donde esté envuelto un daño sustancial. 13 

(k)  Para propósitos de esta Ley, el término Proyectos Prioritarios en zonas de 14 

oportunidad incluirá proyectos acordados en un Contrato de Alianza de 15 

conformidad con la Ley 29-2009, según enmendada, conocida como la “Ley 16 

para las Alianzas Público-Privadas de Puerto Rico”. 17 

Artículo 18.-Interrelación con otras leyes. 18 

Las disposiciones de esta Ley no podrán utilizarse en conjunto con otras leyes de 19 

incentivos económicos o contributivos, de forma tal que el resultado de la utilización en 20 

conjunto de las leyes sea la obtención de beneficios contributivos, o de cualquier otra 21 

naturaleza, que excedan los beneficios a los cuales se tendría derecho bajo cualesquiera  22 
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contribuyente y una persona no relacionada, a la elección del 1 

contribuyente- 2 

(A) su ingreso bruto para un año contributivo, a los fines de la 3 

Sección 1031.01, no incluirá la porción de dicha ganancia que 4 

no exceda el monto agregado que invierta dicho 5 

contribuyente en un fondo de oportunidad elegible dentro 6 

los ciento ochenta (180) días contados desde el día de tal 7 

venta o permuta; 8 

(B) El monto de la ganancia no incluido del ingreso bruto bajo el 9 

inciso (A) se incluirá en el ingreso bruto según dispone el 10 

apartado (b), y 11 

(C) aplicará el apartado (c) de esta Sección. 12 

(2) Tratamiento de las ganancias de capital para propósitos del 13 

apartado (b) de la Sección 1022.04.- Para fines del apartado (b) de la 14 

Sección 1022.04, el monto de la ganancia de capital no incluido bajo 15 

el inciso (A) del párrafo (1) del apartado (a) no formará parte del 16 

“ingreso neto ajustado según los libros” del contribuyente. 17 

(3) Elección.- Ninguna elección podrá hacerse al amparo del párrafo 18 

(1)- 19 

(A) respecto a la venta o permuta si una elección previamente 20 

hecha con relación a dicha venta o permuta se encuentra en 21 

vigor, o 22 
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(B) respecto a cualquier venta o permuta efectuada luego del 31 1 

de diciembre de 2026. 2 

(b) Diferimiento de la ganancia de capital invertida en un fondo de 3 

oportunidad elegible. 4 

(1) Año de inclusión. – La ganancia a la cual le aplica el inciso (B) del 5 

párrafo (1) del apartado (a) será incluida en el ingreso bruto del año 6 

contributivo que incluya lo más temprano de: 7 

(A) la fecha en la cual la inversión en el fondo de oportunidad 8 

elegible es vendida o permutada; o 9 

(B) el 31 de diciembre de 2026. 10 

(2) Cantidad a ser incluida en el ingreso bruto. 11 

(A) En general. La cantidad de la ganancia de capital a ser 12 

incluida en el ingreso bruto del contribuyente al amparo del 13 

párrafo (1) de este apartado será el exceso de: 14 

(i) lo menor del monto de la ganancia de capital excluida 15 

bajo el inciso (A) del párrafo (1) del apartado (a) o el 16 

justo valor en el mercado de la inversión, según 17 

determinado a la fecha descrita en el párrafo (1) de 18 

este apartado, sobre 19 

(ii) la base del contribuyente en la inversión en el fondo 20 

de oportunidad elegible. 21 
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(B) Determinación de base del contribuyente en la inversión en 1 

el fondo de oportunidad elegible. 2 

(i) En general. Excepto se disponga de otra manera en 3 

esta cláusula o en el apartado (c), la base del 4 

contribuyente en la inversión en el fondo de 5 

oportunidad elegible será cero. 6 

(ii) Aumento debido a la ganancia de capital reconocida 7 

bajo el párrafo (1) del apartado (b). La base del 8 

contribuyente en la inversión en el fondo de 9 

oportunidad elegible será aumentada por el monto de 10 

la ganancia incluida en el ingreso bruto bajo el 11 

párrafo (1) del apartado (b) respecto a dicha 12 

propiedad. 13 

(iii) Inversiones en un fondo de oportunidad elegible 14 

poseídas por cinco (5) años. En el caso de cualquier 15 

inversión en el fondo de oportunidad elegible poseída 16 

durante al menos cinco (5) años, la base de dicha 17 

inversión será aumentada por una cantidad igual al 18 

diez (10) por ciento del monto de la ganancia diferida 19 

bajo del inciso (A) del párrafo (1) del apartado (a). 20 

(iv) Inversiones en un fondo de oportunidad elegible 21 

poseídas por siete (7) años. En el caso de cualquier 22 
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inversión en el fondo de oportunidad elegible poseída 1 

por el contribuyente durante al menos (7) años, la 2 

base de dicha propiedad será aumentada, además de 3 

por cualquier ajuste efectuado al amparo de la 4 

cláusula (iii), por una cantidad igual al cinco (5) por 5 

ciento de la ganancia diferida bajo el inciso (A) del 6 

párrafo (1) del apartado (a). 7 

(3) Tratamiento de ganancias de capital para propósitos del apartado 8 

(b) de la Sección 1022.04.- A los fines del apartado (b) de la Sección 9 

1022.04, el monto de la ganancia reconocido como ingreso bruto 10 

bajo el párrafo (1) del apartado (b) se incluirá en el “ingreso neto 11 

ajustado según los libros” del contribuyente. 12 

(c) Regla especial para inversiones en un fondo de oportunidad elegible 13 

poseídas durante al menos diez (10) años.- En el caso de una inversión en 14 

un fondo de oportunidad elegible poseída por el contribuyente durante al 15 

menos diez (10) años y respecto a la cual el contribuyente efectuó una 16 

elección al amparo de esta sección, la base del contribuyente en la 17 

inversión en el fondo de oportunidad elegible será igual a su justo valor en 18 

el mercado a la fecha de la venta o permuta. 19 

(d) Definiciones. 20 

(1) Fondo de oportunidad elegible.- El término “fondo de oportunidad 21 

elegible” significa una entidad que reúne los siguientes requisitos: 22 
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(A) la entidad es un fondo de oportunidad calificado bajo la 1 

Sección 1400Z-2 del Código de Rentas Internas de los 2 

Estados Unidos de 1986, según enmendado, y 3 

(B) la propiedad de la entidad, o de una corporación o una 4 

sociedad en la cual la entidad adquiere acciones o intereses 5 

en sociedad, ubica en la zona de oportunidad calificada 6 

(según dicho término se define en párrafo (2) del apartado 7 

(d) de la Sección 1400Z-2 del Código de Rentas Internas de 8 

los Estados Unidos de 1986, según enmendado) y consiste en 9 

propiedad localizada en Puerto Rico. 10 

(2) Contribuyente.- 11 

(A) En general.- El término “contribuyente” significa un 12 

individuo, fideicomiso, sucesión, corporación, sociedad o 13 

una corporación de individuos. 14 

(B) Reglas especiales para sociedades y corporaciones de 15 

individuos.- En el caso de una porción de una ganancia de 16 

capital derivada por una sociedad o una corporación de 17 

individuos y respecto a la cual la sociedad o corporación de 18 

individuos no efectúa una elección bajo el párrafo (1) del 19 

apartado (a), los socios o accionistas de una sociedad o 20 

corporación de individuos pueden ser tratados como un 21 

contribuyente respecto a sus participaciones distribuibles en 22 



56 
 

 

dicha ganancia y hacer una elección bajo el párrafo (1) del 1 

apartado (a). En estos casos, el período de ciento ochenta 2 

(180) días preceptuado en el inciso (A) del párrafo (1) del 3 

apartado (a) comenzará al día siguiente del último día del 4 

año contributivo de la sociedad o corporación de individuos. 5 

(e) Reglas aplicables. 6 

(1) Tratamiento de las inversiones con fondos mixtos.- En el caso de 7 

cualquier inversión en un fondo de oportunidad elegible en el cual 8 

la elección bajo el apartado (a) se encuentra en vigor solamente 9 

respecto una porción de las inversiones en dicho fondo de 10 

oportunidad elegible- 11 

(A) dicha inversión en el fondo de oportunidad elegible deberá 12 

ser tratada como dos (2) inversiones separadas consistentes 13 

de: 14 

(i) una (1) inversión que solamente incluye cantidades 15 

para las cuales la elección bajo el apartado (a) aplica, y 16 

(ii) una (1) inversión separada consistente de otras 17 

cantidades, y 18 

(B) los apartados (a), (b) y (c) solamente aplicarán a la inversión 19 

descrita en la cláusula (i) del inciso (A). 20 

(2) Personas relacionadas.- Para fines de esta sección, una persona está 21 

relacionada a otra si dichas personas están descritas en el apartado 22 
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(b) de la Sección 1010.05 o son personas descritas en el apartado (b) 1 

de la Sección 1033.17, determinadas sustituyendo “veinte (20) por 2 

ciento” por “cincuenta (50) por ciento” en cada ocasión que se 3 

utiliza en tales secciones. 4 

(3) Finados.- En el caso de un finado, cantidades reconocidas bajo esta 5 

sección serán incluibles en el ingreso bruto según dispone la 6 

Sección 1032.03, si no fueron incluidas propiamente en el ingreso 7 

bruto del finado. 8 

(4) Reglamento.- El Secretario deberá promulgar los reglamentos 9 

necesarios o apropiados para lograr los propósitos de esta sección, 10 

incluyendo- 11 

(A) reglas para la certificación de fondos de oportunidad 12 

elegibles para fines de esta sección, y 13 

(B) reglas para prevenir el abuso.” 14 

Artículo 21.-Se enmienda el apartado (a) del Artículo 5 de la Ley 22-2012, 15 

conocida como la “Ley Para Incentivar el Traslado de Individuos Inversionistas a Puerto 16 

Rico” para que se lea como sigue: 17 

“Artículo 5.-Contribución Especial a Individuo Residente Inversionista 18 

sobre Ganancia Neta de Capital a Largo Plazo.-  19 

(a) Apreciación antes de convertirse en residente de Puerto Rico.-  Excepto por 20 

lo dispuesto por la Sección 1031.06 del Código, la parte de la ganancia neta 21 

de capital a largo plazo generada por un Individuo Residente Inversionista 22 
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que sea atribuible a cualquier apreciación que tuviesen valores poseídos por 1 

éste antes de convertirse en residente de Puerto Rico, que sea reconocida 2 

luego de transcurridos diez (10) años de convertirse en residente de Puerto 3 

Rico, y antes del 1 de enero de 2036, estará sujeta al pago de una 4 

contribución de cinco por ciento (5%), en lugar de cualesquiera otras 5 

contribuciones impuestas por el Código, y no estará sujeta a la contribución 6 

básica alterna provista por el Subtítulo A del Código. Si dicha apreciación 7 

es reconocida en cualquier otro momento, la ganancia neta de capital a 8 

largo plazo en relación con dichos valores, estará sujeta al pago de 9 

contribuciones sobre ingresos conforme al tratamiento contributivo 10 

provisto en el Código, incluyendo lo dispuesto por la Sección 1031.06 del 11 

Código. El monto de esta ganancia neta de capital a largo plazo estará 12 

limitado a la porción de la ganancia que se relacione a la apreciación que 13 

tuvieron los valores mientras el Individuo Residente Inversionista vivía 14 

fuera de Puerto Rico. Disponiéndose que, para años contributivos 15 

comenzados luego del 31 de diciembre de 2016, dicha ganancia de capital 16 

será considerada ingreso de fuentes fuera de Puerto Rico para propósitos de 17 

la contribución sobre ingresos dispuesta en el Código.” 18 

Artículo 22.-Se enmienda el Artículo 3 de la Ley 185-2014, según enmendada, 19 

conocida como la “Ley de Fondo de Capital Privado” para que se lea como sigue: 20 

“Artículo 3.-Elegibilidad.  21 

(a) … 22 
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 (1) …  1 

… 2 

(10) en el caso de una sociedad extranjera o compañía de 3 

responsabilidad limitada extranjera, ochenta (80) por ciento o más 4 

de su ingreso bruto es generado por las actividades de la oficina de 5 

dicha entidad en Puerto Rico.”  6 

Artículo 23.-Se enmienda el Artículo 4 de la Ley 185-2014, según enmendada, 7 

conocida como la “Ley de Fondo de Capital Privado” para que se lea como sigue: 8 

“Artículo 4.-Elección de Fondo de Capital Privado 9 

(a) Cualquier entidad que cumpla con los requisitos de elegibilidad 10 

mencionados en el Artículo 3 de esta Ley podrá elegir ser tratada como un 11 

Fondo solo si se considera como un comerciante registrado para propósitos 12 

del subtítulo D del Código y notifica dicha elección al Secretario de 13 

Hacienda no más tarde del último día del tercer mes a partir de la fecha de 14 

creación del Fondo. El Secretario de Hacienda mediante reglamento, carta 15 

circular, determinación administrativa o cualquier otro documento de 16 

carácter general establecerá la forma y manera en que la entidad deberá 17 

hacer la elección para ser tratada como un Fondo, incluyendo requerir que 18 

la elección se someta por mecanismos electrónicos. 19 

(b)  ...” 20 

Artículo 24.-Se añade un nuevo Artículo 84A a la Ley 19-2017 que lea como sigue: 21 

“Artículo 84A.-Prioridad de Proyectos Estratégicos. 22 
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Para los proyectos declarados como estratégicos bajo el Artículo 84 de esta 1 

Ley, la OGPe establecerá términos y procedimientos para atender los mismos con 2 

celeridad.  3 

Únicamente tendrán prioridad sobre los proyectos declarados como 4 

estratégicos, los que cualifiquen como de emergencia conforme a la Ley 76-2000, 5 

según enmendada, y los Proyectos Prioritarios en Zona de Oportunidad bajo la 6 

“Ley de Desarrollo de Zonas de Oportunidad y Desarrollo Económico de Puerto 7 

Rico de 2018”, en ese orden.  8 

Mientras no se adopte un Reglamento sobre los procesos y términos para 9 

darle celeridad a los proyectos estratégicos, serán de aplicación los términos 10 

dispuestos en la “Ley de Desarrollo de Zonas de Oportunidad y Desarrollo 11 

Económico de Puerto Rico de 2018”. 12 

Artículo 25.-Normas para la interpretación de la Ley. 13 

Las disposiciones de esta Ley serán interpretadas liberalmente con el propósito 14 

de promover el desarrollo e implantación de la política pública enunciada en su 15 

Exposición de Motivos y Declaración de Política Pública y llevar a cabo cualesquiera 16 

otros propósitos enunciados en esta Ley. 17 

Artículo 26.-Separabilidad y Reglas de Interpretación en Caso de Otras Leyes 18 

Conflictivas. 19 

Si cualquier Sección, apartado, párrafo, inciso, cláusula, frase o parte de esta Ley 20 

fuese declarada inconstitucional por un tribunal de jurisdicción competente, la 21 

sentencia dictada a ese efecto no afectará, perjudicará o invalidará el resto de esta Ley, 22 
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quedando sus efectos limitados a la sección, apartado, párrafo, inciso, cláusula, frase o 1 

parte de esta Ley que fuere así declarada inconstitucional. 2 

Artículo 27.-Cláusula de Vigencia. 3 

Esta Ley comenzará inmediatamente después de su aprobación. 4 

 



TEXTO APROBADO EN VOTACION FINAL POR EL SENADO 
(8 DE NOVIEMBRE DE 2018) 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 
 

18va. Asamblea 4ta. Sesión 
 Legislativa  Ordinaria 
 

SENADO DE PUERTO RICO 

R. C. del S. 297 
14 de septiembre de 2018 

Presentada por el señor Nazario Quiñones  

 Referida a la Comisión de Desarrollo de la Región Sur Central  

 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 
Para ordenarle a la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados de Puerto Rico (AAA) 

efectuar un análisis de costos dentro de su presupuesto para construir el acueducto 
rural del Noroeste de Ponce; y evaluar las alternativas de fondos estatales y 
federales disponibles para estos propósitos. 

  

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La construcción del acueducto rural del Noroeste de Ponce ha sido objeto de 

discusión pública por años. Según los reportajes más recientes, la construcción de este 

acueducto tiene un costo de aproximadamente 30 millones de dólares. El proyecto se 

detuvo luego de dos años de intensa lucha en defensa de fondos federales que se 

perdieron tras la quiebra del Banco Gubernamental de Fomento (BGF), en el año 2014. 

Ante esto, al presente la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados de Puerto Rico 

(AAA) y el Municipio de Ponce están uniendo esfuerzos para allegar fondos y se 

construya el acueducto. 

De materializarse este proyecto, se beneficiarían diversas comunidades, entre 

ellas Tibes, Montes Llanos, Monte Verde, Pastillo, La Cuchilla y los vecinos de las 

carreteras PR-123, PR-504 y PR-505. De igual manera, la capacidad del sistema de 
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bombeo de Guaraguao mejoraría, el cual sirve a los sectores Corral Viejo y Santas 

Pascuas. Algunos de estos sectores se suplen de sistemas comunitarios y, mediante este 

proyecto, podrían conectarse al sistema de la AAA. 

En atención a este asunto tan importante, la Asamblea Legislativa considera 

imperativo ordenarle a la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados efectuar un 

análisis de costos dentro de su presupuesto para construir el acueducto rural del 

Noroeste de Ponce; y evaluar las alternativas de fondos estatales y federales disponibles 

para estos propósitos.  

RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

       Sección 1.- Se le ordena a la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados de 1 

Puerto Rico efectuar un análisis de costos dentro de su presupuesto, para construir el 2 

acueducto rural del Noroeste de Ponce y evaluar las alternativas de fondos estatales 3 

y federales disponibles para estos propósitos. 4 

Sección 2.- Se ordena a la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados que, en 5 

su análisis, diseñe un plan de trabajo detallado para construir el acueducto rural del 6 

Noroeste de Ponce para atender la problemática de disponibilidad de agua en dicho 7 

Municipio, con especificación de la fecha estimada en la que se completaría la 8 

construcción. 9 

Sección 3.- La Autoridad de Acueductos y Alcantarillados rendirá un informe 10 

que exponga las acciones realizadas para dar fiel cumplimiento con lo ordenado en 11 

la Sección 1 de esta Resolución Conjunta, en un término de sesenta (60) días contados 12 

a partir de la aprobación de esta Resolución Conjunta.  13 

14 
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Sección 4.- Vigencia  1 

Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después de su 2 

aprobación. 3 

 



TEXTO APROBADO EN VOTACION FINAL POR EL SENADO 
(8 DE NOVIEMBRE DE 2018) 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 
 

18va. Asamblea                   4ta. Sesión 
            Legislativa               Ordinaria 
 

SENADO DE PUERTO RICO 
 

R. C. del S. 328 
 

7 de noviembre de 2018 

Presentada por la señora Vázquez Nieves 

Coautor el señor Muñiz Cortes 

Referida a la Comisión de Hacienda 

 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 
Para reasignar al municipio de San Sebastián, la cantidad de veinte mil trescientos 

cincuenta y tres dólares con veintidós centavos ($20,353.22) provenientes de los 
balances disponibles en el Subinciso a, Inciso 29, Apartado A de la Sección 1 de la 
Resolución Conjunta 58-2009, por la cantidad de once mil trescientos ochenta y seis 
dólares ($11,386) y del Subinciso b, Inciso 14 de la Sección 1 de la Resolución 
Conjunta 244-2012, por la cantidad de ocho mil novecientos sesenta y siete dólares 
con veintidós centavos ($8,967.22), con el propósito de llevar a cabo las obras y 
mejoras que se describen en la Sección 1 de esta Resolución Conjunta; facultar para 
la contratación de tales obras; autorizar el pareo de fondos reasignados; y para 
otros fines. 

RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se reasigna al municipio de San Sebastián, la cantidad de veintiún mil 1 

trescientos cincuenta y tres dólares con veintidós centavos ($20,353.22) provenientes de 2 

los balances disponibles en el Subinciso a, Inciso 29, Apartado A de la Sección 1 de la 3 

Resolución Conjunta 58-2009, por la cantidad de once mil trescientos ochenta y seis 4 

dólares ($11,386) y del Subinciso b, Inciso 14 de la Sección 1 de la Resolución Conjunta 5 
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244-2012, por la cantidad de ocho mil novecientos sesenta y siete dólares con veintidós 1 

centavos ($8,967.22), con el propósito de llevar a cabo los propósitos que se detallan a 2 

continuación:  3 

1. Municipio de San Sebastián 4 

a. Para obras y mejoras permanentes   $20,353.22 5 

Sección 2.- Los fondos reasignados en esta Resolución Conjunta podrán parearse 6 

con aportaciones municipales, estatales y/o federales. 7 

Sección 3.- Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 8 

de su aprobación. 9 

 



(P. de la C. 1837) 
 
 

LEY 
 
Para renumerar el Artículo 1 como Artículo 1.1 y enmendar el mismo; añadir un nuevo 

Artículo 1.2; renumerar el Artículo 2 como Artículo 2.1 y enmendar el mismo; 
añadir nuevos Artículos 2.2, 2.3, 2.4, 2.5, 2.6, 2.7, 2.8 y 2.9; derogar el Artículo 3 y 
sustituirlo por un nuevo Artículo 3.1; añadir nuevos Artículos 3.2 y 3.3; derogar el 
Artículo 4 y sustituirlo por un nuevo Artículo 4.1, añadir un nuevo Artículo 4.2, 
derogar el Artículo 5 y sustituirlo por un nuevo Artículo 5.1, añadir un nuevo 
Artículo 5.2, derogar los Artículos 6, 7, 8, 9, 10 y 11 y dividir en capítulos la Ley 91-
2006, según enmendada, conocida como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, 
a los fines de permitir la reestructuración de la deuda de la Corporación del Fondo 
del Interés Apremiante (COFINA) bajo el Título III de la “Ley para la Supervisión, 
Administración y Estabilidad Económica de Puerto Rico”, mejor conocida como 
PROMESA; autorizar a COFINA a emitir bonos como parte de dicha 
reestructuración y establecer los términos de los mismos; establecer los poderes y 
facultades de COFINA y la composición y los poderes de su Junta de Directores; 
establecer la titularidad de COFINA sobre una porción de los recaudos sobre el 
impuesto sobre ventas y uso y disponer para la transferencia y uso de dichos 
recaudos; crear un gravamen estatutario en beneficio de los tenedores de bonos de 
COFINA; establecer ciertos acuerdos a nombre del Gobierno de Puerto Rico para 
beneficio de los tenedores de bonos de COFINA; disponer que el texto en inglés 
prevalecerá sobre el texto en español; derogar los Artículos 2 y 4 de la Ley 116-
2013, según enmendada; enmendar el Artículo 25-A de la Ley 44 de 21 de junio de 
1988, según enmendada; a los fines de permitir la venta de ciertos bonos de 
COFINA que tiene la Autoridad para el Financiamiento de la Infraestructura con 
la aprobación de la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal de Puerto 
Rico; establecer que esta Ley será efectiva en la fecha de la consumación del plan 
de ajuste de deuda de COFINA bajo el Título III de PROMESA; y para otros fines 
relacionados. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
Puerto Rico enfrenta una crisis fiscal y económica sin precedentes. Este proyecto, 

al igual que el acuerdo de reestructuración del Banco Gubernamental de Fomento, 
encamina a Puerto Rico en la ruta de la credibilidad. Con este acuerdo, hacemos ajustes 
significativos en el repago de la deuda gubernamental que otras administraciones 
tomaron prestado pero que nos toca a nosotros resolver. De esta forma, aseguramos que 
el Gobierno continúe operando y sirviendo a nuestro pueblo. 
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Las posiciones asumidas y acciones tomadas por la administración pasada 
causaron que Puerto Rico perdiera acceso a los mercados de capital y precipitaron el 
colapso de su sistema de financiamiento público. Estas acciones aceleraron la contracción 
de la economía de Puerto Rico y precipitaron la migración de puertorriqueños a los 
Estados Unidos continentales.  

 
La administración pasada desarrolló una relación hostil con los participantes de 

los mercados financieros, incluyendo cientos de miles de puertorriqueños que invirtieron 
sus ahorros confiando en el buen nombre y crédito del Gobierno de Puerto Rico y sus 
corporaciones públicas. Este ambiente hostil hacia Puerto Rico también resonó en el 
Congreso de los Estados Unidos debido a la falta de transparencia y honestidad, 
generando consistentemente coberturas noticiosas negativas sobre Puerto Rico a nivel 
local, nacional e internacional.  

 
Las decisiones equivocadas de la pasada administración llevaron al “Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico” a la quiebra, lo que requirió el uso de sus recursos para atender 
y proveer servicios esenciales al pueblo de Puerto Rico. Esto, a su vez, actuó como 
catalítico para una controversia en la cual se cuestionó la estructura bajo la cual la 
Corporación del Fondo del Interés Apremiante (COFINA) emitió sus bonos. En 
particular, algunos acreedores radicaron reclamaciones argumentando, entre otras cosas, 
que (i) las emisiones de bonos de COFINA violaron la Constitución de Puerto Rico, y (ii) 
la porción de la contribución sobre ventas y uso impuesta por el Gobierno de Puerto Rico 
a la tasa de 5.5% (el IVU) y transferida a COFINA constituye “recursos disponibles” del 
Gobierno de Puerto Rico bajo el Artículo VI, Sección 8 de la Constitución de Puerto Rico 
y debe utilizarse para el pago de la “deuda pública”.  Algunos acreedores también 
presentaron argumentos sobre el alcance de la Constitución de Puerto Rico que giran en 
base a si utiliza el término “recursos disponibles”, según la versión en español, o available 
revenues, including surplus según la versión en inglés.  El 5 de mayo de 2017, la Junta de 
Supervisión y Administración Financiera (la Junta de Supervisión) creada bajo la “Ley 
para la Supervisión, Administración y Estabilidad Económica de Puerto Rico” 
(PROMESA, por sus siglas en inglés), como representante de COFINA, comenzó un 
proceso de reestructuración para COFINA bajo el Título III de PROMESA.  

 
Las partes interesadas del Gobierno de Puerto Rico y COFINA comenzaron un 

proceso ordenado para resolver las disputas relacionadas a COFINA y la titularidad 
sobre el IVU (colectivamente, la Disputa ELA-COFINA). A esos fines, el 10 de agosto de 
2018, el tribunal del Título III aprobó una estipulación y orden designando al Comité 
Oficial de Acreedores no Asegurados del Gobierno para actuar como agente la de Junta 
de Supervisión en su capacidad como representante del Gobierno de Puerto Rico (el 
Agente del Gobierno) y a Bettina M. Whyte para actuar como agente de la Junta de 
Supervisión en su capacidad como representante de COFINA (el Agente de COFINA) en 
un esfuerzo para facilitar la transacción de la Disputa ELA-COFINA.  
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El 5 de junio de 2018, el Agente del Gobierno y el Agente de COFINA anunciaron 
que habían llegado a un acuerdo en principio para resolver la Disputa ELA-COFINA (el 
Acuerdo en Principio). El Acuerdo en Principio estaba fundamentado en dividir la 
cantidad fija del IVU transferida a COFINA cada año fiscal (la Renta Fija) entre el 
Gobierno y COFINA comenzando en el año fiscal 2019, donde COFINA recibiría el 
53.65% de la cantidad anual de la Renta Fija y el Gobierno recibiría el 46.35% de la 
cantidad anual de la Renta Fija, además de todos los demás ingresos recaudados por 
concepto del IVU.  

 
Consistente con la política pública implementada por el Gobernador de Puerto 

Rico, la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal, la Junta de Supervisión y 
ciertos acreedores y aseguradores de los bonos de COFINA, llegaron a un acuerdo en 
apoyo a un plan de reestructuración para COFINA (según enmendado y reformulado el 
21 de septiembre de 2018, el Acuerdo de Reestructuración), el cual incorpora la división 
de la Renta Fija conforme al Acuerdo en Principio y provee para la transacción de la 
Disputa ELA-COFINA conforme a un plan de ajuste de deuda para COFINA bajo el 
Título III de PROMESA (el Plan de COFINA).  

 
Ahora le corresponde a la Asamblea Legislativa implementar el acuerdo entre las 

partes enmendando las disposiciones de la ley que creó a COFINA y que autorizó la 
emisión de sus bonos, la Ley 91-2006. Estas enmiendas liberarán el gravamen que tienen 
actualmente los tenedores de COFINA sobre $17.5 billones de ingresos del IVU. Estos 
ingresos ahora estarán disponibles para ser utilizados por el Gobierno de Puerto Rico 
para atender y brindar servicios a los puertorriqueños. Al implementar el Acuerdo de 
Reestructuración, esta legislación también pone fin al costoso litigio entre los agentes 
nombrados por la Junta de Supervisión y a las reclamaciones de los acreedores de 
COFINA mientras que, a la misma vez, clarifica la intención legislativa original de la Ley 
91-2006, según enmendada. Además, como resultado de esta legislación, se ahorrará 
aproximadamente $437.5 millones por año al Gobierno de Puerto Rico para beneficio del 
pueblo de Puerto Rico.  

  
Igualmente, esta legislación demuestra que la Asamblea Legislativa está 

comprometida con tomar los pasos necesarios para permitir el regreso de Puerto Rico a 
los mercados de capital. Como paso necesario para la implantación del Acuerdo de 
Reestructuración, esta legislación autorizará la restructuración de la deuda de COFINA 
bajo el Título III de PROMESA, actuará como catalítico para otras restructuraciones, 
sentará las bases para que Puerto Rico resurja de la bancarrota, reducirá los costos 
relacionados a los litigios y aligerará la terminación de la Junta de Supervisión bajo 
PROMESA.  

 
Esta Ley demuestra el compromiso de política pública continuo de la Asamblea 

Legislativa para corregir la crisis fiscal de Puerto Rico, honrar las obligaciones financieras 
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de Puerto Rico, recuperar acceso a los mercados de capital, eliminar la incertidumbre 
económica y alcanzar un nivel de deuda sostenible para Puerto Rico.  
 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 
 

Sección 1.-Se añade un Capítulo I a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 
como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, cuyo título leerá como sigue: 

 
 “CAPÍTULO I – TITULO Y DEFINICIONES” 
 
Sección 2.-Se renumera el Artículo 1 de la Ley 91-2006, según enmendada, 

conocida como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, como Artículo 1.1, y se enmienda 
el mismo para que lea como sigue:  

 
 “Artículo 1.1.-Título.  
 

Esta Ley se conocerá como la “Ley de la Corporación del Fondo de Interés 
Apremiante”. 

 
Sección 3.-Se añade un Artículo 1.2 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante” para que lea como sigue:  
 
“Artículo 1.2.-Definiciones.  
 

Los siguientes términos tendrán los significados que se expresan a 
continuación: 

 
(a) “AAFAF”– significa la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal 

de Puerto Rico. 
 
(b) “Ley”– significa la Ley 91-2006, según enmendada, también conocida como 

“Ley de la Corporación del Fondo del Interés Apremiante”. 
 
(c) “Acuerdos Complementarios”– significa el Plan de Ajuste de la 

Corporación, el Contrato de Bonos, el Acuerdo de Transacción y cualquier 
otro acuerdo o instrumento otorgado por la Corporación o el Fiduciario del 
Contrato de Bonos relacionado a, o en apoyo de, la Transacción de 
Reestructuración y relacionado a, o en apoyo de, el Plan de Ajuste de la 
Corporación. 

 
(d) “Actividades Autorizadas”– significa las actividades que la Corporación 

está autorizada a llevar a cabo conforme al Artículo 2.4 de esta Ley. 
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(e) “Junta de Directores”– significa la Junta de Directores de la Corporación.  
 
(f) “Contrato de Bonos”– significa uno o más contratos de fideicomiso, 

contratos de bonos y cualquier suplemento o enmienda a éstos, o cualquier 
contrato o acuerdo similar otorgado por la Corporación y el Fiduciario del 
Contrato de Bonos mediante el cual se emitan los Bonos del Plan de Ajuste 
y que establezca los derechos y responsabilidades de la Corporación y los 
tenedores de Bonos del Plan de Ajuste emitidos bajo el mismo.   

 
(g) “Presidente” – significa el presidente de la Junta de Directores.   
 
(h) “Ingresos de la Corporación” – significa los Primeros Ingresos hasta una 

cantidad igual al cincuenta y tres punto sesenta y cinco por ciento (53.65%) 
de la Renta Fija para cada Año Fiscal y todo derecho legal y en equidad, 
título e interés con respecto a los mismos, incluyendo el derecho a recibir 
los Primeros Ingresos según se dispone en el Artículo 4.1 de esta Ley.   

 
(i) “Fondo de Ingresos de la Corporación ” – significa el fondo o los fondos 

segregados propiedad de la Corporación en la(s) cual(es) se depositan los 
Ingresos de la Corporación, cuya cuenta (1) deberá estar a nombre del 
Fiduciario del Contrato de Bonos para beneficio de los tenedores de Bonos 
del Plan de Ajuste, (2) no puede ser propiedad de, ni estar controlada por, 
el Gobierno de Puerto Rico o una Entidad Gubernamental (excepto la 
Corporación) de ninguna manera, y (3) se mantendrá en uno o más bancos 
en los Estados Unidos continentales.  

 
(j) “Corporación” – significa la Corporación del Fondo del Interés Apremiante 

creada por esta Ley. 
 
(k) “Plan de Ajuste de la Corporación”– significa el plan de ajuste consumado 

con relación al caso de la Corporación bajo el Título III de PROMESA, 
incluyendo la orden del Tribunal de Distrito confirmando dicho plan de 
ajuste.  

 
(l) “Tribunal de Distrito”– significa el Tribunal de Distrito de los Estados 

Unidos para el Distrito de Puerto Rico. 
 
(m) “Fecha de Efectividad” – significa la fecha en la cual el Plan de Ajuste de la 

Corporación advenga efectivo de acuerdo a sus términos.  
 
(n) “Costos de Financiamiento”– significa todos los costos asociados con la 

Transacción de Reestructuración, incluyendo los costos, honorarios y 
gastos de: (1) emitir, dar servicio a, repagar o refinanciar los Bonos del Plan 
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de Ajuste, independientemente de si dichos costos se incurren en la emisión 
de dichos Bonos del Plan de Ajuste o a través del término de los mismos, 
(2) hacer pagos conforme a los Acuerdos Complementarios, (3) pagar 
cualquier sello, impuesto de emisión, impuesto similar u otros cargos 
relacionados a la Transacción de Reestructuración; disponiéndose, además, 
que esta cláusula no limita de manera alguna la exención contributiva 
provista en el Artículo 2.8 de esta Ley, (4) prepararse para y completar la 
Transacción de Reestructuración y (5) llevar a cabo todas las actividades 
relacionadas a la Transacción de Reestructuración.  Es menester señalar, 
que, los Costos de Financiamiento también incluyen honorarios y gastos 
administrativos incurridos antes o después del cierre relacionado a los 
Acuerdos Complementarios, pero no incluyen pagos de principal e 
intereses bajo los Bonos del Plan de Ajuste.  

 
 (o) “Primeros Ingresos” – significa los primeros ingresos que corresponden a 

Contribuciones Pignoradas en cualquier Año Fiscal, según se describe en el 
Artículo 4.1 de esta Ley. 

  
(p) “Año Fiscal” – significa el año fiscal del Gobierno de Puerto Rico, el cual 

comienza el 1 de julio y termina el 30 de junio.  
 
(q) “Renta Fija” – significa, para el Año Fiscal 2018-2019, setecientos ochenta y 

tres millones ciento noventa y siete mil doscientos cincuenta y un 
(783,197,251.00) dólares y, para cada Año Fiscal subsiguiente, la Renta Fija 
del Año Fiscal anterior más cuatro (4)  por ciento de dicha Renta Fija, hasta 
la Cantidad Máxima. La Renta Fija para cada año fiscal se pagará de los 
primeros ingresos recaudados de las Contribuciones Pignoradas.  

 
(r) “Entidad Gubernamental”– significa cualquier agencia, departamento, 

oficina, corporación pública, fideicomiso, fondo, sistema, instrumentalidad, 
subdivisión política, autoridad fiscal o municipio del Gobierno de Puerto 
Rico. 

 
(s) “Gobierno de Puerto Rico”– significa el Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico y su gobierno. 
 
(t) “Fiduciario del Contrato de Bonos”– significa la Persona designada como 

fiduciario o fiduciario del contrato de bonos bajo el Contrato de Bonos, 
incluyendo cualquier sucesor de éstos bajo el Contrato de Bonos.  

 
(u) “Cantidad Máxima”– significa mil ochocientos cincuenta millones 

(1,850,000,000.00) de dólares. 
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(v) “Junta de Supervisión”– significa la Junta de Supervisión y Administración 
Financiera para Puerto Rico establecida conforme a la Sección 101 de 
PROMESA. 

 
(w) “Persona”– significa cualquier persona natural o entidad legal, incluyendo, 

pero sin limitarse a, el Gobierno de Puerto Rico, cualquier Entidad 
Gubernamental, o cualquier individuo, firma, sociedad, proyecto conjunto, 
fideicomiso, sucesión, compañía de responsabilidad limitada, corporación 
de individuos, asociación, corporación pública o privada, organizada o 
existente bajo las leyes de Puerto Rico, los Estados Unidos de América, o 
cualquier otra jurisdicción o de cualquier otro estado, municipalidad, 
subdivisión política, autoridad fiscal, agencia o instrumentalidad de Puerto 
Rico, de los Estados Unidos de América o cualquier otra jurisdicción, o 
cualquier combinación de éstas. 

 
(x) “Bonos del Plan de Ajuste” – significa cualquier Bono de Reestructuración 

y cualquier Bono de Refinanciamiento.  
 
(y) “Contribuciones Pignoradas” – significa, sujeto a las disposiciones del 

Artículo 3.3 de esta Ley, (1) los ingresos y recaudos presentes y futuros 
generados por la porción del IVU que corresponda a una tasa contributiva 
de cinco punto cinco (5.5) por ciento y (2) la Colateral Substituta, si alguna.  

 
(z) “PROMESA”– significa la “Ley para la Supervisión, Administración y 

Estabilidad Económica de Puerto Rico”, Pub. L. No. 114–187, 130 Stat. 549 
(2016), 48 U.S.C. 2101 et. seq.  

 
(aa) “Bonos de Refinanciamiento”– significa los bonos emitidos por la 

Corporación conforme a la Ley y los Acuerdos Complementarios, con 
igualdad de prioridad que los Bonos de Reestructuración (pari passu), para 
retirar o refinanciar cualquier Bono del Plan de Ajuste.  

 
(bb) “Bonos de Reestructuración”– significa los bonos emitidos por la 

Corporación conforme a esta Ley, el Plan de Ajuste de la Corporación y los 
Acuerdos Complementarios, bajo términos consistentes con, y que estén 
autorizados, validados y distribuidos conforme a, el Plan de Ajuste de la 
Corporación.  

 
(cc) “Resolución de Reestructuración”– significa una o más resoluciones de la 

Junta de Directores autorizando: (1) la emisión de los Bonos del Plan de 
Ajuste y describiendo sus términos y (2) el pago de los Costos de 
Financiamiento, en cada caso de acuerdo a los términos del Plan de Ajuste 
de la Corporación. 
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(dd) “Transacción de Reestructuración”– significa las transacciones 
contempladas por, o en apoyo de, el Plan de Ajuste de la Corporación.    

 
(ee) “IVU”– significa el impuesto de ventas y uso impuesto por el Gobierno de 

Puerto Rico bajo las Secciones 4020.01 y 4020.02 del Súbcapítulo D de la Ley 
1-2011, según enmendada, conocida como el “Código de Rentas Internas 
para un Nuevo Puerto Rico”.  

 
(ff) “Acuerdo de Transacción”– significa el Acuerdo de Transacción del 15 de 

octubre de 2018 entre la Junta de Supervisión, a nombre del Gobierno de 
Puerto Rico, y el agente de la Corporación designado por la Junta de 
Supervisión para transar o litigar la disputa entre el Gobierno de Puerto 
Rico y la Corporación con respecto a la titularidad sobre el IVU.  

 
(gg) “Colateral Sustituta”– significa todo o una porción de una contribución de 

aplicación general a través de Puerto Rico que se legisle en sustitución total 
de las Contribuciones Pignoradas o que de otra manera constituya colateral 
similar o comparable para los Bonos del Plan de Ajuste.  

 
(hh) “Requisitos de Sustitución” – significa (1) la aprobación de legislación 

disponiendo para Colateral Sustituta, que a su vez disponga (A) que la 
Colateral Sustituta en una cantidad igual a los Ingresos de la Corporación 
se ha transferido irrevocablemente y es propiedad única y exclusivamente 
de la Corporación en la misma medida en que se provee bajo el Artículo 2.2 
de esta Ley, (B) que, luego de dicha transferencia, la Colateral Sustituta en 
una cantidad igual a los Ingresos de la Corporación no es, y no constituirá, 
“recursos disponibles” o “ingresos disponibles” del Gobierno de Puerto 
Rico según dicho término se utiliza en la Sección 8 del Artículo VI de la 
Constitución de Puerto Rico o de cualquier otra manera en la Constitución 
de Puerto Rico (independientemente de si se interpreta la versión en 
español o inglés de la Constitución de Puerto Rico), (C) para la creación de 
un gravamen sobre la Colateral Substituta a favor del Fiduciario del 
Contrato de Bonos para beneficio de los tenedores de Bonos del Plan de 
Ajuste en la misma medida que se establece en el Artículo 3.2 de esta Ley y 
(D) que el Gobierno de Puerto Rico y las Entidades Gubernamentales 
continuarán proveyendo las garantías establecidas en el Artículo 3.3 de esta 
Ley con respecto a dicha Colateral Sustituta, y (2) que, previo a la 
sustitución de la Colateral Sustituta, se hayan satisfecho los requisitos de 
calificación establecidos en los Acuerdos Complementarios con respecto a 
la Colateral Sustituta.” 

 
Sección 4.-Se añade un Capítulo II a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, cuyo título leerá como sigue:  
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“CAPÍTULO II – LA CORPORACION DEL FONDO DE INTERÉS 
APREMIANTE” 

 
Sección 5.-Se renumera el Artículo 2 de la Ley 91-2006, según enmendada, 

conocida como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, como Artículo 2.1, y se 
enmienda el mismo para que lea como sigue: 

 
 “Artículo 2.1.-Creación y Existencia Legal Separada de la Corporación. 
 

Se crea una corporación pública e instrumentalidad del Gobierno de Puerto 
Rico que constituye un cuerpo corporativo y político independiente y separado 
del Gobierno de Puerto Rico que se conocerá como la Corporación del Fondo de 
Interés Apremiante de Puerto Rico, cuyo nombre en inglés será Puerto Rico Sales 
Tax Financing Corporation. La Corporación que existe por virtud de esta Ley es y se 
reconocerá para todos los propósitos como una entidad legal independiente y 
separada del Gobierno de Puerto Rico y cualquier otra Entidad Gubernamental. 
Será operada independientemente y sus negocios y asuntos serán dirigidos por, o 
bajo la dirección de su Junta de Directores.” 

 
Sección 6.-Se añade un Artículo 2.2 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, para que lea como sigue:  
 
“Artículo 2.2.-Titularidad sobre los Ingresos de la Corporación.  
 
(a)  Cualquier y toda titularidad y derechos sobre los Ingresos de la 

Corporación, fueron o  han sido transferidos o por la presente se transfieren 
a la Corporación.  

 
(b)  La transferencia descrita en el inciso (a) arriba es una transferencia absoluta 

de todo derecho legal y en equidad, título e interés, y no una pignoración u 
otro financiamiento.  

 
(c)  La Corporación es y será la única y exclusiva dueña de los Ingresos de la 

Corporación hasta que los Bonos del Plan de Ajuste, incluyendo los 
intereses que devenguen éstos, y todas las cantidades y obligaciones bajo 
los Acuerdos Complementarios se paguen en su totalidad en efectivo o 
hayan sido de otra manera satisfechas conforme a sus términos.  

 
(d)  Las Personas designadas como agentes retenedores para propósitos de la 

imposición y recaudación del IVU conforme a la Ley 1-2011, según 
enmendada, también conocida como el “Código de Rentas Internas para un 
Nuevo Puerto Rico”, se entenderá que recaudan a nombre de la 
Corporación cualquier porción del IVU en la cual la Corporación tiene un 
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interés propietario. Dichos agentes retenedores continuarán estando sujetos 
a toda y cualquier obligación y responsabilidad impuesta por el Código de 
Rentas Internas para un Nuevo Puerto Rico, a agentes retenedores con 
relación a la imposición y recaudación del IVU.   

 
(e)  Los Ingresos de la Corporación no constituyen “recursos disponibles” o 

“ingresos disponibles” del Gobierno de Puerto Rico según dicho término se 
utiliza en la Sección 8 del Artículo VI de la Constitución de Puerto Rico o 
de cualquier otra manera en la Constitución de Puerto Rico 
(independientemente de si se interpreta la versión en español o inglés de la 
Constitución de Puerto Rico).”  

 
Sección 7.-Se añade un Artículo 2.3 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, para que lea como sigue:  
 
“Artículo 2.3.-Propósito de la Corporación.  
 

En y después de la Fecha de Efectividad, el propósito de la Corporación 
será (a) emitir los Bonos del Plan de Ajuste, (b) ser dueña de y administrar los 
Ingresos de la Corporación, y (c) emitir otros bonos, notas o evidencia de deuda 
de la Corporación según autorizado por el Plan de Ajuste de la Corporación y los 
Acuerdos Complementarios, los cuales serán pagaderos de aquellos ingresos que 
disponga la Asamblea Legislativa.”  

 
Sección 8.-Se añade un Artículo 2.4 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, para que lea como sigue:  
 
“Artículo 2.4.-Actividades de la Corporación. 
 
Las actividades de la Corporación se limitarán a las siguientes: 
 
(a) recibir y ser dueña de los Ingresos de la Corporación y aquellos otros 

ingresos o propiedades que se le provean o transfieran a la Corporación;  
 
(b) aprobar la Resolución de Reestructuración; 
 
(c) emitir, de tiempo en tiempo, los Bonos del Plan de Ajuste y cualquier bono, 

nota o evidencia de deuda cuya emisión esté permitida por el Artículo 2.3 
de esta Ley;  

 
(d) otorgar y cumplir con los Acuerdos Complementarios; 
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(e) para garantizar el pago de cualquier bono, nota o evidencia de deuda cuya 
emisión esté autorizada por el Artículo 2.3 de esta Ley, pignorar, de manera 
subordinada en todos los aspectos al gravamen establecido en el Artículo 
3.2 de esta Ley, (1) cualquier cantidad remanente de los Ingresos de la 
Corporación después del pago de los Bonos del Plan de Ajuste o (2) 
cualquier otro fondo o propiedad que se asigne a la Corporación después 
de la Fecha de Efectividad.   

 
(f) tomar cualquier y toda otra acción que sea necesaria o apropiada para 

consumar la Transacción de Reestructuración y el Plan de Ajuste de la 
Corporación, incluyendo hacer enmiendas a, intercambiar y/o cancelar, los 
bonos emitidos por la Corporación previo a la Fecha de Efectividad y 
enmendar y reformular los acuerdos de la Corporación con respecto a los 
mismos.”  

 
Sección 9.-Se añade un Artículo 2.5 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, para que lea como sigue: 
 
“Artículo 2.5.-Poderes Adicionales.  
 

Para llevar a cabo las Actividades Autorizadas, la Corporación tendrá, sin 
limitación de lo anterior, los siguientes poderes:  

 
(a) demandar y ser demandada en cualquier tribunal de Puerto Rico o en el 

Tribunal de Distrito Federal; 
 
(b) adoptar, cambiar y usar un sello; 
 
(c) formular, adoptar, enmendar y derogar estatutos para la administración de 

sus asuntos y aquellas normas, reglas y reglamentos que sean necesarios o 
pertinentes para ejercer y desempeñar las Actividades Autorizadas; 

 
(d) abrir y mantener cuentas de banco, incluyendo el Fondo de Ingresos de la 

Corporación; 
 
(e) adquirir, arrendar, tener dominio sobre y vender propiedad; 
 
(f) tener completo dominio sobre todas sus propiedades (incluyendo los 

Ingresos de la Corporación), sujeto al gravamen estatutario establecido bajo 
el Artículo 3.2 de esta Ley;  

 
(g) negociar, otorgar y enmendar contratos y cualquier otro instrumento 

necesario o conveniente para desempeñar las Actividades Autorizadas; 



12 

(h) nombrar o destituir oficiales, agentes y empleados, establecer sus 
compensaciones, poderes y facultades, en cada caso, de conformidad con 
los Acuerdos Complementarios; 

 
(i) pagar sus gastos operacionales y los Costos de Financiamiento; 
 
(j) procurar seguros contra pérdidas con relación a sus actividades, 

propiedades o activos, incluyendo seguros que cubran a sus directores y 
oficiales; 

 
(k) invertir fondos y establecer y mantener reservas según requerido por, y bajo 

los estándares establecidos en, los Acuerdos Complementarios; 
 
(l) indemnizar a los miembros de la Junta de Directores, sus oficiales, agentes, 

empleados, contratistas y terceros por conducta que no constituya 
negligencia crasa, dolo o fraude;  

 
(m) ejercer todos aquellos otros poderes no incompatibles con los aquí 

expresados que sean necesarios para llevar a cabo las Actividades 
Autorizadas;  

 
(n) llevar a cabo todos los actos o medidas necesarias o convenientes para 

cumplir su propósito y llevar a cabo los poderes que se le confieren 
expresamente en esta Sección; 

 
(o) delegar a sus oficiales, agentes, empleados o contratistas autoridad para 

tomar acciones para cumplir con esta Ley; y 
 
(p) firmar, radicar y enmendar cualquier planilla, formulario, elecciones o 

declaraciones con cualquier autoridad gubernamental.” 
 
Sección 10.-Se añade un Artículo 2.6 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante” para que lea como sigue:  
 
“Artículo 2.6.-Actividades Prohibidas.  
 

Mientras los Bonos del Plan de Ajuste estén en circulación, la Corporación 
no estará autorizada a:  

 
(a) fusionarse o consolidarse, directa o indirectamente, con ninguna Persona; 
 
(b) incurrir, garantizar o de alguna otra manera obligarse a pagar deuda alguna 

u otras obligaciones que no sean los Bonos del Plan de Ajuste, gastos 
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operacionales, los Costos de Financiamiento y cualquier bono, nota, o 
evidencia de deuda permitida bajo el Artículo 2.3 de esta Ley;  

 
(c) gravar, crear o registrar gravámenes sobre cualquier propiedad 

(incluyendo los Ingresos de la Corporación), excepto (1) por el gravamen 
para garantizar el pago de los Bonos del Plan de Ajuste creado por el 
Artículo 3.2 de esta Ley o (2) cualquier pignoración o gravamen para 
garantizar un bono, nota o evidencia de deuda permitida bajo el Artículo 
2.3 de esta Ley, pero sólo en la medida en que dicha prenda o gravamen 
esté subordinado en todos los aspectos al gravamen establecido en el 
Artículo 3.2 de esta Ley;   

 
(d) llevar a cabo actividades de negocio que no sean las autorizadas 

expresamente en esta Ley; 
 
(e) disolver, liquidar, vender o, excepto según permitido por el Artículo 2.4(e), 

de otra manera transferir toda o una parte de su propiedad (incluyendo los 
Ingresos de la Corporación);  

 
(f)  los directores de la Corporación no votarán para autorizar a la Corporación 

a comenzar un caso bajo el Título III de PROMESA o procesos judiciales de 
reestructuración similares bajo las leyes aplicables sujeto a las disposiciones 
de tales leyes; y 

 
(g) tomar cualquier otra acción que sea inconsistente con el propósito de la 

Corporación,  según establecido por esta Ley o complementaria a ésta.” 
 
Sección 11.-Se añade un Artículo 2.7 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, para que lea en su totalidad como sigue: 
 
“Artículo 2.7.-Junta de Directores  
 
Los poderes de la Corporación se ejercerán a través de la Junta de Directores.  
 
(a) Composición de la Junta de Directores. 
 

La Junta de Directores estará compuesta por tres (3) miembros, que 
cumplirán los requisitos establecidos en el Artículo 2.7(b)(iii) de esta Ley y 
quienes serán nombrados por el Gobernador de Puerto Rico; disponiéndose 
que, conforme a las disposiciones de los Acuerdos Complementarios, 
ciertos tenedores de Bonos del Plan de Ajuste podrán someter, para la 
consideración del Gobernador, hasta tres (3) recomendaciones para el 
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nombramiento inicial de los directores de la Corporación, pero el 
Gobernador no estará obligado a seleccionar a dichas personas.  

 
(b) Disposiciones Generales con respecto a la Junta de Directores. 
 

(i) Cada director será nombrado por un término de tres (3) años y podrá 
servir términos consecutivos; disponiéndose, que el Gobernador 
podrá remover a cualquier director previo a la expiración de su 
término si dicho director incumple con las responsabilidades 
establecidas en esta Ley o por negligencia crasa, dolo o fraude;  

 
(ii) cada miembro de la Junta de Directores tendrá derecho a un (1) voto; 
 
(iii) cada miembro de la Junta de Directores deberá satisfacer los 

requisitos de independencia y cualificación esbozados en los 
Acuerdos Complementarios (incluyendo que ningún miembro de la 
Junta de Directores puede ser un oficial, empleado o director de 
cualquier Entidad Gubernamental que no sea la Corporación); 

 
(iv) todas las decisiones y acciones de la Junta de Directores requerirán 

el voto afirmativo de una mayoría de los miembros de la Junta de 
Directores que estén en funciones, disponiéndose que los estatutos 
corporativos de la Corporación podrán requerir la aprobación de 
una cantidad mayor de directores para ciertos propósitos; y 

 
(v) los miembros de la Junta de Directores seleccionarán entre sus 

miembros un Presidente. 
 

(c) Vacantes. 
 

En la medida que surja una vacante en el puesto de un miembro de 
la Junta de Directores por muerte, remoción, renuncia o de cualquier otra 
manera, el Gobernador nombrará un director sucesor que cumpla con los 
requisitos establecidos en el Artículo 2.7(b)(iii) de esta Ley conforme al 
Artículo 2.7(b)(i) de esta Ley.  

 
(d) Compensación. 
 

Los miembros de la Junta de Directores recibirán compensación 
conforme a lo permitido por los Acuerdos Complementarios. 

 
(e) Aprobación y Enmienda de Reglas. 
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Tan pronto como sea factible luego del nombramiento de todos los 
directores y el nombramiento del Presidente, la Corporación adoptará 
reglas y procedimientos para gobernar sus actividades bajo esta Ley. La 
Junta de Directores podrá enmendar dichas reglas y procedimientos de 
tiempo en tiempo. 

 
(f) Quórum. 
 

Una mayoría de los miembros de la Junta de Directores en funciones 
constituirán el quórum para tomar decisiones o ejercer cualquier poder o 
función de la Corporación. Uno o más miembros podrán participar de una 
reunión de la Junta de Directores mediante teleconferencia o equipo de 
comunicaciones similar. La participación por dichos medios constituirá 
participación presencial en la reunión. Cualquier acción necesaria o 
permitida en cualquier reunión de la Junta de Directores será autorizada 
sin necesidad de una reunión siempre y cuando todos los miembros de la 
Junta de Directores den su consentimiento por escrito a dicha acción. 

 
(g) Delegación. 
 

La Junta de Directores podrá delegar a uno o más de los miembros o 
a los oficiales, agentes y empleados de la Corporación aquellos poderes y 
responsabilidades que la Junta de Directores determine sean apropiados.” 

 
Sección 12.-Se añade un Artículo 2.8 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, para que lea como sigue: 
 
“Artículo 2.8.-Exención Contributiva.  
 
(a) Por la presente se determina y declara que las actividades de la Corporación 

tienen un propósito público. Por lo tanto, la Corporación estará totalmente 
exenta de, y no tendrá que pagar contribución, impuesto, licencia, sello, 
honorario u otro cargo similar alguno impuesto por el Gobierno de Puerto 
Rico o cualquier Entidad Gubernamental sobre cualquiera de las 
propiedades de las cuales es dueña, posee, custodia o usa o sobre sus 
actividades o sobre cualquier ingreso, pago o ganancia derivada de lo antes 
mencionado. 

 
(b) Los Bonos del Plan de Ajuste, incluyendo, pero sin limitarse a, cualquier 

pago o ingreso con relación a los Bonos del Plan de Ajuste y la transferencia 
de los Bonos del Plan de Ajuste, estará, en todo momento, exento de 
contribución, impuesto, licencia, sello, honorario u otro cargo impuesto por 
el Gobierno de Puerto Rico o cualquier Entidad Gubernamental. Los 



16 

tenedores y dueños beneficiarios de los Bonos del Plan de Ajuste no estarán 
sujetos a la obligación de radicar planilla, planilla informativa contributiva 
o cualquier otro requisito similar del Gobierno de Puerto Rico o cualquier 
Entidad Gubernamental por razón de tener, ser titular de o transferir los 
Bonos del Plan de Ajuste.”  

 
Sección 13.-Se añade un Artículo 2.9 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante” para que lea como sigue: 
 
“Artículo 2.9.-Inaplicabilidad de Ciertas Leyes.  
 
Las siguientes leyes o disposiciones no serán aplicables a la Corporación: 
 
(a) Capítulos 4 y 6 de la Ley 26-2017, según enmendada, conocida como “Ley 

para el Cumplimiento del Plan Fiscal”; 
 
(b) Ley 1-2012, según enmendada, conocida como la “Ley de Ética 

Gubernamental de Puerto Rico de 2011”; 
 
(c) Ley 103-2006, según enmendada, conocida como “Ley de Reforma Fiscal 

del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 2006”; 
 
(d) Ley 8-2017, según enmendada, conocida como la “Ley para la 

Transformación de los Recursos Humanos en el Gobierno de Puerto Rico”; 
 
(e) Ley 237-2004, según enmendada, conocida como la “Ley para Establecer 

Parámetros Uniformes para la Contratación de Servicios Profesionales y 
Consultivos por las Agencias e Instrumentalidades del Gobierno de Puerto 
Rico”; 

 
(f) Ley 197-2002, según enmendada, conocida como la “Ley para Regular el 

Proceso de Transición del Gobierno de Puerto Rico”; 
 
(g) Ley 78-2011, según enmendada, conocida como el “Código Electoral de 

Puerto Rico para el Siglo XXI”;  
 
(h) Ley 38-2017, según enmendada, conocida como la “Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico”; 
 
(i) Plan 3-2011, según enmendado, conocido como el “Plan de Reorganización 

de Administración de Servicios Generales”;  
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(j) Ley 230 de 23 de julio de 1974, según enmendada, conocida como la “Ley 
de Contabilidad del Gobierno”;  

 
(k) Ley 3-2017, conocida como la “Ley para Atender la Crisis Económica, Fiscal 

y Presupuestaria para Garantizar el Funcionamiento del Gobierno de 
Puerto Rico”; y  

 
(l) Ley 14 de 17 de abril de 1972, según enmendada.” 
 
Sección 14.-Se añade un Capítulo III a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, cuyo título leerá como sigue:  
 
 “Capítulo III - LA TRANSACCIÓN DE REESTRUCTURACIÓN” 
 
Sección 15.–Se deroga el Artículo 3 de la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante” y se sustituye por un nuevo Artículo 3.1, 
que leerá como sigue: 

 
“Artículo 3.1-Emisión de los Bonos del Plan de Ajuste 
 
(a) En y después de la Fecha de Efectividad, la Corporación estará autorizada 

a emitir los Bonos del Plan de Ajuste, de tiempo en tiempo, bajo los términos 
del Plan de Ajuste de la Corporación y los términos y condiciones 
autorizados por la Corporación y establecidos en la Resolución de 
Reestructuración y los Acuerdos Complementarios. 

 
(b) Los Bonos del Plan de Ajuste estarán fechados, devengarán interés a las 

tasas y vencerán en la fecha o fechas, que determine la Corporación y así lo 
autorice en la Resolución de Reestructuración de acuerdo a, y consistente 
con, el Plan de Ajuste de la Corporación. La Corporación determinará la 
forma de los Bonos del Plan de Ajuste y la manera de otorgamiento de los 
Bonos del Plan de Ajuste, y fijará la denominación o denominaciones de los 
Bonos del Plan de Ajuste y el lugar o lugares de pago del principal y los 
intereses de los mismos, los términos para su redención y compra en lugar 
de redención y los otros términos de los mismos, todo conforme a, y 
consistente con, el Plan de Ajuste de la Corporación. 

 
(c) Los Bonos del Plan de Ajuste serán pagaderos únicamente de los Ingresos 

de la Corporación conforme los términos del Contrato de Bonos y los 
Acuerdos Complementarios.  

 
(d) La Corporación podrá adquirir bonos emitidos por la Corporación bajo los 

términos de, y conforme a, el Plan de Ajuste de la Corporación y los 
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Acuerdos Complementarios aplicables, a un precio que no exceda el precio 
de redención de los mismos. Todos los bonos así adquiridos serán 
cancelados.  

 
(e) Los Bonos del Plan de Ajuste no constituirán deuda del Gobierno de Puerto 

Rico ni de ninguna Entidad Gubernamental excepto por la Corporación. 
Esta aseveración se incluirá en los Bonos del Plan de Ajuste, el Contrato de 
Bonos y los documentos de divulgación relacionados a dichos bonos.” 

 
Sección 16.-Se añade un Artículo 3.2 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, para que lea como sigue: 
 
“Artículo 3.2.-Gravamen Estatutario.  
 

Los Bonos del Plan de Ajuste estarán, automáticamente tras ser emitidos, 
garantizados por un primer gravamen estatutario sobre todos los derechos, título 
e interés de la Corporación sobre las Contribuciones Pignoradas, incluyendo 
cualquier dinero, ingreso, renta, cuenta, derecho contractual o intangible derivado 
de éstas, a favor del Fiduciario del Contrato de Bonos para beneficio de los 
tenedores de Bonos del Plan de Ajuste. Dicho primer gravamen estatutario será 
automático y se constituirá, perfeccionará, será válido y exigible automáticamente 
desde y después de la Fecha de Efectividad, sin necesidad acción por Persona 
alguna. Ningún instrumento tendrá que ser otorgado, registrado o inscrito en un 
récord oficial o registro gubernamental u oficina para perfeccionar o continuar el 
primer gravamen estatutario o para establecer o mantener la prioridad del mismo. 
Ningún contacto de las Contribuciones Pignoradas con cualquier propiedad del 
Gobierno de Puerto Rico, de cualquier otra Entidad Gubernamental o de cualquier 
Persona limitará, frustrará, menoscabará o interferirá con dicho gravamen 
estatutario. Dicho gravamen estatutario será válido, vinculante, estará 
perfeccionado y será ejecutable contra cualquier Persona que tenga una 
reclamación de cualquier tipo, extracontractual, contractual u otra, contra la 
Corporación y sus activos, independientemente de si dicha Persona fue notificada 
de dicho gravamen.  

 
Sección 17.-Se añade un Artículo 3.3 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, para que lea en su totalidad como sigue: 
 

“Artículo 3.3.-Convenios relacionados a los Bonos del Plan de Ajuste y la 
Transacción de Reestructuración. 

 
El Gobierno de Puerto Rico, con la intención de estar contractualmente 

obligado, por la presente acuerda y se compromete con la Corporación y con 
cualquier tenedor de Bonos del Plan de Ajuste, y autoriza a la Corporación a 
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incluir dicho compromiso en el Contrato de Bonos para beneficio de los tenedores 
de Bonos del Plan de Ajuste, a no, y que ninguna Entidad Gubernamental estará 
autorizada a, hasta que los Bonos del Plan de Ajuste, incluyendo cualquier interés 
devengado por éstos y cualquier cantidad u obligación bajo los Acuerdos 
Complementarios, se paguen en su totalidad en efectivo o se satisfagan conforme 
a sus términos:  

 
(a) tomar cualquier acción que (A) menoscabe el derecho de la Corporación a 

recibir los Ingresos de la Corporación, (B) limite o altere los derechos de la 
Corporación conforme al Plan de Ajuste de la Corporación para cumplir 
con los términos de cualquier acuerdo con los tenedores de Bonos del Plan 
de Ajuste, (C) material y adversamente menoscabe el cobro de las 
Contribuciones Pignoradas en cualquier Año Fiscal, o (D) menoscabe los 
derechos y remedios de los tenedores de Bonos del Plan de Ajuste o la 
colateral establecida bajo el Artículo 3.2 de esta Ley;  

 
 (b) reducir las Contribuciones Pignoradas a una tasa menor de cinco punto 

cinco por ciento (5.5%) a menos que, con relación a dicha reducción, se 
cumpla con la calificación crediticia y demás requisitos establecidos en los 
Acuerdos Complementarios; disponiéndose, sin embargo, que, no obstante 
lo anterior, hasta que todas las obligaciones con respecto a los Bonos del 
Plan de Ajuste se paguen o satisfagan en su totalidad conforme a sus 
términos, si la tasa de las Contribuciones Pignoradas se reduce por debajo 
de tres (3) por ciento, entonces, con relación a dicha reducción, el Gobierno 
de Puerto Rico deberá cumplir con los Requisitos de Sustitución;  

 
(c) menoscabar, limitar, restringir, rescindir, atrasar o modificar los derechos o 

poderes de la Corporación, el Fiduciario del Contrato de Bonos o los 
tenedores de Bonos del Plan de Ajuste bajo esta Ley o con relación a los 
Ingresos de la Corporación o la habilidad de la Corporación para cumplir 
con sus obligaciones a sus bonistas;  

 
(d) enmendar esta Ley para menoscabar, limitar, restringir, rescindir, atrasar o 

modificar cualquier obligación o convenio de la Corporación con los 
tenedores de Bonos del Plan de Ajuste; y  

 
(e) limitar o restringir los derechos y poderes de los oficiales pertinentes del 

Gobierno de Puerto Rico para imponer, mantener, cobrar o recaudar las 
Contribuciones Pignoradas, disponiéndose que lo anterior no impedirá que 
el Gobierno de Puerto Rico ejerza su poder, a través de un cambio en ley, 
de reemplazar la porción del IVU que corresponde a una tasa contributiva 
de cinco punto cinco (5.5) por ciento con la Colateral Substituta de acuerdo 
a los Requisitos de Sustitución.” 
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Sección 18.-Se añade un Capítulo IV a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 
como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, cuyo título leerá como sigue:  

 
“CAPÍTULO IV - INGRESOS DE LA CORPORACIÓN, DEPÓSITOS Y 

DESEMBOLSOS.” 
 

 Sección 19.-Se deroga el Artículo 4 de la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 
como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, y se sustituye por un nuevo Artículo 4.1, 
que leerá como sigue: 

 
“Artículo 4.1.-Satisfacción de los Ingresos de la Corporación con los 

Primeros Ingresos.  
 

(a) Cada Año Fiscal, los primeros ingresos correspondientes a las 
Contribuciones Pignoradas se transferirán a, y se depositarán con, la 
Corporación o en cualquier cuenta o fondo, incluyendo el Fondo de 
Ingresos de la Corporación  o una cuenta o fondo controlado por el 
Fiduciario del Contrato de Bonos designada en el Contrato de Bonos bajo el 
cual dichas obligaciones fueron incurridas bajo esta Ley y los Acuerdos 
Complementarios, designada por la Corporación, hasta que la Corporación 
reciba una cantidad equivalente a los Ingresos de la Corporación para dicho 
Año Fiscal. El requisito de que los primeros ingresos correspondientes a las 
Contribuciones Pignoradas, hasta los Ingresos de la Corporación, se 
depositen con la Corporación o en cualquier cuenta o fondo, incluyendo el 
Fondo de Ingresos de la Corporación o una cuenta o fondo controlado por 
el Fiduciario del Contrato de Bonos designada en el Contrato de Bonos bajo 
el cual dichas obligaciones fueron incurridas bajo esta Ley y los Acuerdos 
Complementarios designada por la Corporación no podrá ser modificado; 
disponiéndose, que el Contrato de Bonos podrá contener disposiciones que 
permitan la distribución trimestral de las Contribuciones Pignoradas entre 
la Corporación y el Gobierno de Puerto Rico tras la satisfacción de los 
requisitos establecidos en el Contrato de Bonos y de manera consistente con 
el Plan de Ajuste de la Corporación. La Corporación tendrá los derechos 
establecidos en este Artículo 4.1, hasta que los Bonos del Plan de Ajuste, 
incluyendo cualquier interés devengado por éstos, y todas las obligaciones 
bajo los Acuerdos Complementarios, hayan sido pagadas en su totalidad 
en efectivo o de otra manera hayan sido satisfechas de conformidad con sus 
términos.  

 
 (b) Durante cada Año Fiscal, el Fiduciario del Contrato de Bonos o aquella otra 

Persona que sea designada en el Contrato de Bonos determinará, 
mensualmente, si la Corporación ha recibido los Ingresos de la 
Corporación. Una vez el Fiduciario del Contrato de Bonos o dicha otra 
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Persona determine que se han depositado los Ingresos de la Corporación 
con el Fiduciario del Contrato de Bonos, o aquella porción de los Ingresos 
de la Corporación que la Corporación tenga derecho a recibir si la 
distribución trimestral a la cual se hace referencia en este Artículo 4.1(a) está 
en efecto, todos los ingresos de las Contribuciones Pignoradas recibidos 
después de dicha determinación se transferirán al Gobierno de Puerto Rico.  

 
(c) Ninguna Persona que recaude o tenga posesión de las Contribuciones 

Pignoradas tendrá derecho legal o en equidad, título o interés alguno sobre 
dichas Contribuciones Pignoradas sólo por virtud del hecho que recaude o 
tenga posesión de las Contribuciones Pignoradas.  

 
Sección 20.-Se añade un Artículo 4.2 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, para que lea como sigue: 
 
“Artículo 4.2.-Exceso de Ingresos.  
 

Las cantidades depositadas con la Corporación en cada Año Fiscal en 
exceso de las cantidades necesarias para pagar principal e intereses de los Bonos 
del Plan de Ajuste que venzan y sean pagaderos, incluyendo el principal y los 
intereses vencidos bajo cualquier Bono del Plan de Ajuste, satisfacer las 
obligaciones asumidas bajo el Contrato de Bonos u otros Acuerdos 
Complementarios que venzan o sean pagaderas, pagar los Costos de 
Financiamiento o gastos operacionales según se dispone en los Acuerdos 
Complementarios o hacer cualquier otro pago relacionado u otras obligaciones 
incurridas por la Corporación, se transferirá a la Corporación, libre del gravamen 
establecido en el Artículo 3.2 de esta Ley y cualquier otro gravamen establecido 
por el Contrato de Bonos u otro Acuerdo Complementario.” 

 
Sección 21.- Se añade un Capítulo V a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, cuyo título leerá como sigue:  
 
 “CAPÍTULO V – DISPOSICIONES MISCELANEAS” 
 
Sección 22.-Se deroga el Artículo 5 de la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante”, y se sustituye por un nuevo Artículo 5.1, 
que leerá en su totalidad como sigue:  

 
“Artículo 5.1.-Separabilidad. 
 

Esta Ley se interpretará de acuerdo a la Constitución de Puerto Rico y la 
Constitución de los Estados Unidos de América. Si cualquier cláusula, párrafo, 
subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, 
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título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley fuera anulada o declarada 
inconstitucional, la orden a tal efecto dictada no afectará, perjudicará, ni invalidará 
el remanente de esta Ley. El efecto de dicha orden quedará limitado a la cláusula, 
párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, 
subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de la misma que así 
hubiere sido anulada o declarada inconstitucional. Si la aplicación a una Persona 
o a una circunstancia de cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, 
letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, 
acápite o parte de esta Ley fuera invalidada o declarada inconstitucional, la 
resolución, dictamen o sentencia a tal efecto dictada no afectará ni invalidará la 
aplicación del remanente de esta Ley a aquellas Personas o circunstancias en que 
se pueda aplicar válidamente. Es la voluntad expresa e inequívoca de esta 
Asamblea Legislativa que los tribunales hagan cumplir las disposiciones y la 
aplicación de esta Ley aunque se deje sin efecto, anule, invalide, perjudique o 
declare inconstitucional alguna de sus partes, o aunque se deje sin efecto, invalide 
o declare inconstitucional su aplicación a alguna persona o circunstancia.” 

 
Sección 23.-Se añade un Artículo 5.2 a la Ley 91-2006, según enmendada, conocida 

como “Ley del Fondo de Interés Apremiante” para que lea como sigue: 
 
“Artículo 5.2.-Idioma que Prevalece.  
 

Esta Ley se adoptará en español y en inglés. Si en la interpretación o 
aplicación de esta Ley surgiere algún conflicto entre el texto en inglés y el texto en 
español, prevalecerá el texto en inglés.” 

 
Sección 24.-Se derogan los Artículos 6 al 11 de la Ley 91-2006, según enmendada.  
 
Sección 25.-Se añade el texto en inglés de la Ley 91-2006, según enmendado en esta 

Ley, inmediatamente después del final del texto en español, para que lea en su totalidad 
como sigue:  

 
“ENGLISH VERSION OF THE PUERTO RICO SALES TAX FINANCING 
CORPORATION ACT: 
 

STATEMENT OF MOTIVES 
 

Puerto Rico faces an unprecedented fiscal and economic crisis.  This bill, as well as 
the restructuring agreement reached with the creditors of Government Development 
Bank for Puerto Rico, will enhance Puerto Rico’s credibility. With this agreement, we will 
achieve significant adjustments in the repayment of the government’s debts incurred by 
other administrations, but that it is now our responsibility to resolve. This way, we ensure 
that the Government is able to continue operating and serving the people of Puerto Rico.  
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The positions assumed and actions taken by the prior administration caused 
Puerto Rico to lose access to the capital markets and precipitated the collapse of our 
public finance system.  These actions accelerated the contraction of the Puerto Rico 
economy and increased the outmigration of residents of Puerto Rico to the United States 
mainland. 
 

The prior administration developed a hostile relationship with participants of the 
financial markets, including tens of thousands of residents of Puerto Rico that invested 
their savings trusting the good name and credit of the Commonwealth and that of its 
public corporations.  This hostile environment towards Puerto Rico also pervaded the 
United States Congress due to the lack of transparency and honesty, while generating 
consistently negative news coverage for Puerto Rico at the local, national and global level. 
 

Misguided decisions of the prior administration led to the bankruptcy of the 
Commonwealth of Puerto Rico and its need to gather its resources to address and provide 
essential services to the people of Puerto Rico.  This, in turn, acted as a catalyst for a 
controversy that challenged the structure pursuant to which the Puerto Rico Sales Tax 
Financing Corporation (COFINA by its Spanish acronym) issued its bonds.  In particular, 
certain parties asserted claims arguing, among other things, that (i) COFINA’s issuance 
of its bonds violated the Puerto Rico Constitution and (ii) the portion of the sales and use 
tax imposed by the Commonwealth at a rate of 5.5% (the SUT) and transferred to 
COFINA constituted “available resources” of the Commonwealth pursuant to Article VI, 
Section 8, of the Puerto Rico Constitution and must be used for the payment of the 
Commonwealth’s “public debt.”  Certain creditors also challenged the scope of the Puerto 
Rico Constitution based on the whether the Spanish term “recursos disponibles” or the 
English term “available revenues, plus surplus” was used.  On May 5, 2017, the Financial 
Oversight and Management Board (Oversight Board) created pursuant to the provisions 
of the Puerto Rico Oversight, Management and Economic Stability Act (PROMESA) 
commenced a proceeding as representative of COFINA under Title III.   
 

The Commonwealth’s and COFINA’s various stakeholders sought an orderly 
process to resolve the disputes relating to COFINA and the ownership of the SUT 
(collectively, the Commonwealth-COFINA Dispute). To that end, on August 10, 2017, the 
Title III Court entered a stipulation and order appointing the Commonwealth’s Official 
Committee of Unsecured Creditors to act as agent for the Oversight Board in its capacity 
as representative of the Commonwealth (the Commonwealth Agent) and Bettina M. 
Whyte to act as agent for the Oversight Board in its capacity as representative of COFINA 
(the COFINA Agent) in an effort to facilitate a settlement of the Commonwealth-COFINA 
Dispute. 
 

On June 5, 2018, the Commonwealth Agent and the COFINA Agent announced 
that they had reached an agreement in principle to resolve the Commonwealth-COFINA 
Dispute (the Agreement in Principle). The Agreement in Principle was premised on 
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splitting the fixed amount of the SUT transferred to COFINA each fiscal year (the PSTBA) 
between the Commonwealth and COFINA beginning in fiscal year 2019, with COFINA 
receiving 53.65% of the yearly scheduled PSTBA and the Commonwealth receiving 
46.35% of the yearly scheduled PSTBA plus all other revenues collected on account of the 
SUT.  
 

Consistent with the public policy implemented by the Governor of Puerto Rico, 
the Fiscal Agency and Financial Advisory Authority, the Oversight Board, and various 
creditors and insurers of COFINA bonds executed a plan support agreement (as 
amended and restated on September 21, 2018, the Plan Support Agreement), which 
incorporates the Agreement in Principle’s PSTBA split and provides for the settlement of 
the Commonwealth-COFINA Dispute pursuant to a plan of adjustment for COFINA 
under Title III of PROMESA (the COFINA Plan).  
 

The Legislative Assembly is now called upon to implement the agreement by and 
among the parties of the Commonwealth-COFINA Dispute by amending the provisions 
of Act No. 91, which created COFINA and authorized it to issue bonds.  These 
amendments will serve to release the lien that holders of COFINA bonds currently have 
over approximately $17.5 billion of previously pledged SUT revenues.  These revenues 
will now be available for use by the Government of Puerto Rico to better serve and 
provide for its citizens.  By implementing the Plan Support Agreement, this legislation 
also puts an end to the costly litigation between the agents appointed by the Oversight 
Board and settles the claims of COFINA’s bondholders, while also making clear the 
original legislative intent of Act 91-2006, as amended.  Moreover, as a result of this 
implementing legislation, we will be saving the Government of Puerto Rico 
approximately $437.5 million per year, which will now be available to the Government 
for the benefit of the people of Puerto Rico. 
 

Equally important, this legislation shows that the Legislative Assembly is 
determined to take the steps necessary to enable Puerto Rico’s return to the capital 
markets.  As one of the steps required to implement the Plan Support Agreement, this 
legislation will allow for the restructuring of the COFINA debt under Title III of 
PROMESA, act as a catalyst for other restructurings, setting the stage for Puerto Rico’s 
emergence from bankruptcy, reduce costly litigation, and accelerate termination of the 
Oversight Board in accordance with PROMESA. 

 
This Act demonstrates the Legislative Assembly’s continued public policy 

commitment to correct Puerto Rico’s financial crisis, honor Puerto Rico’s financial 
obligations, regain access to the capital markets, and achieve economic certainty and debt 
sustainability for Puerto Rico. 
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CHAPTER 1. – TITLE AND DEFINITIONS 
 
 

Article 1.1.-Title. 
 
This Act shall be known as the “Puerto Rico Sales Tax Financing Corporation Act.” 
Article 1.2.-Definitions.  
 
The following terms shall have the meanings stated below:  
 
(a) “AAFAF”– means the Puerto Rico Fiscal Agency and Financial Advisory 

Authority.  
 
(b) “Act”– means Act 91-2006, as amended, also known as the “Puerto Rico 

Sales Tax Financing Corporation Act”. 
 
(c) “Ancillary Agreements”– means the Corporation Plan of Adjustment, the 

Bond Indenture, the Settlement Agreement, and any other agreement or 
instrument entered into by the Corporation or the Indenture Trustee in 
connection with, or in furtherance of, the Restructuring Transaction and in 
accordance with, or in furtherance of, the Corporation Plan of Adjustment. 

 
(d) “Authorized Activities”– means the activities authorized to be carried out 

by the Corporation under Article 2.4 of this Act. 
 
(e) “Board of Directors”– means the Board of Directors of the Corporation.  
 
(f) “Bond Indenture”– means one or more trust agreements, bond indentures 

and any supplements or amendments thereto, or similar contracts or 
agreements, entered into by the Corporation and the Indenture Trustee 
pursuant to which Plan of Adjustment Bonds are issued, and establishing 
the rights and responsibilities of the Corporation and of the holders of Plan 
of Adjustment Bonds issued thereunder. 

 
(g) “Chair” – means the chairperson of the Board of Directors.  
 
(h) “COFINA Revenues” – means the First Funds up to an amount equal to 

fifty-three and sixty-five one hundredths percent (53.65%) of the Fixed 
Income for each Fiscal Year and all legal and equitable rights, title and 
interest thereto (including the right to receive the First Funds as set forth 
under Article 4.1 of this Act). 
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(i) “COFINA Revenues Fund” – means the segregated fund or funds owned 
by the Corporation into which the COFINA Revenues are deposited (1) 
which account shall be held in the name of the Indenture Trustee for the 
benefit of the holders of the Plan of Adjustment Bonds, (2) may not be 
owned or controlled in any way by the Government of Puerto Rico or any 
Government Entity other than the Corporation, and (3) is maintained in one 
or more mainland U.S. banks. 

 
(j) “Corporation” – means the Puerto Rico Sales Tax Financing Corporation 

created by this Act. 
 
(k) “Corporation Plan of Adjustment” – means the plan of adjustment 

consummated in connection with the Corporation’s case under Title III of 
PROMESA, including the order of the District Court confirming such plan 
of adjustment. 

 
(l) “District Court” – means the United States District Court for the District of 

Puerto Rico.  
 
(m) “Effective Date” – means the date on which the Corporation Plan of 

Adjustment becomes effective in accordance with its terms.  
 
(n) “Financing Costs” – means all costs associated with the Restructuring 

Transaction, including the costs, fees and expenses to (1) issue, service, 
repay or refinance the Plan of Adjustment Bonds, whether such costs are 
incurred upon issuance of such Plan of Adjustment Bonds or over the term 
of the Plan of Adjustment Bonds, (2) make payments as required by the 
Ancillary Agreements, (3) pay any stamp, issuance or similar taxes and 
other charges related to the Restructuring Transaction; provided, however 
that this provision does not limit in any way the exemption from taxes set 
forth in Article 2.8 hereof, (4) prepare for and enter into the Restructuring 
Transaction, and (5) perform all ongoing activities relating to the 
Restructuring Transaction.  It should be noted that, the Financing Costs also 
includes pre-closing and post-closing administrative fees and expenses 
incurred in connection with all Ancillary Agreements, but does not include 
payments of principal and interest on the Plan of Adjustment Bonds.  

 
(o) “First Funds” – means the first funds comprising the Pledged Taxes in any 

Fiscal Year as described in Article 4.1 of this Act. 
 
(p) “Fiscal Year” – means the fiscal year of the Government of Puerto Rico, 

which begins on July 1 and ends on June 30. 
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(q) “Fixed Income” – means, for Fiscal Year 2018-2019, seven hundred eighty-
three million, one hundred ninety-seven thousand, two hundred and fifty-
one (783,197,251) dollars and, for each subsequent Fiscal Year, the Fixed 
Income for the prior Fiscal Year plus four (4) percent of such Fixed Income, 
up to the Maximum Amount.  The Fixed Income for each Fiscal Year shall 
be funded from the first revenues collected of the Pledged Taxes.  

 
(r) “Government Entity” – means any agency, department, office, public 

corporation, trust, fund, system, instrumentality, political subdivision, 
taxing authority or municipality of the Government of Puerto Rico.  

 
(s) “Government of Puerto Rico”– means the Commonwealth of Puerto Rico 

and the government thereof.  
 
(t) “Indenture Trustee”– means the Person designated as trustee or indenture 

trustee under the Bond Indenture, including any successor trustee or 
indenture trustee under the Bond Indenture.  

 
(u) “Maximum Amount” – means One Billion Eight Hundred and Fifty Million 

(1,850,000,000.00) dollars. 
 
(v) “Oversight Board” – means the Financial Oversight and Management 

Board for Puerto Rico established pursuant to Article 1.1 of PROMESA.  
 
(w) “Person” – means any natural person or legal entity, including, but not 

limited to, the Government of Puerto Rico, any Government Entity, or any 
firm, partnership, joint venture, trust, estate, limited liability company, 
corporation of individuals, association, or public or private corporation, 
organized or existing under the laws of Puerto Rico, the United States of 
America, any state or any other jurisdiction, or any state, municipality, 
political subdivision, taxing authority, agency or instrumentality of the 
United States of America, any state or any other jurisdiction, or any 
combination thereof. 

 
(x) “Plan of Adjustment Bonds” – means any Restructuring Bonds and any 

Refunding Bonds.  
 
(y) “Pledged Taxes” – means, subject to the provisions of Article 3.3 hereof, (1) 

the present and future revenues and collections generated by the portion of 
the Sales Tax that corresponds to a tax rate of five and one-half (5.5) percent, 
and (2) the Substituted Collateral, if any. 
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(z) “PROMESA” – means the “Puerto Rico Oversight, Management, and 
Economic Stability Act”, Pub. L. No. 114–187, 130 Stat. 549 (2016), 48 U.S.C. 
2101 et. seq.  

 
(aa) “Refunding Bonds” – means the bonds issued by the Corporation pursuant 

to the Act and the Ancillary Agreements, on a pari passu basis with the 
Restructuring Bonds, to retire, refinance or defease any Plan of Adjustment 
Bonds. 

 
(bb) “Restructuring Bonds” – means the bonds issued by the Corporation 

pursuant to this Act, the Corporation Plan of Adjustment, and the Ancillary 
Agreements, having terms that conform to, and that are authorized, 
determined to be valid, and distributed in accordance with, the Corporation 
Plan of Adjustment. 

 
(cc) “Restructuring Resolution” – means one or more resolutions of the Board 

of Directors authorizing: (1) the issuance of Plan of Adjustment Bonds and 
describing the terms thereof; and (2) the payment of the Financing Costs, 
each in accordance with the terms of the Corporation Plan of Adjustment. 

 
(dd) “Restructuring Transaction” – means the transactions contemplated by, or 

in furtherance of, the Corporation Plan of Adjustment. 
 
(ee) “Sales Tax” – means the sales and use taxes imposed by the Government of 

Puerto Rico pursuant to Sections 4020.01 and 4020.02 of Subchapter D of 
Act No. 1-2011, as amended, known as the Internal Revenue Code for a 
New Puerto Rico. 

 
(ff) “Settlement Agreement” – means the Settlement Agreement, dated as of 

October [15], 2018, between the Oversight Board, on behalf of the 
Government of Puerto Rico, and the agent for the Corporation appointed 
by the Oversight Board to settle or litigate the dispute between the 
Government of Puerto Rico and the Corporation regarding the ownership 
of the Sales Tax. 

 
(gg) “Substituted Collateral” – means all or a portion of a tax of general 

applicability throughout Puerto Rico that is enacted in full substitution of 
the Pledged Taxes or otherwise constitutes like or comparable security for 
the Plan of Adjustment Bonds.   

 
(hh) “Substitution Requirements” – means (1) the enactment of legislation 

providing for Substituted Collateral that also provides (A) that the 
Substituted Collateral in an amount equal to the COFINA Revenues has 



29 

been irrevocably transferred to and is owned solely and exclusively by the 
Corporation to the full extent provided under Article 2.2 of this Act, (B) that, 
following such transfer, such Substituted Collateral in an amount equal to 
the COFINA Revenues is not, and shall not constitute, “available resources” 
or “available revenues” of the Government of Puerto Rico as that term is 
used in Section 8 of Article VI of the Puerto Rico Constitution or as 
otherwise used in the Puerto Rico Constitution (whether construed 
pursuant to the Spanish or English version of the Puerto Rico Constitution), 
(C) for a lien on such Substituted Collateral in favor of the Indenture Trustee 
for the benefit of the holders of Plan of Adjustment Bonds to the full extent 
provided for under Article 3.2 of this Act, and (D) that the Government of 
Puerto Rico and the Government Entities shall continue to provide the 
covenants set forth in Article 3.3 of this Act with respect to such Substituted 
Collateral, and (2) prior to the substitution of the Substituted Collateral, the 
ratings requirements set forth in the Ancillary Agreements are satisfied 
with respect to the Substituted Collateral. 

 
 CHAPTER 2. - THE PUERTO RICO SALES TAX FINANCING CORPORATION 
 

Article 2.1. - Creation and Separate Legal Existence of the Corporation.  
 
There is created a public corporation and instrumentality of the Government of 

Puerto Rico, which constitutes a corporate and political entity independent and separate 
from the Government of Puerto Rico to be known as the Puerto Rico Sales Tax Financing 
Corporation. The Corporation, which was created pursuant to the provisions of this Act, 
is and shall be recognized for all purposes as an independent and separate legal entity 
from the Government of Puerto Rico and any other Government Entity.  It shall be 
operated independently, and its business and affairs shall be governed by or under the 
direction of its Board of Directors. 

 
Article 2.2. - Ownership of the COFINA Revenues.  
 
(a) Any and all ownership interests and rights to the COFINA Revenues were, 

have been or are hereby transferred to the Corporation. 
 
(b) The transfer described in (a) above is an absolute transfer of all legal and 

equitable right, title and interest, and not a pledge or other financing. 
 
(c) The Corporation is and will be the sole and exclusive owner of the COFINA 

Revenues until such time as the Plan of Adjustment Bonds, together with 
any interest thereon, and all amounts and obligations under all Ancillary 
Agreements, have been completely paid in cash in full or have otherwise 
been discharged in accordance with their terms. 
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(d) Persons designated as withholding agents for purposes of the imposition 
and collection of the Sales Tax pursuant to the Act 1-2011, as amended, also 
known as the “Internal Revenue Code for a New Puerto Rico”, shall be 
deemed to collect any portion of the Sales Taxes in which the Corporation 
has an ownership interest on behalf of the Corporation.  Any such 
withholding agent will continue to be subject to any and all obligations and 
responsibilities imposed by the Internal Revenue Code for a New Puerto 
Rico, on withholding agents in relation to the imposition and collection of 
the Sales Tax. 

 
(e) The COFINA Revenues do not constitute “available resources” or 

“available revenues” of the Government of Puerto Rico as used in Section 8 
of Article VI of the Puerto Rico Constitution or as otherwise used in the 
Puerto Rico Constitution (whether construed pursuant to the Spanish or 
English version of the Puerto Rico Constitution). 

 
Article 2.3.-Purpose of the Corporation.  
 
On and after the Effective Date, the Corporation’s purpose will be to (a) issue the 

Plan of Adjustment Bonds, (b) own and administer the COFINA Revenues, and (c) issue 
any other bonds, notes or evidence of indebtedness of the Corporation as may be 
permitted by the Corporation Plan of Adjustment and the Ancillary Agreements and 
which will be payable from such sources as may be provided for by the Legislative 
Assembly. 

 
Article 2.4.-The Corporation’s Activities.  
 
The Corporation’s activities shall be limited to the following:  
 
(a) receiving and owning the COFINA Revenues and such other revenues or 

property as may be provided or transferred to the Corporation;  
 
(b) adopting the Restructuring Resolution;   
 
(c) issuing, from time to time, Plan of Adjustment Bonds and any bonds, notes 

or evidences of indebtedness the issuance of which is authorized by Article 
2.3 of this Act;  

 
(d) entering into and performing the Ancillary Agreements;  
 
(e) to pay any bonds, notes or evidences of indebtedness the issuance of which 

is authorized by Article 2.3 of this Act by pledging, on a basis subordinate 
in all respects to the lien established in Article 3.2 of this Act, (1) any 
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amounts remaining of the COFINA Revenues after the payment of 
principal and interest on the Plan of Adjustment Bonds or (2) any other 
funds or property that may be allocated to the Corporation after the 
Effective Date; and 

 
(f) taking any and all other actions as may be necessary or appropriate to 

effectuate the Restructuring Transaction and the Corporation Plan of 
Adjustment, including making amendments to, exchanging and/or 
canceling bonds issued by the Corporation prior to the Effective Date and 
amending and restating agreements of the Corporation relating thereto.  

 
Article 2.5.-Ancillary Powers.  
 
In order to carry out the Authorized Activities, without limiting the foregoing, the 

Corporation shall have the power to:  
 
(a) sue and be sued in any Commonwealth court or the Federal District Court;  
 
(b) adopt, alter and use a seal;  
 
(c) formulate, adopt, amend and revoke rules for the administration and 

management of its affairs, and such standards, rules and regulations that 
may be necessary or convenient to exercise and perform the Authorized 
Activities;  

 
(d) open and maintain bank accounts, including the COFINA Revenues Fund;  
 
(e) acquire, hold, lease, sell and otherwise transfer property;   
 
(f) have complete legal and equitable dominion over its properties (including 

the COFINA Revenues), subject to the statutory lien established under 
Article 3.2 of this Act; 

 
(g) make, execute and amend contracts and all other instruments necessary or 

convenient to perform the Authorized Activities; 
 
(h) appoint and remove officers, agents, employees and contractors, establish 

their compensations, powers and duties, in each case, in accordance with 
the Ancillary Agreements;  

 
(i) pay its operating expenses and the Financing Costs;  
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(j) procure insurance, including insurance covering the Corporation’s 
directors and officers, against loss in connection with its activities, 
properties or assets; 

 
(k) invest funds and establish and maintain reserves as required by, and 

pursuant to standards set forth in, the Ancillary Agreements; 
 
(l) indemnify the members of the Board of Directors, its officers, agents, 

employees, contractors and other third parties for conduct that does not 
constitute gross negligence, willful misconduct or fraud;  

 
(m) exercise such other powers, not inconsistent herewith, as may be necessary 

to carry out the Authorized Activities;  
 
(n) take any action or measure necessary or convenient to carry out its purposes 

and exercise the powers expressly granted in this Article; 
 
(o) delegate to its officers, agents, employees or contractors authority to take 

actions in furtherance of this Act; and 
 
(p) execute, file and amend any relevant returns, forms, elections or statements 

with any governmental authority.   
 
Article 2.6.-Prohibited Activities.  
 
While the Plan of Adjustment Bonds are outstanding, the Corporation shall not be 

authorized to: 
 
(a) merge or consolidate, directly or indirectly, with any Person; 
 
(b) incur, guarantee or otherwise become obligated to pay any debt or other 

obligations other than the Plan of Adjustment Bonds, operating costs, the 
Financing Costs and any bond, note or evidence of indebtedness permitted 
under Article 2.3 hereof;  

 
(c) pledge, create or record liens on any of its properties (including the 

COFINA Revenues), other than (1) the pledge to secure the payment of Plan 
of Adjustment Bonds created pursuant to Article 3.2 of this Act or (2) any 
pledge or lien to secure any bond, note or evidence of indebtedness 
permitted under Article 2.3 hereof but only to the extent such pledge or lien 
is subordinate in all respects to the lien established in Article 3.2 of this Act;  
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(d) engage in business activities other than as expressly authorized in this Act; 
 
(e) dissolve, liquidate, sell or, except as permitted by Article 2.4(e), otherwise 

transfer any or all of its properties (including the COFINA Revenues);  
 
(f)  the directors of the Corporation shall not vote to authorize the Corporation 

to commence a case under Title III of PROMESA or other similar judicial 
restructuring process under applicable law subject to the provisions 
thereof; and 

 
(g) take any other action that is inconsistent with the Corporation’s purpose set 

forth in this Act or ancillary thereto.  
 
Article 2.7.-Board of Directors.   
 
The powers of the Corporation shall be exercised by the Board of Directors.  
 
(a) Composition of the Board of Directors.  
 

The Board of Directors shall be composed of three (3) members, who 
shall meet the requirements set forth in Article 2.7 (b)(iii) of this Act and 
shall be appointed by the Governor of Puerto Rico; provided, that, pursuant 
to the provisions of the Ancillary Agreements, certain holders of Plan of 
Adjustment Bonds may submit up to three (3) recommendations for the 
Governor’s consideration of the initial appointment of the Corporation’s 
directors but the Governor shall be under no obligation to appoint any such 
recommended persons. 

 
(b) General Provisions regarding the Board of Directors. 
 

(i) Each member of the Board of Directors shall be appointed for a term 
of three (3) years and may serve consecutive terms as an appointed 
member; provided, that the Governor may remove any member 
prior to the expiration of their term if such member fails to uphold 
the responsibilities set forth in this Act or for gross negligence, 
willful misconduct or fraud; 

 
(ii) each member of the Board of Directors shall be entitled to one (1) 

vote;  
 
(iii) each member of the Board of Directors shall satisfy the independence 

and qualification standards (including that no member of the Board 
of Directors may be an officer, employee or director of any 



34 

Government Entity other than the Corporation) set forth in the 
Ancillary Agreements;  

 
(iv) all decisions and actions of the Board of Directors shall require the 

affirmative vote of the majority of the members of the Board of 
Directors at the time serving; provided, that, the Corporation’s 
bylaws may require a higher approval threshold for particular 
matters described therein; and  

 
(v) the members of the Board of Directors shall select a Chair from 

among themselves.  
 

(c) Vacancies.  
 

In the event of a vacancy in the office of a member of the Board of 
Directors by death, removal, resignation or otherwise, a successor member 
who meets the requirements set forth in Article 2.7 (b)(iii)  of this Act shall 
be appointed by the Governor of Puerto Rico subject to Article 2.7(b)(i) 
hereof.  

 
(d) Compensation. 
 

Members of the Board of Directors shall receive such compensation 
as is authorized pursuant to the Ancillary Agreements.  

 
(e) Adoption and Amendment of Rules. 
 

As soon as practicable after the appointment of all members and 
appointment of the Chair, the Corporation shall adopt rules and procedures 
governing its activities under this Act. The Board of Directors shall be 
entitled to amend such rules and procedures from time to time.  

 
(f) Quorum. 
 

A majority of the members of the Board of Directors at the time 
serving shall constitute a quorum to make decisions or exercise any power 
or function of the Corporation. Any one or more members may participate 
in a meeting of the Board of Directors by teleconference or similar 
communications equipment. Participation by such means shall constitute 
presence in person at the meeting. Any action necessary or allowed in any 
meeting of the Board of Directors shall be authorized with no need for a 
meeting, if all the members of the Board of Directors give their written 
consent concerning such action.  
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(g) Delegation.  
 

The Board of Directors may delegate to one or more of the members, 
or to the Corporation’s officers, agents and employees, such powers and 
duties as the Board of Directors may deem appropriate. 

 
Article 2.8.-Tax Exemption.  
 
(a) It is hereby found and declared that the activities of the Corporation are for 

a public purpose. As a result, the Corporation shall be totally exempt from, 
and shall not be required to pay any kind of taxes, assessments, licenses, 
stamps, fees or other similar charges levied by the Government of Puerto 
Rico or any Government Entity upon any of the property that the 
Corporation owns, possesses, holds or uses or on its activities, or upon any 
income, payment or gain derived therefrom.  

 
(b) The Plan of Adjustment Bonds, including, but not limited to, any payments 

or income with respect to the Plan of Adjustment Bonds and the transfer of 
the Plan of Adjustment Bonds, shall, at all times, be totally exempt from all 
kinds of taxes, assessments, licenses, stamps, fees and other charges levied 
by the Government of Puerto Rico or any Government Entity. Holders and 
beneficial owners of the Plan of Adjustment Bonds shall not be subject to 
any tax return filing or any other tax reporting or similar requirement in 
respect of the Government of Puerto Rico or any Government Entity by 
reason of holding, owning or transferring the Plan of Adjustment Bonds.  

 
Article 2.9.-Inapplicability of Certain Laws.  
 
The following laws or provisions shall not apply to the Corporation: 
 
(a) Chapters 4 and 6 of Act 26-2017, as amended, known as the “Fiscal Plan 

Compliance Act”;  
 
(b) Act 1-2012, as amended, known as the “Puerto Rico Government Ethics Act 

of 2011”;  
 
(c) Act 103 of May 25, 2006, as amended, known as the “Act for the Fiscal 

Reform of the Government of the Commonwealth of Puerto Rico of 2006”; 
(d) Act 8-2017, as amended, known as the “Act for the Transformation of the 

Government’s Human Resources”;   
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(e) Act 237-2004, as amended, known as the “Act to Establish Uniform 
Parameters for Contracting Professional and Consulting Services by 
Agencies and Instrumentalities of the Government of Puerto Rico”;   

 
(f) Act 197-2002, as amended, known as the “Act to Regulate the Transition 

Process of the Government of Puerto Rico”;  
 
(g) Act 78-2011, as amended, known as the “Electoral Code of Puerto Rico for 

the XXI Century”; 
 
(h) Act 38-2017, known as the “Uniform Administrative Procedures Act of the 

Government of Puerto Rico”;  
 
(i) Plan 3-2011, as amended, known as “General Services Administration 

Reorganization Plan”;  
 
(j) Act 230 of July 23, 1974, as amended, known as the “Government 

Accounting Act”;  
 
(k) Act 3-2017, known as the “Law to Address the Economic, Fiscal and 

Budgetary Crisis and Ensure the Functioning of the Government of Puerto 
Rico”; and 

 
(l) Act 14 of April 17, 1972, as amended. 
 

 CHAPTER 3.-THE RESTRUCTURING TRANSACTION 
 

Article 3.1.–Issuance of Plan of Adjustment Bonds.  
 
(a) From and after the Effective Date, the Corporation shall be authorized to 

issue Plan of Adjustment Bonds, from time to time, pursuant to the 
Corporation Plan of Adjustment and the terms and conditions authorized 
by the Corporation and set forth in the applicable Restructuring Resolution 
and the Ancillary Agreements. 

 
(b) Plan of Adjustment Bonds shall be dated, shall bear interest at such rates 

and shall mature at such time or times as may be determined by the 
Corporation and authorized in the applicable Restructuring Resolution in 
accordance and consistent with the Corporation Plan of Adjustment. The 
Corporation shall determine the form of Plan of Adjustment Bonds and the 
manner of execution of Plan of Adjustment Bonds, and shall fix the 
denomination or denominations of Plan of Adjustment Bonds and the place 
or places of payment of principal thereof and interest thereon, the terms of 
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redemption and purchase in lieu of redemption and the other terms thereof, 
all in accordance and consistent with the Corporation Plan of Adjustment.  
Such Plan of Adjustment Bonds may be sold at public or private sale for 
such price or prices as the Corporation shall determine, or issued in 
exchange for existing bonds of the Corporation in accordance with the Plan 
of Adjustment.  

 
(c) Plan of Adjustment Bonds shall be payable solely from the COFINA 

Revenues in accordance with the terms of this Act and the Ancillary 
Agreements.  

 
(d) The Corporation may purchase bonds issued by the Corporation on the 

terms and in accordance with the Corporation Plan of Adjustment and 
applicable Ancillary Agreements at a price not exceeding the redemption 
price thereof.  All bonds so purchased shall be cancelled. 

 
(e) Plan of Adjustment Bonds shall not constitute a debt of the Government of 

Puerto Rico or of any Government Entity other than the Corporation. This 
statement shall be included in the Plan of Adjustment Bonds, the Bond 
Indenture and the disclosure documentation relating to such bonds.   

 
Article 3.2.-Statutory Lien.  
 
Plan of Adjustment Bonds shall automatically, upon the issuance of such Plan of 

Adjustment Bonds, be secured by a statutory first lien on all of the Corporation’s right, 
title and interest in and to the Pledged Taxes, including any moneys, income, revenues, 
accounts, contract rights or general intangibles derived therefrom, in favor of the 
Indenture Trustee for the benefit of the holders of Plan of Adjustment Bonds.  Such 
statutory first lien shall occur automatically and shall automatically attach and be 
perfected, valid and binding from and after the Effective Date, without any further act or 
agreement by any Person. No instrument needs to be executed or delivered or recorded 
in any official record or in any government registry or office in order to perfect or 
continue such statutory first lien or to establish or maintain the priority thereof. No 
commingling of the Pledged Taxes with any property of the Government of Puerto Rico, 
any other Government Entity or any other Person shall limit, defeat, impair or interfere 
with such statutory lien. Such lien shall be valid, binding, perfected and enforceable 
against all Persons having claims of any kind in tort, contract or otherwise against the 
Corporation or its assets irrespective of whether such Persons have notice of such lien. 

 
Article 3.3.-Covenants Regarding Plan of Adjustment Bonds and the Restructuring 

Transaction.  
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The Government of Puerto Rico, with the intent of being contractually bound, 
hereby agrees and covenants with the Corporation and each Person that holds Plan of 
Adjustment Bonds, and authorizes the Corporation to include such covenant in the Bond 
Indenture for the benefit of the holders of Plan of Adjustment Bonds, that it will not, and 
no Government Entity shall be authorized to, until the Plan of Adjustment Bonds, 
together with the interest thereon, and all amounts and obligations under all Ancillary 
Agreements, have been completely paid in cash in full or otherwise discharged in 
accordance with their terms: 

 
(a) take any action that would (A) impair the Corporation’s right to receive the 

COFINA Revenues, (B) limit or alter the rights vested in the Corporation in 
accordance with the Corporation Plan of Adjustment to fulfill the terms of 
any agreements with the holders of Plan of Adjustment Bonds, (C) 
materially and adversely impair the collection of the Pledged Taxes in any 
Fiscal Year, or (D) impair the rights and remedies of the holders of the Plan 
of Adjustment Bonds or the collateral security established under Article 3.2 
of this Act; 

 
(b) reduce the Pledged Taxes to a rate less than five and one-half percent (5.5%) 

unless, in connection with such reduction, the credit rating and other 
requirements set forth in the Ancillary Agreements are satisfied; provided, 
however, that, notwithstanding the foregoing, until all obligations with 
respect to the Plan of Adjustment Bonds have been paid or satisfied in full 
in accordance with their terms, if the rate of the Pledged Taxes is reduced 
below three (3) percent, then, in connection with such reduction, the 
Government of Puerto Rico must comply with the Substitution 
Requirements; 

 
(c) impair, limit, restrict, rescind, delay or modify the rights or powers of the 

Corporation, the Indenture Trustee or the holders of Plan of Adjustment 
Bonds under this Act or relating to the COFINA Revenues, or the 
Corporation’s ability to meet its obligations to its bondholders; 

 
(d) amend this Act to impair, limit, restrict, rescind, delay or modify any 

obligation or commitment of the Corporation to the holders of Plan of 
Adjustment Bonds; and  

 
(e) limit or restrict the rights or powers of the appropriate officers of the 

Government of Puerto Rico to impose, maintain, charge or collect the 
Pledged Taxes, provided that the foregoing shall not preclude the 
Government of Puerto Rico from exercising its power, through a change in 
law, replace the portion of the Sales Tax that corresponds to a tax rate of 
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five and one half (5.5) percent with Substituted Collateral in accordance 
with the Substitution Requirements. 

 
 CHAPTER 4.-FUNDING OF THE CORPORATION; DEPOSITS AND 
DISBURSEMENTS. 
 

Article 4.1.-First Dollars Funding of COFINA Revenues. 
 
(a) Each Fiscal Year, the first funds comprising the Pledged Taxes shall be 

transferred to, and deposited with, the Corporation, or any account or fund, 
including the COFINA Revenues Fund or an account or fund controlled by 
the Indenture Trustee designated in the Bond Indenture pursuant to which 
obligations were incurred in accordance with this Act and the Ancillary 
Agreements, designated by the Corporation, until such time as the 
Corporation has received an amount equal to the COFINA Revenues for 
such Fiscal Year.  The requirement that the first funds comprising the 
Pledged Taxes up to the COFINA Revenues be deposited with the 
Corporation or in any account or fund, including the COFINA Revenues 
Fund or an account or fund controlled by the Indenture Trustee designated 
in the Bond Indenture pursuant to which obligations were incurred in 
accordance with this Act and the Ancillary Agreements, designated by the 
Corporation may not be modified; provided, that the Bond Indenture may 
contain provisions allowing for the quarterly distribution of the Pledged 
Taxes between the Corporation and the Government of Puerto Rico upon 
satisfaction of the requirements set forth in the Bond Indenture and 
consistent with the Corporation Plan of Adjustment.  The Corporation shall 
have the rights set forth in this Article 4.1 until such time as the Plan of 
Adjustment Bonds, together with any interest thereon, and all obligations 
under all Ancillary Agreements, have been completely paid in cash in full 
or have otherwise been discharged in accordance with their terms. 

 
(b) During each Fiscal Year, the Indenture Trustee or such other Person as may 

be designated in the Bond Indenture shall determine, on a monthly basis, if 
the Corporation has received the COFINA Revenues.  Once the Indenture 
Trustee or such other Person determines that the COFINA Revenues have 
been deposited with the Indenture Trustee, or that portion of the COFINA 
Revenues as the Corporation may be entitled to the extent the quarterly 
distribution referenced in Article 4.1(a) above is in effect, all revenues of the 
Pledged Taxes received after such determination shall be transferred to the 
Government of Puerto Rico. 
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(c) No Person who collects or holds the Pledged Taxes shall have any legal or 
equitable right, title or interest thereto solely by virtue of the fact that it 
collects or holds the Pledged Taxes. 

 
Article 4.2.-Excess Funding. 
 
The amounts deposited with the Corporation each Fiscal Year in excess of the 

amounts required to pay principal and interest on the Plan of Adjustment Bonds then 
due and payable (including the principal and interest due and payable on any past due 
Plan of Adjustment Bonds), satisfy obligations assumed pursuant to the Bond Indenture 
or other Ancillary Agreements then due and payable, pay its Financing Costs or 
operating expenses as provided in the Ancillary Agreement, or make any other payment 
related to other obligations incurred by the Corporation, will be transferred to the 
Corporation, free and clear of the lien established by Article 3.2 of this Act and any other 
lien established by the Bond Indenture or other Ancillary Agreement.   

 
 CHAPTER 5.-MISCELLANEOUS PROVISIONS.  
 

Article 5.1.-Severability.  
 
This Act shall be interpreted in accordance with the Puerto Rico Constitution and 

the U.S. Constitution.  If any clause, paragraph, subparagraph, sentence, word, letter, 
article, provision, section, subsection, title, chapter, subchapter, heading, or part of this 
Act, were to be annulled or declared unconstitutional, the order to such effect will neither 
affect nor invalidate the remainder of this Act. The effect of such an order shall be limited 
to the clause, paragraph, subparagraph, sentence, word, letter, article, provision, section, 
subsection, title, chapter, subchapter, heading, or part of this Act so annulled or declared 
unconstitutional. If the application to a Person or circumstance of any clause, paragraph, 
subparagraph, sentence, word, letter, article, provision, section, subsection, title, chapter, 
subchapter, heading, or part of this Act, were to be annulled or declared unconstitutional, 
the order to such effect will neither affect nor invalidate the application of the remainder 
of this Act to such Persons or circumstances to which it may be validly applied. It is the 
express and unequivocal intent of this Legislative Assembly that the courts of law enforce 
the provisions and application of this Act even if any of its parts is annulled, invalidated, 
affected or declared unconstitutional, or even if the application thereof to any Person or 
circumstance is annulled, invalidated or declared unconstitutional.  

 
Article 5.2.-Language Conflict.  
 
This Act shall be adopted both in English and Spanish. If in the interpretation or 

application of this Act any conflict arises as between the English and Spanish texts, the 
English text shall govern.” 
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 Sección 26.-Se derogan los Artículos 2 y 4 de la Ley 116-2013, según enmendada.  
 
 Sección 27.-Se enmienda el Artículo 25-A de la Ley 44 del 21 de junio de 1988, 
según enmendada, para que lea en su totalidad como sigue: 
 
 “(a) ... 
 
 ... 
 

(k)  Durante el período comprendido entre la fecha de aprobación de esta Ley 
y el 31 de diciembre de 2012, la Corporación habrá de disponer de los 
activos depositados en la Cuenta del Corpus de la siguiente manera: 

 
(i)  ... 
 
(ii)  el remanente, permanecerá en la Cuenta del Corpus y se utilizará 

para comprar un bono de apreciación de capital emitido por la 
Corporación para el Fondo de Interés Apremiante de Puerto Rico 
con un vencimiento no menor de 30 años ni mayor de 40 años y a 
una tasa de interés de no menos de 7.00%. El Sistema de Retiro de 
Empleados del Estado Libre Asociado de Puerto Rico y la Autoridad 
para el Financiamiento de la Infraestructura de Puerto Rico no 
podrán disponer voluntariamente del bono de la Corporación del 
Fondo de Interés Apremiante de Puerto Rico, a menos que dicha 
disposición sea autorizada por la Autoridad de Asesoría Financiera 
y Agencia Fiscal de Puerto Rico.” 

 
Sección 28.-Separabilidad. 
 
 Esta Ley se interpretará de acuerdo a la Constitución de Puerto Rico y la 

Constitución de los Estados Unidos de América. Si cualquier cláusula, párrafo, 
subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, 
capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley fuera anulada o declarada 
inconstitucional, la orden a tal efecto dictada no afectará, perjudicará, ni invalidará el 
remanente de esta Ley. El efecto de dicha orden quedará limitado a la cláusula, párrafo, 
subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, 
capítulo, subcapítulo, acápite o parte de la misma que así hubiere sido anulada o 
declarada inconstitucional. Si la aplicación a una Persona o a una circunstancia de 
cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, disposición, 
sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley fuera 
invalidada o declarada inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a tal efecto 
dictada no afectará ni invalidará la aplicación del remanente de esta Ley a aquellas 
Personas o circunstancias en que se pueda aplicar válidamente. Es la voluntad expresa e 
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inequívoca de esta Asamblea Legislativa que los tribunales hagan cumplir las 
disposiciones y la aplicación de esta Ley, aunque se deje sin efecto, anule, invalide, 
perjudique o declare inconstitucional alguna de sus partes, o aunque se deje sin efecto, 
invalide o declare inconstitucional su aplicación a alguna persona o circunstancia.  

 
Sección 29.-Supremacía.  
 
Las disposiciones de esta Ley prevalecerán sobre cualquier otra disposición 

general o específica de cualquier otra ley o reglamento del Gobierno de Puerto Rico que 
sea inconsistente con esta Ley. 

 
Sección 30.-Vigencia.  
 
Esta Ley comenzará a regir en la fecha en que el plan de ajuste con relación al caso 

de la Corporación al amparo del Título III de PROMESA advenga efectivo de acuerdo a 
sus términos.  



(TEXTO DE APROBACION FINAL POR LA CAMARA) 
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GOBIERNO DE PUERTO RICO 
 

18va. Asamblea 4ta. Sesión 
 Legislativa         Ordinaria 
 

CÁMARA DE REPRESENTANTES 
 

R. C. de la C. 412 
 

18 DE OCTUBRE DE 2018 
 

Presentada por el representante Bulerín Ramos 
 

Referida a la Comisión de Hacienda, Presupuesto y de la Supervisión, Administración y 
Estabilidad Económica, “PROMESA” 

 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 
Para reasignar a la Administración para el Desarrollo de Empresas Agropecuarias  

(ADEA), la cantidad de cuarenta y seis mil seiscientos cincuenta dólares 
($46,650.00), provenientes del balance disponible en el inciso x, Apartado 1, 
Sección 1, de la Resolución Conjunta 18-2017, con el fin de llevar a cabo obras y 
mejoras permanentes, según se detallan en la Sección 1, de esta Resolución 
Conjunta; facultar para la contratación de tales obras; autorizar el pareo de los 
fondos reasignados; y para otros fines relacionados. 

 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

 Sección 1.-Se reasigna a la Administración para el Desarrollo de Empresas 1 

Agropecuarias (ADEA), la cantidad de cuarenta y seis mil seiscientos cincuenta dólares 2 

($46,650.00), provenientes del balance disponible en el inciso x, Apartado 1, Sección 1, 3 

de la Resolución Conjunta 18-2017, a fin de viabilizar obras y mejoras permanentes, 4 

para llevar a cabo los propósitos que se detallan a continuación:  5 
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a.  Para realizar obras y mejoras al parque de la Comunidad Sosa, en el 1 

Municipio de Río Grande, incluyendo la instalación de nuevas luminarias, 2 

replantear terreno de juego, reparación de estructura existente de techo, y 3 

otras mejoras.           $ 46,650.00 4 

Sección 2.-Se autoriza a la Administración para el Desarrollo de Empresas 5 

Agropecuarias (ADEA), a suscribir los acuerdos pertinentes con contratistas privados, 6 

así como con cualquier departamento, agencia o corporación del Gobierno del Estado 7 

Libre Asociado de Puerto Rico, a fin de viabilizar el desarrollo de los propósitos de esta 8 

Resolución Conjunta. 9 

Sección 3.-Para cumplir con los propósitos de esta Resolución Conjunta, los 10 

fondos reasignados en esta Resolución Conjunta podrán ser pareados con fondos 11 

federales, estatales o municipales. 12 

Sección 4.-Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 13 

de su aprobación. 14 



GOBIERNO DE PUERTO RICO
18u" Asamblea

Legislativa
1tu Sesi6r-r

Ordinaria

SENADO DE PUERTO RICO

R. C. del S. 54

TERCER INFORME POSITIVO

de noviembre de 2018

AL SENADO DE PUERTO RICO

La Comisi6n de Iru-rovaci6n, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestrucfura,
prer.io estudio v consideraci6n de la R.C. del S. 64, tiene a bien recomendar a este Alto
Cuerpo Ia aprobaci6n de esta medida, con las enmiendas contenidas en el entirillado
electr6nico que se acompafra.

ALCANCE DE LA MEDIDA

La R.C. del S.64 segrin radicada tiene el prop6sito de ordenar al Departamento de
Transportaci6n y Obras Prlblicas, libre de costos, al Municipio de Yabucoa, la
tituiaridad del terreno y la estructura de la Escuela Elemental Francisco Sustache,
ubicada en el barrio Camino Nuevo de ese Municipio, para que dicho municipio opere
alli un centro comunal; y para otros fines relacionados.

ANALISIS DE LA NIEDIDA

Segrin surge de la Exposici6n de Motivos, tanto el gobierno central como el

municipal deben tener como prioridad en su gesti6n priblica facilitarles a 1os ciudadanos

servicios de excelencia, muy especialmente en el drea de la educaci6n. En adici6n, es

responsabiiidad del gobierno mantener las facilidades fisicas donde antes hubo escuelas,

en condiciones adecuadas y operalrdo con fines constructivos, para de esta manera, evitar
que estas estructuras se conviertan en estorbos priblicos que atenten en contra de la

seguridad de la comunidad, ya que las mismas se vuelven obsoletas y en desuso.

g
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Segundo lnforme de Ia Comision de lnnovaci6n, Telecomunicaciones, Urbanismo e lnfraestructura
R. C. del S.64
Pdgina 2

En el barrio Camino Nuevo del Municipio de Yabucoa podemos encontrar

abandonadas las facilidades de la antigua Escuela Francisco Sustache. Por lo que. en aras

de evitar que se realicen actos de valdalismo en dichas instalaciones y/o se utilicen las

mismas para cometer actos delictivos, afectando asi el diario vivir de los residentes de

dicha comunidad, solicitamos se lransfieran las facilidades fisicas y terrenos de la escuela

antes mencionada a la Administraci6n Municipal de Yabucoa.

La clave para que nuestro Pais se fortalezca recae en los proyectos que impulsemos
en conjunto con los municipios v sus iniciativas. Es por esto, entre otras razones, que esta

Asamblea Legislativa considera beneficioso para la comunidad, transferir al Municipio
de Yabucoa las instalaciones y terrenos de la antigua Escuela Francisco Sustache para los

fines antes expuestos.

La R.C. del S.64 fue referida el 17 de febrero del arlo en curso a 1a Comisi6n.

Respondiendo al deber de evaluar la propuesta pieza legislativa de forma juiciosa y
responsable, esta Comisi6n solicit6 memoriales explicativos al N{unicipio de Yabucoa, al

Departamento de Transportaci6n l,Obras Priblicas, y al Departamento de Recreaci6n y
Deportes.

De las anteriormente sefraladas, a pesar de mriltiples esfuerzos por parte de 1a

Comisi6n, tan s6lo el Departamento de Transportaci6n v Obras Priblicas envi6 un
memorial explicativo fechado el 20 de iunio de 2077.

El Departamento de Transportaci6n y Obras Priblicas, en su memorial explicativo,
expresa que antes de la aprobaci6n de la Ley 26 del 29 de abril de 2077, conocida como
"Ley de Cumpiimiento con el Plan Fiscal", el Secretario de Transportaci6n y Obras

Ptblicas tenia el deber de ser el custodio de 1as propiedades del Estado. Sus facultades,

tanto para su arrendamiento, como para su enajenaci6n. Sin embargo, con la aprobaci6n
de la Ley 26 esos deberes pasaron a1 Comit6 de Evaluaci6n y Disposici6n de Bienes

Inmuebles creado por dicha Ley.

La Ley 26 en su Articulo 5.03 crea el Comit6 de Evaluaci6n y Disposici6n de Bienes

Inmuebles a ios fines de "que ejerza todas las facultades necesatias, que no sean

contrarias a esta o cualquier otra ley, para la disposici6n de bienes inmuebles de la Rama
Ejecufiva del Gobierno de Puerto Rico". La referida Ley en su Articulo 5.06 establece 1o

que ser6n los deberes y obligaciones del Comit6, entre estos el inciso (d) dispone que el
Comit6 "Deber6 evaluar toda solicitud de compraventa, arrendamiento, u otra forma de
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traspaso de posesi6n, de propiedad inmueble que le sea sometida por cualquier Persona
natural o juridica, con o sin fines de lucro, incluyendo municipios, y asegurarse que

cumpla con esta Ley y todas las normas y reglamentos que sean aprobados por el

Comit6."

CONCLUSION

En vista de la necesidad que ha1, en Puerto Rico, especialmente despu6s del paso

del huraciin Marfa, de instalaciones ), facilidades para el uso y disfrute de la juventud y
la comunidad donde puedan sentirse seguros, y en rrista de que ninguua entidad del

Gobierno de Puerto Rico ha urostrado inter6s alguno en este predio de terreno, la

Comisi6n de Innovaci6n, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura considera

meritorio y necesario que el Comit6 de Evaluaci6n y Disposici6n de Bienes Inmuebles

creado en conformidad a la Ley 26 del 2077, transfiera, libre de costo, al Municipio
Aut6nomo de Yabucoa, , la titularidad del terreno y la estructura de Ia Escuela Elemental

Francisco Sustache, ubicada en el barrio Camino Nuevo de ese Municipio, para que dicho

municipio opere alli un centro comunal; y para otros fines.

Culminado el estudio de la medida, la Comisi6n de Innor.aci6n,

Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestrucfura tiene a bien recomendar a este

Honorable Senado de Puerto Rico que apruebe esta legislaci6n propuesta, por entender

que resulta de gran beneficio para 1os residentes del barrio Camino Nuevo del Municipio
de Yabucoa.

Por todo 1o antes expuesto, ia Comisi6n de Innovaci6n, Telecomunicaciones,

Urbanismo e Infraestructura del Senado de Puerto Rico recomienda a este Alto Cuerpo

la aprobaci6n de la R. C. del S. 64, con las enmiendas contenidas en el entirillado
electr6nico que se acompafra.

R
a

aureano Correa
Presidente
Comisi6n de Innovaci6n, Telecomunicaciones,
Urbanismo e Infraestructura

o
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RESOLUCION CONJUNTA
Para ordenar referit"al nepa*ame*e ae fr @;eas Contit,! de Evaluaci1n

Dis ici6n de Bien Irtntuebles del Gobiento de Puerto Rico creado oor virtud de la Ley
26-2017, segfin errnendada, conocida como "Lev de Cumolintiento cotl el PIan Fiscal" la
et'aluaciin y presentaciin de wt informe a la Asantblea Lesislativa en un tirmino de not'enla
(90) dias, sobre la propuesta para transferi. libre de costos, al Municipio de Yabucoa, la
titularidad del terreno y la estructura de la Escuela Elemental Francisco Sustache, ubicada en

el barrio Camino Nuevo de ese Municipio, para que dicho nrunicipio opere alli un centro
comunal; y para otros ftnes relacionados.

EXPOSTCIOX NB MOTIVOS
El gobiemo central como el municipal deben tener como prioddad en su gesti6n publica

faeld*er1e fueililgtkt a los ciudadanos servicios de excelencia, muy especialmente en el irea de

la educaci6n. No obstante, las facilidades fisicas donde antes hubo escuelas se welven obsoletas

y en desuso, es responsabilidad del gobierno mantener dichas estructuras en condiciones

adecuadas, y operando con fines constructivos, para evitar que se conviertan en estorbos publicos

que atenten en contra de 1a seguridad de la comunidad.

En el banio Camino Nuevo del Municipio de Yabucoa se encuentra la instalaci6n de la

antigua Escuela Francisco Sustache. Estas instalaciones se encuentran en desuso. Tratando de

evitar que se realicen actos de vandalismo y que se convierta en un lugar donde se cometan actos

delictivos y se afecte el diario vivir de los residentes de dicha comunidad. Seria muy honroso

para dicha comunidad que se proceda a transferir las instalaciones fisicas de dicha escuela a la

Administraci6n Municipal de Yabucoa para que se facilite el uso m5s adecuado de los mismos

para el beneficio de la comunidad. \

GOBIERAIO FSTANE TIBRE ASE€{ru DE PUERTO RICO



Secci6n 2.- El n-,.d,+-,".6-+^,1- T-.,..-^-+-^:,i,. a\1,-." D.il,t;^-. Comift deJ- v44r

2 Evaluaci6n v Disposici6n de Bienes Inntuebl del Gobiento de Puerto Rico creado a tenor

3 con la Lev 26 del 2 17 el Municipio de Yabucoa, serdn los responsables de realizar toda0

6

4 gesti6n necesaria para dar fiel curnplimiento a lo dispuesto en esta Resoluci6n Conjunta.

) Secci6n 3.- Se faculta al Director E ecuti'o del Contiti o su re resentanle S€eretado

a comparecer en escritura priblica, en

7 representaci6n del Gobierno de Puerto Rico, para otorgar la misma y hacer cumplir los

8 prop6sitos de esta Resoluci6n Conjunta.

9 Secci6n 3 4.- El nepartamente de fr Comiti de

l0 Eraluaciin v Disposicidn de Bienes Inntueble s del Gobiento de Puerto Rico creado a tenor

F
I I con la Lev 26 del 2017

13 cumplird con lo ordenando en la Secci6n I de esta Resoluci)n Coniwta en un t6mino no

14 mayor de noventa (90) dias, a partt de la su aprobaci6n de-esta*esehrei6+€ junta.

15 Secci6n 4 !.- La autorizaci6n aue el Comiti pudiera emitir para Se-autor#a la

16 transferencia de /a titularidad del inmueble descrito en la Secci6n 1 de esta Resoluci6n

17 Conjunta se hard con sujeci6n a las siguientes condiciones:

l8 a. El titulo de dicha propiedad no podre ser cedido o traspasado en forma alguna a

19 otra entidad, que no sea el Municipio de Yabucoa.

20 b. En caso de que el adquiriente, en los pr6ximos cinco (5) afros, no cumpla con el

2l prop6sito de la transferencia propuesta mediante esta Resoluci6n Conjunta o luego

22 de pasado dicho t6rmino variam la utilizaci6n de la propiedad sin autorizaci6n de
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ittcort stituciona l. Si 0 {l lcocton a una Dersona o a une ctcullslancia de cua ier cldusula
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7

8

9
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int'alidard la aplicacidn del rentanente de esta Resoluci)n a aquellas personas o

circwtstancias etl que se puedo aplicar vdlidantente. Es la voluntad expreso e inequitoca de

esta Asantblea Lesislatha que los tribunales hapan cunrylir las disposiciottes I la aplicaaotl

a ,Ra soluciort ett la nn r ntedida osible esede e sln clo anule invalidet)

uc e

3
e udi ue o declare inco titucional al de sus ue se e sul e lo

l0 in,alide o declare inconstituciorrul su oplicaci6n a alpuna persona o circunstancia

11 Secci6n 6 8.- Esta Resoluci6n Conjunta entrar6 en vigor imnediatamente despuds de

l2 su aprobaci6n.
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AL SENADO DE PUERTO RICO

La Comisi6n de Innovaci6n, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura,
previo estudio y consideraci6n de la R.C. del S. 84, tiene a bien recomendar a este Alto
Cuerpo la aprobaci6n de esta medida, con las enmiendas contenidas en el entirillado
electr6nico que se acompafra.

ALCANCE DE LA MEDIDA

La R.C. del S.84 segrin radicada tiene el prop6sito de ordenar a transferir libre de costo
al Instituto de Educaci6n, Investigaci6n y Desarrollo Apicola de Puerto Rico, Corp. la
titularidad de la antigua Escuela Elemental Teodoro Rooseveit, ubicada en el Barrio
Bayaney, en el municipio de Hatillo, para establecer la Escuela de Apicultura.

ANALISIS DE LA MEDIDA

Segrin surge de la Exposici6n de Motivos, que el Instituto de Educaci6n,

Investigaci6n y Desarrollo Apicola de Puerto Rico, Corp. opera la Escuela de Apicultura,

la cual tiene 18 afros de fundada y es la rinica en Puerto Rico que trabaja en abeja

africanizada.

El profesor Matias Col6n, fundador de la Escuela Apicola, dirige el programa de

la escuela de apicultura y de la fase educativa, ejerci6 como maestro de educaci6n priblica

por espacio de 28 aflos. Para e11997, fue objeto de un destaque a los fines de coordinar y

manejar el problema de la abeja a{ricanizada en Puetto Rico. En la actualidad, es el

o.anz'
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fundador y presidente de la Asociaci6n de Apicultores de Puerto Rico. Ha recibido

reconocimientos tanto del Senado de Puerto Rico (2000), de la Cdmara de Representantes

de Puerto Rico (2013) asi como de la Feria Internacional de Ciencias e Ingenieria de los

Estados Unidos de Arn6rica, en el 1987.

Como parte de su aportaci6n, 1a Escuela ofrece servicios educativos libre de costo

a varias agencias de Gobierno, adiestra entre otros, a personal de la Agencia de Manejo

de Emergencia, aI Departamento de Recursos Naturales y Ambientales, a maestros del

Prograrna de Educacidn Agricola del Departamento de Educaci6n, entre otras

dependencias. Por otro lado, ofrece el curso de apicultura sabatino a una matricula de

mds de 60 estudiantes. Recibe visitas de escuelas ptblicas y privadas, v de la comunidad

para conocer el proyecto de apicultura.

La Escuela de Apicultura es un proyecto totalmente autosustentable que incluso

redunda en unos seis empleos directos v varios indirectos. Este proyecto no requiere

ayuda del Gobierno para funcionar ya que esta disefrado para proveer ios ingresos

necesarios para sobrevivir. Cuenta con equipo, maquinaria y recursos econ6micos

necesarlos

Actualmente, con la aprobaci6n de la Ley 26 del 2017, conocida como "Ley de

Cumplimiento con el Plan Fiscal", en su Articulo 5.03 crea el Comit6 de Evaluaci6n y

Disposici6n de Bienes hrmuebles a los fines de" qlue eierza todas las facultades necesarias,

que no sean contrarias a esta o cualquier otra lev, para la disposici6n de bienes inmuebles

de la Rama Ejecutiva del Gobierno de Puerto Rico". La referida Ley en su Articulo 5.06

establece lo que serAn 1os deberes v obligaciones del Comit6, entre estos el inciso (d)

"Deber6 evaluar toda solicitud de compraventa, arrendamiento, u otra forma de traspaso

de posesi6n, de propiedad inmueble que le sea sometida por cualquier persona naturai o

juridica, con o sin fines de lucro, incluyendo municipios, y asegurarse que cumpla con

esta Ley y todas las normas y reglamentos que sean aprobados por el Comit6."

Esta Asamblea Legislativa estd comprometida con la protecci6n y desarrollo de la

apicultura en Puerto Rico. A esos fines, y como una medida apropiada, esta Asamblea
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Legislativa, conforrne a los poderes otorgados por la Constituci6n de Puerto Rico,

considera necesario v meritorio que el Comitd de Evaluaci6n y Disposici6n de Bienes

Inmuebles creado en conforrnidad a la Ley 26 - 2077, evahie la acci6n propuesta y en su

consecuencia, traspase, libre de costo la titularidad de las instalaciones de la antigua

Escuela Teodoro Rooser.elt en el Barrio Bayaney, Hatillo, Puerto Rico al Instituto, lo cual

redundard en mejores servicios a 1os apicultores, asi como de apoyo a proyectos de

investigaci6n de la abeja africanizada en Puerto Rico.

La R.C. del S.84 fue referida el 8 de marzo del afro en curso a 1a Cornisi6n.

Respondiendo al deber de evaluar la propuesta pieza legislativa de forma juiciosa y

responsable, esta Comisi6n solicit6 memoriales explicativos a1 Departamento de

Transportaci6n v Obras Priblicas.

El Departamento de Transportaci6n y Obras Priblicas, en su memorial explicativo,

expresa que antes de la aprobaci6n de la Ley 26 del 29 de abril de 2077, conocida como

"Lev de Cumplimiento con el Plan Fiscal", el Secretario de Transportaci6n y Obras

Pfblicas tenia e1 deber de ser el custodio de 1as propiedades del Estado, con facultades,

tanto para su arrendamiento, como para su enajenaci6n. Sin embargo, con la aprobaci6n

de la Ley 26 esos deberes pasaron al Comit6 de Evaluaci6n y Disposici6n de Bienes

Inmuebles creado por dicha Lev.

La Ley 26 en su Articulo 5.03 crea el Comite de Evaluaci6n y Disposici6n de Bienes

hrmuebles a los fines de "que ejerza todas las facultades necesarias, que no sean

contrarias a esta o cualquier otra 1e1,, para la disposici6n de bienes inmuebles de la Rama

Ejecutiva del Gobierno de Puerto Rico". La referida Ley en su Articulo 5.06 establece Io

que ser5n los deberes y obligaciones del Comit6, entre estos el inciso (d) dispone que el

Comit6 "Deber6 evaluar toda solicitud de compraventa, arrendamiento, u otra forma de

traspaso de posesi6n, de propiedad inmueble que le sea sometida por cualquier persona

natural o juridica, con o sin fines de lucro, incluyendo municipios, y asegurarse que

cumpla con esta Ley y todas las normas y reglamentos que sean aprobados por el

Comit6."
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CONCLUSION

En vista de la necesidad que hay en Puerto Rico, especialmente despu6s del paso

del hurac6n Maria, de instalaciones y facilidades para el uso y disfrute adecuado y en

vista de que ninguna entidad del Gobierno de Puerto Rico ha mostrado inter6s alguno en

este predio de terreno, la Cornisi6n de Innovaci6n, Telecomunicaciones, Urbanismo e

Infraestructura considera meritorio y necesario que el Comit6 de Evaluaci6n t,

Disposici6n de Bier-res hrmuebles creado en conformidad a la Ley 26 de|201.7, evalfe la

acci6n propuesta y en su consecuencia transfiera, libre de costo, al L-rstituto de Educaci6n,

Investigaci6n y Desarrollo Apicola de Puerto Rico, Corp. la titularidad de la anfigua

Escuela Elemental Teodoro Roosevelt, ubicada en el Barrio Bayaney, en el municipio de

Hatillo, para establecer la Escuela de Apicultura.

Culminado el estudio de la medida, la Comisi6r-r de Innovaci6n,

Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestrucfura tiene a bien recomendar a este

Honorable Senado de Puerto Rico que apruebe esta legislaci6n proPuesta.

Por todo lo antes expuesto, la Comisi6n de Innovaci6n, Teiecomunicaciones,

Urbanismo e Infraestrucfura del Senado de Puerto Rico recomienda a este Alto Cuerpo

la aprobaci6n de la R. C. del S. 84, con las enmiendas contenidas en el entirillado

electr6nico que se acompafia.

Res

reano Correa
r en

Comisi6n de hnovaci6n, Telecomunicaciones,
Urbanismo e Infraestructura

Hon.
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RESOLUCToX COXJUNTA
Para e+de+ar referir a7

Pue+e-+iee Conift de Et'aluaci6n v Disposici6n de Bienes Inntuebles del GobielLtp de
Puerlo Rico creado a lenor con la Lev 26 del 2017. segun enntendada, conocida como
"Ley de Cumplintiento cort el Plan Fiscal", ra evaluaci6n v oresenlaci1n de un infonne
a la Asamblea Lesislatia en un tdnnino de not,enta (90) dias, sobre la propuqsta-a de
transferir, libre de costo, a1 Instituto de Educaci6n, Investigaci6n y Desarrollo Apicola de
Puerto fuco, Corp. la titularidad de la antigua Escuela Elemental Teodoro Roosevelt,
ubicada en el Barrio Bayaney, en el rnunicipio de Hatillo, para establecer la Escuela de
Apiclltura y para on'os .fine .

\

/

I

EXPOSICION DE MOTIVOS

El Instituto de Educaci6n, Investigaci6n y Desarrollo Apicola de Puerto fuco, Corp.

opera la Escuela de Apicultura, la cual que tiene 18 afros de fundada y es la unica en Puerto fuco

que trabaja en abeja africanizada.

-----€kprofesor Matias col6n, fundador de 1a Escuela Apicola, dirige el programa de la

escuela de apicultura y de la fase educativa, ejerci6 como maestro de educaci6n priblica por

espacio de 28 afros. Para el 1997 , fue objeto de un destaque a los fines de coordinar y manejar el

problema de la abeja africanizada en Puerto Rico. En la actualidad, es el fundador y presidente

de la Asociaci6n de Apicultores de Puerto Rico. Ha recibido reconocimientos tanto del Senado

de Puerto fuco (2000), de la ciirnara de Representantes de puerto Rico (2013) asi como de la

Feria Internacional de ciencias e Ingenieria de los Estados Unidos de Am6rica- en el l9g 7.
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Como parte de su aportaci6n, la Escuela ofrece servicios educativos libre de costo a

varias agencias de Gobierno, adiestra entre otros, a personal de la Agencia de Manejo de

Emergencia, al Departamento de Recursos Naturales y Ambientales, a maestros del Programa de

Educaci6n Agricola del Departamento de Educaci6n, entre otras dependencias. Por otro lado,

oAece el curso de apicultura sabatilo a una matricula de m6s de 60 estudiantes. Recibe visitas de

escuelas pfblicas y privadas. y de la conrunidad para conocer el proyecto de apicultura.

La Escuela de Apicultura es un proyecto totahnente autosustentable que incluso redunda

en unos seis ernpleos directos y varios indirectos. Este proyecto no requiere ayuda del Gobierno

para funcionar ya que estri diseiado para proveer los ingresos necesarios para sobrevivir. Cuenta

con equipo. maquinaria y recursos econ6micos necesarios.

Actualtnente, con la aprobaci)n de la Lett 26 del 2017, cortocida conto "Lev de

ut11 limi t on el Plan Fiscal " en su Articulo 5.03 crea el Contiti de Evaluaci6n

Disposici1n de Bienes Inntuebles a los fines de "que eierza todas las facultades necesarias, que

no sean contrarias a esta o cualouier otra para la disposici6n de bienes inntuebles de laIet.

Rama Eiecutiva del Gobiento de Pu rto Rico". La referida Lev en su Art[culo 5.06 establece lo

que serdn los deberes v obligaciones del Contit6, entre estos el inciso @) "Deberd et,aluar toda

solicitud de contprat'enta. arrendamiento. u otra fornta de traspaso de posesiin, de proniedad
t t),.r,,9

inntueble oue le sea sometida NO r cua uler rsona natural o uridica cotl 0 sut nes de lucroDC fi

incla,endo ntwticipios, I asegurarse que cuntpla cotl esta Ley y todas las norntas y reglantentos

que sean aprobado s oor el Comiti. "

Esta Asamblea Legislativa este comprometida con la protecci6n y desarrollo de la

ap icultura en Puerto Rico. A esos fines, v conlo wla medida aorooiada. esta Asantblea

Lesislativa, confonne a los ooderes otorgados oor Ia Constituci6n de Puerto Rico. considera

necesario v merito rio aue el Comi# de Evaluaci)n y Disposici1n de Bienes Inntuebles creado en

conforntidad a la Lev 26 - 2017, et'alue v recontiende la transferencia del bien inmueble

descrito. libre de costo. El fiaspaso de la titularidad de las instalaciones de la antigua Escuela

Teodoro Roosevelt en el Barrio Bayaney, Hatillo, Puerto Rico redundara en mejores servicios a

los apicultores, asi como de apoyo a proyectos de investigaci6n de 1a abeja africanizada en

Puerto Rico.



RESUELVESE POR LA ASANIBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RJCO:

Secci6rr 1.- Se srdena re.fiere al nepa*arnento Be frans

2 Gebiernede*ue*e-Rieo Comitd de Et,dluaci1n v Disposici6n de Bletles Inmuebles del Gobieruo

3 de Puerto Rico creado (1 tenor con la Lev 26 del 2017, seg n enntendqllg-roueedo celue:Lct

4 de Cunwlimiento cotl el Plan Fiscal", para et 'aluaciin v oresentaci1n de un informe a la

5 Asamblea Lesislatira en urt tinnino de rnventa I90) dias. sobre la tr"ansaccidrt DroDuesta Dara

6 transferir, libre de costo, al Instituto de Educaci6n, Investigaci6n y Desarrollo Apicola de Puerto

Rico, Corp. la titularidad de la antigua Escuela Elemental Teodoro Roosevelt, ubicada en el

Barrio Bayaney, en el municipio de Hatillo, para establecer la Escuela de Apicultura.

Secci6n 2.- Dicho inmueble ser6 traspasado en las mismas condiciones en que se

encuentra al momento de la aprobaci6n de la presente Resoluci6n Conjunta, sin que exista

obligaci6n alguna del Comite de Et'aluacidn )t Disposici6n de Bienes Inmuebles del Gobiento de

!2 Puerto Rico creado a tenor con la Lev 26 del 2017

F 7

ffiderea|izarreparaci6nalgurraornodificacion,con

anterioridad a su traspaso al Instituto de Educaci6n, Investigaci6n y Desarrollo Apicola de Puerto

Rico, Corp.

Secci6n 3.- El Contitd de Et'aluaciin v Disoosiciin de Bienes Inntuebles del Gobierno de

l7 Puerto Rico creado a tenor con la L

8

9

10

11

13

14

15

16

18

19

20

2t

ev 26 - 2017

Publieas transferirii la antigua Escuela Elemental Teodoro Roosevelt en un t6rmino no mayor de

ciento ochenta (180) dias, a partir de la aprobaci6n de esta Resoluci6n Conjunta.

Secci6n 4.- El Instituto de Educaci6n, Investigaci6n y Desarrollo Apicola de Puerto Rico,

Corp. deberilL dedicar el inmueble, objeto de esta Resoluci6n conjunta, al desarrollo de la

investigaci6n y educaci6n apicola.22

3

1
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1 a El titulo de dicha propiedad no podre ser cedido o traspasado en forma alguna a

2 otra entidad.

3 b. En caso de que e1 adquiriente, en los pr6ximos cinco (5) afros, no cumpla con el

4 prop6sito de la transferencia propuesta mediante esta Resoluci6n Conjunta o luego de pasado

5 dicho termino variara la utilizaci6n de la propiedad sin autorizaci6n de la Asamblea Legislativ4

6 el titulo de propiedad revertire de inmediato al Munieif+deEatille Gobiento de Puerto Rico

7 c. Todas las condiciones expresadas en esta Resoluci6n Conjunta se incluiriin y se

8 har6n fomar parle de la escritura priblica de traspaso de dorninio que se otorgar6 entre el Conritd

9 de Et'aluaciin y Disposici1n de Bienes Inntuebles del Gobiento de Puerto Rico creado a tenor

10 cott la Ley 26 - 2017 yel

12

11 Instituto de Educaci6n, Investigaci6r.r y Desarrollo Apicola de Puerto Rico, Corp.

Secci6n 5.- El Contiti de Evaluaci6n v Disnosici6n de Bienes Inntuebles del Gobierno de

13 Puerto Rico creado a tenor con la Lqt 26 - 2017 @

Publieas-delGobiern++e-Pue*e+ieo, se reservar6 el derecho de transfert la titularidad de la

antigua escuela Teodoro Roosevelt, ubicada en el Barrio Bayaney, en el municipio de Hatillo, al

Municipio de Hatillo, si e1 inmueble fuese utilizado para otros prop6sitos que no sean los

dispuestos en esta Resoluci6n Conjunta, relacionados con el Instituto de Educaci6n,

Investigaci6n y Desarrollo Apicola de Puerto Rico, Corp.

14

15

16

17

18

19 Secciin 6.- Esta Resol ci6n Coniunta se interDretard de tal manera ara lncerla vdlida, en

zo la ntedida que sea factible . de acuerdo a la Constituci1n de Puerto Rico v la Constituci)n de

d Unidos de Amdrica s uier clltusula rra f^ oraclot't la r tra27 arra sll

22 articulo. dist)ostcto n. secci6n. subsecci ot1 titulo. caoitulo. subcanitulo. acaoite o oarle de esta

23 Resoluciin Coniunta fuera anulada o declarada tnconstitucional. la resoluciin, dictamen o

\
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L sentencia a tal efecte dictada no ofectard, periudicard, ni in'alidard el rentanente de esta

R c.ro lttr: 6n El pfc,'to SUhnirr02 I de dicha sentencia uedard lintitado /l

3 oraciin, palabra, letra, articulo. disposiciin. secci1n , subsecciin, titulo, capitulo, subcapitulo,

4 segpllg a pgie de la misnta que asi ltubiere sido anulada o declarada inconstitucional. Si la

onlicociin o utlo nersotla o a wla circwxslancia de cua liu.tu lo nirra suhnirro5

6 t1 tra articulo -s t1 lt ttu

6F, a(aD ite o te de esta Resoluci6n era irt'alidada o declarada inconslilucional la resoluci6ttD0r

8 dictanten o sentencia a tal efeclo dictada no afectard ni int'alidard la aplicaci1n del rentanente

9 de esta Resoluci1n a aquellas personas o circunstancias en que se pueda aplicar vdlidamente

10 Es la voluntgd erpresa e inequit'oca de esta Asantblea Leqislati'a que los tribwlales lragan

17 cumplir las disposiciones v la aplicaci6n de esta Resoluci1n en la ntavor tnedida posible, aunque

12 se deie sin efecto. anule. intalide. oeriudiaue o declare inconstitucional a lgutta de sus parles. o

13 awlque se deie sin efecto. irnalide o declare incotlstitucional su aplicaci6n a alguna persona o

L4 circutlslat|cia.

16

Secci6n 61- Esta Resoluci6n Conjunta comenzara a regir inmediatamente despu6s de su

aprobaci6n.

15
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TERCIER INFORME POSITIVO

de noviembre de 2018

AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Cornision de InrtovaciOn, Telecornunicaciones, Urbanismo e Infraestructura del
Senado de Puerto Rico, recomienda Ia aprobacion, con enmiendas, de Ia ResoluciOn
Conjunta del Senado 146.

ALCANCE DE LA MEDIDA

La R. C. del 5. 146 segñn radicada tiene ci propósito de ordenarle a la Autoridad de
Tierras, transferir, libre de costo, a! Municipio de Naguabo la titularidad del terreno
de Ia Finca San CristObal; para otros fines relacionados.

1’ ANALISIS DE LA

Segün surge de Ia ExposiciOn de Mofivos, la Finca San CristObal consta de 0.5394
cuerdas y enclava una estructura en concreto construida por la Adrninistración
Municipal de Niaguabo para ubicar las oficinas del Departamento de Obras Publicas
Municipal, el Programa de Reciclaje y ci taller de mecánica de dicho municipio.

Para realizar ‘arias obras de impacto, tanto para ci pueblo de Naguabo como para
toda la comunidad aledafia, el Municipio de Naguabo a travEs de su alcalde, ha
expresado su interés en adquirir dichos terrenos.

Sin embargo, en aras de lograr contribuciones significativas y perdurables al
desarrollo comunitario en Puerto Rico, es necesario que se refiera al Comité de
EvaluaciOn y DisposiciOn de Bienes Inmuebies, creado por virtud de la Ley 26-2017,



Segundo Informe de Ia Comsián de nnovacián, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura
R. C. del 5. 146
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segün enmendada, conocida como ‘They de Cumplirniento con ci Plan Fiscal”, para
evaluacian y presentaciOn de un informe a la Asamblea Legislahva en un tErmino de
noventa (90) dIas, sobre Ia propuesta para transferir, libre de costo, a! Municipio de
NTaguaho la titularidad del terreno de forma tal que puedan ser puestos en marcha a la
mayor brevedad posible, logrando de esta mariera establecer los programas e iniciativas
que el Municipio propone implementar.

Con ci propOsito de ilevar a cabo una evaiuaciOn juiciosa de Ia medida, esta
ComisiOn Ic solicito memoriales explicativos al Municipio de Naguaho v a la Autoridad
de Tierras, en adicion se convocO a una Vista Publica efectuada en ci \Iunicipio de
\aguabo, a esta solo compareciO el Alcaide del Municipio de Naguabo. La Autoridad de
Tierras enviO una carta a la ComisiOn en la cual indico que: “debido a comproniisos
previos indelegables no podrian asistir a la vista publica. En adicion, cabe senalar que
aparte de excusarse, la Autoridad de Tierra no enviö comentarios referentes a Ia medida.

El Municipio de Naguaho compareciO ante esta ComisiOn, a través de su alcalde
ci Honorable Noe \Iarcano Rivera. Senaia ci aicaide que con ci paso de los huracanes
Irma v Maria Ia Finca San CristObal en \Taguabo donde uhican las oficinas del
Departamento de Obras Pubiicas Municipal, ci programa de Reciclaje v el taller de
mecánica sufrieron severos danos a la infraestructura. Dc hecho, Ia Oficina el Prograrna
de Reciciaje \i el taller de mecánica se encuentran inoperantes.

Explica el Alcalde en su escrito que les interesa Ia titularidad dcl terreno V la
estructura con Ia intenciOn de rehabilitar ci iugar, mejorar las facilidades y hacer el uso
más adecuado que represente los mejores intereses del Municipio de \1aguabo.

Culmina dicha ponencia: “solicito a esta CornisiOn, muv respetuosamente, que
apruehe Ia Resolucion Conjunta del Senado 146 (R.C. del 5. 146) para que Ia Autoridad
de Tierras trarisfiera libre de costo al Municipio de Naguabo la titularidad de Ia Finca San
CristObal.”

CONCLUSION

Luego de evaluar y analizar cuidadosamente los argurnentos presentados por ci
Municipio de Naguabo, esta ComisiOn de Irmovacion, Telecomunicaciones, Urbanismo e
Infraestructura tiene a bien recomendar a este Honorable Senado de Puerto Rico que
apruebe esta legislacion propuesta, por entender que es una realidad que ci Gobierno
Central no tiene actualmente el interés ni los fondos necesarios para habilitar muchos de
estos terrenos y estructuras las cuales han quedado severarnente danadas y en su
consecuencia inoperantes.
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No hallamos razOn por la cual no sea en beneficio para todas las partes el que se
le transfiera los terrenos anteriormente descritos al Municipio de Naguabo, ya que es
quien a fin de cuenta le afecta el mantenimiento 3’ funcionalidad de las estructuras las
cuales fueron previamente consh-uidas por Ia AdrninistraciOn Municipal de Naguabo.

For todo lo antes expuesto, Ia ComisiOn de Innovacion, Telecornunicaciones,
Urbanismo e Infraestructura del Senado de Fuerto Rico recornienda a este Alto Cuerpo
Ia aprobaciOn deJa R. C. del 5. 146, con enmiendas.

Res

CornisiOn de Inriovacion, Telecomunicaciones,
Urbanismo e Infraestructura
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GOBIERNO DE PUERTO RICO
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SENADO DE PUERTO RICO

R. C. del S. 146
21 dejuniode20l7

Presentada por ci señor Laia-eano Coirea

Referida a la Comisión de InnoyaciOn. Telecomunicaciones,

U*hanisno e Infraestnwtura

RESOLUCION CONJUJ’TA

Para ordenarie a Ia Autoridad de Tierras i-dent al Conuté de Evaluación p Disposición de Bienes
Inninebles. creado pot vii-tud de la Lev 26-2017. segün enmendada, conocida conio icr de
Cumplitniento con ci F/au Fiscal . pal-a evaluación v p;-esentación de tin znIbnne a la
Asamblea Legislatha en tin tennino c/c noventa (90) c/las, sobte Ia provuesta pat-a. transferir.
hbre de costo. al Municipio de Naguabo la titularidad del terreno de Ia Firica San Cristdbal: y
para otros fines relacionados.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Actualmente Ia Finca San Cristóbal consta de 05394 cuerdas y enclava una estructura en

concreto Ia cual flue construida en ci pasado por Ia Adrninistración Municipal de Naguabo para

ubicar las oficinas dcl Departamento de Obras Pñblicas Municipal, ci Prograrna de Reciclaje y ci

taller de mecánica de dieho municipio.

El Municipio Naguabo, por conducto de su Alcaide, ha expresado su interés en adquirir los

terrenos para realizar ‘arias obras de impacto. tanto corno para ci pueblo de Naguabo corno para

Ia toda Ia cornunidad aledafla.

Para lograr ci propdsito de establecer los prograrnas e iniciativas que ci Municipio propone

implernentar, es necesario que esta Asarnbiea Legislativa ordene a Ia Autoridad de Tierras del

Gebienio—de—P-uerte—Riee refiera a! Corn ité de Evaluación y Disposicidn c/c Bienes Imnuebles,

creado por virtud de la Ley 26-2017, segán enmendada, conocida corno ‘1ev c/c Curnylirniento,
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con ci Plan Fiscal pal-a ei’aluación v presentación de tin inf’onne en tin tennino de noi’enta

(90) dias de la propuesta pal-a transferir, libre de costo, al Municipio de Naguabo la titularidad

del terreno de forma tal que puedan ser puestos en martha a Ia mayor brevedad posible, en aras

de lograr contribuciones significativas yperdurables al desarrollo cornunitario en Puerto Rico.

RESUELVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

1 Sección 1. - Se ordena refiere a la Autoridad dc Ticrras al ConiiM de Evaiuacidn y

2 Disposiciôn de Bien es Ininueo/es del Gobierno de Puerto Rico cicada a tenor con la Ley 26 -

3 2017, segun eninendada. conocida con-to “Lev de Cumplitniento con ci Plan Fiscal ‘‘, pal-a la

4 e’’aluación V presentacion de tin infOi-me a Ia Asamblea Legislatn’a en tin tennino tie noventa

5 (90) dias,sob,-e Ia propuesta vara transferir. libre de costo. al Municiplo de Naguabo la

6 titularidad del terreno de la Fthca San Cristóbal.

9

7 Sección 2. S dipone gue los procedimientos expresados en la Seccidn 1 de esta

8 ResoluciOn Conjunta guedarán cxcntos dc cumpift con las disposiciones contenidas en el

9 CapItulo 5, dela LcyNüm. 26 2017 “Disposición de Bienes Imnuebics dc Cobicrno”

10 Sección 2.- De ser aprobada la transaccion propuesta por el Coinité de Evaiuación v -

11 Disposición tie Bienes Ininuebles, el Municipio de Naguabo podia utilizar Ia proviedad para

12 cualguier tIn rnthlico. por 51 o mediante acuerdo con cualguier otra entidad paul/ca o

13 pnivada, se2tn las facuutades gue ie concede la Lev 81-1991, segtn enmendada, conocida

14 coma 1ev tie Municipios Autónomos de Puerto Rico “. V cualguier Dma 1ev o reElamento

15 aph cable.

16 Sección 3. — Diehos—ten’enes--s&án La propiedad será fraspQdos trasyasada en las

1 7 ni/sinas condiciones en gue se encuentran encuentra al moinento de Ia aprobación de la

18 presente Resoiución Con!unta, sin gue exista obli2ación alguna do la Autoridad do Tieffas
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1 del Gobiel7lo de Puerto Rico a realizar reparación o modificación con anterioridad a su

2 traspaso al Municipio de Nauabo.

3 Sección 4.- Esta Reso/ucidn con!unta se interpretard de tal manera pam hacerla va/ida,

4 cii Ia medic/a gue sea factible, de acuerdo a Ia constitucian de Puerto Rico v la constitucian

5 de Estados Unidos de America. Si cualguier cláusu/a, yarrafo, subpdrrafo, oración, palabra,

6 letra. articulo, disposicidn, sección, subsección, titulo, capitulo, subcapItulo, acdpite o pare

7 de esta Resolución Con junta fuera anulada o decJarada inconstitucional, la resoiución,

8 dictamen o sentencia a tal efecto dictada no afecta;-á, peijudicará, iii invalidará ci reinanente

9 de esta Reso/ución. El efecto de dicha sentencia guedai-d limitado a Ia cidusula, pán-afo.

10 subpdn-afo, oración, palabra, letra, artIculo, disposicio’n, sección, subsección, titulo.

11 capitulo, subcapitulo, acdpite o pane de La misma pue asI hubiere sido anulada o deciarada

12 inconstitucionaL Si/a aplicación a una persona o a una circunstancia de cualguier cláusula,

13 páurafo, subpdrrafo, oración, palabra. letra. articulo, disposición, sección, subsección, titulo,

14 cayitulo, subcapItulo, acápite o pane de esta Resolución fuera invalia’ada o declarada

15 inconstitucional, la ,-esolucion, dictainen o sen tencia a tal efecto dictada nO afectará iii

16 ini’a!idará la aplicación del remanente de esta Resolución a aguellas personas o

17 circunstancias en gue se pueda aplicar válidamente. Es Ia voluntad expresa e ineguivoca de

18 esta Asamblea Legislativa gue los tribuna/es hagan cum viii- las disposiciones y La aplicación

19 de esta Resolución en /a mayor mnedida posibie, aungue se dc/c sin efecto, anule, invalide,

20 per/udipue o declare inconstitucional alEuna de sus partes, o aungue se dc/c sin efecto,

21 invalide o declare inconstitucional su ap/icación a aiguna persona o circunstancia.

22 Sección 2 5. - Esta Resolución Conjunta entrará en vigor inmediatarnente después de su

23 aprobación.
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SENADO DE PUERTO RICO

R. C. del S. 312

INFORME POSITIVO

AL SENADO DE PUERTO RICO

La Comisi6n de lnnor.aci6n, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura,
previo estudio y consideraci6n de la R.C. del S. 312, tiene a bien recomendar a este Alto
Cuerpo la aprobaci6n de esta medida, sin enmiendas.

ALCANCE DE LA MEDIDA

La R.C. del S. 312 tiene como prop6sito designar el tramo de la Carretera PR-149 en la
jurisdicci6n del Municipio de Villalba desde el kil6metro 55.1 hasta el kil6metro 61.4
con el nombre de Ram6n "Moncho" Negr6n Rivera.

ANALISIS DE LA MEDIDA

Segrin surge de la Exposici6n de Motivos de esta Resoluci6n Conjunta, Ram6n

Negr6n Rivera naci6 el 1 de abril de 1931 en el Barrio Palmarejo de Villalba. Ram6n logr6

completar su grado de escuela superior en el aflo 7949 y l, ego continu6 estudios

universitarios en la Pontificia Universidad Cat6lica de Puerto Rico en Ponce. Labor6

como chofer de carro priblico mientras cursaba estudios universitarios para asi ayudar a

su familia y poder continuar sus estudios.

Don Ram6n sirvi6 aI Ej6rcito de los Estados Unidos de Am6rica en el conJlicto b6lico

de Corea desde 1951 hasta el 1953. Cuatro aflos m6s tarde, comenz6 su carrera como

maestro en su natal Villalba y al mismo tiempo se convirti6 en legislador municipal de

dicho municipio.

d/'c-

& de noviembre de 2018
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CONCLUSION
Esta Comisi6n entiende meritorio reconocer ei servicio, el esfuerzo y la honra de

quien en vida fuera Ram6n "Moncho" Negr6n Rivera, reconociendo asi la gran obra que

realiz6 en su amado Vilialba. Por tanto, este grarr villalbefro merece que esta Asamblea

Legislativa plasme su nombre ai designar la Carretera PR-149 en la jurisdicci6n del

Municipio de Villalba desde e1 kil6metro 55.1 hasta el kil6metro 61.4.

Por todo lo antes expuesto, la Comisi6n de Innovaci6n, Telecomunicaciones,

Urbanismo e Infraestructura del Senado de Puerto Rico recomienda a este Alto Cuerpo

la aprobaci6n de la R. C. del S.312, sin enmiendas.

Resp etuo

eano Correa
en

Comisi6n de Innovaci6n, Telecomunicaciones,
Urbanismo e Infraestructura

eso

El 5 de noviembre de 7968, aspir6 a la poltrona municipal de Villalba, resultando
vencedor y asumiendo asi las riendas del ayuntamiento. Don Ram6n administr6 los

destinos de su amado Villalba por cuatro anos ('1969-7972), en los cuales 10g16 la

adquisici6n de la Finca Sauri, que ha servido para la expansi6n y urbalizaci6n de la

Ciudad Avancina, en donde hoy existen Toa Vaca, el Nuevo Pino, el Complejo Deportivo,

Alturas de Villalba ). el Cementerio Nuevo.

Hon
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SENADO DE PUERTO RICO

R. C. del S. 312
17 de octubre de 2018

Presentada por el sefror Roque Cracia

Refenda a ln Contisi6rr de lnnot'ncidn, Teleconrunicnciones, Urbnnisnro e lnfrnestructurn

RESOLUCION CONJUNTA

Para designar e1 tramo de Ia Carretera PR-149 en ia jurisdicci6n del Municipio de
Villalba desde el kil6metro 55.1 hasta el kil6metro 61.4 con el nombre de Ram6n
"Moncho" Negr6n Rivera.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Ram6n Negr6n Rivera naci6 el 1de abril de 1931 en el Barrio Palmarejo de

Vi-llalba. Logr6 completar su grado de escuela superior en el afro 7949. Luego, continu6

estudios en Ciencias Sociales y Espanol en la Pontificia Universidad Cat6lica de Puerto

Rico en Ponce. Trabaj6 como ch6fer de carro ptblico mientras estudiaba para mantener

su familia y ayudarse en los estudios universitarios. Don Ram6n sirvi6 al Ejdrcito de los

Estados Unidos en el conflicto de Corea (1951-1953). En 1,957, comenz6 su carrera como

maestro en su natal Villalba. Al mismo tiempo, mostr6 interes por la politica.

convirti6ndose asi en legislador municipal de dicho municipio.

El 5 de noviembre de 1968, result6 electo alcalde, asumiendo asi las riendas del

gobierno municipal de Villalba. Don Ram6n administr6 los destinos de su amado

Villalba por cuatro a:n;os (7969-7972), durante los cuales logr6 la adquisici6n de la Finca

Sauri que ha servido para la expansi6n y urbanizaci6n de la Ciudad Avancina, donde

hoy existen Toa Vaca, el Nuevo Pino, el Complejo Deportivo, Alturas de Villalba y el

Cementerio Nuevo.

a\

(ENTTRTLLADO ELECTRONTCO)

COBIERNO DE PUERTO RICO
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I

Este gran villabeflo merece que esta Asamblea Legislativa plasme su nombre aI

designar la Carretera PR-1i19 en la jurisdicci6n del Municipio de Villalba con el nombre

de Ram6n "Moncho" Negr6n Rivera desde el kil6metro 55.1 hasta el kil6metro 61.4.

RESUELVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATTVA DE PUERTO RICO:

Secci6n 1.- Se designa con el nombre de Ram6n "Moncho" Negr6n Rivera, el

2 tramo de la Carretera PR-149 en la jurisdicci6n del Municipio de Villalba desde el

3 kil6metro 55.1 hasta el kil6metro 61.4

Secci6n 2.- La Comisi6n Denominadora de Estructuras y Vias Priblicas del

5 Gobierno de Puerto Rico dard fiel cumplirniento a 1o ordenado por esta Resoluci6n

6 Conjunta, sin sujeci6n a 1o dispuesto en la Ley Nrim. 99 de 22 de junio de 1961, segrin

7 enmendada, conocida como la "Ley de la Comisi6n Denominadora de Estructuras y

Vias Prlblicas"

Secci6n 3.- Una vez aprobada esta Le)r, el Departamento de Transportaci6n y

10 Obras Priblicas del Gobierno de Puerto Rico, procederd con la nueva identificaci6n y

1l rotulaci6n en ambas direcciones del tramo aqui designado, conforme dispone esta

12 Resoluci6nConjunta.

13 Secci6n 4.- Esta Resoluci6n Conjunta entrara en vigor inmediatamente

14 despu6s de su aprobaci6n.

I

/

\

8

9
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f de noviembre de 2018

AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisi6n de Iru-rovaci6n, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestrucfura,
("Comisi6n"), previo estudio y consideraci6n del Proyecto de la Cimara 1385, tiene a
bien recomendar a este Alto Cuerpo la aprobaci6n de esta medida, con las enmiendas
que se incluyen en el entirillado.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El Proyecto de la Cdmara 1386 tienen el prop6sito de anadir un nuevo ArUculo
2.42-A alaLey 22-2000, segrin enmendada, conocida como "Ley de Vefucu-los y Tr6nsito
de Puerto Rico", a ios fines de establecer cuiiles serdn los requisitos concretos que
deberd satisfacer la persona interesada en traspasar un vehiculo de motor, arrastres o
semiarrastres, cuando el dueflo registral se encuentre fallecida.

De la exposici6n de motivos del proyecto que nos ocupa, surge que en el Articulo
2.42 de la Ley 22-20L2 segrin enmendada, establece que el Secretario rehusar6 inscribir
un traspaso de un vehiculo de motor, arrastre o semiarrastre en los siguientes casos:

(u) Cuando la inscripci6n resultare en la violaci6n de esta Ley o cualquier otra
lev o reglamento aplicable.

(b) Cuando la informaci6n suministrada en el documento o documentos de
traspaso fuere falsa o insuficiente.

(.) Cuando no se cumplieren los requisitos que para el traspaso de vehiculos
de motor o arrastres se establecen en esta Ley.

azAc-
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(d) Cuando no se hubieren pagado ios derechos de inscripci6n del traspaso o

el veliculo esfur,iese gravado con cualquier tipo de gravamen.
(") Cualdo no se hubieren pagado los derechos de inscripci6n del traspaso o

el vehiculo esfur,iese gravado con cualquier tipo de gravamen, incluvendo
cualquier deuda pendiente ante la Comisi6n, ya sea de los peticionarios o

de la unidad.

Por consiguiente, en todo caso en que no se hubieren cumplido los requisitos
necesarios para la inscripci6n del traspaso, el Secretario asi se lo comunicar6 por escrito
a las partes interesadas. Por lo antes expuesto, no existe impedimento alguno para
traspasar un vehiculo de motor, si su dueflo registral se encuentra fa.llecida. Se expone
ademis, que por requerimiento del Secretario, se les exige a ias personas interesadas
cumplir con mriltiples requisitos, y que de no existir la parte interesada debe acudir al
tribunal y que con ia presentaci6n de una declaraci6n jurada que acredite el hecho, es

m6s suficiente para realizar el traspaso.

ANALISIS DE LA MEDIDA

A los fines de cumplir con los prop6sitos del Proyecto que nos ocupa,
utilizaremos los memoriales que la Comisi6n de Transportaci6n e Infraestructura de
nuestro cuerpo hermano solicit6.

El Departamento de Transportaci6n y Obras Priblicas (DTOP), a trav6s de su
Secretario del DTOP, Horr. Carlos M. Contreras Apotlte, manifest6 que la Lev 22-2072 no
establece un procedimiento para traspaso de vehiculo en casos que el titular haya
fallecido, pero administrativamente se estableci6 un procedimiento en Ia Directoria de
Servicios al Conductor (DISCO) del DTOP. Estos requisitos se detallan en el formulario
llamado "Notificaci6n de requisitos para traspaso de vehiculos de personas fallecidas"
que la persona debe entregar iunto a otros documentos, incluyendo ia copia del
testamento o declaratoria de herederos. De no existir estos iltimos dos requisitos, es

entonces que la persona interesada en rea.lizar el traspaso debe acudir al Tribunal, lo
que le resulta excesivo. Segrin se manifiesta la mayoria de los requisitos que contempla
esta medida coinciden con los requisitos solicitados actualmente por DTOP, pero en vez
de solicitar testamento o declaraci6n de herederos, se solicita una declaraci6n jurada.

De igual forma, ha sido traido a la atenci6n de esta Comisi6n un memorial de la
Comisi6n para la Seguridad en el Tr6nsito (en adelante CST), en el cual manifiestan la
necesidad de que se realicen unas enmiendas al Articulo 7.09 de la Ley Nim. 22-2000,
segrin enmendada, conocida como, "Ley de Vehiculos y Trdnsito de Puerto Rico". Dicha
enmienda tiene como fin ailadir criterios para que los agentes tengan elementos
adicionales a la hora de intervenir con un conductor bajo los efectos de bebidas
embriagantes o bajo los efectos de sustancias controladas. Manifiestan que la CST, tiene
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como funci6n principal el desarrollo e implementaci6n de campafras educativas anuales
dirigidas a la prevenci6n de choques de triinsito y evitar que 1os conductores transiten
nuestras vias bajo la influencia de bebidas embriagantes. La CST asigna fondos a los
proyectos que se relacionen con los prop6sitos antes indicados y que se ajusten a los
requerimientos federales necesarios. Establecen que los choques de tr6nsito constituven
un problema de gran magnitud en Puerto Rico por ocasionar graves p6rdidas en
tdrminos de personas muertas, heridas y danos a la propiedad y que el consumo de
alcohol es una de sus principales causas. Manifiestan que es necesario enmendar el
Articuio 7 .09 de ia ley 22-2000, supra, para que se permita implementar una nueva
prueba de campo en conductores que proveer6 para que el agente interventor tenga
herramientas adicionales que le permitir5n evaluar y determinar si ese conductor estd o
no hdbil para continuar conduciendo. Nos indican que el incluir esta prueba de campo
entre las opciones del agente interventor, tambi6n permitir6 a 1a CST desarrollar
proyectos complementarios que allegardn fondos federales adicionales y de esa forma
podriin por primera vez en la historia de la CST v de la seguridad vial en PR, crear un
programa de rehabiiitaci6n a estos conductores convictos que se determine necesiten de
ello, ya sea por consumo de alcohol como por consumo de sustancias controladas.
Indican que la agencia federal que les asigna los fondos, es la National Traffic Safetv
Administration (NHTSA), dicha agencia ha recomendado desde hace varios afros que
PR implemer-rte esa prueba de campo conocida como SFST y que en las dem6s
jurisdicciones americanas va se implementa. La NHTSA r,,alida y respalda
cientificamente las pruebas contenidas en el Standarized Field Sobiety Test (SFSI). El
SFST es un conjunto de pruebas que incluve: Nistagmo de mirada horizontal; caminar v
girar; y soporte de una pierna. Estas pruebas estan disefladas para ser administradas v
evaluadas de manera estandarizada para obtener indicadores que muestren no estar
capacitado para manejar un'r,ehiculo, basados en investigaciones respaldadas por la
NHTSA. Actualmente en la CST va contamos con el coordinador/ instructor sobre SFST

que serii parte del equipo que estara adiestrando a nuestros policias estatales y
municipales en PR.

La CST finaliza indicando que avalan sin reserva alguna la aprobaci6n a la
enmienda del Articulo 7 .09 ya que es un inter6s apremiante de la agencia v del
Gobierno, la protecci6n a la vida e integridad de nuestros ciudadanos en la via p[b1ica,
en especial evitar que los conductores ebrios o bajo efectos de sustancias controladas
ocasionen m6s desgracias en nuestras carreteras.

CONCLUSION

El Gobierno de Puerto Rico tiene como deber ministerial el velar por el bienestar
de los miles de conductores, ciclistas y peatones que utilizan las vias. La realidad es que
pese a las campafras educativas que se han realizado a trav6s de los aflos, ei alcohol
sigue siendo el detonante en las fatalidades en las vias priblicas del pais. Se hace
necesario implementar nuevas estrategias y darles las herramientas a los agentes del



orden priblico para que puedan procesar a los conductores que manejan bajo los efectos
del alcohol y/o sustancias controladas.

C6nsono con lo anterior, entendemos necesario enmendar el presente proyecto
para establecer que se considerard que toda persona que transite por las vias priblicas
de Puerto Rico conduciendo un vehiculo, un vehiculo de motor, un vehiculo pesado de
motor o un vehiculo todo terreno habr6 prestado su consentimiento para someterse a la
prueba de campo estandarizada de sobriedad (Standard Field Sobriety Test).

De igual forma, entendemos pertinente incluir como enmiendas al presente
pro),ecto las instancias en que habrd reincidencia en casos donde la persona maneje un
vehiculo de motor bajo 1os efectos de bebidas embriagantes. En ese sentido se establece

que habra reincidencia cuando el que ha sido convicto v sentenciado por infracci6n a los
articulos 7.01., 7.02 o 7.03 de esta Lev, comete nuevamente infracci6n a los articulos
mencionados dentro de un t6rmino no mayor de cinco (5) anos contados desde la
convicci6n.

Por todo lo ar-rtes expuesto, la Comisi6n de Innovaci6n, Telecomunicaciones,
Urbanismo e Infraeskuctura del Senado de Puerto Rico recomienda a este Alto Cuerpo
la aprobaci6n del Proyecto de la Cimara 1385, con las enmiendas contenidas en eI
enlirillado electrorrico que se acompar-ia.

Resp etu

aureano Correa
ente

Comisi6n de Innovaci6n, Telecomunicaciones,
Urbanismo e Infraestructura

Hon. N{i
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7.09 de a \a Ley 22-2000, segfn enmendada, conocida como "Ley de Vehiculos y
Tr6nsito de Puerto Rico", a los fines de establecer cudles serdn los requisitos concretos
que deber6 satisfacer la persona interesada en traspasar un vehicuio de motor,
arrastres o semiarrastres, cuando el duefro registral se encuentre fallecida, aftadir
aiterios paru que los agentes tengan elententos adicionales a la lnra de inten enir con un
caldu!191 bllo los efeltos de belidn9 en&ia%rrtes y pojs lps e:ftelps ae gsluetqs conlrolndns
y pnrn otros firtes relaciorndos.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Actualmente, la "Ley, de Vehiculos y Tr6nsito de Puerto Rico" establece que el
Secretario rehusard inscribir un traspaso de un vehiculo de motor, arrastre o semiarrastre
en los siguientes casos:

(u) Cuando la inscripci6n resultare en la violaci6n de esta Ley o cualquier otra
ley o reglamento aplicable.

Cuando la informaci6n suministrada en el documento o documentos de
traspaso fuere falsa o insuficiente.

I

I

,(,ilIi
V

(b)

16 DE ENERO DE 2018

Presentado por el representante Del Valle Col6n

Referido a la Comisi6n Transportaci6n e Infraestructura

LEY

Para ariadir un nuevo Articulo 2.42-A, enuendar los Articulos 7.04 irtciso (b) sub inciso (5) u
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(.) Cuando no se cumplieren los requisitos que para el traspaso de vehiculos
de motor o arrastres se establecen en esta Ley.

(d) Cuando no se hubieren pagado los derechos de inscripci6n del traspaso o
el vehiculo estuviese gravado con cualquier tipo de gravamen.

(") Cuando no se hubieren pagado los derechos de inscripci6n del traspaso o

el vefuculo estuviese gravado con cualquier tipo de gravamen, incluvendo
cualquier deuda pendiente ante la Comisi6n, va sea de los peticionarios o
de la unidad.

Asimismo, la Le1, g5ta61..e que en todo caso en que no se hubieren cumplido los
requisitos necesarios para la inscripci6n del traspaso, el Secretario del Departamento de
Transportaci6n y Obras Priblicas asi se lo comunicarii por escrito a las partes interesadas.

De lo anterior, podemos colegir que no existe impedimento aiguno para traspasar
un vehiculo de motor, si su dueflo registral se encuentra fallecida. Sin embargo, nos
encontramos con que el proceso para realizar dicha gesti6n es una engorrosa que
desalienta la formalizaci6n adecuada de los certificados de titulo de propiedad de
muchos vehiculos de motor.

Sin duda, es imperativo que el Gobierno de Puerto Rico sea flexible y r6pido con
los procesos. No podemos permitir que la burocracia nos arrope e impida la transparencia
y rapidez que debe regir en las transacciones gubernamentales. De todas maneras,
debemos hacer hincapi6 en que esta Ley no es 6bice para que el Estado no haga aquellas
indagaciones que entienda pertinentes, ni que procese a aquellas personas que
mintiendo, logren realizar un traspaso ilegal.

\

tranquilidad y la paz social.

ropiedndes de todos los ciudadnnos, asi cortto laantisocial v citllinal que atlrcnaza lns t idas v p

Por requerimiento del Secretario del antes mencionado Departamento, se le exige
a las personas interesadas cumplir con mriltiples requisitos, entre los que destacan la
entrega de una copia del testamento o de la declaratoria de herederos. De no existir
ninguno de los anteriores, la parte interesada debe acudir al tribunal, con todo el tiempo
y el gasto que ello conlleva. No obstante, entendemos que con la presentaci6n de una
declaraci6n jurada que acredite el hecho, es m6s que suficiente para permitirse el
traspaso.

Por otro lado, reiteradanterie, el Gobiento de Puerto Rico expresa su posici6n ofcial y
politica p blica sobre el nmnejo de t ehiculos de ntotor en las t ias p blicas bajo los efectos de bebidas

entbriagantes, drogns o sustancins controladns, lo que constitulte una anrenaza de Zinter orden a

la seguidad piblica lt que los recursos del Estado irdn diigidos a contbatir, efi la.fornta mds

conryleta, dzcisizta lt endrgicn posible, con ntiras a la pronta y total erradicaci6n, de esta conducta



El Cobiento de Puerto Rico tiette el deber niristerial de pelnr por el bienestnr de los niles
de conductores, ciclistas U leqiqEf glle Lltiliza1t las tias. No obstantc, pese a las cnntporias

edUe$lplLSleLelf4lt lenliztflo t tlgl,{Lde lp1 afios, el alcohol sigue siendo el detonante en las

las lerrantientas a los agerrtes del orrien p blico para que puedot pl'ocesar a los corttluctores que

nmrteian bnio los efectos del alcolrcl 1t/o sustaficias controladns C1rtsorto con lo anteior, se

establece que se considerard que todn persona que trnnsite por lns ttns p blicas de Puerto Rico
cotrduciendo w t eltiatlo, urr telia o de ntoto!, un rchiculo pesado de nrctor o wl l,elt{culo todo
terrerro lmbri prestado su consentintiento pnra sonteterse a la praeba de canryo estanfuiriznda de

sobriedad(Stnndard Field Sobiefu Test). Ln Prueba de Canryo Estandnrizadn de Intoicaci6n
(Startdard Field Sobriettt Test) es wt cortiurio de wuebns que incluven lo sisuiente: Nistasnto de

ntirada lnizorttal; cantinar v rirar; v soporte de una pienm. Estas pruebns estin z,alidndas

cienti, ttrcttte re lfuidns or ln N ntional T cSa Adniristration HTSA diseindas

L1Ara ser adntinistradas v eraluadns de nnnera estandaizadn paru obtener inclicadores aue
\

ntuestren no estar capacitado para nmttei nr un rcliculo, basados ert iru,estipnciorrcs respaldadas

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LECISLATIVA DE PUERTO RICO;

Secci6n 1.-Se aiade un nue\/o Articulo 2.12-A alaLey 22-2000, segrin enmendada,

2 que leerd como sigue

"Articulo 2.,12-A.-Traspaso de Vehiculo de Persona Fallecida

Toda persona interesada en realizar cualquier tipo de traspaso de un

-)

I

l

6

7

8

vehiculo de motor, arrastres o semiarrastres, cuando el duefro registral SC

encuentre fallecido, tend16 que cumplir con los siguientes requisitos y/o entregar

1os documentos que se enumeran a continuaci6n

(r) Una identificaci6n con foto fehaciente y vigente

fntalidndes etr lns z,ins piblicas del pais. Se lnce necesario irutlenrcntar nuet as estrategins lt dnrles

por NHTSA.

La presettte nrcdida tiene etttre otros obietit os, nunrctrtnr la disuasi6rr cle las t iolaciones de

Ltersotns conduciendo baio los efectos de alcolnl o sustancias coriroladns: lo que reduce el n nrcro
de clnques, nutertes rt lesiorres cnusadas por contluctores ebios o baio los e.fectos de sustatcins
controladns .

I
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J

I

1

')

)

6

1

10

(b) De no tener un r6cord creado en el Sistema DAVID+ deberd presentar un

documento fehaciente que certifique su nfmero de Seguro Social o un

Pasaporte vigente de los Estados Unidos o Pais Extranjero.

(c) Declaraci6n Jurada ante Notario Ptblico, utilizando una de las siguientes

opclones

2. Si hay varios herederos, estos cediendo sus derechos y el nuevo

dueflo (que pudiese ser uno de los herederos) aceptando los

derechos; consignar que son los fnicos herederos del fallecido.

3. Si uno o m6s herederos es menor de edad, deberd incluir el valor del

vel-riculo ). el nombre y la firma de su tutor legal en la Declaraci6n

Jurada. Ademiis, deberd entregar copia del Acta de Nacimiento del

me110r.

1. Si algrin heredero emite un poder para que otra persona 1o

represente en la juramentaci6n, debe16 incluir copia del mencionado

poder

(d) Acompafrar con la Declaraci6n Jurada los siguientes documentos

1. Original del Permiso para Vehiculo de Motor o Arrastres (si esta

vigente), de no estar legible deber6 presentar Certificaci6n de

€
8

9

l).

t3

1.1

15

r6

11

t7

18

l9

20 \

21 Marbete

1. Si es un fnico heredero, este aceptando los derechos de la unidad;

consignar que es r.inico heredero del fallecido.
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-)

I

l

6

9

2. Certificado de Titulo, de no tenerse, se solicitara un duplicado en la

Declaraci6n Jurada e incluir un Sello de Rentas Internas por el I'alor

de seis (6) d6lares y un comprobante de dos (2) d6lares destinado al

Centro de Trauma del Centro M6dico.

3. Carta de saldo (si el vehiculo tiene Gravamen l\,Iobiliario).

4. Sello de Rentas Internas por el valor de quince (15) d6lares y un

cornprobante de dos (2) d6lares destinado al Centro de Trauma del

Centro N{6dico.

5. Certificado de Defunci6n de la persona titular del vehiculo que es

10 objeto del traspaso

11 (") En ei caso de ser una persona juridica, deber6 presentar:

1l 1. E'r,idencia fehaciente del nimero de Seguro Social Patronal.

13 2. Evidencia del Departamento de Estado de Puerto Rico o del pais de

1.1 origen de la compa-flia o corporaci6n.

15 3.- Carta de la compaiia autorizando un representante a realizar la

16 transacci6n solicitada e identificaci6n con foto vigente."

17 Secq!11].- Se enntienda el Allticulo 7.04 itcjso (b) sub iwup:6)Llel espitlle llllJWq Leu 22-

18 2000, seglitr ennrendnda, conocida coruo "Lev de Vehiculos v Trdnsito de Puerto Rico" , pnra que

t.\

19 lea cofito sisue:

20 " A rticu lo 7.04. -Penalid ad es

2t

22 (b) ...

(a) .. .

I
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2 (5) Hnbri reircidertcin cunndo el que lm sido cottz,icto rl setrtettciarlo por

6

4

5

8

9

h{racci6rt n los articulos 7 .01, 7.02 o 7.03 de egltJ.e!.lgllEte UlglaUglytrg

cirtco (5) aios contndos desde ln cont iccidrr. Para que el Tribunal pueda

imponer las penas por reincidencia establecidas en este Articulo, no

ser6 necesario que se haqa aleqaci6n de reincidencia en ia denuncia

o en la acusaci6n. Bastarii que se estabiezca el hecho de la

reincidencia mediante el informe pre sentencia o mediante

cerlificado de antecedentes penales

Se considerar6 que toda persona que transite por las vias piblicas de Puerto

motor o un vehiquio todo terreno habrd prestado su consentimiento a pat 0

someterse a ltun'l la onteba tie ca11t1) o estandaizada de sobiednd (Standard Field Sobtietu

ittfi-acciott n los articulos ntertcionndos dentro de un tdrntirto tro nmllor cle

4, \

l0

lt

12 (f')

Secciin i.- Se etmtiertda el Articulo 7.09 del Capitulo Vll de ln Leu 22-2000, seslitt

14 entnendada, cottocidt conto "Let1 de Veliculos rt Trinsito de Puerto Rico", para que lea conto

15 sigue:

16 "Articulo 7.09.-Andlisis quimicos o fisicos.

17

l8

19

20

21 Test) asi conto al andlisis quimico o fisico de su lsangrel alierrlo, [o de su aliento]

22

l

t3

Rico conduciendo un vehiculo, un vehiculo de motor, un vehiculo pesado de

sartgre o de cualquier sustancia de su cuerpo, para los fines gue se expresan en este
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Capitulo,. Ln onteha de cnnr o estattdnrizadn de sobiednd asi conro Ia prueba iicial de11

2 nliettto ser serfur prncticndns en el luqar de 1a detenci6 i, si por circuttstmtcins de

seguidad rto se puede renliznr en el lusnr de la detenci6rt se podrd rcalizflr en un lugnr

I

Con relaci6n a 1os procedimien tos baio este Articulo, se sequirdn 1as6

/,
.
LTt\i

8

9

(c) Cualouier asl0 ente del orden riblico o funcionario debidarnente autorizadoD

1l

t2

13

1.1

15

l6

17

tiene motivo fundado para creer que dicha persona conducia o hacia

fggrcionar un vehiculo baio los efectos de bebidas embriagantes, drogas o

sustancias controladas, o cuando habiendo sido detenido por raz6n de una

posible infracci6n a alquna lev o reslamento. existieren motivos fundados18

19

20

22

21

1

cercntto o la detenciott y/o ett el cunrtel nfis cercntto, por el agente del orden ptblico o

cualquier otro funciorrario autorizado por ley.

siguientes normas:

(r) ...

por lev deberd requerir de cualquier conductor que se someta a

cualesqtiera de las pruebas inicinles, lta sea la prueba de campo esturdatizada

de sobriedad (Siandnrd Field Sobdef-v lesf) v/o los [dichos] andlisis quimicos

o fisicos )z/o cualquier otra prueba inicial despu6s de haberle detenido si

para creer que conducia o hacia funcionar un vehiculo baio los efectos de

bebidas embriagantes, drogas o sustancias controladas al tiempo de su

detenci6n.

(d) ...



(e) Ademds de lo dispuesto en el inciso (c) de este Articulo, cualquier aqente

') de1 orden prtblico pod16 requerirle cualquier ersona que est6a

J conduciendo o haciendo funcionar un vehiculo de motor que se soneta a

-1 [unal crrnl4riera de lns pruebas inicinles, ya sea Ia prueba de cnnryo e standniznda

de soltriedad (Sta ard Field Sobietv Test) rr/o la wueba de aliento v/o cltalquier

olrz prueba estnblecidn, [a ser practicada] estas Dntebas seriit Dructicadas en el

\
/:

9

lugar de la detenci6n, si por circutrstattcias 4c segundad no se puede tM

el htgar de la detenci6rt se podri realizar elt un luggr gglcano a J! deleucrgl1 !1i911

el cuartel nuis cercatro, si dicho agente

Si luego de realizar la pnrcba de canryo estnndaizadn de sobriednd

cualquier otrn prueba estnblecidn, las ryisqras refleiasen que el conductor no

l1

l2

l3

1-+

15

16

17

l8

l9

20

2l

de estar intoxicado, el agente del orden priblico podra tener motivos

fundados para estar en la creencia de que el conductor se encuentra baio los

efectos de droqas o sustancias controladas. En tal situaci6n, el agente del

ptevio a someterl sonteterd a la persona detenida o arrestada a un anhlisis

uimico de onna 5An .El a ente del orden riblico oceder6 a someter

22 a1 conductor a un an6lisis quimico de lorinal satryrc, cuvo resultado podrd

8

I

(fl ...

(Standnrd Field Sobriet! Test), .v lalsl pruebalsl de lalcoholl aliettto !t/o

estaba baio los efectos de las bebidas embriagantes v aun asi diera indicios

orden ptblico []e realizard las pruebas de campo que estime necesaria,

10



9

ser utilizado para determinar si la persona ha estado conduciendo o

1 haciendo funcionar un vehiculo en violaci6n al Capitulo 7 de esta Lev. Si el

,-) resultado del andlisis quimico de lorinal sartgrz, demuestra o de

determinarse que la persona no estaba baio los efectos de drogas o

sustancias corrtroladas, 6sta quedard en libertad inmediatamente llal El

Salud, la Conisiitt para la Sewridnd err el Triinsito t1 el Negocindo de Ciencins

sobriedad (Statdnrd Field Sobrietrt Tesf), r, un procedimier-rto para la obtenciQn

(e).

(l) Todo documento en el que el Departamento de SaLvd ttlq el NeggllltbJle

laboratorio v cualquier otrq documents qrre se genere de co

la reglamentaci6n que promulqu e el Departamento de Salud a tenor con las

disposiciones de este Articulo, emitido con la firma de funcionarios

autorizados v su sello profesional de ser requerido y baio el sello ofiqial del

I

:

6

fi
S

9

.l\

10

1l

l3

1-+

15

l6

17

18

19

20

21 admitido en evidencia como prueba autenticada de forma pinn facie."

Negociado de ln Policia de Puerto Rico en coniunto con el Departamento de

Forcnses, deber6 aprobar un reglamento que sea aplicable al proceso de

estas pruebas de carr.po, ittclulterrdo el de ln pnteba de canryo estatrdarizarla de

12

de las muestras de lorinal sangrz requeridas por este Articulo.

Ciencias Forcnses informe un resultado sobre un an6lisis realizado en su

Departamento de Sa\td !t/o del Negociado de Ciencins Forenses, deberA ser
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I Secci6n 2 4.-Esta Lev entrard en vigor inmediatamente despu6s de su aprobaci6n. No

2 obstante, en cunnto a la Secci6tr 1 el Secretario del Departamento de Transportaci6n y Obras

3 Priblicas tendrd un t6rmino de tiempo no mayor de sesenta ciento t einte (60129) dias,

4 contados a partir de la aprobaci6n de esta Ley, para adoptar o enmendar aquella

5 reglamentaci6n que se entienda necesaria, y para disefrar ,v hacer disponible los

6 formularios pertinentes, de conformidad con lo aqui establecido.

\r
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L

SENADO DE PUERTO RICO

P. de la C. 1,670

INFORME POSITIVO

7 de noviembre de 2018

AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisi6n de Desarrollo del Oeste del Senado de Puerto Rico, recomienda la

aprobaci6n sin enmiendas del Proyecto de Ia Cdmara 1670.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El P. de la C.1,670 propone designar al Municipio de Rinc6n como la "Capital del

Deporte del Su,rfing en Puerto Rico"; designar la segunda semana del mes de noviembre

de cada aflo como la "Semana del Deporte del Surfing en Puerto Rico"; y para otros fines

relacionados.

Rinc6n es mundialmente conocido por los surfistas que frecuentan las playas

Antonio, Black Eagle, Deadman, Domes, Indicador, Little Malibu, Marias, Sandy Beacfu

Steps, entre otras. Por ello, se conoce como "La Capilal del Surf". No solo hay

restaurantes, tiendas y hospederias que se mueven en torno a esta industria en Rinc6n;

tambi6n hay fiibricas de tablas de surf y escuelas. Rinc6n es un destino atesorado por
surfers de muchas partes del mundo y el surfing es, a su vez, un motor econ6mico para
el pueblo. En fin, Rinc6n es sin6nimo de buen ambiente playero y social, el cual cuenta
con espectaculares atardeceres; "Rinc6n is the Road to Happiness".

I

(



ANALISIS DE LA MEDIDA

En el 6rea metropolitana hubo gran inter6s por el deporte, llevando a muchos

puertorriqueffos del 6rea de Condado, Miramar e Isla Verde a descubrir lugares "spots"

donde podian surfear. Estos pioneros tuvieron el honor de bautizar sPots por toda la Isla.

Para mencionar algunos spots bautizados: en Rinc6n, Domes y Marias; en Aguadilla,

Surfers Beach; en Isabela, Jobos; en San Juan, la 8 y la Perla; en Piriones, Aviones, entre

otros tantos. Asi las cosas, en el 1968 se celebr6 en Domes, Rinc6n, Puerto Rico el

"Campeonato Muadial de Surfing", donde se destac6 Jorge Machuca cuando tenia

apenas 14 afros.

El surf es definido por la Real Academia Espa-flola como un deporte n6utico

consistente en mantenerse en equilibrio encima de una tabla especial que se desplaza

sobre la cresta de las olas. Esta actividad de ocio tiene su origen en Hawaii, en donde se

ha practicado por siglos. El "surfing", como se le conoce comrinmente, Ilega a Puerto Rico

para finales de los aflos 1950, principalmente por sus condiciones geograficas y
climatol6gicas.

El mundial de surfing en el 1968 culmin6 una etapa en la Historia del Surfing en

Puerto Rico. En el periodo de una d6cada, Puerto Rico se convirti6 en un lugar m6s

importante en el Caribe para practicar el surfing. En d6cadas posteriores, la Isla ha

mantenido su lugar de importancia. Se podria decir que hoy en dia, Puerto Rico es el

mejor lugar del Caribe y de toda el area del Oc6ano Atldntico para practicar esa actividad,
por la calidad y consistencia de sus spots y la diversidad de los mismos. Esto ha desatado

una mega industria de tiendas de ropa, efectos deportivos y miles de afiliados deportistas

en la Isla. Unido a una propagando de mercadeo internacional que encuentra en Puerto

Rico el lugar ideal para vender y promocionarse. El surfing en el Caribe es y ha sido una

importaci6n hawaiana que lleg6 desde el Pacifico para quedarse.

Rinc6n es un destino atesorado por surfers de muchas partes del mundo y el

surfing es, a su vez, un motor econ6mico para el pueblo.



Departamento ile Estado

La Comisi6n de Desarrollo del Oeste ha evaluado el memorial enviado por el

Departamento de Estado de parte de la Subsecretaria la Sra. Maria A. Marcano De Le6n,

en el cual indica que el deporte del Surfing tiene varios beneficios para la salud fisica y
mental. Entre ellos, se pueden enumerar los siguientes: paliadvo contra el estr6s, ayuda
en la concentraci6n, aporta a las relaciones interpersonales, ayuda al sistema

cardiorespiratoio, refuerza la musculatura, fomenta la coordinaci6n, trabaja con el

equilibrio, y dado a que es urra actividad que se realiza sobre el agua, el riesgo de las

lesiones es menor. Adicional a los beneficios fisicos, un estudio ca1cul6 que este deporte

aportaba al turismo del pueblo de Rinc6n, al menos cincuenta y dos (52) millones al aflo.

Culmina estando a nuestra disposici6n de colaborar con dicho proyecto ura vez

sea aprobado, mediante la preparaci6n y entega de la proclama sugerida.

Dicho proyecto arrte nuestra consideraci6n, persigue un fin loable y de

reconocirniento al deporte del surfing, en donde no se le ha brindado la importancia
necesaria en estos tiempos. El Municipio de Rinc6n es magnifico para la otorgaci6n del
"Capita1 del Deporte del Surfing en Puerto Rico" y en adici6ry la designaci6n de la
segunda semana del mes de noviembre de cada afro como la "Semana del Deporte del
Surfing en Puerto Rico."

Conforme a lo expresado, la Comisi6n de Desarrollo del Oeste del Senado de
Puerto Rico, previo estudio y consideraci6n del Proyecto de I a CirmNaL670, recomiendan
la aprobaci6n sin enmiendas del Proyecto de la C6mara 1670.

Respefuosamente sometido, en San Juan, Puerto Rico el 7 de noviembre de 2018.

Hon. ls Daniel Mufliz Cort6s
Presidente

C i6n de Desarrollo del O

RECOMENDACIONES Y CONCLUSIONES



(ENTTRTLLADO ELECTRONICO)

(TEXTO DE APROBACION FINAL POR LA CAMARA)
29 DE OCTUBRE DE 2018)

GOBIERNO DE PUERTO RICO
18va. Asamblea

Legislativa
3ra. Sesi6n

Ordinaria

CAMARA DE REPRESENTANTES

P. de la C. 1,670

27 DE IUNIO DE 2018

Presentado por el representante Pdrez Cordero

Referido a la Comisi6n de Gobierno

LEY

Para designar al Municipio de Rinc6n como la "Capital del Deporte del Surfing en Puerto
Rico"; designar la segulda semana del mes de noviembre de cada aflo como la
"Semana del Deporte del Surfing en Puerto Rico"; y para otros fines relacionados.

EXPOSICION DE MOTIVOS

El surf es un deporte originado en Hawaii. Esta disciplina consiste en mantenerse
en equilibrio, deslizSndose sobre una tabla, arrastrada por una ola. El deportista que
practica esta disciplina se le conoce como surfer, el cual se distingue por tener buenos
reflejos y equilibrio, asi como dominio de la nataci6n y un gran conocimiento del mar.

En el affo de 1968, se celebr6, por primera vez en Puerto Rico, el Campeonato
Mundial de Surfing, el cual se realiz6 en las costas de Rinc6n. Despu6s de este

campeonato, el deporte prosper6 a pasos agigantados en nuestras costas. Tanto asi que
la competencia de las Mundiales de la Divisi6n Master del 2007 se celebraron en Puerto
Rico. Desde los afros 70 Ia Intemational Surfng Association (ISA) estuvo luchando para
convertir eI surfing en un deporte olimpico. Luego de d6cadas de espera, este deporte
reci6n fue declarado deporte olimpico, por lo que surfers de todo el mundo participar6n
en las pr6ximas olimpiadas a celebrarse en Tokio en el aflo 2020.
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Rinc6n es mundialmente conocido por los surfistas que frecuentan las playas
Antonio, Black Eagle, Deadman, Domes, Tndicador, Little Malibu, Marias, Sandy Beach, Steps,

entre otras. Por ello, se conoce como "La Capital del Surf". No solo hay restaurantes,
tiendas y hospederias que se mueven en tomo a esta indusffia en Rinc6n; tambi6n hay
f6bricas de tablas de surf y escuelas. Asimismo,la Playa Domesha servido como anfitriona
de prestigiosas competencias de calibre intemacional. Rinc6n es un destino atesorado
por surfers de muchas partes del mundo y el surfing es, a su vez. un motor econ6mico
para el pueblo. En fin, Rinc6n es sin6nimo de buen ambiente playero y social, el cual
cuenta con espectaculares atardeceres; Rinc6n is tlu Road to Happiness.

C6nsono con lo anterior, esta Asamblea Legislativa entiende pertinente designar
al Municipio de Rinc6n como la "Capital del Deporte del Surfing en Puerto Rico". De
igual form4 y debido al auge, las actividades y todo el desarrollo que se ha generado en
Rinc6n gracias a este importante deporte, y en aras de despertar un mayor inter6s y
enfoque como centro del surfing en Puerto Rico, tambi6n entiende pertinente designar la
segunda semana del mes de noviembre de cada aflo como la "Semana del Deporte del
Surfing en Puerto Rico".

DECRETASE PORLA ASAMBLEALEGISLATIVA DE PUERTO RLCO

Articulo 1.-Se designa al Municipio de Rinc6n como la "Capital del Deporte del

2 Surfing en Puerto Rico"

Articulo 2.-Se designa la segunda semana del mes de noviembre de cada aflo como

la "Semana del Deporte del Surfing en Puerto Rico".

Articulo 3.-El Gobernador de Puerto Rico, en coordinaci6n con la Compaffia de

Turismo y eI Municipio de Rinc6n, mediante proclama, promoveriin a-l referido

7 municipio como la "Capital del Surfing en Puerto Rico". De igual forma, las mismas

entidades promoverdn la segunda semana del mes de noviembre de cada aflo como la

"Semana del Deporte del Surfing en Puerto Rico".

10 Articulo 4.-El Municipio de Rinc6n, en uni6n a entidades gubernamentales,

J

4

5

6

8

9

1l organizarA actividades culturales, deportivas, recreativas, ambientales y sociales, que

{



/
'/ 

" 
1 fomenten

J

el desarrollo del deporte del surfing, para dar cumplimiento a las disposiciones

2 de la presente Ley.

Articulo 5.-El Departamento de Estado del Gobierno de Puerto Rico, promulgar6

la aprobaci6n de esta Ley.

Articulo 6.-Esta Ley entrar6 en vigor inmediatamente despu6s de su aprobaci6n.

J

4

5



18uu Asamblea
Legislativa

ORIGINAL
GOBIERNO DE PUERTO RICO

SENADO DE PUERTO RICO

P de la C. 1723

4ta Sesi6n
Ordinaria

r
INFORME POSITIVO

de noviembre de 2018

AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisi6n de Innovaci6n, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura,
previo estudio y consideraci6n del Proyecto de la Cimara 1723, tiene a bien recomendar
a este Alto Cuerpo la aprobaci6n de esta medida, sin enmiendas.

ALCANCE DE LA MEDIDA

EI P. de la C. 1,723 tiene el prop6sito de crear la "Ley de Reforma al Proceso de

Notificaci6n y Revisi6n de Multas del Sistema Auto Expreso", en aras de reducir a quince

(15) d6lares el pago por concepto de multas administrativas ernitidas por e1 sistema Auto
Expreso por la falta del pago de peaje y dotar a los conductores y dueflos de vefuculos de

motor con 1as garantias procesales adecuadas al momento de impugnar las mismas;

enmendar el inciso 2 del Articulo 22.02, el Articulo 22.08 y el Articulo 23.08 de la Ley 22-

2000, segun enmendada, conocida como "Ley de Vehiculos y Tr6lsito de Puerto Rico";

establecer un procedimiento especial para la revisi6n de multas emitidas por el sistema

Auto Expreso previo a la entrada en vigor de esta ley, por un t6rmino de sesenta (60) dias;

aplicar retroactivamente la reducci6n a quince (15) d6lares de toda multa administrativa
emitida por el sistema Auto Expreso que se encuentre sin pagar a la fecha de la
aprobaci6n de esta Ley; y para otros fines relacionados.

4

a
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lnforme de la Comisi6n de lnnovaci6n, Telecomunicaciones, Urbanismo e lnfraestructura
P. de la C.7723
Pigina 2

ANALISIS DE LA MEDIDA

Durante los rlltimos tres (3) afros el sistema de AutoExpreso ha sido objeto

de sendas criticas tanto por la ciudadania como por miembros de esta Asamblea

Legislativa. En parte, se ha cuestionado que el proceso de revisi6n admirristrativa carece

de mecanismos adecuados para evitar errores. Han sido muchas las instancias en las que

se hacen reclamos de deudas por concepto de multas por falta de pago en 1as estaciones

de peaje automatizadas que suman miles de d6lares sin que se establezca que los titulares
de los vehiculos fueron notificados oportuna y adecuadamente de las

infracciones. Asimismo, existen innumerables quejas sobre 1a veracidad dei sistema de

multas en general, asi como de la efectividad del sistema de aviso de balance en las

cuentas AutoExpreso.

Ante estos cuestionamientos, la Asamblea Legislativa aprob6 la Ley 39-2015, con

el prop6sito de establecer nuevos par6metros que atemperaran el pago de peajes a la
realidad de hoy con la finalidad de atender esta situaci6n. En sintesis, la Ley 39-2015

estableci6 un mayor t6rmino para recargar las tarjetas de AutoExpreso sin que medie una

multa, aument6 el t6rrnino para solicitar la celebraci6n de una vista administrativa y
estableci6 un procedimiento especial para la reducci6n y el pago de multas acumuladas

por infracciones a1 sistema electr6nico de AutoExpreso por un t6rmino de ciento ochenta

(180) dias. Adem6s, la Ley 39-2075 requiere que previo a 1a imposici6n de multas bajo el

sistema AutoExpreso, los conductores deberdn ser notificados mediante correo

electr6nico, mensaje de texto o por llamada automatizada, veinticuatro (24) horas de

cometida la inJracci6n sobre la necesidad de recargar su cuenta dentro de un t6rmino de

setenta y dos (72) horas (luego aumentado a ciento veinte (120) horas por laLey 24-2077),

de lo contrario se emitird una multa. Posteriormente, mediante \a Ley 24-2077, se

expandi6 dicho t6rmino para conceder al conductor ciento veinte (120) horas para

recargar su cuenta y evitar la imposici6n de multa.

No obstante, Io anterior, el actual operador del sistema AutoExpreso, GILA, LLC,
ha admitido que fallas t6cnicas en el sistema AutoExpreso contintan, incluyendo fallas
que provocan multas dentro del periodo de gracia que un conductor tiene para recargar
sus cuentas sin ser multado. De otra parte, es evidente que el sistema carece de las

suficientes garantias que brinden conJianza en su efectividad para identificar
infracciones, procesar las mismas y brindar un proceso de revisi6n justo, eficiente y
rdpido a los conductores. Ademds, el sistema carece de garantias de que se adjudican
cobros de peajes adecuadamente, al igual que los recargos automaticos que hacen
conductores directamente de sus cuentas bancarias.



lnforme de la Comisi6n de lnnovaci6n, Telecomunicaciones, Urbanismo e lnfraestructura
P. de la C. 1723
Pigina 3

Esta Comisi6n, cumpliendo con su deber ministerial de evaluar de forma justa y
responsable la medida bajo nuestra consideraci6n, examin6 la ponencia sometida por el

Secretario de1 Departamento de Transportaci6n y Obras Priblicas a la Comisi6n
Transportaci6n e In-fraestrucfura de la Cdmara de Representantes de Puerto Rico, donde

e1 Secretario ava16 1a medida con varias enmiendas que fueron incluidas en e1 proyecto
final aprobado por la C6mara

Luego de una evaluaci6n y andlisis ponderado con relaci6n a esta medida que nos

ocupa, y por 1as razones anteriormente expresadas, la Comisi6n informante recomienda

este InJorme Positivo.

CONCLUSION

Por todo 1o antes expuesto y en aras de hacer iusticia y brindarle a la ciudadania
los mecanismos para salvaguardar sus intereses propietarios y derecho a transitar, la
Comisi6n de Innovaci6n, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura del Senado
de Puerto Rico recomienda a este Alto Cuerpo la aprobaci6n del P. de la C.7723, sin
enmiendas.

Resp
t

ureano Correa
ente

Comisi6n de Irrrovaci6n, Telecomunicaciones,
Urbanismo e Infraestructura

ente so

Hon. Mi



ENTIRILLADO ELECTRONICO

(TEXTO DE APROBACION FINAL POR LA CAMARA)
(27 DE SEPTIEMBRE DE 2018)

GOBIERNO DE PUERTO RICO

18va. Asamblea
Legislativa

4ta. Sesi6n
Ordinaria

cAITana DE REPRESENTANTES

P. de la C. 1723
20 DF AGOSTO DE 2018

Presentado por el representante Nartarro Sudrez

Referido a la Comisi6n de Transportaci6n e Infraestructura

LEY

Para crear la "Ley de Reforma al Proceso de Notificaci6n y Revisi6n de Multas de1

Sistema AutoExpreso"; enmendar el Articulo 22.08 y el Articulo 23.08 de la Ley
22-2000, segrin enmendada, conocida como "Ley de Vehiculos y Tr6nsito de

Puerto Rico"; establecer un procedimiento especial para 1a revisi6n de multas
emitidas por el sistema AutoExpreso previo a la entrada en vigor de esta Ley, por
un t6rmino de sesenta (60) dias; y para otros fines relacionados.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Por m6s de diez (10) aflos la Autoridad de Carreteras y Transportaci6n ha estado
modernizando los pea;'es de Puerto Rico, con el fin de convertirlos en carriles de pago
electr6nico y mejorar el flujo de tr6nsito en las autopistas. E1 proyecto, conocido como
el sistema de AutoExpreso, permite que los conductores transcurran por 1as plazas de
peaje sin tener que detenerse, 1o que sin duda alguna 1es ahorra tiempo.

El sistema de AutoExpreso funciona a trav6s de un sello electr6nico colocado en
el cristal frontal del vehiculo el cual se comunica con el equipo en los carriles de peaje
que utilizan este sistema moderno y eficiente. Los usuarios pasan entonces sin
necesidad alguna de detenerse por los carriles identificados y el sistema debita la
cantidad correspondiente de su cuenta prepagada. Con la implementaci6n del sistema
de AutoExpreso en las autopistas de Puerto Rico, se han afladido carriles de venta y

\
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Ante estos cuestionamientos, la Asamblea Legislativa aprob6 la Ley 39-2015, con
el prop6sito de establecer nuevos pardmetros que atemperaran el pago de peajes a la
realidad de hoy con la finalidad de atender esta situaci6n. En sintesis, \a Ley 39-201,5

estableci6 un mayor t6rmino para recargar las tarjetas de AutoExpreso sin que medie
una multa, aument6 el t6rmino para solicitar 1a celebraci6n de una vista administrativa
y estableci6 un procedimiento especial para la reducci6n y e1 pago de multas
acumuladas por infracciones al sistema electr6nico de AutoExpreso por un t6rmino de
ciento ochenta (180) dias. Adem6s, la Ley 39-201,5 requiere que previo a 1a imposici6n
de multas bajo el sistema AutoExpreso, 1os conductores deberdn ser notificados
mediante correo electr6nico, o mensaje de texto o por llamada automatizada,
veinticuatro (24) horas de cometida la infracci6n sobre la necesidad de recargar su
cuenta denfro de un t6rmino de setenta y dos (72) horas (luego aumentado a ciento
veinte (120) horas por la Ley 24-2077), de Io contrario se emitird una multa.
Posteriormente, mediante 1a Ley 24-2017, se expandi6 dicho t6rmino para conceder al
conductor ciento veinte (120) horas para recargar su cuenta y evitar la imposici6n de

multa.

No obstante lo anterior, el actual operador del sistema AutoExpreso, GILA, LLC,
ha admitido que fallas t6cnicas en e1 sistema AutoExpreso continfan, incluyendo fallas

que provocan multas dentro del periodo de gracia que un conductor tiene para recargar

sus cuentas sin ser multado. De otra parte, es evidente que el sistema carece de 1as

suficientes garantias que blinden confianza en su efectividad para identificar
infracciones, procesar 1as mismas y brindar un Proceso de revisi6n justo, eficiente y
rdpido a los conductores. Ademds, el sistema carece de garantias de que se adjudican
cobros de peajes adecuadamente, a1 igual que los recargos automdticos que hacen

conductores directamente de sus cuentas bancarias.

t
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recarga en todas las plazas de peaje, los cuales servirSn para la venta y recarga de sellos
electr6nicos.

Durante los tltimos tres (3) aflos e1 sistema de AutoExpreso ha sido objeto de
sendas criticas tanto por la ciudadania como por miembros de esta Asamblea
Legislativa. En parte, se ha cuestionado que el proceso de revisi6n administrativa carece
de mecanismos adecuados para evitar errores. Hal sido muchas 1as instancias en 1as

que se hacen reclamos de deudas por concepto de multas por falta de pago en las
estaciones de peaje automatizadas que suman miles de d6lares sin que se establezca que
los titulares de los vehiculos fueron notificados oportuna y adecuadamente de las
inJracciones. Asimismo, existen innumerables quejas sobre la veracidad del sistema de
multas en general, asi como de 1a efectividad del sistema de aviso de balance en las

, cuentas AutoExpreso.
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Es por esto que la presente medida a la lrtz de lo anteriormente exPuesto y en

aras de hacer justicia y brindarle a 1a ciudadania los mecanismos para salvaguardar sus

intereses propietarios y derecho a ftansitar, esta Asamblea Legislativa estima meritorio
aprobar esta la "Ley de Reforma al Proceso de NotiJicaci6n y Revisi6n de Multas del
Sistema AutoExpreso".

D E CRET ASE P O R L A AS AMBLE A LEGI SLAT I V A D E P UE RT O N CO :

Articulo 1.-Titulo.-

Esta Ley podr6 ser citada como "Ley de Re{orma al Proceso de Notificaci6n y

Revisi6n de Multas del Sistema AutoExpreso".

Articulo 2.-Prop6sito.-

Esta Ley se promulga con el prop6sito de dotar a los conductores y dueflos de

vehiculos de motor con 1as garantias procesales adecuadas al momento de impugnar las

multas administrativas ernitidas por el sistema de AutoExpreso por 1a falta del pago de

peaje, brind6ndole a la ciudadania los mecanismos para salvaguardar sus intereses

propietarios y derecho a transitar.

Articulo 3.-Se enmienda el Articulo 22.08 de la Ley 22-2000, segrin enmendada,

conocida como "Ley de Vehiculos y Tr6nsito de Puerto Rico", para que 1ea como sigrre:

"Articulo 22.08. - Penalidades.

Salvo que en este Capitulo se establezca una cuantia de multa distinta, las

infracciones a 1as disposiciones de este Capitulo y a los'reglamentos para

autopistas promulgados por el Secretario ser6n consideradas como faltas

administrativas y conllevar6n multa de cien (100) d61ares. Aquellas inJracciones

relativas a la velocidad conllevar6,n una pena segrin lo establecido en el Capitulo

Cinco (5) de esta Ley."
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Articulo 4.-Se enmienda el Articulo 23.08 de la Le,1 22-2000, segrin enmendada,

conocida como "Ley de Vehiculos y Tr6nsito de Puerto Rico", para que lea como sigue:

"Articulo 23.08.-Sistema Autom6tico de Control de T16nsito.

(u) Se faculta y autoriza al Secretario, de conformidad con lo dispuesto en el

Articulo 20.02 de esta Ley, a ulllizr y operar sistemas automdticos de

control de hensito en las estaciones de peaje de las autopistas y en 1as

intersecciones de las vias priblicas que estadisticamente representen "alto

riesgo" para conductores y peatones, que incluya el uso de aparatos

electr6nicos 1'/o mecanizados de probada exactitud, a los fines de expedir

boletos de multas administrativas por 1as violaciones de ios Articulos de

esta Lev que puedan ser detectadas de esta forma

Previo a la instalaci6n de algrin sistema automatico de control de

trdnsito en las intersecciones de las vias priblicas de Puerto Rico, el

Secretario deber6 preparar un reglamento para designar dichas

intersecciones de "AIto Riesgo", el cual incluird el m6todo de evaluaci6n

de estadisticas e inJormaci6n, tales como, pero sin limitarse a 1as

siguientes: el flujo de trdnsito en esa zona, las intervenciones Por violaci6n

a 1a ley, la cantidad de accidentes que por dichas violaciones se han

reportado en dichas 6reas y la duraci6n de la luz amarilla. Dicho

reglamento ser6 publicado, circulado y sometido a vistas priblicas antes de

)

6

7

8

9

l0

1t

t).

t3

14

51

16

t7

l8

19

20

zl

22 (b)

hacerse oficial

\
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3

1 (c) El proceso de notificaci6n de inJracci6n e imposici6n de multas bajo el

sistema AutoExpreso se llevar6 a cabo de la sigr-riente forma:

(1)

(2) De no realizarse el pago del peaje dentro del t6rmino establecido en

la notificaci6n inicial, se procedera con la notificaci6n de multa al

duefro del vehiculo que cometi6 la infracci6n, o al conductor

certificado, en aquellos casos en que el vefuculo con el cual se

cometi6 la infracci6n est6 sujeto a un contrato de arrendamiento

financiero o de ventas al por menor a pTazos, segrin surja de los

r6cords del DTOB la cual serd notificada por correo postal a 1a

riltima direcci6n de 6ste, y por correo electr6nico, segrin los

referidos r6cords.

Dicha notificaci6n de multa deberd ser depositada en el

correo postal no m6s tarde de noventa (90) dias, a contarse luego de

haber transcurrido ciento veinte (120) horas de la infracci6n

imputada. El incumplimiento con e1 t6rmino de noventa (90) dias

para realizar esta notiJicaci6n, conllevar6 la eliminaci6n de la multa

imputada, excepto el cargo correspondiente a-l costo del peaje.

(3) El Secretario mantendr6 un registro de 1a fecha, el nombre y la

direcci6n postal y de correo electr6nico de cada notificaci6n que se

haga; y dicho registro constituird evidencia pinta facie en cualquier

g
)

6

7

8

\

9

10

11

t2

13

1.+

15

l6

17

l8

l9

20

21
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2

procedimiento relacionado al cobro de Ia multa y el peaje cuando

ese fuere el caso, de que la notificaci6n de Ia in{racci6n se hizo

(4) Toda notificaci6n de multa contendr6 como minimo:

lll

1

11

3

4

5

6

/
lV.

'q
7

8

9

v. e1 nrimero del caso asignado por e1 Departamento de

Transportaci6n y Obras Prlblicas, la Autoridad de Carreteras

y Transportaci6n o la entidad contratada por €stos para

operar el sistema AutoExpreso;

vi. se le advertird de su derecho a solicitar una revisi6n de la

multa dentro de los treinta (30) dias siguientes a 1a

notificaci6n o que de lo contrario la multa advendr6 final v

firme y no podr6 ser cuestionada

v11.

l0

1t

t2

l3

1,1

15

l6

t7

18

19

20

).1

(d) Si el dueflo del vehiculo o e1 conductor certificado afectado por la

notiJicaci6n de multa considera que no se ha cometido la violaci6n que se

le imputa, podr6 solicitar una revisi6n de la misma dentro de los lreinta

(30) dias siguientes a 1a notificaci6n, 1a cual ser6 libre de costo. Para las

solicitudes de revisi6n de estas multas se seguira el siguiente

procedimiento:22.
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2

J

4

5

6

(1) El dueno del vehiculo o el conductor certificado afectado por la

notificaci6n solicitard 1a revisi6n de la multa mediante correo

certificado, fax o correo electr6nico, siempre que dicha solicitud se

someta a trav€s de los contactos especificos provistos para esos

prop6sitos por eI Departamento de Transportaci6n y Obras

Prlblicas, 1a Autoridad de Carreteras y Transportaci6n o la entidad

contratada por 6stos para operar el sistema AutoExpreso. En la

solicitud de revisi6n se expondrdn los fundamentos en que se

apoya la impugnaci6n de 1a multa.

(2) Una vez el duefro del vehiculo o el conductor certificado presente

su solicitud de revisi6n, el Departamento de Transportaci6n y

Obras Priblicas, la Autoridad de Carreteras y Transportaci6n o la

entidad contratada por 6stos para operar el sistema AutoExpreso,

contare con sesenta (60) dias para no s61o realizar una investigaci6n

y determinar la validez o procedencia de la multa, sino noti{icar al

duefro del vehiculo o el conductor certificado de1 resultado de la

investigaci6n y 1a determinaci6n final sobre la multa. Si el

Departamento de Transportaci6n y Obras Priblicas, 1a Autoridad de

Carreteras y Transportaci6n o la entidad contatada por 6stos para

operar el sistema AutoExpreso no emite 1a referida determinaci6n

dentro del t6rmino de sesenta (60) dias, 1a solicitud de revisi6n ser6

F, \
8

9

10

1l

t2

13

14

15

16

t1

18

19

20

2l

22 adjudicada a favor del dueflo del vehiculo o el conductor



8

/

2

J

4

J

6

E

9

7

certificado, quedando eliminada la multa imputada. Al notificar e1

resultado de la investigaci6n, el Departamento de Transportaci6n y

Obras Priblicas, 1a Autoridad de Carreteras v Transportaci6n o 1a

entidad contratada por 6stos para operar el sistema AutoExpreso

in-formard al dueflo del vehiculo o el conductor certificado sobre su

derecho a solicitar una vista administrativa dentro del t6rmino de

veinte (20) dias contados a partir de 1a notificaci6n

(3) Si el dueflo del vehiculo o el conductor certificado no est6 conIorme

con el resultado de la investigaci6n, deber6 solicitar por escrito una

solicitud de vista administrativa. Toda solicitud de vista

administrativa deberd presentarse dentro del t6rmino de veinte (20)

dias contados a partir de la notiJicaci6n de 1a decisi6n sosteniendo

la multa impugnada. La solicitud de vista adrninistrativa no

conllevar6 costo y podra ser presentada mediante correo

certificado, fax o correo e1ecft6nico, siempre que dicha solicitud se

someta a trav6s de los contactos especificos provistos Para esos

prop6sitos por el Departamento de Transportaci6n y Obras

Ptblicas, la Autoridad de Carreteras y Transportaci6n o la entidad

conhatada por €stos para operar el sistema AutoExpreso.

(4) Previo a 1a vista administrativa el Departamento de Transportaci6n

y Obras Priblicas, 1a Autoridad de Carreteras y Transportaci6n o la

entidad conftatada para operar e1 sistema de AutoExpreso deber6n

q

10

11

l3

12

T4

l5

16

17

18

l9

20
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22
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2

J

proveer al dueflo del vehiculo o al conductor certificado cualquier

evidencia correspondiente a la cuenta de AutoExpreso, segrin surja

de los registros del sistema de AutoExpreso.

(5) Si la multa queda eliminada bajo 1as disposiciones de esta Secci6n

de la Ley o 1a vista administrativa es adjudicada a favor del dueflo

del vehiculo o de1 conductor certificado que impugnara 1a misma,

el Secretario procederd a inmediatamente calcelar e1 gravamen o 1a

anotaci6n creada por la multa administrativa objeto de la revisi6n y

proceder6, adem6s, a dar aviso por escrito de ello al interesado. Por

el contrario, si eI resultado de 1a solicitud de revisi6n es adversa al

peticionario, subsistir6 el gravamen o la anotaci6ry el cual s6lo

podrd ser cancelado mediante el pago de la multa o multas

correspondientes.

(") Para cumplir con las funciones dispuestas en este Articulo, el Secretario

tendrd facultad para deiegar dicha autoridad en otros funcionarios,

empleados del Departamento, agencias gubernamentales o contratar

empresas privadas para la operaci6n de los sistemas y envio de las

notificaciones de multas administrativas

(0 Las decisiones que tome el Secretario al amparo de este Articulo ser6n

revisables judicialmente de conformidad con lo dispuesto en la "Ley de

Procedimiento Adminislrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico",

4

5

6

7

8

9

10

l1

t2

l3

1.+

15

l6

t7

l8

l9

20

2t

22 Ley 38-20L7, segrin enmendada.

\
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(S) El Secretario proveerd mediante reglamento a1 efecto, todo lo concerniente

al proceso de revisi6n de multas y vistas adminisfrativas conforme lo

establecido en esta Ley. Disponi6ndose, que en caso de solicitudes de

vistas administrativas, dicho reglamento proveerd que el Departamento

de Transportaci6n v Obras Priblicas v/o la Autoridad de Carreteras y

Transportaci6n deberdn proveer a1 dueflo de1 vehiculo o al conductor

certificado cualquier evidencia correspondiente a la cuenta de

AutoExpreso, segun surja de 1os registros del sistema de AutoExpreso. El

reglamento deber6 disponer adem6s para que 1a persona que presida el

proceso de revisi6n pueda autorizar de manera discrecional el uso de

mecanismos de descubrimiento de prueba."

Articulo S.-Procedimiento Especial para Ia Revisi6n de Multas Emitidas por el

13 Sistema AutoExpreso Previo a la Enlrada en Vigor de esta Ley

t4 (u) Se establece el Procedimiento Especial para 1a Revisi6n de Multas

5

6

7

E

9

l0

ll

12

l5

16

t7

18

19

20

21

Emitidas por el Sistema AutoExpreso Previo a 1a Entrada en Vigor de esta

Ley por un t6rmino de sesenta (60) dias a partir de 1a vigencia de esta Ley

Esta disposici6n no incluye las multas que fueron exoneradas por el

Gobernador previo al 17 de septiembre de 2018

(b) Dentro del t6rmino de sesenta (60) dias a partir de la vigencia de esta Ley,

el dueflo del vehiculo o el conductor certificado que se vea afectado por

una o mes multas emitidas Por el sistema AutoExpreso previo a la entrada

22 en vigor de esta Ley, podr6 solicitar la revisi6n de las mismas a tenor con

/

,q



1t

6p,

1

2

-:)

I

)

6

8

9

el nuevo procedimiento de revisi6n de multas que se establece en el

Articulo 23.08 (d) de la Ley 22-2000, segrin enmendada, conocida como

"Ley de Vehiculos y Tr6nsito de Puerto Rico". La rinica distinci6n es que

e1 tErmino para solicitar Ia revisi6n serd de sesenta (60) dias a partir de la

vigencia de esta Ley, con el resto de las disposiciones siendo aplicables a

las mismas

(.) A solicitud del dueflo del vefuculo o del conductor certificado, durante el

Procedimiento Especial para 1a Revisi6n de Multas Emitidas por el

Sistema AutoExpreso aqui establecido el Departamento de Transportaci6n

y Obras Piblicas, 1a Autoridad de Carreteras y Transportaci6n o la

entidad conftatada por 6stos para operar el sistema AutoExpreso le

\

10

1l

t2 extenderd a 6ste(a) una licencia v/o marbete provisional

13 (d) Bajo el Procedimiento Especial para la Revisi6n de Multas establecido por

l1 este Articulo s6lo se podrd solicitar la revisi6n de multas de1 sistema

15 AutoExpreso que se encuentren sin pagar a 1a fecha de la aprobaci6n de

16 esta Ley.

17 Articulo 6.-C16usu1a de Separabilidad

18 Si cualquier cl6usula, pArrafo, subp6rra{o, oraci6n, palabra, letra, articulo,

19 disposici6n, secci6n, subsecci6ry titulo, capitulo, subcapitulo, acdpite o parte de esta Ley

20 fuera anulada o declarada inconstitucional, la resoluci6n, dictamen o sentencia a tal

21 efecto dictada no afectar6, perjudicard, ni invalidar6 el remanente de esta Ley. E1 efecto

22 de dicha sentencia quedar6 lirnitado a la c16usu1a, pdrralo, subp6rrafo, oraci6n, palabra,
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I letra, articulo, disposici6n, secci6ry subsecci6n, titulo, capitulo, subcapitulo, ac6pite o

Z pafte de la misma que asi hubiere sido anulada o declarada inconstitucional. Si la

3 aplicaci6n a una persona o a una circunstancia de cualquier c1dusu1a, pArrafo,

4

5

subp6rrafo, oraci6n, palabra, leka, articulo, disposici6ry secci6n, subsecci6n, titulo,

capitulo, subcapitulo, acApite o parte de esta Ley fuera invalidada o declarada

4
6 inconstitucional, ia resoluci6n, dictamen o sentencia a tal efecto dictada no aIectard ni

7 invalidard la aplicaci6n del remanente de esta Ley a aquellas personas o circunstancias

8 en que se pueda aplicar v6lidamente. Es la voluntad expresa e inequivoca de esta

9 Asamblea Legislativa que los tribunales hagan cumplir las disposiciones y la aplicaci6n

1 0 de esta Lev en la mavor medida posible, aunque se deje sin efecto, anule, invalide,

1l perjudique o declare inconstitucional alguna de sus partes, o aunque se deje sin efecto,

12 invalide o declare inconstitucional su aplicaci6n a alguna persona o circunstancia. Esta

13 Asamblea Legislativa hubiera aprobado esta Ley sin importar la determinaci6n de

14 separabilidad que el Tribunal pueda hacer.

15 Articulo 7.-Esta Ley comenzar6 a regir inmediatamente despu6s de su

16 aprobaci6n

q



GOBIERNO DE PUERTO RICO
Cr?E'

18"" Asamblea
Legislativa

4ta Sesi6n
Ordinaria

SENADO DE PUERTO RICO

R. C. de la C.228
INFORME POSITIVO

I de noviembre de 2018

AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisi6n de Innovaci6n, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura,
previo estudio 1, consideraci6n de la Resoluci6n Conjunta de la C6mara 228, tiene a bien
recomendar a este Alto Cuerpo la aprobaci6n de esta medida, sin enmiendas.

ALCANCE DE LA MEDIDA

La R. C. de ia C. 228 tiene el prop6sito de ordenar al Departamento de Transportaci6n
y Obras Priblicas de Puerto Rico a crear un pian piloto de renovaci6n de marbetes para 1os

vehiculos de motor de forma electr6nica; y para ohos fines relacionados.

ANALISIS DE LA MEDIDA

El Gobierno de Puerto Rico ha sido consistente en su politica priblica de facilitar a
los ciudadanos la obtenci6n de servicios de manera rApida y segura, al igual que integrar
la tecnologia en las transacciones gubernamentales. Hoy dia son diversos los servicios

que son ofrecidos a trav6s de un portal cibem6tico del gobierno; insert6ndonos en la ya

comrin ola tecnol6gica de cara a un futuro de avanzada y globalizado.

Recientemente ha sido dada a conocer la iniciativa del Departamento de

Transportaci6n y Obras Priblicas de facilitar la renovaci6n de las licencias de conducir de

manera electr6nica. Esta medida ha sido una de avanzada, c6nsona con la politica pdblica

de muchos de los estados de Estados Unidos, que ofrecen este ventaioso servicio a sus

residentes. Sin embargo, este servicio todavia no ha sido ideado para la renovaci6n de los

respectivos marbetes para los vehiculos de motor. En diversas jurisdicciones nacionales

ya se ha implementado este servicio.



lnforme de la Comisi6n de lnnovaci6n, Telecomunicaciones, Urbanismo e lnfraestructura
R. C. de la C. 228
Pdgina 2

Por tanto, y con la intenci6n principal de insertar a Puerto Rico en esa corriente
tecnol6gica, ofrecer alternativas a los ciudadanos, ademas de ayudar a descongestionar
los servicios ofrecidos por el Departamento de Transportaci6n y Obras Priblicas de

forma personal, es menester de esta Asamblea Legislativa ordenar a este departamento
de gobierno a realizar todas las gestiones necesarias para el ofrecimiento de renovaci6n

de marbetes de forma electr6nica. Esta iniciativa serd de gran beneficio para toda la
ciudadania y allanaria el camino para que otros servicios similares puedan ser ofrecidos

de esta forma. El facilitar los servicios gubernamentales es prioridad para esta

Administraci6n y medidas como 6stas refuerzan la politica pdblica ya adoptada e

implantada en muchos renglones: hacer que los residentes de Puerto Rico tengan acceso

a mayores y mejores servicios y por ende, a una mejor calidad de vida.

Esta Comisi6n, cumpliendo con su deber rninisterial de evaluar de forma justa y
responsable la medida bajo nuestra consideraci6n, examin6 1a ponencia sometida por el

Secretario del Departamento de Transportaci6n y Obras Priblicas a la Comisi6n
Transportaci6n e Infraestructura de la Cdmara de Representantes de Puerto fuco, donde
el Secretario ava16 la medida.

Luego de una evaluaci6n y analisis ponderado con relaci6n a esta medida que

nos ocupa, y por las razones anteriormente expresadas, la Comisi6n inJormante

recomienda este InJorme Positivo.

CONCLUSION

El plan piloto que propone esta medida inserta a Puerto Rico en la corriente
tecnol6gica, ofrece alternativas a los ciudadanos y ayuda a descongestionar los servicios

ofrecidos por el Departamento de Transportaci6n y Obras Ptblicas de forma personal.

Esta hiciativa serd de gran beneficio para toda la ciudadania y allanaria el camino para

que oftos servicios similares puedan ser ofrecidos de esta forma. El facilitar los servicios

gubernamentales es prioridad para esta Administraci6n y medidas como 6stas

refuerzan la politica priblica ya adoptada e implantada en muchos renglones: hacer que

los residentes de Puerto Rico tengan acceso a mayores y mejores servicios y por ende, a

una mejor calidad de vida.

Por todo lo antes expuesto, la Comisi6n de Innovaci6rL Telecomunicaciones,

urbanismo e In{raestructura del senado de Puerto Rico recomienda a este Alto Cuerpo

la aprobaci6n de la R. C. de 1a C.228, sin enmiendas.
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Respetuos

Correa
ente

Comisi6n de Innovaci6n, Telecomunicaciones,
Urbanismo e Infraestructura

t



(ENTTRTLLADO ELECTRONICO)

(TEXTO DE APROBACION FINAL POR LA CAMARA)
(14 DE MAYO DE 2018)

GOBIERNO DE PTIERTO RICO

18va. Asamblea
Legislativa

2da. Sesi6n
Ordinaria

Para ordenar al Departamento de Transportaci6n y Obras Pdblicas de Puerto Rico a
crear un plan piloto de renovaci6n de marbetes para los vehiculos de motor de
forma electr6nica; y para otros fines relacionados.

EXPOSICION DE MOTIVOS

El Gobierno de Puerto Rico ha sido consistente en su poiitica priblica de facilitar
a los ciudadanos la obtenci6n de servicios de manera rApida y segura, al igual que
integrar la tecnologia en las transacciones gubernamentales. Hoy dia son diversos los
servicios que son ofrecidos a trav6s de un portal cibern6tico del gobierno; insert;indonos
en la ya comfn ola tecnol6gica de cara a un futuro de avanzada y globalizado. s

CAMARA DE REPRESENTANTES

R. C. de la C.228
12 DE SEPTIEMBRE DE 2017

Presentada por el representante Quinones lizarry

Referida a la Comisi6n de Transportaci6n e Infraeskuctura

RESOLUCION CONIUNTA

Recientemente ha sido dada a conocer Ia iniciativa del Departamento de
Transportaci6n y Obras Priblicas de facilitar la renovaci6n de las licencias de conducir
de manera electr6nica. Esta medida ha sido una de avanzada, c6nsona con la politica
priblica de muchos de 1os estados de los Estados Unidos, que ofrecen este ventajoso

servicio a sus residentes. Sin embargo, este servicio todavia no ha sido ideado para la
renovaci6n de los respectivos marbetes para 1os vehiculos de motor. En diversas
jurisdicciones nacionales se ha implantado este servicio. El ejemplo m6s cercano e

inlluyente lo es el Estado de Florida, donde a sus residentes le es ofrecido este servicio

de forma electr6nica, sin tener que congestionar las oficinas gubernamentales, en la



2

2 Puerto Rico a crear un plan piloto de renovaci6n de marbetes para 1os vehiculos de

3 motor de forma electr6nica y aI recibirlo a trav6s de correo. El Departamento de

4

5

6

Transportaci6n y Obras Priblicas, queda autorizado a incluir un costo nominal para -* .
-ri

1

7

9

comodidad de su hogar, de forma integrada y completa. De hecho, pueden renovar el
marbete por un t€rrnino de dos (2) aflos y el mismo 1e es enviado por correo regular de
forma inmediata. Servicios similares son ofrecidos por el Estado de Nueva York,
California, entre otros.

Por tanto, y con 1a intenci6n principal de insertar a Puerto Rico en esa corriente
tecnol6gica, ofrecer alternativas a los ciudadanos, ademes de ayudar a descongestionar
los servicios ofrecidos por el Departamento de Transportaci6n y Obras Publica de forma
personal, es menester de esta Asamblea Legislativa ordenar a este departamento de
gobierno a rea\izar todas las gestiones necesarias para el ofrecimiento de renovaci6n de
marbetes de forma electr6nica. Esta iniciativa ser6 de gran beneficio para toda la
ciudadania y allanaria el camino para que otros servicios similares puedan ser ofrecidos
de esta forma. El facilitar los servicios gubernamentales es prioridad para esta
administraci6n y medidas como estas refuerzan la politica priblica ya adoptada e

implantada en muchos renglones: hacer que los residentes de Puerto Rico tengan acceso

a mayores y mejores servicios y por ende, a una mejor calidad de vida.

RESUELVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO NCO:

Secci6n 1.-Se ordena al Departamento de Transportaci6n y Obras Priblicas de

proveer este servicio y a 1o relacionado al servicio de renovaci6n de forma electr6nica.

Secci6n 2.-El Departamento de Transportaci6n y Obras Priblicas, en coordinaci6n

directa con el Departamento de Hacienda, podr6 seleccionar diversas 6reas dentro de

cualquiera de las regiones del Departamento para implantar este plan piloto, con el fin

de determinar su efectividad y planes de acci6n a seguir. De igual forma podrii

coordinar directamente con cualquier entidad priblica o privada para la obtenci6n de

una p6liza de seguro de responsabilidad, los pasos a seguir para la integraci6n de Ios

0
8

10

11,

Ar
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1, componentes de renovaci6n del marbete. Adem6s, establecerd, todo 1o relacionado con

la integraci6n del servicio de inspecci6n del vefuculo y la correspondiente certiJicaci6n.

3

4

Secci6n 3.-El Departamento de Transportaci6n y Obras Ptblicas llevard a cabo ias

reuniones que estime necesarias para lograr diseflar los planes de acci6n necesarios para

5 cumplir con lo ordenado en la presente legislaci6n.

6 Secci6n 4.-Se autoriza al Departamento de Transportaci6n y Obras Priblicas a

f 
, realizarlas alianzas necesarias con cualquier departamento, agencia o corporaci6n del

8 Gobierno de Puerto Rico, para el desarrollo de los prop6sitos de esta Resoluci6n

9 Conjunta.

10 Secci6n 5.-E1 Departamento de Transportaci6n y Obras Pfblicas remitird a las

71- Secretarias de las Cdmaras Legislativas un primer informe sobre las gestiones

t2 pertinentes para cumplir con 1o aqui ordenado, denlro de los primeros noventa (90)

13 dias, luego de aprobada esta Resoluci6n Conjunta. Posteriormente, remitird informes

14 mensuales a ambas Secretarias, hasta en tanto y en cuanto, este finalizado el plan piloto

15 objeto de esta legislaci6n.

16 Secci6n 6.-Esta Resoluci6n Conjunta comenzard a regir inmediatamente despu6s

!7 de su aprobaci6n.

2
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lSva Asamblea 4a SesiOn
Legislativa Ordrnaria

SENADO DE PUERTO RICO

R. C. de la C. 348
INFORME POSITIVO

1 de noviembre de 2018

AL SENADO DE PUERTO RICO:
La Comision de EducaciOn y Reforma Universitaria del Senado de Puerto Rico,

recomienda la aprobaciOn sin enmiendas de la R. C. de Ia C. 348.

ALCANCE DE LA MEDIDA

La ResoluciOn Conjunta de Ia Cámara 348 tiene como propósito ordenar al
Departamento de EducaciOn de Puerto Rico a crear Un plan piloto en diversas regiones
dcl sistema educativo sobre ci conteo de los estudiantes que aimorzaran en los comedores
escolares de cada plantel, similar al programa de plataforma web “Quiero Almorzar”
implantado por estudiantes de la Escuela Superior Dr. Carlos Gonzalez dcl Municipio de
Aguada; y para otros fines relacionados.

ANALISIS DE LA MEDIDA

En los medios noticiosos de Puerto Rico Ia nobel creaciOn de una plataforma web
“Quiero Almorzar”, diseflada por los estudiantes dcl Club de Tecnologia de Ia Escuela
Superior Dr. Carlos Gonzalez del Municipio de Aguada. Dicho programa estriba sobre el
conteo de estudiantes que almorzarán en su comedor escolar, migrando del papel a la era
tecnolOgica, provocando un proceso más rapido y ecoamigable. Durante el proceso de
creaciOn de la referida plataforma, los eshidiantes ponderaron ci tiempo invertido en el
conteo de los estudiantes que alrnorzarian en el comedor escolar, ademas de los gastos
de tinta y papel. Ante ese escenario, decidieron dane rienda suelta a la creatividad y
minimizar todo ese tiempo invertido utilizando metodos electrOnicos más ágiles y
modernos.

Por tanto, y con el fin de lograr implantar esta importante, ingeniosa y nobel
iniciativa en otros planteles de diversas regiones de Puerto Rico, es menester para esta
Asamblea Legislativa ordenar al Departamento de EducaciOn de Puerto Rico a crear un
plan piloto en diversas regiones del sistema educativo sobre el conteo de los estudiantes
que almorzarari en los comedores escolares de cada plantel, similar al programa de
plataforma web “Quiero Almorzar” implantado por estudiantes de la Escuela Superior
Dr. Carlos Gonzalez de Aguada. Reconocer las iniciativas positivas de nuestro

Comision de Educación y Reforma Universitaria
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estudiantado es una obligaciOn, y más cuando dichas ideas son positivas para toda la
comunidad escolar y la integraciOn de nuestro sistema a la corriente tecnolOgica yfuturista y su inserciOn en la corriente mundial del desarrollo.

HISTORIAL DE LA MEDIDA

La ResoluciOn Conjunta de Ia Camara 348 fue radicado el 24 de mayo de 2018,
aprobada en votaciOn final por Ia Camara de Representantes ci 20 de junlo de 2018 y
referido, en ünica instancia a la ComisiOn de EducaciOn y Reforma Universitaria del
Senado el 21 de junio de 2018. La ComisiOn analizO los memoriales explicativos enviados
a Ia ComisiOn de EducaciOn, Arte y Cultura de la Cámara de Representantes de las
siguientes agencias: Departamento de EducaciOn, Oficina de Gerencia y Presupuesto y la
Escuela Dr. Carlos Gonzalez del Municipio de Aguada.

COMENTARIOS RECIBIDOS

El Departamento de Educacion (DE), indicO que la Autoridad Escolar de Alimentos
del Departamento (AEA), es Ia entidad responsable de operar el Programa de Servicios
de Alimentos de Desayuno, Almuerzo y Merienda, el Programa de Servicios de
Alimentos de Verano, entre otros, del Departamento de Agricultura Federal.
Ciertamente, debido al alto volumen transaccional, es imperativo que ci manejo de estas
operaciones sea completamente electrOnico. A pesar de que hoy dia Ia AEA utiliza un
sistema creado bajo las especihcaciones de DE, conocido como Red Integrada de
Comedores Escolares (en adelante “RICE”), existen aün muchas tareas que se ejecutan
manualmente, aparte que ci sistema tampoco provee para el cumplimiento de toda Ia
reglamentaciOn aplicable.

Por otra parte, Ia Ofidna de Gerencia y Presupuesto (OGP) indica que la medida
bajo consideraciOn no incide en términos de gerencia administrativa y tampoco tiene
impacto presupuestario sustancial para el Departamento de EducaciOn. Ahora bien,
brindan deferencia a los comentarios que el Departamento tenga a bien brindar sobre las
disposiciones sustantivas de la medida, ya que cuenta con ci conocimiento especializado
y práctico para evaluar la misma. Consecuentemente, del Departamento de Educacion
endosar Ia medida no tendrIan objeciOn de aprobacion.

Mientras que la Escuela Dr. Carlos Gonzalez del Municipio de Aguada, por conducto
de los estudiantes creadores de Ia plataforma, expresó que el Departamento de EducaciOn
tiene un sistema arcaico y ordinario de llevar el conteo de los estudiantes que almuerzan
en el comedor diariamente. Al utilizar Ia herramienta web “Quiero Almorzar”, emigraran
del papel a la computadora, minimizando tiempo, papel y tinta. Por tal razOn desean
implementar un Sistema Web creado por estudiantes en varias escuelas del
Departamento, con miras a mejorar el sistema utilizado actualmente.

Comision de Educación y Reforma Universitaria
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CONCLUSION

Esta Con-iision, luego de evaluar todos los elementos concernientes a la presente
medida, reconoce que es importante actualizar los sistemas del Departamento de
Educacion. Se deben utilizar sistemas computarizados que puedan ofrecer datos reales
en poco tiempo y a bajos costos, redundando, en mejorar Ia calidad de vida y enseñanza
de nuestros estudiantes. Por todo lo antes expuesto, Ia ComisiOn de EducaciOn y
Reforma Universitaria del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideraciOn, tiene
el honor de recomendar a este Honorable Cuerpo Legislativo Ia aprobaciOn sin
enmiendas de Ia ResoluciOn Conjunta de la Cámara 348.

Respetuosamente sometido,

Hon. Axel F. Roque Gracia
Presidente
ComisiOn de EducaciOn y
Reforma Universitaria

Coniision de EducaclOn y Reforma Universitaria
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(TEXTO DE APROBACION FINAL POR LA CAMARA)
(20 DE JUN10 DE 2018)

GOBIERNO DE PUERTO RICO

l8va. Asamblea 3ra. SesiOn
Legislativa Ordinaria

CAMARA DE REPRESENTANTES

R. C. de la C. 348
24 DIE MAYO DE 2018

Presentada por el representante Perez Cordero

Referida a Ia ComisiOn de EducaciOn, Arte y Cultura

RESOLUCION CONJUNTA

Para ordenar al Departamento de EducaciOn de Puerto Rico a crear un plan piloto en
diversas regiones del sistema educativo sobre el conteo de los estudiantes que
almorzarán en los comedores escolares de cada plantel, similar al programa de
plataforma web “Quiero Almorzar” implantado por estudiantes de Ia Escuela
Superior Dr. Carlos Gonzalez del Municipio de Aguada; y para otros fines
relacionados.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Recientemente he reseflado en los medios noticiosos de Puerto Rico Ia nol
creaciOn de una plataforma web “Quiero Almorzar”, disenada por los estudiantes del
Club de Tecnologia de la Escuela Superior Dr. Carlos Gonzalez del Municipio de Aguada.
Dicho programa estriba sobre el conteo de estudiantes que almorzaran en su comedor
escolar, migrando del papel a Ia era tecnolOgica, provocando un proceso más rapido y
ecoamigable. Durante el proceso de creaciOn de la referida plataforma, los estudiantes
ponderaron €1 tiempo invertido en el conteo de los estudiantes que almoriarlan en el
comedor escolar, ademas de los gastos de tinta y papel. Ante ese escenario, decidieron
darle rienda suelta a la creatividad y minimizar todo ese tiempo invertido utilizando
metodos electrOnicos más ágiles y modernos.
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Ciertamente, esta iniciativa, producto de la alianza del Departamento de
EducaciOn con Ia compania Microsoft, y el ingenio de estos estudiantes, es digno de
reconocimiento y expansiOn. Estos estudiantes, con esta iniciativa, lograron convertir un
procedimiento largo y tedioso en uno agil y accesible. Lograron habilmente que ci
desarrollo de Ia plataforma fuera un diseflo universal que pudiera funcionar en los
sistemas operativos IPhone y Android, asi como en computadoras. De igual forma, el
desarrollo de este proyecto reafirmO el interés de nuestros estudiantes por las ciencias de
córnputos, un campo sumamente fertil pan fornentar nuestra economia y Ia creaciOn de
empleos. Ademas, este tipo de aplicaciOn fomenta Ia participaciOn y el uso de los
estudiantes del comedor escolar, hecho que habla mermado significativamente con ci
pasar de los años.

Por tanto, y con el fin de lograr implantar esta importante, ingeniosa y nobel
iniciativa en otros planteles de diversas regiones de Puerto Rico, es menester para esta
Asamblea Legislativa ordenar al Departamento de EducaciOn de Puerto Rico a crear un
plan piloto en diversas regiones del sistema educativo sobre el conteo de los estudiantes
que almorzarán en los comedores escolares de cada plantel, similar al programa de
plataforma web “Quiero Almorzar” implantado por estudiantes de Ia Escuela Superior
Dr. Carlos Gonzalez de Aguada. Reconocer las iniciativas positivas de nuestro
estudiantado es una obligaciOn, y más cuando dichas ideas son positivas para toda la
comunidad escolar y Ia integraciOn de nuestro sistema a la corriente tecnolOgica y
futurista y su inserciOn en la corriente mundial del desarrollo.

RESUELVESE FOR LA ASAMBLEA LEGISLA TI VA DE PUERTO RICO:

SecciOn 1.-Se ordena al Departamento de Educacion de Puerto Rico a crear un plan

2 piloto en diversas regiones del sistema educativo sobre el conteo de los estudiantes que

3 almorzaran en los comedores escolares de cada plantel, similar al programa de

4 plataforma web “Quiero Almorzar” implantado por estudiantes de la Escuela Superior

5 Dr. Carlos Gonzalez del Municipio de Aguada; y para otros fines relacionados.

6 SecciOn 2.-Con el propOsito de cumplir con los fines de Ia presente Ley, el

7 Departamento de EducaciOn sostendra una reuniOn con el personal y estudiantes de Ia

8 Escuela Dr. Carlos Gonzalez del Municipio de Aguada y, previo a los trámites de

9 obtenciOn y reconocimiento al trabajo de estos estudiantes, creará un grupo de trabajo
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1 que implante un plan piloto del programa de plataforma web “Quiero Almorzar” en

2 otras regiones educativas del sistema.

3 SecciOn 3.-El Departamento de EducaciOn seleccionará las regiones educativas

4 donde implantara este plan piloto y llevara a cabo las reuniones que estime necesarias

5 para lograr disefiar los planes de acciOn necesarios para cumplir con lo ordenado en la

6 presente legislacion. Para la implementaciOn de dicho plan será mandatorio utilizar el

7 programa de plataforma web “Quiero Almorzar” implantado por los estudiantes de la

8 Escuela Superior Dr. Carlos Gonzalez del Municipio de Aguada.

9 SecciOn 4.-Se autoriza al Departamento de EducaciOn a realizar las alianzas

0 necesarias con cualquier departamento, agencia o corporacion del Gobierno de Puerto

11 Rico, del Gobierno de los Estados Unidos o cualquier entidad privada, para el desarrollo

12 de los propósitos de esta ResoluciOn Conjunta.

13 Seccion 5.-El Departamento de Educacion remitirá a las Secretarias de las Cãmaras

14 Legislativas un primer informe sobre las gestiones pertinentes para cumplir con lo aqul

15 ordenado, dentro de los primeros sesenta (60) dias, luego de aprobada esta ResoluciOn

16 Conjunta. Posteriormente, remitirá informes mensuales a ambas Secretarias, hasta en

17 tanto yen cuanto se cumpla con lo aqul ordenado.

18 SecciOn 6.-Esta Resolucion Conjunta comenzará a regir inmediatamente después

19 de su aprobaciOn.
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SENADO DE PUERTO RICO

R.C. DEL S. 7
TERCER INFORME POSITIVO

AL SENADO DE PUERTO RICO

La CornisiOn de hrnovaciOn, Teiccornunicaciones, Urbanismo e Infraestructura,

prado cstudio y consideraciOn de Ia RC. del S. 7, tiene a bien recornendar a este Alto

Cuerpo la aprobaciOn de esta medida, con las enmiendas incluidas en ci entirrilado

elcctrOnico que se acompaña.

ALCANCE DE LA MEDIDA

La R.C. del S. 7 segün radicada ifene el propósito de orcienar ad Departamento de

TransportaciOn y Obras Publicas transferir, libre de costo, ad Municipio AutOnomo de

Ponce, ci predio de terrcno donde ubica la pista de carninar de ia Urbanizacion Los

Caobos de Ponce, ci cuai consta de 1.81 cuerdas, con ci fin de quc Ia AdrninistraciOn

Municipal desarroile instalaciones recreativas y deportivas para ci uso y disfrutc dc Ia

comunidad

ANALISIS DE LA MEDIDA

Segun surge de la ExposiciOn de Motivos, ci Municipio AutOnomo dc Poncc ha

dc novicmbrc dc 2018

mostrado interés en posccr Ia titularidad dcl prcdio dc tcrrcno dondc ubica Ia pista de
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R.C. de Ia S. 7
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caminar de Ia UrbanizaciOn Los Caobos de Ponce, con elfin de desarrollar y mantener en

condiciones adecuadas un area recreativa para ci disfrute de los residentes.

Dicho terreno consta inscrito en ci Centro de RecaudaciOn de Ingresos Municipales

(CRIM) a nombre del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. El predio tienc una cabida

de 1.81 cuerdas y es identificado para fines contributivos en ci CRIM con la codificacion

389-086-084-79-000. Segun ci PIano de la UrbanizaciOn Los Caobos, el terreno estaba

destinado en su origen para la construcciOn de un plantel escolar por parte del

Departamento de EducaciOn. Sin embargo, dicha escuela no fue construida y ni el

Departamento de EducaciOn ni ninguna otra entidad del Gobierno de Puerto Rico han

mostrado interés aiguno en este predio de terreno.

Una vez este terreno pase a manos del Municipio AutOnorno de Ponce, podra ser

aprovechado al rnáximo para proveer instalaciones recreativas adecuadas a los

residentes, ya sea mediante la asignaciOn de fondos municipales, estatales o legislativos.

El R. C. de Ia 5. 7, fue referido ci 2 de enero del aflo en curso a Ia ComisiOn.

Respondiendo al deber de evaluar la propuesta pieza legisiativa de forma, juiciosa y

responsable, esta ComisiOn solicitO memoriales exphcativos ad Municipio de Ponce, ad

Departamento de TransportaciOn y Obras Püblicas y al Departamento de RecreaciOn y

D eportes.

De éstas, a pesar de multiples esfuerzos de la ComisiOn, solo ci Departamento de

TransportaciOn y Obras Püblicas enviO un memorial explicativo fechado 10 de julio de

2017.

El Departamento de TransportaciOn y Obras Publicas, en su memorial explicativo,

expresa que antes de la aprobaciOn de Ia Ley 26 - 2017, conocida como “Ley de

Cumplimiento con el Plan Fiscal”, ci Secretario de TransportaciOn y Obras Pübhcas tenfa

ei deber de ser ci custodio de las propiedades dci Estado. Sus facultades, tanto para su

arrendamiento, como para su enajenaciOn. Sin embargo, con la aprobaciOn de ia Ley 26

esos deberes pasaron ad ComitE de EvaiuaciOn y DisposiciOn de Bienes Inmuebies creado

por dicha Ley.
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La Ley 26 en su Artfcuio 5.03 crea ci Cornite de EvaluaciOn y DisposiciOn de Bienes

Inmuebles a los fines de “que ejerza todas las facuitades necesarias, que no sean

contrarias a esta 0 cualquier oh-a icy, para Ia disposiciOn de bienes inmuebies de Ia Rama

Ejecutiva del Gobierno de Puerto Rico”. La referida Ley en su Articulo 5.06 establece lo

que serán los deheres ;‘ obligaciones del ComitE, entre estos ci inciso (d) dispone que ci

Cornite “Debera evaluar toda solicitud de compraventa, arrendamiento, u oh-a forma de

traspaso de posesiOn, de propiedad inmueble que Ic sea sometida por cualquier persona

natural o juridica, con o sin fines de lucro, incluyendo municipios, y asegurarse que

cumpla con esta Ley y todas las normas y reglamentos que sean aprohados por ci

Cornité.”

En vista de Ia necesidad que hay en Puerto Rico, especialmente despues dcl paso

dci huracan Maria, de instalaciones recreativas y deportivas donde Ia juventud de nuestra

isla pueda esparcirse, y en vista de que ninguna entidad dcl Gobierno de Puerto Rico ha

mostrado interés alguno en este predio de terreno, la ComisiOn de InnovaciOn,_ Telecornunicaciones, Urbanismo e Infraestructura considera rneritorio y necesario que ci

Cornité dc Evaluacion y DisposiciOn dc Bienes inmuebles creado en conformidad a la Lcy

26 dci 2017, transfiera, libre de costo, al Municipio Auténomo de Ponce, ci predio dc

terreno dondc ubica Ia pista de caminar dc Ia Urbanizacion Los Caobos de Ponce con ci

fin dc quc Ia AdministraciOn Municipal dcsarroHc instalaciones recreativas y deportivas

para el uso
‘

disfrute de la comunidad.

CONCLUSION

Cuiminado ci estudio de Ia medida, la Comision de InnovaciOn,

Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura tiene a bien rccorncndar a este

Honorable Senado dc Puerto Rico quc aprucbc csta lcgislaciOn propuesta, por entendcr

quc rcsuita dc gran beneficio para los rcsidcntes dc Ia UrbanizaciOn Los Caobos y ci

pubhco flotante del Municipio dc Ponce.
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For todo lo antes expuesto, la ComisiOn de fnnovaciOn, Telecomunicaciones,

Urhanismo e Infraestructura del Senado de Puerto Rico recomienda a este Alto Cuerpo

la aprobacian de Ia R.C. del 5. 7, con enmiendas,

‘I

Laureano Correa

InnovaciOn, Teleconnmicaciones,
Urhanismo e Infraestructura
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SENADO DE PUERTO RICO

R. C. del S. 7
2 de enero de2017

Presentada por el señor Seilhamer Rodriguez

Referida a Ia Comisión de Innovación, Telecom unicaciones, Urbanismo e Infraestructura

RESOLUCION CONJUNTA

Para ot4ear referir al Departarnento de Transportación y Obras Püblicas omité de Evaluacio’n
vDisposic;on de Bienes Inmuebles del Gobierno de Puerto Rico ci-eado a tenor con Ia Lev
26 del 2017, sen enmendada. conocida co 1110 “Ley de Cwnylimiento con ci Plan Fiscal

para evaluación i’ presentación de un inforine a la Asamblea Leislativa en UZI tennino de

noventa (90) dias. Ia transacción propuesta inediante la cual se propone a—transferir, libre de
costo, al Municipio Autónorno de Ponce, el predio de terreno donde ubica la pista de carninar
de la Urbanización Los Caobos de Ponce, el cual consta de 1.81 cuerdas, con elfin de que Ia
Administracidn Municipal desarrolle instalaciones recreativas y deportivas para el uso y
disifute de la comunidad; y para otros fines relacionados.

EXPOSICION DE MOTIVOS
El Municipio Autónomo de Ponce ha mostrado interés en poseer Ia titularidad del predio de

terreno donde ubica la pista de carninar de la Urbanización Los Caobos de Ponce, con el fin de

desarrollar y mantener en condiciones adecuadasun area recreativa para el disfrute de los

residentes.

Dicho terreno consta inscrito en el Centro de Recaudación de Ingresos Municipales (GRIM)

a nombre del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. El predio tiene una cabida de 1.81 cuerdas

y es identificado para fines contributivos en el CRIM con la codificación 389-086-084-79-000.

Segñn el Planode la Urbanización Los Caobos, el terreno estaba destinado en su origen para la

construcción de un plantel escolarpor parte del Departamento de Educación. Sin embargo, dicha

escuela no flue construida y ni el Departamento de Educación ni ninguna otra entidad del

Gobierno de Puerto Rico han mostrado interés alguno en este predio de terreno.

Una vez este terreno pase a manos del Municipio Autónorno de Ponce, podrá ser

aprovechado al máximo para proveer instalaciones recreativas adecuadasa los residentes, ya sea

mthante la ainaeiOn d fondo niunierna1c. tata1 0 1Gi1ativo.
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Actualmente. con Ia aprobación de la Lev 26 del 2017, conocida come “Ley de

cumplirniento con ci Plan Fiscal “, en su Articulo 5.03 ct-ca el C’omité de Evaluación y

Disposición de Bienes Inmuebles a los fines de “gue elena todas las facultades necesarias, atie

no sean contrarias a esta o cualguier otra 1ev, pam la disposición de bienes inmuebles de Ia

Rama Elecuth’a del Gobierno de Puet-to Rico “. La referida Ley en su ArtIculo 5.06 establece lo

gue set-on los deberes v obl&aciones del comité, entre estos el inciso Cd) “Deberd evaluar toda

solicitud de comprai’enta, arrendantiento, u otra forma de traspaso de posesion, de propiedad

inmueble gue le sea sometida pot- cualpuier persona natural o fwidica, con o sin fines de lucro,

incluvendo inunicipios. v asegurarse gue cumpla con esta Lev v todas las norinas v reglamentos

gue sean aprobados por el Coin ité.

A esos fines. y como una medida apropiada, esta Asamblea Legislativa, con fonne a los

poderes otorcados por la C’onstituciOn de Puerto Rico, considera necesario y rneritorio que el

Departarnento de Tranzpoación y Obras Pñblicus Coin ité de EvaluaciOn v DEsposición de

Bienes Ininuebles creado en con form idad a Ia Lev 26 - 20] 7. transfiera, libre de costo, al

Municipio Autónomo de Ponce, el predio de terreno donde ubica la pista de carninar de Ia

Urbanización Los Caobos de Ponce, ci cual consta de 1.81 cuerdas, con ci fin de que la

Adrninistración Municipal desarrolle instalaciones recreativas y deportivas para el uso y disfrute

de la cornunidad.

RESUELVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

1 Sección 1.- Se e4eea refiere al Dcpurtmnento de Transportación y Obras Püblicas

2 Corn ité de Eva luaciOn v DisposiciOn de Bienes Inmuebles creado en conformidad a Ia Lev 26 del

3 20] 7, segtn eninendada, conocida corno “Lev de Cumplirniento con el Plan Fiscal”

4 evaluaciOn, v presentaciOn de un infonne a Ia Asamblea Legislativa en mi terinino de noventa

5 (90) dIas. sobre la transacciOn propuesta mediante Ia cual sepropone a—transferir, libre de costo,

6 al Municipio Autónorno de Ponce, ci predio de terreno donde ubica la pista de caminar de la

7 Urbanización Los Caobos de Ponce, el cual consta de 1.81 cuerdas, con ci fin de que la
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1 Adrninistración Municipal desarrolle instalaciones recreativas y deportivas para el uso y disfrute

2 de Ia comunidad.

3 Sección 2.- El comite de Eva/uación y Disposición de Bienes Inmuebles creado en

4 confonnidad a la Lev 26 - 2017 Departarnento dc Transportación y Obras Pñblicas cede sus

5 derechos sobre el predio de terreno, confonne /0 establece Ic Lev 26 - 2017. a fm de que el

6 Municipio Autónorno de Ponce lo utilice para realizar las obras que entienda convenientes y

7 necesarias para desarrollar instalaciones recreativasy deportivas para el uso y disfrute de la

8 comunidad.

9 Sección 3.- Se faculta al Director Ejecutivo del C’omité o su representante Secretario del

10 Departarnento de Transpoftación y Obras Püblicas a comparecer en escritura püblica, en

11 representaciOn del Gobierno de Puerto Rico, para otorgar la misma y hacer cumplir los

12 propósitos de esta Resolución Conjunta.

13 Sección 4.- La correspondiente escritura de traspaso tendrá corno condición restrictiva a

14 Ia rnisma, que el predio de terreno traspasado en Ia Sección 1 no podrá ser utilizado para otros

15 usos diferentes a los indicados en esta Resolución Conjunta sin la autorización expresa de la

16 Asamblea Legislativa de Puerto Rico. El incumplirniento de esta condición revertirá esta cesión

17 a favor del Departarnento de Transportación y Obras Püblicas, y el Municipio Autónorno de

18 Ponce será responsable de los costos que resulten en dicho caso. Esta restricción deberá formar

19 parte del docurnento de traspaso acordado por las partes.

20 Sección 5.- El predio de terreno será traspasado en las mismas condiciones en que se

21 encuentra al mornento de aprobarse esta Resolución Conjunta, sin que exista obligación alguna

22 del Departamento de Transportación y Obras Pñblicas de realizar mejora o modificación, con

23 anterioridad a su traspaso a] Municipio Autónorno de Ponce.

24 Sección 6.- El C’omité de Evaluación y Disposición de Bienes Ininuebles creado en

25 confonnidad a la Ley 26 - 2017 Depaftento de Tranpoftación y Obras Püblicas y el
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I Municipio Autónorno de Ponce deberán realizar, en o antes de noventa (90) dias contados a

2 partir de la aprobación de esta Resolución Conjunta, todas aquellas acciones necesarias y

3 convenientes para cumplir con sus propósitos.

4 SecciOn 7.- Esta Resolución Conjunta cornenzard a regir imnediatamente despuds de su

5 aprobación.

t
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R. C. del S. 145

TERCER INFORME POSITIVO

de noviembre de 2018

AL SENADO DE PUERTO RICO

La CornisiOn de Innovacion, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura del

Senado de Puerto Rico, recomienda Ia aprobacion, con enmiendas de Ia ResoluciOn

Conjunta del Senado 145.

ALCANCE DE LA MEDIDA

La Resolucion Conjunta del Senado 145 segün radicada tiene ci propOsito de

ordenarle a Ia Autoridad de Tierras, transterir, libre de costo, al Municipio de Naguabo

la titularidad del terreno de Ia Finca Esperanza- Centro de Usos Multiples; y para otros

fines relacionados.

ANALISIS DE LA MEDIDA

Surge de Ia Exposici6n de Motivos que, en los predios de la Finca Esperanza se

encuentra el Centro de Usos Multiples, el cual consta de 0.4315 cuerdas y que enclava un

salon de actividades en concreto construido por la AdministraciOn Municipal de

Naguabo.

Actualmente tanto el predio de terreno como la estructura se encuentran en alto

deterioro por lo que conilevaria un peso adicional para el presupuesto dcl pals el tener

que habilitar ci lugar para las proyecciones de desarrollo econOmico y turistico.
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Para reaiizar varias obras de impacto, tanto para el pueblo de Naguabo como para

toda Ia comunidad aledaha, el Municipio de Naguabo a través de su alcalde, ha

ex’presado su interés en adquirir dichos terrenos.

5th embargo, en aras de lograr contribuciones significativas y perdurables al

desarrollo comunitario en Puerto Rico, es necesario que se, refiera al Comite de

EvaluaciOn y DisposiciOn de Bienes Inmuebles, creado por virtud de Ia Ley 26-2017,

segün enmendada, conocida como “Lev de Cumplimiento con ci Plan Fiscal”, para

evaluacion y presentaciOn de un informe a la Asamblea Legislativa en un término de

noventa (90) dias, sobre Ia propuesta para transferir libre de costo, al Municipio de

Naguaho Ia titularidad del terreno de lorma tal que puedan ser puestos en martha a Ia

mayor brevedad posible, logrando de esta rnanera establecer los programas e iniciativas

que ci Municipio propone implementar.

Con ci propOsito de evaluar la presente medida de forma juiciosa, esta Comision

le solicito memoriales explicativos al Municipio de Naguabo y ala Autoridad de Tierras,

en adiciOn se reaiizO una Audiencia Publica en el Municipio de Naguaho el 24 de enero

de 2018, a la cual asistiO ünicamente el Municipio de Naguabo.

El dia 16 de enero de 2018 ci Departamento de Agricultura compareciO, a través

de su Secretario, el Sr. Carlos A. Flores Ortega por rnedio de un memorial explicativo. El

mismo expresO en su escrito que: “nos corresponde en estos momentos defender y abogar

en favor de mantener Ia titularidad de nuestras propiedades. Las niisrnas son accesibles

a cualquier agricultor e incluso para el propio Municipio de Naguaho por un precio

considerablemente bajo. Debemos mantener dicha accesibilidad, Ia cual solo es

garantizada bajo ci dominio de las tierras por parte de nuestras agencias y sus programas,

para que en los casos en que los proectos fracasen o no tengan ci éxito esperado, las

propiedades puedan seguir estando disponibles para otros proyectos 0 agricultores.”

Seflala el Secretario que la Autoridad de Tierras, junto al Departamento de

Agricultura y demas agencias adscritas, son las responsables de establecer la politica

publica agricola e iniciativas necesarias para garantizar el desarrollo agricola sostenido

de todo Puerto Rico.

En conclusion, indica la ponencia: “nos vemos impedidos de avalar Ia Resolucion

Conjunta del Senado 145. No obstante, en aras de hacer mi mayor balance de intereses,

estamos dispuestos a auscultar con ci Municipio, la posibiidad de otorgar un usufructo

a largo plazo, de por io menos 15 años, para las propiedades referidas.’

Por otro lado, tambien compareciO ci Municipio de Naguaho, a través de su aicalde

ci Honorable Noe Marcano Rivera. Senala ci alcalde que ante Ia dificil situaciOn

econOmica que vivimos y luego de la devastaciOn ocasionada por los huracanes Irma y
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Marfa, Ia AdministraciOn del NIunicipio de Naguaho estâ comprometida a identificar

zonas de oportunidades para ci desarrollo econOrnico, social y cultural.

Explica ci Alcalde en su escrito que debido a Ia ubicacion en Ia carretera PR 3, Ia

Finca Esperanza del barrio Daguo de Naguabo, es una localidad con alto potencial de

desarrollo, por lo que les interesa Ia titularidad del terreno y Ia estructura, de tal forma,

que puedan habiiitarla, ofrecerla para el uso mãs adecuado
‘

que represente los mejores

intereses del Municiplo de Naguaho.

El Alcalde recalca en su escrito que para que ci \iunicipio pueda incurrir en las

mejoras es necesario que ci mismo sea el dueflo de dicha propiedad. Dc no ser asi, ci

mismo estarfa limitado a realizar la obra, solicitar ayuda econOmica y cumplir con los

reglarnentos y normas aplicables.

Culmina dicha ponencia: “solicito a esta CornisiOn, rnuy respetuosamente, que

apruehe Ia Resoiucion Conjunta del Senado 145 (R.C. del 5. 145) para que Ia autoridad de

Tierras transfiera libre de costo al Municipio de Naguabo la titularidad de la Finca

Esperanza.”

CONCLUSION
Luego de evaluar y analizar cuidadosarnente los argumentos presentados tanto

por el Departamento de Agricultura corno los del Municipio de Naguabo, esta ComisiOn

de InnovaciOn, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura Hene a bien

recomendar a este Honorable Senado de Puerto Rico que apruebe esta legislaciOn

propuesta, por entender que es una reaiidad que el Gobierno Central no tiene

actualmente ci interés ni los fondos necesarios para hahilitar muchos de estos terrenos y

estructuras las cuales han quedado en ci olvido convirtiendose asI en estorho pubhco.

No hallamos razOn por la cual no sea en beneficio para todas las partes ci que se

le transfiera los terrenos y estructuras anteriormente descritos al Municipio de Naguabo,

ya que es quien a fin de duenta le afecta el mantenimiento y funcionalidad de los mismos.

For todo lo antes expuesto, Ia CornisiOn de Irmovacion, Telecornunicaciones,

Urhanismo e Infraestructura del Senado de Puerto Rico recornienda a este Alto Cuerpo

la aprobaciOn de Ia R. C. dcl 5. 145, con enmiendas.
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R. C. dcl S. 145
21 dejunio de 2017

Presentada por ci señor Laureano Correa

Referida a la Coinisión de Innovación. Telecoynunicaciones,

Urban isino e Infraestructura

RESOLUCION CONJUNTA

Para ordenarle a la Autoridad de Tienas refej-ir a! Comité de EvaJuaciOn v Disposición de Bienes
Inmueb/es, creado por virtud de la Lev 26-2017, seu;i enmendada. conocida coma 1ev de
umplimiento con ci Plan Fiscal ‘. para evaiztación v presentación c/c on inforine a la
Asanthlea LeQislativa en 1111 ternizno c/c noventa (90) c/las. sobre La propuesra pal-a transferir,
libre de costo. al Municipio de Naguabo la titularidad del terreno de Ia Finca Esperanza
Centro de Usos Multiples; y para otros fines relacionados

- EXPOSICION DE MOTIVOS

Actualmente cii los predios de la Finca Esperanza se encuentra ci Centro de Usos Multiples.

ci cual consta de 0.4315 cuerdas y enelava en ci cual se encuentra ci salon de actividades en

concreto el cual flue constrnido en ci pasado por Ia AdministraciOn Municipal de Naguabo. Tanto

ci predio de terreno corno la estructura. estdn en alto deterioro y habilitar el lugar para las

proyecciones de desan-ollo econOrnico y turistico conilevara un peso adicional para ci

presupuesto del pals.

El Municipio Naguiabo, por conducto de su Honorable Alcalde, ha expresado su interés en

adquirir los terrenos para realizar varias obras de impacto, tanto corno para ci pueblo de Naguabo

corno para ia toda Ia cornunidad aledafta.

Para lograr ci propósito de establecer los prograrnas e iniciativas que ci Municipio propone

implementar, es necesario que esta Asamblea Legislativa ordene a Ia Autoridad de Tierras del

Gobierno de Pueo Rico refiera a! Cotnité de Evaiuación y Disposición de Bienes Inmuebles.
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creado pot’ virtud de la Lei’ 2 6-20] 7, seün enmendada. con ocida coma ‘1ev de Cuniplizniento

con ci Plan Fiscal “, pat-a eialuacióii v presentación de tin inforine en in terniino de iioi’enta

90) thus la provuesta pgq transferfr. fibre de costo. al Municipio de Naguabo Is titularidad del

teneie inmueble de forma tal que puedan ser puestos en marcha los ti-aba/os pat-a rehabi/itarlo a

la mayor brevedad posible, en aras de 1orar contribuciones significativas y perdurables al

desarrollo comunitario en Puerto Rico.

RESUELVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA BE PUERTO RICO:

1 Sección 1. - Sc ordea refiere a la Autoridad de Ticrras al Comité de Evaluacio’n y

2 Disposicidn de Biejies Ininuebles del Gobiei7lo de Puerto Rico ci-eado a tenor con la Lev 26

3 del 2017, segün eninendada, conocida como ‘1ev de cuinpliiniento con ci Plan Fiscal “, para

4 la evaluación v presentación de uti informe a la Asamnblea Leeislativa en uti ténnino de

5 noventa (90) dias, sobre Ia propuesta pam-a transferü-. libre de coslo. al Municipio de Naguabo, 6 Ia titularidad del terreno de la Finca Esperanza- Centro de Usos Multiples.

7 Sección 2. Se diGpone guc los procedimientos expresados en la Sccción 1 de e3ta

8 Resolución Conjunta guedarán exentos de cumplfr con las disposiciones contenidas en el

9 CapItulo 5, de la Ley Nüm. 26 2017 “Disposición de Bienes Imnuebles de Gobierno”

10 Sección 2.- Dc ser aprobada la transaccion propuesta por ci Comité de Evaluación v

11 fl’posicion de Bienes Jnniuebles, el Municiplo de Nazuabo podia utilizar Ia propiedad para

12 cualguiet- fin piiblico, Oi Si 0 niediante acuerdo con cuaiguier otra entidad páblica o

13 privada, segtn las facultades gue le concede Ia Lev 81-1991, segán eninendada, conocida

14 como ‘1ev de Municipios Autdnomos de Puerto Rico “, y cualguier otra icy o reglamnento

15 aplicabie.

16 Sección 3. — Dichos terrenos serán La propiedad será traspasada en las

17 mismnas condiciones en gue se encuenft eneuentra at momento de la aprobación de la

18 presente Resolución Conjunta, sin gue exista obligación alvna de Ia Autondad de Tierras
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I del Gohie;no de Puerto Rico a realizar reparación o ,nodiflcación con anterioridad a su

2 traspaso al Muricipio de Naguabo.

3 Sección 4.- Esta Resolución Conjunta se interpretará de tal manera pai-a hacerla vdlida,

4 en la in edida gue sea factible, de acuerdo a la Constitución de Puerto Rico y Ia C’onstitución

5 de Estados Uhidos de America. Si cualguier cidusula, pdnvfo, subpárraf’o, oración, palabra.

6 let,v, arilculo, disposiciOn, sección, subsección, jitulo, capitulo, subcapitulo, acdpile 0 pafle

7 de esta Resolución Con/unta fuera anulada o declarada inconstitucional. la resolución,

8 dictamnen o sentencia a tal cicero dictada no afectará, perjudicará, iii invalidará el remanente

9 de esta Rcsolución. El efecro de die/ma sentencia guedará limnitado a Ia cláusula. párrafo,

10 subpámrafo, oracián. palabra, lena, articulo, disposición. sección, subsección, tItulo,

11 cap/tub, subcapitubo, acápite o pa/ic de Ia mnismna c’ue asI hubiere sido anulada o declarada

12 iiicoiistitucjoiial. Si la aplicaciôn a il/ma persona o a una circunsiancia de cualguier cláusula,

13 pdrrafo. subpárm-afo, oración, palabra, lerra. am-ticulo, disposición, sección, subsección. f/tub.

14 cap/tub, subcapitulo, acdpite o pane c/c esta Resolución fuem-a invalidada o declarada

15 inconstitucional, la resolucion, dictamen o sentencia a tal efecto dictada no afecrai-th mu

16 invalidará la aylicación del rernanente de esta Resolución a aguellas personas o

1 7 circunstancias en gue se pueda aplicar vthlidamente. Es Ia voluntad expresa e ineguivoca de

18 esta Asamnblea Legislativa gue los tribunales hagan cumnplir las disposiciones y la aplicación

19 c/c esta Resolución en Ia mayor mnedida posible, aungue se deje sin efecto, anule, invalide,

20 pçmjudigue o declare inconstitucional aleuna de sus panes, o aungue se deje sin efecto,

21 im’alide o declare inconstirucional su aplicación a a&una persona o circunstancia.

22 Sección 2 5.- Esta Resolucion Conjunta entrará en vigor inmediatarnente después de su

23 aprobación.
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P de la C. 617

INFORME POSITIVO

AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisi6n de Innovaci6n, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraeskuctura,
previo estudio y consideraci6n del Proyecto de la C6mara 617, ttene a bien recomendar a

este Alto Cuerpo la aprobaci6n de esta medida, sin enmiendas.

tr^,,.,,T;*:",:#;#ffiffiil:Tr*,:::::s1H::r,:il.:?.:?
Tr6nsito de Puerto Rico", a fin de permitir a las personas con la condici6n de epilepsia

cr6nica estar entre las que se autorizan a estacionar en dreas designadas para Personas
con impedimentos.

ANALISIS DE LA MEDIDA

De la exposici6n de motivos del proyecto que nos ocupa, surge que la epilepsia es

una enfermedad cr6nica de causas diversas, caracterizada por crisis recurrentes debido a

una descarga excesiva de 1as neuronas cerebrales, asociadas eventualmente con diversas

manifestaciones clinicas y paraclinicas (OMS). No todas las personas que padecen una

crisis epil6ptica se diagnostican de epilepsia. Se consideran epil6pticos cuando padecen

por lo menos dos convulsiones. Hay m6s de 20 tipos diferentes de crisis epil6pticas y los

,)

? de norie*bre de 2018
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sintomas que experimenta dependen del lugar en el cerebro en el cual ocurre la alteraci6n

de la actividad el6ckica y con tratarniento m6dico es posible e1 control de la crisis en un

elevado porcentaie de pacientes.

Dado que una persona con este padecimiento puede estar ocasionalmente afectada

en su movilidad al punto de requerir asistencia, es justo que est6n furcluidas dentro de la

relaci6n de condiciones que iustifican el permiso de estacionamiento para las personas

con impedimentos.

El Secretario del DTOB Hon. Carlos M. Contreras Aponte, expres6 en su ponencia

escrita que e1 objetivo de los r6tu1os removibles que expide e1 DTOP, es facilitar a 1as

personas que tienen su capacidad de ambulaci6n severamente limitada e1 acceso a

lugares prlblicos. Adem6s, expres6 que no se puede perder de perspectiva, que la
cantidad de espacios de estacionarnientos en las 6.reas designadas para personas con

impedimentos es limitada, sin embargo le concede deferencia a la Defensoria de las

Personas con Impedimentos (DPI), para expresarse en cuanto a si las personas que

padecen de epilepsia cr6nica debieran tener derecho a estacionarse en las dreas

designadas para personas con impedimentos.

Por otro lado, la Sra. Carmen lanet Collaza, Defensora Interina de las Personas con
Impedimentos, explic6 en su ponencia escrita, que como Agencia que representa los

intereses y derechos de las personas con impedimentos arrte entes pfblicos y privados
reconoci6 que el prop6sito de la medida bajo analisis es una loable y que propende a la
inclusi6n de 1as personas con impedimento a la sociedad, adem6s de su independencia.

Asimismo, afirmo que " nuestra politica como agencia fscalizadora de los derechos de las

personas con impedimentos es apoyar legislaci6n como la presente" . Af,adi6, que la condici6n
contemplada en la presente medida en ocasiones puede ser merecedora de recibir la
utilizaci6n del r6tulo removible, toda vez que incide sobre la movilidad de la persona y
sugiri6 que se requiera que sea la apreciaci6n del m6dico especialista e1 que establezca si
a base de la condici6n el paciente requiere 1a otorgaci6n de1 r6tulo por parte del

Esta Comisi6n, cumpliendo con su deber ministerial de evaluar de forma justa y

responsable la medida bajo nuestra consideraci6ry examin6 1as ponencias sometidas por
el Secretario del Departamento de Transportaci6n y Obras Priblicas, 1a Defensoria de

Personas con Impedimentos y la Sociedad Puertorriquefla de Epilepsia a la Comisi6n

Transportaci6n e In-fraestructura de la Cdmara de Representantes de Puerto Rico.
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Departamento de Transportaci6n y obras Priblicas, ya que 1a mayor parte de pacientes

diagnosticados con epilepsia, logran llevar una vida plena y sin interupciones una vez

establecen los balances farmacol6gicos necesarios, pues como norma, en un paciente

debidamente atendido, 1os episodios de crisis se minimizan.

Mientras, que el Sr. Alex Ramirez Torres, Yrcepresidente Ejecutivo de la Sociedad

Puertorriquefra de Epilepsia, la cual es una organizaci6n privada y sin fines de lucro y
que ofrece coordinaci6n en toda la is1a, de servicios m6dicos, psicol6gicos, psicosociales

y educativos a personas con diagn6stico o con sospecha de epilepsia.

El 5r. Ramirez, no favoreci6 la aprobaci6n de la medida, aun reconociendo que la

epilepsia es una enfermedad neurol6gica, cr6nica y progresiva, sin embargo, aclar6 que

la mayoria de las personas diagnosticadas con epilepsia, que reciben un tratamiento
adecuado para su condici6n iogran llevar una vida plena y productiva.

Luego de una evaluaci6n y an6lisis ponderado con relaci6n a esta medida que nos

ocupa, esta Cornisi6n apoya 1a legis1aci6n, por entender que es loable, facilitar a personas

con la condici6n de epilepsia cr6nica estacionarse en lugares de acceso a personas con

impedimentos, toda vez que sea afectada 1a movilidad de la persona y que sea requerida
la certificaci6n m6dica en el que se especifique que Ia movilidad del paciente est6

sustancialmente afectada y que sea expedida por un m6dico especialista.

CONCLUSION

Por todo io antes expuesto, 1a Comisi6n de Innovaci6ry Telecomunicaciones,

Urbanismo e Inlraestructura del Senado de Puerto Rico recomienda a este Alto Cuerpo
la aprobaci6n del P. de la C. 617, sin enmiendas.

Resp

a

. Laureano Correa
Presidente

Comisi6n de Innovaci6ry Telecomunicaciones,
Urbanismo e Infraestructura

Hon
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CAMARA DE REPRESENTANTES

P. de la C. 517

17 DE ENERO DE2077

Presentado por el representante Rittera Ortega

Referido a 1a Comisi6n de Transportaci6n e Infraestructura

LEY

Para afladir un apartado (21) en el inciso (c) del Articulo 2.25 de la Ley 22-2000, segnn
enmendada, conocida como "Ley de Vefuculos y Tr6nsito de Puerto Rico", a fin
de permitir a las personas con Ia condici6n epilepsia cr6nica estar entre ias que se

autorizal a estacionar en 6reas designadas para personas con impedimentos.

EXPOSiCION DE MOTIVOS

Segrin la literatura m6dica, la epilepsia es una enfermedad cr6nica de causas
diversas, caracterizada por crisis recurrentes debidas a una descarga excesiva de las
neuronas cerebrales, asociadas eventualmente con diversas manifestaciones clinicas y
paraclinicas (OMS). No todas las personas que padecen una crisis epil6ptica se

diagnostican de epilepsia. Se consideran epil6pticos cuando padecen por lo menos dos
convulsiones.

Una crisis epil6ptica ocurre cuando una actividad anormal el6ctrica en e1 cerebro
causa un cambio involuntario de movimiento o funci6n del cuerpo, de sensaci6ry en la
capacidad de estar alerta o de comportamiento. La crisis puede durar desde unos
segundos hasta varios minutos. Hay m6s de 20 tipos diferentes de crisis epil6pticas.

\
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Los sintomas que experimenta una persona durante una crisis epil6ptica
dependen del lugar en el cerebro en el cual ocurre la alteraci6n de la actividad el6ctrica.
Una persona que tiene una crisis tonicocl6nica (tambi6n llamada de grand mal) puede
gritar, perder el sentido y desplomarse al piso, ponerse rigido y con espasmos
musculares. Otro tipo de crisis epilCptica es la denominada crisis parcial compleja, en la
que el paciente puede parecer conJundido o aturdido y no podrd responder a preguntas
ni inskucciones. Otras personas tienen ataques muy leves que ni siquiera son notados
por otros. Algunas veces, la rinica manifestaci6n de la crisis epil6ptica es un parpadeo
r6pido o algunos segundos de mirada perdida con desconexi6n del medio; a este tipo
de crisis epil6ptica se lo denomina ausencia y es relativamente frecuente en la infancia.

La epilepsia puede tener muchas causas; en unos casos es debida a lesiones
cerebrales de cualquier tipo (traumatismos craneales, secuelas de meningitis, fumores,
etc.) pero en muchos casos no hay ninguna lesi6ry sino rinicamente una predisposici6n
de origen gen6tico a padecer las crisis. Con tratamiento m6dico es posible el control de
las crisis en un elevado porcentaje de pacientes.

Dado que una persona con este padecimiento puede estar ocasionalmente
afectada en su movilidad al punto de requerir asistencia, es justo que est6n incluidas
dentro de la relaci6n de condiciones que justifican el permiso de estacionamiento para
las personas con impedimentos.

DECRETASE POR IA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

Secci6n 1.-Se afrade un apartado (21) en el inciso (c) de1 Articulo 2.25 de la Ley

2 22-2000, segrin enmendada, que 1eer6 como sig-ue

L
\a

1

f,

J

4

5

6

8

9

"Articulo 2.25.-R6tulos removibles - Expedici6n autorizando estacionar en

6reas designadas para personas con impedimentos.

EI Secretario expedir6 permisos para estacionar en 6reas designadas para

personas con impedimentos en forma de r6tulos removibles, a toda Persona cuyo

impedimento permanente o de duraci6n indefinida le dificuite e1 acceso a lugares o

edificios por estar limitada sustancialmente en su capacidad de movimiento, con

sujeci6n a las siguientes normas:

(u)10



3

I (.)

2

J

4

5

6

(21) Epilepsia cr6nica- previo a certificaci6n m6dica que

especifique que la movilidad del paciente est6

sustancialmente afectada y que sea expedida por un m6dico

especialista

Secci6n 2.-Esta Ley entrard en vigor inmecliatamente despu6s de su aprobaci6nfr
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SENADO DE PUERTO RICO

7 de noviembre de 2018

Informe Positivo sobre el

P. de la C. 719

AL SENADO DE PUERTO RICO:

La ComisiOn de Turismo y Cultura del Senado de Puerto Rico, previo estudio y

consideraciOn del Proyecto de la Câmara 719, presenta a este Alto Cuerpo Legislativo el

Irilorme Positivo de la medida, con enmiendas

ALCANCE DE LA MEDIDA

El Proyecto de la Camara 719, tiene como propOsito enrnendar el Articulo 3 de la

Ley Nüm. 99 de 22 de junio de 1961, segün enmendada, conocida como “Ley para crear

Ia Comision Denominadora de Estructuras y VIas Publicas de Puerto Rico”, a los fines

de utilizar nombres de personas que no han fallecido, para realizar Ia designaciOn; y

para otros fines relacionados.

ANALISIS DE LA MEDIDA

La ComisiOn de Turismo y Cultura del Senado de Puerto Rico; en adelante

ComisiOn, como parte de la evaluaciOn del Proyecto de la Camara 719, solicitO un

memorial explicativo al Instituto de Cultura Puertorriquefla, el cual nos fue remitido.



2

El Instituto de Cultura Puertorriquena, en adelante ICP, expresO en su

memorial que Ia Ley Nüm. 99 de 22 de junio de 1961, segun enmendada, creó la

ComisiOn Denominadora de Estructuras y Vias Publicas del Estado Libre Asociado de

Puerto Rico. Esto, con elfin de establecer las normas v procedimientos para designar

con nombres de personas ilustres. De esta manera, perpetuando su memoria en los

edificios, escuelas, hospitales, vIas y obras piiblicas.

Menciona quo el Articulo 3, de Ia Ley Num. 99, supra, dispone que “Salvo en

aquellos casos en que la dependencia titular tie un imnueble páblico haya negociado un contrato

válido de derechos de designacio’n por tiempo determinado; o en Los casos gue La Asamblea

Legislativa 10 disponga expresamente, POT excepcidn a Los dispuesto en esta Ley (enfasis

nuestro), La Comisión Denonzinadora de Estructuras y VIas Püblicas del Estado Libre Asociado

tie Puerto Rico seth el organistno que, previa consulta con el Gobierno Municipal o La agencia o

dependencia estatal correspondiente, aprobard Los nombres que le rnunicipio o agencia titular

proponga para Los Jiospitales, escuelas, urban izaciones pñblicas, cornplejos de viviendas tie

cualquier tipo oforina, edificios tie cualquier tipo tie uso, carreteras, caininos y otras estructuras

y edificios püblicos que en adelante seaiz construidos en Puerto Rico pore! Gobierno Estatal o sus

agencias e instrurnentalidades, o con fondos esta tales en combinacidn con fondos fetierales a

municipales, siempre que la aportacidn estatal ofederal sea mayor que La municipal...”

A su vez senala, que el articulo 5.5 del Reglamento de Ia ComisiOn

Denominadora establece que en ningün caso se consideraran nombres de personas

vivas para hospitales, escuelas, urbanizaciones publicas, complejos de viviendas,

edificios, carreteras, carninos, edificios publicos y otras estructuras. Dicha disposiciOn

surgiendo del mandato expreso de la SecciOn 3 de Ia Ley. Nürn 99, supra, Ia cual prohibe

Ia denominaciOn de estructuras y vIas publicas con nombres de personas quo no hayan

fallecido.
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Este expresa Ia preocupaciOn de que en el transcurso de su vida, la persona cuya

estructura lleva su nombre, pueda cometer algun delito o acciOn que no sea socialmente

aceptable.

No obstante, el Instituto de Cultura reiteradamente, ha reconocido la discreciOn,

que por virtud de Ley posee la Asamblea Legislativa, para denominar estructuras y vIas

publicas, sin sujeciOn a Ia Ley de la Comision Denominadora de Estrucinras y VIas

Piiblicas. RazOn por la cual recomienda la aprobaciOn del proyecto, para que sea

convertido en Ley.

CONCLUSION

Luego de considerar el Proyecto de Ia Camara 719, y analizar y estudiar el

memorial explicativo del Instituto de Cultura Puertorriquena; Ia CornisiOn de Turismo y

Cultura del Senado de Puerto Rico tiene el honor de recomendar a este Honorable

Senado, la aprobaciOn de la presente medida, con enmiendas.

Resgetuosarneftte,sometido,

//

(jdse 0. Perez Rosa
Fresidente
Con,isiOn de Turismo y Cultura
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Para enmendar el Articulo Seccidn 3 de la Ley Num. 99 de 22 de junio de 1961, segün
em-nendada, conocida como “Ley pam crcar la ComisiOn Denominadora de
Estructuras y VIas Publicas de del Es (ado fibre Asociado de Puerto Rico”, a los fines
de utilizar nombres de personas que no han fallecido, para realizar Ia designaciOn;
y para otros fines relacionados.

EXPOSICION DE MOTIVOS

La Ley Nüm. 99 de 22 de junio de 1961, segUn enmendada, crea Ia CornisiOn
Denon-ijnacjora de Estructuras y VIas Püblicas del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, con
ei propOsito de determinar los nombres que deberan lievar todas las estructuras
pubhcas construidas en Puerto Rico, mediante un proceso responsable y razonable.

Durante los pasados aflos ha sido una práctica gubernamental el designar
estructuras y vIas pubhcas con nombres de ilustres puertorriqueños que aI momento de
Ia designaciOn se encontraban con vida, y no faliecidos como io dispone la Ley. En
ocasiones la práctica ha sido criticada, ya que se ha generado la preocupaciOn de que en
ci transcurso de su vida, Ia persona cuya estructura Ileva su nombre puecla cometer
algun delito u otro tipo de acciOn que no sea socialmente aceptable. La opiniOn tiene un
cierto grado de prejuicio, ya que sugiere que las personas eventualmente cometerãn
errores o dejaran de ser modeios de reconocimiento e inspiraciOn.
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Con ci propOsito de solucionar y evitar la ambiguedad en una icy que se utiliza a
menudo, yr poder reconocer a los miembros ilustres de nuestra sociedad en vida, esta
Asamblea Legislativa entiende meritorio aprobar esta lz€ medida.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGJSLA TI VA BE PUERTO RICO:

I Seeeien-ArtIculo_1.-Se enmienda el Articulo Seccidn 3 de Ia Ley Num. 99 de 22 de

2 junio de 1961, segun enmendada, conocida como “Ley pan crear Ia CornisiOn

3 Denon-ijnadora de Esfructuras v VIas Publicas de dcl Estado Libre Asociado 4e dcl Es/ado

4 Libre Asociado Puerto Rico”, para que lea como sigue:

5 “Art4eule Seccio’n 3.—Funciones

6 Salvo en aquellos...

7 La ComisiOn debera, dentro de Jo posible, escoger nombres de personas

s ilustres del pasado y otros nombres relacionados con la historia, geografia y la

9 tradiciOn puertorriquefla. La CornisiOn tendra, ademas, facultad para entrar en Ia

10 revisiOn de los nombres por los que hoy dia se conocen las diferentes vias a

11 estructuras del pueblo de Puerto Rico y las demas estructuras del Pals, que están

12 bajo su jurisdicciOn, de acuerdo con lo dispuesto en esta SecciOn. A Ml fin, podra

13 escuchar testigos y recibir evidencia en relaciOn con cualquier cambio que en los

14 nombres se desee realizar en bien del mejor interés publico.”

15 Seeei&i ArtIculo 2.-La ComisiOn Denominadora de Estructuras y Vias Publicas

16 del Gebitee Estado Libre Asociado de Puerto Rico, tomara las medidas necesarias para

17 dar fiel cumplimiento a las disposiciones de esta Ley.
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SccciOn ArtIculo 3.-Esta Ley entrará en vigor inmediatamente despues de su

2 aprobaciOn
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Sobre el P. de la C. 838

AL SENADO DE PUERTO RICO

La ComisiOn de Asuntos Municipales del Senado de Puerto Rico, tras haber estudiado

y considerado el Proyecto de la Camara Mum. 838, de conformidad con las disposiciones

del Reglamento del Senado, recomienda su aprobaciOn con las enrniendas contenidas en

el entirillado elecfrOnico que se acompana.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El Proyecto de Ia Camara Num. 838 propone enmendar el inciso (a) del Articulo 6 de

Ia Ley 31-2012, mejor conocida como “Ley para Viabilizar Ia RestauraciOn de las

Comunidades de Puerto Rico”, a los fines de proveerle a los municipios Ia opciOn de

arrendar inmuebles cuando no puedan ser declarados estorbos püblicos conforme al

procedimiento establecido por 1ev.

ANALISIS DE LA MEDIDA

En Ia ExposiciOn de Motivos de esta medida, se indica que Ia Ley 31-2012, conocida

como “Ley para Viabiizar la RestauraciOn de las Comunidades de Puerto Rico”, fue

adoptada con elfin de que las estructuras abandonadas y solares baldios, entre otros, que
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constituyan estorhos piThlicos, puedan ser expropiados por los municipios, previo ci

debido proceso de ley que cobija al propietario. El propOsito principal de esta medida es

que Ia titularidad del inmueble sea transferida a dichos municipios con Ia intenciOn de

acondicionar los niismos y dane un mejor uso. Ciertamente, y conforme a 10 establecido

por nuestro ordenamiento juridico vigente, habra una justa compensaciOn y se cubriran

otros gastos procesales irtherentes al proceso. Los procedimientos estabiecidos por la Ley

31, supra, no proveen alternativa cuando la propiedad no puede ser declarada estorbo

publico y se ordena a no continuar los procedimientos al amparo de esta Ley.

Por tanto, y con elfin de proveer a los municipios una herramienta adicional en su

interés de desarrollar sus jurisdicciones conforme a Ia poiftica publica plariificada, esta

Asamblea Legislativa enhende meritorio facultarlos con Ia oportunidad de ser prirnera

opciOn para arrendar la propiedad que estuvo sujeta al proceso de declaraciOn de estorbo

püblico, pero se determinO que Ia propiedad no cumple con los requisitos para ser

declarada como tal. Segun ci legislador, esto brinda Ia oportunidad a los municipios de

continuar con sus planes de desarrollo y crear un clima de colaboraciOn entre propietarios

y administraciOn municipal.

HALLAZGOS Y RECOMENDACIONES

La CoinisiOn de Asuntos Municipales del Senado, solicitO sus comentarios y

reacciones sobre Ia medida, a Ia FederaciOn de Aicaldes, AsociaciOn de Alcaldes, Oficina

Gerencia y Fresupuesto (OGP) y el Departamento de Justicia. De las agencias antes

mencionada, la ComisiOn recibiO ponencias o memoriales de OCP y ci Departamento de

Justicia.

La Oficina de Gerencia y Presupuesto, por conducto de su Director, Lcdo. José I.

Marrero Rosado, indica que los municipios son entes con personalidad juridica propia y

como tal pueden adquirir, administrar y arrendar propiedades para los fines que
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entiendan convenientes. En este sentido ya están facultados para arrendar o subarrendar

las propiedades que no logren ser catalogadas como estorbos publicos.

Ademas, recomiendari que el impacto fiscal de esta medida dependera de cuantos

municipios decidan hacer uso de la facultad de negociar con el propietario del bien

inmueble un canon de arrendamiento, y de ilegarse a un acuerdo, el uso que se le brinde

a La facilidad o los términos y condiciones bajo los cuales el mismo lucre posteriormente

subarrendado. Segun OGP, se debe considerar Ia situaciOn fiscal particular de cada

municiplo. For lo tanto, pueden razonablemente concluir que el impacto fiscal del

proyecto es en estos momentos indeterminado.

Tambien, esta ComisiOn recihiO los comentarios de la Lcda. Wanda Vazquez Gareed,

Secretaria del Departamento de Justicia, quien indica quo la alternativa propuesta,

constituye una forma clara de adelantar Ia poiltica publica que recoge Ia Ley Nurn. 31 en

su ArtIculo 2, en cuanto promueve Ia restauraciOn do las comunidades y Ia ocupaciOn de

las estructuras, quo por sus condiciones constituyen amenazas a Ia salud, seguridad y

bienestar do los residentes del area.

Hay que mencionar, ademas, que el Departamento de Justicia aclara que, aunque la

isla enfrenta una grave crisis fiscal, esto se puede interpretar como una nueva carga

econOmica innecesaria para los municipios por el desembolso del canon de

arrendamiento, pero al analizar Ia enmienda propuesta, no es una ohligaciOn para los

municipios utilizar esa facultad. TarnbiEn, opina que al municipio subarrendar Ia

estructura, el desembolso econOmico seria minimo o ninguno, e incluso podria suponer

un ingreso para este, si se negocia un canon por encima del que haya de pagar al

propietario.

Ante esto, ci Departamento de Justicia no tiene objeciOn a Ta aprobaciOn del F. de Ia

C. Num. 838.
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IMPACTO FISCAL MUNICIPAL

La ComisiOn suscribiente entiende que el posible impacto fiscal sobre las finanzas de

los gobiernos municipales es indeterminado, pero podrIa ser positivo silos municipios

utilizan la facultad de arrendar con el propOsito de subarrendar a un canon mayor o de

utilizar el inmueble para actividades que promueven desarrollo econOmico y por

consiguiente aumenten los recaudos municipales.

CONCLUSION

A tenor con lo anterior, Ia ComisiOn de Asuntos Municipales del Senado de Puerto

Rico, previo estudio y consideraciOn del Proyecto de la Camara Num. 838, recomienda Ia

aprobaciOn de Ia medida con las eniniendas contenidas en el entirillado electrOnico que

se acompafia.

Respetuosamente sometido,

ComisiOn de Asuntos Municipales
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Para enmendar el inciso (a) del Arficulo ArtIculo 6 de Ia Ley 31-2012, segün enmendada,
mejor conocida como “Ley para Viabiiizar la Restauración de las Comtmidades
de Puerto Rico”, a los fines de proveerle a Los municipios Ta opciôn de arrendax
los locales innzuebles cuando no puedan ser declarados estorbos publicos
conforme al procedimiento establecido par Icy; y para otros fines relacionados.

EXPOSICION DE MOTIVOS

La Ley 31-2012, conacida como “Ley para Viabilizar Ia RestauraciOn de las

Comunidades de Puerto Rico”, fue adoptada con el fin de que las estructuras
abandonadas, salares baldios, entre otros, y que constituyan estorbos pühlicos, puedan

ser expropiados por los municipios, previo ci debida proceso de ley que cobija ai
propietario. El propOsito principal es que Ia titularidad del predio sea transferida a
dichas municipios con Ia intenciOn de acondicionar los mismos y darle un mejor uso.
Ciertamente, y canforme a lo establecido por nuestro ordenamiento juridico vigente,

habrá una justa compensaciOn y se cubriran otros gastos procesales inherentes al
proceso.
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Dentro de los procedimientos regulados por la Ley 3L supra, están las vistas

necesarias para cumplir con ci debido proceso de Icy y escuchar a todas las partes

inmersas en la expropiaciOn. Se proveen diversas alternativas segün Ia evidencia que

surja en las vistas. Sin embargo, no se provee alternativa alguna cuando Ia propiedad no

es declarada estorbo publico y sc ordena a no continuar los procedimientos al amparo

de Ia Ley 31, supra. Existen otros negocios juridicos que son viables para Ia

administraciOn del inmuebic y que Ia icy no contemplO al momento de ser adoptada.

Uno de los actos de administraciOn viabies lo es ci arrendamiento de Ia propiedad,

sujeto al pago del correspondiente canon de arrendamiento. Dc igual forma ci

municipio pudiera utilizar Ia propiedad para los fines legIfimos que Ia icy permite o

pudiera subarrendar ci predio, sujeto a ciertas clausuias v condiciones. For tanto, y con

ci fin de proveer a los municipios de una herramienta adicional en su mnterés de

desarrollar sus ayuntarnientos conforme a la politica püblica planificada, esta Asamblea

Legislativa entiende nccesario apropiado facultarlos por 1ev con Ia oportunidad do ser

prirncra opciOn para arrendar Ia propiedad sujetas sujeta al proceso de declaraciOn de

estorbo publico, en caso de que se determine quo la propiedad no cumple con los

requisitos para ser doclarado declarada como tal. Esto brinda Ia oportunidad a los

municipios de continuar con sus planes de desarrollo y crear un clima de colahoracion

entre propietario y adminisfraciOn.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

SecciOn 1.-Se enmienda ci Articulo 6 de la Léy 31-2012, segün enniendada, para que

2 lea como sigue:

3 “Articulo 6.-Vista; Oficial Examinador; Orden. -

4 El Oficial Examinador será un Ingeniero Licenciado con cinico (5) años do

5 cxperiencia...

6 La vista solicitada por el propietario, poseedor o persona con interés se

7 celebrara ante un oficial examinador designado por el Municipio, quien

8 escuchara Ia prueba y dictara una orden a los efectos siguientes:

9 (a) Si se determina que la propiedad no dehe calificarse como estorbo piThlico,

10 se concluiran los procedimientos, y se excluira la propiedad de los efectos
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I de esta Ley. Sin embargo, ci Municipio podra iniciar un proceso de

2 consulta con el propietario para arrendar el pred4o inmueble, mediando un

3 justo canon con el arrendador, y asi poder realizar otros actos de

4 administraciOn tales como entrar en pleno uso de la propiedad o

5 subarrendar el mismo. El Municipio tendra un turno preferente de haber

6 varios interesados.

7
1•

8 SecciOn 2.-Esta Ley comenzará a regir inmediatamente despues de su aprobaciOn.
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AL SENADO DE PUERTO RICO

La Con-risi6n de Asuntos del Consumidor y Sen,icios Priblicos Esenciales, previo
estudio, consideraci6n y de conformidad con 1as disposiciones del Reglamento de1

Senado, recomienda 1a aprobaci6n del Proyecto de la Cimara 1244, con enmiendas.

ALCANCE DE LA MEDIDA

Para enmendar eI Articulo 3 de 1a Ley Nnm. 209-2016, conocida como "Ley para
la Transparencia en el Recibo de Compra", a los fines de prohibir, e1 cobro de cargos por
servicio en establecimientos cornerciales dedicados a Ia venta de comida y/o bebidas
alcoh6licas, excepto cuando el servicio prestado sea requerido por el cliente; y para otros
fines reiacionados.

ANALISIS DE LA MEDIDA

Surje de 1a exposici6n de motivos del Provecto de la Cdmara L2M, que durante 1a

pasada Asamblea Legislativa, se aprob6 la Lev Nr1m. 209-2016, conocida como "Ley para
la Transparencia en el Recibo de Compra". La misma tiene como prop6sito proltbir la
opacidad er-r el recibo de compra de los consumidores puertorriqueflos, cuando dichos
servicios son inexistentes o no susceptibles de ser corloborados".

Esta Asamblea Legislativa ha sido consistente en establecer que el cobro de
cualquier cargo por servicio debe ser voluntario y no puede imponelse ninguna
obligatoriedad sobre dicho pago. Por tanto, es menester de esta Asamblea Legislativa
prohibir de manera categ6r'ica y contundente e1 cobro de cualquier cargo por servicio en
el caso de los establecimientos comerciales dedicados a 1a venta de comida o bebidas
alcoh6licas, excepto cuando e1 servicio prestado sea requerido por e1 cliente.

-()

-\



Comisi6n de Asuntos del Consumidor v Sen icios Priblicos Esenciales
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Para e1 andlisis del P. de Ia C. 7244, se solicitalon 1os memoriales Previamente
remitidos a la Comisi6n de Asuntos del Consumidor, Banca y Seguros de la Cimara de
Representantes. Estos incluyen al Departamento de Justicia, e1 Departamento de
Hacienda y la Asociaci6n de Restaurantes de Puerto Rico. De igual forma, esta Comisi6n
solicit6 memoriales al Departamento de Asuntos del Consumidor, la Asociaci6n de
Induskiales, la Cdmara de Mercadeo, Industria v Distribuci6n de Alimentos, el
Departamento de Justicia, el Cenko Unido de Detallistas v a 1a C5mara de Comercio de
Puerto Rico. De los cuales se lecibieron, al momento de 1a redacci6n de este informe, los
comentarios de la C6mara de Cornercio, el Depaltamento de Justicia y Ia Cdmara de
Mercadeo, Industria y Distribuci6n de Alimentos.

La Secretaria de1 Departamento de Justicia, Lcda. Wanda V6zquez Garced, indic6
que Ia Lev Nrim. 209-2016 prohibi6 a 1os establecimientos comerciales cobrar una cantidad
de dinero por concepto de cargos por servicios, cuando dichos servicios son inexistentes
o no susceptibles de ser corroborados; v cuando dichos sen'icios son necesarios v r-ro

opcionales para eI prop6sito que se ofrecen con relaci6n al bien o selvicio principal objeto
de la transacci6n comercial. Dicl-ro estatuto define como establecimiento comercial
cualquier persona natural o juridica que ofrezca en venta, alquiler, permuta o traspaso
cualquier tipo debienes o servicios que est6n en el comercio de 1as personas.

Vdquez Garced, afrade que en vista de que 1as normas aplican a la venta o servicio
de cualquier bien en el cornercio de las personas, se concedi6 la facultad fiscalizadora al
Secretario del Departamento de Asuntos del Consumidor (DACO), el Presidente de la

Junta Reglamentadora de las Telecomunicaciones y al Comisionado de Instituciones
Financieras. AdemAs, dicho articulo aclara que 1a jurisdicci6n del Secretario del DACO,
abarca e incluye a 1os establecimientos comerciales que operen en instalaciones turisticas,
incluyendo a 1as propias hospederias, hoteles o cualquier clasificaci6n similar dentro de
la industria turistica puertorriquefla. En sintesis, las normas antes descritas aplican por
igual a todos los establecimientos comerciales independientemente su localizaci6n o
pertenencia a industria particular.

De igual forma, indica el Departamento de Justicia que, con e1 prop6sito de
proteger a los consumidores de las prdcticas v anuncios que creen o tiendan a crear una
apariencia falsa o engaiiosa sobre 1os bienes o sen,icios ofrecidos en e1 comercio, el DACO
aprob6 el Reglamento Nrirn. 8599 titulado "Reglamento contra practicas y anuncios
engaiiosos" del 29 de mayo de 2015. EI citado Reglamento cobija bajo el t6rmino
comerciante a todo proveedor de bienes y servicios; cualquier persona natural o juridica
que ofrece para la venta, arrendamiento o realiza transacciones comerciales en Puerto
Rico o de bienes o servicios a consumidores.

Asimismo, maneciona en su memorial que en 1a Regla 5 inciso cc del mencionado
Reglame.to, se define 1o que es u. recibo de compra como "el documento escrito o
resguardado que expide e1 comerciante al consumidor de una transacci6n, al efectuarse
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el pago por cualquier medio". Por otro lado, 1a Regla 19, sobre recibo de compra, indica
que se requiere que en toda transacci6n de compravellta de productos, articulos o

servicios, todo comerciante expida al consumidol uu recibo de compra. E1 recibo de
compra funciona como un documento acreditativo que tiene el consumidor de que se

1lev6 a cabo una h'ansacci6n de negocios. Ni el consumidor ni el comerciante, podrdn
condicionar Ia aceptaci6r-r o expedici6n del recibo a que refleje informaci6n incorrecta.

Por otro lado, sostiene el Departamento de Justicia, en el r'ecibo debe constar
legiblemente 1a hora 1, fecha de la trausacci6n, 1a naturaleza de1 producto o servicio,
1a persona o entidad que recibe el pago, la cantidad del pago y el m6todo de pago
usado. Asimismo, el recibo de compra debe tener los caracteres impresos o escritos
en materiales perdurables, enti6ndase tinta y papel permanente, que garanticen 1a

preservaci6n de la informaci6n impresa por un t6rmino mayor de un (1) aflo o pol el
t6rmino que se extienda la garantia del bien adquilido y/o el servicio rendido, 1o que
sealIlayor.

A tenor con los fundamentos altes rnencionados, el Departamento de Justicia
recomierrda la aprobaci6n del P. de Ia C. 7244. A srvez, recomienda auscultar la opini6n
del DACO.

I-a C6mara de Mercadeo, Industria y Distribuci6n de Alimentos (MIDA),
compareci6 por conducto de su Vicepresidente, Sr. Mauuel Reves Alfonso. Senala MIDA
que su entidad representa al sector de alimentos, pero desde el 6mbito del supermercado
hacia atr6s en Ia cadena por 1o que no representan restaurantes. Entiende que 1a presente
medida va dirigida a ese sector por lo que recomiendan se ausculte la opiui6n del Centro
Ur-rido de Detallistas, la Asociaci6n de Restaurar-rtes de Puerto Rico y a la C6mara de
Comercio.

La Cimara de Comercio de Puerto Rico (CCPR), consign6 su posici6n por medio
de su presidenta Alicia Lamboy Mombille. ManiJiesta la CCPR que es una entidad sin
fines de lucro que agrupa a mds de 1,000 empresas, adem6s de asociaciones aJiliadas. A
su vez, es 1a portavoz de 1os negocios en Puerto Rico, representando todas las actividades
comerciales, industriales, profesionales y los que constituyen 1a base fundarnental de Ia
economia puertorriquefla. Su misi6n es promover el fortalecimiento de la empresa
privada y 1a integraci6n multisectorial, para fomentar el desarrollo socioecon6mico
sostenible en Puerto Rico y una mejor calidad de vida. La CCPR representa al comercio y
la industria, de todos los sectores de la isla.

Indica Lamboy Mombille que la Ley 209-201.6 se aprob6 con e1 fin de prohibir a los
establecimientos comerciales cobrar una cantidad de dinero por concepto de cargos por
servicios, en ciertos casos particulares. Durante la evaluaci6n de la mencionada Ley, 1a

CCPR expres6 su oposici6n a la medida principalmente por entender que el Reglamento
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Conlra Pr6cticas y Anuncios Engaflosos, Reglamento Nrlm. 8599 del DACO, regula lo
que se pretendia legislar en aquel momento.

Para la evaluaci6n del PC 1244, 1a CCPR sostiene su oposici6n por entender que el
mencionado Reglamento tiene "el prop6sito de proteger a los consumidores de las

pr6cticas y anuncios que creen o tiendan a crear una apariencia falsa o engafrosa sobre
bienes o servicios ofrecidos en el comercio."

Conforme a lo antes expresa, le parece a la CCPR irnprocedente que se atienda por
legislaci6n algo que est6 regulado y que cae bajo la cornpetencia del DACO. Esta

Comisi6n entiende que es erada la posici6n de CCPR. Lo anterior se debe a que la
politica pfblica del Gobierno de Puerto Rico, asi como 1os limites de Ia autoridad de
DACO son delineados p01 esta Asamblea Legislativa.

La Asociaci6n de Restaurantes de Puerto Rico (ASORE) indic6 que la presente
medida parece confundir los t6rminos "cargo por sen,icio" y "propinas". .A1 dia de hoy,
nrediante Ia Ley 209, st4pra, v e1 Reglamerrto para Prol-ribir las Prdcticas 1, Anuncios
Engaflosos, Reglamento Nrim. 8599 de ma1,o de 2075, no es permitido cobrar un cargo
por servicio que no sea definido y notificado a1 consumidor. Por 1o tanto, el pago del
cargo por servicio no es disclecional. Asi es tambi6n, en los Estados Unidos, incluso, el
lrrternal Reverrue Serr-ice (IRS) se ha ocupado de definir qua es un cargo por servicio y
qua es una propina.

Debemos serialar que esta Honorable Comisi6n conoce la diferencia entre una
propina y un cargo por sen,icio. De igual forma, ASORE reafirma nuestra posici6n sobre
e1 cargo por servicio. Su posici6n sobre 10 discrecional sucumbe ante la realidad de que
e1 cargo puede cobrarse si es definido y notificado. Esta Honorable Comisi6n tiene
conocimiento de restaurantes que cobran el cargo por servicio arin cundo los servicios al
cliente son similares a otros que no cobran dicho cargo.

De igual forma, ASORE entiende que el cargo por servicio no es opcional para el
cliente, sino que es un cargo que se incluye en 1a cuenta por algfn concepto. Entre los
ejemplos que eI IRS utiliza se encuentra e1 cargo por servicio que se aplica
automAticamente en restaurantes a los grupos grandes, o para eventos en salones de
banquetes, paquetes de viajes de crucero, servicio en habitaci6n de hoteles y cargo por
servicio de botella ("descorche"). Los cargos por servicio tambi6n se aplican por
instituciones bancarias y por las compafrias que se dedican a la venta de boletos para
eventos. E1 ordenamiento vigente solo prohibe el cargo por servicio sobre servicios
inexistentes o que no sean susceptibles de ser corroborados por el consumidor. A tales
fines, la Comisi6n de Asuntos de1 Consumidor, Banca y Seguros durante su evaluaci6n
de la medida, incluy6 una enmienda para disponer que, de cobrarse algrin cargo, e1

rnismo tiene que especificar claramente en qu6 se basa para que e1 cliente tenga pleno

/

v
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conocimiento del mismo v consienta a pagarlo; no que se establezca el t6rmino de "cargos
por servicio" sin rnes explicaci6n.

La Subsecretaria del Departamento de Hacienda, Roxana Cruz Rivera indic6 que,
luego de exarninar la intenci6n legislativa de la pieza de referencia, la misma no tiene
ningrin de efecto en alguna de las leyes que admirtstra el Departamento o leyes especiales

que queden dentro de su inherencia, asi corno dentro de las funciones del Secretario,
segrin descritas previamente.

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

Luego del debido andlisis del Proyecto de la C5mara 1244, la Comisi6n de Asuntos
del Consurnidor v Serr.icios Pdblicos Esenciales del Senado tiene a bien recomendar a

este Alto Cuerpo, su aplobaci6n con las elrmiendas contenidas en el Entirillado
Electr6nico que se acompaiia con este In-forme.

De igual folma, se entiende que con 1as enmiendas introducidas por esta Comisi6n
se sopesan las preocupaciones vertidas por parte de 1as entidades citadas en este In{orrne.

Respetuosamente s etido,

Hon.
Presi

l1 uez Nieves
nta

Comisi6n de Asuntos de1 Consurnidor v Servicios Priblicos Esenciales
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LEY

Para enmendar el Articulo 3 de la Lev Miir. 209-201,6, conocida como "Lev para la
Transparencia en el Recibo de Cornpra", a los fines de prohibir, el cobro de cnrgos

r sen icio en eleas+de los flege,elerySlabkd1J-1lu!9:JpltEtgd$ dedicados a la
venta de contida t1/q bebidas alcoh6lic
eera+lda, excepto cuando el servicio prestado sea requerido por el clientereleebre

y para oftos fines relacionados

EXPOSICION DE N{OTiVOS

Durante la pasada Asamblea Legislativa, se adopt6 1a Ley Nrirr. 209-2076,
conocida como "Le1, para Ia Transparencia en e1 Recibo de Compra". La misma: "tiene
como prop6sito prohibir la opacidad en e1 recibo de compra de los consumidores
puertorriqueflos, cuando dichos servicios son inexistentes o no susceptibles de ser
corroborados."

CAMARA DE REPRESENTANTES

J

N
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Esta Asamblea Legislativa ha sido consistente en establecer que el cobro de
cualquier cargo por servicio debe ser rzoluntario y no puede imponerse nilrguna
obligatoriedad sobre dicho pago.

Por tanto, es menester de esta Asamblea Legislativa prohibir de manela
categ6rica y contundente el cobro de cualquier cargo por servicio en e1 caso de los
neg€€i€s establecinrientos conterciales dedicados a la venta de conida v/o bebidas
alcoh6licas ),-al€€he+, excepto cuando el servicio prestado sea requerido por el cliente

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LECISLATIVA DE PLJERIO RICO:

Secci6n 1.-Se enmienda el Articulo 3 de la Ler. Nilnt.209-2076, para que lea como

2 slgue:

6

,1

3

"Articulo 3.-Alcance

EI documento acreditativo o recibo de compra de los establecimientos

comerciales que ofrezcan en venta, a1qui1er, permuta o haspaso de cualquier tipo

de bienes o servicios que est6n en el comercio de 1as personas no podrd incluir 1a

frase "cargo por serwicio", su denominaci6n en ingl6s o cualquier otro rengl6n

que sea utilizado para incluir cobros no optativos, no opcionales y que no hayan

sido expresamente autorizados por el consumidor, ni disposiciones sobre cobrar

una cantidad de dinero por concepto de cargos por servicios, cuando dichos

servicios son inexistentes o no susceptibles de ser corroborados por el

consumidor aI momento de percibir el servicio o adquirir el bien. En relaci6n a

esto, no puede. gravarse con cargos adicionales separados de1 precio los

servicios b6sicos accesorios cuando dichos servicios son necesarios y no

operacionales que se ofrecen para que er consumidor reciba er bien o servicio

J
nrj

\
10

9

t1

1l

r3

t4

l5

med+das eeme estas
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L(

S

principal que se ofrece. Cualquier cargo complementario o accesolio a1 bien o

servicio plincipal objeto de una transacci6n comercial que no sea optativo u

opcional deberd estar desglosado, explicado y detallado de 1a misma forma 1.

tipo junto al bien o servicio principal objeto de 1a kansacci6n comercial junto a su

costo final para el consumidor en todo documento acreditatir.o dirigido al

consumidor o con intenci6n de persuaclirle en su decisi6n de compra. Lo

anterior, tambi6n serd de aplicaci6n a las transacciones comerciales er-r pdginas

cibern6ticas de r,enta en linea. Se prohibe expresamente el cobro del cargo por

serr,icio er-r los r+egeeies estnbLecinientos conrcrciales dedicados a la venta de conida

y1p bebidas alcoh6licas y negeeies dedieades a la venta de eemida, excepto

cuando el servicio prestado sea requerido por el cliente."

Secci6n 2.-Esta Ler. er-rtrar6 en vigencia inmediatamente despu6s de su

I
r.J
\

t0

9

11

l2

13 aprobaci6n.



18", Asamblea
Legislativa

ORIGINAL

GOBIERNO DE PUERTO RICO

SENADO DE PUERTO RICO

P de la C. 1504

4lu Sesi6n
Ordinaria

/

INFORME POSITIVO

de noviembre de 2018

AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisi6n de Innovaci6n, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraesfructura,
previo estudio y consideraci6n del Proyecto de la C6mara 1504, tiene a bien recomendar
a este AIto Cuerpo 1a aprobaci6n de esta medida, sin enmiendas.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El P. de Ia C. 1504 tiene el prop6sito de enmendar los Articulos 75,79 y 82 de 1a

"Ley de Servicio Priblico," Ley Nr1m. 109 de 28 de junio de 7962, segun enmendada, a

ios fines de disponer un mecanismo para e1 pago de la cuota anual de las Empresas de

Red de Transporte ("ERT"), prohibir el discrimen en 1as tarifas o servicios de 1as ERT,

aumentar 1a transparencia en las tarifas a los consumidores, facultar para expedir
multas por violaciones, facilitar la operaci6n en Puerto Rico de las ERT y para otros
fines relacionados.

ANALISIS DE LA MEDIDA

Segun la exposici6n de motivos la presente Administraci6n ofreci6 al Pueblo de

Puerto Rico su visi6n de lo que debia ser el Nuevo Puerto Rico a trav6s del llamado

Plan para Puerto Rico. Dicho Plan fue refrendado en las urnas, enviando un claro

mandato del electorado para su implantaci6n. Para cumplir con las promesas

contenidas en el Plan, la Asamblea Legislativa promulg6 la "Ley de Transformaci6n

Administrativa de la Comisi6n de Servicio Priblico," Ley 75-2017, la que, a su vez,

enmend6 sustancialmente la "Ley de Servicio P: -blico," Ley Nrim. 109 de 28 de junio de

1962, segrin enmendada.

+
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Indica la medida que Ia pasada administraci6n desaprovech6 la oportunidad de

moverse hacia el futuro en las tendencias de transporte incorporando un marco juridico

dentro del cual pudieran operar las ERT, provocando confusi6n en ia Industria y en el

propio Gobierno. Lo que provoc6 pleitos judiciales innecesarios y mayor confusi6n.

Con la aprobaci6n de la Ley 75-2077, se dio un paso para modernizar 1a

operaci6n de 1as empresas de servicio priblico en Puerto Rico. Parte de esa

modernizaci6n fue disponer e1 marco legal en el que operar6n las ERT en Puerto Rico.

La medida nos recuerda que las ERT son parte de las nuevas tendencias en las

economias mundiales. Es por ello que el Gobierno de Puerto Rico debe ser dgil para

facilitar su entrada al mercado, fomentando el desarrollo de nuevas alternativas y la

m6s amplia competencia en beneficio del pueblo que utiliza sus servicios. Aumentar las

altemativas de transporte crea nuevos empleos y facilita el movimiento de personas 1o

que abona al crecimiento econ6mico.

Concluye 1a medida que se hace necesario que enmendemos la Ley 75-20"17 alos

fines de aclarar el marco de responsabilidad de 1as ERT cuando un conductor de ERT

incumple 1as disposiciones de la I,ey 75-2077 o de cualquier Reglamento aprobado bajo

su poder delegado, cuando no medie culpa o negligencia de la ERT. Adem6s, elimina lo

relativo a 1a cuota anual que deben pagar las ERT para poder operar en Puerto Rico,

dejando esto en manos de Ia Comisi6n de Servicio Priblico. Y establece un sistema de

pago alterno de la cuota anual para facilitar la operaci6n de las ERT y ampliar ia oferta a

1os consumidores.

Como parte de1 anilisis de la medida, esta Comisi6n, cumpliendo con su deber
mirusterial de evaluar de forma justa y responsable 1a medida bajo nuestra
consideraci6n, examin6 la ponencia sometida por el Presidente de la Comisi6n de
Servicio Priblico de Puerto Rico a la Comisi6n de Gobierno de la Cdmara de
Representantes de Puerto Rico, donde el Presidente aval6 la medida con varias
enmiendas que fueron incluidas en e1 proyecto final aprobado por la Cdmara
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Luego de una evaluaci6n y an6lisis ponderado con relaci6n a esta medida que

nos ocupa, y por las razones anteriormente expresadas, la Comisi6n informante
recomienda este Informe Positivo.

CONCLUSION

La economia compartida ("sharing economy") sigue en avance. La misma trae

importantes desarrollos socio-econ6micos y 1a oportunidad de crear nuevos empleos y

de ofrecer nuevos servicios. Se ha sostenido por algunos estudios que 1os sistemas de

fuansporte compartidos traen una reducci6n de ia congesti6n vehicular. La ausencia de

un sistema de transporte priblico a nivel de toda la Isla hace esencial el desarrollo de las

ERT. El movimiento de personas de forma efectiva es fundamental para e1 desarrollo

econ6mico.

Con esta medida avanzamos el marco reg-ulatorio establecido mediante La "Ley

de Transformaci6n Adminislrativa de la Comisi6n de Servicio Pr1b1ico", Ley 75-2077 y

aclaramos y expandimos dicha Ley para alirnentar e1 crecimiento de este novel sistema

de transporte.

Por todo 1o antes expuesto v en aras de hacer justicia y brindarle a la ciudadania

los mecanismos para salvaguardar sus intereses propietarios y derecho a transitar, la

Cornisi6n de Innovaci6n, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura del Senado

de Puerto Rico recomienda a este Alto Cuerpo la aprobaci6n del P. de 1a C. 1504, sin

enmiendas,

Res

eano Correa

Comisi6n de Innovaci6n, Telecomunicaciones,
Urbanismo e Infraestructura

a

samente som

Hon. Miguel A
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Referido a la Comisi6n de Gobierno

LEY

Para enmendar los Articulos 75,79 y 82 dela "Ley de Servicio Priblico," Ley Nrlm. 109 de
28 de junio de 7962, segfn enmendada, a 1os fines de disponer un mecanismo para
e1 pago de 1a cuota anual de las ERT, prohibir el discrimen en las tarifas o servicios
de las ERT, aumentar la transparencia en las tarifas a los consumidores, facultar
para expedir multas por violaciones, facilitar la operaci6n en Puerto Rico de 1as

Empresas de Red de Transporte, y para otros fines relacionados.

EXPOSICION DE MOTIVOS

La presente Administraci6n ofreci6 al Pueblo de Puerto Rico su visi6n de 1o que
debia ser e1 Nuevo Puerto Rico a trav6s del llamado Plan para Puerto Rico. Este Plan fue
refrendado en las urnas, enviando un claro mandato de1 electorado para su implantaci6n.
Para cumplir con las promesas contenidas en el Plary esta Asamblea Legislativa
promulg6 la "Ley de Transformaci6n Adminiskativa de la Comisi6n de Servicio
Ptblico," Ley 75-2077,Ia que, a su vezl erunend6 sustancialmente la "Ley de Servicio
Priblico," Ley Nrim. 109 de 28 de junio de 1962, segrin enmendada.

Lamentablemerrte, la pasada administraci6n desaprovech6 la oportunidad de
moverse hacia e1 futuro en las tendencias de transporte incorporando un marco juridico
dentro del cual pudieran operan las Empresas de Red de Transporte ('ERT"),
provocando confusi6n en la Industria y en e1 propio Gobierno. Esto provoco pleitos
judiciales innecesarios, que solo provocaron mayor confusi6n.

\



Con la aprobaci6n de 1a Ley 75-2077, dimos un importante paso para modernizar
la operaci6n de las empresas de servicio priblico en Puerto Rico. Parte de esta
modernizaci6n fue disponer el marco legal en el que operardn las ERT, en Puerto Rico.

Estas ERT son parte de las nuevas tendencias en las economias mundiales. Es por
e1lo que el Gobierno de Puerto Rico debe ser dgil para facilitar su entrada al mercado,
fomentando el desarrollo de nuevas alternativas v 1a mas amplia competencia en
beneficio del Pueblo que utiliza sus servicios. Aumentar 1as alternativas de transporte
crea nuevos empleos y facilita el movimiento de personas lo que abona al crecimiento
econ6mico.

Esta Asamblea Legislativa asume su responsabilidad en ampliar las alternativas
de transporte. La Ley 75-2077, aclaro que Comisi6n de Servicio Priblico es 1a encargada
de regular y fiscalizar a las ERT es la Cornisi6n de Servicio Pr1blico.

Ahora, se hace necesario que enmendemos 1a Ley 75-2077 a los fines de aclarar el
marco de responsabilidad de las ERT cuando un Conductor de Empresas de Red de
Transporte incumple las disposiciones de la Ley 75-2017 o de cualquier Reglamento
aprobado bajo su poder delegado, cuando no medie culpa o negligencia de Ia ERT.
Adem6s, eliminamos lo relativo a la cuota anual que deben pagar las ERT para poder
operar en Puerto Rico, dejando esto en manos de 1a Comisi6n de Servicio Priblico.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO

Secci6n 1.-Declaraci6n de Politica Prlblica

Es Politica Piblica de esta Asamblea Legislativa fomentar la operaci6n de las

3 Empresas de Red de Transporte dentro de un marco de legalidad y responsabilidad. La

Comisi6n de Servicio Priblico podr6 generar ingresos de manera prospectiva de cualquier

) manera que promueva la mayor amplitud de transporte y no sea un impedimento a la

6 inversi6n privada

Secci6n 2.-Se enmienda el Art.75 de la Ley Nrlm. 109 de 28 de junio de 1.962, alos

2

I

7

9

8 fines que lea como sigue

"Articulo 75: Empresas de Red de Transporte - Autorizaci6n y Revocaci6n

l0 (u)

2
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1

6

l

8

(b)

1.

2.

3. Acreditar que requiere que todo vehiculo uti-lizado por un

requisitos de la Ley de Vehiculos y Tr6nsito de Puerto Rico para estar

autorizado a transitar por las vias ptblicas.

4. Acreditar que ha adoptado una poiitica de cero tolerancia[s] al uso v

consumo de drogas ilicitas y alcohol, segrin requerido en e1 Articulo

79 de esta Ley.

5.

6. ...

7. ...

(.) El Presidente, o su representante autorizado, expedird 1a autorizaci6n para

que una ERT pueda operar cuando e1 solicitante cumpla con los requisitos

antes dispuestos [y pague una cuota de registro anual de cinco mil d6lares

($s,ooo.00)l

(,1)

(e)

La Contisiin intpondrd u.n cargo a Ia ERT de diez centaz,os (.10) por tiaje. La

Contisi6n recibird un miximo anual de cinco nil d6lares ($5,000). Ln ERT no podri

3

4

l Conductor ERT para 1a prestaci6n de servicios ERT[,] cumpla con los

g \

9

10

l1

12

13

15

16

'14

11

18

l9

20 U)

21
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5

).

6

7

E

9

4

pasar el argo a los Conductores ERT, ni a los consunidores. La t iolaci6n de esta

disposici6n conllel,ara ln imposici6n de multas segin se establezca por reglamento.

@) La ERT no podrd cobrar tnifas por ztiaje nfis altas, ni dar un trato distinto, ya sea

en lns tnifas o los sen icios que tenga en Ttigencia en lns juisdicciones estatales

dentro de los Estados Unidos. La Contisi6n tendri facultad pnra indagar sobre

pricticas que sean distintas en cuanto a los sen',icios y tnrifas de t iaje n las ofrecidns

en Puerto Rico, los tdrminos dados a los Conductores ERT, y a los consumidores

en Puerto Rico. En caso de lnllarce en z,iolnci1n de esta disposici6n ln Contisiin

tendri el poder para ordenar el cun'Lplintiento o proceder a la imposici6n de multns

segtin se detentine por reglantento.

Secci6n 3.-Se enrnienda el Art. 77 de 1a Ley Nrim. 109 de 28 de junio de 796) , a los

12 fines que lea como sigue:

13 "Articulo 77 .-Tartfa, pagos y recibos

l.+ (u)

15 (b)

l6 (.) En un lapso no mayor de ocho (8) horas siguientes a la terminaci6n de1 viaje,

l7 la ERT se asegurar6L de que un recibo eleck6nico se transmita al usuario. En

18 dicho recibo la ERT detallard:

19

20

2t Un desglose de la tarifa total pagada, incluyendo cunlquier impuesto o

o -....-q

l0

11

1

2.

-f.

cargo reglamentaio cobrado, de ser aplicable.22
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2

J

4

5

(d)

g,6

8

Secci6n 4.-Se enmienda el Art. 79 de 1a Ley Nrim.109 de 28 de junio de 1962, a los

fines que lea como sigue:

"Articulo 79: Cero Tolerancia a1 uso y consumo de drogas ilicitas y alcohol;

prohibici6n de fumar.

(u)

(b)

(c)

(d)

(")

(f)

9

l0

11

t2 (g)

13 En caso de incumplimiento con respecto a las normas v politicas sobre el

l4 uso y consumo de drogas ilicitas y alcohol, la Comisi6n podr6 imponer una multa

l5 administrativa de mil d6lares ($1,000.00) por cada violaci6n al Conductor ERT que

16 inlrinja [con] esta disposici6n [y una multa administrativa de mil d6lares

t7 ($1,000.00) a la ERT por separadol. La imposici6n de la multa admlnistrativa serd

18 independiente a cualquier procedimiento criminal que se lleve contra el

t9 conductor."

20 Secci6n 5.-Se enmienda el Art. 82 de la Ley Nrlm. 109 de 28 de junio de -7962, alos

21 fines que lea como sigue:

22 " Articulo 82: Penalidades; Querellas

)
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El incumplimiento de la ERT o del Conductor ERT a cualquier disposici6n

del presente Capitulo, conllevar6 la imposici6n de una multa de $5,000 por la

primera ofensa, $10,000 por la segunda ofensa, y la revocaci6n de su autorizaci6n

para operar como ERT o Conductor ERT, segiln sea el cnso, en un tercer evento de

incumplimiento."

Secci6n 6.-Supremacia Sobre Otras Leyes

En caso de que 1as disposiciones de esta Ley est6n en conIlicto con las disposiciones

de cualquier otra lev estatal, las disposiciones de esta Ley prevalecer5n.

Secci6n 7.-Cldusula de Separabilidad

Si cualquier cl6usula, p6rrafo, subpdrrafo, oraci6n, palabra, letra, articulo,

disposici6n, secci6n, subsecci6n, titulo, capitulo, subcapitulo, acapite o parte de esta Ley

fuera anulada o declarada inconstitucional, la resoluci6n, dictamen o sentencia a tal efecto

dictada no afectard, perjudicarS, ni invalidar6 el remanente de esta Ley. El efecto de dicha

sentencia quedar6 lirnitado a la cl6usula, pdrrafo, subp6rrafo, oraci6n, palabra, letra,

articulo, disposici6n, secci6n, subsecci6n, titulo, capitulo, subcapitulo, acdpite o parte de

1a misma que asi hubiere sido anulada o declarada inconstitucional. Si 1a aplicaci6n a una

persona o a una circunstancia de cualquier cleusula, p6rrafo, subpdrrafo, oraci6n palabra,

letra, articulo, disposici6n, secci6ry subsecci6n, titulo, capitulo, subcapitulo, acdpite o

parte de esta Ley fuera invalidada o declarada inconstitucional, 1a resolucion, dictamen

o sentencia a tal efecto dictada no afectar6 ni invalidard la aplicaci6n del remanente de

esta Ley a aquellas personas o circunstancias en que se pueda aplicar vilidamente. Es la

voluntad expresa e inequivoca de esta Asamblea Legislativa que los tribunales hagan

,
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1 cumplir las disposiciones y la aplicaci6n de esta ley en 1a mayor medida posible, aunque

3

4

5

2 se deje sin efecto, anule, invalide, perjudique o declare inconstitucional alguna de.sus

partes, o aunque se deje sin efecto, invalide o declare inconstitucional su aplicaci6n a

alguna persona o circunstancia. Esta Asamblea Legislativa hubiera aprobado esta Ley sin

importar la determinaci6n cle separabilidad que el Tribunal pueda hacer.

6 Secci6n 8.-Vigencia

Esta Ley comenzard a regir inmediatamente despu6s de su aprobaci6n.fi
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AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisi6n de Educaci6n y Reforma Universitaria del Senado de Puerto Rico,
recomienda la aprobaci6n de Ia R. C. de la C. U con enmiendas sugeridas en el
entirillado electr6nico.

ALCANCE DE LA MEDIDA

La Resoluci6n Conjunta de la Cimara 64 pretende ordenar al Departamento de
Educaci6n, llevar a cabo un estudio de viabilidad, a fin de determinar Ia posibilidad de
establecer una escuela especializada con un contenido curricular bilingUe dentro de la
jurisdicci6n geogrdfica de algunos de los siguientes municipios: Barranquitas, Orocovis
o Villalbaly para otros fines relacionados.

ANALISIS DE LA MEDIDA

S"go^ surge de la propia Exposici6n de Motivos de la medida y 1o dispuesto, en
el inciso (e) apartado (3) del Articulo L.02 de la Ley 85-2018, conocida como "Ley de
Reforma Educativa de Puerto Rico", las escuelas deben perseguir el dominio de la
comunicaci6n oral y escrita en espaflol e ingl6s para tener estudiantes verdaderamente
bilingties. Seflala que el desarrollo de otros idiomas, cuyo dominio se prev6 como
esencial en un futuro pr6ximo, es imprescindible para los estudiantes de la zona centro-
sur de Puerto Rico.

Sobre el particular, destaca que la Agencia ha establecido, en varias 6reas de
Puerto Rico, las denominadas "escuelas especializadas", las cuales contribuyen a la
formaci6n de un ciudadano capaz de realizarse como ser humano por sus propios
m6ritos. Estas disposiciones sirven como instrumento para que los estudiantes posean
una diversidad de talentos y cuenten con un ambiente de aprendizaie 6ptimo.

Comisi6n de Educaci6n y Reforma Universitaria
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HISTORIAL DE LA MEDIDA

La Resoluci6n Conjunta de la C6mara 64 fue radicada el 8 de febrero de 2017,
aprobada en votaci6n final el 7 de mayo de 2018 y referida en fnica instancia a Ia
Comisi6n de Educaci6n y Reforma Universitaria del Senado el10 de mayo de 2018. Para
la consideraci6n y evaluaci6n de esta medida la Comisi6n de Educaci6n y Reforma
Universitaria celebr6 una Vista Priblica el dia 30 de mayo de 2018, a la que compareci6
el Departamento de Educaci6n. La Autoridad de Asesoria Financiera y Agencia Fiscal
(AAFAF), Departamento de Justicia, Departamento de Educaci6n, Oficina de Gerencia y
Presupuesto y la Oficina para el Mejoramiento de las Escuelas Pfblicas de Puerto Rico
sometieron sus comentarios por escrito.

ANALISIS DE LA MEDDIDA

El Departamento de Educaci6n expres6 ser la identidad gubernamental
responsable de impartir educaci6n primaria y secundaria de carActer ptblico en Puerto
Rico. Indic6 que el Articulo II, secci6n 5 de la Constituci6n de Puerto Rico,le garantiza a
toda persona el derecho a una educaci6n que propenda al pleno desarrollo de su
personalidad y al fortalecimiento del respeto de los derechos del hombre y de las
libertades fundamentales. En ese sentido, destac6 que el DE no se opone a gestionar un
estudio de viabilidad para la creaci6n de escuelas especializadas.

La Autoridad de Asesoria Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico, sostuvo,
considera importante que se tome en consideraci6n lo contemplado en la Ley 85-2018 y
dio deferencia al Departamento de Educaci6n sobre su proceso interno de
reorganizaci6n.

Por su parte, la Oficina de Gerencia y Presupuesto, opin6 de acuerdo con la
literatura disponible, que el proceso de enseflanza y aprendizaje del ingl6s es uno de los
elementos m6s fundamentales para asegurar el buen desempeflo de cualquier
profesional en su trabajo, ya sea en la empresa privada o en el Gobierno. Seflal6 que la
medida propuesta no sufri6 enmiendas significativas en su 6rea de competencia. Por
tanto, entendi6,la medida no dispone de asignaciones presupuestarias.

El Departamento de |usticia seftal6 que segrin lo dispuesto por la Ley 85-2018, el
objetivo global de Ia educaci6n es desarrollar al estudiante al m6ximo de su capacidad y
asegurar que se gradrie preparado en las materias de Ciencias, Tecnologia, Ingenierfa,
Arte y Matem6ticas (STEAM), para que pueda insertarse en el mundo laboral. Seg0n
indic6, entre los diversos programas a ofrecer, se fomentar6 el bilingUismo en la
enseflanza. El Departamento de justicia no tiene objeci6n con la medida.

Comisi6n de Educaci6n y Reforma Universitaria
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La Oficina para eI Mejoramiento de las Escuelas P(blicas de Puerto Rico,
expres6, que se pueden trabajar alianzas para desarrollar el proyecto. Por su parte,
mencion6 que, conforme a la especialidad de la escuela, se requiere contar con una
infraestructura y equipo de especialidad sumamente costoso. Esta agencia entiende que
el cuerpo consultivo de la Secretaria de Educaci6n es quien maneja las estrategias de las
escuelas especializadas.

CONCLUSI6N

Esta Comisi6n, luego de evaluar todos los elementos concernientes a la presente
Resoluci6n Conjunta, es c6nsona con la politica priblica de la Reforma Educativa
aprobada por la Administraci6n, la cual reconoce que las escuelas biling0es son una
herramienta que ofrece un activo importante para nuestros esfudiantes. Adem6s, es

imperativo que cada estudiante de nuestro sistema priblico de ensefranza tenga las
herramientas necesarias para desarrollar las competencias en el campo laboral y que el
idioma no sea una barrera para su desarrollo.

Por todo lo antes expuesto, la Comisi6n de Educaci6n y Reforma Universitaria
del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideraci6n, tiene el honor de
recomendar a este Honorable Cuerpo Legislativo Ia aprobaci6n de la Resoluci6n
Conjunta de la C6mara 64, con las enmiendas sugeridas en el entirrillado electr6nico.

Respetuosamente sometido,

Hon. Axel F.

Presidente
Gracia

Comisi6n de Educaci6n y
Reforma Universitaria

Comisi6n de Educaci6n y Reforma Universitaria
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CAUIRA DE REPRESENTANTES

R. C. de laC.64
8 DE FEBRERO DE 2017

Presentada por el representante Herndndez Alaarado

Referida a la Comisi6n de Educaci6ry Arte y Cultura

RESOLUCIoN CONJUNTA

Para ordenar al Departamento de Educaci6n, llevar a cabo un estudio de viabilidad, a
fin de determinar la posibilidad de establecer una escuela especializada con un
contenido curricular bilingtie dentro de la jurisdicci6n geogr6fica de algunos de
los siguientes municipios: Barranquitas, Orocovis o Villalba; y para otros fines
relacionados.

EXPOSICI6N Og MOTIVOS

Segtln dispuesto en el inciso (8) (el apartado (3\ del Articulo 1.02 de la Ley 85-
2018, conocida como "Ley de Reforma Educativa de Puerto Rico", las escuelas deben
perseguir el dominio de la comunicaci6n oral y escrita en espaflol e ingl6s para tener
estudiantes verdaderamente bilingties. Adem6s, el desarrollo de otros idiomas cuyo
dominio se prev6 como esencial en un futuro pr6ximo. Muy c6nsono con lo anterior, la
Agencia ha establecido en varias 6reas de Puerto Rico las denominadas "escuelas
especializadas", las cuales contribuye a la formaci6n de un ciudadano capaz de
realizarse como ser humano por sus propios m6ritos. Ello, en consideraci6n a que los
estudiantes poseen diversidad de talentos; que el proceso de aprendizaje es natural y
requiere un ambiente 6ptimo de acuerdo a su potencial.
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Estas escuelas proveen al esfudiante los instrumentos necesarios para alcanzar la
excelencia educativa mediante la estructuraci6n de un programa instruccional que
responda a las diferencias y talentos individuales de estos, basado en un contenido
curricular especializado en bellas artes, ciencias y matem6ticas, educaci6n fisica,
tecnologia, bilingtie, producci6n t6cnica de radio y televisi6n y otros proyectos
especiales.

El prop6sito de las escuelas especializadas es desarrollar en el estudiante su
autoestima, para que adquiera excelencia en todos los aspectos de su personalidad, y
capacitarlo para continuar estudios en el 6rea de la especialidad seleccionada de
acuerdo a con sus necesidades, intereses y habilidades, de tal forma que sea un
individuo que trabaje para lograr el bienestar personal y colectivo.

Lamentablemente, Ia zona centro sur de Puerto Rico ha perrnanecido rczagada
en el establecimiento de escuelas especializadas que le sirvan a la poblaci6n. Por ello,
mediante esta Resoluci6n Conjunta, le ordenamos al Departamento de Educaci6ry llevar
a cabo un estudio de viabilidad, a fin de determinar la posibilidad de establecer una
escuela especializada con un contenido curricular bilingtie dentro de la jurisdicci6n
geogrdfica de algunos de los siguientes municipios: Barranquitas, Orocovis o Villalba.

De acuerdo a con la literatura disponible, el proceso de enseflanza y aprendizaje
del ingl6s es uno de los elementos m6s fundamentales para asegurar el buen
desempeflo de cualquier profesional en su trabajo, ya sea en la empresa privada o en el
Gobierno. Es reconocido que el ingl6s es el idioma comercial por excelencia y por tal
raz6nes hora de que el mismo sea uno accesible a la poblaci6n.

Son muchos los detractores que entienden que aprender ingl6s afectafit
adversamente nuestra esencia y buen manejo del idioma espaflol. Sin embargo, los
estudios existentes con respecto al bilingtiismo sugieren que a diferencia de los
monolingties, Ios primeros demostraron ser m6s atentos a relaciones sem6nticas; son
superiores en las reglas y estrucfuras lingtiisticas, tienen mayor conciencia
mentalingtiistica, tienen mayor efecto en el pensamiento divergente y en la creatividad;
son m6s efectivos en una variedad de medidas cognoscitivas, como por ejemplo, formar
y entender conceptos y tienen mayor habilidad para monitorear sus ejecuciones
mentales.

Por otra parte, en un estudio efectuado por la Lcda. Torres Llad6 (1984) se seflal6
que aunque los estudiantes en el Sistema Priblico de Puerto Rico reciben doce afros de
instrucci6n en el ingl6s, no logran desarrollar proficiencia en el uso del mismo ni
pueden comunicarse en este idioma. Sefra16, adem6s, en un esfudio llevado a cabo en
1976, que la deficiencia de los estudiantes para comunicarse en espaflol no se debe a que
se les ensefra ingl6s, sino a la pobre instrucci6n del espaflol. Ella postula que los dos
idiomas pueden coexistir.
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Expuesto 1o anterior, se hace imperativo potenciar el avance del bilingtiismo en
la poblaci6n de Puerto Rico, a los efectos de fomentar en la ciudadania el conocimiento
de mds de un idioma. Todos en la Isla deberian tener acceso igualitario al conocimiento
de m6s de un idioma. No es justo que s61o un puflado de puertorriqueflos tenga acceso
al conocimiento de varios idiomas por cuesti6n de condici6n econ6mica.

A tono con 1o antes dicho, nos parece imprescindible dotar ala zona centro sur
de Puerto Rico con los recursos educativos necesarios para potenciar las capacidades de
nuestros estudiantes que interesen desarrollarse en el manejo de otros idiomas,
adicional al espaflol.

RESUELYESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO R/CO:

1 Secci6n 1.-Se ordena al Departamento de Educaci6n, llevar a cabo un estudio de

2 viabilidad, a fin de determinar la posibilidad de establecer una escuela especializada

3 con un contenido curricular bilingte dentro de la jurisdicci6n geogr6fica de algunos de

4 los siguientes municipios: Barranquitas, Orocovis o Villalba.

5 Secci6n 2.-Como parte del estudio de viabilidad segrin dispuesto, el

5 Departamento de Educaci6n considerar|los siguientes aspectos:

z (a) El estado fisico de las estructuras pertenecientes al Departamento de

8 Educaci6n que ubiquen en los referidos municipios que se est6n

9 utilizando y las que no se est6n utilizando, a fin de iderrtificar

10 potenciales estructuras que cumplan con el espacio y todos los

11 componentes acad6micos necesarios para un cabal proceso educativo

t2 de los estudiantes que egresen en los cursos basados en un contenido

13 curricular bilingtie.

L4 (b) Fondos para sufragar los gastos de establecimiento y funcionamiento;

15 incluyendo financiamiento. y-+ipes (donaciones, fondos recu:rentes,
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1 ete) entre otros .fondos disponibles, a fin de que se identifiquen las

2 fuentes de fondos permanentes o recurrentes y posibilidad de donaciones

3 o adopci6n del proyecto por empresas privadas, asi como la posibilidad

4 de establecer un consorcio junto con los municipios mencionados para

5 estos fines.

o (c) Posibilidad de alianzas con otras agencias gubernamentales,

7 organizaciones sin fines de lucro u otras entidades e industrias privadas, a

8 fin de auscultar Ia posibilidad de diseflar, desarrollar y establecer alianzas

9 para aurur esfuerzos en forma coordinada y asi lograr el 6xito del posible

10 establecimiento de una escuela especializada con un contenido curricular

t1 bilingtie. Dichas alianzas establecerian claramente en qu6 aspectos

L2 estarian cooperando cada miembro de las mismas.

13 (d) M6todos a utilizarse para identificar, mediante criterios e instrumentos

L4 evaluativos, a los esfudiantes con el potencial de convertirse en egresados

15 de la referida escuela especializada con un contenido curricular bilingtie.

15 Secci6n 3.-Se conceden ciento ochenta (180) dias, Iuego de aprobada esta

77 Resoluci6n Conjunta, al Departamento de Educaci6n para llevar a cabo el estudio de

18 viabilidad segrin dispuesto. El mismo ser6 remitido al Gobernador y a la Secretaia dc la

L9 Cdmara de Representantes de Puerto Rico lt la del Senado@e Puerto

20 Rico para su conocimiento y acci6n correspondiente.

2L Secci6n 4.-Esta Resoluci6n Conjunta comenzarA are$r inmediatamente despu6s

22 de su aprobaci6n.
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AL SENADO DE PUERTO RICO:

La ComisiOn dc InriovaciOri, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura,

previo estudio y consideraciOn de la ResoluciOn Conjunta dc la Camara 287, tiene a bien

recomendar a este Alto Cuerpo la aprobaciOn de esta medida, sin enmiendas.

ALCANCE DE LA MEDIDA

La R. C. de Ia C. 287 tiene el propOsito de ordenar al Secretario dc TransportaciOn

y Obras Publicas a requerir mediante reglamento que los concesionarios de vehiculos

de motor que vendan motocicletas entreguen a los compradores de éstas los requisitos

para manejarlas.

ANALISIS DE LA MEDIDA

La Ley de Vehfculos y Tránsito de Puerto Rico dispone Jo relacionado a medidas

de seguridad en las carreteras, los vehIculos de motor, multas por violaciones a dicha

Icy, entre otros. Esta Ley tambien define Jo que son las motocicletas y ademas rige que

cumplan con las especificaciones establecidas por las agencias de seguridad federal.

El examen para expedir la licencia de conducir motocicletas incluye las medidas

de seguridad para manejarlas, pero las personas que no ban tomado dicho examen, van

a comprar una motocicleta y desconocen las medidas sobre el equipo a utilizar y si

pueden o no transitar por las autopistas.
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Tratandose de un asunto esencial de seguridad en ci trãnsito, es necesario

que ci Secretario requiera a los concesionarios de vehIculos que al vender un

motocicleta le entreguen al comprador por escrito los requisitos para manejarlas.

Esta ComisiOn, cumpliendo con su deber ministerial de evaluar de forma justa y
responsable la medida bajo nuestra consideraciOn, examinO las ponencias sometidas a la

ComisiOn TransportaciOn e Infraestructura de la Camara de Representantes de Puerto

Rico por ci Secretario del Departamento de TransportaciOn y Obras Publicas (“DTOP”)

y por la ComisiOn para Ia Seguridad en el Transito (“CST”).

El Secretario del DTOP, Hon. Car/os M. Con tie ins Aponte, se expresO a favor de Ia

aprobaciOn de Ia medida bajo estudio y solicitO que le concedan a DTOP un término no

menor de noventa (90) dias despues de su aprobaciOn, ya que co.nllevarIa enmiendas al

Reglamento 6274 sobre “Normas y Requisitos para obtener y renovar Ia licencia de

concesionario y distribuidor de vehiculos de motor y arrastre”.

La Directora Ejecutiva de Ia CST, Lcda. Darelis Lopez Rosario indicO en su ponencia

escrita que avala Ia aprobaciOn de esta medida, ya por ésta ser “co’nsona con In polItica

püblica del Cobienzo de Puerto Rico y de esta ComisiOn nl requerir mediante reglainento que los

concesionarios de z’elzIculos de motor que z’enden motocicletas entreguen a los cornpradores de

éstos los requisitos pal-a inanejarlas” e “incide directarnente en educar al conductor de

motocicleta ci uso apropiado de ins misnias”.

CONCLUSION

La ComisiOn de InnovaciOn, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura

del Senado de Puerto Rico recomienda a este Alto Cuerpo Ia aprobaciOn de la R. C. de Ia

C. 287, sin enmiendas, ya que el mismo es cónsono con la polItica pUblica del Gobierno

de Puerto Rico, promueve Ia seguridad vial mediante Ia orientaciOn al comprador de

motocicletas y fomenta ci cumplimiento con los requisitos de icy y medidas de

seguridad para evitar accidentes.

Respetuo

Presidente
ComisiOn de InnovaciOn, Telecomunicaciones,
Urbanismo e Infraestructura
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R. C. de la C. 287
7 DE MARZO DE 2018

Presentada por el representante Perez Ortiz

Referida a Ia ComisiOn de TransportaciOn e Infraestructura

RESOLUCION CONJUNTA

Para ordenar al Secretario de TransportaciOn y Obras PUblicas a requerir mediante
reglamento que los concesionarios de vehiculos de motor que vendan motocicletas

Nentreguen a los compradores de estos los requisitos para manejarlas.

EXPOSICION DE MOTIVOS

La Ley 22-2000, segun enmendada, conocida como “Ley de VehIculos y Transito
de Puerto Rico”, dispone todo lo relativo a medidas de seguridad en las carreteras, los
vehiculos de motor, y las multas a imponerse por violaciones a dicha ley, entre otros.

Entre los aspectos que regula dicha ley está lo relacionado a las motocicletas;
definidas estas como todo vehIculo de dos ruedas o más que tenga instalado un motor
con un desplazamiento de cuarenta y cinco (45cc) o más o un motor mayor de seis (6)
caballos de fuerza, que pueda desarrollar un minimo de treinta y cinco millas por hora
(35 mph) de velocidad y que cumpla, ademas, con las especificaciones establecidas por
las agencias federales que regulan la seguridad del tránsito en las carreteras. Estas a su
vez, se dividen en dos categorias, a saber: Motocicleta Clase A y Motocicleta Clase B. Las
primeras son de 398 centimetros cubicos o más de desplazamiento del motor; 350 libras
de peso neto nifriirno; el aro de Ia goma de 15 pulgadas de diametro mInimo y transmisiOn
manual de no menos de tres cambios. Las segundas son de 45 centImetros cubicos hasta
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un máximo de 397 centImetros cubicos de desplazamiento en ci motor; transmisiOn

manual o autornática y que cumpla con los requisitos rninimos de seguridad federal.

El examen para Ia expediciOn de Ia licencia de conducir motocicletas incluye las

medidas de seguridad para manejarlas. Sin embargo, hay personas que van a comprar

motocicletas sin todavia haber tornado dicho examen, por lo cual desconocen si ese

vehiculo que están comprando pueden transitarlo por las autopistas de peaje, o el equipo

necesario para manejarlas.

Tratandose de un asunto esencial de seguridad en el tránsito, es necesario que el

Secretario requiera a los concesionarios de vehiculos que al vender un motocicleta le

entreguen al comprador por escrito los requisitos para manejarlas.

RESUELVESE FOR LA ASAMBLEA LEGISLA TI VA DE FUERTO RICO:

SecciOn 1.-Se ordena al Secretario de TransportaciOn y Obras Publicas a requerir

2 mediante reglamento que los concesionarios de vehiculos de motor que vendan

3 motocicletas entreguen a los compradores de estos los requisitos para manejarlas.

4 SecciOn 2.-Esta ResoluciOn Conjunta tendra vigencia al momento de su

5 aprobaciOn.

p
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AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Hacienda del Senado de Puerto Rico, recomienda la aprobación 
con enmiendas de la R. C. de la C. 352. 

ALCANCE DE LA MEDIDA 

La R. C. de la C. 352, tiene como propósito reasignar a la Oficina para el 
Desarrollo Socioeconómico y Comunitario de Puerto Rico, la cantidad de ciento 
diecinueve mil treinta y seis dólares con veinte centavos ($119,036.20) provenientes del 
Inciso a, Apartado 35, Sección 1 de la Resolución Conjunta 94-2008, a ser transferidos 
para llevar a cabo los propósitos que se describen en la Sección 1 de esta Resolución 
Conjunta; para autorizar la contratación de tales obras; autorizar el traspaso de fondos; 
autorizar el pareo de los fondos reasignados; y para otros fines. 

ANÁLISIS Y DISCUSIÓN DE LA MEDIDA 

Mediante la R. C. de la C. 352, se pretende reasignar a la Oficina para el 
Desarrollo Socioeconómico y Comunitario de Puerto Rico, la cantidad de ciento 
diecinueve mil treinta y seis dólares con veinte centavos ($119,036.20) proveniente de 
los balances disponibles de la Resolución Conjunta antes mencionada,l para realizar 
diversas obras y mejoras permanentes, construcción de aceras y rampas, pavimentos o 
mejores controles de acceso, mejoras pluviales, adquisición de equipo, materiales de 
construcción para terminación de proyectos; para estudios, diseños, permisos, limpiezas 

t No obstante, con posterioridad a la asignación de los fondos y la transferencia de los mismos, han 
surgido necesidades que requieren la reprogramación de los sobrantes de dicha Resolución Conjunta. 

1 



de áreas y sellado de techos; para pareos de fondos relacionados a obras y mejoras 
permanentes, para construir o mejorar vivienda; construcción o mejoras a facilidades 
recreativas; y otras mejoras permanentes, tanto en la zona rural como la zona urbana 
del Distrito Representativo Núm. 28. 

La Comisión de Hacienda del Senado de Puerto Rico, confirmó la disponibilidad 
de los fondos mediante certificación remitida por el Municipio de Barranquitas, con 
fecha del 27 de abril de 2018. 

El Senado de Puerto Rico, está comprometido con proveer los recursos necesarios 
a los gobiernos municipales para que éstos puedan llevar a cabo obras en beneficio de 
los ciudadanos. 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 

En cumplimiento con la Ley Núm. 81 de 30 de agosto de 1991, según 
enmendada, conocida como la "Ley de Municipios Autónomos del Estado Libre 
Asociado de Puerto Rico de 1991", la R. C. de la C. 352, no impacta negativamente las 
finanzas de los municipios de ninguna manera. 

CONCLUSIÓN 

Por lo antes expuesto, la Comisión de Hacienda del Senado de Puerto Rico, 
recomienda la aprobación con enmiendas de la R. C. de la C. 352. 

Respetuosamente sometido, 

Comisión de Hacienda 

2 



(Entirillado Electrónico) 

(TEXTO DE APROBACIÓN FINAL POR LA CÁMARA) 
(23 DE JUNIO DE 2018) 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 

18va. Asamblea 
Legislativa 

3ra. Sesión 
Ordinaria 

CÁMARA DE REPRESENTANTES 

R. C. de la C. 352 
7 DE JUNIO DE 2018 

Presentada por el representante Ril'era Ortega 

Referida a la Comisión de Hacienda, Presupuesto y de la Supervisión, Administración y 
Estabilidad Económica de Puerto Rico, "PROMESA" 

Para 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 

reasignar al Municipio de Barranquitas, a la Oficina para el Desarrollo· 
Soeioeeonómico y Coaum:itario de Puerto Rico, la cantidad de ciento diecinueve 
mil treinta y seis dólares con veinte centavos ($119,036.20) provenientes del 
Inciso a, Apartado 35, Sección 1 de la Resolución Conjunta 94-2008, a ser 
transferidos para llevar a cabo los propósitos que se describen en la Sección 1 de 
esta Resolución Conjunta; para autorizar la contratación de tales obras; autorizar 
el traspaso de fondos; autorizar el pareo de los fondos reasignados; y para otros 
fines. 

RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

1 Sección l.-Se reasigna al Municipio de Barranquitas, a la Oficina para el 

2 Desarrollo Socioeconómieo y Comunitario de Puerto Rico, la cantidad de ciento 

3 diecinueve mil treinta y seis dólares con veinte centavos ($119,036.20) provenientes del 

4 Inciso a, Apartado 35, Sección 1 de la Resolución Conjunta 94-2008, para llevar a cabo 

5 los propósitos que se describen a continuación: 



3 

4 

5 

6 

7 

8 

9 

10 

11 

12 

13 

14 

15 

16 

Oficir.a para el Desarrollo Soeioeconómico y Comunitario de P1:1erto Rico 

Municipio de Barranguitas 

~ 

a. Para realizar diversas obras y mejoras 

permanentes, constr1:1cción de aceras y 

rampas, pavimentos o mejores controles de 

acceso, mejoras pl1:1viales, adqtrisieión de 

eq1:1ipo, materiales de construcción para 

terminación de proyectos; para estudios, 

diseños, permisos, limpiezas de áreas y 

sellado de techos; para pareos de fondos 

relacionados a obras y mejoras permanentes, 

para construir o mejorar vivienda; 

construcción o mejoras a f.acilidades 

recreativas; y otras mejoras permanentes, 

tanto en la zona rural como la zona 1:1rbana 

del Distrito Representativo Núm. 28. 119,036.20 

17 Sección 2.-Se autoriza el pareo de los fondos asignados con aportaciones 

18 particulares, estatales, municipales y/ o federales. 

19 Sección 3.-Se autoriza a contratar con los gobiernos municipales, contratistas 

20 privados, así como cualquier departamento, agencia o corporación del Gobierno de 

21 Puerto Rico, para el desarrollo de los propósitos de esta Resolución Conjunta. 



3 

Sección 4.-Los beneficiarios que reciban estas aportaciones legislativas, deberán 

2 cumplir con los requisitos según dispuestos bajo la Ley 179-2002. 

~ Sección 5.-Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 

4 de su aprobación. 



BAI~RANQUITAS 
Municipio Autónomo 

27 de abril de 2018 

Hon. Thomas Rivera Shatz 
Presidente del Senado 
PO Box 9023431 
San Juan, Puerto Rico 00902-3431 

Hon. Presidente Rivera Shatz: 

Reciba un cordial saludo de todos los que laboran en el Municipio Autónomo de 
Barranquitas y de este servidor. · 

Debido a la situación económica dificil que atraviesan los municipios hemos 
buscado alternativas para buscar fondos adicionales pat·a realizar nuestras 
obras. 

Luego de evaluar nuestros libros encontL·amos sobratües de Resoluciones 
Conjuntas cuyo propósito ha sido culminado en su totalidaq. Estos sobr•antes 
ascienden a la cantidad de $482,599.62 los cuales nos interesan sean 
reprogramados para realizar obras y mejoras pe1·manentes en nuestt·o Municipio 
de Barranquitas. 

Es importante destacar que se encuentran disponibles en las arcas Municipales. 
Se aneja Certificación de la Directora de Finanzas del Municipio. 

Agradeceremos toda la ayuda que nos pueda brindar al respecto. 

Cualquier información adicional puede comunicarse a nuestt·a oficina con la 
Srta. Yamilet Guzmán al teléfono (787)857-2065 ext. 8005. 

;z:gnt: .. f! 
· ~~co ¡pez LOpez 

Alcalde 

/rnfs ---_ .. ________ .,; ____ ... _________ ..,_ ... __ . __ .. __ ... ____ .. _____ ...... , .. _,_. __ ..... _ .. 
Gobierno do Puerto Rico 

Munlolplo AutÓnomo tia Borrnnqullns 
P.O. Box 21lO, Bnrronqullas, P.R. 00704·0250 

Tel. 707 867-20G5 • Fax 767 657·4940 
\'llVIV.bsrrauqul/as.pr.gov 



il) BARRANQUITAS ~ ' Municipio Autónomo 

Yo, Yamilet Guzmán Cartagena, Directora de Finanzas del 
Municipio Autónomo de Barranquitas, certifico que los fondos de 
las Resoluciones Conjuntas que se detallan a continuación y que 
fueron asignados previamente por el Senado de Puerto Rico, tienen 
sobrantes ascendentes a la cantidad de $482,599.62. Dichos 
fondos se encuentran en las arcas del Municipio de Barra.nquitas 
y los sobrantes obedecen a que los propósitos originales fueron 
realizados según dispuestos en las Resoluciones Conjuntas 
aprobadas. Solicitamos, por este medio, la reasignación de los 
$482,599.62 para el propósito de Obras y Mejoras Permanentes 
en el Municipio de Bat·ranquitas. 

A tales efectos, certifico correcto la información antes ofrecida, hoy 
27 de abril de 2018, en Barranquitas Puerto Rico. 

Gobierno de Puerto Rico 
Munh:tplo Autónomo do Borranqullas 

P.O. Box 250, Darrenqullos, P.R. 00794·02li0 
Tel. 707 Oli7·2005 • Fax 787 O!i7·49t\O 

IVWW.I1SITSnt¡UitiiS,pt:gOV 



GOBIERNO DE PUERTO RICO 

MUNIOPIO DE BARRANQUITAS 

INFORME DE BALANCES SOBRANTES DE RESOLUCIONES CONJUNTASAL31 DE MARZO DE 2018 

Resolución Conjunta Año de R.C. Cuerpo Legislativo Apartado e Inciso 
Balance a ser 

Reasignado 
RESOLUCIONES CONJUNTAS 

Resolución Conjunta # 058 1991 Senado Sección 1 S 2,000.00 
Resolución Conjunta # 506 1991 Senado Sección 1, Inciso 1 Sub-Inciso 3 y 5 S 5,019.31 

Resolución Conjunta# 120 1992 Senado Sección 1 $ 0.20 
Resolución Conjunta # 402 1993 Senado Sección 1, Inciso A $ 7,271.47 
Resolución Conjunta # 378 1995 Senado Sección 1, Inciso 6 Sub-Inciso b $ 904.21 
Resolución Conjunta # 481 1996 Senado Sección 1, Inciso 5, Sub-Inciso a $ 20,000.00 
Resolución Conjunta # 519 1996 Senado Sección 1 inciso 3, Sub-Inciso b S 1,000.00 
Resolución Conjunta # 272 1997 Senado Sección 11nciso B $ . 2,500.00 

Resolución Conjunta # 350 1997 Senado Sección 1, Inciso 2, Sub-Inciso e S 2.00 

Resolución Conjunta# 679 1997 Senado Sección 1, Inciso 1 Sub-Inciso a S 1,500.00 

Resolución Conjunta # 732 1997 Senado Sección 1, Inciso 3 Sub-Inciso a S 198.29 

Resolución Conjunta # 046 1998 Senado Sección 1, Inciso 1 S 60,633.00 

Resolución Conjunta # 219 1998 Senado Sección 1 S 1,717.96 

Resolución Conjunta # 508 1998 Senado Sección 1, Inciso B, Sub-Inciso b, Acapite 6 $ 361.00 

Resolución Conjunta# 543 1998 Senado Sección 1 $ 40,000.00 

Resolución Conjunta # 399 1999 Senado Sección 1, Inciso 2, Sub-Inciso 1,2,6 y 9 S 1,654.63 

Resolución Conjunta# 402 1999 Senado Sección 1, Inciso C, Sub-Inciso 4 S 6,9n.oo 
Sección 1, Inciso 1 Sub-Inciso 2 e 

Resolución Conjunta# 394 2000 -Senado Inciso O, Sub-Inciso 2y 3 $ 17,570.97 

Resolución Conjunta # 400 2000 Senado Sección l, Inciso O, Sub-Inciso 1,2 y 3 $ 3,300.00 

Resolución COnjunta # 578 2001 Senado Sección 1, Inciso B, Sub-Inciso 2 $ 400.00 

Resolución Conjunta# 175 2002 Senado Sección 1, Inciso B, Sub-lncisol y 2 $ 1,049.90 

Resolución Conjunta # 1397 2004 Senado Sección l, Inciso 8, Sub-Inciso 2,3,5 y 6 S 0.751 
Resolución Conjunta # 1444 2004 Senado Sección 1, Inciso A, D y E $ 6,500.00 
Resolución Conjunta # 328 2005 Senado Sección 1 $ 550.00 
Resolución Conjunta # 094 2008 Senado Sección 1, Inciso 17, Sub-Inciso 5 ~ 125.69 . 

··-



Sección 1, Inciso 22, Sub-Inciso a, Acapite 10 

Resolución Conjunta # 094 2008 Senado Inciso 35, Sub-Inciso a y e $ 256,215.04 - 'eC C. 33 ¿_ 
Resolución Conjunta # 029 2011 Senado Sección 1, Inciso A, Sub-incisO g $ 23,145.00 

Sección llnciso B, Sub-Inciso 16, Acapite a y 

Resolución Conjunta # 008 2012 Senado Inciso 1, Sub-Inciso e $ 21,199.80 

Resolución Conjunta# 091 2012 Senado Sección 1, Apartado A y Apartado 16, Inciso a $ 803.40 

~O;B:\~.E1B)U!A~~DE~C!~1SER9ti:A"Sl~~~-0~Ai~ w~.if~~~\~~~ '.·.-C' ? - ·oA •' "'"'>- "'-.} ~!.:~~7ii4-~Stj~~~~~~~·:.~r.r~~*~~?:~1t<~~~~~a:-:~~~~~~~ f$I;'?.;"&:!~t¡59~i~21 

··---·--·- - ---··-------- ·----



RESOLUCION CONJUNTA 94/2008 

CONSTRUCCION PASEO MIRADOR BO. BARRANCAS SECCION 1 INCISO 22 SUB-INCISO (A) ACAPITE (10) 127,178.84 

MEJORAS FACILIDADES CENTRO COMUNAL LA LOMA INCISO 35 ( C) 10,000.00 

DONACIONES V ARIAS ESCUELAS DE LA COMUNIDAD INCISO 35 (A) 119,036.20 e.tc.5S <-

TOTAL ZS6,215.04 

,,.· 



ORIGINAL

GOBIERNO DE PL'ERTO RICO

18.'u Asamblea
Legislativa

4h Sesi6n
Ordinaria

SENADO DE PUERTO RICO

R. C. de la C.391

AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisi6n de Hacienda del Senado de Puerto Rico, recomienda la aprobaci6n
con enmiendas de la R. C. de la C. 391.

ALCANCE DE LA MEDIDA

La R. C. de la C. 391, tiene como prop6sito reasignar la cantidad de once mil
cuatrocientos sesenta y ocho d6lares con ocho centavos ($11,468.08) provenientes del
Inciso a, Apartado 25 de la R. C. 80-2001 por la cantidad de trescientos ochenta y un
d6lares con ochenta y siete centavos ($381.87), del lnciso 46, Apartado A, Acdpite
Distrito Representativo Nrim. 22 de la R. C. 866-2003 por la cantidad de siete mil
ochocientos ocho d6lares con diecis6is centavos ($7,808.16), del lnciso 27, Aparlado A
del Acdpite del Distrito Representativo Nrim. 22 de 1a R. C. 1417-2004 por la cantidad
de mil d6lares ($1,000), de la Secci6n 1de la R. C. 34-2006 por la cantidad de
cuatrocientos d6lares ($400), del lnciso a, Apartado 35 de la R. C. 82-2009 por la
cantidad de diecisiete d6lares con treinta centavos ($17.30) y del Inciso c, Apartado 32
de la R. C. 92-2012 por la cantidad de mil novecientos veintid6s d6lares con setenta y
cinco centavos ($1,922.75) para reasignarlos al Municipio de I-ares a fin de viabilizar
obras y mejoras permanentes, segrin se detalla en la Secci6n 1, facultar para 1a

contrataci6n de tales obras, autorizar el pareo de fondos a ser transferidos; y para otros
fines.

ANALISEY DISCUSIoN DE LA MEDIDA

Mediante la R. C. de ia C. 391, se pretende reasignar al Municipio de Lares, la
cantidad de once mil cuatrocientos sesenta y ocho d6lares con ocho centavos

1
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($11,468.08) provenientes de los balances disponibles de las Resoluciones Conjuntas
antes mencionadas,l para realizar obras y mejoras permanentes, tales como:
pavimentaci6n y bacheo en calles y caminos que forman parte del Distrito
Representativo Nrim. 22.

La Comisi6n de Hacienda del Senado de Puerto Rico, confirm6 la disponibilidad
de los fondos mediante certificaci6n remitida por el Municipio de Lares, con fecha del
17 de octubre de 2018.

El Senado de Puerto Rico, est6 comprometido con proveer los recursos necesarios
a los gobiernos municipales para que 6stos puedan llevar a cabo obras en beneficio de
sus ciudadanos.

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL

En cumpiirniento con la Ley Nrim. 81 de 30 de agosto de 1991, segrln
enmendada, conocida como la "Ley de Municipios Aut6nomos del Estado Libre
Asociado de Puerto Rico de L997",|a R. C. de Ia C.397, no impacta negativamente las
finanzas de 1os municipios de ninguna manera. Este debido a que se certificaron que los
fondos se encuentran disponibles.

CONCLUSION

Respetuosamente sometido,

Mi ia Padilla o

enta
Comisi6n de Hacienda

1 No obstante, con posterioridad a la asignaci6n de los fondos y la haruferencia de los mismos, han
surgido necesidades que requieren La reprogramaci6n de los sobrantes de dichas Resoluciones Conjultas.

2

Por lo antes expuesto, la Comisi6n de Hacienda del Senado de Puerto Rico,
recomienda la aprobaci6n con enmiendas de la R. C. de la C. 391.



(Entirillado Electr6nico)

(TEXTO DE APROBACION FINAL POR LA CAMARA)
(1 DE OCTUBRE DE 2018 )

GOBIERNO DE PUERTO RICO

18r,a. Asamblea
Legislativa

4ta. Sesi6n
Ordinaria

CAMARA DE REPRESENTANTES

R. C. de la C. 39L

19 DE SEPTIEMBRE DE 2018

Presentada por el representante Quiiiorus lizarry

Referida a la Comisi6n de Hacienda, Presupuesto y de la Supervisi6n, Administraci6n y
Estabilidad Econ6mica de Puerto Rico "PROMESA"

RESOLUCION CONJUNTA

Para reasignar la cantidad de once mil cuarrocientos sesenta y ocho d6lares con dos
e€he centavos ($11,468.02) ($1lr46ggE provenientes del Inciso a, Apartado 25 de
la R. C. 80-2001 por la cantidad de trescientos diecinueve d6lares con ochenta v
un centavos ($319.81)

($38+€4, del krciso 46, Apartado A, Ac6pite Distrito Representativo Nrim. 22 de
ia R. C. 866-2003 por 1a cantidad de siete mil ochocientos ocho d6lares con
diecisdis centavos ($7,808.16), del Inciso 27, Apaftado A del Ac6pite del Distrito
Representativo Nrim. 22 de la R. C. 1.411-2004 por la cantidad de mil d6lares
($1,000.0q, de Ia Secci6n 1 de la R. C. 34-2006 por la cantidad de cuatrocientos
d6lares ($400.0q, del Inciso a, Apartado 35 de la R. C. 82-2009 por la cantidad de
diecisiete d6lares con treinta centavos ($17.30) y del Inciso c, Apartado 32 dela
R. C.92-2012 por la cantidad de mil novecientos veintid6s d6lares con setenta y
cinco centavos ($1,922.75) para reasignarlos al Municipio de Lares a fin de
viabilizar obras y mejoras permanentes, segfn se detalla en la Secci6n 1, facultar
para Ia contrataci6n de tales obras, autorizar el pareo de fondos a ser
transferidos; y para otros fines.

RESUELYESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO;



or la cantidad de diecisiete d6lares con treinta centavos ($17.30) y de1 Inciso c,

11 Apartado 32 de ia R. C. 92-2012 por la cantidad de mil novecientos veintid6s d6lares

12 con setenta y cinco centavos ($7,922.75) para reasignarlos al Municipio de Lares, a fin de

13 viabilizar obras y mejoras permanentes y facultar para la contrataci6n de tal para llevar

14 a cabo los prop6sitos que se detallan a continuaci6n:

15 1. Municipio de Lares

16 a) Realizar obras y mejoras permanentes, tales como: pavimentaci6n y

bacheo en calles y caminos que forman parte del Distrito17

18 Representativo Ntm. 22. $ 11,468.021+468S8

19 TOTAL $ 11,468.021+468€8

20 Secci6n 2.-Se autoriza a1 Municipio de Lares a suscribir los acuerdos pertinentes

21 con contratistas privados, asi como con cualquier departamento, agencia o corporaci6n

2

I Secci6n 1.-Se reasigna la cantidad once mil cuatrocientos sesenta y ocho d6lares

2 con dos eehe centavos ($11,468.02) ($+4168.99) provenientes del Inciso a, Apartado 25

3 de la R. C. 80-2001 por 1a cantidad de trescientos diecinueve d6lares con ochenta v un

4 centavos ($319.81) del

5 Inciso 46, Apartado A, Aciipite Distrito Representativo Nrim. 22 de la R. C. 866-2003 por

6 la cantidad de siete mil ochocientos ocho d6lares con diecis6is centavos ($7,808.16), de1

7 Inciso 27, Apartado A del Acdpite del Distrito Representativo Nrim.22 de la R. C. 1411-

I 2004 por la cantidad de mil d6lares ($1,000.00, de la Secci6n 1 de la R. C. 34-2006 por la

9 cantidad de cuatrocientos d6lares ($400.0q, del Lrciso a, Apartado 35 de la R. C.82-2009



J

2

J

4

1 del Gobierno de Puerto Rico, a fin de viabilizar el desarrollo de los prop6sitos de esta

Resoluci6n Conjunta.

Secci6n 3.-Los fondos reasignados en esta Resoluci6n Conjunta podr6n ser

pareados con fondos federales, estatales o municipales.

Secci6n 4.-Los beneficiarios que reciban estas aportaciones legislativas, deber6n

6 cumplir con los requisitos segrin dispuestos bajo la Ley 779-2002.

Secci6n S.-Esta Resoluci6n Conjunta comenzar6 a regir inmediatamente despu6s

de su aprobaci6n.

7
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E*d/i.t J,ihr. .4vx'ielo &, t',*4o Ric.
Mld icipio.4 utanomo d. Laret

P.O. Bd ]9i
Lir.\. Purdo Rico 00669

m!p_dir_6ntn7il5 a'-\'5}loo.com

Certificaci6n

Yo, Anltt! M. Cuevls 6erena, Directora del Oepartamento
Finenzas y Presupuesto del Municipio Autonomo de Lares, por la presente, crrtifico:

de

Que segUn consta en nuestros libms de contabilidad, las sigriente! rcroluciorles .onjuntas
cuentas con los balances qu€ se detillan a contiouaci6n:

117!/U

337lA5 Seccidn 1- 65.f. Construcci6n de curEtones, inStabci6n de tub€ria
pluvial macarrones) y repaaaci6n reconstruccidn o susti-
tucionde rios puentes vados. repavlmentaci6n , entre

otras mejoaas peamanentes en el Gmino La Mongerate
Bo. Rio Prieto del de Lares

Y para que asl conste ffrmo la presente c€rtificaci6n hoy, a los 17 dias del mes de

octubre de 2018 en Lares, Puerto Rico,

Certifico correcto,

! t7l7) ag--:jrr{l
* \18:t E9!-0522

'\ils-1.\,**\*"*'.
AnEtte M. Cuevai Gerena

elc

34106 Pera tGnsferira Acci6h Social de Puerto Rico, tnc S 4oo.oo
80/01 Secci6n 1- 25.a, Para meioras a lor Centros Head Start s 319.81
8?/09 S€cci6n 1- 35.a. Par3 rhejoras a la Cancha bajo techo del

Bo. Seburuqulllo S 17.30

5ecci6n1- 3Zc. Para construcci6n cunetones y me.ioras al camino
Hdctgr lrirarry d€l 8o. Piletas.

S 1,922.7s

98/08 Secci6n 1- 4t.a, PaG oblas y mejoras peamanentes 5 1s.oo
Dlitrlto Reprc.€ndvo Ntm, 22

A 28. Para transterlr a orei izaciones del Mardt6n Dando Gracias
del Bo, Gstaier...gasto3 administrativgs del macton

S 1,000.00

79ZZl04 Reasignaci6n Balan.e OCAM 5 .47

5 7.2o

865/03 Secci6n 1- Dlstrito Representatlvo N0m. 5
A.c5, Apo.taci6n al Conrejo Comunitario del Bg. B.nolo

155,000.00 (Asi8nacl6n) + 52,808.16 (lntereses) = 57,808.161

5 7,808.16



ORIGIIIAL

GOBIERNO DE PUERTO RICO
6A'1c-

18 "u Asamblea
Legislativa

4 t". Sesi6n
Ordinaria

T

SENADO DE PUERTO RICO
I de noviembre de 2018

Informe Positivo sobre la

R. C. del S. 314

AL SENADO DE PUERTO RICO

La Comisi6n de Turismo y Cultura del Senado de Puerto Rico, previo estudio y

consideraci6n de la Resoluci6n Conjunta del Senado 314, presenta a este Alto Cuerpo

Legislativo el Informe Positivo de la medida, con enmiendas sugeridas, en el entirillado

electr6nico que se acompafra.

ALCANCE DE LA MEDIDA

La Resoluci6n Conjunta del Senado 314, tiene como prop6sito designar el puente

sobre el Rio Grande de Loiza que conecta el barrio Torrecilla Baja con el barrio Pueblo, a

trav6s de la carretera PR-187 y a su vez con la carretera PR-188 como "Puente de La

Restauraci6n"; y para otros fines.

ANALISIS DE LA MEDIDA

La Comisi6n de Turismo y Cultura del Senado de Puerto Rico; en adelante

Comisi6n, como parte de la evaluaci6n de la Resoluci6n Conjunta del Senado 314,

solicit6 memoriales explicativos al Municipio de Loiza y al Departamento de

Transportaci6n y obras Priblicas, qui€nes remitieron sus respectivos memoriales.
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El Departamento de Transportaci6n y Obras P(blicas (DTOP), en adelante

DTOP, expresa en su memorial que en virtud de la Ley Nrim. 99 de 22 de junio de 7967

se cre6 la Comisi6n Denominadora de Estructuras y Vias Priblicas de Puerto Rico. Esta

Ley fue creada con el prop6sito de tener un ente independiente para evaluar las

designaciones propuestas para las estructuras y vias priblicas con el fin de certificar si

poseen o no algrin otro nombre. Dicho esto expresan que no deben interferir en el

proceso establecido a estos fines. Menciona, que la medida bajo estudio dispone que el

DTOP serd el encargado de la rotulaci6n del puente y realizar6 una actividad oficial a

esos fines. No obstante, seflala que la pieza no contempla asignaci6n de fondos.

A su vez expone, que es de suma importancia tomar en cuenta el "Manual on

Uniform Traffic Control Devices" (MUTCD). Este es el documento federal que provee

las especificaciones y pariimetros para dar uniformidad a los dispositivos de control de

tr6nsito en toda carretera abierta al priblico. Expresa, que el cumplimiento con las

disposiciones del MUTCD es absolutamente necesario para continuar recibiendo los

fondos federales que asigna la Administraci6n Federal de Carreteras para la seguridad

vial. Entiende, que de aprobarse la presente medida deber6 ser necesario que la

rotulaci6n cumpla con Ias disposiciones del MUTCD.

Finalmente, expresa su apoyo a la aprobaci6n de esta medida, siempre y cuando

las sugerencias antes mencionadas, sean acogidas de manera favorable. Dicho esto

recomiendan se establezca que el financiamiento de la rotulaci6n que contempla la

presente medida est6 a cargo del Municipio de Loiza y/o del sector privado. Tomando

en consideraci6n la situaci6n fiscal del Gobierno de Puerto Rico, no es adecuado

disponer que sea el DToP quien lleve a cabo una actividad para la rotulaci6n del

Puente.

Por su parte el Municipio de Loiza, realiz6 una Resoluci6n Interna Nrim' 5,

sometida ante la Legislatura Municipal, en la que se exPresa que la existencia del

Municipio d.e Loiza data desde el ano 1719. En el a-flo 1909, mediante ordenanza
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Municipal, fue avalado el traslado de la capital de dicho municipio al territorio del

Barrio Can6vanas. Seguido en 1910, la Legislatura de Puerto Rico, regida por la Ley

Foraker, decide ratificar la mencionada ordenanza municipal. Es en este mismo a-io

que, utilizando fondos del Municipio de Loiza, se construye y se completa el traslado

de manera total, de la capital del Municipio, al sector mencionado del municipio de

Can6vanas.

Es a causa de esta acci6n, que un grupo de lideres loicefros se organizaron para

crear "El Movimiento Civico Pro Restauraci6n del Municipio de Loiza" . Esta

organizaci6n se fund6 con el fin patri6tico de que se reconociera nuevamente la

olvidada y marginada ciudad loicefla. Esta organizaci6n sin fines de lucro fue

incorporada en la Secretaria de Estado, culminando asi su labor con la Restauraci6n del

Municipio de Loiza, al crearse el Municipio de Can6vanas, mediante la Ley 149 del 30

de junio de 1969, firmada por el honorable gobernador Luis A. Ferr6.

Menciona, que luego de arduas luchas y batallas legales, lograron la construcci6n

del Puente, sobre el Rio Grande de Loiza, conectando asi, el Barrio Torrecilla Baja, con el

Barrio Pueblo de dicho Municipio, a trav6s de la carretera PR-187 y PR-188. Por lo que

sefrala la importancia de esta organizaci6n en la lucha realizada por este grupo de

loiceffos, taz6n por la cual la Legislatura Municipal de este municipio aprob6 la

designaci6n de "El Dla de la Restauraci6n", a celebrarse anualmente, todos los 14 de

septiembre.

Por tal motivo, avalan Ia aprobaci6n de la presente medida, ya que entienden

que es la meior manera de reconocer y honrar a estos hombres y mujeres que Por aios

dedicaron su tiempo, por la lucha de la igualdad y los derechos del Municipio de Loiza.

CONCLUSION

Luego de considerar la Resoluci6n Conjunta del senado 31.4, analizar y estudiar

los memoriales explicativos del Municipio de Loiza y del Departamento de
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Transportaci6n y Obras Ptblicas; la Comisi6n de Turismo y Cultura del Senado de

Puerto Rico tiene el honor de recomendar a esta Honorable Asamblea Legislativa, la

aprobaci6n de la presente medida, con enmiendas sugeridas, en el entirillado

electronico que se acompaia.

Respefu osamente sometido,

JosE O. Pdrez Rosa
Presidente
Comisi6n de Turismo y Cultura
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SENADO DE PUERTO RICO

R. C. del S.3L4
24 de octubre de 2018

Presentada por el sefior Bhntia Gautier, Dalmau Santiago,la sei,ota Lopez Leriz y los sefrores
Nadal Power, Pereira Castillo Tirado Riaera y Torres Torres (Por Petici6n)

Referida a la Comisi6n de Turismo y Cultura

RESOLUCIoN CONIUNTA

Para designar el puente sobre el Rio Grande de Loiza que conecta el barrio Torrecilla
Baja con el barrio Pueblo, a trav6s de la carretera PR-187 y a su vez con la carretera
PR-188 como "Puente de La Restauraci6n"; autorizar la instalaci6n de r6tulos autorizar
el pareo de,fondos; y para otros fines

EXPOSICI6N ON MOTIVOS

Un grupo de lideres loicefros se organizaron y crearon el Movimiento Civico Pro

Restauraci5n del Municipio de Loiza pues consideraban el traslado de la capitalidad del

Municipio en 1909, a un territorio denominado como Barrio de Can6vanas en donde se

desarrollaria un nuevo pobladq una-.injus+ieia7-un aete_de Esto como consecuencia de las

tn usticias los actos del atriarcado mientras aiaian en Candztanas . En 1910 la Legislatura

de Puerto Rico, que se regia por la Ley Foraker, decidi6 ratificar dicha ordenanza

Municipal y 1o que era el antiguo Ayuntamiento de Loiza se denomin6 como "Loiza

Aldea".

EI Movimiento Civico Pro Restauraci6n del Municipio de Loiza fue una

organizaci6n e de lideres loicefros que se unieron sin fines de lucro personal, ni

ambiciones politicas, s61o con el fin patri6tico de que otros lideres reconocieran la

(ENTTRTLLADO ELECTRoNTCO)
ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO
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olvidada y marginada ciudad loicefla, que desde su fundaci6n gozaba de un patrimonio

juridico logrado bajo la Corona Espafiola.

Este Movimiento fue incorporado en la Secretarfa de Estado, culminando su gesta

con la Restauraci6n del Municipio de Loiza al crearse el Municipio de Can6vanas con la

Ley Nfm. 149 de 30 de junio de 1969 rTnada el honorable obernador Luis A. Ferrd.

Fue entonces que el 14 de septiembre de 7970, el Barrio Pueblo de Loiza recuper6 su

sede municipal.

Luego de arduas luchas, batallas legales y juridicas, sin olvidar la lucha politica y

social a todos los niveles, el Movimiento

Civico Pro Restauraci6n del Municipio de Loiza fr*e-l+-eenstn*eei6n logri que se

constru el puente sobre el Rio Grande de Loiza, que conecta el Barrio Torrecilla Bajaa

y{

con el Barrio Pueblo, a trav6s de la carretera PR-187, y a su vez con la carretera PR-188.

Reconociendo la importancia de la lucha realizada v los logros alcanzados por este Rrupo de

loiceupo-el 70 de apogto de 1.999 uediqnle Ordenanza Municwal, la ksislatura Mu al

aprobb aor unanimidad, desisnar todos los 14 de septiembre como "Dta de la Restauraci1n". E*

Desde ese momento hasta el presente, el Municipio de Loiza se celebra el 14 de septiembre

de cada afro el "Dia de la Restauraci6n" para reconocer la importancia de la lucha

realizada y los logros alcanzados por el Movimiento Civico Pro Restauraci6n del

Municipio de Loiza. Adem6s, desde 2010, el Municipio reconoce a los miembros del

Movimiento como "Hombres y Muieres Ilustres". Esos hombres y mujeres son Antonio

Alvarez, Eugenio Ayala, Delfin Benitez, Zen6n Clemente, Benigna Cruz, Roberto de

Jesfs Correa, Miguel del valle, Alfonso Domenech, ]estis Maria Escobar, Pablo Fuentes,

Julio ortiz, Urbano ortiz Cirino, Mateo P6rez Sanjurjo, Rafael Resto, Zen6n Rivera-, |os6

Robles y Ricardo Sanjurjo.

LaLegislaturaMunicipaldeLoiza,mediantelaResoluci6nlntemaNdmero5,

aprobadaporunanimidadel12deoctubrede2018,hasolicitadoquesedesigneel

puentesobreelRioGrandedeLoizaqueconectaelbarrioTorrecillaBaiaconelbarrio

Pueblo,atrav6sdelacarreteraPR-lsTyasuvezconlacarreteraPR-188como"Puente
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de La Restauraci6n" para reconocer a los lideres y al Movimiento Civico Pro

Restauraci6n del Municipio de Loiza.

Esta honorable Asamblea Leyislatiaa, reconociendo la impottancia de conservar nuestro

aceroo cultural lt nuestr,'a historia, considera de suma importancia aprobar esta Resoluci6n

Coniunta aue reconoce la lucha de un grupo de puertorriqueitos que alzanon sus ooces para

1

defender su derecho como Pueblo.

RESUELVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

Secci6n 1. Se designa el puente sobre el Rio Grande de Loiza que conecta el barrio

4

5

6

'7

I
l$

2 Torrecilla Baja con el barrio Pueblo, a trav6s de la carretera PR-187 y a su vez con la

3 carretera PR-188 como "Puente de La Restauraci6n".

Secci6n 2.- EI Departamento de Transportaci6n y Obras Piblicas en coniunto con el

Municipio de Loiza isstala+4 instalardn 1os r6tulos correspondientes conforme a 1o

consignado en esta Resoluci6n Conjunta cu liendo con las re laciones estatales

fuderales. y reatizard urra a€ti

Secci6n 3.- A fin de loqrar la rotulaci6n que aqui se ordena. se autoriza al

9 Deoartamento de Transnortacton \r Obras Priblicas a ticionar aaPn tar rPcibirlfe

8

10 arar someter uestas ata a rtaciones donativos de recursos de fuen

11 riblicas rivadas rear cuales uiera fondos dis nibles con a ortaciones federales

12 estatales . municipales o del sector privado ; asi como a entrar en acuerdos colaborativos

13 con cual er ente (blico o rivado dis uesto a artici ar en el financiamiento de

14 esta rotulaci6n.

15 Seeei6+-3- Secci6n 4.- Esta Resoluci6n Coniunta comenzat6 a regir

16 inmediatamente despu6s de su aprobaci6n
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AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisi6n de Gobiemo del Senado de Puerto Rico, recomienda la aprobaci6n
con enmiendas de la R. C. delS..279.

ALCANCE DE LA MEDIDA

La R C. del 5.279, segrin ias enmiendas ProPuestas Por esta Comisi6ru tiene el
prop6sito de modificar los limites territoriales de los municipios de Cayey y Guayanu, a
los fines de extender la jurisdicci6n del municipio de Cayey a trav6s de la transferencia
de varios sectores del barrio Carite, pertenecientes al municipio de Guayama; y Para otros
fines relacionados.

ANALISIS DE LA MEDIDA

l,a Secci6n 1 del Articulo VI de la Constituci6n de Puerto Rico, le concede a la
Asamblea Legislativa la facultad de crear, suprimir, consolidar y reorganizar municipios,
modificar sus limites territoriales y determinar lo relativo a su r6gimen y funci6n. A su
vez,lal-ey 81.-1991, segrin enmendada, conocida como la "Ley de Municipios Aut6nomos
de Puerto Rico", en el inciso (a) del Articulo 1.0051 y los pdrralos quinto y sexto del
Articulo 1..0082, establece la facultad de los municipios para solicitar el que se modifiquen
sus limites territoriales.

4h Sesi6n

Ordinaria

1 (a) Limites territoriales - Los limites territoriales de cada municipio ser6n los mismos que tenga fiiados
a la fecha de vigencia de esta ley, salvo que sean modificados por virtud de cualquier ley al efecto. La ley
que a tal efecto se aPruebe se tramitarii a petici6n de la legislatura del municipio o de los municipios cuyos
llmites se afecten o, en la altemativa, contar6 con la anuencia del cuerpo legislativo municipal concemido
antes de su aprobaci6n.
2 La anexi6n de una Parte del territorio de un municipio a oho, s6lo se efectuara, segtn lo autorice la ley al
efecto y cuando las ctcunstancias sociales, econ6micas y de prestaci6n de servicios municipales asi lo
aconsejen.
Cuando se incorpore a un municipio parte del territorio de otlo, pasariin a pertenecer al primero, de pleno
derecho, todos los bienes del municipio afectado que est€n ubicados sobre la porci6n del territorio anexado.

R. C. DEL 5.279

aftz-
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Mediante la Ordenanza Municipal 34-2017-2018, el municipio de Cayey solicit6
formalmente a esta Asamblea Legislativa la modficaci6n de su limite territorial con el
municipio de Guayama. la Exposici6n de Motivos de la referida Ordenanza expresa que

[]os residentes de sectores del Barrio Carite perteneciente al Municipio de
Guayama, han manifestado al Municipio de Cayey, su inter6s de que el
lugar donde residen sea incorporado dentro de los limites territoriales de
este municipio, ya que la mayoria de los servicios esenciales, incluyendo la
educaci6n de sus hijos(a), son brindados por el gobierno de la Mejor Ciudad
de las Arn6ricas.

Ante tal petici6n, el municipio de Cayey, segrin dispone la Ley 81.-1991, segrin
enmendada, promulg6 la referida Ordenanza que, en su Articulo 1, dispone que solicita
"autorizaci6n a la Honorable Legislatura, para que mediante ley se enmienden los limites
territoriales, a los fines de afradir a la jurisdicci6n del Municipio de Cayey, sectores del
Barrio Carite que en la actualidad pertenecen al Municipio de Guayama". A los limites
territoriales actuales del municipio de Cayey se le estarian transfiriendo la siguiente
demarcaci6n geogr6fica que actualmente corresponde al limite territorial del municipio
de Guayama:

desde el puente que ubica en la PR-742 km 3.2, trazando una linea a la
izquierda del mismo hasta llegar a la finca del seflor Waldemar P6rez, en el
sector Carite, luego desde esta finca hasta la propiedad del seflor William
Morales Y6zquez, y de aqui hasta el borde del Lago Carite. Desde el
nacirniento del Rio La Plata a Io largo del mismo hasta llegar a la
colindancia en el municipio de Cayey en el sector Andalucia en el barrio
Cedro, incluyendo la finca de la seflora Eugenia Rivera Rivera,
entendi6ndose que en el cauce natural del Rio La Plata 1o que comprende
en terrenos a la derecha es el municipio de Cayey y a la izquierda, el
municipio de Guayama.

Segrin se expresa en la Exposici6n de Motivos de la presente Resoluci6n Conjunta,
" [e]1 objetivo de modificar los limites territoriales de los municipios de Cayey y Guayama,
es atender el legitimo reclamo de ios residentes de distintos sectores dei barrio Carite,
pefrenecientes, geogrdficamente, al municipio de Guayama". Esto debido a que

[]os residentes de estos sectores, sectores solo tienen accesos disponibles a
trav6s del municipio de Cayey. De acuerdo a 6stos, se les dificulta gestionar
los distintos servicios en la municipalidad de Guayama, en gran medida,
por la complejidad de acceso, y dirigen sus peticiones y preocupaciones al
municipio de Cayey, que en ocasiones se ha visto imposibilitado legalmente
de asistirles. Ante esa constante relaci6n con la cotidianidad del municipio
de Cayey, los residentes de algunos sectores del barrio Carite, prefieren
pertenecer, jurisdiccionalmente, a este municipio y asi disfrutar, como
ciudadanos, de todos los servicios que ofrece esta municipalidad.
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Mediante memorial explicativo, el Municipio de Cayey, por conducto de su
alcalde, el Hon. Rolando &iz Yellzquez, se expres6 sobre la presente Resoluci6n
Coniunta. Expone el Municipio de Cayey que

[]a intenci6n de esta resoluci6n no surge por ningrin otro interEs que no sea

el de hacer justicia social a un grupo de puertorriqueflos cuyo reclamo es

que se les atienda y trate con dignidad. Por muchos affos los residentes del
barrio Carite de Guayama han estado reclamando un trato justo al
momento de solicitar servicios esenciales para mantener una buena calidad
de vida en su comunidad. Constantemente, estos ciudadanos acuden a las
oficinas gubernamentales y municipales en Cayey buscando servicios que
les son denegados porque su domicilio legal pertenece al municipio de
Guayama. Dichos servicios, afectados debido a la dificultad para atender
los mismos por parte del municipio de Guayama, van desde los
primordiales, relacionados a la salud y seguridad, hasta servicios b6sicos
como Io es el recogido de desperdicios s6lidos.

Sobre las residencias dentro de la demarcaci6n que comprende la presente
Resoluci6n Conjunta, esboza que las mismas

est6n ubicadas geogr6ficamente entre los limites territoriales de los
municipios de Cayey y Guayama, en 5reas muy apartadas del centro del
pueblo de Guayama. La rinica rulnera que tiene, tanto el municipio de
Guayama como ellos para recibir y brindar respectivamente los servicios es

atravesando el municipio de Cayey, cmzando los barrios El Cedro y
Farall6n para llegar al lugar. Es fundamental seflalar que este trayecto
puede en ocasiones ser de hasta cincuenta (50) minutos en vehiculo.
(Enfasis nuestro.)

El Municipio de Cayey reitera que ante este reclamo fue que aprob6 la Ordenanza
Municipal realizando la petici6n a la Asamblea Legislativa de modificar el limite
territorial dispuesto en esta pieza legislativa. Finaliza su memorial explicativo
concluyendo que entiende que "con la aprobaci6n de esta Resoluci6n se pondria fin y
haria justicia a quienes nos debemos como servidores priblicos, Nuestro Pueblo".

La Junta de Planificaci6n emiti6 sus comentarios sobre la presente medida
mediante memorial explicativo. Expresa que

[e]1 Plan de Ordenaci6n Territorial de Cayey fue firmado por el Gobemador
el 18 de febrero de 2008 y el Plan de Ordenaci6n Territorial de Guayama fue
firmado por el Gobemador el 19 de marzo de 2008. La medida propone
extender la jurisdicci6n del municipio de Cayey a travEs de la translerencia
de varios sectores del barrio Carite, pertenecientes al municipio de
Guayama, para esto, hay que delimitar el drea geografica en un mapa que
especfique los detalles topogr6ficos. El mapa resultante entre otrai cosas
ayudar6 a identificar el area en la geografia censal correspondiente (sectores
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y bloques censa-les) los cambios ordenados alterar6n tambi6n los limites de
barrios, de ambos municipios, para los cuales el Negociado del Censo
Federal provee informaci6n de las caracteristicas de la poblaci6n y la
vivienda.
Entre otros elementos, para llevar a cabo esta encomienda la Junta y los
municipios utilizardn rasgos fisicos visibles (carreteras, rios, quebradas,
etc.) al delimitar los limites entre los municipios, evitando el uso de limites
o lineas imaginarias en lo que constituiria la geogralla legal de estos
municipios.

La Junta de Planificaci6n expone que

[e]n conformidad con las disposiciones de las leyes, Nrim. 68 del 7 de mayo
de '1.945, conocida como Ley de Mapa de Limites Territoriales de los
Municipios y Barrios de PR; Ley Nr1m. 75 del 24 de junio de 1975, conocida
como Ley Orgdnica de la Junta de Plafficaci6n de Puerto Rico y Ley Nrim.
38 del 30 de junio de 2017, conocida como Ley de Procedimiento
Administrativo Uniforme, segrin enmendadas, la |unta de Planificaci6n es

la responsable de preparar, la documentaci6n y los Mapas Oficiales de los
municipios que refleien los cambios y se notifique de los nuevos llmites
propuestos a los organismos gubernamentales priblicos y federales para
que realicen las gestiones correspondientes para las comparecencias a los
procesos que se llevarSn a cabo como pafre de esta encomienda legislativa
que enmienda los limites territoriales de los municipios. De igual manera
se notifiquen a los residentes de estos municipios para que tengan
conocimiento sobre los cambios.

Afrade que

[e]n las delimitaciones propuestas, la Junta y los municipios trabajar6n en
conjunto para precisar y detallar, entre otros, la cantidad de cuerdas de
terrenos obietos de cambios, el nrimero de habitantes a ser impactados, las
viviendas dentro de los limites en cambios, las escuelas que serian
impactadas, facilidades priblicas, servicios, etc., para ser analizadas con la
informaci6n disponible. Deben ser precisos en establecer los terrenos, vias
y sectores que abarcan los cambios propuestos, de manera que se puedan
elaborar mapas con mas exactitud.

Finalmente, la Junta de Planificaci6n expresa que concuerda con la intenci6n
legislativa esbozada en la presente medida. Asi las coias, endosa la aprobaci6n de la
medida objeto de este Informe.

El Departamento de Recursos Nafurales y Ambientales (en aderante, el',DRNA,,)
se_expres6 sobre la presente Resoluci6n Conjunta mediante memorial explicativo. El
DRNA expone que
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fl]uego de evaluar la medida propuesta, el DRNA concurre con esta
Asamblea Legislativa en la impofrancia de llevar a cabo las modificaciones
territoriales que sean necesarias para mEorar la calidad de vida de los
residentes del lugar y de esta forma, facilitar que reciban de una manera
m5s eficiente los servicios a los que tienen derecho.

El referido Departamento expresa que endosa la aprobaci6n de esta pieza
legislativa. No obstante, reconoce y otorga deferencia a las opiniones que puedan
presentar las agencias concernientes.

Esta Comisi6n toma conocimiento del Informe Negativo presentado por la
Comisi6n de Asuntos Municipales del Senado de Puerto Rico en tomo a la R. C. de la C.
25. La referida pieza legislativa pretendia

ordenar a la Junta de Planificaci6n del Gobiemo de Puerto Rico, realizar un
estudio exhaustivo sobre la viabilidad y posibilidad de anexar al Municipio
de Cayey varios sectores de los barrios Carite, Cedro y Farall6n colindantes
al Lago de Carite que en la acfualidad no tienen acceso a carreteras ni
servicios en el Municipio de Guayama, al cual pertenecen.

Para el an6lisis de dicha media, la Comisi6n de Asuntos Municipales celebr6 una
Vista Priblica el 24 de enero de 2018. Durante la misma asistieron: (1) el Hon. Rolando
Ortiz Vel6zquez, Alcald,e de Cayey; (2) Sr. Gerardo Vicil Pag6n, Director de la Oficina
Municipal del CRIM y en representaci6n del Hon. Eduardo E. Cintr6n Su6rez, Alcalde
de Guayama; y (3) el Sr. Juan R. Jim6nez V6lez, Representante de la Presidenta y
Planificador de la Junta de Planificaci6n Oficina del Gobemador.

Segin se desprende dicho Informe, el Hon. Rolando ftiz Vel5zquez, Alcalde del
Municipio de Cayey, estuvo acompaflado por el Sr. Manuel Rivera V6zquez y el Seflor
Waldemar P6rez, ambos residentes en los terrenos objeto de esta investigaci6n. Se detalla
en el mismo que

[a]1 comenzar su presentaci6ry el alcalde aclar6 que es solamente un
pequefro sector de los barrios Farall6n y Cedro, con aproximadamente 100
residentes, a los que se solicita anexar a su municipio con el prop6sito
esencial de ayudar a mejora-r su calidad de vida. Esto debido a que no tienen
una caretera que les comunique m6s r6pido con Guayama, lo que les afecta
en el recibo de servicios esenciales de salud, recogido de desperdicios
s6lidos y seguridad. Asi tambi6n, e1 alca_lde expuso que, de aprobarse la
anexi6n de los sectores con su municipio, estaria en la disposici6n de ceder
al municipio de Guayama los beneficios econ6micos, (ue futuramente
su{ao por ingresos de contribuciones mueble e inrrrueble, patentes,
arbitrios y otros. De igualmanera, entiende que podria haber acuerdos para
atender las necesidades de los sectores implicados por ambos municiiios,
no obstante, le preocupa que no se puede asegurar que sean permanentes
por no estar establecidos por Ley. Asi tambi6n, er arcarde especific6 que lo
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mes importante en todo este asunto, es que los residentes reciban los
servicios que merecen y necesitan.

Adem6s, la referida Comisi6n hizo constar en su Informe que el Sr. Gerardo Vicil
Pag5n, Dtector de la Oficina Municipal del CRIM, en representaci6n del Hon. Eduardo
E. Cintr6n Suarez, Alcalde de Guayama,

inici6 su ponencia citando la Ley 81-1991, conocida como "Ley de
Municipios Aut6nomos dei Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 191",
relacionado al asunto que trata esta medida. De esta manera, indic6 que la
iniciativa de esta Resoluci6n Conjunta no surge de una petici6n de la
Legislatura Municipal. Asimismo, determin6 que su oposici6n a esta
Resoluci6n est6 predicada en consideraciones hist6ricas, geogr6ficas,
poblacionales y econ6micas. Por lo que expres6 que el Municipio de
Guayama, bajo todas las administraciones pasadas, ha tenido un
envolvimiento destacado, no tan s61o en servicios a los sectores, sino
tambidn en actividades de contenido hist6rico que incluye a1 Lago Carite.
Por otra parte, destac6 que, en el contexto geogrAfico, la lejania de un sector
dentro de su municipio no debe ser un criterio para cambiar limites
territoriales a otro municipio. El hecho de que haya personas del Municipio
de Guayama que decidan hacer sus gestiones cotidianas en el Municipio de
Cayey, por raz6n de su cercania, no hace necesario el que se tenga que
pertenecer territorialmente a dicho municipio. Adem6s, indic6 que estdn
conscientes de que los problemas de acceso son ocasionados por la sifuaci6n
de la PR-742, y propuso que ambos municipios, Guayama y Cayey, en
colaboraci6rL pueden cooperar con el gobiemo estatal para que tal acceso
mejore.
Asimismo, estableci6 que, poblacionalmente, esos sectores pertenecen a
Guayama y son estrictamente necesarios para mantener su crecimiento
poblacional y que una reducci6n le afecta significativamente en el aspecto
econ6mico y en la aprobaci6n de programas federales que requieren un
minimo de poblaci6n municipal. Asi tambi6n, expres6 su disponibilidad
para realizar un acuerdo colaborativo con el municipio de Cayey para
lograt mejores beneficios para los residentes. por lo que, tambi6ru estd
presto para asignar ayudantes especiales y personal municipal que puedan
atender las necesidades y solucionar problemas e inconvenientes que tenga
la comunidad. A preguntas de la Presidenta de la Comisi6n el senor vic-il,
expuso que el Municipio de Guayama ya ha realizado labores de
rehabilitaci6n de accesos en sus sectores y que est6n en proceso de
establecer un cuartel rodante de la policia Municipal y que estdn haciendo
ajustes para Ia contrataci6n del recogido de basura.
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La Comisi6n de Asuntos Municipales hizo constar que el Sr. fuan R. Jim€nez V6lez,
asisti6 a la Vista Prlblica en representaci6n de la Dra. Maria del C. Gordillo P€rez,
Presidenta de la |unta de Planificaci6n. Este

indic6 que en con-formidad con las disposiciones de varias leyes que le
rigen, la agencia tiene la autoridad para realizar el estudio obieto de esta
Resoluci6n. Asimismo, manilest6 que tienen conocimiento de que los
residentes de varios sectores de los alrededores del Lago Carite, que
pertenecen geogr6ficamente al Municipio de Guayama, han expresado a la
Legislatura, que solo tienen acceso disponible a trav6s del Municipio de
Cayey y que recikn servicios de varias agencias adscritas a dicho
municipio. Sin embargo, a 6stos se les dficulta gestionar los servicios en el
Municipio de Guayama y dirigen sus peticiones y preocupaciones al
Municipio de Cayey, el cual, en ocasiones, se ha visto imposibilitado
legalmente de asistirles o servir de enlace con agencias adscritas al Distrito
de Guayama. Por lo que varios residentes de estos sectores han considerado
la posibilidad de que sus 6reas de residencias sean legalmente unid[a]s al
Municipio de Cayey, para poder recibir los servicios completos, debido a

que el Municipio de Guayama no satisface todas sus necesidades de
servicios municipales.

Luego de realizar un analisis de Ia R. C. de la C. '25, \a Comisi6n de Asuntos
Municipales concluy6 en su Informe que la misma no cumplia en ese momento con los
requisitos contemplados en la Ley 8L-799L, segrin enmendada, conocida como la "Ley de
Municipios Aut6nomos de Puerto Rico". No obstante, segtn ha sido mencionado
anteriormente, el municipio de Cayey posteriorrnente aprob6 la Ordenanza Municipal
3+2017-2018, en Ia que oficialmente solicita la modificaci6n de su limite territorial con el
municipio de Guayama para, de esta manera, atender las necesidades de los ciudadanos
que se encuentran localizados en la referida demarcaci6n territorial.

Los criterios expuestos en la Ley 81-199L, supra, aclsalmente se cumplen para dar
paso a la presente Resoluci6n Conjunta. En primer lugar, se encuentra vigente una
Ordenanza Municipal solicitando la acci6n de esta Asamblea Legislativa por parte de uno
de los municipios que veria aJectado su limite territorial. En segundo lugar, y no menos
importante, las "circunstancias sociales, econ6micas y de prestaci6n de servicios
municipales"r asi lo aconsejan.

CONCLUS16N

Esta Comisi6n, luego de realizar un analisis de los memoriales recibidos, del
Itr-9rl: presentado por la Comisi6n de Asuntos Municipales y de las disposiciones
aplicables de la Ley 81-'1991., supra, ent.,ende meritorio queie d6 paso a la modificaci6n
de los limites territoriales de los municipios de Cayey y 

-c.ruy*u, 
segrln se detalla en la

3 
Quinto Perrafo del Articulo r.008 de la Ley gl-1991, segin enmendad4 conocida como la ..Ley 

de Municipios
Aut6nomos de Puerto ruco".
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presente Resoluci6n Conjunta. Los ciudadanos que residen en el 6rea afectada y objeto
de la presente medida merecen certeza en cu.rnto a los servicios que le ofrece su
municipalidad. En esa direcci6ry se estaria facilitando que el municipio de Cayey asuma
la jurisdicci6n y , a srt vez, provea a esta ciudadania de sus servicios con mayor facilidad
y conveniencia para estos.

A tenor con 1o anterior, la Comisi6n de Gobierno del Senado de Puerto Rico, previo
estudio y consideraci6rL recomienda a este Alto Cuerpo la aprobaci6n con enmiendas
de la R. C. del S.279.

Respetuosamente sometido,

A. Romero Lugo
Presidente
Comisi6n de Gobierno

-/r-
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Refendn a la Comisi6n de Asuntos Municipales

RESOLUCIoN CONJUNTA

Para modificar los limites territoriales de los municipios de Cayey y Guayama, a los
fines de extender la jurisdicci6n del municipio de Cayey a trav6s de la *ansfureeia
transferencia de varios sectores del barrio Carite, pertenecientes aI municipio de
Goayarrra; y para otros fnes reh s.

EXPOSICIoN DE MOTTVOS

La Secci6n 1 del Articulo VI de la Constituci6n de Puerto Rico, le concede a la

Asamblea Legislativa la facultad de crear, suprimir, consolidar y reorganizar

municipios, modificar sus limites territoriales y determinar lo relativo a su r6gimen y

funci6n. El objetivo de modificar los limites territoriales de los municipios de Cayey y

Guayama, es atender el legitimo reclamo de los residentes de distintos sectores del

barrio Carite, pertenecientes, geogrdficamente, al municipio de Guayama.

Los residentes de estos se€+e+e+ sectores solo tienen accesos disponibles a kav€s

del municipio de Cayey. De acuerdo a 6stos, se les dificulta gestionar los distintos

servicios en la municipalidad de Guayama, en gran medida, por la complejidad de

acceso, y dirigen sus peticiones y preocupaciones al municipio de Cayey, que en

ocasiones se ha visto imposibilitado legalmente de asistiries. Ante esa constante relaci6n

con la cotidianidad del municipio de Cayey, los residentes de algunos sectores del
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barrio Carite, prefieren pertenecer, jurisdiccionalmente, a este municipio y asi disfrutar,

como ciudadanos, de todos los servicios que ofrece esta municipalidad.

Tal y como dispone el ArHculo 1.005 de la Ley 81 del 30 de agosto de 1991, segrin

enmendada, mejor conocida como la "Ley de Municipios Aut6nomos de Puerto Rico",

la Legislatura Municipal del municipio de Cayey solicit6 la modificaci6n de los limites

territoriales del re[endo Municipio a trav€s de la Ordenanza Municipal W2017-2018.

Dicha petici6n va dirigida a incorporar bajo su jurisdicci6n, distintos sectores del barrio

Mg C^ante que actualmente pertenecen al municipio de Guayama. Ante esa realidad,

esta Asamblea Legislativa entiende meritorio modificar los limites territoriales de los

municipios de Cayey y Guayama para atender responsablemente las necesidades de los

residentes de estos sectores.

RESUELVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATTVA DE PIJERTO RICO:

1.- Medifiea+ Se modifican los limites territoriales del

2 municipio de Cayey para con el pro4sito de extender sus limites territoiaks y transfeir

3 4 su jurisdicci6q a: desde el puente que ubica en la PR-742 km 3.2, trazando una

4 linea a la izquierda del mismo hasta llegar a la finca del seflor Waldemar P6rez, en el

5 sector Carite, luego desde esta finca hasta la propiedad del sefror William Morales

6 YAzqtez, y de aqui hasta el borde del l,ago Carite. Desde el nacimiento del Rio la

7 Plata a lo largo del mismo hasta llegar a la colindancia en el municipio de Cayey en el

8 sector Andalucia en el barrio Cedro, incluyendo la finca de la seffora Eugenia Rivera

9 Rivera, entendi6ndose que en el cauce natural del Rio La plata lo que comprende en

10 terrenos a la derecha es el municipio de Cayey y a la izquierda, el municipio de

Me Secci6n

11 Guayama.



)

1 A+tieufe Secci6n 2.- Se ordena a la Junta de Planificaci6n a notificar a las

2 agencias estatales y federales concemidas, incluyendo los tribunales de lusticia. de Ia

los nueoos limites territoriales de los municipios de Cayey y Guayama.

k@e Secci6n 3.- l^a Junta de Planificaci6ry en conjunto con el municipio de

Cayey Lsl munfipig de Curyamq preparar6 en un t6rmino de sesenta{60) nozsenta (90)

dias, contados a partir de la aprobaci6n de esta @ Resoluci6n Conjunta, un mapa

delimitando los nuevos limites territoriales para los municipios de Cayey y

8 Guayama.

9 Secc in 4.- Se ordetu a la lunta de Planificaa6n. u a todas las enhdades

t0 gubernamentabs cofiespondbfl

11 retisar los mapas de clasificaci6n de suelo, retisar cualquiet plqr aial oigente y realizar

12 cualquier otra gesti6n necesaia para la modi.ficaci6n ful limitd territoial dt los municipios de

13 Caveu a Guauama, de con{ormidad con las disposiciones de esta Resoluci6n Coniunta.

14 A*+ieCe--a Seccion 5.- Esta Ley Resoluci6n Coniunta comenzara a regir

15 inmediatamente despuEs de su aprobaci6n.

J

4

5

6

7

r-



oRlGlN" U*
GOBIERNO DE PUERTO RICO

18 "u Asamblea
Legislativa

4 tu Sesi6n
Ordinaria

u

SENADO DE PUERTO RICO
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AL SENADO DE PUERTO RICO

La Comisi6n de Asuntos del Consumidor y Senzicios Priblicos Esenciales, previo
estudio, consideraci6n y de conformidad con las disposiciones del Reglamento del
Senado, recomienda Ia aprobaci6n del Prolre6to de la C6mara 7272 con las enmiendas
introducidas en el entirillado electr6nico que se acompafla.

ALCANCE DE LA MEDIDA

EI Proyecto de ia CS.mara 7272, tiene como prop6sito crear la"Ley para Garantizar
el Acceso a Servicios Esenciales en Situaciones de Emergencia"; y para otros fines
relacionados.

ANALISIS DE LA MEDIDA

Segrln se desprende de la Exposici6n de Motivos de la medida, luego del paso de
los huracanes Irma y Maria por Puerto Rico qued6 demostrado que estar totalmente
preparados para un evento atomosf6rico como los antes mencionados es imposible. Ante
esto, es nuestra obligaci6n facilitar las herramientas que ayuden a los puertorriqueflos a

estar 1o mejor preparados posibles.

Para la debida preparaci6n ante los erzentos atmosfdricos previsibles, resulta
indispensable contar con los servicios esenciales como los son Ia energia el6ctrica, agua
potable, alcantarillado y comunicaciones. Es la legislatura a quien le corresponde adoptar
la politica priblica que garantice que los ciudadanos cuenten con estas herramientas en
periodos de crisis.

Para el correspondiente an6lisis del Proyecto ante nuestra atenci6n, se solicitaron
Ios memoriales previamente remitidos a la Comisi6n de Asuntos del Consumidor, Banca
y Seguros de la C6mara de Representantes. Estos incluyen Ia opini6n de la Junta
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Reglamentadora de Telecomunicaciones, la Autoridad de Energia El6ctrica, la Oficina
Independiente de Protecci6r-r al Consumidor, Ia Autoridad de Acueductos y
Alcantarillados y Claro.

La Presidenta de la Junta Reglamentadora de Telecomunicaciones (]unta),
Sandra E. Torres L6pez, expresa que la L"y 213-7996, r'econoci6 el servicio de
telecomunicaciones como uno cuya prestaci6n persigue un fin de alto inter6s priblico,
dentro de un mercado competitivo, y concentr6 en una sola agencia gubernamental, la
jurisdicci6n primaria relacionada con la reglamentaci6n del campo de las

telecomunicaciones. Asi tambi6n, a tenor con el inciso (a) del Articulo II-6 de la
mencionadaLey,la Junta tiene una amplia y abarcadora jurisdicci6n primaria sobre todos
los servicios de telecomunicaciones, sobre todas las personas que rinden estos servicios
dentro de Puerto Rico y sobre toda persona con inter6s directo o indirecto en dichos
servicios o companias. No obstante, en el referido Articulo, se establecen los pardmetros
para esta autoridad. Especificamente, el establece que la Junta ejercer6 su jurisdicci6n en
todo aquello que no est6 en conflicto con las disposiciones estatutarias y reglamentarias
federales, especialmente las que cofiesponden a la Comisi6n Federal de Cornunicaciones,
asi como aquellas normas federales que ocupen el campo.

La Junta, adem6s de tener jurisdiccion prirnaria sobre los servicios de
telecomunicaciones, por mandato federal tambi6n pertenece a Ia jerarquia del Emergency
Support Function #2 (ESF#2), a cargo de las funciones de apoyo de las
telecomunicaciones en Puerto Rico. Ei t6rmino Emergency Support Function (ESF, por
sus siglas en ingi6s) se refiere a un esfuerzo coordinado jerdlquico en el manejo de
emergencias, encaminado a facilitar el envio de ayuda o asistencia, cuando tal ayuda
sea solicitada durante emergencias o desastres. Concretamente, Ia Junta como ESF#2
apoya la restauraci6n de Ia infraestructura de comunicaciones, facilita la recuperaci6n de
los sistemas y ayuda a coordinar el apoyo de las comunicaciones federales, estatales y
locales durante los incidentes de emergencia, enfre otros. Tambi6n, tienen Ia
responsabilidad de pagar los tei6fonos satelitales al Gobernador y a ios jefes de agencia
designados por 61, para su uso en medio de situaciones de emergencia, de manera que
siempre se rnantenga conectado y haya una continuidad de operaciones y comunicaci6n
a nivel gubernamental.

Para Ia Junta, sin lugar a dudas, con el paso de esta emergencia, qued6 demostrado
1o esencial que es el servicio de telecomunicaciones, no solo para Ia comunicacion de los
ciudadanos y e1 propio Gobierno, sino tambi6n en todos los 6mbitos de la Isla: economia,
seguridad, salud, banca, manufacfura, farmac6uticas, turismo, transporte, etc. La
industria de las Telecomunicaciones ademds de ser esencial, aporta millones anualmente
a Ia economia de Puerto Rico. C6nsono con lo cual, el 20 de enero de 2018, el Hon.
Gobernador, Ricardo Rossell6 Nev6res, firm6 Ia Ley 5-2018, que enmienda la Ley 213,
supra, para disponer que el servicio de telecomunicaciones es uno esencial. La Junta ya
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estd trabajando para establecer planes de trabajo, de cara al futuro, que partan de esta

realidad.

Evaluado el P. de IaC. 1272. la Junta apoya en principio io que este persigue, pues
lo que pretende es que los ciudadanos no se vean privados de los servicios esenciales

durante una emergencia )r sometieron una serie de enmiendas que fueron acogidas en Ia

evaluaci6n que hiciera prerriamente la Comisi6n del Cuerpo Hermano. De igual forma,
esta Comisi6n recibi6 comentarios por parte de Claro.

Por su parte, Ia Autoridad de Energia El6ctrica, indica que no ha suspendido el
servicio el6ch'ico a sus clientes por falta de pago. El objetivo de la Autoridad es restituir
el servicio de energia el6ctrica en las 6reas afectadas por la emergencia a la brevedad y
concentra todos sus esfuerzos en dicho h'abajo.

Conforme a 1o anterior, toda vez qLLe se justifica el prop6sito expresado en el
mismo, la Autoridad favorece su aprobaci6n.

La Oficina Independiente de Protecci6n al Consumidor (OIPC), a harz6s de su
director Lcdo. Jos6 A. PlrezYdlez, endosa cualquier rnedida legislativa que redunde en
beneficios para el consumidor de energia. Indiscutiblemente, es parte esencial de Ia labor
de la legislatura presentar medidas que promuevan la defensa de los derechos de los
ciudadanos. Lo anterior, obtiene mayor relerrancia durante tiempos de crisis y
ernergencia como los que se virrielon recientemente con el paso de los huracanes Irma y
Maria por Puerto Rico.

Por lo anterior, la OIPC avala Ia aprobaci6n de1 PC 7272. Er-rtienden que es una
legislaci6n necesaria para garantizar los servicios esenciales en situaciones de
emergencia, pues consideran meritorio prohibir que estos sean interrumpidos por falta
de pago en momentos en los que el consumidor m6s los necesita.

M6nica Echevarria Garcia, representante de C1aro reconoce que las
telecomunicaciones son indisperLsables para salvar vidas y propiedad durante una
emergencia. Por 1o que senala que luego del paso del hurac6n Maria, Claro se abstuvo de
desconectar servicios por falta de pago y no realiz6 gestiones de cobro, hasta tanto su red
fuera reparada y los servicios, en su mayoria, fueran reestablecidos. No obstante, Claro
propone que el periodo durante eI cuai se prohiba la desconexi6n de servicios debe ser
limitado, o especificamente definido.

Por riltimo, el presidente ejecufivo de la Autoridad de Acueductos y
Alcantarillados (AAA), Eli Diaz Atienza coincide con la importancia de que los
ciudadanos tengan acceso a los servicios de energia el6ctrica, agua potable, alcantarillado
y cornunicaciones durante la preparaci6n para los eventos atmosf6ricos previsibles. Al
respecto, es practica establecida en la Autoridad que los servicios de aglra y
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alcantarillado sanitario no sean interrumpidos por falta de pago durante la
preparaci6n para en{rentar estos eventos. Es su prioridad restablecer los
servicios, taies como altas y reconexiones, segrln solicitado por sus clientes.

Una vez pasado el evento atmosf6rico, la prioridad de la Autoridad es
norrnalizar todos ios servicios a fin de no solo continuar brindando el servicio de
agua potable y de alcantarillado sanitario a la ciudadania sino que las
operaciones ordinarias de la corporaci6n prlblica se reestablezcan a Ia mayor
brevedad. En vista de 1o anterior, Ia Autoridad posee Ia prattica administrativa
que se interesa implantar mediante legislaci6n, atendiendo a su vez la realidad
operacional que un evento de esta indole representapara la utilidadprlblica.

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

Luego de evaluar los comentarios recibidos en torno al Proyecto de la C6mara
7272, y teniendo en cuenta 1o rrirrido luego del paso de los huracanes Irma y Maria por
Puerto Rico, Ia Cornisi6n de Asur-rtos del Consumidor y Serrricios Prlblicos Esenciales
recomienda a este Alto Cuerpo la aprobaci6n de ia medida, con las enmiendas contenidas
en el entirillado electr6nico que acompafla este Informe.

Respetuosamente sometido,

on. E ez Nierres
Pre ta
Comisi6n Asuntos del Consumidor y Senricios Priblicos Esenciales
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LEY

Para crear la "Ley para Garantizar el Acceso a Servicios Esenciales en Situaciones de
Emergencia" ; y para otros fines relacionados.

EXPOSICION DE MOTIVOS

El pasado aflo, nuestra Isla sufri6 el embate de dos de los peores huracanes en
nuestra historia. El paso del hurac6n Maria ha sido cualificado en los medios a nivel
nacional como el peor desastre natural en Ia historia de los Estados Unidos. Sin lugar a
dudas el paso de los huracanes Irma y Maria dejar6, una huella en nuestras vidas. Lo
anterior no s6lo por el evento, sino por su efecto en nuestro quehacer diario.

Grandes lecciones se han aprendido durante esta pasada temporada de
huracanes. Entre estas, que es imposible estar totalmente preparados para un evento
atmosfdrico de tal magnitud. Lo que podemos hacer es tomar medidas para limitar los
daflos que pueden ocasionar estos eventos. Entendemos que es nuestra obligaci6n
facilitar las herramientas que ayuden a nuestros ciudadanos a estar lo mejor preparados
posibleg para este tipo de evento.
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En la preparaci6n para los eventos atmosf6ricos previsibles, como lo son los
huracanes, resulta indispensable contar con servicios de energia el6ctlica, agua potable,
alcantarillado y comunicaciones. Como Legislatura, nos corresponde adoptar la politica
priblica que garantice que los ciudadanos cuenten con estas herramientas en periodos
de crisis. En consideraci6n a 1o antes expresado, se deben adoptar disposiciones que

garanticen que tales serrzicios 11o sean interrurnpidos durante Ia preparaci6n para
enfrentar estos eventos.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO

Articulo 1.-Ley

2

J

4

Esta Ley se collocerd y podr6 ser citada como la "Ley para Garantizar los

Servicios Esenciales en Situaciones de Emergencia"

Articulo 2.-Declaraci6n de Politica Priblica.

Es la politica prlblica del Gobierno de Puerto Rico proteger al mdximo ia vida y

6 seguridad de sus ciudadanos ante eventos atmosfericos y situaciones de emergencia

7 Igualmente. ser6 politica priblica del Gobierno de Puerto Rico garar-rtizar que sus

ciudadanos cuenten con las herramientas b6sicas para prepararse para ante este tipo de

evento

Articulo 3. -Aplicabilidad.

Desde que eI National Oceanic and Atnrcspluric Adnittistraflor (NOAA) emita aviso

de tormenta tropical o hurac6n o desde que el Presidente de los Estados Unidos o el

Gobernador de Puerto Rico deciare estado de emergencia o desastre, hasta que cese el

aviso emitido por la NOAA o el estado de emergencia o desastre declarado por eI

Presidente de los Estados Unidos o el Gobernador de Puerto Rico, quedara prohibido que

@ se intenuntpan por falta de pago los siguientes serwicios:

5

It 1

\ll

8

9

10

11

12

13

14

15

16
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a.

b.

C.

d.

e.

1

2

J

Telefonia residencial, m6vil o celular

Internet.

Televisi6n por Cable o Cable TV

Energia El6ch'ica.

Acueductos y Alcantarillados.

Presidente de los Estados Utidos o el Goberuador de Puerto Rico, la persona qyq yqglnny los

dereclns cottsipndoq e114 presente 141, deberi residir en el nnuicipio, resi1n o dren afectada por

4

5

6

7

8

9

Cuartdo se trate de urm declaraci6tt de estado de etnergettcia o dtsnstre declarado por el

10

ln declarnci6n

Articulo 4.-Exclusi6n de Senricio Comercial.

Las disposiciones de Ia presente Ley beneficiardn exclusivamente a los servicios

residenciales descritos en el Articulo 3.

Articulo 5.-Reglamentos

Se le ordena a la Junta Reglamentadora de Telecomunicaciones adoptar y/o

modificar los reglamentos necesarios para facilitar la implementaci6n de las

disposiciones de la presente Ley en un t6rmino no mayor de novelta (90) dias a partir

de su vigencia con respecto a los servicios bajo su jurisdicci6n.

Articulo 6.-Penalidades

Aquellas Personas juridicas o naturales que ilrcumplan con lo establecido en Ia

presente Ley o los reglamentos que se publiquen en virtud de la misma, con relaci6n a

los servicios detallados en los incisos (r), (b) y (c) del Articulo 3 de esta Ley podrdn ser

multadas por la Junta Reglamentadora de Telecomunicaciones, segfn establece la Ley

I)/

11

t2

13

l4

15

t6

t7

18

t9

20

21

22



4

1J

4

5

I 273-1996, segirt enmendada, conocida como "Ley de Telecomunicaciones de Puerto

2 Rico de 7996"

Articuio 7.-Incompatibilidad

Por Ia presente se deroga cualquier ley org6nica, general o especial, articulo o

secci6n de ley, normatirra, acuerdos, acuerdos suplernentarios, 6rdenes administrativas,

6 politicas, cartas circulales, certificaciones, reglamentos, cartas normatirzas, cartas

7 conh'actuales y disposiciones aplicables que vayan en conha de las disposiciones de

esta Ley

Articulo 8-Supremacia.

Las disposiciones de esta L"y y los reglamentos o normas que se adopten de

11 conformidad con Ia misma, prevalecer6n sobre cualquier otra disposici6n de ley,

12 reglamento o norma que no estuviere en armonia con los primeros

13 Articulo 9-Separabilidad

l4 Si cualquier cldusula, pdrrafo, subp6rrafo, oraci6n, palabra, letra, articulo,

15 disposici6n, secci6n, subsecci6n, titulo, capitulo, subcapitulo, ac6pite o parte de esta Ley

16 fuera anulada o deciarada inconstitucional, la resoluci6n, dictamen o sentencia a tal

17 efecto dictada no afectar6, perjudicarl, ni invalidar6 el remanente de esta Ley. El efecto

l8 de dicha sentencia quedard limitado a la cl6usula, pdrrafo, subpdrrafo, oraci6n, palabra,

19 letra, articulo, disposici6n, secci6n, subsecci6n, titulo, capifulo, subcapitulo, ac6pite o

20 parte de la misma que asi hubiere sido anulada o declarada inconstitucional. Si Ia

21 aplicaci6n a una persona o a una circunstancia de cualquier cl6usula, pilruafo,

8

9

10

UI

22 subpArrafo, oraci6n, palabra, letra, articulo, disposici6n, secci6n, subsecci6n, tifulo,



5

3

4

5

6

7

1 capitulo, subcapitulo, ac6pite o parte de esta L"y fuera invalidada o declarada

2 inconstitucional, Ia resoluci6n, dictamen o sentencia a tal efecto dictada no afectar6 ni

invalidard la aplicaci6n del remanente de esta Ley a aquellas personas o circunstancias

en que se pueda aplicar rrdiidamente. Es la voluntad expresa e inequivoca de esta

Asambiea Legislativa que los tribunales hagan cumplil las disposiciones y la aplicaci6n

de esta Ley en la ma1,or medida posible, aunque se deje sin efecto, anule, invalide,

perjudique o declare inconstitucional alguna de sus partes, o aunque se deje sin efecto,

8 invalide o declare inconstitucional su aplicaci6n a alguna persona o circunstancia. Esta

9 Asamblea Legislatirza hubiera aprobado esta Ley sin importar la determinaci6n de

10 separabilidad que el Tribunal pueda hacer

11 Articulo 10.-Vigencia

Esta Ley comenzardaregir inmediatamente despu6s de su aprobaci6n.T2

n.)\i
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Referido a la Comisión de Asuntos Municipales  

 

LEY 

Para enmendar el Artículo 5-103 de la Ley Núm. 447 del 15 de mayo de 1951, según 
enmendada, a los fines de aclarar las disposiciones relacionadas a los beneficios 
de pensión que le serán aplicables a los alcaldes que hayan juramentado a dicha 
posición antes del 31 de enero del 2001.  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Las pensiones de los alcaldes que hayan juramentado antes del 1 de enero de 

2000, se computan al amparo de las disposiciones del Artículo 2-101 (b) de la Ley Núm. 

447 del 15 de mayo de 1951, según enmendada. Sin embargo, existe un nutrido grupo 

de alcaldes que comenzaron funciones en enero de 2001, quienes su pensión se computa 

a tenor con las disposiciones del Capítulo 3. La diferencia en el cómputo de las 

pensiones es significativa y no se justifica cuando el término varía por tan poco tiempo.   

 La presente Ley tiene el propósito de corregir dicha situación al establecer que 

los beneficios de pensión que le aplicarán a los ejecutivos municipales que hayan 
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juramentado a su cargo antes del 31 de enero de 2001, serán computados según de las 

disposiciones del Artículo 2-101. Con esto, hacemos justicia a estos servidores públicos 

que tan bien han servido a sus respectivos municipios.    

 

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Artículo 1.- Se enmienda el Artículo 5-103 de la Ley Núm. 447 del 15 de mayo de 1 

1951, según enmendada, para que lea como sigue:  2 

“Artículo 5-103-Beneficios Acumulados 3 

(a) …  4 

Los alcaldes que comenzaron a trabajar antes del [1ro] 31 de enero de [2000, y 5 

que al 30 de junio de 2013, no eran participantes del Programa de Cuentas de Ahorro 6 

para Retiro que establece el Capítulo 3 de esta Ley, preservarán] 2001, tendrán los 7 

beneficios acumulados, computados según las disposiciones del Artículo 2-101 (b) de esta Ley, 8 

hasta el 30 de junio de 2013, en cuanto a los años de servicio acumulados y la manera de 9 

calcular la retribución promedio, sin sujeción a las disposiciones del Capítulo 3 de esta Ley. 10 

Para el cómputo de la anualidad correspondiente a estos beneficios acumulados hasta el 11 

30 de junio de 2013, serán de aplicación las disposiciones del Artículo 2-101 (b) sobre el 12 

recibo de una pensión como alcalde. A partir del 1ro de julio de 2013, el participante no 13 

acumulará años de servicio adicionales para determinar la retribución promedio y 14 

computar una pensión bajo este inciso. Tampoco podrá el participante recibir 15 

reconocimiento por servicios no cotizados, transferir aportaciones o devolver 16 

aportaciones sobre periodos trabajados antes del 30 de junio de 2013, excepto por 17 

aquellas excepciones expresamente establecidas en esta Ley.  18 
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En el caso de aquellos alcaldes que al 30 de junio de 2013, no hubiesen cumplido 1 

50 años de edad y completado por lo menos 10 años de servicio, ocho (8) de éstos en 2 

funciones como alcalde, el retiro será opcional cuando el participante alcance sus 50 3 

años de edad.  4 

…” 5 

Artículo 2.- Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su 6 

aprobación.7 
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GOBIERNO DE PUERTO RICO 
 

18va. Asamblea 4ta. Sesión 
 Legislativa  Ordinaria 
 

SENADO DE PUERTO RICO 

R. C. del S. 279 
15 de agosto de 2018 

Presentada por el señor Rivera Schatz (Por Petición) 

Referida a la Comisión de Asuntos Municipales  
 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 

Para modificar los límites territoriales de los municipios de Cayey y Guayama, a los 
fines de extender la jurisdicción del municipio de Cayey a través de la transferencia 
de varios sectores del barrio Carite, pertenecientes al municipio de Guayama; y para 
otros fines relacionados. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La Sección 1 del Artículo VI de la Constitución de Puerto Rico, le concede a la 

Asamblea Legislativa la facultad de crear, suprimir, consolidar y reorganizar 

municipios, modificar sus límites territoriales y determinar lo relativo a su régimen y 

función. El objetivo de modificar los límites territoriales de los municipios de Cayey y 

Guayama, es atender el legítimo reclamo de los residentes de distintos sectores del 

barrio Carite, pertenecientes, geográficamente, al municipio de Guayama. 

Los residentes de estos sectores solo tienen accesos disponibles a través del 

municipio de Cayey. De acuerdo a éstos, se les dificulta gestionar los distintos servicios 

en la municipalidad de Guayama, en gran medida, por la complejidad de acceso, y 

dirigen sus peticiones y preocupaciones al municipio de Cayey, que en ocasiones se ha 

visto imposibilitado legalmente de asistirles. Ante esa constante relación con la 

cotidianidad del municipio de Cayey, los residentes de algunos sectores del barrio 
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Carite, prefieren pertenecer, jurisdiccionalmente, a este municipio y así disfrutar, como 

ciudadanos, de todos los servicios que ofrece esta municipalidad. 

Tal y como dispone el Artículo 1.005 de la Ley 81 del 30 de agosto de 1991, según 

enmendada, mejor conocida como la “Ley de Municipios Autónomos de Puerto Rico”, 

la Legislatura Municipal del municipio de Cayey solicitó la modificación de los límites 

territoriales del referido Municipio a través de la Ordenanza Municipal 34-2017-2018. 

Dicha petición va dirigida a incorporar bajo su jurisdicción, distintos sectores del barrio 

Carite que actualmente pertenecen al municipio de Guayama. Ante esa realidad, esta 

Asamblea Legislativa entiende meritorio modificar los límites territoriales de los 

municipios de Cayey y Guayama para atender responsablemente las necesidades de los 

residentes de estos sectores. 

RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se modifican los límites territoriales del municipio de Cayey con el 1 

propósito de extender sus límites territoriales y transferir a su jurisdicción: desde el 2 

puente que ubica en la PR-742 km 3.2, trazando una línea a la izquierda del mismo 3 

hasta llegar a la finca del señor Waldemar Pérez, en el sector Carite, luego desde esta 4 

finca hasta la propiedad del señor William Morales Vázquez, y de aquí hasta el 5 

borde del Lago Carite. Desde el nacimiento del Río La Plata a lo largo del mismo 6 

hasta llegar a la colindancia en el municipio de Cayey en el sector Andalucía en el 7 

barrio Cedro, incluyendo la finca de la señora Eugenia Rivera Rivera, entendiéndose 8 

que en el cauce natural del Río La Plata lo que comprende en terrenos a la derecha es 9 

el municipio de Cayey y a la izquierda, el municipio de Guayama.  10 
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Sección 2.- Se ordena a la Junta de Planificación notificar a las agencias 1 

estatales y federales concernidas, incluyendo los tribunales de justicia, de los nuevos 2 

límites territoriales de los municipios de Cayey y Guayama. 3 

Sección 3.- La Junta de Planificación, en conjunto con el municipio de Cayey y 4 

el municipio de Guayama, preparará en un término de noventa (90) días, contados a 5 

partir de la aprobación de esta Resolución Conjunta, un mapa delimitando los 6 

nuevos límites territoriales para los municipios de Cayey y Guayama. 7 

Sección 4.- Se ordena a la Junta de Planificación, y a todas las entidades 8 

gubernamentales correspondientes, según sea aplicable, enmendar los planes 9 

territoriales, revisar los mapas de clasificación de suelo, revisar cualquier plan vial 10 

vigente y realizar cualquier otra gestión necesaria para la modificación del limité 11 

territorial de los municipios de Cayey y Guayama, de conformidad con las 12 

disposiciones de esta Resolución Conjunta. 13 

Sección 5.- Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente 14 

después de su aprobación. 15 
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Rosa, Rodríguez Mateo, Romero Lugo, Roque Gracia, Tirado Rivera y Torres Torres; las 
señoras Vázquez Nieves y Venegas Brown (Por Petición) 

 
Referido a la Comisión de Asuntos Municipales  

 

LEY 

Para enmendar el Artículo 5-103 de la Ley Núm. 447 del 15 de mayo de 1951, según 
enmendada, a los fines de aclarar las disposiciones relacionadas a los beneficios 
de pensión que le serán aplicables a los alcaldes que hayan juramentado a dicha 
posición antes del 31 de enero del 2001.  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Las pensiones de los alcaldes que hayan juramentado antes del 1 de enero de 

2000, se computan al amparo de las disposiciones del Artículo 2-101 (b) de la Ley Núm. 

447 del 15 de mayo de 1951, según enmendada. Sin embargo, existe un nutrido grupo 

de alcaldes que comenzaron funciones en enero de 2001, quienes su pensión se computa 

a tenor con las disposiciones del Capítulo 3. La diferencia en el cómputo de las 

pensiones es significativa y no se justifica cuando el término varía por tan poco tiempo.   

 La presente Ley tiene el propósito de corregir dicha situación al establecer que 

los beneficios de pensión que le aplicarán a los ejecutivos municipales que hayan 
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juramentado a su cargo antes del 31 de enero de 2001, serán computados según de las 

disposiciones del Artículo 2-101. Con esto, hacemos justicia a estos servidores públicos 

que tan bien han servido a sus respectivos municipios.    

 

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Artículo 1.- Se enmienda el Artículo 5-103 de la Ley Núm. 447 del 15 de mayo de 1 

1951, según enmendada, para que lea como sigue:  2 

“Artículo 5-103-Beneficios Acumulados 3 

(a) …  4 

Los alcaldes que comenzaron a trabajar antes del 31 de enero de 2001, tendrán los 5 

beneficios acumulados, computados según las disposiciones del Artículo 2-101 (b) de 6 

esta Ley, hasta el 30 de junio de 2013, en cuanto a los años de servicio acumulados y la 7 

manera de calcular la retribución promedio, sin sujeción a las disposiciones del 8 

Capítulo 3 de esta Ley. Para el cómputo de la anualidad correspondiente a estos 9 

beneficios acumulados hasta el 30 de junio de 2013, serán de aplicación las disposiciones 10 

del Artículo 2-101 (b) sobre el recibo de una pensión como alcalde. A partir del 1ro de 11 

julio de 2013, el participante no acumulará años de servicio adicionales para 12 

determinar la retribución promedio y computar una pensión bajo este inciso. Tampoco 13 

podrá el participante recibir reconocimiento por servicios no cotizados, transferir 14 

aportaciones o devolver aportaciones sobre periodos trabajados antes del 30 de junio de 15 

2013, excepto por aquellas excepciones expresamente establecidas en esta Ley.  16 

En el caso de aquellos alcaldes que al 30 de junio de 2013, no hubiesen cumplido 17 

50 años de edad y completado por lo menos 10 años de servicio, ocho (8) de éstos en 18 
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funciones como alcalde, el retiro será opcional cuando el participante alcance sus 50 1 

años de edad.  2 

…” 3 

Artículo 2.- Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su 4 

aprobación. 5 
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2 de enero de 2017 

Presentada por el señor Seilhamer Rodríguez  

Referida a la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura 

 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 
Para referir al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles del Gobierno de Puerto 

Rico creado a tenor con la Ley 26-2017, según enmendada, conocida como “Ley de 
Cumplimiento con el Plan Fiscal”, para evaluación y presentación de un informe a la 
Asamblea Legislativa en un término de noventa (90) días, la transacción propuesta mediante 
la cual se propone transferir, libre de costo, al Municipio Autónomo de Ponce, el predio de 
terreno donde ubica la pista de caminar de la Urbanización Los Caobos de Ponce, el cual 
consta de 1.81 cuerdas, con el fin de que la Administración Municipal desarrolle 
instalaciones recreativas y deportivas para el uso y disfrute de la comunidad; y para otros 
fines relacionados. 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
El Municipio Autónomo de Ponce ha mostrado interés en poseer la titularidad del predio de 

terreno donde ubica la pista de caminar de la Urbanización Los Caobos de Ponce, con el fin de 

desarrollar y mantener en condiciones adecuadas un área recreativa para el disfrute de los 

residentes. 

Dicho terreno consta inscrito en el Centro de Recaudación de Ingresos Municipales (CRIM) 

a nombre del Estado Libre Asociado de Puerto Rico.  El predio tiene una cabida de 1.81 cuerdas 

y es identificado para fines contributivos en el CRIM con la codificación 389-086-084-79-000.  

Según el Plano de la Urbanización Los Caobos, el terreno estaba destinado en su origen para la 

construcción de un plantel escolar por parte del Departamento de Educación.  Sin embargo, dicha 
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escuela no fue construida y ni el Departamento de Educación ni ninguna otra entidad del 

Gobierno de Puerto Rico han mostrado interés alguno en este predio de terreno.   

Una vez este terreno pase a manos del Municipio Autónomo de Ponce, podrá ser 

aprovechado al máximo para proveer instalaciones recreativas adecuadas a los residentes, ya sea 

mediante la asignación de fondos municipales, estatales o legislativos.  

Actualmente, con la aprobación de la Ley 26-2017, conocida como “Ley de Cumplimiento 

con el Plan Fiscal”, en su Artículo 5.03 crea el Comité de Evaluación y Disposición de Bienes 

Inmuebles a los fines de “que ejerza todas las facultades necesarias, que no sean contrarias a esta 

o cualquier otra ley, para la disposición de bienes inmuebles de la Rama Ejecutiva del Gobierno 

de Puerto Rico”. La referida Ley en su Artículo 5.06 establece lo que serán los deberes y 

obligaciones del Comité, entre estos el inciso (d) “Deberá evaluar toda solicitud de compraventa, 

arrendamiento, u otra forma de traspaso de posesión, de propiedad inmueble que le sea sometida 

por cualquier persona natural o jurídica, con o sin fines de lucro, incluyendo municipios, y 

asegurarse que cumpla con esta Ley y todas las normas y reglamentos que sean aprobados por el 

Comité.” 
 

RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se refiere al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles creado 1 

en conformidad a la Ley 26-2017, según enmendada, conocida como “Ley de Cumplimiento con 2 

el Plan Fiscal”, para evaluación y presentación de un informe a la Asamblea Legislativa en un 3 

término de noventa (90) días, sobre la transacción propuesta mediante la cual se propone 4 

transferir, libre de costo, al Municipio Autónomo de Ponce, el predio de terreno donde ubica la 5 

pista de caminar de la Urbanización Los Caobos de Ponce, el cual consta de 1.81 cuerdas, con el 6 

fin de que la Administración Municipal desarrolle instalaciones recreativas y deportivas para el 7 

uso y disfrute de la comunidad. 8 

Sección 2.- El Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles creado en 9 

conformidad a la Ley 26-2017, y el Municipio Autónomo de Ponce deberán realizar, en o antes 10 
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de noventa (90) días contados a partir de la aprobación de esta Resolución Conjunta, todas 1 

aquellas acciones necesarias y convenientes para cumplir con sus propósitos. 2 

Sección 3.- Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después de su 3 

aprobación. 4 
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GOBIERNO DE PUERTO RICO 
 

18 va Asamblea 1ra Sesión 
 Legislativa  Ordinaria 
 

SENADO DE PUERTO RICO 

R. C. del S. 64 
11 de febrero de 2017 

Presentada por los señores Dalmau Santiago y Laureano Correa 

Coautor el señor Vargas Vidot 

Referida a la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 

Para referir al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles del Gobierno de Puerto 
Rico creado por virtud de la Ley 26-2017, según enmendada, conocida como “Ley de 
Cumplimiento con el Plan Fiscal” la evaluación y presentación de un informe a la Asamblea 
Legislativa en un término de noventa (90) días, sobre la propuesta para transferir, libre de 
costos, al Municipio de Yabucoa, la titularidad del terreno y la estructura de la Escuela 
Elemental Francisco Sustache, ubicada en el barrio Camino Nuevo de ese Municipio, para 
que dicho municipio opere allí un centro comunal; y para otros fines relacionados. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

El gobierno central como el municipal deben tener como prioridad en su gestión pública 

facilitarles a los ciudadanos servicios de excelencia, muy especialmente en el área de la 

educación. No obstante, las facilidades físicas donde antes hubo escuelas se vuelven obsoletas y 

en desuso, es responsabilidad del Gobierno mantener dichas estructuras en condiciones 

adecuadas, y operando con fines constructivos, para evitar que se conviertan en estorbos públicos 

que atenten en contra de la seguridad de la comunidad. 

En el barrio Camino Nuevo del Municipio de Yabucoa se encuentra la instalación de la 

antigua Escuela Francisco Sustache. Estas instalaciones se encuentran en desuso. Tratando de 

evitar que se realicen actos de vandalismo y que se convierta en un lugar donde se cometan actos 

delictivos y se afecte el diario vivir de los residentes de dicha comunidad. Sería muy honroso 

para dicha comunidad que se proceda a transferir las instalaciones físicas de dicha escuela a la 
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Administración Municipal de Yabucoa para que se facilite el uso más adecuado de los mismos 

para el beneficio de la comunidad. 

Actualmente, con la aprobación de la Ley 26 del 2017, conocida como “Ley de 

Cumplimiento con el Plan Fiscal”, en su Artículo 5.03 crea el Comité de Evaluación y 

Disposición de Bienes Inmuebles a los fines de “que ejerza todas las facultades necesarias, que 

no sean contrarias a esta o cualquier otra ley, para la disposición de bienes inmuebles de la Rama 

Ejecutiva del Gobierno de Puerto Rico”. La referida Ley en su Artículo 5.06 establece lo que 

serán los deberes y obligaciones del Comité, entre estos el inciso (d) “Deberá evaluar toda 

solicitud de compraventa, arrendamiento, u otra forma de traspaso de posesión, de propiedad 

inmueble que le sea sometida por cualquier persona natural o jurídica, con o sin fines de lucro, 

incluyendo municipios, y asegurarse que cumpla con esta Ley y todas las normas y reglamentos 

que sean aprobados por el Comité.” 

La clave para que nuestro país se fortalezca recae en los proyectos que impulsemos en 

conjunto con los municipios y sus iniciativas. A esos fines, y como una medida apropiada, esta 

Asamblea Legislativa, conforme a los poderes otorgados por la Constitución de Puerto Rico, 

considera necesario y meritorio que el Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles 

creado en conformidad a la Ley 26 del 2017, evalúe la propuesta transferencia, libre de costo al 

Municipio de Yabucoa las instalaciones y terrenos de la antigua Escuela Francisco Sustache para 

los fines antes expuestos. 

RESUELVASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVADE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se refiere al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles del 1 

Gobierno de Puerto Rico creado a tenor con la Ley 26 del 2017, según enmendada, conocida 2 

como Ley de Cumplimiento con el Plan Fiscal”, para evaluación y presentación de un 3 

informe a la Asamblea Legislativa en un término de noventa (90) días, sobre la propuesta 4 

para transferir, libre de costos, al Municipio de Yabucoa, la titularidad del terreno y la 5 

estructura de la Escuela Francisco Sustache, ubicada en el barrio Camino Nuevo de ese 6 

Municipio, para que dicho municipio opere allí un centro comunal. 7 
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Sección 2.- El Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles del Gobierno 1 

de Puerto Rico creado a tenor con la Ley 26-2017 y el Municipio de Yabucoa, serán los 2 

responsables de realizar toda gestión necesaria para dar fiel cumplimiento a lo dispuesto en 3 

esta Resolución Conjunta. 4 

Sección 3.- Se faculta al Director Ejecutivo del Comité o su representante a 5 

comparecer en escritura pública, en representación del Gobierno de Puerto Rico, para otorgar 6 

la misma y hacer cumplir los propósitos de esta Resolución Conjunta. 7 

Sección 4.- El Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles del Gobierno 8 

de Puerto Rico creado a tenor con la Ley 26-2017 cumplirá con lo ordenando en la Sección 1 9 

de esta Resolución Conjunta en un término no mayor de noventa (90) días, a partir de su 10 

aprobación. 11 

Sección 5.- La autorización que el Comité pudiera emitir para la transferencia de la 12 

titularidad del inmueble descrito en la Sección 1 de esta Resolución Conjunta se hará con 13 

sujeción a las siguientes condiciones: 14 

a. El título de dicha propiedad no podrá ser cedido o traspasado en forma alguna a 15 

otra entidad, que no sea el Municipio de Yabucoa. 16 

b. En caso de que el adquiriente, en los próximos cinco (5) años, no cumpla con el 17 

propósito de la transferencia propuesta mediante esta Resolución Conjunta o luego 18 

de pasado dicho término variara la utilización de la propiedad sin autorización de 19 

la Asamblea Legislativa, el título de propiedad revertirá de inmediato al Gobierno 20 

de Puerto Rico. 21 

c. Todas las condiciones expresadas en esta Resolución Conjunta se incluirán y se 22 

harán formar parte de la escritura pública de traspaso de dominio que se pudiera 23 
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otorgar entre el Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles del 1 

Gobierno de Puerto Rico creado a tenor con la Ley 26 - 2017 y el Municipio de 2 

Yabucoa. 3 

Sección 6.- El solar y la edificación de la Escuela Francisco Sustache, del barrio 4 

Camino Nuevo del Municipio de Yabucoa, serán entregados en las mismas condiciones en 5 

que se encuentran al momento de aprobarse la presente Resolución Conjunta, sin que exista 6 

obligación alguna del Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles del Gobierno 7 

de Puerto Rico creado a tenor con la Ley 26 - 2017, de realizar ningún tipo de reparación o 8 

modificación con anterioridad a su traspaso a dicho ayuntamiento. 9 

Sección 7.- Esta Resolución Conjunta se interpretará de tal manera para hacerla válida, en 10 

la medida que sea factible, de acuerdo a la Constitución de Puerto Rico y la Constitución de 11 

Estados Unidos de América. Si cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, 12 

artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta 13 

Resolución Conjunta fuera anulada o declarada inconstitucional, la resolución, dictamen o 14 

sentencia a tal efecto dictada no afectará, perjudicará, ni invalidará el remanente de esta 15 

Resolución. El efecto de dicha sentencia quedará limitado a la cláusula, párrafo, subpárrafo, 16 

oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, 17 

acápite o parte de la misma que así hubiere sido anulada o declarada inconstitucional. Si la 18 

aplicación a una persona o a una circunstancia de cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, 19 

oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, 20 

acápite o parte de esta Resolución fuera invalidada o declarada inconstitucional, la resolución, 21 

dictamen o sentencia a tal efecto dictada no afectará ni invalidará la aplicación del remanente 22 

de esta Resolución a aquellas personas o circunstancias en que se pueda aplicar válidamente. 23 
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Es la voluntad expresa e inequívoca de esta Asamblea Legislativa que los tribunales hagan 1 

cumplir las disposiciones y la aplicación de esta Resolución en la mayor medida posible, 2 

aunque se deje sin efecto, anule, invalide, perjudique o declare inconstitucional alguna de sus 3 

partes, o aunque se deje sin efecto, invalide o declare inconstitucional su aplicación a alguna 4 

persona o circunstancia.  5 

Sección 8.- Esta Resolución Conjunta entrará en vigor inmediatamente después de su 6 

aprobación. 7 

 



TEXTO APROBADO EN VOTACION FINAL POR EL SENADO 
(8 DE NOVIEMBRE DE 2018) 

 
GOBIERNO DE PUERTO RICO 

18 va. Asamblea             1ra. Sesión 
Legislativa                  Ordinaria 

 
SENADO DE PUERTO RICO 

R. C. del S. 84 
7 de marzo de 2017 

Presentada por el señor Pérez Rosa 

Referida a la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura 

 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
Para referir al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles del Gobierno de Puerto 

Rico creado a tenor con la Ley 26-2017, según enmendada, conocida como “Ley de 
Cumplimiento con el Plan Fiscal”, para evaluación y presentación de un informe a la 
Asamblea Legislativa en un término de noventa (90) días, sobre la propuesta de transferir, 
libre de costo, al Instituto de Educación, Investigación y Desarrollo Apícola de Puerto 
Rico, Corp. la titularidad de la antigua Escuela Elemental Teodoro Roosevelt, ubicada en el 
Barrio Bayaney, en el municipio de Hatillo, para establecer la Escuela de Apicultura, y para 
otros fines relacionados. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 El Instituto de Educación, Investigación y Desarrollo Apícola de Puerto Rico, Corp. 

opera la Escuela de Apicultura, la cual tiene 18 años de fundada y es la única en Puerto Rico que 

trabaja en abeja africanizada. 

 El profesor Matías Colón, fundador de la Escuela Apícola, dirige el programa de la 

escuela de apicultura y de la fase educativa, ejerció como maestro de educación pública por 

espacio de 28 años. Para el 1997, fue objeto de un destaque a los fines de coordinar y manejar el 

problema de la abeja africanizada en Puerto Rico. En la actualidad, es el fundador y presidente 

de la Asociación de Apicultores de Puerto Rico. Ha recibido reconocimientos tanto del Senado 

de Puerto Rico (2000), de la Cámara de Representantes de Puerto Rico (2013), así como de la 

Feria Internacional de Ciencias e Ingeniería de los Estados Unidos de América, en el 1987.  
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Como parte de su aportación, la Escuela ofrece servicios educativos libre de costo a 

varias agencias de Gobierno, adiestra entre otros, a personal de la Agencia de Manejo de 

Emergencia, al Departamento de Recursos Naturales y Ambientales, a maestros del Programa de 

Educación Agrícola del Departamento de Educación, entre otras dependencias. Por otro lado, 

ofrece el curso de apicultura sabatino a una matrícula de más de 60 estudiantes. Recibe visitas de 

escuelas públicas y privadas, y de la comunidad para conocer el proyecto de apicultura. 

 La Escuela de Apicultura es un proyecto totalmente autosustentable que incluso redunda 

en unos seis empleos directos y varios indirectos. Este proyecto no requiere ayuda del Gobierno 

para funcionar, ya que está diseñado para proveer los ingresos necesarios para sobrevivir. Cuenta 

con equipo, maquinaria y recursos económicos necesarios.  

Actualmente, con la aprobación de la Ley 26 del 2017, conocida como “Ley de 

Cumplimiento con el Plan Fiscal”, en su Artículo 5.03 crea el Comité de Evaluación y 

Disposición de Bienes Inmuebles, a los fines de “que ejerza todas las facultades necesarias, que 

no sean contrarias a esta o cualquier otra ley, para la disposición de bienes inmuebles de la Rama 

Ejecutiva del Gobierno de Puerto Rico”. La referida Ley en su Artículo 5.06 establece lo que 

serán los deberes y obligaciones del Comité, entre estos el inciso (d) “Deberá evaluar toda 

solicitud de compraventa, arrendamiento, u otra forma de traspaso de posesión, de propiedad 

inmueble que le sea sometida por cualquier persona natural o jurídica, con o sin fines de lucro, 

incluyendo municipios, y asegurarse que cumpla con esta Ley y todas las normas y reglamentos 

que sean aprobados por el Comité.” 

 Esta Asamblea Legislativa está comprometida con la protección y desarrollo de la 

apicultura en Puerto Rico. A esos fines, y como una medida apropiada, esta Asamblea 

Legislativa, conforme a los poderes otorgados por la Constitución de Puerto Rico, considera 

necesario y meritorio que el Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles creado en 

conformidad a la Ley 26-2017, evalúe y recomiende la transferencia del bien inmueble descrito, 

libre de costo. El traspaso de la titularidad de las instalaciones de la antigua Escuela Teodoro 

Roosevelt en el Barrio Bayaney, Hatillo, Puerto Rico redundará en mejores servicios a los 

apicultores, así como de apoyo a proyectos de investigación de la abeja africanizada en Puerto 

Rico. 
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RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se refiere al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles del 1 

Gobierno de Puerto Rico creado a tenor con la Ley 26-2017, según enmendada, conocida como 2 

“Ley de Cumplimiento con el Plan Fiscal”, para evaluación y presentación de un informe a la 3 

Asamblea Legislativa en un término de noventa (90) días, sobre la transacción propuesta para 4 

transferir, libre de costo, al Instituto de Educación, Investigación y Desarrollo Apícola de Puerto 5 

Rico, Corp., la titularidad de la antigua Escuela Elemental Teodoro Roosevelt, ubicada en el 6 

Barrio Bayaney, en el Municipio de Hatillo, para establecer la Escuela de Apicultura. 7 

Sección 2.- Dicho inmueble será traspasado en las mismas condiciones en que se 8 

encuentra al momento de la aprobación de la presente Resolución Conjunta, sin que exista 9 

obligación alguna del Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles del Gobierno de 10 

Puerto Rico creado a tenor con la Ley 26-2017 de realizar reparación alguna o modificación, con 11 

anterioridad a su traspaso al Instituto de Educación, Investigación y Desarrollo Apícola de Puerto 12 

Rico, Corp. 13 

Sección 3.- El Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles del Gobierno de 14 

Puerto Rico creado a tenor con la Ley 26-2017 transferirá la antigua Escuela Elemental Teodoro 15 

Roosevelt en un término no mayor de ciento ochenta (180) días, a partir de la aprobación de esta 16 

Resolución Conjunta. 17 

Sección 4.- El Instituto de Educación, Investigación y Desarrollo Apícola de Puerto Rico, 18 

Corp. deberá dedicar el inmueble, objeto de esta Resolución Conjunta, al desarrollo de la 19 

investigación y educación apícola. 20 

 a. El título de dicha propiedad no podrá ser cedido o traspasado en forma alguna a 21 

otra entidad. 22 
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b. En caso de que el adquiriente, en los próximos cinco (5) años, no cumpla con el 1 

propósito de la transferencia propuesta mediante esta Resolución Conjunta o luego de pasado 2 

dicho término variara la utilización de la propiedad sin autorización de la Asamblea Legislativa, 3 

el título de propiedad revertirá de inmediato al Gobierno de Puerto Rico. 4 

c. Todas las condiciones expresadas en esta Resolución Conjunta se incluirán y se 5 

harán formar parte de la escritura pública de traspaso de dominio que se otorgará entre el Comité 6 

de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles del Gobierno de Puerto Rico creado a tenor 7 

con la Ley 26-2017 y el Instituto de Educación, Investigación y Desarrollo Apícola de Puerto 8 

Rico, Corp. 9 

Sección 5.- El Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles del Gobierno de 10 

Puerto Rico creado a tenor con la Ley 26-2017, se reservará el derecho de transferir la titularidad 11 

de la antigua escuela Teodoro Roosevelt, ubicada en el Barrio Bayaney, en el Municipio de 12 

Hatillo, al Municipio de Hatillo, si el inmueble fuese utilizado para otros propósitos que no sean 13 

los dispuestos en esta Resolución Conjunta, relacionados con el Instituto de Educación, 14 

Investigación y Desarrollo Apícola de Puerto Rico, Corp.   15 

Sección 6.- Esta Resolución Conjunta se interpretará de tal manera para hacerla válida, en la 16 

medida que sea factible, de acuerdo a la Constitución de Puerto Rico y la Constitución de 17 

Estados Unidos de América. Si cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, 18 

artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta 19 

Resolución Conjunta fuera anulada o declarada inconstitucional, la resolución, dictamen o 20 

sentencia a tal efecto dictada no afectará, perjudicará, ni invalidará el remanente de esta 21 

Resolución. El efecto de dicha sentencia quedará limitado a la cláusula, párrafo, subpárrafo, 22 

oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, 23 
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acápite o parte de la misma que así hubiere sido anulada o declarada inconstitucional. Si la 1 

aplicación a una persona o a una circunstancia de cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, 2 

oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, 3 

acápite o parte de esta Resolución fuera invalidada o declarada inconstitucional, la resolución, 4 

dictamen o sentencia a tal efecto dictada no afectará ni invalidará la aplicación del remanente de 5 

esta Resolución a aquellas personas o circunstancias en que se pueda aplicar válidamente. Es la 6 

voluntad expresa e inequívoca de esta Asamblea Legislativa que los tribunales hagan cumplir las 7 

disposiciones y la aplicación de esta Resolución en la mayor medida posible, aunque se deje sin 8 

efecto, anule, invalide, perjudique o declare inconstitucional alguna de sus partes, o aunque se 9 

deje sin efecto, invalide o declare inconstitucional su aplicación a alguna persona o 10 

circunstancia.  11 

Sección 7.- Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después de su 12 

aprobación. 13 

 



TEXTO APROBADO EN VOTACION FINAL POR EL SENADO 
(8 DE NOVIEMBRE DE 2018) 

 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 
 

18va. Asamblea                                                                                                              1ra. Sesión 
        Legislativa           Ordinaria 
 

SENADO DE PUERTO RICO 

R. C. del S. 145 
21 de junio de 2017 

Presentada por el señor Laureano Correa 
Referida a la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura  

 
RESOLUCIÓN CONJUNTA 

 
Para referir al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles, creado por virtud de la 

Ley 26-2017, según enmendada, conocida como “Ley de Cumplimiento con el Plan Fiscal”, 
para evaluación y presentación de un informe a la Asamblea Legislativa en un término de 
noventa (90) días, sobre la propuesta para transferir, libre de costo, al Municipio de Naguabo 
la titularidad del terreno de la Finca Esperanza- Centro de Usos Múltiples; y para otros fines 
relacionados.  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

Actualmente en los predios de la Finca Esperanza se encuentra el Centro de Usos Múltiples, 

el cual consta de 0.4315 cuerdas y en el cual se encuentra el salón de actividades en concreto el 

cual fue construido por la Administración Municipal de Naguabo. Tanto el predio de terreno 

como la estructura, están en alto deterioro y habilitar el lugar para las proyecciones de desarrollo 

económico y turístico conllevara un peso adicional para el presupuesto del país. 

El Municipio Naguabo, por conducto de su Honorable Alcalde, ha expresado su interés en 

adquirir los terrenos para realizar varias obras de impacto, tanto como para el pueblo de Naguabo 

como para la toda la comunidad aledaña. 

Para lograr el propósito de establecer los programas e iniciativas que el Municipio propone 

implementar, es necesario que esta Asamblea Legislativa refiera al Comité de Evaluación y 

Disposición de Bienes Inmuebles, creado por virtud de la Ley 26-2017, según enmendada, 

conocida como “Ley de Cumplimiento con el Plan Fiscal”, para evaluación y presentación de un 
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informe en un término de noventa (90) días la propuesta para transferir, libre de costo, al 

Municipio de Naguabo la titularidad del inmueble de forma tal que puedan ser puestos en marcha 

los trabajos para rehabilitarlo a la mayor brevedad posible, en aras de lograr contribuciones 

significativas y perdurables al desarrollo comunitario en Puerto Rico.  

RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1. - Se refiere al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles del 1 

Gobierno de Puerto Rico creado a tenor con la Ley 26 del 2017, según enmendada, conocida 2 

como “Ley de Cumplimiento con el Plan Fiscal”, para la evaluación y presentación de un 3 

informe a la Asamblea Legislativa en un término de noventa (90) días, sobre la propuesta 4 

para transferir, libre de costo, al Municipio de Naguabo la titularidad del terreno de la Finca 5 

Esperanza- Centro de Usos Múltiples.  6 

Sección 2.- De ser aprobada la transacción propuesta por el Comité de Evaluación y 7 

Disposición de Bienes Inmuebles, el Municipio de Naguabo podrá utilizar la propiedad para 8 

cualquier fin público, por si o mediante acuerdo con cualquier otra entidad pública o privada, 9 

según las facultades que le concede la Ley 81-1991, según enmendada, conocida como “Ley 10 

de Municipios Autónomos de Puerto Rico”, y cualquier otra ley o reglamento aplicable.  11 

Sección 3. – La propiedad será traspasada en las mismas condiciones en que se encuentra 12 

al momento de la aprobación de la presente Resolución Conjunta, sin que exista obligación 13 

alguna del Gobierno de Puerto Rico a realizar reparación o modificación con anterioridad a su 14 

traspaso al Municipio de Naguabo. 15 

Sección 4.- Esta Resolución Conjunta se interpretará de tal manera para hacerla válida, en 16 

la medida que sea factible, de acuerdo a la Constitución de Puerto Rico y la Constitución de 17 

Estados Unidos de América. Si cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, 18 

artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta 19 
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Resolución Conjunta fuera anulada o declarada inconstitucional, la resolución, dictamen o 1 

sentencia a tal efecto dictada no afectará, perjudicará, ni invalidará el remanente de esta 2 

Resolución. El efecto de dicha sentencia quedará limitado a la cláusula, párrafo, subpárrafo, 3 

oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, 4 

acápite o parte de la misma que así hubiere sido anulada o declarada inconstitucional. Si la 5 

aplicación a una persona o a una circunstancia de cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, 6 

oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, 7 

acápite o parte de esta Resolución fuera invalidada o declarada inconstitucional, la resolución, 8 

dictamen o sentencia a tal efecto dictada no afectará ni invalidará la aplicación del remanente 9 

de esta Resolución a aquellas personas o circunstancias en que se pueda aplicar válidamente. 10 

Es la voluntad expresa e inequívoca de esta Asamblea Legislativa que los tribunales hagan 11 

cumplir las disposiciones y la aplicación de esta Resolución en la mayor medida posible, 12 

aunque se deje sin efecto, anule, invalide, perjudique o declare inconstitucional alguna de sus 13 

partes, o aunque se deje sin efecto, invalide o declare inconstitucional su aplicación a alguna 14 

persona o circunstancia.  15 

Sección 5.- Esta Resolución Conjunta entrará en vigor inmediatamente después de su 16 

aprobación. 17 

 



TEXTO APROBADO EN VOTACION FINAL POR EL SENADO 
(8 DE NOVIEMBRE DE 2018) 

 

 GOBIERNO DE PUERTO RICO 
 

18va. Asamblea                                                                                                              1ra. Sesión 
        Legislativa           Ordinaria 
 

SENADO DE PUERTO RICO 

R. C. del S. 146 
21 de junio de 2017 

Presentada por el señor Laureano Correa 
Referida a la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura 

 
RESOLUCIÓN CONJUNTA 

 
Para referir al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles, creado por virtud de la 

Ley 26-2017, según enmendada, conocida como “Ley de Cumplimiento con el Plan Fiscal”, 
para evaluación y presentación de un informe a la Asamblea Legislativa en un término de 
noventa (90) días, sobre la propuesta para transferir libre de costo, al Municipio de Naguabo 
la titularidad del terreno de la Finca San Cristóbal; y para otros fines relacionados.  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
Actualmente la Finca San Cristóbal consta de 0.5394 cuerdas y enclava una estructura en 

concreto la cual fue construida en el pasado por la Administración Municipal de Naguabo para 

ubicar las oficinas del Departamento de Obras Públicas Municipal, el Programa de Reciclaje y el 

taller de mecánica de dicho municipio.  

El Municipio Naguabo, por conducto de su Alcalde, ha expresado su interés en adquirir los 

terrenos para realizar varias obras de impacto, tanto para el pueblo de Naguabo como para la 

toda la comunidad aledaña. 

Para lograr el propósito de establecer los programas e iniciativas que el Municipio propone 

implementar, es necesario que esta Asamblea Legislativa refiera al Comité de Evaluación y 

Disposición de Bienes Inmuebles, creado por virtud de la Ley 26-2017, según enmendada, 

conocida como “Ley de Cumplimiento, con el Plan Fiscal”, para evaluación y presentación de un 

informe en un término de noventa (90) días de la propuesta para transferir, libre de costo, al 

Municipio de Naguabo la titularidad del terreno de forma tal que puedan ser puestos en marcha a 
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la mayor brevedad posible, en aras de lograr contribuciones significativas y perdurables al 

desarrollo comunitario en Puerto Rico. 

RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1. - Se refiere al Comité de Evaluación y Disposición de Bienes Inmuebles del 1 

Gobierno de Puerto Rico creado a tenor con la Ley 26 - 2017, según enmendada, conocida 2 

como “Ley de Cumplimiento con el Plan Fiscal”, para la evaluación y presentación de un 3 

informe a la Asamblea Legislativa en un término de noventa (90) días, sobre la propuesta 4 

para transferir, libre de costo, al Municipio de Naguabo la titularidad del terreno de la Finca 5 

San Cristóbal. 6 

Sección 2.- De ser aprobada la transacción propuesta por el Comité de Evaluación y 7 

Disposición de Bienes Inmuebles, el Municipio de Naguabo podrá utilizar la propiedad para 8 

cualquier fin público, por sí o mediante acuerdo con cualquier otra entidad pública o privada, 9 

según las facultades que le concede la Ley 81-1991, según enmendada, conocida como “Ley 10 

de Municipios Autónomos de Puerto Rico”, y cualquier otra ley o reglamento aplicable.  11 

Sección 3. –La propiedad será traspasada en las mismas condiciones en que se encuentra 12 

al momento de la aprobación de la presente Resolución Conjunta, sin que exista obligación 13 

alguna del Gobierno de Puerto Rico a realizar reparación o modificación con anterioridad a su 14 

traspaso al Municipio de Naguabo. 15 

Sección 4.- Esta Resolución Conjunta se interpretará de tal manera para hacerla válida, en 16 

la medida que sea factible, de acuerdo a la Constitución de Puerto Rico y la Constitución de 17 

Estados Unidos de América. Si cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, 18 

artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta 19 

Resolución Conjunta fuera anulada o declarada inconstitucional, la resolución, dictamen o 20 

sentencia a tal efecto dictada no afectará, perjudicará, ni invalidará el remanente de esta 21 
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Resolución. El efecto de dicha sentencia quedará limitado a la cláusula, párrafo, subpárrafo, 1 

oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, 2 

acápite o parte de la misma que así hubiere sido anulada o declarada inconstitucional. Si la 3 

aplicación a una persona o a una circunstancia de cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, 4 

oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, 5 

acápite o parte de esta Resolución fuera invalidada o declarada inconstitucional, la resolución, 6 

dictamen o sentencia a tal efecto dictada no afectará ni invalidará la aplicación del remanente 7 

de esta Resolución a aquellas personas o circunstancias en que se pueda aplicar válidamente. 8 

Es la voluntad expresa e inequívoca de esta Asamblea Legislativa que los tribunales hagan 9 

cumplir las disposiciones y la aplicación de esta Resolución en la mayor medida posible, 10 

aunque se deje sin efecto, anule, invalide, perjudique o declare inconstitucional alguna de sus 11 

partes, o aunque se deje sin efecto, invalide o declare inconstitucional su aplicación a alguna 12 

persona o circunstancia.  13 

Sección 5.- Esta Resolución Conjunta entrará en vigor inmediatamente después de su 14 

aprobación. 15 

 



TEXTO APROBADO EN VOTACION FINAL POR EL SENADO 
(8 DE NOVIEMBRE DE 2018) 

 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 
 

18va. Asamblea 4ta. Sesión 
 Legislativa  Ordinaria 
 

SENADO DE PUERTO RICO 

R. C. del S. 312 
  17 de octubre de 2018 

Presentada por el señor Roque Gracia 

Referida a la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura   
 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 
Para designar el tramo de la Carretera PR-149 en la jurisdicción del Municipio de 

Villalba desde el kilómetro 55.1 hasta el kilómetro 61.4 con el nombre de Ramón 
“Moncho” Negrón Rivera; eximir esta designación de la Ley Núm. 99 e 22 de junio 
de 1961, según enmendada, y para otros fines relacionados.  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Ramón Negrón Rivera nació el 1 de abril de 1931 en el Barrio Palmarejo de 

Villalba.  Logró completar su grado de escuela superior en el año 1949.  Luego, continuó 

estudios en Ciencias Sociales y Español en la Pontificia Universidad Católica de Puerto 

Rico en Ponce.  Trabajó como chofer de carro público mientras estudiaba para mantener 

su familia y ayudarse en los estudios universitarios.  Don Ramón sirvió al Ejército de los 

Estados Unidos en el conflicto de Corea (1951-1953).  En 1957, comenzó su carrera como 

maestro en su natal Villalba. Al mismo tiempo, mostró interés por la política, 

convirtiéndose así en legislador municipal de dicho municipio.   

El 5 de noviembre de 1968, resultó electo alcalde, asumiendo así las riendas del 

gobierno municipal de Villalba.  Don Ramón administró los destinos de su amado 

Villalba por cuatro años (1969-1972), durante los cuales logró la adquisición de la Finca 

Saurí que ha servido para la expansión y urbanización de la Ciudad Avancina, donde 
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hoy existen Toa Vaca, el Nuevo Pino, el Complejo Deportivo, Alturas de Villalba y el 

Cementerio Nuevo.  

Este gran villalbeño merece que esta Asamblea Legislativa plasme su nombre al 

designar la Carretera PR-149 en la jurisdicción del Municipio de Villalba con el nombre 

de Ramón “Moncho” Negrón Rivera desde el kilómetro 55.1 hasta el kilómetro 61.4.  
 

RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:  

Sección 1.- Se designa con el nombre de Ramón “Moncho” Negrón Rivera, el 1 

tramo de la Carretera PR-149 en la jurisdicción del Municipio de Villalba desde el 2 

kilómetro 55.1 hasta el kilómetro 61.4.  3 

Sección 2.- La Comisión Denominadora de Estructuras y Vías Públicas del 4 

Gobierno de Puerto Rico dará fiel cumplimiento a lo ordenado por esta Resolución 5 

Conjunta, sin sujeción a lo dispuesto en la Ley Núm. 99 de 22 de junio de 1961, según 6 

enmendada, conocida como la “Ley de la Comisión Denominadora de Estructuras y 7 

Vías Públicas”. 8 

  Sección 3.- Una vez aprobada esta Ley, el Departamento de Transportación y 9 

Obras Públicas del Gobierno de Puerto Rico, procederá con la nueva identificación y 10 

rotulación en ambas direcciones del tramo aquí designado, conforme dispone esta 11 

Resolución Conjunta. 12 

Sección 4.- Esta Resolución Conjunta entrará en vigor inmediatamente después 13 

de su aprobación.  14 



TEXTO APROBADO EN VOTACION FINAL POR EL SENADO 
(8 DE NOVIEMBRE DE 2018) 

 

18va Asamblea                                                                                                           4ta Sesión 
Legislativa             Ordinaria 

SENADO DE PUERTO RICO 
 

R. C. del S. 314 
 

24 de octubre de 2018 

Presentada por el señor Bhatia Gautier, Dalmau Santiago, la señora López León y los señores 
Nadal Power, Pereira Castillo Tirado Rivera y Torres Torres (Por Petición) 

 
Referida a la Comisión de Turismo y Cultura  

 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 

Para designar el puente sobre el Río Grande de Loíza que conecta el barrio Torrecilla 
Baja con el barrio Pueblo, a través de la carretera PR-187 y a su vez con la carretera 
PR-188 como “Puente de La Restauración”; autorizar la instalación de rótulos; 
autorizar el pareo de fondos; y para otros fines. 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
Un grupo de líderes loiceños se organizaron y crearon el Movimiento Cívico Pro 

Restauración del Municipio de Loíza pues consideraban el traslado de la capitalidad del 

Municipio en 1909, a un territorio denominado como Barrio de Canóvanas en donde se 

desarrollaría un nuevo poblado, esto como consecuencia de las injusticias y los actos del 

patriarcado, mientras vivían en Canóvanas.  En 1910 la Legislatura de Puerto Rico, que 

se regía por la Ley Foraker, decidió ratificar dicha Ordenanza Municipal y lo que era el 

antiguo Ayuntamiento de Loíza se denominó como “Loíza Aldea”. 

 El Movimiento Cívico Pro Restauración del Municipio de Loíza fue una 

organización de líderes loiceños que se unieron sin fines de lucro personal, ni 

ambiciones políticas, sólo con el fin patriótico de que otros líderes reconocieran la 

olvidada y marginada ciudad loiceña, que desde su fundación gozaba de un patrimonio 

jurídico logrado bajo la Corona Española. 

Este Movimiento fue incorporado en la Secretaría de Estado, culminando su gesta 

con la Restauración del Municipio de Loíza al crearse el Municipio de Canóvanas con la 



2 
 

Ley Núm. 149 de 30 de junio de 1969, firmada por el honorable gobernador Luis A. 

Ferré.  Fue entonces que el 14 de septiembre de 1970, el Barrio Pueblo de Loíza recuperó 

su sede municipal. 

Luego de arduas luchas, batallas legales y jurídicas, sin olvidar la lucha política y 

social a todos los niveles, el Movimiento Cívico Pro Restauración del Municipio de 

Loíza logró que se construyera el puente sobre el Río Grande de Loíza, que conecta el 

Barrio Torrecilla Baja con el Barrio Pueblo, a través de la carretera PR-187, y a su vez 

con la carretera PR-188. 

Reconociendo la importancia de la lucha realizada y los logros alcanzados por este 

grupo de loiceños, el 10 de agosto de 1999 mediante Ordenanza Municipal, la 

Legislatura Municipal aprobó por unanimidad, designar todos los 14 de septiembre 

como “Día de la Restauración”.  Desde ese momento hasta el presente, el Municipio de 

Loíza celebra el 14 de septiembre de cada año el “Día de la Restauración” para 

reconocer la importancia de la lucha realizada y los logros alcanzados por el 

Movimiento Cívico Pro Restauración del Municipio de Loíza.  Además, desde 2010, el 

Municipio reconoce a los miembros del Movimiento como “Hombres y Mujeres 

Ilustres”.  Esos hombres y mujeres son Antonio Álvarez, Eugenio Ayala, Delfín Benítez, 

Zenén Clemente, Benigna Cruz, Roberto de Jesús Correa, Miguel del Valle, Alfonso 

Domenech, Jesús María Escobar, Pablo Fuentes, Julio Ortiz, Urbano Ortiz Cirino, Mateo 

Pérez Sanjurjo, Rafael Resto, Zenón Rivera, José Robles y Ricardo Sanjurjo. 

La Legislatura Municipal de Loíza, mediante la Resolución Interna Número 5, 

aprobada por unanimidad el 12 de octubre de 2018, ha solicitado que se designe el 

puente sobre el Río Grande de Loíza que conecta el barrio Torrecilla Baja con el barrio 

Pueblo, a través de la carretera PR-187 y a su vez con la carretera PR-188 como “Puente 

de La Restauración” para reconocer a los líderes y al Movimiento Cívico Pro 

Restauración del Municipio de Loíza. 

Esta honorable Asamblea Legislativa, reconociendo la importancia de conservar 

nuestro acervo cultural y nuestra historia, considera de suma importancia aprobar esta 
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Resolución Conjunta que reconoce la lucha de un grupo de puertorriqueños que alzaron 

sus voces para defender su derecho como Pueblo.  

RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1. Se designa el puente sobre el Río Grande de Loíza que conecta el barrio 1 

Torrecilla Baja con el barrio Pueblo, a través de la carretera PR-187 y a su vez con la 2 

carretera PR-188 como “Puente de La Restauración”. 3 

Sección 2.- El Departamento de Transportación y Obras Públicas en conjunto con 4 

el Municipio de Loíza instalarán los rótulos correspondientes conforme a lo consignado 5 

en esta Resolución Conjunta, cumpliendo con las regulaciones estatales y federales. 6 

Sección 3.- A fin de lograr la rotulación que aquí se ordena, se autoriza al 7 

Departamento de Transportación y Obras Públicas a peticionar, aceptar, recibir, 8 

preparar y someter propuestas para aportaciones y donativos de recursos de fuentes 9 

públicas y privadas; parear cualesquiera fondos disponibles con aportaciones federales, 10 

estatales, municipales o del sector privado; así como a entrar en acuerdos colaborativos 11 

con cualquier ente, público o privado, dispuesto a participar en el financiamiento de 12 

esta rotulación.  13 

 Sección 4.- Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 14 

de su aprobación. 15 

 



 

(P. de la C. 617) 
 

LEY 
 

Para añadir un apartado (21) en el inciso (c) del Artículo 2.25 de la Ley 22-2000, según 
enmendada, conocida como “Ley de Vehículos y Tránsito de Puerto Rico”, a fin 
de permitir a las personas con la condición epilepsia crónica estar entre las que se 
autorizan a estacionar en áreas designadas para personas con impedimentos.  

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
Según la literatura médica, la epilepsia es una enfermedad crónica de causas 

diversas, caracterizada por crisis recurrentes debidas a una descarga excesiva de las 
neuronas cerebrales, asociadas eventualmente con diversas manifestaciones clínicas y 
paraclínicas (OMS). No todas las personas que padecen una crisis epiléptica se 
diagnostican de epilepsia. Se consideran epilépticos cuando padecen por lo menos dos 
convulsiones.  

 
Una crisis epiléptica ocurre cuando una actividad anormal eléctrica en el cerebro 

causa un cambio involuntario de movimiento o función del cuerpo, de sensación, en la 
capacidad de estar alerta o de comportamiento. La crisis puede durar desde unos 
segundos hasta varios minutos. Hay más de 20 tipos diferentes de crisis epilépticas.  
 

Los síntomas que experimenta una persona durante una crisis epiléptica 
dependen del lugar en el cerebro en el cual ocurre la alteración de la actividad eléctrica. 
Una persona que tiene una crisis tonicoclónica (también llamada de grand mal) puede 
gritar, perder el sentido y desplomarse al piso, ponerse rígido y con espasmos 
musculares. Otro tipo de crisis epiléptica es la denominada crisis parcial compleja, en la 
que el paciente puede parecer confundido o aturdido y no podrá responder a preguntas 
ni instrucciones. Otras personas tienen ataques muy leves que ni siquiera son notados 
por otros. Algunas veces, la única manifestación de la crisis epiléptica es un parpadeo 
rápido o algunos segundos de mirada perdida con desconexión del medio; a este tipo 
de crisis epiléptica se lo denomina ausencia y es relativamente frecuente en la infancia.  

 
La epilepsia puede tener muchas causas; en unos casos es debida a lesiones 

cerebrales de cualquier tipo (traumatismos craneales, secuelas de meningitis, tumores, 
etc.) pero en muchos casos no hay ninguna lesión, sino únicamente una predisposición 
de origen genético a padecer las crisis. Con tratamiento médico es posible el control de 
las crisis en un elevado porcentaje de pacientes.  

 
Dado que una persona con este padecimiento puede estar ocasionalmente 

afectada en su movilidad al punto de requerir asistencia, es justo que estén incluidas 

http://es.wikipedia.org/wiki/Enfermedad
http://es.wikipedia.org/wiki/Neurona
http://es.wikipedia.org/wiki/OMS
http://es.wikipedia.org/wiki/Convulsi%C3%B3n
http://es.wikipedia.org/wiki/Cerebro
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dentro de la relación de condiciones que justifican el permiso de estacionamiento para 
las personas con impedimentos. 

 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.-Se añade un apartado (21) en el inciso (c) del Artículo 2.25 de la Ley 
22-2000, según enmendada, que leerá como sigue:  

 
“Artículo 2.25.-Rótulos removibles - Expedición autorizando estacionar en 

áreas designadas para personas con impedimentos.  
 

El Secretario expedirá permisos para estacionar en áreas designadas para 
personas con impedimentos en forma de rótulos removibles, a toda persona cuyo 
impedimento permanente o de duración indefinida le dificulte el acceso a lugares 
o edificios por estar limitada sustancialmente en su capacidad de movimiento, 
con sujeción a las siguientes normas:  

 
(a) ... 
 
(c) ... 

 
(21)  Epilepsia crónica-previo a certificación médica que especifique que 

la movilidad del paciente está sustancialmente afectada y que sea 
expedida por un médico especialista. 

 
...”.  

 
Sección 2.-Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.  



(P. de la C. 719) 

 
LEY 

 

Para enmendar la Sección 3 de la Ley Núm. 99 de 22 de junio de 1961, según 
enmendada, conocida como “Comisión Denominadora de Estructuras y Vías 
Públicas del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”, a los fines de utilizar nombres 
de personas que no han fallecido, para realizar la designación; y para otros fines 
relacionados.   

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
 La Ley Núm. 99 de 22 de junio de 1961, según enmendada, crea la Comisión 

Denominadora de Estructuras y Vías Públicas del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 
con el propósito de determinar los nombres que deberán llevar todas las estructuras 
públicas construidas en Puerto Rico, mediante un proceso responsable y razonable. 

 
 Durante los pasados años ha sido una práctica gubernamental el designar 

estructuras y vías públicas con nombres de ilustres puertorriqueños que al momento de 
la designación se encontraban con vida, y no fallecidos como lo dispone la Ley.  En 
ocasiones la práctica ha sido criticada, ya que se ha generado la preocupación de que en 
el transcurso de su vida, la persona cuya estructura lleva su nombre pueda cometer 
algún delito u otro tipo de acción que no sea socialmente aceptable. La opinión tiene un 
cierto grado de prejuicio, ya que sugiere que las personas eventualmente cometerán 
errores o dejarán de ser modelos de reconocimiento e inspiración.   
  
 Con el propósito de solucionar y evitar la ambigüedad en una ley que se utiliza a 
menudo, y poder reconocer a los miembros ilustres de nuestra sociedad en vida, esta 
Asamblea Legislativa entiende meritorio aprobar esta medida.  

 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 
 

Artículo 1.-Se enmienda la Sección 3 de la Ley Núm. 99 de 22 de junio de 1961, 
según enmendada, conocida como “Comisión Denominadora de Estructuras y Vías 
Públicas del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”, para que lea como sigue: 

 
“Sección 3.-Funciones 
 

 Salvo en aquellos... 
 

 La Comisión deberá, dentro de lo posible, escoger nombres de personas 
ilustres del pasado y otros nombres relacionados con la historia, geografía y la 



2 
 

tradición puertorriqueña. La Comisión tendrá, además, facultad para entrar en la 
revisión de los nombres por los que hoy día se conocen las diferentes vías o 
estructuras del pueblo de Puerto Rico y las demás estructuras del país, que están 
bajo su jurisdicción, de acuerdo con lo dispuesto en esta Sección. A tal fin, podrá 
escuchar testigos y recibir evidencia en relación con cualquier cambio que en los 
nombres se desee realizar en bien del mejor interés público.” 
 

 Artículo 2.-La Comisión Denominadora de Estructuras y Vías Públicas del 
Estado Libre Asociado de Puerto Rico, tomará las medidas necesarias para dar fiel 
cumplimiento a las disposiciones de esta Ley.  
 
    Artículo 3.-Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación  



(P. de la C. 766) 
 

LEY 
 
Para enmendar el inciso (g) del Artículo 79-C de la Ley Núm. 26 de 12 de abril de 1941, 

según enmendada, conocida como “Ley de Tierras de Puerto Rico”, a los fines de 
reducir de veinticinco (25) a diez (10) años el término de tiempo requerido para 
que el usufructuario u ocupante pueda solicitar y serle otorgado el título de la 
misma. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
 La Ley Núm. 26 de 12 de abril de 1941, según enmendada, conocida como “Ley 
de Tierras de Puerto Rico”, busca proteger los terrenos de alto valor agrícola para que se 
preserven y no sean desarrollados o urbanizados. Dicha ley ha sufrido múltiples 
enmiendas con el pasar de los años, ajustándose a las necesidades del Puerto Rico de 
hoy.  
 
 Cabe señalar que con el paso del tiempo, muchas de las restricciones establecidas 
para el uso agrícola de los terrenos han ido variando y se ha permitido que familias 
puedan construir en los mismos sus viviendas.  A manera de ejemplo, la Ley Núm. 25 
de 14 de junio de 1969, según enmendada, conocida como la “Ley para Venta de 
Parcelas a Usufructuarios u Ocupantes”, establece los procedimientos mediante los 
cuales el Secretario de la Vivienda de Puerto Rico puede conceder el título de propiedad 
a usufructuarios u ocupantes, según definidos en la citada ley.  Por su parte, la Ley 
Núm. 35 de 14 de junio de 1969, según enmendada, autoriza la concesión de títulos de 
propiedad sobre las parcelas establecidas en virtud del Título V de la “Ley de Tierras de 
Puerto Rico”. 
 
 Hoy día, son miles las familias puertorriqueñas que se han beneficiado de la 
entrega de títulos de propiedad para sus viviendas bajo uno u otro programa, 
resultando ello en un beneficio, no solo para dichas familias, sino para la comunidad en 
general. Ello es parte del empoderamiento que el Estado busca fomentar en sus 
ciudadanos y comunidades. 
  
 Nuestro ordenamiento vigente, bajo las disposiciones de la Ley 26, antes citada, 
dispone entre otras cosas que “toda persona que posea una finca en usufructo por un 
término mayor de veinticinco (25) años podrá solicitar y serle otorgado el título de la 
misma, conforme a las disposiciones de esta Ley.” 
 
 Como podemos observar, la referida ley incluye el requisito de haber poseído la 
finca en usufructo por más de veinticinco (25) años para poder solicitar y obtener el 
título de propiedad.  No obstante, somos del criterio de que el término de veinticinco 
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(25) años impuesto supone un obstáculo para muchas familias que buscan formalizar su 
derecho propietario obteniendo el correspondiente título de propiedad; sobre todo en 
terrenos que ya han sido desarrollados con viviendas.  Ese es el sentir de muchas 
familias en nuestras comunidades marginadas, las cuales han encontrado dicha 
restricción aún teniendo el interés de salir adelante y empoderarse de las mismas. En 
consecuencia, entendemos que se debe reducir de veinticinco (25) a diez (10) años dicho 
periodo.  Nos parece que el término de diez (10) años en posesión de una finca en 
usufructo para poder solicitar el título de propiedad es más que razonable para lograr el 
propósito de la ley.  Sobre todo, cuando tomamos en cuenta que en la misma existen 
otras restricciones aplicables a la venta o enajenación de las propiedades, 
salvaguardando así el interés gubernamental. 

 
Por las razones antes discutidas, esta Asamblea Legislativa entiende necesario y 

conveniente reducir de veinticinco (25) a diez (10) años el término de tiempo requerido 
para que el usufructuario u ocupante pueda solicitar y serle otorgado el título de la 
misma.  

 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

 Sección 1.-Se enmienda el inciso (g) del Artículo 79-C de la Ley Núm. 26 de 12 de 
abril de 1941, según enmendada, para que lea como sigue: 
 
 “Artículo 79-C.-Ventas de Fincas 
 
 ... 
 

(a) ... 
 

(g)  Toda persona que posea una finca en usufructo por un término 
mayor de diez (10) años podrá solicitar y serle otorgado el título de 
la misma, conforme a las disposiciones de este Título.  A partir de 
la obtención de dicho título, el adquiriente podrá ceder, arrendar, 
vender, permutar, hipotecar, gravar o disponer de la finca en 
cualquier forma permitida por ley. 

 
(k) ...”. 
 

 Sección 2.-Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su 
aprobación. 



 

(P. de la C. 838) 
 
 

LEY 
 

Para enmendar el inciso (a) del Artículo 6 de la Ley 31-2012, según enmendada, mejor 
conocida como “Ley para Viabilizar la Restauración de las Comunidades de 
Puerto Rico”, a los fines de proveerle a los municipios la opción de arrendar 
inmuebles cuando no puedan ser declarados estorbos públicos conforme al 
procedimiento establecido por ley; y para otros fines relacionados. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
 La Ley 31-2012, conocida como “Ley para Viabilizar la Restauración de las 
Comunidades de Puerto Rico”, fue adoptada con el fin de que las estructuras 
abandonadas, solares baldíos, entre otros, y que constituyan estorbos públicos, puedan 
ser expropiados por los municipios, previo el debido proceso de ley que cobija al 
propietario. El propósito principal es que la titularidad del predio sea transferida a 
dichos municipios con la intención de acondicionar los mismos y darle un mejor uso. 
Ciertamente, y conforme a lo establecido por nuestro ordenamiento jurídico vigente, 
habrá una justa compensación y se cubrirán otros gastos procesales inherentes al 
proceso.   
 
 Dentro de los procedimientos regulados por la Ley 31, supra, están las vistas 
necesarias para cumplir con el debido proceso de ley y escuchar a todas las partes 
inmersas en la expropiación. Se proveen diversas alternativas según la evidencia que 
surja en las vistas. Sin embargo, no se provee alternativa alguna cuando la propiedad no 
es declarada estorbo público y se ordena a no continuar los procedimientos al amparo 
de la Ley 31, supra. Existen otros negocios jurídicos que son viables para la 
administración del inmueble y que la ley no contempló al momento de ser adoptada. 
Uno de los actos de administración viables lo es el arrendamiento de la propiedad, 
sujeto al pago del correspondiente canon de arrendamiento. De igual forma el 
municipio pudiera utilizar la propiedad para los fines legítimos que la ley permite o 
pudiera subarrendar el predio, sujeto a ciertas cláusulas y condiciones. Por tanto, y con 
el fin de proveer a los municipios de una herramienta adicional en su interés de 
desarrollar sus ayuntamientos conforme a la política pública planificada, esta Asamblea 
Legislativa entiende apropiado facultarlos por ley para arrendar la propiedad sujeta al 
proceso de declaración de estorbo público, en caso de que se determine que la 
propiedad no cumple con los requisitos para ser declarada como tal. Esto brinda la 
oportunidad a los municipios de continuar con sus planes de desarrollo y crear un 
clima de colaboración entre propietario y administración.  
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DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 
 
Sección 1.-Se enmienda el Artículo 6 de la Ley 31-2012, según enmendada, para 

que lea como sigue:  
 
“Artículo 6.-Vista; Oficial Examinador; Orden. – 
 

 El Oficial Examinador será un Ingeniero Licenciado a... 
 
La vista solicitada por el propietario, poseedor o persona con interés se 

celebrará ante un oficial examinador designado por el Municipio, quien 
escuchará la prueba y dictará una orden a los efectos siguientes: 

 
 (a)    Si se determina que la propiedad no debe calificarse como estorbo público, 

se concluirán los procedimientos, y se excluirá la propiedad de los efectos 
de esta Ley. Sin embargo, el Municipio podrá iniciar un proceso de 
consulta con el propietario para arrendar el inmueble, mediando un justo 
canon con el arrendador, y así poder realizar otros actos de administración 
tales como entrar en pleno uso de la propiedad o subarrendar el mismo. El 
Municipio tendrá un turno preferente de haber varios interesados.  

 
...”. 
 
Sección 2.-Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.  



(P. de la C. 1244) 
 

LEY 
 

Para enmendar el Artículo 3 de la Ley Núm. 209-2016, conocida como “Ley para la 
Transparencia en el Recibo de Compra”, a los fines de prohibir, el cobro de 
cargos por servicio en los establecimientos comerciales dedicados a la venta de 
comida y/o bebidas alcohólicas, excepto cuando el servicio prestado sea 
requerido por el cliente y para otros fines relacionados.  

 
EXPOSICION DE MOTIVOS 

  
 Durante la pasada Asamblea Legislativa, se adoptó la Ley Núm. 209-2016, 
conocida como “Ley para la Transparencia en el Recibo de Compra”. La misma: “tiene 
como propósito prohibir la opacidad en el recibo de compra de los consumidores 
puertorriqueños, cuando dichos servicios son inexistentes o no susceptibles de ser 
corroborados.”. 
 
 
 Esta Asamblea Legislativa ha sido consistente en establecer que el cobro de 
cualquier cargo por servicio debe ser voluntario y no puede imponerse ninguna 
obligatoriedad sobre dicho pago.  
 
 Por tanto, es menester de esta Asamblea Legislativa prohibir de manera 
categórica y contundente el cobro de cualquier cargo por servicio en el caso de los 
establecimientos comerciales dedicados a la venta de comida y/o bebidas alcohólicas, 
excepto cuando el servicio prestado sea requerido por el cliente.  

 
DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.-Se enmienda el Artículo 3 de la Ley 209-2016, para que lea como sigue:  
 
“Artículo 3.-Alcance 
 

El documento acreditativo o recibo de compra de los establecimientos 
comerciales que ofrezcan en venta, alquiler, permuta o traspaso de cualquier tipo 
de bienes o servicios que estén en el comercio de las personas no podrá incluir la 
frase “cargo por servicio”, su denominación en inglés o cualquier otro renglón 
que sea utilizado para incluir cobros no optativos, no opcionales y que no hayan 
sido expresamente autorizados por el consumidor, ni disposiciones sobre cobrar 
una cantidad de dinero por concepto de cargos por servicios, cuando dichos 
servicios son inexistentes o no susceptibles de ser corroborados por el 
consumidor al momento de percibir el servicio o adquirir el bien.  En relación a 
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esto, no pueden gravarse con cargos adicionales separados del precio los 
servicios básicos accesorios cuando dichos servicios son necesarios y no 
operacionales que se ofrecen para que el consumidor reciba el bien o servicio 
principal que se ofrece. Cualquier cargo complementario o accesorio al bien o 
servicio principal objeto de una transacción comercial que no sea optativo u 
opcional deberá estar desglosado, explicado y detallado de la misma forma y 
tipo junto al bien o servicio principal objeto de la transacción comercial junto a su 
costo final para el consumidor en todo documento acreditativo dirigido al 
consumidor o con intención de persuadirle en su decisión de compra. Lo 
anterior, también será de aplicación a las transacciones comerciales en páginas 
cibernéticas de venta en línea. Se prohíbe expresamente el cobro del cargo por 
servicio en los establecimientos comerciales dedicados a la venta de comida y/o 
bebidas alcohólicas, excepto cuando el servicio prestado sea requerido por el 
cliente.”  

 
Sección 2.-Esta Ley entrará en vigencia inmediatamente después de su 

aprobación.  



(P. de la C. 1272) 
 

 

LEY 
 
Para crear la “Ley para Garantizar el Acceso a Servicios Esenciales en Situaciones de 

Emergencia”; y para otros fines relacionados.  
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

 El pasado año, nuestra isla sufrió el embate de dos de los peores huracanes en 
nuestra historia.  El paso del huracán María ha sido cualificado en los medios a nivel 
nacional como el peor desastre natural en la historia de los Estados Unidos.  Sin lugar a 
dudas el paso de los huracanes Irma y María dejará una huella en nuestras vidas.  Lo 
anterior no sólo por el evento, sino por su efecto en nuestro quehacer diario.  
 
 Grandes lecciones se han aprendido durante esta pasada temporada de 
huracanes.  Entre estas, que es imposible estar totalmente preparados para un evento 
atmosférico de tal magnitud.  Lo que podemos hacer es tomar medidas para limitar los 
daños que pueden ocasionar estos eventos. Entendemos que es nuestra obligación 
facilitar las herramientas que ayuden a nuestros ciudadanos a estar lo mejor preparados 
posible para este tipo de evento. 
 
 
 En la preparación para los eventos atmosféricos previsibles, como lo son los 
huracanes, resulta indispensable contar con servicios de energía eléctrica, agua potable, 
alcantarillado y comunicaciones.  Como Legislatura, nos corresponde adoptar la política 
pública que garantice que los ciudadanos cuenten con estas herramientas en periodos 
de crisis.  En consideración a lo antes expresado, se deben adoptar disposiciones que 
garanticen que tales servicios no sean interrumpidos durante la preparación para 
enfrentar estos eventos. 
 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 
 

Artículo 1.-Ley. 
 
Esta Ley se conocerá y podrá ser citada como la “Ley para Garantizar los 

Servicios Esenciales en Situaciones de Emergencia”. 
 
Artículo 2.-Declaración de Política Pública. 
 

 Es la política pública del Gobierno de Puerto Rico proteger al máximo la vida y 
seguridad de sus ciudadanos ante eventos atmosféricos y situaciones de emergencia.  



2 

Igualmente, será política pública del Gobierno de Puerto Rico garantizar que sus 
ciudadanos cuenten con las herramientas básicas para prepararse ante este tipo de evento. 
 
 Artículo 3.-Aplicabilidad. 
 

Desde que el National Oceanic and Atmospheric Administration (NOAA) o el 
Negociado de Manejo de Emergencias y Administración de Desastres (Negociado) emita 
una declaración de emergencia o de desastre o desde que el Presidente de los Estados 
Unidos de América o el Gobernador de Puerto Rico declare estado de emergencia o 
desastre, y por un término no menor al término equivalente a un (1) mes de servicio, 
siempre y cuando el cliente resida dentro del municipio o en aquella zona que haya sido 
incluida en la declaración, quedará prohibido que sean interrumpidos por falta de pago 
los siguientes servicios: 
 
 a. Energía Eléctrica. 
 
 b. Acueductos y Alcantarillados. 

 
  Cuando se trate de una declaración de estado de emergencia o desastre 
declarado por el Presidente de los Estados Unidos o el Gobernador de Puerto Rico, la 
persona que reclame los derechos consignados en la presente Ley, deberá residir en el 
municipio, región o área afectada por la declaración. 
 
 Artículo 4.-Exclusión de Servicio Comercial. 
 
 Las disposiciones de la presente Ley beneficiarán exclusivamente a los servicios 
residenciales descritos en el Artículo 3. 
 
 Artículo 5.-Reglamentos 
 
 Se le ordena a la Oficina del Procurador del Ciudadano adoptar y/o modificar 
los reglamentos necesarios para facilitar la implementación de las disposiciones de la 
presente Ley en un término no mayor de noventa (90) días a partir de su vigencia con 
respecto a los servicios bajo su jurisdicción. 
 
 Artículo 6.-Cumplimiento 
 

La Oficina del Procurador del Ciudadano velará por el fiel cumplimiento de las 
disposiciones establecidas en esta Ley, incluyendo la imposición de multas  
administrativas por violaciones de la misma. 
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Artículo 7.-Incompatibilidad.  
 
Por la presente se deroga cualquier ley orgánica, general o especial, artículo o 

sección de ley, normativa, acuerdos, acuerdos suplementarios, órdenes administrativas, 
políticas, cartas circulares, certificaciones, reglamentos, cartas normativas, cartas 
contractuales y disposiciones aplicables que vayan en contra de las disposiciones de 
esta Ley.  

 
Artículo 8-Supremacía.  
 
Las disposiciones de esta Ley y los reglamentos o normas que se adopten de 

conformidad con la misma, prevalecerán sobre cualquier otra disposición de ley, 
reglamento o norma que no estuviere en armonía con los primeros. 

 
Artículo 9-Separabilidad 
 
Si cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, 

disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley 
fuera anulada o declarada inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a tal 
efecto dictada no afectará, perjudicará, ni invalidará el remanente de esta Ley. El efecto 
de dicha sentencia quedará limitado a la cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, 
letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o 
parte de la misma que así hubiere sido anulada o declarada inconstitucional. Si la 
aplicación a una persona o a una circunstancia de cualquier cláusula, párrafo, 
subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, 
capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley fuera invalidada o declarada 
inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a tal efecto dictada no afectará ni 
invalidará la aplicación del remanente de esta Ley a aquellas personas o circunstancias 
en que se pueda aplicar válidamente. Es la voluntad expresa e inequívoca de esta 
Asamblea Legislativa que los tribunales hagan cumplir las disposiciones y la aplicación 
de esta Ley en la mayor medida posible, aunque se deje sin efecto, anule, invalide, 
perjudique o declare inconstitucional alguna de sus partes, o aunque se deje sin efecto, 
invalide o declare inconstitucional su aplicación a alguna persona o circunstancia.  

 
 Artículo 10.-Vigencia 
 

Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación. 



(P. de la C. 1623) 
 
 

LEY 
 
Para establecer la “Ley de Continuidad Educativa ante Emergencias por Fuerza Mayor 

en el Sistema de Educación Pública de Puerto Rico”, a los fines de disponer de un 
proceso a seguir para evitar la interrupción del proceso de aprendizaje de 
nuestros estudiantes en casos de emergencias decretadas como tal por el 
Gobernador de Puerto Rico y que provoquen la suspensión de clases en el 
sistema; y para otros fines relacionados. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
 Puerto Rico vivió durante el año 2017 uno de los momentos más tristes y retantes 
de su historia. El huracán María, segundo fenómeno atmosférico más devastador de 
nuestra era moderna nos destruyó, afectándose todos los componentes de la sociedad. 
Hubo pérdidas de vida, destrucción masiva, pérdidas económicas sin precedentes, 
paralización de nuestra economía, paralización del comercio y de los entes 
gubernamentales y una estela de repercusiones que hoy día continuamos sufriendo.  
Ante todos esos eventos y vivencias, solo nos resta aprender y tomar acciones 
afirmativas que sirvan de herramientas para enfrentar situaciones similares en el futuro. 
 
 Sin duda alguna, uno de los sectores que más se vio afectado fue el sistema 
educativo de la Isla. Como consecuencia directa del fenómeno, fue extenso el período de 
interrupción de clases y aún más extensa la lista de escuelas que tuvieron que cerrar 
para poder ser evaluadas y que estuvieran aptas para recibir al estudiantado. Toda esta 
situación provocó que los estudiantes dejaran de recibir la enseñanza necesaria, hasta 
por períodos de uno o dos meses, atrasándose todo el currículo de enseñanza y por 
ende, alargándose el año académico. Por tanto, tenemos que atender este tipo de 
situaciones con medidas que eviten un retraso en la educación de nuestros niños y no 
de forma reactiva como se ha estado haciendo hasta el momento.  
 
 Por cuanto, la presente Ley crea un protocolo a seguir para lograr la continuidad 
del aprendizaje de nuestros estudiantes en caso de que se decrete una emergencia por el 
Gobernador de Puerto Rico, ya sea por el paso de un huracán, otro fenómeno 
atmosférico o cualquier evento de fuerza natural. Dicho protocolo será activado en el 
momento en que se emita la notificación de advertencia. Dentro de los pasos a seguir 
estará la entrega de material que propicie la continuidad del tema que estaba siendo 
impartido en las aulas en el momento del decreto de emergencia, con el fin de que el 
mismo sea trabajado por el estudiante como asignación sujeta a calificación o nota. Esto 
logrará mantener activo el proceso educativo en el estudiantado y facilitará su 
integración en los temas y próximos capítulos de cada materia. A su vez, se lograría 
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mantener un ambiente de aprendizaje en caso de que la emergencia se prolongue y se 
evitaría una extensión del año académico.  
 
 Las normas mínimas que se aplicarán se basan en la Convención sobre los 
Derechos del Niño, el Marco de Acción “Educación para Todos” (Dakar, 2000) y la 
Carta Humanitaria del Proyecto Esfera. Este documento recopila diferentes recursos y 
materiales desarrollados por el Departamento de Educación que serán utilizados para 
evitar la interrupción del proceso de aprendizaje en caso de una emergencia por fuerza 
mayor que cumplen con las Normas Mínimas antes citadas.  El Plan y recursos serán 
compartidos con los directores escolares antes del comienzo del primer semestre del 
próximo año escolar. 
 
 Son muchos los preparativos que ha realizado el Gobierno para poder responder 
exitosamente a emergencias como la vivida en el 2017. La educación es prioridad para 
esta Asamblea Legislativa y es nuestra obligación presentar tales medidas que 
redunden en un beneficio para todos los sectores educativos y en una aportación nobel 
en la historia de Educación de Puerto Rico.   
 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

 Artículo 1.-Título  
 

Esta Ley será conocida y puede ser citada como “Ley de Continuidad Educativa 
ante Emergencias por Fuerza Mayor en el Sistema de Educación Pública de Puerto 
Rico”. 

 
 Artículo 2.-Declaración de Política Pública  
 
 La educación de nuestros niños y jóvenes en el sistema de educación pública de 

Puerto Rico es una prioridad que requiere la más profunda atención. En el pasado, el 
proceso educativo se ha visto interrumpido por situaciones ajenas a los mejores 
intereses y voluntad del Gobierno de Puerto Rico. Esta interrupción, prolongada en 
muchos escenarios, provocó un disloque en la continuidad del proceso de enseñanza a 
nuestros estudiantes, dictaminándose una extensión del año escolar. 

 
 Por tanto, y tomando como base todo el proceso difícil en el que nos vimos 

envueltos, es obligación y política pública del Gobierno de Puerto Rico establecer las 
medidas necesarias para lograr que en eventos de fuerza mayor, que provoquen la 
interrupción de las clases en el sistema de educación pública, se sigan protocolos 
previamente establecidos para lograr que no se detenga el proceso de aprendizaje de 
nuestros estudiantes y un eventual enlace con todas las materias.  
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 Artículo 3.-Diseño de Protocolo para la Continuidad del Aprendizaje 
 
 Mediante esta Ley, se ordena al Departamento de Educación de Puerto Rico, por 

conducto de su Secretario, adoptar mediante reglamentación todo el andamiaje del 
protocolo que se requiera para lograr la continuidad del aprendizaje de los estudiantes 
del sistema en caso de que se vean interrumpidas las labores académicas amparados en 
un decreto y orden de emergencia emitida por el Gobernador de Puerto Rico.  

 
 El protocolo deberá contemplar los siguientes aspectos:    
 

a) Preparativos antes de la reapertura de la escuela para la reposición del 
tiempo lectivo.  
 

b) Proceso de educación. 
 
c) Reanudación de la educación formal.   
 

El protocolo aspira a garantizar dos aspectos: el apoyo y la recuperación 
socioemocional de la comunidad educativa y la adecuación curricular de 
contenidos acorde a la situación de emergencia particular de cada escuela. 

 
  Dicho protocolo debe incluir, como mínimo, los siguientes parámetros:  
 

a. De emitirse un decreto u orden por parte del Gobernador de Puerto 
Rico como corolario de un evento atmosférico o fenómeno similar, 
que provoque una interrupción de las clases en el sistema, dicho 
protocolo será implantado de manera automática, y serán 
distribuidas las respectivas asignaciones o tareas. Se incluirán 
proyectos educativos adaptados para diferentes niveles. 
 

b. Las mismas serán entregadas de forma impresa. 
 

c. Los maestros deberán entregar asignaciones o tareas suficientes 
para cuatro (4) semanas.  

 
d. Al iniciarse las clases, los estudiantes entregarán las asignaciones o 

tareas y las mismas estarán sujetas a evaluación y correspondiente 
calificación por parte del maestro.  

 
e. Se incluyen los elementos de la educación no formal, la cual 

permite un uso más flexible del espacio, del tiempo y de los 
materiales y recursos disponibles, tomando en cuenta la situación 
particular de cada escuela.  
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Artículo 4.-Divulgación de protocolo y distribución de materiales 
 
Los directores tendrán el material disponible antes de la primera semana de 

agosto de cada semestre escolar. Para garantizar una rápida distribución de los 
materiales a las escuelas, los materiales estarán disponibles en el DE Digital, la 
herramienta utilizada por el Departamento de Educación de Puerto Rico para divulgar 
la información educativa. La descripción de los materiales y cómo utilizar los mismos 
será parte del adiestramiento ofrecido a los directores.   

 
Será responsabilidad de cada director escolar impartir instrucciones para que el 

consejero, trabajador social y cada maestro imprima los materiales pertinentes a sus 
áreas durante la primera semana del mes de agosto, para tenerlo accesible al momento 
de presentarse una situación de emergencia. 

 
Artículo 5.-Delegación del Poder de Reglamentación 
 
Mediante esta Ley se faculta al Secretario de Educación a adoptar toda la 

reglamentación necesaria para lograr la consecución de los fines esbozados en la misma. 
Estos deberán ser adoptados dentro del término de sesenta (60) días contados a partir 
de la aprobación de esta.  

 
A los fines de incluir a todos los sectores educativos, el Secretario deberá realizar 

las reuniones que estime necesarias y tomar en consideración al momento de las 
sugerencias de los gremios magisteriales debidamente certificados conforme a las leyes 
de Puerto Rico.  

 
Dicho reglamento, incluyendo el protocolo que se adopte para cumplir con los 

propósitos de esta Ley, tendrá que enviarse a la Asamblea Legislativa para su 
aprobación.  La Asamblea Legislativa tendrá un término de treinta (30) días para 
aprobar o rechazar el mismo.  Una vez transcurrido dicho término, sin que la Asamblea 
Legislativa haya expresado oposición al mismo, se considerará que el mismo fue 
aprobado. 

 
Artículo 6.- Cláusula de Separabilidad  
 
Si cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, 

disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley 
fuera anulada o declarada inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a tal 
efecto dictada no afectará, perjudicará, ni invalidará el remanente de esta Ley.  El efecto 
de dicha sentencia quedará limitado a la cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, 
letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o 
parte de esta que así hubiere sido anulada o declarada inconstitucional. Si la aplicación 
a una persona o a una circunstancia de cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, 
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palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, 
acápite o parte de esta Ley fuera invalidada o declarada inconstitucional, la resolución, 
dictamen o sentencia a tal efecto dictada no afectará ni invalidará la aplicación del 
remanente de esta Ley a aquellas personas o circunstancias en las que se pueda aplicar 
válidamente. 

 
Artículo 7.-Vigencia 
 
Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación. No 

obstante, el Departamento de Educación contará con un término de sesenta (60) días 
para poder adoptar la reglamentación que sea necesaria conforme a esta Ley. 



(P. de la C. 1670) 
 

LEY 
 
Para designar al Municipio de Rincón como la “Capital del Deporte del Surfing en 

Puerto Rico”; designar la segunda semana del mes de noviembre de cada año 
como la “Semana del Deporte del Surfing en Puerto Rico”; y para otros fines 
relacionados. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
El surf es un deporte originado en Hawaii. Esta disciplina consiste en mantenerse 

en equilibrio, deslizándose sobre una tabla, arrastrada por una ola. El deportista que 
practica esta disciplina se le conoce como surfer, el cual se distingue por tener buenos 
reflejos y equilibrio, así como dominio de la natación y un gran conocimiento del mar.  

 
En el año de 1968, se celebró, por primera vez en Puerto Rico, el Campeonato 

Mundial de Surfing, el cual se realizó en las costas de Rincón. Después de este 
campeonato, el deporte prosperó a pasos agigantados en nuestras costas. Tanto así que 
la competencia de las Mundiales de la División Master del 2007 se celebraron en Puerto 
Rico. Desde los años 70 la International Surfing Association (ISA) estuvo luchando para 
convertir el surfing en un deporte olímpico. Luego de décadas de espera, este deporte 
recién fue declarado deporte olímpico, por lo que surfers de todo el mundo participarán 
en las próximas olimpiadas a celebrarse en Tokio en el año 2020.  

 
Rincón es mundialmente conocido por los surfistas que frecuentan las playas 

Antonio, Black Eagle, Deadman, Domes, Indicador, Little Malibu, Marías, Sandy Beach, 
Steps, entre otras. Por ello, se conoce como “La Capital del Surf”. No solo hay 
restaurantes, tiendas y hospederías que se mueven en torno a esta industria en Rincón; 
también hay fábricas de tablas de surf y escuelas. Asimismo, la Playa Domes ha servido 
como anfitriona de prestigiosas competencias de calibre internacional.  Rincón es un 
destino atesorado por surfers de muchas partes del mundo y el surfing es, a su vez, un 
motor económico para el pueblo.  En fin, Rincón es sinónimo de buen ambiente playero 
y social, el cual cuenta con espectaculares atardeceres; Rincón is the Road to Happiness. 

 
Cónsono con lo anterior, esta Asamblea Legislativa entiende pertinente designar 

al Municipio de Rincón como la “Capital del Deporte del Surfing en Puerto Rico”. De 
igual forma, y debido al auge, las actividades y todo el desarrollo que se ha generado en 
Rincón gracias a este importante deporte, y en aras de despertar un mayor interés y 
enfoque como centro del surfing en Puerto Rico, también entiende pertinente designar 
la segunda semana del  mes de noviembre de cada año como la “Semana del Deporte 
del Surfing en Puerto Rico”. 
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DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Artículo 1.-Se designa al Municipio de Rincón como la “Capital del Deporte del 
Surfing en Puerto Rico”. 

 
Artículo 2.-Se designa la segunda semana del  mes de noviembre de cada año 

como la “Semana del Deporte del Surfing en Puerto Rico”. 
 
Artículo 3.-El Gobernador de Puerto Rico, en coordinación con la Compañía de 

Turismo y el Municipio de Rincón, mediante proclama, promoverán al referido 
municipio como la “Capital del Surfing en Puerto Rico”. De igual forma, las mismas 
entidades promoverán la segunda semana del mes de noviembre de cada año como la 
“Semana del Deporte del Surfing en Puerto Rico”. 

 
Artículo 4.-El Municipio de Rincón, en unión a entidades gubernamentales, 

organizará actividades culturales, deportivas, recreativas, ambientales y sociales, que 
fomenten el desarrollo del deporte del surfing, para dar cumplimiento a las 
disposiciones de la presente Ley. 

 
Artículo 5.-El Departamento de Estado del Gobierno de Puerto Rico, promulgará 

la aprobación de esta Ley. 
 
Artículo 6.-Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación. 



(P. de la C. 1723) 
 

LEY 
 
Para crear la “Ley de Reforma al Proceso de Notificación y Revisión de Multas del 

Sistema AutoExpreso”; enmendar el Artículo 22.08 y el Artículo 23.08 de la Ley 
22-2000, según enmendada, conocida como “Ley de Vehículos y Tránsito de 
Puerto Rico”; establecer un procedimiento especial para la revisión de multas 
emitidas por el sistema AutoExpreso previo a la entrada en vigor de esta Ley, por 
un término de sesenta (60) días; y para otros fines relacionados.  

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
Por más de diez (10) años la Autoridad de Carreteras y Transportación ha estado 

modernizando los peajes de Puerto Rico, con el fin de convertirlos en carriles de pago 
electrónico y mejorar el flujo de tránsito en las autopistas.  El proyecto, conocido como 
el sistema de AutoExpreso, permite que los conductores transcurran por las plazas de 
peaje sin tener que detenerse, lo que sin duda alguna les ahorra tiempo.  

 
El sistema de AutoExpreso funciona a través de un sello electrónico colocado en 

el cristal frontal del vehículo el cual se comunica con el equipo en los carriles de peaje 
que utilizan este sistema moderno y eficiente. Los usuarios pasan entonces sin 
necesidad alguna de detenerse por los carriles identificados y el sistema debita la 
cantidad correspondiente de su cuenta prepagada. Con la implementación del sistema 
de AutoExpreso en las autopistas de Puerto Rico, se han añadido carriles de venta y 
recarga en todas las plazas de peaje, los cuales servirán para la venta y recarga de sellos 
electrónicos.  

 
Durante los últimos tres (3) años el sistema de AutoExpreso ha sido objeto de 

sendas críticas tanto por la ciudadanía como por miembros de esta Asamblea 
Legislativa. En parte, se ha cuestionado que el proceso de revisión administrativa carece 
de mecanismos adecuados para evitar errores.  Han sido muchas las instancias en las 
que se hacen reclamos de deudas por concepto de multas por falta de pago en las 
estaciones de peaje automatizadas que suman miles de dólares sin que se establezca que 
los titulares de los vehículos fueron notificados oportuna y adecuadamente de las 
infracciones. Asimismo, existen innumerables quejas sobre la veracidad del sistema de 
multas en general, así como de la efectividad del sistema de aviso de balance en las 
cuentas AutoExpreso.  

 
Ante estos cuestionamientos, la Asamblea Legislativa aprobó la Ley 39-2015, con 

el propósito de establecer nuevos parámetros que atemperaran el pago de peajes a la 
realidad de hoy con la finalidad de atender esta situación. En síntesis, la Ley 39-2015 
estableció un mayor término para recargar las tarjetas de AutoExpreso sin que medie 
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una multa, aumentó el término para solicitar la celebración de una vista administrativa 
y estableció un procedimiento especial para la reducción y el pago de multas 
acumuladas por infracciones al sistema electrónico de AutoExpreso por un término de 
ciento ochenta (180) días. Además, la Ley 39-2015 requiere que previo a la imposición 
de multas bajo el sistema AutoExpreso, los conductores deberán ser notificados 
mediante correo electrónico, o mensaje de texto o por llamada automatizada, 
veinticuatro (24) horas de cometida la infracción sobre la necesidad de recargar su 
cuenta dentro de un término de setenta y dos (72) horas (luego aumentado a ciento 
veinte (120) horas por la Ley 24-2017), de lo contrario se emitirá una multa. 
Posteriormente, mediante la Ley 24-2017, se expandió dicho término para conceder al 
conductor ciento veinte (120) horas para recargar su cuenta y evitar la imposición de 
multa.  

 
No obstante lo anterior, el actual operador del sistema AutoExpreso, GILA, LLC, 

ha admitido que fallas técnicas en el sistema AutoExpreso continúan, incluyendo fallas 
que provocan multas dentro del periodo de gracia que un conductor tiene para recargar 
sus cuentas sin ser multado. De otra parte, es evidente que el sistema carece de las 
suficientes garantías que brinden confianza en su efectividad para identificar 
infracciones, procesar las mismas y brindar un proceso de revisión justo, eficiente y 
rápido a los conductores. Además, el sistema carece de garantías de que se adjudican 
cobros de peajes adecuadamente, al igual que los recargos automáticos que hacen 
conductores directamente de sus cuentas bancarias.  

 
 
Es por esto que la presente medida a la luz de lo anteriormente expuesto y en 

aras de hacer justicia y brindarle a la ciudadanía los mecanismos para salvaguardar sus 
intereses propietarios y derecho a transitar, esta Asamblea Legislativa estima meritorio 
aprobar esta la “Ley de Reforma al Proceso de Notificación y Revisión de Multas del 
Sistema AutoExpreso”. 

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Artículo  1.-Título.- 
 
Esta Ley podrá ser citada como “Ley de Reforma al Proceso de Notificación y 

Revisión de Multas del Sistema AutoExpreso”. 
 
Artículo  2.-Propósito.- 
 
Esta Ley se promulga con el propósito de dotar a los conductores y dueños de 

vehículos de motor con las garantías procesales adecuadas al momento de impugnar las 
multas administrativas emitidas por el sistema de AutoExpreso por la falta del pago de 
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peaje, brindándole a la ciudadanía los mecanismos para salvaguardar sus intereses 
propietarios y derecho a transitar.  

 
 Artículo 3.-Se enmienda el Artículo 22.08 de la Ley 22-2000, según enmendada, 
conocida como “Ley de Vehículos y Tránsito de Puerto Rico”, para que lea como sigue: 
 

“Artículo  22.08.-Penalidades.  
 
  Salvo que en este Capítulo se establezca una cuantía de multa distinta, las 
infracciones a las disposiciones de este Capítulo y a los reglamentos para 
autopistas promulgados por el Secretario serán consideradas como faltas 
administrativas y conllevarán multa de cien (100) dólares. Aquellas infracciones 
relativas a la velocidad conllevarán una pena según lo establecido en el Capítulo 
Cinco (5) de esta Ley.” 
 
Artículo 4.-Se enmienda el Artículo 23.08 de la Ley 22-2000, según enmendada, 

conocida como “Ley de Vehículos y Tránsito de Puerto Rico”, para que lea como sigue: 
 
“Artículo 23.08.-Sistema Automático de Control de Tránsito. 

 
(a)  Se faculta y autoriza al Secretario, de conformidad con lo dispuesto en el     

Artículo 20.02 de esta Ley, a utilizar y operar sistemas automáticos de 
control de tránsito en las estaciones de peaje de las autopistas y en las 
intersecciones de las vías públicas que estadísticamente representen “alto 
riesgo” para conductores y peatones, que incluya el uso de aparatos 
electrónicos y/o mecanizados de probada exactitud, a los fines de expedir 
boletos de multas administrativas por las violaciones de los Artículos de 
esta Ley que puedan ser detectadas de esta forma.  
 

Previo a la instalación de algún sistema automático de control de 
tránsito en las intersecciones de las vías públicas de Puerto Rico, el 
Secretario deberá preparar un reglamento para designar dichas 
intersecciones de “Alto Riesgo”, el cual incluirá el método de evaluación 
de estadísticas e información, tales como, pero sin limitarse a las 
siguientes: el flujo de tránsito en esa zona, las intervenciones por violación 
a la ley, la cantidad de accidentes que por dichas violaciones se han 
reportado en dichas áreas y la duración de la luz amarilla. Dicho 
reglamento será publicado, circulado y sometido a vistas públicas antes de 
hacerse oficial.  

 
(b) ... 
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(c) El proceso de notificación de infracción e imposición de multas bajo el 
sistema AutoExpreso se llevará a cabo de la siguiente forma:  

 
(1)  ...  

 
(2) De no realizarse el pago del peaje dentro del término establecido en 

la notificación inicial, se procederá con la notificación de multa al 
dueño del vehículo que cometió la infracción, o al conductor 
certificado, en aquellos casos en que el vehículo con el cual se 
cometió la infracción está sujeto a un contrato de arrendamiento 
financiero o de ventas al por menor a plazos, según surja de los 
récords del DTOP, la cual será notificada por correo postal a la 
última dirección de éste, y por correo electrónico, según los 
referidos récords.  

 
 
Dicha notificación de multa deberá ser depositada en el correo 
postal no más tarde de noventa (90) días, a contarse luego de haber 
transcurrido ciento veinte (120) horas de la infracción imputada. El 
incumplimiento con el término de noventa (90) días para realizar 
esta notificación, conllevará la eliminación de la multa imputada, 
excepto el cargo correspondiente al costo del peaje. 
 

(3) El Secretario mantendrá un registro de la fecha, el nombre y la 
dirección postal y de correo electrónico de cada notificación que se 
haga; y dicho registro constituirá evidencia prima facie en cualquier 
procedimiento relacionado al cobro de la multa y el peaje cuando 
ese fuere el caso, de que la notificación de la infracción se hizo. 
 

(4)    Toda notificación de multa contendrá como mínimo:  
 

i.   ... 
 
ii.  ...  
 
iii.  ...  
 
iv.  ... 
 
v.  el número del caso asignado por el Departamento de 

Transportación y Obras Públicas, la Autoridad de Carreteras 
y Transportación o la entidad contratada por éstos para 
operar el sistema AutoExpreso; 



5 

vi.  se le advertirá de su derecho a solicitar una revisión de la 
multa dentro de los treinta (30) días siguientes a la 
notificación o que de lo contrario la multa advendrá final y 
firme y no podrá ser cuestionada.  

 
vii.  ... 
 

(d) Si el dueño del vehículo o el conductor certificado afectado por la 
notificación de multa considera que no se ha cometido la violación que se 
le imputa, podrá solicitar una revisión de la misma dentro de los treinta 
(30) días siguientes a la notificación, la cual será libre de costo. Para las 
solicitudes de revisión de estas multas se seguirá el siguiente 
procedimiento: 
 
(1) El dueño del vehículo o el conductor certificado afectado por la 

notificación solicitará la revisión de la multa mediante correo 
certificado, fax o correo electrónico, siempre que dicha solicitud se 
someta a través de los contactos específicos provistos para esos 
propósitos por el Departamento de Transportación y Obras 
Públicas, la Autoridad de Carreteras y Transportación o la entidad 
contratada por éstos para operar el sistema AutoExpreso. En la 
solicitud de revisión se expondrán los fundamentos en que se 
apoya la impugnación de la multa. 
 

(2) Una vez el dueño del vehículo o el conductor certificado presente 
su solicitud de revisión, el Departamento de Transportación y 
Obras Públicas, la Autoridad de Carreteras y Transportación o la 
entidad contratada por éstos para operar el sistema AutoExpreso, 
contará con sesenta (60) días para no sólo realizar una investigación 
y determinar la validez o procedencia de la multa, sino notificar al 
dueño del vehículo o el conductor certificado del resultado de la 
investigación y la determinación final sobre la multa. Si el 
Departamento de Transportación y Obras Públicas, la Autoridad de 
Carreteras y Transportación o la entidad contratada por éstos para 
operar el sistema AutoExpreso no emite la referida determinación 
dentro del término de sesenta (60) días, la solicitud de revisión será 
adjudicada a favor del dueño del vehículo o el conductor 
certificado, quedando eliminada la multa imputada. Al notificar el 
resultado de la investigación, el Departamento de Transportación y 
Obras Públicas, la Autoridad de Carreteras y Transportación o la 
entidad contratada por éstos para operar el sistema AutoExpreso 
informará al dueño del vehículo o el conductor certificado sobre su 
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derecho a solicitar una vista administrativa dentro del término de 
veinte (20) días contados a partir de la notificación.  
 

(3) Si el dueño del vehículo o el conductor certificado no está conforme 
con el resultado de la investigación, deberá solicitar por escrito una 
solicitud de vista administrativa. Toda solicitud de vista 
administrativa deberá presentarse dentro del término de veinte (20) 
días contados a partir de la notificación de la decisión sosteniendo 
la multa impugnada. La solicitud de vista administrativa no 
conllevará costo y podrá ser presentada mediante correo 
certificado, fax o correo electrónico, siempre que dicha solicitud se 
someta a través de los contactos específicos provistos para esos 
propósitos por el Departamento de Transportación y Obras 
Públicas, la Autoridad de Carreteras y Transportación o la entidad 
contratada por éstos para operar el sistema AutoExpreso. 

 
(4) Previo a la vista administrativa el Departamento de Transportación 

y Obras Públicas, la Autoridad de Carreteras y Transportación o la 
entidad contratada para operar el sistema de AutoExpreso deberán 
proveer al dueño del vehículo o al conductor certificado cualquier 
evidencia correspondiente a la cuenta de AutoExpreso, según surja 
de los registros del sistema de AutoExpreso. 

  
(5) Si la multa queda eliminada bajo las disposiciones de esta Sección 

de la Ley o la vista administrativa es adjudicada a favor del dueño 
del vehículo o del conductor certificado que impugnara la misma, 
el Secretario procederá a inmediatamente cancelar el gravamen o la 
anotación creada por la multa administrativa objeto de la revisión y 
procederá, además, a dar aviso por escrito de ello al interesado. Por 
el contrario, si el resultado de la solicitud de revisión es adversa al 
peticionario, subsistirá el gravamen o la anotación, el cual sólo 
podrá ser cancelado mediante el pago de la multa o multas 
correspondientes. 

 
(e) Para cumplir con las funciones dispuestas en este Artículo, el Secretario 

tendrá facultad para delegar dicha autoridad en otros funcionarios, 
empleados del Departamento, agencias gubernamentales o contratar 
empresas privadas para la operación de los sistemas y envío de las 
notificaciones de multas administrativas.  
 

(f) Las decisiones que tome el Secretario al amparo de este Artículo serán 
revisables judicialmente de conformidad con lo dispuesto en la “Ley de 
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Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico”, 
Ley 38-2017, según enmendada. 

 
(g) El Secretario proveerá mediante reglamento al efecto, todo lo concerniente 

al proceso de revisión de multas y vistas administrativas conforme lo 
establecido en esta Ley. Disponiéndose, que en caso de solicitudes de 
vistas administrativas, dicho reglamento proveerá que el Departamento 
de Transportación y Obras Públicas y/o la Autoridad de Carreteras y 
Transportación deberán proveer al dueño del vehículo o al conductor 
certificado cualquier evidencia correspondiente a la cuenta de 
AutoExpreso, según surja de los registros del sistema de AutoExpreso.  El 
reglamento deberá disponer además para que la persona que presida el 
proceso de revisión pueda autorizar de manera discrecional el uso de 
mecanismos de descubrimiento de prueba.” 

 
Artículo 5.-Procedimiento Especial para la Revisión de Multas Emitidas por el 

Sistema AutoExpreso Previo a la Entrada en Vigor de esta Ley. 
 
(a) Se establece el Procedimiento Especial para la Revisión de Multas 

Emitidas por el Sistema AutoExpreso Previo a la Entrada en Vigor de esta 
Ley por un término de sesenta (60) días a partir de la vigencia de esta Ley.  
Esta disposición no incluye las multas que fueron exoneradas por el 
Gobernador previo al 17 de septiembre de 2018. 
 

(b) Dentro del término de sesenta (60)  días a partir de la vigencia de esta Ley, 
el dueño del vehículo o el conductor certificado que se vea afectado por 
una o más multas emitidas por el sistema AutoExpreso previo a la entrada 
en vigor de esta Ley, podrá solicitar la revisión de las mismas a tenor con 
el nuevo procedimiento de revisión de multas que se establece en el 
Artículo 23.08 (d) de la Ley 22-2000, según enmendada, conocida como 
“Ley de Vehículos y Tránsito de Puerto Rico”. La única distinción es que 
el término para solicitar la revisión será de sesenta (60) días a partir de la 
vigencia de esta Ley, con el resto de las disposiciones siendo aplicables a 
las mismas. 

 
(c) A solicitud del dueño del vehículo o del conductor certificado, durante el 

Procedimiento Especial para la Revisión de Multas Emitidas por el 
Sistema AutoExpreso aquí establecido el Departamento de Transportación 
y Obras Públicas, la Autoridad de Carreteras y Transportación o la 
entidad contratada por éstos para operar el sistema AutoExpreso le 
extenderá a éste(a) una licencia y/o marbete provisional. 
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(d) Bajo el Procedimiento Especial para la Revisión de Multas establecido por 
este Artículo sólo se podrá solicitar la revisión de multas del sistema 
AutoExpreso que se encuentren sin pagar a la fecha de la aprobación de 
esta Ley. 

 
Artículo 6.-Cláusula de Separabilidad.  
 
Si cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, 

disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley 
fuera anulada o declarada inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a tal 
efecto dictada no afectará, perjudicará, ni invalidará el remanente de esta Ley. El efecto 
de dicha sentencia quedará limitado a la cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, 
letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o 
parte de la misma que así hubiere sido anulada o declarada inconstitucional. Si la 
aplicación a una persona o a una circunstancia de cualquier cláusula, párrafo, 
subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, 
capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley fuera invalidada o declarada 
inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a tal efecto dictada no afectará ni 
invalidará la aplicación del remanente de esta Ley a aquellas personas o circunstancias 
en que se pueda aplicar válidamente. Es la voluntad expresa e inequívoca de esta 
Asamblea Legislativa que los tribunales hagan cumplir las disposiciones y la aplicación 
de esta Ley en la mayor medida posible, aunque se deje sin efecto, anule, invalide, 
perjudique o declare inconstitucional alguna de sus partes, o aunque se deje sin efecto, 
invalide o declare inconstitucional su aplicación a alguna persona o circunstancia. Esta 
Asamblea Legislativa hubiera aprobado esta Ley sin importar la determinación de 
separabilidad que el Tribunal pueda hacer. 

 
Artículo 7.-Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su 

aprobación.  



(R. C. de la C. 64) 

 
 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 

Para ordenar al Departamento de Educación, llevar a cabo un estudio de viabilidad, a 
fin de determinar la posibilidad de establecer una escuela especializada con un 
contenido curricular bilingüe dentro de la jurisdicción geográfica de algunos de 
los siguientes municipios: Barranquitas, Orocovis o Villalba; y para otros fines 
relacionados.   

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
Según dispuesto en el inciso (e) apartado (3) del Artículo 1.02 de la Ley 85-2018, 

conocida como “Ley de Reforma Educativa de Puerto Rico”, las escuelas deben 
perseguir el dominio de la comunicación oral y escrita en español e inglés para tener 
estudiantes verdaderamente bilingües. Además, el desarrollo de otros idiomas cuyo 
dominio se prevé como esencial en un futuro próximo.  Muy cónsono con lo anterior, la 
Agencia ha establecido en varias áreas de Puerto Rico las denominadas “escuelas 
especializadas”, las cuales contribuyen a la formación de un ciudadano capaz de 
realizarse como ser humano por sus propios méritos. Ello, en consideración a que los 
estudiantes poseen diversidad de talentos; que el proceso de aprendizaje es natural y 
requiere un ambiente óptimo de acuerdo a su potencial.  

 
 
Estas escuelas proveen al estudiante los instrumentos necesarios para alcanzar la 

excelencia educativa mediante la estructuración de un programa instruccional que 
responda a las diferencias y talentos individuales de estos, basado en un contenido 
curricular especializado en bellas artes, ciencias y matemáticas, educación física, 
tecnología, bilingüe, producción técnica de radio y televisión y otros proyectos 
especiales.  

 
El propósito de las escuelas especializadas es desarrollar en el estudiante su 

autoestima, para que adquiera excelencia en todos los aspectos de su personalidad, y 
capacitarlo para continuar estudios en el área de la especialidad seleccionada de 
acuerdo con sus necesidades, intereses y habilidades, de tal forma que sea un individuo 
que trabaje para lograr el bienestar personal y colectivo. 

 
Lamentablemente, la zona centro sur de Puerto Rico ha permanecido rezagada 

en el establecimiento de escuelas especializadas que le sirvan a la población. Por ello, 
mediante esta Resolución Conjunta, le ordenamos al Departamento de Educación, llevar 
a cabo un estudio de viabilidad, a fin de determinar la posibilidad de establecer una 
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escuela especializada con un contenido curricular bilingüe dentro de la jurisdicción 
geográfica de algunos de los siguientes municipios: Barranquitas, Orocovis o Villalba. 

 
De acuerdo con la literatura disponible, el proceso de enseñanza y aprendizaje 

del inglés es uno de los elementos más fundamentales para asegurar el buen 
desempeño de cualquier profesional en su trabajo, ya sea en la empresa privada o en el 
Gobierno. Es reconocido que el inglés es el idioma comercial por excelencia y por tal 
razón es hora de que el mismo sea uno accesible a la población.  

 
Son muchos los detractores que entienden que aprender inglés afectará 

adversamente nuestra esencia y buen manejo del idioma español. Sin embargo, los 
estudios existentes con respecto al bilingüismo sugieren que a diferencia de los 
monolingües, los primeros demostraron ser más atentos a relaciones semánticas; son 
superiores en las reglas y estructuras lingüísticas, tienen mayor conciencia 
mentalingüística, tienen mayor efecto en el pensamiento divergente y en la creatividad; 
son más efectivos en una variedad de medidas cognoscitivas, como por ejemplo, formar 
y entender conceptos y tienen mayor habilidad para monitorear sus ejecuciones 
mentales.  

 
Por otra parte, en un estudio efectuado por la Lcda. Torres Lladó (1984) se señaló 

que aunque los estudiantes en el Sistema Público de Puerto Rico reciben doce años de 
instrucción en el inglés, no logran desarrollar proficiencia en el uso del mismo ni 
pueden comunicarse en este idioma. Señaló, además, en un estudio llevado a cabo en 
1976, que la deficiencia de los estudiantes para comunicarse en español no se debe a que 
se les enseña inglés, sino a la pobre instrucción del español. Ella postula que los dos 
idiomas pueden coexistir.  

 
Expuesto lo anterior, se hace imperativo potenciar el avance del bilingüismo en 

la población de Puerto Rico, a los efectos de fomentar en la ciudadanía el conocimiento 
de más de un idioma. Todos en la isla deberían tener acceso igualitario al conocimiento 
de más de un idioma. No es justo que solo un puñado de puertorriqueños tenga acceso 
al conocimiento de varios idiomas por cuestión de condición económica.  

 
A tono con lo antes dicho, nos parece imprescindible dotar a la zona centro sur 

de Puerto Rico con los recursos educativos necesarios para potenciar las capacidades de 
nuestros estudiantes que interesen desarrollarse en el manejo de otros idiomas, 
adicional al español. 

 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:  
 

Sección 1.-Se ordena al Departamento de Educación, llevar a cabo un estudio de 
viabilidad, a fin de determinar la posibilidad de establecer una escuela especializada 
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con un contenido curricular bilingüe dentro de la jurisdicción geográfica de algunos de 
los siguientes municipios: Barranquitas, Orocovis o Villalba. 

 
Sección 2.-Como parte del estudio de viabilidad según dispuesto, el 

Departamento de Educación considerará los siguientes aspectos: 
 
(a)  El estado físico de las estructuras pertenecientes al Departamento de 

Educación que ubiquen en los referidos municipios que se estén 
utilizando y las que no se estén utilizando, a fin de identificar 
potenciales estructuras que cumplan con el espacio y todos los 
componentes académicos necesarios para un cabal proceso educativo 
de los estudiantes que egresen en los cursos basados en un contenido 
curricular bilingüe.  

 
(b)  Fondos para sufragar los gastos de establecimiento y funcionamiento; 

incluyendo financiamiento, donaciones, fondos recurrentes, entre otros 
fondos disponibles, a fin de que se identifiquen las fuentes de fondos 
permanentes o recurrentes y posibilidad de donaciones o adopción del 
proyecto por empresas privadas, así como la posibilidad de establecer un 
consorcio junto con los municipios mencionados para estos fines.  

 
(c)  Posibilidad de alianzas con otras agencias gubernamentales, 

organizaciones sin fines de lucro u otras entidades e industrias privadas, a 
fin de auscultar la posibilidad de diseñar, desarrollar y establecer alianzas 
para aunar esfuerzos en forma coordinada y así lograr el éxito del posible 
establecimiento de una escuela especializada con un contenido curricular 
bilingüe. Dichas alianzas establecerían claramente en qué aspectos 
estarían cooperando cada miembro de las mismas.  

 
(d) Métodos a utilizarse para identificar, mediante criterios e instrumentos 

evaluativos, a los estudiantes con el potencial de convertirse en egresados 
de la referida escuela especializada con un contenido curricular bilingüe.  

 
Sección 3.-Se conceden ciento ochenta (180) días, luego de aprobada esta 

Resolución Conjunta, al Departamento de Educación para llevar a cabo el estudio de 
viabilidad según dispuesto. El mismo será remitido al Gobernador y a la Secretaria de la 
Cámara de Representantes de Puerto Rico y la del Senado de Puerto Rico para su 
conocimiento y acción correspondiente.  

 
Sección 4.-Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 

de su aprobación. 



 
(R. C. de la C. 191) 

 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 
 Para ordenar a la Corporación de Puerto Rico para la Difusión Pública y a la Oficina del 

Procurador del Veterano a diseñar y elaborar un documental en honor a los 
soldados puertorriqueños de todos los conflictos bélicos en los que hayan 
participado; autorizar la creación de alianzas con el sector privado para la 
preparación de los mismos; permitir la adopción de cualquier reglamentación 
necesaria a tales fines; y para otros fines relacionados. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
 Nuestra historia como humanidad ha venido marcada de diversos eventos que 
representan un símbolo en particular de esa determinada época. Estos eventos van 
desde personajes ilustres y sus aportaciones, desarrollo y desapariciones de culturas, 
hasta conflictos armados por determinados fines y propósitos. Precisamente, son esos 
conflictos armados los que han servido de punto de referencia para muchos eventos en 
nuestra historia como pueblo y en el surgimiento de naciones y sus respectivos 
poderíos. 
 

 Con relación a este tema en particular, podemos tomar en consideración varios 
conflictos armados que son el marco de referencia de la historia en estos renglones. La 
Primera y la Segunda Guerra Mundial desataron un efecto en cadena durante los años 
de duración de las mismas que al momento, sirven de marco de referencia para diversos 
hechos y consecuencias surgidas. A estos eventos le añadimos la Guerra de Vietnam y 
la de Corea, eventualmente la Guerra Fría, y los más recientes conflictos en Medio 
Oriente como lo son las intervenciones en Afganistán, Irak, entre otros territorios. 
 
 El Gobierno de los Estados Unidos de América ha jugado un papel importante en 
estos eventos históricos. De hecho, ha sido el protagonista principal en la mayoría de 
ellos. Puerto Rico, por su relación territorial y su estatus actual, participa activamente 
formando parte del Ejército de los Estados Unidos de serle requerido, y nuestros 
soldados representan sacrificada y dignamente los colores de la bandera americana en 
cada uno de esos conflictos. 
 

 Durante nuestra historia, han sido muchos los soldados puertorriqueños que se 
han destacado dignamente en cada uno de esos eventos bélicos. Muchos han servido de 
ejemplo de valentía, tesón y sacrificio y han marcado su participación, como lo es el 
caso del batallón del 65 Regimiento de Infantería. Sus acciones en defensa del ejército, 
sus componentes y la hazaña realizada ha sido reconocida internacionalmente, por 
gobiernos extranjeros y hasta por el entonces Presidente de los Estados Unidos, Barack 
Obama. Otros valientes soldados han realizado sus funciones dignamente y se han 
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destacado en los diversos conflictos y han probado la valentía defendiendo los colores 
de nuestra bandera. Sin embargo, otros no han corrido una mejor suerte y han perdido 
sus vidas y derramado su sangre en plenos campos de batallas. 
 

 Sus ejecutorias siempre serán reconocidas, pero es meritorio que las mismas sean 
plasmadas en un documental que sirvan de ejemplo para estas y futuras generaciones. 
Su sacrificio, entrega, valentía y compromiso no puede desaparecer con su descargo de 
funciones. Por el contrario, esas cualidades deben perpetuarse en nuestra historia y ser 
reconocidas y vistas por toda nuestra sociedad. A tales fines, esta Asamblea Legislativa 
entiende necesario ordenar a la Corporación de Puerto Rico para la Difusión Pública y a 
la Oficina del Procurador del Veterano a diseñar y elaborar un documental en honor a 
los soldados puertorriqueños de todos los conflictos bélicos en los que hayan 
participado, donde se realce su participación, sus historias en esos periodos y el 
sacrificio que brindaron por nuestra libertad y por los postulados de democracia que 
rigen a los Estados Unidos de América.  
 

RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:  
 

Sección 1.-Se ordena a la Corporación de Puerto Rico para la Difusión Pública y a 
la Oficina del Procurador del Veterano a diseñar y elaborar un documental en honor a 
los soldados puertorriqueños de todos los conflictos bélicos en los que hayan 
participado, realzando sus hazañas y su valentía de servir con sacrificio en estos 
importantes eventos de nuestra historia. El mismo comenzará con el conflicto bélico 
más antiguo, donde hayan participado soldados puertorriqueños, hasta el más reciente.  

 

Sección 2.-A tales fines, la Corporación de Puerto Rico para la Difusión Pública y 
a la Oficina del Procurador del Veterano quedan facultada para realizar cualquier 
alianza con el sector privado, con otras entidades estatales o federales, a los fines de 
lograr la consecución de los fines presentados en la presente Resolución Conjunta.  

 

Sección 3.-Se autoriza a la Corporación de Puerto Rico para la Difusión Pública y 
a la Oficina del Procurador del Veterano a adoptar cualquier reglamentación necesaria 
cónsona con los fines de la presente pieza legislativa.  

 

Sección 4.-Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 
de su aprobación. 



(R. C. de la C. 228) 
 

 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 
 Para ordenar al Departamento de Transportación y Obras Públicas de Puerto Rico a 

crear un plan piloto de renovación de marbetes para los vehículos de motor de 
forma electrónica; y para otros fines relacionados. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
 El Gobierno de Puerto Rico ha sido consistente en su política pública de facilitar 
a los ciudadanos la obtención de servicios de manera rápida y segura, al igual que 
integrar la tecnología en las transacciones gubernamentales. Hoy día son diversos los 
servicios que son ofrecidos a través de un portal cibernético del gobierno; insertándonos 
en la ya común ola tecnológica de cara a un futuro de avanzada y globalizado.  
 
 Recientemente ha sido dada a conocer la iniciativa del Departamento de 
Transportación y Obras Públicas de facilitar la renovación de las licencias de conducir 
de manera electrónica. Esta medida ha sido una de avanzada, cónsona con la política 
pública de muchos de los estados de los Estados Unidos, que ofrecen este ventajoso 
servicio a sus residentes. Sin embargo, este servicio todavía no ha sido ideado para la 
renovación de los respectivos marbetes para los vehículos de motor. En diversas 
jurisdicciones nacionales se ha implantado este servicio. El ejemplo más cercano e 
influyente lo es el Estado de Florida, donde a sus residentes le es ofrecido este servicio 
de forma electrónica, sin tener que congestionar las oficinas gubernamentales, en la 
comodidad de su hogar, de forma integrada y completa. De hecho, pueden renovar el 
marbete por un término de dos (2) años y el mismo le es enviado por correo regular de 
forma inmediata. Servicios similares son ofrecidos por el Estado de Nueva York, 
California, entre otros.  
 
 Por tanto, y con la intención principal de insertar a Puerto Rico en esa corriente 
tecnológica, ofrecer alternativas a los ciudadanos, además de ayudar a descongestionar 
los servicios ofrecidos por el Departamento de Transportación y Obras Publica de forma 
personal, es menester de esta Asamblea Legislativa ordenar a este departamento de 
gobierno a realizar todas las gestiones necesarias para el ofrecimiento de renovación de 
marbetes de forma electrónica. Esta iniciativa será de gran beneficio para toda la 
ciudadanía y allanaría el camino para que otros servicios similares puedan ser ofrecidos 
de esta forma. El facilitar los servicios gubernamentales es prioridad para esta 
administración y medidas como estas refuerzan la política pública ya adoptada e 
implantada en muchos renglones: hacer que los residentes de Puerto Rico tengan acceso 
a mayores y mejores servicios y por ende, a una mejor calidad de vida.  
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RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:  
 

Sección 1.-Se ordena al Departamento de Transportación y Obras Públicas de 
Puerto Rico a crear un plan piloto de renovación de marbetes para los vehículos de 
motor de forma electrónica y al recibirlo a través de correo. El Departamento de 
Transportación y Obras Públicas, queda autorizado a incluir un costo nominal para 
proveer este servicio y a lo relacionado al servicio de renovación de forma electrónica. 

 
Sección 2.-El Departamento de Transportación y Obras Públicas, en coordinación 

directa con el Departamento de Hacienda, podrá seleccionar diversas áreas dentro de 
cualquiera de las regiones del Departamento para implantar este plan piloto, con el fin 
de determinar su efectividad y planes de acción a seguir. De igual forma podrá 
coordinar directamente con cualquier entidad pública o privada para la obtención de 
una póliza de seguro de responsabilidad, los pasos a seguir para la integración de los 
componentes de renovación del marbete. Además, establecerá todo lo relacionado con 
la integración del servicio de inspección del vehículo y la correspondiente certificación.  

 
Sección 3.-El Departamento de Transportación y Obras Públicas llevará a cabo las 

reuniones que estime necesarias para lograr diseñar los planes de acción necesarios para 
cumplir con lo ordenado en la presente legislación.  

 
Sección 4.-Se autoriza al Departamento de Transportación y Obras Públicas a 

realizar las alianzas necesarias con cualquier departamento, agencia o corporación del 
Gobierno de Puerto Rico, para el desarrollo de los propósitos de esta Resolución 
Conjunta. 

 
Sección 5.-El Departamento de Transportación y Obras Públicas remitirá a las 

Secretarías de las Cámaras Legislativas un primer informe sobre las gestiones 
pertinentes para cumplir con lo aquí ordenado, dentro de los primeros noventa (90) 
días, luego de aprobada esta Resolución Conjunta. Posteriormente, remitirá informes 
mensuales a ambas Secretarías, hasta en tanto y en cuanto, esté finalizado el plan piloto 
objeto de esta legislación.  

 
 Sección 6.-Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 

de su aprobación. 



(R. C. de la C. 287) 
 

 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 
Para ordenar al Secretario de Transportación y Obras Públicas a requerir mediante 

reglamento que los concesionarios de vehículos de motor que vendan 
motocicletas entreguen a los compradores de estos los requisitos para manejarlas. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
La Ley 22-2000, según enmendada, conocida como “Ley de Vehículos y Tránsito 

de Puerto Rico”, dispone todo lo relativo a medidas de seguridad en las carreteras, los 
vehículos de motor, y las multas a imponerse por violaciones a dicha ley, entre otros. 

 
Entre los aspectos que regula dicha ley está lo relacionado a las motocicletas; 

definidas estas como todo vehículo de dos ruedas o más que tenga instalado un motor 
con un desplazamiento de cuarenta y cinco (45cc) o más o un motor mayor de seis (6) 
caballos de fuerza, que pueda desarrollar un mínimo de treinta y cinco millas por hora 
(35 mph) de velocidad y que cumpla, además, con las especificaciones establecidas por 
las agencias federales que regulan la seguridad del tránsito en las carreteras.  Estas a su 
vez, se dividen en dos categorías, a saber: Motocicleta Clase A y Motocicleta Clase B.  
Las primeras son de 398 centímetros cúbicos o más de desplazamiento del motor; 350 
libras de peso neto mínimo; el aro de la goma de 15 pulgadas de diámetro mínimo y 
transmisión manual de no menos de tres cambios.  Las segundas son de 45 centímetros 
cúbicos hasta un máximo de 397 centímetros cúbicos de desplazamiento en el motor; 
transmisión manual o automática y que cumpla con los requisitos mínimos de 
seguridad federal. 

 
El examen para la expedición de la licencia de conducir motocicletas incluye las 

medidas de seguridad para manejarlas.  Sin embargo, hay personas que van a comprar 
motocicletas sin todavía haber tomado dicho examen, por lo cual desconocen si ese 
vehículo que están comprando pueden transitarlo por las autopistas de peaje, o el 
equipo necesario para manejarlas. 

 
Tratándose de un asunto esencial de seguridad en el tránsito, es necesario que el 

Secretario requiera a los concesionarios de vehículos que al vender un motocicleta le 
entreguen al comprador por escrito los requisitos para manejarlas.  
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RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 
 

 Sección 1.-Se ordena al Secretario de Transportación y Obras Públicas a requerir 
mediante reglamento que los concesionarios de vehículos de motor que vendan 
motocicletas entreguen a los compradores de estos los requisitos para manejarlas. 

 
 Sección 2.-Esta Resolución Conjunta tendrá vigencia al momento de su 

aprobación. 



 

(R. C. de la C. 348) 
 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 
Para ordenar al Departamento de Educación de Puerto Rico a crear un plan piloto en 

diversas regiones del sistema educativo sobre el conteo de los estudiantes que 
almorzarán en los comedores escolares de cada plantel, similar al programa de 
plataforma web “Quiero Almorzar” implantado por estudiantes de la Escuela 
Superior Dr. Carlos González del Municipio de Aguada; y para otros fines 
relacionados. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
Recientemente fue reseñado en los medios noticiosos de Puerto Rico la nobel 

creación de una plataforma web “Quiero Almorzar”, diseñada por los estudiantes del 
Club de Tecnología de la Escuela Superior Dr. Carlos González del Municipio de 
Aguada. Dicho programa estriba sobre el conteo de estudiantes que almorzarán en su 
comedor escolar, migrando del papel a la era tecnológica, provocando un proceso más 
rápido y ecoamigable. Durante el proceso de creación de la referida plataforma, los 
estudiantes ponderaron el tiempo invertido en el conteo de los estudiantes que 
almorzarían en el comedor escolar, además de los gastos de tinta y papel. Ante ese 
escenario, decidieron darle rienda suelta a la creatividad y minimizar todo ese tiempo 
invertido utilizando métodos electrónicos más ágiles y modernos.  

 
Ciertamente, esta iniciativa, producto de la alianza del Departamento de 

Educación con la compañía Microsoft, y el ingenio de estos estudiantes, es digno de 
reconocimiento y expansión. Estos estudiantes, con esta iniciativa, lograron convertir un 
procedimiento largo y tedioso en uno ágil y accesible. Lograron hábilmente que el 
desarrollo de la plataforma fuera un diseño universal que pudiera funcionar en los 
sistemas operativos IPhone y Android, así como en computadoras. De igual forma, el 
desarrollo de este proyecto reafirmó el interés de nuestros estudiantes por las ciencias 
de cómputos, un campo sumamente fértil para fomentar nuestra economía y la creación 
de empleos. Además, este tipo de aplicación fomenta la participación y el uso de los 
estudiantes del comedor escolar, hecho que había mermado significativamente con el 
pasar de los años.  

 
Por tanto, y con el fin de lograr implantar esta importante, ingeniosa y nobel 

iniciativa en otros planteles de diversas regiones de Puerto Rico, es menester para esta 
Asamblea Legislativa ordenar al Departamento de Educación de Puerto Rico a crear un 
plan piloto en diversas regiones del sistema educativo sobre el conteo de los estudiantes 
que almorzarán en los comedores escolares de cada plantel, similar al programa de 
plataforma web “Quiero Almorzar” implantado por estudiantes de la Escuela Superior 
Dr. Carlos González de Aguada. Reconocer las iniciativas positivas de nuestro 
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estudiantado es una obligación, y más cuando dichas ideas son positivas para toda la 
comunidad escolar y la integración de nuestro sistema a la corriente tecnológica y 
futurista y su inserción en la corriente mundial del desarrollo. 

 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.-Se ordena al Departamento de Educación de Puerto Rico a crear un 
plan piloto en diversas regiones del sistema educativo sobre el conteo de los estudiantes 
que almorzarán en los comedores escolares de cada plantel, similar al programa de 
plataforma web “Quiero Almorzar” implantado por estudiantes de la Escuela Superior 
Dr. Carlos González del Municipio de Aguada; y para otros fines relacionados.  

 
Sección 2.-Con el propósito de cumplir con los fines de la presente Ley, el 

Departamento de Educación sostendrá una reunión con el personal y estudiantes de la 
Escuela Dr. Carlos González del Municipio de Aguada y, previo a los trámites de 
obtención y reconocimiento al trabajo de estos estudiantes, creará un grupo de trabajo 
que implante un plan piloto del programa de plataforma web “Quiero Almorzar” en 
otras regiones educativas del sistema. 

  
Sección 3.-El Departamento de Educación seleccionará las regiones educativas 

donde implantará este plan piloto y llevará a cabo las reuniones que estime necesarias 
para lograr diseñar los planes de acción necesarios para cumplir con lo ordenado en la 
presente legislación.  Para la implementación de dicho plan será mandatorio utilizar el 
programa de plataforma web “Quiero Almorzar” implantado por los estudiantes de la 
Escuela Superior Dr. Carlos González del Municipio de Aguada. 

 
Sección 4.-Se autoriza al Departamento de Educación a realizar las alianzas 

necesarias con cualquier departamento, agencia o corporación del Gobierno de Puerto 
Rico, del Gobierno de los Estados Unidos o cualquier entidad privada, para el 
desarrollo de los propósitos de esta Resolución Conjunta. 

 
Sección 5.-El Departamento de Educación remitirá a las Secretarías de las 

Cámaras Legislativas un primer informe sobre las gestiones pertinentes para cumplir 
con lo aquí ordenado, dentro de los primeros sesenta (60) días, luego de aprobada esta 
Resolución Conjunta. Posteriormente, remitirá informes mensuales a ambas Secretarías, 
hasta en tanto y en cuanto se cumpla con lo aquí ordenado. 

 
Sección 6.-Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 

de su aprobación. 



(R. C. de la C. 352) 
 

 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 

Para reasignar al Municipio de Barranquitas, la cantidad de ciento diecinueve mil 
treinta y seis dólares con veinte centavos ($119,036.20) provenientes del Inciso a, 
Apartado 35, Sección 1 de la Resolución Conjunta 94-2008, a ser transferidos 
para llevar a cabo los propósitos que se describen en la Sección 1 de esta 
Resolución Conjunta; para autorizar la contratación de tales obras; autorizar el 
traspaso de fondos; autorizar el pareo de los fondos reasignados; y para otros 
fines. 

 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 
 

Sección 1.-Se reasigna al Municipio de Barranquitas, la cantidad de ciento 
diecinueve mil treinta y seis dólares con veinte centavos ($119,036.20) provenientes del 
Inciso a, Apartado 35, Sección 1 de la Resolución Conjunta 94-2008, para llevar a cabo 
los propósitos que se describen a continuación: 

 
Municipio de Barranquitas 
 

a. Para realizar  diversas obras y mejoras 
permanentes. $119,036.20   
 

 Sección 2.-Se autoriza el pareo de los fondos asignados con aportaciones 
particulares, estatales, municipales y/o federales. 
 
 Sección 3.-Se autoriza a contratar con los gobiernos municipales, contratistas 
privados, así como cualquier departamento, agencia o corporación del Gobierno de 
Puerto Rico, para el desarrollo de los propósitos de esta Resolución Conjunta. 
 

Sección 4.-Los beneficiarios que reciban estas aportaciones legislativas, deberán 
cumplir con los requisitos según dispuestos bajo la Ley 179-2002. 

 
Sección 5.-Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 

de su aprobación. 



(R. C. de la C. 364) 

 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 

Para reasignar al Municipio de Vega Baja la cantidad de cuarenta y tres mil quinientos 
cuarenta y dos dólares con tres centavos ($43,542.03), provenientes de los 
balances disponibles de las Resolución Conjunta 396-1992, Resolución Conjunta 
514-1993, Resolución Conjunta 289-1997, Resolución Conjunta 346–1998, 
Resolución Conjunta 610-2002, Resolución Conjunta 1282-2004, Resolución 
Conjunta 1922-2004, Resolución Conjunta 209-2009 y Resolución Conjunta 867-
2013 a fin de viabilizar obras y mejoras permanentes; facultar para la 
contratación de tales obras y autorizar el pareo de fondos a ser transferidos. 

 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.-Se reasigna al Municipio de Vega Baja la cantidad de cuarenta y tres 
mil quinientos cuarenta y dos dólares con tres centavos ($43,542.03), provenientes de los 
balances disponibles de las Resolución Conjunta 396-1992, Resolución Conjunta 514-
1993, Resolución Conjunta 289-1997, Resolución Conjunta 346–1998, Resolución 
Conjunta 610-2002, Resolución Conjunta 1282-2004, Resolución Conjunta 1922-2004, 
Resolución Conjunta 209-2009 y Resolución Conjunta 867-2013 a fin de viabilizar las 
siguientes obras: 

 
1. Municipio de Vega Baja: 

 
  a) Realizar obras y mejoras permanentes $28,542.03 
 
 b)       Mejoras al parque de pelota del Barrio Colombo                  $10,000.00 
           
  c) Mejoras al área recreativa de la Urb. Alturas $8,000.00 
 

                        d) Reparación al alumbrado del área recreativa de la  
 Urb. Monte Carlos                                                                        $7,000.00 
                                                          

   TOTAL         $53,542.03 
  
Sección 2.-Se autoriza al Municipio de Vega Baja a suscribir los acuerdos 

pertinentes con contratistas privados, así como con cualquier departamento, agencia o 
corporación del Gobierno de Puerto Rico, a fin de viabilizar el desarrollo de los 
propósitos de esta Resolución Conjunta. 

 
Sección 3.-Los fondos reasignados en esta Resolución Conjunta podrán ser 

pareados con fondos federales, estatales o municipales. 
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Sección 4.-Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 

de su aprobación. 



(R. C. de la C. 391) 
 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 

Para reasignar la cantidad de once mil cuatrocientos sesenta y ocho dólares con dos 
centavos ($11,468.02) provenientes del Inciso a, Apartado 25 de la R. C. 80-2001 
por la cantidad de trescientos diecinueve dólares con ochenta y un centavos 
($319.81), del Inciso 46, Apartado A, Acápite Distrito Representativo Núm. 22 de 
la R. C. 866-2003 por la cantidad de siete mil ochocientos ocho dólares con 
dieciséis centavos ($7,808.16), del Inciso 27, Apartado A del Acápite del Distrito 
Representativo Núm. 22 de la R. C. 1411-2004 por la cantidad de mil dólares 
($1,000.00), de la Sección 1 de la R. C. 34-2006 por la cantidad de cuatrocientos 
dólares ($400.00), del Inciso a, Apartado 35 de la R. C. 82-2009 por la cantidad de 
diecisiete dólares con treinta centavos ($17.30) y del Inciso c, Apartado 32 de la 
R. C. 92-2012 por la cantidad de mil novecientos veintidós dólares con setenta y 
cinco centavos ($1,922.75) para reasignarlos al Municipio de Lares a fin de 
viabilizar obras y mejoras permanentes, según se detalla en la Sección 1, facultar 
para la contratación de tales obras, autorizar el pareo de fondos a ser 
transferidos; y para otros fines. 

 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

 Sección 1.-Se reasigna la cantidad de once mil cuatrocientos sesenta y ocho 
dólares con dos centavos ($11,468.02) provenientes del Inciso a, Apartado 25 de la R. C. 
80-2001 por la cantidad de trescientos diecinueve dólares con ochenta y un centavos 
($319.81), del Inciso 46, Apartado A, Acápite Distrito Representativo Núm. 22 de la R. C. 
866-2003 por la cantidad de siete mil ochocientos ocho dólares con dieciséis centavos 
($7,808.16), del Inciso 27, Apartado A del Acápite del Distrito Representativo Núm. 22 
de la R. C. 1411-2004 por la cantidad de mil dólares ($1,000.00), de la Sección 1 de la R. 
C. 34-2006 por la cantidad de cuatrocientos dólares ($400.00), del Inciso a, Apartado 35 
de la R. C. 82-2009 por la cantidad de diecisiete dólares con treinta centavos ($17.30) y 
del Inciso c, Apartado 32 de la R. C. 92-2012 por la cantidad de mil novecientos 
veintidós dólares con setenta y cinco centavos ($1,922.75) para reasignarlos al Municipio 
de Lares, a fin de viabilizar obras y mejoras permanentes y facultar para la contratación 
de tal para llevar a cabo los propósitos que se detallan a continuación: 

 
 1. Municipio de Lares 
 

a) Realizar obras y mejoras permanentes, tales como: pavimentación y 
bacheo en calles y caminos que forman parte del Distrito 
Representativo Núm. 22.     $ 11,468.02  

 
   TOTAL                    $11,468.02  
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 Sección 2.-Se autoriza al Municipio de Lares a suscribir los acuerdos pertinentes 

con contratistas privados, así como con cualquier departamento, agencia o corporación 
del Gobierno de Puerto Rico, a fin de viabilizar el desarrollo de los propósitos de esta 
Resolución Conjunta. 

 
 Sección 3.-Los fondos reasignados en esta Resolución Conjunta podrán ser 

pareados con fondos federales, estatales o municipales. 
 
 Sección 4.-Los beneficiarios que reciban estas aportaciones legislativas, deberán 

cumplir con los requisitos según dispuestos bajo la Ley 179-2002. 
 
 Sección 5.-Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 

de su aprobación. 



(R. C. de la C. 412) 
 

 
 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 
Para reasignar a la Administración para el Desarrollo de Empresas Agropecuarias  

(ADEA), la cantidad de cuarenta y seis mil seiscientos cincuenta dólares 
($46,650.00), provenientes del balance disponible en el inciso x, Apartado 1, 
Sección 1, de la Resolución Conjunta 18-2017, con el fin de llevar a cabo obras y 
mejoras permanentes, según se detallan en la Sección 1, de esta Resolución 
Conjunta; facultar para la contratación de tales obras; autorizar el pareo de los 
fondos reasignados; y para otros fines relacionados. 

 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

 Sección 1.-Se reasigna a la Administración para el Desarrollo de Empresas 
Agropecuarias (ADEA), la cantidad de cuarenta y seis mil seiscientos cincuenta dólares 
($46,650.00), provenientes del balance disponible en el inciso x, Apartado 1, Sección 1, 
de la Resolución Conjunta 18-2017, a fin de viabilizar obras y mejoras permanentes, 
para llevar a cabo los propósitos que se detallan a continuación: 
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SENADO DE PUERTO RICO

P. del S. 1-050

SEGUNDO INFORME

8 de noviembre de 2018

AI SENADO DE PUERTO RICO:

La Conrisi6n de Seguridad Ptblica del Senado de Puerto Rico, previo

estudio y consideraci6n, tiene el honor de rendir un Segundo Informe

recomendando Ia aprobaci6n dei Proyecto del Senado 1050, con las enmiendas

sugeridas en el Entiri-llado Elect6nico que acompa-fla a este segundo informe y

que se hace formar parte del mismo.

INTRODUCCI6N

l-a evaluaci6n del Proyecto del Senado 1050, se realiza a la luz del

Proyecto dei Senado 439, y su respectivo proceso evaluativo. El Proyecto del

Senado 1050, de la autoria del Senador Nelson Cruz, representa ei producto del

proceso de analisis del Proyecto del Senado 439 y a la luz de eso, realizamos el

siguiente informe.

ALCANCE DE LA MEDIDA

EI P. del S. 1050, segrin radicado, propone crear una "Nueva I-ey de

Armas", derogar 1a I*y Nrim. 40+2000, segrin enmendada y los Reglamentos

relacionados, de conformidad con las decisiones de la Corte Suprema de Estados

Unidos de Am6rica. Estas decisiones ratifican el derecho a la posesi6n y
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portaci6n de armas como un derecho individual y fundamental protegido baio Ia

Segunda Enmienda de Ia Constituci6n federal.

Para el estudio de 1a medida de autos, se tom6 en consideraci6n las

ponencias y comentarios sometidas por escrito a la Comisi6n, sobre el Proyecto

del Senado 439. Tomaldo en consideraci6n 1a importancia del tema y el inter6s

de Ia ciudadania en expresarse en torno al mismo, esta Comisi6n determin6

realizar vistas priblicas en diversos puntos de Ia Isla con el fin de ampliar la

participaci6n ciudadana. A esos fines se celebraron las siguientes vistas priblicas

y reuniones ejecutivas:

a) 14 de febrero de 2018 - Vista Prlblica en eI municipio de San Juan

b) 16 de febrero de 2018 - Vista Prlblica en el murLicipio de Aguada

c) 6 de abril de 2018 - Vista Prlblica en el municipio de Fajardo

d) 11 de abri-1 de 2018 - Vista Prlblica en el municipio de Ponce

e) 22 de junio de 2018 - Reuni6n Ejecutiva

f) 29 de agosto de 2018 - Reuni6n Ejecutiva

En el primer inJorme sometido sobre el Proyecto dei Senado 1050,

destacamos que:

[e]1 Gobiemo de Puerto Rico tiene como politica priblica, el

establecimiento de una Politica de Protecci6n de la vida, propiedad

y libertad de sus ciudadanos. C6nsono con esta politica es el

facilitar Ia tenencia y portaci6n de armas de fuego a sus ciudadanos

y atemperar nuestras leyes a la nueva realidad juridica despu6s de

las ultimas decisiones del Tribunal Supremo de EEUU, referente al

derecho de tener y portar armas.
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De igual forma, consignamos para r6cord las ponencias y comentarios

solicitados y recibidos en Ia Comisi6n, de los cuales destacamos brevemente los

siguientes:

a) El Departamento de fusticia expres6 que, en el S,mbito federal, se

reconoce que el derecho de las personas de tener y poseer armas para

su legitima defensa est6 cobijado por Ia Segunda Enmienda de la

Corstituci6n de Estados Unidos de Am6rica y que cualquier limitaci6n

a ese derecho debe cumplir con los est6ndares establecidos por la

jurisprudencia federal sobre el tema. Justicia, tambi6n destac6 que en

D.C.2,. Helbr,128 S.Ct. 2783,554 US 570, (2008), eI m6ximo foro federa.l

determirr6 que 6ste es aplicable a los estados, territorios y posesiones

de Estados Unidos Jo que sin duda incluye a Puerto Rico- a trav6s de

la Decimocuarta Enmienda de Ia Constituci6n federal.l

b) El Negociado de la Policia de Puerto Rico, puntualiz6 eI hecho de que,

en la Exposici6n de Motivos de Ia medida, se hace referencia al caso

D.C.2,. Heller, supra, caso que determina que el Tribunal Supremo de

Estados Unidos valid6 el derecho de los ciudadanos a portar armas,

bajo Ia interpretaci6n amplia conlerida a la Segunda Enmienda de Ia

Constituci6n federal. En su disertaci6n, eI Juez Scalia, estableci6 que

ello no significaba que eI Estado se viera impedido de regular el uso de

6stas, m6xime si era con el prop6sito de evitar Ia comisi6n de delitos, o

el r:so de las mismas en facilidades gubemamentales.2

c) EI Sindicato de Policias Puertorriqueflos se expres6 a favor del

Proyecto dei Senado 439 e indic6 que es un proyecto de avanzada, que

cumple con su posici6n sobre eI uso y manejo de armas de fuego en

Puerto Rico y el derecho de todo ciudadano a defenderse. En su

ponencia, sugirieron enmiendas para mejorar la pieza legislativa.

1 Memorial Explicativo Departamento de Justicia de Puerto Rico, Prig. 3.
2 Memorial Explicativo del Negociado de Ia Policia de Puerto Rico, P5g. 2
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d) La Sociedad para Asistencia Legal, en su memorial argurnenta que no

apoya la medida y que ios cambios propuestos al ordenamiento

juridico con la nueva Ley de Armas propuesta, provocara un aurnento

de la poblaci6n correccional y por consiguiente en los costos que eI

Estado deberd incurrir para mantener a una persona recluida en una

instituci6n penal. lndican que la medida perpetua que Ia mayoria de

las penas impuestas bajo la Ley de Armas deben cumplirse en anos

nalurales mediante reclusi6n carcelaria, y reduciria drdsticamente el

margen de negociaci6n entre el Ministerio Publico y Ia defensa para

acordar posibles alegaciones de culpabilidad mediante preacuerdos al

arnparo de Ia Regla 72 de Procedirniento Crirninar. SAL continua su

exposici6n indicando que tampoco se sostiene Ia prohibici6n de que las

personas convictas por esto delitos disfrute dei beneficio de libertad

bajo palabra, programas de desvio, bonificaciones, sentencia

suspendida o algrin otro m6todo de cumplimiento alterno a Ia

reclusi6n. Todo esto, exponen lirnitaria m6s arin la posibilidad de

adelantar Ia rehabfitaci6n del confinado.

e) EI Departamento de Correcci6n y Rehabilitaci6n apoy6 la medida,

toda vez que entiende que promueve la obtenci6n de recursos a los

ciudadanos a 1os fines de que cuenten con fiutyores herramientas que

Ie asistan en afiaruar la protecci6n de su vida, aumentando a su vez, el

sentimiento de protecci6n y estabilidad social. No obstante, concurri6

con la Sociedad de Asistencia Legal en el argumento de que no se

eliminen de manera absoluta las bonificaciones a los confinados, pues

podria desalentar el proceso de rehabilitaci6n de Ia poblaci6n penal.

Por tanto, propone martener la selecci6n de los Articulos que la Ley de

Armas actual reconoce en t6rminos de gracia legislativa en favor de 1a

bonficaci6n.
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f) La Federaci6n de Tiros de Armas Cortas y Rifles de Puerto Rico

solicit6 que se mantenga ina-lterada la relaci6n con el Comit6 Olimpico

de Puerto Rico, el Departamento de Recreaci6n y Deportes y Ia

Federaci6n, corsagrada en la Ley de Armas vigente.

g) La Oficina de Gerencia y Presupuesto (OGP), seAal6 que depositar

los recaudos producto de ia Nueva Ley de Armas para uso exclusivo

de la Oficina de Licencias de Armas de Ia Policia de Puerto Rico, no es

c6nsono con la politica prlblica establecida de no establecer fondos

especiales, ya que lirnitan la disponibilidad de recursos para el Fondo

General y Ia flexibilidad, del Poder Ejecutivo y Legislativo, para Ia

distribuci6n de los recursos, segun las actividades program6ticas y de

servicios a la ciudadania.

h) La Autoridad de Asesoria Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico

(AAFAD present6 argumentos sirnilares a los expuestos por Ia OGP.

por 1o que recomend6 evaluar los costos de licenciamiento de armas o

en Ia alternativa sustituir los ingresos dejados de recibir como

consecuencia del cambio propuesto o identificar recortes en otros

renglones especificos del presupuesto que compensen por esta

disminuci6n.

CoNCLUSI6N

El Proyecto del Senado 1050. es un compromiso programAtico, consignado

en el Plan para Puerto Rico y avalado por el pueblo en las umas. Es por ello que,

proponemos derogar ia Ley 4042000, segrin enmendada y establecer una nueva

ley que garantice el derecho constitucional a la posesi6n y portaci6n de armas

conJorme a Ia Segunda Enmienda de la Constituci6n de Estados Unidos de

Am6rica.
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La Comisi6n que suscribe el presente informe, evalu6 detenidamente

todas las ponencias y comentarios sometidos ante la Comisi6n sobre Ia medida

de referencia y a la l17z del Proyecto dei Senado 439. Asirnismo, ana-1i26

detenidamente todas las propuestas de enmiendas presentadas por 1os

deponentes, orgariizaciones y agencias gubernamentales. Se incorporaron en el

Entirillado Electr6nico que se acompafra, las enmiendas pertinentes.

Por todo lo expuesto, la Cornisi6n de Seguridad Priblica del Senado de

Puerto Rico, previo estudio y consideraci6n de1 Proyecto del Senado 1050,

recomienda su aprobaci6n con Ias enmiendas sugeridas en el Entirillado

Electr6nico que acompafla a este Segundo Informe y que se hace formar parte de1

m1smo

RESPETUOSAMENTE SOMETIDO

lrye

Henry Neumarrn Zayas
Presidente
Comisi6n de Seguridad Prlblica
Senado de Puerto Rico
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Presentado por el seflor Ctaz Santiago

Refetido a la Condsi6tt de Seguridtd Publica

LEY

Para crear urra "Nueva Ley de Armas de Puerto Rico del 2079", a los fitus de actualizar La

leu acorde a

@1asdecisionesdelaCorteSupremadeEstadosUnidos
de Am6rica validando la posesi6n y portaci6n de armas como un derecho
individual y fundamental protegido bajo la Segunda Enmienda de la Constituci6n
Estadounidense; dsosar ln Leu 404-2000. sesin ennundtda: erunendtr la kv 24L-L999.

PEtJ
segdm enntend.ada, cottocidn como "Nuetta Leu de Vida Silttestre"; y para otros fingg
relacionados

EXPOSICION DE MOTIVOS

Si analizamos ia historia de Puerto Rico desde Ia invasi6n norteamericana del

1898, ei gobierno de Estados Unidos, por medio de la adminishaci6n militar en Puerto

Rico asumi6 control en toda materia militar en Puerto Rico. A ia fecha de hoy, 1a

defensa naciona-l es responsabilidad del ejdrcito norteamericano. Con eI cambio de

soberania, se intodujo e1 C6digo Penal de 1902, siendo sus raices provenientes de1

Estado de California. El C6digo lirnitaba simplemente Ia posesi6n y tenencia de armas a

menos que estuviese autorizado por ley. La Ley del 9 de mayo de 1905. elimin6 el

sistema de licencias y permiti6 ia posesi6n y tenencia de armas a todos los ciudadanos.
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excepto los duefros, arrendatarios, mayordomos o celadores de propiedades. Tambi6n

podian portar armas funcionarios de gobiemo como policias y oficiales en las c6rceles,

por Ia naturaleza de su trabajo. En-legislaei6+eprebada-el Con la Le-u 74 del24 de junio

de 7924 (iry+4) se regres6 aI sistema de licencias y registros. Esta fue sustituida por la

Ley Num. 77 de 19 de enero de 1951. Posteriormente +-elle surgi6 una ley

complementaria, Ia Ley 75 de 13 de junio de 195 cottocid-a. anto de Tiro al

Blancol Ia cual regulaba la pr6ctica del fuo aI blanco en la isla Isla. Ambas leyes

regulaban Ia tenencia y el uso de armas de fuego en Puerto Rico como un privilegio.

Dicha "doctila del priviJegio", logr6 mayor arraigo luego del caso de Pueblo t,.

Ceraldirto Del Rio, 113 D.P.R. 684 (1982), convirti6ndose Puerto Rico en el basti6n

nacional, tratandose de leyes restrictivas que regulasen Ia tenencia y uso de armas de

fuego. Posteriormente dichas leyes fueron derogadas y sustituidas por Ia Ley 40+2000,

la cual represent6 urra leve mejoria, peroz aun asi, una lq$*a& Ley fundnnuntada en el

"privi1egio", puesto que Ia Legislatr:ra, al momento, no contaba con el beneficio de las

decisiones de Ia Corte Suprema de los Estados Unidos de Am6rica en cuanto al derecho

a la auto-defensa. Nuestra tradici6n legislativa siempre apunt6 hacia la igualdad, pero

en este aspecto, erradamente dejamos de lado el derecho equitativo. La ley 4042000

coloca la vara muy alta, para Ia mayoria de la poblaci6n que tiene un derecho a la auto-

defensa, a proteger su vida. El Presidente presidente Abraharn LincoLn, en un momento

de su vida rcffi er?res6 q.ae " lushce is equality" . No existe esa igualdad de tratamiento,

dirigida a todos los niveles de nuestra sociedad, en dicha Ley.

Para eI 25 de jurrio de 2008 Ia Corte Suprema de tes Estados Unidos de Amdrica

determin6 que Ia 2d* Segundn Enmienda de la Constituci6n de-les4s+ades-Unide+de

M<xiea fobul constituia ser un derecho de car6cter individual fundamental D.C. a.

Heller, 728 S.Ct. 2783,554 US 570, (2008). El 28 de junio de 201Q provocados por eI

Munieipe municipio de Chicago, la Corte Suprema de tes Estados Unidos de-Am6dea,

tuvo la oporlunidad de aclarar decisi6n en Hellcr, supra, y confirmndo en el caso de

McDotald r. Cihr of Clticaso,73l S. Ct. 3020, 561 US3025, 7n L. Ed.2d 894 (2010).

#iffian que eI derecho a tener y portar armas es de car6Lcter individuaL fundamental
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y aplicable a los Estades esfados en virhrd de Ia Cl6usula de Debido Proceso de Ley de la

*41+ Decintocuarfa Enmienda de Ia Corstituci6n de les Estados Unidos de Am6rica.

Curiosamente, luego de las decisiones de 1a Corte Suprema de les Estados Unidos

de-Ameriea en los casos de Helbr y McDonald, la resistencia al reconocirniento de Ia

4+ Segund-a Enmienda de la Corstituci6n de-les-Estade+{Jr*fus-<le-,Am6+iea @le14f

ffi err Puerto Rico ha sido de carecter extraordinario,

sin precedentes, al punto de que daria Ia impresi6n de que carecemos de los derechos

infir,iduales fundamentales, que le son aplicables a todos los ciudadanos americanos,

ciudadarLia que poseemos desde el 1917 een{a+eyJenes.

In€luse-a-pesa+-d€-que-ta La Ley de Relaciones Federa-les, en su texto Cedee*li,1a

a+€Fzada--€e-disprrs€ dispone que "Los derechos, privilegios e inmunidades de los

ciudadanos de los Estados Unidos se resp€+a+an respetardn en Puerto Rico hasta el

mismo grado que si Puerto Rico fuera urr Estado de 1a Uni6n y sujeto a 1as disposiciones

del inciso 1 de Ia sec. 2 del Art. [V de Ia Constituci6n de los Estados Unidos";1={.P*=,A--

kv PdLblica 600 dz 3 dt iulio de 1-950

La Asamblea Legislativa estuvo muy atenta a importantes precedentes juridicos que

surgieroq que cuidadosamente analizados, motivan a tomar acci6n, crealdo una nueva

Ley de car6cter constitucional. En el interiru importantes decisiones surgieron, pero

estas no sirvieron para adelantar el derecho mds importante al hombre, eI derecho a la

auto-protecci6n de su mayor tesoro, su vida. En Pueblo de PR tt. Sdncluz Valle y otros,

2075 TSPR 25, nuestro Triburral Supremo reconoce ausencia de soberania prirnigenia, y

expone como sigue:

"Los precedentes del Tibunal Supremo federal tlr:ls obligan y el Estado no lu presentado un

argu.nzento conttincente que los haga inaplicables. Es nuestro precedente el que es claramente

err6neo y le niega reconocimiento al derecln constifucional de los peticionaios. Por eso no puede

preoalecer ."

Este caso fue resuelto antes de que eI caso de 2da= Segunda Enmienda de Ia

Constituci6n de los Estados Unidos de Am€rica fuese finalmente rechazado de verse

por nuestro m6s alto foro; es curioso puesto que los precedentes de Ia Corte Suprema
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Federal foklt nos obligan, pero en el caso del derecho a Ia auto-defensa de los

puertorriqueflos resulta no ser asi, aun a pesar de que eI caso de Stinclez Valle fue

confirmado por la Corte Suprema de l.es Estados Unidos de.Am€dea en Cantntonu,ealth

of Puerto Rim t,. Srhtchez Valle, resuelto el 9 de junio de 2016.

Ante la decisi6n de1 mds alto foro judicial de nuestra Naci6ry como deber

adquirido y asumido bajo juramento, de defender ia Constituci6n de les Estados Unidos

de Am6rica y la Constituci6n M de Puerto Rico, por los

miembros de Ia Asamblea Legislativa, resu-lta necesario el tomar acci6n para

salvaguardar y proteger ios derechos de los ciudadanos americanos en Puerto Rico,

mediante urul nue\za Ley de Amtas, y dejar claro que en Puerto Rico es un

derecho fundamenta.l, al igua-1 que en el resto de Ia Naci6ry la posesi6ry portaci6n y uso

de armas de fuego para Ia defensa, deporte y disfrute de nuestra ciudania. Esta Ley se

crea de conformidad con la-Ley-Sederd-aplieable las leyes fedsales aplicabbs a este

asunto.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATTVA DE PUERTO RICO:

CAFEFT+SI CAPITULO I

DISPOSICIONES PRELIMINARES

Artiatlo l.?l.-Titulo de b IEv

Esta Ley se conocera com o Ia nuetta " La}J,aeva Ley de Armas de Puerto Rlco del 2019"

1

2

J

4

5 :q*ieufe-+31-Defi+ieie*es Ar ticulo 1.02.-D e finiaones
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1 Para efectos de esta Ley, ios siguientes t6rminos tendran e1 significado que a

continuaci6n se expresa

(a) " +gent€-G€s+er Agente Gestotr'- signfica @ aquel Annero

autoizad.o por las leves u reqlantentos estatales u federales aplicables, a entar datos

provenientes de los solicitantes de licencia de armas, al Banco de informaci6n de

Licencias de Armas de Ia Policia de Puerto Rico y gestionar ante Ia Oficina de

Licencias de Armas de Ia Policia de Puerto Rico Ia licencia aI solicitante. E1

Negociado de Ia Policia suministrar6 todo el equipo a los '{gentes€estere+de

lieenei+aute+izades Anneros, para que estos puedan entrar y gestionar Ia licencia

de armas. Fstes Agentes ten& a

a€entes.ceste+es Los Anneros no podr6n emitir licencias de armasrsel+l+Ofieina

2

3

4

5

6

7

8

9

10

11

15

l2

13

14 @)"+gen+e-del-e+Cen-p+bfiee Asente dcL Orden P blico" - s1gnfica aquel ntientbro u

oficial del Gobierno de Puerto Rico o de les Estados Unidos de Am6rica, asi

10 como cualquier subdivisi6n politica de Puerto Rico (M+rnieipies) o de Estados

l^ T i-^-^;^- J^ A--^- l^ I^ I)^]j^.^ l^ D,,^-r^ D.i^^ -^-4 ^l ,t-:^^ ^,,+^-i-^,1^ -^-

')t zt'

t7 Unidos,@ entre cuyos deberes se encuentra el

18

19

rote a las as Ia da mantener el orden la se ndid bti

efectuar arrestos

20

27

Esto

incluue, pero sin limitarse, a todo niembro dzl Nesociado de la Policia de Puerto Rico u

22 de la Policia Muni tes del Ne ado de lnztesh rus E del



6

1 D evartantento de lushaa. CuetTo de Vi fus del Departantento de Recursos Naturales

2

J

4

5

Anrbientales o dc Custodia del D rtanrcnto dt Con'eca6n delaO ana dt

Sen iaos cort Anfulaoin al luiao, Guardia Nacional nient'ras se e17anefitrel7 et1

futtciones o eiet'cicios oficiales, Ios Oficiales de Custodia de la Adntinish'aci6n de

htstituciones luttenibs, lnsoectores de la Contisiin de Sen iao Piblico, lnspectores de

6 Rentas htfunns del Departnntento de Hacienda u Alsuaales dc Ia Ranu ludiaal fu

Puerto Rico y fu los del hibunal federal cott iutisdicci6n en todo Puerto Rico

8 (C)" ^ -reE^Iradera" e "tna Antesn6tiea" " Antetralladora o Anna Autonuhca" -

7

9

10

significa aquella arma de fuego, ss-ebstant€ que, sitl inlportar su descripci6ry

tama-flo, o nombre por el que se conozca, cargada o descargada, que pueda

disparar repetida o autom6ticamente mes de una bala; o de forma continua un

nrimero de balas contenidas en un abastecedor, cinta o cualquier otro

recepticulo, ne-egs+ante-su-a+ene medialte ula sola presi6n de1 gatillo. El

ttlttttitto "4nna autontdtica" ittcluve tantbi|n Las sentiautonahcas. El t6rmino

"ametralladora' incluye tambi6n el de subametralladora, asi como cualquier ota

arma de fuego provista de un dispositivo para disparar autom6ticamente Ia

totalidad o parte de las balas o municiones contenidas en eI abastecedor, cinta u

11

ll c'!

13

14

15

i6

12

t7

18 otro receptaculo mediante urra sola presi6n del gatillo o cua-lquier pieza, artefacto

19 individual o combinaci6n de 1as partes de un arma de fuego. destinada y con 1a

20 intenci6n de convertir, modificar o alterar dicha arma en una ametralladora

2l (D)"4ffia--Stas€a Arma Blanca" - significa un objeto pulzante, cortante o

22 contundente que pueda ser utilizado como un instrumento de agresi6n, capaz de



7

1

J

5

6

7

8

9

infligir grave dafro corporal, incluso la muerte. Esta definici6n no incluye

eudesqr+iera esfos fipos de artefactos, mientras sean utilizados con fines de trabajo,

arte, oficio o deporte

4 (E) Antn de Fuego" - es cualquier arma, ne€bstant€ que sin intpot'tar

e1 nombre, que sea capaz de lanzar un proyecti! o proyectiles por acci6n de una

explosi6n. El termino arma de fuego incluye, pero no se limita a;. Pistel,+

117 stola rerollrer es f1flc carabina

incluyendo e1 marco, armaz6n o el receptor donde el manuJacturero coloca el

nfmero de serie de-€lldS{fieta de tales armas. ffi

10

11 nrimere-de-serie-e-+e. Esta definici6n no incluye aquellos artefactos de trabajo

12 tales como, pero sin iirnitarse a, Ias pistolas de clavos utilizadas en 1a

13 construcci6ry artefactos para lanzar seflales de pirotecnia o lineas, mientras se

14 utilicen con fines de tabajo, arte, oficio o deporte.

15 (F) "A+ma--neuma+iea Amu Neumdtica" - es cualquier arma, ae--ebr*;r.te que sirt

16 intportar eI nombre por el cual se conozca, que mediante Ia liberaci6n de gas o

7'7 mezcla de gases comprimidos sea capaz de impulsar uno (1) o mes proyectiles.

18 (C) ",t+maae+ue6e-,na+i6r+a Amu de Fuego Antigua" se define como:

19 (t) euaksg$era Cualquis arma de fuego, pistola, escopeta o fusil de mecha

Z0 ("matctrlock")-pis+ela;-eseepe+a-e-6:sil q de chispa ("flintlock"), vaina de

21 percusi6n ("percussion cap") manufacturado en o antes de 1898; o

Uern

1



8

2

J

4

5

6

7

8

9

(2) cualquier r6plica de un arrna de fuego descrita en e1 sr*b-iadse subittciso {)

anterior. si dicha r€plica

(a) no estd diserlada. e rediseflada; o de cualquier forma modificada, para

utilizar munici6n de fuego anular ("rimfire") o munici6n de tipo

convencional de fuego central ("centerfue");e;

O) utiliza munici6n de fuego anular ("rimfire" ) o munici6n de tipo

convencional de fuego central ("centerfire") que ya no es

manuJacturada en l,es Estados Unidos y que no es disponible por los

calales normales y ordinarios de comercio; o

(c) cualquier rifle de avancarga por el ca:i6n (" rrrazz\e loading rifle"),

escopeta de carga por el ca:16n (" rntzzle loading shotgun") o pistola

de carga por eI ca-fr6n (" muzzle loading pistol") que este rliseflada para

utilizarse con p6lvora negraT o un substituto de p6lvora negra, y que

no pueda utilizar munici6n de tipo fijo. Para los prop6sitos de este

sub-iaeise subinciso, eI t6rmino ]Arma de ttaqe Fuego Antigua" no

incluird cualquier arma que incorpore un armaz6n ("frame") o

recibidor ("receiver") multi-disciplinario serializado o no, e cualquier

arma que sea capaz de ser convertida en r:l arma de carga por el cafr6n

(" mtnzle loading weapon"), e cualquier arma de carga por eI cafr6n

(" rrruzzle loading weapon"), o que pueda ser convertida para ser

capaz de disparar munici6n de tipo fijo mediante eI reemplazo del

10

11

t2

13

t4

He^) 15

16

t'7

18

19

20

21

1



9

can6n ("barel"), cerrojo ("bolt"), dnima ("breech lock"), o cualesquiera

combinaci6n de 6stas.)

J

4

6

7

5

8 ' -^^1.^1^-- -^-^ J^!^-^--^ ^- l^ --<---- l^,,- -'-- -^li--+^ 
1^

9

10 fuhinante:

11 (H) "Armero" - Significa cualquier persorur natural o juridica qte posee una licencia

72 {ederal (FFL)rrara dedicnrse al conlercio por si o por medio de sus agentes o

13 empleados, compre o introduzca para Ia venta, cambie, permute, ofuezca en

14 venta o exponga a Ia venta, o tenga a la venta en su establecimiento comercial

15 cualquier arma de fuego o municiones, o que realice cualquier trabajo mecdnico o

Hdrc cosm6tico para un tercero en cualquier arma de fuego o municiones

l7 (f "n*mera+reir*g Amnr Piercing"- significa aquel proyectil que pueda ser usado

18

19

20

27

en arrnas de fuego, que este construido enteramente (excluyendo la presencia o

trazas de otras sustancias) o de una combinaci6n de aleaci6n de tungsteno.

acero, hierro, iat6ry bronce, berilio crlprico o uranio degradado; o un proyectil de

cubierta completa mayor de calibre veintid6s (22), diseffado e intencionado para

usarse en armas de fuego y cuya cubierta tenga urt peso de mas de veinticinco22

1



4

5

1

J

6

7

10

10

(25) por ciento de su peso total- Excluye toda munici6n designada no t6xica,

requerida por legislaci6n antbiental federa-I o estatal as5ie+ta} o reglamentaci6n

de caza para esos prop6sitos, proyecti.les desintegrables disefrados para fuo aJ

blanco, o cualquier proyectil que se determine por el Secretario del Tesoro de les

Estados Unidos que su uso primario es para prop6sito deportivo, o cualquier

otro pro)rectil o nricleo de proyectil en cual dicho Secretario encuente que su uso

primordial es para fines industriales, incluyendo cargas usadas en equipos de

perforaci6n de pozos de petr6leo o de gas.

(i) "+seeiaei6n-de-+ire Asociaci6n de Tiro"- significa cua-lquier asociaci6n bona fidq

de deportistas o practicantes del dz tiro, debidamente irstituida; y reconocida

nacionalmentez o intemacionalmente, que posea un reglamento que saaeiene

regule disciplina particular de tiro, y la cual celebre o parhcipe deuna

" Banco de lnfornwa6n de Liccnci-as

8

9

}ra,t

13 competencias a nivel nacional y/ o intemacional, en forma ordenada, bajo la

l4 supervisi6n de arb'ifos o iueces, y sistemas de clases basados en pultuaci6n con

15 prop6sito de elegir un ganado4 o ganadores

11

12

I7

18

19

20

16 (K)

de Annas" - signfica el sistema o regtstro digital para a-Lmacenar Ia data

relacionada a Lieeneiad+4.m las licencias de armas y todas las barsacciones de

armas de fuego y municiones por parte de la persona tenedora de una de estas.

(L) "Certificado de Uso y Manejo Certificalo fu Uso u Mnneio"- significa aquel

documento que acredita la participaci6n y cumpLirriento en el21

1
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I

)

11

-^J-4 -^- ^1-+^-:J^ ^- ,--^ J^ l^- -i-.i^-l^- f^*^-.

(t) npreUar un eurse ae U

4

5

6

EsaaeAe++laeiO+-e;

(Z) tfpreUar u* eurse ae gau

7
//IJ,,-+^- E,i,,^^*^- lf,,-+^- C.-r^t-, a^,,--.1/ ^^..+iC^^--I^ -^- ^1Y",

8

9

10

11 '/T-I,,-+^, El,,^-+i^- ^ I-r,,-+^- C^r^+., (-^,,--^x

n^n^-+--^-+^;^ I)^,*^-^i,<-., T_r^^^-+^^ E- ^^+^- ^^^^- ^'l ^,,-;^,1^ ---^

1- -,,--^. l^,,-^,, 
---^i^ 

,{^ ^--^- A^ L.^-^ -^-< ,li-^ii^l^ -^- ^'lY",

12

13

t4

15

Heil ro

tt

18

19

20

21

(+) en el ease ae mujeres

22

mrflere-de-affias-de-fuege Curso de Uso lt Marcjo de Antuts de Fuego. El-sisme
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(M) " Concesionaio" s1 q11 fica toda 11Cl'Sona tenedora de una Licenan de Amns o

2 autotizaci6tt Dara funel. Doseer h'an anltas, sus ntuttictotgs, Dortar an1las d-e

J

1

5

(44) @"Federa€i6f,-de+iro Federaci|n de Tiro" - significa cualquier federaci6n

a#seeiaelOni adscrita al Comit6 Olimpico de Puerto Rico que represente eI

deporte def+i+e-al+Ienee de tiro al blanco

eI) @l"ti€eneia-de-{rmas Licencia de Annas"- es el cam6 otorgado por lnO alu

de Licencia de Amus +€ebierne-de-Pr*erte-Riee, que acreditai e identiJica al

10 concesionario como persona autorizada a ejercer su derecho constitucional a

11 adquirir, comprar, vender, dorrar, prestar, traspasar, ceder, tener, poseer,

t2 custodiar, transportar, portar, usar, tirar al blanco, cazar y conducia armas,

13 armas de fuego, municiones dependiendo su cateqoria, p6lvora acelerante

74 ("smokeless") para recargar municiones dependiendn de su categoia y-€ndS3rer

15 a€€eson€-?e*lnen+e, en todo lugar sujeto a la iurisdicci6n del Gobierno de

16 Puerto Rico y cua-lquier otra jurisdicci6n que se haya legislado reciprocidad con

1'7 Puerto Rico, o que en lo prospectivo se legisle reciprocidad con Puerto Rico. El

18

19

20 enelavesJ?esesi€r€s . Tendrd una dgencia de seis (5) afios. EI concepto "licencia"

21 como utilizado en esta Ley es-atipi€€t no @

6

7

8

9

ilcN

r^* - -l-,--22 se puede interpretai como un priviiegio

fueso, hrar al hkntco o cnzar.



2

J

13

concedido por el Estado; se trata de un instrumento que identifica a su

poseedor como persona que bajo la Constituci6n de }es Estados Unidos de

Am6rica puede ejercer e1 derecho a poseer y portar armas.

4

5

6

7

8 (P) "Munieienes Munia6n" - significa cualquier bala, cartucho, proyecti-l, perdig6n

9 o cualquier carga, completamente ensamblada, enti€ndase con casqui.Ilo o vaina,

10 de metal, pldstico o cart6rL p6lvora del tipo "smokeless" o de1 tipo "p6lvora

11 negra" o sus sustihrtos, fulrninante y proyectil, que se ponga o pueda ponerse en

urr arma para ser expulsada por Ia acci6n de un explosivo. E[-+€mineT2

13

14 J^ *^+^1 -l<-r-.;^^ ^ ^^-+;.6 ^A1-,^-^ J^l +t-^ t-^^1.^1^--t ^ l^l ri-^

ieNs

16

Iacluye tambi6n aquella

munici6n donde el proyectil se ha encajadq q adherido, en urvl pastilla de

p6lvora del tipo "smokeless" para detonarse en la recdmara de un armal'1

18 mediante Ia inducci6n de una chispa el6ctrica; o mediante Ia acci6n de un

19 fulminante, la cua-l carece de casquillo o vaina.

20 (O) "NeIe NCfg" - signilica eI "National Crime InJormation Center", ef-e+d-e+el

2t sistema de informaci6n computadorizada de data de justicia crimina-l establecido

I



I

2

4

5

6

7

9

14

por el FBI como un servicio para ias agencias de orden priblico leeat estatal y

federal.

3 (R) "NI€S NICS"- significa e1 "National Instaat Crirninal Backgror:nd Check

System" adnittish'ado el FBI el cual todo armero debe contactar o acceder para

requerir irLformaci6n sobre si urut persona uedt oseel' u17 afin"0. s111 71to ias

disposiciones legales del 18 U.S.C. $ 923, segrln enmendada;ar+ed++eeibi+-+n

8 (S) "ffi Ofanu de Licznaas de Arnus o Oficbu"- signfica

aquella unidad desifadaf€r+a deL Ne aado de la Policia de Puerto Rico, dende

10 se-EabaF encargoda de todo 1o relacionado ala etpediciin de Lieeaeia Licenaas de

11 Arrnas u autotizaci6n para portnci6n de annas. Esta oflona serd b inica autoizadn para

12 entihr lgatctas de annas q autotizaciones pat'a pot'tar anltas

13

l4

15

/T\,'p^--:-^ E^l^-^4i-,^,/ -;-;c^^ ^l ^^-A ^-ir;l^ -^- l- E^..1^-^^;A- ,l^ r-;-^ ^,,^

Yct')

76

t7

18

19

20 l^^L^ l^ .,i-^-^i- -, ^--i-^-iA-

2l (!) (T) "Peli€ia Policin" - significa d+lWM el Negociado de la Policia de

22 Puerto Rico



1 fl4GD

15

P6lztot'a Acelerante (Snnkeless

Pouer)" - significa un propu-lsor que en su acci6n es relativamente libre de humo,

cuya carga esta compuesta principalmente de nitocelulosa@ y se utiliza

comfnmente en la manuJactura o re-manuJactura de municiones.

Sq Q2 "Per+aei5n Portoci1tt" - significa Ia posesi6n inmediata o la tenencia fisica de

utza o ntis armas de fuego, cargadas o descargadas, sobre Ia persona del portador

o a su a.lcance inmediato.,aer Por alcance inmediato se entender6 a-l a-lcance de su

mano v la transportaci6tr de las nisnns.

9 ff) 0 4 "Seere+arie Secretaio" - e5 sigtri.fica el Secretario del Departamento de

10 Recreaci6n y Deportes de Puerto Rico

1 1 (9 fl) " Silenciador de Anna de Fuego" -

72 es cualquier artefacto, dispositivo o mecanismo para silenciar, amortiguarT o

13 disminuir eI sonidq de un arma de fuego, incluyendo cualquier combinaci6n de

ieN M partes, diseflado. e redisefladosT q destinados para su uso en eI montaje o Ia

15 fabricaci6n, y/o cualquier parte destinada s61o para el uso a tales prop6sitos

16 (Z) (U "€€tisi€nad€td Conrisionado" - signilica l+e el Comisionado(a) del Ne citdo

7'7 de la Policia de Puerto Rico

18 e'.4t. Q "TEaf,s?o*ar Transportar" - significa la posesi6n, mediata o inmediata de

19 arrlv$ y/o municiones, con el fin de trasladarlas entre lugares. Dicha

20 transportaci6n deber6 realizarse por uffr persoru autorizada y eI arma deberd ser

21 traruportadaT descargada, dentro de un estuche cerrado, y eI cual a su vez no

2

J

4

5

6

7

8

22 podr6 estar a simple vista
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@ Ah "\zehieqle Velticulo" - significa cualquier medio que sirva para transportar

personas o cosas por tierra, mar o aire

RCI o Regrsfi'o Cinthml lntep'ado" -

4 Significa e1 Registro Crirninal Integrado del Departamento de Justicia de Puerto

Rico, el cual es un sistema de informaci6n computarizado de casos crirnina-les

activos en el Tribunal, 6rdenes de protecci6n y 6rdenes de arresto expedidas por

determinaciones de causa para arresto y por la iaata lunta de Libertad bajo

Pa-labra

9 @EXCC) "BATFEI o :ATF" - Significa el Negociado de Armas, Alcohol, Tabaco y

10 Explosivos. por sus siglas en ing16s

11 #SFULgtr CAPITULOII

72 LiCENCIA Y REGLAMENTACION

13 Articulo 2.01.- Sen''icin de Licencias

14 dc Annas

15 La Oficina de Licencias de Armas expedir6 Iicencias de armas y/o de armeros de

16 conJormidad con 1as disposiciones de esta Ley, las cuales facilitar6n Ia inscripci6n

77 electr6nica de todas las tralsacciones de a.rmas de fuego y municiones por parte de la

18 persona tenedora de una de 6stas. Corresponderd a la Oficina de Licencia de Armas

19 disponer mediante reglamentaci6n la forma en que funcionar6 el Sistema del Banco de

20 lnformaci6n de Licencia de Armas. Esta ef,eha Ofiana se asegurar6 que eI sistema

2l diseflado b haga llegar directamente a Ia Policia toda tansacci6n que efechre un

22 #i€ercia gonqEbnaio. Llevar6 constancia de Ia informaci6n requerida para

5

6

7

8

?ICil
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1 emitir Ia licencia, asi como mantener estadisticas de cuantas licencias han sido

expedidas, cuantas han sido actualizadas, cuartas han sido denegadas y cuantas han

sido revocadas y tas rnCtas expedidffi A su zrez deberd

4 lleztar un resistro de fonna dimtal fu las nrultas didts, asi conto las pendientes por cobrar

Se La Ofichu de Licencias de Annas, entrara Ia inJormaci6n suministrada a tav6s

6 de 1a solicitud del peticionario d en su sistema de-l+-Ofiein+-de-Lieeneias y los

7 documentos serSn digitalizados a esos fines. El original de ios documentos sere

devuelto al peticionario luego de digitalizarlos, sellados con fecha y hora;-e+sr++ara

anterier como constancia de su recibo.

10 tes eiudadanes en el La licencia de armas

1 1 expedida serA un cam6 sirnilar a l* los cerhficados dz iicencias de conducir, de tama-flo

12 apropiado como para ser portado en bi-lleteras de uso ordinario, conteniendo Ia

dcrJ 13 fotoqrafia de busto del peticionario donde sus facaorus sean claranunte reconocibles, nombrert-

14 completo de 6ste y_1u_dirgggiiuggjdencjgLseftas?€{€€nates datos desciplpos dg Jqperyota,

15 sr+ el nfmero de la licencia de armas, la fecha de expedici6n y de la-Iieenei+f+a-feehade

16 su aetualizaet6n eemo etairacidn dt Ia nisna. EI cam6 serd

17 provisto de los elementos de seguridad mds modernos disponibles, de tal manera que

18 se haga dificultosa Ia falsificaci6n o alteraci6n del mismo. Et-eam€-+entend+a-la

19 El Comisionado establecerd nudiante reglnmento las

20 caracteisticas f[sicas de las lice

2

J

5

8

9

2l para la mLsflxa

ncias, asi amo analauier otra utilidad il estime contteniente
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Los agentes del orden priblico podrSn solicitar la hionnaain en el sistenu de un

2 concesionario a la Oficina de Licencia de Armas, con el fnico prop6sito de verificar la

3 r,alidez de una Licencia de Armas. La informaci6n personal de identificaci6n de una

4 persona que haya solicitado o recibido una Licencia de amas Antus es una de carActer

5 privado y confidencial. Dicha informaci6n solo podra ser revelada mediante orden de

6 registo y allanamjento obtenida del Tribuna-l de Primera Irstancia, seg{n garantizado

7 por la Constituci6n de l,es Estados Unidos en su Carta de Derechos, Enmienda II, IV y

XIV y en la Constituci6n de Puerto Rico, Art. II w= Sec. 7 y 10, excepto se trate de una

inzteshgaci6n con interds avrentiante, debido a La sesundad de wt cit il o del estado estht en

8

9

10 peligro v sea realizado por el Departanxento de Sesuridnd Piblica

11 ffi Articulo 2.02.-Licencis de Amus.

12 (A) La Oficina de Licencia de Armas, ex"edrran+i€en€ia etpedird licenaas de armas y

13 autorizao6n de portaa6n a todo peticionario que cumpla con los siguientes

'tleN 14

15

16

t7

18

19

requsltos

(1) Haber cumpiido veintirin (21) a:ios de edad

(2) Tener urr expediente negativo de antecedentes penales La

Oficina de Licencias de Armas corroborard por via elect6nica, si a Ia fecha de

la solicitud, el peticTotTaio rlo lu sido cotTz,icto, o no se enanantra acusalo o en

1ULC7O pof al no de los delitos estabbcidos en esta ltu o sus equittabntes

20

27

en Puerto Rico o en Estadas Unidos utilizando para ello los sistemas

22

disponibles, incluyendo, el RCI, NCIC y eI NI@
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I

2

J

7

8

9

4

5

6

{Jrides

(3) No ser adicto a sustancias corr-troladas o a]eehel ebrio lubitu(zl

lnberse enitido wxa drclaraciin dr

incnpaadad por un Tribunal cott iutisdicci6n

(5) No haber sido separado de las Fuerzas Armadas o del NeSoaado de la Policia

de Puerto Rico bajo condiciones deshonrosas o por haber sido convicto de

delito grave.

(6) No incurrir ni pertenecer a organizaciones que incurran en actos de violencia

o dirigidos aI derrocamiento del gobierno construido.

(7) No estar bajo una orden del ribunal que le prohiba acosar, espiar, arnervzar

o acercarse a un compa-flero intimo, d#rc-de{es+ifles d€-ese-€emPaaero

al 11 Iiar de dste o a persona aJguna.

(8) Ser ciudadano o residente legal de les Estados Unidos de Am6rica

ltcd

10

11

t2

13

t4

15

16

17

+er, +e*:nei+a-esa-eiudada*ir

(10) p) No ser persorur impedida por Ley Federal a recibir, transportar o enviar

18 armas de fuego o municiones

19

20

2l

22
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1
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6

7

8

9

10
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16
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1

2

J

4

5

6

7

8

9
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10

12

11

13

14
llcN

15

16

17 (B) L.a soliahtd uara la dici6n dz wta licenaa de arnus dtberd antcner lo sisuieflte:

18

19

20

21

1) Nontbre de ila, aconwaiiado de Ilido u fi1atenl1.13 su aDe

u Direca6n residznaal u postal

3) Nimero de tel|fono residencial v/o celular

,4.\ En caso dt terur direcci6n dt correo electr6nico.

22 a Eeclta u lusar de naanticnto

en€asittad€-a+d"rep€site.
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a) Certificado de Antecedentes Penales

2 D Datos desaiptizlo s de las persotTas. etti,lndnse, sexo, color de oios tt pelo, peso v

J

1

estatura.

E) Nintero de Sesurc Soclal

9) N nrcro del Certificado de Ltcenaa de C-onduar

aEn cnso de ser extraniero o rcstdcnte lesal, deberd incluir el nintero de

rensh'aci6n dc exfr'an leTo

11)Sello de Rentas hien'Las aor la cantidnd de sesenta (60) d6lares, dispotti&dose

5

6

7

8

9 que diez (70) ddlares oor cadn solicitud serd transfeido a la Federaa6n de Armas

10 Cortas u Rifles dc Puerto Rico. Los restantes cincuenta (50) dolares irdn al fondo

11

12

1a

general para ser transfetidos al Neqociado de la Policia de Puerto Rirr. para

cubir los sastos inturyle| pqr 6stos en el cuttplilnientule estn Lgt. Sg Lstabkee

aue en los casos el1 oue se dznie Qlle la liczncb, Ia cantidnd pasada no serd

icN
1.4

i5

16

17

reentbolsable .

!2) CuntpLinterLtada baio iuramento ante notaio atestnndo la peruadad de su

contenido v que cuntple cott todas los requisitos dispuesto cnlflqka y eLalqugI

otra leu estatal o federal apLicable En eI caso de los no residentes, dzberdn

18 acontpafi"ar la soliatud por utla dcclaraciin iurada Dor ufla Dersona autoizadn

i9

20

dentro de su estado o ternloio.

Huellas dintales. las cuabs deben ser tomadas Dor w1 ttictlico de b Policia,

27

!.9)

Asente Gestor o aqetTcia subenwmental estatal o federal competente. Utu ztez las

I



1

-:J

huellas sean con'oboradas u Tteificadfrs col1 el sistenu de ltuellas de la Policia, Las

2 1177SIAS Sefol1 det ueltas al pehaonatio

19 Nontbre en leh'a de ntolde ufinna deI oehcionaioJ

4 15)Dos fotoqraf{as de busto de dos (2) pul s por dos (2) Dulsadns de tanuiio. a

5

6

7

color v donde sus facciones sean claranlente reconocibles.

15) Cerhficaa6n de Uso u Maneio

La solicitud deberd cottfuner encasillados donde eI nodr.a nTarcaf g o 1101',t?ficionatio

8

9

pat'a acreditar el cuntplintiento an los requ isitos estabbados en el Arttatlo 2.02(A)

Asirnisnro, contendrd de fonna pronthrcnte la adztertencia que dw iLfuruaetal p

10 docuntentos falsos cott relaa6n a ln soliatud de licenciq aglLrs acqrrrar pev dc lqcel pgl

i1 ut'to folsxfi cori6tt de docuntentos lnlsednd ideol1 ca archizto de docuntentos o dntos 505tt

lZ posesi6n u trz.spaso de docunrcntos falsificados, v que, de no cunulir con los requisitos

!cN
13 erlsbl,ecidaf, aa gglicitud serta denepadn, sin dettolua1n de bsJJseclns paqados

14 (B)@) Radicaci6n de Solicitudes de Licencia de Armas:

15 (1) Toda solicitud de Licencia de armas por residentes en Puerto Rico,

16 cumplimentada conJorme b esta Ley, junto al pago a*ib+-in&eadea

t7

18

l9

corespondiente, habr6 de radicarse personalmente en las Oficinas de Licencias

de Armas. e ante un Agente g*et Gestor o en la Contnndnncia dz Area dc donde

reside el pehaonaio la cual debeni remitir diclu solicihtd et'L un Urnxilxo no mauor

21

20 de anco (5) dias a la Oficiru dt Licenaa de Arrnas Recibido el pago por los

derechos y los documentos, debidamente cumplimentados, se proceder6 de

22 rnmediato a reaJizat e1 cotejo



1

2

J

6

7

1

5

electr6nico, sobre el expediente negativo de antecedentes penales del

petic ionario. La Ofia na de Licencias de Annas, deberti conwletar Ia hnestipaa6n tt

entitir la Licenoa en 4n tLlnnirc no fiLaqor de diez (10) dias nahtrabs-contados a

parhr de que se present6 la soliatud. En aquellos casos dol1de la petici6n se luua

presentad.o en la eonnndancia de Atea dcl lugar dc residencia ful petinonaio, eI

$111titn para conrpletar la inztestipaci6n u enxihr Ia licenaa no podrd ser nuyor de

auhtce (15) dios cort tados a oartirfu ue se present6 Ia solicitud. De resultnr que ela

8

9

soliatante a ntr le con todos los isitos de esta la na TAA

10

nohficarle al pehaonaio, quien dcberd certificar a ln Oficina, que es ntientbro de un

club, asociaci1n o federao6n de hro, antes de que se le lupa entreqa fu la licenaa. En

caso de que el petiaonaio posea la autoizaci6tt de portaa6n de annas, no serd

necesaia diclu certiflcnrtln De resultar que el solicitante no cumple con los

requisitos de Ley, la Oficina de Licencia de Armas notificar6 +{+-e aI

Comisionado@) de Ia Polcia de 1a denegatoria. Ne-ebstanterelle A su ztez, Ta

Oficina de Licencias de Armas nohfcard hmudiatamente al peticionario, para

que este pueda realizar 1a petici6n de revisi6n o apelaci6n corresPondiente,

eene segin provisto en esta Ley

(q @) Si durante el proceso de emitir Ia licencia, resultare que eI Peticiona-ri

maliciosamente y con conocirdento de ello, ha provisto ir(ormaci6n falsa en su

solicitud,

11

dr{ ,,

t2

13

74

16

77

18

19

20

21

o

22 k Oficina de Licencia de Armas, notificara de inmediato a le--d
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las autoridades de orden prlblico del estadq

2

J

@ Estad.o, con eI prop6sito de que estos determinen

Ia procedencia o no de acciones judiciales y la posible radicaci6n de cargos por

5

6

delito comprendido bajo esta trey ocu ier olra licab No

obstante. el peticionario podr6 solicitar una

revisi6n, si-entiende dt entender que Ia informaci6n resu-ltante de Ia acci6n por

ta la Oficina de Licencia de Armas no es correcta. No se podra requerir al

solicitante informaci6n adicional a los requisitos establecidos en elaedpi+e{,4}

a*restaLE.

10 (D) (D Se requiere una licencia de armas z',igente para qr.re el peticionario peder

1i pA1la adqu::ru, comprar, transportar, vender, donar, prestar, taspasar, ceder,

72 tener, poseer, custodiar, portar, usar y conducir armas, armas de fuego,

13 municiones, p6lvora acelerante para recargar municiones y cualquier accesorio

1.4 pertinente, en todo lugar sujeto a Ia jurisdicci6n del Gobiemo de Puerto Rico.

15 disponi6ndose aue

16 (t) qry--se Se requiere una licencia de armasr con autorizaci6n de portaci6nT

t7 vigente, a€frraH+ para poder portar armas y el concesionario 1o harA de

18 forma oculta o no ostensiva.

19 (2) Elr-€-la Comisionado(+) dispondr6 mediante reglamento, ei procedimiento

20 pala que cualquier agente del orden priblico. segrin desedte definido et esla

2l L"y k!, pueda expedir

7

8

9

liCr'l

22 efuetesTel-e*d-ser4 bo le f os los c,uales serin rernlido a Ia Oficina de Licencia de



4

5

6

1

1

J

7

10

26

Armas, donde se anotar6 Ia ilfracci6n del concesionario en sr* el banco de

hJormaci6n. Los agentes del orden priblico podr6n imponer una multa de

cien (100) d6lares a todo concesionatio por reheidF-en portar, conducir o

transportar armas de Iorma ostentosa o no oculta. A-seliei+++de La parte

interesada a 1a que se le haya impuesto una la multa, heeha-Cen*e-de-les

tendrd sesenta (60) dias naturales d#i+ contados a partir de que se adt ino

en conocimiento de 1a mp€si€i6nrla ntulta, para soliatar utu ret isi6n de kt

nzisnu. La Oficiaa de Licencia de Armas celebrard una vista administrativa en

un t6rmino inrut'orrogable v no mayor de treinta (30) dias naturales de cortados

desde el dia se sonteti6 Ia solicihrd

dh*ffi La Ofiana de Licencta de Amus tendrd quince (15) dits \qfurales parq

enifir una resolua6n donde se sostenla, reoise, modifioue o elintine la mu-lta

IMPuesta. De no celebrarse dicha vista por respo nsabilidad del Estado dentro deI

t6rmino establecido, se dejar6 Ia misma rzulta sin

efecto y administrativamente se archivar 5. e4je'.dCente ln misnu. De sostenerse

Ia multa, el ancesionaio podrd acudir a un tribunal con iuisdico6n alra Ia

rettisi6n dc la deosi6n adntinistrahzta. Y Si eI concesionario persiste en portar su

arna en forma ostensiva, va en una tercera vez o mes, la multa ser6 de

quinientos (500) d6lares. Lucso de La auinta falta. x rettourd lt Licencin de Armas.

(3) Los agentes del orden prlblico, segrin definidos en esta Ley y los guardias de

seguridad privados con licencia de armas, uniJormados y en el ejercicio de

sus funciones, pofu6n portar y tansportar su arrlvl en forma exPuesta.

8

9

tef'l

i1

72

13

14

15

16

t7

18

19

20

27

22
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6
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Aquellas personas que se encuentren realizando actividades legitimas de tiro

aI blanco o de caza, dentro de los predios donde se lleve a cabo esta actividad,

podrdn portar y trarsportar sus armas en forma exPuesta

4 (4) Las armas de fuego, p6lvora acelerante o municiones s61o se podr6n donar,

vender, traspasar, ceder, prestar, dejar bajo Ia custodia o cualquier otra forma

de traspaso de control o de dominio, a erlfre Personas que Posean licencia de

armas o de armero z,i te

id€*i+i€ad€-€eme-+a+; sa-Ivo dentro de los predios de clubes de tiro o lugares

de caza para actividad Iesitima del deporte. donde Ios

8

9 l^;+i-- /:l ^

10 conceslonarl0s de licencia de armas podr6n prestar armas y facilitar las

municiones para dichas armas y los Armeros podr6n alquilar armas y vender

mr:rriciones a personas con licencia, para sr* el uso en los predi os, suieto a las

limitaaones que le intponen lns leves estatales v fellerales z,igentes

(5) Esta licencia de armas no autoriza al concesionario a dedicarse aJ negocio de

alquiler, compra y venta de armas de fuego, p6lvora o municiones,

limit6ndose la compra y venta de 6stas, a sus armas y municiones personales.

exclusittamente 4 anrcesionaios con licsraas dt amus ttigente tt arnuro. Diclu

mnxara 7t uenta de arfllas ntuniciones tendrd que ser notificada en wt Deiodo no

11

12

13

t4

ilfN rs

16

17

18 u

19 nuuor de setetxta u dos (7L lnras. contados a parhr de efectuarse Ia transacci6n, a la

20 Oficina dc Licenaa dz Armas. De no cumplir con la oblisaci6n 4qui disp4pgta, serd

21 culoable de delito men

22 de cien (L00) dobres

os qraoe, u mnzticta aue fuere. serd sancionadn con una ntulta
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4

1

2

5

6

28

(6) Los concesionarios de otras jurisdicciones, para tener los mismos derechos y

prirrilegios que gozan los concesionarios con licencia de armas de Puerto Rico,

lrabr6n de cumplir con los requisitos de esta ley Ley . A su pez, deberdn infonnar

a la Ofia na dt Licenan dz Antus, en cnso de que tenqan b hienci6rt de inh'oducir

una o ntas an1l"as v ntuniciones a Puerto Rico. El C-ontisionado dispondrd nzediante

reglantento. la funtu en aue se reoliznrd diclu nohficaa6n Ile_ebs+ante-e[eres+a

7

8

9

i0

i1

t2

13

lAu'l lq

15

16

t7

18

19

20

21

anos.

Toda persona qte porte Lt17 annt en Puerto Rico

cumplir6 con eI requisito de que las armas y municiones deber6n ser

trarsportadas dento de estuches cerrados que no reflejen su contenido

(B G) La Oficina de Licencia de Armas expedir6, srn-+esuisi@

duplicados de carn6s de licencia de armas. cuando dste sea

soliatado por un concesionario previo el pago de del-erselien+a-fer-€r€

treinta (30) d6Lares ntediante

un sello de Rentas hdenras v una declaraci1n iurada estableciendo el motit,o de dichn

solicitud.

(RG) E1 carn6 de 1a Licencia de Armas de Puerto Rjco tendrd unt lliger7aa de seis

6

cami deberA ser actualizado para poder contiluar transPortando armasr-qp

22

Transcurrido diclu tirmino, el



1

2

J

4

29

ta-Ii€eneiar-+rn3*n+ Nirtguna persona podra pgsegl- e transportar armas de

fuego con licencia de armas z,errada emi@

Ley, so pena de que se Ie imponga multa administrativa de d{$1+00SE

inientos 00 d6lares por cada arma que se transporte con licencia no

actualizada. l-a Ialta de actualizaci6n a que se refiere este articulo impedir6

adem6s la compra de municiones por parte del poseedor de la Licencia. La

Oficina de Licencia de Armas crear6, dentro de los t6rminos establecidos en

esta Ley, eI reglamento para eI maneje e imposici6n de l*+Cta ntultas por

p9199l_9. transportar armas con Licencia de Armas no actualizada. Nada de lo

antes dispuesto impedir6 en forma alguna que la persona que posea un carn6

vencido pueda disponer de la venta de unaT o de-te'das-sr*s 44fo armas, o sus

municiones, a persona que posea Licencia de Armas +igenter o Lieeneia de

Licencia de Armas, el concesionario,---+esidente---e---ae---residentq vendr6

obligadorde desea+ rantener la anteriz^ei6n -aa trar-perta* arrnas y

a actualizar la misma.

cumplimentando Ia solicitud de-aef+alizaei6rt a estos ,fines, juramentada ante

notario priblico, d-efuete a los fircs de que cumple con el&eehede+erpersena

5

6

8

9

7

10

11

12

IJ

14 Armero vigente. disponi6ndose oue dicha transacci6n deber6 realizarse por

T\al ts medio de un armero

16 (G) (H) Luego de extinguido eI sexto aflq a partir de Ia fecha de expedici6n de la

17

18

19

20

2t

22
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1
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4

5

6

7
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todos los requisttos di stos erL esta Lev. El

ninrcro de Licencia de Anna se consen,at'6 a traztds de todas las actualizaciones que se

reaLicerufo. la ntisnm, sientpt'e que se autorice diclu actualizaciht de aanerdos con las

disposiciones de esta ltu

Ueeoeiade-++ma+ La soliafud dc actualizaadn deberd estar acornpa.flada de un

pago por Ia cantidad del+ine*er*+per<@i+e+sr*

de treinta (30) dolares a paparse

nrcdio de sellos de Rentas Intenus mas ei saldo del montq de cualquier

multa administativa pendiente de pagq por raz6n de esta Ley Se dispone qtu

anco (5) dilares pol cada solicitud dc actualiztci6tt serd transfeilo a la Fedsao6n

de Annas Cortas u Riflcs de Puerto Rico. Los restantes t einticinco (25) d6larcs irdn

al fondo general para ser transfeidos aI Negociado de la Policia de Puzrto Rim, para

cubir los sastos incurridos por 6stas en el cumolinitnto dt esta ku. Se establece que

8

9

!ad

10

11

12

i3

14

15

16

t7

i8

i9

20

2l

en los casos et7 que se dzniewe la acfualizaci6n dz la licenan, la canhdad palada no

serd reentbolsable. Adem6s, deber6 acompaiar una nueva eer*ieaetOnae-ss€J

manei€d€+lmas4€e€g€ Crrtificacion fu Uso -v Manejo de Arnus de Fuego, Por

cualquiera de 1as personas o instituciones acreditadas Por esta Ley. La

solicitud de actualizaci6n se Dodre realiua+ presentat en las.Me la

22 Oficina de Licencia de Armas, €-a traves de le++gea+e+6esteres ufi Asente



4

5

2

J

6

7

J1

Gestor o en Ia Connndartcia de Area dzl lusar de residencia del peticionaio,la anal

deberd rentihr dicln soliatud en wt tdntzitto t7o fltauor de cinco (5) dias a la Ofiqna

de Licencia de Annas o por correo, disponi6ndose, que la Oficina de Licencia de

Armas, como deber ministerial, mantendr6 una p6gina de internet donde

todo formulario se har6 disponible a los concesionarios de Lieeneias liunaas.

Aa-^^-;A^

8

9

6^-+.1 +-^- /"\ 
-^-^- --+^- J^ 1- r^^L^ J^ "^-^i-,i^-+^ l^ 1^ T i-^--i- l^

- I- --^-^-+-^i^- l^
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10

Amas: Sometida toda la documentaci6n de la actualizaci6n de Ia Lieeneia

licenaa, la Oficina de Licencia de Armas emitir6, previa satisfacci6n de todos

Ios requisitos v derechos de actualizaci 6rL el nuevo carn611

1,1Lil

72

13

14

15

les-.mismes. en ease de tes deeum La

Oficina de Licencia de Armas, enviar6 o entregard la Utee+..e!c licencia

actualizada dentro de 1os ehee-S) diez (70) dias laborables siguientes de

haberse recibido la solicitud de acfualizaci6n por Ia Oficina. Todo concesionario

deberd inJormar a la Oficina de Licencia de Armas su cambio de direcci6n

residencial, postal o electr6nica, si Ia tuviere, dentro de neven++{90) los

nnteros treinta 0 dias de realizarse e1 cambio, so perul de penalidad rzulta

administrativa de veinticinco (25) d6lares, m.ds veinticinco (25) d6lares

adicionales por mes adiciona-l que dejare de informarrq3e-debera-pa6arse

16

17

18

19

20

21

1
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2

J

4

8

9

5

6

7

(++)() No ser6 requisito poseer arma de fuego alguna para poder obtener licencia

de armas o permiso de portaci6n de armas.

($ La compra y venta de armas de fuego ente personas privadas con licencia

zligente, se rcaltzar6, ante un Armero, y previa veriJicaci6n de los antecedentes

penales del comprador de manera electr6nica en los sistemas NCIS y RCI. Si

al ntonrcnto de efectuarse Ia h'ansaca6n, la persona no posee lictnaa por estar en

proceso de solicitud, lns annas tt/o ntutticiones debet'dn ser mnsiqnadns en una

anneia o persotxa co17 liczncia de annas Ttigente, hash qte culntitu el proceso v

obtenga la nrcnciona.da licenaa

10 A -.:-..I^ t n2 rr-^^^I:*:^-r^ l^ E-^^l:^:i- J^ r :^^-^:^ l^ A*-6 - l-:--+*

11 E*ne{enar{es+eLGebierne- Articulo 2.03.- Procedintiento de Exnedia6n de Licencia dc

12 Annas a Ciertos Funcionaios del Gobiento

13 EI Gebernader pobenudor,los legisladores, Ios alca-ldes, los secretarioszdi+eeteres y

14 jefes de agencias del Gobiemo de Puerto Rico, los jueces estataJes y federales, Ios

15 fucales estatales y federales. y los procuradores de menores, el ela Comisionado@),

Ue^l 16 Ios miembres-de-1+-Pdieia a tes de orden lico Ios fulcionariosr-a#nies y

77 empleados del gebiems Gobienro de Puerto Rico. que por raz6n del cargo que

18 ostentan y las funciones que desempeflan vienen requeridos a portar armas, a*ede

19 affFite.d€']-€+d€n-Priib}i€e, podr6n portar armas de fuego lueqo dz cuntplir con los

20 requ isitos estabbodos en esta ku. Pe&4 Ademds , podrdn portar armas de fuego ad€mas

z1 los exsobernadores .

22 exbqtsladores, eramisbnados, exiueces estatales y federales, el<.#seales exfiscabs

1



JJ

1 estata-1es y federales, entocuradores de menores, exa-lcaldes de

2 Puerto Rico 1, le5 ex-€entes exagefites del orden prlblico, siempre que su retiro heF

3 estos deben luber sido honorable, que no est6n impedidos por esta Ley o cl4tlguql gh'a

le deral estatal de poseer armas de fuego. yngeT-en Er eI caso de agente retirado

de1 orden priblico, hayan servido en dicha capacidad por no menos de diez (10)

arios. Adem4sJes Los miembros de las Fuerzas Armadas de Estados Unidos y de la

Guardia Nacional de Puerto Rico podr5rt portar sin licencia. las armas que le asignen

dichos cuerpos mientras se encuentren en funciones oficia-les de-su-ea+6e. A esos

4

5

6

7

8

9 fines, Ia O.fia na establecera un procedirniento expedito

mediante eI cual otorgari a Ios funcionarios antes mencionados, salvo a los agentes

del orden prlblico y al e-el-prepie Comisionado(a), una licencia de armas con el

correspondiente permiso de portar. Aquellos agentes del orden priblico,

funcionarios y empleados gubernamentales autorizados a portar y entrenar con

armas pertenecientes a-1 Estado tibre-Aseeiarlede*nerte*i:e o a-1 Gobierno Federd

fo)eral pod:an inscribir el calibre de su arma oficial para poder comprar y utilizar

municiones ert cor? su licencia de armas con permiso & p*o portar, previa

autorizaci6n de1 jefe o director de Ia agencia y en armonia.6n las disposiciones de

esta Ley.

Hcil

10

1i

12

13

14

15

16

17

18

19ffi ArticuLo 2.04.-Transferenaa dt Fondos

20 Se-erdera-af El Departamento de Hacienda *ans{erir transfeird ah al Nesociado de ln

2l Poiicia de Puerto Rico +ede-+eear+d.e-meneta+ie los recaudos Por concePto de licencias

seffalados en el4+Eer+lr+9€2de estaLey, excephnndo los fondos dispuestos en esta Le-u a ser22
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1 transferidos nl Cnndtd Olinwico de Puerto Rico para el desarollo u aqouo d2 atlctas de tiro aI

2 bLanco. Los fondos recaudados ser6n utilizados exclusivamente para Ia operaci6n

3 continua e ininterrumpida del proceso de expedici6n de Licencias de Armas, sufragar el

4 costo de la Ofianza v el e€ste de cua-lquier camparia necesaria con el prop6sito de orientar

5 al priblico sobre el uso y manejo de armas @ateria

7 pe*a+-a*mas Arttculo 2.05.-Personas Exentas del isito dc Licataa de Annas DArA Poseef ll

6

8 Portar Annas

9 Los agentes del orden prlblico y-ex-a#ntes podrdn portar armas sin licencia ea-amenia

10 ^^- ]^ li--,,^-+^ -^- l^ l^,, E^J^-^l 1a 1I e a I o'rcD /O1C/- ^--1," -,",",-,,)^)-
J @trLvv,

A,--i^-^-i^- ^ ^^-r--+i-+^- l^ l^^

Adem6s, Ios

11 miembros de Ias Fuerzas Armadas de Estados Unidos y de Ia Guardia Nacional de

Puerto Rico podr6n portar sirr licencia bs aquellas armas que ie asignen dichos cuerpos

mientras se encuentren en funciones oficia-les de-€u-€a+Se. Todo agente del orden

priblico que porte armas ser6 adiesbado anrralm€ftte en eI uso y maneio de armas por el

t2

13

1.4

HN 15 Negociado de Ia Policta de Puerto Rico o por agencias federales de leu v orden. La {recuencia de

16 diclns adiestrarnientos serd detentdnadn por eI Contisiorudo conforme a In rcRlantentaci6n

l^- ^--l ^- ^ ^,,^ ^.+6-17 aplicabb. .6..-..."Y*

18

19

20

27

22
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1

2

J

a

5

6

7

a @ La certificaci6n de uso tt nuneio de antus aqtli

9 requerida y sere representada por urt cam6 esencialmente igual a la licencia de armasrle

10

11

12 eeatenCra La Ccrtificaa1n

13 contendrd tl slt ltez, tasbi€a la fecha de certi{icaci6n

14 . Nada de lo anterior

Hcu tS en este Articulo irnpedird que los agentes y--er€gentes opten por solicitar y obtener

16 licencia de armas como cualquier ciudadano, cumpliendo para ello con los requisitos

17 establecidos en esta Lev

18

19 peffiisos

20 Artiatlo 2.06.- Autoizaciin Pata

21 Portar Armas
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1 Cualquier persona a Ia que Ia Oficina de Licencias de Armas le hubiese expedido una

2 Iicencia de armas, ism+ podre ell

3 cuaLquier fi7o1ne17to solicitar a la Oficina de-+ieeneias-de--A*mas una autorizaci6n Para

4 portar armas de fuego Si Ia persona hieresadt en obtetur utu autoi-llctil1" pgta p!)rtar

5 annas, presentase la solicitud en un thtttirto t7o nfivor dc seis (6) nrcses de lwbdrsele entihdo Ia

6 Licet1c14 fu Annas- solo deberd cuntplinrcntar la solicitud a esos fiites 1t pagar los dereclns

7 con'espottdientes. No deberi presentar docuntentos adiaonales u la qatottzneial lebe4 jel

8 enihda en chro (5) dias laborables contados a partir de aue se oresent6 la pehci6n.

e ta-perse+a Lueco de h'anscunido los seis nuses de lutbdrsele entihdo la Licenoa de Annas(6

10 el hcionaio fu la autoizaci6tt a r antzas tendrd alte 1a Oficina

)ted \a

11 de Licencias de Armas una petici6n. ex parte, juramentada, al efecto de aze luego de

12 expedida su Licencia de Armas, carece de re€€rd pena+ rdcord cirttinal que no se

13 encuentra pendiente de ningrirr proceso judicial sea estatal o dera

o en alqin estado o territorio de les Estados

15 Unidos. ie+-y-€n

1 6 Ez los casos de residentes legales, deberfut estabbcer bajo juranrento qte no se lwn dido

17 6rdenes dt proteca6n al antuaro de las leues de z,iolencb dontishcas o de aczclu, que no se

18 enanentra pendiente de ningun proceso iudicial por delito alwno, v que no fu ha sido

19

20

21

een+ie+es cotTt)icto de delito grave alguno en su pais de origen; o pais distinto en que

hubiesen residido o ttisitad.o antes de residir dentro de nwstra juisdicci6n fpae-+o-+e*e.

22
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1

2

J

4

5

6

4^+^*^k^ ^- --*^l l^t^-4|;^^ l^ J^- /')\ -.-l-^J-- -^- l^- /t\ -,,1-^l-. J^ +-*.;^ -

7

8

9

11

12

13

10 La petia1n Dara portar antus tendt'd que estar contener los siwiente

1) Nontbre de pila, acontpatlado de su apellido patento u nlaten'Lo

2) Direca6n residencial a postal

3) Ninrero de teldfono residenaal u/o ce\ular

14 4) DLtgs desciphztos de lns personas, enhhdnse, s to, color de oios v pelo, peso tl

15 estahfia.

16 5) Nintero de Licencia de Armas.

17 6) Au (7) fotosrafrn de busto dt dos (2 aulsadas por dos (2) Dulsadls dc tanwtlo, a

pcrl n

l9

20

color v donde sus facaones sean clnrantente rea nocibbs.

7) Cerhficado de Uso u o de Annas de Armas.

8) Sello de Rentns lntentas DOrlacanttdad de cincuentn (50) doLares. Se establece

2t que en las casos en

22 reembolsable.

que se deni.eqe la autorizaci1 n, ln cnnhdad pasddt no serd
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9) Cunrttlintentada baio iuranrcnto ante notatio atestandn la t eracidaj Lsu

contenido u aue cuntple con todos los re isitos disoues to et1 esta ku u ctulauter

)

4

otra lev estatal o federal aplicable. En el caso de los no residentes, deberfut

acontparlar ln solicitud pot' una declaraa6n iurad.a por una persona autorizada

dentro de su estado o tenitotio

10) Nontbre en letra de nrclde u finna del pehaonaio

7 La e*isma solicifud de autotizaa6n para portar annas setl radicada por el petiaonaio en la

8 Oficina de Lrcencia de Armas. e a ftav6s de un Agente gester Gestor o en la Conmndntcia

9 de Area del luqar de residencia del peticionaio Ia cual deberd rentihr diclu soliatud en wt

5

6

10 blnttino tto nnyor de chtco (5) dias a la Oficina de Licznq4JlLlltljtzts. Se ponchar6 ea-sr*

11 ea+eh{a la solicitud con el zn sello a esos prop6sitos v estableciendo la feclu ylpta dt

72 presentadn la ntisnn La petici6n ser6 digitalizada al€=b+eveda4pesib}e ett un tdttttitto tto

13 ntauor de chtco (5) dias laborables contados a partir deI recibo de esta. oor In Ofia na de Licencins

14 de Annas y transmitida a la Oficina de Asuntos Legales del Negocindo de la Policia de

Hertt tS Puerto Rico. De reeibirse Ia petiei6n, 4ireeta+nente; en la Ofieina de asnntes Legde' de

16

l7ffiUnode1osabo8adoSde1aoficinadeAsurrtoslega1esdeIaPoIiciade

18 Puerto Rico, certilicard que elpetieiena*e la peha6n fue **e4-id+ sontehda, nuevamente,

19 al efecto de detectar cualquier cambio, a-l rastreo elect6nico del NICS y el RCI,

20 corroborar6 la existencia de que el peticionario efectivamente es poseedor de r:na

21 Licencia de Armas concedida bajo esta ley ky y que la misma est6 vigente. De

22 corroborarse a tav6s del NICS y del RCI que el peticionario carece de reeerepenal
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7 rdcord cinthml iamedia+amente se procedere a 1a expedici6n de la lieeneia autoizaaon

2 para portar annas en wyllnnhn no ntavot' de cina (5) dias laborobles contados a parttr de La

3 con'oboraci6tt nesahz,a del r,ash'eo elech'1nim . EI t6rmino para expedir lieeaeia o denegar Ia

4 selieit*el autotizaci6n pata pot'tar annas nunca ser6 mayor de diez ,10) dias en el caso de las

5 pehciones presentadns directantetzte en la Ofiana de Licencias de Annas, ni quince (75) dias en

6 el caso dt aauellas que haunn sido Dresentadrc en la C-onnndancia de Area del lusar de residenaa

Hr,1/

7 del pehciorntio Si Ia @ autotimci1n para portat' annas se

8 denegare, el peticionario ser6 informado mediante resoluci6n al efecto de que su

9 solicitud fue denegada. exporu6ndose en sus determinaciones de hecho y derecho las

10 razones para ello. EI peticionario podr6 luego de hab6rsele nofficado la resoluci6rL

1 1 pedir reconsideraci6ry o revisi6n de la misma ante el Tribulal de Primera L:rstancia Sala

72 Superior, segrin fuese el cas

13

t4

15 die*es+ermines.

16 Art[culo 2 .07 .-A -ri-.,I^ n in a^-.--^:A- -^- l^I.:+^ 
---,^. ^-,,-^^:A- .l^ -'*^-

l'7 Acusacipn por Delito Grlee; Ol14plppn de Lnug.

18 Luego de r:na determinaci6n de causa probable para el aresto de cualquier persona que

19 posea Licencia de Armas, por Ia comisi6n de

ZO ,4#ti€d€+^08d€-€sta@ uno o nus delitos graztes o sus tentatitras, el tribuna-I, ordenard la

Zl suspensi6n provisiona-l e incautaci6n de 1a licencia hasta ura determinaci6n final y

22 firme en el proceso criminal. Disponi6ndose ademds que. el ribunal ordenar6 Ia
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i,

1 ocupaci6n inmediata de Ia totalidad de ias armas y municiones del concesionario, la anal

2 se consi?nrd para su custodia en el Dep6sito de Armas y Municiones de Ia Policia o en

3 una M* anneia. De resultar el acusado con urur determinaci6n de no cuJpabilidad,

4 firra-l y fume, el juez vendrd obligado ministeria-lmente por esta Ley a ordenar la

5 inmediata devoluci6n de Ia Iicencia de armas y de las armas y municiones. Toda arma y

6 mtrieienes asi dev v nrwtia6n dez,uelta, deberd entegarse en las-mis+as

7 eendieienes la ntisnu condici6rt en que se ee{rp€#€n ocup6. El concesionario estara exento

8 dei pago por dep6sito si el mismo se realiza con e1 Estado. De resu-ltar la acci6n judicial

9 en una de culpabilidad, final y firme, Ia Oficina de Licencias de Armas, mediante orden

10 expedida por el Tribunal, revocard la licencia permanentemente. Como parte de ia pena

1 1 a irnponerse en aquellos casos d.onde las annas lw-uan sidp utilizadas para b comisi1n de un

12 delito, eI Tribunal ordenard a-}a-+el al Comisionado@) a que confisque 1as armas y

13 muliciones utilizadas para-€eme#e y estas @

14 ztendidas at piblica subasta. Los fondos resultantes de Ia esfd venta serSn

15 remitidos a-l Fondo de Vietimas Victintas de Delito. Toda arma no utilizada en Ia

16 comisi6n del dz un delito, podr6 ser vendida por el propietario a un Amere amlero o a

17 cualquier persona con licencia de armas tigente

18 Articulo 2.08.-

19 Eundnmentos para Rehusar Expedir Licencias.

20 l,a Oficina de Licencias de Armas no expedirA licencia de armas o de haberse expedido

se revocard mediante orden judicial @ Ia licencia

de armas y-delas-mu#ei€nes de cualquier persorur que haya sido convicta, en puerto

21

N.

22
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I Rico o cualquier otra jurisdicci6n estadounidense, de cualquier delito grave o su

2 tentativa; En aquellos casos donde ln licencia de annas sea rezrocadn por un tribunal con

3 iutisdica6tt, el Contisionado pt'ocederti a hrcautar las annas u ntuniciones que posea eI

4 concesionaio. El EI propietario de las annas v/o ntutticiones podr6 disponer de sus armas

5 mediarrte venta a cualquier persona con licencia de armas o +r*n de armero z,igente At

cgncesiollglto podt'd t oluntaianente consigtzar las annas v ntuniciones que tenga a1 su

posesiin, una zrez adt enga ett cottocintitttto de que etiste una intteshqaci6n, acusaci6n u orden

6

7

8 de uroteca6n conh'a su persona Disponi6ndose, ademAs, que tampoco se expedir6

9 licencia alguna a una persona a-qqi@ declarada incapaz

10 mental, ebrio habitua! o adicto al uso de sustancias controladas por un tribunal cott

l1 utisdicciitt

12

13

Articulo 2.09.-Personas exentas del pago de licencia de armas Arttculo 2.09.-

Personas !4zntas del Paxo por Concepto de Licenaa de Amns.

,.Y{c$

14 De interesar solicitar una licencia de armas o cualquiera de los permisos establecidos en

15 este.eapitce estaley, estardn exentas dzl pago de los dereclns a los que se lucen referslcat en

16 la nisnm las siguientes persorusi

17

18 (t) fas-persenas Aauellos €€n-im?edlmen+eltui€€ atletas q\e se dediquen al

19 deporte de tiro al blanco, segtn sea certificado por el Comit6 Olimpico;

20

21 eapihJ€t



1

2

J

@)p) Los funcionarios, agentes del orden piblico y empleados del Gobiemo de

Puerto Rico, que, por raz6n del cargo y ias funciones que desempeflan, vienen

requeridos a portar armas; I

4

5

6

7

8

9

(4{fl Los ex agentes del orden priblico, siempre que el refuo haya sido honorable

y que hayan servido m6s de (10) diez anos.

10 Artiaio 2.1-0.-Renstro dz Licenas Pdrdidn v

11 Entreqa; Ccsi6n de Custodia dc Antu de Fueso: Muerte del Poseedor dc Licenan.

12 (A) La Oficina de Licencias de Armas creard@

ArmasT un registro de Licencias de Armas y Autorizaciones de Portaci6n de Armas v unIJ

74 Reyistro de Annas

15 Funeienar,i Los Registros funoonardn ea de forma eiberne+iea digital, sistenAltca y

16MordznadademaleraqueIabrisquedadeirrformaci6nparatodofin1egaJ

UcN 
i7 sea una expedita y eficiente. La informaci6n contenida en d+etbke los Registros serA

18 privada y confidencial; y solo podr6 divulgarse en relaci6n a una investigaci6n crimina.l

19 bona fide o en Ia verificaci6n de licencias a solicitud de agentes de+erden-eibtiee drl

Z0 Nesociado de la Policit de Puerto P'j,cr.

21 (B) Toda persoru que mediante p6rdida, desaparici6n, robo o apropiaci6n ilegal

pierda el control, posesi6n, dorninio o custodia de w un armn y/o municiones. tiene22
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i la obligaci6n de noUficarlo, tan-prente-ad+enga-ef dentro de las cuarenta lt oclto (48) horas

2si ienfus a La adoitto en conocirniento de el1o , mediante la presentaci6n de querella

3 ante la Policia de Puerto Rico. De no cumplir con dicha obligaci6n, ser6 culpable de

4 delito menos gravq y con\/icta que fuere, sera sancionada con peru de multa has+a:tn

5 mak+e-de no ntenor de quinientos (500) d6lares ni nn.vor de mil (1,000) d6iares, por cada

6 arma perdida, desaparecida, robada o apropiada ilegalmente que deiase de informar

7 La misma pena le serA impuesta por quinientas (500) municiones, o fracci6n de

8 quinientas (500), dejadas de informar.

9 Un concesionario de licencia de armas y poseedor de armas o 11LU17|CLO17eS Po&a

10 dar en custodia su arma y/o ntutticiones a oto concesionario de coz licencia de armas

11 rligente, en casos en que se entienda que por razones particulares no debe tener ea€isa

consigo el arma en un momento dado. Esta custodia no podrd pasar de setenta y dos

(72) horas sin notiJicarlo a la Oficina de Licencias de Armas. Desprres-de Transatnido

este periodo de tiempo es deber del concesionario cedente de Ia custodia. irrformarlo

por escrito a la Oficina de Armas de la Policia de Puerto Rico, is{emaade estableciendo

t2

13

16 las razones por Ia cual cedi6 su custodia, @ la feclu de la

I7 cesi6n, rlotlxbre, direcci6tt u ninrcro dc licencia dt amuls de ln persona d quTen se la cedi6, el nPo

14

15

18 de arma cedida con una descripci6n de Ia el nintero de seie de Ia nisma yen

JrS d€nde L direcci6n donde se encuentra el arrna a/a las municiones custodiada. Esta

20 comunicaci6n debe estar firmada tanto por eI cedente como Por el receptor de Ia

,fA

2l custodia del arma De no cunwlir con la oblisaci6n aaui dispuesta, serd culpable dt dclito
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7 nrcnos graoe, v cottzticta que fuere, serd. sancionada att una ntulta no nznor de quhictttos (500)

2 d6lares ni nnyor fu nil (1,000) d6bres

Los concesionatios solo podrin cotllpt'at' nruniciones de los calibres que puedst ser uhlizadosJ

4

7

p01: las annas que poseen restsh'adas a su nonzbre

5 Ser6 deber ministeria.l del e-la Cornisionado@) investigar toda querella rendidaJ-se

6 preseltadn. La Ofia na de Licencias v Antus llevar6 un registro del resultado de-*r+

Ias inztestipaciotzes al fin de maltener estadisticas sobre las querelias y el

8 resCtade los resultados de tajn+estiga€ien Las hut eshgaaones.

9 (C) Cuando falleciere un concesionario de Licencia de Armas y p€s€fera:--affi3s y

10 tuz,ieses en su poder an17as lllumcaone5 sera deber de tede los causalabientes

1 i administrador, albacea. e fideicomisari

subadntinistrador agente o persona autorizada

13 legalmente para adrninistrar los bienes del ancesionaio notificar su fallecirniento a la

14 Oficina de Licencias de Armas dentro de los veinte (20) fias siguientes a Ia fecha deI

15 fallecirniento o en su defecto anco (5) dias a partir de b feclu a la

21

- r- {^^l.^ ^,,^ ^t-,^-^-

16 que adt',itto en conocirniento de que posee arfiEs. La notificaci6n expresard eI nombre,

11 res,ideneia direcci6n, nintero de licencia dc aruns y circunstancias personales del fallecido.

\'12 18 De no cutnplir mn la notificaa6n aaui disoues ta, se intpondrd wm nlulta adnrinistrahtta dc
tr,

i9 dosaentos a natenta (250) dil-ares. Ser6 deber de tede los causalubientes administrador,

20 albacea. e fideicomisario,

2t @ subadministradar agente o persona autorizada legal.mente

22 para administar los bienes del concesionnio custodiar las armas y de n+pesee* 6ste no
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I pppeer.Iicencia de armas, Ias depositard en ulu armeriaT o con una persoru con licencia

2 de armas rigente, para el almacenamiento y custodia de dieha+-amas lns nisnns

3 mientras se dis*ibnye lnce kt parhafut de la herencia. Si Ias armas fueren adjudicadas a

4 un heredero que sea elegible para obtener una Iicencia de armas, y se le expidiere tal

5 licencia, dicha arma o armas le se+ri-en*egada serfut enh'egadas. De+erle-denegada+al En

6 caso de deflesdrsele oor eI Estado la nrenaonada licencia al leredero al que se le adiudicaron lns

7 annas,

8 6ste oodra Dfoceder ant La ttenta de estas

9 fnicamente pe+ 4 urut persona con licencia de armas l1iget7te o por un armero

10 debidamente autorizado por Ley. Esta transacci6n deberd realizarse ante un annero u deberd

1 1 ser notificad.a a La ofichu de Licenaas de Antus en un peiodo no maltor a setetTta v dos (72)

12 laras dc luberse efectuado la transacci6rt. De no cumplir con lt ttohficaci6n agui dispuesta, se

13 intpondrd una nruIta adntinistrahzta de doscientas a ncuenta (250) d6lares. y En los casos en que

14 las annas v/o ntuttiootus, rn sean adiudicadas a un luredero en especifiu, la misnu podld ser

15 ztendida en piblica subasta y eI dinero producto de la venta ser6 revertido al caudal

16 relicto

l'7 Articulo 2.11.-Cenko de Control de Tr6fico y Uso tregaI de Armas Artfculo 2.77.-

1 8 Centro de Gntrol de Trdfico u Uso lleqal de Amus.

19 Para fines investigativos, estafisticos y controi del u5fico y uso i-Iegal de armas, e1;e

20 la Comisionado(a), mediante reglamento, establecera en el Cuartel General de Ia Policia

2l un Centro de Control de Tr6fico y Uso Ilegal de Armas Para investigar e identilicar el

ZZ origen de toda arma recuperada o que se encuentre en Posesi6n ilegal de urVI PersoruI.

io r.J
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1 La informaci6n serd conservada permanentemente de forma cibern€tica de ta.l manera

2 que se puedan }evantar estadjsticas para idenfificar las 6reas co71 problema. Dieh€

: @ El Negociado dz ln Policia de Puerto Rico trabarara

4 colaborari lt h'abajari en conjunto con BATFE @

s @ y cualquier otra azencia federal de le-v lt orden a estos,fit1es.

6

'/

8 A.+i^,.1^ t -r t f,rl^r-:.,^- c..^a^a^- -^-^ E^^..I+-- - l^- a ---+^^ ,l^I l'\,;^- D..LI:^^ -

e@ Articulo 2.12.-Motiz,os F wdndas oara Facultar a los

10 Agentes ful Orden Piblico a Ocupar Annas sin Orden ludicial

Cualquier agente del orden p*bliee yiblico ocrpar6.Ia licencia, arma y murdciones,i1

Hcat

12 que posea un ciudadano, de forma temporera, cuando tuviese motivos fuldados para

13 entender que el tenedor de la licencia hizo o har6 uso ilegal de las armas y municiones,

14 para causar da-flo a otras personas; por haber proferido arnenazas de cometer r:n delito;

15 por haber expresado su intenci6n de suicidarse; cuando haya demostrado

16 reiteradamente negligencia o descuido en el manejo de1 arma; cuando se sospe€ha

17 eshnte que el tenedor padece de una condici6n mental, se le considere ebrio habitual o

18 sea adicto a sustancias controladas; o en cualquier otra situaci6n de grave riesgo o

19 peligro que justifique esta ocupaci6n.

20 Un agente del orden priblico estard facultado a ocupar el arma, Iicencia y

21 municiones, de forma temporera, cuando se arreste al tenedor de la misma por la

22 comisi6n de un delito gravq o delito menos grave que implique violencia.
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I EI agente del orden pfblico

fundrd que consiflur

innrcdiatantente l"o.s annas u/o ntutiaones ocupadas en un dep6sito dt antus fu la Policia u

refetir eI uso al Departatnento de lushaa. En wt tinnitto t7o tluTtor de setenta u dos (72) lnras,

5 el Departantento de lushaa inmediatamente presentara Ia prueba een$e+me.adereehe,

6 ante un magistrado el cual grae determjnar6 si procede la ocupaci6n -de Qg no encontrar

7 causa, el Tribunal ordenar6 1a devoluci6n inmediata de 1o ocupado. Toda arma y

8 municiones que sean devueltas deberdn entregarse en las mismas condiciones en que se

9 ocuparon. Bajo ningin concepto se harSn rrutrcas, modficaciones o mutilaciones a-I

10 arma de fuego ocupada por ningrln agente del orden priblico o por el Estado mientras

11 este bajo su custodia

1.2 A**ieulo'-

J

4

D*^-^,.1:-:^-+^ ^--^l:+^ l^ -^-a-^:,<- J^ Tr^I:-a -

1 3 Aa*Efiar Arttculo 2 .13 .-Procedintientos Eroeditos dz Licencia de Annas u Autoizaci6n para

14 Portar Annas para Vichnus de Violencia Dondshca a Acccln.

15 A. EI e-la Comisionado(a) establecer6 un procedimiento expedito mediante e1

16 cual otorgar6 a Ios policias auxiliares que tengan licencia de posesi6n de

17 annas, r.1na licencia de portaci6n de armas especial. Esta licencia especial ne

estara vigente mientras eI policia auxiliar este18

19

?.1$r
20

2l

r^-l-< ^^-+^ -1-,-^

ejerciendo sus funciones. El e--+a Comisionado(a) dispondrd mediante

reglamento para eI funcionamiento de los policias auxiliares en Ia Policia de

Puerto Rico y Ia manera p€+la-srat en que se tramitar6 eI Permiso especial de

portar armas de fuego.22
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1 B. El Contisiottado, en coordhtaciSn con el Dmaftantento dz hc1a. estabbcerd utt

2

J

4

5

procedilietTto ewedito ngdiante el cual otorsard a las z',tctintns dc z,iolenaa

donuishca y acecln, a quienes utt Ttibunal cott conrpetencia les luya grygdirlo q14

ordst de Droteccihl u que asi lo soliciten ulm Liccncia de Annas Ewecial a la

autoizaa1n para portnciin. Esta licencia csncaal no tendrd costo alsuno u tendrd

6 wn ztiqencia tenworal de seis (6) nzeses. dis1?0nihdose oue h ntisnn set'd renooad.a

7 autontihcantente el'L aque llos casos dondc eista utu orden de orotecadn ztisefite,

8 luua un proceso iudicial, ua sea crintinal o cizil pendiente o en proceso, o cuando el

9 Conzisionado entiendtz que anrcita la extensiin 11or La lJefsotTa eflcotTtrarse et1 velisro.

10 La t ictinn de piolencia o acecln a la que se le 71a a otorsar la Licenaa dc Atnus

11 Espeaal proz,isional, deberd cuntplir con los dentas reauisitos dispuestos en esta ku,

12 excepto el papo de los dereclns por la Licenaa.

13 AstieCe 2,1 4 In#srmaei io Articulo 2.14.-

14 ht E diente sobre ln so lttttolwtaio

H,,J

15 EI Tribtrd de Pr*nera rr'^-reia de Puerte PJee netifiear6 d Negociado de ia Policia

16 de Puerto Rico tendrd aut.

17 irmeshgar, antes de emitir una Licenaa de Armas, si el petioonaio lu sido hqresado

18 ttoluntari,antente a1 amparo de la Ley 408-2000, segrin enmendada -, -^ l^^l^-^- rJ^ T,,^--

19 . Del ingreso yr cotlxo conseanencia

20 fu una incapaadad nuntal

22

, se deberd nesar la soliatud de Licencia dz Arnus y/o l-a autoizaci6n

21 para portar arntas.
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1

2

J

4

5

8

9

2$ia+s+dgllne;

6

7

10

Hcil

11

12 paeiea+e,

13 El Negociado de la Policia no podr6 utilizar ni perrnitir que se utilice esta

74 informaci6n para un prop6sito no especificado en esta Ley. Esta informaci6n solo ser6

15 utilizada para determinar que personas estan capacitadas mentalmente para poseer y

16 portar un arma de fuego.

17 La irdormaci6n obtenida bajo esta secci6n ser6 confidencia.l y no ser6a-eensiderades

18 de€{J#€atesf*bti€€s no serd considerada conto doannunto piblico.

19ffi Articuto 2.75.-0rdenes de Protecci6n

20 una orden de protecci6n es M nundato exPedido Por un

21 Tribunai comPetent

22
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nediarLte el anal se dictan las nrcdidns a un

3 ofengor pg'a que se abstgnRa d ittcurir o llez'ar a cabo deteltthrudos actos.

E1 Tribunal Genera-i de Justicia dispondrd la forma de las peticiones y 6rdenes; y

5 e*esdeeumea+es y promulgar6 las reglas del triburra-l necesarias para implementar es+a

6 seeeiSn este Articulo

7 Una petici6n para una orden de protecci6n deber6 describir e1 numero, tipos y

8 ubicaciones de las armas de fuego y municiones qte se *e entiendt que en la actualidad

9 est6n bajo la posesi6n del peticionado.

10 Cuando M 9e emita una orden de protecci6n aJ amparo de

i1 esta Ley, ffi la parte promovida enre6ar entregard ala

12 Policia de Puerto Rico para su custodia o ansifltar, 'd cott utt ttsiornrio de Licenaa dz Annas

13 z,isente o una antuia dcbidnnrcnte autorizadn e17 U17 oeiodo no nuuor de zteinticuatro (24)

14 loras, cualquier arma de fuego perteneciente al promovido y sobre Ia cual se le haya

leil ,, expedido una licencia de-+ener€ wq poseero de-per+aei6n o portar,e de tiio al blanco,

16 de caza o de cualquier tipo, segun fuera el caso. @ie+ama

17

18 Asimismo, al emifuse dicha orden por un

2

1

19

20

21

Tribunal, di€he ql dictamen tendrd el efecto de suspender la licencia de poseer o portar

cualquier arma de fuego, incluyendo de cualquier tipo, tales como, pero sin limitarse a,

tiro al blanco, de caza o de cualquier tipo, aul cuando forme parte dei desempeflo

profesional del imputado. Dicha restricci6n se aplicar6 como minimo por el mismo22

1
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1 periodo de tiempo en que se extienda la orden. Cualquier violaci6n a los t6rminos de la

2 orden de protecci6ry que resulte en una convicci6n, conllevar6 la revocaci6n

3 permanente de cualquier tipo de licencia de armas que el promovido poseyere, y se

4 PIocedeIaa1aconfiscaci6nde1asarmaSque1epertenezcan.E@afri+e

5

6

7 tereeresi

Los pt'ocesos de ocuDAAO11 de annas ntutriciones cuando se lnua entihdo wu orden deu8

9 protecoin baio estn kv, la Lev 284-1.999, segin erunendnda o baio Ia lcv 54 de 1,5 dz agosto de

10 1989, segin enmend.ada, se requ'd por el proceso dispuesto en la Lev 54, supra.

11 Cua-lquier personar natural o iuidica podr6 solicitar los remedios civiles que establece

12 este eapituJe Articulo para si, o a favor de cualquiera otra persona cuando 6sta su-fra de

13 incapacidad fisica o menta1, en caso de emergencia o cuardo Ia persona se encuentre

14 impedida de solicitarla por si misma

uel,|

15

16

t7

18

t9

20

21

22
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1

)

J

+ A*ieule *+e-Netifieaeien eie un

5

6

7

8 d{as=

9

10

11

12

13

l4

vcl i5

16

17 1,.1\ /-"--,1^ 1- ^^{^i^- -^- -^l:^^l- 1^ -^r-i,;^^;,<- l^ 1^rvs au@qr E

i8

19 TDDA A. TTT'I

20

21

22 €4s6:



53

t@
2

J

4

5

6

7

e

8

9

10

11

72 se6rslas€ir€ffis+an€taq

13

14
Ho1/

15

16

17

18

19

20

21

22
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I

2

J 'r^l- ^-J^- l^ -,^+^^-i^- l^L^ ^^+^Ll^-^- r^ I^^L^ -, L^-^ ^- ^,,^ d,^ ^..-^.li.l- .,

4

5

6

7 -,,^ t-.^ ^-,-^l:l^ ^^i ^^-^ ^1 I.:^--^ l^ ,,;-^-^i^ l^ 'l^ 
-;^-- 

A l^-4- J^L^ .i-l;--- I^

8

9

10 Articulo 2.15.-Annas de Asalto Autontriticts o Sendautonnihcas Ametralladoras

11 Sibnciador; Eabricaci6n, httpot'taci1rt, Distribuci6n Ven ta. Pose snn u Transferenaa

12

13

l4

15

No se nndti foh icar o lucer anrlohi cer Tlendero a uiLar star seer

usar, h'aspasar o intportar un Amu de Asalto Semiautonuitica. No obstante, esta

proltibici6r'L t7o serd de aDLic4ct6n a:

1-) Ia posesiltt, uso, transfererlaa, en Puerto Rico, o importaci6n desfu el
@

16

l7

18

19

20

territoio de los Estados Uttidos, por persotxas anya licencia contenga la

utegoia de tiro al blanu, dr cizn o posea lictttEj4 de arutero,je alluelbls

arnus de asalto le nunte existentes en la Naciirt de los Estados Atidos

de Norte Anuicq a l-a feclu de entrar en ttiSor esta Lea; o

Db caa6n. inruortaa6n. ztenta o entresa, Dor Dersonas corL licencia de

21 af"mero, Dara uso de eafqs armas e17 el cumplimiento del deber por los

22 Asente del Orden Piblico, del Gobierno de Puerto Rico o de los Estados
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Atidos, o para el uso dc las fuer-.as annadas dcl Gobiento de los Estados

Urtidos o de Puerto Rico

(B) Las Annas dc Asalto Sen autontdticas a que se refiere este Articulo son las

1) Noinco, Mitclull , u Polu Technolopte s A?tonwt Kalaslutikot s (todos los

4

5

6

7

8

9

ntodclos fu AK);

2) Acfion Antts Israeli Militaru Indushies UZI u Galil;

3) Beretta Ar70 (SC-70):

4) Colt AR-75;

5) Fabique Nahonal EN/FAL, FN/IAR, a FNC:

10

11

vffl l2

13

14

15

5 SWD M-10 M-77 M-1 '1/9. u M-72

I INTR/TEC TEC-g TEC-DC9 u TEC-22

9) Escopetas ret oh,itts culinder. tabs como (o sirnilares a) la Street Sa,eeper

16

I7

l8

19

el Striker o

10) cualquier tipo de arma sinrilar a las antes enumeradas

Adtnus serd consideradt conxo ut7 amta de asalto seniautonutica:

1) Rtfle seniautomihco que oueda ser alimentado medi-ante

20

21

retroalimentaci6n por un abastecedor o recevtaculo remoz,iblz v que

contenga nuis de dos de las sisuientes caracteisticas

22 a culatn b diza o teb

siguientes:

7) Steltr AUG;
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b) entpulladura de pistola (p istol qio) aue sobresale nwifiestanrcnfu

or deba o de la aca6n del

c) nnntura para bauotrcta:

il swJresof de fueso o roscg acornodat un suoresor de fueso

e) Lan-.ador dz granndas, excluuendo los lanzadores de beflqalas

2) Uu pistola senriautontdtica que pueda ser alhnentadt ntediante

reh'oalintentaci6tT por ut7 abastecedor o recentdculo remoz,ible u aue

contensa nfis dz dos (2) de las siwbntes caracteisticas:

a) wt abastecedor o recep iculo de nruniooneo gag ie EtgJ-hlb@h

nor fitero de la ent fiadura de La

4

5

6

7

8

9

10

11

t2

13

l4

15

10

77

18

19

20

21

istoLa istol

Hc")

b) wt caf@n cotT rosca e17 su pultta de]nntera capas dz aceptar una

exfunsi6tt al cafi6n, supresor de fuego (flash suppressor), aoarre

ara la nnno al te del amn o un silenciador.

c) una cubista que se Duede fiiar atbiendo paraal o total el carl6rt

pemtitiendo a quun disoara el afiu , su1 tarla con l-a ntano aue noe

esta opintiendo el hIIo u no auemarse:

il un oeso de nTanufacfura en exceso a cinaunta (50) onzas

des o

e) una ztersiitt sentiautomtitica de un armn autoruihca.

Una esmpeta semiautomdtica que

22

3)

caracteisftcas :

contefisa dos (2) o ntis de las siguientes

1

(flash suppressor); o
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J

4

5

6

7

8
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a) culata Dleqadlza o teLesc6pica:

b) enututladura de t)isto la (ois tol snD) aue sobresab ntanifiestanwte

rdc o de la aca6n del amn

abastecedor o receo ticulo de ntuniciones fiio con cnpaadad para

nfis de cinco (5) cartuclns; o

c)

il capaz de recibir wt abastecedor o recepticulo de ntuniciones

renzot ible.

C No se t'a lnh icnr o lucer t h.-;cal o ce1' t endcr ilar star seel'

9 usar, h'aspzsar o intportar un silenoador segin dcfinido en esta Lev

10

11

12

13

14

15

16

17

D Tod-a ue t iob las iaones de este Articulo hm.r.rrird en delito

?tCrl

v cottrticta que fi.ut'e serd sanaonada con penq-de relJusi6n por un ttimtino fiio de

tteinticuatro (24) anos. sht derecln a sentencia suspendidn, a salb en libertad" baio

palabra, o a dis{tutar de los bercficios dz alqin progrananlejesulp-bpttificaciones

o altenutiz,a a la reclusi6tt reconooda en esta iuisdicci6n, debiendo cunrplir en

aiios nah.rrales La totalidad de b pena itpMas

agraztantes, la pena fiia estableada podrd ser auntentada hasta un ry1+ltto dt

treinta u seis (36) arlos; de nudiar arcunstancias atenuantes, podrd ser reducida

18

19

20

lusta un nthzhno dt dieciocln (18) anos.

No constttuird delito la posesi6n o uso dc es tas an11as en el cunwlimiento

del deber oor los mientbros de It Policia. u aauellos otros aqentes del orden pibliu

21 debidnmente autoizados a

22 @

portar armas de fiieso confomu se estableczn en esta
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I-a aplicact6tt de las disposiaones de este Artiatlo senht prospe$2,q5 4

parttr de ln aprobaa|n de esta ku

€APFFUIL€tIU CAPITLILO III

TIRO AL BLANCO

z

3

I

5

6 Articulo i.01.-F aultades u Deberes del Secretaio del

7 Departanrcnto de Recreaci6n v Deportes (DRD).

8 El Secretario del DRD tendrd 1os siguientes deberes, poderes, firnciones y

9 obligaciones con respecto al deporte del tiro aI blanco en Puerto Rico

10 (1) Fomentar eI desarrollo de la prdctica del tiro al blanco en Puerto Rico,

1i cooperando para este fin con los clubes, las federaciones de tiro, asociaciones y

tiro, en la celebraci6n de tomeos, competencias o campeonatos de tiro Estatales,

12 organizaciones de tiro e;dstentesde-ea+at:terSera-fideeeme sefn dispuesto por

13 esta Ley, o que puedan organizarse en el futuro, por todos los medios

4tn/ 
ro disponibles a su alcance

15 (2) Dada Ia naturaleza turistica de Puerto Rico, serd deber ministerial del Secretario.

16 e1 promover. Iomentar, auspiciar y cooperar con 1os clubes y organizaciones de

t7

i8 Nacionales e Internacionales

19 (3) Organizar y celebrar anualmente campe

20 KJ

onatos de {tro mn bs arnus permitidas por
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4

5

6

7

8

9
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(4) Nombrar los jueces, anotadores y oficiales de campo que actuaren en los mismos;

y seleccionar y proveer ios trofeos, medallas, o diplomas que se otorguen como

premio a los vencedores

(5) Declarar anualmente un "Campe6n Estatal" en cada categoria M cotiorurc

4 Ia puntuaci6n en cada campeonatq y publicar una nota de Ia puntuaci6n

obtenida por los primeros seis (6) concursantes en cada categoria. EI titulo de

campe6n 1o ostentar6 el ganador en cada categoria durante el periodo que

termina con Ia celebraci6n del pr6ximo campeonato. No serd necesario iguaJar o

sobrepasar el r6cord anterior para ser declarado campe6ry sino que bastard con

10 establecer Ia puntuaci6n mAs alta ente los participantes.

1 1 (6) Asistir a todos los concursos o tomeos

12 de tiro al blanco que se celebran en Puerto Rico bajo 1os auspicios de cualquier

13 club u organizaci6n de tlro o delegar en un representante autoizndo, cuando asi 10

14 estime conveniente o 1e sea solicitado el club u organizaci6n auspiciadora

15 (7) Verificar que urur entidad es un club, federaci6n de tiro al blancq q asociaci6n de

16 tiro de-ea+deter$era4de y exped#4 et?edir el permiso corespondiente para un

I7 campo de tiro, atendiendo a las necesidades basicas para ello, de acuerdo a 1as

18 mejores prdcticas de seguridad prevalecientes

19 (8) Llevar un registo del nombre, direcci nimero de licenaa y dem6s

]tcrl

20 circunstancias de los clubes de tiro al blanco que hayan obtenido Ias licencias

correspondientes bajo las riisposiciones de esta Ley.21
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1 (9) Llevar un registro del nombre, direcci6n y nrimero de Ia licencia expedida a cada

club de tiro a.l blanco.

(10) Expedir tt cancelar licencias y pentdsos a clubes de hro al blanco etpedidns a dstos

se rt di te esta

s ArticuLo i.02.-

6 Liccncins para Clubes de Tiro ; Reslanlrfitacl6tt

J

4

7

8

9

A Se concederSn licencias para clubes de tiro, a aquellos clubes dedicados a Ia

prdctica del tiro al blanco que est6n constituidos conforme a 1o dispuesto en esta

Ley. La solicitud de licencia deber6 hacerse por el duefro o presidente y secretario

del club u organizaci6n dedicada al deporte de fuo aI blanco, y Ia licencia quese

expid+€J-€fu€+e ewedifui a esos qfectos, permitir6 Ia pr6ctica del tiro por ciaco (5)

a-flos, solamente en el sitio destinado para ello por el Secretario deLDRD. Todo

club u organizaci6n que se dedique o quiera deficarse a la prdctica del tiro al

blanco. suministrar6 en su solicitud de licencia los datos que a continuaci6n se

expresan:

(1) Nombre del club u organizaci6n;

(2) Localizaci6n de1 poligono;

(3) Descripci6n de las facilidades con que cuenta al momento de Ia solicitud para

1a prdctica del deporte;

(a) Una listaT de los nombres del dueflo del club o todos los directores y oficia-les,

incluyendo de cada cual su direcci6n postal y residencial, edad y ocupaci6rl

W

10

11

12

IJ

14

l5

16

1'.?

18

19

20

21
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asi como una certificaci6n sin-+eggifitede+e+a+ia de que eI club cuenta con

mds de veinticrnco (r5) soc os'

(5) Cuando se trate de una corporaci6n o una sociedad, una certificaci6n de que

ha sido debidamente constituida bajo las leyes de Puerto Rico;

(6) Un pago a favor del Secretario de Hacienda por +eh#eine+@S) la canhdad de

dascientos (200) d6lares, como pago por Ia cuota de solicitud;

(7) Un certificado de seguroT que mantendr6 vigentq de "todo riesgo"T de

responsabilidad priblica (cubierta amplia) por una cuantia no menor de

quinientos mil (500,000) d6lares. por daffos o lesiones corporaJes (incluso

muerte) y danos a Ia propiedad ajena o de terceras personas. Dicho

certiJicado de seguro deber6 ser emitido por una compa-fria debidamente

reconocida para hacer negocios en Puerto Rico por l+e el Comisionado@) de

Seguros de Puerto Rico

(8) En los casos de Ia solicitud para la renovaci6n de la licencia para un club de

fuo, el club deber6 cumplir con todos los requisitos dispuestos en eI inciso

anterior,--el EI costo de Ia cuota de renovaci6n ser6 de +eh$erne+{25) cien

(100) d6lares a pqgqrse lxediantg sellos de Refitas lnterrlas. L,a Iicencia asi

renovada tendr6 una vigencia de cinco (5) anos

B. El Secretario deL-DRD podr6 denegar la licencia origilal o 1a renovaci6n

solicitada a cualquier club u organizaci6n, si Ia solicitud no cumpliere con todos

los requisitos d€@.) de este Articulo.

4

5

6

7

8

9

10

Ueil

11

12

13

14

15

16

t7

18

19

20

21

22

1
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Ar ticulo 3.0 3. - Licencias

para CLubes de Tiro; Ret ocaa6n

No podrA funcionar en Puerto fuco club alguro que se dedique a la prdctica del fuo

4 aI blanco sin Ia correspondiente licencia expedida por e1 kcretario del-DRD1r-Ia

5 ffi, de acuerdo con el procedimiento establecido en el

6 A+tieul+$31de esta Ley. Disponi6ndose que el Secretario delDRD podr6 cancelar Ia

7 licencia por alquilar armas y/o vender municiones de forma distinta a 1o que dice esta

L"y

9 A#kule€S4--Meneres Articulo 3.04.-Menores.

10 Te'de Serd requisito ln autoizaci6n expresa dcI oadre. ntadre o tutor lesal de todo rr.enor de

2

J

8

1 1 ztehtiint p1) anos 11ero naatof de siete aios de edad racti el denot'lc dzl tiro aI

-^--+ir-,;-.< {^1+^ ^J-i-i-r--.r-i.,^ ,, -^-< -^-^i^-^l^ ^^- ..,,1+^ J^ -;^- /1nn\ l,<l*- '-^-

'l- 
-;-^-- i-{-^^;,<- -,,;-i^-l.^- /Rnn\ ^^- l^ -^-,-l^ i^I-^^-;A^,, *:l r/1nnn\ -i,11---

(7

12 blanco. slremp+e Adenris, se dispone que deber6 utilizar en todo ntonunto el arma de fuego

13 en presencia y bajo la supervis i6n de un adulto corr Licenaa de Antzas ttigente. La

14

Ta,l
15

16

77 De no anntplir con este ArticuLa, seil

18 culpabb de delito tlgtTos qrdlte, u cotttticta aue fiure, seri sanaonadn cotT oetTa de mulh no

19 nunor dc ntil (7,500) d6Lares. ni nnuor de dos ndl Q,000) dilares, la persona que Ie luva

20 to el arnn al nunor. La Oficiaa de Licencias de Armas llevari un registro de

2l carActer cibern6tico de Las multas expedidas, conlorme a este Artiorlo
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It spliafud dt penttiso de hro al blanco para nlctTot'es ewedida paLel Seelgtaup- dibqq

2 acontpaiiarse de un sello fu Rentas hientos dc t einticittco (25) d6lares v dos (2) fotofl'afias de

3 busto de tanutlo de dos (2) pulgadas por das (2) pulgadas. Este penniso tendrd unn z,ipencia de

4 cittco (5) aios, la cual podrd ser renottadn

5 Arttanlos 3 ,05.-Pentisos de Tiro

6 Proztisionalcs

7 (A) Cua-lquier federaci6ry asociaci6n u organizaci6n de tiro be+a-f,de que organice

cualquier competencia de tiro al blanco de car6cter no olimpico, e invite

deportistas domiciliados fuera de Puerto Rico, podra obtener permisos

10 provisionales de tiro para todos los participantes, expedidos por Ia Oficina de

8

9

11 Licencias de Armas a un costo de veiaticinco (25) d6lares por participante

competidor soLicitante, constituir6 juramento y de rFt€Rli+ bindar infornuci6n falsa

12 Dichos permisos deber6n obtenerse con u,n minimo de diez (10) d:as laborables de

13 arLticipaci6n a la entrada de las antus y ntutticiones de los participantes a Ia

t4 competencia. Todo participante, acreditar6, en documento que bajo reglamento

15 habr6 de crear la Oficina de Licencias de Armas, que nada le impide poseer

16 armas conJorme a nuestras leyes. l,a firma de dicho documento por el

Hcil
1.7

18 estara sujeto a pe{urio y a cualquier 662 clisposici6n de ley aplicable. Asi 1o

19

20

22

habrd de informar el mismo documento. @

21
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')

3

€J€=

6 (B) Cuaado se trate de competencias de cardcter Olimpico, ]uegos Centroamericanos

y deI Caribe, Juegos Panamericanos, cualquier competencia s,as€i€nada

4

5

7

8

9

o

lteN

regulada por Ia International Shooting Sport Federation, conocida

internacionalmente por sus siglas "ISSF", 1os permisos se expedir6n por el

10 Secretaio libre de costo alguno. De Ia

i1 misma malera, los competidores no podrdn obviar la legislaci6n federa-l al

1.2 efecto. Las muliciones podrdn ser provistas por cualquier A*mere arrzero dentro

l-) de ios campos de fuo. sequn la reslantentaci6n estatal u federal aplicable

74 No se podrd practicar el trro al blanco, si11 DO 5eer Licencia de Arnus enzitidn por la

15 Oficina de Licenaas dc Annas, saltto Lo.s excepciotus dispuestas en este Articulo. Practicar el

16 hro al bltnco sin poseer Licencia de Annas tiqen inanrnri en delitn menos qraTe. u

17 cortzticto que fuere, se inpondrd u17a pena de reclusi1n dz seis (6) meses u una ntulta de cinm

I 8 mil (5,000) dobres.

1 9 Artianlo 3 .06 .-Uso de los poligonos por

20 Tuistas

27

22

1+)Toda persona no residente, en viaje de turismo, y qne ne h-bri4 de perrra-eeer en

1
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1

2

3

4

5

6

7

8

9

10

11

t2

T ^- --*-- ^-i ^1^,,;l^J^^ -^ -^J-4- -^- -^^^.1^- l^ 1^- --^.]i^- J^l /-1,.'l- -^- l-

L-"-- -;-{^ ,,*l;--,.1-- ^-+^^ -^r<- l^.^,^l}^^ -l ^-^^--^J^ ^ -.l-i-i^+-^l^- l^l

Htt

13

14

15

16

17

18

19

20

21

dzberd

cumpli con todos Los re

22 Puerta Rico.

auisitos de esta ltu ra ooder poseer u portar arntas de fueso en
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,

4

66

€4PFFU €L CAPITULO IV

NEGOCIO DE ARMERO

Articulo 4.01.- Armeros; Inf orme de Transaccion es Ar ttculo 4.01.-Anneros; htfonnes

de Trnnsacaones

5 (A) Ninguna persona/ natura-1 o juridica, podr6 dedicarse a1 negocio de Armero, sin

6 poseer urul licencia federal conocida en ingl6s como "Federal Firearms License"

(FFL) y debe ser c6nsono con el "Gun Contol Act" 18 U.S.C. Chapter 44, CFR

Pafi 478; "Arms Export Control Act" 22 U.S.C. Chapter 2n8, 27 CFR Part 479;

"National Crirninal Background Check System Regulations" 28 CFR Parl 25;

"Nonmailable Firearms" 18 U.S.C. Section 1715. @+

11 La ttiqencia de esta licencia serd de tres (3)ar1os@

t2 lns ntisma podrd ser renoz,ada suieta a las

7

8

9

10

v

yu)

13 formalidades y requisitos i€+es

14 anffies establecido en esta Lev o cualquier gtrg ley cgtalal g ftAqal

I< aplicnble.

16 (B)No se podrd establecer un local para el negocio de Armero en cualquier area de

17 zonificaci6n residencial, con Ia excepci6n de armerias preexistentes a Ia

18 promuJgaci6n de esta ley Le,u

19 (C)Se dispone que ninguna persorur natural o juridica, o personalidad juridica

20 afiliada a las anteriores, @ pofu6 dedicarse a

2l Ia venta v expendio de bebidas alcoh6licas abiertas-e-ee*adas en el mismo luqar

22 dondc se dedique al nesocio dt. Annero Se dispone a su oez, que no se podrd estabbcer un

1



1

2

J

6

7

8

9
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rLegoao de Antrcto en un radio de no menos de una milla de distancia de un

plantel escolar, con excepci6n de armerias preexistentes a Ia promulgaci6n de

esta ley Ley.

a (D) Cumplir con las siguientes medidas de seguridad;;

5 (1) El edilicio o local uti-lizado para almacenar y vender armas de fuego y

municiones ser6 de concreto armado

(2) Las ventanas y puertas tendr6n rejas interiores de acero de no menos de tres

octavos (3/8) pulgadas de grueso, o cualquier forma de enrejado, o

protecci6n superior a la anterior.

10 (3) EI acceso ser6 controlado por medios electr6nicosT.

(4) Sistema de alarma contra robo e incendio conectado a una estaci6n cental de11

T2

13

la Policia de Puerto Rico.

(5) La Tendrd una b6veda la cual podrA ser en concreto armado o 4 acero fono

rneFror ??xe,?os de un cuarto (1/a) de pulgada o rejas de acero de no menos de

bes octavos (3/8) pulgadas de gruesq o superior a 1o anterior, lo cual evite ei

f6ci-1 acceso a las armas y municionesT.

(6) Extintores de fuego de tipo A, B, C7.

(7) Todas las amuias tendrdn que contar con sistmms de ztisilancia electr6nica para

14

15

lo't '6
t7

18

19 preoent u detectar rapidanretTte atolquier achtidad fulictioa. Dicln sistenu tendri

20 que ser nzonitoreado y estar en funaonnniento Las zteinticuatro (2D horas del dia. los

21 siete (7) dins a b senlana. u transmihrd ttideo u fotos en ttizto a un cefltro de comnnda

22 (rue estard estabbcido en un lacal distinto al local donde estan las cimarus de
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se*utidnd cotl espoltdientes. eSma+as Las cdnnras de z''ytilancia ebch'1trict serdn de

segu+ida$ colocadas en todas las 6reas de venta ahnacenantiento y dento de

las b6rredas, siempre que estas sean de tamaiio suliciente como p.rra que una

persona pueda entrar a erz ellas. El sistenm de rtisilancia electriniu deberd

ntantene lo grabado por urr

t6rmino no menor a rreintiocho (28) d1as. @

La grabaci6n ser6 de

carecter privado, pero podr6 solicitarse copia por el Estalo mediante

subpoena

2

J

4

5

6

7

8

9

10

11

1.2

13

14 S{erefM. El no cumplir con Io antes dispuesto conllevar6 una multa

i5 administrativa de deseientes+iner*en+a-p50) ntil auinientos (7,500) d6larcs"€r

}.larJ 
to .I*-e*ieim-de

t7

18

19

20

2I

tey?a#a-e[e. Todo Armero tmdra el-deber-denue-den#e{es n€v€n+a-igE

ciento tteinte ('1-20) dias antados a pmtir de la aprobaci1n de-haber€e-apr€bad€

esta Ley; paru aterrrperar sus sistemas de videe6rabaei6n zicilrncia elzctr1nLCA

22 conforme 1o aates dispuesto. Los Armcros a auienes l-a Ofianu no les hubiese
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cerhficado el lnber qtnrylido con las nrcdidns de se%idad dispuestas en esta Iw, tto

podrirt inianr operaciotus lusta cuntp lir con lns ntisnus. por Io que flo DodrdlT2

J

4

5

alnncenar o fi1at7tet7er etl tal luqar annas o ntwiciones que no sean aquellas

autoi-,.ad.as a poseer u portar el anrero en su cardcter personnl en cunqliniento an

las disposiciones de esta kv.

(fl €) la solicitud para renovaci6n de ura licencia de anturo deber6 radicarse de

acuerdo a la legtslaci6n v reg)amentaci6n federal y estatal t iqentc

8 (D p) Los Armeros podr5n adquirir armas, mediante compra, de toda persoru que

las posean, siempre que ta+?ers€+a+eftga p9!9c una licencia expedida de

6

7

9

10

11

72

i3

I4

Tcalts

16

17

18

aeuerde-eea confonne a esta Ley, que Ie acredite ser persoru no impedida a

poseer armas, o de cazador expedida Ia amparo de Ia ley de Vida Silvestre,

Ley 241,-1999, segtn enrnendada, e-de-tenerJ-Peseer o de Tiro expedidas al

arnparo de Ia derogadas leyes Nrim.L7 de 19 de enero de 1951, y Nrlm. 75 de

13 de junio de 1953, o de Ia Ley Nfm. 4042000, segrin enmendadas e-se+rrn

. A-l efectuarse

cualquier venta de armas de fuego, la transacci6n deberd ser anotada en los

libros del Armero de acuerdo a Ia reglamentaci6n estatal ll federa-l v nohficadn

a ln Ofichu de Licencias de Armas para ser regtstrada.

t9

20

21
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J

6

7

8

9
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@) @) Cuando el Armero detecte alguna anormalidad en el carn6 de un

concesionario, ee*eberada-esta cortoborard kt ntisntn a trav6s de su terrnina-l

electr6nico, el cual proveerd Ia Oficina de Licencia de Armas a fin de

ee*eberar oed carse que su poseedor Io mantiene actua li z2ds,--a€,tj{+ar+ De

coruoborar la anonmlia le notificard de inmediato, cibern6ticamente y por

tel6fono a.l €--€t Comisionado(a). El €-+a Comisionado@) proceder6 de

inmediato, conforme a sus facultades investigativas, para determinar si

existen motivos fundados para la formulaci6n de cargos crirninales

G, €IE}.,4mer+,_er*ande Cuando una entrega de armas sea denegada o prohibida

por disposici6n de ley feder el Arnuro notiJicara de inmediato al

Negociado de Armas, Alcohol, Tabaco y Explosivos (BATFE por sus siglas

en ingl6s) y a--eL-e_Ia al Comisionado(a) para que este consulte con el

ministerio priblico. quien determinar6 si procede lle+* a radicar car sfu
ast€ e,1 el tribunal pata las acoones _v sanciorus correspondientes ekrestey{a

10

11

t2

IJ

l4

15

}\CN fi
16

i8

19

20

21.

@. No obstante, todo Io anterior en este

pfuralo, el concesionario tendre derecho a solicitar una revisi6n, si entiende

que Ia irdormaci6n brindada por NICS y/o RCI es err6nea. Toda hfracci6n a

Io dispuesto en el los pdrrafos (€B++ anteriores. serii sarcionada con pena

22 de multa administrativa que no exceder6 de mil (1,000) d6lares por no

1
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notificar en Ia primera infracci6n, y cinco mil (5,000) d6lares por iffiacciones

subsiguientes.

Articulo 4.02.-

4 Requisitos de wt Pehcionaio para Liceltoa de Annero.

5 Toda persona natural o juridica que desee obtener o trasladar de local una licencia

6 de armero. radicard ante BATFE una solicitud en armonia con 27 CFR Part 478, et seq.,

7 p+ev{€ antes de presentar a la Ofia na dc Licenaas fu Amus la correspondietfie solicifud dt

8 autoizao6n dc traslado lt e1 pago de quinientos ($500) d6lares a-l Secretario de Hacienda

9 mediante sello de Rentas Internas

10

11

12

13 Transae+ienes Art{culo 4.03.-Condiciones DAra Ooe raciones de Arnuros: Constanaas de

14 Transacciones

Hcil " Una persona natural o juridica, a la cual se le hubiera expedido una licencia (FFL)

16 podr6 dedicarse a Ia venta de armas y municiones, o al negocio de Armero bajo Ias

1,'7 siguientescondiciones

18 (a) EI negocio se explotare solamente en el local designado en 1a licencia,=exeepte

19

20
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1 (b) Toda tansacci6n referente a armas de fuego u tltutxiciotlas sera anotada en el libro

que para esos fines maatendr6 el armero de acuerdo a,27 CFRPart M $478.724 y

rtohfi.cadn a la Oficina de Licetzcias de Antus para ser incluidn en el Rensh'o

(c) No podran iniciar operaciones los Armeros sin antes haber recibido la licencia

(FFL), ni podren mantener en tal local armas o municiones que no sean aquellas

que se este autorizado a poseer y portar por el armero de acuerdo con las

disposiciones de esta Ley

8 (d) Ning{n armero recibir6 arma alguna para su reparaci6ry modificaci6n, Iimpieza"

4

5

6

7

o grabaci6n, pulimento, o para efectuar cualquier otro trabajo mecdnico, sin que se

le muestre previamente Ia licencia de armas, Pem jse-Prerrisie*al penzlso

propisonal o Ia identjIicaci6n de agente del orden prlblico, ni aceptarA r:n arma de

fuego bajo condici6n alguna que tenga su nrimero de serie mutilado. Tantpoco

podrd recibir para su reparaci1n, modificaci6rt limpieza, grabaaht, pu\intictTto o Dara

10

11

12

13

')lcN

14 efechnr otalquier tipo de trabaio mecdnico u17 4fi1za ot'ooiedad del Estado. La irrfracci6n

15 de este inciso por parte de1 armero constituird falta administrativa, y ser6

16 sancionada con multa de diez mil (10,000) d6lares. En e1 caso de serie mutilada,

1'7 toda infracci6n a este articulo constituira delito grave y de encontrarse culPable,

18 ser6, sancionado con perur de reclusi6n por un t6rmino fijo de diez (10) anos. De

19 mediar circunstancias agravantes, la pena fija establecida podrd ser aumentada

20 hasta un m6ximo de quince (15) aAos; de mediar circunstancias atenuantes,

2l podr6 ser disminuida a cinco (5) anos



J

1 (") La licencia de armero o copia de Ia misma deber6 colocarse en un lugar visible en

1 el establecirniento. No cumpiir con este requisito pofu5 conllevar la imposici6n

de wta n:rulta administrativa de eien rzil (W 1,000) d6lares

+ (0 Los documentos o iibros deber6n mantenerse en el negocio indicado y descrito

5 en Ia licencia, y deberdn estar disponibles durante horas laborables para su

inspecci6n por cualquier funcionario de1 Ministerio Prlb1ico o agmte del orden

priblico en casos de investigaci6n crirninal bena-tide. En los casos de revocaci6n

de Ia licencia. segtn se prescribe en este Articulo o del cese de operaciones del

negocio, dichos libros o constancias deberdn ser entregados inmediatamente aI

BATFE.

6

7

10

8

9

11 (e) Todo Amtero al lue se le laua ewedido una licencia baio las disposiciones dc este

Articulo. aue deie d4 lleqtay 1ae constmtcias u libros que aut se euxat utq4Llq ali&to

11M'LOS aTe cottzricto ue seL ondrd una de reclusi6n dt seis mzses

una ntulta de chtm nril (5,000) d6lares

No se exhibit'dn amms, nruniciones o initaciones de lqs llris\tos, en fiinq n luqar de un

establecintiento conuraal dedicado a la tenta de aryus, donde pued-an ser ztistas desde eI

exteior del nesocio No ann71) lir con este requisito podrd conlleztm b intposiofit de una

72

13

14

t6

5

ls (h)

+-lf fi,

17

18 nruIta adnthistrahzta de cittco ntil (5.000) d6lares

19 Arttanlo 4.04.-Almacenandento

20 vcustodia de Armas.

21 Todo Armero vendr6 obligado a h?la*tar implementar las medidas de seguridad

22 exigidas por esta Ley para el almacenamiento o custodia de las armas y municiones. De



1 no hacerlo, Ia Oficina de Licencias de Armas expedir6 una nota de incumplirniento, y

2 conceder6 un t6rmino de treinta (30) dias para que se actu6 conJorme a Ia Ley. De no

3 cumplir dentro del tdrmino establecido, el Armero se vera obligado, previo orden aJ

4 efecto, a cerrar su loca-l hasta que cumpla con 1o requerido. Nada de 1o antes rlispuesto

5 impide que el Armero acuda ante ure Tribunal compe tente ++etar parn solicitar nedunte

6 recurso especial interdicta l, la ret isi6n de 1a determirnci6n de Ia Oficina de Licencias de

7 Armas @
CAPITULO V

AGENCIAS DE SEGUR]DAD OUE TRANSPORTEN VALORES

Articulo 5.01. - Licenoas espeatbs

11 El Supeintendente podrd expedir una licencia esoecial a las aqencias dt sesuidad que se

8

9

10

12 dediquen al transporte de oalores en ttehiculos blindados que asi lo soliciten ! que esfl4n

13 debidantente autoizadas a oqerar cotno tales: autoizindolns a conuJ rar ooseer. disootur u

14 ntantetTer en su luqar dc nesocao utt dso6sito DATA annas lars,as aue no seal7 autonrihms a

lteil 15 ntutticiones para ser uhLizadns inica u exclusittamente uor los acel'Ltes de secuidal entobados

16 por 6sta que estdn asifiudos al h'ansporte de zralores en tteliculos blindados ntientras esfl|n enu

tt runaones de su entpbo.

Articulo 5.02. - Procedintiento de solicitud.

Toda apencia de sesuidad qut dtsee obtener ln liccnaa que disporc el articub mtleior,

20 radicard antr el SuDCintendente una soliatud mediantc declnraciin 1Urada ante notnio

18

19

21 acontpaiiadn de un conwrobante de rentas internas oor la cantidad de auinientos (500) dolares.

22 Elsplict!.atryEpecificard In direcci1n fisict u postal de su ofiehamireipgl.
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El Ptittcipal Futtcionario Eiecuhz,o de la aqenaa soliatante tendrd que obtener una

2 licenaa de annas an categoias de portaoin u tiro al blnrco v a atwlir con todos u cndt uno de

Ios prqeziintientos t! condinones requeridas por W esla Leu-Este

serd el q,L5todio de las antns largas que le sean autoi-"adns u serd el responsable directo del fiel

otntpLiniento dt las disposiciones de este Capitulo, v cunwlird, adenuis, cott las disposiaorus dc

esta Lev requetidns a un concesionaio de utTa licencia de amus

Articulo 5.03. - Re qlatnento de la asenaa.

La agenaa de sesuidad deberd sonteter para la aprobaain del Supeintendente, iunto

J

4

5

6

7

8

9 cott su solicitud de licenaa u17 re Iantento sobre el uso, nuneio u mntrol dz las artns larpas baioc

10 su Dosesi6tz, que incluua, pero rlo se linite. a las condiaotus en que sus aqetTtes Dol'tardtT las

11 arntas larqas autoizadas a la a cia. El S intendcnte dcberd nrediante re lantentaci6ttc

72 establecer unos requisitos nt t11111705 aue deberd contener el reslamento de cada asencia de

leN
13 sewtidad.

14 Arttatlo 5.04. vi naa de Ia Licenaa Espectal; Trasaaso de la Licencia Espeaal

15 Ia licenaa especinl expedidt baio lns disposiciones de este Caoifulo serd t dlida por un

16 tdrnirn fu un fi) aiio mntado a parhr de su emedici6tr. u podr,d ser retupad.a anualnente por

17 isual tAntino. In solicihtd de renotna6n se presentard ante el Supeintztrdente con no nunos de

18 treinta (30) dias de antelaci6tt a ln feclu de su pencintierlto aronuafiadn de un contprobante de

19 Rentas Intenus a fattor de la Policia de Puerto Ria por l-a canhdnl fu quinientos (500) d6lares.

20 Esta licenan esoecial serd ttdlidt solnmente para los rusoclos nuncionados v desoios en

27 la Licencia. Diclu licenaa no podrd trasoasarse a ninqin otro ne oao ni a ninquna otra persona,a,

22 v quedard automdhcanrcnte cnnceladn aI disoloerse La corporaci1lT o soctednd, Dresentarse unn
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1 solicitud fu liquidaciin baio la Leu Fedtral de Quiebras o sushfuirse el Pinapal Funcionaio

2 Eiecuti710 aue susanbiera la soLiatud. oi q1nal aunaue diclu licenaa eweaal podt'ti ser soLrcitada

3 de nozro tan pronto el nuet o P1117C1D4I Funciorurio Eiecuhzto cuntqln con las disposiciones de

4 esta Leu En estos casos el SuDe11ntendente podrd expedir wla licalc:La prot)isiotxal por u17

5 tdnnino no nTauor de h'einta (30) dias.

Arttculo 5.05. - Dm6sita dt amzas larqas u ntuniciotus dz Ia asencla.

Todn soliafud oara obfuner la licenaa esDEaal para cotlzDrar, Doseer, disttotxer v nxantener

6

7

8 en eI Lu rdtne o ul'L to annas lar ns fl7Ul AO1ES deberd acont l10nse CO17

9 wtuba felucunte de que l-a agenaa de sewidnd. entpba a nco (5) personas o nuis para tabs fiius

10 El soliatante de una licencia especial de contvrar, poseer, dispolgr u ntantener en su

11 lugar de tuqocio urt dep1sito de amns larsas, annulirti tantbidtr cort todas las disposiaorcs v

1,2 requisitos de sesuridad exisidos para las licencias dz anneros asl co1170 analauier otro reauisito

13 que disponqa el Supeinten det ie nu dian te Re slamento

l4 Uru ztez el Supeintendente cerhfique que el local del solicittznte eumpb mn los

i5 requisitos dz sesuidad eisidos, se b erpedird b licenan especttl soliatada. El nesocio del
y€N

16 soliatante ooerard ittictnunte en el loul desi estard u SU1e to a insoecci1n Dor cualauler

17a qcnte dc la Policia o dcl Neaochdo de lnttesti nes F.qte cinles del Dcnortnmc nto de usticta.

mantendri l-q licgncia en un sitio ttisible en su oficina. No podrd mantenerse en dicho local

19 anna alquna que no sean aquellas que se estd autoiznlxdo a DOSeer dt acuerdo a lns disposiciones

i8 u

20 de esta Lev

21 Arttculo 5.06. - Ltnrite de nrmas
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La Licencia especial para poseer u n'Lantet'Ler en su lusffi de nesocio un dep1sito dt annas

2 largas pennihrd a la agen-cia de seguridad tener baio su cotth'ol u cuidtdo urr nintero especifico

de annns Ltrgas tales conzo escopetas v rifles seniautontihcas, regtstrad.as a su nontbre en los

reglstros del Supet*ttendtnte. La agencia s6lo podrd adquitir das (2) annas largas en exceso del

aryera dc Tvllia.tlos blindndos que posea la agancia, seqin cerhfique la C-onrisi1n de Sen iao

6 Piblico, rt que se dldiauen al h'ansporte de t alores.

Arttatlo 5.07 Reauisitos de los en7 leodos de la aeencia Dara el uso de annas largas

J

4

5

7 t)

8 Todo agente oue trabaie para utTa asencia de segwidnd que se dedique al tuansporte de

9 palores podri portar las annas larcas DfolJledad de Ia asencla de sesuidad si posee una licenaa

10 dc antus con Denttiso dc vortaain, lueso de luber recibido v aprobado ufl anrso en el uso v

1 1 nuneio de cad.a hpo dz arnu a portar uo curso luua sido prettiamente aprobado por el

12 Supeinfundente. El curso dzberd ser ofreodo por un instructor u wt club de hro debidamente

13 autoizados por la Polic{a de Puerto Rico.

14 Se dispotu que el costo del entrenant izttto de los antpLeados serd asuntido vor ln asencli de

Hcil
15 seguidad, y no podrd ser trawasado baio ninwna arcunstanc-tn al candiddo

16 La aqencia de sesuidad debefi sonrcterb al Supeintendente una soliatud con el nontbre

1'7 af culTstanao.s lules de cadt leado hn amli cado ra rtar un amta lar el7

18 ttciotus de tran rte de ztalores en ztehiculos blindndos certi do 6stos lun recibido

19 aprobada el curso de uso u nuneio de amus lnreas antes descito. A esos fines, el

20 Supeintendente expedird una licencia esoeaal para asente de sesuidad
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i De ser autorizado Dara Dortar eI an ela nte de sesuidad s6lo oodtli usar lns annas

2 descntas en La licenaa e cial de ln a ncta de se ndnd 5U ta a las condiaorcs i tas en

3 la liczrtortlintitadn, si alguna

Aprobada la solicitud radieada por Lt aqencia de sesuidad, el Supeintenderte expellird

una autorizaa6t'L para que diclns enwbados puedan Dortar las anlus que frerc La agenaa dr

6 seguidad durante sus lnras laborales y ntientras esthr dtbidnnrctie unifornudos con eI

4

5

7 utti rcdelaa naa de se idnd autoizadn.

8 Arttculo 5.08. - Lintitaa6n de la licenan

Toda licencia para portar sobre su persorut ut7 an17a larRa erpedida por el

10 Superittfundente a un apente de sesutidad se entenderd linritada estrictanente a las funciones

11 relncionadas con el transporte de ttalores en z'ehicubs blindndos las esaltas dt t elticulos

9

.a

12 blind.ados, ittcluuendn Ia supentisi6n, a In sesuidad de b6z''edns u olanta fisict. u a ln sesuidad

13 intenm.

74 El Provietaio dz las annas de fueso para cuun teletTc'ra se emide una licznaa espeonl

'lleN 1 5 serd lt aqenaa de sesuidad a cuvo fmtor se tal licaria. Ia autoizaciltt emedida oor el

16 Supeintendente ala aqencia de sesuidid no le confeird al a tc de seqen quidad dereclu alsuno

l7 sobre diclw anna mds alld del derecln a portarla nzientras se elTcuentra en las fwtaotus de su

18 enTpbo.

i9

20

Arttcttlo 5.09. - Facultad de la asencla de sewidad.

La apencia de sesuidad podrd ocupar dc inmediato cualauier arrni de fueso de su

27 prwEdqLe4 pplcr de un aqente de sesuidnd ennbado de dicha asencit m cualquicr momento

22 we lo enhenda perttnente. Adenuis, de ln ageflcia entender que tal agente estt haaendo mal uso
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1 de diclu anna, o anando tenga nrotiz''os fundados para creer qrc la p9llsclQL pgLel-.qgeute de

2 seguridad potTe el1 peligto su tidn o la t',idn de tercet'as persoiTas, rctifieqi tql rcci6tt

3 irtnrcdiatanunte al Supeintendente para la acci1n o acciotus que procednt.

Arttculo 5.10. - Causas para reT,ocar o rehusar renoz,ar utut licenaa espeanl

Cnnshfuird nrotipo para rezloat o rehusar renol,ar una liuncia ewecial baio lste

4

5

6

7

Cnpitulo, cualquiera de lns siwientes causas:

Fraude o en en la obtena6n de la licencia.a

8

9

(b) Violaci6tt de analquiera de las disvosiaotus de esta Leu u sus reglametTtos.

(c) Que el terudor de una liczncia esqecial o alsin dit'ector u ofioal de la agencia de

seguidad fuere conzicto de anlquier delito que conllezte la ret ocaci6n de Ia ntisnta, sequn10

11 se dispone en esta Lelt.

G) Violaci6n a analauHail rz iera dt las disnosictotus de la Lea Nint. 54 de 15 de asosto de

13

14

7989, seqin erutrcndada.

Articulo 5.11 htcuntvlinticnto de las aqanctas de sesuidad que se dediquen al

15 tratTsporte dt t alores en pehiculos blindados

El custodio de antus de fueso u/o La aqencia de sewidad quz posea uru licencta espeaal16

17 las a sdese ndad se de al tran rte de oalores en TrelTianlos blindados

18 aue deiare de cuntolir an analquiera de las disposiaones di esta IEu. o fiE operare un dep6sito

19 de armas sin estar debidnmente autoiz.ado Dara ello Dor el SupeintetdEnte, inatrrird en delita

20 mntticto serd sanaotndo con na de multa no nwnor de cina mil 000

21 d6lares ni mauor de zteinhana mil (25.000) ddlares. se Ie canceLardn todas las licencias

22 obtenid"as en ttirtud de las disposiciones de esta ku. sin la posibilifud de quc puedan ser
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1 soliatadas nueztanrcnte v el Superitt tendente ordenard ue se ocuDell htnrcdiatamente todns lasa

2 annas htscrttas a nontbre de d.sta

Articulo 5 .12. - Respottsabilidad ticaia.

Las aqencias de setuidid a las aue se le Iwvan confetido licencias para canzprar, poseer,

J

4

5 disporcr a fltatTtelter un dep6sito de aruns de go u ntutticiones sol1 respottsabbs an ilnrcnte de

6 nlLA TLCAnA or los ulnos se anusaretT con un amu dz de su

7 inespectit anunte de aue el ntisnto sea causado utu Dersotu que no estaba autotizada por la

8 aseficia a portar el anna. o dz aue la oersona lu a achtado intencional o negliqententente; sah,o:

9 h) Oue la acenci-a dr.ntuesh'e auc el dnfio fiie causado en el eieracio bs{titno de lns

Nd

10

11

12

13

14

15

funciotusje su apente o que dicln dnilo fip proz,ocado Dor La pictinta; o

eI anna de causare el daio sido robada del sito de annas

nrunicionel de la agenaa, ,,,t 6sta demosh'are que lubia tonudo todas las nrcdidas de

seguidad a su alcance para custodiar sus annas, nohficando a h Policta & Puerto Rico

dcl robo v cunwlido mn todas hs diwosiciorus dt esta Lev.

Cualquier acuerdo o disposici6n contractuol en contraztenci1n a es te Arttculo serd nula u

16 se tendrd por no puestn.

17 Se autoiza a las aqenaas de sewidnd que obtensan Ia licencta eweaal que dispotu este

18 Capttulo a conTprar unn canhdad ramnab le dc municiones Dara las arm-as que le lun sido

i9 autoizadas por el Supeintendente an la licencia. La aqenaa de seyuidod mantendrd wt

20 inttentaio peruefito de lns amus 1t nTutTiciones autoizad.as ast conn un re sistro del mooimiento

2l dhio de 6stas. Estos resistros estardn suietos a inmeca6n oor b Policia de Puerto Ria.

22D iindose ademds La utst co a oen donaci6 ceslon o ur de
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7 h'aspaso dz titulaidad de annas de fuego, ntutticiones o accesotios, realizados en oirtud de esta

2 licenaa espeaal, dtben luber sido inscrttos debidnnunte en el Re97sh'o Electrinia por los nrcdios

J

4

que disporc esta Leu.

EAJ+EULE+ CAPITULO VI

DEI+FES DELITOS

Articulo 6.01.-Agraz,antiento de bs Petus

Cualquier irrfracci6n a este capitulo, en Ia modalidad grave, ser6 sancionada con

8 pena de reclusi6n sin dere€he a se"tene

5

6

7

9

},lenj

10

11 @. Toda persorur que resulte convicta de algula de las

12 disposiciones de esta Ley, y que dicha convicci6n est6 asociada y sea coetenea a ota

13 convicci6n de cualquiera de las disposiciones de Ia Ley Nrim. 4 de 23 de juni o de 797L,

1,4 segrln enmendada, conocida como Ia "l-,ey de Sustancias Controladas de Puerto Rico",

15 con excepci6n del Articulo 404 de Ia misma, o de Ia Ley Nrlm.33 de 13 de julio de7978,

16 segrin enmendada, conocida como Ia "Ley contra eI Crimen Organizado y Lavado de

17 Dinero del Estado Libre Asociado de Puerto Rico", ser6 sancionada con el doble de Ia

18 pena provista en esta Ley. Todas las penas de reclusi6n que se impongan bajo esta Ley

19 ser6n cumplidas consecutivamente entre si y consecutivarnente con las impuestas bajo

20 cualquier otra ley. Ademas, si la persona hubiere sido convicta anteriormente por

21 cualquier violaci6n a esta Ley o por cualquiera de los delitos especificados en el

22 4#€C€+^S8de+s+a+ey rSlg o tsare un arrna en Ia comisi6n de cualquier delito y como
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resultado de tal rriolaci6n, alguna persorur sufriera da-fro fisico o mental, 1a pena

establecida para el delito se duplicard.z

J

4 Articulo 5. 02. -F abnctct o17. Intoortaa6 Venta a Dishibua6n de Annas de Fueso7.

5 Se necesitard una licencia de Armero para fab car, importar, ofrecer, r,ender o tener

para la venta, alquilar o fraspasar cualquier arma de fuego, murriciones o aquella parte

o pieza de un arma de fuego donde el fabricante de Ia rnisma coloca el nrimero de serie

6

7

8

9

de1 arma. Toda irr{racci6n a este articulo constituire delito grave y ser6 sancionada con

pena de reclusi6n por urr t€rmjno fijo de &ez-(O) auiflcz (15) a.flos. De mediar

1|.en

10 circunstancias agravantes, Ia pena fija establecida podrA ser aumentada hasta un

1 1 mdximo de qulnee(+s) z,ehticittco (25) a-f,os; de mediar circunstancias atenuantes, podr5

12 ser reducida hasta un minimo deeie'.eefE) diez (10) afros. @
IJ

14

i5

16 Articulo 6.02A.- Solicitud o Ampra de Armas de Fueso a trattds de h hteruet

l7 Toda persona que. sin licencia de armas, o de Armero, que solicite, o compre a

18 trav6s de cualquier proveedor de Intemet y reciba, mediante cualquier servicio de

19 correo, o transporte, dentro de la iurisdicci6n de Puerto Rico algrln arma de fuego,

20 incurrir6 en delito grave y convicta que fuere serA sancionada con peru de reclusi6n por

27 un t6rmino fijo de diez (10) a-f,os. De mediar circunstancias agravantes, Ia pena fiia

22 establecida podr6 ser aumentada hasta r:n m6ximo de quince (15) afros; de mediar
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1 circunstancias atenuantes, podr6 ser reducida hasta un rninimo de cinco (5) anos y un

2 (1) dia.

--,,-^J- -, -^-,,1+-- ^,,1^^Ll^ -, ^^--,i^+- -^- -,,-I^,,i^, ^r-- ..li-^^-:^: - l^ ^-r^ I ^r, -ffiin

+ ap+iq{*e' Toda persona tutural o juidica con Licencia de Annas ttigente o dc q{re-ne+ea

5 Armero queda

6 sujeto a 1as disposiciones federales para s{r Ia introducci6n a nuestra jurisdicci6n de

7 annas 1l tltutticiotus, mediante cualquier servicio de correo o transporte,-d€Ma

a raisma-e . De violar

9 ia Ley Federa-l quedard suieto a las disposiciones de ia misma para-pendidade+,-eeme

10 as{-€e-disp€nSa--€n-+e}. Nada de 1o dispuesto en este Articulo impide que un

11 concesionario de Licencia de Armas pueda comprar en forma directa legitima y

12 personal un arma en cua-lquier Estado o Territorio de les Estados Unidos de Am€rica y

'yCN S la taiga consigo con su equipaje a fraves de linea de transporte a6reo o maritimo.

14 cumpliendo con la legislaci6n contenida en la Firearms Oramers Protection Act (FOPA),

15 para ello

16 A#tteEle 5,03, PreHbi i€€*eia

l7 Articub 6.03.-Prohibia6n a Ia Venta de Antus de Fueso a Personas sitt Licencia.

18 Ningun armerc q

19 concesioruio con liccncia ttigente pofua entregar un arrna de fuego a un comprador sin

20 que 6ste 1e muestre una Licencia de Armas l1igente. T<dc-pesse*, Todo concesionariq q

2l armero ++6ente-delerdenT€bliee que a sabiendas venda, traspase o facilite armas de

22 fuego o muliciones a una persorE sin licencia en Puerto Rico, incurriri en delito grave
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y convicto que fuere, sere sancionado con perur de reclusi6n por un t6rmino fijo de diez

Q4) quhrce (15) arios. De mediar circunstancias agravantes, la pena fija establecida podrd

3 ser aumentada hasta un m6ximo de quinee-$s) ztehthcinco (25) a-flos; de mediar

4 circunstancias atenuantes, podr6 ser reducida hasta un minimo de ernee-(S) diez (10)

5 arlos y un (1) dia.

Z esta+ei+

Una convicci6n bajo este Articulo conllevar6 la cancelaci6n automedca de la licencia del

Armero.

11 apti$ie,

Artianlo 6.04.-Anurcio de

6 o

8

9

10

)leN
t2 a-+a^.,1^ tr n, /-^*^-^:^ l^ a*-- ,l^ E..^-^ a--+^-4!i---

13 Annas de Fuego Autotttdhcas

74 Toda persona que sin licencia de armasT o de Armer@

p*bl+€€, venda o tenga para 1a venta, ofrezca, entregue, alquile, preste o en cualquier

otra Iorma disponga de cualquier arma de fuego que pueda ser disparada

autom6ticamente, o cualquier pieza o artefacto que convierte en arEul autom6tica

cualquier arma de fuego, independientemente de que dicha auma, pieza o artefacto se

denomine ametralladora o de ota manera, incurrir6 en delito gtavet y convicta que

fuere ser6 sancionada con perur de reclusi6n por un t6rmino fijo de veinticuaho (24)

aflos. De mediar circunstancias agravantes, Ia pena fija establecida podrd ser aumentada

hasta ul m6xirno de treinta y seis (36) a-flos; de mediar circunstancias atenuantes, podr6

15

16

17

18

19

20

2t

22

'I
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1 ser reducida hasta un minimo de dieciocho (18) aflos. @

ie€n€+a Articulo 6.05.-P ortaodn

6 Transportaci6rt o Uso de Amus de Euego sitt Licenoa o Autatizaciirt

7 Toda persona que porte rte o use ctal.quier arma de fuego, sin tener una

8 Autorizaci6n para Portar Armas, salvo 1o rlispuesto para los carnpos de tiro o lugares

9 donde se practica la caza, incurrird en delito grave y convicto que fuere, sera sancionada

10 con pena de reclusi6n por un t6rmino fijo de diez (10) a-flos. De mediar circunstancias

11 agravantes, ia pena fija establecida podr6 ser aumentada hasta un m6ximo de qyinee

!d,, @ tteifie (20) a-fros; de mediar circunstancias atenuantes, podr6 ser reducida hasta un

13 minimo de cinco (5) aflos y un (1) dia. Cuando el arma sea urut neumdtica, pistola de o

14 artefacto de descargas el6ctricas, de juguete o cualquier imitaci6n de arma y 6sta se

15 portare o hansportare con la intenci6n de cometer delito o se usare para cometer delito,

16 Ia pena ser6 de reclusi6n por un t6rrnino fijo de cinco (5) a:ios. De mediar circunstancias

17 agravantes, Ia pena fiia establecida podrd ser aumentada hasta un mdximo de diez (10)

18 afros; de mediar circunstancias atenuantes, podr6 ser reducida hasta un minimo de un

19 (1) ano. Se podrd considerar como atenuante cuaado eI arma est6 descargada y Ia

20 persorur no tenga municiones a su alcance. Ademas, se considerar6 como atenuante del

21 delito estabiecido en el primer pSrrafo de este Articul o qte cttando no exista prueba de

22 la intenci6n de cometer delito. No obstante Io anterior, cuando urut persoru Porte o
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1 tuarsporte cualquier arma de fuego o parte de 6sta sin tener una licencia de armas, pero

2 mientras lleva a cabo dicha conducta no cometa otro delito grave estatuido, y se tate

3 de una persorul que nunca haya sido convicta por violaci6n a esta Ley o alguno de 1os

4 delitos enumerados en el*tieulef$8-de esta Ley y no es persona impedida por Ley

5 Federa.l a recibir, trarsportar o enviar armas de fuego o municiones, incurrir6 en delito

6 menos grave, y convicta que fuere serd sancionada con pena de reclusi6n por un

t6rmino no mayor de seis (6) meses, peru de multa que no excedera de mil (1,000)

8

9

7

13

d6lares, o ambas penas a discreci6n del ribunal. EI Tribunal podra a su discreci6ru

luego de recibir el informe re sentencia, sustituir la pena de reclusi6n por servicio a la

l0 comunidad.

11

12 apti$r€.

A -ra-.,I^ tr ntr Tr^-+--:A- ,, TT-^ l^ A---- IlI-*--- Articulo 6 05.- Portaci6tt u Uso de

14 Annas Blancas.

knl 
,t Toda persona que sin motivo iusfficado use contra otra persona, o Ia muestre, o use

16 en Ia comisi6n de un deiito o su tentativa, manoplas, blackiacks, cachiporas, estrellas

17 de ninja, cuchjllo, pufr.al, daga, espada, honda, bast6n de estoque, arp6o faca, esti-iete,

18 punz6n, o cualquier irstrumento similar que se corsidere como un arma blanca,

19 incluyendo 1as hojas de navajas de aJeitar de seguridad, garrotes y agujas hipod6rmicas,

20 o jeringuiJlas con agujas o instrumentos sirnilares, incurrir6 en delito grave y convicta

27 que fuere, ser6 sarcionada con peru de reclusi6n por un t6rmino fijo de tres (3) arios. De

22 mediar circr:lstancias agravantes, Ia pena fija establecida podr6 ser aumentada hasta ul
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1 m6xirno de seis (6) a-rios; de mediar circulstalcias atenuantes, podr6 ser reducida hasta

2 urr minimo de seis (5) meses y un (1) dia

Queda excluida de Ia aplicaci6n de este Articulo, toda persona que posea, porte o

conduzca cualquiera de las armas aqui dispuestas en ocasi6n de su uso eoFne cor?xo

5 instrumentos propios de un arte, deporte profesi6q ocupaci6n, oficio o por condici6n

6 de sa-lud, incapacidad o indefersi6n.

z Articulo 5.06A.-

8 Fabicacijn u Distribuci6rt de Annas Blancas.

Toda persona que, sin motivo jusfficado relacionado a algrin arte, deporte,

profesi6n" ocupaci64 oficio o por condici6n de sa-Iud, incapacidad o indefensi6ry

fabrique, importe, ofrezca, venda o tenga para Ia venta, alquiler o traspaso una

manopla, blackjack, cachiporra, estella de ninja, cuchillo, pulal, daga espada, honda,

bast6n de estoque, arp6r9 faca, estilete, punz6n o cualquier instrumento sirnilar que se

considere como un arma blanca, incurrirA en delito grave y convicta que fuere, ser6

sancionada con pena de reclusi6n por un tErmino fiio de tres (3) anos. De mediar

circunstancias agravantes, la pena fija establecida podr6 ser aumentada hasta un

m6ximo de seis (6) arlos; de mediar cirflmstancias atenuantes, podra ser reducida hasta

18 urr minimo de seis{6}mesesa-rra{1}dia un (1) ano

19 fudieen€ia

9

10

11

12

'lcl tz

14

15

16

t7

20

21

-^^L,-iA- .^^-,,- +A*i-^ E:^ A^ ^:^^^ /E\ ^;<^- T\^ 
-^li^- ^;--,-.+--;^- ----,--+^^ l^22
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2

-l

4

5

6

7

8

9

10

11

t2

13

14

15

16

}l'}.J
17

18@

19

20

21

22

I
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-^l.i^- ^;,-,--+^--;^- ^,r'6r,-n+6- ]5ff-

s Articulo 6.07 .-

6 Fabticaci6n u Diqtnbuaht de Annas de Elteso.

7 Toda persoru que. sin licencia de annas y con iatenci6n criminal, fabrique, importe,

8 ofuezca, venda, o tenga para la venta, alquiler o traspaso de un arma, incurrira en delito

9 grave y convicta que fuere, serd salcionada con pena de reclusi6n por un t€rmino fijo

10 de diez (10) arios. De mediar circunstancias agravantes, 1a pena fija establecida podr6

1 1 ser aumentada hasta un m6ximo de quince (15) aflos; de mediar circurutancias

12 atenuantes, podr6 ser reducida hasta un minimo de cinco (5) aflos y un (1) dia. Teda

i3

14

15

lleu ts p€*ar

17

18

19

20

2l

22

1
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1

2

J

4

5

6

7

8

palabr+ Arttculo 6.07A.-Fabricaa6n, Posesi6n v Distnbuci6n de Annas en Libertad Baio

Palabra

Toda persona que estando libre baio palabra por comisi6n de delito y fabrique,

importe, ofrezca, venda, posea o tenga para Ia venta, alquiler o traspaso de alguna arma

con intenci6n crirninal, incurrir6 en delito grave y convicta que fuere, ser6 sancionada

con pena de reclusi6n por ul t6rmino fijo de quince (15) arios. De mediar circunstancias

agravantes, la pena fija establecida podrd ser aumentada hasta un mSximo de veirrte

(20) anos; de mediar circunstancias atenuantes, podr6 ser reducida hasta un minimo de

diez (10) aflos. Adernas, deber6 cumplir el balance de la sentencia por la cua-1 se

encontraba en libertad bajo palabra de forma consecutiva con esta pena. Tedaaersena

9

ycN

10

11

12

13

14

15

16

17 ., ^^-.,i^+^ -^- ^,,^l^,,i^- ^+-- li--^-;^::.- J^ ^-r^ T ^,, -^-t- ^-1;^,,^
'glg 

uLJ,

18 Arti€E e 5,10. Pese i€en€iq Articulo 6.0 8.-Poxsi6n dz

19 Amus de Fueqo sin Licencia.

20 Toda persona que sin tener licencia de armas tenga o posea urr arrra de fuego,

21, incurrira en delito gra'\te, y convicta que fuere ser6 saacionada con pena de reclusi6n

22 por un t6rmjno fijo de cinco (, a-flos. De mediar circulstancias agravantes, Ia pena
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1 establecida podr6 ser aumentada hasta un rruixirno de diez (10) anos; de mediar

2 circunstancias atenuantes, podrd ser reducida hasta un minimo de un (1) aflo. No

6

7

3 obstante 1o anterior, cuando el arma sea una que ha sido reportada robada o apropiada

4 ilegalmente, o importada a Puerto Rico de forma ilegal, incurrir6 en delito grave, y

5 convicta que fuere ser6 sancionada con pena de reclusi6n por un t6rmino fijo de quince

(15) aflos

Disponidndose, que toda persona que cometa cualquier otro detto estatuido que

8 implique el uso de violencia mientras lleva a cabo la conducta descrita en este

9 articulado, no tendra derecho a sentencia suspendida, a salir en libertad bajo palabra, o

10 a disfrutar de los beneficios de algrin programa de desvio, bonificaciones o alternativa a

I 1 Ia reclusi6n reconocida en esta jurisdicci6n, debiendo cumplir en irnes arios naturales la

1Z totalidad de la pena impuesta. En caso de que eI poseedor del arma demuestre que

13 (i) El arma de fuego en su posesi6n est6 registrada a su nombre;

14 (ii) Tiene una licencia de armas expedida a su nombre que esta vencida o

15 expirada;

t6 (iii) No se le impute la comisi6n de delito grave que no implique ei uso de

17 violencia;

18 (iu) No se le impute la comisi6n de delito menos grave que implique el uso de

19 violencia, y;

20 (") El arma de fuego en su posesi6n no este alterada ni mutilada, dicha

2L persona incurrird en una falta administrativa y ser6 sancionada con una

Ye^J

22 multa fija de dos mil quinientos d6lares (S2,500.00)
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Disponi6ndose, que tambi6n incurrird en una falta administrativa que ser6

sancionada con una multa fiia de dos mil quinientos (2,500.00) d6lares, toda

persona que est6 en posesi6n de una arma de fuego sin tener licencia pa-ra e1lo

4 que no cumpla con 1os requisitos (i) y (ii) del p6rralo anterior, pero que cumpla

con 1os requisitos (iii), (iv) y (v), y que adem6s pueda demostrar con

preponderancia de la prueba que adviao en posesi6n de dicha arma de fuego por

via de herencia o iegado, y que el causante de quien hered6 o adquiri6 el arma

por via de legado tuvo en vida una licencia de armas. En caso de que el poseedor

del arma demuestre con prueba fehaciente que posee una licencia de armas,

aunque vencida, y que solicit6 su renovaci6n dentro del t6rmino provisto por

11 esta Ley, no ser6 culpable de delito alguno. Si no ha solicitado su renovaci6n

12 dentro del t6rmino m6ximo provisto en el Articulo 2.02 de esta Ley incurrir6 en

i3 falta adminisffativa y tendr6 que pagar una multa de einee+il quinientos (500)

t4 d6lares $5p00), adem6s de Ia suma correspondiente de las multas establecidas

15 en el-A+Eier+Le4{2 esta l-eJt

8

9

ycil rc No obstante lo anteior, cualquier persona que posee utTa licencia de armas ttenada o

17 ret ocada por falta de renot aci6n al nnmento dc la tigencia de esta Lev, podrd solicitar su

18 renoljaci6n v la inscipa6n o reqistro de las armas tt municiones en su posesiln, iunto con una

79 declaraci6n iurada en la aue emonsa La fomn u circunstancias fiediantr las cuabs adtino en

20 posesi6n de las amns de fueso y ntuniciones, dentro del tirmino de ciento oeinte (720) dias a

21 parhr dz la feclqde aprobaa6n de esta lcu . Las personas que solicxten La renottaa1n de una

22 licencia de armas al amparo de este pdnafo, deberdn pasar los derechos u satisfacer los costos
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1 establecidas en esta Lett para la renoz,aci6n de la licencia, pero no asi las multas o penalidndes

2 arregpgrtdientes al inonnplintiento call el trdmite de la renottaci6tt.

3

4

5

6

'7

8

Antt€ute 5-11.-Po*a€i6

Ame*aUaderat Articulo 6.09.- Portaci6rt, Posesi6n o Uso llegal de Arytaaje Euego

AutonMticas Seniautonuiticas o Anrc tr allador as.

Toda persona que sin licencia de armas, de armero o no sea un agente del orden

9 priblico porte, posea o use un arma autom6tica, asi como cualquier modiJicaci6n de

10 6stas o cualquier pieza o artefacto que convierte en arma autom6Ltica cualquier arma de

1 1 fuego, incurrir6 en delito grave, y convicta que fuere ser6 sancionada con pena de

12 reclusi6n por un t6rmino fijo de veinticuatro (24) afros. De mediar circunstancias

13 agravantes, Ia pena fija establecida podrd ser aumentada hasta un m6ximo de treinta y

14 seis (36) a-flos; de mediar circunstancias atenuantes, podr6 ser reducida hasta un

15 minimo de dieciocho (18) aflos.

16

Hel, 
d€-es+aJ,er,5e8i+aP+iq{r€=

18 a -+4^,,7^ tr 1t rr^-^-:A- ^ l7^-+- l^ a--^-^-:^- -^-- c:l^-^:-- Arttculo 6.1. 0.- P osesi6n

19 o Venta de Accesoios para Silenaar.

20 Toda persona que tenga en su posesi6n, venda, tenga para la venta, pteste, ofrezca,

21 entregue o disponga de cualquier instrumento, dispositivo, artefacto o accesorio que

22 silencie o reduzca el ruido del disparo de cualquier arma de fuego, sh+ene+-lieeneiade
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t incurrir6 en delito grave, y convicta

2 que fuere, serd sancionada con pena de reclusi6n por un t6rmino fijo de doce (12) afros

De mediar circunstancias agravantes, la pena fija establecida podr6 ser aumentada hasta

un m6ximo de veinticuatro (24) aiios; de mediar circunstancias atenuantes, podra ser

5 reducida hasta un minimo de seis (6) aflos.

Articulo 6.77.-Faalittci6n de Amms a

9 Terceros.

10 Toda persona que faciJite o ponga a la disposici6n de otra persona cualquier arma de

1 1 fuego que haya estado bajo su custodia o control, sea o no propietaria de Ia misma,

12 ilcurrir6 en delito grave y, convicta que fuere, ser6 sancionada con pena de reclusi6n

13 por un termino fijo de doce (12) arios. De mediar circunstancias agravantes, la pena fija

14 establecida podrd ser aumentada hasta un m6ximo de veinticuatro (24) anos; de rnediar

i5 circunstancias atenuantes, podr6 ser reducida hasta un minimo de seis (6) aflos. Teda

16

t7

18 A#tteu e 5,14, Nr4mer

19 e--Mu+ilaei6n Articulo 6.72.-Numero de Serie o Nombre de Ducno en Arma de Fueso:

6

7

8

?pN

20 Remoci6n o Mutilaciin.

21 Toda arma de fuego, salvo las armas de fuego antiguas, deber6 llevar, en forma tal

22 que no pueda ser f6cilmente a-iterado o borrado, el nombre del armero o marca de
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1 f6brica bajo la cual se vender6 el arma o ei nombre del importador y, adem6s, un

2 n[mero de serie grabado en Ia misma. Incurrir6 en delito grave y sancionado con perul

3 de reclusi6n por un t6rmino fijo de quince (15) aflos, toda persona que

4 (a) voluntariamente remueva, mutile, cubra permanentemente, altere o borre el

nimero de serie en cualquier arma de fuego;

(b)a sabiendas compre, venda, reciba, enajene, traspase, porte o tenga en su

posesi6ry cualquier arma de fuego a la cual se le haya removido, mutilado,

cubierto perrnanentemente, alterado o borrado el nrimero de serie; e

9 (c) siendo un armero o un agente o representante de dicho armero o agente dei

10 orden publ*= gtbli.co fueru de funciones oficiales, a sabiendas compre, venda,

1i reciba, entregue, enajene, traspase, porte o tenga en su posesi6n, cualquier arma

t2 de fuego a Ia cual se 1e haya removido, mutilado, cubierto permanentemente,

13 alterado o borrado su nfmero de serie.;a1b

14 (d)Posea un arma de fuego, salvo armas de fuego antiguas, que no tenga serie

15 De mediar circunstancias agravantes, la pena fija establecida podre ser aumentada

16 hasta un mdximo de veinticinco (25) a-flos; de mediar circunstancias atenuantes, podr6

17 ser reducida hasta un minimo de diez (10) arios. @

18

r9

20 ffineia l\{6diea a Persenas Heridas Articulo 6.13.-

8

HUJ

2l Informes de Asistenaa Mddiu a Personas Heidas.
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1 Cualquier persona, incluyendo profesionales de la salud, que practique una

2 curaci6n de una herida de bala o quemadura producida por p6lvora, asi como cualquier

3 ofta herida resultante del disparo de cualquier arma de fuego, ya sea en o fuera de un

4 hospital, clinica, sanatorio u otra instituci6n simi-lar, deberd notificar tal caso

5 inmediatamente al distrito o precinto policiaco en cuya jurisdicci6n se haya provisto tal

servicio. En el caso de que sea en un hospital o instituci6n sirnilar, Ia persona notificar6

al administrador o persona a cargo de la instituci6n, para que 6ste notifique a las

8 autoridades. De igual forma se p+ered*6 proczderd cuando se detecte la presencia de un

9 proyectil, munici6n o cualquier parte de estos en el cuerpo de la persona atendida. l,a

10 falta de notificaci6n de la prestaci6n de este servicio constituir6 delito menos grave, y

1 i convicta que fuere la persona, ser6 sancionada con pena de multa de hasta cinco mil

1,2 (5,000) d6lares. ta--e-el EI Comisionado@) investigard todo informe de curaciones,

13 procediendo a consultar con el ministerio priblico para la radicaci6n de cargos

Tnt v criminales de iustificarse y llevard un registro detallado del resultado de 6stos a los fines

15 levantar estadisticas sobre informes de curaciones

16 ArtieE o 5,16, Dispar& 6.74.-Disparar o

1'1 Apuntnr Armas de Fueso

i8 (4) lncurrir6 en delito grave con pena de reclusi6n por urr termino fijo de cinco (5)

19 aflos, toda persona que, salvo en casos de legitima defensa, propia o de terceros,

20 o de actuaciones en el legitimo desempeflo de funciones oficiales o actividades

6

7

27 legitimas de deportes:
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(1) voluntariamente dispare cualquier arma de fuego en un sitio p{Hi€o-d€nde

aunque no le cause dafro a

persona a.lguna; o

(2) intencionalmente, con malicia y sin jusfficaci6n alguna, apunte hacia alguna

persona con un arrna de fuego. De mediar circunstancias agravantes, la pena

establecida podr6 ser aumentada hasta urr mdximo de diez (10) anos; de

mediar circunstancias atenuantes, podr6 ser reducida hasta un minimo de un

(1) afro.

Disponi6ndose, que aquella persona que cometa ei delito descrito en Ia

10 cl6usula (1) anterior, utilizando un arma de fuego y convicta que fuere, no tendr6

11 derecho a sentencia suspendida, a salir en libertad bajo palabra. o a dis{rutar de

12 los beneficios de algun programa de desvio, bonificaciones o alternativa a la

Ntil n reclusi6n reconocida en esta jurisdicci6ry debiendo cumplir en aflos naturales la

14 totalidad de la pena impuesta

l5 Del mismo modo, cuando una persona cometa el delito descrito en la cliiusula

16 (2) anterior, utilizando un arma de fuego, mediaado malicia y convicto que fuere,

t7 no tendrA derecho a sentencia suspendida, a salir en libertad bajo palabra o a

18 disfrutar de los beneficios de algrln programa de desvio, bonificaciones o

19 a-lternativa a Ia reclusi6n reconocida en esta jurisdicci6n" debiendo cumplir en

20

1

2

J

4

5

6

7

8

9

22

a-flos naturales la totalidad de la pena impuesta.

21
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1

2

3

4

5

6

7

8

9

--1,,-;A- -^- -^-,i^;^ ^ l^ -^-,,-iJ^.1 T^J^ -^--^-- -,,^ -^^ ^-,,-^J^ -^-,,;^l--

A-+^ A-+<-,,1^ +^-Li;- -^l-4 -^- -^,,.^l- -, -^-,,1+-- -,,1^-Lt^ rr ^^-r;-+^ n^?

a-+4^..1^ t1n .r-----^,.4^ aI'.--^--i^ l^ a---- i/t.,-i-;^-^- c:- I:-^--:-.

10

11

12 eenfiseaei,6n Articulo 5.15.- Transoorte, Almacena de Armas Municiones Sin Li(?.ncta:

13 Confiscaci1n

NeilA El Secretario de justicia podrd con{iscar cualquier propiedad, segrin este t6rmino es

15 definido en Ia "Ley Uniforme de Confiscaciones de 2011"; Ntm. 119-2011, segun

76 enmendada, cuando se almacene, cargue, descargue, transporte, lleve o traslade,

17 cualquier arma de fuego o municiones, en violaci6n de esta Ley. Para ello se seguira el

18 procedirniento establecido por la Ley Nr1m. 119-2011 segtn enmendada. No obstante.lo

19 anterior, las compaiias de transporte, incluidas y autorizadas en la Legislaci6n Federal;

20 22 U.S.C. 922(a) Q) @), s22(a) (3), 922(a) (5) y 922(e), CFR 478.30 y 478.31,78 U.S.C 1.715,

27 segrln enmendada, podr6n transportar armas y municiones en el curso normal y oficial

22 de su negocio sin necesidad de las licencias mencionadas en esta Ley
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Artlculo 6.76.- Transporte. Almacenaie de

2 Annas, Muniaones Sitt Licencia; Confiscaciitt

(A)Toda persona que. mediando negligencia, dejare un arma, o armas de fuego o

armas neum6ticas al alcance de persona menor de dieciocho (18) anos y 6ste se

apodere del arma y cause grave daflo corporal. o la muerte, a otra persona, o a si

mismo, cometer6 delito menos grave y convicta que fuere, serd sancionada con

pena de reclusi6n por un t6rmino fijo de tres (3) arios. De mediar circunstancias

agravantes, la pena fija establecida podr6 ser aumentada hasta un m6ximo de

cinco (5) afros; de mediar atenuantes, podr6 ser reducida hasta un minimo de seis

(6) meses. El Tribunal podr6 a su discreci6ry luego de recibir el informe pre

sentencia, y el suceso haber ocurrido con un arma legalmente poseida, sustifuir

la pena de reclusi6n por servicio a Ia comurridad. Del suceso haber ocurrido con

un arma ilegalmente poseida el delito cometido ser6 de car6cter grave, se

duplicar6n las penas antes estatuidas y convicto que fuere, no contar6 con el

beneficio de una pena suspendida.

(B)Toda persona que. con intenci6n crimina-l. facilite o ponga en posesi6n de un

arma de fuego, o municiones, a una persona menor de dieciocho (18) afros para

que 6ste Ia posea, custodie, oculte o transporte, cometer6 delito grave y convicta

que fuere sere sancionada con pena de reclusi6n por un termino fijo de doce (12)

aflos. De mediar circunstancias agravantes, la pena fija establecida sere

aumentada hasta un m6ximo de veinticuatro (24) a-ffos; de mediar atenuantes,

podrA ser reducida hasta un minimo de seis (6) afros.

J

4

5

6

7

8

9

10

l?,J

11

t2

13

14

15

16

1'7

18

19

20

21

22
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1 (C)Si el menor, en el caso dispuesto por el acdpite (B) de este Articulo, causare dario

a otra persona, o a si mismo con el arma, o cometiere una falta grave mientras

posee el arma de fuego, Ia persona que provey6 con intenci6n criminal el arma,

cometere dehto grave y convicta que fuere serd sancionada con pena de reclusi6n

por un t6rmino fijo de veinte (20) aflos. De mediar circunstancias agravantes, la

pena fija establecida ser6 aumentada hasta un m6ximo de treinta (30) affos; de

mediar circunstancias atenuantes, podr6 ser reducida hasta un minimo de diez

4

5

6

7

8 (10) afros

9

10 T ^.. -^-,.- ^-1:^,, ^

l1 (D) I-as disposiciones de este Articulo no aplicardn cuando el menor se apropie del

72 arma mediante escalamiento, o robo, o de cualquier otra forma, ilegalmente, o si

13 el menor utiliza el arrna para Ia defensa propia o de terceros, o se encuentra

14 realizando actividades legitimas de deportes con armas

wi 15

16 €ereanias

17

i8

19

20

21

22
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1

2

J

4

5

6

7

8

9 /1tr\ ^,, i--^ -;^-

10 Arti€E o 5,20, Aprsp Articulo

1 1 5 .77 .-Apropiaci6n jkgal ie Antas de Fueqo o Muniaones, Robo.

12 Toda persona que intencionalmente, se apropie ilegalmente de un arma de fuego o

13 municiones, incurrird en delito grave y convicto que fuere, ser6 sancionada con pena de

lerJ V reclusi6n por un t6rmino fiio de diez (10) aflos. De mediar circurstancias agravantes, la

15 pena fija establecida podr6 ser aumentada hasta un m6ximo de quinee{+s) t einte (20)

16 affos; de mediar circunstancias atenuantes, podra ser reducida hasta un minimo de

17 cinco (5) afros. Si la persona se apropiare ilegalmente, de mas de un arma de fuego o si

18 la persona fuese reincidente conforme a lo dispuesto en el Articulo 73 del C6digo Penal

19 de Puerto Rico; Ley 1.46-2012, segtn enmendado, independientemente de lo alli

20 dispuesto, la pena se duplicar6.

21

A^ ^-+^ T ^., -^-',- ^-li^,,^22 Lo antes dispuesto en forma alguna incide sobre lo
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dispuesto en cuanto al reincidente habitual en el C6digo Penal de Puerto Rico; Ley L46-

2 2012, segun enmendado.

3 Articulo 5.21.-Alteraci6n de vehiculos de motor para ocultar armas de fuego

4 Articulo 6.18.-Altemci6n de Veliculos de Motor para Ocultar Amns de Fuego

5 Toda persona que a sabiendas posea un vehiculo de motor cuyo diseflo original

6 haya sido alterado con el prop6sito de guardar u ocultar armas de fuego poseidas de

7 foma ilegal cometerd delito grave y convicto que fuere sera sentenciado con pena de

reclusi6n por un t6rmino lije-de-#es-p) nthtimo de seis (6) nuses a un (1) dia v lwsta un

mrixirno de tres (3) aflos. De mediar circunstancias agravantes, la pena fija establecida

10 podr6 ser aumentada hasta un m5ximo de seis (6) aflos; de mediar circurstancias

11 atenuantes . Se entender6 como

12 vehiculo de motor aquellos tal y como definidos en Ia Ley 22-2000, segrin enmendada,

13conocidacomo1a,,LeydeTr6nsitodePuertoRico,,.@

8

9

l4

fic,i rs

16

.,;^l^- i-I^  -rl-,,I^ +--LiA^ ^^l-,< ^^- ^^,,-^l- ., -^-,,1+-- -,,1-^Ll^ r, ^^6r?;-+- '_v

aJ<-..1^ tr tt C^l:-:+-- ., r\L+^-^- a---- ^ T:-^--i- l^ affi-6 L-:^ I-f*-i6-

17]]alsa

18

19

20

21.

22
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1

2

J

4

5

6

seglin+P+iqFe

7 Cemereiante--en-=4+mas Articulo 6.19.- Cnmercio de Annas de Fueso u Murticiotes sirt

8 Licenaa de Armero.

9 Cualquier persona, natural o juridica, que se dedique al negocio de Armero, sin

10 poseer urur licencia de armero de acuerdo a 1.8 U.S.C. 921 (11), (21) (C) (D) (E) y (F),

11 cometera delito grave, y ser6 sancionada con pena de reclusi6n por un termino fijo de

12 quince (15) aflos. De mediar circunstancias agravantes, la pena fija establecida podrd ser

13 aumentada hasta un mdximo de veinticinco (25) aflos; de mediar circunstancias

14 atenuantes, podr6 ser reducida hasta un minimo de diez (10) afros. Disponidndose que

15 los trabajos de ajustes, mecdnicos o cosmdticos entre personas con licencia de armas o a

16 las armas por su propio duefro con licencia de armas no constituirAn delito alguno.

17

Ye rn

18

19

20

21 iairaeter'
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t nrtieufe 5,1a. nisparar i fuEeulq

2 6.20.- Disparar lndiscrintinadanunte Desde un Vehianlo de Motor

3 Salvo en casos de defensa propia o de terceros, o de actuaciones en el desempeffo de

4 funciones oficiales, toda persona que disparare un arma de fuego desde un vehiculo de

5 motor en 1as vias priblicas incurrir6 en delito grave. y convicta que fuere. ser6

6 sancionada con pena de reclusi6n por un t6rmino fijo de dq+q zteinte (20) aflos. De

7 mediar circunstancias agravantes, Ia pena fija establecida podr6 ser aumentada hasta un

m5ximo de qurnee{+s) cuarenta (40) aflos; de mediar circunstancias atenuantes, podr6

ser reducida hasta urr minimo de eraeefi) diez 0.0) aflos y-u+($dia. Tedef€rsenaqr€

8

9

10

11

12

13

18

6rt1€uto 5-25, €ens iei€nes

Articulo 5.21 .-Cottspiraci6n para el Trdfia Ilcqal de Arnus dc FueRo v/o Municiones.

14 Toda persona que conspirare para traficar de forma ilegal, en armas de fuego o

15 municiones y resultase convicta de dicho delito, ser6 sancionada con uru pena de

/Urlt1 reclusi6n fija de treinta (30) afros.

17

19 Arti€E s 5,25- Uso d€ A*Eras

20

21

22
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I

2

3

Artteute S,ZZ- faUr ieienes Artlculo

6.22.-F abicaci6tt, Distribuci6tt, Posesi6tr v Uso de Muniaorus

Se necesitar6 una licencia de armas, de armero o ser un agente del orden priblico,

8 segrin sea el caso, para fabricar, solicitar que se fabrique, importar, ofrecer, comprar,

9 vender o tener para la venta, guardar, almacenar, entegar, prestar. traspasar o en

10 cualquier otra forma disponer de, poseer, usar, portar o transportar municiones,

11 p6lvora para recarga de municiones. Toda hfracci6n a este articulo constituir6 delito

12 grave, y ser6 salcionada con pena de reclusi6n por un t6rmino fijo de seis (6) anos. De

13 mediar circunstancias agravantes, la pena fija establecida podr6 ser aumentada hasta un

14 m6ximo de doce (12) aflos; de mediar circunstancias atenuantes, podra ser reducida

15 hasta un minimo de tres (3) afros. Serd considerado como circunstancia agravante al

16 momento de fijarse Ia sentencia, incurrir en cualquiera de las conductas descritas en este

Iteil n articulo cuando las municiones sean de las comrinmente conocidas como armor pierang

18 No constituir6 delito Ia fabricaci6o venta o enhega de las municiones antes descritas

19 para uso de Ia Policia y otros agentes del orden priblico del Gobierno de Puerto Rico o

20 de los Estados Unidos o para el uso de las Fuerzas Armadas de les Estados Unidos. No

4

5

6

7

27 obstante 1o anterior, el primer plrralo de este articulo no serd de aplicaci6n a personas
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1 no impedidas a poseer armas mientras particlpaL en actiz,idades

2 lesitinw del deporte de tiro bajo los#i€Ces3-05J346 las disposiciones de esta Ley

lrtienle 5,28, Venta de Mr*nieienes Artiotlo 6.23.-Venta de Mutiaones

4 Ninguna persona podrd vender, regalar, ceder o traspasar municiones a personas

5 que no presenten una licencia de armas, de Armero, ios permisos contemplados baio

esta Ley, o evidencia de ser un agente del orden ptblico. Toda infracci6n a lo dispuesto

en el p5rrafo anterior corstituirA delito grave y ser6 sancionada con pena de reclusi6n

por un t6rmino fijo de cinco (5) afros. De mediar circunstancias agravantes, la pena fija

establecida podr6 ser aumentada hasta un m5ximo de 9 diez (10) anos; de mediar

10 circunstancias atenuantes, podra ser reducida hasta un minimo de tres (3) a.flos. Se

1 1 considerard como circunstancia agravante al momento de fijarse Ia sentencia, incurrir en

12 Ia venta de municiones aqui prohibidas cuando estas sean de las definidas por ley

13 federal como arutor piercing, aunque sean designadas o mercadeadas con cualquier otro

6

7

8

9

llen)'o
nombre 'I\r^ 

^L-+--+^ l^ ^-[^-i^- l^ ,,^-+- ^- 1,,---^- J^-J^ -^ -^l^L-^ --+i.,.;,{-J l^;c*^

15

16

17 Ley'

1 8 ieeneia Articulo

19 6.24.-Protteer lnformaci6n Sobre los C-orceaolqbs le l-icenaa.

20 La informaci6n contenida por el Servicio de Licencias de Armas es confidencial y

privada. Toda persona que. en ausencia de ula orden judicial emitida por tribunal

competente, suministre, facilite, copie, tansmita, envie, entregue, o de alguna otra

2t

22
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1 forma ponga en manos de terceros informaci6n contenida en el Servicio de Licencias de

2 Armas, cometer6 delito grave y de resultar convicto, ser6 sancionada con pena de

3 reclusi6n por un t6rmino fijo de cinco (5) arios. De mediar circunstancias agravantes, la

4 pena fija establecida podr6 ser aumentada hasta un mdximo de diez (10) afros; de

5 mediar circunstancias atenuantes, podr6 ser reducida hasta un minimo de tres (3) anos.

CAPITULO VII

PERMISO DE CAZA

8 Artianlo 7.01.-Para etunendar el Articulo 2 de la Iq 241 - 7999, vgitn enmendndn,

9 cortocida conto "Nuez,a Lev de Vida Sihtestre", para que ba como sigue:

l0 "Articulo 2.-

l1 Para los efectos de esta Ley los sisuientes terminos simificarSn

12

6

7

lcnt

13 Cazador d o- Persona a la cual el Secretario le otor

14 nluso ara racticar la caza d va en Puerto Rico

15

nna-lieeneia zn

i6

17

i8 u) /) Migratorio-Toda ave que est€ cubierta por las disposiciones del Tratado de

19 Aves Mi atorias del 16 de a to de 1926 "Mi ato Bird Trea Act" uellasa ue

20 emiqran a Puerto Bico de paises que no sean simatarios de este Tratado, ya sean

21 especies residentes o migratorias, o cua-lquier mutaci6n o hibrido de cua-lquier de esas

22 espel1gE inelqyqndo cua-Iqqierjafte del ave, el nido o huevo de estas aves o cualquier
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1 roducto a sea manufacturado o no ue consista o conten toda arte del ave nido

2 o huevo.

u) Penniso- Autotizaci6n escita otor nda por el Secretaio para practicar diz,ersasa3

4

5

6

7

achz,idndes aue se definen en esta It u u sus reslanrcntos

Articulo 7.02.-Para erunendar el Articulo 3 de la ka 241 - 1999, sesin erunendnda,

anoada conzo "Nuet a Lev de Vida Silztestre", para que lea conto sigue:

"Articulo 3.-8

'Yt^)

9 Se declara ue es olitica riblica del Gobierno de Puerto Rico la rotecci6n de la

10 vida si-lvestre y en particular del h6bitat natura-l de dichas especies... El

11 Depar'!4lLentp resolve4l In solicitud conJorme a Ia @

1.2

13 +dminis+ative-Un#eme Iq 38-201.7, "ba de Procedintiento Adninistratioo Unifortne

14 del Gobiento fu Puerto Rico"

15

16 Artianlo 7 .13.-Para enntendar el Articulo 5 dc la 241 1999 g a7)n enmendadaImt

17 conocida como "Nuet a Lev de Vida Silttestre" . oara aue lea como sisue

18 " Articuio 5.-

19 Nineuna Dersoru cazatA o coleccionarA esDecies de vida silvestre oue se encuentren

20 en Puerto Rico, sin obtener nna-lieeneia ur permiso a esos fines del Secretario."

2l Articulo 7.04.-Para enmendar el Articulo 6 de lLt l-ea 241 - 1999, seqin enmendada,

22 conoadn como "Nuezta kv de Vida Silztestre" , para que lea como sigue
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"Articulo 6.-

Los sizuientes actos ser6n considerados i-legales y suietos a ser penalizados de la

manera oue mds adelante se dispone en esta Lev

a) Cazar deportivamente en Puerto Rico sin la el correspondiente lieeaeia permiso de4

5 caza d ortiva sin el seilo oficial de la tem orada cuando a li ue.

k) ... En el caso que la misma deba transportarse para prop6sitos alenos ala caza

6

7

8 deportiva deber6 obtenerse una autorizaci6n escrita del Superiatendente de la

9 Policla o tener licenciade-6*ed$laaee de annas v el arma deber6 estar registada a

10 esos fines, descarsada v debidame nte cubierta.

11

72 m) Cazar en los cotos de caza sin haber obtenido del Secretario la el correspondiente

13 lieeneia-e permiso.

HEtulq

15 Artianlo 7.05.-Para enmendar eI Artiatlo 8 de la kv 241 - 1999, seyin enmendadn,

16 conoada anto "Nuezta Leu de Vida Silztestre", Dara que ba amo sisue:

t7 " Articulo 8.-

18 El Secretario podr6 delegar cualesquiera de las funciones lqnferidas por esta Ley,

19 excepto Ia de aprobar, enmendar, v derogar reqlamentos para llevar a cabo los

20 deconformidad alaffi

21

prop6sitos de esta Ley

38-2017 IP de

1
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Procedinrcinto Adntirtistrafitto Atiforme del Gobienn de Puerto Rico, ses-un er.rrrendada,

los cua.les luego de promulqados tendr6n fuerza de lev."

Articulo 7.06.-Para erunendar el Artiotlo 9 de la Leu 241 1.999 n enmendn da.sesu

2

3

4

5

6

conocida conto "Nuel,a Leu de Vida Siloestre", para que lea conto sigue:

"Articulo 9.-

Se faculta al Secretario para promulgar reslamentos relativos a los sisuientes

7 aspectos, entre otros

d) Establecer los procedirnientos y trAmites a seguir por las Dersonas interesadas en

8

9

10 obtener laslieeneiase los permisos autorizados median te esta Lev, asi como los costos

11 de 6stos. Los insresos devensados Dor estas actividades ser6a depositados en ei Fondo

12 Especial para ei Maneio de Ia Vida Si-lvestre

13

l4 Articulo 7.07.-Para enntendar el Art{culo 11 de la Leu 241 - 1999, sesin enmendada,

15 corxocidn cottto "Nuez,a Ica de Vidn Silues tre" oara aue lea anto siqte:

Itea)rc "Articulo 11.- Irscripci6n de las Armas de Caza

17 a) El Secretario orearizara v mantendr5 un regrstro de las armas de caza inscritas

18 en Pllerto Rjco, segin las disposiciones de la Ley Num. 404 de 11 de septiembre &

19 2000, sesfn enmendada, conocida como, Lev de Armas de Puerto Rico u cualquier otra

20 leu que b sustituua, v el Superintendente de Ia Policia ser6 notificado

21 por el Secretario de las armas de caza asi inscritas.

peri6dicamente
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i) Toda solicitud de ilscri 6n de armas de caza deber6 sentarse en el

2 Departamento. El Secretario evaluarS Ia solicitud de inscripci6n de arma de caza y de

3 estimarlo pertinente, realizar6 dicha inscripci6n, segrin el procedimiento, en lq que qea

4 aplicable, establecido en Ia Ley Ntm.4M de 11 de setiembre de 2000, seg(n enmendada,

5 conocida como Ia Ley de Armas de Puerto Rico, supra y annlquier otra lev que la sustifuva

c) El Secretario no proceder6 a la irucripci6n de un arma de caza si Ia persona que

solicita dicha inscripci6n no ha obtenido previamente Ia el correspondiente lieeneia

6

7

8 rar un coto de caza seg6n sea el caso

9 d) Ninerln comerciante de armas de caza entresare un arma de caza a un

10 comDrador hasta tanto 6ste le demuestre oue posee un€+i€eFreia un Derntiso de caza o

11 so ara o ar un coto de caza o do or el Secretario ue ha a obtenido la

12 correspondiente autorizaci6n escrita del Secretario para la compra de dicha arma de

)lea) n caza.

14 e) En los casos en que el Secretario expida permisos especia.les d.e caza para fines

15 cientificos o lieeneias permisos provisionales a no residentes, seqfn m6s adelante se

16 provee, podr6 conceder @ un oermiso especial para

17 usar el armas de caza de alqfn cazador residente que Le autorice a usar e preEan0€nte y

I 8 por escrito, siempreY cuando dicha arma de caza est6 debidamente resistrada v su

19 dueflo posea una licencia de caza visente exDedida a su favor v que acompafre aI

20 tenedor de la licencia especial.

2t
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Articulo 7.08.-Para enntendar el Articulo 12 de la ku 241 7999 seqin ermendadn.

J

2 conocida cotlto "Nuera ku de Vida Sihresh'e", para que lea conto sigue:

"Articulo 12.-

4 Nirrzuna persona podrA cazar deportivamente en Puerto Rico sin antes solicital v

5 objener dei Secretario r+na-lieeneia un pentiso a eso€ l[!eqs. L.a@ IpLpeflnsgi

6 tendr6n una vigencia de cinco (5) aflos a parfu de su expedici6n v se renovarAn en la

7 fecha de nacimiento del solicitante."

Articulo 7 .)9.-Para enntendnr el Articulo 73 de la Leu 241 - 1999. seslin erutrcndada.8

9 conoadn cotlto "Nuera Lea de Vida Silz,estre" . oata aue ba conto sisue

10 "Articulo l3.-Lieeneia Perutiso de caza de ortiva

11 4) Lkeneia Pemiso de caza deportiva- La persona que solicite r:r+Jie'eneia uz

12 tiso de caza de ortiva deber6 cum lir con los si entes r isitos:

13

L4 4) ... El Secretario establecer6 mediante reqlamento el procedimiento para

Hrils obtener Ia informaci6n necesaria para cumplir con este obietivo, no obstante,

16 se considerar6 evidencia su-ficiente Ia presentaci6n de una copia de licencia

t7 de Hre--al-$lanee antus viaente o cualquier otra licencia o permiso para

18 poseer armas de fuesoDara Ia cual la Policia de Puerto Rico o el Cuerpo de

t9 Visilantes del Deoartamento realiza una investisaci6n que incluve la

20

27

solvencia moral del solicitante.

5. Acomoa-frar a la solicitud de licencia de caza una declaraci6n iurada en la

22 oue se hasa constar oue nunca ha sido convicto por tibunal alsuno de

I
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Puerto Rico, del exterior o de los Estados Unidos de Am6rica, de delito grave

o de cualquier delito que envuelva actos de violencia o de depravaci6n

J moral: o de cualouier infracci6n a la de Armas de Puerto Rico, analquier

4

5

8

9

6

7

letl que la sushfuua,

b) Renovaci6n de Lkep.d:,a pemiso de caza deportiva- . .

1) La solicitud de renovaci6n se har6 por escrito al Secretario treinta (30) dias

laborables antes de la fecha de vencirniento fa-fieeneia del vemtiso, oue ser6 la

fecha de nacirniento del solicitante.

2) En caso de no solicitarse la renovaci6n dentro de dicho t6rmino y de no

10 haber hanscurrido mas de seis (6) meses a partir de la fecha de vencimiento

de-la-lieeneia dz I p emi s o,la persona .

4) EI Secretario fiiard mediante reslamento los derechos a cobrar por Ia

11

72

13

]lc^)
14

15

renovaci6n de lieeneias pezisos de caza ..

5) taCieeneias Los permisos de caza podr6n ser renovadas de la forma

16

17

18

19

21

20

dispuesta en el Articulol3 (b) .

c) Denegaci6n de ljt<ry:..eies permisos de caza deportiva- El Secretario rehusar6

sizuientes casos:

Cuando ..

eqaqdo Ie inJormaci6n sumiliqtrada en Ia solicitud de del @quaso

1.

2.

22

expedir o renovar r+n+lieeneia zn pernziso de caza deportiva en cualquiera de los

de caza.. .
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4

5

8

9

6

7
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d) EI Secretario revocar6 l+Iieeneia el pemtiso de caza deportiva si el cazador

hubiere violado las disposiciones de esta Lev o de sus reglamentos; o cualquier

disposici6n de las leves v reglamentos federales relativos a Ia vida silvestre o si la

inJormaci6n suminis trada oor el cazador resultase falsa.

Articulo 2.70.-Para enmendar el Articulo 14 de la kv 241 - 1999, segin erunendada,

mnocida conto "Nuetta lcu de Vida Sihrestre" , para que lea conto siwe:

"Articulo 14.-

El Secretario informard por escrito al Superintendente de la Policia de Puerto Rico

10 la relaci6n de las-{ieeneias los pentdsos de caza v cualquier otro tipo de licencia

11 autorizadas con{orme dispone esta Lev que hubiesen expirado, o que, lueqo de

12 transcurrido el t6rrnino aqui concedido, no se hubiere solicitado su renovaci6!. e Ia!

13 licenciaB rqyasxpedici6n ofeaqvaelqn hubiese denegado o revocado.

14 a) Toda pes;olra que a la fecha de la viqencia de esta l,ey tuviere reqistrada un arma de

15 caza y a quien el Secretario le revocare nna]ieeneia un perniso de caza de cualquier otro

16 tipo, o env+lieeneia cutto perntiso hubiere expirado , sesfn ses(n el Articulo 12 o no se

17 hubiere solicitado a tiempo su renovaci6r! deberd entregar dicha arma en el Cuartel

18 General de la Policia o en el cuartel de su localidad. secdn el orocedimiento establecido

19 en la Lev de Armas de Puerto Rico, sesfn enmendada, u cualauier otra bu aue ln sustifuua

?,/ent

20v notif icarlo al Departamento

21 b) La persona aJectada por Ia determinaci6n del Secretario podr6 solicitar una vista

22 administrativa, segrin el procedimiento dispuesto en Ia Isr--de-Preeedimiente

I
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2 enmendada Lea 38-2077, kv de Procedinriento Adntinsitraht o Unifumte del GobleruaJle

3 Puerto Rico dis ose u6 Ia radicaci6n de una solicitud de vista administrativa no

4 intermmpir6 ni alectar6 el cumplimiento de 1o dispuesto en el inciso (a) de este

5 Articllo. La pfesentaci6n de un recurso de revisi6ry tampoco eximir6 a Ia persona

6 aJectada de lo que dispone el inciso (a) de este Articulo.

7 c) Cuando fa-lleciere una persona oue €fiaJi€eneia un pemtiso de caza o

8 cualesquiera de las licencias o permisos a que se refiere esta Lev, el heredero,

9 administrador, albacea o persorur legalmente autorizada para administrar sus bienes,

10 deber6 entregar dentro de diez (10) dias a Ia fecha de fallecirniento dicha arma, seglln lo

11 dispuesto en el Articulo 14(a) de esta Lev Ser6n de aplicaci6n en este sentido v en

12 cuanto a las disposiciones de las armas de caza I o establecido eftl€s#.rr€0

13

14 enmendada er1 la Leu 404-2000. sesin ennvndadn, "Ita de Arruas de Puerto Rico" v cualauier

Nc^)
I5 otra lett que la sustituva..."

16 Artieulo 7.U.-Para enntendnr el Artianlo 16 de la IEv 241 - L999, sesin ennundada,

17 conoada conto "Nuel,a Iq de Vida Silttestre", para que lea como sigue

18 "Articulo 16.-

19 El Secretario podr6 expedir adem6s, Ias si clases de lieeneias-e Dernusos

20

21 d Heeneias Permisos de caza d ortiva condicionales a menores ue ten catorce

22 (14) aflos o mAs, previa autorizaci6n escrita Dor el DAdre oue Dosea la custodia del

I
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menor, tutores legales zuardianes, quienes deberAn a su vez, poseer uEli€qEqia LtrT

2

J

penniso de caza deportiva vigente exeedida e medido oot el Secretario

1. Ia+-lieeneias Los pennisos de caza deportiva @ aL!9riza(bs

mediante este inciso se ex 6n mediante el a o de los derechos el

cumplimiento de los requisitos, en Io que sea aplicable de las:lieerrjas los

pennisos, #i+a+ias v tendrdn eI mismo t6rmino de duraci6n, pudiendo ser

4

5

6

7

8

reveeadas ret ocados las mismas causas ue 6stas dstos o si l+-lieeaeia el

pemtiso del padre, tutor leeal o euardi6n es re+eeada ret ocado o 6ste no la lo

9 renueva sesrin las disposiciones de esta Le Los irgresos oue Dor este

10 c toseo seran itados en el Fondo Es ara el o

11 de Vida Silveshe.

2. Los menores tenedores de tales lieeneias oentdsos condicionales podrSn usar

ias armas de caza inscdtas a nombre de sus padres, tutores legales, o

ardianes deberdn estar aco dos de 6stos en todo momento en que

12

13

14
Hctl

15 orten o trans orten armas de o se dedi uen a Ia caceria

16 e\ Urcerr&.Pqaisp de caza deportiva a un no residente que posea y lleve.lqnlige

17 un+fieeneia un perndso de caza vigente en cualquier estado de les Estados Unidos.

18 Tambi6n se aceptaren fi€en€ia permisos de caza viqentes de paises exhanieros con

19 requisitos similares a los establecidos para la concesi6n de lieeneias wrmisos de

20 caza en Puerto Rico. Ser6 reouisito indispensable que antes de practicar la caza

27 deportiva en Puerto Rico el no residente presente evidencia de haber aDrobado un

22 curso de educaci6n a cazadores de una instituci6n debidamente acreditada previo
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al pago de los derechos requeridos antes de obtener un+-lieeneia un penniso del

2

J

4

Departa-mento. Los ingresos ..."

Artlcttlo 7.72.-Para enntendar el Arttculo 17 de la Iev 241 1999 se tt,ln enntendada

5

6

7

8

cotlocidn conto "Nuez,a Icv de Vtda Silzrestre" , ltara oue lea como sique:

" Arttculo 17 .-

ia

No ser6

10 impedimento para la concesi6n de di#i€en€ias diclns petmisos- si ha transcurrido

I 1 un (1) aflo desde que 9e hubiere cumplido la rlltirna sentencia por elellto de

12 acometimiento aqresi6n simp le alteraci6n a la oaz; o si hubiere transcurrido ... Si la

9

13 persona reincide por sequnda ocasi6n en cualquier violaci6n a las leyes v reglamentos

relativos a la vida silvesffe se le podra denesar fa--tieeneia el oermiso de caza.14

ilrN
15 temente."

16 Art{culo 7.73.-Para enntendar el Articulo 78 de la lca 247 - 1999, sesin enmendada,

17 conocida como "Nuet,a Lett de Vida Sihtestre". oara aue lea como sisue:

18 "Articulo 18.-

l9 Todo cazador debidamente autorizado tendrd los sisuientes derechos

20

Re ser6 irnpedknente pffa
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c) TransDortar las armas de caza de la manera v ses(n las limitaciones que se

establecen en esta Lev 1a Lev de Armas de Puerto Rjco u analauier otra lea aue la2

J

4

5

6

7

8

sustifut a

Artia o 7.14.-Para enntendnr el Articulo 1,9 de la Ia 241 - 7999, sesin etntendndn,

cottocida a nto "Nuezta Leu de lida Silpegtrc': para que lea conto sigue

" Articulo 19.-

Todo cazador debidamente autorizado tendrii las sisuientes oblisaciones:

9

10 b) Poseer y ilevar consiqo en todo momento que se transporte armas de caza o se

dedique a la caza, su lieeneie perntiso de caza o cualesquiera d#i€eneiare

, asi como tambi6n certiJicado de regiqtro de arma de caza

11

12

13

t4

mostral los mismos si asi se le requiere, a otro cazador, a un funcionario del

orden priblico o a un funcionario del Departamento de Beqursos Natr;ralec y

3d,, Ambientales debidamente identilicado

16 q) No transferir o prestar su li€eneia perndso de caza deportiva a otra persona.

17 d) No prestar sus arnv$ de caza, excepto, ue en los costos de caza podrA utilizar el

18 arma de caza o:ue le sea provista por el dueflo, administrador o encarsado de

19 Ia misma v cuando se trate se trate de otro cazador deportivo con lieeneia

20 a&+a perniso actitto. . ."

21 Artiatlo 7.75.-Para enmendar el Articuln 20 dc la lzu 247 - 1999

22 conocida como "Nuezta ku de Vida Silztestre". oara aue lea como sique:

, seqin enmend-a.da,

autorizad
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"Articulo 20- Vistas administrativ as

a) Cualquier persona que fuere directa v adversamente aJectada por actos, 6rdenes

q tesqlqgiones emitidas por el Secretario en rel?qi6n con la experljci6n, renov4qi6n q

revocaci6n de las--lieeneias los perutisos autorizados por esta Ley podr6n solicitar

vista administrativa conforme a los dispuesto en la lev--de--Preeed e

enmendada lru 38-2017. Izu de P rocedimiento Adntinis tr ahtto Atifomu."

Articulo 7.16.-Para enntendnr el Artiatlo 22 de la kv 241 - 1999, sesin enmendadn,

anocida mnro "Nuezra Leu de Vidn Silttestre" pnra que lea conto siqul

10 "Articulo 22.- Penalidades

11

12 b) Toda oersona oue intencionalmente hubiere incurrido en falsedad o fraude

2

J

4

5

6

7

8

9

NCN

l3 aI tar la solicitud de lieeneia so de caza ala ue se refiere el Articulo 1

14 incurrird en delito menos grave v si convicta que fuere se le castiqarA con una multa

15 no menor de cien (100) d6lares ni mavor de quinientos (500) d6lares."

16 Art{culo 7.17 .-Para enmendnr el Artiarlo 23 de la Lea 247- 1999. seqin enmendndn.

17 conocida como "Nuezta kv de Vifu Sihtestre", para que lea como siwe:

18 "Articulo 23.- Fondo Especial para el Maneio de la Vida Silvestre

19 Se crea un fondo especia-l que administrar6 el Departamento en beneficio de los

20 recursos de vida silvestre, que se conoc er6 como "Fondo Especial para el Maneio de

21 Ia Vida Si]vestre". las cantidades recaudadas DOr Concepto de los

22 perrruso os que se establecen en esta Lev, asi como recaudadas Dor conceDto
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de multas, donaciones e intereseque se devenguen de estos conceDtos, insresar6n

en el Fondo v se utilizarlin p::imordialme[te para la operaci6n del prqga4a d€

€AJ4HJLELVI CAPITULO VilI

DISPOSICIONES FINALES

ffi Artiatlo 8.01.-Perutiso de Cam.

7 Todo 1o referente a la reglamentaci6n y el deporte de caza deportiva, se regir6 por lo

8 dispuesto en la Ley Nfm. 241-1999, segun enmendada. conocida como Ia Nueva Ley de

9 Vida Si-lvestre de Puerto Rico

10 ffi Articulo 8.02.-Armas Neumdhcas

11 Por disposici6n del Congreso de los Estados Unidos, 15 U.S.C.A. $5001, el campo

12 para legislar sobre las armas neumdticas en Puerto Rico queda ocupado, por Io que no

13 se podra prohibir su venta o uso, salvo la venta a menores de dieciocho (18) aflos de

14 edad

15 Arti€ute 5,03, Li€enci

16 Arttculo 8.03.- Licencias de Amms Baio Iwes Deropadas o Ennundndns; tirmino.

17 La licencia de toda persona, mayor de veintirin (21) aflos de edad, poseedor de

18 cualquier tipo de licencia que autorice la posesi6n y/o Ia portaci6n de armas expedida

19 bajo la Ley 4C4-2000, segrin enmendada, o cualquier otra ley de armas anteriormente

20 derogada, mantendr6n su vigencia hasta su vencimiento. Las disposiciones de este

2l articulo no seren de aplicaci6n cualquier licencia algrna revocada ser a su

2

3

4

5

6

yc^J

a

22 concesionario p9lhaber sido encontrado culpable de delito grave o su concesionario ser
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1 persona irnpedida a poseer licencia de armas bajo las disposiciones esta ley de armas, o

2 armas bajo las disposiciones de las leyes federales

A t{€Ete 5-M, Avises en p Articulo 8.04.-At',isos en puertos y

aeropuertos

El Director de la Autoridad de Puertos de Puerto Rico colocar6 en todos los puertos

6 y aeropuertos de entrada a Puerto Rico, en los lugares por donde tengan que pasar los

7 viajeros que llegan, r6tulos visibles en espa-frol e ingl6s que digan Io siguiente

"ADVERTENCIA SOBRE ARMAS DE FUEGO

9 Toda persona, no autorizada a poseer armas bajo las leyes de Puerto Rico y que no

10 posea un permiso v6lido para poseer o portar armas en un Estado, territorios, enclaves,

posesiones o cualquier jurisdicci6n estadounidense, que traiga corsigo o en su equipaje

8

l1

12 un anna de fuego, tendrd que notificarlo a la oficina de Seguridad de Puertos y a un

13 agente del Negociado de la Policia a su llegada para solicitar una Licencia de Armas. El

It1nto no cumplir con esta notificaci6n podrd conllevar pena de reclusi6n. l^a oficina de

15 Seguridad de Puertos y/o un agente del Negociado de la Policia le orientarS sobre c6mo

16 proceder con su arma."

17 "FIREARMS' WARNING

18 Every person, not authorized to have fuearms under Puerto Rico laws, and who

19 does not hold a valid weapons permit issued in any State, enclave, possession or

20 territory of the United States of America, who brings a firearm with him/her or in

21 his/her luggage, must give immediate notice to the Ports Authority Security Office and

22 an officer of the Police Bureau of Puerto Rico upon arrival. Noncompliance with this
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1 notice may carry prison penalties. The Ports Authority Security Office and/or an

2 Authorized Agent will inform you on how to proceed with your weapon."

A#t{€tde 5,05. eampa i+a Articulo 8.05.- Canryaiia Publicitarq

4 Educntiz,a

5 Se dispone como deber ministerial del ede-la Comisionado@). adel Secretario del

Departamento de Educaci6n y de todos los Alcaldes de nues+es-Munieipies los

muniapiqs de Puerto Rico, que durante todo el afro lleven a cabo una campafra

8 publicitaria educativa, mediante todo m6todo disponible. dirigida al prlblico en general,

9 sobre el peligro real que representa hacer disparos al aire. l,a campafla expondr6, entre

10 otras cosas, pero sin limitarse a, el delito segrin estatuido en ley, las penas que habr5n

1 1 de imponerse de lograrse una convicci6n y Ia importancia de que la ciudadania

12 parricipe en denunciar tales actos. Adem6s, se inJormard sobre los datos estadisticos de

13 muertes y heridos en afr.os anteriores. Ser6 deber ministerial del Secretario dei

14 Departamento de Educaci6n de Puerto Rico incluir dentro del curriculo escolar a todo

W 15 nivel educacional, cursos sobre las precauciones que niflos y adultos deben tomar para

16 evitar accidentes con arnus de fuego, incluyendo Ios peligros de hacer disparos aI aire y

17 exponerse a 6stos

18@ Ar t[culo 8. 0 6. - Re xlamen taci6n.

19 Tante-+a-e-el El Comisionado(a) g eeme el Secretario d€-R€€+ea€i6n-y-@,

20

3

6

7

21

J^-.r-^ .{^ 1^- {-^- r/a\ 
-^-^- -;a,i^-+^- ^ -,, ^--^L^^i^-22 adoptardn la reqlamentaci6n
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1 necesatia para cuntplir an las disposiciones dz esta Leu. dentro de wt tdmtino dt ciento zteinfu

2 (120) dias de la aprobaci1n de la nisnta, confontte a la ku 38-2017, seg4Lelqgryllnda

A+tieufe-60+-Fermularies Articulo 8.07.-Fonnulaios.

4 El Secretario deLDRD y el e-Ia Comisionado(a), &* diseiardn y publicardn en

5 sus p6ginas ciberndticas todo formulario que esta Ley requiera para su implantaci6ry

6 dentro de los sesenta{60) ciento zteinte (120) dias siguientes a la aprobaci6n de la misma

z

Ig*.a+ Articulo 8.0 8.-N oti ci6n a Porteador Almacenista o D sitario de Recibo de Amus

Todo concesionario que disponga enviar sus armas de fuego o municiones

l0 mediante correoTpri+ades o compafrias de transportaci6o deberii notilicar el contenido

11 del paquete de acuerdo a 18 U.S.C. 922(a)(2)(A), 922(a) (3), 922(a)(5) y 922(e), CFR 478.30

12 y 478.31-, 18 5 U.S.C 1715 y cumplir con Io establecido para su envio o transporte. Se

13 dispone, que a tenor con la decisi6n de la Corte Suprema de les Estados Unidos en el

74 caso Rowe v. New Hampshire Motor Transp. Assn.; 552 U.S. 364 (2008), habre de

I 5 mantenerse por parte de los correosr-priyados o compa-flias de transportaci6n, la

16 privacidad y confidencialidad de dichos paquetes. En ausencia de motivos fundados o

17 evidencia de haberse cometido un delito, las autoridades no podr5n intervenir o

18 intermmpir el viaje de persona algura, protegida por las disposiciones del "Fireamts

19 Oamers Protection Act" (FOPA).

20 ffi Articulo L)9.-Colccciorus de Armas.

21 Nada de Io dispuesto en esta Ley ser5 impedimento a pars qu.e se mantengan

8

9

IAI

22 colecciones de armas. Para ello, ser6 necesario que el coleccionista obtenga Licencia de



1

t24

Armas, bajo las disposiciones de esta Ley. Las Armas de Fuego Antiguas, segrin

2 definido bajo esta Ley, que en origen careciesen de nrimero de serie por su

3 manufacturero, n+setertsi< estartfut exentas del

4 reauisito dt recistraci6n. secun definido en esta l-eu. pero su existencia debeni ser infonnadn al

5 Regish'o dr Annns de la Policin Adem6s. se dispone que no se podrA requerir rrnrcar, o

6 alterar en forma alguna el Arma de Fuego Antigua. No obstante ello. toda persona

7 convicta por los delitos enumerados en el+tieule4$&de esta ley y que se encontrare en

8 posesi6n de un Arma de Fuego Antigua, esta sere considerada como arma de fuego y el

9 poseedor seri procesable por los delitos de posesi6n o portaci6n de arma de fuego sin

10 licencia.

11 Arti€rr e 5,09, Recib

12

13 Arttculo 8.10.-Recibo Custodia di sici6n de annas sitadns u ocu r la Pol

14 Destrucci6n de annas utilizadas en la comisi6n de delitos qratres

v^] 15 Elz+la Comisionado(a) establecer6 mediante reglamentaci6n todo 1o relacionado al

16 recibo, custodia y disposici6n de armas que sean ocupadas por orden del tribunal, o,

17 depositadas voluntariamente en la Policia de Puerto Rico, por persorus concesionarias

18 bajo esta Ley; o fueren entregadas a la muerte del poseedor de una licencia, por no

19 existir una sucesi6n, o de estos no interesarlas, o por hab6rsele cancelado la licencia aI

20 concesionario. Se autoriza al.€-a{a Comisionado(a), a vender, permutar, donar o ceder

2l Ias armas a agencias del orden pfblico federa.les, estatales o municipales, segrin se

22 disponga por reglamento. Cuando se trate especificamente de venta, la rnisma tendr6
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1 que ser mediante prlblica subasta. Dicho reglamento dispondr6 que a la yil1a ntisnn

2 podrd comparecer todo ciudadano concesionario de Licencia de Armas bajo esta ley, asi

3 como los armeros debidamente licenciados como dispuesto en el-€apit*l*+Skl.,e esta

4 Ley. Las armas ocupadas de acuerdo con este articulo quedaran bajo la custodia del;-e

5 la Comisionado(a), en el Dep6sito de Armas y Municiones de ia Policia de Puerto Rico,

6 y de haber sido depositadas voluntariamente en la Policia, por personas con licencia; o

7 fueren entregadas a la muerte de un poseedor debidamente licenciado bajo las

disposiciones de esta Ley, estas no podr6n venderse, permutarse, donarse, cederse o

destruirse sin previamente notificarse a los dueflos, o a cualquier persona titular, o con

10 derecho hereditario sobre estas, para que estos, si asi Io dispusieran, mediante

11 documento fehaciente, autoricen Ia venta, donaci6n, o cesi6n de las mismas. Al t6rmino

12 de seis (6) afros, y un (1) dia, sin haberse recibido respuesta a la notificaci6n dispuesta,

13 el, o Ia Comisionado(a) podra disponer de las armas y/o municiones segrln se disponga

14 por reglamento. Los dineros recibidos por la venta, se entregar6 aI Fondo General de

15 Puerto Rico, pero estarAn destinados para la Policia de Puerto Rico, disponi6ndose que

16 solamente podr6n ser usados para la compra de chalecos anti-balas, uniformes y

17 calzado para 1os agentes de la Policia. El reglamento habr6 de disponer, entre otras

18 cosas, la manera en que se habran de auditar estos fondos, de manera de que no puedan

19 utilizarse a ningrin otro prop6sito. Toda arma de fuego que fehacientemente se haya

20 probado su utilizaci6n en Ia comisi6n de un delito grave sera enhegada aI--e--la

2I Comisionado(a) para que 6ste, o esta, destruya la misma, mediante la reglamentaci6n

lc,rt

22 dispuesta al efecto
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Articulo 8 .1'l- .- Cinematoqrafia v Cineastas .

Cualquier persona natural o juridica que tenga la intenci6n de realizar actividades

artisticas de cualquier indole, sin limjtaci6n de forma o nombre, entre otras, peliculas,

documentales, novelas, obras, o actividades artisticas, en que se utilicen r6plicas de

armas de fuego que pudiesen ser confundidas con arrrras de fuego por representarse

fisicamente, o simular actuar como las reales, deberd indicar mediante comunicaci6n

7 escrita al++e} al Comisionado(a), con treinta (30) dias de anticipaci6ry la. en*ad+,_de

la utilizaci6n de las r6plicas de armas, sitio, lugar y tiempo

de utilizaci6n de las mismas en cualesquiera actividades artisticas. En ausencia de

10 notificaci6n adecuada, elz+la Comisionado(a) podr6 recobrar, de quien en ausencia de

11 notilicaci6n actuare, Ios costos reales en que incurra por responder a falsas alarmas

12 relacionadas a la actividad que se lleve a cabo con r6plicas. Elr-e-+a Comisionado@)

13 dispondr6 mediante reglamento el proceso para la notificaci6n. El e-la Comisionado(a)

?er,t+ disefrar6 mediante reglamento Ia forma y rrumera en que se permitir6 el uso de armas

15 reales, las cuales solo podr6n ser introducidas a la isla mediante un custodio con

16 Licencia de Armas concedida bajo esta Ley. De igual manera las personas naturales y

17 juridicas residentes en la isla tendr5n que contar con un custodio con Licencia de Armas

18 concedida baio esta Ley

19 Articulo 8.72.-Cldusula de Separabilidad.

20 Si cualquier parte, cldusula, plrtalo, articulo, o secci6n de esta Ley fuere declarada

21 inconstitucional, o nula, por un tribunal competente, la sentencia a tal efecto dictada no

1

2

J

4

5

6

8

9

22 #ectard, perjudicari ni invalidar6 el resto de Ia misma. El efecto de dicha sentencia
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1 quedar6 lirnitado a la clSusula, parrafo, articulo, secci6n o parte de Ia misma que asi

2 hubiere sido declarada nula o inconstitucional

3

4

5

6

Z pesesrenes=

S @iva
9

10

11

12

13

']/e^J

74

15

16 Arti€E e 5,14- Dere-a Articulo 8.13.-elausula Derogglaia

17 l,ey Se deroga la Ley N1m, 40tl-2000, segrln enmendada

18 A#r€{r#iSen€ia Ar ticulo 8.1 4. - V i sencia.

19 Esta Ley comerzar6 a regir noventa (90) dias despu6s de su aprobaci6n
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LEY 
 
Para establecer como política pública del Gobierno de Puerto Rico el cuidado de la 

salud visual de los menores en edad escolar y establecer la obligatoriedad de 
exámenes oculares periódicos; establecer como requisito para ser admitido o 
matriculado en una escuela pública o privada la presentación de un certificado de 
examen ocular; y para otros fines relacionados. 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Es política pública del Gobierno de Puerto Rico fomentar y fortalecer el derecho 

fundamental que tiene todo puertorriqueño a la salud, a fin de poder cumplir con su 

misión de forjar ciudadanos de provecho y garantizarles una mejor calidad de vida. Así 

pues, proveer una política pública de cuidado de salud visual para nuestros menores en 

edad escolar resulta pertinente y necesario. La orientación, educación y evaluación 

temprana de riesgos respecto a la salud ocular, constituyen factores esenciales que 

fomentan la prevención de enfermedades oculares.   

Más importante aún, según información y datos demográficos recopilados por 

agencias Federales, demuestran un estado crítico sobre la salud ocular en Puerto Rico. 

Un estudio del “Center for Disease Control” del 2013 sobre la salud ocular de todos los 

estados y jurisdicciones de los Estados Unidos, concluyó que Puerto Rico es la 
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jurisdicción con la mayor prevalencia en enfermedades oculares y ceguera. Según la 

Organización Mundial de la Salud se estima que aproximadamente doscientos ochenta 

y cinco millones (285) de menores de edad tienen impedimento visual y cuatro (4) de 

cada cinco (5) pudieron ser prevenibles. Lo que significa, que los errores refractivos no 

corregidos son la causa principal de impedimentos visuales en los niños de cinco (5) a 

quince (15) años. 

Los errores refractivos como la miopía, hipermetropía y astigmatismo son la causa 

principal de los impedimentos visuales en los niños.  Un estudio reciente de la Escuela 

de Optometría de la Universidad Interamericana de Puerto Rico encontró que uno de 

cada cuatro niños escolares de Puerto Rico tiene un error refractivo significativo que 

impide su aprovechamiento académico. En particular la hipermetropía no corregida se 

relaciona con problemas de lectura y dificultades de aprendizaje,  

Además, los errores refractivos están asociados a enfermedades de los ojos. Las 

hipermetropías altas se relacionan con desviación de los ojos o bizquera (estrabismo) y 

ojo vago (ambliopía). Las miopías altas están relacionadas con desprendimiento de 

retina, degeneración macular miópica, glaucoma y cataratas.  

Además de los errores refractivos, otros niños pueden tener problemas de sus 

funciones visuales como su sistema de enfoque (acomodación), coordinación de los 

movimientos oculares (binocularidad) o interpretación de los estímulos visuales 

(percepción visual) que dificulten severamente la lectura o escritura. Estos niños se 

encuentran en grave riesgo de rezago académico y fracaso escolar. 

Solo un examen visual completo por un profesional de la vista (optómetra u 

oftalmólogo) puede determinar la presencia de condiciones oculares o disfunciones 

visuales que pueden incidir en la salud ocular y funcionamiento óptimo del sistema 

visual de los niños.  
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Debido a los múltiples factores enumerados que afectan la probabilidad de que 

nuestros menores de edad no reciban atención a tiempo y no se realicen exámenes 

oculares periódicos, es importante establecer legislación para proveerles una evaluación 

y orientación adecuada sobre la necesidad y los beneficios de tener un cuidado de salud 

ocular. Esta legislación habrá de tener un impacto positivo en aras de mejorar la salud 

ocular de nuestro país.   

No obstante, por las razones antes expuestas se hace necesario que esta Asamblea 

Legislativa tome medidas necesarias para salvaguardar la salud ocular del Pueblo de 

Puerto Rico, particularmente la de los menores en edad escolar. 

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Artículo 1.- Política Pública 1 

Se declara como Política Pública del Gobierno de Puerto Rico garantizar el acceso 2 

a los servicios de salud ocular y función visual a todo paciente en Puerto Rico, 3 

particularmente la de los niños o menores en edad escolar. 4 

Artículo 2.- Obligatoriedad de Exámenes de Salud Ocular a Menores de Edad 5 

El padre, madre o guardián legal, encargado o tutor de todo menor de edad 6 

tendrá la obligación de llevarlo a un oftalmólogo o a un optómetra licenciado por el 7 

Estado, para una evaluación de salud ocular, servicios preventivos y/examen visual 8 

al menos dos veces al año hasta la edad de cinco (5) años, una vez al año después de 9 

los cinco (5) años o cada vez que la salud del menor lo amerite. Disponiéndose que 10 

será requisito de admisión o matrícula en las escuelas públicas o privadas a menores 11 

de 18 años la presentación de un certificado de examen ocular. 12 

Artículo 3.- Certificado de Examen Ocular 13 
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 Significará el formulario provisto por el Departamento de Salud, firmado por un 1 

profesional de la salud ocular debidamente autorizado a ejercer como tal en Puerto 2 

Rico, que certifique que una persona particular ha sido examinada de conformidad 3 

con la práctica del cuidado de salud ocular en Puerto Rico. 4 

Artículo 4.- Examen Ocular 5 

 Significará el procedimiento generalmente aceptado por los profesionales de la 6 

salud ocular debidamente autorizados a ejercer como tal en Puerto Rico, dirigido a la 7 

diagnosis y corrección de errores refractivos como la miopía, hipermetropía y 8 

astigmatismo, disfunciones visuales y diagnosis de problemas de salud ocular.   9 

Artículo 5.- Responsabilidad de la Escuela 10 

La certificación de examen ocular será requisito en los grados de kindergarten, 11 

segundo grado, cuarto grado, sexto grado, octavo grado y décimo grado para que 12 

todo menor de edad pueda ser matriculado al inicio de clases en la escuela pública o 13 

privada; disponiéndose que de no haber dicha certificación a la fecha de matrícula se 14 

procederá con una admisión provisional, y el padre, madre, guardián, encargado o 15 

tutor legal del menor deberá proveerla en un término no mayor de treinta (30) días, 16 

contados a partir de dicha fecha.   17 

El Director o el personal designado por el Director de cada escuela pública o 18 

privada, será responsable de velar por el cumplimiento de esta disposición y 19 

establecer el procedimiento para notificar al Departamento de la Familia en caso de 20 

incumplimiento. El Departamento de la Familia habrá de evaluar y seguir el debido 21 

procedimiento de ley en caso de encontrar que el padre, madre o guardián, 22 
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encargado o tutor legal del menor sea hallado en actos de negligencia o maltrato por 1 

no cumplir con lo dispuesto. 2 

Artículo 6.- A partir de la vigencia de esta Ley, ningún estudiante o niño 3 

preescolar podrá ser admitido o matriculado en una escuela, centro de cuidado 4 

diurno, o centro de tratamiento social, si no se le ha practicado un examen ocular 5 

durante el año inmediatamente anterior al momento de la matrícula. En el caso de 6 

examen ocular dicho requisito será exigido únicamente a partir del Kindergarten.  7 

Será responsabilidad del registrador, de los directores de escuela, de los centros de 8 

cuidado diurno o centro de tratamiento social, requerir del padre, madre, guardián o 9 

tutor legal del estudiante o niño preescolar el certificado de examen ocular 10 

correspondiente. Será responsabilidad de los padres o tutores del estudiante, 11 

someter el certificado de examen ocular. Esta disposición no aplicará a aquellos 12 

menores cuyo ingreso sea ordenado por el Tribunal de Primera Instancia, Asuntos de 13 

Menores. 14 

Artículo 7.- Dentro del término de cuarenta y cinco (45) días, contados a partir del 15 

comienzo del curso escolar, o de haberse matriculado un estudiante o niño 16 

preescolar, el registrador o director de la escuela o centro de tratamiento social, o el 17 

director del centro de cuidado diurno, deberá radicar un informe al Departamento 18 

de Salud.  Dicho informe se preparará en los formularios que suministre el 19 

Departamento de Salud y deberá indicar el número de estudiantes admitidos a la 20 

escuela, centro de tratamiento social o centro de cuidado diurno con certificados del 21 
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examen ocular; el número de estudiantes que han sido exentos, y aquellos que han 1 

sido admitidos provisionalmente, según se dispone en el Artículo 5 de esta Ley. 2 

Artículo 8.- Reglamentación  3 

 El Secretario del Departamento de Salud, en conjunto con el Secretario del 4 

Departamento de Educación del Gobierno de Puerto Rico, serán responsables de 5 

adoptar aquellos reglamentos que sean necesarios para lograr el cumplimiento con 6 

las disposiciones de esta Ley, en un término que no excederá los 90 días después de 7 

su aprobación. La Reglamentación adoptada deberá disponer la Oficina del 8 

Departamento de Salud que será responsable de recibir los informes requeridos en 9 

esta Ley. 10 

Artículo 9.- Cláusula de Separabilidad 11 

 Si cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, 12 

disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta 13 

Ley fuera anulada o declarada inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a 14 

tal efecto dictada no afectará, perjudicará, ni invalidará el remanente de esta Ley. El 15 

efecto de dicha sentencia quedará limitado a la cláusula, párrafo, subpárrafo, 16 

oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, 17 

subcapítulo, acápite o parte de la misma que así hubiere sido anulada o declarada 18 

inconstitucional. Si la aplicación a una persona o a una circunstancia de cualquier 19 

cláusula, párrafo, subpárrafo, oración palabra, letra, artículo, disposición, sección, 20 

subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley fuera invalidada 21 

o declarada inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a tal efecto dictada 22 
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no afectará ni invalidará la aplicación del remanente de esta Ley a aquellas personas 1 

o circunstancias en que se pueda aplicar válidamente. Es la voluntad expresa e 2 

inequívoca de esta Asamblea Legislativa que los tribunales hagan cumplir las 3 

disposiciones y la aplicación de esta Ley en la mayor medida posible, aunque se deje 4 

sin efecto, anule, invalide, perjudique o declare inconstitucional alguna de sus 5 

partes, o aunque se deje sin efecto, invalide o declare inconstitucional su aplicación a 6 

alguna persona o circunstancias. La Asamblea Legislativa hubiera aprobado esta Ley 7 

sin importar la determinación de separabilidad que el Tribunal pueda hacer. 8 

Artículo 10. - Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su 9 

aprobación. 10 



GOBIERNO DE PUERTO RICO 
 

18va. Asamblea 4ta. Sesión 
 Legislativa  Ordinaria 
 

SENADO DE PUERTO RICO 

R. C. del S. 290 
  29 de agosto de 2018 

Presentada por el señor Muñiz Cortés 

Referida a la Comisión de Desarrollo del Oeste  
 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
Para ordenar al Programa de Parques Nacionales a través de la Secretaria del 

Departamento de Recursos Naturales y Ambientales cancelar el acuerdo de 
transferencia de Elefante Fémina Africana conocida como "Mundi" del Zoológico Dr. 
Juan A. Rivero suscrito entre el Gobierno de Puerto Rico y Elephant Aid 
International (EAI), una corporación sin fines de lucro, representada en el presente 
acto por Carol Buckley. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El Zoológico de Mayagüez fue creado en el 1965 cuando recibió fondos federales 

para su desarrollo. Como parte de los acuerdos suscritos para recibir dichos fondos el 

Parque quedó gravado con ciertas restricciones en cuanto a su uso, que incluyen, pero 

no se limitan a la especificada en el Título 36 del Code of Federal Regulation. Como 

consecuencia de estas restricciones el área quedo gravada para uso público.  

El Zoológico de Mayagüez es una de las grandes atracciones turísticas, por 

décadas ya que es el único a gran escala en Puerto Rico. Este Zoológico tiene sus raíces 

en el año 1954. Uno de sus mayores propulsores fue, quien más tarde fuera su primer 

Director, el Dr. Juan A. Rivero. Debido a su aportación, hoy día el Zoológico lleva su 

nombre. 

Durante el 2001, mediante la Ley Núm. 9 se designó el zoológico de Mayagüez 

Dr. Juan A. Rivero como parte del Sistema de Parques Nacionales. Lamentablemente 
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con el paso del tiempo y como consecuencia de los recortes presupuestarios el 

Zoológico se ha visto afectado económicamente. Esto sin incluir la merma en visitas a 

dicho Zoológico.  

Para el 2017, se señalaron ciertas alegadas irregulares tales como la falta de 

atención adecuada a los animales, daños en las instalaciones, entre otras cosas. Como 

consecuencia, la Gobernador de Puerto Rico, Dr. Ricardo Rosselló en conjunto con la 

Oficina de la Primera Dama, crearon la Junta Interagencial para preservar, conservar y 

mantener el Zoológico Dr. Juan A. Rivero. En dicho Comité se nombró personas del 

sector privado, de conocida reputación, así como representantes del Gobierno de Puerto 

Rico.  

Por su parte, esta honorable Senado de Puerto Rico, a través del suscribiente se 

radicó la Resolución del Senado 298, a los fines de que la Comisión de Desarrollo del 

Oeste, que me honro en presidir, realizara la correspondiente investigación y estudio 

fiscal y administrativo del Zoológico Dr. Juan A. Rivero en el Municipio de Mayagüez, 

dentro de la realidad fiscal de Puerto Rico, para el beneficio y mejoramiento de dicha 

entidad. 

Concurrentemente con la investigación>n sanatorial, el Comité Interagencial, 

recomendó que los animales fueran trasladados a otras instituciones. En lo que respecta 

a la Elefante Mundi recomendaron que el Departamento de Recreación y Deportes 

suscribiera un acuerdo con ELEPHANT AID INTERNATIONAL (EAI), una 

corporación sin fines de lucro, representada en el presente acto por Carol Buckley, 

ubicada en Attapulgus, Georgia, y la cual se dedica a mejorar la calidad de vida de los 

elefantes; en adelante "EAI". Dicho acuerdo propone que Mundi sea transportada fuera 

de Puerto Rico, a esta instalación, en o antes del 31 de diciembre de 2020. 

Ante esta situación y de conformidad con el deber ministerial de la Comisión de 

Desarrollo del Oeste, esta ha encontrado, como parte de la investigación, varias 
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interrogantes a dicho Acuerdo. Las partes interesadas han presentados las siguientes 

inquietudes: 

1. el lugar donde va a ser transportada Mundi no se encuentra debidamente 

terminado y no ha sido visitado por los entes gubernamentales 

2. se desconoce la capacidad económica de dicho refugio, debido a que 

actualmente están solicitando ayuda de la ciudadanía para poder realizar el 

traslado, de los cuales solo a recaudado ciento y un mil doscientos cincuenta 

y ocho dólares ($101,258)  

3. La señora Carol Buckley, representante del ELEPHANT AID 

INTERNATIONAL (EAI), posee una demanda con otra Fundación de refugio 

de animales. 

4. Los cuidadores de la elefanta Mundi, considera que, dada la edad de ésta, 

puede ser un grave daño el trasladar la elefanta, debido al estrés que puede 

causarle. 

Ante todas estas inquietudes es menester que el Programa de Parques 

Nacionales, adscrito en este momento al Departamento de Recursos Naturales debido al 

“Plan de Reorganización del Departamento de Recursos Naturales y Ambientales de 

2018”, que cancelen dicho Acuerdo dado a que esta en juego la vida de uno de los 

animales más emblemáticos que posee el Zoológico de Mayagüez.  

RESUELVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se ordena al Programa de Parques Nacionales a través de la Secretaria 1 

del Departamento de Recursos Naturales y Ambientales cancelar el acuerdo de 2 

transferencia de Elefante Fémina Africana conocida como "Mundi" del Zoológico Dr. 3 

Juan A. Rivero suscrito entre el Gobierno de Puerto Rico y Elephant Aid International 4 

(EAI), una corporación sin fines de lucro, representada en el presente acto por Carol 5 

Buckley. 6 
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Sección 2.-Se ordena al Programa de Parques Nacionales a través de la Secretaria 1 

del Departamento de Recursos Naturales y Ambientales a realizar todas gestiones 2 

legales disponibles para garantizar el cumplimiento de lo establecido en esta Resolución 3 

Conjunta.  4 

Sección 3.-Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 5 

de su aprobación. 6 



(TEXTO DE APROBACION FINAL POR LA CAMARA) 
(11 DE JUNIO DE 2018) 

 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 
 
18va. Asamblea                   1ra. Sesión 
          Legislativa               Ordinaria 
 

CÁMARA DE REPRESENTANTES 
 

P. de la C. 954 
 

19 DE ABRIL DE 2017 
 

Presentado por el representante González Mercado  
 

Referido a la Comisión de Educación, Arte y Cultura 
 

LEY 
 
Para declarar monumento histórico los túneles subterráneos que discurren debajo del 

casco urbano del Municipio de Arecibo, con el fin de preservar dichas estructuras 
y que se incluyan en el Registro de Sitios y Zonas Históricas de Puerto Rico; 
disponer que se realicen los trámites conducentes a zonificar como tal e 
identificarlas en los mapas correspondientes; y para otros fines.       

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
 El preservar los monumentos, costumbres e íconos que nos definen como pueblo 
es una responsabilidad indelegable tanto de la ciudadanía, como de las autoridades 
gubernamentales.  Su buen uso y resguardo, mantienen vigente la historia de nuestro 
pueblo y pone al relieve la mezcla de las culturas taína, española y africana que 
conforman la nuestra. 
 
 Una de estas edificaciones se encuentra enclavada debajo del casco urbano del 
Municipio de Arecibo.  La misma consiste de un sistema de túneles que discurren desde 
la Casa Alcaldía y la Catedral hasta las orillas del río en el área de la Puntilla.  Se cree  
que dicho sistema de túneles, el cual fue construido durante el dominio español en la 
Isla, tenía un triple propósito: el ser utilizados como camino de escape durante un 
ataque o invasión; la transportación de presos para ser juzgados en la antigua corte; y 
como desagüe pluvial en tiempos de inundaciones. 
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 En la actualidad, la imponente obra de construcción no ha estado exenta del 
deterioro que trae consigo el pasar del tiempo.  La mayoría de sus accesos han sido 
sellados, y los que aún quedan, se puede apreciar a simple vista la acumulación de 
basura y escombros.  Tan importante símbolo, ejemplo del dominio español en Puerto 
Rico, debe ser rescatado para así asegurar el que nuestra historia y cultura no 
desvanezca.   
 
 Por lo antes expuesto, esta Asamblea Legislativa entiende meritorio el que se 
declare monumento histórico el sistema de túneles en el casco urbano de Arecibo. Esto 
redundaría en un beneficio de incalculable valor histórico, no tan solo para los 
arecibeños, sino para todos los puertorriqueños.  
  
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Artículo 1.-Se declara monumento histórico los túneles subterráneos que 1 

discurren debajo del casco urbano del Municipio de Arecibo.  La Junta de Planificación 2 

los incluirá inmediatamente en su Registro de Sitios y Zonas Históricas de Puerto Rico. 3 

 Artículo 2.-La Junta de Planificación, el Instituto de Cultura Puertorriqueña, la 4 

Oficina Estatal de Preservación Histórica y el Municipio de Arecibo, tomarán las 5 

medidas necesarias para el fiel cumplimiento de esta Ley.  6 

Artículo 3.-La Oficina Estatal de Preservación Histórica, mediante la prestación 7 

del asesoramiento técnico a su alcance al Gobierno Municipal de Arecibo, realizarán 8 

todas las gestiones necesarias para preservar los túneles subterráneos que discurren 9 

debajo del casco urbano del Municipio de Arecibo.  Además, gestionarán los recursos 10 

económicos que le asisten a éstas como monumentos históricos, ya sean estatales o 11 

federales. 12 

Artículo 4.-Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su 13 

aprobación.   14 



(TEXTO DE APROBACIÓN FINAL POR LA CÁMARA) 
(23 DE JUNIO DE 2018) 

 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 
 

18va. Asamblea 1ra. Sesión 
           Legislativa        Ordinaria 
 

CÁMARA DE REPRESENTANTES 
 

P. de la C. 1152 
 

25 DE JUNIO DE 2017 
 

Presentado por el representante Franqui Atiles 
y suscrito por el representante Meléndez Ortiz 

 
Referido a la Comisión de Educación, Arte y Cultura  

 

LEY 
 
Para ordenar al Secretario del Departamento de Educación del Gobierno de Puerto Rico 

a establecer un currículo de las escuelas públicas del país, un curso compulsorio de 
“Codificación y Programación”, diseñado para todos los niveles, el cual se incluirá 
como requisito de graduación para nuestros estudiantes en dicho nivel.  

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
Los expertos detallan que en el ciclo de vida de un programa, una vez que los 

algoritmos de una aplicación han sido diseñados, ya se puede iniciar la fase de 
codificación. En esta etapa se tienen que traducir dichos algoritmos a un lenguaje de 
programación específico; es decir, las acciones definidas en los algoritmos hay que 
convertirlas a instrucciones.  

 
En particular, en los últimos años han surgido emprendedores que se dedican a 

la elaboración y creación de programas y/o aplicaciones. Lo que comúnmente 
denominamos aplicación se refiere a un tipo de software que funciona como un 
conjunto de herramientas diseñado para realizar tareas y trabajos específicos en el 
dispositivo móvil, tableta o computadora. 
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Se debe aspirar a una metodología de enseñanza activa y práctica, que permita el 
correcto desarrollo de los conocimientos adquiridos y su adecuación a las características 
de los estudiantes, a través de formación presencial, tutorías individualizadas, juegos 
educativos y desarrollo de proyectos en grupos de trabajo. Por tal razón, se pretende 
establecer una escuela piloto especializada en cursos de programación en alianza con el 
sector privado y las instituciones de educación superior públicas y privadas de Puerto 
Rico.  

 
A modo de ejemplo, el estudiante debe adquirir el conocimiento para el manejo 

de JAVA, Estructura de una App, MVC/MVP, Interfaces Gráficas, Activities, Manifest, 
Menús, Intents, Fragments, ListView, View Pager, RecyclerView, Vistas Personalizadas, 
Action Bar, Internacionalización, Apps Multidispositivo, Persistencia Básica, Diálogos, 
JSON, Tareas Asíncronas, Animaciones, GridView, Content Provider, CursorLoader, 
Google Maps V2, Servicios en Android, Deeplinking, Widget de la App y PUSH 
Notifications, entre otros.  

 
Cabe destacar que existen iniciativas en el Gobierno Federal que promueven este 

tipo de educación. En particular, el Departamento de Educación Federal inició el 
programa Educational Quality through Innovation Partnerships en el que proveen 
préstamos federales a los estudiantes que desean participar de lo que denominan 
Coding Bootcamps.  El Departamento de Educación Federal define un Coding Bootcamp 
como un taller de capacitación técnica que enseña el proceso y técnica de programación 
con atención a las necesidades actuales del mercado. Pretende enseñar a las personas 
con poco o ningún fondo de codificación técnica cómo escribir código, y construir 
aplicaciones a nivel profesional.  

 
Este tipo de iniciativa deber ser adoptada por el Gobierno de Puerto Rico para 

promover este tipo de especialización. El mercado laboral está aptó para este tipo de 
arte y profesión. Además, se incentiva la creación de nuevos empresarios 
puertorriqueños capaces de diseñar y codificar aplicaciones.  

 
Por otro parte, existen organizaciones como Code For America. Este tipo de 

organización se especializa en agrupar profesionales de diseño, programación y 
tecnología con el propósito mejorar la eficiencia gubernamental. La organización está 
apta para crear alianzas con los gobiernos estatales para promover la educación en 
diseño, programación y codificación.   

 
A esos efectos, se pretende viabilizar la preparación educativa necesaria para que 

los estudiantes puertorriqueños adquieran las destrezas necesarias en programación. 
Esto promoverá que los estudiantes se vinculen a temprana edad con unas destrezas 
cotizadas en el mercado laboral. 
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DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

 Sección 1.-Se ordena a la Secretaria del Departamento de Educación del Gobierno 1 

de Puerto Rico a establecer un currículo de las escuelas públicas del país, un curso 2 

compulsorio de “Codificación y Programación”, diseñado para el nivel elemental, 3 

intermedio y superior, el cual se incluirá como requisito de graduación para nuestros 4 

estudiantes en dicho nivel.   5 

Sección 2.-La Secretaria de Educación decidirá el mínimo de horas a la semana 6 

que resulte viable enseñar el curso para cumplir el propósito de que los jóvenes en 7 

todos los niveles de las escuelas de Puerto Rico puedan adquirir el conocimiento debido 8 

para su vida futura.    9 

Sección 3.-La Secretaria en consulta con profesores de las instituciones de 10 

educación superior públicas y privadas de Puerto Rico determinará el orden de 11 

enseñanza de las materias que formarán parte del curso.  12 

Sección 4.-Las materias serán contenidas en un solo curso llamado 13 

“Programación y Codificación” el cual se ofrecerán en una escuela piloto designada que 14 

adopte un enfoque de Science, Technology, Engineering, and Mathematics (STEM). El curso 15 

será requisito para graduación y formará parte del currículo compulsorio en el sistema 16 

público de enseñanza.    17 

Sección 5.-La Secretaria de Educación establecerá un comité de trabajo de tres (3) 18 

personas. El Comité estará compuesto por un profesor de la Universidad de Puerto 19 

Rico, un profesor de una institución de educación privada y un experto del sector 20 

empresarial privado, que posean conocimiento en programación y codificación. El 21 
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Comité asistirá en la confección del currículo. Además, tendrá la responsabilidad de 1 

establecer alianzas con el Gobierno Federal, organizaciones no gubernamentales y 2 

entidades privadas para promover este tipo de educación. 3 

La Secretaría de Educación delegará en el personal correspondiente para que 4 

viabilicen los nombramientos de los maestros que ofrecerán el curso.  Los maestros 5 

serán supervisados por el Director Escolar.  Los Directores Escolares deberán rendir 6 

informes semestrales en torno a la efectividad del curso y la cantidad de estudiantes 7 

beneficiados.  Se permite la creación de alianzas con instituciones de educación superior 8 

públicas, privadas y expertos en codificación y programación del sector empresarial 9 

privado.  10 

Sección 6.-Esta Ley comenzará a regir en el próximo año escolar luego de su 11 

aprobación. 12 



(TEXTO DE APROBACION FINAL POR LA CAMARA) 
(17 DE MAYO DE 2018) 

 
GOBIERNO DE PUERTO RICO 

 
18va. Asamblea 3ra. Sesión 
 Legislativa        Ordinaria 
 

CÁMARA DE REPRESENTANTES 
 

P. de la C. 1504 
 

2 DE ABRIL DE 2018 
 

Presentado por el representante Navarro Suárez 
 

Referido a la Comisión de Gobierno 
 

LEY 
 
Para enmendar los Artículos 75, 77, 79 y 82 de la “Ley de Servicio Público,” Ley Núm. 

109 de 28 de junio de 1962, según enmendada, a los fines de disponer un 
mecanismo para el pago de la cuota anual de las Empresas de Red de Transporte 
(ERT), prohibir el discrimen en las tarifas o servicios de las ERT, aumentar la 
transparencia en las tarifas a los consumidores, facultar para expedir multas por 
violaciones, facilitar la operación en Puerto Rico de las Empresas de Red de 
Transporte, ampliar la fiscalización de las ERT, y para otros fines relacionados. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
 La presente Administración ofreció al pueblo de Puerto Rico su visión de lo que 

debía ser el Nuevo Puerto Rico a través del llamado Plan para Puerto Rico. Este Plan fue 
refrendado en las urnas, enviando un claro mandato del electorado para su 
implantación. Para cumplir con las promesas contenidas en el Plan, esta Asamblea 
Legislativa promulgó la “Ley de Transformación Administrativa de la Comisión de 
Servicio Público”, Ley 75-2017, la que, a su vez, enmendó sustancialmente la “Ley de 
Servicio Público”, Ley Núm. 109 de 28 de junio de 1962, según enmendada. 

 
 Lamentablemente, la pasada administración desaprovechó la oportunidad de 

moverse hacia el futuro en las tendencias de transporte incorporando un marco jurídico 
dentro del cual pudieran operan las Empresas de Red de Transporte (ERT), provocando 
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confusión en la industria y en el propio Gobierno. Esto provoco pleitos judiciales 
innecesarios, que solo provocaron mayor confusión.  

 
 Con la aprobación de la Ley 75-2017, dimos un importante paso para modernizar 

la operación de las empresas de servicio público en Puerto Rico. Parte de esta 
modernización fue disponer el marco legal en el que operarán las ERT, en Puerto Rico. 

 
 Estas ERT son parte de las nuevas tendencias en las economías mundiales. Es por 

ello que el Gobierno de Puerto Rico debe ser ágil para facilitar su entrada al mercado, 
fomentando el desarrollo de nuevas alternativas y la más amplia competencia en 
beneficio del Pueblo que utiliza sus servicios. Aumentar las alternativas de transporte 
crea nuevos empleos y facilita el movimiento de personas lo que abona al crecimiento 
económico.  

 
 Esta Asamblea Legislativa asume su responsabilidad en ampliar las alternativas 

de transporte. La Ley 75-2017, estableció que es la Comisión de Servicio Público la 
encargada de regular y fiscalizar a las ERT.  

 
 Ahora, se hace necesario que enmendemos la Ley 75-2017 a los fines de aclarar el 

marco de responsabilidad de las ERT cuando un Conductor de Empresas de Red de 
Transporte incumple las disposiciones de la Ley 75-2017 o de cualquier reglamento 
aprobado bajo su poder delegado, cuando no medie culpa o negligencia de la ERT. Se 
establece un sistema de pago alterno de la cuota anual para facilitar la operación de las 
ERT y ampliar la oferta a los consumidores.  

 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.-Declaración de Política Pública 1 

Es Política Pública de esta Asamblea Legislativa fomentar la operación de las 2 

Empresas de Red de Transporte dentro de un marco de legalidad y responsabilidad.   3 

Sección 2.-Se enmienda el Artículo 75 de la Ley Núm. 109 de 28 de junio de 1962, 4 

según enmendada, a los fines que lea como sigue: 5 

“Artículo 75.-Empresas de Red de Transporte – Autorización y Revocación 6 

(a) ... 7 

(b) ... 8 
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 1.  ... 1 

 2.  ... 2 

 3.  Acreditar que requiere que todo vehículo utilizado por un 3 

Conductor ERT para la prestación de servicios ERT cumpla con los 4 

requisitos de la “Ley de Vehículos y Tránsito de Puerto Rico” para 5 

estar autorizado a transitar por las vías públicas. 6 

4.  Acreditar que ha adoptado una política de cero tolerancia al uso y 7 

consumo de drogas ilícitas y alcohol, según requerido en el 8 

Artículo 79 de esta Ley. 9 

 5.  ... 10 

 6.  ... 11 

 7.  ... 12 

(c)  El Presidente, o su representante autorizado, expedirá la autorización para 13 

que una ERT pueda operar cuando el solicitante cumpla con los requisitos 14 

antes dispuestos. 15 

(d)  ... 16 

(e)  ... 17 

(f)  Para operar cada ERT deberá satisfacer la suma de cinco mil dólares 18 

($5,000) anuales a la Comisión. La suma podrá ser pagada en un solo pago 19 

o mediante la imposición de un cargo de diez centavos ($0.10) por viaje 20 

realizado hasta alcanzar la suma de total de cinco mil dólares ($5,000) 21 

anuales.   En caso de que la Empresa de Red de Transporte (ERT) decida 22 
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acogerse al pago de los cinco mil dólares ($5,000) bajo la modalidad del 1 

cargo de diez centavos ($0.10) por viaje realizado, la Comisión tendrá la 2 

facultad para solicitar información sobre la cantidad de viajes realizados a 3 

través de las aplicaciones móviles usadas por la Empresa de Red de 4 

Transporte (ERT).  La Comisión establecerá por reglamento la frecuencia 5 

de los pagos a realizarse por las empresas acogidas al sistema de pago por 6 

viaje. En caso de incumplimiento se verá suspendida su autorización para 7 

operar como ERT y acumulará intereses al tipo legal, según fijado por la 8 

Oficina del Comisionado de Instituciones Financieras, desde el momento 9 

de su incumplimiento. La ERT no podrá pasar el cargo a los Conductores 10 

ERT, ni a los consumidores. La violación de esta disposición conllevara la 11 

imposición de multas según se establezca por reglamento. 12 

(g)  La ERT no podrá cobrar tarifas por viaje más altas, ni dar un trato distinto, 13 

ya sea en las tarifas o los servicios que tenga en vigencia en las 14 

jurisdicciones estatales dentro de los Estados Unidos. La Comisión tendrá 15 

facultad para indagar sobre prácticas que sean distintas en cuanto a los 16 

servicios y tarifas de viaje a las ofrecidas en Puerto Rico, los términos 17 

dados a los Conductores ERT, y a los consumidores en Puerto Rico.  En 18 

caso de hallarse en violación de esta disposición la Comisión tendrá el 19 

poder para ordenar el cumplimiento o proceder a la imposición de multas 20 

según se determine por reglamento.”  21 
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Sección 3.-Se enmienda el Artículo 77 de la Ley Núm. 109 de 28 de junio de 1962, 1 

según enmendada, a los fines que lea como sigue: 2 

“Artículo 77.-Tarifa, pagos y recibos.  3 

(a)  ... 4 

(b)  ... 5 

(c)  En un lapso no mayor de ocho (8) horas siguientes a la terminación del 6 

viaje, la ERT se asegurará de que un recibo electrónico se transmita al 7 

usuario. En dicho recibo la ERT detallará: 8 

1.  ... 9 

2.  ... 10 

3.  Un desglose de la tarifa total pagada, incluyendo cualquier 11 

impuesto o cargo reglamentario cobrado, de ser aplicable. 12 

(d)  ...”. 13 

Sección 4.-Se enmienda el Artículo 79 de la Ley Núm. 109 de 28 de junio de 1962, 14 

según enmendada, a los fines que lea como sigue: 15 

“Artículo 79.-Cero Tolerancia al uso y consumo de drogas ilícitas y 16 

alcohol; prohibición de fumar. 17 

(a) ... 18 

(b) ... 19 

(c) ... 20 

(d) ... 21 

(e) ... 22 
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(f) ... 1 

(g) ... 2 

En caso de incumplimiento con respecto a las normas y políticas sobre el 3 

uso y consumo de drogas ilícitas y alcohol, la Comisión podrá imponer una 4 

multa administrativa de mil dólares ($1,000) por cada violación al Conductor 5 

ERT que infrinja esta disposición. La imposición de la multa administrativa será 6 

independiente a cualquier procedimiento criminal que se lleve contra el 7 

conductor.” 8 

Sección 5.-Se enmienda el Artículo 82 de la Ley Núm. 109 de 28 de junio de 1962, 9 

según enmendada, a los fines que lea como sigue: 10 

“Artículo 82.-Penalidades; Querellas 11 

El incumplimiento de la ERT o del Conductor ERT a cualquier disposición 12 

del presente Capítulo, conllevará la imposición de una multa de cinco mil 13 

dólares ($5,000) por la primera ofensa, diez mil dólares ($10,000) por la segunda 14 

ofensa, y la revocación de su autorización para operar como ERT o Conductor 15 

ERT, según sea el caso, en un tercer evento de incumplimiento.” 16 

Sección 6.-Supremacía Sobre Otras Leyes  17 

En caso de que las disposiciones de esta Ley estén en conflicto con las 18 

disposiciones de cualquier otra ley estatal, las disposiciones de esta Ley prevalecerán.  19 

Sección 7.-Cláusula de Separabilidad  20 

Si cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, 21 

disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley 22 
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fuera anulada o declarada inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a tal 1 

efecto dictada no afectará, perjudicará, ni invalidará el remanente de esta Ley. El efecto 2 

de dicha sentencia quedará limitado a la cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, 3 

letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o 4 

parte de la misma que así hubiere sido anulada o declarada inconstitucional. Si la 5 

aplicación a una persona o a una circunstancia de cualquier cláusula, párrafo, 6 

subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, 7 

capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley fuera invalidada o declarada 8 

inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a tal efecto dictada no afectará ni 9 

invalidará la aplicación del remanente de esta Ley a aquellas personas o circunstancias 10 

en que se pueda aplicar válidamente. Es la voluntad expresa e inequívoca de esta 11 

Asamblea Legislativa que los tribunales hagan cumplir las disposiciones y la aplicación 12 

de esta ley en la mayor medida posible, aunque se deje sin efecto, anule, invalide, 13 

perjudique o declare inconstitucional alguna de sus partes, o aunque se deje sin efecto, 14 

invalide o declare inconstitucional su aplicación a alguna persona o circunstancia. Esta 15 

Asamblea Legislativa hubiera aprobado esta Ley sin importar la determinación de 16 

separabilidad que el Tribunal pueda hacer. 17 

Sección 8.-Vigencia 18 

Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación. 19 



 

(TEXTO DE APROBACIÓN FINAL POR LA CÁMARA) 
(18 DE OCTUBRE DE 2018) 

 

GOBIERNO DE PUERTO RICO  
 

18va. Asamblea 1ra. Sesión 
          Legislativa        Ordinaria 
 

CÁMARA DE REPRESENTANTES  
 

R. C. de la C. 28 
 

10 DE ENERO DE 2017 
 

Presentada por el representante Quiñones Irizarry  
 

Referida a la Comisión de Gobierno 
 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 
Para ordenar al Subcomité Evaluador de Traspaso de Planteles Escolares en Desuso al 

amparo de la Ley 26-2017, evaluar conforme a las disposiciones de la Orden 
Ejecutiva 2017-32 y su reglamento; la transferencia libre de costo del 
Departamento de Transportación y Obras Públicas, transferir parte al Municipio 
de Adjuntas y parte a Casa Pueblo de Adjuntas Inc., el título de las estructuras 
edificadas en el predio y el terreno donde enclavan los mismos, que forman parte 
de la Escuela Elemental Washington Irving ubicada en el Municipio de Adjuntas; 
y para otros fines relacionados. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
El Municipio de Adjuntas mediante acuerdo con el Programa de Head Start y 

permiso otorgado por el Departamento de Educación remodeló las facilidades de la 
Escuela Elemental Washington Irving ubicada en dicho municipio. En estos momentos, 
el Municipio de Adjuntas desea continuar sus esfuerzos de remodelación para ubicar 
cinco centros de educación preescolar. A esos efectos, resulta imperante que el 
Municipio de Adjuntas tenga las herramientas adecuadas para continuar su esfuerzo 
para proveer mejor acceso a la educación a los niños del pueblo de Adjuntas.  
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Ahora bien, se reconoce que Casa Pueblo de Adjuntas Inc., una corporación sin 
fines de lucro debidamente organizada e inscrita bajo las leyes del Estado Libre 
Asociado de Puerto Rico, junto con el Departamento de Educación suscribieron un 
Acuerdo de Colaboración. El Departamento le otorgó un Permiso de Entrada y 
Ocupación (PEYO).  Estos edificios pertenecen a la Escuela Elemental Washington 
Irving y están ubicados continuos a la estructura que alberga Casa Pueblo de Adjuntas  
Inc. A pesar que son utilizados por dicha entidad privada el Departamento de 
Educación paga agua, luz y seguros por la Escuela Elemental Washington Irving en su 
totalidad.  

 
El acceso a la educación representa un interés apremiante para el Gobierno de 

Puerto Rico. A esos efectos, la transferencia de la titularidad representa un paso 
afirmativo a favor de que los niños del pueblo de Adjuntas tengan acceso a una buena 
educación en facilidades diseñadas para esto.  No existe causa que pueda derrotar dicho 
interés apremiante. Esta Asamblea Legislativa debe fomentar el conceder las 
herramientas necesarias a los municipios para que fomenten dicho interés.  

 
Por las razones expuestas, es necesario que se transfieran, a la brevedad posible, 

la totalidad de las estructuras y el terreno donde enclavan los mismos de la Escuela 
Elemental Washington Irving al Municipio de Adjuntas.  

 
Sin embargo, la situación fiscal y la realidad histórica de Puerto Rico han hecho que 

esta Asamblea Legislativa, por medio de la “Ley de Cumplimiento con el Plan Fiscal”, 
adopte una política pública destinada a la disposición de bienes inmuebles con el 
propósito de hacerle llegar mayores recursos al erario público. En ella se establece que “se 
propicia que aquellas propiedades inmuebles que en la actualidad están en total desuso, 
puedan dedicarse a actividades para el bienestar común, ya sean para usos sin fines de 
lucro, comerciales o residenciales que promuevan la activación del mercado de bienes 
inmuebles y la economía en general”.  Es de gran relevancia hacer valer la política pública 
que esta Asamblea Legislativa ha propiciado. En el balance de intereses, se puede lograr 
cumplir con ambas políticas públicas al referir la evaluación del asunto del que trata esta 
medida al Subcomité Evaluador de Traspaso de Planteles Escolares en Desuso al 
amparo de la Ley 26-2017. 

 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se ordena al Subcomité Evaluador de Traspaso de Planteles Escolares 1 

en Desuso al amparo de la Ley 26-2017, evaluar conforme a las disposiciones de la 2 

Orden Ejecutiva 2017-32 y su reglamento; la transferencia libre de costo del 3 

Departamento de Transportación y Obras Públicas, transferir parte al Municipio de 4 
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Adjuntas y parte a Casa Pueblo de Adjuntas Inc., el título de las estructuras edificadas 1 

en el predio y el terreno donde enclavan los mismos, que forman parte de la Escuela 2 

Elemental Washington Irving ubicada en el Municipio de Adjuntas; y para otros fines 3 

relacionados. 4 

Sección 2.- Si el Subcomité Evaluador de Traspaso de Planteles Escolares en 5 

Desuso al amparo de la Ley 26-2017, aprueba la cesión el Departamento de Educación, 6 

será responsable de realizar toda gestión necesaria para dar fiel cumplimiento a la 7 

determinación del Comité. 8 

Sección 3.- Si el Subcomité Evaluador de Traspaso de Planteles Escolares en 9 

Desuso al amparo de la Ley 26-2017 aprueba la cesión el Secretario de Educación con las 10 

entidades públicas necesarias, transferirá los terrenos y la estructura descritos en la 11 

Sección 1 de esta Resolución Conjunta al Municipio de Adjuntas y a Casa Pueblo de 12 

Adjuntas Inc., en la siguiente distribución:  13 

1. Seis salones, que en la actualidad ocupa, Casa Pueblo de Adjuntas 14 

Inc.; 15 

2. El restante de los salones ubicados en un solar aparte al Municipio 16 

de Adjuntas.  17 

Sección 4.- De aprobarse la cesión, el Departamento de Educación podrá imponer 18 

aquellas condiciones restrictivas necesarias para asegurar que las propiedades descritas 19 

en la Sección 1 de esta Resolución Conjunta sean utilizadas únicamente para servicios a 20 

las comunidades del Municipio de Adjuntas y a las comunidades de los municipios 21 
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aledaños, con la consecuencia de que no utilizarse para éstos propósitos, el título de 1 

propiedad revertirá de inmediato al Gobierno de Puerto Rico. 2 

 Sección 5.- El Subcomité Evaluador de Traspaso de Planteles Escolares en Desuso 3 

al amparo de la Ley 26-2017 deberá evaluar la transferencia propuesta en un término 4 

improrrogable de noventa (90) días laborables. Si al transcurso de dicho término el 5 

Subcomité no ha emitido una determinación final se entenderá aprobada la 6 

transferencia propuesta por lo que deberán iniciarse inmediatamente los  7 

procedimientos requeridos para la cesión.  8 

 Sección 6.- Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 9 

de su aprobación. 10 



 
 

(TEXTO DE APROBACIÓN FINAL POR LA CÁMARA) 
(7 DE NOVIEMBRE DE 2018) 

 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 
 

18va. Asamblea                     1ra. Sesión 
          Legislativa                            Ordinaria 
 

CAMARA DE REPRESENTANTES 
 

R. C. de la C. 148 
 

3 DE ABRIL DE 2017 
 

Presentada por el representante Morales Rodríguez 
 

Referida a la Comisión de Gobierno 
 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 

Para ordenar al Comité de Evaluación y Disposición de Propiedades Inmuebles, creado 
por la Ley 26-2017, según enmendada, mejor conocida como “Ley de 
Cumplimiento con el Plan Fiscal”, evaluar conforme a las disposiciones de la Ley 
y el reglamento, la transferencia libre de costo transferir, a la Junta Comunitaria 
del Casco Urbano de Río Piedras, Inc., organización comunitaria sin fines de 
lucro, bajo las condiciones y términos establecidos, la titularidad de la estructura 
donde ubica el Teatro Paradise en la Avenida Ponce de León #1060 en el Casco 
Urbano de Río Piedras, así como todos los derechos, obligaciones o 
responsabilidades sobre los bienes así cedidos o traspasados, a fin de celebrar 
actividades artísticas, culturales y de servicio comunitario que beneficien a toda 
la comunidad ríopedrense y comunidades aledañas; y para otros fines 
relacionados.  

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
        El antiguo Teatro Paradise en Río Piedras, abrió sus puertas el 12 de diciembre 
de 1945 y operó hasta el año 1987.  El Teatro se levanta en el mismo lugar donde ubicó 
el Teatro Nuevo en 1910, el segundo teatro más antiguo de Río Piedras.  El Teatro 
Paradise era la principal sala de estreno en Río Piedras en la época en que dicha ciudad 
contaba con diez (10) cines y una intensa vida urbana. Como parte del Circuito Ramos 
Cobián, el Paradise fue por décadas el principal cine de estreno de Río Piedras. Su 
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ubicación en plena Avenida Ponce de León le confería una importancia especial como 
pieza central de la arquitectura y el paisaje urbano ríopedrense. Junto a la torre de la 
Universidad, las torres de la Iglesia del Pilar y las librerías, la fachada del Paradise es 
uno de los principales símbolos del Casco Urbano de Río Piedras. 
 
      En los años 1940 y 1950 se presentaron espectáculos en vivo, de artistas 
internacionales, tales como Jorge Negrete y Tongolele.  Uno de los artistas locales que 
más se presentó en esta sala fue Ramón Ortiz del Rivero, mejor conocido como “Diplo”. 
 
      El Teatro Nuevo, antecesor del Paradise, tuvo también una trayectoria 
importante.  Se le llamaba “Nuevo” en contraposición a la sala más antigua de Río 
Piedras, el Teatro Municipal o “Teatro Viejo”.  Bajo los techos de zinc de este teatro, los 
ríopedrenses vieron cientos de películas silenciosas en la época dorada de ese género.  
El Teatro Nuevo fue también un local para actividades sociales y políticas, como lo fue 
la fundación del Partido Nacionalista en 1922. 
 
      En el año 2001, tras quince (15) años de estar cerrado, el Teatro Paradise estuvo 
en peligro de ser demolido durante la construcción del Tren Urbano.  La posible 
demolición del Paradise provocó entre residentes y universitarios una ola de apoyo a su 
restauración. El Departamento de Transportación y Obras Públicas (DTOP), a cargo de 
la construcción del Tren Urbano, respondió a los reclamos e hizo un compromiso con la 
comunidad de restaurar el Paradise como un centro multiusos.   
 

Durante los años 2002 y 2003 se elaboraron los planos arquitectónicos para el 
nuevo teatro y se llevó a cabo un proyecto de mitigación ambiental.  Se removió basura 
y escombros, y la estructura quedó en su coraza, con sus paredes y su configuración 
básica, aunque sin techo.  El costo de restauración se estimó en $3.2 millones.  No 
obstante, por diversas razones, entre los años 2004 y 2005, se suspendió su restauración, 
aunque el DTOP, a través de la Autoridad de Carreteras y Transportación (ACT), 
mantuvo la titularidad de la propiedad.  Sin embargo, durante los siguientes diez (10) 
años, el Paradise volvió a decaer ante la inacción de las agencias gubernamentales 
concernidas. 
 
      La reapertura del Paradise tiene grandes implicaciones para Río Piedras en el 
orden cultural, social y económico.  El Paradise puede jugar un doble papel como eje 
del distrito de librerías y el sector comercial en la Avenida Ponce de León y el Paseo de 
Diego, y como ancla de la relación entre la comunidad ríopedrense y el recinto 
universitario de Río Piedras.  
 

   En este contexto, una propuesta que permita recuperar, administrar y 
desarrollar el Paradise, con el apoyo económico y procesal de las organizaciones 
comunitarias, artísticas, culturales, de comerciantes y de otras entidades 
comprometidas con el desarrollo de Río Piedras, incluyendo el Municipio de San Juan y 
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otras entidades gubernamentales comprometidas con el arte, la cultura y el bienestar 
social como entes facilitadores, potenciaría la necesaria puesta en marcha de este 
anhelado proyecto, siempre y cuando se permita el máximo de autonomía de sus entes 
fiduciarios. 

 
Es a partir de este escenario que la Junta Comunitaria del Casco Urbano de Río 

Piedras, Inc., plantea la reapropiación del Teatro Paradise en Río Piedras.     
 
Dicha Junta Comunitaria, es una organización doméstica sin fines de lucro, 

debidamente incorporada bajo las leyes del Gobierno de Puerto Rico. Es una entidad no 
gubernamental, no política, no sectaria, enfocada en el desarrollo comunitario, 
económico y social de su comunidad. Agrupa los diferentes sectores que componen la 
comunidad de Río Piedras, tales como residentes, organizaciones de base comunitaria, 
comerciantes, proveedores de servicios profesionales, estudiantes, organizaciones de 
base de fe y organizaciones sin fines de lucro.   

 
      Esta organización comunitaria está facultada por la Ley 75-1995, según 
enmendada, conocida como “Ley Especial para la Rehabilitación de Río Piedras”, para 
velar por el cumplimiento del Plan de Desarrollo Integrado del sector de Río Piedras de 
manera que se realicen bajo el modelo de participación ciudadana.  Es con este fin 
presente, que la Junta ha ejecutado gestiones para desarrollar una propuesta de 
rehabilitación y desarrollo del nuevo Cine Teatro Paradise.  
 

Para alcanzar esta meta, la Junta Comunitaria del Casco Urbano de Río Piedras 
ha realizado una alianza colaborativa con el Centro de Acción Urbana, Comunitaria y 
Empresarial de Río Piedras (CAUCE), la Facultad de la Escuela de Arquitectura de la 
Universidad de Puerto Rico y el Taller de Arquitectura Social, con los siguientes 
objetivos específicos:  

 
1) Brindar a la comunidad de Río Piedras, a los residentes de Santa Rita, a la 

comunidad universitaria y al público en general, un nuevo espacio para el 
disfrute y enriquecimiento del arte y la cultura puertorriqueña. 

 
2) Establecer vínculos de colaboración e intercambio con entidades e 

instituciones culturales y educativas. 
 
3) Organizar y presentar actividades culturales dirigidas a los diferentes 

componentes de la sociedad y, en particular, a la comunidad de Río 
Piedras, como lo son los estudiantes de escuela y universitarios, 
residentes, visitantes profesionales y comerciantes. 

 
4) Celebrar actividades frecuentes que atraigan público para estimular el 

comercio y el uso de los servicios de transportación masivos. 
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5) Promover empleos directos e indirectos como resultado de los diversos y 
múltiples trabajos relacionados con la administración, organización, 
producción, montaje y mantenimiento de un teatro, y de presentaciones 
culturales y académicas. 

 
6) Proporcionar un nuevo espacio que facilite la celebración de actividades 

culturales, cívicas, académicas y profesionales para el disfrute y 
enriquecimiento de la comunidad puertorriqueña. 

 
7) Contribuir cualitativamente a la rehabilitación del Centro Urbano de Río 

Piedras y al desarrollo cultural, social y económico de la ciudad. 
 
8) Convertir el cine-teatro Paradise en un centro cultural para la comunidad 

que permita una constante y variada programación de probada calidad, la 
creación de foros, talleres, seminarios académicos, así como clases de 
danza, teatro, música, cine, confección de máscaras y otras actividades 
relacionadas. 

 
9) Organizar, a más largo plazo, eventos que tengan proyección nacional e 

internacional como Festivales, Encuentros y Temporadas que permita a 
nuestro público apreciar y evaluar en conjunto, el trabajo artístico de 
diversos grupos y compañías puertorriqueñas, así como extranjeras, para 
propiciar el intercambio cultural y el cotejo de propuestas artísticas tan 
necesarios para la formación de una cultura artística y de una sensibilidad 
estética tanto para nuestros artistas como para el público en general. 

 
10) Desarrollar como parte del cine-teatro Paradise, un Bistro, y Café-Teatro 

para generar ingresos adicionales para el mantenimiento del proyecto.  
 
En definitiva se trata de la reapropiación comunitaria de un espacio público 

clausurado y abandonado, para devolverlo transformado en un nuevo hábitat para el 
goce y enriquecimiento de la comunidad. Por lo antes expuesto, esta Asamblea 
Legislativa entiende necesario y meritorio actuar, y a través de esta Resolución 
Conjunta, transferir por el precio nominal de un (1.00) dólar a la Junta Comunitaria del 
Casco Urbano de Río Piedras, Inc., la titularidad y la estructura donde ubica el antiguo 
Cine Paradise. 

 
Sin embargo, la situación fiscal y la realidad histórica de Puerto Rico han hecho que 

esta Asamblea Legislativa, por medio de la Ley de Cumplimiento con el Plan Fiscal, 
adopte una política pública destinada a la disposición de bienes inmuebles con el 
propósito de hacerle llegar mayores recursos al erario público. En ella se establece que “se 
propicia que aquellas propiedades inmuebles que en la actualidad están en total desuso, 
puedan dedicarse a actividades para el bienestar común, ya sean para usos sin fines de 
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lucro, comerciales o residenciales que promuevan la activación del mercado de bienes 
inmuebles y la economía en general.” Es de gran relevancia hacer valer la política pública 
que esta Asamblea Legislativa ha propiciado. En el balance de intereses, se puede lograr 
cumplir con ambas políticas públicas al referir la evaluación del asunto del que trata esta 
medida al omité de Evaluación y Disposición de Propiedades Inmuebles al amparo de la 
Ley 26-2017. 

 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:  

Sección 1.-Se ordena al Comité de Evaluación y Disposición de Propiedades 1 

Inmuebles, creado por la Ley 26-2017, según enmendada, mejor conocida como “Ley de 2 

Cumplimiento con el Plan Fiscal”, evaluar conforme a las disposiciones de la Ley y el 3 

reglamento, la transferencia libre de costo transferir, a la Junta Comunitaria del Casco 4 

Urbano de Río Piedras, Inc., organización comunitaria sin fines de lucro, bajo las 5 

condiciones y términos establecidos, la titularidad de la estructura donde ubica el 6 

Teatro Paradise en la Avenida Ponce de León #1060 en el Casco Urbano de Río Piedras, 7 

así como todos los derechos, obligaciones o responsabilidades sobre los bienes así 8 

cedidos o traspasados, a fin de celebrar actividades artísticas, culturales y de servicio 9 

comunitario que beneficien a toda la comunidad ríopedrense y comunidades aledañas; 10 

y para otros fines relacionados.  11 

Sección 2.-Si el Comité de Evaluación y Disposición de Propiedades Inmuebles al 12 

amparo de la Ley 26-2017, aprueba la cesión el Departamento de Transportación y 13 

Obras Públicas, será responsable de realizar toda gestión necesaria para dar fiel 14 

cumplimiento a la determinación del Comité. 15 

Sección 3.-Si el Comité de Evaluación y Disposición de Propiedades Inmuebles al 16 

amparo de la Ley 26-2017 aprueba la cesión el Secretario del Departamento de 17 
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Transportación y Obras Públicas  con las entidades públicas necesarias, transferirá los 1 

terrenos y la estructura descritos en la Sección 1 de esta Resolución Conjunta a la Junta 2 

Comunitaria del Casco Urbano de Río Piedras, Inc.  3 

Sección 4.-De aprobarse la cesión, el Departamento de Transportación y Obras 4 

Públicas  podrá imponer aquellas condiciones restrictivas necesarias para asegurar que 5 

las propiedades descritas en la Sección 1 de esta Resolución Conjunta sean utilizadas 6 

únicamente para el desarrollo de actividades o programas que redunden en beneficio 7 

de toda la comunidad, con la consecuencia de que no utilizarse para éstos propósitos, el 8 

título de propiedad revertirá de inmediato al Gobierno de Puerto Rico. 9 

 Sección 5.-El Comité de Evaluación y Disposición de Propiedades Inmuebles al 10 

amparo de la Ley 26-2017 deberá evaluar la transferencia propuesta en un término 11 

improrrogable de noventa (90) días laborables. Si al transcurso de dicho término el 12 

Comité no ha emitido una determinación final se entenderá aprobada la transferencia 13 

propuesta por lo que deberán iniciarse inmediatamente los  procedimientos requeridos 14 

para la cesión.  15 

Sección 6.-De conformidad con el propósito de continuar incentivando la 16 

actividad cultural, la revitalización del centro urbano y el desarrollo social y económico, 17 

las mejoras que haya que realizar a la estructura, cuyo dominio aquí se ordena transferir 18 

libre de costo a la Junta Comunitaria del Casco Urbano de Río Piedras, Inc., se 19 

beneficiarán de todos incentivos y exenciones dispuestas en la Ley 75-1995, supra, y el 20 

inmueble estará exento de las contribuciones territoriales, según el inciso (e) del 21 

Artículo 5.01 de la Ley Núm. 83 del 30 de agosto de 1991, según enmendada. 22 
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 Sección 7.-De aprobarse la cesión, el solar y la edificación que albergó el Cine 1 

Paradise, serán traspasados en las mismas condiciones en que se encuentran al 2 

momento de aprobarse la presente Resolución Conjunta, sin que exista obligación 3 

alguna del Departamento de Transportación y Obras Públicas o cualquier otra agencia 4 

de Gobierno a realizar ningún tipo de reparación o modificación con anterioridad a su 5 

traspaso a dicha Organización. 6 

Sección 8.-Esta Resolución Conjunta entrará en vigor inmediatamente después de 7 

su aprobación. 8 



(TEXTO DE APROBACIÓN FINAL POR LA CÁMARA) 
(8DE NOVIEMBRE DE 2018) 

 
GOBIERNO DE PUERTO RICO 

 
18va. Asamblea                   4ta. Sesión 
            Legislativa               Ordinaria 
 

CÁMARA DE REPRESENTANTES 
 

R. C. de la C. 399 
 

21 DE SEPTIEMBRE DE 2018 
 

Presentada por el representante Soto Torres 
 

Referida a la Comisión de Hacienda, Presupuesto y de la Supervisión, Administración y 
Estabilidad Económica de Puerto Rico, “PROMESA” 

 
RESOLUCIÓN CONJUNTA 

 
Para reasignar a la Comisión Especial Conjunta de Fondos Legislativos para Impacto 

Comunitario la cantidad de un millón novecientos sesenta y siete mil setecientos 
noventa y siete dólares con sesenta y dos centavos ($1,967,797.62) provenientes 
de los balances del Inciso c, Apartado 12 de la R. C. 59-2016 por la cantidad de 
siete mil cuatrocientos cuarenta dólares con veintiséis centavos ($7,440.26), del 
Inciso i, Apartado 15 de la R. C. 63-2015 por la cantidad de tres mil quinientos 
sesenta y cinco dólares con tres centavos ($3,565.03), del Inciso l, Apartado 16 de 
la R. C. 60-2016 por la cantidad de ochenta mil ochenta y seis dólares con 
cuarenta y tres centavos ($80,086.43) del Inciso bb, Apartado 19 de la R. C. 60-
2016 por la cantidad de un millón ochocientos cuarenta mil ($1,840,000) dólares y 
del Inciso h, Apartado 7 de la R. C. 10-2017 por la cantidad de treinta y seis mil 
setecientos cinco dólares con noventa centavos ($36,705.90); con el propósito de 
llevar a cabo las obras que se describen en la Sección 1 de esta Resolución 
Conjunta; facultar para la contratación de tales obras; autorizar el pareo de 
fondos reasignados; y para otros fines. 

RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.-Se reasigna a la Comisión Especial Conjunta de Fondos Legislativos 1 

para Impacto Comunitario la cantidad de un millón novecientos sesenta y siete mil 2 



2 

setecientos noventa y siete dólares con sesenta y dos centavos ($1,967,797.62) 1 

provenientes de los balances del Inciso c, Apartado 12 de la R. C. 59-2016 por la 2 

cantidad de siete mil cuatrocientos cuarenta dólares con veintiséis centavos ($7,440.26), 3 

del Inciso i, Apartado 15 de la R. C. 63-2015 por la cantidad de tres mil quinientos 4 

sesenta y cinco dólares con tres centavos ($3,565.03), del Inciso l, Apartado 16 de la R. C. 5 

60-2016 por la cantidad de ochenta mil ochenta y seis dólares con cuarenta y tres 6 

centavos ($80,086.43) del Inciso bb, Apartado 19 de la R. C. 60-2016 por la cantidad de 7 

un millón ochocientos cuarenta mil ($1,840,000) dólares y del Inciso h, Apartado 7 de la 8 

R. C. 10-2017 por la cantidad de treinta y seis mil setecientos cinco dólares con noventa 9 

centavos ($36,705.90); con el propósito de que se reasignen como se describen a 10 

continuación: 11 

a. Para el pago de las subvenciones a las organizaciones sin 12 

fines de lucro de la Comisión Especial Conjunta de Fondos 13 

Legislativos para Impacto Comunitario. Según distribuido 14 

en la Sección 2 de esta Resolución Conjunta.   1,500,000 15 

b. Para sufragar los gastos de funcionamiento de la Comisión 16 

Especial Conjunta de Fondos Legislativos para Impacto 17 

Comunitario.      325,797.62 18 

c. Para sufragar gastos para fiscalización y auditoría de las 19 

organizaciones sin fines lucro.                 142,000 20 

 Total $1,967,797.62 21 
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Sección 2.-Se asigna la cantidad de $1,500,000 para proveer asignaciones a 1 

entidades e instituciones semipúblicas, públicas y privadas cuyas actividades o 2 

servicios propendan al desarrollo de programas y bienestar social, de la salud, 3 

educación, cultura y a mejorar la calidad de vida de los puertorriqueños; los 4 

beneficiarios de los fondos aquí asignados, deberían cumplir con los requisitos 5 

establecidos en la Ley 20-2015 de la Comisión de fondos legislativos para impacto 6 

comunitario, según se detalla a continuación: 7 

1. APNI, INC – SAN JUAN  30,000 8 

2. ASOC. POR UN MUNDO MEJOR PARA EL IMPEDIDO, 9 

INC. – SAN SEBASTIAN  5,000 10 

3. ASOCIACIÓN DE FOMENTO EDUCATIVO – GUAYNABO 4,000 11 

4. ASOCIACIÓN MIEMBROS DE LA POLICIA DE PUERTO 12 

RICO – SAN JUAN  200,000 13 

5. ASOCIACIÓN PKU DE PUERTO RICO INC – NARANJITO 17,000 14 

6. ASOCIACIÓN PRO DEPORTES Y RECREACION DE 15 

LEVITTOWN – TOA BAJA  5,000 16 

7. ASOCIACIÓN PRO JUVENTUD Y COMUNIDAD BARRIO 17 

PALMAS – CATAÑO  5,000 18 

8. ASOCIACIÓN PRTS, INC – QUEBRADILLAS  5,000 19 

9. BANDA DE GUAYANILLA, INC – GUAYANILLA  9,650 20 

10. CASA DE NIÑOS MANUEL FERNANDEZ JUNCOS – SAN 21 

JUAN  40,000 22 
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11. CENTRO COAMEÑO PARA LA VEJEZ, INC – COAMO 5,000 1 

12. CENTRO CUIDADO DE AMOR – BARRANQUITAS  20,000 2 

13. CENTRO CULTURAL Y DE SERVICIOS DE CANTERA, 3 

INC – SAN JUAN  10,000 4 

14. CENTRO DE DESARROLLO FAMILIAR CRISTO REINA – 5 

GUAYNABO  5,000 6 

15. CENTRO DE ENSEÑANZA PARA LA FAMILIA, INC – 7 

HUMACAO  4,000 8 

16. CENTRO DE SERVICIOS ABRIENDO NUEVOS SURCOS – 9 

HUMACAO  5,000 10 

17. CENTRO GERIATRICO HIGUEY – AGUADILLA  10,000 11 

18. CENTRO GERIATRICO SAN RAFAEL, INC – ARECIBO 5,000 12 

19. CENTRO RENACER, INC – GUAYNABO  10,000 13 

20. COLEGIO DE APRENDIZAJE Y DESARROLLO 14 

EDUCATIVO INTEGRADO (CADEI) – MOCA  50,000 15 

21. COMMUNITY ORGANIZATION OF MULTIPLE 16 

SCLEROSIS & CAN – MANATÍ  5,000 17 

22. CULEBRA COMMUNITY LIBRARY, INC – CULEBRA 10,000 18 

23. FORJANDO UN NUEVO COMIENZO – GUAYNABO 5,000 19 

24. FUNDACIÓN A-MAR PARA NIÑOS QUEMADOS – 20 

SANJUAN  10,000 21 
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25. FUNDACIÓN BIBLIOTECA RAFAEL HERNANDEZ 1 

COLÓN – PONCE  5,000 2 

26. FUNDACIÓN CHILD – DORADO  200,000 3 

27. FUNDACIÓN COAMEÑOS POR LA NIÑEZ – COAMO 5,000 4 

28. FUNDACIÓN DEPORTIVA DEL OESTE – AGUADA  5,000 5 

29. FUNDACIÓN EDUCATIVA HIMA DE SAN PABLO – 6 

CAGUAS  200,000 7 

30. FUNDACIÓN HOGAR NIÑITO JESÚS – SAN JUAN  45,000 8 

31. HOGAR ABRAZO DE AMOR – ARECIBO  4,000 9 

32. HOGAR ALBERGUE PARA NIÑOS JESÚS DE 10 

NAZARETH, INC – MAYAGÜEZ  5,000 11 

33. HOGAR CUNA SAN CRISTOBAL – CAGUAS  50,000 12 

34. HOGAR DE AYUDA EL REFUGIO, INC – GUAYNABO 8,000 13 

35. HOGAR DE ENVEJECIENTES IRMA FE POL MÉNDEZ, 14 

INC – LARES  10,000 15 

36. HOGAR FORTALEZA DEL CAÍDO – LOÍZA  5,000 16 

37. HOGAR INFANTÍL JESUS NAZARENO – LUQUILLO  5,000 17 

38. HOGAR POSADA LA VICTORIA – TOA ALTA  50,000 18 

39. INSTITUTO SANTA ANA, INC – ADJUNTAS 60,350 19 

40. MIS AMIGOS DE SINDROME DOWN – CAROLINA  60,000 20 

41. MOVIMIENTO EVITEMOS SUICIDIO – VEGA BAJA  3,000 21 

42. NATIONAL TALENT ACADEMY – BAYAMÓN  5,000 22 
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43. P.E.S.C.A, PROYECTO EDUCATIVO EDUCATIVO SER, 1 

CRECER, APRENDER – HATILLO  10,000 2 

44. PEQUEÑO CAMEPEÓN DE JESUS – BARCELONETA  5,000 3 

45. PUERTO INDUSTRIES FOR THE BLINDS – MAYAGÜEZ 5,000 4 

46. PROGRAMA DEL ADOLESCENTE DE NARANJITO – 5 

NARANJITO  5,000 6 

47. PROYECTO NACER – BAYAMÓN  50,000 7 

48. RINCÓN BEACHBOY – RINCÓN  5,000 8 

49. RONDALLA ALEGRO – HUMACAO 5,000 9 

50. SAN SEBASTIÁN DOBLE AA, INC – SAN SEBASTIÁN 5,000 10 

51. SECOND HARVEST OF PUERTO RICO – BAYAMÓN 100,000 11 

52. SOCIEDAD PRO HOSPITAL DEL NIÑO – SAN JUAN 100,000 12 

53. THE VIEQUES CONSERVATION AND HISTORICAL 13 

TRUST – VIEQUES  10,000 14 

Sección 3.-Se autoriza a la Comisión Especial Conjunta de Fondos Legislativos 15 

para Impacto Comunitario a ejecutar los acuerdos pertinentes con contratistas privados, 16 

así como con cualquier Departamento, Agencia o Corporación del Gobierno de Puerto 17 

Rico, a fin de viabilizar el desarrollo de los propósitos de esta Resolución Conjunta. 18 

Sección 3.-Los fondos reasignados en esta Resolución Conjunta podrán parearse 19 

con aportaciones municipales, estatales y/o federales. 20 

Sección 4.-Los fondos que se asignan a través de esta Resolución Conjunta tienen 21 

vigencia hasta el 30 de junio de 2020. 22 
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Sección 5.-Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 1 

de su aprobación. 2 



(TEXTO DE APROBACION FINAL POR LA CAMARA) 
(8 DE NOVIEMBRE DE 2018) 

 
GOBIERNO DE PUERTO RICO 

 
18va. Asamblea                                                                                                            4ta. Sesión 
           Legislativa                                                                                                             Ordinaria 
 

CÁMARA DE REPRESENTANTES 
 

R. C. de la C. 401 
 

27 DE SEPTIEMBRE DE 2018 
 

Presentada por el representante Pérez Cordero 
 

Referida a la Comisión de Hacienda, Presupuesto y de la Supervisión, Administración y 
Estabilidad Económica de Puerto Rico, ”PROMESA”  

 
RESOLUCIÓN CONJUNTA 

 
Para reasignar a la Oficina para el Desarrollo Socioeconómico y Comunitario de Puerto 

Rico la cantidad de cincuenta mil dólares ($50,000.00), provenientes del balance 
disponible en el Inciso a, Apartado 13 de la Sección 1 de la Resolución Conjunta 5-
2017, a fin de realizar obras y mejoras permanentes del Centro de Entrenamiento 
de Aguada Judo Club en la Cancha All Star de Aguada; facultar para la 
contratación de tales obras; autorizar el pareo de fondos a ser transferidos; y para 
otros fines relacionados. 

 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.-Se reasigna a la Oficina para el Desarrollo Socioeconómico y 1 

Comunitario de Puerto Rico la cantidad de cincuenta mil dólares ($50,000.00), 2 

proveniente del balance disponible en el Inciso a, Apartado 13 de la Sección 1 de la 3 

Resolución Conjunta 5-2017, para llevar a cabo los propósitos que se detallan a 4 

continuación: 5 



 2 

1. Oficina para el Desarrollo Socioeconómico y Comunitario 1 

a) Realizar obras y mejoras permanentes del Centro de 2 

Entrenamiento de Aguada Judo Club en la Cancha All 3 

Star de Aguada. $ 50,000.00 4 

  TOTAL               $ 50,000.00  5 

Sección 2.-Se autoriza a la Oficina para el Desarrollo Socioeconómico y 6 

Comunitario a suscribir los acuerdos pertinentes con contratistas privados, así como 7 

con cualquier departamento, agencia o corporación del Gobierno de Puerto Rico, a fin 8 

de viabilizar el desarrollo de los propósitos de esta Resolución Conjunta. 9 

Sección 3.-Los fondos reasignados en esta Resolución Conjunta podrán ser 10 

pareados con fondos federales, estatales o municipales. 11 

Sección 4.-Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 12 

de su aprobación 13 



(TEXTO DE APROBACION FINAL POR LA CAMARA) 
(8 DE NOVIEMBRE DE 2018) 

 
GOBIERNO DE PUERTO RICO 

 
18va. Asamblea                                                                                                             4ta. Sesión 
           Legislativa                                                                                                             Ordinaria 
 

CÁMARA DE REPRESENTANTES 
 

R. C. de la C. 423 
 

 8 DE NOVIEMBRE DE 2018 
 

Presentada por el representante Soto Torres 
 

Referida a la Comisión de Hacienda, Presupuesto y de la Supervisión, Administración y 
Estabilidad Económica de Puerto Rico, “PROMESA” 

 
RESOLUCIÓN CONJUNTA 

 
Para reasignar a la Administración para el Desarrollo de Empresas Agropecuarias la 

cantidad de trescientos mil (300,000) dólares provenientes del Apartado 9, Inciso j 
de la Resolución Conjunta 18-2017, para ser utilizados según se detalla en la 
Sección 1 de esta Resolución Conjunta; facultar para la contratación de tales obras; 
autorizar el pareo de fondos reasignados; y para otros fines. 

 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.-Se reasigna a la Administración para el Desarrollo de Empresas 1 

Agropecuarias la cantidad de trescientos mil (300,000) dólares provenientes del 2 

Apartado 9, Inciso j de la Resolución Conjunta 18-2017, para ser utilizados según se 3 

detalla a continuación: 4 

1. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y mejoras 5 

permanentes, para estudios, diseños, permisos, pareo de 6 



 2 

fondos relacionados a obras y mejoras permanentes, mejoras 1 

a vivienda, materiales de vivienda, mejoras a facilidades 2 

recreativas y deportivas; y para atender situaciones 3 

relacionadas con servicios directos y esenciales a la 4 

ciudadanía, tales como: servicios dirigidos a atender a la 5 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 6 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar la 7 

calidad de vida de los residentes en comunidades 8 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 4050.09 de 9 

la Ley 1-2011, según enmendada, en el Distrito 10 

Representativo Núm. 6 300,000 11 

 Sección 2.-Se autoriza a la Administración para el Desarrollo de Empresas 12 

Agropecuarias a contratar con contratistas privados, entidades sin fines de lucro, 13 

realizar aportaciones, realizar donativos, así como con cualquier departamento, agencia 14 

o corporación del Gobierno de Puerto Rico, para el desarrollo y cumplimiento de los 15 

propósitos de esta Resolución Conjunta. 16 

Sección 3.-Los fondos reasignados en esta Resolución Conjunta podrán parearse 17 

con aportaciones estatales, municipales y/o federales.    18 

Sección 4.-Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 19 

de su aprobación. 20 



(TEXTO DE APROBACION FINAL POR LA CAMARA) 
(8 DE NOVIEMBRE DE 2018) 

(RECONSIDERADA) 
 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 
 

18va. Asamblea                                                                                                            4ta. Sesión 
           Legislativa                                                                                                             Ordinaria 
 

CÁMARA DE REPRESENTANTES 
 

R. C. de la C. 424 
 

 8 DE NOVIEMBRE DE 2018 
 

Presentada por el representante Méndez Núñez 
 

Referida a la Comisión de Hacienda, Presupuesto y de la Supervisión, Administración y 
Estabilidad Económica de Puerto Rico, “PROMESA” 

 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 

Para reasignar al Municipio de Guánica, la cantidad de un millón (1,000,000) de dólares 
provenientes del Apartado 21, Inciso (a) de la Resolución Conjunta 97-2013,  para 
obras y mejoras permanentes en el municipio; facultar para la contratación de 
tales obras; autorizar el pareo de fondos reasignados; y para otros fines. 

 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.-Se reasigna al Municipio de Guánica, la cantidad de un millón 1 

(1,000,000) de dólares provenientes del Apartado 21, Inciso (a) de la Resolución 2 

Conjunta 97-2013, para obras y mejoras permanentes en el municipio. 3 

 Sección 2.-Se autoriza al Municipio de Guánica contratar con contratistas 4 

privados, entidades sin fines de lucro, realizar aportaciones, realizar donativos, así 5 



 2 

como con cualquier departamento, agencia o corporación del Gobierno de Puerto Rico, 1 

para el desarrollo y cumplimiento de los propósitos de esta Resolución Conjunta. 2 

Sección 3.-Los fondos reasignados en esta Resolución Conjunta podrán parearse 3 

con aportaciones estatales, municipales y/o federales.    4 

Sección 4.-Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 5 

de su aprobación. 6 



(TEXTO DE APROBACION FINAL POR LA CAMARA) 
(8 DE NOVIEMBRE DE 2018) 

 
GOBIERNO DE PUERTO RICO 

 
18va. Asamblea                   4ta. Sesión 
            Legislativa               Ordinaria 
 

CÁMARA DE REPRESENTANTES 
 

R. C. de la C. 425 
 

8 DE NOVIEMBRE DE 2018 
 

Presentada por los representantes y las representantes Méndez Núñez, Torres Zamora, 
Ramos Rivera, Rodríguez Aguiló, Hernández Alvarado, Alonso Vega, Aponte 
Hernández, Banchs Alemán, Bulerín Ramos, Charbonier Chinea, Charbonier Laureano, 
Claudio Rodríguez, Del Valle Colón, Franqui Atiles, González Mercado, Lassalle Toro, 
Lebrón Rodríguez, Mas Rodríguez, Meléndez Ortiz, Miranda Rivera, Morales 
Rodríguez, Navarro Suárez, Parés Otero, Peña Ramírez, Pérez Cordero, Pérez Ortiz, 
Quiñones Irizarry, Rivera Ortega, Rodríguez Hernández, Román López, Santiago 
Guzmán, Soto Torres, Torres González y Vargas Rodríguez 

 
Referida a la Comisión de Hacienda, Presupuesto y de la Supervisión, Administración y 

Estabilidad Económica de Puerto Rico, “PROMESA” 
 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 
Para reasignar a la Administración para el Desarrollo de Empresas Agropecuarias, la 

cantidad de dos millones quinientos mil (2,500,000) dólares provenientes del Inciso 
k, Apartado 3, de la Sección 1 de la R. C. 52-2018, según se detalla en la Sección 1 de 
esta Resolución Conjunta;  facultar para la contratación de tales obras; autorizar el 
pareo de fondos reasignados; y para otros fines. 

RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.-Se reasigna a la Administración para el Desarrollo de Empresas 1 

Agropecuarias, la cantidad de dos millones quinientos mil (2,500,000) dólares 2 
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provenientes del Inciso k, Apartado 3, de la Sección 1 de la R. C. 52-2018, según se 1 

detalla a continuación: 2 

A.  Administración para el Desarrollo de Empresas Agropecuarias 3 

1. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 4 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 5 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 6 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 7 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 8 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 9 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 10 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 11 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 12 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 13 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 14 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 15 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 16 

Distrito Representativo Núm. 1 75,000 17 

2. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 18 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 19 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 20 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 21 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 22 



3 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 1 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 2 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 3 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 4 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 5 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 6 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 7 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 8 

Distrito Representativo Núm. 3. 75,000 9 

3. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 10 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 11 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 12 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 13 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 14 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 15 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 16 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 17 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 18 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 19 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 20 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 21 
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4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 1 

Distrito Representativo Núm. 4. 75,000 2 

4. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 3 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 4 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 5 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 6 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 7 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 8 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 9 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 10 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 11 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 12 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 13 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 14 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 15 

Distrito Representativo Núm. 5. 75,000 16 

5. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 17 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 18 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 19 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 20 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 21 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 22 
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con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 1 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 2 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 3 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 4 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 5 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 6 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 7 

Distrito Representativo Núm. 6. 75,000 8 

6. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 9 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 10 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 11 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 12 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 13 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 14 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 15 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 16 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 17 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 18 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 19 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 20 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 21 

Distrito Representativo Núm. 7. 75,000 22 
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7. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 1 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 2 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 3 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 4 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 5 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 6 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 7 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 8 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 9 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 10 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 11 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 12 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 13 

Distrito Representativo Núm. 8. 75,000 14 

8. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 15 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 16 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 17 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 18 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 19 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 20 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 21 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 22 
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población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 1 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 2 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 3 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 4 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 5 

Distrito Representativo Núm. 9. 75,000 6 

9. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 7 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 8 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 9 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 10 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 11 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 12 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 13 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 14 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 15 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 16 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 17 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 18 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 19 

Distrito Representativo Núm. 10. 75,000 20 

10. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 21 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 22 
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permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 1 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 2 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 3 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 4 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 5 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 6 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 7 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 8 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 9 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 10 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 11 

Distrito Representativo Núm. 12. 75,000 12 

11. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 13 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 14 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 15 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 16 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 17 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 18 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 19 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 20 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 21 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 22 
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la calidad de vida de los residentes en comunidades 1 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 2 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 3 

Distrito Representativo Núm. 13. 75,000 4 

12. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 5 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 6 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 7 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 8 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 9 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 10 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 11 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 12 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 13 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 14 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 15 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 16 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 17 

Distrito Representativo Núm. 14. 75,000 18 

13. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 19 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 20 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 21 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 22 
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de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 1 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 2 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 3 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 4 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 5 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 6 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 7 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 8 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 9 

Distrito Representativo Núm. 15. 75,000 10 

14. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 11 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 12 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 13 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 14 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 15 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 16 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 17 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 18 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 19 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 20 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 21 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 22 
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4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 1 

Distrito Representativo Núm. 16. 75,000 2 

15. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 3 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 4 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 5 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 6 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 7 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 8 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 9 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 10 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 11 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 12 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 13 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 14 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 15 

Distrito Representativo Núm. 17. 75,000 16 

16. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 17 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 18 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 19 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 20 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 21 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 22 
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con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 1 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 2 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 3 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 4 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 5 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 6 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 7 

Distrito Representativo Núm. 18. 75,000 8 

17. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 9 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 10 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 11 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 12 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 13 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 14 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 15 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 16 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 17 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 18 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 19 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 20 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 21 

Distrito Representativo Núm. 19.   75,000 22 
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18. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 1 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 2 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 3 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 4 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 5 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 6 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 7 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 8 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 9 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 10 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 11 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 12 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 13 

Distrito Representativo Núm. 22.   75,000 14 

19. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 15 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 16 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 17 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 18 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 19 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 20 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 21 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 22 
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población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 1 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 2 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 3 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 4 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 5 

Distrito Representativo Núm. 23. 75,000 6 

20. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 7 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 8 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 9 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 10 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 11 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 12 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 13 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 14 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 15 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 16 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 17 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 18 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 19 

Distrito Representativo Núm. 24.  75,000 20 

21. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 21 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 22 
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permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 1 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 2 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 3 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 4 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 5 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 6 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 7 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 8 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 9 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 10 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 11 

Distrito Representativo Núm. 25.     75,000 12 

22. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 13 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 14 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 15 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 16 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 17 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 18 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 19 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 20 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 21 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 22 
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la calidad de vida de los residentes en comunidades 1 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 2 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 3 

Distrito Representativo Núm. 26.      75,000 4 

23. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 5 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 6 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 7 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 8 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 9 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 10 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 11 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 12 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 13 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 14 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 15 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 16 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 17 

Distrito Representativo Núm. 27.   75,000 18 

24. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 19 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 20 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 21 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 22 
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de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 1 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 2 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 3 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 4 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 5 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 6 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 7 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 8 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 9 

Distrito Representativo Núm. 28.   75,000 10 

25. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 11 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 12 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 13 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 14 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 15 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 16 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 17 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 18 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 19 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 20 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 21 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 22 
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4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 1 

Distrito Representativo Núm. 33.    75,000 2 

26. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 3 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 4 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 5 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 6 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 7 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 8 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 9 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 10 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 11 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 12 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 13 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 14 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 15 

Distrito Representativo Núm. 35.   75,000 16 

27. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 17 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 18 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 19 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 20 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 21 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 22 
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con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 1 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 2 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 3 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 4 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 5 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 6 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 7 

Municipio de Gurabo. 295,000 8 

28. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 9 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 10 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 11 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 12 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 13 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 14 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 15 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 16 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 17 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 18 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 19 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 20 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 21 

Distrito Representativo Núm. 37. 75,000 22 
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29. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 1 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 2 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 3 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 4 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 5 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 6 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 7 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 8 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 9 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 10 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 11 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 12 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, a través 13 

de toda la isla. 180,000 14 

 Total                                                                             2,500,000 15 

Sección 3.-Se autoriza a la Administración para el Desarrollo de Empresas 16 

Agropecuarias a ejecutar los acuerdos pertinentes con contratistas privados, así como 17 

con cualquier Departamento, Agencia o Corporación del Gobierno de Puerto Rico, a fin 18 

de viabilizar el desarrollo de los propósitos de la Sección 1 de esta Resolución Conjunta. 19 

Sección 4.-Los fondos reasignados en esta Resolución Conjunta podrán parearse 20 

con aportaciones municipales, estatales y/o federales. 21 
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Sección 5.-Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 1 

de su aprobación. 2 



(TEXTO DE APROBACION FINAL POR LA CAMARA) 
(8 DE NOVIEMBRE DE 2018) 

 
GOBIERNO DE PUERTO RICO 

 
18va. Asamblea                   4ta. Sesión 
            Legislativa               Ordinaria 
 

CÁMARA DE REPRESENTANTES 
 

R. C. de la C. 426 
 

8 DE NOVIEMBRE DE 2018 
 

Presentada por los representantes y las representantes Méndez Núñez, Torres Zamora, 
Ramos Rivera, Rodríguez Aguiló, Hernández Alvarado, Alonso Vega, Aponte 
Hernández, Banchs Alemán, Bulerín Ramos, Charbonier Chinea, Charbonier Laureano, 
Claudio Rodríguez, Del Valle Colón, Franqui Atiles, González Mercado, Lassalle Toro, 
Lebrón Rodríguez, Mas Rodríguez, Meléndez Ortiz, Miranda Rivera, Morales 
Rodríguez, Navarro Suárez, Parés Otero, Peña Ramírez, Pérez Cordero, Pérez Ortiz, 
Quiñones Irizarry, Rivera Ortega, Rodríguez Hernández, Román López, Santiago 
Guzmán, Soto Torres, Torres González y Vargas Rodríguez 

 
Referida a la Comisión de Hacienda, Presupuesto y de la Supervisión, Administración y 

Estabilidad Económica de Puerto Rico, “PROMESA” 
 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 
Para reasignar a la Administración para el Desarrollo de Empresas Agropecuarias, la 

cantidad de un millón novecientos cuatro mil trescientos ochenta y seis dólares con 
ochenta y cinco centavos ($1,904,386.85) provenientes del Inciso n, Apartado 3 de la 
Sección 1 de la R. C. 10-2017, según se detalla en la Sección 1 de esta Resolución 
Conjunta;  facultar para la contratación de tales obras; autorizar el pareo de fondos 
reasignados; y para otros fines. 

RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.-Se reasigna a la Administración para el Desarrollo de Empresas 1 

Agropecuarias, la cantidad de un millón novecientos cuatro mil trescientos ochenta y 2 
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seis dólares con ochenta y cinco centavos ($1,904,386.85) provenientes del Inciso n, 1 

Apartado 3 de la Sección 1 de la R. C. 10-2017, según se detalla a continuación: 2 

A. Administración para el Desarrollo de Empresas Agropecuarias 3 

1. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 4 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 5 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 6 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 7 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 8 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 9 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 10 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 11 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 12 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 13 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 14 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 15 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 16 

Distrito Representativo Núm. 1 50,000 17 

2. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 18 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 19 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 20 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 21 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 22 
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deportivas; y para atender situaciones relacionadas 1 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 2 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 3 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 4 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 5 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 6 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 7 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 8 

Distrito Representativo Núm. 3.  50,000 9 

3. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 10 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 11 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 12 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 13 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 14 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 15 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 16 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 17 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 18 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 19 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 20 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 21 
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4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 1 

Distrito Representativo Núm. 4. 50,000 2 

4. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 3 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 4 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 5 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 6 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 7 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 8 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 9 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 10 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 11 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 12 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 13 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 14 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 15 

Distrito Representativo Núm. 5. 50,000 16 

5. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 17 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 18 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 19 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 20 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 21 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 22 
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con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 1 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 2 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 3 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 4 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 5 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 6 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 7 

Distrito Representativo Núm. 6. 50,000 8 

6. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 9 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 10 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 11 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 12 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 13 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 14 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 15 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 16 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 17 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 18 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 19 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 20 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 21 

Distrito Representativo Núm. 7. 50,000 22 
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7. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 1 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 2 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 3 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 4 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 5 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 6 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 7 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 8 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 9 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 10 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 11 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 12 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 13 

Distrito Representativo Núm. 8. 50,000 14 

8. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 15 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 16 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 17 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 18 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 19 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 20 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 21 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 22 
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población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 1 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 2 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 3 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 4 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 5 

Distrito Representativo Núm. 9. 50,000 6 

9. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 7 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 8 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 9 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 10 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 11 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 12 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 13 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 14 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 15 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 16 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 17 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 18 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 19 

Distrito Representativo Núm. 10. 50,000 20 

10. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 21 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 22 
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permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 1 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 2 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 3 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 4 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 5 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 6 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 7 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 8 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 9 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 10 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 11 

Distrito Representativo Núm. 12. 50,000 12 

11. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 13 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 14 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 15 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 16 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 17 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 18 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 19 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 20 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 21 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 22 
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la calidad de vida de los residentes en comunidades 1 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 2 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 3 

Distrito Representativo Núm. 13. 50,000 4 

12. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 5 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 6 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 7 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 8 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 9 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 10 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 11 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 12 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 13 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 14 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 15 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 16 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 17 

Distrito Representativo Núm. 14. 50,000 18 

13. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 19 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 20 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 21 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 22 
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de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 1 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 2 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 3 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 4 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 5 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 6 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 7 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 8 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 9 

Distrito Representativo Núm. 15. 50,000 10 

14. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 11 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 12 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 13 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 14 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 15 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 16 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 17 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 18 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 19 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 20 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 21 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 22 
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4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 1 

Distrito Representativo Núm. 16. 50,000 2 

15. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 3 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 4 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 5 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 6 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 7 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 8 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 9 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 10 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 11 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 12 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 13 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 14 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 15 

Distrito Representativo Núm. 17. 50,000 16 

16. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 17 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 18 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 19 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 20 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 21 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 22 
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con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 1 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 2 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 3 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 4 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 5 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 6 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 7 

Distrito Representativo Núm. 18. 50,000 8 

17. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 9 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 10 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 11 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 12 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 13 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 14 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 15 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 16 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 17 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 18 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 19 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 20 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 21 

Distrito Representativo Núm. 19.   50,000 22 
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18. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 1 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 2 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 3 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 4 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 5 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 6 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 7 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 8 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 9 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 10 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 11 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 12 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 13 

Distrito Representativo Núm. 22.   50,000 14 

19. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 15 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 16 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 17 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 18 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 19 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 20 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 21 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 22 
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población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 1 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 2 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 3 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 4 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 5 

Distrito Representativo Núm. 23.   50,000 6 

20. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 7 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 8 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 9 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 10 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 11 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 12 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 13 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 14 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 15 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 16 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 17 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 18 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 19 

Distrito Representativo Núm. 24. 50,000 20 

21. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 21 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 22 
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permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 1 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 2 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 3 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 4 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 5 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 6 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 7 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 8 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 9 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 10 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 11 

Distrito Representativo Núm. 25              50,000 12 

22. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 13 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 14 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 15 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 16 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 17 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 18 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 19 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 20 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 21 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 22 
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la calidad de vida de los residentes en comunidades 1 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 2 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 3 

Distrito Representativo Núm. 26.    50,000 4 

23. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 5 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 6 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 7 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 8 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 9 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 10 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 11 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 12 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 13 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 14 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 15 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 16 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 17 

Distrito Representativo Núm. 27.   50,000 18 

24. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 19 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 20 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 21 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 22 
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de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 1 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 2 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 3 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 4 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 5 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 6 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 7 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 8 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 9 

Distrito Representativo Núm. 28.   50,000 10 

25. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 11 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 12 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 13 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 14 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 15 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 16 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 17 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 18 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 19 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 20 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 21 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 22 



18 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 1 

Distrito Representativo Núm. 33.    50,000 2 

26. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 3 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 4 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 5 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 6 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 7 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 8 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 9 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 10 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 11 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 12 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 13 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 14 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 15 

Distrito Representativo Núm. 35.   50,000 16 

27. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 17 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 18 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 19 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 20 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 21 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 22 
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con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 1 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 2 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 3 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 4 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 5 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 6 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 7 

Municipio de Canóvanas. 434,386.85 8 

28. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 9 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 10 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 11 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 12 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 13 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 14 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 15 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 16 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 17 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 18 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 19 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 20 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 21 

Distrito Representativo Núm. 37.  50,000 22 
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29. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 1 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 2 

permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 3 

mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 4 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 5 

deportivas; y para atender situaciones relacionadas 6 

con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 7 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 8 

población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 9 

servicios directos dirigidos a programas para mejorar 10 

la calidad de vida de los residentes en comunidades 11 

desventajadas, según lo establecido en la Sección 12 

4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, a través 13 

de toda la isla. 120,000 14 

 Total              1,904,386.85   15 

Sección 3.-Se autoriza a la Administración para el Desarrollo de Empresas 16 

Agropecuarias a ejecutar los acuerdos pertinentes con contratistas privados, así como 17 

con cualquier Departamento, Agencia o Corporación del Gobierno de Puerto Rico, a fin 18 

de viabilizar el desarrollo de los propósitos de la Sección 1 de esta Resolución Conjunta. 19 

Sección 4.-Los fondos reasignados en esta Resolución Conjunta podrán parearse 20 

con aportaciones municipales, estatales y/o federales. 21 
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Sección 5.-Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 1 

de su aprobación. 2 
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Informe Positivo

Sobre el P. de Ia C. 868

AL SENADO DE PUERTO RICO

La ComisiOn de Bienestar Social y Asuntos de la Farnilia del Senado de Puerto Rico,

tras haber estudiado y considerado, de conformidad con las disposiciones del

Reglamento del Senado, recomienda Ia aprohaciOn del Proyecto de Ia Camara Nüm.

868, sin enmiendas.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El Proyecto de Ia Camara Nüm. 868 propone erimendar el ArtIculo 31 de la Ley

Nüm. 5 de 30 de diciembre de 1986, segdn enn’iendada, conocida como la “Ley Organica

de Ia AdmirtistraciOn para el Sustento de Menores”, a los fines de proveer Ia opciOn para

que las personas que estén cumpliendo pena de reclusion por incumplimiento con el

pago de Ia pensiOn alimentaria lleven a cabo tareas de recogido de café u otras

actividades agricolas, por lo que recibirian justa compensaciOn y la cual seria acreditada

a Ia deuda de pensiOn.

ANALISIS DE LA MEDIDA

Para el analisis de la presente medida, esta ComisiOn de Bienestar Social v Asuntos

de la Familia de Senado de Puerto Rico solicitO de agencias con e coriocimiento técnico

y especializado en el tema sus ponencias o memoriales explicativos acerca del P. de la

C. 868. 1-lasta el momento han contestado cuatro (4) agencias, a saber:
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Departarnento de CorrecciOn y RehabilitaciOn (DCR):

Comparece mediante memorial suscrito por su Secretario, 1-Ion. Erik RoIOn Suarez.

Apovan el proyecto con unas sugerencias. Destaca su similitud con el P. del S. 189, va

discutido previamente, por este Alto Cuerpo, cuyo propOsito se recoge en su titulo:

enmendar el ArtIculo 31 de la Ley Nüm. 5-1986, supra, para facultar al Departamento de

Correccibn y Rehabilitación entrar en acuerdos colaborativos con otras instituciones, püblicas

y/o privadas, para que las partes alimentantes que incumplan con el pago de la pension lleven a

cabo tareas de recogido de café u otras actividades agrIcolas, mantenimiento de escuelas

pOblicas, omato y construcciOn. Indica que el Departamento de CorrecciOn recibe en las

carceles cientos de padres y madres que incumplen con su obligaciOn de alimentar, El

estar encarcelado no les permite generar ingresos para abonar a la deuda. El beneficio y

los recursos que el Estado asigne deben ser para confinados que no pagaron sus

pensiones por carecer de empleo, no para todos los casos. Entienden que el provecto

deberia ser más amplio e incluir alternativas de trabajo posterior a Ia salida de Ia

instituciOn penal, en los casos en que Ia persona entrO en Ia situaciOn de impago por

falta de empleo. Entienden que el limitar el proyecto al tiempo de ingreso al sisterna

penal, seria una solucion temporera que al final acarrea que ese padre/madre sin

empleo incumpla nuevamente por falta de recursos 37 regrese al sistema correccional.

Son de la opiniOn que el recogido de café por parte de confinados les ayudaria a evitar

desempleo al salir de la instituciOn correccional, y pueden afladirlo a iniciativas

existentes que ofrece el DCR a su poblaciOn.

AdministraciOn para el Sustento de Menores (ASUME):

Comparece mediante memorial suscrito por su Ex Administradora, Sra. Waleska

Maldonado. Indica que ASUME apova cualquier medida dirigida a incrementar el nivel

de cumplimiento de las personas no custodias con su obligaciOn de proveer alimentos a

sus hijos menores de edad. Debemos aclarar que personas con co-custodia o con
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custodia compartida, segUn el Reglamento para el Estahiecimiento de Pensiones

Alimentarias de ASUME, tambien pudieran pagar pensiones alimentarias. No solo las

no custodias. En cuanto a Ia medida, aflade que es una excelente estrategia para atajar

las clificultades que representa encarcelar a personas no custodias dispuestas a cumplir

con su deber de alimentar a sus hijos. -.“. No obstante, no aclara cual seria la estrategia 0

metodologia que utilizaria su agencia pan ejecutar la ley.

Departamento de Agricultura (DA):

Comparece mediante memorial suscrito por su Secretario, Hon. Carlos A. Flores

Ortega. Avalan el proyecto ante Ia realidad del alto costo de mantener a una persona en

una carcel, el aumento de alimentantes morosos y la falta de mano de obra para recoger

café y otros productos agrIcolas. Explica el Secretario que previo a Ia consideraciOn de la

presente medida, la Secretaria del DF, Ia Adniirilstradora de ASUME x’ el DA,

representado por el, firmaron un acuerdo colaborativo que brinda oportunidades de

empleo a los padres alimentantes para evitar el incumplirniento con su obligacion

alimentara, como parte del programa de Oportunidad con Responsabilidad.

Departamento de Justicia de Puerto Rico (DI):

Comparece mediante memorial suscrito por su Secretaria, Hon. Wanda Vazquez

Carced. Establece no tener objeciOn legal a la aprobaciOn de Ia medida, por representar

alternativas adicionales para favorecer a los alimentistas y trabajo a quienes se

encuentran bajo la custodia del Departamento de CorrecciOn y RehabilitaciOn.

No obstante, recomienda se le consulte al Departamento de la Familia -ASUME, por ser

Ia agencia que maneja la poiltica publica dcl sustento de menores. Tambien entiende

meritorio consultar a! DCR, AAFAF y OGP, para analizar impacto fiscal de la

implementacion de la medida.
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IMPACTO FISCAL

La ComisiOri suscribiente entiende que esta medida tiene impacto fiscal sobre las

finanzas del Estado Libre Asociado de Puerto Rico.

CONCLUSION

Luego del analisis del provecto y los memoriales de las agencias administrativas,

estã CornisiOn concluve del P. de Ia C. 868 recomendar su aprobaciOn. Entendemos que

Ia posiciOn anteriormente expuesta es correcta: la medida atiende propiamente los

prohiemas de alto costo de mantener a una persona en una carcel, el aumento de

alimentantes morosos, las necesidades de los menores en el pais y Ia falta de mano de

obra para recoger café y otros productos agricolas.

Tanto el Departarnento de CorrecciOn como el Departamento de Agricultura son

participes de iniciativas que actualmente proveen oportunidades de empleo agricola a

convictos por faltar a sus obligaciones de alimentar. Es una extraordinaria iniciativa

elevarla para que tenga fuerza de ley para las partes.

A tenor con lo anterior, la ComisiOn de Bienestar Social y Asuntos de la Familia del

Senado de Puerto Rico, previo estudio
‘.‘

consideraciOn, recomienda la aprobaciOn del

Provecto de Ia Cámara Nüm. 868, sin enn-iiendas.

Presidenta
ComisiOn Bienestar Social v Asuntos de Ia Familia
Senado de Puerto Rico

Respetuosamente sometido,
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LEY

Para erwnendar el ArtIculo 31 de la Ley Num. 5 de 30 de diciembre de i986, segün
enn-iendada, conocida como “Ley Organica de Ia AdministraciOn para el Sustento de
Menores”, a los fines de proveer Ia opciOn para que aquellas personas que estén
cumpliendo pena de reclusion par incumpliniiento de pensiones alimentarias,
puedan realizar trabajos de recogido de café y otros trabajos agricolas por los que
recibiran una justa compensaciOn y la cual será acreditada a la deuda de pension
alimentaria; y para otros fines.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Con la aprobacion de la Lev Nüm. 5 de 30 de diciembre de 1986, segün
enn-tendada, conocida como “Lev Organica de Ia Administracion pam el Sustento de
Menores”, se pretendio unir e integrar en un solo y ünico cuerpo independiente,
procedimientos que agilizarlan los trámites sabre los casos de alimentos para los hijos no
emancipados y ayudarian a garantizar a nuestros nifios el pago de su pension alimentaria
una vez fijada o establecida. Gracias a esta Ley, se ha hecho justicia y miles de niñas y
jovenes han canalizado sus derechos por conducto de la misma, logrando el que se
garantice su seguridad y bienestar.
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Sin embargo, hubo un incremento en la cantidad de alimentantes que incumplen
con su obligaciOn de brindar alimentos por conducto de la pension alimentaria. Muchos
de estos incumplimientos culminan en la privaciOn de la libertad del alimentante al ser
declarado incurso en desacato e ingresado a una carcel del sistema hasta tanto no cumpla
con su deber de alimentar. Muchos cumplen con esa obligaciOn y son puestos en libertad;
pero otros no cuentan con los recursos econOmicos v son recluidos en una instituciOn
carcelaria hasta cumplido el termino máximo de privaciOn por su incumplimiento. Puerto
Rico atraviesa por momentos dificiles y es necesario identificar alternativas en diversos
renglones que ayuden a mitigar los danos y que los menores, y más desvalidos, resulten
lo menos afectados posible.

Recientemente ha trascendido a Ia luz publica el hecho de que muchos cosechos
de café y otros productos agricolas están perdiendose por el hecho de no contar con mano
de obra que se encargue del recogido de los mismos. Ante esta situaciOn se propone el
que estos alimentantes que se encuentran encarcelados por su incumplimiento del deber
de alimentar, puedan tener la oportunidad de trabajar en el recogido de estos productos,
recibiendo una remuneraciOn igual a la recibida por un trabajador que se ericuentre en la
libre comunidad y que realice el niismo trabajo. Dicho pago será acreditado a la cantidad
que se adeuda por concepto de pension alimentaria y por la cual el alimentante se
encuentra cumpliendo pena de reclusion. Esta medida pretende proveer alternativas al
cumplimiento del deher de alimentar mientras el alimentante se encuentra sumariado, a
Ia misma vez que se atiende la problematica de Ia falta de mano de obra para el recogido
dcl café y’ otros productos agrIcolas. Es necesario recalcar que esta medida es de carácter
opcional, por lo que el alimentante sumariado podra determinar voluntariamente 51 Se
acoge a esta disposicion o no.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLA TI VA IDE PUERTO RICO:

SecciOn 1.-Se enniienda el ArtIculo 31 de la Ley Nüm. 5 de 30 de diciembre de 1986,

2 segUn enmendada, para que lea como sigue:

3 “Articulo 31.-Medidas Adicionales - Otros Remedios.

4 Los remedios provistos en esta Ley son adicionales a los existentes que no

5 sean incompatibles con ellos.

6 El procedimiento de desacato civil o criminal, ventilado ante tan tribunal de

7 justicia con Ia resultante reclusion carcelaria de parte alimentante que incumpla
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con sus obligaciones o con las Ordenes emitidas por el tribunal o el Adn,inistrador,

2 se incorpora a esta Lev como medida efectiva para hacer valer sus disposiciones.

3 Toda moción para solicitar orden de desacato por incumplimiento de

4 pensiones alimentarias se seflalara, diligenciara, resolvera y notificara por escrito

5 dentro de un término no mayor de veinte (20) dias siguientes a su presentaciOn.

6 La notificaciOn requerida para conceder estos remedios puede realizarse en

7 forma individual o general indicandole al alimentista la deuda existente y Ia

8 intenciOn del Admiriistrador de implementar todos los remedios que provee Ia 1ev.

9 Disponiendose que en aquellos casos en que el tribunal ordene el

10 encarcelamiento por desacato en el cumplimiento de la orden de pago de pension

11 alimentaria, podra ordenar el arresto domiciliario siempre y cuando Ia persona

12 sujeta a Ia jurisdicciOn del tribunal acepte cumplir con algunas de las siguientes

13 condiciones:

14 • Participar en el programa de trabajo que le asigne el Departamento

15 de CorrecciOn y acepte percibir como pago la misrna cantidad que se

16 le asigna a los confinados que prestan labores en algun programa del

17 Departamento;

18 • Que la deuda por concepto de pensiOn alimentaria no sea mayor de

19 dos ml) dolares ($2,000.00);

20 • Que sea Ia primera vez que la parte alimentante incumple con su

21 obligaciOn de alimentar;
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1 • Que Ia parte alimentante no haya tratado de evadir la jurisdicciOn

2 anteriormente para no cumplir con su obligaciOn alimentaria;

3 • Acepte cumplir con las condiciones que le imponga ci Departamento

4 de CorrecciOn;

5 • Participar de sus funciones como empleado en su empleo regular y

6 • Cumpla con todas las condiciones que ci tribunal tuviere a bien

7 imponer. Si la parte alimentante incumple con las condiciones antes

8 seflaladas, se ejecutarã ci desacato x’ se ordenara el ingreso dci padre

9 o madre no custodio que incumple”.

10 Si la parte ahmentante incumple con las condiciones antes seflaladas, se

11 ejecutará el desacato y se ordenara ci ingreso del padre o madre no custodio quc

12 incumple.

13 Se dispone además que, en caso de que ci alimentante se encuentre

14 cumpliendo pena de reclusion por desacato por incumplimiento de pensiones

15 alimentarias, este podra realizar trabajos de recogido de café u otros trabajos

16 agrIcolas, por ci cual recibira una remuneraciOn similar a la recibida de ordinario

17 por un obrero quc se encuentre en Ia libre comurddad. Dicho pago será acreditado

18 a Ia deuda de pensiOn alimentaria que existiera y por la que se encuentre privado

19 de libertad, conforme ala reglameritacion que se adopte para cumplir ci propOsito

20 de este Articulo. A tales fines se autoriza al Departamento de CorrecciOn y

21 RehabilitaciOn de Puerto Rico a lievar a cabo los acuerdos que sean necesarios con



5

1 el Departamento de Agricultura de Puerto Rico o con cualquier entidad privada

2 para Ia coordinaciOn del trabajo aquf establecido”.

3 SecciOn 2.-Se autoriza al Departaniento de CorrecciOn y RehabiitaciOn a adoptar

4 Ia reglamentaciOn necesaria para poner en vigor las disposiciones de esta Ley.

5 SecciOn 3.-Esta Ley entrará en vigor inmediatamente despues de su aprobaciOn.
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AL SENADO DE PUERTO RICO

La Comisi6n de Asuntos del Consumidor y Servicios Priblicos Esenciales, previo
estudio, consideraci6n v de conformidad con las disposiciones de1 Reglamento del
Senado, recomienda la aprobaci6n del Proyecto de la C6mara 1186, sin enmiendas.

ALCANCE DE LA N,{EDIDA

ANALISIS DE LA N'{EDIDA

La Ley Nrlm. 5 de 23 de abril de L973, segin enmendada, conocida como "Ley
Org6nica del Departamento de Asuntos del Consumidor", se crea con el prop6sito de
vindicar e implementar 1os derechos del consumidor, frenar Ias tendencias inllacionarias;
asi como e1 establecimiento y fiscalizaci6n de un control de precios sobre los articulos y
servicios de uso y consumo.

Se ha notado que e1 consumidor puertorriquefro carece de1 mismo acceso a ciertos
productos y servicios que ostentan 10s consumidores residentes en uno de los estados de

)

)
\i

E1 prop6sito del Proyecto de 1a C6mara 1186 es enmendar el Articulo 6 de la Lev
Nrim. 5 de 23 de abril de 7973, segnn enmendada, conocida como "Ley Org6nica del
Departamento de Asuntos del Cor-rsurnidor", a los fines de imponerle al Departamento
de Asuntos del Consumidor, la responsabilidad de establecer un programa dirigido a
defender e1 derecho de todo consumidor local a recibir de empresas dom6sticas v
multinacionales con presencia en Puerto Rico el mismo trato que recibe cualquier otro
consumidor residente en uno de 1os estados de los Estados Unidos de Am6rica en cuanto
a transacciones comerciales y aquellas otras que entienda pertinentes ), sean compatibles
con su jurisdicci6n, siempre y cuando ofrecer el mismo trato a 1os consumidores
residentes en Puerto Rico no ocasione condiciones econ6micas u operacionales olterosas
a1 comercio, o resulte incompatible con el mercado local; y para otros fines relacionados.
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los Estados Unidos de Am6rica. Ello a pesar de que muchos de los comercios ofrecen
dichos productos 1, 5gtri.i.t que se ubican tanto en u1o o m6s de los estados de los
Estados Unidos de Am6rica, asi como en la iurisdicci6n de Puerto Rico. Cosas tan
sencillas como no poder adquirir productos por Internet o solicitar una tarjeta de cr6dito,
crea disparidad entre ambos consumidores. Por ello, se hace imprescindible que el
Departamento de Asuntos de1 Consumidor establezca un programa que defienda
nuestros derechos a recibir de empresas dom6sticas y multinacionales con presencia en
Puerto Rico, e1 mismo trato que recibe cualquier otro consumidor que leside en uno de
1os estados de la Uni6n en cuanto a transacciones comerciales.

En orden de analizar el Ployecto de la Cdmara 1186, se solicitaron los memoriales
explicativos previamente remitidos a la Comisi6n de Asuntos de1 Consumidor, Banca y
Seguros de la Cdmara Representante, en el cual se recogi6 1a opini6n del Departamento
de Justicia, la Asociaci6n de Comercio a1 Detal de Puerto Rico (ACDET), la Asociaci6n de
Restaurantes de Puerto Rico (ASORE), la C6mara de Comercio de Puerto Rico (CCPR), la
Oficina del Chief InJormation Officer (CIO), el Cer.rtro Unido de Detallistas (CUD), el
Departamento de Estado (DE), Kemreth McClintock y la Oficina de Servicios Legislativos
(OSL). Por nuestra parte, se solicit6 memorial explicativo al Departamento de Asuntos
de1 Consumidor.

El Secretario de1 Departamento de Asuntos del Consumidor, Michael Pierluisi
Rojo, expresa que e1 trato discriminatorio hacia 1os puertorriqueflos se ha visto
pronunciado en 1os riltimos aflos. Explica que hay casos particulares donde compafrias
que ofrecen servicios por Internet, niegan a los residentes de Puerto Rico, la venta de
algunos articulos o venden 1os productos en precios m6s elevados y ofrecen ofertas
limitadas. Servicios como Anmzort Printe, no est6n disponibles en su totalidad para los
residentes de Puerto Rico, Besf Buy no realiza envios a ftav6s de su pdgina, Apple excl.uye
a los residentes de los servicios de Apple Care, let BIue Card y let Blue Plus, Elite Mnstercnrd
tampoco est6n disponibles y los servicios de Direct Tz, Nozo y Hulu Liz,e TV tambi6n
excluven a los residentes de Puerto Rico.

A su vez, indic6 que la Oficina de Protecci6n Financiera del Consumidor de los
Estados Ur-ridos, tom6 medidas contra Antericntt Express por ofrecer condiciones menos
favorables e11 la otorgaci6n de cr6ditos a los residentes de Puerto Rico. Por otra parte, el
Departamento de Justicia de los Estados Unidos tom6 medidas por pr6cticas
discriminatorias a clientes que solicitaban un representante que hablara espaflol o cuando
sus dilecciones son de Puerto Rico, violentando asi el Equal Credit Opportturity Act.

El DACO, tomando en consideraci6n esta serie de eventos, adopt6 1a Orden
Administrativa Nrim. 2011-006 que tiene como fin prohibir el trato discriminatorio en PR

por parte de empresas de Estados Unidos, definir el trato discriminatorio, crear 1a Oficina
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de Antidiscrimen Comercial \r permitir 1a presentaci6n de querellas ante el Departamento
en contra de las ernpresas que incurran e11 practicas discriminatolias.

Dicha Orden, dispone que "toda empresa con presencia en Puerto Rico que ofrezca
bienes, pr oductos o servicios al consumidor por medio de Internet, venta directa, cat6logo
o cualquier otra modalidad deberd ofi'ece al consumidor en Puerto Rico las mismas
condiciones o condiciones similares de acceso, r,enta, productos, bienes, sen'icio,
garar-rtlas y entrega que se ofrecen a los ciudadanos de los Estados Unidos Continentales".

La secci6n segunda de la Orden establece tres situaciones que podrian
constituir una prdctica discriminatoria:

Primero, define corno un trato discriminatorio cualquier difelencia
significativa en acceso, venta, productos, bienes, servicios, garantias y
entrega que no luviese justificaci6n leal. La empresa tiene ei peso de la
prueba pala demostrar que Ia diferencia en el trato estajustificada por los
costos de envio, impuestos, arbrih'ios, requisitos impuestos por ei gobierno
federal o estatal, limitaciones basadas en licencias, contratos, permisos,
patentes, derechos de autor, entre otros.

Segundo, la Orden define como una pr6ctica discriminatoria vender 1os

productos a los consumidores de Puerto Rico a un precio rnayor al que se

venden en los Estados Unidos continentales.

Tercero, 1a Orden prohibe negar a 1os consumidores de Puerto Rico e1 envio
de ciertos productos y no ofrecer los rnisrnos beneficios corno, por ejemplo,
los programas de r ecompensa, tarjetas de regalos, acceso a pagina web,
cupones de descuentos, entre otros.

A su vez, la Orden permite que Ios consumidores presenten quejas ante
cualquiera de 1as Oficinas Regionales del Departamento si han sido victimas de
alguna de 1as prdcticas discriminatorias mencionadas anteriormente. Para presentar
una queja, e1 consumidor debe incluir su informaci6n b6sica y una relaci6n de los
hechos que darr base a su reclamaci6n. Adem6s, podr6 incluir copia de cualquier
comunicaci6n sostenida con la empresa a la cual se dirige e1 reclamo o cualquier otro
documento de donde surja ei trato discrirninatorio. El consumidor puede presentar
su queja, ademds, a trav6s del nuevo programa de servicios en linea del
Departamento.

l
\
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Pol todo 1o anterior, el DACO, entiende que esta medida refuerza las gestiones
que 1a agencia ha realizado en defensa de los consumidores en casos discriminatorios
comerciales y provee que esta no interfiera indebidamente con el buen funcionamiento
de los mercados. E1 DACO, apoya la aprobaci6n del Proyecto de la C6mara 1186.

El Departamento de Justicia, a tra\,6s de su secretaria, Wanda VAzquez Garced
expresa que 1a intenci6n de esta pieza legislativa es incluir en 1as facultades del
Departamento de Asuntos de1 Consumidor el desarrollo de un programa dirigido a
defender e1 derecho de los consumidoles locales a recibir de empresas dom6sticas 1.

multinacionales el mismo trato que recibe cualquier otro consumidor de los estados.

Entiende que esta medida no interfiere con el comercio interestatal, m6s bien delega el
poder al secretario de interceder por los cor-sumidores frente a dichos comercios. Entre
las facultades que estaria ejercier-rdo e1 DACO se encuentra el cuestionar las razones por
las cuales no se honran ofertas vigentes en otros estados ), en Puerto Rico estas no
apliquen, lograr acuerdos o compromisos con 1as compafrias para que honren 1os precios
que ofrecen por Internet, entre otras gestiones.

La aprobaci6n de esta medida elevaria a rango de Ley la Orden Administrativa
Nrim. 2011-006, por Ia cual se cre6 la Oficitn Antidiscrinten Conercial que precisamente se

dedica a defender los derechos de los consumidores residentes en Puerto Rico, en
transacciones cornerciales, balcarias \, {inancieras.

Por otro lado, e1 Departamento de Justicia sugiri6 enrrrier-rdas que fueron acogidas
en 1a Comisi6n de Asuntos del Consumidor, Banca ), Seg'uros de la C6mara de
Representantes. Por 1o ar-rterior, no tiene objeci6n cor-r la aprobaci6n de esta medida.

La Asociaci6n de Comercio al Detal de Puerto Rico (ACDET) concurre con la
intenci6n de la presente pieza legislativa, por entender que busca e1 bier-restar de los
consumidores puertorriqueflos frente a las prdcticas discriminatorias injustificadas, no
obstante, entienden que la legislaci6n propuesta no cumple con ese prop6sito, o sea, no
beneficia a 1os consumidores y podria servir de disuasivo para que empresas ofrezcan
sus bienes o servicios en Puerto Rico, Io cual resultaria contraproducente. Son de 1a

opini6n que se deberia liberalizar eI comercio y asistir a las entidades que 10 promue\ren,
en vez de penalizarlo.

A su vez, recalc6 que la medida objeto de discusi6n aplicaria solamente a las
empresas que se encuentren exclusivamente en e1 comercio interestatal. Como se conoce,
la c16usu1a constitucional de comercio interestatal, le impone una limitaci6n a1 poder de
1os gobiernos estatales para reglamentar 1a actividad econ6mica en su jurisdicci6n. A
saber, si el Gobierno opta por una alternativa que resulta ser m6s onerosa al comercio
interestatal que otras opciones existentes, se presume proteccionista, y por 10 tanto
inconstitucional; solo se presume v61ida cuando es Ia alternativa menos onerosa a1

comercio.

j
N
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Para la ACDET en Puerto Rico existe una excesiva reglamentaci6n que, en muchas
ocasiones, hace no rentable el concedel ciertas ventajas o productos, simplemente por e1

exceso de reglamentaci6n o lo onerosa de la misma. A tales fines, opinan que la soluci6n
a1 trato desigual no recae en ma)ror reglamentaci6n y obst6culos, sino en todo lo contrario.
Mencion6 qne los " rail clvcks" , por eiemplo, son una de 1as protecciones que DACO ha
impuesto que operan en contra de los consumidores, al aumentar los costos, los
inventarios que hay que mantenel, adem6s de 1os riesgos de hacer negocios en Puerto
Rico.

Referente a las r.entas por Internet, 1as cuales estdn creciendo a pasos agigantados,
la ACDET interpel6 que se tome en considelaci6n e1 hecho que las compafrias que \renden
por Internet no incurren en gastos de cor-rtribuciones sobre ingresos, patentes
municipales, ni emplean miles de puertorriqueflos, por 1o que solicit6 los asistan para
r educir los costos operacionales.

Por otra parte, 1a Asociaci6n de Restaurantes de Puerto Rico (ASORE) manifest6
r-ro ar,alar la aprobaci6n del Provecto en cuesti6n, )ra que, ante su juicio, sus disposiciones
interfieren con la cldusula de comercio interestatal de la Constituci6n de Estados Unidos,
r,, por lo tar-rto, podrian violar la misn-ra.

Considera, que dentro de 1a industria no existe discrimen hacia los ciudadanos
amelicar-ros que viven en Puerto Rico, sino que 1as decisiones de negocio en cuanto a

honrar precios u ofertas er-r 1a Isla se encuentran fundamentados en razones de costos y
disponibilidad de productos, a su vez, ocasionado por las leyes de cabotaje que 1e aplican
a Puerto Rico y a la realidad geogrdfica de Puerto Rico. ASORE opina que no se trata de
un discrimen, sino de diferencia en precios justi{icada comercialmente.

Explic6 que obligar a restaurantes locales que forman parte de alguna franquicia
a honrar ofertas que se mercadean en Estados Unidos u otros paises por 1a misma
franquicia, crea un problema econ6mico para estos y el potencial de interferir con 1a

relaciorr contractual de franquicia.

ASORE hizo menci6n de un mecanismo administrativo existente en DACO que,
irasta donde entienden, no ha sido revocado y que atiende lo dispuesto en el P. de 1a C.

1186. No obstante, son de la opini6n que DACO no posee jurisdicci6n para requerirle a

empresas dom6sticas y multinacior-ra1es el mismo trato que recibe cualquier otro
consumidor en los dem6s estados en cuanto a transacciones comerciales.

Por su parte, la Cimara de Comercio de Puerto Rico (CCPR), considera que
DACO ya tiene el debel de defender los derechos de 1os consumidores sobre 1os servicios
que reciben en Puerto Rico, pero que e1 lenguaje de la medida parece ir mds a116, a1

requerirle a las empresas dom6sticas )r multlnacionales el mismo trato que recibe
cualquier consumidor en los dem6s estados continel-rtales en cuanto a transacciones
comerciales. A tales fir-res, acentuaron que ello queda fuera de Ia jurisdicci6n de DACO.

J
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Mencion6 la CCPR que en el caso de 1os ploductos que no se reciben en Puerto
Rico, puede deper-rder de muchas variantes como elevados costos de entrega o

imposibilidad para honrar garantias. Lo mismo sucede con los bancos y/o las compafuas
de cr6dito que no ofrecen sus servicios en Ia Is1a, toda vez que pueden estar sujetos a
costos o reglamentaci6n adicional que pudiera provocar que el negocio no sea

beneficioso.

A raiz de lo anterior, es que la Cdmala de Comercio exterioriz6 que dichas
decisiones estdn basadas mavormente en esfudios y planes de negocios que han sido
aprobados por entidades sobre los cuales DACO no tiene jurisdicci6n, particularmeute
sobre aquellas empresas o negocios que no tienen contacto eu Puerto Rico.

Concluy6 la CCPR que 1a medida objeto de discusi6n resulta ser sumamente vaga
en cuanto a1 "programa" que se propone, pero que, si el mismo consiste en orientar a 1as

empresas dom6sticas y multinacionales sobre el consumidor puertorriquefro, similar a la
Oficina Anti-discrimer-r del DACO, no tendria objeci6n a1 mismo. De manera similar,
tampoco tendrian objeci6n si se h'atara de ur-r programa que consiste en llevar a cabo una
campafia publicitaria dirigida a que se 1es ofrezcan los mismos servicios a 1os

consumidores puertorriqueflos, o algo similar.

La Oficina del Chief Information Officer (CIO) mencion6 en sus comentarios que
el Plan para Puerto Rico se encuentra enmarcado en un Modelo de Transformaci6n
Socioecon6mica que permite el libre h'afico de bienes v servicios, asi como procura la
participaci6n de la igualdad en esa direcci6n. Destac6 que uno de los pilares de dicho
Plan los es Ia trasparencia 1, ]2 protecci6n de1 recurso humano para encaminar la
productividad y el valor afladido como competidores en 1a economia global. Siendo asi,

estim6 necesaria la educaci6n a1 ciudadano en su participaci6n en el h'anscurso de
intercambio de bienes y serr-icios.

A niz de lo anterior', endosa la medida evaluada, a1 considerar que su prop6sito
es viable. No obstante, alert6 que pueden existir regulaciones o normas establecidas por
el Gobierno federal que pudieran limitar el consignar dicha acci6n legislativa; por e11o,

recomendaron la pericia de 1os cornentarios del Departamento de Desarrollo Econ6rnico,
el Departamento de Hacienda, el Departamento de Asuntos de1 Consumidor, el
Departamento de Justicia, la Junta Reglamentadora de Telecomunicaciones, la Cdmara
de Comercio, el Centro Unido de Detallistas, asi como organizaciones cuyo inter6s es la
defensa de 1os derechos de 1os consumidores.

EI Centro Unido de Detallistas (CUD) ofreci6 sus comentarios en cuanto a 1a

medida, indicando identificarse con la intenci6n del Legislador y entender Ia importancia
de 1a medida para 1os consumidores puertorriqueflos, quienes adquieren constantemente
bienes y servicios de empresas con base en Estados Unidos y no gozan de las mismas
condiciones de compra.

I

,..{\
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Resalt6 que vivimos el1 una sociedad altamente consunista, por 10 tanto, es

imprescindible contar con regulaciones razonables y objetivas como Ias que se presentan
en Ia medida bajo evaluaci6n. Destac6 que las enmiendas propuestas resultan
pertir-rer-rtes, adem6s que nuestro sector empresarial ve con buenos ojos estas normas que
vienen a refotzat las herramientas que posee DACO para defender el consumidor de
prdcticas desiguales, solo por rrivir en Puerto Rico.

E1 CUD hizo 6nfasis en Ia cantidad de veces que estas empresas tienen precios rn6s

altos para la Isla y en ocasiones, hasta p6ginas rt eb separadas, mientlas que en Estados
Unidos cor-rtir-rentales los articulos resultan ser m6s econ6micos y hasta se ofrecen sin
cargos por envio, o peor afn, no aparece Puerto Rlco en la lista de jurisdicciones
aceptables para enviar la mercancia; lo cual representa un trato injusto para e1

consurnidor de aqui.

A tales fines, endosa el Proyecto, por entender que le confiere al Departarnento de
Asuntos del Consumidor podeles adicionales para cubrir todo asunto que atente contra
el consumidor puertorriquefi o.

Por otro lado, la directora de la Oficina de Asuntos Legales de1 Departamento de
Estado, Elizabeth Cabassa Rosario destac6 que la manera en que sufrimos discrirnen
varia desde e1 simple hecho de no poder adquirir algurl producto a lra\,6s de Ia Interne!
hasta condiciones menos favorables a la hora de buscar financiamiento para 1a

adquisicion de productos y servicios.

Aunque recor-roci6 que ciertamente sufrimos discrimen por parte de algunas
empresas que hacen negocios en la Is1a, concedi6 deferencia en sus cornentarios a1 DACO,
por ser 1a agencia que cuenta con el peritaje adecuado para entender e1 impacto que
tendrd la medida v cuan r,iable es su implementaci6n.

La Oficina de Servicios Legislativos (OSL) en su ponencia recalc6 que DACO se

encuentra autorizado por e1 Articuio 6 de 1a Ley Nrlm. 5-7973 para defender a los
consumidores de Puerto Rico ante agencias y departamentos locales y federales por tratos
discriminatorios. Debido a que la Asamblea Legislativa tiene 1a facultad constitucional
de aprobar legislaci6n en beneficios de 1a ciudadania, no considera que mediaria
impedimento alguno que se asignaran poderes adicionales al Secretario de DACO que
redunden en beneficios a la poblaci6n; siempre y cuando no se infrinjan normas y
legislaciones locales y federales relativas a la obtenci6n de jurisdicci6n de 1as personas y
a la Cl6usula de Comercio Interestatal.

)
J

E1 exsecretario de Estado de Puerto Rico, Kenneth McClintock, manifest6 su
posici6n referente a la rnedida destacando que 1a lucha por el trato igual de1 consumidor
puertorriquefro ha tenido 6xitos 1, fracasos, pero que con la aprobaci6n de una pieza
legislativa como 1a presente, ayudard a que sean mds los 6xitos y menos los fracasos.
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Subray6 la OSL que resulta imprescindible que las personas naturales o juridicas
a ser sometidas bajo la, presente medida, tengan presencia en Puerto Rico, para poder
legitimamente abogar por los derechos de1 consumidor local, toda vez q:ue, por ejemplo,
la mera operaci6r-r de un sitio web accesible para 1os residentes de Puerto Rico, no bastaria
para constituir los requisitos de contactos minimos pala obtener jurisdicci6n sobre 1a

ernpresa.

La Oficina de Servicios Legislativos destac6 la existencia de la Ley Ptblica Nr1m.

71.5-128, conocida como "Robbinson-Patman Act" tambi6n de aplicaci6n en Puerto Rico,
la cual ha dispuesto, como legla general, la ilegalidad de que cualquier persona que se

dedique al comercio, directa o indirectamente, discrimine en precio entre los adquirentes
de los articulos, o su calidad. Sin embargo, se permiten 1as diferencias en e1 costo de
manufactura, \renta v entrega, como resultado de los distintos m6todos o cantidades en
que 1os articulos son adquiridos y entregados. Por 1o que es necesatio corxiderar estos

aspectos, que no guardan relaci6r-r discriminatoria, al momento de crear regiamentaci6n
al respecto.

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

Luego del debido andlisis al Provecto de 1a Cimara 1186, esta Comisi6n entiende
que el mismo provee mayores herlamientas al Departamento de Asuntos de1 Consimidor
para defender a los consumidores en casos discriminatorios comerciales, a 1a vez que
provee que esta no interfiera indebidarnente cor-r el buen funcionamiento de los mercados.

Por todo 1o anterior, la Comisi6n de Asuntos de1 Consumidor y Servicios Prlblicos
Esenciales, recomienda a este Alto Cuerpo la aprobaci6n del Provecto de la C6mara 1186,

sin enmiendas.

Resp etuosamente sometido,

E,, j'nYaz e 1e\.eson.
Presi nta
Comisi6n de Asuntos de1 Consumidor v Servicios Ptblicos Esenciales

---7
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Referido a la Comisi6rr de Asur-rtos de1 Cor-rsumidor, Banca y Seguros

LEY

Para errner-rdar el Articulo 6 de la Ley Nr1m. 5 de 23 de abril de 7973, segin enmendada,
conocida como "Le1' Orgdnica del Departamento de Asuntos de1 Consumidor", a

los fines de imponerle a1 Departarnento de Asuntos del Consumidor, la
responsabilidad de establecer un programa dirigido a defender el derecho de todo
consumidor local a recibir de empresas dom6sticas v multinacionales con
presencia en Puerto Rico el rnismo trato que recibe cualquier otro consumidor
residente en uno de 1os estados de los Estados Unidos de Amdrica en cuanto a

transacciones cornerciales y aquellas otras que entienda pertinentes y sean
compatibles con su jurisdicci6n, siempre y cuando ofrecer el mismo trato a 1os

consumidores residentes en Puerto Rico no ocasione condiciones econ6micas u
operacionales onerosas al comercio, o resulte incompatible con el mercado local; v
para otros fines relacionados.

EXPOSICION DE MOTIVOS

La Ley Nrim. 5 de 23 de abril de 1,973, segrin enmendada, conocida como "Ley
Orgdnica de1 Departamento de Asuntos del Consumidor", se crea con e1 prop6sito
primordial de vindicar e implementar los derechos del consumidor, frenar las
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tendencias inflacionarias; asi como el establecimiento t, fiscalizaci6n de un conffol de
precios sobre los articulos y servicios de uso y consumo.

Es pertinente seflalar que, bdsicamente, se han reconocido ocho (8) derechos
fundamentales del consumidor, a saber:

1) Derecho a la satisfacci6n de necesidades bdsicas: tener acceso a bienes v
serlricios bdsicos esenciales; adecuados alimentos, ropa, rrirrienda, atenci6r-r

de salud, educaci6n, serrricios priblicos, agua v saneamiento;

2) Delecho a la seguridad: sel protegido(a) contra productos, procesos de
producci6n 1, servicios peiigrosos para 1a salud o la vida;

3) Derecho a ser inJormado(a): acceder a los datos necesarios para poder
hacer elecciones in{ormadas y ser plotegido(a) contra publicidad y
etiquetados deshonestos o engariosos;

4) Derecho a elegir: poder elegir entre un rango de productos y servicios,
ofrecidos a precios competitivos con la garantia de seguridad y buena
calidad;

5) Derecho a ser escuchados(as): Ios intereses de los consumidores deben
estar representados en 1a aplicaci6n de politicas gubernamentales y en el
desarrollo de productos y sen icios;

6) Derecho a la reparaci6n: recibir resoluciones justas por demandas justas,
incluyendo 1a compensaci6n por bienes mal hechos o servicios
insatisfactorios;

Derecho a Ia educaci6n como consumidores: adquirir conocimier-rtos y
habilidades necesarias para estar informados y hacer elecciones
apropiadas sobre bienes y servicios y, al mismo tiempo, estar conscientes
de los derechos y responsabilidades b6sicas de los consumidores y saber
c6mo actuar sobre ellos; y

8) Delecho a un ambiente saludable: vivir y trabajar en un ambiente que no
amenace el bienestar de 1as generaciones presentes ni futuras.

A base de 1o anterior, se entiende necesario dotar a1 Estado de 1as herramientas
que permitan vindicar los derechos de los consumidores.

Se ha notado que e1 consumidor puertorriqueflo carece de1 mismo acceso a

ciertos productos y servicios que ostentan los consumidores residentes en uno de 1os

7)
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estados de los Estados Unidos de Am6rica. Ello a pesar de que muchos de los cornercios
ofrecen dichos productos y serwicios ubican tanto en uno o mds de 1os estados de los
Estados Unidos de Am6rica, asi como en 1a jurisdicci6n de Puerto Rico. Cosas tan
sencillas como no poder adquirir productos por Internet o solicitar una tarjeta de
cr6dito crea disparidad entre ambos consumidores. Por ello, se hace imprescindible que
el Departamento de Asuntos del Consumidor establezca un programa que defienda
nuestros derechos a lecibir de empresas dom6sticas y multinacionales con presencia en
Puerto Rico, e1 mismo trato que recibe cualquier otro consun-ddor que leside en uno de
los estados de la Uni6n en cuanto a transacciones comerciales.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO

Secci6n 1.-Se enmienda el Articulo 6 de la Lev Nrim. 5 de 23 de abrll de 7973,

2 segrin er-rmendada, para que lea como sigue:

"Articulo 6.-Poderes l Facultades del Secretario

En adici6n a los poderes 1, facultades transferidos por esta Le1,, el

Secretario del Departamento de Asuntos de1 Consumidor tendr6 1os siguier-rtes

poderes ), facultades

(u)

(rr)

(1)

10

11 (+)

11 Los ingresos que se cobren bajo 1os incisos (c), (1), (w) y (z)

1i ingresardn en los libros deI Secretario de Hacienda en forma

14 separada de cualesquiera otlos fondos que tenga a bien recibir el

15 Departamento de Asuntos de1 Consumidor. Estos fondos serdn

-+

l

6

1

E

9

16 contabilizados sin aflo nafural determinado. Los recaudos por este
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concepto ingresar6n al Fondo Especial del Departamento de

(bb)

(..)

(dd)

("")

(f0 Establecer un programa dirigido a defender e1 derecho de todo

consumidor local a recibir de empresas dom6sticas ). multir-racionales con

presencia en Puerto Rico el mismo trato que recibe cualquier otro

10 cor-sumidor residente en uno de los estados de los Estados Unidos de

l1 Am6rica en cuanto a transacciones comerciales v aquellas otras que

12 er-rtienda pertinentes y sean compatibles con su jurisdicci6n, siempre y

13 cuando ofrecer el mismo trato a los consumidores residentes en Puerto

l1 Rico no ocasione condiciones ecor-r6micas u operacionales onerosas a1

15 comelcio, o resulte incompatible con e1 mercado Iocal."

16 Secci6n 2.-Por 1a presente se deroga cualquier 1ey, o parte de 1ey, que sea

l7 incompatible con esta.

18 Secci6n 3.-Las disposiciones de esta Ley prevalecer6n sobre cualquier otra

19 disposici6n de ley que no estuviere en armonia con lo aqui establecido

20 Secci6n 4.-Si cualquier palabra, frase, oraci6r-r, pdrrafo, articulo, o parte de esta

2l ley fuere declarado inconstitucional por un tribunal competente, la sentencia a tal efecto

2

J

)

6

Asur-rtos del Consumidor

I

8

9

J

22 dictada no afectard, perjudicard, ni invalidar6 e1 resto de esta Ley. El e{ecto de dicha
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1 sentencia quedard limitado a la palabra, frase, oraci6r-r, plrrafo, alticulo, o parte de la

2 misma que asi hubiere sido declalado incor-rstitucional.

Secci6n 5.-Se faculta al Departamento de Asuntos de1 Consumidor a promulgar

4 toda la reglamentaci6n necesaria para cumplir cor-r 1o estipulado en esta Ley.

Secci6n 6.-Esta Le1, cornerrzard a legir ir-unediatanrente despu6s de su

6 aprobaci6n.
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P. de la C. \239
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8 de noviembre de 2018

AL SENADO DE PUERTO RICO

La Comisi6n de Salud de1 Senado de Puerto Rico, recomienda la aprobaci6n de1 P

de la C. 1239, sin enrniendas en el entirillado electr6nico que se acompafra.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El Provecto de 1a C6mara 1239 procura enmendar la Lev 296-2002, conocida como
"Ley de Donaciones Anat6micas de Puerto Rico", con el prop6sito de autorizar y
reglamentar Ia donaci6n y disposici6n de caddveres, 6rganos y tejidos provenientes de
cad6veres y de personas vivas a utilizarse para trasplantes clinicos.

Surge de 1a exposici6n de motivos, que Ia referida Ley ha sido objeto de varias
enmiendas dirigidas, mayormente a hacer m6s accesible a los ciudadanos Ia posibilidad
de donar sus cuerpos, 6rganos y tejidos, y otorgarle mayor transparencia aI proceso.
Entienden que actualmente, existe la necesidad de enmendar este estatuto para definir
m6s claramente los criterios utilizados para mantener a un donante como miembro activo
en el Registro de Donantes y para atender 1o relacionado a las categorias de 1as personas
autorizadas a donar a nombre de un finado, asi como 1os procedimientos a seguir para
contactar a los mismos para el otorgamiento de dicha autorizaci6n.

En ese sentido, es necesario precisar que una vez una persona ha consentido a
donar su cuerpo, 6rganos y/o tejidos, al expedirsele por primera vez su licencia de
conducir, 6sta permanecerd en el Registro de Donantes y no se le volverd a solicitar
reafirnar su compromiso al momento de renovar dicha identiJicaci6n. Esto como
respuesta a la reacci6n de muchos ciudadanos que han descubierto que se les ha
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removido del Registro de Donantes sin solicitarlo al momento de renovar su licencia.
Asimismo, es meritorio que 1a licencia de conducir refleje la determinaci6n del donante,
para que de esa forma, se agi-lice el proceso al momento de su deceso y se conozca que se

encuentra registrado como donante.

Por otro 1ado, en muchas ocasiones, tras la muerte de una persona, surgen
controversias familiares y complicaciones con tratar de identificar y loca-lizar a quienes
son llamados por ley a consentir a 1a donaci6n de 6rganos y tejidos de un occiso que
previo a su muerte no se registr6 como donante. Cada minuto en este proceso es

importante, pues existen miles de personas en espera de un trasplante y la incertidumbre
en tomo a la determinaci6n sobre el cuerpo del occiso puede ser crucial para 1as

aspiraciones de aqu6l que espera por un 6rgano o tejido para mejorar su calidad de vida.
Es por ello que se necesita hacer un balance enffe el inter6s de los familiares y el de las
diversas entidades recuperadoras por hacerse del 6rgano o tejido para el bien de otras
personas. En ese sentido, se necesitan aclarar cu6les serdn los esfuerzos que se

considerar6n razonables y suficientes para dar con el paradero de aquellos familiares con
facultad de consentir sobre el cuerpo de otro.

Concluye 1a parte expositiva, que mediante esta medida se enmienda la ley para
puntualizar el orden de qui6nes ser6n 1os familiares llamados a consentir a la donaci6n
de un cuerpo, 6rganos y/o tejidos de una persona que no forma parte del Registro de
Donantes vigente, y el proceso para identificar,localizar y comunicarse con aquellos que
tienen dicha facultad.

A \T A I IEIC I'}E T A I\,ENII] A

En orden de cumplir responsablemente y conforme con sus deberes y funciones,
la Comisi6n de Salud del Senado de Puerto Rico evalu6 los memoriales explicativos
sometidos ante la Comisi6n de Salud de 1a Cdmara de Representantes. Comparecieron
las siguientes agencias y/o entidades: Departamento de Salud, Departamento de Justicia,
Banco de Qos del Leonismo Puertorriquefro, Negociado de Ciencias Forenses del
Departamento de Seguridad Priblica, Life Link de Puerto Rico, el Junta de Disposici6n de
Cuerpos, 6rganos y Tejidos Humanos de Puerto Rico del Recinto de Ciencias M6dicas de
Ia Universidad de Puerto Rico, ei Departamento de Transportaci6n y Obras Ptblicas
(DTOP) y el Colegio de M6dicos Cirujanos de Puerto Rico.

El Departamento de Salud avala la aprobaci6n de la media de referencia. Luego
de revisarla con la Divisi6n de Medicamentos y Farmacias, adscrita a 1a Secretaria
Auxiliar de Reglamentaci6n y Acreditaci6n de Facilidades de Salud (SARAFS), entiende
que la misma no incide directamente sobre las labores o responsabilidades delegadas al
Departamento. Considera que la agilizaci6n de estos procesos s61o puede redundar en
beneficio de personas que se encuentran en listas de espera.
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Menciona que SARAFS trav6s de su Divisi6n de Instituciones de Salud, es

responsable del licenciamiento de los hospitales priblicos y privados. A-flade que durante
e1 proceso de inspecci6n de la fase operacional de los hospitales es cuando se evahia el
cumplimiento con Ia regulaci6n vigente aplicable. Apoya las enmiendas propuestas y
seflala que Ia Agencia continuard velando por cumplimiento de la ley en hospitales y
facilidades de salud.

E1 Departamento de ]usticia no observa impedimento legal a la aprobaci6n del P.

de la C. Nrlm. 1239. Explican que el Estado goza de amplia facuitad para aprobar
reglamentaci6n dirigida a proteger e impulsar el bienestar de Ia comunidad. Las
enmiendas propuestas son un ejercicio legitimo de los poderes y prerrogativas
constitucionales de Ia Asamblea Legislativa.

Ofrecen sugerencias y recomendaciones legales. Explican que el prop6sito de
otorgar un testamento, poder u otro documento priblico o privado es que se preserve
evidencia fehaciente e inequivoca de la voluntad dei otorgante. Independientemente del
tipo de documento que se otorgue, la autorizaci6n que un individuo pueda conceder a
un tercero para tomar decisiones relacionadas con su salud no puede ni debe tomarse
como una expresi6n inequivoca de su voluntad de autorizar a dicho tercero a disponer
de todo o parte de su cuerpo; mucho menos en exclusi6n de la voluntad de todo familiar.
Opinan que tal definici6n resultard controversial, se convertir6 en fuente de discordia y
sufrimiento para los familiares y con toda probabilidad serd retada en los tribunales.

El Banco de Ojos del Leonismo Puertorriquefro expresa que actualmente, no
..--^-r^.. 1^- ^^--^^- J^ l^- 4.ll^-;l^. ^^, '-r,^rla -.r-,.21 -^. n6.o.i+,r In2^"'_l'_*_ _ r__ __'*-_'- r _- - - -__ -''_ -'- _

autopsia que le otorgue el permiso conjunto con la firma del pat6logo. Explican que su
labor es recuperar c6rneas para ofrecer una mejor calidad de vida a los que han perdido
su visi6n. Finalmente recomiendan la aprobaci6n del P. de 1a C.1,239.

EI Negociado de Ciencias Forenses del Departamento de Seguridad Prlblic4
solicita que se tome en consideraci6n e1 orden de aquellos familiares a los cuales 1es serd
enlregado el cuerpo para su disposici6n final, para atemperarlo al Art. 4.19 de la Ley 20

de 5 de abril de 2077 . Ta1 solicitud fue atendida en 1a Cimara de Representantes, pues es

en esencia, similar aI vigente con 1a diferencia de que se incluy6 al agente del finado en
primer orden.

Life Link de Puerto Rico endosa la aprobaci6n de la presente medida. Considera
que las enmiendas propuestas redundar6n en un adelanto positivo al marco legal para
fortalecer el proceso de recuperaci6n de 6rganos y teiidos. Explican que el orden que
actualmente contempla la Ley y Ia forma en que se describen algunas de ias categorias da
al traste con la realidad social y familiar del Puerto Rico de hoy. Indican que el lenguaie
sugerido corrige esta situaci6n y adem6s es similar al que ha sido adoptado en Ia mayoria



4

N

de los Estados de Estados Unidos que utilizan el "Revised UniJorm Anatomical Gift Act"
redactado por el "National Conference of Comrnissioners on Uni{orm Lawsn.

La ]unta de Disposici6n de Cuerpos, 6rganos y Tejidos Ilumanos de Puerto
Rico del Recinto de Ciencias M6dicas de la Universidad de Puerto Rico, emiti6
recomendaciones para 1a aprobaci6n de la presente medida. Explican que la definici6n
de "Razonabiemente Disponible", no se debe especificar un nrlmero fijo de horas, ya que
esto impediria tomar en consideraci6n la diversidad de variables y elementos que entran
en juego a 1a hora de deterrninar qu6 es un tiempo de espera razonable para completar el
proceso de decisi6n para autorizar la donaci6n de un 6rgano Sobre la definici6n de
"Agente del finado", seffalan que ei mecanismo por el cual esta persona ha sido
identificada y autorizada legalmente por e1 potencial donante de una forma libre,
expresa, voluntaria, e inJormada. Muestran preocupaci6n por Ia forma en que se

validaria una autorizaci6n oral por tel6fono, segtn 1a Secci6n 2.

Mencionan que al presente existe un registro electr6nico de donantes de
6rganos/tejido para kasplante, pero no asi de donantes de cuerpo para educaci6n y/o
investigaci6ry en cuyo caso existe un registro digitalizado que se mantiene en 1as

computadoras de las oficinas de la Junta. Explica ademas la necesidad de sincronizar y
centralizar ambos tipos de registro. Indica que la han tenido dificultades fiscales que han
tenido un impacto en este proceso.

EI Departamento de Transportaci6n y Obras P(rblicas (DTOP) proponen varias
enmiendas a Ia medida. Explican que revisardn el formulario DTOP-D19256 "Solicitud
- .t:r: J r r i .---- 1---:-- r7^l-i---t^^ l^ lr^r^-rr rt^!-ll^- -.,^ ^I f^--,,I^-i^

permite a los solicitantes de licencia de conducir indicar si desean unirse al programa de
donaciones anat6micas, solo seria necesario incorporar 1o alusivo a aquellos conductores
que interesen continuar participando de dicho programa al renovar sus licencias. Hacen
constar que el manejo de 1a inJormaci6n de los conductores que deciden donar sus
6rganos no forma parte de su expediente en nuestro poder, por cuanto esa informaci6n
es referida a la Junta mediante acuerdo previo.

Explican que la Junta debe ser responsable de proveer a1 DTOP material educativo
que pueda ser entregado a la persona al momento de ilenar Ia solicitud. De este modo,
todos los solicitantes podrian recibir de un modo mds pr6ctico la inJormaci6n pertinente
para tomar una decisi6n tan significativa como lo es Ia donaci6n de 6rganos, con pleno
conocimiento del posible impacto en la vida de aquellos pacientes que se encuentran en
espera de un trasplante.

El Colegio M6dicos Cirujanos de Puerto Rico, endosa ia aprobaci6n del Proyecto
del Senado 1239. Entienden que el consentimiento es la piedra angular 6tica de toda
intervenci6n m6dica. Indican que 1o propuesto en 6ste proyecto es una normativa de
consentimiento expreso, el cual es precisamente el tipo de consentimiento que favorece
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el Colegio de M6dicos Cirujanos de Puerto Rico. Consideran que 1o ideal es haber
obtenido el consentimiento expreso del donante en vida o que el donante haya designado
un agente o apoderado a los fines de consentir para 1o concerniente a la donaci6n de
6rganos. Explican que el consentimiento para la obtenci6n de 6rganos y tejidos de
personas fallecidas puede ser "expreso" o "presunto", 1o que depende de las tradiciones
sociales, m€dicas y culturales.

Finalizan mencionando Ia "Ley de Declaraci6n Previa de Voluntad sobre
Tratamiento M€dico en Caso de Sufrir una Condici6n de Salud Terminal o Estado Vegetal
Persistente". Explican que la regula Ia forma y el contenido de1 documento notarizado
que debe ser otorgado a los fines de cumplir con 1a declaraci6n previa del paciente, asi

como la designaci6n del agente y el orden de prelaci6n que ser6 utiiizado con familiares
para determinar el consentimiento del paciente. Consideran prudente que 1a designaci6n
del agente del finado para fines de la donaci6n de 6rganos tambi6n sea regulada por la
mencionada ley.

CONCLUSION

Previo un estudio exhaustivo, la Comisi6n de Salud del Senado de Puerto Rico
entiende que es imperante promover legislaci6n dirigida a mejorar el proceso de
recuperaci6n de 6rganos y tejidos, que ayudan a salvar vidas.

Tal como reza la parte expositiva de Ia medida, las enmiendas propuestas
salvaguardan la decisi6n de aquellas personas que deciden en vida convertirse en

una donaci6n en nombre de un familiar o allegado. ya failecido, con el fin de benehciar a

pacientes en espera de un trasplante para salvar sus vidas.

Por todo 1o antes expuesto, la Comisi6n de Salud, previo estudio y consideraci6n,
rinde su informe sobre el Proyecto de la C6mara 1239, recomendando su aprobaci6n sin
enmiendas.

Respetuosamente sometido,

Hon. Angel
Presidente

" Martinez SantiagoChay

Comisi6n de Salud
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enmendar el actual inciso (q) y (r), y afladir un nuevo inciso (u) al Articulo 2;

enmendar el inciso (.), y (") del Articulo 6; afladir un nuevo inciso (d),
reenumerar los subsiguientes y enmendar el actual inciso (e) del Articulo 27 dela
Ley 296-2002, segin enmendada, conocida como "Ley de Donaciones
Anat6micas de Puerto Rico" a los fines de agilizar e1 proceso para autorizar la
donaci6n del cuerpo o parte del cuerpo de un finado por sus familiares; otorgarle
mayor estabilidad al Registro de Donantes; y para otros fines relacionados.

EXPOSICION DE MOTIVOS

La Ley 296-2002, segrin enmendada, conocida como "Ley de Donaciones
Anat6micas de Puerto Rico", se promulg6 con el fin de autorizar y reglamentar Ia
donaci6n y disposici6n de caddveres, 6rganos y tejidos provenientes de cad6veres y de
personas vivas a utilizarse para trasplantes clinicos. Esta Ley, ademds se adopt6 con el
prop6sito de fomentar los trasplantes de 6rganos y tejidos para fines educativos y de
salud priblica.

31 DE AGOSTO DE2O77
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Posteriormente, la referida Ley ha sido objeto de varias enmiendas dirigidas,
mayormente a hacer mds accesible a los ciudadanos la posibilidad de donar sus

cuerpos, 6rganos y tejidos, v otorgarle mayor transparencia al proceso. Asimismo, se ha
enmendado para atender asuntos relacionados con su implementaci6n. En atenci6n a
ello, actualmente, existe ia necesidad de enmendar este estatuto para definir mds
claramente 1os criterios utilizados para mantener a un donante como miembro activo en
el Regisko de Donantes y para atender 1o relacionado a las categorias de 1as personas
autorizadas a donar a nombre de un finado, asi como los procedimientos a seguir para
contactar a los mismos para el otorgamiento de dicha autorizaci6n.

Por otro lado, en muchas ocasiones, tras la muerte de una persona, surgen
controversias familiares y complicaciones con tratar de identificar y localizar a quienes
son llamados por ley a consentir a la donaci6n de 6rganos y tejidos de un occiso que
previo a su muerte no se registr6 como donante. Cada minuto en este proceso es

r
incertidumbre en tomo a la determinaci6n sobre el cuerpo del occiso puede ser crucial
para las aspiraciones de aqu6l que espera por un 6rgaao o teiido para mejorar su
calidad de vida. Es por eilo que se necesita hacer un balance entre el inter6s de los
familiares y el de las diversas entidades recuperadoras por hacerse del 6rgano o tejido
para el bien de otras personas. En ese sentido, se necesitan aclarar cu61es ser6n los
esfuerzos que se considerar6n razonables y suficientes para dar con el paradero de
aquellos familiares con facultad de consentir sobre el cuerpo de otro.

Es por ello, que a trav6s de esta medida se enmienda la ley para puntualizar e1 orden de
qui6nes serdn los familiares llamados a consenfu a la donaci6n de un cuerpo,6rganos
y/o teiidos de una persona que no forma parte del Registro de Donantes vigente, y el
proceso para identi{icar, localizar y comunicarse con aquellos que tienen dicha facultad.

Entendemos que estas enmiendas propuestas a Ia Ley 296-2002, propender5n al
prop6sito de salvaguardar la decisi6n de aquellas personas que deciden en vida
convertirse en donantes al momento de su fallecimiento, y de aquellas personas que
deciden autorizar una donaci6n en nombre de un famiiiar o allegado ya fallecido con el
fin de beneficiar a pacientes en espera de un trasplante para salvar sus vidas.

En ese sentido, es necesario precisar que una vez una persona ha consentido a

donar su cuerpo, 6rganos y/o tejidos, al expedirsele por primera vez su licencia de
conducir, 6sta permanecer6 en e1 Registro de Donantes y no se le voiverd a solicitar
reafirmar su compromiso al momento de renovar dicha identificaci6n. Esto como
respuesta a la reacci6n de muchos ciudadanos que hal descubierto que se les ha
removido del Registro de Donantes sin solicitarlo al momento de renovar su licencia.
Asimismo, es meritorio que la licencia de conducir refleje la determinaci6n del donante,
para que de esa forma, se agilice el proceso al momento de su deceso y se conozca que
se encuentra registrado como donante.
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DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PL]ERTO RICO:

Secci6n 1.-Se aflade un nuevo inciso (a) y un nuevo inciso (s) y se renumeran los

3

4

5

6

7

8

9

2 subsiguientes, se enmiendan los actuales incisos (q) y (r), y se aflade un nuevo inciso (u)

al Articulo 2 de la Ley 296-2002, segrin enmendada, para que lea como sigue

"Articulo 2.-Definiciones

(a) "Agente del finado" significa un individuo que haya sido autorizado a

disponer de todo o parte del cuerpo/ 6rganos y/o tejidos del finado, ya sea

por virtud de algrirr testarnento, poder o documento priblico o privado

otorgado ante un notario pdblico.

(b) "Banco de Qos".

10 (.) "Banco de Sangre"...

11 (d) "C6rnea"...

12 (e) "Donante"..

13 (f) "Donatario"...

14 (g) "EntidadRecuperadora".

15 (h) "Escuela de Medicina".

16 (i) "Escuela de Odontologia"

1'7 (,) "Estado"...

18 (k) "Finado"...

19 0) "Hospital".

_J
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1

(*) "Junta".

(") "M6dico"

(o) "Muerte"...

(p) "Organizaci6n de Recuperaci6n de 6rganos" significa 1a agencia de

recuperaci6n de 6rganos autorizada y certirficada por el Gobiemo Federal

J

4

$,
s (O "Parte"..

10

)

6

7

8

9

de los Estados Unidos para recuperar 6rganos en Puerto Rico

(.) "Persona"

(r) "Razonablemente Disponible" se refiere a1 resultado de los esfuerzos

afirmativos realizados durante doce (12) horas por una Entidad

Recuperadora o un donante que est6 disponible y accesible por alcanzar a

otros donantes que no estdn disponibles ni accesibles con el fin de que

t_'--_^_-__^ _'_^"'^
Pucllarr q ra urrrvolrlvl

del cuerpo del finado.

(t) "Recipiente" significa eI paciente que recibe e1 trasplaate.

(") "United Network for Organ Sharing" o "UNOS" significa la entidad

contratada por el Gobiemo Federal de 1os Estados Unidos a tenor con el

"National Organ Trasplant Act", responsable de mantener y operar el

registro nacional computadorizado de personas en espera de un trasplante

de 6rganos y de coordinar la distribuci6n y ubicaci6n de 6rganos

11

12

15

16

17

18

19

20

21 recuperados en los Estados Unidos."
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14

15

16

11

18

19

donaci6n anat6mica;

(2) EI c6nyuge de1 finado;

(3) Los hijos mayores de edad del finado;

(4) Los padres de1 finado;

(5) Los hermanos mayores de edad del finado;

(6) Los nietos mayores de edad del finado;

20 (n Los abuelos de1 finado;

5

1 Secci6n 2.-Se enmienda eI inciso (c), y el inciso (e) del Articulo 6 de la Ley 296-

2 2002, segrin enmendada; para que lean como sigue:

3 " Articulo 6.-Donantes

4 (u)

s (b)

6 (.) Las siguientes personas, en el orden que se indica, con exclusi6n de

7 cualquier otro familiar, podr5n disponer de todo o parte del cuerpo de un

8 finado para los prop6sitos de esta Ley. La facultad de 1as personas

9 llamadas a autorizar la donaci6n s61o podr6 llevarse a cabo en ausencia de

10 declaraci6n expresa del finado de su intenci6n de donar o no donar sus

11 6rganos o tejidos. El orden, para los prop6sitos de esta Ley, es el siguiente:

12 (1) E1 agente de1 finado, a menos que exista algrln documento legal que

^^-a^-:.]^^-, L^--: 
- ^ ^: A.
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1

2

6

7

,

4

5

8

9

(8) Una persona, mayor de edad, que se haya ocupado del finado

durante su vida o haya demostrado cuidado especial y

preocupaci6n por el finado;

(9) El tutor del finado al momento de Ia muerte;

(10) Cualquier persona o entidad autorizada u obligada por la 1ey a

disponer de1 cad6ver de1 finado.

Si existiere m6s de un miembro de cada clase enumerada en los

incisos (c) (1), (3), (4), (5), (6), (7), (8) o (10) con capacidad de autorizar la

donaci6ry dicha donaci6n podr6 hacerse por un miembro de la clase, a

menos que dicha persona o la persona o la donataria conforme el Articu1o

7, conozca de alguna objeci6n por otro miembro de la clase. Si existe

objeci6n por algrin miembro de la clase, la donaci6n solo podr6 hacerse

10

1t

12

1.1

15

l6

17

disponibles.

Una persona no podr6 attorizar una donaci6n anat6mica, si al

momento de 1a muerte del finado, conoce que existe otra persona que

segrin este orden de prelaci6n estd razonablemente disponible para

autorizar u objetar 1a donaci6n.

(d) Cuando la persona llamada a prestar la autorizaci6n no estuviese

fisicamente disponible para hacerlo, tal persona podr6 otorgar SU

autorizaci6n oralmente via telef6nica o facsimil. Esta autorizaci6n podrd

t8

19

20

2l

22 SEI grabada con el consentirniento de la persona autorizaate. Esta
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disposici6n no es de aplicaci6n a los padres, madres o tutores legales de

menores de edad de diecis6is (16) y diecisiete (17) anos de edad que

deseen donar sangre, cuya autorizaci6n siempre debe estar por escrito.

(e) Ei Instituto de Ciencias Forenses, hospital o m6dico encargado de 1a

autopsia o extirpaci6n de un 6rgano o tejido para trasplante queda

exonerado de responsabilidad si ia persona que alega ser la autorizada a

disponer en todo o en parte de un finado, segrin eI inciso (c) de esta

secci6ry resulta posteriormente que no es 1a legalmente facultada pa,ra

hacerlo. La legalidad de la facultad de ia persona descrita en e1 inciso (c)

de este Articulo, para disponer de todo o parte del cuerpo de un finado,

deber6 ser comprobada por e1 Instituto de Ciencias Forenses, hospital o

d 6

7

8

9

10

11

12

11 para corroborar dicha 1ega1idad."

15 Secci6n 3.-Se afiade un nuevo inciso (d), se reenumeran los subsiguientes y se

16 enmienda el actual inciso (e) de1 Articulo 27 de Ia Ley 296-2002, segrin enmendada, para

17 que lean como sigue

18 "Articulo 27.-Registro de Donantes

19 (u)

20 (b)

21

22

(.)

(1)

m6dico encargado de Ia autopsia, mediante declaraci6n escrita en e1

^-.-- - t:^--L- ---.Jr-^ -^-- ^-^_-^^:/- r^!^r1^J- r^ l^^ J:l:-^-^.;-- *^.li--l--
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1 (2)

(3)

(4)

(5)

(d) Aquellos individuos que no han registrado su nombre en el Registro de

donantes se ies proveer6 la oportunidad de registrarse en el Departamento

de Transportaci6n y Obras Priblicas donde se Ies preguntar6 si desea

inscribirse como donante al expedir o renovar su licencia de conducir o

identificaci6n. Aquellos individuos que hayan registrado su nombre en eI

Registro de Donantes en el Departamento de Transportaci6n y Obras

Priblicas no tendr6n que ratificar su decisi6n de ser parte del Registro y no

se les preguntar6 sobre el particular al momento de renovar su licencia de

2

J

4

5

d 6

7

8

9

10

11

12

automdticamente a su nueva licencia o identificaci6n. Estos permanecerdn

como donantes en ei Registro hasta que la persona, motu proprio,

disponga de alguno de 1os siguientes m6todos

(1) Al asi expresamente solicitarlo o al negarse a perrnanecer en el

Registro de Donantes al momento de renovar su licencia de

conducir o identificaci6n en el Departamento de Obras Priblicas.

(2) En cualquier momento, al acceder al Registro de Donartes a trav6s

tI ^?-1- ^l ^ )^ l^-^-!^-

11

15

16

17

18

19

20

27 de 1a pdgina cibern6tica que se mantenga para tales fines."
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1

1

6

7

3

4

5

8

I

(") La informaci6n personal que identilique a un donante en el registro, no

podrd ser utilizada o divulgada sin el consentimiento expreso del donante,

potencial donante o persona que hizo la donaci6n anat6rnica, para ningrin

prop6sito que no sea determinar, aI momento de la muerte o cerca de la

muerte de1 donante o potencial donante, si e1 donante o potencial donante

ha hecho una donaci6n anat6mica.

(0 Este Articulo no prohibe a cualquier persona crear o mantener un regisko

de donantes que no haya sido establecido mediante un contrato con el

gobierno. Cualquier registro de esa naturaleza deberd cumplir con los

incisos (b) y (c).

(g) La lunta tendrd hasta el 1 de enero de 2016 pan crear e implantar el

registro electr6nico de donantes de 6rganos, ojos y tejidos."

JCL!]UT t -r.-iEP41 ctUr.ILatl

10

11

l2

1J

14 Si cualquier cl6usula, pirtafo, articulo, secci6n o parte de esta Ley fuere

l5 deciarada inconstitucional por un tribunal competente, la sentencia a tal efecto dictada

16 no afectard, perjudicar6 ni invalidar6 el resto de la misma. El efecto de dicha sentencia

17 quedarii limitado a la cldusula, p6nafo, articulo, secci6n o parte de la misma que asi

18 hubiere sido declarada inconstitucional.

19 Secci6n 5.-Vigencia

20 Esta Ley entrar6 en vigor ciento ochenta (180) dias despu€s de su aprobaci6n.
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P. de la C.1484

I de noviembre de 2018

AL SENADO DE PUERTO RICO:

la Comisi6n de Educaci6n y Reforma Universitaria recomienda, a esta honorable

Asamblea kgislativa la aprobaci6n con enmiendas del P. de la C. 1484.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El Proyecto de la 14M tiene como objetivo establecer la "Ley para la Educaci6n de

los Niflos con Discapacidades de Puerto Rico", a los fines de asegurar la prestaci6n de

servicios educativos inclusivos para los nifros con diversidad funcional entre los 3 a 21

aflos, inclusive; disponer cual ser6 la politica priblica para los ni.flos con .liscapacidades

sobre servicios educativos en ambientes inclusivos; crear la Secretaria Asociada del

Programa de Educaci6n Especial del Departamento de Educaci6n de Puerto Rico y

otorgarle los poderes y facultades para coordinar la prestaci6n de los servicios con otras

agencias gubemamentales; asegurar la provisi6n de aquellos servicios relacionados y

asistencia tecnol6gica, materiales educativos, ayudas auxiliares y suplementarias a los

niffos con discapacidades de una forma expedita; implantar un sistema de certificaci6n

de estudio para los estudiantes con dirapacidades que no puedan obtener un diploma

de cuarto aflo; establecer las responsabilidades de las agencias gubernamentales incluidas

en las disposiciones de esta Ley; crear un Panel Asesor de Educaci6n Especial requerido

por legislaci6n federal, y definir su composici6n, funciones y deberes; instituir

procedimientos para la tramitaci6n de querellas administrativas, mediaci6ry remedios

provisionales y garantias procesales a trav6s de la referida Secretaria Asociada; crear un

mecanismo regulado de apoyo a padres de ni-fros con discapacidades; crear un remedio

Comisi6n de Educaci6n y Reforma Universitaria
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provisional para garantizar la prestaci6n de servicios no educativos, derogar la ky 51-

1996, segrln enmendada, conocida como 'rley de Servicios Educativos lntegrales para

Personas con Impedimentos"; derogar la ley 26T20[J6 conocida como "Ley del Servicio

de evaluaci6n vocacional y de carrera"; derogar la ley 53-2016 conocida como la "Ley

para la Certificaci6n de Destrezas Acad6micas Funcionales y de Pre-Empleo"; y para

otros fines relacionados. Esto responde a las complicaciones y dilaciones del

Departamento de Educaci6n de cumplir con las estipulaciones del caso Rosa Lydia Vega

y con los mandatos de las leyes federales y estatales, y sus respectivas constituciones, que

protegen el derecho de los estudiantes con discapacidades de recibir una educaci6n

gratuita, prlblica y no sectaria que incluye el que se le provea los servicios educativos y

de educaci6n especial que necesitan para poder gozar, plenamente, este derecho. Asi el

P. de la C. 1.84 persigue establecer un sistema de prestaci6n de servicios educativos

prlblicos, apropiados y libres de costo, en el ambiente m6s adecuado e inclusivo para los

menores con discapacidades de entre los tres (3) y veinti(n (21) affos de edad, inclusive.

HISTORIAL DE LA MEDIDA

El P. de Ia C. 1484 fue radicado en la Cdmara de Representantes el 8 de marzo

de 2018 y referido a la Comisi6n de Educaci6n Especial y Personas con Discapacidades

(en adelante, la "Comisi6n de Educaci6n Especial") del cuerpo hermano en Ia rnisma

fecha. De lorma diligente, la Comisi6n de Educaci6n Especial efectu6 doce (12) vistas

priblicas en Ias que las agencias, instrumentalidades, organizaciones y ciudadanos con

interes tuvieron la oportunidad de verter sus comentarios y sugerencias en cuanto a la

medida. De igual forma, la referida comisi6n realiz6 dos (2) vistas ejecutivas para

complementar este recogido de informaci6n. EI pasado 7 de junio de 2018, la Comisi6n

de Educaci6n Especial someti6 un primer informe positivo de la medida el cual fue

aprobado, con enmiendas, por eI pleno cameral el L4 de junio y enviado al senado en la

misma fecha. El 19 de junio del corriente la medida fue referida a nuestra Comisi6n de

Educaci6n y Reforma Universitaria (en adelante, Ia "Comisi6n") para su evaluaci6n y

correspondiente informe.

Comisi6n de Educaci6n y Reforrra Universitaria
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COMENTARIOS RECIBIDOS

La Comisi6n realiz6 varias vistas pfblicas a las que se cit6 para deposici6n aI

Departamento de Educaci6n (en adelante, el "DE", por sus siglas); la Sra. Mary Ramos,

lntercesora y Consultora de Educaci6n Especial; la Autoridad de Asesoria Financiera y

Agencia Fiscal (en adelante, "AAFAI", por sus siglas); el Departamento de la Familia

(en adelante, "Fxnlia"); la Defensoria de las Personas con lmpedimento (en adelante,

la "Defensoria"); al Departamento de Salud (en adelante, "Salud"); la Oficina de

Administraci6n de Rehabilitaci6n Vocacional (en adelante, "Rehabilitaci6n Vocacional");

la Comisi6n de Derechos Civiles; la Administraci6n Central de la Universidad de Puerto

Rico (en adelante, la "UPR", por sus siglas); al Programa de Asistencia Tecnol6gica de

Puerto Rico (en adelante, el "PATPR", por sus siglas); al Comit6 Tim6n de Padres de

Estudiantes de Educaci6n Especial (en adelante, el "Comit€ Tim6n"); la Asociaci6n de

Padres Pro Remedio Provisional (en adelante, la "APPRP'); la Asociaci6n de Padres de

Nifros con impedimentos (en adelante, la "APNI"); la Alianza de Autismo; al Consejo de

Deficiencias en el Desarrollo; la Escuela Graduada de Consejeria en Rehabilitaci6n de la

UPR; al Instituto de Deficiencias en el Desarrollo (en adelante, el"lDD", por sus siglas);

al Proyecto Paso a Paso, la Oficina de Gerencia y Presupuesto (en adelante, "OGP' por

sus siglas); y al Departamento de Justicia (en adelante, "]usticia"). A continuaci6q se

destaca una sintesis de los comentarios recibidos en los memoriales sometidos por los

deponentes en las referidas vistas.

El DE indic6 que el proyecto resulta un paso de avanzada que abre el espacio de

discusi6n a muchos sectores y que, ademds, redefine lo que, como sociedad, queremos

brindar a nuestros estudiantes de educaci6n especial. Destac6, adem6s, que, si bien es

cierto que el Programa de Educaci6n Especial actual dista mucho de lo que fue en el 1995,

aun "queda mucho camino por recorrer". Anadi6 que la medida recoge aspectos

importantes establecidos por la Ley Federal IDEA y Ia propia Ley Nrim. 57-1996. Por otro

lado, el DE identific6 en su memorial, suscrito por la titular de la agencia, la Dra. Julia B.

Keleher, varios retos que, actualmente, la Secretaria Asociada de Educaci6n Especial

confronta, destacaban: ausencia de recurso humano, los problemas en la coordinaci6n de

Comisi6n de Educaci6n y Reforma Univeraitaria
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terapias, la asignaci6n de recursos existentes conforme a las necesidades y la dilaci6n en

la coordinaci6n y procesos de compra.

Sin embargo, eI DE indic6 que "[]as leyes operan, en ocasiones, como camisas de

fuerza" y que se debla prever que la legislaci6n "no se [convirtiera] en urvt barera ante

posibles cambios en [a] legislaci6n o [os] requerirnientos federales". De igu.al forma

seflal6 que no se deblan duplicar eskucturas administrativas, haciendo referencia a la

creaci6n de oficinas a nivel regional que Ia medida propone.

Junto con su ponencia, el DE present6 un aneio en el cual verti6 sus recomendaciones

t6cnicas para el proyecto. Muchas de estas consisfian en detalles a a-fladirse, u omitirse en

los conceptos y definiciones en el proyecto. Sin embargo, la agencia enumer6 varias

iniciativas del proyecto que entendia que deb{an modificarse. Entre estas, el DE objet6 la

creaci6n de "Oficinas Asociadas de Educaci6n Especial" puesto, segrin su interpretaci6D

estas no aportan a la "uniformidad" establecida en Ia Ley 85-2018, tambiEn conocida

como la ky de Reforma Educatioa de Puerto Rico. Afiadi6 que el establecimiento de estas

oficinas conllevarla un impacto presupuestario negativo.

EI DE tambi6n objeto el que se estableciera un t€rmino de treinta (30) dias para

coordinar los servicios de terapias cuando los padres recurren a la oficina de remedio

provisional de la agencia para recibir estas. Argument6 que esto tendrla un impacto fiscal

considerable en la medida que la agencia se demora m6s de treinta (30) dias en realizar

alrededor del setenta y seis por ciento (75%) de los casos que atienden a trav6s de

Remedio Provisional. [a agencia sugiri6, de igual forma, modificar el Ienguaje que

respecta a la "ubicaci6n unilateral" del inciso (gg) put, que este no causase un impacto

presupuestario a la agencia. El referido inciso concieme a la potestad del padre de escoger

que sus hijos sean matriculados en instifuciones educativas privadas cuando estas

atiendan de mejor forma las necesidades especiales del estudiante.

I.a agencia arguy6 que la autonomla administrativa, docente y fiscal que el Proyecto

le confiere a la Secretaria Asociada de Educaci6n Especial que establece el Articulo 5 de

la medida duplicaba "los esfuerzos contemplados en la Reforma Educativa del

Departamento de Educaci6n". La agencia no detall6 en qu€ consistia la duplicidad. Sobre

la autonomia fiscal propuesta en el proyecto, se opuso a que la SAEE mantuviese un
Comisi6n de Educaci6n y Refomra Univereitaria
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sistema propio e independiente de compra de bienes y suministros por cuestiones de

uniformidad en cuanto al uso del Sistema de Informaci6n Financiera del DE (en adelante,

"SIFDE", por sus siglas). El DE utiliz6 un argumento similar para oponerse a que el

presupuesto de la SAEE se presentase de forma separa al del DE en la medida que el

prirnero est6 subordinado al segundo.

La Escuela Graduada de Conseieria en Rehabilitaci6n de la UPR expres6 su

oposici6n a la aprobaci6n de la medida indicando que esta propone cambios,

modificaciones y derogaciones de leyes que, en su opini6ry "constituyen omisiones y

errores que debe atenderse". Anadi6, ademAs, que la medida "no considera o integra

otras leyes estatales que son de vanguardia y abonan a la poblaci6n de educaci6n especial

en eI contexto puertorriqueflo". La escuela graduada expres6 que la Ley 53-2016 no debia

ser derogada en la medida que esta no ha sido "probada o evaluada". De igual forma,

expres.rron su oposici6n a la derogaci6n de I aLey 263-2006 y, en cambio, consideran una

mejor opci6n el enmendar la referida ley. Recomendaron que las evaluaciones

vocacionales fuesen realizadas a los catorce (14) afios en vez de a los doce (12), como

propone el proyecto, dado que, a esa edad, "arin flos nifros a ser evaluados] no est5n

maduros p.ua ese proceso [a evaluaci6n]. Por otro lado, la escuela graduada realiz6

varias sugerencias y ediciones a varias definiciones contenidas en la medida de forma

que esta fuese mAs uniforme con leyes complementarias y el marco legal actual.

l,a Sra. Mary Linda Ramos Rivera, intercesora y consultora de educaci6n especial de

profesi6ry expres6 su preocupaci6n con la creaci6n de la figura del Defensor de Menores

con Discapacidades, quien, a su vez, debe estar debidamente licenciado por una funta

Examinadora. [a Sra. Ramos Rivera cuestiona la creaci6n de esta figura por entenderla

"injustificada" en la medida que los estatutos federales mandan la creaci6n de un

organismo asesor de la secretaria, que, actualmente, es representado por un Comit6

Consultivo. De igual forma, la Sra. Ramos Rivera tambi6n entiende que las funciones que

el proyecto delega en el Defensor son, actualmente, realizadas por los(as) intercesores(as).

La Sra. ]inne-fte Morales Diaz depuso durante las vistas prlblicas celebradas. Esta es

madre de una estudiante de educaci6n especial y asiste a reuniones con padre en calidad

de "intercesora". l,a Sra. Morales expres6 su oposici6n a la medida. Esta
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Ia terminologia utilizada no era apropiada por ser una anticuada. Tambi6n arguy6 que el

proyecto "eliminaba" la inclusi6n de Ios estudiantes con discapacidades a la corriente

regular. Sin embargo, su argumento principal es que no hace fdta mes legislaci6n ya que

entiende que esto no resuelve los problemas de Ios estudiantes de educaci6n especial. De

otra parte, tambiEn indic6 que el proyecto creaba dos secretarias a parte y que dicha

acci6n no era c6nsona con una polltica de inclusi6n. La Sra. Morales tambi6n ve el

proyecto como "un atentado al pleito de clase". I.a deponente asever6 que el que los

jueces fueran nombradoS por el gobemador era politizar el proceso. Finalmente, la Sra.

Morales se opuso a Ia creaci6n de la figura del defensor de menores pues entiende que

dicha labor debe ser realizada por abogados.

La Alianza de Autismo de Puerto Rico concluye su ponencia indicando que este

proyecto no debe ser aprobado y debe ser discutido en un comit€ de trabajo que tenga

representaci6n del Departamento de Educaci6n, el Comite Tim6n de Padres, la Alianza

de Autismo de P.& otras organizaciones de padres de niflos de educaci6n especial,

abogados de educaci6n especial y expertos en el 6rea de educaci6n especial, para

asegur.urros de que sea la mejor ley de educaci6n especial para nuestra poblaci6n.

La Comisi6n de Derechos Civiles concluye exponiendo que este proyecto debe

establecer la obligaci6n de todos los funcionarios del deparbamento de cumplir con el

Plan Educativo lndividualizado de los estudiantes de educaci6n especial. El

establecimiento de un diploma modificado para estudiantes de educaci6n especial es

contrario a la [,ey IDEA de 1990 y a la l*y lndiuiduals utith Disabilitics Impooement

Eilucational Acf., Articulo 20 USC 4M, que requiere que los est5ndares educativos de la

agencia se cumplan en la educaci6n de los estudiantes de educaci6n especial. Solicitamos

que se revise el proyecto para atender estos cambios.

El Departamento de Ia Familia concluy6 que apoya tda medida que se establezca y

que beneficie a los menores con diversidad funcional Luego de una evaluaci6n sobre el

alcance de la legislaci6n propuesta mediante el Proyecto de la Cimara 14&1, endosamos

la medida, solicitando se tome en consideraci6n las recomendaciones antes propuesta.
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La Defensorla present6 sus comentarios y sugerencias. Est6 indic6 que, a su parecer,

el proyecto recoge los mismos par6metros estatutados y aspectos de administraci6n

esbozados en Ia Ley 57-1996. Sin embargo afiadi6 que la medida sl se enmarca en una

visi6n de inclusi6ru estableci€ndola como rector y prop6sito principal de los servicios

educativos que se ofreen a los esfudiantes con discapacidad. En cuanto a este punto, la

Defensorla opina que se debe velar porque el concepto de inclusi6n no se vaya a preferir

sobre aquel que los especialistas y profesionales entienden que es el menos restrictivo

para el estudiante. De otra parte, la Defensoria aduio que una nueva legislaci6n resultaba

innecesaria y que seria m6s conveniente enfocar los esfuerzos a requerir que se cumpla

con las disposiciones legales establecidas en Ia Ley 51.

El Departamento de ]usticia concluye indicando que no tiene objeci6n legal sobre la

aprobaci6n del P. de la C. Nrim. 1484. Sin embargo, resaltamos que el mismo adolece de

algunos defectos en cuanto a las enmiendas que se proponen a leyes vigmtes que debe

ser corregido antes de que se continu6 el tr6mite legislativo.

OGP indic6 tener ciertas preocupaciones con la medida, especlficamente, con aquellas

que competen a las definiciones y a la estructura program6tica propuesta. I-a oficina

resalt6 que el proyecto delegaba en varias agencias nuevas responsabilidades que, segrln

su an6lisis, impactan negativamente los presupuestos de estas. Siguiendo este

argumento, OGP concluye que las disposiciones contenidas en la medida suponen "un

impacto fiscal negativo sobre el erario prlblico". Afladen que este impacto se traduce en

alrededor de $175,000,000.00 adicionales aI presupuesto de Ia SAEE que se aprob6 para

el afro fiscal 201.8-2019. Esto elevaria a alrededor de $550,000,0ffi.00 el presupuesto

program6tico que el DE deberla separar para la SAEE.

Cabe seflalar que, ante cuestionamientos de la Comisi6n durant€ su deposici6n, OGP

solicit6 retirar su ponencia para revisar su postura y someter una enmendada. Esta

solicitud fue concedida y, ademds, se le solicit6 que en su nueva ponencia incluyera un

desglose que detallara la forma en que se distribula el aumento presupuestario requerido

por la medida. Posteriormente, dicha solicitud le fue suscrita a OGP mediante

comunicaci6n escrita de la comisi6n. la ponencia que, posteriormente, recibi6 nuestra

Comisi6n const6 de un documento de una (1) pAgina en el que reafirmaban su posici6n
Comisi6n de Educaci6n y Reforma Universitaria
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original y no desglosaban la forma en que se impactaba, negativamente, el presupuesto

del DE.

AAFAF reconoci6 el fin loable que persigue el proyecto en la medida que busca

atender las necesidades particulares de cada niffo con diversidad funcional de forna que

puedan recibir una educaci6n prlblica gratuita y adecuada. Indicaron que esto les permite

a estos estudiantes desarrollarse aI m6ximo e integrarse, de forma plena, en la

comunidad. Por otra parte, AAFAF dio deferencia al DE y OGP y sus comentarios en

cuanto al impacto que pueda tener la legislaci6n propuesta sobre el presupuesto; como

tambi6n la reorganizaci6n administrativa que, en estos momentos, efectria el DE. La

autoridad sugiri6, ademSs, obtener el insumo de Familia y el Departamento de

Recreaci6n y Deportes en lo que respecta a los campamentos de verano; y de la

Administraci6n de Servicios Generales, en lo concemiente a los procesos de compra y

adquisiciones de bienes y servicios no profesionales.

Los comentarios solicitados a los representantes de Ia Universidad de Puerto Rico no

fueron recibidos por esta Comisi6n. Sin embargo, estos si vertieron su opini6n durante

las vistas prlblicas convocadas por la Comisi6n de Educaci6n Especial del cuerpo

hermano por conducto del Presidente Interino (en aquel entonces) el Dr. Darell F. Hilman

Barrera los cuales fueron evaluados y considerados por nuestra Comisi6n.

ANALISrc DE LA MEDIDA

Como bien seflala la exposici6n de motivos del P. de Ia C. 14&1, el estado tiene un

mandato constitucional de ofrecer a toda persona una educaci6n gratuita, libre de

discrimeru no sectaria y que propenda al pleno desarrollo de su personalidad y al

fortalecirniento del respeto de los derechos del hombre y de Ias libertades fundamentales.

Nuesha Constituci6n afiade y aclara que ninguna de las delimitaciones impuestas por el

referido documento impiden que "el Estado pueda prestar a cualquier nifro servicios no

educativos establecidos por ley para protecci6n o bienestar de la niflez".

La exposici6n de motivos identifica, adem6s, que es necesario legislar una medida que

sea abarcadora e integral para viabilizar un sistema de prestaci6n de servicios educativos

priblicos, apropiados y libres de costo, en el ambiente m6s adecuado e inclusivo para los
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menores con discapacidades. Como bien aflade la referida secci6rL hist6ricamente, se Ie

ha delegado d DEPR la facultad de reglamentar todo lo concerniente aI ofrecimiento de

servicios educativos y relacionados a los estudiantes con discapacidades. Sin embargo, a

juzgar por el sinnrimero de problemas que confrontan los participantes del programa de

Educaci6n Especial y sus padres, los mecanismos y sistemas establecidos por la agencia

para garantizar que esta poblaci6n pueda recibir una educaci6n apropiada se han

quedado, por mucho, cortos. Evidencia de esta deficiencia administrativa sobra. Todos

los afros, durante el inicio de clases en nuestro sistema prlblico de enseffanza., la prensa

y los medios resefian las quejas de padres y maestros sobre la falta de diligencia de la

agencia que van desde la dilataci6n en contratar y asignar asistentes y terapistas, como la

falta de acondicionamiento de la infraestructura del plantel (colmada de barreras

arquitect6nicas y carente de accesos y salones apropiados).

Estos problemas y deficiencias administrativas y organizacionales han sido

aquilatadas en el foro judicial a travds del hist6rico pleito de clase Rosa Lydia V6lez v.

Departamento de Educaci6n. Como bien es sabido, en el referido caso, la Sra. V€lez, junto

a ocho (8) padres y madres (en representaci6n de sus hijos y de si), demand6 aI DEPR

alegando que este no le proveia a sus hijos los servicios educativos y relacionados a los

que tenian derecho al amparo de las leyes estatales y federales concemientes a la

educaci6n especial (Education for all the Handicapped Children; y, la entonces vigente, l,ey

2'L del 22 de julio de 1977). EI pleito fue posteriormente clasificado como uro de clase

conforme a las Reglas de Procedimiento Civil. El litigio fue uno extenso pero que produjo

varios remedios en protecci6n de los derechos de la clase demandante entre los que

destaca lo que es conocido, comrinmente, hoy como el "Remedio Provisional". Este

mecanismo surge a trav6s de una orden del tribunal, despu6s de un acuerdo y unas

estipulaciones entre las partes, para proveer a los miembros de la clase, servicios

relacionados de terapia, como tambi6n evaluaciones y diagn6sticos de profesionales de

la salud y otros peritos a trav6s de la contrataci6n privada cuando el DEPR no provee los

servicios. Otra importante aportaci6n para los derechos de los estudiantes con

impedimentos fue el establecimiento de un proceso administrativo para atender querellas

presentadas por los padres. Este mecanismb permiti6 que la agencia pudiese mejorar la
Comisi6n de Educaci6n y Reforma Universitaria
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forma en que se dilucidan controversias aI contar con iueces administrativos que las

atendiesen con imparcialidad. De otra pade, el Tribunal estableci6, adem6s, monitorias

para dar seguimiento y sefialar deficiencias a los procesos de Remedio Provisional y

Querellas. Ambos procesos fueron traspasados aI DEPR a trav€s de estipulaciones que,

entre otras cosas, establecido par6metros para mantener la efectividad de los procesos

como tambi6n el que la agencia desarrollara manuales y guias que gobemaran y

operaci onalizan ambos procesos.

Finalmente, y despu6s de dos (2) d6cadas de litigio, el Tribunal de Primera Instancia

dict6 una sentencia por estipulaci6q un mecanismo menos litigioso que les permite a las

partes elaborar, en comfn acuerdo, un proyecto para poner fin a la controversia y

conceder remedios. Este proceso fue uno participativo en que estuvieron representados

los miembros de la clase, el personal de la agencia y eI Comisionado nombrado por eI

tribunal para asistir en la resoluci6n del caso. Las estipulaciones contenidas en la

sentencia establecery en sintesis, lo siguiente:

1. La obligaci6n del DEPR de proveerle, a los estudiantes registrados en

Educaci6n Especial, independientemente est6n estos ubicados en el

sistema prlblico o privado. todos los servicios educativos, relacionados

y suplementarios.

2, Los plazos y terminos especificos con los que debe cumplir la agencia

para la prestaci6n de los servicios.

3. Ia obligaci6n del DEPR de mantener un programa de divulgaci6n

continua en cuanto al Programa de Educaci6n Especial y las actividades

y gestiones minimas que este debe incluir y las respectivas fechas en que

estas deben llevarse a cabo.

4. El deber del DEPR de procurar del Gobiemo Central los recursos fiscales

requeridos y, de ser necesario, el aumento de estos. Este deber incluye

el notificar a la representaci6n de la clase cualquier disminuci6n en los

recursos fiscales y la justificaci6n para ello.

5. EI derecho de los representantes de la clase de solicitarle al Tribunal que

intervenga cuando consideren que la reducci6n del presupuesto o del
Comisi6n de Educaci6n y Reforrra Universitaria
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esfuerzo realizado por la agencia para procluarlos no es una justificada

que peiudica a los estudiantes de Educaci6n Especial.

6. El alcance de los servicios relacionados a los que tiene derecho los

estudiantes del programa y la forma y flvmera en que estos deben ser

satisfechos por la agencia.

7. La obligaci6n y responsabilidad del DEPR de concretar el proceso de

transici6n de los menores una vez cumpli6 los catorce (14) aflos.

8. Que siendo la provisi6n de servicios educativos y relacionados una

politica prlblica del m5s alto rango y prioridad, el DEPR dedicard todos

los recursos necesarios (sobre todo, los fiscales) para cumplir con lo

estipulado en la sentencia en el tiempo mis breve posible.

Este trasfondo hist6rico y legal es importante en el contexto de analizar los

mandatos propuestos en el P. de Ia C 1184 y las enmiendas propuestas por esta Comisi6n.

A nuestro juicio $ de forma especifica), la medida, con las recomendaciones de esta

Comisi6ru cumple varios fines, loables e importantes, a lo que educaci6n especial y

derechos de las personas con discapacidad, respecta:

1. Recoge, en un documento, las disposiciones estatales y federales que

competen aI cumplimiento de1 estado con el deber constitucional de

proveer una educaci6n gratuita, Iibre de discrimen, no sectaria y

apropiada a los estudiantes con discapacidad.

2. Le confiere aI acuerdo contenido en Ia sentencia por estipulaci6n del

caso Rosa Lydia V6lez, y otros v. Departamento de Educaci6n el

mandato de ley

3. Atempera la estructura organizacional actual de la Secretaria Asociada

de Educaci6n Especial a la que la agencia realiza conlorme al mandato

de la Ley 85-2018.

4. Confiere un mayor grado de estabilidad, imparcialidad, competencia y

confianza en los procesos de ventilaci6n de querellas a trav6s de la

creaci6n de la Unidad Secretarial de Querellas y Remedio provisional.
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5. Establece tErminos uniformes para los procesos de registro, evaluaci6n

y diagn6stico, preparaci6n de PEI, provisi6n de servicios y ventilaci6n

de querellas.

6. Promueve un sistema adjudicativo administrativo m6s justo al crear la

figura del Defensor de Menores, oficial competente y licenciado, para

interceder en las contoversias entre el DEPR y los padres de los

menores con discapacidad.

7. Alinea, desde el punto de vista estructural, la direcci6n de la Secretaria

Asociada con la del DEPR que tiene como meta de largo plazo, el

establecimiento de Agencias Educativas Locales (Local Educttional

Agencies) a traves del establecimiento de las Oficinas Regionales del

Programa de Educaci6n Especial (en adelante, "ORPEE's", por sus

siglas) en la Oficina Regional Educativa (en adelante, "ORE's", por sus

siglas).

8. No impone una carga significativa adicional a las partidas

presupuestarias que recibe, actualmente, la Secretaria Asociada.

Estas conclusiones surgen despu6s del analisis detenido de las disposiciones

estatutarias y reglamentarias que gobieman, actualmente, tanto en la jurisdicci6n estatal,

como en la federal. Con igu.al detenimiento se revis6 la jurisprudencia de ambas

iurisdicciones sobre el tema; especialmente el contenido de la referida Sentencia por

Estipulaci6n. De otra parte, la comisi6n repas6 el contenido de las ponencias realizadas

por las diferentes agencias, organizaciones y ciudadanos particulares que participaron en

las Vistas Prlblicas realizadas por la Comisi6n de Educaci6n Especial y Personas con

Discapacidad de Ia C6mara de Representantes y en las realizadas por la nuestra. Esta

comisi6n tambi6n recibi6 el insumo de la comunidad y organizaciones pertinentes a

Educaci6n Especial mediante reuniones y llamadas telef6nicas de estos a la oficina de la

comisi6n. Habi6ndose destacado en este informe algunos de los comentarios y

observaciones sometidas mediante los memoriales escritos solicitados, nos parece

pertinente discutir algunos que aparentar predominar en la discusi6n prlblica.
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Compatibilidad del P. de la C. 1484 y la Ley 85-2018, Ley ile ReformaEducatiaa

La Ley 85-2018 expresa en su exposici6n de motivos que es "deb€r del

Departamento y sus diversos componentes, proveer las herramientas necesarias para

dotar a los esfudiantes con los conocimientos, diriplinas y experiencias educativas que

les motive a culmiJrar sus esfudios y que les permita insertarse, productivamente, en la

fuerza laboral". En tono con lo anterior, Ia Ley 85 dispone que el setenta por ciento (70%)

del presupuesto debe estar destinado a las gestiones educativas en los salones de clase y

sus diversas actividades relacionadas. Ia exposici6n de motivos continria especificando

que este reenfoque presupuestario "permitir6 enfocar los recursos para mejorar la

educaci6n de todos los estudiantes y fomentar la integraci6n a la corriente regular de los

esfudiantes de educaci6n especial para que puedan formarse plenamente y tengan las

mismas oportunidades de integrarse a la fuerza laboral". La visi6n citada es compartida

por el P. de la C. 1484 y concuerda con que las gestiones hist6ricas de la Agencia con la

poblaci6n de personas con discapacidades se han quedado corta en satisfacer las

necesidades de estos y requiere una reforma del sistema. Dicha reforma educativa

requeria una atenci6n particular al tema de la educaci6n especial por lo que Ia propia Ley

85 reconoce, en su Capitulo X, secci6n que atiende el tema, que las disposiciones

contenidas en el capftulo son complementarias a una ley que, como la propuesta ante la

consideraci6n del cuerpo, se especializa en Ia educaci6n de los estudiantes con

discapacidad.

Una de las iniciativas mds importantes de la Ley 85 es la de dotar con ruyor

autonorfa e independencia las ORE's (antes conocidas solo como "Regiones

Educativas"). Esto forma parte de la descentralizaci6n del sistema que, desde el punto de

vista administrativo, consta de la delegaci6n de deberes y responsabilidades del nivel

central en las capas administrativas inferiores (en este caso, Ias ORE's). En teoria, la

descentralizaci6n permite que las regiones puedan atender con rvryor agilidad las

necesidades particulares de las poblaciones a las sirven, crea una mejor rendici6n de

cuentas ("accountability") y elimina capas burocr5ticas intermedias. Alineado a lo

anterior, el P. de la C. 1484 propone la consolidaci6n de los once (11) Centros de Servicios

de Educacion Especial en siete (7) ORPEs que estarian fisicamente localizadas en las
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ORES. M6s ar1n, el personal que la medida propone para estas oficinas provendria de

estos centros por 1o que no representaria un impacto presupuestario significativo a la

agencia. Lo anterior tambi€n concuerda con la meta a largo plazo que la agencia persigue:

descentralizar, significativamente el sistema priblico de Puerto Rico y conlerirle

independencia y autonomia, administrativa y fiscal, aI moverse de un sistema educativo

unificado a uno local (Local Educatiowl Agencies) como es el caso en los dem6s estados de

la uni6n.

Creaci6n de la Unidad Secretarial de Querellas y Remedio Provisional

La media propuesta crea una Unidad Secretarial de Querellas y Remedio

Provisional, un organismo independiente al DEPR, que tendria como fin atender las

querellas y controversias relacionadas a Educaci6n Especial. Como bien recontamos

antes, esto surge como parte de las determinaciones y 6rdenes del Tribunal para

establecer un foro administrativo para atender este tipo de controversias. Actualmente,

el Departamento contrata abogados, bajo servicios profesionales, quienes fungen como

jueces administrativos para atender y adjudicar las querellas, como tambi6n w "itez

supervisor" quien, en la prdctica, equivaldria al supervisor administrativo de la Unidad.

Segrin se desprende de los informes que las agencias deben someter a la Oficina del

Contralor de Puerto Rico enumerando los contratos otorgados, eI Departamento contrata

anualmente siete (7) jueces administrativos para atender las querellas presentadas a la

Unidad. A seis (6) de estos contratistas se les paga un salario de setenta y dos mil d6lares

($72000.00) por los servicios prestados. De otra parte, el juez administrador devenga,

segrin los contratos en el Contralor, ciento ocho mil d6lares ($108,000.00). Esta

contrataci6n es subvencionada con fondos federales, no estatales. l^a medida propone

que el salario de los jueces administrativos sea equivalente al de los jueces municipales,

sesenta y nueve mil seis cientos ($69,600.00) y el del juez supervisor, al de un juez

superior, ochenta y nueve mil seiscientos d6lares ($89,500.00). N6tese que, en ambos

casos, los costos de los nombramientos propuestos en el proyecto son menores a los que

actualmente el DEPR incurre mediante la contrataci6n. Adem6s, se afradieron enmiendas

para que los jueces a nombrarse no acumulen licencias por enfermedad o vacaciones. De

hecho, el contenido de la secci6n que compete a estos jueces administrativos es exEemo

Comisi6n de Educaci6n y Refomra Universitaria
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similar a la pr6ctica en agencias con poderes cuasi judiciales para la vendlaci6n de

querellas administrativas como tambi6n para el nombramiento de los jueces (v€ase el

Reglamento de jueces Administrativos de la Agencia para el Sustento de Menores).

Lo cierto es que las disposiciones propuestas para el nombramiento de jueces son

conforme a las mejores pr6cticas del proyecto en cuanto al nombramiento de jueces

administrativos podria conferir un mayor grado de independencia a la hora de adjudicar

controversias en la medida que las decisiones que toma, independientemente estas

perjudiquen la agencia, no podrian motivar una recisi6n caprichosa de un contrato. Este

rlltimo escenario si podria ocurrir bajo el modelo actual lo que resulta evidente al estudiar

las cl6usulas contenidas en los contratos otorgados por el Departamento y los abogados

que fungen como jueces administrativos. Al examinar estos contratos esta Comisi6n pudo

constatar que en todos exisdan las siguientes cldusulas:

"El contratista no podrd ... tomar decisiones que afecten sustancialmente la

politica administrativa establecida por el Departamento sin el previo

consentimiento escrito de 6ste";

"El Contratista reconoce y certifica que, en el cumplimiento de sus

obligaciones bajo este Contrato, le debe completa lealtad d
Departamento.. . ";

"El Departamento, a su entera discreci6n y por cualquier motivo, podr6 dar

por terminado el Conkato..."

De otra parte, las disposiciones federales que conciernen a la educaci6n de los

estudiantes con discapacidad establecen salvaguardas en los procedimientos

adjudicativos administrativos. Entre estas, se dispone que el oficial que dirija los

procedimientos adjudicativos en casos que concieman estudiantes con discapacidades no

deben ser empleados de la agencia educativa del estado (en este caso, el Departamento)

o tener algrin inter6s personal o profesional que conllija con su objetividad (v6ase 20 U.S.

Code S 1415 (0 (a) (a) (l)). Cabe seflalar que otras jurisdicciones utilizan esta y otras

salvaguardas para garantizar la imparcialidad en los procedimientos adjudicativos cuasi

judiciales de las agencias como, por ejemplo, el establecimiento de una agencia a parte

independiente que se encarga de asignar y supervisar los procesos cuasi judiciales en las
Comisi6n de Educaci6n y Reforma Universitaria
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agencias a las que se les deleg6 la funci6n adjudicativa: o el establecimiento de un panel

de jueces administrativos independientes (v6ase "la combinaci6n de funciones en

procedimientos administrativos cuasi-adiudicativos: una mirada franca al argumento de

la imparcialidad", Mariana Hemdndez Guti€rrez, Rev. |ur. UP& Vol. 85, Ntm. 1,,201,6,

83-106).

Cabe seflalar que el hecho que el nombramiento de un juez sea realizado por el

gobemador no equivale a " polibzar" los procesos administrativos. De hecho, en Ia gran

mayoria de los casos, tanto en Puerto Rico como en los estados, los nombramientos de los

jueces comienzan con la nominaci6n que hace la rama ejecutiva (inclusive para el mds

alto foro, el Tribunal Supremo). De igual forma, Ios c6nones de 6tica gobiernan el ejercicio

de la profesi6n y el tribunal Supremo tiene jurisdicci6n sobre los procedimientos

disciplinarios de abogados. De otra parte, el que los nombramientos se realicen confiere

mayor estabilidad a los procesos en la medida que no depende de la contrataci6n de un

jefe de agencia que puede ser sustituido de la noche a la mafrana. Finalmente, es

importante destacar que agencias con procedirnientos adjudicativos sensitivos e

importantes, como ASUME, cuentan con jueces que son nominados por Ia rama ejecutiva.

De la estructura organizacional de la Secretaria Asociada

A diferencia de lo que algunos de los deponentes seflalaron en sus memoriales o

durante sus deposiciones, el proyecto no crea una Secretaria Asociada de Educaci6n

Especial aparte del Departamento de Educaci6n. La Secretaria continfa siendo, como

hasta el dia de hoy, una asociada aI DEPR. La Ley 51-1996, segrin enmendada (y vigente

hoy). El personal y las divisiones de las Oficinas Regionales del Programa de Educaci6n

Especial (creadas en este proyecto) tienen su equivalente, actualmente, en los Centros de

Servicios de Educaci6n Especial. La autonomia docente, fiscal y administrativa que se le

confiere a la Secretaria Asociada es aquella que los estatutos estatales y federales le han

conferido hist6ricamente y son esenciales para tracer valer los derechos de los estudiantes

con discapacidades de nuestro sistema de instrucci6n priblica; como tambi6n para

cumplir con los acuerdos contenidos en Ia Sentencia por Estipulaciones. No obstante, el

lenguaje en ciertas Sreas del proyecto fue modificado para que se entendiese,

inequivocamente, que Ia ley no pretende separar la corriente regular de la especial, en
Comisi6n de Educaci6n y Refomra Universitaria
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nuestro sistema educativo, ni tampoco disminuye la responsabilidad del estado, a trav6s

del Departamento, de ofrecerle a los menores con discapacidades una educaci6n gratuit4

no sectaria, libre de cualquier discrimen y apropiada, o los servicios educativos y

relacionados, a los que tiene derecho.

En cuanto al uso del t6rmino "discapacidad"

Varios de los deponentes seflalaron que eI t6rmino "discapacidad", utilizado a

travEs de la pieza legislativa" no debia utilizarse y que debia sustituirse por "diversidad

funcional" o "impedimentos". La discusi6n sobre cu6l es el t6rmino apropiado para

referirse a esta poblaci6n es urul amplia y de multiples posturas, visiones y argumentos.

Sin embargo, no puede obviarse que el t6rmino "discapacidad" es el equivalente al de

"dissabilities" del ingl6s y el utilizado en la legislaci6n federal que gobierna la materia.

De otra parte, en el mundo globalizado en que nos encontramos, cabe seflalar que las

Naciones Unidas, en su Convenci6n Internacional por los Derechos de las Personas con

Discapacidad estableci6 el termino "dirapacidad "como el apropiado para hacer

referencia a esta poblaci6n.

En cuanto a la creaci6n de la figura del Defensor de Menores con Discapacidad

El proyecto establece la figura del defensor de menores con discapacidad. Esta

figura permitird que los padres puedan contar con urvt persorur con competencia en el

Area procedimientos administrativos cuasi judiciales y con conocimiento de los procesos

y requisitos de ley. pueda acompa-frarles a las vistas administrativas efectuadas por la

agencia. Actualmente, los padres no cuentan con otra figura, m6s allA que la de un

abogado, que pueda orientarle durante las vistas. Asi 1o establece la t,ey IDEIA requiere,

como garantia procesal, que los padres solo pueden ir acompafrados a vistas

administrativas por abogados o personas con conocimiento especial o entrenamiento

(cierto peritaje) sobre lo que concierne a los problemas de los menores con

discapacidades. Estos sorL adem6s, los rlnicos autorizados a dar consejo a los padres

durante las vistas administrativas (v6ase 20 U.S.C. S 14150)). [-a referida jurisdicci6n

tambi6n delega, en los estados, autorizar a representantes, que no sean abogados, para

que acompa-flen a los padres durante las vistas administrativas. Esta comisi6n entiende

que aquellos padres que no puedan obtener representaci6n legal, ya sea por no contar
Comisi6n de Educaci6n y Rdorma Unive$itaria
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con los recursos econ6micos o por otras circunstancias concomitantes, puedan contar con

alguien que conozca de los procesos y pueda explicarlos a estos. Resulta prudente que el

estado se asegure que estas persoruls, que no tienen licencia para ejercer la profesi6n de

la abogacia, cuentan con el conocimiento correcto de los procesos de forma que se pueda

evitar cualquier lesi6n a los derechos de los menores y sus padres. La medida provee,

adem6s, con los mecanismos necesarios para que los padres puedan presentar querellas

o quejas contra aquellos defensores que ellos entienden que fueron negligentes en el

ejercicio de sus funciones.

CONCLUS16N

Esta Comisi6n, luego de evaluar todos los elementos concernientes a la presente

medida, reconoce que esta es en favor de los derechos de los menores con discapacidades

y de sus padres; y que, adem5s, viabiliza que el estado pueda brindar a los estudiantes la

educaci6n gratuita, no sectaria, libre de discrimen y apropiada a esta poblaci6ry

incluyendo los servicios educativos y relacionados que requieren.

Por todo lo antes expuesto, Ia Comisi6n de Educaci6n y Reforma Universitaria

del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideraci6rL tiene el honor de recomendar

a este Honorable Cuerpo Legislativo la aprobaci6n con enmiendas de la P. de la C. 1t184.

Respetuosamente sometido,

Hon. Axel F
Presidente

ue Gracia

Comisi6n de Educaci6n y Reforma Universitaria
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Referido a la Comisi6n de Educaci6n Especial y Personas con Dirapacidad

LEY

Para establecer la "Ley para la Educaci6n de los Nifros y ]6venes con Discapacidades en
Puerto Rico", a los fines de asegurar la prestaci6n de servicios educativos
inclusivos para los menores con discapacidades entre los 3 a 21 afros, inclusive;
establecer d cudl ser6 la politica priblica para los menores con discapacidades
sobre servicios educativos en ambientes inclusivos; crear la Secretaria Asociada del
Programa de Educaci6n Especial del Departamento de Educaci6n de Puerto Rico y
otorgarle los poderes y facultades para coordinar la prestaci6n de los servicios con
otras agencias gubemamentales; asegurar la provisi6n de aquellos servicios
relacionados y asistencia tecnol6gica materiales educativos, ayudas auxiliares y
suplementarias a los menores con discapacidades de una forma expedita;
implantar un sistema de certificaci6n de estudio para los estudiantes con
discapacidades que no puedan obtener un diploma de cuarto afro; establecer las
responsabilidades de las agencias gubemamentales incluidas en las disposiciones
de esta Ley; crear un Panel Asesor de Educaci6n Especial, segdn lo requerido por
legislaci6n federal, y definir su composici6o funciones y deberes; instituir
procedimientos para la tramitaci6n de querellas administrativas, mediaci6n,
remedios provisionales y garantias procesales a trav6s de la referida Secretaria
Asociada; crear un mecanismo regulado de apoyo a padres de mmores con
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discapacidades; cre.u un remedio provisional para garantizar la prestaci6n de
servicios no educativos; instituir trna deneminrda "

enmendar los articulos 1,.03,6.02,10.01, 10.05, 10.06,10.07,10.08, 10.09, 10.10, 10.11

y 13.02 de la Ley 85-201& se6rln -enm€ndaC+ conocida como "Ley de Reforma
Educativa de Puerto Rico", con el prop6sito de atemperar sus disposiciones con los
de la presente Ley; enmendar el Articulo 3 del PIan de Reorganizaci6n 3-2011,

segrin enmendado, conocido como "Plan de Reorganizaci6n de la Administraci6n
de Servicios Generales de Puerto Rico de 2011" , a prop6sito de atemperar dicho
Plan con la presente Ley; derogar la Ley 5L-1996, segrin enmendada, conocida
como "Ley de Servicios Educativos lntegrales para Personas con Impedimentos";
derogar la Ley 263-2006, segrin enmendada, conocida como "Ley del Servicio de
evaluaci6n vocacional y de canera" ; derogar la Ley 53-201.6, segtn mmendada,
conocida como la "Ley para Ia Certificaci6n de Destrezas Acad6micas Funcionales
y de Pre-Empleo"; y para otros fines relacionados.

DGOSICIoN DE MOTIVOS

La Secci6n 5 del Articulo II de la Constituci6n de Puerto Rico dispone que:

ltloila oersona tiene ilerecho a una eilucaci6n aue ototenila aI ano desarollo

M

ile su oersoaaliilail a al fortalecimiento ilel rcsoeto ile los ilerechos ilel hombre a
ile las libertailes funilamentales. Habr6 un sistema de instrucci6n priblica el cual
ser6 libre y earterammte no sectario. La enseflanza serd gratuita en la eruela
primaria y secundaria y, hasta donde Las facilidades del Estado lo permitan, se

har6 obligatoria para la eruela primaria. La asistencia obligatoria a las escuelas
priblicas primarias, hasta donde las facilidades del Estado lo permitan, segrin se

dispone en la presente, no se interpretar6 como aplicable a aquellos que reciban
instrucci6n primaria en escuel,as establecidas bajo auspicios no gu.bemamentales.
No se utilizar6 propiedad ni fondos priblicos para el sostenimiento de escuelas o

instituciones educativas que no sean las del Esta do. Naila ile lo conteniilo m esta
disoosici6a imoeilird aue el Estailo orcstat a caalarier aifio seroicios lo
e iluc atio o s e st ab I e ci ilo s por leu para orotecci6n o bienestat ile la ttnez.

(Enfasis nuestro)

A partir de esos tiempos, el Gobiemo de Puerto Rico ha hecho mriltiples
esfuerzos para viabilizar el ejercicio de este derecho por los menores con
discapacidades, buscando y promoviendo diversas iniciativas desarrolladas Para esta

poblaci6n mediante Ia eliminaci6n de barreras que Ie impidan alcanzar su mejor
potencial y su inclusi6n en todos los contextos sociales.
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M

Ciertammte, a trav6s de los afros. Puerto Rico ha estableeide establecii legislaci6n
que procuraba atender las necesidades de los menores con discapacidades y se han
d€sa# desarrollaron iniciativas encaminadas a apeCe+a+ empoderur a los
estudiantes de educaci6n especial. No obstante, necesitamos realizar una
transformaci6n que nos lleve de la teoria a la ptlctic^, haciendo mediant€ cambios
fundamentales a la legislaci6n local, para promover mediante procesos claros y
expresos, que los menores con discapacidades reciban servicios educativos y
relacionados apropiados que resulten en una transici6n efectiva a prograrrvrs
vocacionales y t6cnicos de los cuales que puedan ayudar a maximizar las posibilidades
de 6stos 4!_integrarse demede+eal asertioammte al mundo laboral y sean ciudadanos le
mds-ind€penCien+e @ dentro de sus potencialidades.

La Asamblea Legislativa de Puerto Rico es consciente de la necesidad de elaborar
una legislaci6n abarcadora e integral para viabilizar un sistema de prestaci6n de
servicios educativos priblicos, apropiados y libres de costo, en el ambiente rn6s
adecuado e inclusivo para los menores con discapacidades de entre los tres (3) y
veintirin (21) afios de edad, inclusive.

La experiencia y-la q historia es innegable, hemos delegado nuestra facultad de
reglamentaci6n de manera muy amplia al Departamento de Educaci6n de Puerto Rico y
esta ha fallado en la misma. Por afios, el Departamento ha mantenido vigentes
reglamentos que son previos, a nuestra legislaci6n de 1996. La agencia tampoco ha
integrado ni ha armonizado requisitos dispuestos por leyes y reglamentos federales.
Dichos procedimientos, est6n disefrados para que se viabilice y concretice lo que todos
aspiramos, la provisi6n de una educaci6n priblica, Bratuita y apropiada a cada menor
con discapacidad en la Isla. Evidencia incuestionable de lo anterior es que al presente la
mayoria de las definiciones y los procedimientos adoptados, se establecieron mediante
la Carta Circular 5-200+2N5, Ia cual no cumpli6 con el procedimiento de
reglamentaci6n en Puerto Rico ni con el procedimiento de adopci6n que es requisito
p.ra ser elegible a los fondos federales para la educaci6n de los menores con
discapacidades. Hemos dejado que la agencia encarezca los costos por la falta de
coherencia en los procesos, inclusive, se ha olvidado-en la prflctca y como tambidn mlos
servicios que se ofrecery el que el objetivo primordial de dicha agencia es educar y todo
servicio que se brinde va dirigido a una meta educativa. establecida de modo claro y
concreto. para cada menor con discapacidad; lograr desarrollar sus capacidades.

Esta Ley, establece. inequivocamente. que la agencia responsable por la
coordinaci6n y prestaci6n de servicios educativos, entre otros, es el Departamento de
Educaci6ru desde los tres (3) hasta los veintirin (21) afros, inclusive. Se pretende con esta
Ley, asumir nuestra responsabilidad de legislar y corregir los errores cometidos cuando
delegamos la facultad de reglamentaci6n a una agencia que, ya estaba sumida en un
pleito de clase por no atender de modo apropiado a los menores con discapacidades a
pesar de recibirse fondos federales para ello y donde se disponia c6mo atender a dicha
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poblaci6n. Hoy corregimos ese eror, mediante una legislaci6n abarcadora de los
procesos medulares que requieren la ley y reglamentaci6n federal y aquellos que Ia
agencia ha fallado en diseftar para bimestar de nuestros menores mds vulnerables.
Llevamos afios escuchando a los padres; hoy. es momento de acfuar y legislar de modo
tal que tante los padres, maestros, directoret administradores, especialistas,
legisladores, abogados y jueces, todos, hablemos el mismo lenguaje y tengamos de
modo claro y expreso lo que deseamos que la Secretaria Asociada, el Departamento de
Educaci6ru sus divisiones y componeartes realicen en bienestar del menor.

No obstante, aclaramos que, desde el nacimiento hasta los treinta y seis (36)

meses de edad, la prestaci6n de los servicios serd responsabilidad del Departamento de
Salud y no le es de aplicabilidad esta Ley, excepto en Ia medida aqui dispuesta. Sin
embargo, le continrlan siendo aplicables las disposiciones federales que m su momento
tambi6n atenderd la Asamblea Legislativa.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISI-ATIVA DE PUERTO KICO:

Articulo l.-Titulo de la Ley.

Esta Ley se conocer6 como "Ley para la Educaci6n de los Nifros y J6venes con

Discapacidades en Puerto Rico".

Articulo 2.-Definiciones.

Para los prop6sitos de esta Ley, los siguientes t6rminos tendrdn el significado

6 que a continuaci6n se expresa:

a) Acomodo Razonable'

Modificaci6n o aiuste al proceso o escenario educativo o de trabajo que

permita al menor con dirapacidad participar y desempefrarse en ese

10 ambiente. Dicho acomodo

ll inclu el uso de libros de texto, programas de estudio, ambiente en el

t2 sa16n, instrucciones, kansiciones y/o [empo de tareas, escritura,

2

1

4

5

'7

8

9

l3 matem6ticas, pruebas y en el manejo de la conducta, entre otros.
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I (b) Adaptaci6nCurricular

Adaptar el curriculo del menor con discapacidad para que responda a su

nivel de ejecuci6n acad6mico, de modo tal que, permita establecer metas

anuales medibles que se.m desafiantes, pero que, a su vez, tambi6n

permitan medir el progreso de este a trav6s del afio escolar.

(c) Ambiente menos restrictivo.

En la mayor medida posible, los menores con discapacidades, incluyendo

aquellos ubicados por el Comit6 de Programaci6n y Ubicaci6n (COMP[D,

en instituciones priblicas o privadas u otras instituciones de cuidado, son

educados con otros que no tienen tengan discapacidades; y las clases

especiales, escolarizaci6n separada, o cualquier otro tipo de remoci6n de

los menores con discapacidades del entomo educativo regular. ocurrir6

por disposici6n del Comit6 de Programaci6n y Ubicaci6n solo cuando la

naturaleza o severidad de la discapacidad de un menor pre+o€a prooolue

o cause que la educaci6n en clases regulares no pueda lograrse

satisfactoriamente, afn con el uso de ayudas y servicios suplementarios.

(d) A-fro escolar extendido.

Sen sServicios educativos y se#ieios relacionados que son provistos al

menor con discapacida uds dc hnbq mds-all6-de concluido el aflo

escolar deJ+-a6eaeia;-sen eenfurmes conforme al PEI desarrollado para

este; y sin costo para los padres. Ademas, la Oficiru Resional del Proyamn

)

3

4

5

6

7

10

8

9

11

d
12

13

14

l5

16

l7

18

l9

20

21

)) de Educaci6n Especial y la Oficina Regional Educativa tendrSn disp€nible
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disponibleslosserviciosduranteelafloescoIarextendido.M

fl€E€S€FT{H{IFO Estos debm antizar la provisi6n de una educaci6n

prlblica grafirita y apropiada, conforme 4 Io aqui dispuesto. La necesidad

de esfos servicios M debe determinarse caso a

caso, cuando el COMPU C€+emina dcte:rmine, dwarrte la preparaci6n del

PEI para u+-deteminade algiln affo acadEmico

menoF. No se podnin @ limitar,

unilateralmmte, los servicios del afro escolar extendido a uea-e-tutees alguna

de las categoias particulares de discapacidad; e-unila+erdmente-{imi+a+

como tanpoco, los tipos de servicios, cantidad o duraci6n de l,e+se*ieies

estos

(e) Ayudas y servicios suplementarios'

@ servicios, y otros apoyos que son provistos

en la sala de clase regular, s en otros ambientes relacionados a la

educaci6rL y en ambientes extracurriculares y no acadtmicms, para

permitirle a los menores con discapacidades ser educados con otros (sin

discapacidades) en la m+yer medida que sea apropiadaq para lograr el

ambiente menos restrictivo.

(0 Comit6 de Programaci6n y Ubicaci6n o ICOMPUI

Grupo de persorurs con la autonomia para tomar las decisiones sobre

2

3

4

5

6

7

8

9

f
l0

l1

t2

l3

t4

l5

16

t'7

18

t9

20

2t
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1 menor con discapacidad, constituido re* pa.ra rea.lizar las funciones

expresas por esta Ley y cualquier otra que aplique d "IEP team", seq n

dispuesto por legislaci6n federal. El Departamento no tendr6 facultad

para revocar unilateralmente las determinaciones del COMPU,-+Jo

sino we debe convocar e

el fl_padre @ en Ia medida que se entienda

necesario, para revisar o enmendar el PEI del menor con discapacidad. De

igual forma, el padre o encarqado podri solicitnr la referida reuni6n.

(g) Comunidad,

Vecindarios comprendidos dentro del 6rea servida por una escuela.

)
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p (h) Curriculcn
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Programa o plan de estudio de una escuela o temario de un curso o

materia del mismo.

(r) Departamente.e Departamento de Educaci6n o "Departamento"'

Se refiere al Departamento de Educaci6n de Puerto Rico.

0) Determinaci6n de elegibilidad.

Procedimiento mediante eI cual, luego de completarse la administraci6n

de evaluaciones, el padre junto a un grupo de profesionales eudiHea

calificados, C€temina determinan si el menor es ul menor con

discapacidad", segin aqui definido y su necesidad educativa.

(k) Diploma modificado o Certificaci6n de Destrezas Acad6micas Funcionales

22 y de Pre-empleo para Estudiantes con Discapacidades.



8

I El estudiante que recibe los servicios de educaci6n especial y que participa

en la corrimte regular alcanzando los requisitos de graduaci6n de

secundaria, recibir6 el diploma de graduaci6n que otorga el Departamento

al completar su cuarto afio. No obstante, el Departamento desarrollar6 los

mecanismos necesarios para otorgar un diploma modificado o

certificaci6n cuando aplique.

Diploma modificado.

Estard disponible para aquellos menores que, por raz6n de su

discapacidad, no logren alcanzar Ias competencias acad6micas

requeridas, segrin lo contemplado para Ia obtenci6n de un diploma

general de secundaria, pero logran prepararse para el ejercicio de

un oficio. Esto incluye, cuando el menor logra los estdndares

altemativos dispuestos en su progra[E educativo individualizado

de aquellos establecidos para cursos vocacionales u ocupacionales

que se rigen al amparo de los programas de la ley federal Carl D.

Perkins, segrln enmendada, o cualesquiera otros fondos dispuestos

para la preparaci6n de menores con discapacidades para ejercer un

empleo diestro. El diploma modificado deber6 ser aceptado por las

instituciones de educaci6n b6sica, cuando el estudiante determha

continuar sus estudios hacia una carrera vocacional o t6cnica. EI

refeida dioloma ioaldrd al ilioloma de cuarto afio m el contex ta lnboral

)
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22 en aue un oatrono lo requiere como condicidn al empleo o contrntaci1n.
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1 2. Certificaci6n de Destre"as Acad6micas Funcionales y de Pre-

empleo para Estudiantes con Discapacidades

Estar6 disponible para aquellos menores que, por raz6n de su

discapacidad, no logran alcanzar las competencias acad6micas

requeridas, segrln lo contemplado para la obtenci6n de un diploma

general de secundaria, pero re(ne una serie de habilidades,

talentos, destrezas y competencias para el empleo.

(1) Diseffo universal.

Concepto o filosofia para eI disefro y entrega de productos y servicios que

son utilizables por personas con la m6s amplia gama de capacidades

funcionales incluyendo, productos y servicios directamente accesibles (sin

requerir asistencia tecnol6gica), y, productos y servicios que sean

compatibles con asistencia tecnol6gica.

(m) Educaci6nespecial,

en-edueaei6a-{isiea= Educnci6n oiblica. sratui ta, no sectaria, libre dc

discimm u fundamcntada en una eoaluaci6n disefiada,

esoecialmmte, oara atmder sus

.)
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necesidades oarticulares m un ambimte

mmos restictitto.
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2. Educaci6n especial incluye cada uno de los siguientes senriciot si

diehes-ses.ieios estos, de otro modo, cumplen los requisitos de la

definici6n antes brindada:

A. Servicios de patologia de habla y lenguaje, o cualquier otro

servicio relacionado, si@

B. Entrenamiento en hanspe*ad6n oimtaci6n movilidad.

Proveer instrucci6n, segrin apropiada, al menor con

discapacidad cogrritiva significativa, y-+eiralqeieFe+e-een q

con alguna otra discapacidad que requiera esta instrucci6n;

que les permita desarrollar conciencia sobre el ambiente en

el cual viven; y aprender las destrezas necesarias para

moverse efectivamente y de modo seguro de un lugar a otro

dentro de ese ambiente (i.e. de la casa a Ia escuela, al trabajo

y viceversa, y dentro de la comunidad).

C. Educaci6n t6cnica y vocacional - si6r${iea-{nes programas

educativos organizados que est6n directamente relacionados

a la preparaci6n del menor con discapacidad para el empleo

remunerado o no, o para preparaci6n adicional para una

carrera sin necesitar un bachillerato o grado avanzado.

$
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2t 3. Ohos t6rminos individuales aqui utilizados se definen:
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I A. Educaci6n especialmente diseflada W@@taL
segirn sea apropiado a las circunstancias educativas y

funcionales del menor elegible, el contenido, metodologia y

provisi6n de los serrricios educativos para encaminar las

necesidades rinicas de-este que resulten de su discapacidad;

y para garantizarle acceso aI curriculo general, peea ile

flanera qloe alcance los est6ndares educativos establecidos.

B. Educaci6n Fisica - si6nif,e+el aesemetle-D-;,.sartplto de aptitud

fisica y motora; destrezas y patrones motores b6sicos;

destrezas acudticas, baile, y juegos y deportes individuales y

en equipo (incluyendo deportes intramurales y a largo

plazo),.+ste Esto incluye edu€a€ien4si€a+spe€i+ educaci6n

fisica adaptada, movimiento corporal y desarrollo motor.

C. Sin costo - la educaci6n especialmente disefrada es provista

sin cargo, no excluye cargos incidentales normalmente

requeridos a menores sin discapacidades o sus padres como

parte del programa regular de clase.

(m-@ Educaci6n p0blic4 gratuita y apropiada'

@ especial y servicios relacionados que son

provistos a costo priblico, bajo supervisi6n y direcci6n p(rblica7 y sin costo

alguno para el menor o sus padres, y ry_curple con los est6ndares del

2
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22 Departamento de Educaci6n; e incluye una educaci6n apropiada a nioel



I

t2

preescolar, elemental y secundaria ap+epiada; y como tambi4n los servicios

lW sor. provistos conforme aI programa educativo individualizado aqr*i

definido ot esta lev.

(* 4 Educaci6n t6cnica y de czlrr€riL

Tiene el sigrrificado brindado por la ley federal Carl D. Perkin+ segtn

enmendada, cuyos fondos se harSn disponibles para la prestaci6n de

servicios de educaci6n tecnica y de carrera dispuestos en el programa

educativo individualizado del menor con discapacidad.

(ed Equipo.

El t6rmino "equipo" incluye maquinaria, utilidades. y equipo integradq y

cualquier anejo o estructura para albergar la maquinaria, utilidades o

equipo integra do; y como tambi4n todos los aditamentos necesarios para el

funcionamiento de una facilidad en-?a*is*lar para la provisi6n de

servlcl0s educativos, in€&r:r€nC€---aditas tes tales como; equipo

instrucciona-l y el mobiliario n€€esade; materiales edtcalivos._tan'to

como audiooisuales,

)
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-,,L1:^^-:^-^- ^,,,{:^,,i-., ^l,unpresos I

teleeemrrieaeienes senserial; y ehas ayudas y equipo tecnol6glco; y

libros, peri6dicos, publicaciones, documentos y otros materiales

relacionados.

@d Equipo de Asistencia Tecnol6gica'

Cualquier obieto, pieza de equipo, sistema de producto sea (adquirido

)) comercialmente de una g6ndola modificado; o hecho a la medida), que se



1

l3

s& use pata aumentar, mantener o mejorar las capacidades funcionales de

un menor con discapacidades. El t6rmino no incluye equipo m6dico

implantado quirfrgicamentq o el reemplazo dcl mismo de4ie&..eqtipe

(g 4 Evaluaci6n vocacional y de carrera--

Proceso abarcador y sistem6tico que, a trav6s de la administraci6n de

pruebas y t6cnicas, formales e informales, enfocadas en la transici6n post

secundaria del estudiante, evalda e identifica las habilidades, las

forlalezas, las y_lirnitaciones fisicas y mentales del menor con

discapacidad. @ Esta enaluacidn inclule las

dreas de intereses e€upa€ienales intcrds ocuoacional, estilos de aormdizaie

habilidades, autodeterminaci6n, capacidades fisicas y mentales

y su relaci6n con los requisitos de 6reas de estudios y trabajos; asi como

tambim, un andlisis de la ape.l&prr informaci6n m6dica, psicol6gica, sociaf

educativa y ocupacional del estudiante lt la iilcntificaci6n e-iden+$*a y

recommdnci6n da reeemienda otros servicios que el+firdiante este necesite

para lograr nna ilS_a*rylas versricrcsocacionales o de empleo

1. Obtgatoriedad.

A. El servicio de evaluaci6n vocacional y de cafiera W. el

mmor con discapacidad tiene que realizarse para-et+€ner-€en

dis€apa€idadf+*ie-a antes dt iftieia$e iniciar el proceso de

transici6n de estes este para garantizar su desarrollo pleno y
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B. La Oficina Resional del Pr de Educaci6n Especinl ofrecer5

la evaluaci6n vocacional y de carrera a todo menor con

discapacidad que +eeibe reciba servicios bajo el Programa de

Educaci6n Especial

C. El Secretario Asociado, a trav6s de la Oficiaq. ReEional del

Programa dc Educaci6n Especinl, implantard todas aquellas

medidas que sean necesarias para ofrecer la evaluaci6n

vocacional y de carrera a los menores con discapacidades.

D. La evaluaci6n vocacional y de carrera serd administrada por

profesionales, tales como: el consejeroq el consejeroq eseelar

escolares; maestroq

con preparaci6n en transici6n postsecundaria y

adiestramiento en evaluaci6n vocacional, u otLo pe$onal ie la

asmcia. aue haua siila dcbidammte capacitado u adiestrado a estos

fnes;

@ evaluadores vocacionales con

maestria; y consejeros en rehabilitaci6n licenciados.

2. Procedimientosminimos.

A. Se realizarA una evaluaci6n inicial al menor con

dirapacidad aI alcanzar los catorce (14) do€e-e2) ar1os. El

prop6sito de la adsma esta eualuaci6n sp-r6 determinar sus

.,)

J

4

5

6

7

8

9

CI

l0

t1

t2

l3

14

l5

t6

t7

l8

l9

20

21

22 habilidades, intereset aptitudes, limitaciones y capacidades



J

4

5

1

2

6

7

8

9

l5

funcionales, y opciones de ubicaci6n. tomando en cuenta sus

necesidades particulares. Lo anterior, para que el estudiante

comience a conocer sus intereses expresados y evaluados,

junto a las habilidades b6sicas que posee. como nn medio de

pma fuiciar * el proceso de exploraci6n de carreras y de dar

direcci6n a su transici6n secundaria. Se deber5 considerar el

uso de servicios y equipos de asistencia tecnol6gica que

utiliza el menor y aquellos que podria utilizar.

B. Posterior a la evaluaci6n inicial, el menor con discapacidad

recibir6 una evaluaci6n y consulta vocacional completa

anualmente Esta debe ser discutiila m el COMPU del estudiante

antes de este ser ubicado en una escuela o programa

acad6mico-vocacional de su inter6s, y de acuerdo a su

necesidad particular como parte de su transici6n.

C. El equipo que compone el Comit6 de Programaci6n y

Ubicaci6n, se reunir6 y discutir6 los resultados de la

evaluaci6n vocacional y de carrera. El estudiante, segrin sea

apropiado, deberd participar de esta reuni6n.

D. Se desarrollar5n metas, objetivos y actividades

individualizadas en la secci6n de servicios de transici6n del

programa educativo individualizado, basadas en los
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)) resultados de la evaluaci6n vocacional y de carrera
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E. El menor con discapacidad- recibirA aquellos servicios

recomendados en la evaluaci6n vocacional y de carrera que

sean necesarios para maximizar su funcionamiento

acad6mico, vocacional y ocupacional, incluyendo servicios y

equipo de asistencia tecnol6gica.

F. EI referido a la Administraci6n de Rehabilitaci6n Vocacional

del menor con discapacidad, en proceso de transici6ru

deber6 incluir copia del informe de resultados de la

evaluaci6n vocacional y de carrera, facilitdndole al consejero

en rehabilitaci6n vocacional la mayor informaci6n posible

para el an6lisis del caso y determinaci6n de elegibilidad a los

servicios. No obstante, Io anterior no impide a las agencias

concernientes alcatrrzan acuerdos para la prestaci6n del

servicio de evaluaci6n vocacional y de carrera.

G. Todo menor con discapacidad que culmine la prestaci6n de

servicios por el Programa de Educaci6n Especial (por edad),

sin haber podido ob,tener el diploma regular de escuela

superior. e el diploma modificado o la Certificaci6n de

Destrezas Acad6micas, Funcionales y de Pre-Empleo,

mantendrd su derecho a recibir un resumen de ejecuci6n.
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Se refiere a aquellos costos que exceden el gasto anual promedio por

estudiante de escuela elemental o secundaria en una Oficina Regional

Educativa durante el affo escolar anterior, segrin sea apropiado, y que

debe ser computado luego de descontar las cantidades recibidas por

asignaciones locales y federales para la educaci6n general o educaci6n de

menores con discapacidades, como, la Ley para el Mejoramiento de la

Educaci6n de Individuos con Discapacidades, la Parte A del Titulo I de la

Ley pata la Educaci6n Elemental y Secundaria de 1965; y bajo la Parte A

del Titulo Itr de la antes mencionada Ley; y cualesquiera otros fondos

Estatales o locales para programas que era*Hemian cnlificaian para

asistencia bajo eual6*ierade dichas disposiciones.

(s 4 Lenguaje primario=

ffiia--a En el contexto de un individuo con

dominio limitado del espafrol, signi-fica el lenguaje normalmente utilizado

por el individuo o, en el caso de un menor, el lenguaje normalmenb

utilizado por sus padres.

(tU) Menor con discapacidad,

L. Para efectos de esta Ley, significa n:Aog o jert* looeneg de entre les

tres (3) y veinti(rn (21) afros de edad, inclusive, con discapacidades

intelectuales, problem.q auditivoq (incluyendo sordera), problemaq

de habla y lenguaje impedimentos visuales (incluyendo ceguera),
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22 disturbios emocionales serios (referidos en esta Ley como

1
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"disturbios emocionales"), problemas ortop6dicos, autismo, trauma

cerebral, otros problemas de salud, o problemas especificos de

aprendizaje; y quienqg por esa raz6n de su imoedimmto, necesita

educaci6n especial y servicios relacionados. Estnn incluidos adenus

aquellos merTores En-ef+asede-une entre los hSfp)a nume (9)afios

de edad, in€tuye-a aquel que experimenta retraso en el desarrollo,

segln definido en esta lev, y sE fffie-desprende

mediafl+e y conforme a los instrumentos de diagn6sticos apropiados

m las 6reas

eemun

seieies.+elaeienades'

2. Si luego de un proceso de evaluaci6n se determina que el menor

solo necesita servicios relacionados y no educaci6n especial, 6ste no

ser6 considerado uno con discapacidad para prop6sitos de esta

Ley

3. Los t6rminos individuales utilizados para prop6sitos de la

definici6n de menor con discapacidad, significan:

A. Retraso en el Desarrollo - menor entre los tts1l3) a cinco F)

aflos que estd experimentando retraso en su desarrollo,
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instrumentos diagn6sticos apropiados en una o m6s de las

siguientes 6reas: desarrollo fisico, desarrollo cognitivo,

desarrollo de Ia comunicaci6ry desarrollo emocional o social

desarrollo adaptativo, y que por ello requiera servicios de

educaci6n especial y servicios relacionados.

B. Un-€*an+e-a-lasl=aq categorias incluidas en la definici6n de

menor con discapacidad timnt los siwiantes siwificados:

sipitiean

(0 Autismo - Discapacidad del desarrollo que afecta

significativamente Ia comunicaci6n verbal y no verbal

y la interacci6n social, generahiiinte evidente ant€s de

los tres (3) afros de edad. Otras caracteristicas que

generalmente se asoci:rn al autismo son movimientos

estereotipados y actividades repetitivas, resistencia a

cambios en el ambiente y en Ia rutina diaria y

respuestas atipicas a experiencias sensoriales. Las

personas con autismo pueden presentar sintomas

relacionados al deterioro cualitativo en las

interacciones y pahones sociales, de+eriere-euali+ati+e

como tambidn en la comunicaci6n y patrones de

comportamimto estereotipados y repetitivos. Esta

l0
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)) condici6n causa una discapacidad severa y profunda
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en las cogniciones, el pensamiento, la sensaci6n, el

lenguaje, y la capacidad para relacionarse con otros,

que continrian manifest6ndose y agravdndose a lo

largo del ciclo de vida. Las personas con este desorden

poseen dficultad en el aprendizaje, la atenci6n,

desarrollo e interacci6n social, modulaci6n de

sensaciones y emociones. Adem6s, poseen formas

estereotipadas e inusuales de reaccionar ante

situaciones sociales. El t€rmino no aplica a menores

con disturbios emocionales, segrin aqui definido. Un

menor que manifiesta caracterfuticas de autismo

despues de cumplidos los tres (3) affos puede ser

incluido bajo esta categoria si rerine las caracteristicas

antes mencionadas.

(ii) Dafro cerebral por trauma - Daffo al cerebro causado

por fuerza fisica er*emas, que tiene como consecuencia

una dirapacidad funcional total o parcial, o una

discapacidad sicosocial, o ambes ambas, que afecta

adversamente la ejecuci6n educativa del menor. El

t6rmino aplica a golpes o lesiones abiertas o cerradas

en la cabeza que resultan en discapacidades en una o

ffi
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memoria, atenci6rL razonamiento, pmsamiento

abstracto, juicio, soluci6n de problemas, habilidades

motoras, perceptuales o sensoriales, conducta

sicosocial funciones fisicas, procesamiento de

informaci6n y habla. El t6rmino no aplica a dafro

cerebral congenito. e degenerativo o dafre-+erebral

perinatal.

(iii) Disturbios emocionales - Condici6n por un largo

periodo de tiempo exhibiendo de modo marcado una

o m6s de las caracteristicas aqui incluidas, y que afecta

adversamente el funcionamiento educativo: dificultad

para aprender que no puede explicarse por factores

intelectuales, sensoriales o de salud; dificultad para

establecer o mantener relaciones interpersonales

satisfactorias con sus compafreros y maestros;

sentirnientos y conducta inapropiada bajo

circunstancias normales; estado afectivo generalizado

de tristeza o depresi6n; tendencia a desarrollar

sintomas fisicos o miedos asociados con problemas

personales o escolares; incluyendo, a personas con

diagn6stico de esquizofrenia. El t6rmino no incluye a
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determine que 6stos estos tienen disfurbios

emocionalet seg(n aqui definido.

(i") Problema ortop6dico - Problemas ortop6dicos severos

que afectan adversamente la ejecuci6n educativa del

menor. El t6rmino incluye discapacidad por anomalias

cong6nitas, problemas resultantes de una enfermedad

(ie. polio, tuberculosis 6sea); / discapacidades

resultantes de otras causas (i.e. pardlisis cerebral,

amputacioneg fracturas o quemaduras que p+edueen

uzcan confracciones).

(") Problema visual, incluyendo ceguera - problema en la

visi6n que, arin con correcci6n, afecta adversamente la

ejecuci6n educativa del menor. El t6rmino incluye

visi6n parcial y Ia ceguera.

("i) Discapacidades multiples l*a+ias diseapaeidades

Discapacidades en conjunto, segrln aqui definidas, y

cuya combinaci6n provoca necesidades educativas

significativas que no pueden ser atendidas en un

programa de educaci6n especial para estudiantes que

presentan una sola de dichas categorias. El t6rmino no

$
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ciegos, excepto, si es-eembhade tienen, ademds, €on

otras discapacidades.

(vii) Otros Problemas de Salud - Lfunitaci6n de fuerza,

vitalidad o atenci6n, incluyendo un nivel de atenci6n

excesivo a estimulos del ambiente qte r*al{a resulte

en Ia limitaci6n de la atenci6n al ambiente educativo

que: es gg4 por raz6n de problemas cr6nicos o agudos

de salud, tales como condiciones del coraz6n,

epilepsi4 envenenamiento por plomo, tuberculosis,

fiebre reumdtica, hemofilia, anemia falciforme, asma,

d6ficit de atenci6n con y sin hiperactividad, nefriti+

leucemia, sindrome de Tourette o diabetes; y que

*M afecten adversamente Ia ejecuci6n educativa del

menor.

(viii) Problema auditivo - problemas *4 de audici6n, sea

permanente o fluctuante, que afectan la ejecuci6n

educativa del menor pero que no cae4 dentro de la

definici6n de sordera aqui provistas m esta ley.

(i*) Problemas de habla o lenguaje Desorden de

comunicaci6n tales como tartamudez, errores de

l0
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lenguaje que afecta adversamente la ejecuci6n

educativa del menor.

(*) Problemas especlficos de aprendizaje - en gmeral,

significa un desorden en uno o m6s de los procesos

psicol6gicos b6sicos envueltos en la comprensi6n o en

el uso del lenguaje, ya sea hablado o escrito, y que

puede manifestarse en dificultad para escuchar,

pealsar, hablar, leer, escribfu, deletrear o realizan

c5lculos matemAticos. Incluye, condiciones como

discapacidades perceptuales, dafio cerebral, disfunci6n

cerebral minima, dislexia y afasia del desarrollo. Este

t6rmino no incluye problemas de aprendizaje que son

sean primordialmente resultado de problemas visuales,

auditivos o motores, discapacidad intelectual,

disturbios emocionales o por factores socioculturales,

ambientales o desventaja econ6mica.

(xi) Discapacidadintelectual -funcionamientointelectual

general significativamente bajo el promedio,

W
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se manifiesta durante el desarrollo y qne afecta el

21 desempefio educativo del menor.
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(xii) Sordera - Problemas o deterioro auditivo tan severo

que dificulta aI menor el procesamiento de

informaci6n lingiiistica mediante la audici6ry con o sin

amplificaci6n, y que afecta adversamente su ejecuci6n

educativa.

(xiii) Sordera y ceguera o "sordo-ciego" - Presencia conjunta

de deterioro auditivo y visuaf cuya combinaci6n causa

necesidades en el 6rea de comunicaci6n, del desarrollo

y del aprendizaje, de tal naturaleza que no pueden ser

atendidas en programas educativos especiales

diseffados s6lo para personas con discapacidad

auditiva o con dirapacid ad oisual ryisrrcdes-

(" 4 Notificaci6n previa y escrita,

@ que debe proveerse por h eAEEt

ORPEE, siempre que se proponga iniciar o cambiar, o, rechace iniciar o

cambiar la identificaci6n, ubicaci6ru evaluaci6n o la provisi6n de

educaci6n especial y/o servicios relacionados de un menor con

discapacidad, dard notificaci6n escrita al padre, previo a que inicien,

cambien o cesen los servicios. Esta notificaci6n tiene que cumplir con los

requisitos federales de contener:

1. una descripci6n de cualquier acci6n que Ia agencia proponga o

4
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una explicaci6n de las razones para proponer o rechazar tal acci6n;

una descripci6n de otras opciones que fueron consideradas y las

4. una descripci6n d€ cada procedimiento de evaluaci6n, prueba,

expediente o informe utilizado como base para la acci6n propuesta

o rechazada;

5. una declaraci6n de que los padres tienen derechos que les protegen

y que describa c6mo pueden obtener una copia del documento

titulado "Derechos de los Padres"; y

6. fuentes accesibles para obtener ayuda para comprender las leyes

relacionadas con la educaci6n de los menores con discapacidades

Oficina Recional del Prosrama de Educaci6n Especial u eA.EEt ORPEE

Se refiere al componente de Ia Secretaria Asociada del Programa de

Educaci6n Especial ubicado dentro de las oficinas regionales educativat

creadas al amparo de la Ley 85-2018, segrin mmendad4 conocida como

"ky de Reforma de Educativa". Las eAEEt ORPEE's responderSn

directa y exclusivamente a la Secretaria Asociada en atenci6n a la

autonomia administrativa, docente y fiscal que le fuera conferida a esta

riltima.

(*4 Oficina Regional Educativa'

Unidad funcional del Departamento bajo la direcci6n de un

2
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3 raz ones para descartarlas;
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adminishativas sobre las escuelas comprendidas en su regi6n, segrin Io

dispuesto en la Ley 85, antes citada

@l Padre o madre.

Se refiere al padre o madre natural, adoptivo o sustituto de un menor con

discapacidad, incluyendo un custodio (que no sea el Departamento de Ia

Familia o sus empleados si el menor se encuentra bajo la custodia del

Estado); un individuo actuando en el lugar de un padre o madre natural o

adoptivo (incluyendo abuelo, padrastro, u otro familiar) con quien este

vive, o un individuo legalmente responsable de su bienestar; o un

individuo asignado a servir como padre sustituto bajo las disposiciones

federales aplicables con las excepciones alli establecidas.

$Z) Programa Educativo lndividualizado o PEL

Es una declaraci6n escrita, que es desarrollada, enmendada y revisada

para cada menor con discapacidad:

l. Que incluya:

A. una declaraci6n de los niveles actuales de ejecuci6n

funcional y logros acad6micos del menor, incluyendo, c6mo

la discapacidad afecta su participaci6n y progreso en el

curriculo general de educaci6n; p;ra menores preescolares,

segnn apropiado, como la discapacidad afecta su

participaci6n en actividades apropiadas; y para menores que
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alternativos de logros, una descripci6n de las metas u

objetivos a corlo plazo;

B. una declaraci6n de las metas anuales medibles, incluyendo

metas acad6micas y funcionalet disefiadas para atender las

necesidades del menor que resultan de su discapacidad para

permitirle involucrarse y progresar en el curriculo general

de educaci6n y atender cada s*a necesidad educativa de

es+eque resulte de su discapacidad;

C. una descripci6n de c6mo se medir6 su progreso hacia las

metas anuales establecidas para 6ste y, cu6ndo se proveerSn

informes peri6dicos de su progreso hacia estas metas

anuales (tales como, informes a mitad de semestre u otros

informes peri6dicos, concurrentes a cuando se realizan los

reportes de notas);

D. una declaraci6n de los servicios de educaci6n especial y

servlcros relacionados, y las ayudas y servicios

suplementarios, en la medida que sea pr6ctico, con base

cientifica, ser6n provistos al menor, o a nombre de este, y

una declaraci6n de las modificaciones al programa o apoyos

al personal escolar que serSn provistos para que avErnce

apropiadamente hacia las metas anuales, participe y

10
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nivel de ejecuci6n, participe en actividades extracurriculares

y otras no acad6micas, y para que sea educado y participe

con otros con y sin discapacidades en las actividades aqui

descritas;

E. una explicaci6n deI alcance, si alguno, en que el menor no

participard con otros sin discapacidades en la sala regular y

en las actividades en que participan sus ptres con y sin

discapacidades;

F. una declaraci6n de cualquier acomodo individual apropiado

que sea neces.uio para medir su logro acad6mico o ejecuci6n

funcional en las pruebas estatales, locales y/o distritales; y

G. si el COMPU determina que este deber6 tomar pruebas

alternas para Ia medici6n de sus logros, una declaraci6n de

los motivos por los que no puede participar en la prueba

regular y una declaraci6n de que Ia prueba altema

seleccionada en particular, es la apropiada;

H. la fecha proyectada de comienzo de cada servicio y

modificaciones descritas, la frecuencia anticipada,

localizaci6n, y duraci6n de dichos servicios y

9
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I. comenzando no m6s tarde que eI PEI que estard vigente

cuando el menor cumpla 16 afios, y actualizado anualmente

a partir de entonces:

(i) eI PEI incluir6 metas postsecundarias medibles

apropiadas con base en pruebas de transici6n

apropiadas a la edad del menor, en cuanto a

adiestramiento, educaci6n, empleo, y cuando sea

apropiado, destrezas de vida independiente;

(ii) los servicios de transici6n (incluyendo cursos de

estudio) necesarios para ayudarle a alcanzar dichas

metas; y

(ii| comenzando no m6s tarde de un (1) afro antes que el

menor con discapacidad alcance los 21 afros, una

declaraci6n de que este ha sido informado de los

derechos que le fueran otorgados en virtud de esta

Ley, si alguno, que le ser6n traruferidos al alcanzar la

mayoria de edad.

Nada en esta definici6n debe interpretarse a los efectos de requerir

que se incluya en el PEI informaci6n adicional, m6s all6 de la

expresamente aqui requerida o, que el COMPU incluya

informaci6n bajo una secci6n del PEI que ya ha sido incluida bajo

otra secci6n del mismo.
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imimto creado par a la-p+er4ci1e*-4e plooeerE^ ,,- --^-^li-:^-r^)

J

4

5

servicios relacionados y de apoyo, tales como, evaluaciones, terapias,

transportaci6n, asistente de servicios, int6rprete y servicios de asistencia

tecnol6gica a trav6s de un proveedor privado, identificado por los padres,

cuando la agencia no time disponible el servicio o ne-eeerdha-el-nismo

este no es cordinado drp..&e-Ce m un terTnino de treinta p0) dias contados

dcsde la fecha m que .fue concedido M por el

Comit6 de Programaci6n y Ubicaci6n o COMPU. No obstante, un juez

administrativo. u otra autoridad competente, podra ordenar la="r#isi6n

delcm que el *rvicio se prwea a trav6s del remedio provisional.+emeaarte

(aa trQ Resumen de ejecuci6n'

1. Es---la--*esamienta Herramientn que reco e euidencia reflera

@ el desempeno del menor rusfu
enqueJiealiza-su al terminar el proceso glq transici6n postsecundaria en

la escuela. Este docummto @ tiene que

Mincluir:

A. la informaci6n personal del mmor: estc--
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C. lqltipos de az.talios assessment") utilizad.os:

adminis*ados,

D. zr resumen de ej ecuci6n distribuido 5reas acad6micas;-

E. recomendaciones sebre en cuanto a los acomodos las

-,,^ 1^ r,,^-^-

v

l0

modificaciones adicionales que se entiendan nqeeaqn46;

F. y refureneias-a fqlnombreg de las personas que fu

confeccionaron este documento. M

eiesrei6n

2. El resumen de ejecuci6n se discutirS con el menor y sus padres al

memente-de-s+-salida cuando este oalta a moaerse de la escuela, ya sea

porque alw6 obtuzto su diploma general o por alcanzar la mayoria de

edad, a saber, veintirin (21) anosrinelusive

3. La Oficina Resionildel

Programa de Educaci6n Ewecial se asegurard de que la cwia orisinal dcl

resumen de eiecucion sea oTtresaln al

menor y mantendrde una copia en el expediente.

(bleqg) Secretario de Educaci6n

Se refiere aI Secretario del Departamento de Educaci6n de Puerto Rico.

(eel@ SecretarioAsociado=

Se refiere al Secretario Asociado, responsable por la sana administraci6n y

operaci6n eficiente de la Secretaria Asociada del Programa de Educaci6n
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supervisi6n general de todo programa dep+estaei6nde que preste servicios

educativos y/e relacionad os.!!-tean_estot_brinilailot por pa@ri€r

alg n organismo gubernamental o mediante mntratacidn prioadnsn*a&de

per-un-e+Sanisme6ubernamental

(ddgq) Servicios de asistencia tecnol6gica.

1. Cualquier servicio que di+eetamente ayud directamente aun

menor con discapacidad en Ia selecci6ry adquisici6n o uso de un

equipo de asistencia tecnol6gica.

2. El t6rmino incluye:

A. la evaluaci6n de las necesidades del menor, incluyendo una

evaluaci6n funcional en su ambiente natural;

B. compraT o alquiler @

ad$+isiei6n de les equipos asistivos;

C. selecci6n, diseflo, ajuste, modificacidn, instalacidn

adap+a+-apli€ar, mantenimiento, reparaci6n o reemplazo del

equipo asistivo;

D. coordinaci6n u ofrecimiento de e---a,tm-e,&as terapias,

intervenciones o servicios con el equipo asistivo tales como,

aquellos asociados con los planes y programas educativos y

de rehabilitaci6n;

E. adiestramiento o asistencia t6cnica para el menor, e gcuando

)
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F. adiestramiento o asistencia t6cnica a profesionales

(incluyendo a quienes proveen servicios educativos o de

rehabilitaci6n), paEonos, u otros individuos que provean

servicios para emplear, o que esten sustancialmente

involucrados m las principales Sreas de vida del menor.

(eefr Servicios de transici6n

Sen-rrna__set're$q4ie de actividades coordinadas para un menor con

discapacidad que:

1. se diseflan dentro de un proceso dirigido a resultados, enfocado en

mejorar los logros acaddmicos y funcionales del menor con

dirapacidad para facilitar su movimiento de la escuela a

actividades post-escuela, incluyendo educaci6n post-secundaria,

educaci6n t6cnica y vocacional, empleo integrado (incluyendo

empleo con apoyos), educaci6n continua o de adultos, servicios a

los adultos, vida independiente, o participaci6n comunitaria;

2. se basan exclusivamente m sus necesidades individualet tomando

en consideraci6n sus fortalezas, preferencias e intereses; e

3 . incluye instrucci6rl servlcl0s relacionados, experiencias

comunitarias, el desarrollo de empleo y otros ofietivos de Ia vida

como adulto, y, cuando sea apropiado, el adquirir destrezas de vida
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4. Para prop6sitos de transici6ru "assessment" se refiere aI m6todo

sistem6tico utilizado para recopilar y organitzar informaci6n sobre

los intereses, habilidades, fortalezas, temperamentos y Sreas de

necesidad del menor. El proceso de "assessment" debe abarcar las

edades entre los doce (1-2) a catorce (14) affos. Esto permitir6

recopilar informaci6n para el disefio apropiado de las metas

postsecundarias en el plan de transici6n, el cual es parte de Ia

evaluaci6n vocacional y de carreras requerida.

(#gg) Servicios relacionados,

'1.. Transportaci6nT y a$re+I,es ofros servicios del desa-rrollo, correctivos

y-€kos-€ffiieios o de apoyo disefiados para permitirle al mmor con

discapacidad recibir una educaci6n piblica, cratuitn a aprwiada conforme

a su proerama educatizto indit:idualizado.

2. Estos sertticios incluven aquellos pertinmtes a:

patologia de habla y lenguaje.

fse*iei*audiologia se+i€iesde

int1rpretes de sefias, se*ieies

ea nl uaci on e s osicol6giceas.

terapia ocupacional y fisica,

recreaci6n, (incluyendo ree+eaei6n terap6utica)
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H. se*iei#nfermerla escolar @

4

5

6

7

indi+id{ralizado,

I. smieie+deconsejeria, (incluyendo consejeria en rehabilitaci6n),

]. se+ieiesde-orientaci6n y movilidad, y

deben-sersefe para prop6sitos de evaluaci6n y diagn6sticor€e6{n

K.
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iaeapaeitantes;aaema tey

L. consejeria y formaci6n para los padres de los menores con

discapacidad

3. Se definen de modo individual los t6rminos mencionados en esta

definici6n como:

Audiologia - incluye la identificaci6n del menor con p6rdida

auditiva; determinaci6n del grado y naturaleza de la p6rdida

auditiva, incluyendo referido para atenci6n m6dica u otros

profesionales para la rehabilitaci6n de la audici6n; provisi6n

de actividades habilitativas tales como; para habilitar el

Ienguaje, adiestramiento auditivo, lectura de labios,

A.

22
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evaluaci6n auditiva y conservaci6n del lenguaje; creaci6n y

administraci6n de programas para la prevenci6n de p6rdida

auditiva; orimtaci6n y guias a menoret padres y maestros

sobre la p6rdida auditiva; y determinaci6n de las

necesidades para la amplificaci6n individual o grupaf

selecci6n y aiuste de ayuda apropiada, y evaTuargi6nldla

efectividad del amplificador.

B. Servicios en Consejeria - sipi@ervicios provistos

por trabajadores sociales *d*a_cal1fudos, psic6logos u

otro personal eual#ea r4jg[q4do.

C. TemFan*-ildentificaci6n y cernimiento tanprano de las

discapacidades del menor - sipifiea-la-ilmplementaci6n de

un plan formal para identificzu una discapacidad tan

temprano como sea posible en su vida.

D. Servicios de interpretaci6n euande---es--t+ilizade---cn

refereneia-a m el contexto de un menor sordo o con sordera

son:-les servicios de traducci6n a signos escritos, Ienguaje de

sefl as--y---se*ieies--de-interpretaci6n"
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E. Servicios m6dicos servicios prestados por un

m6dico,_licenciado en Puerto Rico, para determinar si la

discapacidad del menor @
en-la-neeesiCad-de-6ste amerita que se le bindc de educaci6n

especial y servicios relacionados.

F. Terapia ocupacional - servicios provistos por un terapista

ocupacional aorc+neluye aue, meilinnte una

intert encidn temprana, per sieum :

(i) mejorar, desarrollar o restaurar funciones afectadas. o

perdidas, durante una enfermedad, lesi6n o privaci6n;

(ii) mejorar la habilidad para realiz,ar tareas diarias o para

funcionar de modo independiente. s1 hay p6rdida de

funciones o eslas han sido afectadasrf€e-"reyenSa. €. #a+6s
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agave€?ierda-una+#€i6n.

G. Servicio de orientaci6n y movilidad - sipifi€a-Ios servicios

provistos por oersonal #a califcado a los estudiantes

ciegos o con problemas visuales;-pe+--perrcnal-eua&6ea

.l^ l^ +^-'^,^-^ i-1^-,^-^i/<- ^,,^:-:^i^I--+^ -^ -f^^+^ -^

-^*:..: -l ^ ^l ^^+,,1i^-+^ ^l^,,:-i-ealifsde para

er que estos

puedan en sus ambientes

22 hogar) de SC ra

(escuela, comunidad y
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H. Servicios de consejeria y adiestramiento a padres siSn#iea -

'Asls* awdar a los padreqzM+es en a entender las

discapacidades del sr+ menor y_ g9_ a4ryieran las destrezas

necesaias que les permitan wwar ln implemmtaci6n del PEI.;

Estos seroicios incluym, ademds, proveerles informaci6n sobre

el se desarrollo de los menorcs con discaoacidad baio su custodia.;

Terapia fisica - si6ni{iea-les servicios aue orouee un prepAstes

per un terapista fisico segin el siSuiend€-€l diagn6sticoa-la

p+eserip€ien o el referido de un m6dico autorizado para eI

I

22
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ejercicio de la medicina en Puerto Rico;j conforme los

requisifosere de la Ley Nirm. 114 de 29 de junio de 1962,

segrin enmendada, la cual regula el ejercicio de la p+5e+iea Ce

la profesi6n de Terapia Fisica o Fisioterapia en Puerto Rico.

Servicios psicol6gicos - s+gnifi€a administraci6n de pruebas

psicol6gicas y educativas, y otros procedimientos de

cemimiento; interpretar los resultados del cemirniento;

obtener, integrar e interpretar informaci6n sobre la conducta

y condiciones del menor relacionadas al aprmdizaje;

consultar otro personal en la planificaci6n de los programas

escolares para que respondan a sus necesidades educativas

particulares, segfn indicado en las pruebas psicol6gicas,

entrevistas, observaciones directa+ y evaluaciones

conductuales; planificar y manejar un programa de servicios

psicol6gicos, incluyendo servicios de consejeria para estos y

sus padres; y asistir en e, desarrollga- 4le-estrategias de

intervenci6n para una conducta positiva.

Recreaci6n - incluye cemimiento del tiempo y uso del

tiempo de ocio; servicios recreativos terap€uticos; Programas

recreativos en la escuela y en las agencias en la comunidad;

y educaci6n en el manejo y uso del tiempo de ocio.
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L. Servicios de Consejeria en Rehabilitaci6n - si6nifiea-servicios

provistos por personal *lifiea__calrficadq en seslones

individuales o grupales, que se enloq44quen

especfficamente. en asistir al menor con discapacidad en la

selecci6n a el desarrollo de una caneru p!g[95j9]uL la

preparaci6n para 4ercer algin empleo o profesidmn, alcanzar

la independencia e integraci6n en el A+ea4e-*a&a;e dmbito

laboral y en I,a sa comunidad@. El

t6rmino tambiEn incluye servicios en rehabilitaci6n

vocacional provistos por programas sufragados con fondos

de la Ley de Rehabilitaci 6t de 1973, segrin enmendada.

M. Servicios de Salud Escolar y Servicios de En-fermeria Escolar

sipifiean servicios que son diseflados para permitirle

recibir la educaci6n p(blica gratuita y apropiada descrita en

el PEI del menor. Los servicios de enfermeria escolar son

provistos por una mfermera wolar *)i$ea ca!ficada. Los

servicios de salud en la escuela son servicios que pueden ser

provistos por una enfermera escolar MaSplifiggda o por

otra persona eualiHea ra,lifq4da.

N. Servicios de trabajo social en la escuela incluye

preparalei6n informes m cuanto al de historial social y del

2
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22 desarrollo del menor con discapacid ad,; como tambi1n brindar
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conseieriaz individual o grupal. a este y a su familia; trabajar.

en-alianza-een junlg_g-los padres y otr4ges partes inoolucradns

en+rre{+es en un++ih*ad6n alwru situaci1n o incidmte de-+a

vi4a-(aqlee en su el hogar, escuela o comunidad), que afectqa

el que se ajuste a la vida escolarr. Estos seruicios incluum,

ailcmds, rnover los recursos de la escuela y comunidad que le

permitan al estudiante aprender fu

y asistir en el desarrollqar

de estrategias de intervenci6n para que promueoan una

conducta positiva.

O. Servicios de patologia de habla y lenguaje incluye

idenl#.eae6a idmtificar del menor con problemas de! habla y

lenguaje; diaSn6s+iee diagnosticar e hfu informar de los

problemas especificos del habla y lenguaje que identifique m

el menor; te{e*Cs referir al menor peea-a+tn.e{1en pe*-* a algin

profesional m6dico o na especialista en patolo$a del habla

Su€-€ea cuando entimila que es neesario para sr habilitaci6n

del habla y lengrraje; o{recer conxjeria y direcci6n a padres,

menores y maestros sobre los problemas de habla y lenguaje.

P. Servicios de transportaci6n - incluye el viaje de ida y vuelta a

la escuela y aquel oue ocurre errtle aarias escuelas; el viaje

0 11
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a1 dentro y alrededor de los edificios escolares; y orooeer el
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equipo especializado (+ales----como guaguas

especializadas o adaptadag gq4-elevador y rampa), e*llu.era de

para@

transoortnr al menot e.ficazmente @*@.

4. El alcance de los fuides seroicios relacionados no incluye aquellos

artefactos implantados quinlrgicamente o el reemplazo, o meiora, o

mantenimienta de les-dsmes e!@ -^:^-^- ^l 4,.--i^-^*:^-r^ l^

10

. Pese Sin

embargo, nada de lo anterior, limita el derecho que ostenta un del menor

@A oue tiene imo lantado. auirirqicamette. un artefacto imptan+ado

m *---;^^--+^ /i ^ i-'^l--+^ ^^-l^^-\ de recibir los senricios11

t2

l3

t4

l5

t6

t7

18

t9

2t

relacionados que sean determinados por el COMPU que sean

necesarios para beneficiarse de una educaci6n pfblica gratuita y

apropiada. Tampoco se limita la responsabilidad de Ia agencia de

monitorear y dar mantenimiento a los artefactos m6dicos necesarios

para mantener su salud y garantizar su seguridadr-heluyende--su

mientras 6_g1E_enJp_e1cuelS_g-tCs transportado desde a, o lncia esta.-de

Esta tampoco impide aue seal

rye-per!frqlg, rutinariamente"4,lg!4 ur* componente extemo de un

artefacto implantado. quinirgicamente. para asegurarse que est6

funcionando ile manera apropiadarmente-.1@22
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I el ni aue se *+i- +{e.ceie.. de cot4e rutinariamente lqlequipos

auditivos y componentes externos de equipos m6dicos implantados

quirfrgicamente,.T

5. La Oficina Resional del Pro de Educnci6n Especial se asegurar6 de

que los equipos auditivos usados en la escuela por estudiantes con

problemas auditivot incluyendo sordera, esten funcionando

apropiadamente

1

J
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7

l0

I^L^
-=6-**Y*

dc isual forma losI

8

9

componentes externos de equipos implantados quirfrgicamente est6n

@. No obstante, h eAEEt ORPEE ni la

Oficina Regional Educativa serSn responsables por el mantenimiento,

programaci6n o reemplazo post-quirrirgico del equipo m6dico que ha

sido implantado quirrirgicamente ni de algrin componente extemo del

Irusmo

(€fhh) Ubicaci6n unilateral,

Se-+efiere-a-fa-u lbicaci6n del menor con dirapacida realiza.dn Por sus

padres. en una escuela privada luego de que estos t&w rcchazardn el

programa educativo individualizado desarrollado por el DEartammto

conforme a las disposiciones de esta Ley. Este No se inclu en esle

t€rmino no+rctuye-a aquellos merTores con discapacid ad a pmg quienes la

EAEELoSXEE ain no ha preparado u oresentado neles*be una propuesta

de servicios educativos y relacionados apropiados a sus necesidades

$ 1l

t2

l3

t4

l5

l6
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l8

t9

20
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1a particulares
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Articulo 3.-Declaraci6n de Polltica Priblica'

EI Gobiemo de Puerto Rico se reafirma en su compromiso de fomentar el

derecho constitucional de toda persona a una educaci6n gratuita que propenda al pleno

desarrollo de su personalidad y aI fortalecimiento del respeto de los derechos del

5 hombre y de las libertades fundamentales. Para lograr este prop6sito, se declara esta

politica priblica que maximiza los derechos del menor con discapacidad y los de sus

padres, conducente a impulsar el desarrollo de este al mSximo de su capacidad. Lo

anterior, teniendo como meta su progreso eentinue contiruio hasta prepararle pzra un

mundo cambiante mediante resultados medibles

10 Por medio de esta politica priblica, declaramos que el desarrollo de los menores

0 1 I con discapacidades tiene que estar enmarcado en eI contexto de garantizar el maximizar

12 que en su vida adulta pueda ser una persona plenamente desarrollada e integrada a

13 nuestra sociedad pudiendo, hasta donde sus capacidades Ie permitan, ser un individuo

14 independiente. Asirnismo, es imprescindible reconocer que la provisi6n de una

15 educaci6n priblica gratuita y apropiada es esencial para el desarrollo pleno del menor

16 con discapacidad a nivel educativo y salubrista.

t7 No hay duda que la escuela es uno de los laboratorios de la vida mds

18 importantes en un ser humano. La escuela, entonces, se convierte en un propulsor

19 din6mico de cambio para el proceso de inclusi6n de los menores con discapacidades en

20 la corriente regular. Esta Politica Priblica promueve con car5rcter de urgencia, una

21 reforma sist6mica que atiende realmente la ratz de los retos que tenemos en cuanto a

I

)
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22 Educaci6n Especial. Con la aprobaci6n de diversa legislaci6n en la pasada d6cada,
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I Puerto Rico ha evolucionado sobre su visi6n de lo que son las personas con

2 discapacidades. De una acci6n inicial de rechazo, segregaci6n, integraci6n, hemos

evolucionado hacia la inclusi6n. Ya Puerto Rico esta preparado para moverse a un

pr6ximo nivel, que se establece en esta Ley para lograr una coordinaci6n efectiva entre

las ideas y el servicio educativo integrado dentro de un marco conceptual de la

inclusi6n de los menores con discapacidades, en la medida que sea apropiado para la

7 atenci6n de sus necesidades educativas particulares.

Esta politica p(blica pretende garartizar

(a) Una educaci6n priblica gratuita y apropiada, en el ambiente menos

restrictivo o m6s apropiado, especialmente diseflada de acuerdo a las

necesidades individuales del mmor con discapacidad y con todos los

8

9

l0

CI l1
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l6

t7

l8

t9

20

2t

serrricios relacionados, auxiliares y suplementarios indispensables para el

desarrollo de sus capacidades. Lo anterior, estard basado en un contenido

curricular bilingue, segirn se establezca en su programa educativo

individualizado dentro de un marco de inclusi6n;

(b) La la participaci6n activa y significatioa *d de los padres v los mmores con

discapacidad, en estos procesos. l^l l:^^^-^^:,{^,{ es

indispensable en la medida que terad.e las decisiones que m estos se tntran

estan relacionadas, directammte, con su futuro;

que se realicm l*+;aaae-qtfujaa*s que promuevan sr* la inclusi6n de los

fiEn con d

22

(c)

esrtri.aaacomuniaa@,

elde su94q fffiafuibgE en b sus respectioas
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(d) que se estableza A*-l,rr1 sistema de manejo de informaci6n

confidencial@ y eeste-e{eetivielad coslo-

eftctioo de mnximizando los recursos del Estado;

(e) W* recibir y ventilar querellas en relaci6n a los derechos del menor con

discapacidad o sus padres, euna 4lg_forma justa, imparcial. y expedita y

que garantice un @esafmae continuidad de fqq servicios;

(0 El el disefro de un programa educativo individualizado que part*de

atimda las aecesidades educativas y nivel de funcionamiento del menor en

cada Stea de desanollo neeesidad;

(g) @. W toda reglamentaci6n, imPlanta€i6n implemmtacj6n o

ll interpretaci6n de esta Ley @ tenga como

t2 finalidad seeia};-el proteger, defender y vindicar los derechos de las

l3 personas con discapacidad, conforme a lo dispuesto en la Ley 238-20M,

t4 segrin enmendada, conocida como "La Carta de Derechos de las Personas

15 con Impedimentos".

t6 Articulo 4.-Secretaria Asociada del Programa de Educaci6n Especial.

17 Para viabilizar que el Departamento de Educaci6n cumpla con su obligaci6n de

18 ofrecer servicios educativos y relacionados 6giles, 6ptimos y equitativos que rcspend€n

19 a satisfagan las necesidades del menor con discapacidad, se crea la Secretaria Asociada

20 del Programa de Educaci6n Especial. Esta Ley; le brinda a dicha SecretariaT la

8

9

p

2l flexibilidad y autonomia administrativa, docente y fiscal necesarias para proveer los
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1 servicios con prontitud y efectividad, erunarcadas tanto en esta Ley, como en el estatuto

2 federal "Individuals with Disabilities Educaction Improvement Act' ('IDEA").

3 La Secretaria Asociada del Programa de Educaci6n Especial servir6 como un

a eempenente al te operacional del Departamento de Educaci6n y mantendr6 centralizada

5 la las We*eri6r. @:relacionada relacionadas a la prestaci6n de servicios 4 4e los

6 menores con dis€apacidades, por lo que se le faculta para que se-e+ga#eq-u€lizaanleJes

supervise yfu eeerdiaar coordine, segln mtimda m4or aplique, los

w
l0 servicios A_fuciones_qte s€-les-asi6nan:a eiercen las dem6s agencias participantes, de

1 I acuerdo a lo aqti estioulado €ent€mplado.

7

8

9

t2

l3

14 Puerte niee, Para ta een iee

l5 +^ A-.< ^,,^ L^^^- ^-r.,^--^- l.:;;J^- -^-^ -^l^L-^- -,:-+^- -,',1^l:^^- ^- l^- ^.,^l^- -^

16

t7 Articulo S.-Autonomia administrativa, docente y fiscal de la Secretaria Asociada

l8 del Programa de Educaci6n Especial

l9 Tomando en consideraci6n la multiplicidad de condiciones y necesidades

20 especiales de los menores con discapacidades y reconociendo Io imperativo de que los

2l servicios y equipos se provean con prontitu4 se le confiere a la Secretaria Asociada aqui
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I creada, autonomia administrativa, docente y fiscal Para que pueda operar

2 efectivamente.

(u) AutonomiaAdministrativa.

La Secretaria Asociada del Programa de Educaci6n Especial tendr6

autonomia para planificar e implantar los procesos administrativos para eI

logro de una gesti6n educativa efectiva de modo directo o a trav6s de las

OAEEL- ORPEE's, las cuales serdn dirigidas por un Director Asociado y

contar6n con aquel su propio personal de apoy@dant*

deseribq para viabilizar la prestaci6n de los servicios especializados a los

menores con discapacidad. El ante+-meneienade Este ser6

nombrado por el Secretario Asociado del ProgramaT+e-ebstanteTcste 4se

8

9
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compondr6, en primera instancia, de recursos humanos reasignados o

trasladados de los once (11) Centros de Seroicios de Educacidn Especial los

cuales serfuL consolidados en lag n14eu6 ORPEE's; como tambiLn personal

mediante el meeartisrne de dcl el propio Departamento

de Educaci6n, e.desde il_otras agencias, mediante el mecanismo de modalidad

de en conformidad con las disposiciones de la Ley 8-2077, segrln

enmendada, conocida como "Ley para la Administraci6n y

Transformaci6n de los Recursos Humanos en el Gobiemo de Puerto Rico".

Todo il el personal reasignado o trasladado, mediante el esfe mecanismo

de--me+ilidad, a la Secretaria Asociada, retendr6 todos los derechos,

22 privilegios, obligaciones, beneficios marginales y el sueldo base que
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ostentaba antes de realizarse el movimiento; salvo que 6ste llegue a otro

acuerdo aI momento de realizarse la movilidad. De no existir. dentro del

Gobiemo de Puerto Rico. el recurso humano que pueda llevar a cabo las

funciones aqui dispuestas, se proceder6 al reclutamiento externo.

De otra pafie, ade:mis ped+e de tomar decisiones y realizar acciones

dirigidas a a$lizar el sa funcionamiento y Ia operaci6n-de la Secretaria

Asociada,-Ademds:

1. Miseflar6, en un t6rmino no mayor de

noventa (90) dias desde la aprobaci6n de esta Ley, wwm sfu

de evaluaci6n del personal que incluua, mtre lns oariables a

el srad' de satisfacci6n de para-€tincomorarse, aquellas que recoian o

los padres de los

menores con discapacid ades con los smsicios aue reciben a su calidad.

Este Esfa eoaluaci6n sis+ema ser6 htegrade integrad.a p€+--€t

Departamen*e al plan de evaluaci6n requerido por la Ley 85-2018,

segrin enmendada, conocida como "Ley de Reforma Educativa de

Puerto Rico", de modo tal que, comprenda lo pertinente a la

atenci6n de los menores con discapacidades, en aras de mejorar los

servicios a esta poblaci6n;

La Secretaria Asociada presentare un plan informe antal a la

Asamblea Legislativa

no mds tarde del 31 de marzo de cada afio, que:

)
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eentendca contenga las actividades de desarrollo profesional

que proveer6 al personal de la Secretaria Asociada las cuales1

3

4

5

6

'7

8

9

deben ser confeccionadas u disefiadas tomando en consideraciin el

insumo u el srado de satisfacci6n de los padres con los seruicios u

educaci6n que reciben sus hiios con discaoacidades

€ea]]ia:+ade

B. dicho plan para el desarrollo profesional ser6 preparado con

la participaci6n de los padres;

C. la Secretaria Asociada serd responsable y, lo incluirii como

parte de un informe de logros d€L-"lan--aruat-+--ferl0

ll

t2

t3

14

15

t6

t7

18

--^^^-+^l^ t- A-^*Ll^^ T ^;-l^r:*,^ ^ r*^,,:- l^

19

20

21

las politicas y/o

procedimientos adoptados y la fecha de adopci6n del esfos

eelebradas--+en mmo tambidn una certificaci6n de haber

haberlas adontada conforme a la Leu 38-2017, sesin enmmdidn,

"Lev de Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de

Puerto Rico "

22 (b) Autonomia Docente

I



1

{?

La Secretaria Asociada tendr6 autonomia docente. Esto implica libertad

para desarrollar los curriculos especialmente adaptados a las necesidades

particulares del menor con discapacidad mediante la adaptaci6n y/o

modificaci6n del curriculo segrin sea necesario.

La Secretaria Asociada se podr6 otgani/zar siguiendo diferentes esquemas

y modalidades de servicios, incluyendo horarios que se consideren adecuados

para alcaruar las metas de excelencia educativa a la que se aspxa aspiran.

En aras de lograr la cabal consecuci6n de los objetivos antes descritos, se

dispone que lo aqui establecido prevalecer6 sobre cualquier convenio colectivo o

ley laboral aplicable, en cuanto a la flexibilidad de los horarios para la provisi6n

de servicios. Adem6s:

1. podr6 seleccionar y nombrar el personal docente calificado que le

prestar6 servicios, reconocera los derechos adquiridos en virtud de

Ia preparaci6n y la experiencia de los candidatos en las diferentes

categorias;

2. reconocerd tambi6n los derechos adquiridos del personal docente,

sin menoscabar el derecho del menor con discapacidad a una

educaci6n pliblic4 gratuita y apropiada;

(c) Autonomia Fiscal'

Como parte de su autonomia fiscnl. h Ia Secretaria Asociada pgdti +#
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2t lndeperden€ia en ta tema de
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1. Elaborar su petici6n de presupuesto necesario de parS---su.

funcionamiento la cual sera incluiila m Ia oeticidn u oresentaci6n de

to del D mento de Educaci6n

2. Establecer los conholes necesarios para adshiskar garantizar y

fisr.alizar el bum uso de su presupuesto;

3. Reprogramar los fondos asignados que no se encuentren obligados,

mediante alguna Ley, o las economias generadas o cualesquiera

otros balances existentes, de acuerdo a las prioridades de los

servlcl0s

4. Establecer su propia Divisi6n de Compras y de Disposici6n de

Propiedad Excedente, a trav6s de la cual reafizarA los procesos de

compras relacionadas a los servicios especializados requeridos por

los menores con discapacidades y de disposici6n de propiedad

excedente d€-+ema-ind€pendien+e cornoatible con el Sistema dc

lnformaci6n Finnnciera dcl al Departamento de Educaci6n fsin

.El

Secretario Asociado establecer6 su propio sistema de compras de

bienes y suministros y de servicios auxiliares y de disposici6n de

propiedad excedente; y adoptard la reglamentaci6n necesaria para

2
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22 regir estas funciones dentro de sanas nonnas de administraci6n y
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economia. AdemS+ la reglamentaci6n que se adopte deber6

disponer de un sistema de compras que sea dgil y eficiente, y a su

vez, *16 promulgado en un tErmino no mayor de ciento veinte

(120) dias luego de la aprobaci6n de esta Ley. AsHsmq-la

re^pender e susFtuir p

-*I*^-+-ix- A^ ^-^-,,1----^ ^^-l^-".l ^-4
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5. Iz Secretaria Asociada

anualmente, ante la Asamblea

Legislativa como parte del proceso de an6lisis y consideraci6n del

presupuesto del Departamento de Educaci6n. Ne--ebstantq
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6. La Secretaria Asociada preparard un informe anual de gastos

detallado el cual, no s6lo ser6 entregado a la Asamblea kgislativa,

slno aue. ademSt ser6 publicado, electr6nicamente, en o antes del

30 de abril de cada afro, para conocimiento gmeral. Dicho informe,

contendrd las partidas presupuestarias y gastos incurridos, pero sin

22 limitarse a, los siguientes servicios
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A. evaluaciones administradas y servicios relacionados Por

contrataci6n de la agencia o por remedio provisional;

B. evaluacioneseducativasindependientes;

C. adquisici6n de equipos de asistencia tecnol6gica;

D. ubicaciones privadas a costo priblico, sea Por determinaci6n

de COMPU o determinaci6n de un foro administrativo o

judicial;

E. gastos en docentes en salas de clase;

F. gastos en otro personaf incluyendo, aquel docente en

funciones administrativas; y

G. gastos en construcci6n por barreras arquitect6nicas.

Se faculta a la Secretaria Asociada a aceptar, usar y administrar

donaciones de toda clase de bienes que ser6n hvertides inoertida en

servicios directos a menores con discapacidades. Disponi6ndose,

que la aceptaci6n de las referidas donaciones, se har6n a nombre de

Ia propia Secretaria Asociada. Asimismo, se establece que el
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c^^-^+^-i^ A --.i^l^ li-..^-l-4 se dcbe adoptar, mediante

8

reglamento, los procedimientos necesarios para la administraci6n y

contabilizaci6n interna de los donativos.

Igualmente, serri responsabilidad del Secretario Asociado, lo

siguiente:2l
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A. Publicar anualmente en o antes del 31 de julio de cada afro,

el monto total de los donativos recibidos durante el

kanscurso del a-flo fiscal anterior /, si el mismo fue

destinado a una escuela o proyecto en particular;

B. Del donativo no haber sido hecho para una escuela o

proyecto en particulu, previamente definido por quien hace

la donaci6n, la Secretaria Asociada identificard en consulta

con los padres de cada M

Espe€ia}-teeal Oficina Resional del Prosrama de Educaci1n

Especial. las 6reas en las oales el donativo hace mAs falta y

puede ser usado de modo que impacte directamente a los

menores con discapacidades;

C. Esta determinaci6n del uso del donativo ser6 hecha en un

t6rmino no mayor de noventa (90) dias, luego del recibo del

Irusmo.

Del donativo no ser utilizado del modo establecido o en el

periodo dispuesto:

(i) el mismo, de haber sido monetario, ser6 remitido al

Fondo General del Gobiemo de Puerto Rico, pero el

Secretario del Departamento de Hacienda vendr6

obligado a separarlo y destinarlo para el pago de

6
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honorarios de los Defensores de Menores con

Discapacidad creados por esta Ley;

(ii) del donativo consistir en equipos o materiales, serdn

destinados para las necesidades que pueda tener la

Unidad Secretarial de Querellas y Remedio

Provisional aqui creada.

9. Establecer6 en cada Oficina Regional Educativa, el siguiente

componente operacional:

(i) una Oficina

Resional del Programa de Educacihn Espechl con su

correspondiente personal, el cual se compondr6,

minimamente, det+i6+iente:

(I) un director asociado;

(D un facilitador del Programa de Educaci6n Especial

por municipio, dmtro de la jurisdicci6n de cada

Oficina Regional Educativa;

(u) un eee+dhade+ aordinadores de servicios del

Programa de Educaci6n Especial-pe+eserel+,-+{a

quienqq sr-ls? el apoyo clerical para entrar datos,

coordinar evaluaciones u otros servicios

2

J

4

5

6

7

8

9

l0

N
ll

t2

13

t4

15

16

T7

18

l9

20

2t

.,.' relacionados y completar formularios para el



I

2

3

4

5

6

58

registro de los menores que se sospeche puedan ser

elegibles al Programa de Educaci6n Especial.

0V) un oficial de compra y pagos en cada Oficina

Regional Educativa;

un coordinador de divulgaci6n y participaci6n;

un oficial de pr6cticas.

(ii) ciales administr atioos

manejar los asuntos relacionados a presupuesto, recursos

humanos, compras y pagaduria entre otros;

(iii) una efieina @ieas para man$ar

asunte+-+ales-eeme-les un oficial mordinar adiestramientos

establecer el cmtro de investigaci6n y capacitaci6n creado

por esta Ley y para la monitoria ile cumolimiento estatal y

federa! y

(i") us*-.efieina un oficial de asese+ia asuntos lcgd legales de

dende---se coordinard los asuntos legales

incluyendo, el procesamiento de querellas, con la Dioisidn

Lesal m la ORE.

(v) Las eA.EEth ORPEE's absorberSn a aquellos funcionarios

que cualifiquen para la nueva oPeraci6rL conforme las

funciones aqui descritas, y que actualmente se encumtran

laborando en los Centros de Servicios de Educaci6n Especial.

m
(VI)

una-efkina de-admHs*aei6n o
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Estos once (11) cmtros serdn consolidados, administratiaa u

fisicryryntu, m las siete (7) ORPEES u su pefsonaI u recursos

pasafafl a formtr oarte de estas.

Articulo 5.-Localizaci6n; Evaluaciones y Reevaluaciones'

(u) Localizaci6n,

1. Todo menor con discapacidad, incluyendo aquellos sin hogar, bajo

la custodia del Estado y Ios que asisten a escuelas privadas,

independientemente de la severidad de su discapacidad, y que

necesiten educaci6n especial y servicios relacionados; deben ser

identificados, localizados y evaluados, y se debe determinar cu6les

de 6stos est6n recibiendo la educaci6n especial y los servicios

relacionados que necesitan.

2. Un menor no puede ser clasificado por su dirapacidad a menos

que

€en-dis€apa€ida+ dichn clasifrcaci1n sean necesaias oara aue este

reciba nrei(e educaci6n especial y servicios relacionados.

3. En el caso de menores ubicados por sus padres en una escuela

privada, se deben considerar los siguientes requisitos como parte

del proceso de localizaci6n y participaci6n.

A. Los servicios de localizaci6n deben ser provistos para
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religiosat elementales, secundarias, y aquellos que est6n

ubicados por sus padres en facilidades fuera de Puerto Rico.

B. La Secretaria Asociada" y sus componentes en las ORPEE's

eAEEL:s la q cualquier entidad a quien se le delegue. de

algrin modo. el proceso de localizaci6ry tiene que garantrzu

Ia participaci6n equitativa de a los menores con

discapacidades ubicados. por sus padres. en una escuela

privada y; que estos sean contabilizados de modo certero.

C. La Secretaria Asociada y las ORPEE's OAEEL+, en aeuerde

colaboraci6n con el personal de nioel eentral v resional dcl

Departamento @iYas, tendr6n

la obligaci6n de llevar a cabo actividades de divulgaci6n

para la localizaci6n de mmores con discapacidades en

escuelas privadas, del mismo modo que est6 disponible para

aquellos en escuelas priblicas. Este dcber es transferible a b

mismo-apliea-a-<ualquier entidad a quien estos deleguen el

proceso de localizaci6n
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(r) Para viabilizar eI proceso aqui requerido a tiempo,

cada

Oficina Recional del Prosrama de Educaci6n Especial

tendr6 la responsabfidad de consultar con las

escuelas privadas dentro de su jurisdicci6n y con

representantes de padres de menores con

discapacidades ubicados unilateralmente. Dicha

consulta, ser6 en tomo aI diseflo y desarrollo de los

servicios educativos y relacionados a ser brindados a

aquellos que est6n ubicados por sus padres en

escuelas privadas, incluyendo :

el proceso de divulgaci6n, localizaci6n y

ff
l0
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a

participaci6n los servicios de modoen

20

equitativo, incluyendo, como ser6n informados

los padres, maestros y oficiales de las escuelas

privadas;

b. Ia determinaci6n de la cuantia proporcional de

fondos federales disponibles para los servicios

de los menores con discapacidades ubicados

por sus padres en escuelas privadas,

2t incluyendo c6mo se determina dicha suma;



I c

62

el proceso de consulta por parte de h e6eha
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@Ofcina

Rexional del Programt de Educaci6n Especial con

las escuelas privadas, los oficiales de estas y los

representantes de los padres, incluyendo c6mo

funcionar6 el proceso a trav6s del affo

acad6mico de modo tal, que estos puedan

beneficiarse de educaci6n especial y servicios

relacionados;

d. c6mo, d6nde y qui6n, proveerd los servicios de

educaci6n especial y relacionados a aquellos

ubicados en escuelas privadas por sus padres.

Lo anterior, incluye la discusi6n de los

servicios, la provisi6n directa de los mismos,

mediante mecanismos altemos;

e d cudl ser6 el proceso a se6uirse seguir para

la determinaci6n de si los fondos federales

asignados son suficientes para servir Ia

totalidad de los menores en escuelas privadas

y cuando tal decisi6n ser6 tomada; y

f. si la

10
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Esoecial no est6 de acuerdo con la visi6n de los

representantes de escuelas privadas en cuanto

a la provisi6n de los servicios o los tipos de

servicios, o si los mismos son provistos

directamente o mediante contrato, esta deber6

proveer a los oficiales de Ia escuela privada

una explicaci6n escrita de los motivos por los

que opt6 W no proveer los servicios

directamente o mediante contrataci6n, segrin

sea el caso.

(ii) Certificaci6n

Cuando el proceso antes descrito se haya dado a

tiempo y de modo sign-ificativo, es sefa

responsabilidad del funcionario designado por la

efiefuia rtseeiada de Edueaei6n E-peeial teed Ofcina

Resional del Proqratna dc Educaci1n Esoecial, el obtener

una certificaci6n por parte de las escuelas privadas

participantes. De no proveerse La misma, en o antes

de finalizar el curso escolar esta tendrd que hacer

llegar la documentaci6n relacionada al proceso de

consulta realizado a la Secretaria Asociada del
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(iii) Cumplimiento=

IJna escuela privada tendrS derecho a presentar

querella ante Ia Secretaria Asociada sobre el

incumplimientopor laffi

Seeial+eeal Oficina Resional ileI Prosrama ile Educaci6n

Especial en realizar una consulta sigrrificativa a

tiempo, o cuando esta no brind6 suficiente peso a la

visi6n de los oficiales de la escuela privada.

(i") Procedimiento cuando se alega incumplimiento'

a Si una escuela privada desea someter una

querella por entender hubo incumplimiento

con lo antes provisto, debe fundamentar la

misma y hacerla llegar a la Secretaria Asociada

La

bc*l Oficina Resional del Prowama dc Educnci6n

Especial harA llegar la documentaci6n

correspondiente a la Secretaria Asociada para

evaluaci6n de la misma.

(") Provisi6n de servicios equitativos.

La provisi6n de servicios a estudiantes
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deberd ser provista por empleados de una
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agencia priblica; o a traves de un contrato de la

agencia priblica con un individuo, asociaci6ru

agencia, organizaci6n u otra entidad.

E. Ofcina

Reqional del Procrama de Educaci6n Esoecial se asegurar6 que

se desarrolle e implante un plan de estudios

individualizado, para cada menor con discapacidad, del

padre no aceptar la ubicaci6n en el sistema priblico

fundamentada en un PEI desarrollado conforme a los

requisitos de forma y contenido dispuestos en esta Ley.

(b) Evaluaci6ninicial'

1,. La Ofcina Regional

del Prosrama de Educaci6n Esoecinl deber6 llevar a cabo una

evaluaci6n inicial individuaf completa y multidisciplinari4

conforme a 1o aqui provisto, previo a realizar la determinaci6n de

elegibilidad y previo a iniciar la provisi6n de servicios de

educaci6n especial y relacionados a un menor con discapacidad.

2. Consentimiento,

A. La efiekra A^eerada de Edneaei6n Espeeial Leed Ofcina

Resional ilel Profiama de Educaci6n Especial oue vava a realizar

el proceso de evaluaci6n inicial dirigido a establecer si el

r
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obtendre el consentimiento informado del padre, previo a

comenzar la administraci6n de pruebas. El consentimiento

de los padres para evaluaci6rl no debe interpretarse como el

requerido para recibir servicios de educaci6n especial y

relacionados.

B. La Ofcina

Resional del Prosrama de Educaci1n Especial responsable de la

provisi6n de una educaci6n priblica Bratuita y apropiada,

deber6 procurar obtener el consentimiento informado del

padre antes de proveer educaci6n especial y servicios

relacionados aI menor.

C. Si eI menor se encuentra bajo la custodia del Departamento

de la Familia, la I*

Ler+c Oficina Resiorul dcl Prosrama de Educaci6n Esoecial

realizar| esfuerzos razonables para obtener el

consentimiento informado de los padres con patria potestad

para Ia evaluaci6n inicial. No obstante, no se le requerir5 a la

OAEEL-ORPEE obtener consentimiento informado de los

padres de un menor para evaluaci6n inicial, si a pesar de

esfuerzos razonables
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(ii) los derechos de los padres han sido terminados

conforme a la legislaci6n aplicable;

(iii) o los derechos de los padres para decisiones

educativas han sido subrogados por un juez,

conforme a la ley y el consentimiento para la

evaluaci6n del menor ha sido dado por una persona

designada por un juez.

3. Falta de consentimiento'

A. Si el padre no provee consentimiento para la evaluaci6n

inicial, o el-?adre falla en responder a la solicitud de

consentimiento, Ia ta M

Espe€ia# Oficina Resional del Progranw de Educaci6n

Especial procurar6 la evaluaci6n inicial del menor utilizando

los procedimientos descritos en el Articulo 11 de esta Ley.

B. Si el padre rehrisa dar su consentimiento para la provisi6n

de educaci6n especial y servicios relacionados, la OAEET

ORPEE no deberd proveer los mismos, ni utilizar los

procedimientos bajo el Articulo 11 de esta Ley para ello.

C. Si el padre rehrisa dar su consentimiento para la provisi6n

de educaci6n especial y servicios relacionados, o el padre

falla en responder a la solicitud para proveer dicho

')
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consid.erar estar en violaci6n al requisito de hacer disponible

una educaci6n ptblica gratuita y apropiada por los servicios

para los cuales solicit6 el consentirniento. Tampoco, deber6

requerirsele a esta, el reunir el COMPU o desarrollar el PEI

para los servicios para los cuales solicit6 el consentimiento

sin 6xito.

4. Previo consentimiento del padre, la M

Esp€€+alleeal Oficina Resional del Procrama de Educaci6n Esoecial

podr6 comenzar la solicitud para evaluaci6n inicial y asi,

determinar si el menor es uno con discapacidad.

5. Este proceso, simdo uno evaluativo completo y multidisciplinario:
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A.

C.

No puede limitarse solo a uru la evaluaci6n en--rrn+-sela

dis€+pUne

Se debe evaluar al menor en todas las Sreas en que se

sospeche discapacidad, incluida la informaci6n

proporcionada por los padres;

Se deben utilizar instrumentos confiables que puedan

evaluar la contribuci6n concemiente a los factores cognitivos

y conductuales, adem6s de factores fisicos o del desarrollo;

Para identificar las necesidades educativas del menor, toda

evaluaci6n inicial debe contar con Ia correspondiente

evaluaci6n educativa, a saber:22

D
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I (i) puede ser un informe de ejecuci6n por los maestros

del estudiante, incluida la informaci6n relacionada

con la participaci6n y avance en el plan de estudios de

educaci6n regular, siempre y cuando el padre est6 de

acuerdo con los resultados del mismo;

(ii) la evaluaci6n educativa es obligatoria en el caso de los

menores que no cuenten con un informe de ejecuci6n

o que llevan mes de treinta (30) dias fuera de la

escuela.

6. La evaluaci6n inicial serd realizada en cualquiera de las siguientes

instancias;

A. a solicitud del padre;

B. por recomendaci6n de personal escolar con el

consentimiento del padre;

C. en cualquiera de las dos (2) instancias anteriores, nin$ln

funcionario directo o indirecto del Departamento de

Educaci6ru la Secretaria Asociada, h-eAEEL-QRPf,,!_o la

Oficina Regional Educativa, podr6 negarse a realizar el

referido correspondiente;

D. la negaci6n de referido para e realizar la evaluaci6n inicial

por parte de cualquier funcionario a nombre de la agencia,
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de vista administrativa, y podria dar lugar aun

procedimiento disciplinario contra el funcionario que le

neg6 el referido aqui indicado.

7. T6rmino=

Todo proceso de evaluaci6n inicial deber6 estar completado dentro

del t6rmino de treinta (30) dias a partir de la fecha de registro y el

padre haber prestado su consentimiento.

(c) Evaluacionesadicionales=

1. Del COMPU determinarlo, se realizar5n aquellas evaluaciones

adicionales que sean necesarias;

2. Una oez recomendada por el COMPU, Wtoda evaluaci6n adicional

deber5 ser atmdida mn prontitud mn a las disposiciones estatales u

tarde de trefurta (30) dias a parHr de Ia rrisrna ser reeerrendada;

3. Todo informe de evaluaci6n adicional debe ser discutido en

COMPU no mAs tarde de treinta (30) dias a partir de Ia fecha de

evaluaci6n;

4. Ninguna evaluaci6n adicional podr6 ser discutida en COMPU sin

hab6rsele entregado copia de Ia misma al padre no menos de cinco

(5) dias previos a la reuni6n de COMPU para discusi6n de la
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5. La discusi6n de la evaluaci6n, i y-la entrega del informe de

evaluaci6n al padre.p. sustituyen el requisito de dar notificaci6n

previa y escrita, segrin aqui definida.

6. Una evaluaci6n puede ser rechazada parcial o totalmente por el

padre o por la agencia, expresando los motivos o fundamentos para

ello. En eI caso de la agencia, cumpliendo con los requisitos de

notificaci6n previa y escrita.

7. A partir de los catorce fu UgL2) aflos de edad, comenzar6 el

proceso de aoalio ('assessment]) y la evaluaci6n vocacional y de

carreras inicial, dispuesta por esta Ley.

(d) Reevaluaci6n'

1.. Se realizar6 cada tres (3) afios, esto es, la reevaluaci6n y discusi6n

de la misma se dar6 dentro del t6rmino de tres (3) affos, salvo que

el padre y h OAEELQRP!! entiendan que es innecesaria;

2. El COMPU podr6 recomendar real'izarla m un t6rmino menor, de

asi entenderlo necesario;

3. No se realizar6 reevaluaci6n en un t6rmino menor de un (1) afro

excepto, cuando el COMPU determine que la misma es meritoria o,

cuando un juez administrativo asi lo ordene.

(e) Evaluaciones realizadas por los padres,

1. Pueden ser aceptadas o rechazadas por integrantes del COMPU
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evaluaci6n y los ftrndammtos para ello, conforme a los requisitos

de nofficaci6n previa y escrita

2. S6le Solo se entender6 que la evaluaci6n ha sido rechazada por el

COMPU cuando, la mayoria de los integrantes del mismo la

rechacen y lo expresen de modo individual por escrito y cada uno

haciendo constar los fundamentos para su rechazo. Nada de lo

anterior, impedir6 que el padre pueda presentar una querella

cuestionando la determinaci6n del COMPU.

(0 Evaluaci6n para alta del programa,

No se requerir6 evaluaci6n cuando el cambio en la identificaci6n eenre

ocurra potqrae el estudiante dej6 de tener oeintiin QL) artos. No obstante,

toda alta del programa requerird la entrega del resumen de ejecuci6n

dispuesto en esta Ley.

Articulo 7.-Comit6 de Programaci6n y Ubicaci6n o COMPU; Determinaci6n de
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(u) Composici6n'
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los padres del menor con discapacidad;

al menos un maestro de educaci6n regular del menor (si este

participa o participar6 en el sal6n regular);

al menos un maesko de educaci6n especial del menor, o cuando

sea apropiado, no menos de un proveedor de servicios de

educaci6n especial de este;

J

22
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4. un representante de la

Led Oficina Resional del Procr,'ama de Educaci6n Especinl (quien a-sn

+ez puede ser uno de los miembros antes enumerados) siempre y

cuando qae:

A. est6 er*aEfieade calificado paua proveer o supervisar la

provisi6n de educaci6n especialmente diseflada para

satisfacer las necesidades individuales de los menores con

discapacidades;

B. conozca el curriculo general;

C. conozca Ia disponibilidad de recursos de Ia Oficina Regional

Educativa; y

D. cuente con autoridad y poder de toma de decisiones para

vincular a Ia eAEEt ORPEE en asuntos relacionados a las

funciones expresamente delegadas al COMPU en esta Ley.

5. una persorur que pueda interpretar las implicaciones educativas de

los resultados de las evaluaciones, quien puede ser uno de los

integrantes descritos en los subincisos anteriores;

6. a discreci6n de los padres o la agencia, otras personas con

conocimientos sobre el caso o un peitaje fe ++elaei6n-al

mener, incluyendo personal de servicios relacionados, segrln sea
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A. la determinaci6n del conocimiento o peritaje de la persona

recae en Ia parte que le invit6 a la reuni6n de del COMPU,

sea el padre o la agencia;

7. cuando sea apropiado, el menor con discapacidades.

(b) Asistencia a reuni6n de del COMPU.

1. Requisito en cuanto a maestro de sala regular.

A. Un maestro de sala regular del menor, como integrante del

COMPU, deber6 en la medida posible, participar en el

desarrollo del PEI de este, incluyendo en la determinaci6n

de las intervenciones y apoyos apropiados en el area de

conducta, F otras estrategias, y la determinaci6n de los

servicios. y ayudas suplementarias, modificaciones al

programa y los apoyos para el personal escolar de

conformidad a su definici6n en cuanto al contenido de estos

servlclos

B. Un maestro de educaci6n regular del menor, como

integrante del COMPU, conforme a lo dispuesto en este

Articulo, participard de la revisi6n y enmienda del PEI de

este

2. Asistencia no es necesaria.

Un integrante del COMPU podrd ser excusado ae-A&e-+rl..

req3eridffiistiffia de alguna reuni6n del referido dt<Ae
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colrut$-cn{ece-e-+7a+te si los padres del menor con

discapacidad y la

Leeal Oficina Resional del Prorafin de Educaci6n Especinl

acuerdan por escrito. que Ia asistencia de diehe-hte6rante

esle no es necesaria
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medifieades-e-diseutides en la reuni6n a celebrarse.

B. Esta excusa, como el doculnento esqfito que lq auA)rim La-+E

asist€n€iaf€l-a€rrcCq debe sur6* realizarse, al menos. tres

(3) dtas lat:rllrables antes de pregr'te-a la reuni6n de del COMPU

saloo que medie alguna causa extraordinaria u no debe utilizarse

este mecanismo como un subterfusto para suspender,

capichosammte, unn rcunidn oroeramada u onra cual los padres

seDararon el tiemoo e hicieron las qestiones pertinmtes oara

asisfir.

$$pensiendela-misma,

3. Excusa,

Un integrante del COMPU ser5, excusado de--asis+i+--a de una

reuni6n de del PEli-en-+ede-++partq{uando esta se efectue b

reuni6n<enJleve-ua pa1affi modificarlo

o para discutir al$n 6rea de curriculo del-*rteg+ante o les servicios

22 relacionados, si - ;
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A. el padre y la

Oficina Resional del de Educaci6n Esoecinl le ilan su

anumcia en al menos cinco (5) dias laborables antcs y*ie-a

de la fecha pautada para Ia reuti6nz-eensienten-exeusa*le-per

esei+e; y

B. cuando el integrante que habr6 de ausentarse somete, por

escrito al padre y al resto de los integrantes del COMPU, su

insumo en cuanto al desarrollo del PEI an+es-de-la-+euni6n

€effie 4/_menos d€ cinco (5) dias laborables antes ile la p+*

reuruon.

(c) Consideracionesespecialesr

L. En el caso de un menor que cumplird los tres (3) afios durante el

affo escolar para eI cual se preparar6 el PEI y previamente recibia

servicios de intervenci6n temprana, a solicitud del padre, ser6

invitado el coordinador de servicios de intervenci6n temprana de

este, u otro representante de servicios de intervenci6n temprana

para asistir en la transici6n fluida de servicios.

2. En el caso de uno que cumplirS los diecis€is (16) aflos durante el

aflo escolar para el cual se preparar6 el PEI, asistir6 el coordinador

de servicios o consejero de la Administraci6n de Rehabilitaci6n
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rca\zar{ la coordinaci6n correspondiente. Adem6s, se evidenciar6

que el menor fue invitado a la reuni6n.

3. El COMPU debidamente constituidoT-segdn conforme a lo aqu.i

descrito, desarrollar6 el PEI inicial de todo menor elegible.

4. En el-<aso rte un meflor no recibia servicios educativos

(prueba diagn6stica) en el sistema pribliccT++-en-el o privado, se

proceder5 a redactar el mismo con la participaci6n del maestro que

le haya administrado la evaluaci6n educativa.

5. En--el--+ase Cuando se trate del PEI pa de un menor con

discapacidades que recibia servicios educativos en una escuela

privada, previa determinaci6n de elegibilidad o al momento de

realizarse el PEL la

Oficina Reciotal del Prografiu de Educaci6n Especial tendr6 que

realizar todas las gestiones para coordinar con la escuela privada la

participaci6n en la reuni6n de del COMPU de, aI menos, un

maestro de educaci6n regular de este. Lo mismo aplica en cuanto al

maestro de educaci6n especial de la escuela privada. Del menor no

contar con un maestro de educaci6n especial en la escuela privada,

la eAEEt ORPEE identificard un recurso para la reuni6n de

COMPU.
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En el caso de W_un menor que-erhha anlmine el proceso de evaluaci6n

inicial para-de+emha+--sr* da_elegibilidad, el COMPU ser6 constituido

conforme lo dispuesto en este inciso y tendr6 las funciones y seguir6 el

procedimiento aqui dispuesto:

1. Composici6n.

Iospadres del menor condiseapaeidades discapacidad;

aI menos un maestro de educaci6n especial;

un representante de la ffi

Oficina Resional del Prosrana de Educaci1n

Esoecial qru.e:

(0 est6 *act&.ea_caljfudo para proveer o supervisar la

provisi6n de educaci6n especialmente diseflada para

satisfacer las necesidades individuales de los menores

con discapacidades;

(ii) conozca el curriculo general;

(iii) conozra la disponibilidad de recursos de la eAEEt

ORPEE;y

(i") con autoridad y poder de toma de decisiones para

vincular a h OAEEL ORPEE en asuntos relacionados

a las funciones, expresamente delegadas al COMPU
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D. rrna persona que pueda interpretar las implicaciones

educativas de los resultados de las evaluaciones, quien

puede ser uno de los integrantes descritos en los sub-incisos

anteriores;

E. a discreci6n de los padres o la agencia, otras personas con

conocimientos o peritaje en relaci6n aI menor, incluyendo

personal de servicios relacionados, seg(rn sea apropiado;

(t) la determinaci6n del conocimiento o peritaje de la

persona recae en la parte que le invit6 a la reuni6n de

del COI\4FU, sea el padre o la agmcia;

F. cuando sea apropiado, el menor con discapacidades.

2. Funciones,

A. Entregar al padre copia de los informes de las pruebas

administradas al [l€ror7 (incluyendo aquellas que

determinan el nivel de ejeorci6n acad6mico y funcional de

6ste) y diseu€+ discutirlas W '+arlras con este elpad+e.

B. Determinar si debe extenderse eI t6rmino de evaluaci6n por

necesidad de pruebas adicionales, previo realizar la
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determinaci6n de elegibilidad.

C. Determinar la elegibilidad al programa, conforme a la

definici6n de menor con discapacidad, segrin establecida en

22 este Ley.
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3. Procedimiento para la determinaci6n de elegibilidad y necesidad

educativa,

A. AI interpretar los datos contenidos en una evaluaci6n para

prop6sito de determinaci6n de elegibilidad y las necesidades

educativas de un menor deberd:

(1) acopiar informaci6n de varias fuentes, incluyendo

pruebas de aptitud y logros, el insumo de los padres,

las recomendaciones de los maestrot askme+u

condici6n fisica historial socio-cultura! y conducta

adaptativa; y

(ii) asegurarse de que la informaci6n recopilada de las

fuentes antes descritas, este debidamente

documentada y sea considerada apropiadamente.

B. Si se determina que el menor es uno con discapacidad, segrin

definido en esta [,ey, se proceder6 a desarrollar un PEI por

los integrantes del COMPU, y cumpliendo con Ias funciones

y los requisitos de contenido aqui dispuestos para ello.

4. Regla especial,

A. Sobre la determinaci6n de elegibilidad'

(i) No se podrA determinar a un menor elegible al

programa, si el factor decisivo para ello, es falta de

)
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sus componentes esenciales, segrin dispuestos por la

legislaci6n federal falta de educaci6n apropiada en el

drea de matemdticas; yle cuando eI espafiol no es eI

lenguaje primario de este.

(ii) Si de otro modo, este no cumple con los criterios

dispuestos en la definici6n de menor con

discapacidad de esta Ley.

B. Sobre la composici6n del COMPU y consolidaci6n de

reUruOneSr

Se podr6 consolidar la reuni6n de dal COMPU para la

determinaci6n de elegibilidad con la reuni6n para

desarrollar el PEI, siempre y cuando:

(i) se garantice que est€n los integrantes requeridos para

ambos procesos en dicha reuni6n;

(ii) exista una copia de los informes de resultados de las

pruebas administradas han sido entregadas a los

padres al menos, cinco (5) dias previos a la fecha de

reuni6n; y

(ii| el lugar y hora de reuni6n hs.va sido acordada frrcfo+

aererde con los padres.

5. De determinarse que no es un menor con discapacidad para
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entregarle al padre una notificaci6n previa y escrita con todos los

fundamentos de la determinaci6n, conforme a los requisitos aqui

dispuestos. No obstante, serd referido para que en la escuela se

prepare un plan de servicios amparado en la Secci6n 504 de la Ley

de Rehabilitacifln de 1973, segin enmendada, del menor requerirlo.

G) Participaci6n de los padres,

1. La Oficina Remonal

del Progamt de Educacidn Especial deber6 asegu.rar que uno o ambos

padres est€n presente en cada reuni6n de del COMPU q se les ha

haya brindado la oportunidad de participar, incluyendo:

A. Se-notificard per-€seri+e a los padres-por_escrjfu sobre de la

reuni6n con al menos, cinco (5) dias laborables previos a Ia

fecha para que se paut6llesterse+ab la misma.

B. Se preg+amar+ Wggafiar.la reuni6n een-aerre+de acordanda

entre las partes *-relaei6+-a la hora y lugar en que se

efecfuard esta.

2. La notificaci6n de reuni6n descrita en el inciso anterior, debe

indicar el prop6sito, hora y lugar de la reuni6ry asi como, quienes

participar5n; y notificar a los padres sobre lo provisto para la

participaci6n de personas con conocimientos o peritaje en relaci6n
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servicios, si el menor est6 en transici6n de un programa de

intervenci6n temprana en virtud de la ley federal.

(0 Grabaciones,

Al ser la reuni6n & del CONIFU una gesti6n oficial y no una personal de

los funcionarios de Ia Agencia, el padre, a su discreci6n, podrd grabar la

totalidad de los procedimientos, luego de dar notificaci6n al comienzo de

la misma y # parlge quede constatado a su inicio. Ningrln funcionario

podr6 grabar una reuni6n de dal COMPU por ser incompatible con la

confidencialidad del menor y el expediente de 6ste

Articulo 8.-Programa Educativo Individualizado o PEI; Ubicaci6n.

(u) Desarrollo del PEI.

1. Al desarrollar el PEI de cada menor, contando con la asistencia del

maestro de sala regular segrin previamente dispuesto en esta Ley,

el COMPU considerard y eI PEI reflejard -

A. Ias fortalezas del menor;

B. las preocupaciones de los padres para mejorar la educaci6n

de su hijo;

C. los resultados de la evaluaci6n inicial o de la evaluaci6n m6s

reciente del menor; y

D. las necesidades en cada 6rea acad6mica, del desarrollo y

funcionales del menor.
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El COMPU deber6 -

A. considsar el uso dc interurnciones lt aqovos Dara ufla conducta

positioa, v obas estrateqias para atender los problemas de conducta

de alqtin en-el-ease-de-rn menor cuya conducta impida su

aprendizaje o el de sus compaieros e*es ;-se-eensiCe*ar6-el

use de etras eskatefa^ para aterrder d:eha eendueta;

B. considerar las necesidades linrriisticas del en fu,fu

menor een aue oosea un dominio limitado del espaiol;-+e

en la medida que se relacionen a su PEI;

C. en el caso de un estudiante ciego o con problemas visuales,

proveer instrucci6n en Braille y el uso de Braille a menos que

luego. de una evaluaci6n de las destrezas, necesidades y

medidas apropiadas de lectura y escrifura del menor

eI COMPU

determine que la instrucci6n en*raJl,e o el uso de Bra e esfe

tipo dc lsnguqie no es apropiado para el menor;

D. considerar las necesidades comunicol6gicas del merror, y en

el caso de que este sea sordo o tenga problemas de sordera,
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oportunidades para comunicaci6n directa con sus

compafreros y el personal profesional en el modo de

lenguaje y comunicaci6n de este, el nivel acad6mico, y toda

gama de necesidades, incluyendo oportunidades para la

educaci6n directa, mediante el mecanismo de lenguaje y

comunicaci6n del menor;

E. que se administre la evaluaci6n vocacional y de carrera

anualmente a parfu del menor cumplir los doce (12) affos de

edad y ye los resultados, segrin sea apropiado, est€n

considerados al momento de la redacci6n del pr6ximo PEI

para atender cualquier desheza pre-vocacional o de alguna

otra naturale za qtJe sea requerida para viabilizar la

prestaci6n de servicios de transici6n apropiados a sus

necesidades, a partir del PEI que estara vigente al alcanzar

los diecis6is (16) afros de edad; y

F. considerar si este necesita servicios y equipos de asistencia

tecno16gica.

(b) RequisitodedelPElvigente,

1. Al menos treinta (30) dias p*tstis-al nntes del comienzo de cada afro

escolar aaC{m.ier., cada

Leeal Oficina Reqional del Proqrama de f,flucaci6n Especial deberit
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definido en esta Ley, vigente para cada menor con discapacidad

dentro de Ia jurisdicci6n de la Oficina Regional Educativa.

2. En el caso de un menor con discapacidad entre los tres (3) a cinco

(5) afios, incluyendo, cualquiera con discapacidad de dos (2) afros

que cumplfud los tres (3) afros durante el curso escolar, el COMPU

deber6 considerar el plan individualizado de servicios a la familia,

de aplicar el mismo, debidamente desarrollado conforme a esta

Ley. Adem6s, el plan individualizado de servicios a la familia, de

aplicar eI mismo, podrla servir de del PEI del menor si -

A. se han considerado en el mismo, sus necesidades educativas;

B. se atienden las necesidades educativas que fueron

consideradas; y

C. fue acordado por la agencia y los padres del menor, siempre

y cuando estos hayan sido debidamente hfermade

informados.

(c) Programa para menores que se trasladan de regiones educativas.

1. Traslado dentro de la jurisdicci6n de Puerto Rico,

A. En caso del menor con discapacidad que se traslada de

regi6n educativa durante el afro acad6mico, o que se

ma*ieule matricula en una escuela nueva, y quien tenia un

PEI vigente en Puerto Rico, la efieina-Aseeiada--de
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Educaci6n Especial le proveer6 una educaci6n pfblica,

gratuita y apropiada" incluyendo servicios comparables a los

descritos en el PEI previo, en consulta con los padres hasta

que el COMPU acuerde acoger dicho PEI. de re,do @

permanente. o se desarrollq o adopte e-uno nuevo qumea

conJorme con esta Ley y las leyes federales aplicables.

Disponi6ndose, adem6t que la espera por el expediente en

la nueva escuela no serd excusa para privar al menor de los

servicios establecidos en el referido PEI previo.

2. Traslado a Puerto Rico.

A. En caso del menor con discapacidad que se traslada a Puerto

Rico, desde un estado de los Estados Unidos de Am€rica,

segrln lo contemplado en IDEA" durante el affo acad6mico y

se matricula en una escuela y, quien tiene un PEI vigente del

estado de donde proviene, la ffi

Espe€iaH,o€al Oficina Resional del Pro'erama dc Educacidn

Es?ecial le proveer6 a este, una educaci6n p(blica, gratuita y

apropiada, incluyendo servicios comparables a los descritos

en el PEI vigente al momento de su traslado a Puerto Rico,

en consulta con los padres. Lo anterior, hasta que se

conduzca una evaluaci6n inicial, segin lo dispuesto en esta
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desarrolle un nuevo PEI, si fuera el caso, que sea conforme

con esta ley y las leyes federales aplicables.

3. Traslado del expediente

Para facilitar el traslado a un menor -

A. Ia nueva escuela en la cual este se matricule deber6 tomar las

medidas razonables para obtener sus expedientes con

prontitud, incluyendo el PEI y documentos de apoyo, asi

como cualquier otro r6cord relacionado a la provisi6n de

educaci6n especial y servicios relacionados de la escuela

anterior en la que este estuvo matriculado. Al asi hacerlo

deber6:

(i) dar notificaci6n a los padres y Ia oportunidad de

revisar el expediente o solicitar copia del mismo; y

(ii) notificar a los padres las personas que durante el

proceso han tenido acceso al expediente.

B. la escuela anterior, dentro de la jurisdicci6n de Puerto Rico,

en la que el menor estuvo matriculado deber6 tomar las

medidas razonables para responder a la solicitud de la

nueva escuela en un t6rmino no mayor de diez (10) dias
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Cualquier enmienda al PEI ser5 realizada por el COMPU, ya sea mediante

la redacci6n de uno nuevo o por el acuerdo aqui descrito. Esto es, a travEs

de un documento que solo recoja las enmiendas acordadas. EI padre serd

provisto con copia revisada del PEI enmendado o con copia del

documento de enmiendas, segfn corresponda.

1. Acuerdo. AI realizar cambios al PEI del menor luego de la reuni6n

anual del PEI para un afro erolar, el padre y h efreh+Aseeia4+de

Oficina Resional del Programa dc Educaci6n

Especinl podrSn acordar no reunir al COMPU para prop6sitos de

reaTtzar cambios, y en su lugar, desarrollar5n un documento que

enmiende o modifique el PEI actual.

(e) Consolidaci6n de reuniones del COMPU,

A. En la medida posible, la

Led Oficina Resional dcl Prosrama de Educacidn Especinl deberA

fomentar la consolidaci6n de reuniones de reevaluaci6n con otras

reuniones del COMPU.

B. Prohibici6n. - Nada de lo aqui dispuesto deber5 interpretarse de

modo alguno a los fines de retrasar cualquier discusi6n de

evaluaci6n, u q-algrin otro examerL prueba o asu-nto que repercuta

en la dilaci6n de prestaci6n de algrin servicio educativo o
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servicios relacionados o cualquier otro servicio de apoyo o

suplementarios a los que pueda tener derecho el menor

(0 Revisi6n o enmienda del PEI.

L. La Oficina Resiotwl del

Programa de Educacidn Especial deber5 asegurar que el COMPU:

A. revise el PEI del menor peri6dicamente pero no en menos

frecuencia de una vez al afio para determinar si se estdn

logrando sus metas anuales; y

B. examine el PEI segrin sea apropiado para atender:

(1) cualquier falta del progreso esperado hacia las metas

anuales y en el curriculo general de educaci6o donde

sea apropiado;

(ii) los resultados de cualquier reevaluaci6n llevada a

cabo;

(iii) informaci6n provista 4 o pot, Ios padres, durante el

proceso de evaluaci6n o reevaluaci6rL si la misma es

inherente a:

determinar si es un menor con dirapacidad

segrin definido en esta Ley, y Ias necesidades

educativas de este 6ste, o en caso de una

reevaluaci6rL si continria teniendo las mismas;
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(tr) los niveles actuales de logros acad6micos y las

necesidades del desarrollo relacionadas al

menor;

(III) determinar si este necesita educaci6n especial y

servlcros relacionados, o en caso de una

reevaluaci6ry si las continira requiriendo; y

(IV) si es necesaria cualquier adici6n o modificaci6n

a los servicios de educaci6n especial y servicios

relacionados para permitirle lograr las metas

anuales medibles dispuestas en eI PEI y

participar, segrin sea apropiado, en el curriculo

general de educaci6n.

(i") las necesidades anticipadas del menor; u

(") otros asuntos

(g) Incumplimiento en lograr los objetivos de transici6n=

1. Si una agencia participante, eha que no sea la Secretaria Asociada o

sus componentes, falla-€n 4q_proveer los servicios de transici6n

descritos en el PEI@ h ef,eha

Oficina Resion al del Prosruma

de Educaci6n Especial deberd volver a reunir el COMPU para

identificar estrategias altemativas
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I

2

2. Bajo ninguna circunstancia, la reuni6n de del_COMPU al cual se

refiere eI p6nalo anterior deber6 celebrarse en un t6rmino mayor a

sesmta (E@ dias calendarios contadas desde la

fecha original en que se acordaron los servicios

ne+an+id€"re+is+es

(h) Menores con discapacidades en instituciones correccionales de adultos.

1. Los siguientes requisitos no aplicar6n a menores con

discapacidades que sean convictos como adultos y encarcelados en

instifu ciones correccionales:

A. Ias disposiciones relacionadas o provistas para la

participaci6n de estudiantes con discapacidades en las

evaluaciones estatales;

B. las disposiciones relacionadas o provistas en relaci6n a Ia

planificaci6n de la transici6n y los servicios de transici6n.

2. Requisito adicionaL

A. Si un menor con discapacidad es convicto como adulto y

encarcelado en una instituci6n correccional, el COMPU

modificarii su PEI o ubicaci6n, sin sujeci6n a los requisitos

sobre ambiente restrictivo, si el Estado ha demostrado un

interEs de seguridad bona fide que no puede ser acomodado

de otro modo.
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1. Toda Oficina Regional

ilel Procraffia de Educacidn Especial deber6 aseBurarse que los padres

de cada menor con discapacidad participen en la reuni6n de del

COMPU en la cual se pretenda reaTizar su determinaci6n de

ubicaci6n educativa. La determinaci6n es hecha por un grupo de

personas que Ie conozcan. Ademas, toda determinaci6n de

ubicaci6n educativa debe realizarse al menos una vez aI a-fro, estar

fundamentada en el PEI desarrollado, conforme a los requisitos de

forma y contenido establecidos en esta Ley, tomar en consideraci6n

el ambiente menos restrictivo, y ser lo mds cercana al hogare'

+rctufnd€, Esto inclulte considerar la escuela priblica alianza m6s

cercana al hogar de entmderse que esln es donde mejor se pueda

implemmtar s! PEI tl siguiendo los procesos fu pre-

matricula de la escuela, como tambi4n las fechas establecidas para esta.

A. El director de la escuela qrte se identificd como d€+emin6-€€r

la mejor ubicaci6n educativa, tomarS las medidas necesarias

para que

seleeeiena*-sd0+ los salones maeskes de educaci6n especial,

prim€re tanto de t:lerr:rpo completo +etal y-lu%e como el de

sal6n recurso, iee
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qrquitect6nicas a los menores con discapacidades--a--+us

2. Del padre rechazar el programa educativo individualizado

propuesto por la

Oficina Regional dcl Programa de Educaci6n Especial, y expresar su

intenci6n de mantener o matricular al menor en escuela privada, se

entendere dicha acci6n como una ubicaci6n unilateral.-y En este

caso, se proceder6 a realizar un plan de servicios conforme a las

disposiciones ! reglnmentacihn que aolica a

@ menores con discapacidades

ubicados por sus padres en escuelas privadas. ElPElp+epuesteaer

)
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(,) M6todos alternos de participaci6n

Cuando se conducen reuniones de d"l COMPU, incluyendo aquellas para

la determinaci6n de ubicaci6n educativa, los padres y h efidna-Aseeiada

Oficina Resional del Prosrama dc Educaci1n

Especial podr6n acordar el uso de medios alternativos de participaci6n en

reunionet tales como video-conferencias y llamadas en conferencia.

2l (k) Requisitosadicionales'
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1.. Cualquier PEI para el cual no se haya provisto notificaci6n previa

escrita, no contenga servicios educativos o no se haya constituido el

COMzu segrin lo aqui dispuesto, constituir5 una denegaci6n de

educaci6n pnbhca gratuita y apropiada por parte de h efieha

Oficina Resional del Programa

de Educacifin Especinl.

2. Todo PEI serd realizado partiendo de las necesidades particulares

del menor con discapacidad, incluyendo su nivel de ejecuci6n

acad6mico.

3. En ningrin momento se podr6 utilizar la fdta de personal,

l1 facilidades, equipo o materiales como justificaci6n para no acordar

t2 algrin servicio en eI PEI de un menor con discapacidad

l3 4. No se puede desarrollar el PEI con una ubicaci6n educativa

t4 predeterminada.

l5 5. Las metas medibles ser6n desarrolladas para cada asignatura o

t6 materia a la cual ser6 expuesto y participar6 el menor, seg{n su

t7 necesidad, de modo tal que el nivel de ejecuci6n y progreso dentro

18 de cada meta pueda ser evidenciado por los trabajos realizados por

t9 este incluyendo, las veces que ha sido expuesto a la destreza antes

20 de medir su ejecuci6n.

21 Articulo 9.-Responsabilidad de las Agencias Gubemamentales o Entidades

8

9

N

22 contempladas en esta Ley=
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Z y e+ deber:enerd de sueervisi la La *cretafia Asociada del Programa de

3 Educaci6n Especial time el deber de superuisar *bre todos los programas educativos para

4 menores con discapacida des.W_ggan_eStos administrados por esfa o -Ia-ante+meneienada

6 administrados por cualquiera otra aBencia o instrummtaliilad. a6en€iale€dr-se-asi6a-a

z @Lasresponsabilidades@
8 agmcias e instrummtaluidades del gobierno debm cumplirse y no serdn obstacalizaihs W#
9 por sus las leyes habilitadoras,-e-per

l0 edquier-teyes-espe€+des especiales. *d estatales o fude+al federalcs aue le apliqum o

5

$
l1

t2

13 . Serd obligaci6n del Secretario Asociado,

14 supervisar y coordinar con ekas las agencias, el ofrecimiento de los serrricios a los

15 menores con drseapaeidad discapacidades que se le delegue[@

t6

17

l8

t9
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.,:-r.,1 l^ aala T atr

(a) Responsabilidadescomunes.

'1. Colaborar en un plan de divulgaci6n y localizaci6n de menores con

discapacidades que cumpla con los requisitos aqui establecidos, y

cualquier otra legislaci6n federal aplicable y su correspondiente

21 reglamentaci6ry y sentencias contra eI Gobiemo de Puerto Rico en
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cu.rnto a la divulgaci6n y localizaci6n de los menores con

discapacidades

2. Coordinar los recursos y servicios interagenciales para garantizar

que se atiendan de forma eficiente las necesidades del menor con

discapacidad y se comience la prestaci6n de cualquier servicio

dispuesto en el PEI M

3. Promover acciones disciplinarias administrativas contra aquellos

funcionarios que violen sus derechos, incluyendo, pero sin

lirnitarse, 4 referidos a la Divisi6n de Maltrato Institucional del

Departamento de Justicia, notificar al Departammto de la Familia

en caso de violaci6n de derechos a los menores. A trav6s de la

Administraci6n Auxiliar de Preservaci6n y Fortalecimiento de la

Familia, Unidad de Maltrato Instituciona! y sometiendo un

informe anual a la Defensoria de las Personas con lmpedimentos de

todas las gestiones realizadas contra funcionarios por dichas

violacioneg y en qu6 consistieron las mismas

4. Establecer un Reglamento

para el

procedimiento de reembolso entre las agencias y-en#e-esta+y con la
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Seere+a+ie--aseeiade. Este reglamento deber6 estar preparado

cumplisndo con los requtsltos e;tablecidos en Leu 38-2O71- sesun

mmmdada, conocida como "Lev de Procedimimto Administratioo

Uniforme del Gobierno de Puerto Rico

)

5

4

5

esta+ey

5. Establecer convenios con los departamentos, agencias,

instrumentalidades, municipios y con el sector privado que

propicien Ia prestaci6n de los servicios indispensables establecidos

en los programas o planes de los menores con discapacidades.

6. Orientar a los familiares sobre sus derechos, responsabilidades y

deberes en con relaci6n 4 een los menores con discapacidades. Los

mecanismos de orientaci6n estaran contenidos en eI Reglamento.

La orientaci6n a familiares no podr6 estar limitada a que se

enhegue copia de los derechos que cobijan a los padres y/e

menores con discapacidades.

7. Mantener un registro confidencial de los menores con

discapacidades y }es servicios provistos al Ermparo de esta Ley.

8. Consignar en su petici6n presupuestaria anual el costo estimado

de los servicios que les impone esta Ley. La Oficina de Gerencia y

Presupuesto (OGP) deberd asegurarse de que las peticiones
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22 presupuestarias de las agencias incluyan las partidas necesarias que
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I permitir6n cumplir con las obligaciones que les han sido conferidas

por la misma *t+Le1.

9. Asimismo, la Asamblea Legislativa garartizar6 durante el proceso

de consideraci6n del presupuesto gubemamental, el cumplimiento

con lo dispuesto en el subinciso que antecede. Si cualquier

Departamento, Agencia o lnstrumentalidad Priblica del Gobierno

de Puerto Rico no asigna los fondos para cumplir cabalmente con

las obligaciones que les fueran conferidas por esta Ley, ello no ser6

causa para quedar eximido de su responsabilidad de implantarlas.

10. Colaborar para establecer un sistema de capacitaci6n y desarrollo
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12

del personal que brinda servicios a menores con discapacidades

heluyende {ue lzclu!,ra a

al ile ofras agencias aqui implicadas.

Garantizar la continuidad de los servicios de los menores con

discapacidades a travds de todas las etapas de vida que impacta

esta Ley, mediante el desarrollo de estrategias de coordinaci6n y Ia

participaci6n en la elaboraci6n del plan de transici6n para facilitar

esta riltima.

Divulgar los pormenores de esta Ley a la poblaci6n en general,

como m6todo de alcance a los participantes potenciales. El plan de

divulgaci6n estard contenido en el Reglamento conjunto que aqui

se dispone.))
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13. Facilitar la colaboraci6n de los padres y la comunidad en el

desarrollo de proyectos y servicios que beneficien a los menores

con discapacidades.

'J.4. Proveer servicios de asistencia tecnol6gica indispmsables para el

logro de los objetivos de los planes o protramas individualizados

de cada menor con discapacidad, promover y tener la facultad de

establecer acuerdos y negociaciones para transferir entre si los

equipos de asistencia tecnol6gica; evitando que estos sean afectados

en los procesos de transici6n.

15. Facilitar eI proceso de compra y el sistema de transferencias entre

agencias de los equipos de asistencia tecnol6gica por medio de Ia

implantaci6n de medidas administrativas que lo viabilicen, asi

como acuerdos de colaboraci6n

'1,6. Llevar a cabo las acciones necesarias para Ia eliminaci6n de

barreras arquitect6nicas y barreras electr6nicas que evitan que los

menores con discapacidades tengan igualdad de oportunidad, en

colaboraci6n con Ia Defensoria de las Personas con Impedimentos.

17. Anualmente, no+iffi notifica a la Universidad de Puerto Rico la

cantidad de profesionales que-n€€esr+an necesarios para brindar sr*s

servicios par:a de manera qre esta. 6sta a su vez. respead+a suPla la

demanda per glq estos profesionales en+ada+ampe.
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1. Departammto de Salud,

A. Orientar a Ia ciudadania mediante campafras de divulgaci6n

sobre Ia prevenci6n como mecanismo de reducci6n de la

incidencia de discapacidades en los menores.

B. Identificar6 y establecerS un banco de recursos m6dicos en

distintas 6reas geograficas, especialidades y/o disciplinas

m6dicas para prop6sitos de evaluaci6n y diagn6stico eI cualT

mantendr6 acfualizada al-ee*ien+e para uso de Ia Secretaria

Asociada o la

Oficina Reqional dcl Pro%ama de Educaci6n Especinl Para

prop6sito de diagn6stico durante el proceso de evaluaci6n

(inicial o reevaluaci6n), segrin sea el caso. Entre las 6reas

m6dicas necesarias est6n, pero sin limitarse, fisiatria,

neurologia y siquiatria.

C. Promover6 la participaci6n de su personal en casos de

transici6n de un menor del programa de intervenci6n

temprana al Programa de Educaci6n Especial durante eI

desarrollo del PEI, del padre asi solicitarlo

D. PromoverA clinicas peri6dicas para detectar deficiencias o

dirapacidades en los menores haslalos oeinti n p1) afros de
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E. Realizard las transferencias correspondientes en reembolso

de los servicios m6dicos o de rehabilitaci6n cubiertos por

]Medicaid] y, que fueron adelantados por Ia Secretaria

Asociada del Programa de Educaci6n Especial durante el

proceso de evaluaci6rL reevaluaci6n o prestaci6n de

servicios relacionados a un menor con discapacidad que, a

su vez. este cubierto o *l#aa ca@capars 'Medicaid':.

2. Administraci6n de Servicios de Salud Mental y Contra la Adicci6n

('ASSMCA").

A. Desarrollar e implantar los servicios especializados de salud

mental y contra Ia adicci6n para los menores con

discapacidades.

B. Desarrollar una guia de requisitos para que proveedores de

hospitalizaci6n parcial o institucional por condici6n mental,

emocional o conducta permitan que los menores con

discapacidades mantengan un continuo de servicios

educativos y relacionados durante cualquier hospitalizaci6n

parcial o institucional como parte de su plan de

intervenci6n.

C. Procurar que todo menor institucionalizado no deje de

recibir un continuo de servicios educativos de modo
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3. Departamento de Ia Familia ("DF"'),

A. Ofrecer los servicios sociales de apoyo a los menores con

discapacidades y las familias de 6stos que reciben servicios

de intervenci6n de dicha agencia.

B. Ofrecer orientaci6ru adiestramientos peri6dicos y asistencia

a todos los operadores de hogares de crianza que ofrezcan

servicios del DF, en cuanto a los servicios educativos y

relacionados a los que el menor tiene derecho y los

procedimientos para viabilizar Ia provisi6n de una

educaci6n priblica apropiada

C. Ofrecer orientaci6ry adiestramientos peri6dicos y asistencia

a todos los candidatos y padres adoptivos de un menor con

discapacidad.

D. Realizal un proceso de cemimiento e identificaci6n de todos

los menores con discapacidades bajo su custodia, de

conformidad con las disposiciones contenidas en la Ley 246-

2011, segrin enmendada, conocida como "Ley para la

Seguridad, Bienestar y Protecci6n de Menores".

E. Proveer apoyo a padres de menores con discapacidades en

casos de maltrato o sospecha de maltrato por parte de
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Educaci6ry la Secretaria Asociada o la Oficina Regional

Educativa.

4. Departamento de Recreaci6n y Deportes.

A. Desarrollar un plan de orientaci6n y capacitaci6n sobre el

mejor uso del tiempo libre por los menores con

discapacidades para: lideres comurritarios, maestros del

programa de educaci6n fisica y educaci6n fisica adaptada,

t6cnicos de federaciones olimpicas, entrenadores, padres y

personal que trabaja con esta pobLaci6n.

B. Procurar que las instalaciones recreativas y deportivas

cumplan con las norrnas de accesibilidad y disponibilidad

p a los menores con discapacidades mediante la

participaci6n en los procesos de endoso de diseflo,

construcci6rL reconstrucci6n o mejoras y aceptaci6n final de

las instalaciones.

C. Promover la inco4roraci6n de los menores con

discapacidades en clinicas deportivas, actividades y

competencias recreativas junto con sus p;ues sin

discapacidades para desarrollar y demostrar sus

habilidades, servir de ejemplo y fortalecer su autoestima.

D. Fomentar la investigaci6n sobre nuevos m6todos, t6cnicas y
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propicien el desarrollo del menor con discapacidad dentro

de un marco inclusivo.

5. Departamento del Trabajo y Recursos Humanos - Administraci6n

de Rehabilitaci6n Vocacional

A. Hacer disponibles los programas creados en virtud de la Ley

Federal de Rehabilitaci6n de 1973, segrin enmendada, como

parte de los servicios relacionados del menor con

discapacidad y, de ser necesario como parte de los servicios

educativos, segrln requerido por la legislaci6n y

reglamentaci6n federal de Ia ley lgy IDEA.

B. Colaborar y participar m la redacci6n e implantaci6n del

plan de transici6n post-secundaria del PEI del menor con

discapacidad en coordinaci6n directa con el COMPU.

C. Crear los reglamentos, noflnas, procedimientos y acciones

intemas necesarias para fomentar la empleabilidad de los

menores con discapacidades que no obtendrSn un diploma

general de secundaria o un diploma modficado p,ua que

adquieran una Certificaci6n de Destrezas Acad6micas,

Funcionales y de Pre-Empleo del Departamento de

Educaci6n.
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A. Promover la investigaci6n y adaptaci6n de tecnologia para

Ios menores con discapacidades.

B. Capacitar a los profesionales que brinden servicios a

menores con discapacidades @
iI*+ifi^^l^- ^^- seflin los requieran las

agencias pertinentes mnformc a la necesidad que idmtifiquen o

se les reporte. ,, -^-',- 1^ i-J^-^;^- ^,,^ l^ ^^-^+^- l^^

e€€n€i

C. Establecer un plan

l0 para orimtar e informar aF-

l1

t2

l3

t4

l5

t6

t7

l8

l9

20

estudiantes @ con el propisito de

m estudinr resentan 6reas de

dificil reclutamiento para las agencias de forma que estas

puedan ptestil los servicios educativos y relacionados

apropiados.

D. Proveer, en coordinaci6n con las dem6s agenciat servicios

actualizados de educaci6n continua para maestros y

profesionales relacionados con la salud que le ofrezcan

asistmcia a menores con discapacidades.

E. Establecer que los programas de estudio y trabajo, en Ia

2t medida que sea posible, kt€ftiya inclultan la prestaci6n de

que se interesm
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servicios relacionados a menores con discapacidades, segrin

su necesidad.

F. Coordinar con la Secretaria Asociada" un mecanismo que

facilite la transici6n de menores con discapacidades en

escuela superior hacia la vida universitaria, de acuerdo a sus

intereset capacidades y objetivos, a partir de los dieciseis (L6)

affos de edad.

G. Actualizar los curriculos de preparaci6n de profesionales

que atienden a esta poblaci6ry en especial, en el Srea de

educaci6n, educaci6n especia[ conseieia en

rehabilitaci6n y €€nseiercs-en pskelo5fu psicol6gica.

H. Disefrar un programa de adaptaci6n de los menores con

discapacidades durante la transici6n de la etapa de

secundaria a esfudios post-secundarios.

7. Departamento de Correcci6n y Rehabilitaci6n

Directamente, o mediante acuerdo con otra entidad priblica o

privada, ser6 responsable de:

A. Identificar a los j6venes kansgresores o confinados menores

de oeintiin 1) afros con discapacidades.

B. Disefrar un plan de intervenci6n considerando la condici6n o

necesidad particular, los recursos y programas disponibles
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C. Coordinar con el Departamento de Educaci6n para Ia

provisi6n de servicios de educaci6n adaptados a la

necesidad particular del transgresor o confinado, incluyendo

en fueas deportivas y recreativas, sin descuidar otros

aspectos relacionados a la seguridad propia y colectiva.

D. Promover y facilitar en las instituciones el acceso al

adiestramiento, experiencia y oportunidades de trabajo para

desarrollar y capacitar al menor con discapacidad en

ocupaciones o destrezas para su transici6n a la vida adulta y

en comunidad.

8. Departamento de Educaci6n

A. Todo reglamento, ley, carta circular o politica priblicaT

(incluyendo curriculos), deber6 ajustarse@ a las

disposiciones de esta ley

B. Es+abl€€er6-rrn7lande Atemperard los procesos disciplinarios

contra empleados y funcionarios +*etalineumplhiente de

C. Todos los niveles y componentes de la agencia, incluyendo

aquellos en cualquier Oficina Regional Educativa, integrarSn

a los menores con dirapacidades a todos los programas que
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D. Establecerd un plan de un a-fro para la inspecci6n de todas

sus instalaciones fisicas en necesidad de mantenirniento y / o

eliminaci6n de barreras arquitect6nicas y electr6nicas. Con eI

nlorne,plglluglp resCtan+e de las inspecciones. establecerd

unPlan de trabaio ^^--^^*.i.,^ il^-r-:f:^^-l^ l^- f^-l^- .,

6

7

8

9

ffias para corregir Ias deficiencias. Ambos documentos

serdn publicados para @ qze el

priblico general pueda ranisarlo y someter sus commtarios.

E. Divulgar con suficiente an+erieridad antelacidn, pe+ a traods

de mecanismos electr6nicos de fdcil acceso al pfblico

general, el calendario de reuniones del Panel Asesor para la

asistencia del priblico.

F. Todos los niveles y componentes de la Agencia, incluyendo

el personal de toda Oficina Regional Educativa, tomardn las

medidas requeridas para que sus pr6cticas respondan a los

servicios acordados en cada PEI para atender las

necesidades rinicas de cada menor con dirapacidad.

G. Todos los niveles y componentes de la Agencia, incluymdo

toda Oficina Regional Educativa, tomardn las medidas

requeridas para que la Secretaria Asociada y sus eAEEt

OKPEE's cuenten con los espacios de oficina necesarios, para
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arquitect6nicas y que puedan proteger la confidencialidad

de los expedientes e informaci6n de los merrores con

dirapacidades

9. Oficina de Gerencia y Presupuesto

A. Implantar6 todas las medidas intemas necesarias para

viabilizar y asistir a la Secretaria Asociada en lograr la

autonomia fiscal promulgada por esta Ley.

B. Presentard un informe a la Asamblea Legislativa en un

t6rmino no ruryor de noventa (90) dias, eentade+ contados a

partir de aprobada esta Ley, detallando el progreso de las

l1 medidas tomadas para dar cumplimiento con eI subinciso

t2 que antecede.

l3 10. Departamento de Hacienda

l4 A. Implantar6 las medidas intemas necesarias para asistir a la

15 Secretaria Asociada en cumplir con los t6rminos aqui

16 dispuestos, para el pago por servicios y equipos que

77 requier4en los menores con discapacidad.

l8 Articulo l0.-Funciones generales de la Secretaria Asociada del flograma de

19 Educaci6n Especial

20 hadrs6*a Aderruis de las funciones que y+le-se+eenferidas esta Ley confere ala

6
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2l Secretaria Asociada del Programa de Educaci6n Especial ^- .,i-r.,,l l^ ^^r^ T ^"

22 tendrS las siguientes:

esta
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A. Establecer y monitorear mecanismos de supervisi6n que garanticen que la

pr6ctica a nivel escolar responda al disefro universal del proceso de

ensefr anza apr endizaje.

B. Establecer un plan de evaluaci6n que garantice que los maestros de

educaci6n especial para la enseflanzir de ciegos dominan tedas-las

ye+tien+e+{e la ensefranza en Braille, incluyendo, Braille en espaflo}

B+aille-e* q_ingle Braille €enkaide y e6di o cualquier otro

len e o c6di nente

C. Establecer un plan de evaluaci6n y monitoreo de los proveedores de

servicios relacionados.

D. Establecer un plan de evaluaci6n y monitoreo anual de los proveedores de

servicios educativos privados contratados por la Secretaria Asociada o la

Oficina Regional Educativa, en cuanto a los cumplimientos de estos con

las disposiciones de IDEA y con los de esta Ley.

E. Promulgar un Reglamento de Compras que establezca un mecanismo de

pago 69fl, y efectivo a todos los proveedores dentro de un tErmino no

mayor de sesenta (60) dias, luego de recibida la factura

(r) En el caso de compras por remedio provisional, el pago se le

emitir6 al proveedor antratado, dentro de un t6rmino no mayor de

treinta (30) dias, luego de recibida la tacttta de este.

(ii) Se prohibe Ia adopci6n del mecanismo de reembolso, como m6todo

.,
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impedir6 la concesi6n del reembolso, como un remedio a nivel de

vista administrativa o judicial, conforme las disposiciones de la

legislaci6n federal.

Establecer los mecanismos y procesos necesarios para que la prestaci6n de

servicios, incluyendo la entrega de equipos y servicios de asistmcia

tecnol6gica estipulados en el PEI de cada menor con discapacidad ocurra

dentro del de un t6rmino no mayor de sesoia E&b (3060) dtas, luego de

acordado por el COMPU.

Adoptard un Reglamento, mediante el cual se disponga sobre los procesos

y t6rminos que garanticen la provisi6n de los acomodos y servicios

requeridos por la Secci6n 504 de la Ley de Rehabilitaci6rL en

cumplirniento con aquellos menores auimes qae, a pesar de no tener ser

uros-€oR discapacidad, seg(n aqui definido para prop6sitos del Programa

de Educaci6n Especial, s1 e:ua.li$e* sg4@para acomodos y servicios en

virtud de la relerida an+es.meneienaCa Secci6n.

Es+ableeer Promooer iniciatioas tm-<pp'.*e para el desarrollo, capacitaci6n e

investigaci6n sobre Ia enseflanza para los menores con discapacidades

premueva y se brinde asistencia a entidades priblicas y

privadas quq a trav6s de propuestas federales. lleven a cabo dicha

funci6n. fe-ante+ie+z-een-el Estas iniciatioas deben tmer el prop6sito de

identificar, desarrollar, evaluar y replicar m6todos y estrategias que

2

3

4 F

5

6

7

8

9

l0

G

H

u lt

t2

l3

t4

15

t6

t7

l8

l9

20

2t



I

ll3

promuevan una mEor educaci6n para esta poblaci6rl brindando

altemativas variadas err la diversificaci6n de la enseianza.

Incorporar toda enmienda adoptada por la "Braille Authority of North

America" (BANA), para prop6sitos de adiestramiento de su personal y

para la enseflanza de esfudiantes ciegos.

Establecer, en coordinaci6n con el Secretario del Departamento, y con los

secretarios de los departamentos de la Familia; y de Recreaci6n y

Deportes, al menos un campamento de verano por Oficina Regional

Educativa para los menores con discapacidades participantes del

Programa de Educaci6n Especial, los cuales operardn durante los meses

de junio y julio de cada afro. tes-+efurides Esfos campamentos, esta.rSn

suietos a las disposiciones legales y reglamentarias promulgadas al

arnparo de Ia Ley 1.63-2016, segrin enmendada, conocida como "Ley del

Programa de Licenciamiento y Supervisi6n de Campamentos Priblicos y

Privados y de Actividades Deportivas y Recreativas en Puerto Rico", y a

cualesquiera otras aplicables. Ser6 la funci6n primordial de los

campamentos el reforzar las destrezas de los menores con discapacidades

participantes de forma holistica mediante juegos y actividades que

promuevan la creatividad y la capacidad de exploraci6n de estos.

Asimismo, sin que se entienda como una limitaci6rt ser6n los objetivos

principales de los aludidos campamentos a instituirse, mediante esta Ley,

los siguientes:

)

J

4

I

I

5

6

7

8

9

il t2

10

l1

t3

t4

15

16

t7

l8

t9

20

2t

22



I

rt4

(r) fortalecer las capacidades creativas de los menores con

discapacidades;

(ii) proveer un programa integrado de actividades diarias para el

desarrollo fisico, emocional, social, intelectual, cultural y moral de

los mismos;

(iii) fortalecer su autoestima; desarrollar destrezas de socializaci6n en

estosi reforzan sus destrezas del*ablar-las motoras y-del_habb

(i") crear conciencia de las bondades del reciclaje y el conservar el

Planeta Tierra; y

(") descubrir el sa Bran potencial sm este uno artistico, musical o

deporf@(

d€p€*esr-€nke€*es

En atmci6n a lo dispuesto en este inciso, se autoriza al

Secretario Asociado, en coordinaci6n con los secretarios de los

departamentos de Edueaei6+;-de la Familia; y de Recreaci6n y

Deportes, llevar a cabo todas las gestiones pertinentes para recibir y

administrar fondos provenientes de asignaciones legislativas, y de

transferenciat delegaciones, aportaciones y donativos de cualquier

indole que reciba de agencias, gobiemos municipales y del

Gobiemo de los Estados Unidos de Norteam6rica, asi como, los
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otras entidades privadas. para el diseflo, desarrollo e implantaci6n

del servicio a ser ofrecido.

Se faculta al Secretario Asociado a promulgar, en

decoordinaci6n con los secretarios de los departamentos

reglamentaci6n que se entienda pertinente de conformidad con 1o

dispuesto en este inciso.

K. Promulgar un Reglamento del Programa de Educaci6n Especial donde se

incorporen todos Ios procedimientos que afectan la prestaci6n de servicios

de los menores con discapacidades con la participaci6n del p(blico, segrin

11 requerido por legislaci6n federal y local, incluyendo la celebraci6n de

t2 vistas priblicas.

N
Articulo 11.-Creaci6n de la Unidad Secretarial de Querellas y Remedio13

14 Provisional

15 (a) Unidad Secretarial de Querellas y Remedio Provisional. (aUnidad

t6 Secretarialz)

t7 La Unidad Secretarial de Querellas y Remedio Provisional serd un

l8 organismo indepmdiente que actuare a nombre del Secretario de

t9 Educaci6rL sin intervenci6n de su oficina o la Secretaria Asociada. Esta

20 unidad serA dirigida por un juez administrador contratado a termino fiio

2t rmooable iee y; tendr6 las
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1. Administrar eI recibo y registro de las querellas administrativas

recibidas por los padres, estudiantes con discapacidades o la

Oficina Resional ibl

Programi de Educaci6n Especial.

2. Notificar copia de la querella en un t6rmino no mayor de

oeinticuatro p4) horas al Secretario Asociado, a la Oficina Regional

Educativa o al €entre de Servieies d la O.ficina

Legional dcArocrama de Educaci6n Especial.

3. Asrgnar nfmero de querella y al jluez administrativo que atender6

Ia misma.

4. De los padres del menor no estar dispuestos a ir a conciliaci6ru a

pesar de hab6rseles dado notificaci6n de las posibles consecuencias,

inmediatamente se notificar6 la querella al jrez administrativo

asignado. En todos los dem6s casos, se dard notificaci6n al juez

administrativo de la querella que le fue asignada dieciseis (16) dias

luego de haberse presentado esta, excepto que, por algirn motivo en

conciliaci6n se haya acordado por escrito extender el t6rmino

dentro de los pardmetros dispuestos por ley federal para ello.

5. Supervisar y conducir el procedimiento de conciliaci6n entre las

partes involucradas en la querella. En particular:

A. que la Ofcina
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la reuni6n de conciliaci6n que se describe m6s adelante o, en

la altemativa;

B. que la cita de conciliaci6n sea emitida por la Oficina

Regional Educativa mediante acuerdo con el padre del

menor con discapacidades.

6. Mantener una lista del personal asignado a servir como conciliador

a nivel de las oficinas regionales educativas.

7 . Notificard a los jueces administrativos sobre los acuerdos

alcanzados en conciliaci6n, para que 6ste tome una de las siguientes

medidas

A. si procede el cierre de la querella por haberse alcanzado

acuerdos que finalizaron Ia controversia;

B. si procede, comenzar eI t6rmino de cuarenta y cinco (45) dias

para la celebraci6n de vista y resoluci6n final por no haberse

alcanzado acuerdos en conciliaci6n.

8. La Unidad Secretnrial serd responsable de la integridad, custodia y

archivo de los expedientes manejados por los jueces

administrativos, una vez culminado cada procedimiento de

querella.

9. La Unidad Secretarial serA responsable, adem6s, de conservar copia

del expediente durante el transcurso de la querella, para ello, cada
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documento presentado o emitido en el caso, segrin corresponda, a

trav6s de su trdmite.

10. Una vez finalizado el tr6mite de la querella y entregado el original

por el juez administrativo, la Unidad Secretaial anejard eI

expediente original a la copia conservada a trav6s del proceso,

incluyendo las grabaciones de los procedimientos.

11. Entregar copia certificada del expediente de querella cuando el

mismo sea requerido por algrin tribunal.

12. No m6s tarde de diez (10) dias laborables de concluido cada

semestre acad6mico, laUnidad Secretarial preparar6 un informe que

ser6 remitido al Secretario del Departamento de Educaci6n, la

Secretaria Asociada y el Panel Asesor. Este, contendr6 la siguiente

informaci6n:

A. Oficina Regional Educativa con mayor nfmero de querellas;

B. Motivo de mayor presentaci6n de querellas para cada

Oficina Regional Educativa, ya sea por falta de asistente,

transportaci6n y compras de serrricio, entre otros;

C. Identificaci6n de proveedor de serrricio o funcionario en

alegado incumplimiento.

13. La Unidad Secretarinl publicar5 elech6nicamente (y !9-tendr6

disponible cuando se le sea solucrtado por un ciudadano) copia del
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14. En aquella Oficina Regional Educativa donde existan dos (2) jueces

administrativo+ la Unidad Secretarial asignar6 los casos

altemadamente entre uno y otro de modo estricto, a menot que

surja una vacante entre estos. €uande De ocurir esto el iuez

administrador to:mar6 las medidas pertinentes para no detener el

proceso de asignaci6n de caso hasta el nombramiento

correspondiente.

15. Publicar, electr6nicamente, toda resoluci6n final emitida por un

juez administrativo, dentro del de un_t6rmno no nuyor de treinta

(30) dias de notificada la misma a la Unidad Secretarial de

Querellas. Para estos prop6sitos, se proteger6 el nombre del menor

v, si-ese--fuera de este ser el caso, se incluird el nombre del

funcionario o proveedor que eI juez administrativo determin6 fue

responsable del incumplirniento con sus servicios o violent6 sus

derechos.

L6. La Unidad Secretarial preparar6 un informe semestraL y_copia del

elulal este *td enfueqado, nesf,eada inmediatamen te. al Secretario de

Educaci6n y al Secretario Asociado. Este, contendr6 la siguiente

informaci6n:

A. El total de solicitudes de remedio provisional recibidas

durante los seis (6) meses anteriores al informe
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(r) Oficina Regional Educativa;

(ii) tipo de servicio solicitado;

(iii) si era un servicio que se tenia disponible o no;

(r") cantidad de sotcitudes aprobadas;

(") costo de los servicios aprobados en privado.

B. El total de querellas presentadas durante los seis (6) meses

anteriores al informe qne incluird:

(i) se--elasifieed el total de querellas presentadas por

cada Oficina Regional Edrcativa. dcbidammte

clasi cadas

(ii) @ive estas debm

x ser &s{tar#n-gJas jficalas les por tipo de casoE per

Ias causas de acci6n u regi1n educatioa de procedenciq. b

se#

(iii) total de casos resueltos para pqlcada Oficina Regional

Educativa durante Ia conciliaci6n;

(i") total de casos que llegaron a vista administrativa;

(v) total de casos resueltos denke-del diztididos por

+ermine terminos de cuarcnta u cinm (45
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C. En cuanto a cada jlrez administrativo en funci6n, el informe

contend16:

(r) la cantidad de casos asignados;

(i0 la cantidad de casos resueltos via sumaria;

(iii) la cantidad de vistas celebradas;

(i") la cantidad de casos resueltos en sus m6ritos luego de

Ia vista;

(v) la cantidad de casos resueltos dentro del t6rmino de

cuarenta y cinco (45) dias luego de asignado el caso;

(vi) la cantidad de vistas suspendidas;

ll (vii) cantidad de casos afn pendientes de adjudicaci6n en

t2 exceso de los cuarenta y cinco (45) dias.

t3 (b) Mediaci6n'

N 1. La Unidad Secretarial aqui creada, contara con un proceso de14

l5 mediaci6n disponible para los padres de menores con

l6 discapacidades como opci6n para resolver sus controversias con

t7 cualquier O{iefura Aseeiada de Edneaei6n E^peeid r eed Ofcina

l8 Resional del Programa dc Educaci6n Especial relacionadas a sus

19 servicios educativos y relacionados. Este proceso, dentro de la

20 coffidencialidad que se requiere, contara con un listado de todos

21 los mediadores certificadot quienes ser6n seleccionados de forma
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listado, en la medida posible, ser6 aquel disponible por Ia

Administraci6n de Tribunales de Puerto Rico.

2. La mediaci6n ser6 un proceso que no deber6 extenderse por m6s de

treinta (30) dias naturales.

3. A la culminaci6n del t6rmino antes indicado, el mediador tendr6 la

obligaci6n de informar a las partes sobre su derecho a continuar el

*ami+e trdmite hacia una vista administrativa y sobre su deber de

proceder al cierre del proceso de la mediaci6n.

4. El mediador notificard a las partes y a la Unidad Secretarial de

Querellas y Remedio Provisional sobre el cierre del proceso de

mediaci6n y si el mismo alcanz6 acuerdos o no, sin ventilarlos.

5. La Unidad Secretarinl de Querellas y Remedio Provisional asignarA

el caso a un juez administrativo en un t€rmino no mayor de

veinticuatro (24) horas del recibo de la notificaci6n por el mediador.

6. De alcanzar algrin acuerdo, eI mismo deberd estar firmado tanto

por el padrq como por un representante autorizado por la

Secretaria Asociada y la Oficina Regional Educativa, segtn aplique

Adem6+ se establecer6 m dicho acuerdo que todas las discusiones

durante la mediaci6n permanecer5n confiderrciales y no podr6n

utilizarse como evidencia en algrln procedimiento de querella al
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7. * podre exigir el cumplimiento de un acuerdo de mediaci6n,

debidamente firmado, en cualquier tribunal local o en el Tribunal

de los Estados Unidos de Am6rica para el Distrito de Puerto Rico.

G) Procedirniento de Querellas,

1. Conciliaci6n

El Reglamento del Itograma de Educaci6n Especial a ser

promulgado por el Secretario de Educaci6n, en virtud de esta Ley,

contendr6 una secci6n para establecer el mecanismo de la conciliaci6n

dentro de la parte secci6n correspondiente al procedimiento de

querellas, el cual incluird, pero sin limitarse, lo siguiente:

A. Una dcclaraci6n del H prop6sito del mecanismo dc b

conciliaci6n el cual es brindar una oportunidad a la Oficina

Regional Educativa de solucionar los asuntos para los cuales

se gqqg4.!44 selieitan+emedies-en{a querell"q.

B. Toda querella serd notificada por Ia Unidad Secretarial en un

t6rmino no rvryor de veinticuatro (24) horas, al conciliador

de la Oficina Regional Educativa a la cual corresponde la

querella y al director de la @

EC{€a€i€n+spe€iat Oficbn Regional del Programa de Eilucaci1n

Especial.

(r) La Oficina Regional Educativa designar6 al el

1

J

4

5

6

'1

8

9

N

10

11

12

l3

l4

l5

l6

t7

18

19

20

21

22 funcionario o facilitador de Educaci6n Especial para



1

)

3

4

5

6

'7

124

acfuar como representante de esta y buscar

altemativas de resoluci6n de la querella. Este

funcionario tendr6 facultad para tomar decisiones

durante el proceso, que obliguen a la Oficina Regional

Educativa, Secretaria Asociada o al Departammto de

Educaci6o segrin corresponda.

(ii) Luego de presentada la querella, pe"e-aun€a-€sn

m€nssde.ehee{5) y no nuis de diez (L0) dias laborables

despzis

@elconciliador

proceder6 a coordinar una reuni6n de conciliaci6n

por acuerdo de las partes. Esta, se llevard a cabo

dentro del t6rmino de quince (15) dias de su

presentaci6n.

C. Cualquier acuerdo de conciliaci6n que requiera un t6rmino

razonable para proveer, por ejemplo, y sin limitarse, equipo,

personal, comienzo de servicio de terapia o relacionado, ser6

en un t6rmino no mayor de diez (10) dias.

D. EI conciliador preparard una minuta de asuntos dixutidos y

resultados de la conciliaci6n, de la cual, tiene que proveer

8
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E. Del conciliador de la Oficina Regional Educativa no lograr

coordinar la reuni6n dentro del t6rmino dispuesto o haberse

culminado el termino de quince (15) dias calendarios desde

la radicaci6n sin notificaci6n de acuerdos yle reuni6n, la

Unidad pasar6 a asignar y notificar la querella al j,aez

administrativo.

F. Es-obligat€ria-laLaparticipaci6n de todos los intecrantes del

eOMPU (que tmRan inherencin en los asuntos pertinmtes a Ia

auerclla) en la reuni6n de conciliaci6n es obligatoria d*eds

G. La

Oficina Regional dcl Programa de Educaci6n Especial podrd

optar por renunciar a la conciliaci6n dentro del t6rmino de

cinco (5) dias de presen+a4a hnberse presmtado la querella. En

notificar6 dicha renuncia al jluez adminiskativo en un

t6rmino de tiempo no rruryor de veinticuatro (24) horas de

notificada Ia renuncia a la conciliaci6n por parte de la

eAEEt ORPEE y, comenzar6 a discurrir el t6rmino de

cuarenta y cinco (45) dias.
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De este ser el caso de--le--anterier, la Unidad Secretarial
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A. En general - se implantar5 un procedimiento imparcial para

ventilar querellas administrativas, cuyas reglas o

procedimientos adicionales establecer6 el Secretario de

Educaci6ru en el reglamento promulgarse para laa

10

implantaci6n de esta Ley.

B. El procedimiento de querellas de edneaei6n Educaciin

esp€€ial Especial estard regido en primera instancia por los

procedimientos, t6rminot condiciones y requisitos

contenidos en la legislaci6n federal para la educaci6n de las

personas con dirapacidades.

C. Las disposiciones de la Ley 38-2017, seugtn enmendada,

conocida como "Ley de Procedimiento Administrativo

Uniforme del Gobiemo de Puerto Rico", servir6n de modo

supletorio en la medida que no est6n en conllicto con las

federales provistas en IDEA. Del mismo modo, las reglas de

procedimiento civil serdn de aplicaci6n en la medida que

permitan adjudicar Ia controversia de una forma justa,

r6pida y econ6mica. Las reglas de evidencia no ser6n de

aplicaci6n, pero si los principios evidenciarios

3. Jueces Administrativos.

Entre las funciones yle procedimientos que observardn los jueces

$f
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A. |urisdicci6n.

El juez administrativo tendrS jurisdicci6n sobre:

(i) cualquier asunto relacionado a la idenfficaci6n

conocido como determinaci6n de elegibilidad,

evaluaci6n, ubicaci6n educativa y la provisi6n de una

educaci6n pfblica, gatuita y apropiada de un menor

con discapacidad;

(ii) cualquier funcionario, oficina o entidad

gubemamental relacionada a la provisi6n de servicios

educativos, relacionados, de apoyo o suplementarios

a un menor con discapacidad, o sus proveedores;

(iii)

10

t1

t2

fr
13

t4

15

16

17

18

l9

20

2l

-, ^t^,,:^- ^-^,,-l^- A^
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@ies-a-{Ja-fi€ner

€€ndis€apa€idad.

@ completa en el descargo de sus

funciones;

Al momento del nombramiento, no podr5 tener un vinculo

laboral ni contractual, m6s all6 del requerido por las

disposiciones de esta Ley, con el Departamento de

Educaci6n o ninguno de sus componentes;

Fc$kse-t9gtfg por aquellas disposiciones aplicables de los

Cinones de Etica de Abogados y de los C5nones de Etica

C

22

D
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Profesional de la ]udicatura aplicables a Ia imparcialidad

requerida por un ente adjudicador como parte del debido

proceso de ley, en la medida que no antagonice con alguna

disposici6n o requisito expreso de esta Ley;

E. El fl jrcz administrativo emitirS una decisi6n final de Ia

querella dentro del t6rmino de cuarenta y cinco (45) dias,

luego del recibo de la misma y/e la culminaci6n de la

conciliaci6n;

F. il el jluez administrativo celebrard las vistas a yle

inspecciones oculares sTte ettienl4 Ueagoaias I eaititi las

dicn el an u idcraciin.

No obsfan fa siempreqne estas debefi ser oporfunas y no deben

afee+arei* afectar el termino establecido para la adjudicaci6n

final de la querella

eenside+aei0ry

G. e;ace.*-qarylp la querella es presentada por los padres, el

juez administrativo recibir5 la contestaci6n a la misma

dentro de un t6rmino no mayor de diez (10) dias a partir de

su recibo y culminaci6n de la conciliaci6n;

H. *aeparyn h contestaci6n a la querella es por parte de

7

8

9

$

l0

11

12

l3

t4

l5

16

t7

18

19

20

21

22 Ia Oficina Regional Educativa o la Ofiel*a--{seeia4+-del



1

2

3

4

5

6

129

Oficina Resional del

Prosrama de Educaci6n Esoecial. la contestaci6n en cuanto a

cada servicio o alegaci6n en la querella tendrd que cumplir

con los requisitos de contenido de la notificaci6n previa y

escrita.

I. Elg[juez administrativo no otorgar6 pr6rrogas a] t6rmino de

diez (10) dias para la contestaci6n de querellas presentadas

por el padre y tendr6 discreci6n para anotar la rebeldia de la

agencia que no presente su contestaci6n dentro de este

t6rmino;

J. El el jtez administrativo tendr6 facultad para imponer

sanciones econ6micas por la cantidad y frecuencia necesaria

para lograr el cumplimiento de sus 6rdenes;

K. tas las sanciones serSn pagadas a la parte afectada por el

incumplimiento que motiv6 la sanci6n;

L. las las sanciones impuestas por el foro administrativo se+6n

de-no excederdn los auinientos d1lares m6s-de ($500.00) por

cada incumplimiento o dia de incumplimiento. a discreci6n

del juez administrativo. En caso de que la sanci6n sea por las

acfuaciones de algrin funcionario, ser6n con cargo a la
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agencia a la cual pertenece el funcionario, segrin

corresponda;

M. Las las determinaci6n del juez administrativo incluir6:

(r) IJn resumen de las alegaciones y contestaci6n a Ia

querella;

(ii) Un resumen de la prueba presentada por cada parte

sin omitir prueba presentada o prueba ofrecida y no

admitida;

(iii) Determinaciones de hechos;

(i") Conclusiones de derecho incluyendo, como requisito

esencial de la resoluci6ru la determinaci6n de si la

agencia hizo un ofrecimiento oportuno de propuesta

de servicios educativos y relacionados apropiados a

las necesidades rinicas del menor con discapacidades.

(v) Es finaf no puede admitir reconsideraci6n fuera de, o

que exceda el t6rmino dispuesto para la adjudicaci6n

final. Lo anterior, no impedird sotcitar

reconsideraci6n de resoluciones interlocutorias

durante el proceso;

(iv) Alcanzado el t€rmino de cuarenta y cinco (45) dias

para la adjudicaci6n final, o el t6rmino al que se haya
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revisarse por el Tribunal conforme la revisi6n judicial

aqui provista

N. Los jueces administrativos tendrSn la obligaci6n de realizar

el referido para el proceso diriplinario posterior, de

entender que un funcionario en particular incurri6 er

incumplimiento con las disposiciones de esta Ley, yfu la

legislaci6n o reglamentaci6n federal que pre+qie plg@gen a

Ios menores con dirapacid ades._como_tambiin y/e la Carta

de Derechos de las Personas con Impedimentos

O. Si durante el proceso de vista administrativa el juez

administrativo tuviera sospecha o entiende que alguna

acci6n de un funcionario podria constituir maltrato

institucional, recogerd el testimonio en que se fundamenta y

dar6 notificaci6n de dicha minuta o resoluci6n a la Unidad

de Maltrato Institucional de Menores del Departamento de

]usticia, para Ia investigaci6n o acci6n correspondiente y a la

Unidad de Maltrato lnstitucional de la Administraci6n

Auxiliar de Preservaci6n y Fortalecimiento de la Familia del

Departamento de la Familia.

P. Interpretaci6n Tanto el Departamento, la Secretaria

Asociada y sus componentes o la Oficina Regional Educativa
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interpretar esta y toda legislaci6n local o federal de la forma

m6s beneficiosa para el menor con discapacidad,

requiri6ndoseles una interpretaci6n liberal y no restrictiva a

favor de este. Ser6 deber del Departamento, de Ia Secretaria

Asociada y de la Oficina Regional Educativa, incluyendo sus

distintas secretarias, oficinas, divisioneg y los jueces

administrativos y tribunales, la interpretaci6n liberal de todo

estatuto, reglamento u ordenanza que est6++eladenades estd

relacionada al derecho a la educaci6n de un menor con

discapacidad; teniendo como finalidad social el proteger,

defender y vindicar sus derechos.

4. Derechos de los padres durante Ia vista.

AdemSs de los derechos del menor y sus padres previamente

enumerados en esta Ley, y/o reconocidos en otras leyes o

reglamentos federales aplicables u otra legislaci6n local &tos estos

tendr6n derecho a:

A. Representarse a si mismo o mediante un abogado autorizado

a ejercer la pr6ctica en Puerto Rico

B. Comparecer asistido por un Defensor de Menores con

Discapacidad de un grupo dedicado a la defensa de menores

con discapacidades, segrin aqul definido y regulado por el

)
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(r) La persona debe estar debidamente licenciada por el

Departamento de Estado como garantia b6sica de

demostrar conocimiento minimo de los derechos que

protegen a los menores con dirapacidades y sus

padres, y del conocimiento minimo del procedimiento

de vistas, como interrogatorio, contrainterrogatorio

de testigos y desfile de prueba.

(ii) El juez administrativo podrd conceder honorarios

para el grupo dedieade conformado oaru a la defensa

de los menores con discapacidades al cual pertenece

el Defensor de Menores con Discapacidad, del padre

ser la parte prevaleciente en uno o mds de los asuntos

medulares a la provisi6n de una educaci6n ptblica,

gratuita y apropiada conforme a las tarifas para estos

servlclos promulgadas por el Departamento de

Estado.

5. Lugar de celebraci6n de la vista.

EI Departamento de Educaci6n tendr6 un t6rmino de ciento veinte

(120) dias a partir de la aprobaci6n de esta Ley, para concertar los

acuerdos de colaboraci6n que entienda apropiados con las

entidades gubemamentales, municipales o privadas necesarias,

N
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gubernamentales, municipales o privadas, con el prop6sito de

celebrar las vistas administrativas a Ias que se refiere este Articulo.

A partir del termino previamente dispuesto, los recursos asi

lo permitan, las vistas a las que aqui se hace referencia, se celebrariin

fuera de toda estrucfura perteneciente al Departamento de

Educaci6n, segrin identificadas por el juez administrador y con

cargo a Ia antes mmcionada Agencia.

Para ello:

A. Como parte de Ios acuerdos de colaboraci6n, se podr5

establecer aquellas cl6usulas necesarias que garanticen el

reembolso de los costos en los que incurran las entidades

gubemamentales, municipales o privadas, al permitir el uso

de sus instalaciones para las referidas vistas administrativas

B. Mediante los acuerdos ya expresados, el Departamento de

Educaci6n deber6 garantizar al menos un espacio por

jurisdicci6n de cada Oficina Regional Educativa para

celebraci6n de estas vistas.

6. Revisi6n judiciaL

La parte adversamente afectada en todo o en parte por la

determinaci6n emitida por el juez administrativo podr5 solicitar

revisi6n mediante la presentaci6n de una acci6n civil ante el
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Tribunal de Primera lnstancia independientemente de la cuantia

envuelta dentro del tdrmino de noventa (90) dias de notificada la

decisi6n del juez administrativo. No obstante, en protecci6n del

bienestar del menor, el Departamento de Educaci6n, la Secretaria

Asociada y sus componentes o la Oficina Regional Educativa

cumplir6n con cualquier orden emitida en una resoluci6n final

dentro del t6rmino de treinta (30) dias luego de notificada, aun

cuando Ia agencia solicite o se disponga a solicitar la revisi6n

judicial de la misma, dmtro del t6rmino aqui dispuesto para dicha

revisi6n.

A. La determinaci6n de cualquier tribunal local ser6 mediante

preponderancia de prueba;

B. Se podr6 recibir prueba adiciona! y

C. Todos los requisitos aplicables de las garantias procesales de

la legislaci6n federal ser6n de aplicaci6n.

(d) RemedioProvisional,

1. En general.

A. El Secretario de Educaci6n creard un procedimiento de

remedio provisional para aliviar la situaci6n de falta de

provisi6n de servicios relacionados yfe servicios de

asistencia tecnol6gica aI menor con discapacidad de modo
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B. La solicitud de remedio provisional se activarS de modo

autom6tico, transcurridos sesmta *&& (306Q dias de

aprobado el servicio en el PEI y la Ofiefr*a-=Aseeiad+de

Eduea€@ Oficina Resional ilel Prosrama de

Educaci6n Especinl no haberlo iniciado.

C. Tambi6n podr6 ser activado de modo automdtico por

recomendaci6n expresa del COMPU.

D. Se podr6 activar, adem6s, por solicitud de los padres por

haber transcurrido el t6rmino de *&ta sesenta (30fQ) dias de

haberse recomendado el servicio sin que la€€eha-Aseeiada

@ Ortcina Regional dcl Programa de

Educaci6n E alhaya comenzado la prestaci6n del mismo.

E. El contrato de remedio provisional ser6 de carecter privado,

esto es, entre el padre y el proveedor de su selecci6n. Lo

anterior, no impide que la agmcia genere un formulario

para garantizar que se cumplan con los requisitos aqui

establecidos siempre y cuando, eI mismo mantenga eI

carecter privado entre los contratantes.

F. Para prop6sitos de remedio provisiona| el Departamento de

Educaci6n y todas sus oficinas, secretarias o unidades ser6n

considerados un ente pagador. El M el Departamento. ni
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por las acciones de cualquiera de las partes durante la

relaci6n contracfual.

2. Procedimiento,

A. Sea porque el sistema alerte de la falta de comienzo de alg{n

servicio o el padre presente una solicitud de remedio

provisional, la Unidad Secretarial de Querellas y Remedio

Provisional

(r) enviard notificaci6n a laffi

E€peeiaH,o€at Oficinq Regional del Programa de Educacidn

Es?ecial dentro del t6rmino de veinticuatro (24) horas

de reeeb*x haberse recibido Ia solicitud;

(ii) transcurridos veinte (20) dias sin evidencia del inicio de

servicios dentro del mismo t6rmino de veinte (20) dias

de presentada la solicitud, lo aprobar6 sin m6s

requerimimto a la M

Espeeid+e€al Oficina Resional del Proqrama dc Educacidn

Es?ecial;

(D cualquier notificaci6n de h efieina-,4seeiaelade

Edfl€a€ien-€speeid-l#al Oficina Recional ilel

Proqrama de Educaci1n Esoecial para el inicio de
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dias antes mencionado, se dar6 por no recibida

y se proceder6 a su aprobaci6U

(II) a pes.r de Io previamente dispuesto, se

permitir6 el inicio del servicio luego del termino

de veinte (20) dias, si dentro de este tiempo, la

Oficina Resional dcl Prosrama de Eilucaci6n

Especinl puede presentar evidencia de su

coordinaci6n y el padre consinti6 por escrito

para comenznrlo, luego del t6rmino de veinte

(20) dias;

(m) el consentimiento al que se refiere el inciso

anterior, deber5 incluir que los padres no estdn

obligados a aceptar eI comienzo de Ia prestaci6n

del servicio luego del t6rmino de veinte (20)

dias, pero han optado voluntariamente aceptar

se comiencen o se brinden en la fecha, hora y

lugar establecido en el consentirniento.

B. En el caso de acuerdo m el PEI de prestaci6n de uno o m6s

servicios por remedio provisional, se proceder6 a emitir la

aprobaci6n dentro de un t€rmino no rrvryor de {tez treinta
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C. De la Olcina

Resional del Prosrama de Educaci1n Especial, informar a la

Unidad de Remedio Provisional que se ha comenzado el

servicio, que no procede, que no existe controversia o,

cualquier otro aspecto que conlleve la denegaci6n de la

solicitud de remedio provisionaf la Unidad, con el aoovo de

las ORE's, proceder6 a corroborar Ia informaci6n con el

solicitante previo a denegarlo.

3. Servicios sujetos a remedio provisional'

A. Evaluaciones iniciales y reevaluaciones,

(i) en 6reas de servicios relacionados;

(ii) m6dicas para prop6sitos de diagn6stico;

(iit) educativasindependientes;

(i") de asistencia tecnol6gica.

B. Cualquier servicio relacionado recomendado en el PEI del

menor u que no ha sida satisfecho oor el Deoartamento con ln

prontituddili ante.

C. Compra de equipos asistivos, incluyendo la compra de

cualquier equipo o material asistivo recomendado en el PEI

del menor. Lo anterior, incluye libros yle cuademos y otro
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Braille, equipo de movilidad, equipo relacionado a la

comunicaci6n o desarrollo de su comunicaci6ry entre otros.

D. Asistentes de servicio y/e servicios de enfermeria.

E. Transportaci6n por porteador o pago de beca de

transportaci6n.

F. Remoci6n de barreras arquitect6nicas.

4. Requisitos en cuanto a especialistas o recursos bajo remedio

provisional'

A. Se podrd requerir, a Les Ios especialistas de remedio

provisiona! kon la excepcidn dc e>@e aquellos autorizados

a ejercer Ia profesi6n m6dica en Puerto Rico)-7edr5n--ser

re$€ridos-d€-€ometer aue sometan cualauier documentaci6n

necesaia en-fa-misma-medida como se hace con Eae cualquier

especialista qurc otorga un tiae contrato con la agencia

(D En el caso de especialistas autorizados a ejercer la

medicina en Puerto Rico, bastar6 con someter aue

sometnn copia de su licencia en el 6rea o especialidad

en que habr6 de realizar la evaluaci6n recomendada.

B. En el caso de proveedores por remedio provisionaf que no

requieran de una licencia profesional o de conducir en casos

de transportaci6n, se podr6 requerir los documentos bdsicos

[f
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(0 certificado de antecedentes penales;

(ii) certificado de salud;

(iii) certificaci6n de no deuda de la Administraci6n de

Sustento de Menores (ASUME);

(i") certificaci6n de radicaci6n de planillas de los riltimos

cinco (5) afros;

(") certificaci6n de no deuda del Departamento de

Hacienda;

(vi) certificaci6n de no deuda de Centro de Recaudaci6n

de Impuestos Municipales (CRIM);

(vii) documentos que comprueben ciudadania o residencia

legal;y,

(viii) en el caso de quienes brindardn servicio de porteador,

licencia de conducir vigente.

C. Todo contrato de prestaci6n de servicios personales o

servicios profesionales por remedio provisional contendr6

una cl6usula eximiendo al Gobiemo de Puerto Rico de

responsabilidad por la prestaci6n de los servicios por el

proveedor privado seleccionado por los padres.

D. Luego de creado el expediente para un proveedor por
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se le requerird acfualizar aquellos documentos que. por su

naturaleza. cambian anualmente o havan oencido.

5. Comienzo y continuidad de servicios'

A. Toda aprobaci6n de servicio conlleva que el contrato. y los

dem6s procedimientos relacionados. se ffi

comole ten, de modo tal que se

comience a ofrecer *rvicios al mmor dentro de un t6rmino no

mayor a quince (1.5) dias calendarios desde que el padre ha

notificado a la asmcia el contra tista seleccionado para bindnr el

seruicio bapxebaei6r,

B. Una vez aprobado e iniciado el servicio por remedio

provisionaf este continuar6 por la duraci6n o vigencia del

PEI en el cual se-+eeemend6 e*+*g4ere fue remmmdado.

C. Se prohibe el cambio de proveedor durante el afio acad6mico

para el cual se aprob6 el remedio provisional, excepto, a

solicitud del padre con el aval del COMPU, o cuando el

especialista deja de estar disponible para prestar el servicio o

incumple en brindarlo, conforme lo requiere eI menor.

D. Un juez administrativo podrd ordenar la provisi6n de

cualquier servicio mediante este mecanismo. Cualquier

orden de provisi6n de servicios por remedio provisional, no
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6. Terminaci6n de servicios'

A. Remedio provisional concluye a la fecha en que termina el

affo escolar o afio escolar extendido cubierto por el PEL

B. Cuando la Secretaria Asociada contemple proveer un

servicio para determinado afro acad6mico, el cual

previamente el menor con discapacidad recibia por remedio

provisional, esta. o ta ffi

E6peeial-l,e€a+ Oficina Recional del Prosrama de Educaci1n

Especial, segrin aplique, notilicar5n al padre, eI nombre e

informaci6n de contacto del proveedor identificado, al

antes dcl iricio

administrativo de dicho afro escolar.

C. Si por algrin motivo, no se revisara el PEI de un menor con

discapacidad, previo al comienzo de un aflo acad6mico, los

servicios del PEI m6s reciente que el menor ter{be reciba por

remedio provisional, se mantendr5n a trav6s de este

mecanismo durante todo el aflo acad6mico que inici6 sin

tener uno vigente, independientemente de su revisi6n y

firma posterior.

Articulo 12.-Derechos de los Menores con Discapacidades; Derechos y

2l Responsabilidades de los Padres.
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No ser discriminado o rechazado por razbn de su discapacidad.

Recibir todos los servicios a los que tiene derecho en un marco de

C. Que se le garantice, de manera efectiva, iguales derechos que a las

personas sin discapacidades, lo cual incluye servicios comparables

a los programas regulares.

D. Ser representados por sus padres y/o un representante autorizado

ante las agencias y foros pertinentes para defender sus derechos e

intereses.

E. Recibir protecci6n contra cualquier acto de negligencia, maltrato,

prejuicio, abuso o descuido por parte de sus padres, encargados o

tutores, de sus maestros y de la comunidad en general.

F. Recibir, en eI ambiente menos restrictivo y con la ubicaci6n m6s

p+6xima cercana a su hogar, s€S{n-€ea-apropiadq una educaci6n

p(rblica gratuita y apropiada, de acuerdo a sus necesidades

inCi+idudes

G. Ser evaluados y diagnosticados con prontitud y eficiencia por un

equipo multidisciplinario que trabaje en forma transdiciplinaria,

que tome en consideraci6n sus fortalezas, ambiente en donde se

desempeffa, Sreas de funcionamiento, necesidades y }a asistencia
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H. Que se determine si es elesible para participar del pr+€lesibilidad-€-ne

al programa en un t6rmino no ruyor de sesenta (60) dias a partir

del registro del menor

I. A ser ubicado donde mejor se pueda implantar su PEI y comenztr

a recibir los servicios educativos, relacionados, suplementarios y/o

acomodos razonables necesarios en ul periodo no mayor de treinta

(30) dias a partir de Ia determinaci6n de elegibilidad.
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J. Gozar de todos sus le+-mismos derechos

Ciseapaeid€d€s-det independimtemmte de si estd matriculado en el

sistema p(rblico ffi q_en rrna escuela

privada a consecumcia dc un referido realizado el Departamento

deEdueaei6n

K. Recibir los servicios aae safisfagan @re

sus necesidades y metas educativas particulares segrin

establecidas en el PEI, y que se evalrie con frecumcia la calidad y

efectividad de esfos lesdsmes.

L. Que si un servicio relacionado no est6 disponible para ser ofrecido

por la Ofcina

Resional dcl Prosrama de Educaci6n Esoecial. el menor tmdrS derecho

a recibir el mismo a trav6s da remedio provisional.

Que en caso de que algrln servicio relacionado no est6 disponible

durante I aflo escolar para el cual fue se22

M
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rM recommdi en el PEI, eHsEts esfo ser6 provisto como

servicio compensatorio durante el affo erolar cotimte (o el

siguiente); o durante el periodo_dc veran@

segrin las recomendaciones del especialista.

Participar, cuando sea apropiado, en el diseflo del programa

educativo individualizado y * ile La toma de decisiones durante *

los procesos de transici6n.

Participar de experiencias en ambientes reales de trabajo, hasta

donde sus condiciones lo permitan, a fin de explorar su capacidad

para adiestrarse y desarrollarse en una profesi6n u oficio.

Que s€ mantenga la confidmcialidad de sus expedientes y se tomen

las medidas necesarias para el control y manejo de los mismos.

Que actuando en su beneficio o por conducto de sus padres o

encargados, puedan remover de cualquier expediente, documentos

que puedan serle adversos. Solo los padres podrSn solicitar la

remoci6n de documentos del expediente del menor.

Que las decisiones que se tomen se fundamenten en el mejor inter6s

de su persona.

Que los servicios relacionados, servicios suplementarios y de apoyo

est6n integrados y sean holisticos a1 proceso educativo.

Recibir los servicios educativos por un maestro sdifiea calificaila,

segrin las necesidades particulares del menor.
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U. Recibir servicios educativos y relacionados en la frecuencia y

nurnera que amerite su necesidad y no a base de la disponibilidad

de Ios recursos.

V. Continuar recibiendo los servicios educativot relacionados,

asistivos, de apoyo o suplementarios establecidos en su riltimo PEI

firmado y cualquier otro. posteriormente acordados. por el COMPU

cuando:

(0 el Departamento o la Oficina Regional Educativa no han

preparado o logrado acuerdos sobre el nueto PEIi

(ii) existe controversia sobre alguno de los servicios que este

siendo adjudicado o atendido a traves del procedimiento de

vista administrativa o mediaci6ry excepto cuando exista un

acuerdo entre las partes, conforme a las disposiciones de la

legislaci6n federal.

W. Q.ue se le praoea, con prontitud, el material de clase diaria que, por asistir
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a las terapias o citas midicas, no tuoo la wortunidad de recibir u we este

puedn obtmerse m la oficina del director escolar o dc los maestros ile

educaci6n esoecial de la escuela de que no se interrumpa el qroceso

pedag6gico m los salones.

X. Que sus naestros, como tambidn el personal escolnr pertinmte, conozca su

2l PEI a los acomodos u esoecificaciones que drbm anmplirse oara
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garantizarle una educacian aprwiaili u estos no se modifiauen

2. Derechos y Responsabilidades de los Padres del Menor con

Dirapacidad.

A. Los padres serSn responsables de:

(i) Atender y cuidar de sus hijos con discapacidades y

satisfacer sus necesidades bdsicas de alimentaci6n,

albergue, cuidado e higiene personal en el ambiente

m6s sano posible.

(ii) Orientarse sobre las leyes relacionadas con los

menores con discapacidadet los servicios disponibles

y las t6cnicas de manejo de los mismos.

(iii) Orientarse con relaci6n a los servicios que las

agencias concemidas puedan brindar a sus hijos.

(i") Participar en eI proceso de desarrollo del programa

educativo individualizado de su hijo con

discapacidad.

(") Cuidar y conservar en buen estado los equipos que

les provean las agencias y cumplir con las
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("i) Dar seguimiento en el hogar a los servicios

relacionados y educativos del menor con

discapacidad.

B. Los padres del menor con discapacidad tienen derecho a:

(i) Solicitar y recibir orientaci6n de parte de todas las

agencias o entidades que ofrecen servicios educativos

a travEs de las cuales eI Departamento o la Oficina

Regional Educativa ofrecen servicios, sobre las

disposiciones de las leyes estatales y federales

relacionadas con Ios derechos de las personas con

discapacidades y de los procesos de identificaci6ru

evaluaci6n, desarrollo del programa educativo

individualizado, determinaci6n de ubicaci6n y debido

proceso de ley.

(ii) Tener acceso a los expedientet las evaluaciones y

otros doomentos relacionados con sus hijos con

discapacidades de acuerdo a las leyes federales y

estatales aplicables y las normas establecidas

(ii| Que las decisiones relacionadas con la identificaci6n,

evaluaci6q ubicaci6n o la provisi6n de una educaci6n

priblica, gratuita y apropiada que afecten aI menor
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consentimiento, a menos que respondan a la decisi6n

de un tribunal

Radicar querella para solicitar cualquier

procedimiento de mediaci6n o vista adminis[ativa/

con * relaci6n a los servicios dispuestos en Ia

presente Ley o m la ley federal para la educaci6n de

los mmores con discapacidades o su reglammtaci6n,

dentro de los procedimientos provistos en estas

(") Radicar cualquier otra querella o queja que entienda

pertinente m protecci6n del menor con discapacidad,

en el foro correspondiente, incluyendo:

(D la presentaci6n de una queja ante Ia Divisi6n

Legal del Departamento de Educaci6n contra

cualquier funcionario que violente o socave los

derechos del menor con discapacidad, de las

cuales, la mencionada Agencia es responsable.

Una vez sometida, eI Departamento serd

responsable de emitir un informe sobre la

investigaci6rl con sus correspondientes

recomendaciones, dentro de los noventa (90)
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(tr) el Departamento de la Familia o la Divisi6n de

Maltrato lnstitucional del Departamento de

Justicia. cuando entienda que el menor con

discapacidad ha sido victima de maltrato,

segrin definido por Ia Ley 246-2011, segit

enmendadtu conocida como "Ley para la

Seguridad, Bienestar y Protecci6n de

Menores", por parte de algrin funcionario

incluyendo, maltrato institucional;

(III) con la Oficina Federal de Derechos Civiles en

cualesquiera de los casos anteriores

(IV) Que cualquier objeci6n por parte de estas &tss

sea atendida prontamente en reuni6n del

COMPU

("0 Solicitar una evaluaci6n educativa independiente, con

todas las garantias y procedimientos dispuestos en la

legislaci6n federal para ello.

("ii) A solicitar el pago y/e reembolso de honorarios de

abogado conforme lo dispuesto en las garantias

procesales de la legislaci6n federal para la educaci6n
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(viii) Conforme a los requisitos de divulgaci6n de derechos

establecidos en la secci6n 1415(d) de IDEA, los padres

tendrSn derecho a recibir copia, en el lenguaje de su

predilecci6n, de los derechos y garantias procesales

provistos tanto por la ley federal como por la presente

Ley; asimismo, y de los padres o menores con

discapacidad solicitarlo, se les proveer6 copia integr&

en el lenguaje de su predilecci6rg de la Ley IDEA y de

cualesquiera regulaciones establecidas a su .unparo.

10 Articulo L3.-Nombramiento de los ]ueces Administrativos,

11 Con eI fin de maximizar la imparcialidad de los jueces administrativos para-et

12 pre€edi*Sen+e m los procesos dc adiudicaci6n de querellas de educaci6n especial. !r de

13 conformidad con Ia ley federal IDEA" 6stos ser6n nombrados por el Gobemador, con el

14 consejo y consentimimto del Senado de Puerto Rico:

15 1. En gmeral.

l6 A. Todo nombramiento que venza durante receso de la Asamblea

t'7 Legislativa continuar6 en efecto hasta el nombramiento y requerida

l8 confirmaci6n del nuevo juez administrativo. No obstante, ningfn

19 nombramiento vencido podre exceder el t6rmino de finalizaci6n de

20 la siguiente sesi6n legislativa a comenzar o el periodo de un affo, lo
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B. El Departamento de Educaci6n garartlzaft la disponibilidad de

fondos para el pago de los jueces administrativos y, ademds, la

continuidad y vigencia del t6rmino del nombramiento o la

extensi6n del mismo mientras se confirma un nuevo

nombramiento.

C. El Departamento de Educaci6n se asegurar6 de concluir los

procesos relacionados a los nuevos nombramientos a tiempo, de

modo ta-l que, no afecte los servicios o los t6rminos y

procedimimtos de vistas de cada mmor o los de la Oficina

Regional Educativa que correspondiente.

D. Prohibici6n. Nada relacionado al proceso de nombramiento de un

juez administrativo podr6 incluir disposici6n que de modo alguno

le exponga a la mera apariencia de conflicto, incluyendo, eI requerir

cumplir con algrin c6digo de 6tica profesional distinto al de la

judicatura en cuanto a lo relacionado a la imparcialidad o

requerirle lealtad completa en el descargo de sus funciones a

cualquier entidad gubemamental.

E. Todo juez administrativo debidamente nombrado por el

Gobemador y confirmado por el Senado de Puerto Rico, deber6

certificar que

(i) realvaft sus funciones s de forma independiente, partiendo
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de cualquier influencia ajena, de instigaciones, presiones,

arnenazars o interferencias, ya searn directas o indirectas,

provenientes de cualquier fuente o por cualquier razln.

(ii) enmarcard sus funciones adjudicativas en el estudio del

derecho y en la dfigencia orientada hacia el empeffo de

descubrir los hechos esenciales de cada controversia.

(iii) su conducta ha de excluir la posible apariencia de que son

susceptibles de actuar por influmcias de personas, grupos,

partidos politicos o instituciones religiosas, por el clamor

priblico, por consideraciones de popularidad o notoriedad, o

por motivaciones impropias.

(i") no celebrar6 entrevistas privadas con las partes o sus

abogados, ni permitir6 comunicaciones o argumentos de

6stos que pretendan influir en su actuaci6n en querellas bajo

su consideraci6n, cuando los otros intereses que puedan ser

afectados no est6n presentes.

(v) grabar6 todas Ias vistas y evitare sostener conversaciones y

reuniones sobre asuntos ante su consideraci6n sin grabar los

mismos; disponi6ndose, sin embargo, que toda grabaci6n se

conservar6 y se hard formar parte del expediente oficial de la

vista.
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A. Todo nombramiento se realizarA con designaci6n expresa de Ia

Oficina Regional Educativa en la cual el juez administrativo

realizard sus funciones o, sl el nombramiento es como juez

administrador de la Unidad Secretarial de Querellas y Remedio

Provisional

B. |ueces administrativos a nivel de Oficina Regional Educativa

(i) El nombramiento de los jueces administrativos ser6 por un

t6rmino de tres (3) afros, pero se mantendr5n ejerciendo

sus funciones hasta que su sucesor sea nombrado y tome

posesi6n.

(ii) Se nombrard un juez administrativo por cada Oficina

Regional Educativa excepto, en aquellas que por volumen

de menores registrados o volumen de querellas requieran

el nombramiento de dos (2) jueces.

C. |uez adminishador de la Unidad Secretarial de Querellas y

Remedio Provisional.

(i) El nombramiento del ]uez Administrador de la Unidad

Secretarial de Querellas y Remedio Provisional el

nombramiento ser6 por un t6rmino de cinco (5) anos, pero

se mantendrd ejerciendo sus funciones hasta que su

sucesor sea nombrado y tome posesi6n.
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(0 Los nombramientos iniciales de los jueces administrativos se

hardn por periodos escalonados, a saber: el cincuenta por

ciento (50%) de los jueces administrativos por urr periodo de

un (1) aflo, el veinticinco por ciento (?5%) por un perlodo de

dieciocho (18) meses, y el restante veinticinco por ciento

(25%) por un periodo de dos (2) afios.

E. Remuneraci6n

(r) La remuneraci6n de los jueces administrativos serd aquella

dispuesta para un ]uez Municipal.

(ii) La remuneraci6n del Juez Administrador ser6 aquella

dispuesta para un ]uez Superior.

(iiil ni los iueces administratioos ni el luez Administrador acumulard

licmcias por oacacisnes o enfermedad

3. Requisitos para nombramiento=

A. €ualifieaeienes calificacionesmlrrimas.

(0 no ser empleado del Departamento o de la Oficina

Regional Educativa, ni haberlo sido durante l,e+*es

pl+F..es un afio antes del nombramiento;

(ii) no tener ningfu conflicto 6tico que afecte su

imparcialidad durante la vista;

(iir) tener conocirniento y mostrar dominio de las
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de las personas con discapacidades y Ia interpretaci6n

Iegal de las mismas.

B. Requisitosadicionales.

(0 Haber sido admitido a la pr6ctica de la abogacia al

menos ke+(Q dos (2) afros previo al nombramiento.

(ii) La persona a ser nombrada deberd habe++emade

cumplir con aI menos seis (6) horas de educaci6n

continua, capacitaci6n, adiestramiento, incluyendo

por Intemet (webinars), en derecho relacionado al

tema de educaci6n especial y aI menos, tres (3) horas

de educaci6n continua en derecho administrativo

da*a+eles cada dos (2) afros pr*ies-a-se+-nembrade.

(iii) En el caso del designado como Juez Administrador de

la Unidad Secretarial de Querellas y Remedio

Provisional, el mismo deber6 contar, adem6s, con al

menos cinco (5) afios de experiencia dirigiendo una

oficina legal o, experiencia equivalente, enti6ndase,

puesto gerencial o administrativo que conlleve

supervisi6n de empleados bajo su cargo.
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A. En todo proceso de confirmaci6n ante el Senado de Puerto Rico de

ruvt persona a fungir como juez administrativo del Programa de

Educaci6n Especiaf deber6 al menos:

(i) Hacer esfuerzos dirigidos a realizar una vista para escuchar

al priblico en general, en particular, a padres de menores con

discapacidades, asi como, aI nominado;

(ii) Hacer esfuerzos para solicitar el insumo de padres,

organizaciones y priblico general por escrito o mediante

vista priblica

B. Se le requerir6n memoriales al nominado que evidencien su

dominio en materia de educaci6n especial, incluyendo:

(i) Legislaci6n y jurisprudencia loca!

(ii) Legislaci6n y jurisprudencia federa!

(iii) Aplicabilidad de las reglas de procedimiento civil y/o reglas

de evidencia al 6mbito administrativo.

C. Los memoriales sometidos por el nominado ser6n de car6cter

priblico y estardn disponibles para el priblico general una vez sean

entregados.

5. Funciones del ]uez Administrador.

Entre o&as funciones propias de su cargo:

A. Es responsable del funcionamiento eficiente de Ia Unidad
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B. Es responsable de la asignaci6n de casos por Oficina Regional

Educativa y los jueces administrativos en la misma.

C. Es responsable de velar que se realicen las funciones dentro de los

t6rminos establecidos para el funcionamiento de la Unidad

Secretarial de Querellas y Remedio Provisional.

D. Es responsable de Ia capacitaci6n y adiestramiento de los

empleados en la Unidad Secretarial de Querellas y Remedio

Provisional, recomenddndose al menos dos (2) anualmente sin

intemrpci6n de las firnciones propias de Ia Unidad.

E. En caso de emergencia o uno de los jueces administrativo

ausentarse por t6rmino mayor a tres (3) dias laborables, serd

funci6n del juez administrador reasignar casos o realizar las

gestiones o movimientos de las salas o regiones asignadas, de

modo tal que en ningrin momento se incumpla con el t6rmino de

cuarenta y cinco (45) dias para la adjudicaci6n final de la

controversia.

F. Es responsable de hacer disponibles al priblico general las

determinaciones de los jueces administrativos.

G. Es responsable de dar seguirniento a los jueces administrativos

sobre aquellos casos que han cumplido los cuarenta y cinco (45)

dias sin que se haya recibido una resoluci6n final sobre la querella.
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Tqato los iueces administrafioos corno el luez Administrador deberd cumplir, ile

forma estrictn, mn las sisuientes disoosiciones:

A. no aceptari ouestos, careos o mcomigndns que sean incompntibles con sus

responsabilidades .

B. debe atitar toda actioidad aue le resfu diqnidad a sus puestos como iueces o

que orijine notoriedad indesenble

C. es incomaatible con el carqo ostentar un puesto o cargo en las ramas

)
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eiecutkta o lesislatioa. ot los sobiernos municipales o m cualauier otro

orsanismo dcl Gobierno: mmo tampoco poilrd otorsar un contrato de

seruicios consultiztos o profesionales con alwno dc estos.

1l Articulo 14.-Creaci6n de la ]unta Examinadora de Defensores de Menores con

12 Discapacidades'

t3 En aras de brindar mayores y mejores recursos a los menores con discapacidades

14 en el proceso de procurar los servicios educativos y relacionados apropiados a sus

15 necesidades rinicas, se crea, adscrito aI Departamento de Estado, la Junta Examinadora

16 de Defensores de Mmores con Discapacidades.

t7 1. Definiciones,

l8 A. Defensor de Menores con Discapacidad- SE refiere a aquella

l9 persona que es parte de un grupo u organizaci6n debidamente

20 licenciado por la Junta Examinadora aqui creada y que realiza

2l argumentos orales y escritos en con relaci6n a legislaci6n educativa

10

22 para adelantar el bienestar de los menores con discapacidades y los
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servicios que se le brindan por parte de entidades

gubernamentales. Las funciones del defensor incluyen, adelantar la

causa de los menores con discapacidades a nivel legislativo, del

ejecutivo, ante el foro administrativo del Departamento, la

Secretaria Asociada y sus componentes o niveles operacionales o

las oficinas regionales educativas.

B. Grupo u organizaci6n dedicada a la defensa de menores con

discapacidades- se refiere a toda entidad sin fines de lucro

orgarizada bajo las leyes del Gobiemo de Puerto Rico que busca

adelantar el bienestar de Ios menores con discapacidades y los

servicios que se le brindan por parte de, o a nombre, de entidades

gubemamentales.

C. ]unta- se refiere a la funta Examinadora de Defensores de Menores

con Discapacidades de Puerto Rico, segrin se establece en esta Ley.

2. Composici6n

La Junta estard compuesta de cinco (5) miembros, quienes no devengar6n

sueldo por sus funciones, y ser6n nombrados por el Gobemador de Puerto

Rico, con el consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico. Al entrar

en vigor esta Ley, el Gobemador nombrar6 los miembros de la ]unta en

forma escalonada: tres (3) miembros por el t6rmino de tres (3) afios y dos

(2) por el t6rmino de dos (2) afros. Los nombrarnientos subsiguientes se
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vencimiento de un t6rmino, el nombramiento del sustituto lo har6 el

Gobemador de Puerto Rico por el periodo restante de dicho t6rmino.

Ning{n miembro ser6 nombrado por m6s de dos (2) t6rminos

consecutivos.

A. De los cinco (5) miembros de la ]unta:

(i) uno (1) serd un acad6mico especializado en Educaci6n 18

Especial;

(ii) uno (1) ser6 un abogado;

(iii) uno (L) ser5 una persona con discapacidad;

(iv) uno (1) ser6 un padre de un menor con discapacidad;

(v) y el otro miembro restante serd un (1) maestro de 1

educaci6n especial.

B. Los miembros de la ]unta deberSn ser residentes de Puerto Rico a Ia

fecha de su nombramiento y tener la preparaci6n y experiencia

necesana.

C. EI Gobemador podr6 destituir a cualquier miembro de la Junta por

ineficiencia o negligencia en el desempeflo de sus deberes o por

cualquier otra causa justificada previa formulaci6n de cargos,

notificaci6n y celebraci6n de vista.

D. Tres (3) miembros de la ]unta constituirdn qu6rum. Los acuerdos

de la ]unta se tomardn por el voto de la mayoria de los miembros
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necesario con previa convocatoria del presidente a todos sus

miembros.

E. Anualmente, la ]unta elegird de entre sus miembros un presidente,

asi como cualesquiera otros oficiales que fueren necesarios para su

funcionamiento.

3. ]unta Examinadora - Facultades,

A. La |unta tendr6 facultad de expedir, renovar, denegar, suspender y

revocar las licencias requeridas por esta Ley, de acuerdo con sus

disposiciones

B. La Junta adoptar6 los reglamentos que considere necesarios para el

cumplimiento de sus deberes.

C. La Junta llevarS un libro de actas de todas las reuniones y

procedimientos que celebre.

D. La |unta mantendr6 un registro que contendrA una lista de las

licencias otorgadas, denegadag suspendidas y revocadas.

E. La |unta adoptar6 un sello oficial para la tramitaci6n de todas las

licencias y dem6s documentos bxpedidos por la misma.

F. La )unta ofrecer6 los exdrnenes a los candidatos para Ia licencia de

defensor de Menores con Discapacidad, por lo menos una (1) vez al
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G. La lunta realtzafi cualquier gesti6n y tendr6 cualquier otra

facultad, en adici6n a las consignadas, que sea necesaria para

cumplir con las disposiciones de esta Ley.

H. Establecer los mecanismos necesaios para recibir u atmder aueias o

querellas presentadas por los padres contra alg n defensor cuando

mtiendmt que este falt6 a sus deberes o no mostr1 la competencia necesarin

a la hora de interceder m alcin procedimiento causiniloles un periuicio a

Ios mmores con discnpacidnd o sus padres, tutores o custodios legales. En

tono con lo anterior, podrdn adoptar procedimientas disciplinaios para

asegurar ln competmcia u bum dcsempefio de los dcfensores de mmores

licmciados.

4. Licencia requerida.

A. En general.

Ninguna persorvr podrd practicar, ni ofrecerse a practicar como

defmsor de menores con discapacidades en Puerto Rico, a menos

que posea una licencia de acuerdo con las disposiciones de esta

Ley. Nada de 1o aqui contenido, impedir6 a persona alguna el

ejercicio de alguna otra profesi6n para la cual est6 autorizada de

conformidad con Ias leyes de Puerto Rico.

B. Solicitud de licencia'

(r) Todo interesado en ob,tener la licencia para ejercer como
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ciudadano de los Estados Unidos de Norteam6rica, aI menos

contar con diploma de escuela superior y deber6 completar

el formulario de solicitud que a tales fines le proveer5 la

funta, entre otros. Dicho formulario deber6 ir acompafrado

de la suma de cien d6lares ($100.00), por derecho de licmcia

mediante exEunen. Estas cuotas no ser6n reembolsadas en

ningrin momento, ni bajo ninguna circunstancia.

(ii) La solicitud para cada reexErrnen que se solicite ir6

acompaffada en cada ocasi6n de la suma de sesenta d6lares

($60.00). El candidato a licencia deberA presentar ante la

]unta evidencia satisfactoria de buena conducta moral y que

ha completado un programa de talleres, capacitaci6n o

adiestramiento por un grupo de defensa de menores con

dirapacidades.

(iii) Los adiestramientos deber6n incluir como minimo, las

garanHas procesales, requisitos del PEl, los derechos de los

menores y sus padres, el procedirniento de querellas y otras,

que serdn evaluadas durante el examen.

C. Ex6menes.

La Junta dar6 un exarnen te6rico que pondr6 los conocimientos del

candidato que haya cumplido con los requisitos antes establecidos
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menor con discapacidad, incluirSn garantias procesales, requisitos

del programa educativo individualizado, participaci6n de los

padres, determinaci6n de ubicaci6n, compra de serviciot

reembolsos, procedimientot evaluaciones, expedientes,

confidencialidad, informes de progreso, procedimiento de

querellas, vista administrativa" redacci6n en el procedimiento de

vista administrativa, funci6n del defensor y aquellas otras

disciplinas que la |unta considere necesarias a los fines de medir la

capacidad del candidato para Ia pr6ctica de la defensoria de

menores con discapacidades.

D. Denegaci6ry suspensi6n o revocaci6n.

(i) La Junta podr6 suspender o revocar una licencia de defensor

de menores con discapacidades, asi como tambiEn podr5

negarse a conceder la misma, previa notificaci6n y audiencia

a cualquier persona que:

(D Practique como defensor de menores con

discapacidades en exceso de las tarifas establecidas

por la Junta por reglamento o cargue a los padres un

dep6sito mayor del establecido por reglamento

(D Haya sido convicta por uso de drogas o licores
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(III) Haya sido convicta por Ia comisi6n de delito grave o

alguno que implique depravaci6n moral.

(fD Haya obtenido o tratado de obtener una licencia

mediante fraude o engaffo.

(V) Haya incurrido en negligencia crasa, segrin definida

por reglamento, en la prdctica de la defensoria de

menores con discapacidades.

(VI) Haya sido declarada incapacitada mentalmente por

un tribunal con competencia.

(\[I) Se le dene6ra-a denegari la licencia a quien haya

realizado labores como defensor de menores con

discapacidades y practique sin estar debidamente

licenciado por la ]unta

(ii) Toda persona a quien se le deniegue, suspenda, revoque o

cancele p€rlaj€f,+a-una licencia por la lunta, podr6 recurrir

ante el Tribunal de Apelaciones

]ua+ en un procedimiento de revisi6ry eI cual podr6 ser

concedido, siempre y cuando la ]unta haya incurrido en un

manifiesto error en la apreciaci6n de Ia prueba y/o haya

incurrido en errores de derecho aI resolver el caso.

(iii) La parte recurrente deber6 solicitar primero, dentro de un
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habe*--side-*e+i{ieada-per la lunta informando de Ia de--srr

resoluci6n en !4_contra, la reconsideraci6n de la resoluci6n

de la Junta. llna vez resuelta la reconsideraci6ry si le fuera

adversa, deber6 recurrir al Tribunal de Apelaciones Prhera

hs+aneia dentro de un t6rmino de quince (15) dias despu6s

de haber sido notificada de la resoluci6n.

E. Cuotas'

(0 La Junta podr6 imponer una cuota razonable que no

excederS los ciot ddlares ($100.00) anuales, a todo el que

posea ruvr licencia bajo las disposiciones de este Articulo, las

cuales ingresar5n al Fondo General del Gobiemo de Puerto

Rico, pero el Secretario del Departamento de Hacienda

vendr6 obligado a separarlo y destinarlo para las

operaciones de la Junta.

5. Uso indebido de ciertos t6rminot palabras y frases.

Cualquier persona a quien la Junta no le haya concedido una licencia de

defensor de menores con discapacidades, y se presente en alguna forma

como uno de estos o que use en referencia a si mism..es mismas las palabras

"Defensor de Menores con Discapacidades"; use las letras "D.M-.D", o

cualesquiera otras letras, palabras, abreviaturas o insignias indicando o

implicando que es un defensor de menores con discapacidad, incurrir6 en
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penalidades aqui dispuestas. No obstante, nada de lo contenido en esta

Ley impedir6 a personas particularesT u organizaciones sin fines de lucro

reaTizar gestiones o expresiones en defensa de los menores con

discapacidades en genera| ante foros legislativos, o en reuniones con

funcionarios de la rama ejecutiva o judiciaf mientras no sea como

defensor de menores con discapacidades durante una vista administrativa

del Programa de Educaci6n Especial. Esta Ley tampoco impedir5 a padres

de menores con discapacidades estar acompafrados de la persona que a

bien entiendan en reuniones para la redacci6n del programa educativo

individualizado de sus hijos u otras reuniones de del COMPU o con otro

personal del Departamento, Ia Secretaria Asociada; (incluyendo sus

niveles o componentes) o de la Oficina Regional Educativa, siempre y

cuando no sea durante la vista del foro administrativo de querellas.

6. Penalidades=

A. Cualquier persorur que incurra m una violaci6n de este Articulo,

incurrirS en un detto menos grave y de ser convicta, se le

impondr6 una multa no mayor de tres mil d6lares ($3,000), o c5rcel

por un periodo no mayor de tres (3) meses, o ambas penas a

dirreci6n del tribunal, por la primera infracci6n. Por la segunda y

subsiguientes infracciones, convicta que fuere, se Ie impondr6 una
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B. Cualquier persona que deliberadammte haga una declaraci6n falsa

en su solicitud de licencia incurrir6 en delito menos grave que

aparejar6 una multa no mayor de tres mil d6lares ($,3,000) o c6rcel

por un periodo no mayor de tres (3) meses. o ambas penas a

discreci6n del tribunal.

Articulo 1.5.-Panel Asesor.

Se crea el Panel Asesor del Programa de Educaci6n Especial, adscrito a la Oficina

del Secretario de Educaci6n de Puerto Rico.

(") El C,obemador de Puerto Rico constituir6 un Panel Asesor del cual la

mayoria de los integrantes ser6n padres de menores con discapacidades o

personas con discapacidad. El Panel Asesor estarS integrado por:

Padres de menores con discapacidades y por persorurs con

dirapacidad, en la medida necesaria para que sean el grupo

mayoritario en representatividad en el Panel Asesor;

Un maestro de sala regular;

Un maestro de educaci6n especial;

Un representante de Ia Facultad de Educaci6n de la Universidad de

Puerto Rico y, de cualquier otra universidad o instituci6n a nivel

secundario que a bien se desee nombrar hasta un m6ximo de cinco

(5) personas bajo este inciso;

Los directores o personas responsables de cada una de Ias oficinas

regionales educativas, pero en ningrin caso mAs de uno por regi6n;
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El Secretario de Educaci6n;

El Secretario Asociado del Programa de Educaci6n Especial y un

responsabilidades especificas, conforme a esta Leyi

8. Un representante de eruelas privadas debidamente seleccionado

por la entidad que les representa;

9. Un representante de una entidad privada que preste servicios o que

est6 interesada en eI proceso de transici6n secundaria de los

menores con discapacidades.

10. Un representante del Departamento de la Familia, a ser designado

por el Secretario de la Agencia, que responda a Ia supervisi6n de

hogares sustitutos y menores sin hogar;

11. Un representante del Negociado de Instituciones |uveniles del

Departamento de Correcci6n y Rehabilitaci6n/ a ser designado por

el Secretario de la Agencia.

(b) Funciones.

El prop6sito del Panel Asesor es aconsejar a la Secretaria Asociada en

relaci6n a la educaci6n especial y servicios relacionados para los menores

con discapacidades en Puerto Rico. A esos fines, se les asigna las
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1. Aconsejar al Departamento de Educaci6n de las necesidades no

atendidas en Puerto Rico en Ia educaci6n de los menores con

discapacidades.

2. Expresarse pfblicamente sobre reglamentaci6n propuesta por el

Departamento de Educaci6n yrlo la Secretaria Asociada sobre la

educaci6n de los menores con discapacidades.

3. Aconsejar a la Secretaria Asociada en el desarrollo de evaluaciones

y la informaci6n a ser reportada al Departamento de Educaci6n

federal, conforme a la Ley " lndiztiduals zoith Disabilities Education

lmprooemmt Ac{', a saber.

A. La cantidad y por ciento de menores con discapacidad, por

raza, etrria, status de dominio limitado del ing16s, g6nero, y

categoria de dirapacidad, que se encuentra en cada una de

las siguientes categotias individuales:

(i) Recibiendo una educaci6n priblica gratuita y

apropiada.

(ii) Participando de educaci6n regular.

(ii| En clases separadas, escuelas o facilidades separadas,

o en facilidades residenciales priblicas o privadas.

(iv) Para cada a-ffo, desde La edad de14 a2L afios, que dej6

de recibir servicios de educaci6n especial y
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(incluyendo graduaci6n con un diploma regular de

escuelia secundaria), u otras razones, y las razones por

las cuales dichos menores dejaron de recibir servicios

de educaci6n especial y relacionados.

(") Removidos ambientes educativos altemativos de

modo interino.

(I) Los actos o hechos que precipitaron esas

remocl0nes

(tr) La cantidad de menores con discapacidades que

han estado sujetos a suspensiones a largo plazo o

expulsiones.

("i) La cantidad y por ciento de menores con

discapacidadeg pot raza, g6nero, y etni4 que est6n

recibiendo servicios de intervenci6n temprana.

(vii) La cantidad y por ciento de menores con

discapacidades, pot raza, g6nero y etrLia que, desde el

nacimiento a los dos (2) a-fros dejaron de recibir

servicios de intervenci6n temprana porque

completaron el programa o por otras razones.

(viii) La incidencia y duraci6n de las acciones disciplinarias

de mmores con discapacidades por raza, etr:ia,

8

9
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discapacidad, incluyendo suspensiones por un (1) dia

o m6s.

(i*) La cantidad y el por ciento de menores con

discapacidades que son removidos a ambientes

educativos altemativos o expulsados.

(*) La cantidad de querellas radicadas bajo el

procedimiento de vista administrativa y la cantidad

de vistas celebradas.

(*i) La cantidad de vistas administrativas solicitadas y la

cantidad de cambios m ubicaci6n ordenados como

resultado de dichas vistas.

(xii) La cantidad de mediaciones reali'radas y la cantidad

de acuerdos de transacci6n alcanzados a trav6s de

dichas mediaciones.

B. Cualquier otra informaci6n que sea requerida por el

Departamento de Educaci6n federal.

4. Asesorar a la Secretaria Asociada en el desarrollo de planes de

acci6n correctivos p.ua enfrentar y mejorar las oportunidades

identificadas en los informes federales de segu.imiento bajo las

leyes federales para la educaci6n de los menores con

6
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9

$
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5. Asesorar al Departamento de Educaci6n y a la Secretaria Asociada

en el desarrollo y aplicaci6n de las politicas relativas a la

coordinaci6n de servicios pEua menores con discapacidades.

(c) El Panel Asesor podr6 utilizar los recursos fiscales y humanos de la

Oficina del Secretario Asociado, a la cual est6 adscrito, para el desarrollo

de las funciones dispuestas en este Articulo. A tales efectos, se establece la

obligatoriedad del Secretario Asociado de extender a los miembros del

Panel Asesor, aquellos recursos econ6micot instalaci6n fisica y demds

servicios de los asesores, t6cnicos y empleados de la Secretaria Asociada

necesarios para cumplir con las disposiciones de esta Ley. El Panel Asesor

tmdr6 acceso a documentos oficiales necesarios para ejercer su

responsabilidad de asesoria sobre asuntos de educaci6n especial.

(d) Se entender6 que el Panel Asesor no est6 constituido y, por ende, las

funciones que realice podr6n ser determinadas nulas cuando, de los

integrantes nombrados la mayoria no resultan ser padres de menores con

discapacidades y personas con discapacidades

Articulo 16.-Implantaci6n e Informes,

(a) T6mine.-Se le concede al Departamento de Educaci6n, la Secretaria

Asociada del Programa de Educaci6n Especial, oficinas regionales

educativas y cualquier otra agencia con funciones especificas dispuestas

en esta Ley el termino de dos (2) afros para la efectiva implantaci6n de la

2
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(b) Informes de implantaci6n

1. En un tErmino no rruyor de sesenta (60) dias, luego de aprobada

esta Ley, la Secretaria Asociada del Programa de Educaci6n

Especial presentar6 un informe a la Asamblea Legislativa que

incluya un an6lisis detallado y comprmsivo que evidencie que

cada formulario que se propone utilizar para cumplir con los

procedimientos descritos en esta Ley y la correspondiente

legislaci6n federal, si aplica. En el mismo, incluir6 lo siguiente:

A. el formulario del Programa Educativo Individualizado;

el formulario de citaci6n de los padres;

el formulario de asistencia a la reuni6n de del COMPU de los

D. el formulario de notificaci6n previa y escrita de cuando la

agencia propone iniciar una acci6n o cuando la agencia

relc,traz.a iniciar una acci6n o cuando propone un cambio en

los servicios educativos o 16 relacionados;

E. el formulario de enmimda al PEI del menor;

el formulario para el informe de progreso del estudiante;

el formulario de querellas;

el formulario de contestaci6n de la agencia a Ia querella que

)
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componentes requeridos por ley;

F.

G.

H.

cumpla con los requisitos de ley;2t
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I. el formulario para la determinaci6n de ubicaci6n

fundamentada en el l PEI desarrollado;

I. el formulario de determinaci6n de elegibilidad;

K. eI formulario de notificaci6n previa y escrita cuando Ia

agencia propone iniciar una acci6n y el que habr6 de utilizar

cuando la agencia rechaza iniciar una acci6n; y

L. cualquier otro que entienda pertinente y sea c6nsono con las

disposiciones de esta Ley o cualquier otra @ federal

aplicable o los reglamentos derivados de estas.

2. Al cabo de los primeros noventa (%) dias de aprobada esta Ley, la

Secretaria Asociada presentar6 a la Asamblea Legislativa, por

conducto de sus correspondientes secretarias, un informe que

contenga un an6lisis de evaluaci6n de costos y funciones por

empleado de los actuales Centros de Servicios de Educaci6n

Especial.

3. Al cabo de los primeros seis (6) meses de aprobada esta ky, toda

agencia a la cual se le deleguen funciones expresas, seg(n lo aqui

contemplado, someterd un informe a la Asamblea Legislativa en el

cuaf incluir6:

A. certiJicaci6n de adopci6n de cualquier reglamentaci6n que

)
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2t expresamente le haya sido impuesta por esta Ley;
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B. las necesidades de la agencia y el plan estrat6gico para

atender las mismas con metas establecidas dentro del

perlodo de dos (2) afros aqui provisto;

C. los formularios y/o procedimientos adoptados sin proceso

de reglamentaci6O la justificaci6n para ello y plan

correctivo, si aplica;

D. los acuerdos interagenciales alcanzados y eeme c6mo se

alcanzar6 el deber de supervisi6n general aqui requerido;

E. Ios acuerdos interagenciales alcanzados sobre la agmcia que

asumir6 el costo de un determinado servicio, tomando en

consideraci6n los requisitos federales y orden para Ia

responsabilidad fiscal de Ia Secretaria Asociada y otras

agencias, y el mecanismo o t6rminos para reembolso entre

agencias, si aplica;

F. cualquier situaci6n que se enfrenta con cualquier

componente gubemamental que impide o dilata la

implantaci6n de esta Ley.

Al cabo de los primeros doce (12) meses de aprobada esta Ley, toda

agencia a la cual se le delegan funciones expresas someterA un

segundo informe a la Asamblea Legislativ4 por conducto de sus

correspondientes secretarias, en el cual, incluir6 una actualizaci6n

l0

0

il

t2

l3

14

15

16

T7

t8

t9

20

4

21



I

2

t'79

de toda la informaci6n requerida para el informe de seis (6) meses,

ademds, de:

A. sn:d€tall+-las medidas tomadas para subsanar o atender

cualquier asunto, problema o impedimento identificado en

el informe anterior para la implantaci6n de esta Ley;

B. el detalle de los resultados de ]as medidas tomadas en

respuesta al sub-inciso anterior;

C. el modelo de evaluaci6n programAtica y organizacional

disefrado para evaluar y mejorar l*--efreieneia--de--la

colaboraci6n entre las agencias que skven a los menores con

discapacidad@y

D. otras situaciones o problemas identificados y plan de

correcci6n.

Al cabo de los dos (2) affos aqui dispuesto para la

implantaci6n de esta Ley, cada agencia sometere un informe

final disponiendo en el mismo la funci6n o responsabilidad

asignada, la fecha en que complet6 la implantaci6n de la

misma y los resultados, si alguno.

G) Informe Anual

A partir del segundo a-flo de aprobada esta Ley, Ia Secretaria Asociada del

Programa de Educaci6n Especial someterA a la Asamblea LegislativaTper
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I detallando el estado de situaci6n del Progama de Educaci6n Especial,

2 progresos, retos, proyecciones y logros relacionados con los requisitos y

3 funciones de esta Ley.

4 Articulo 17.-Asignaci6n de Fondos y Presupuesto=

5 El Departamento de Educaci6n mantendr6 un presupuesto separado para la

6 Secretaria Asociada aqui creada y conforme a la autonomia provista para dicho

7 organismo.

8 Cada agencia con responsabilidades expresas en esta Ley, incluymdo al

9 Departamento de Educaci6n de modo separado al presupuesto de la Secretaria

l0 Asociada" incluir5 en su petici6n presupuestaria anual, Ia asignaci6n de los recursos

11 necesarios para cumplir sus funciones a tenor con Ia politica p(rblica aqui esbozada.
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t2 Articulo 18 l9.-Disposiciones Transitorias,

13 Todas las normas y reglamentos que gobiernan el funcionamiento y Ia operaci6n

14 de Ios programas y servicios afectados por esta Ley continuar5n en vigor hasta tanto

15 sean enmendados o sustituidos. Los jefes de agencias tomar6n todas las medidas

16 transitorias necesarias para la cabal implantaci6n de esta Ley, en un t6rmino

t7 no mayor de ciento ochenta (180) dias naturales, luego de aprobada esta, so pena de

l8 intervenci6n de la Oficina del Procurador del Ciudadano yle la Defensoria de las

19 Personas con Impedimentos ylo ser compelido por la Asamblea Legislativa-e

20

21 Articulo 19 20-Transferencia de Recursos.
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El personal a ser transferido a la Secretaria Asociada, conservard su estatus como

empleados y los derechos adquiridos conforme a lo dispuesto en la legislaci6n y la

reglamentaci6n aplicable, asi como lo relativo a los sistemas de retiro o planes de

10 ahorro, en la medida que sean aplicables

ll Articulo 20 21. Penalidades y Sanciones.

t2 Toda agencia con responsabilidades especificas, de acuerdo a esta Lep deberS

13 cumplir con cada una de sus obligaciones. Aquella agencia que incumpla con 1o

14 anterior, estar6 sujeta a las sanciones que procedan conforme a las disposiciones de ley

15 aplicables, asi como cualquier disposici6n aplicable bajo la ley federal "Individuals with

16 Disabilities Education Improvement Act" y su reglamentaci6n federal, la Oficina de

17 Derechos Civiles del Gobiemo Federal, la Oficina de la Procurador(a) del Ciudadano, y

18 la Defensoria de las Personas con Impedimentos.

t9 El ejercicio de Ia acci6n administrativa y revisi6n judicial autorizada por esta Ley

20 es independiente de cualquier otra acci6n civil o criminal derecho o remedio que

f

2l disponga la legislaci6n vigente para los menores y personas en general, con



I

185

discapacidades y ninguna de las disposiciones de 6sta limitar6 o impedir5 el ejercicio de

2 tales acciones, derechos o remedios.

Articulo 21D-k enmienda el Articulo 1.03 de la Ley 85-201.8,

4 para que lea como sigue:

"Articulo 1.03.-Definiciones.

A efectos de esta Ley, los siguientes t6rminos tendr6n el significado que se

expresa a continuaci6n:

Acomodo Razonable: Modificaci6n o ajuste al proceso o escenario

educativo o de trabajo que permita al menor con discapacidad participar y

desempeflarse en ese ambiente.

1l al Dicho acomodo incluue: el uso de libros de texto, programas de estudio,

t2 ambiente en el sal6n, instrucciones, transiciones y/o tiempo de tareat

13 escrifura, matemdticas, pruebas y en el manejo de la conducta, entre ohos.

l4

l5 18. Educaci6nEspecial:

t6
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Educacidn piblica, cratuita, no sectaria, libre de discrimen v nprwiada,

fun.da\vttt.a.da en una analuaci6n disefiada, esoecialmente, oara atander sus

necesidades particulares m el ambiente menos restictioo. Asimismo

t9

20
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22 comprenderd todos aquellos servicios establecidos en virtud de Ia "Ley
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para la Educaci6n de los Nifios y J6venes con Discapacidades en Puerto

Rico"

28. Discapacidad: Cualquier condici6n fisica, mental o emocional que limite o

interfiera con el desarrollo o la capacidad de aprendizaje de la persona.

31. Menor con discapacidad: Nifroq o ,e# joaengt de entre les tres (3) y

veintirin (21) afios de edad, inclusive, con discapacidades intelectualet

problemaq auditivos (incluyendo sordera), problemaq de habla y lenguaje,

impedimentos visuales (incluyendo ceguera), disturbios emocionales

serios (referidos en esta Ley como "disturbios emocionales"), problemas

ortop6dicos, autismo, trauma cerebral, otros problemas de salud, o

problemas especificos de aprendizaje; y quienqg por esa ruz6n de su

imoedimmto, necesita educaci6n especial y servicios relacionados. Esfiie

incluidos, ndcmis, aauellos menores En-el+asede-une entre los tres..1B) a nueoe

(9) afros de edad, in€ftrye-a aquel que experimenta retraso en el desarrollo,

segiln dehnido en esta ley, y @

a conforme , Ios instrumentos de diagn6sticos apropiad os m las dreas

.,
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todos aquellos t6rminos establecidos en la "Ley para la Educaci6n de los

Niffos y ]6venes con Discapacidades en Puerto Rico".

3132. Modelo de Intervenci6n: ...

3233. Oficina:...

3334. Oficina Regional Educativa: ...

3435. Organizaciones estudiantiles: ...

3535. Padre:...

Programa de Edueaei6n Educatioo lndividualizado o PEI: Documento que

debe cumplir con los requisitos procesales y contenido dispuestos en la

legislaci6n Iocal y federal aplicable para el estudiante que ha resultado

elegible para recibir servicios de educaci6n especial. En este esfe se establece:

nivel de funcionamierrto educativo; metas anuales medibles y objetivos a

corto plazo; grado y actividades extracurriculares donde el estudiante se

integrar6; La alternativa de ubicaci6n; y los acomodos que se ofrecer5n, entre

otros. por un periodo no fivryor de un affo. Este documento ser6 preparado

por un Comit6 de ltogramaci6n y Ubicaci6n de Educaci6n Especial

(COIlPfl, segrin dispuesto por la legislaci6n federal y local aplicable. Ser6

2
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9637...

*38

*39.

ll 940...

t2 444L

13 +142.
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obligaci6n del Departamento que cada menor con discapacidades tenga un

PEI y que s seJl,*e-la educaci6nz se iia coriorme al*ismo esfe. Ser{-rrna

tenga-a€u+eE +n+EL

2

J
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w5
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4646

49t7..

+74=,

4gt9ll

t2

13

l4

l5

l6

4950...

5S51...

t7

*52...

*s3

53 54. Transici6n: Proceso para facilitar a la persona con discapacidad su

adaptaci6n o integraci6n a un nuevo ambiente, aa sea en el con,texto escolar, ile

educaci6n Wt*cundaria o, oosteriormmtc, al laboral: mmo tambiin

a h una-vida independiente; se8dn @iq

een#emees definido y dispuesto en la legislaci6n local y federal aplicable.

l8

19

20
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22 54 55. Tercer Sector: ..."
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Articulo B-22-* enmienda el inciso (a) del Articulo 6.02 de la ky 85-2018,

2

5

4

5

6

7

se5un+n:m€ndad+ para que lea como sigue:

"Articulo 6.02.-Actividades y Servicios.

8

9

La escuela, adem6s:

4 Proveer6 servicios a alumnos con discapacid ades conforme a la "Lev para la

Educaci6n de los Nifios u l*omes con Discapacidndeg m Puerto Rico"a demis

eeme-e+denaa-las leyes y reglamentos estatales y federales aplicables a

esta poblaci6n

l0

11

t2 Articulo 2+2ESe enmienda el segundo p6rrafo del Articulo 10.01 de la [,ey 85-

l3 2018, segiEn-enmendadq para que lea como sigue:

N t4 "Articulo 10.01.-Derechos de los estudiantes de educaci6n especial.

t5

l6 Las disposiciones aqui contenidas son complementarias a cualquier otra

t7 Ley Especial establecida para la atenci6n de los estudiantes con discapacidades,

18 entre las que se encuentra la "Ley para la Educaci6n de los Nifios y |6venes con

19 Discapacidades en Puerto Rico"."

20 Articulo ru-* enmienda el Articulo 10.05 de la Ley 85-2018, se66n

2l enmendadq para que lea como sig-ue:

22 "Articulo 10.05.-Procesos administrativos.
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Los procesos administrativos de la Secretaria Asociada del Programa de

2 Educaci6n Especial deben ser eficaces y 6g;les, de forma que no dificulten u

obstaculicen el derecho a la educaci6n de esta poblaci6n y o ile los servicios que

recibe."

Articulo %-2E. * enmimda el primer p1rralo del Articulo 10.06 de la Ley 85-

2018, se6{n-enmen4ada-,para que lea como sigue:

"Articulo 10.06.-Programa de Educaci6n Especial.

El Departamento y sus Oficinas Regionales Educativas cumplir6n con

mantener un programa de educaci6n especial acorde con los estSndares

establecidos por la Secretaria Asociada del I'rograma de Educaci6n Especial.

3
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6

'7
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l0

ll

t2 Articulo g-26-. * enmienda el segundo glrato del Articulo 10.07 de la Ley 85-

13 2018, seg{ft€nn€adad+ para que lea como sigue:

l4 "Articulo 10.07.-Programas Acad6micos.

l5

l6 Lo anterior se deber6 llevar a cabo sin menoscabar la autonomia

t7 acadEmica de la Secretaria Asociada del Programa de Educaci6n Especial para

l8 desarrollar programas especializados para los estudiantes con discapacidad."

t9 Articulo W-* errmienda el Articulo 10.08 de la Ley 85-2018, seg{n

20 enm€ndade para que lea como sigue:

2t "Articulo 10.08.-Diploma Modificado y Certificaci6n de Destrezas

22 Acad6micas Funcionales y de Pre-empleo para Estudiantes con Discapacidades.
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El estudiante que recibe los servicios de educaci6n especial y que participa

2

3

en la corriente regrrlar alcanzando los requisitos de graduaci6n de secundaria,

recibird el diploma de graduaci6n que otorga el Departamento al completar su

cuarto afro. No obstante, el Departamento desarrollar6 los mecanismos

necesarios para otorgar un diploma modificado o certificaci6n cuando aplique.

En lo que respecta aI diploma mdifisades modificado, estc eslarA

disponible para aquellos menores que, por raz6n de su discapacidad, no logren

alcanzan las competencias acad6micas requeridas, segrin lo contemplado para la

obtenci6n de un diploma general de secundaria, pero logran prepararse para el

l0 ejercicio de un oficio. Esto incluye, cuando el menor logra los estdndares

1t alternativos dispuestos en su progratna educativo individualizado de aquellos

t2 establecidos para cursos vocacionales u ocupacionales que se rigen al amparo de

13 los programas de la ley federal Carl D. Perkins, segin enmendada, o

l4 cualesquiera otros fondos dispuestos para la preparaci6n de menores con

15 discapacidades para ejercer un empleo diestro. El diploma modificado deber6 ser

l6 aceptado por las instituciones de educaci6n b6sica, cuando el estudiante

t7 determina continuar sus estudios hacia una carrera vocacional o t6cnica.

l8 Por su parte, la Certificaci6n de Destrezas Acad6rnicas Funcionales y de

l9 Pre-empleo para Estudiantes con Discapacidades estar6 disponible para aquellos

20 menores que/ por raz6n de su discapacidad, no logran alcanzar las competencias

4

5

6

7

8

9

2t acad6micas requeridas, segrin lo contemplado para Ia obtenci6n de un diploma
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general de secundaria, pero refne una serie de habilidades, talentos, destrezas y

competencias para eI empleo."

Articulo 29-28.-% enmienda el Articulo 10.09 de la Ley 85-2018, s€Sen

enfiendada-para que lea como sigue:

"Articulo 10.09.-Unidad Secretarial de Querellas y Remedio Provisional.

A. Querellas

El Departamento mantendr6 un sistema de querellas centralizado e*+na

un+dadjnd€penCien+e para atender, todas las controversias surgidas en tomo a

Ios servicios de educaci6n especial. Este mecanismo estar6 disponible para los

padres, estudiantes y funcionarios, sin mmoscabar el derecho que se tiene de

l1 acudir al tribunal. A tales efectos, el Secretario queda expresamente facultado

t2 para promulgar Ia correspondiente reglamentaci6n. Lo anterior, cumpliendo con

13 los requisitos y disposiciones contenidas en la legislaci6n federal "Individuals

t4 with Disabilities Education Act" (IDEA) y la legislaci6n local aplicable.

15 B. Remedio Provisional

16 Se establece un mecanismo de remedio provisional que asegurari proveer

t7 al padre, madre, tutor o mcargado la altemativa de conhatar un servicio

18 relacionado que el Departamento no haya podido proveerle al estudiante por

19 falta de disponibilidad o agilidad en la coordinaci6n o prestaci6n que cumplir6

20 con todas las disposiciones de ley aplicable

2t El Secretario queda facultado a establecer las normas para la operaci6n de

2

3

4

5

6

7

8

9

l0

R

22 este mecanismo, conforme lo dispuesto en la legislaci6n local aplicable. A su vez,
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se autoriza el establecimiento de tarifas basadas en el comportamiento del

mercado de servicios privados y las cuales ser5n revisadas frecuentemente."

Articulo g0-29.-Se enmienda eI primer plrrafo del Articulo 10.10 de Ia Ley 85-

2018, se6ua.enmendad+para que lea como sigue:

"Articulo 10.10.-lnformes y Monitoreo.

La Secretaria Asociada del Programa de Educaci6n Especial, deber6

mantener un mecanismo de monitoreo y recopilaci6n de datos centralizados.

2

3

4

5

6

7

8
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1l

Articulo 3+3q-Se enmienda el primer pSrralo del Articulo 10.11 de la Ley 85-

l0 2018, se66n-enmendad+ para que Iea como sigue:

" Articulo 1.0.11.-Presupuesto

La Secretaria Asociada del Programa de Educaci6n Especial, tiene la

encomienda de, basado en las necesidades de los estudiantes y las obligaciones

Para con estot desarrollar un presupuesto @que
asegure29 el cumplimiento con los servicios a esta poblaci6n con discapacidad.

t7 Articulo *3!-* enmiendan los incisos (c) y (d) del Articulo 13.02 de la L.ey 85-

2018, se6un-enmendada para que lean como sigue:

"Articulo 13.02.-Disposiciones generales.

18

t9

20

t2

l3

t4

15

16

a

b2t
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Una Escuela Priblica Alianza estar6 sujeta a todas las leyes federales y del

2

J

4

Gobierno de Puerto Rico, al igual que a las disposiciones constitucionales

que prohiben el discrimen.

d. La matricula en una Escuela Priblica Alianza estar5 abierta a cualquier

estudiante que resida en Puerto Rico, incluyendo a la poblaci6n con

discapacidad. No obstante, se tendre que dar prioridad de matricula a

estudiantes que residen en la comunidad circundante y dentro de los

limites regionales, luego de asegurar los espacios necesarios para aquellos

estudiantes con discapacidades para los cuales se haya determinado que

dicha Escuela Priblica Alianza es la apropiada para implantar su

ll programa educativo individualizado. Disponi6ndose que el Autorizador

t2 podrd establecer limites de matricula si determina que dichos limites son

l3 necesarios para evitar el hacinamiento o pEua proveer un mejor servicio a

t4 los estudiantes de bajo ingreso o en riesgo. Se dispone que, de haber cupo

l5 disponible no se podrS negar la admisi6n de un estudiante que cumpla

t6 con los requisitos de admisi6n contenidos en la Carta Constitutiva, por el

t7 rinico hecho haber comenzado el afro escolar.

l8

t9 Articulo *-32-* enmienda el Articulo 3 del Plan de Reorganizaci6n 3-2011,

20 segrin enmendado, para que lea como sigue:

5

6

7

8

9

10

21 "Articulo 3.-Alcance.
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Las disposiciones de este Plan regir5n los procesos de compras y

adquisici6n de bienes y servicios no profesionales en la Rama Ejecutiva, segrin

definida en este Plan. En el caso de la Secretaria Asociada del Programa de

Educaci6n Especiaf la cual fuera creada al amparo de la "Ley para la Educaci6n

de los Niflos y |6venes con Discapacidades en Puerto Rico, de las corporaciones

priblicas y los municipios, 6stas tendr5n la opci6n de acogerse y beneficiarse de

forma voluntaria de los sistemas que habrdn de desarrollarse para adquirir

bienes y servicios no profesionales por medio de un proceso a establecerse para

las compras del Gobierno Estatal de Puerto Rico. Aquellos departamentos,

agencias, dependencias e instrumentalidades pfblicas pertenecientes a la Rama

Ejecutiva del Gobiemo de Puerto Rico que participen en un Contrato de Alianza

segrin definido en la Ley 29-20W, segrin mmendada, conocida como la "l*y de

Alianzas Priblico Privadas", estariin exentos de la aplicabilidad de las

disposiciones de este Plan, rirdcamente en cuanto a los asuntos integrados en el

Contrato de Alianza en cuesti6n. Excepto que se establezca lo contrario, las

disposiciones de este PIan tendrdn car6cter supletorio para los municipios."

Articulo 3rlll-Cl6usula Derogatoria.

Se deroga la Ley 5L-1996, segrin enmendada, conocida como "Ley de Servicios

3

4

5

6

7

8

9

10

ll

fr
t2

t3

t4

l5

t6

t7

l8

19 Educativos Integrales para Personas con Impedimentos", la Ley 263-2006, srugir:.

20 enmendada, conocida como "Ley del Servicio de evaluaci6n vocacional y de canera", y

27 la Ley 5&2016, segrin enmendada, conocida como la "Ley parz la Certificaci6n de

22 Destrezas Acaddmicas Funcionales y de Pre-Empleo".
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Articulo 35@.-Especialidad de la ley.

Siendo esta una Ley especial, en los casos en que sus disposiciones est6n en

pugna con las de cualquier otra ley, prevaleceriin las disposiciones de esta.

Articulo 361!-Cl6usula de separabilidad.

)

J

4

5

6

7

8

9

isma,

Si cualauier cldusula su lmdrralo. on oalabra. Ietra. articulo )ISnOS tcxonndrrafo-

l0 acaoite o oarte de esta Lev fuera anulada o ileclarada inconstitucional, la resolucidn, dictamen o

1 I smtmcin a tal efecto dictada no afectari, oeriudica rd, ni inztalidard el remanmte de esta Lev. El

12 efecto de dicha smtmcin aueilard limitado a la clnusu la, pinafo, subpdnafo, oraci6n. oalnbra.

13 letra. articulo. disoosici6n. acdoite o oarte dc la misma que asi hubiere sido anulada o declarada

14 inmnstitucional. Si la aolicaci6n a una Dersona o n una circunstancia de caalquier cldusula,

l5 su oraaon le articulo d teo de esta

16 inoalidada o declarada inconstitucional, la resoluci6n, dictamen o smtencia a tal efecto dictada

17 no afectard ni inualidafi la aplicaciin del remtncnte de esta Lev a aquellas personas o

18 circunstancias 01 que se pueda aplicar odlidammte. Es la ooluntad ext resa e ineauiooca de esta

19 Asamblm Lesislatioa oue los tribunales hasan cumolir las distosiciones u la aolicaci6n de esta

20 lev m la mnvor medida oosible. aunaue se deie sin efecto, anule, inoal oeriudiaue o declare

2l inconstitucional alwna de sus partes, o aunque se deie sin efecto inoalide o declare

22 inconstitucional su aplicaci6n a alsuna oersona o circunstancia. Esta Asamblea ksislatioa
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I hubiera aprobado esta Lea sin imoortar la determinaci*n dc separabilidad que el Tibunal pueda

2

J

4

hacer

M
ArticuTo #fi-Vigencia.

Esta Ley entrard en vigor inmediatamente despu6s de su aprobaci6n.
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INFORME POSITIVO

AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisi6n de Salud, previo estudio y consideraci6n, tiene a bien someter a este
Alto Cuerpo ei informe del Proyecto de la Ciimara 1560, con las enrniendas contenidas en
el entirillado electr6nico que se acompaia.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El Proyecto de la Ciimara 1560 propone afladir un nuevo inciso (b) y un nuevo
inciso (u), renumerar los subsiguientes incisos y afladir nuevos incisos ftkk) y (1ll) af
Articulo 1.03; enmendar el inciso (o) del Articulo 3.02; enmendar el inciso (i) del Articuio
5.02; y anadir un nuevo inciso (i) al Articulo 5.10 de la Ley Nrlm. 247-2004, segan
enmendada, conocida como la "Ley de Farmacia de Puerto Rico", para incluir
disposiciones alusivas a c6mo ftatar las repeticiones de medicamentos en medio de una
emergencia.

Reza la Exposici6n de Motivos de Ia presente pieza legislativa que una de las 6reas
m6s sensitivas, relacionadas con la salud priblica, 1o es el acceso a medicamentos. Muchos
pacientes perdieron comunicaci6n con sus m€dicos prescribientes e incluso llegaron a
quedarse sin la receta para continuar con su tratamiento farmacol6gico. Resulta
indispensable que todo paciente pueda tener acceso a sus medicamentos para mantener
sus condiciones de salud controladas y evitar complicaciones tanto en el curso normal,
como en sifuaciones de emergencia, tales como huracanes, terremotos y otros fen6menos
naturales. Sumado a la falta de energia el6ctrica y de acceso a agua potable, el no poder
adquirir los medicamentos coloca a los pacientes en una situaci6n de grave riesgo y
deterioro de su salud. Dado a que esta situaci6n pudiera repetirse en el futuro, es

necesario tomar previsiones que nos permitan mantener un sistema de distribuci6n y
despacho de medicamentos funcional, aun en medio de una situaci6n de emergencia.

l

8 de noviembre de 2018
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Concluye la parte expositiva que es necesario facilitar que los farmac6uticos,
dentro de su juicio profesional, puedan despacharles a los pacientes sus medicinas para
cubrir un periodo de tratamiento extendido cuando 6stos no tengan comunicaci6n con
sus m6dicos, de este modo extendiendo Ia vida de Ia receta, para casos de emergencia y
para que, dentro de su juicio profesional, el farmacEutico pueda despachar las
repeticiones sin la autorizaci6n del m6dico prescribiente, de modo que no se vea aJectada
la salud del paciente. Esta ser6 una medida excepcional, aplicables a situaciones muy
especificas, por 1o que 1os riesgos a la salud sobrepasan los riesgos a las irregularidades
administrativas que de ordinario, vienen asociados a este tipo de decisi6n.

ANALISIS DE LA MEDIDA

Para ei estudio y an6lisis de esta pieza legislativa se evaluaron y estudiaron
minuciosamente los memoriales explicativos sometidos ante la Cdmara de
Representantes por el Departamento de Salud, el Colegio de Farmac6uticos de Puerto
Rico, Asociaci6n de Farmacias de la Comunidad, Administraci6n de Seguros de Salud
(ASES), Asociaci6n de Hospitales, Coopharma, e1 Departamento de Justicia, Abarca, MC-
21, PharmPix y Farmacia Reyes.

El Departamento de Salud coment6 que la inclusi6n de nuevos incisos en Ios
articulos 1.03 y 5.02 de la Ley Nrim. 247-2004, segfn enmendada, ayudan tanto en la
definici6n como en el mejoramiento de servicios relacionados con la dispensaci6n de
medicamentos en sifuaciones de emergencia. Sometieron las siguientes observaciones y
consideraciones de importancia relacionadas:

a) En Puerto Rico, la gran mayoria de la poblaci6n tiene algfn plan de salud para
suplido de medicamentos recetados. Por 1o tanto, se hace necesario una
planificaci6n clara y efectiva relacionada a la polftica de los planes m6dicos,
ante esas situaciones, donde se provea la estructura necesaria en los servicios
descritos.

El Departamento de Salud de Puerto Rico entiende que resulta importante
mantenerse preparado para las situaciones de emergencia por desastres naturales, tales
como terremotos e inundaciones o de otra indole, las cuales pueden ocurrir en cualquier
6poca del aflo. Mencionan que previo a una emergencia es necesario planificar varios
asuntos: determinar la disponibilidad de protocolos estandarizados, medicamentos
esenciales, suministros y equipos m6dicos; toda vez que en un periodo de emergencia los
servicios a ser prestados deben ser r6pidos, 6giles, efectivos y suficiente para atender las
necesidades de la poblaci6n.
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b) Se debe considerar como despacho en "Estado de Emergencia", todo lo
relacionado con enfermedades cr6nicas y dolencias agudas en adultos, nirios y
personas de Ia tercera edad.

c) En todo momento, el despacho o provisi6n de Ios medicamentos debe estar a

la discreci6n profesional del farmac6utico. Este debe tener en consideraci6n el
perfil del paciente, de ser posible.

d) En e1 caso de las Sustancias Controiadas Clasificaci6n III, tV Y V, es necesario
que el farmac6utico cumpla con todas las disposiciones de la "Ley de Vigilancia
de Recetas de Medicamentos Controlados", Ley Nrim. 70 de 5 de agosto de
2017, siempre aparado por su discreci6n profesional.

e) El suplido de medicamentos debe ser estrictamente por una ":&ricavez".
f) Es necesaria la creaci6n de Planes de Contingencia adecuados, donde se

involucre la prestaci6n de servicios a nivel estatal gubernamental y al alcance
de todas las facilidades priblicas y privadas.

El Colegio Farmacduticos de Puerto Rico someti6 sus comentarios destacando que
el farmac6utico tiene dos responsabilidades importantes relacionadas con sus gestiones
en situaciones de emergencia durante sucesos de desaslres naturaies. La primera, es estar
preparado ante la posibilidad de un desastre para garar:ic:.zar la continuidad de los
servicios farmac6uticos. La segunda, es responder a la emergencia en esas circunstancias
para que son sus conocimientos y destrezas profesionales pueda ayudar a que la
poblaci6n reciba la mejor atenci6n y cuidado de su salud, particularmente en 1o

concerniente a las necesidades y mantenimiento de su farmacoterapia y vacunaci6n.

Sefralan que el inciso (i) del Articulo 5.02 que se propone sea enmendado para
ariadir disipaciones sobre servicios farmac6uticos en estados de emergencia, al presente
recoge las disposiciones sobre vigencia de recetas de la Ley de Farmacia introducidas
mediante enmienda por la Ley 1.89-2014. Por 1o que estiman oportuno y necesario
corregir y acla-rar la redacci6n de estas disposiciones sobre vigencia de recetas, para evitar
equivocos en su interpretaci6n. Al igual consideran que debe aclararse que esto es

aplicable igualmente a las repeticiones de recetas de estos prescribientes cuya
dispensaci6n original ocurri6 en otra jurisdicci6n. Por otro lado, entienden necesario
eliminar la disposici6n referente a recetas de oxigeno, ya que estas caen bajo la regla
general del t6rmino m6ximo de un (1) afro para su dispensaci6n o repetici6n.

Entienden que es indispensable eliminar 1a disposici6n que establece seis (6) meses
como t6rrnino m6ximo para la dispensaci6n de recetas de sustancias controladas y
corregir 1a redacci6n para aclarar que 1a excepci6n a 1a regla general de un (1) afro para la
dispensaci6n de recetas son las recetas de sustancias controiadas, cuya vigencia ser6 1a

que dispuesta por las leyes especiales de sustancias controladas federales y estatales
aplicables a las cuales es que corresponde tal determinaci6n. Asi mismo, comentarory que
debe elirninarse la oraci6n que define el t6rmino "Non{ontrolled", ya que no se incluye
el mismo en 1as enmiendas que proponen como tampoco en ninguna otra parte de la Ley
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de Farmacia vigente. La iey de Farmacia vigente ni menciona en ninguna pa-rte el tdrmino
"permiso de equipo m6dico", ni "titular de un permiso de equipo m6dico", ni el Proyecto
ante nos 1o define.

Sobre la participaci6n de1 Farmac6utico en situaciones de emergencia comentaron
que, como expertos en medicamentos, su principal responsabilidad es participar
colaborativamente junto al profesional m6dico y al paciente, en la provisi6n de
farmacoterapia dirigida a obtener resultados que mejoren la salud de cada paciente.
Tambi6n incluye los servicios para la administraci6n de vacunas. Ya que en situaciones
de estados de emergencia, el farmac6utico esta capacitado para proveer ese servicio
inmediato que puede conllevar el inicio, seguimiento o modificaci6n de un tratamiento
con medicamentos y accesibilidad de artefactos m6dicos y administraci6n de vacunas.

Expiic6 el Colegio Farmac6uticos de Puerto Rico que, en situaciones de
emergencia, los establecimientos de farmacias se ven afectados aI no poder prestar
servicios necesarios desde su ubicaci6n fisica. Para atender este particular proponen una
enmienda a los fines de que la Junta de farmacia de Puerto Rico tenga facultad para
otorgar autorizaci6n temporera para que los profesionales farmac6uticos y t6cnicos de
farmacia ejerciendo en jurisdicciones de Estados Unidos ejerzan en nuestra Isla durante
sifuaciones de emergencia.

Finalmente manifestaron que se deben intercalar nuevas Secciones 4 y 5 para
incluir nuevos incisos al Articulo 3.02y al Articulo 5.10 para disponer sobre autorizaci6n
temporera durante estados de emergencia para que farmac€uticos y t6cnicos de farmacia
con licencia de otras jurisdicciones de Estados Unidos puedan ejercer temporeramente en
Puerto Rico; v para la operaci6n temporera de farmacias en ubicaci6n fisica distinta,
quedando renumeradas las Secciones 4,5 y 6 como secciones 6,7 y 8, respectivamente.

I-a Asociaci6n Farmacias de Comunidad de Puerto Rico detalla en su memorial
la necesidad y el derecho de todo paciente para poder recibir su tratamiento
farmacol6gico. Entienden que una de las areas mds sensitivas relacionadas con Ia salud
priblica es aquella relacionada al acceso a medicamentos.

Conscientes de 1o apremiante de la situaci6n ante un vacio estatutario que regule
Ia manera de proceder en relaci6n al despacho de medicamentos en tiempos de
emergencia, entienden meritorio aprobar esta pieza legislativa. Mencionan, que es

prudente afladir un periodo adicional a 1a vigencia de la receta durante el tiempo de
emergencia. Esto es posible dentro de la discreci6n profesional del farmac6utico para que
pueda despachar las repeticiones de medicamentos sin la autorizaci6n del m6dico
prescribiente. De este modo, la salud del paciente no se verd afectada durante el estado
de emergencia.

La Administraci6n de Seguros de Salud de Puerto Rico (ASES), entiende
meritoria la aprobaci6n de dicho Proyecto, pues es c6nsona con su Orden Administrativa

s
Y{
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2017-70-007, emitida tras el paso de huracdn Irma y Maria el pasado mes de septiembre
d,e2017. Dicha orden estableci6 los par6meftos a seguir por Ia industria de las farmacias
en relaci6n al despacho de medicamentos recetados, para garantizar el continuo acceso a
medicamentos rectados.

Mediante esta legislaci6n, se busca robustecer los mecanismos y procedimientos
ante una nueva declaraci6n de estado de emergencia. ASES avala la pieza legislativa,
toda vez dirigida a facilitar la obtenci6n de medicamentos para pacientes en casos donde
exista una declaraci6n de emergencia que imposibilite las operaciones ordinarias de Ia
industria de Salud, y como resultado se afecten adversamente los accesos y servicios de
farmacias.

La Asociaci6n de Hospitales de Puerto Rico, favorece la medida a toda vez que
con su aprobaci6n se pretende minimizar adversidades en el cuidado de la salud que
puedan surgir de situaciones de emergencia en 1a isla. Indicaron que el que las farmacias
puedan despachar medicamentos de receta rutinarios a los ciudadanos cuando se

presente una emergencia, donde los riesgos a la salud sobrepasan los riesgos a las
irregularidades, ser6 de gran beneficio para nuestra poblaci6n, ya que se ofrece al
paciente acceso a sus medicamentos para mantener sus condiciones de salud controladas
y evitar complicaciones durante el periodo de emergencia.

En cuanto a la medida en evaluaci6n se presentan algunas de las recomendaciones
propuestas entre estas incluir Ia definici6n Administrador o Manejador de Beneficios de
Farmacia, tambi6n conocidos por sus siglas en ingl6s como "Pharmacy Benefit

Coopharma, someti6 sus comentarios y seflalaron que uno de los mayores retos
que confront6 el sector empresarial fue la falta de servicios esenciales, como io es el agua
y la electricidad, unido a un colapso de las comunicaciones. Desde la perspectiva de las
farmacias de comunidad. el mavor reto fue la falta de intemet v comunicaciones, siendo
estos importantes en el procesamiento de las recetas. No obstante, las farmacias de
comunidad asumieron de forma responsable el reto y se mantuvieron operando post
hurac6n, incluso el mismo dia del paso del evento atmosf6rico y a1 dia siguiente del
mismo. lndicaron que las farmacias poseen planes de contingencia operantes en atenci6n
a emergencias, conocido como "Plan de Continuidad de Negocios".

Duralte esta emergencia, nuestras farmacias de comunidad activaron su plan de
continuidad de negocio, resultando el mismo en un 6xito a 1os efectos de garantizar la
continuidad de los servicios. Sobre la dispensaci6n de medicamentos, Ias farmacias de
comunidad llevaron a cabo la misma, conJorme a las instrucciones emitidas por la ASES,
a trav6s de la Orden Administrativa 2017 -10-001. y la Oficina del Comisionado de
Seguros, a trav6s de la Carta Circular CN-2077-227-D. En estos casos los medicamentos
fueron dispensados en tiempo oportuno sin necesidad de autorizaciones pertinentes o
procesos tradicionales requeridos por 1a industria.
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Administrator" o PBA y "Pharmacy Benefit Manager" o PBM

Recomendaron eliminar de los requisitos dispuestos en la medida el que el
farmac6utico notifique de la dispensaci6n de la repetici6n de emergencia, o "intente de
buena fe" de notificar al m6dico, dentro de 72 horas posteriores a 1a dispensaci6n. Resulta
en un requerimiento del todo irrazonable, tomando en consideraci6n que son acciones a
tomar ante una emergencia y que el sistema de comunicaciones y eleckicidad con alta
probabilidad, y partiendo de la experiencia de Maria, est6n colapsados. De igual forma
exisfuia el agravante que de 6ste servicio de conexi6n estar en funcionalidad, la cogesti6n
y volumen de llamadas podria ser un detonante para la consecuci6n de la conexi6n
telef6nica con el asegrrrador.

Por 1o antes expuesto y por entender que la medida carece de unos aspectos que
resultan medulares en su potencial funcionalidad, Coopharma presenta su oposici6n a la
aprobaci6n de la presente medida, tal cual presentada.

El Departamento de justicia, indic6 considerar la materia que aborda este
proyecto como una especializada, cuya atenci6n y evaluaci6n debe ser mis bien referida
a los organismos cuya destreza v experiencia en el Srea de salud, puedan ilustrar
adecuadamente a este cuerpo legislativo sobre la conveniencia o dificultades que pueda
acarrear la adopci6n de1 esquema normativo propuesto. Ante ello, sugirieron que se

ausculte la posici6n del Departamento de Salud, y de la Junta de Farmacias.

ABARCA someti6 sus comentarios ante la Comisi6n y sefralaron que la legislaci6n
oue discutimos hov debe ir dirieida a brindar mavor certidumbre v fortalecer nuestro
sistema, del que dependen los pacientes y entendemos que es el paso correcto pues como
Isla, continuaremos effientdndonos a mas sistemas atmosf6ricos en el futuro. lndicaron
que el mismo no se expresa en cuanto al pago de 1os medicamentos despachados a

pacientes que poseen un plan m6dico o son beneficiarios del Plan de Salud del Gobierno
(t€G). Sin embargo, reconocieron Ia necesidad de dejar claro, para beneficio tanto del
paciente como de la farmacia, ciertas situaciones en donde un plan m6dico o el I'SG no
deberian ser responsables del pago por el despacho del medicamento al paciente durante
el periodo de emergencia. Aunque fueron minimos los casos que encontraron en donde
se sometieron reclamaciones incorrectas a los planes m6dicos o al PSG relacionadas al
despacho de medicamentos luego del hurac5a Maria.

Expresaron la importancia de eliminar del Proyecto toda menci6n que permita el
despacho de cualquier sustancia controlada (Ciasificaci6n II a V) por parte de una
farmacia cuando 1a receta original no haya sido despachada por dicha farmacia o no
tengan repeticiones restantes. Lo anterior tiene como prop6sito el evitar que el Proyecto
vaya en contra de las leyes y reglamentaciones tanto federales como estatales que
prohiben el despacho de sustancias controladas en escenarios como los mencionados
ariba. Finalmente, seflalaron, que la extensi6n de una receta de un medicamento de
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mantenirniento sea por un periodo de 30 dias y no de 90, como menciona el texto
propuesto. Esto permite que los medicamentos en inventario en la farmacia al momento
de la emergencia puedan satisfacer la necesidad inmediata de m6s pacientes y, ademes,
reducir el riesgo de la farmacia en casos de fraude y abuso por parte de algun beneficiario
durante el periodo de emergencia.

MC-21 expres6 que como empresa dedicada a la administraci6n del manejo de
beneficios de medicamentos apoya esta medida legislativa. Es imperativo que en casos
de emergencia, toda Ia poblaci6n de Puerto Rico continrie teniendo acceso a sus

medicamentos. Por todo lo cual, MC-21 entiende que el proyecto segrin redactado es

encomendable y no tienen objeciones a Ia medida.

CONCLUSION

La Comisi6n del Senado de Puerto Rico, luego de haber evaluado los comentarios
presentados, entiende que la aprobaci6n de este proyecto de ley, no conllevar6 impacto
fiscal sobre el presupuesto de gastos del Gobiemo de Puerto Rico.

Entendemos que ante 1a experiencia vivida y el aprendizaje que nos han dejado
los eventos atmosf6ricos recientes es importante prevenir y prepararse para evitar
situaciones iamentables. Esta Comisi6n tiene un compromiso con nuestros pacientes y
debemos asegurarnos que estos puedan acceder a sus servicios de salud, en especial, sus
medicamentos. Es necesario para evitar complicaciones y salvar sus vidas.

Por todo 1o antes expuesto, 1a Comisi6n de Salud, previo estudio y consideraci6ry
recomienda Ia aprobaci6n de1 Proyecto de la C6mara 1560, con las enmiendas contenidas
en el entirillado electr6nico que se acompafra.

Respetuosamente sometido,

Hon. IR.M Santiago
Presiy'ente
Comlsi6n 

_de 
S d

Finalmente, PharmPix, no present6 objeci6n a Ia aprobaci6n de la medida.
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Presentado por e1 representarte Mdndez N fiez

Referido a la Comisi6n de Salud

Para afladir un nuevo inciso @) y un nuevo inciso (u), renumerar los subsiguientes incisos
y afradir nuevos incisos fttt<.) y (111) al Articulo 1.03; enmendar el inciso (o) del
Articulo 3.02; enmendar el inciso (i) del Articulo 5.02; y afradir un nuevo inciso (i)
al Arhculo ).lu de la Ley /+/-zuul, segun erunenoaoa, conocicia como ia Ley de
Farmacia de Puerto Rico", para incluir disposiciones alusivas a c6mo tratar las
repeticiones de medicamentos en medio de una emergencia; y para otros fines
relacionados.

EXPOSICION DE MOTIVOS

El pasado mes de septiembre de 2017 Puerto Rico sufri6 el paso directo del huracdn
Maria. Este evento atrnosf6rico ha resultado ser uno de los mAs destructivos que se ha
reportado en 1a historia de Puerto Rico y de Estados Unidos de Am€rica. Adem6s de
destrozos materiales y la pErdida de vida humana, este fen6meno provoc6 una amplia
gama de situaciones y adversidades con las que ha tenido que lidiar tanto e1 Gobierno
como la poblaci6n puertorriquefra, siendo el cuidado de la salud una de las m6s criticas.

Una de las mAs sensitivas relacionadas con la salud priblica es aquella relacionada
al acceso a medicamentos. La destrucci6n provocada por el hurac6n Maria a-fect6

profundamente la infraestructura de las telecomunicaciones en Puerto Rico, dejando
incomunicadas y aisladas a miles de personas. Como resultado, muchos pacientes

LEY
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perdieron comunicaci6n con sus m6dicos prescribientes e incluso llegaron a quedarse sin
la receta para continuar con su tratamiento farmacol6gico. Es indispensabie que todo
paciente pueda tener acceso a sus medicamentos para mantener sus condiciones de salud
controladas y evitar complicaciones tanto en el curso normal, como en situaciones de
emergencia tales como huracanes, terremotos y otros fen6menos naturales. Sumado a la
falta de energia el6ctrica y de acceso a agua potable, el no poder adquirir 1os

medicamentos coloca a ios pacientes en una situaci6n de grave riesgo y deterioro de su
salud. Esta situaci6n pudiera repetirse en el futuro y es necesario tomar previsiones que
nos permitan mantener un sistema de distribuci6n y despacho de medicamentos
funcional, aun en medio de una sifuaci6n de emergencia.

Por esto es preciso facilitar que los farmac6uticos, dentro de su juicio profesional,
puedan despacharles a los pacientes sus medicinas para cubrir un periodo de tratamiento
extendido cuando 6stos no tengan comunicaci6n con sus m6dicos, de este modo
extendiendo la vida de la receta.

Teniendo en cuenta 1o anteriormente expuesto y la necesidad de todo paciente de
poder recibir su tratamiento farmacol6gico, entendemos necesario que se aflada un
periodo adicional a la vigencia de la receta, para casos de emergencia y para que dentro
de su juicio profesional, el farmac6utico pueda despachar 1as repeticiones sin 1a

autorizaci6n del m6dico prescribiente, de modo que no se vea #ectada 1a salud del
paciente. Esta ser6 una medida excepcional, aplicables a situaciones muy especificas, por
lo que 1os riesgos a Ia salud sobrepasan los riesgos a las irregrrlaridades administrativas
que de ordinario, vienen asociados a este tipo de decisi6n. No obstante, entendemos que
nara ooder cumolir con nuestro Pueblo. v tomando en consideraci6n las lecciones
aprendidas durante e1 periodo m6s critico de la emergencia provocada por el huracen
Maria, entendemos prudente y necesario aprobar esta Ley.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO

Secci6n 1.-Se afrade un nuevo inciso (b) y un nuevo inciso (u), se renumeran los

2 subsiguientes incisos y se afladen nuevos iacisos (kkk) y (111) al Articulo 1.03 de la Ley

3 247-2004, segfn enmendada, conocida como "Ley de Farmacia de Puerto Rico" pa-ra que

4 se lea como sigue:

" Articulo 1 .03.-Definiciones

A los fines de esta Ley, los siguientes t6rminos y frases tendrdn el

5

6

7 significado que a continuaci6n se indica:
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6

'7

8

9

(u)

(b) Adminiskador o Manejador de Beneficios de Farmacia, "Pharmacy Benefit

Administrator" (PBA) y "Pharmacy Benefit Manager" (PBM).- Una persona

natural o juridica, ente u organizaci6n que apoya u ofrece las necesidades

administrativas y de sistemas de informaci6n de 1os programas de

beneficios de prescripci6n, como, pero sin limitarse, a elegibilidad,

procesamiento y adjudicaci6n de reciamaciones sobre medicamentos

servicios y productos que el PBA o PBM contrat6 con la farmacia asi como

persona nafura1 o juridica que son duefros o controlan subsidiarias que

proveen administraci6n de reclamaciones de farmacia, disefro y manejo de

beneficio de redes de farmacias, negociaci6ry autorizaciones o

denesaciones. administraci6n de descuentos de productos, rebates, v otros

beneficios acumulados al PBM u otras drogas recetadas o servicios de

equipos a terceros administradores

(") Estado de Emergencia. - determinaci6n hecha por el See+eta*ie-de-Salud

mediante erden Admi Gobernador de Puerto Rico, mediante

Orden Ejecutiva, Resoluci6n o declaraci6n escrita al respecto, ante un

evento en particular, sobre cualquier situaci6n o serie de situaciones que

pongan en riesgo o peligro real e inminente la vida, la integridad, la salud

o 1a seguridad de uno o mds individuos y para lo cual se requiere atenci6n

10

11

12

l3

15

16

17

18

19

20

2t

22 inmediata. Se entender6, a su vez. por el tErmino "emergencia" cualquier

recetados. Incluye aquellas personas, organizaci6n o grupo que ofrecen los
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situaci6n irregular provocada como resultado de un evento natural o

tecnol6gico, tales como huracanes, tornados, terremotos, maremotos,

deslizamiento de terreno, sequia, incendio, explosi6n, ataque cibem6tico o

inJorm6tico, p6rdida de o fal1a en los sistemas hJorm6ticos, entre otros

f 5

6

7

8

9

eventos A l^-,1- -;-ifi^-,< ^,,-l^,,:^- -^-+,,-L^^:l'- --.,^ 
,.1^l ^-,.1^-

10 Secci6n 2.-Se reenumerar los actuales incisos v se afladen nuevos incisos (kkk) r'

11 (lil) al Articulo 1.03 de \a Ley 247-2004, segrin enmendada, conocida como "Ley de

12 Farmacia de Puerto Rico".

ti Qarr-i6n 1-So enrnienda el inr-isn /o\ del Articulo i 02 de la I.ev 247-20M. rlara oue

14 lea como sigue:

15 "Articulo 3.02.-Facultades, funciones y deberes de la Junta

16 La Junta tendrd las siguientes facultades, funciones y deberes, ademds de

17 cualesquiera otras dispuestas en esta Ley:

18 (u)

19

20 (o) Otorgar6 acuerdos o convenios con iuntas examinadoras o entidades

ZI sirnilares de otras jurisdicciones para el intercambio de informaci6n sobre

22 las licencias de farmac6utico y los certificados de t6cnicos de farmacia
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1 denegados, suspendidos o revocados. Durante un estado de emergencia,

segfn definido en esta ley, tendr6 1a facultad para permitir que un

farmac6utico y un t6cnico de farmacia no residente de Puerto Rico con

licencia activa para ejercer su profesi6n en olra jurisdicci6n de Estados

Unidos pueda en forma temporera ejercer en Puerto Rico."

6 Secci6n 4.-Se enmienda el inciso (i) de1 Articulo 5.02 de 1a Ley 247-2004, para que

7 lea como sigue:

8

9

"Articulo 5.02.-Dispensaci6n de medicamentos de receta.

(u)

2

J

4

)

s

10

11

1.2

(i) No se despachard una receta expedida por facultativos autorizados a

ejercer en 1a jurisdicci6n de Puerto Rico una vez transcurridos seis (6)

meqcq rJecnrr6c de la fecha de haber sido expedida: con exceoci6n de las

recetas de medicamentos clasificados como " Non-Controlled", que hayan

sido realizadas por facultativos autorizados a ejercer en 1a jurisdicci6n

de Puerto Rico, las cuales tendr5n ula vigencia de (1) aflo despuds de la

fecha de haber sido expedida dicha receta. Esto aplicar6 igualmente a

las repeticiones de las mismas, excepto que las recetas expedidas por

facultativos autorizados, a ejercer en cualquier Estado de Estados Unidos

de Am6rica, podr6n repetirse en Puerto Rico solamente dentro de1 t6rmino

14

15

16

t7

18

19

20

21 de tres (3) meses, contados desde la fecha en que se registr6 1a receta.
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Cuando medie un estado de emergencia, segfn definido en el Articulo 1.03

de esta Lev, y un farmac6utico o ul titular de un permiso de artefacto

m6dico reciba una solicitud de repetici6n de receta, 6stos podrdn dispensar

un suministo de emergencia por una rinica vez de hasta treinta (30) dias

del medicamento recetado. En tal caso, el farmac6utico o titular de un

permiso de artefacto m6dico deber6 tomar en cuenta 1o siguiente:

1) La receta o prescripci6n no sea para una sustancia controlada de la

Clasificaci6n I o II; en cuanto a las clasificaciones III, IV y V, ser6

necesario que el farmac6utico cumpla con todas 1as disposiciones de

\a "Lev de Vigilancia de Recetas de Medicamentos Controlados",

Ley 70-2017 , amparado por su juicio profesional;

2) Que dentro del juicio profesional del farmac6utico dispensador o del

tifular de1 oermiso. la interruoci6n de la terapia podria

razonablemente producir consecuencias indeseables para la salud

del paciente.

3) EI farmac6utico dispensador o titular del permiso crear6 un

expediente v documente las repeticiones en el sistema de datos de la

farmacia de conformidad con Ia reglamentaci6n aplicable.

4) Una vez estos criterios est6n presentes, el aseg-urador o e1 PBM,

segtn sea el caso, tendr6 la responsabilidad de pago por las

reclamaciones fidedignas sometidas por la farmacia respecto al pago

10

11

13

12

11

15

16

17

18

19

20

21

22 o reembolso de los medicamentos dispensados o despachados, bajo
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9

7

una solicitud de repetici6n de receta, o de1 artefacto, durante el

periodo de emergencia.

5) Este procedimiento se considerar6 uno extraordinario y excepcional,

por tanto, el farmac6utico o la farmacia, asi como el titu-lar de un

permiso de artefacto m6dico, no podr6n ser penalizados de forma

alguna por e1 asegurador o PBM por cualquier omisi6n al proceso

ordinario.

6) La farmacia, farmac6utico, t6cnico de farmacia o titular de un

permiso de artefacto m6dico, no incurrir6 en responsabilidad legal

alguna como resultado de su desempeflo de buena fe y de

conformidad con 1o dispuesto por esta secci5n durante un estado de

emergencia- , sienrpre lt cuando no halta incurido en conductn negligente

o ciminnl .

Esto no ser6 de aplicaci6n para el despacho de oxigeno por receta para uso

ambulatorio que podr6 ser despachado denfto de un t6rmino de (1) aflo

despu6s de expedida la receta. No obstante al liempo de vigencia de la

receta, el facultativo autorizado a eiercer en la jr:risdicci6n de Puerto Rico

que expide la misma, tendrd la facultad de determinar 1a necesidad de ias

repeticiones y Ia vigencia de la receta, de conJormidad con los cambios en

las condiciones de salud que presente el paciente.

Para efectos de este inciso, "Non-Controlled" significa aquellos

l0

11

12

14

15

16

17

18

19

20

21

22 medicamentos que no se encuentran incluidos en las Clasificaciones I, II.
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I III, tV y V de1 Articulo 201 de la Ley Nrim. 4 de 23 de junio de 1971, segun

enmendada, mejor conocida como Ia "Lev de Sustancias Controladas de

Puerto Rico" o en la "Ley Federal de Substancias Controladas", segrin

enmendada, Ia cual se encuentra en e1 Titulo II del "Comprehensive Drug

Abuse Prevention and Control Act of L970" , Pub. Law, 91-513, aprobada el

27 de octubre de7970, y en conformidad con las reglamentaciones estatales

y federales establecidas bajo dichas leyes."

Secci6n 5.-Se anade un nuevo inciso (i) a-1 Articulo 5.10 de la Ley 247 -2004, para

9 que se lea como sigue:

"Articulo 5.10.-Farmacia

2

J

f
4

)

6

7

8

10

11

12

t3

14

15

16

(u)

(i) Durante un estado de emersencia, seqin definido en esta Lev, las

farmacias, ubicadas en dreas de desastre declaradas por 1as autoridades

pertinentes, podran obtener, mediante la correspondiente autorizaci6n del

Departamento de Salud, un permiso para reubicarse temporalmente en una

instalaci6n de Farmacia Temporera o Farmacia M6vi1. La otorgaci6n de este

permiso estarA suieto a1 cumplimiento de esta Ley.

Este permiso cesard en la fecha de terminaci6n del estado de emergencia, a

menos que obtenga una licencia como nueva instalaci6n de farmacia

17

18

19

20

2), cumpliendo con los requisitos correspondientes establecidos en esta Ley. "
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1 Secci6n 6.-Reglamentaci6n

2 Se conceden ciento veinte (120) dias ca-lendario al Departamento de Salud para

3 promulgar y aprobar toda reglamentaci6n necesaria, o enmendar Ia existente, para dar

4 cumplimiento a 1as disposiciones de esta de Ley, de conformidad con la Ley 8-2017, segrin

5 enmendada, conocida como Ia "Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del

6 Gobierno de Puerto Rico."

7 Secci6n 7.-Separabilidad

8 Si cualquier disposici6n de esta Ley o su aplicaci6n a cualquier persona o

9 circunstancia fuera declarada nu1a, su nulidad no afectar6 otras disposiciones o

l0 aplicaciones de la Ley que puedan mantenerse en vigor sin recurrir a la disposici6n o

l1 aplicaci6n anulada.

12 Seccion 8.-Vigencia

13 Esta Ley entrar:i en vigor inmediatamente despu6s de su aprobaci6n.
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SENADO DE PUERTO RICO

INFORME POSITIVO

P. de la C. 1725
8 de noviembre 2018

AL SENADO DE PUERTO RICO:

La ComisiOn de EducaciOn y Reforma Universitaria del Senado, recomienda a

este Alto Cuerpo la aprobaciOn del Proyecto de la Carnara 1725 sin enmiendas.

ALCANCE DE LA MEDJDA

El Proyecto de Ia Cámara 1725 tiene coma propósito enmenclar el ArtIculo 4 de Ia

Lev 26-2009, segün enmendada, conocida corno “Ley del Proyecto Comunitario

Estudiantil”. El propósito es permitir que se convalide Ia participación extracurricular

de los estudiantes en actividades de cluhes y asociaciones deportivas como parte de las

horas de servicio comunitario que, actualmente, se le requiere para graduaciOn.

ANALISIS DE LA MEDIDA

Segun se establece en la ExposiciOn de Motivos del Proyecto de la Carnara 1725,

Ia Lev 26-2009, segün enmendada (mejor conocida coma “Ley del Proyecto Estudiantil

Comunitario”), los estudiantes del sistema de educaciOn püblica del nivel superior

deben realizar cuarenta (40) horas de trabajo cornunitario para poder graduarse. Para



velar sobre el programa, la Ley 26-2009 crea el “Proyecto de Servicio Comunitario

Estudiantil’, adscrito al Departamento de EciucaciOn de Puerto Rico (en adelante, ci

“DEPR”.

La Ley del Proyecto Estudiantil Cornunitario se creO con ci propOsito de

viahilizar que los candidatos a graduacion de escuela superior pudiesen relacionarse y

conectarse con Ia sociedad en Ia quc habran de integrarse, convirdEndose, asi, en un

enlace activo y dinamico entre la escuela y Ia comunidad en que esta enclava. La

referida legislaciOn permitia que Ia vision que tiene nuestros jOvenes del servicio

cornunitario carnbiará al poder conocer, de primera mano, los beneficios y satisfacciOn

personal de contribuir al hien comün y social.

La práctica extracurricular dc aigán deporte, corno tambien Ia participaciOn en

clubes y asociaciones deportivas, logra que los estudiantes estén expuestos a dilerentes

facetas como preludio a los retos universitarios que enfrentarán; y, ademas, promueve

estilos dc vida activos y saludables a través del deporte.

Esta medida dispone que tanto ci DEPR y el Departamento de RecreaciOn y

Deportes (en adelante, ci “DRD”) provean a los estudiantes los mecanismos y Ia

orientaciOn necesaria para poder validar las horas de entrenamiento de los jOvenes

participantes. Tambien establece el proyecto que el DRD certificara que los clubes y

asociaciones cstán dehidamente registrados y certificados corno una entidad deportiva

bona fide conforme a Ia Ley 8-2004, segón enmendada, mejor conocida corno “Ley

Organica del Departan-tento dc Recreacion y Deportes”.

HISTORIAL DE LA MEDIDA



Para el analisis de esta medicla la Comisión de EducaciOn y Reforma

Universitaria del Senado solicitO y utilizO los mernoriales explicativos del DEPR y de

DRD.

El DEPR respaldO Ia medida y expuso en su memorial que apoya toda medida

que propenda el bienestar de los estudiantes. Indicaron que ci proyecto fomenta que los

jOvenes participen de actividades deportivas al convalidar las horas que ci estudiante

invierte en estas como parte de las que debe cumplir en servicio cornunitario.

Afladieron, ademas, que participar en actividades deportivas mantiene a los jOvenes

ocupados y fuera de las calles, mientras tambien promueve que los jóvenes se enfoquen

en su salud fisica y ernocional. El DEPR indico que lo propuesto en Ia medida se alinea

con las iniciativas contenidas en ci Plan de Gohierno de Ia presente administracion que

buscan fomentar e incentivar que los estudiantes participen en actividades

extracurriculares corno las descritas anteriormente; y de aumentar las posibilidades de

que los estudiantes atletas puedan ser becados en universidades.

El DRD indicO que la ExposiciOn de Motivos de Ley 26-2009 estableciO, como

polItica pUblica del Gobierno de Puerto Rico, auspiciar servicios que promuevan una

mejor calidad de ‘ida para los puertorriqueflos y fornenten los valores fainiliares.

AnadiO que para alcanzar dicho fin era necesario desarrollar iniciativas que motiven a

nuestros jOvenes a participar en actrvidades dirigidas a mejorar Ia calidad de ;‘ida en Ia

sociedad. La Ley 26-2009 permite que los candidatos a graduaciOn establezcan lazos con



su cornunidad y, adernas, promueve Ia parhcipaciOn en actividades extracurriculares y

ci comprorniso con ci bien cornUn.

Dc otra parte, el DRD indico que Ia práctica del deporte propicia ci desarrollo de

destrezas motoras, disciplinarias, comunicativas, sociales y de Iiderazgo. AnadiO que,

en sintonla con ci plan programático del gobierno, el DRD fornenta ci desarrollo pleno

de nuestros niflos y jOvenes atletas, como tambien que estos puedan encontrar un

balance, adecuado v saludable, entre la actividad deportiva
‘

Ia acadernica. Finalmente,

Ia referida agencia seflalO que las iniciativas contenidas en ci proyecto concurren con las

prornovidas por esta.

CONCLUSION

For todo lo antes expuesto, la CornisiOn de EducaciOn y Reforma Universitaria

del Senado recomienda Ia aprohaciOn del Proyecto de la Camara 1725.

Respetuosamente sometido,

Hon. Axel (Ch o) Roque Gracia

Presi dente

CornisiOn de EducaciOn y

Reforma Universitaria
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Referido a Ia CornisiOn de Turismo y Bienestar Social

LEY

Para enmendar el Articulo 4 de Ia Ley 26-2009, segün enmendacta, conocida como “Ley
del Proyecto Cornunitario Estudiantil”, a los fines de disponer que podra ser parte
del servicio cornunitario a realizarse por los estudiantes, la participaciOn en
activiclades lievadas a cabo por clubes y/o asociaciones deportivas fuera de la
escuela; y para otros fines relacionados.

EXPOSICION DE MOTIVOS

La Ley 26-2009, segtn enmendada, mejor conocida como “Ley del Proyecto
Estudiantil Comunitario”, establece corno requisito indispensable para los estudiantes
del sisterna de educaciOn publica del nivel superior que realicen cuarenta (40) horns de
trabajo comunitario. A tales efectos, Ia antedicha Ley crea el “Provecto de Servicio
Comunitario EstudiantiV’, adserito al Departarnento do EducaciOn.
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Esta legislacion se creO tornando como base Ia aspiraciOn del Programa de dirigir

a los estudiantes prOximos a graduarse de escuela superior a relacionarse y conectarse

con ci mundo al cual han de introducirse prOximamente, de manera que se genere un

enlace activo y dinamico entre Ia escuela y Ia cornunidad que le rodea. Como bien indica

dicha legislaciOn, la apatfa al servicio comunitario que indudahiemente sufre nuestra

juventuci, carnbiara en Ta medida en que estos jOvenes participen de actividades

extracurriculares y perciban los beneficios que conlieva ci trabajo colectivo en aras del

hienestar social y, en ocasiones, personal.

La práctica del deporte en clubes y/ o asociaciones deportivas fuera de horario

escolar tamhien logra el propOsito de que los estudiantes estén expuestos a diferentes

entornos de cara a los retos universitarios que enfrentarán, mientras promovemos estilos

de vida activos a travEs del deporte.

Nuestra adrninistracion reconoce la importancia del deporte en Ia sociedad y los

beneficios intrInsecos que trae consigo Ia práctica de este. Precisamente, el Plan para

Puerto Rico, que ci pueblo avalO ci 8 de noviembre de 2016, recoge iniciativas especificas,

como Ia presente medida, para fomentar y promover la participaciOn de Ia juventud en

actividades deportivas formales. Especificarnente en Ia página 147, nos comprometimos

con fomentar e incentivar a los estudiantes a participar en actividades ilevadas a cabo por

clubes y/o asociaciones deportivas fuera de la escuela, considerando las horas de

entrenarniento y competencias de dichos estudiantes como parte de las horas de trabajo

comunitario requeridas para graduarse. Igualmente, esta medida ayudara a que los

estudiantes que son atletas puedan aumentar sus posibilidades de ser hecados en las

univ ersidades.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DL PUERTO RICO:

SecciOn 1.-Se enmienda ci Articulo 4 de Ia Ley 26-2009, segán emTlendada,

2 conocida como “Ley del Proyecto Comunitario Estudiantil”, para que lea como sigue:

3 “ArtIculo 4.-Qpciones de Servicio Cornunitario

4 Corno parte de las distintas opciones de servicio cornunitario a realizarse

5 por los estudiantes por virtud de esta Ley, estos podran ilevar a cabo las siguientes

6 labores y/o actividades.

7 A- Mantenimiento y acondicionamiento de los planteies escolares.

S A esos fines, se dispone que tanto el Departamento de EducaciOn,
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1 asI como Ia Oficina para el Mejorarniento de las Escuelas Pi5blicas

2 yb la Autoridad de Edificios Publicos, provean a los estudiantes

3 que Ilevan a cabo tareas de servicio comunitario, los materiales

4 necesarios para hacer mejoras a Ia planta fisica, de pintura, de

5 ornato y remozamiento de los planteles escolares. El Secretario

6 de EducaciOn tendra Ia encornienda de determinar las labores a

7 realizarse, tornar las medidas necesarias para evitar posibles

8 riesgos a la seguridad de los estudiantes y cerciorarse de que las

9 cubiertas de seguros con las que actualmente cuenta ci

10 Departamento, son suficientes para Ia consecuciOn de las

11 disposiciones de esta Ley.

12 B- Actividades ilevadas a cabo por clubes y/o asociaciones

13 deportivas fuera de la escuela, A esos fines, se dispone que tanto

14 ci Departamento de Educacion, corno ci Departamento de

15 RecreaciOn y Deportes, proveerán a los estudiantes las

16 herramientas y orientaciOn necesaria para poder validar las horas

17 de entrenarniento de los jOvenes participantes en actividades en

18 clubes y/o asociaciones deportivas fuera de Ia escuela, como

19 parte de su trabajo cornunitario. El Departarnento de RecreaciOn

20 y Deportes certificara que estos clubes y asociaciones estén

21 debidamente registrados y certificados.”

22 SecciOn 2.-Vigencia



4

1 Esta Ley entrará en vigor inmediatarnente despues de su aprobaciOn.



  A-18 

 

       
GOBIERNO DE PUERTO RICO 

18va Asamblea     1ra  Sesión  
        Legislativa  Ordinaria 
        

SENADO DE PUERTO RICO 

    P. del S. 307 
 

           6 de febrero de 2017 

Presentado por los señores Rivera Schatz; Seilhamer Rodríguez; Ríos Santiago; Martínez 

Santiago; Berdiel Rivera; Correa Rivera; Cruz Santiago; la señora Laboy Alvarado; los señores 
Laureano Correa; Muñiz Cortés; Nazario Quiñones; Neumann Zayas; las señoras Nolasco 

Santiago; Padilla Alvelo; Peña Ramírez; los señores Pérez Rosa; Rodríguez Mateo; Romero 

Lugo; Roque Gracia; las señoras Vázquez Nieves y Venegas Brown 
 

Referido a la Comisión de Seguridad Pública 

 

LEY 
Para enmendar las Reglas 3, 5, 10, 22, 23, 35, 111, 220, 228; derogar la Regla 6.1 y sustituirla 

por una nueva; derogar el inciso (n) de la Regla 64 y sustituirlo por uno nuevo; y derogar la 
Regla 218 de las de Procedimiento Criminal de 1963, según enmendadas, a los fines de 
añadir ciertos delitos para los cuales, al momento de fijarse la fianza, los imputados tengan 
que estar sujetos a supervisión electrónica bajo el Programa de Servicios con Antelación al 
Juicio, no se les permita el beneficio del pago del diez por ciento (10%) en efectivo, y no se 
le difiera la misma; requerir que no se divulgue en la denuncia la dirección y demás 
circunstancias personales de las víctimas y testigos de delito; requerir a los funcionarios del 
orden público que hagan un arresto sin orden del tribunal, que antes de que lleven a la 
persona detenida ante el magistrado, procedan a ficharla mediante foto y huella a menos que 
circunstancias excepcionales se lo impidan; disponer que en la vista preliminar se podrá 
presentar la prueba de campo de sustancias controladas y los estimados de daños, cuantías o 
reparaciones, sin que sea necesario el testimonio de las personas que preparen tales 
documentos; simplificar el lenguaje de las Reglas 6.1, 64(n) y 218; disponer que, siempre 
que un acusado renunciare a juicio por jurado, se necesitará la anuencia del Ministerio 
Público y el consentimiento del Tribunal para la renuncia; requerir que ningún fiador pueda 
prestar fianza a favor de un imputado si es o fue abogado de éste en cualquier caso civil o 
criminal o si tiene o tuvo algún interés económico con éste; hacer enmiendas técnicas; 
enmendar el Artículo 1 de la Ley Núm. 45 de 1 de junio de 1983; a los fines atemperarlo a 
las enmiendas realizadas a las Reglas de Procedimiento Criminal; y para otros fines 
relacionados.  
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
Los puertorriqueños son víctimas de la violencia, daño colateral de una economía subterránea 

respaldada por el trasiego de drogas y agravada por la crisis económica que ha dejado a miles de 

puertorriqueños sin empleo.  Mientras, la criminalidad en Puerto Rico presenta un panorama 

sombrío, minado de casquillos de balas, asesinatos, trasiego de drogas y robos que nos dejan ver 

una dura realidad a todos. El aumento en la delincuencia juvenil, exacerbado por la alta 

deserción escolar ha contribuido a que a calidad de vida de la Isla se vea afectada. 

 

El Plan Anti Crimen que el Gobernador, Ricardo Rosselló Nevares, propuso en el Plan para 

Puerto Rico está compuesto de varias fases que funcionan de manera integrada y en sinergia, por 

lo que su éxito redunda en implementar medidas de prevención punitiva, prevención correctiva y 

la prevención correctora. Dichas acciones están acompañadas de la anticipación, el 

reconocimiento, la evaluación de los resultados, acción inmediata y la reducción y eliminación 

del riesgo. 

 

Por décadas, Puerto Rico ha venido atravesando por una ola de criminalidad, que para 

muchos, parece no tener solución. Los crímenes se cometen sin mirar hora, día ni lugar. Se 

cometen a plena luz del día, en centros comerciales, en la calle, hogares, negocios, etc. El 

puertorriqueño no se siente seguro en ninguna parte y esta situación no puede continuar. Este 

Gobierno está comprometido con nuestros ciudadanos y su seguridad, y nos mantenemos 

positivos en que podremos combatir la criminalidad.    

 

En la actualidad, hay mucha desconfianza de la ciudadanía en el sistema de justicia de Puerto 

Rico.  Esa desconfianza, ha llevado al pueblo a optar por no perseguir aquellas causas criminales 

de las cuales son víctimas en innumerables ocasiones. Tan reciente como el 2015, vimos como 

un juez del Tribunal de Primera Instancia de Puerto Rico fue encontrado culpable en la esfera 

federal de cargos de corrupción judicial al absolver a un amigo suyo de un caso criminal a 

cambio de regalías. Casos como este, no pueden volver a ocurrir. Es imperativo que nuestra 

gente pueda recobrar la confianza en nuestras instituciones públicas, incluyendo el Departamento 

de Justicia y la Rama Judicial. En ese sentido, estas enmiendas a las Reglas de Procedimiento 
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Criminal, son un paso de avance para tratar de prevenir que asuntos como este ocurran en el 

futuro. 

 

El Artículo II, Sección 11 de la Constitución de Puerto Rico, recoge el derecho de todo 

acusado por delito grave a que su juicio se ventile ante un jurado imparcial compuesto por doce 

vecinos de su distrito.  Esta es la regla general constitucional concerniente a este derecho. No 

obstante, esta Asamblea Legislativa entiende, como lo ha entendido también el Tribunal 

Supremo, que el derecho constitucional es a ser juzgado por un jurado, no a renunciar al mismo y 

ser juzgado por un juez.  

 

La Regla 111 recoge lo dispuesto por la jurisprudencia interpretativa sobre el derecho a juicio 

por jurado y su renuncia, tanto a nivel federal como estatal.  En Singer v. United States, 380 US 

24 (1965), el Tribunal Supremo de los Estados Unidos se expresó sobre el particular y expuso 

que la Constitución de Estados Unidos garantiza, en su Artículo III y la Sexta Enmienda, que las 

causas criminales se vean por jurado y que éste sea un jurado imparcial, respectivamente, y nada 

se dispone sobre la renuncia a juicio por jurado.  La máxima curia ha sido enfática al determinar 

que el hecho de que un ciudadano tenga un derecho constitucional, no necesariamente implica 

que dicho ciudadano pueda insistir en lo contrario a ese derecho. Por lo que, concluyen que no 

existe un derecho constitucional que garantice la renuncia a juicio por jurado, y que los 

ciudadanos tienen derecho a juicio por jurado, sin embargo, no tienen derecho a juicio por 

tribunal de derecho. 

 

Sobre este particular, el Tribunal Supremo de Puerto Rico resolvió en Pueblo v. Borrero 

Robles, 113 D.P.R. 387 (1982), que al amparo de la citada regla procesal, después de comenzado 

el juicio, el acusado sólo puede renunciar al derecho a juicio por jurado a discreción del Tribunal.   

 

En el citado caso, el Tribunal Supremo esbozó algunos de los factores que se deben tomar en 

consideración al momento de aceptar una renuncia al jurado, después de comenzado el juicio. 

Entre dicho factores se encuentran: posibles trastornos a la administración de la justicia; 

tardanza de la defensa en presentar la petición de renuncia, peso de las razones que aduzca 

la defensa para fundamentar su petición; la posición del Ministerio Público al respecto y la 
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existencia o no de condiciones que puedan amenazar el derecho a un juicio justo e 

imparcial. Véase además, O.E. Resumil, Sumario de Derecho Procesal Penal Puertorriqueño, 

6ta. ed. rev., Inst. para el Desarrollo del Derecho, Inc., 2001, a la pág. 168.  De igual forma, antes 

de aceptar la renuncia de un acusado a su derecho a juicio por jurado, el juez de instancia tiene la 

obligación de explicar al acusado lo que significa la renuncia a ese derecho y de apercibirle de 

las consecuencias del mismo.  Regla 111 de Procedimiento Criminal, supra; E.L. Chiesa, 

Derecho Procesal Penal de Puerto Rico y Estados Unidos, Ed. Forum., Tomo III, 1991, a la pág. 

367. 

 

En el caso de Borrero Robles, el Tribunal Supremo concurrió con lo expresado en Singer, y 

expuso que en nuestra Constitución tampoco existe el derecho a renunciar a juicio por jurado. La 

Constitución de Estados Unidos al igual que la Constitución de Puerto Rico garantiza el derecho 

a juicio por jurado en causas criminales, pero no así, la renuncia al juicio por jurado.   

 

Valga destacar que, posteriormente, la Regla 111 de Procedimiento Criminal, supra, fue 

enmendada de forma sustancial mediante la Ley Núm. 86 de 9 de julio de 1986.  A esos efectos, 

la Exposición de Motivos de la Ley Núm. 86 dispone que: 

 

[El] derecho a renunciar al juicio por jurado no es, sin embargo, absoluto ya 

que el Tribunal Supremo de Puerto Rico, ha establecido que una vez comenzado 

el juicio, el juez goza de discreción para permitir o no que el proceso continúe 

ante el tribunal de derecho.  

 

Mediante la presente enmienda, nos proponemos incorporar esa doctrina al 

texto legal. Además, estamos requiriendo que para proteger debidamente a la 

sociedad sea necesario el consentimiento del Ministerio Público, sin el cual el 

tribunal no podría aprobar la renuncia al juicio por jurado una vez comenzado el 

juicio.  

 

Como vemos, la intención clara y expresa de la Asamblea Legislativa fue a los efectos de 

que, luego de ejercido el derecho a ver el caso por jurado y una vez comenzado el juicio, el 
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tribunal no pueda aprobar la renuncia al juicio por jurado sin el consentimiento del Ministerio 

Público. Y es que, en efecto, una vez comenzado el juicio, el acusado no tiene un derecho 

constitucional a renunciar al jurado.  A esos efectos, en Pueblo v. Rivero, Lugo y Almodóvar, 

121 D.P.R. 454, 468-471 (1988), el Alto Foro expresó, citando a Pueblo v. Guzmán Vélez, 100 

D.P.R. 198, 203 (1971), que: 

 

No perdamos de vista que el derecho que garantiza nuestra Constitución 

es el de juicio por jurado, no el de la renuncia al jurado, y aunque 

taxativamente la Constitución no expresa este último derecho es claro que la 

Convención Constituyente quiso que pudiera ejercerse. Tal intención no 

significa que el acusado tenga derecho a insistir en un juicio por tribunal de 

derecho una vez haya ejercido el derecho a que se ventile por jurado y que, 

como cuestión de hecho el juicio haya comenzado. Reiteramos que siendo el 

juicio por jurado un derecho con rango constitucional, no constituye violación 

del mismo el que el juzgador en el uso de su sana discreción se niegue a aceptar 

la renuncia a ese derecho luego de comenzada la vista del caso y la presentación 

de la prueba. Tal actuación del juez de instancia no viola el debido 

procedimiento de ley. Por el contrario, su negativa conlleva el disfrute del 

derecho que precisamente le garantiza la Constitución.‟ 

 

Por último, en Pueblo v. Borrero Robles, 113 D.P.R. 387, 393-394 (1982), al 

ratificar lo afirmado en Pueblo v. Rivera Suárez, ante, y Pueblo v. Guzmán 

Vélez, ante, específicamente resolvimos que no existe un derecho constitucional 

a renunciar al jurado. Resulta, en adición, significativo el hecho de que en dicho 

caso, al enumerar algunos de los factores que el juez que preside el proceso 

debía tomar en consideración para conceder o denegar la solicitud de renuncia, 

incluimos el de „las contenciones del Ministerio Público sobre el particular . . .‟. 

Esto es, aun con anterioridad a la aprobación de la citada Ley Núm. 86 los 

tribunales de instancia, al ejercer su discreción en relación con esta materia, 

venían en la obligación de tomar en consideración la posición del Ministerio 
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Fiscal al respecto. Lo que la referida Ley Núm. 86 hizo fue exigirlo como 

requisito. 

 

Somos del criterio, y así lo resolvemos, que desde el punto de vista 

constitucional no existe impedimento alguno para que el legislador 

reglamente la materia de la renuncia al derecho a juicio por jurado -

determinando que la misma esté sujeta a la sana discreción del tribunal y/o 

exigiendo que el Ministerio Público dé su anuencia- por razón de que no 

existe un derecho constitucional a renunciar al derecho a juicio por jurado. (citas 

omitidas). 

 

(Énfasis suplido). 

 

Así, pues, desde Pueblo v. Rivero, Lugo y Almodóvar, supra, nuestro Tribunal Supremo 

reconoció la validez de la enmienda a la Regla 111 introducida en virtud de la Ley Núm. 86, 

conforme a la cual se requiere el consentimiento del Ministerio Público para que el juez pueda 

-en el ejercicio de su discreción y a la luz de otros factores- determinar si autoriza una renuncia 

tardía al derecho a juicio por jurado que cobija a todo acusado.    

 

 Es menester señalar, que el gobierno federal, así como muchos estados, tienen 

disposiciones similares a la propuesta en esta Ley.  La Regla 23 de las Reglas Federales de 

Procedimiento Criminal, establecen que los juicios serán por jurado a menos que el acusado 

renuncie a su derecho a juicio por jurado por escrito, el Gobierno (fiscal) consienta y el tribunal 

autorice.    

 

Esta enmienda tiene como objetivo principal, el proveerle herramientas adicionales al 

Ministerio Público para que pueda cumplir con mayor eficacia su labor de investigar las acciones 

delictivas y el procesamiento criminal de los responsables de estas acciones.  Además, tienen 

como objetivo, el devolverle a la ciudadanía la confianza en nuestro Sistema Judicial Criminal.  
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Esta Asamblea Legislativa reconoce que la renuncia a juicio por jurado no está cobijada en la 

Constitución Federal por lo que, es discrecional de cada estado el decidir si desea otorgarla como 

un derecho o si desea condicionarla. Aunque la Constitución de Puerto Rico garantiza el derecho 

a juicio por jurado, no impide que podamos condicionar la renuncia. Siendo así, hemos 

determinado que se debe condicionar la misma para requerir el consentimiento del Ministerio 

Público.  

 

Por otro lado, estamos conscientes que la fianza es un derecho de rango constitucional. El 

derecho a fianza está comprendido en la Sección 11 del Artículo II de la Carta de Derechos de la 

Constitución de Puerto Rico, la cual dispone que todo acusado tiene derecho a quedar en libertad 

bajo fianza antes de mediar un fallo condenatorio.  Además, se dispone que las fianzas impuestas 

no serán excesivas. Véase Art. II, Sec. 11, de la Constitución de Puerto Rico.  De este modo, en 

Puerto Rico, el derecho a permanecer libre bajo fianza antes de recaer fallo condenatorio es 

absoluto, por lo que impide al Estado su negación y ampara a toda persona imputada de delito. 

O.E. Resumil, Derecho Procesal Penal, Equity Publishing Co., 1990, T. I, Cap. 6, a la página 

136.  

 

Ahora bien, no hay impedimento para que esta Asamblea Legislativa pueda regular la fianza 

y hasta imponer condiciones a la fianza para la libertad en espera del juicio. Lo que no puede 

autorizarse, por imperativo constitucional, es la detención preventiva sin derecho a libertad bajo 

fianza. Véase E. L. Chiesa Aponte, Derecho procesal penal de Puerto Rico y Estados Unidos, 

Colombia, Ed. Forum, 1992, V. II, Cap. 17, Sec. 17.4, a la página 468.A los fines de proteger 

tanto al individuo como a la sociedad, el legislador, a base de un balance de intereses, estableció 

en las Reglas 6.1 y 218 de las de Procedimiento Criminal unos parámetros para la fijación de la 

cuantía y la imposición de condiciones para la fianza, basados en el principio de 

individualización. 

 

Por eso, la Asamblea Legislativa se propone enmendar las Reglas de Procedimiento Criminal 

a fin de establecer condiciones más restrictivas a la fianza que un juzgador vaya a imponer a 

personas imputadas de ciertos delitos graves o cuando la persona tenga una reincidencia grave o 

habitual. Ello, ante el peligro que representa el aumento en la incidencia criminal para nuestros 
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ciudadanos, particularmente los delitos cometidos por individuos que se encontraban bajo fianza 

al momento de delinquir. Es el momento de tomar acción afirmativa y enmendar las reglas de 

procedimiento criminal para establecer de forma obligatoria condiciones más estrictas al derecho 

a la fianza en ciertos delitos muy serios (como el de trata humana, aborto cometido por la fuerza, 

robo, agresión grave en su modalidad mutilante, disparar un arma de fuego en un sitio público o 

abierto al público, posesión y distribución de pornografía infantil.), que al día de hoy están al 

margen de esa obligatoriedad.  

 

Actualmente, la regulación legal pertinente al derecho a  fianza está contenida en las Reglas 

6.1 y 218 de Procedimiento Criminal, las cuales detallan la forma en que se impondrá y aceptará 

la misma en los tribunales de Puerto Rico.  Estas reglas constituyen los fundamentos principales 

alrededor de los que gravita el poder o facultad de los tribunales de instancia para fijar, aceptar y 

revisar la prestación de fianzas en casos criminales, en el descargo del mandato de nuestra 

Constitución. Pueblo v. Morales Vázquez, 129 D.P.R 379, 386-387(1991). 

 

En la Regla 6.1 y 218 se imponen una serie de condiciones para ciertos delitos de naturaleza 

grave, reconociendo que las personas arrestadas por delito no serán restringidas innecesariamente 

de su libertad antes de mediar fallo condenatorio y que la fianza impuesta no puede ser excesiva.  

Estas Reglas hacen un balance entre el derecho constitucional a la fianza y la necesidad de 

proteger a la ciudadanía mediante condiciones razonables a los imputados de ciertos delitos 

graves altamente reprochables. Para ello, se le impone al Tribunal la obligación de imponer 

condiciones más restrictivas como la de supervisión electrónica, y se le prohíbe imponer fianza 

con el beneficio del diez por ciento (10%) en efectivo o diferir la misma en esos delitos.   

 

Aunque estas condiciones compulsorias, y otras especificadas en la Regla 218, han servido 

bien como medidas de protección social, lo cierto es que todavía existen delitos tan, o más 

graves, que los que ya están regulados, que escapan a la obligatoriedad del condicionamiento 

más restrictivo de la fianza. Es por eso que entendemos meritorio añadir ciertos delitos para 

requerir que los imputados estén sujetos a las condiciones más restrictivas. Además, sustituimos 

el lenguaje de las Reglas 6.1 y 218 por uno nuevo, con el fin de que se haga más fácil su 

entendimiento y aplicación en la práctica.    
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A su vez, se enmiendan las Reglas 5 y 35 de Procedimiento Criminal para establecer que en 

la denuncia no se hará constar la edad, dirección y demás circunstancias personales de la víctima 

o testigo de delito cuando se impute un delito grave o menos grave y que, en su lugar, se podrá 

identificar por medio de sus iniciales. Además, se establece que esta información solamente 

podrá ser divulgada cuando exista una clara necesidad por ser relevante a los hechos del caso. 

Esto se hace en consonancia con el Artículo 2, inciso (c) de la Ley Núm. 22 del 22 de abril de 

1988, según enmendada, conocida como “Carta de Derechos de las Víctimas y Testigos de 

Delito”, que establece que las víctimas de delito pueden exigir que se mantenga la 

confidencialidad de la información sobre su dirección y números telefónicos cuando así lo estime 

necesario para su seguridad personal y de sus familiares, así como, el privilegio de la 

comunicación habida entre la víctima y su consejero. A estos fines, la Ley dispone que la 

dirección residencial y de negocio, así como los números de teléfonos de una víctima o testigo de 

un crimen se mantendrá confidencial. Conforme a la Ley, durante el juicio o una vista 

relacionada con un procedimiento criminal, el tribunal ordenará que la dirección residencial y la 

de negocio, así como los teléfonos de la víctima del crimen no se divulguen en corte abierta y 

que no se le exija a la víctima informar, a preguntas de la defensa o el fiscal, la dirección o 

teléfono, a menos que el tribunal determine que existe una clara necesidad para tal divulgación 

porque la información es necesaria y relevante a los hechos del caso. Véase Art. 2(c) de la Ley 

Núm. 22, supra.  

 

Ciertamente lo que se busca con esta enmienda es proteger toda la información personal de la 

víctima de delito para evitar que pueda ser mal utilizada en su contra, como represalia, por el 

imputado a alguna otra persona. Por eso se interpone la figura del juez para que, cuando exista 

una clara necesidad de que dicha información se le descubra a la defensa, lo pueda hacer, 

siempre salvaguardando la seguridad de la víctima y sus familiares.  

 

De otra parte, se enmienda la Regla 22 de Procedimiento Criminal para exigirles a los 

funcionarios del orden público, que lleven a fichar a un detenido por la comisión de delito grave 

antes de conducirlo ante un magistrado. El propósito es establecer como la mejor práctica que se 

le tomen huellas y foto a la persona detenida antes del procedimiento de Regla 6, porque en 
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muchas ocasiones después de la determinación de causa probable no se hace la gestión. Es 

sumamente importante entrar esta data en los sistemas oficiales de inteligencia del Estado para 

saber si la persona detenida está vinculada a otros delitos, si tiene alguna orden de arresto 

pendiente, si es reincidente, si está evadida de las autoridades locales o federales, etc. Lo que se 

busca es nutrir la data oficial para tener una herramienta efectiva en la lucha contra el crimen. 

Esta información les permitirá a los funcionarios del orden público, presentársela a un 

magistrado para que éste tenga todos los elementos de juicio necesarios al imponer la fianza. 

Además, permitirá que se hagan todas las gestiones de rigor para que, en caso de que existan 

órdenes de arresto en contra del imputado o esté evadido de las autoridades, se les informe a los 

componentes pertinentes para que se tomen las acciones necesarias de inmediato.  

 

Asimismo, se enmienda la Regla 23 de Procedimiento Criminal para aclarar que se podrá 

presentar la prueba de campo realizada por los agentes del orden público, o los estimados de 

daños, cuantías o reparaciones realizados por personas con conocimiento, experiencia o destreza, 

sin la necesidad de que éstos presten testimonio en vista preliminar. Ciertamente estamos 

conscientes que a nivel de juicio es imprescindible que estas personas estén presentes para poder 

ser contrainterrogados por la defensa, de conformidad con el derecho constitucional a carearse 

con los testigos que poseen los acusados. Véanse: Pueblo v. López Guerrido, 179 D.P.R. 950; 

Meléndez Díaz v. Massachusets, 129 S Ct. 2527 (2009). Sin embargo, la vista preliminar es una 

etapa intermedia cuya génesis es estatutaria y no constitucional, por lo que los imputados no 

tienen los mismos derechos que albergan bajo un juicio plenario. Véase Pueblo v. Andaluz 

Meléndez, 143 D.P.R. 656, 661-662 (1997).1 Es sabido que no se trata de un mini-juicio y, por 

disposición de las propias Reglas de Evidencia, las referidas normas no obligan al magistrado 

que preside la vista preliminar.  

                                                           
1 Sobre la naturaleza de la vista preliminar el Tribunal Supremo ha expresado que la función básica de esta vista está 
limitada a la determinación de existencia o no de causa probable para creer que se ha cometido un delito y que el 
mismo ha sido cometido por el acusado; su función no es establecer la culpabilidad o inocencia del acusado, sino 
determinar si en efecto el Estado tiene adecuada justificación para continuar con un proceso judicial; la vista 
preliminar no es un mini-juicio y una vez quedan establecidos todos los elementos del delito y la conexión del 
imputado con el mismo a base de evidencia legalmente admisible a tenor con las Reglas de Evidencia en vigor en 
ese momento, se justifica una determinación de causa probable; con la determinación del magistrado en esta etapa 
no se adjudica definitivamente la responsabilidad del imputado, ni siquiera queda expuesto a ser convicto, sino que 
el proceso pasa para su adjudicación final, la fase a la que la Constitución se refiere en particular detalle; el juicio en 
su fondo es el momento realmente culminante y crítico. Pueblo v. Andaluz Meléndez, 143 D.P.R. 656, 661-662 
(1997); Pueblo v. González Pagán, 120 D.P.R. 684 (1988). 



 
 

11 
 

 

Ya en el pasado la Legislatura ha aprobado medidas de esta naturaleza como lo fue la Ley 

Núm. 281-2011 donde se dispuso que el fiscal no tiene que sentar a declarar a un perito forense 

en vista preliminar, y que puede optar por presentar solamente el informe forense preparado por 

el perito. Por eso, aunque en la vista preliminar el Ministerio Fiscal debe presentar evidencia 

legalmente admisible en un juicio plenario sobre todos los elementos del delito imputado en la 

denuncia y su conexión con el imputado, esta enmienda no viola ese requerimiento porque en el 

juicio dicha evidencia será admisible si el fiscal presenta el testimonio del agente que prepara la 

prueba de campo o de la persona que prepara el estimado, al igual que ocurre hoy día con los 

peritos forenses. La finalidad es agilizar los procesos en esta etapa, para evitar dilaciones 

innecesarias. De esta forma, se tutela el interés público de que los procesos judiciales se 

conduzcan con celeridad para procurar justicia rápida.  

 

De otra parte, se enmienda el inciso (n) de la Regla 64 de Procedimiento Criminal a los fines 

de brindar mayor claridad a su lenguaje, eliminar disposiciones anacrónicas y puntualizar los 

términos que corresponden a cada etapa del proceso. Ello brindará mayor certeza y promoverá 

un proceso más ordenado. Así por ejemplo, se establece un nuevo término de diez (10) días 

laborables para que el Ministerio Fiscal presente la acusación desde la determinación de causa 

probable para acusar en vista preliminar o vista preliminar en alzada. Antes, el término de 

presentar la acusación se entrelazaba con el término que se tiene para celebrar la vista preliminar, 

lo que provocó que el Tribunal Supremo tuviera que, por virtud de fiat judicial, conceder dos (2) 

días laborables adicionales para corregir ese sin-sentido y permitirle al fiscal presentar la 

acusación cuando se determinaba causa para acusar el último día de los términos de vista 

preliminar. Véase Pueblo v. Cartagena Fuentes,  152 D.P.R. 243 (2000).  

 

Se enmienda la Regla 220 de Procedimiento Criminal para disponer como requisito para ser 

fiador, que no tenga o haya tenido con el imputado de delito algún tipo de interés económico o 

relación de abogado cliente. Se trata de una medida que pretende la transparencia y honestidad 

total hacia el tribunal con relación a la responsabilidad que debe tener todo fiador. Esto se hace 

de forma profiláctica para evitar que los imputados se evadan de la jurisdicción del tribunal a 

ciencia o paciencia del fiador, o peor, con la ayuda de éste. Se promueve, pues, que la relación 
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entre el fiador y el imputado de delito esté libre de toda mácula, y que el fiador vele, eficaz y 

proactivamente, porque el imputado comparezca al tribunal durante todas las etapas del proceso, 

y se someta a todas las órdenes y citaciones que ello conlleva.  

 

Además, se enmiendan otras reglas de manera técnica para adaptarlas a enmiendas de otras 

leyes y para adaptarlas a las enmiendas de esta Ley. En resumen, este proyecto es un esfuerzo 

adicional para impartirle mayor certeza y celeridad a los procesos mediante términos más claros, 

reglas más inteligibles; protege la identidad e información de las víctimas de delito; protege a la 

ciudadanía en general de delincuentes que cometan ciertos delitos graves por medio de 

condiciones obligatorias para la fianza; busca garantizar que los fiadores cumplan a cabalidad 

sus funciones sin ningún tipo de atadura con el imputado y, en general, provee mejores 

herramientas para lograr combatir el crimen con mayor eficacia.   

 

Como mencionáramos anteriormente, la ciudadanía necesita restablecer entera confianza en 

nuestro sistema criminal y de justicia. El compromiso de esta Asamblea Legislativa en la lucha 

contra el crimen es inquebrantable. Es hora de tomar todas las medidas necesarias para adelantar 

esa causa. Esta Ley sin duda es un paso en la dirección correcta.  

 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

Artículo 1.- Se enmienda la Regla 3 de las de Procedimiento Criminal de 1963, según 1 

enmendada, para que lea como sigue: 2 

“Regla 3. — Magistrados. 3 

Un magistrado es un funcionario con autoridad para dictar una orden de arresto contra 4 

una persona a quien se le imputa un delito. Son magistrados los jueces del Tribunal Supremo, los 5 

jueces del Tribunal de Apelaciones y los jueces del Tribunal de Primera Instancia[, los jueces del 6 

Tribunal de Distrito y los jueces de paz].” 7 



 
 

13 
 

Artículo 2.- Se enmienda el primer párrafo de la Regla 5 de las de Procedimiento 1 

Criminal de 1963, según enmendada, para que lea como sigue: 2 

“Regla 5. — La denuncia.  3 

La denuncia es un escrito firmado y jurado que imputa la comisión de un delito a una o a 4 

varias personas. Cualquier persona que tuviere conocimiento personal de los hechos que 5 

constituyen el delito imputado en la denuncia tendrá capacidad para ser el denunciante. El 6 

Ministerio Público y los miembros de la Policía Estatal, en todos los casos, y otros funcionarios y 7 

empleados públicos, en los casos relacionados con el desempeño de sus deberes y funciones, 8 

podrán, sin embargo, firmar y jurar denuncias cuando los hechos constitutivos del delito les 9 

consten por información y creencia. No se hará constar en la denuncia la dirección, edad y 10 

demás circunstancias personales de la víctima o testigo de delito cuando se impute un delito 11 

grave o menos grave, a menos que el tribunal determine que existe una clara necesidad para tal 12 

divulgación porque la información es necesaria y relevante a los hechos del caso. Se podrá 13 

identificar a la víctima y los testigos de delito mediante sus iniciales. 14 

…”   15 

Artículo 3.- Se deroga la Regla 6.1 de las de Procedimiento Criminal de 1963, según 16 

enmendada, y se sustituye por una nueva Regla 6.1 para que lea como sigue:  17 

“Regla 6.1. — Fianza hasta que se dicte sentencia; cuando se exigirá. 18 

(a) En casos menos graves.- En todo caso menos grave en que no hubiere derecho a 19 

juicio por jurado, ni sean delitos de carácter violento, no será necesaria la prestación de 20 

fianza, imposición de condiciones o una determinación de fianza diferida para 21 

permanecer en libertad provisional hasta que se dicte sentencia. Se considerarán delitos 22 
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de carácter violento, aquellos cuya comisión envuelva el uso, intento de uso o amenaza 1 

de uso de fuerza física contra la persona o propiedad. En los demás delitos menos graves 2 

que no sean de carácter violento y que no tengan derecho a juicio por jurado, el 3 

magistrado deberá imponer fianza sólo si el fiscal así lo solicita, tomando en 4 

consideración los criterios que establece la Regla 218(b). El magistrado podrá imponer 5 

condiciones de conformidad con la Regla 218(c), motu proprio o a solicitud del 6 

ministerio fiscal, cuando existan circunstancias de orden o interés público. 7 

El fiscal solicitará la prestación de una fianza o la imposición de condiciones de 8 

conformidad con la Regla 218 en todo caso en que la persona arrestada haya sido 9 

convicta por cualquier delito grave, o tres (3) delitos menos graves, cuando se trate de 10 

un no domiciliado en Puerto Rico, cuando no se puedan corroborar los datos sobre 11 

identidad o residencia provistos por el sospechoso, así como cuando el magistrado 12 

determine que existe un riesgo de incomparecencia por parte del sospechoso. 13 

(b) En casos graves o menos graves en que hubiere derecho a juicio por jurado.- 1.14 

 En todo caso grave o menos grave en que hubiere derecho a juicio por jurado el 15 

magistrado exigirá la prestación de fianza al imputado para permanecer en libertad 16 

provisional hasta que se dicte sentencia. En casos apropiados el magistrado podrá 17 

permitirle al imputado permanecer en libertad provisional bajo su propio reconocimiento, 18 

bajo custodia de tercero, bajo fianza diferida o bajo cualesquiera condiciones que estime 19 

pertinentes imponer. El tribunal podrá imponer, motu proprio o a solicitud del Ministerio 20 

Fiscal, condiciones de conformidad con la Regla 218(c).  21 

2.  El tribunal, al fijar fianza, tendrá que imponer las condiciones enumeradas en el inciso (c) 22 

(12) de la Regla 218 y aquellas otras condiciones que estime pertinentes, a las personas a 23 
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quienes se les imputen alguno de los siguientes delitos graves tipificados en el Código Penal 1 

de Puerto Rico:  2 

a. asesinato y su tentativa, 3 

b. genocidio,  4 

c. crímenes de lesa humanidad, 5 

d. agresión grave en su modalidad mutilante, 6 

e. secuestro, 7 

f. secuestro agravado,  8 

g. secuestro de menores;  9 

h. abandono de personas de edad avanzada cuando se ponga en riesgo la vida, salud, 10 

integridad física o indemnidad sexual de la persona,  11 

i. maltrato a personas de edad avanzada,  12 

j. maltrato a personas de edad avanzada mediante amenaza, 13 

k. explotación financiera de persona de edad avanzada, en su modalidad grave, 14 

l. fraude de gravamen contra personas de edad avanzada, 15 

m. robo  16 

n. robo agravado, 17 

o. incendio agravado, 18 

p. utilización de un menor para pornografía infantil, 19 

q. transmisión o retransmisión de pornografía infantil por medio de cualquier medio de 20 

comunicación telemática u otro medio de comunicación, 21 

r. producción de pornografía infantil, 22 

s. posesión y distribución de pornografía infantil, 23 
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t. envenenamiento intencional de aguas de uso público, 1 

u. agresión sexual,  2 

v. actos lascivos si la víctima al momento del hecho es menor de dieciséis (16) años de 3 

edad,  4 

w. trata humana,  5 

x. estrago, 6 

y. aborto cometido por la fuerza, 7 

z. sabotaje de servicios esenciales cuando la comisión del delito resulte en impedir que 8 

una persona solicite o reciba ayuda para su vida, salud o integridad física,   9 

aa. disparar un arma de fuego en un sitio público o abierto al público, en una discoteca, 10 

bar, centro comercial, negocio o establecimiento, o desde un vehículo de motor. 11 

3. Además, el tribunal tendrá que imponer las condiciones enumeradas en el inciso (c) (12) de 12 

la Regla 218, y aquellas otras condiciones que estime pertinentes, a las personas a quienes se 13 

les imputen alguno de los siguientes delitos comprendidos en leyes penales especiales o 14 

cualquier ley que le sustituya: 15 

a. Maltrato intencional de menores según dispuesto en el Artículo 58 de la Ley 246-16 

2011, según enmendada, conocida como “Ley para la Seguridad, Bienestar y 17 

Protección de Menores”;  18 

b. Los siguientes Artículos de la Ley Núm. 4 de 23 de junio de 1971, según enmendada, 19 

conocida como “Ley de Sustancias Controladas de Puerto Rico”:  20 

1. Artículo 401 cuando la transacción envuelva cocaína o heroína o un kilo (2.2 21 

libras) o más de marihuana,  22 

2. Artículo 405 sobre Distribución a personas menores de dieciocho (18) años,  23 
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3. Artículo 408 sobre Empresa Criminal Continua,  1 

4. Artículo 411 sobre empleo de menores,  2 

5. Artículo 411-A sobre Introducción de Drogas en las escuelas e instituciones 3 

recreativas;  4 

c. Los siguientes Artículos de la Ley 404-2000, según enmendada, conocida como “Ley 5 

de Armas de Puerto Rico”: 6 

1. Artículo 2.14 sobre Armas de Asalto, 7 

2. Artículo 5.01 sobre Fabricación, Importación, Venta y Distribución de Armas, 8 

3. Artículo 5.03 sobre Comercio de armas de fuego automáticas,  9 

4. Artículo 5.04 sobre portación y uso de armas de fuego sin licencia cuando el 10 

arma se use en la comisión de un delito o cuando el arma se encuentre cargada 11 

con municiones,  12 

5. Artículo 5.05 sobre portación y uso de armas blancas cuando el arma se use en 13 

la comisión de un delito grave o su tentativa,   14 

6. Artículo 5.07 sobre posesión o uso ilegal de armas automáticas o escopetas de 15 

cañón cortado,  16 

7. Artículo 5.08 sobre posesión o venta de accesorios para silenciar,  17 

8. Artículo 5.09 sobre facilitación de armas a terceros 18 

9. Artículo 5.10 sobre remoción o mutilación de número de serie o nombre de 19 

dueño en arma de fuego,  20 

10. Artículo 5.15 sobre disparar o apuntar armas cuando se dispare cualquier arma 21 

en un sitio público o cualquier sitio, o cuando se apunte con malicia a alguna 22 

persona aunque no le cause daño,  23 
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11. Artículo 5.20 sobre apropiación ilegal de armas de fuego y municiones; 1 

12. Aquellos delitos graves en los cuales se utilice cualquier tipo de arma, según 2 

ésta se define en la Ley 404-2000, supra;  3 

d. Los siguientes artículos de la Ley Núm. 54 de 15 de agosto de 1989, según 4 

enmendada, conocida como “Ley para la Prevención e Intervención con la Violencia 5 

Doméstica”: 6 

1. Artículo 3.2 sobre maltrato agravado, 7 

2. Artículo 3.5 sobre agresión sexual conyugal.  8 

4. A su vez, el tribunal tendrá que imponer las condiciones enumeradas en el inciso (c) (12) 9 

de la Regla 218, y aquellas otras condiciones que estime pertinentes, a las personas que 10 

tengan historial criminal previo y que conforme al Código Penal se les impute 11 

reincidencia agravada o habitual, independientemente de que el delito imputado no esté 12 

comprendido en los mencionados por esta Regla.  13 

5. En todos los casos en que se impute la comisión de los delitos mencionados, el tribunal 14 

contará con el informe de evaluación y recomendación del Programa de Servicios con 15 

Antelación al Juicio que se rinda a tenor con la Ley 151-2014. Sin embargo, bajo ninguno 16 

de los delitos mencionados en este inciso (b), se podrá diferir la fianza ni imponer al 17 

imputado una fianza con el beneficio del pago del diez por ciento (10%) en efectivo. 18 

Además, el tribunal, en estos delitos, tendrá que imponer como condición especial 19 

adicional para quedar en libertad bajo fianza, que el imputado se sujete a la supervisión 20 

electrónica, bajo el Programa de Servicios con Antelación al Juicio.  21 
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6. En caso de que se determine causa probable para arresto en ausencia del imputado, la 1 

fianza que fije el magistrado, sólo podrá ser modificada mediante moción bajo la Regla 2 

218.” 3 

Artículo 4.- Se enmienda la Regla 10 de las de Procedimiento Criminal de 1963, según 4 

enmendada, para que lea como sigue: 5 

“Regla 10. — Arresto; cuando podrá hacerse. 6 

La orden de arresto podrá diligenciarse en cualquier hora del día o de la noche salvo en el 7 

caso de delito menos grave [o en delitos graves de cuarto grado] en cuyo caso el arresto no 8 

podrá hacerse por la noche, a menos que el magistrado que expidió la orden lo autorizare así en 9 

ella.” 10 

Artículo 5.- Se enmienda el inciso (a) de la Regla 22 de las de Procedimiento Criminal de 11 

1963, según enmendada, para que lea como sigue: 12 

“Regla 22. — Procedimiento ante el magistrado. 13 

(a) Comparecencia ante el magistrado.— Un funcionario del orden público que hiciere 14 

un arresto autorizado por una orden de arresto deberá llevar a la persona arrestada sin demora 15 

innecesaria ante el magistrado disponible más cercano. Cualquier persona que hiciere un arresto 16 

sin orden de arresto deberá llevar a la persona arrestada sin demora innecesaria ante el 17 

magistrado disponible más cercano, y si la persona que hiciere el arresto sin orden de arresto 18 

fuere una persona particular, podrá entregar a la persona arrestada a cualquier funcionario del 19 

orden público, quien a su vez deberá llevar a la persona arrestada sin demora innecesaria ante un 20 

magistrado, según se dispone en esta regla. Si la persona que hiciere el arresto sin orden de 21 

arresto fuere un funcionario del orden público, antes de llevar a la persona arrestada ante el 22 
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magistrado disponible más cercano, deberá ficharla mediante la toma de fotografía y huellas 1 

dactilares, cuando se trate de un delito grave y el Ministerio Fiscal haya autorizado la 2 

presentación de cargos, a no ser que existan circunstancias excepcionales que se lo impidan, en 3 

cuyo caso deberán justificarlo al Ministerio Fiscal. Si el magistrado no determina causa 4 

probable para arresto, se le devolverá la foto y las huellas a la persona fichada conforme a las 5 

normas y procedimientos aplicables. Cuando se arrestare a una persona sin que se hubiere 6 

expedido orden de arresto y se le llevare ante un magistrado, se seguirá el procedimiento que 7 

disponen las Reglas 6 y 7, según corresponda. 8 

…” 9 

Artículo 6.- Se enmienda el primer párrafo del inciso (c) de la Regla 23 de las de 10 

Procedimiento Criminal de 1963, según enmendada, para que lea como sigue:  11 

“Regla 23.— Vista preliminar. 12 

(a) Cuándo se celebrará.- ... 13 

… 14 

(c) Procedimiento durante la vista. - La vista iniciará con la presentación de la prueba 15 

del Ministerio Público. Éste pondrá a disposición de la persona imputada las 16 

declaraciones juradas de aquellos testigos que hayan declarado en la vista. La persona 17 

podrá contrainterrogar a estos testigos y ofrecer prueba a su favor. Al hacer la 18 

determinación de causa probable, el tribunal tomará en cuenta la admisibilidad en el 19 

juicio de la evidencia presentada por el Ministerio Público sobre los elementos del delito 20 

y la conexión de la persona imputada con el delito. [En ningún caso será obligatoria la 21 

presentación de informes periciales forenses. Si, a pesar de lo anterior, fueran a 22 
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presentarse los referidos informes de peritos forenses, no será requerido el 1 

testimonio de los peritos forenses durante la vista, sin perjuicio de que el imputado 2 

pueda confrontarlos en el juicio, de determinarse causa probable para acusar.] Para 3 

presentar los informes periciales preparados por peritos forenses, el documento de la 4 

prueba de campo preparado por agentes del orden público, o los estimados de daños, 5 

cuantías o reparaciones preparadas por personas con conocimiento, experiencia o 6 

destreza sobre la materia, no será necesario el testimonio de estas personas, sin 7 

perjuicio de que el imputado pueda confrontarlos en el juicio, de determinarse causa 8 

probable para acusar. En el caso de estimados de daños, cuantías o reparaciones, la 9 

presentación del estimado podrá presentarse por medio de la persona que lo haya 10 

solicitado, quien podrá declarar sobre el conocimiento, experiencia o adiestramiento que 11 

posea la persona que preparó el estimado.  Si a juicio del magistrado la prueba 12 

demostrare que existe causa probable para creer que se ha cometido un delito y que la 13 

persona lo cometió, el magistrado detendrá inmediatamente a la persona para que 14 

responda por la comisión de un delito ante la sección y sala correspondiente del Tribunal 15 

de Primera Instancia; de lo contrario determinará no causa y ordenará que la persona sea 16 

puesta en libertad. El magistrado podrá mantener en libertad a la persona bajo la misma 17 

fianza o determinación de fianza diferida, libertad bajo propio reconocimiento o libertad 18 

bajo custodia de tercero o bajo las mismas condiciones que hubiere impuesto un 19 

magistrado al ser arrestada, o podrá alterar las mismas o imponer una fianza o tomar una 20 

determinación de fianza diferida, libertad bajo propio reconocimiento, libertad bajo 21 

custodia de tercero o condiciones de acuerdo con la Regla 218(c) si éstas no se le 22 

hubiesen impuesto, y si a juicio del magistrado ello fuere necesario. No obstante lo 23 
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anterior el magistrado no podrá alterar la fianza fijada o la determinación de fianza 1 

diferida, libertad bajo propio reconocimiento o libertad bajo custodia de tercero o 2 

condiciones impuestas por un magistrado de categoría superior, a menos que en la vista 3 

preliminar se determine causa probable por un delito inferior al que originalmente se le 4 

imputó a la persona. Después de que terminare el procedimiento ante él, el magistrado 5 

remitirá inmediatamente a la secretaría de la sección y sala correspondiente del Tribunal 6 

de Primera Instancia todo el expediente relacionado con dicho procedimiento, incluyendo 7 

cualquier fianza prestada. En el expediente se hará constar la fecha y el sitio de la vista 8 

preliminar, las personas que a ella comparecieron y la determinación del magistrado. 9 

…” 10 

Artículo 7.- Se enmienda el último párrafo del inciso (b) de la Regla 35 de las de 11 

Procedimiento Criminal de 1963, según enmendada, para que lea como sigue:  12 

“Regla 35. — Contenido de la acusación y de la denuncia. 13 

(a)… 14 

(b)… 15 

Al hacer referencia a cualquier persona o entidad que no fuere la parte acusada, no será 16 

necesario en caso alguno alegar ni probar que el fiscal o el denunciante desconocen el 17 

verdadero nombre de la persona o entidad. No se hará constar en la acusación ni en la 18 

denuncia la dirección, edad y demás circunstancias personales de la víctima o testigo de 19 

delito cuando se impute un delito grave o menos grave, a menos que el tribunal 20 

determine que existe una clara necesidad para tal divulgación porque la información es 21 



 
 

23 
 

necesaria y relevante a los hechos del caso. Se podrá identificar a la víctima y los 1 

testigos de delito mediante sus iniciales. 2 

…” 3 

Artículo 8.- Se deroga el inciso (n) de la Regla 64 las de Procedimiento Criminal de 4 

1963, según enmendada, y se sustituye por un nuevo inciso (n) de la Regla 64 para que lea como 5 

sigue: 6 

“Regla 64. — Fundamentos de la moción para desestimar.  7 

La moción para desestimar la acusación o denuncia, o cualquier cargo de las mismas sólo 8 

podrá basarse en uno o más de los siguientes fundamentos: 9 

(a)… 10 

… 11 

(n) Que existen una o varias de las siguientes circunstancias, a no ser que se demuestre 12 

justa causa para la demora o a menos que la demora para someter el caso a juicio se deba a la 13 

solicitud del acusado o a su consentimiento:  14 

 (1) Que no se presentó denuncia contra la persona imputada dentro de los sesenta (60) 15 

días siguientes de su arresto o citación o dentro de los treinta (30) días si se encontraba 16 

sumariado o si se tratare de un caso en que un magistrado autorizó la radicación de la 17 

misma de conformidad con lo dispuesto en la Regla 6(a). 18 

 (2) Que no se presentó acusación contra la persona imputada después de haber 19 

transcurrido diez (10) días laborables desde la determinación de causa probable para 20 

acusar en vista preliminar o vista preliminar en alzada.  21 
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(3) Que la persona acusada estuvo detenida en la cárcel un total de sesenta (60) días, con 1 

posterioridad al acto de lectura de la acusación o presentación de la denuncia, sin ser 2 

sometida a juicio.  3 

(4) Que la persona acusada no fue sometida a juicio dentro de los ciento veinte (120) días 4 

siguientes al acto de lectura de la acusación o presentación de la denuncia.  5 

(5) Que no se celebró vista preliminar dentro de los treinta (30) días siguientes del arresto 6 

de la persona imputada, cuando ésta se encuentra detenida en la cárcel. 7 

(6) Que no se celebró vista preliminar dentro de los sesenta (60) días siguientes del 8 

arresto de la persona imputada.  9 

(7) Que no se celebró vista de causa probable para arresto dentro de los sesenta (60) días 10 

a partir de la determinación de no causa probable para arresto o causa probable por un 11 

delito distinto o menor al imputado originalmente. 12 

(8) Que no se celebró vista preliminar en alzada dentro de los sesenta (60) días a partir de 13 

la determinación de no causa para acusar en vista preliminar o causa para acusar por un 14 

delito distinto o menor al imputado originalmente.  15 

 La presentación por parte de la defensa de una moción dispositiva al amparo de la 16 

Regla 64, o de una moción de supresión de evidencia al amparo de la Regla 234, 17 

interrumpirá los términos para la celebración del juicio hasta que se resuelva la moción 18 

por el tribunal. Disponiéndose que cuando en etapa de vista preliminar o de causa 19 

probable para arresto se permita la presentación de una moción dispositiva y, la defensa 20 

presente la misma, los términos para la celebración de la vista se interrumpirán hasta que 21 

se resuelva la moción por el tribunal.  22 
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El tribunal no podrá desestimar una acusación o denuncia, bajo este inciso, sin 1 

antes celebrar una vista evidenciaria. En la vista, las partes podrán presentar prueba y el 2 

tribunal considerará los siguientes aspectos:  3 

(1) Duración de la demora;  4 

(2) razones para la demora;  5 

(3) si la demora fue provocada por el acusado o expresamente consentida por éste;  6 

(4) si el Ministerio Público demostró la existencia de justa causa para la demora, y  7 

(5) Los perjuicios que la demora haya podido causar. Disponiéndose que el 8 

perjuicio no puede ser abstracto ni apelar a un simple cómputo de rigor 9 

matemático, sino que tiene que ser específico, real y sustancial. La persona 10 

acusada o imputada es quien tiene que establecer el perjuicio sufrido a causa de la 11 

dilación. 12 

Una vez celebrada la vista, el magistrado consignará por escrito los fundamentos 13 

de su determinación, de forma tal que las partes tengan la oportunidad efectiva y objetiva 14 

de evaluar, si así lo solicitan, la reconsideración o revisión de dicha determinación. 15 

…” 16 

Artículo 9.- Se enmienda la Regla 111 de las de Procedimiento Criminal de 1963, según 17 

enmendadas, para que lea como sigue: 18 

“Regla 111.-Derecho a Juicio por Jurado y su Renuncia 19 

Las cuestiones de hecho en casos de delito grave y, salvo lo dispuesto en leyes 20 

especiales, en casos de delito menos grave [siempre que originalmente se presentare la 21 
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acusación en el Tribunal de Primera Instancia y fueren también de la competencia 1 

del Tribunal de Distrito] con derecho a juicio por Jurado, habrán de ser juzgadas por el 2 

jurado a menos que el acusado renunciare expresa, inteligente y personalmente al derecho 3 

a juicio por jurado.   Para que el acusado pueda renunciar al juicio por jurado, haya 4 

comenzado el juicio o no, se necesitará el consentimiento del Ministerio Público y la 5 

aprobación del Tribunal.  Antes de aceptar la renuncia de un acusado a su derecho a 6 

juicio por jurado, el juez [de instancia] tiene la obligación de explicar al acusado lo que 7 

significa la renuncia de dicho derecho y de apercibirle de las consecuencias del mismo. 8 

[El tribunal podrá conceder el juicio por jurado en cualquier fecha posterior 9 

a la lectura de la acusación. Si la renuncia al jurado se produce una vez comenzado 10 

el juicio, es discrecional del juez que preside el juicio el acceder a que el mismo 11 

continúe por tribunal de derecho con el consentimiento del Ministerio Público.]” 12 

           Artículo 10.- Se deroga la Regla 218 de las de Procedimiento Criminal de 1963, según 13 

enmendada, y se sustituye por una nueva Regla 218 para que lea como sigue:  14 

“Regla 218.— Fianza y condiciones, cuándo se requieran; criterios de fijación; 15 

revisión de cuantía, o condiciones; en general. 16 

(a) Derecho a fianza; quién la admitirá; imposición de condiciones.— Aquella persona 17 

arrestada por cualquier delito tendrá derecho a quedar en libertad bajo fianza o bajo las 18 

condiciones impuestas de conformidad con el inciso (c) de esta Regla hasta tanto fuera 19 

convicta. A los fines de determinar la cuantía de la fianza correspondiente y la 20 

imposición de las condiciones que se estimen propias y convenientes, el tribunal deberá 21 

contar con el informe de evaluación y recomendaciones que rinda el Programa de 22 

Servicios con Antelación al Juicio a tenor con las disposiciones de la Ley 151-2014.  23 
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En los casos de personas a quienes se le impute reincidencia agravada o habitual, 1 

o alguno de los delitos especificados en el inciso (b) de la Regla 6.1, no se podrá diferir la 2 

fianza ni imponer al imputado una fianza con el beneficio del pago del diez por ciento 3 

(10%) en efectivo. Además, el tribunal, en estos delitos, tendrá que imponer como 4 

condición especial adicional para quedar en libertad bajo fianza, que el imputado se 5 

sujete a la supervisión electrónica bajo el Programa de Servicios con Antelación al Juicio, 6 

y las condiciones enumeradas en el inciso (c) de esta Regla, conforme al procedimiento 7 

aquí establecido. En todos los casos en que se impute reincidencia agravada o habitual, o 8 

la comisión de los delitos enumerados en la Regla 6.1 (b), el tribunal contará con el 9 

informe de evaluación y recomendación del Programa de Servicios con Antelación al 10 

Juicio.  11 

La fianza, podrá ser admitida por cualquier magistrado, excepto en caso de que se 12 

determine causa probable para arresto en ausencia del imputado, en cuyo caso la fianza 13 

que fije el magistrado sólo podrá ser modificada mediante moción bajo la Regla 218.  14 

Todo imputado que pague su fianza en efectivo, contará con cinco (5) días 15 

laborables a partir del momento en que quedó en libertad bajo fianza para presentar una 16 

certificación del Departamento de Hacienda que establezca que el fiador es un 17 

contribuyente bona fide y que ha reportado ingresos que justifican la fianza que se 18 

propone prestar. De no producirse la debida certificación durante el término 19 

correspondiente por causas imputables al fiador, se devolverá la fianza prestada, y el 20 

tribunal deberá verificar si el imputado de delito tiene otra forma de prestar fianza de las 21 

prescritas en estas reglas. Si en el término concedido no se produjera la certificación por 22 

causas imputables al Departamento de Hacienda, el término se extenderá hasta que el 23 
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Departamento de Hacienda la produzca. Este término adicional nunca será mayor de diez 1 

(10) días. En aquellos casos en que el fiador no pueda producir una certificación de 2 

contribuyente bona fide, pero demuestre que tiene el dinero para el pago de la fianza, se 3 

celebrará una vista en la que el imputado tendrá derecho a ser asistido por un abogado y a 4 

ser oído en cuanto a las otras formas que tiene de prestar la fianza fijada. 5 

(b) Fijación de la cuantía de la fianza.— En ningún caso se exigirá una fianza excesiva. 6 

Para la fijación de la cuantía de la fianza se tomarán en consideración las circunstancias 7 

relacionadas con la adecuada garantía de la comparecencia del imputado y la seguridad 8 

de la ciudadanía, incluyendo:  9 

(1) La naturaleza y circunstancias del delito imputado.  10 

(2) Los nexos del imputado en la comunidad, entre ellos, su tiempo de residencia, su 11 

historial de empleo, sus relaciones familiares y sus relaciones con los vecinos. 12 

(3) El carácter, peligrosidad, condición mental y carácter reincidente del imputado, para 13 

lo cual el tribunal podrá valerse del récord de convicciones anteriores o de cualquier otra 14 

información que le merezca crédito y que sea pertinente al asunto. 15 

(4) Los recursos económicos del imputado. 16 

(5) El historial del imputado sobre previas comparecencias y cumplimiento de órdenes 17 

judiciales.  18 

(6) La evaluación, informes y recomendaciones que haga el Programa de Servicios con 19 

Antelación al Juicio. 20 

(7) Cualquier otro factor que sea meritorio o pertinente.  21 
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(c) Imposición de condiciones. — Sujeto a lo dispuesto en la Regla 6.1(a), (b) y (c) 1 

podrán imponerse una o más de las siguientes condiciones:  2 

(1) Quedar bajo la responsabilidad de otra persona de reconocida buena reputación en 3 

la comunidad, o bajo la supervisión de un oficial probatorio u otro funcionario que 4 

designe el tribunal. El tribunal determinará el grado y manera en que se ejercerá la 5 

supervisión y la persona que actúe como custodio vendrá obligada a supervisarle, 6 

producirle en corte e informar de cualquier violación a las condiciones impuestas. 7 

(2) No cometer delito alguno durante el período en que se encuentre en libertad ni 8 

relacionarse con personas que planifiquen, intenten cometer o cometan actos 9 

delictivos. 10 

 (3) Conservar el empleo o, de estar desempleado, hacer gestiones para obtenerlo. 11 

(4) Cumplir con determinados requerimientos relacionados a su lugar de vivienda o la 12 

realización de viajes, según lo disponga el tribunal.  13 

(5) Evitar todo contacto con la alegada víctima del crimen o con testigos potenciales. 14 

(6) No poseer armas de fuego o cualquier otra arma mortífera. 15 

(7) No consumir bebidas alcohólicas o drogas narcóticas o cualquier otra sustancia 16 

controlada. 17 

(8) Someterse a tratamiento médico o siquiátrico, incluyendo tratamiento para evitar 18 

la dependencia a drogas o bebidas alcohólicas. 19 

(9) No abandonar su lugar de residencia, vivienda o vecindad en determinados días y 20 

horas para preservar su seguridad o la de otros ciudadanos. 21 
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(10) Entregar al magistrado u otra persona que éste designe el pasaporte o cualquier 1 

otro documento que acredite la residencia o ciudadanía del imputado. 2 

(11) Cuando en la comisión del delito se hubiere utilizado un vehículo alquilado a una 3 

empresa acreditada, el magistrado le deberá ordenar al imputado que deposite una 4 

garantía legal suficiente a favor del Gobierno de Puerto Rico para cubrir el monto del 5 

valor de la tasación del vehículo para la eventualidad de que proceda la confiscación. 6 

En los casos en que proceda la confiscación del vehículo, el producto de la garantía 7 

será depositado en el fondo especial administrado por la Junta de Confiscaciones 8 

según establecido en la Ley 119-2011, según enmendada, conocida como “Ley 9 

Uniforme de Confiscaciones de 2011”.  10 

(12) En aquellos delitos que menciona la Regla 6.1(b) o cuando se impute 11 

reincidencia agravada o habitual, el tribunal impondrá de forma mandatoria la 12 

totalidad de los siguientes requisitos al momento de imponer una fianza, 13 

independientemente de la forma en que el acusado realice la prestación de la misma:  14 

(A) Evitar todo contacto con la alegada víctima del crimen o con testigos 15 

potenciales. 16 

(B) No haya una determinación de causa probable para arrestar por nuevo delito, 17 

grave o menos grave, durante el período en que se encuentre en libertad, ni 18 

relacionarse con personas que planifiquen, intenten cometer o cometan actos 19 

delictivos.  20 

(C) No poseer armas de fuego o cualquier otra arma que pueda causar la muerte. 21 
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(D) No consumir bebidas alcohólicas o drogas narcóticas o cualquier otra 1 

sustancia controlada.  2 

(E) Comparecer o reportarse junto al tercer custodio en todos los procesos 3 

judiciales y todos los procedimientos ante un oficial de supervisión y seguimiento 4 

de la Oficina de Servicios con Antelación a Juicio en la forma en que se disponga 5 

por reglamento.  6 

(F) Permanecer en su domicilio en un horario restrictivo desde las seis de la tarde 7 

(6:00 PM) hasta las seis de la mañana (6:00 AM); excepto en los casos en que el 8 

tribunal expresamente lo autorice por razones de trabajo, estudio, tratamiento 9 

médico, viaje justificado o cualquier razón meritoria.  10 

(G) Realizarse pruebas de dopaje de sustancias controladas o drogas 11 

periódicamente según se disponga por reglamento a esos efectos.  12 

(H) De ser necesario el acusado deberá someterse a cualquier tratamiento médico 13 

y/o siquiátrico, incluyendo tratamiento para evitar la dependencia de alcohol o 14 

drogas.  15 

(I) Entregar al tribunal o la persona encargada el pasaporte.  16 

(J) Hacer las gestiones necesarias para la obtención de un empleo o matricularse 17 

en alguna institución educativa.  18 

(13) En cualquier caso, el tribunal podrá imponerle como requisito cumplir con 19 

cualquier otra condición que entienda necesaria y razonable.  20 
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En los casos en que proceda la imposición de las restricciones establecidas en esta Regla, 1 

el Juez celebrará una vista adversativa en la que se evalué la peligrosidad del imputado y la 2 

gravedad del delito imputado, a los fines de determinar si le puede imponer todas las condiciones 3 

enumeradas para garantizar su comparecencia y la seguridad pública. En la vista el juzgador 4 

evaluará los siguientes factores:  5 

(1) las características y circunstancias del delito imputado;  6 

(2) la historia y características del imputado, incluyendo su carácter y condición mental, 7 

lazos familiares, empleo, recursos económicos, el tiempo de residencia en la comunidad, lazos 8 

con la comunidad, conducta anterior, antecedentes penales, y cumplimiento anterior con previas 9 

comparecencias; y 10 

(3) el peligro que correría alguna persona, o la comunidad, al quedar libre el imputado. 11 

Durante la vista, el imputado tendrá derecho a estar representado por abogado. La determinación 12 

del juez podrá ser revisada mediante certiorari ante el Tribunal de Apelaciones. 13 

(d) Revisión de las condiciones o de la fianza.  14 

(1) Antes de la convicción.— Una parte puede solicitar la revisión de las condiciones 15 

o de la fianza señaladas mediante moción, únicamente ante la Sala del Tribunal de 16 

Primera Instancia correspondiente al distrito judicial con competencia para conocer 17 

de la causa. Si la moción fuere solicitando la ampliación de las condiciones o el 18 

aumento de la fianza, el magistrado que hubiere de entender en la misma, señalará 19 

condiciones encaminadas a garantizar la comparecencia del imputado, incluyendo la 20 

citación para notificarle la resolución del tribunal sobre la moción de revisión de las 21 

condiciones o de la fianza. Una moción para ampliar o limitar las condiciones o para 22 
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aumentar o reducir la fianza se resolverá dentro de las cuarenta y ocho (48) horas 1 

siguientes a su presentación, previa audiencia al fiscal y a la persona imputada, si 2 

tuvieren a bien comparecer después de haber sido citados.  3 

(2) Después de la convicción.— El tribunal o juez que hubiere impuesto las 4 

condiciones o fijado fianza en apelación tendrá facultad para ampliar o limitar las 5 

condiciones o aumentar o rebajar la cuantía de la fianza cuando a su juicio las 6 

circunstancias lo ameritaren, previa audiencia al fiscal y al acusado si tuvieren a bien 7 

comparecer después de haber sido citados. 8 

(e) Orden de excarcelación.— En todo caso en que un magistrado impusiere 9 

condiciones o admitiere fianza, sujeto a los procedimientos que en esta regla se 10 

establecen, expedirá orden de excarcelación. 11 

Artículo 11.- Se enmienda la Regla 220 de Procedimiento Criminal de 1963, según 12 

enmendada, para añadir un segundo párrafo que lea como sigue:  13 

“Regla 220. — Fianza; requisitos de los fiadores. 14 

… 15 

Ningún fiador podrá prestar fianza a favor de un imputado de delito si es o fue 16 

abogado de éste en cualquier caso criminal o civil, o si tiene o tuvo algún tipo de interés 17 

económico con éste. Tampoco podrá ser fiador una compañía autorizada para prestar 18 

fianzas en, o fuera de Puerto Rico, que pueda tener o haber tenido, cualquier tipo de 19 

interés económico con el imputado.”     20 

Artículo 12.- Se enmienda la Regla 228 de Procedimiento Criminal de 1963, según 21 

enmendada, para que lea como sigue: 22 
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“Regla 228. — Condiciones; fianza; arresto del acusado. 1 

Se ordenará el arresto del imputado a quien se han impuesto condiciones o que ha 2 

prestado fianza o hecho depósito en los siguientes casos:  3 

(a) Cuando se ha violado cualquiera de las condiciones impuestas o de las condiciones de 4 

la fianza o depósito.  5 

(b) Cuando los fiadores, o cualquiera de ellos, hayan muerto, o carezcan de 6 

responsabilidad suficiente, o dejen de residir en Puerto Rico.  7 

(c) Cuando se hayan impuesto condiciones adicionales o se haya aumentado la cuantía de 8 

la fianza.  9 

(d) Cuando se deje sin efecto la orden permitiendo libertad bajo condiciones o fianza en 10 

apelación ante el Tribunal de Apelaciones o ante el Tribunal Supremo.  11 

De configurarse el escenario contemplado en el inciso (a) o en el inciso (c), el 12 

tribunal ordenará inmediatamente el arresto del imputado, revocará definitivamente la 13 

fianza y ordenará su encarcelamiento hasta que se emita el fallo correspondiente, sujeto a 14 

los términos de juicio rápido, si la condición que se incumple es cualquiera de las 15 

contempladas en las cláusulas (2), (5) y (6) del inciso (c) de la Regla 218 o la condición 16 

de permanecer bajo supervisión electrónica del Programa de Servicios con Antelación al 17 

Juicio. Estos incumplimientos darán lugar a las consecuencias señaladas cuando quien los 18 

comete sea un imputado de [cualquiera de las siguientes conductas delictivas: 19 

(1) Asesinato en todas sus modalidades.  20 

(2) Robo de vehículo de motor a mano armada.  21 
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(3) Robo agravado.  1 

(4) Secuestro agravado y secuestro de menores.  2 

(5) Agresión sexual.  3 

(6) Violación a la Ley Núm. 54 de 15 de agosto de 1989, según enmendada, conocida 4 

como “Ley para la Prevención e Intervención con la Violencia Doméstica” que 5 

implique grave daño corporal.] haber cometido cualquiera de los delitos comprendidos 6 

en la Regla 6.1(b), o se le impute reincidencia agravada o habitual conforme al Código 7 

Penal.   8 

En las situaciones antes indicadas, una vez el tribunal ordena el arresto y éste es 9 

diligenciado, la persona permanecerá detenida hasta que se celebre una vista en la cual se 10 

determinará si las condiciones de la fianza fueron violentadas. Si el tribunal determina 11 

que las condiciones fueron violadas, no podrá imponer nuevas condiciones, y deberá 12 

revocar la fianza permanentemente hasta que se emita el fallo correspondiente.  La vista 13 

deberá celebrarse en un período de cuarenta y ocho (48) horas; este término podrá 14 

extenderse a solicitud de la defensa.  15 

Si la orden decretando el arresto se dictare [en condiciones] por razón de que el 16 

acusado tuviere que someterse a nuevas condiciones o tuviere derecho a prestar nueva 17 

fianza bajo estas reglas, se fijarán en la orden las nuevas condiciones o el importe de la 18 

nueva fianza, en su caso. La orden expresará los fundamentos para el arresto; dispondrá 19 

que lo verifique cualquier alguacil, policía u otro funcionario de autoridad a quien 20 

hubiere correspondido su custodia de no haberse impuesto condiciones o de no haberse 21 

prestado fianza originalmente, hasta tanto fuere legalmente excarcelado.” 22 
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Artículo 13.- Se  enmienda el Artículo 1 de la Ley Núm. 45 de 1 de junio de 1983, para 1 

que lea como sigue: 2 

“El Superintendente de la Policía, el Director del Negociado de Investigaciones 3 

Especiales [del Departamento de Justicia], o cualquier persona autorizada por éstos, o 4 

cualquier persona autorizada por ley a esos efectos, deberá tomarle las huellas digitales y 5 

fotografiar a cualquier persona contra quien el fiscal haya autorizado la presentación de cargos 6 

graves y según dispuesto en la Regla 22 de Procedimiento Criminal.  [a la que, previa 7 

determinación de causa probable para arresto, se le impute la comisión de un delito 8 

grave.]” 9 

Artículo 14. Separabilidad.- 10 

 Si cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, disposición, 11 

sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley fuera anulada o 12 

declarada inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a tal efecto dictada no afectará, 13 

perjudicará, ni invalidará el remanente de esta Ley. El efecto de dicha sentencia quedará limitado 14 

a la cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, 15 

subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de la misma que así hubiere sido anulada 16 

o declarada inconstitucional. Si la aplicación a una persona o a una circunstancia de cualquier 17 

cláusula, párrafo, subpárrafo, oración palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, 18 

título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley fuera invalidada o declarada 19 

inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a tal efecto dictada no afectará ni invalidará 20 

la aplicación del remanente de esta Ley a aquellas personas o circunstancias en que se pueda 21 

aplicar válidamente. Es la voluntad expresa e inequívoca de esta Asamblea Legislativa que los 22 

tribunales hagan cumplir las disposiciones y la aplicación de esta ley en la mayor medida 23 
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posible, aunque se deje sin efecto, anule, invalide, perjudique o declare inconstitucional alguna 1 

de sus partes, o aunque se deje sin efecto, invalide o declare inconstitucional su aplicación a 2 

alguna persona o circunstancia. La Asamblea Legislativa hubiera aprobado esta Ley sin importar 3 

la determinación de separabilidad que el Tribunal pueda hacer. 4 

Artículo 15.- Vigencia.- 5 

Esta Ley empezará a regir noventa (90) días después de su aprobación.  6 
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AL SENADO DE PUERTO RICO Y A LA CAMARA DE REPRESENTANTES:

Vuestro Comité de Conferencia designado para intervenir en las discrepancias

surgidas con relacien al P. del 5. 731, titulado:

a adoptar Ia ‘They de Transparencia en el Precio de Medicamentos Recetados”;
ordenar al Departamento de Asuntos de Consumidor a que, con la colaboracion
del Departarnento de Salud, la AdministraciOn de Seguros de Salud (ASES) y el
Puerto Rico Irmovation and Technology Service (PRITS), recopile una muestra de
datos, estadisticamente validos de los precios al detal de los trescientos (300)
medicarnentos recetados con más frecuencia que cobran las farmacias
autorizadas a operar en Puerto Rico; requerir que se disene, publique y actualice
en el portal de Internet del Departarnento de Asuntos del Consurnidor,
mensualmente, el precio al detal de cada medicamento por una dosis estandar
para un periodo de treinta (30) dIas por medicarnento; y para otros fines
relacionados.

Tiene el honor de proponer su aprobacion tornando como base el texto ern-olado

reconsiderado con las enmiendas contenidas en el entirillado electrOnico que le

acompaña.



Respetuosarnente sometido,

2

POR EL SENADO DE PUERTO RICO:

HON. THOMAS RIVERAHATZ

HON. kNEL/ . M NEZ SANTIAGO

//
HOW. JOSE 0. PEREZ ROSA

HON. ROSSANA LOPEZ LEON HON. RAFAEL HERNANDEZ MONTAfJEZ

HON. JOSE A. VARGAS VIDOT HON. DENIS MARQLTZ LEBRON



Entirillado Electrónico

(P. dcl S. 731)

Conferencia

LEY

Para adoptar Ia “Ley de Transparencia en el Precio de Medicamentos Recetados”; con el
propósito tie ordenar al Departarnento de Asuntos del Consurnidor a que, con Ia
colaboración del Departamento de Salud, la Adminisiración de Seguros de Salud (ASES) y
el Puerto Rico Innovation and Technology Service (PRITS), recopile una muestra de datos,
estadisticarnente válidos de los precios al detal de los trescientos (300) medicarnentos qjg
son recetados con rnás frecuencia que cobran las farmacias autorizadas a operar en Puerto
Rico; reguerir que se y disene. publique y actualice en ci portal de Internet del
Departarnento de Asuntos del Consurnidor, mensualmente, ci precio al detal de cada
medicarnento designado por una dosis estándar para un periodo de treinta (30) dias por
medicarnento por farmacia: crear an Coin ité Interaencial pam estudiar v evaluar los
recios tie los niedicainentos recetados v preparar anualinente una usia de los trescientos

(300) rnedicarnentos cuvos precios serdn nionito,-eados: y para otros fines relacionados.

EXPOSICION BE MOTIVOS

El propósito primordial del Departainento de Asuntos dci Consumidor es “vindicar e
implantar los derechos del consumidor”. Asi se establece en ci Articulo 3 de su Ley Orgdnica,
Ley Nñm. 5 de 23 de abril de 1973, segñn emnendada. Es por ese motivo que este Departarnento
está facuitado en el ArtIculo 14 de la Ley antes citada, para “Ilevar a cabo toda clase de estudios
e investigaciones sobre asuntos que afecten al consurnidor, y a tales tines, el Secretario podrá
requerir Ia infonnación que sea necesaria, pertinente y esencial pam lograr tales propósitos y
aprobar aquelias reglas y reglamentos necesarias y razonables”.

Por otro lado, ci Gobernador de Puerto Rico, mediante Orden Ejecutiva Ni5rn. OE-2017-015,
creó el Puerto Rico Innovation and Technology Service (PRITS), adscrito a Ia Oficina del
Gobernador. La Sección 2da de la referida Orden Ejecutiva, establece que será responsabilidad
dcl PRITS: Ofrecer servicios a los departamentos, agencias, corporaciones piThlicas, municipios
y cualquier otra dependencia o instrumentalidad pübiica del Gobiemo en relación a la
integración de la tecnologia a Ia gestión gubemarnental y a la presentación de servicios a la
ciudadanla.

Los medicarnentos por receta son importantes en ci tratamiento de enfermedades y
condiciones de salud, por lo que su costo siempre es motivo de preocupación para los
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consurnidores. En Estados Unidos, nuestro pals, los precios de los medicarnentos por receta no
están regulados y frecuenternente existen vanas opciones de medicarnentos disponibles para
tratar una enfeimedad o condición de saJud, unos rnás caros que otros. Understanding
Prescription Drug Costs, Agen cy for Health ‘are Administration, FloridaHealthFinder.gov.

La realidad es que contrario a otros productos, los precios de los medicarnentos no se
detenninan por la competencia en el mercado, sino por los costos envueltos en su desarrollo.
Crear un nuevo medicarnento es extrernadarnente caro, por ello es que cuando una cornpaflIa crea
uno nuevo, recibe la protección de una patente, y ninguna otra compafila puede hacer o vender el
mismo medicarnento mientras Ia patente esté en efecto. El objetivo de Ia patente es fornentar Ia
investigación para desarrollar medicarnentos rnãs efectivos y prornover un balance entre Ia
creación de nuevos medicarnentos y la competencia de parte de medicarnentos genéricos. Id.

Lo descrito explica la frecuente disparidad de precio entre opciones de medicarnentos
disponibles para tratar una enfennedad o condiciOn de salud. Tarnbién contesta por qué su costo
siempre es motivo de preocupación para los consurnidores. Para unos, el poder costear un
medicarnento recetado es un asunto de salud y calidad de vida, pero para muchos, puede llegar a
ser inclusive un asunto de vida o muerte.

Para el consurnidor, la tarea de conseguir el mejor precio para un medicarnento por receta es
dificil y requiere de mucho tiempo, ya que, como regla general, las farmacias no anuncian o
publican los precios de los medicarnentos por receta. Ciertarnente, ese trabajo se han a rnás fácil
silos consurnidores pudieran acceder en un solo lugar los precios vigentes en las fanmacias para
los medicamentos por receta que necesitan adquirir. Ese es el propósito de esta Ley.

Mediante Ia presente, ordenarnos al Departarnento de Asuntos del Consumidor a que, con la
colaboración del Departarnento de Salud, la Adrninistración de Seguros de Salud (ASES) y el
Puerto Rico Innovation and Technology Service (PRITS), recopile los precios al detal de los 300
medicarnentos recetados o utilizados con rnás frecuencia y vendidos por las farmacias
autorizadas para operar en Puerto Rico, y los publique mensualmente en su portal en la Internet.
Entiéndase, el precio que normalmente pagarla un consurnidor no asegurado y sin un plan de
descuento o suplernentario, por una dosis estándar para un perfodo de 30 dias por medicarnento,
por farmacia. Además, ordenamos la ci-eación de un Comité Interagencial gue identifIcard los
trescientos (300) medicamentos mós recetados y más costosos. Una vez identificados, Ia lista
gue incluya dichos medicainentos, se publicará para gue ci pueblo este inf’ormado y pueda
discutir con los pro fesionales de Ia salud gue le atienden, las diferentes opciones de tratamiento
vis a vis los costos gue representan los mismos. Dc esta manera habrd una me/or comunicación,
coordinación y planificación del tratamiento, producto de una conversación infbrmada entre el
paciente y ci pro fesional de Ia salud.

El propósito de esta Ley es fornentar Ia transparencia en el precio de medicamentos recetados
y ayudar a los consumidores a conseguir los precios mâs bajos de sus medicarnentos recetados
por farmacia. Bajo ningün concepto se debe entender que su propósito, en todo o en parte, es
fiscalizar a las fannacias o reglarnentar el precio que éstas cobran por los medicarnentos por
receta. De hecho, los precios de los medicamentos pueden variar en cuestión de dias, por lo que
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Ia inforrnación publicada mensualmente en el portal -que por la presente se ordena- es una gula
pam facilitar Ia cornparación de precios, no una garanlia de esos precios.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

ArtIculo l.-TItulo.

Esta Ley será conocida y citada como “Ley de Transparencia en ci Precio Medicarnentos
Recetados”.

Articulo 2.- Disposición. Disc/b, publicación y actualizacion dcl precio al detal de
medicamentos.

Sc ordena al Departarnento de Asuntos del Consurnidor (DACO) a que, con Ia
colaboración del Departarnento de Salud y de Ia Administración de Seguros de Salud (ASES),
recopile y mantenga una muestra de datos estadIsticarnente válida de los precios al detal de los
trescientos (300) medicamentos de marca recetados con más frecuencia que venden las farmacias
autorizadas para operar en Puerto Rico y aquellos genético3 genéricos que sirven de equivalentes
es estos.

El Departarnento de Asuntos del Consumidor. con la colaboración del Puerto Rico
Innovation and Technology Service (PRITS). diseñard, publicará y actuaiizara en su portal en Ia
Internet, mensualmente, ci precio al detal de esos trescientos (300) inedicainentos recetados ‘

utilizados con inás (recuencia cada medicarnento—por una dosis estándar para un periodo de
treinta (30) dias por medicarnento, por t2irinacia. Si ci medicarnento está disponible
genéricarnente, reportará el precio del medicarnento genérico, asi como ci de marca para el cual
dicho genérico sirve de equivalente.

El Departarnento de Asuntos del Consurnidor se asegurará. que en Ia portada de la página
que se publique, se advierta a los consurnidores que los precios informados conslituyen una gula
para facilitar la coinparación y no una garantla de esos precios.

Para efectos de esta Ley cuando se refiera al precio al detal del inedicamento, se referird
al precio nominal del medicainento en ci mercado cuando no es cubierto yor algán plan medico;
o al precio a pagar por ci paciente pue no cuenta con seguro o cubierta mCdica.

ArtIculo 3.- Comité Interagencial

El Secretario de Estado del Gobierno de Puerto Rico orRanizará un Comité
Interagencial (en adelante, Coinité) para estudiar v evaluar los precios de los medicamentos
recetados. Además del Secretario de Estado, el referido ComitC estará integrado por ci
Secretario de Salud, el Secretario del Departamento de Asuntos del Consumidor, el Director de
Ia Administración de Seguros de Salud, ci Director de Ia Administración de Con1pensaciones nor
Accidentes Automovilisticos y ci Administrador de la Corporación del Fondo del Seguro del
Estado. o Ia persona gue estos designen en su representación.

La función principal del C’omité serd preparar, anualmente, una lista de trescientos (300)
medicamentos cuvos precios serdn monitoreados. Para desempe/bar esta encomienda, el Coin ité
considerará, entre oh-os factores, los siguientes:
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(1) los inedicarnentos recetados por los que ci Plan de Salud del Gobierno o los planes
privados reciben el mayor námero de reclamaciones;

(2) los inedicamentos recetados por los que el Plan de Salud del Gobierno o los planes
privados gastan una cantidad de dinero significativa;

(3) los medicamentos recetados que, segin la información disponible al Plan de Salud
del Gobierno, han experimentado un aumento en su precio promedio de distribuciOn
o su precio promedio del inanufacturero de cincuenta por ciento (50%) o más
durante los pasados cinco (5) años o de quince por ciento (15%) o más durante los
pasados doce (12) ineses.

Los medicamentos a ser incluidos en Ia lista representarán distintas clases y
categorias terapéuticas de medicamentos.

El Coinité Ic proveerd esta lista al Departamento de Asuntos al Consumidor para
su publicación en sit portal de internet.

ArtIculo 34.- Facultades y deberes.

El portal cuyo diseflo y publicación se ordena en esta Ley estará en lInea y disponible al
püblico no más tarde de ciento ochenta (180) dIas contados a partir de Ia fecha de aprobación de
esta Ley. Para ello, las agencias y entidades concernidas tendrán, las facultades y deberes
siguientes, adicionales a los que ya ostentan bajo sus leyes orgánicas y leyes estatales y federales
aplicables:

a) Departarnento de Asuntos del Consumidor

El Secretario del Departamento de Asuntos del Consumidor einitirá las reglas,
reglarnentos, órdenes, resoluciones y detenninaciones que estime pertinentes para el
debido cumplirniento de las disposiciones de esta Ley -incluyendo el requerir de toda
farmacia autorizada para operar en Puerto Rico que mensualmente le informe, de
forma electrónica el precio al detal que cobrará ese mes de los trescientos (300)
medicarnentos de marca recetados con rnás frecuencia, incluyendo aquellos genéricos
que sirven de equivalente, en el fonnato que éste requiera- sujeto a las disposiciones
de la Ley 38-2017, segün enmendada, conocida corno “Ley de Procedirniento
Administrativo UnifonTle del Gobiemo de Puerto Rico”.

Cualquier persona adversamente afectada por una regla, reglarnento, orden,
resolución o deterrninación del Departarnento podrá solicitar su reconsideración
conforme al reglamento que a esos efectos se adopte o, en su defecto, por los
procedirnientos ordinarios ya establecidos en el Departamento para la resolución de
querellas, si aplican, o en su defecto, por las disposiciones de la Ley de
Procedirniento Administrativo Uniforme, antes citada.

b) Departarnento de Salud

El Secretario del Departamento de Salud pondrá a disposición del Secretario del
Departarnento de Asuntos del Consumidor todos los recursos que ambos secretarios
estimen necesarios y pertinentes para el debido cumplimiento con las disposiciones y
propósitos de esta Ley.

c) Puerto Rico Innovation and Technology Service (PRITS)
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El Puerto Rico Innovation and Technology Service (PRITS) pondrá a disposición del
Secretario del Departarnento de Asuntos del Consurnidor todos los recursos que éste
ültirno estirne necesarios y pertinentes para el debido cumplimiento con las
disposiciones y propósitos de esta Ley.

d) Adrninistración de Seguros de Salud (ASES)

La Directora Ejecutiva de la Adrninistración de Seguros de Salud (ASES) pondrá a
disposición del Secretario del Departamento de Asuntos del Consurnidor todos los
recursos que ambos estirnen necesarios y pertinentes para el debido cumplirniento con
las disposiciones y propósitos de esta Ley.

ArtIculo ‘1 ArtIculo 5.- Separabilidad.

Si cualquier disposición de esta Ley fliera declarada inconstitucional o nula, por Tribunal
competente, Ia sentencia a tal efecto dictada no afectará, perjudicarâ ni invalidará el resto de esta
Ley. El efecto de dicha sentencia quedará lirnitado al pálTafo, inciso o articulo de la misma que
asi hubiese sido declarado inconstitucional.

ArtIculo 6.-Vigencia.

Esta Ley cornenzará a regir imnediatarnente después de su aprobación.
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AL SENADO DE PUERTO RICO Y A LA CAMARA DE REPRESENTANTES:

Vuestro Comité de Conferencia designado para intervenir en las discrepancias

surgidas con relaciOn alP. de la C. 731, titulado:

Para enmendar el inciso (c) del Articulo 6.110 de Ia Ley 194 — 2011, segün

enmendada, mejor conocida como el “COdigo de Seguro de Salud de Puerto Rico”, a los

fines de aumentar el término de treinta (30) dias, a uno de cuarenta y cinco (45) dias y

para prohibir la práctica de compensaciOn de deudas como producto de un recobro en

un proceso de auditorla.

Tiene el honor de proponer su aprobacion tomando como base el texto enrolado

reconsiderado con las erimiendas contenidas en el eritirillado electrOnico que le acompafia.

Respetuosamente sometido,
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FOR EL SENADO DE PUERTO RICO: POR LA CAMARA DE REPRESENTANTES:

HON. THOMAS RIVERA SCATZ

HON. CIRILO TIRADO RIVERA HON. RAFAEL HERNANDEZ MONTAIJEZ

Y ALVARDO

HOKJJJUA . MORALFS&(ODRMUEZ

PEDIkoj* ANTIACO ZMAN

HON. JUAN M. DALMAU RAMIREZ HON. DENS MARQUEZ LEBRON



Entirillado Electrónico

(P. de la C. 731)
(Comité Conferencia)

LEY

Para enmendar ci Articulo 6.020 y ci inciso (c) del Articulo 6.110 de la Ley 194—2011,
segün enmendada, conocida como el “Codigo de Seguro de Salud de Puerto
Rico”, a los fines de aumentar el término de treinta (30) dIas, a uno de sesenta
(60) dias y para prohibir Ia práctica de compensaciOn de deudas como producto
de un recobro en un proceso de auditorla.

EXPOSICION DE MOTIVOS

La Ley 194-2011, segUn enmendada, conocida como el “COdigo de Seguro de
Salud de Puerto Rico”, fue aprobada con ci propOsito de reglamentar a la industria de
seguros de salud de Puerto Rico. Entre los temas que este Codigo hace referencia, se
encuentra ci CapItulo 6 de Auditoria de ReclamaciOn Presentada a las Organizaciones
de Seguros de Salud o Asegurados y los recobros productos de dichas auditorlas. En ci
referido CapItulo 6 del COdigo de Seguros de Salud de Puerto Rico se pretende
reglamentar todo ci proceso de auditoria de reclamaciones, pero ci lenguaje de cOmo se
ejecuta el recobro producto de dicha auditoria es escaso, o como mucho, ambiguo.

Actualmente, en Ia práctica, las companIas de seguros de salud y aseguradoras,
cuando identifican alguna cantidad que fue pagada en exceso o errOneamente,
descuentan del prOximo pago dicha cantidad identificada en la auditoria. Esta práctica
interrumpe el flujo de efectivo de los proveedores y no les permite ajustar sus fianzas
para compensar la perdida de ingresos producto del descuento en el pago. Interrumpir
el fiujo de efectivo de los proveedores puede tener consecuencias nefastas para ci
cuidado de los pacientes de Puerto Rico, tales como: evitar que un proveedor pueda
adquirir los suplidos necesarios para el cuidado de sus pacientes, no poder pagar las
utilidades, las faciiidades fisicas y las nOminas de sus empleados, entre otras cosas que
afectan directamente el cuidado del paciente.

Con esta Ley se hara justicia y se crea una equidad entre las aseguradoras y los
proveedores. Dc Ia misma forma, en la cual las compafilas de seguro y aseguradoras
gozan de ciertos tErminos para pagar las facturas por los servicios de salud brindados
por los proveedores, se les da a los proveedores un término para poder pagar las
cantidades que les adeudan a las aseguradoras. Esto, en una transacciOn por separado
sin tener que comprometer su flujo de efectivo y evitando tener que afectar ci cuidado
del paciente.
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DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLA TI VA DL PUERTO RICO:

SecciOn 1.-Se enmienda el ArtIculo 6.020 de la Ley 194-2011, conocida como el
“COdigo de Seguro de Salud de Puerto Rico”, para que se lea de la siguiente manera:

“Articulo 6.020.-Proposito.

El propOsito de este Capitulo es estandarizar las pautas normas para las
auditorias de reclamaciones por servicios de cuidado de salud presentadas a las
organizaciones de seguros de salud o aseguradores, terceros administradores y

otros planes medicos. Dichas auditorias se realizan para determinar si Ia
información en los expedientes medicos del proveedor concuerda con los
servicios que figuran en la reclamación de pago presentada por un asegurado o
proveedor. Se pretende, ademas, mitigar los posibles conflictos con el uso de los
expedientes medicos y reducir los costos adicionales que representan las
auditorlas innecesarias.

Be prohibe Ia práctica de unilateralmente descontar de un prOximo pago,
Ia cantidad a recobrar como resultado del proceso de la auditorla. Disponiendose
pdemáo, qua en En el caso de que los resultados de Ia auditoria culminen en Ia
identificacion de cualquier error clerical o error de mantenimiento de record,
errores tipograficos, error de computadora, entre otros, en el requerimiento de
record o docurnentos, el proveedor o Ia facilidad de salud tendra un término de
quince (15) dIas calendario para realizar la correcciOn clerical o tipografica. En el
caso de que no se haga Ia correcciOn, el proveedor o Ia facilidad de salud estará
sujeta al recobro de fondos incorrectamente pagados por la aseguradora
conforme a lo dispuesto en esta Ley.

Sin embargo, en los casos en gue hava una decision final yfirme de aude a favor
de i-ma organizaciOn tie seguros de salud a aseguradora, estos podrdn recobrar el dinero
automdticamente o retener los pagos pendientes.

Ademas, se dispone que ninguna compafila de ceguro seguros de salud,
MSO, HMO o cualquier entidad que adn,inistre el plan de salud, o que reciba
fondos para proveer servicios de salud, o persona juridica de Ia cual sus
accionistas, oficiales o directores, o cualquier otra persona natural o jurIdica que
sea el alter ego, o tenga un interés econOmico directo o sea un conducto
econOmico pasivo de la misma, podra realizar el proceso de auditorla revisiOn y
apelaciOn. La AdministraciOn de Seguros de Salud velara para que dicho proceso
sea realizado por un ente de revisiOn y utilizacion independiente y que el
proceso esté basado en la necesidad médica.”
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SecciOrt 2.-Se enmienda ci inciso (c) del ArtIculo 6.110 de la Ley 194—2011,
conocida como ci “COdigo de Seguro de Salud do Puerto Rico”, para que se lea do la
.siguiente manera:

“(c) Si durante La auditorla se identifica alguna can tidad debida POT alguna tie las
partes, se pagara dicha cantidad den tro de un plazo razonable gue no excederti sesenta
(60) dias de La fecha en gue se cornpletó La auditorla, salvo gue las partes acuerden algtn
otro término. Se prohthe la prdctica de unilateralrnente descontar de un próxinzo pago, La
cantidad a recobrar corno resultado del proceso de la auditorla. Pasados los sesenta (60)
dIas de cornpletaTse el proceso de auditoria, in parte gue resuite estar en deuda If gue tenga
gue devoiver dinero corno producto de La auditoria, deberá sorneter dicho pago en una
transferencia independiente If OT separado. De lo cont-rario, Ia cantidad adeudada estará
sujeta a la cornpensación de deudas establecidas en los ArtIculos 1149-1156 del Código
Civil de Puerto Rico.”

Seccio’n 3.- Vigencia
Esta Ley entrará en z’iRor inrnediatarnente después de sit aprobación.

S
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AL SENADO DE PUERTO RICO:

l,a Comisi6n de Gobiemo del Senado de Puerto Rico, previo estudio y
consideraci6n del P. de la C. 1835, recomienda ia aprobaci6n de esta medida, sin
enmiendas.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El Proyecto de la C6mara 1835 (P. de la C. 1835), segrln aprobado por la C6mara
de Representantes, propone declarar el mes de enero de cada affo como el "Mes de
Concientizaci6n sobre Autoestima", con el fin de promover la valoraci6n de si mismo
de toda persona en Puerto Rico y concientizar sobre autoestima como fundamento de
todo programa de prevenci6n y de rehabilitaci6n en la sociedad; y para otos fines
relacionados.

ANALISIS DE LA MEDIDA

El P. de la C. 1835 crea en Puerto Rico el "Mes de Concientizaci6n sobre
Autoestima", con el prop6sito de realizar una campaffa orientada a concientizar sobre la
importancia de una autoestima positiva como mecanismo p.ua prevenir conductas
antisociales y procurar la rehabilitaci6n de la sociedad puertorriquefra.

Como se indica en e1 memorial de la Comisi6n de Gobiemo de la Cdmara de
Representantes, La Real Academia Espafrola define la autoeshma como la valoraci6n
generalmente positiva de si mismo. Por otro lado, la Exposici6n de Motivos de la
medida define la misma como "el conjunto de percepciones, im6genes, pensamientos,
juicios y a-{ectos sobre nosotros mismos". Segrln el autor de la medida, existe una
correlaci6n entre la positividad de nuestra autoestima y nuestra preparaci6n a la hora

/1

)



Informe Positivo P. de la C. 1835
Piglna2

de a-frontar los problemas. Igualmente, el autor indica que una autoestima positiva se
presta para fomentar la creatividad en el 6mbito laboral y el desarrollo de relaciones
positivas. Igualmente, la misma implicaria:

o Conocernos a nosotros mismos;
. Aceptarnosincondicionalmente;
o Mantener una actitud de respeto y de consideraci6n positiva hacia uno mismo;
o Tener una visi6n del yo como potencial, considerando que somos mas que

nuestros comportamientos y rasgos, que estamos sujetos a cambios y que
podemos aprender a dirigir esos cambios, orient6ndonos a desarrollar nuestras
mejores potencialidades

o Atender y cuidar nuestras necesidades fisicas y psicol6gicas.l

Por otro lado, la Exposici6n de Motivos indica, que:

La autoestima tiene varias fases, entre la que se encuentra la dimensi6n
social. En una comunidad, en la cual conviva un gran ntmero de
personas con baja autoestima, se pudieran presentar una serie de
problemas sociales, entre los que se destacaria la intolerancia, la
insensibilidad, la criminalidad y otros males sociales. Por eiemplo, la
autoestima baja y el malestar depresivo se han vinculado con la conducta
suicida en la adolescencia y en individuos vulnerables enfrentados a
factores estresantes. Concientizar sobre autoestima debe ser la base de
todo programa gubemamental para prevenir conductas antisociales y
procurar la rehabilitaci6n.

Para lograr el cometido de la medida, ia misma dispone que cada aflo el
Gobemador de Puerto Rico emita una procl.una declarando el mes de enero de cada
aflo como el "Mes de Concientizaci6n sobre Autoestima" a esos efectos, exhortando a

todas las entidades prlblicas y privadas a organizar actividades a tenor con el prop6sito
de esta Ley. Por otro 1ado, dispone que eI Secretario del Departamento de Educaci6n, el
Secretario del Departamento de la Familia, el Secretario del Departamento de
Correcci6n y Rehabilitaci6n y el Director Ejecutivo de la Oficina Para el Desarrollo
Socioecon6mico y Comunitario, en coordinaci6n con el Secretario del Departamento de
Estado, asi como las entidades priblicas y los municipios de Puerto Rico deber6n tomar
las medidas necesarias mediante la organizaci6n y celebraci6n de actividades para la
conmemoraci6n y promoci6n del "Mes de Concientizaci6n sobre Autoestima".

Esta Asamblea Legisiativa viene obligada a perseguir medidas que fomenten la
salud mental de todos los puertorriqueflos. La aprobaci6n de una campafra orientada a

concientizar sobre la importancia de una autoestima positiva como mecanismo Pzua

1 E. Roca, Autoestima Sana: Una Visi6n Achral Basada en la Investigaci6ry Segunda Edici6n (2014).
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atender problemas sociales como el maltrato, el suicidio y el acoso escolar. entre otros,
cumple con el prop6sito de la consecuci6n de este fin.

CONCLUSI6N

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisi6n de Gobiemo del Senado de
Puerto Rico, previo estudio y consideraci6n del P. de la C. 1835, tiene a bien
recomendar al Senado la aprobaci6n de esta medida, sin enmiendas.

RESPETUOSAMENTE SOMETIDO,

A. Romero Lugo
Presidente
Comisi6n de Gobierno

fl
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LEY

Para declarar el mes de enero de cada afro como el "Mes de Concientizaci6n sobre
Autoestima", con el fin de promover la valoraci6n de si mismo de toda persona en
Puerto Rico y concientizar sobre autoestima como fundamento de todo programa
de prevenci6n y de rehabilitaci6n en la sociedad; y para otros fines relacionados.

EXPOSICION DE MOTIVOS

La autoestima es el conjunto de percepciones, im6genes, persamientos, juicios y
afectos sobre nosotros mismos. Es 1o que yo pienso y siento sobre mi. La satisfacci6n de
cada uno respecto de sl mismo. Ahora bien, la autoestima no es innata, se va
desarrollando a 1o largo de 1a vida y puede ser modiJicada. Cuanto m6s positiva sea

nuestra autoestima, m6s preparados estamos para afrontar las adversidades, m6s
posibilidades tendremos de ser creativos en nuestro trabajo, m6s oportunidades
encontraremos de entablar reiaciones enriquecedoras y estaremos m6s inclinados a tratar
a ios dem6s con respeto. La autoestima se construye dependiendo de la aceptaci6n que
tengamos en el medio ambiente familiar, social y educativo en el cual nos desenvolvemos,
de c6mo nos reciben los dem5s y lo que ellos esperan de nosotros.

tl
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La autoestima de las personas en una sociedad tiene una enorne importancia ya
que de la valoraci6n que uno haga de si mismo dependerA 1o que haga en la vida y su
participaci6n en ella. Adem6s, condiciona el proceso de desarrollo de las potencialidades
humanas y tambi6n la inserci6n de la persona dentro de la sociedad.

El psicoterapeuta Nathaniel Branden, quien dedic6 parte de su vida al estudio de
la autoestima, expres6 que cada dia existe una mayor concienciaci6n sobre la importancia
de la autoestima. Reconoci6, adem6s, que, asi como un ser humano no puede esperar
realizarse en todo su potencial sin una sana autoestima, tampoco puede hacerlo una
sociedad cuyos miembros no se valoran a si mismos y no confian en su mente.l

La autoestima tiene varias fases, entre la que se encuentra la dimensi6n social. En
una comunidad, en la cual conviva un gran nrimero de personas con baja autoestima, se

pudieran presentar urur serie de problemas sociales, entre los que se destacaria la
intolerancia, la insensibilidad, la criminalidad y otros males sociales. Por ejemplo, la
autoestima baja y el malestar depresivo se han vinculado con la conducta suicida en la
adolescencia y en individuos vulnerables enJrentados a factores estresantes. Concientizar
sobre autoestima debe ser la base de todo programa gubernamental para prevenir
conductas antisociales y procurar la rehabilitaci6n.

Por lo antes expuesto, esta Asamblea Legislativa entiende necesario el que se lleve
a cabo en nuestra Isla una camparla orientada a concientizar sobre la importancia de una
autoestima positiva como mecanismo para atender problemas sociales como e1 maltrato,
el suicidio y e1 acoso escolar, entre otros. A tales e{ectos, se declara en Puerto Rico, el mes
de enero de cada aflo como el "Mes de Concientizaci6n sobre Autoestima".

D E CRET AS E P O R LA AS AMBLEA LEGI SLAT IV A D E PI]ERT O N CO :

Articulo 1.-Se declara el mes de enero de cada aflo como el "Mes de

2 Concientizaci6n sobre Autoestima", con eI prop6sito de realizar una campafla orientada

3 a concientizar sobre la importancia de una autoestima positiva como mecanismo para

4 prevenir conductas antisociaies y procurar la rehabilitaci6n de la sociedad

5 puertorriquefla.

I Branden, N. (2012) El Poder de la Autoestimq, Barcelon4 Espafl4 Ediciones Paid6s
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1 Aficulo 2.-Cada aflo el Gobemador de Puerto Rico emitird una proclama a esos

2 efectos y exhortard a todas las entidades priblicas y privadas, asi como a la ciudadania en

3 general, a organizar actividades a tenor con el prop6sito de esta Ley.

4 Adculo 3.-E1 Secretario del Departamento de Educaci6ry el Secretario del

5 Departamento de la Familia, ei Secretario del Departamento de Correcci6n y

6 Rehabilitaci6n y el Director Ejecutivo de 1a Oficina Para eI Desarrollo Socioecon6mico y

7 Comunitario, en coordinaci6n con el Secretario del Departamento de Estado, asl como las

8 entidades priblicas y los municipios de Puerto Rico, deberdn adoptar las medidas que

sean necesarias para la consecuci6n de los obietivos de esta Ley, mediante la organizaci6n

10 y celebraci6n de actividades para la conmemoraci6n y promoci6n del "Mes de

11 Concientizaci6n sobre Autoestima".

t2 Articulo 4.-Esta Ley entrard en vigor inmediatamente despu€s de su aprobaci6n.

9
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LEY 
 
Para crear una “Ley de Armas de Puerto Rico de 2019”, a los fines de actualizar la ley 

acorde a las decisiones de la Corte Suprema de Estados Unidos de América 
validando la posesión y portación de armas como un derecho individual y 
fundamental protegido bajo la Segunda Enmienda de la Constitución 
Estadounidense; derogar la Ley 404-2000, según enmendada; enmendar la Ley 241-
1999, según enmendada, conocida como “Nueva Ley de Vida Silvestre”; y para 
otros fines relacionados. 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Si analizamos la historia de Puerto Rico desde la invasión norteamericana del 

1898, el Gobierno de Estados Unidos, por medio de la administración militar en Puerto 

Rico asumió control en toda materia militar en Puerto Rico. A la fecha de hoy, la 

defensa nacional es responsabilidad del ejército norteamericano. Con el cambio de 

soberanía, se introdujo el Código Penal de 1902, siendo sus raíces provenientes del 

Estado de California. El Código limitaba simplemente la posesión y tenencia de armas a 

menos que estuviese autorizado por ley. La Ley de 9 de mayo de 1905, eliminó el 

sistema de licencias y permitió la posesión y tenencia de armas a todos los ciudadanos, 

excepto los dueños, arrendatarios, mayordomos o celadores de propiedades. También 
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podían portar armas funcionarios de gobierno como policías y oficiales en las cárceles, 

por la naturaleza de su trabajo. Con la Ley 14 de 24 de junio de 1924 se regresó al 

sistema de licencias y registros. Esta fue sustituida por la Ley Núm. 17 de 19 de enero 

de 1951. Posteriormente surgió una ley complementaria, la Ley 75 de 13 de junio de 

1953, conocida como, “Ley de Tiro al Blanco”, la cual regulaba la práctica del tiro al 

blanco en la isla. Ambas leyes regulaban la tenencia y el uso de armas de fuego en 

Puerto Rico como un privilegio. Dicha “doctrina del privilegio”, logró mayor arraigo 

luego del caso de Pueblo v. Geraldino Del Río, 113 D.P.R. 684 (1982), convirtiéndose 

Puerto Rico en el bastión nacional, tratándose de leyes restrictivas que regulasen la 

tenencia y uso de armas de fuego. Posteriormente dichas leyes fueron derogadas y 

sustituidas por la Ley 404-2000, la cual representó una leve mejoría, pero, aun así, una 

Ley fundamentada en el “privilegio”, puesto que la Legislatura, al momento, no 

contaba con el beneficio de las decisiones de la Corte Suprema de los Estados Unidos de 

América en cuanto al derecho a la auto-defensa. Nuestra tradición legislativa siempre 

apuntó hacia la igualdad, pero en este aspecto, erradamente dejamos de lado el derecho 

equitativo. La Ley 404-2000 coloca la vara muy alta, para la mayoría de la población que 

tiene un derecho a la auto-defensa, a proteger su vida. El presidente Abraham Lincoln, 

en un momento de su vida expresó que “Justice is equality”. No existe esa igualdad de 

tratamiento, dirigida a todos los niveles de nuestra sociedad, en dicha Ley. 

Para el 26 de junio de 2008 la Corte Suprema de Estados Unidos de América 

determinó que la Segunda Enmienda de la Constitución federal constituía un derecho 

de carácter individual fundamental; D.C. v. Heller, 128 S.Ct. 2783, 554 US 570, (2008). El 

28 de junio de 2010, provocados por el municipio de Chicago, la Corte Suprema de 

Estados Unidos, tuvo la oportunidad de aclarar decisión en Heller, supra, confirmado en 

el caso de McDonald v. City of Chicago, 130 S. Ct. 3020, 561 US 3025, 177 L. Ed. 2d 894 

(2010), que el derecho a tener y portar armas es de carácter individual fundamental y 

aplicable a los estados en virtud de la Cláusula de Debido Proceso de Ley de la 

Decimocuarta Enmienda de la Constitución de Estados Unidos de América.  

http://scholar.google.com.pr/scholar_case?case=5141154246897960488&q=D.C.+v.+Heller+554+US&hl=en&as_sdt=2,5&as_vis=1
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Curiosamente, luego de las decisiones de la Corte Suprema de Estados Unidos, en 

los casos de Heller y McDonald, la resistencia al reconocimiento de la Segunda Enmienda 

de la Constitución federal, en Puerto Rico ha sido de carácter extraordinario, sin 

precedentes, al punto de que daría la impresión de que carecemos de los derechos 

individuales fundamentales, que le son aplicables a todos los ciudadanos americanos, 

ciudadanía que poseemos desde el 1917. 

La Ley de Relaciones Federales, en su texto dispone que “Los derechos, privilegios e 

inmunidades de los ciudadanos de los Estados Unidos se respetarán en Puerto Rico 

hasta el mismo grado que si Puerto Rico fuera un Estado de la Unión y sujeto a las 

disposiciones del inciso 1 de la sec. 2 del Art. IV de la Constitución de los Estados 

Unidos”; Ley Pública 600 de 3 de julio de 1950. 

La Asamblea Legislativa estuvo muy atenta a importantes precedentes jurídicos que 

surgieron, que cuidadosamente analizados, motivan a tomar acción, creando una nueva 

Ley de carácter constitucional. En el ínterin, importantes decisiones surgieron, pero 

estas no sirvieron para adelantar el derecho más importante al hombre, el derecho a la 

auto-protección de su mayor tesoro, su vida. En Pueblo de PR v. Sánchez Valle y otros, 

2015 TSPR 25, nuestro Tribunal Supremo reconoce ausencia de soberanía primigenia, y 

expone como sigue: 

“Los precedentes del Tribunal Supremo federal nos obligan y el Estado no ha presentado un 

argumento convincente que los haga inaplicables. Es nuestro precedente el que es claramente 

erróneo y le niega reconocimiento al derecho constitucional de los peticionarios. Por eso no puede 

prevalecer.” 

Este caso fue resuelto antes de que el caso de Segunda Enmienda de la Constitución 

de los Estados Unidos de América fuese finalmente rechazado de verse por nuestro más 

alto foro; es curioso puesto que los precedentes de la Corte Suprema federal nos 

obligan, pero en el caso del derecho a la auto defensa de los puertorriqueños resulta no 

ser así, aun a pesar de que el caso de Sánchez Valle fue confirmado por la Corte Suprema 
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de Estados Unidos en Commonwealth of Puerto Rico v. Sánchez Valle, resuelto el 9 de junio 

de 2016. 

Ante la decisión del más alto foro judicial de nuestra Nación, como deber 

adquirido y asumido bajo juramento, de defender la Constitución de Estados Unidos de 

América y la Constitución de Puerto Rico, por los miembros de la Asamblea Legislativa, 

resulta necesario el tomar acción para salvaguardar y proteger los derechos de los 

ciudadanos americanos en Puerto Rico, mediante una nueva Ley de Armas, y dejar 

claro que en Puerto Rico es un derecho fundamental, al igual que en el resto de la 

Nación, la posesión, portación y uso de armas de fuego para la defensa, deporte y 

disfrute de nuestra ciudanía. Esta Ley se crea de conformidad con las leyes federales 

aplicables a este asunto. 

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

CAPITULO I 1 

DISPOSICIONES PRELIMINARES 2 

Artículo 1.01.-Título de la Ley. 3 

Esta Ley se conocerá como la nueva “Ley de Armas de Puerto Rico de 2019”.  4 

Artículo 1.02.-Definiciones. 5 

Para efectos de esta Ley, los siguientes términos tendrán el significado que a 6 

continuación se expresa:                                                                           7 

(A) “Agente Gestor”- significa aquel Armero autorizado por las leyes y reglamentos 8 

estatales y federales aplicables, a entrar datos provenientes de los solicitantes de 9 

licencia de armas, al Banco de Información de Licencias de Armas de la Policía 10 

de Puerto Rico y gestionar ante la Oficina de Licencias de Armas de la Policía de 11 
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Puerto Rico la licencia al solicitante. El Negociado de la Policía suministrará todo 1 

el equipo a los Armeros, para que estos puedan entrar y gestionar la licencia de 2 

armas. Los Armeros no podrán emitir licencias de armas. 3 

(B) “Agente del Orden Público”- significa aquel miembro u oficial del Gobierno de 4 

Puerto Rico o de Estados Unidos de América, así como cualquier subdivisión 5 

política de Puerto Rico o de Estados Unidos, entre cuyos deberes se encuentra el 6 

proteger a las personas y la propiedad, mantener el orden y la seguridad pública; 7 

y efectuar arrestos. Esto incluye, pero sin limitarse, a todo miembro del 8 

Negociado de la Policía de Puerto Rico y de la Policía Municipal, Agentes del 9 

Negociado de Investigaciones Especiales del Departamento de Justicia, Cuerpo 10 

de Vigilantes del Departamento de Recursos Naturales y Ambientales, Oficiales 11 

de Custodia del Departamento de Corrección y de la Oficina de Servicios con 12 

Antelación al Juicio, Guardia Nacional mientras se encuentren en funciones o 13 

ejercicios oficiales, los Oficiales de Custodia de la Administración de 14 

Instituciones Juveniles, Inspectores de la Comisión de Servicio Público, 15 

Inspectores de Rentas Internas del Departamento de Hacienda y Alguaciles de la 16 

Rama Judicial de Puerto Rico y de los del tribunal federal con jurisdicción en 17 

todo Puerto Rico.  18 

(C) “Ametralladora o Arma Automática”- significa aquella arma de fuego, que, sin 19 

importar su descripción, tamaño, o nombre por el que se conozca, cargada o 20 

descargada, pueda disparar repetida o automáticamente más de una bala o de 21 

forma continua un número de balas contenidas en un abastecedor, cinta o 22 
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cualquier otro receptáculo, mediante una sola presión del gatillo. El término 1 

“arma automática” incluye también las semiautomáticas. El término 2 

“ametralladora” incluye también el de subametralladora, así como cualquier otra 3 

arma de fuego provista de un dispositivo para disparar automáticamente la 4 

totalidad o parte de las balas o municiones contenidas en el abastecedor, cinta u 5 

otro receptáculo mediante una sola presión del gatillo o cualquier pieza, artefacto 6 

individual o combinación de las partes de un arma de fuego, destinada y con la 7 

intención de convertir, modificar o alterar dicha arma en una ametralladora.  8 

(D) “Arma Blanca”- significa un objeto punzante, cortante o contundente que pueda 9 

ser utilizado como un instrumento de agresión, capaz de infligir grave daño 10 

corporal, incluso la muerte. Esta definición no incluye estos tipos de artefactos, 11 

mientras sean utilizados con fines de trabajo, arte, oficio o deporte. 12 

(E) “Arma de Fuego”- es cualquier arma, que sin importar el nombre, sea capaz de 13 

lanzar un proyectil o proyectiles por acción de una explosión. El término arma de 14 

fuego incluye, pero no se limita a, pistola, revolver, escopeta, rifle, carabina, 15 

incluyendo el marco, armazón o el receptor donde el manufacturero coloca el 16 

número de serie de tales armas. Esta definición no incluye aquellos artefactos de 17 

trabajo tales como, pero sin limitarse a, las pistolas de clavos utilizadas en la 18 

construcción, artefactos para lanzar señales de pirotecnia o líneas, mientras se 19 

utilicen con fines de trabajo, arte, oficio o deporte.  20 
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(F) “Arma Neumática” - es cualquier arma, que sin importar el nombre por el cual se 1 

conozca, mediante la liberación de gas o mezcla de gases comprimidos sea capaz 2 

de impulsar uno (1) o más proyectiles.  3 

(G) “Arma de Fuego Antigua” se define como: 4 

(1) Cualquier arma de fuego, pistola, escopeta o fusil de mecha (“matchlock”) 5 

o de chispa (“flintlock”), vaina de percusión (“percussion cap”) 6 

manufacturado en o antes de 1898; o                                                                    7 

(2) cualquier réplica de un arma de fuego descrita en el subinciso anterior, si 8 

dicha réplica: 9 

(a) no está diseñada, rediseñada o de cualquier forma modificada, para 10 

utilizar munición de fuego anular (“rimfire”) o munición de tipo 11 

convencional de fuego central (“centerfire”);                                  12 

(b) utiliza munición de fuego anular (“rimfire”) o munición de tipo 13 

convencional de fuego central (“centerfire”) que ya no es 14 

manufacturada en Estados Unidos y que no es disponible por los 15 

canales normales y ordinarios de comercio; o  16 

(c) cualquier rifle de avancarga por el cañón (“muzzle loading rifle”), 17 

escopeta de carga por el cañón (“muzzle loading shotgun”) o pistola 18 

de carga por el cañón (“muzzle loading pistol”) que esté diseñada para 19 

utilizarse con pólvora negra o un substituto de pólvora negra, y que no 20 

pueda utilizar munición de tipo fijo. Para los propósitos de este 21 

subinciso, el término “Arma de Fuego Antigua” no incluirá cualquier 22 
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arma que incorpore un armazón (“frame”) o recibidor (“receiver”) 1 

multi disciplinario serializado o no, cualquier arma que sea capaz de 2 

ser convertida en un arma de carga por el cañón (“muzzle loading 3 

weapon”), cualquier arma de carga por el cañón (“muzzle loading 4 

weapon”), o que pueda ser convertida para ser capaz de disparar 5 

munición de tipo fijo mediante el reemplazo del cañón (“barrel”), 6 

cerrojo (“bolt”), ánima (“breech lock”), o cualesquiera combinación de 7 

éstas.  8 

(H)  “Armero” – Significa cualquier persona natural o jurídica que posee una licencia 9 

federal (FFL) para dedicarse al comercio y que, por si o por medio de sus agentes 10 

o empleados, compre o introduzca para la venta, cambie, permute, ofrezca en 11 

venta o exponga a la venta, o tenga a la venta en su establecimiento comercial 12 

cualquier arma de fuego o municiones, o que realice cualquier trabajo mecánico o 13 

cosmético para un tercero en cualquier arma de fuego o municiones. 14 

(I) “Armor Piercing”- significa aquel proyectil que pueda ser usado en armas de 15 

fuego, que esté construido enteramente (excluyendo la presencia o trazas de 16 

otras sustancias) o de una combinación de aleación de tungsteno, acero, hierro, 17 

latón, bronce, berilio cúprico o uranio degradado; o un proyectil de cubierta 18 

completa mayor de calibre veintidós (22), diseñado e intencionado para usarse en 19 

armas de fuego y cuya cubierta tenga un peso de más de veinticinco (25) por 20 

ciento de su peso total. Excluye toda munición designada no tóxica, requerida 21 

por legislación ambiental federal o estatal o reglamentación de caza para esos 22 
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propósitos, proyectiles desintegrables diseñados para tiro al blanco, o cualquier 1 

proyectil que se determine por el Secretario del Tesoro de Estados Unidos que su 2 

uso primario es para propósito deportivo, o cualquier otro proyectil o núcleo de 3 

proyectil en cual dicho Secretario encuentre que su uso primordial es para fines 4 

industriales, incluyendo cargas usadas en equipos de perforación de pozos de 5 

petróleo o de gas. 6 

(J) “Asociación de Tiro”- significa cualquier asociación bona fide de deportistas o 7 

practicantes de tiro, debidamente instituida y reconocida nacionalmente o 8 

internacionalmente, que posea un reglamento que regule una disciplina 9 

particular de tiro, y la cual celebre o participe de competencias a nivel nacional 10 

y/o internacional, en forma ordenada, bajo la supervisión de árbitros o jueces, y 11 

sistemas de clases basados en puntuación con propósito de elegir un ganador o 12 

ganadores. 13 

(K)  “Banco de Información de Licencias de Armas”- significa el sistema o registro 14 

digital para almacenar la data relacionada a las licencias de armas y todas las 15 

transacciones de armas de fuego y municiones por parte de la persona tenedora 16 

de una de estas. 17 

(L) “Certificado de Uso y Manejo”- significa aquel documento que acredita la 18 

participación y cumplimiento en el Curso de Uso y Manejo de Armas de Fuego.  19 

 (M) “Concesionario” – significa toda persona tenedora de una Licencia de Armas o 20 

autorización para tener, poseer y transportar armas, sus municiones, portar 21 

armas de fuego, tirar al blanco o cazar. 22 
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(N) “Federación de Tiro” - significa cualquier federación adscrita al Comité 1 

Olímpico de Puerto Rico que represente el deporte de tiro al blanco.  2 

(O) “Licencia de Armas”- es el carné otorgado por la Oficina de Licencia de Armas, 3 

que acredita e identifica al concesionario como persona autorizada a ejercer su 4 

derecho constitucional a adquirir, comprar, vender, donar, prestar, traspasar, 5 

ceder, tener, poseer, custodiar, transportar, portar, usar, tirar al blanco, cazar y 6 

conducir armas, armas de fuego, municiones dependiendo su categoría, pólvora 7 

acelerante (“smokeless”) para recargar municiones dependiendo de su categoría 8 

en todo lugar sujeto a la jurisdicción del Gobierno de Puerto Rico y cualquier 9 

otra jurisdicción que se haya legislado reciprocidad con Puerto Rico, o que en lo 10 

prospectivo se legisle reciprocidad con Puerto Rico. Tendrá una vigencia de seis 11 

(6) años. El concepto “licencia” como utilizado en esta Ley no se puede 12 

interpretar como un privilegio concedido por el Estado; se trata de un 13 

instrumento que identifica a su poseedor como persona que bajo la Constitución 14 

de Estados Unidos de América puede ejercer el derecho a poseer y portar armas. 15 

(P) “Munición” – significa cualquier bala, cartucho, proyectil, perdigón o cualquier 16 

carga, completamente ensamblada, entiéndase con casquillo o vaina, de metal, 17 

plástico o cartón, pólvora del tipo “smokeless” o del tipo “pólvora negra” o sus 18 

sustitutos, fulminante y proyectil, que se ponga o pueda ponerse en un arma 19 

para ser expulsada por la acción de un explosivo. Incluye también aquella 20 

munición donde el proyectil se ha encajado o adherido, en una pastilla de 21 

pólvora del tipo “smokeless” para detonarse en la recámara de un arma 22 
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mediante la inducción de una chispa eléctrica o mediante la acción de un 1 

fulminante, la cual carece de casquillo o vaina. 2 

(Q) “NCIC” - significa el “National Crime Information Center”, sistema de 3 

información computadorizada de data de justicia criminal establecido por el FBI 4 

como un servicio para las agencias de orden público estatal y federal.  5 

(R) “NICS”- significa el “National Instant Criminal Background Check System”, 6 

administrado por el FBI, el cual todo armero debe contactar o acceder para 7 

requerir información sobre si una persona puede poseer un arma sin violar las 8 

disposiciones legales del 18 U.S.C. § 923, según enmendada.  9 

(S) “Oficina de Licencias de Armas u Oficina”- significa aquella unidad del 10 

Negociado de la Policía de Puerto Rico, encargada de todo lo relacionado a la 11 

expedición de Licencias de Armas y autorización para portación de armas. Esta 12 

oficina será la única autorizada para emitir licencias de armas y autorizaciones 13 

para portar armas. 14 

(T) “Policía” - significa el Negociado de la Policía de Puerto Rico.  15 

(U) “Pólvora Acelerante (Smokeless Power)” - significa un propulsor que en su 16 

acción es relativamente libre de humo, cuya carga está compuesta 17 

principalmente de nitrocelulosa y se utiliza comúnmente en la manufactura o re-18 

manufactura de municiones.  19 

(V) “Portación”- significa la posesión inmediata o la tenencia física de una o más 20 

armas de fuego, cargadas o descargadas, sobre la persona del portador o a su 21 



12 

alcance inmediato. Por alcance inmediato se entenderá al alcance de su mano y la 1 

transportación de las mismas.  2 

(W) “Secretario”- significa el Secretario del Departamento de Recreación y Deportes 3 

de Puerto Rico. 4 

(X) “Silenciador de Arma de Fuego" - es cualquier artefacto, dispositivo o 5 

mecanismo para silenciar, amortiguar o disminuir el sonido de un arma de 6 

fuego, incluyendo cualquier combinación de partes, diseñado, rediseñados o 7 

destinados para su uso en el montaje o la fabricación, y/o cualquier parte 8 

destinada sólo para el uso a tales propósitos.  9 

(Y) “Comisionado”- significa el Comisionado del Negociado de la Policía de Puerto 10 

Rico.  11 

(Z) “Transportar” - significa la posesión, mediata o inmediata de armas y/o 12 

municiones, con el fin de trasladarlas entre lugares. Dicha transportación deberá 13 

realizarse por una persona autorizada y el arma deberá ser transportada 14 

descargada, dentro de un estuche cerrado, y el cual a su vez no podrá estar a 15 

simple vista. 16 

(AA) “Vehículo”- significa cualquier medio que sirva para transportar personas o 17 

cosas por tierra, mar o aire.  18 

(BB) “RCI o Registro Criminal Integrado” – Significa el Registro Criminal Integrado 19 

del Departamento de Justicia de Puerto Rico, el cual es un sistema de 20 

información computarizado de casos criminales activos en el Tribunal, órdenes 21 
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de protección y órdenes de arresto expedidas por determinaciones de causa para 1 

arresto y por la Junta de Libertad bajo Palabra. 2 

(CC) “BATFE o ATF” – Significa el Negociado de Armas, Alcohol, Tabaco y 3 

Explosivos, por sus siglas en inglés. 4 

CAPITULO II 5 

LICENCIA Y REGLAMENTACIÓN 6 

Artículo 2.01.-Servicio de Licencias de Armas. 7 

La Oficina de Licencias de Armas expedirá licencias de armas y/o de armeros de 8 

conformidad con las disposiciones de esta Ley, las cuales facilitarán la inscripción 9 

electrónica de todas las transacciones de armas de fuego y municiones por parte de la 10 

persona tenedora de una de éstas. Corresponderá a la Oficina de Licencia de Armas 11 

disponer mediante reglamentación la forma en que funcionará el Sistema del Banco de 12 

Información de Licencia de Armas. Esta Oficina se asegurará que el sistema diseñado le 13 

haga llegar directamente a la Policía toda transacción que efectúe un concesionario. 14 

Llevará constancia de la información requerida para emitir la licencia, así como 15 

mantener estadísticas de cuantas licencias han sido expedidas, cuantas han sido 16 

actualizadas, cuantas han sido denegadas y cuantas han sido revocadas. A su vez, 17 

deberá llevar un registro de forma digital de las multas expedidas, así como las 18 

pendientes por cobrar. 19 

La Oficina de Licencias de Armas, entrará la información suministrada a través 20 

de la solicitud del peticionario en su sistema y los documentos serán digitalizados a 21 

esos fines. El original de los documentos será devuelto al peticionario luego de 22 
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digitalizarlos, sellados con fecha y hora como constancia de su recibo. La licencia de 1 

armas expedida será un carné similar a los certificados de licencias de conducir, de 2 

tamaño apropiado como para ser portado en billeteras de uso ordinario, conteniendo la 3 

fotografía de busto del peticionario donde sus facciones sean claramente reconocibles, 4 

nombre completo de éste y su dirección residencial, datos descriptivos de la persona, el 5 

número de la licencia de armas, la fecha de expedición y de expiración de la misma. El 6 

carné será provisto de los elementos de seguridad más modernos disponibles, de tal 7 

manera que se haga dificultosa la falsificación o alteración del mismo. El Comisionado 8 

establecerá mediante reglamento las características físicas de las licencias, así como 9 

cualquier otra utilidad que él estime conveniente para la misma. 10 

Los agentes del orden público podrán solicitar la información en el sistema de un 11 

concesionario a la Oficina de Licencia de Armas, con el único propósito de verificar la 12 

validez de una Licencia de Armas. La información personal de identificación de una 13 

persona que haya solicitado o recibido una Licencia de Armas es una de carácter 14 

privado y confidencial. Dicha información solo podrá ser revelada mediante orden de 15 

registro y allanamiento obtenida del Tribunal de Primera Instancia, según garantizado 16 

por la Constitución de Estados Unidos en su Carta de Derechos, Enmienda II, IV y XIV 17 

y en la Constitución de Puerto Rico, Art. II Sec. 7 y 10, excepto se trate de una 18 

investigación con interés apremiante, debido a que la seguridad de un civil o del estado 19 

estén en peligro y sea realizado por el Departamento de Seguridad Pública. 20 

Artículo 2.02.-Licencia de Armas. 21 
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(A)  La Oficina de Licencia de Armas, expedirá licencias de armas y autorización de 1 

portación a todo peticionario que cumpla con los siguientes requisitos:  2 

(1) Haber cumplido veintiún (21) años de edad.  3 

(2) Tener un expediente negativo de antecedentes penales. La Oficina de 4 

Licencias de Armas corroborará por vía electrónica, si a la fecha de la 5 

solicitud, el peticionario no ha sido convicto, o no se encuentra acusado o en 6 

proceso de juicio por alguno de los delitos establecidos en esta Ley o sus 7 

equivalentes en Puerto Rico o en Estados Unidos, utilizando para ello los 8 

sistemas disponibles, incluyendo, el RCI, NCIC y el NICS.  9 

(3) No ser adicto a sustancias controladas o ebrio habitual.  10 

(4) No haberse emitido una declaración de incapacidad por un Tribunal con 11 

jurisdicción.  12 

(5) No haber sido separado de las Fuerzas Armadas o del Negociado de la 13 

Policía de Puerto Rico bajo condiciones deshonrosas o por haber sido 14 

convicto de delito grave.  15 

(6) No incurrir ni pertenecer a organizaciones que incurran en actos de violencia 16 

o dirigidos al derrocamiento del gobierno construido.  17 

(7) No estar bajo una orden del tribunal que le prohíba acosar, espiar, amenazar 18 

o acercarse a un compañero íntimo, algún familiar de éste o a persona 19 

alguna.  20 

(8) Ser ciudadano o residente legal de Estados Unidos de América.                      21 
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(9) No ser persona impedida por Ley Federal a recibir, transportar o enviar 1 

armas de fuego o municiones. 2 

(B) La solicitud para la expedición de una licencia de armas, deberá contener lo 3 

siguiente: 4 

1) Nombre de pila, acompañado de su apellido paterno y materno. 5 

2) Dirección residencial y postal. 6 

3) Número de teléfono residencial y/o celular. 7 

4) En caso de tener, dirección de correo electrónico. 8 

5) Fecha y lugar de nacimiento. 9 

6) Certificado de Antecedentes Penales. 10 

7) Datos descriptivos de las personas, entiéndase, sexo, color de ojos y pelo, 11 

peso y estatura. 12 

8) Número de Seguro Social. 13 

9) Número del Certificado de Licencia de Conducir. 14 

10) En caso de ser extranjero o residente legal, deberá incluir el número de 15 

registración de extranjero. 16 

11) Sello de Rentas Internas por la cantidad de sesenta (60) dólares, 17 

disponiéndose que diez (10) dólares por cada solicitud será transferido a 18 

la Federación de Armas Cortas y Rifles de Puerto Rico. Los restantes 19 

cincuenta (50) dólares irán al fondo general para ser transferidos al 20 

Negociado de la Policía de Puerto Rico, para cubrir los gastos incurridos 21 



17 

por éstos en el cumplimiento de esta Ley. Se establece que en los casos en 1 

que se deniegue la licencia, la cantidad pagada no será reembolsable. 2 

12) Cumplimentada bajo juramento ante notario atestando la veracidad de su 3 

contenido y que cumple con todos los requisitos dispuesto en esta Ley y 4 

cualquier otra ley estatal o federal aplicable. En el caso de los no 5 

residentes, deberán acompañar la solicitud por una declaración jurada por 6 

una persona autorizada dentro de su estado o territorio. 7 

13) Huellas digitales, las cuales deben ser tomadas por un técnico de la 8 

Policía, Agente Gestor o agencia gubernamental estatal o federal 9 

competente. Una vez las huellas sean corroboradas y verificadas con el 10 

sistema de huellas de la Policía, las mismas serán devueltas al 11 

peticionario. 12 

14) Nombre en letra de molde y firma del peticionario. 13 

15) Dos fotografías de busto de dos (2) pulgadas por dos (2) pulgadas de 14 

tamaño, a color y donde sus facciones sean claramente reconocibles. 15 

16) Certificación de Uso y Manejo. 16 

La solicitud deberá contener encasillados, donde el peticionario podrá marcar 17 

“sí” o “no”, para acreditar el cumplimiento con los requisitos establecidos en el Artículo 18 

2.02(A). 19 

Asimismo, contendrá de forma prominente la advertencia que dar información o 20 

documentos falsos con relación a la solicitud de licencia podrá acarrear pena de cárcel 21 

por perjurio, falsificación de documentos, falsedad ideológica, archivo de documentos o 22 
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datos falsos, posesión y traspaso de documentos falsificados, y que, de no cumplir con 1 

los requisitos establecidos, su solicitud sería denegada, sin devolución de los derechos 2 

pagados. 3 

 (C) Radicación de Solicitudes de Licencia de Armas:  4 

Toda solicitud de Licencia de armas por residentes en Puerto Rico, 5 

cumplimentada conforme a esta Ley, junto al pago correspondiente, habrá de 6 

radicarse personalmente en las Oficinas de Licencias de Armas, ante un Agente 7 

Gestor o en la Comandancia de Área de donde reside el peticionario, la cual 8 

deberá remitir dicha solicitud en un término no mayor de cinco (5) días a la 9 

Oficina de Licencia de Armas. Recibido el pago por los derechos y los 10 

documentos, debidamente cumplimentados, se procederá de inmediato a realizar 11 

el cotejo electrónico, sobre el expediente negativo de antecedentes penales del 12 

peticionario. La Oficina de Licencias de Armas, deberá completar la investigación 13 

y emitir la licencia en un término no mayor de diez (10) días naturales, contados a 14 

partir de que se presentó la solicitud. En aquellos casos donde la petición se haya 15 

presentado en la Comandancia de Área del lugar de residencia del peticionario, el 16 

término para completar la investigación y emitir la licencia no podrá ser mayor de 17 

quince (15) días contados a partir de que se presentó la solicitud. De resultar que 18 

el solicitante cumple con todos los requisitos de esta Ley, la Oficina procederá a 19 

notificarle al peticionario, quien deberá certificar a la Oficina, que es miembro de 20 

un club, asociación o federación de tiro, antes de que se le haga entrega de la 21 

licencia. En caso de que el peticionario posea la autorización de portación de 22 
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armas, no será necesaria dicha certificación. De resultar que el solicitante no 1 

cumple con los requisitos de Ley, la Oficina de Licencia de Armas notificará al 2 

Comisionado de la Policía de la denegatoria. A su vez, la Oficina de Licencias de 3 

Armas notificará inmediatamente al peticionario, para que este pueda realizar la 4 

petición de revisión o apelación correspondiente, según provisto en esta Ley. 5 

(D) Si durante el proceso de emitir la licencia, resultare que el peticionario, 6 

maliciosamente y con conocimiento de ello, ha provisto información falsa en su 7 

solicitud, la Oficina de Licencia de Armas, notificará de inmediato a las 8 

autoridades de orden público del Estado, con el propósito de que estos 9 

determinen la procedencia o no de acciones judiciales y la posible radicación de 10 

cargos por delito comprendido bajo esta Ley o cualquier otra aplicable. No 11 

obstante, el peticionario podrá solicitar una revisión, de entender que la 12 

información resultante de la acción por la Oficina de Licencia de Armas no es 13 

correcta. No se podrá requerir al solicitante información adicional a los requisitos 14 

establecidos en esta Ley.  15 

 (E) Se requiere una licencia de armas vigente para que el peticionario pueda 16 

adquirir, comprar, transportar, vender, donar, prestar, traspasar, ceder, tener, 17 

poseer, custodiar, portar, usar y conducir armas, armas de fuego, municiones, 18 

pólvora acelerante para recargar municiones y cualquier accesorio pertinente, en 19 

todo lugar sujeto a la jurisdicción del Gobierno de Puerto Rico, disponiéndose 20 

que:  21 



20 

(1) Se requiere una licencia de armas con autorización de portación vigente, para 1 

poder portar armas y el concesionario lo hará de forma oculta o no ostensiva.  2 

(2) El Comisionado dispondrá mediante reglamento, el procedimiento para que 3 

cualquier agente del orden público, según definido en esta Ley, pueda 4 

expedir boletos, los cuales serán remitido a la Oficina de Licencia de Armas, 5 

donde se anotará la infracción del concesionario en el banco de información. 6 

Los agentes del orden público podrán imponer una multa de cien (100) 7 

dólares a todo concesionario por portar, conducir o transportar armas de 8 

forma ostentosa o no oculta. La parte interesada a la que se le haya impuesto 9 

una multa, tendrá sesenta (60) días naturales contados a partir de que se 10 

advino en conocimiento de la multa, para solicitar una revisión de la misma. 11 

La Oficina de Licencia de Armas celebrará una vista administrativa en un 12 

término improrrogable y no mayor de treinta (30) días naturales contados 13 

desde el día que se sometió la solicitud. La Oficina de Licencia de Armas 14 

tendrá quince (15) días naturales para emitir una resolución donde se 15 

sostenga, revise, modifique o elimine la multa impuesta. De no celebrarse 16 

dicha vista por responsabilidad del Estado dentro del término establecido, se 17 

dejará la multa sin efecto y administrativamente se archivará la misma. De 18 

sostenerse la multa, el concesionario podrá acudir a un tribunal con 19 

jurisdicción para la revisión de la decisión administrativa. Si el concesionario 20 

persiste en portar su arma en forma ostensiva, ya en una tercera vez o más, la 21 
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multa será de quinientos (500) dólares. Luego de la quinta falta, se revocará la 1 

Licencia de Armas. 2 

(3) Los agentes del orden público, según definidos en esta Ley y los guardias de 3 

seguridad privados con licencia de armas, uniformados y en el ejercicio de 4 

sus funciones, podrán portar y transportar su arma en forma expuesta. 5 

Aquellas personas que se encuentren realizando actividades legítimas de tiro 6 

al blanco o de caza, dentro de los predios donde se lleve a cabo esta actividad, 7 

podrán portar y transportar sus armas en forma expuesta.  8 

(4) Las armas de fuego, pólvora acelerante o municiones solo se podrán donar, 9 

vender, traspasar, ceder, prestar, dejar bajo la custodia o cualquier otra forma 10 

de traspaso de control o de dominio, entre personas que posean licencia de 11 

armas o de armero vigentes; salvo dentro de los predios de clubes de tiro o 12 

lugares de caza para actividad legítima del deporte, donde los concesionarios 13 

de licencia de armas podrán prestar armas y facilitar las municiones para 14 

dichas armas y los Armeros podrán alquilar armas y vender municiones a 15 

personas con licencia, para el uso en los predios, sujeto a las limitaciones que 16 

le imponen las leyes estatales y federales vigentes.  17 

(5) Esta licencia de armas no autoriza al concesionario a dedicarse al negocio de 18 

alquiler, compra y venta de armas de fuego, pólvora o municiones, 19 

limitándose la compra y venta de éstas, a sus armas y municiones personales, 20 

exclusivamente a concesionarios con licencias de armas vigente y armero. 21 

Dicha compra y venta de armas y municiones tendrá que ser notificada en un 22 
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periodo no mayor de setenta y dos (72) horas, contados a partir de efectuarse 1 

la transacción, a la Oficina de Licencia de Armas. De no cumplir con la 2 

obligación aquí dispuesta, será culpable de delito menos grave, y convicta 3 

que fuere, será sancionada con una multa de cien (100) dólares. 4 

(6) Los concesionarios de otras jurisdicciones, para tener los mismos derechos y 5 

privilegios que gozan los concesionarios con licencia de armas de Puerto Rico, 6 

habrán de cumplir con los requisitos de esta Ley. A su vez, deberán informar 7 

a la Oficina de Licencia de Armas, en caso de que tengan la intención de 8 

introducir una o más armas y municiones a Puerto Rico. El Comisionado 9 

dispondrá mediante reglamento, la forma en que se realizará dicha 10 

notificación.  11 

(7) Toda persona que porte un arma en Puerto Rico cumplirá con el requisito de 12 

que las armas y municiones deberán ser transportadas dentro de estuches 13 

cerrados que no reflejen su contenido.  14 

(F) La Oficina de Licencia de Armas expedirá, duplicados de carnés de licencia de 15 

armas, cuando éste sea solicitado por un concesionario previo el pago de treinta 16 

(30) dólares mediante un sello de Rentas Internas y una declaración jurada 17 

estableciendo el motivo de dicha solicitud.  18 

(G) El carné de la Licencia de Armas de Puerto Rico tendrá una vigencia de seis (6) 19 

años. Transcurrido dicho término, el carné deberá ser actualizado para poder 20 

continuar transportando armas. Ninguna persona podrá poseer o transportar 21 

armas de fuego con licencia de armas vencida, so pena de que se le imponga multa 22 
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administrativa de quinientos (500) dólares por cada arma que se transporte con 1 

licencia no actualizada. La falta de actualización a que se refiere este Artículo 2 

impedirá además la compra de municiones por parte del poseedor de la Licencia. 3 

La Oficina de Licencia de Armas creará, dentro de los términos establecidos en esta 4 

Ley, el reglamento para el manejo e imposición de multas por poseer o transportar 5 

armas con Licencia de Armas no actualizada. Nada de lo antes dispuesto impedirá 6 

en forma alguna que la persona que posea un carné vencido pueda disponer de la 7 

venta de una o más armas, o sus municiones, a persona que posea Licencia de 8 

Armas o de Armero vigente, disponiéndose que dicha transacción deberá 9 

realizarse por medio de un armero. 10 

(H) Luego de extinguido el sexto año a partir de la fecha de expedición de la 11 

Licencia de Armas, el concesionario vendrá obligado a actualizar la misma, 12 

cumplimentando la solicitud a estos fines, juramentada ante notario público, a los 13 

fines de que cumple con todos los requisitos dispuestos en esta Ley. El número de 14 

Licencia de Arma se conservará a través de todas las actualizaciones que se 15 

realicen de la misma, siempre que se autorice dicha actualización de acuerdos con 16 

las disposiciones de esta Ley. La solicitud de actualización deberá estar 17 

acompañada de un pago por la cantidad de treinta (30) dólares a pagarse por 18 

medio de sellos de Rentas Internas, más el saldo del monto de cualquier multa 19 

administrativa pendiente de pago por razón de esta Ley. Se dispone que cinco (5) 20 

dólares por cada solicitud de actualización será transferido a la Federación de 21 

Armas Cortas y Rifles de Puerto Rico. Los restantes veinticinco (25) dólares irán al 22 
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fondo general para ser transferidos al Negociado de la Policía de Puerto Rico, para 1 

cubrir los gastos incurridos por éstos en el cumplimiento de esta Ley. Se establece 2 

que en los casos en que se deniegue la actualización de la licencia, la cantidad 3 

pagada no será reembolsable. Además, deberá acompañar una nueva Certificación 4 

de Uso y Manejo de Armas de Fuego, por cualquiera de las personas o 5 

instituciones acreditadas por esta Ley. La solicitud de actualización se podrá 6 

presentar en la Oficina de Licencia de Armas, a través de un Agente Gestor o en la 7 

Comandancia de Área del lugar de residencia del peticionario, la cual deberá 8 

remitir dicha solicitud en un término no mayor de cinco (5) días a la Oficina de 9 

Licencia de Armas o por correo, disponiéndose, que la Oficina de Licencia de 10 

Armas, como deber ministerial, mantendrá una página de internet donde todo 11 

formulario se hará disponible a los concesionarios de licencias. Sometida toda la 12 

documentación de la actualización de la licencia, la Oficina de Licencia de Armas 13 

emitirá, previa satisfacción de todos los requisitos y derechos de actualización, el 14 

nuevo carné. La Oficina de Licencia de Armas, enviará o entregará la licencia 15 

actualizada dentro de los diez (10) días laborables siguientes de haberse recibido la 16 

solicitud de actualización por la Oficina. Todo concesionario deberá informar a la 17 

Oficina de Licencia de Armas su cambio de dirección residencial, postal o 18 

electrónica, si la tuviere, dentro de los primeros treinta (30) días de realizarse el 19 

cambio, so pena de multa administrativa de veinticinco (25) dólares, más 20 

veinticinco (25) dólares adicionales por mes adicional que dejare de informar.  21 
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(I) No será requisito poseer arma de fuego alguna para poder obtener licencia de 1 

armas o permiso de portación de armas. 2 

La compra y venta de armas de fuego entre personas privadas con licencia vigente, 3 

se realizará ante un Armero, y previa verificación de los antecedentes penales del 4 

comprador de manera electrónica en los sistemas NCIS y RCI. Si al momento de 5 

efectuarse la transacción, la persona no posee licencia por estar en proceso de 6 

solicitud, las armas y/o municiones deberán ser consignadas en una armería o 7 

persona con licencia de armas vigente, hasta que culmine el proceso y obtenga la 8 

mencionada licencia. 9 

Artículo 2.03.- Procedimiento de Expedición de Licencia de Armas a Ciertos 10 

Funcionarios del Gobierno. 11 

 El gobernador, los legisladores, los alcaldes, los secretarios y jefes de agencias 12 

del Gobierno de Puerto Rico, los jueces estatales y federales, los fiscales estatales y 13 

federales, los procuradores de menores, el Comisionado, los agentes de orden 14 

público, los funcionarios y empleados del Gobierno de Puerto Rico, que por razón 15 

del cargo que ostentan y las funciones que desempeñan vienen requeridos a portar 16 

armas, podrán portar armas de fuego luego de cumplir con los requisitos 17 

establecidos en esta Ley. Además, podrán portar armas de fuego los 18 

exgobernadores, exlegisladores, excomisionados, exjueces estatales y federales, 19 

exfiscales estatales y federales, exprocuradores de menores, exalcaldes de Puerto 20 

Rico y los exagentes del orden público, siempre que su retiro estos deben haber sido 21 

honorable, que no estén impedidos por esta Ley o cualquier otra ley federal y estatal 22 
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de poseer armas de fuego. En el caso de agente retirado del orden público, hayan 1 

servido en dicha capacidad por no menos de diez (10) años. Los miembros de las 2 

Fuerzas Armadas de Estados Unidos y de la Guardia Nacional de Puerto Rico 3 

podrán portar sin licencia, las armas que le asignen dichos cuerpos mientras se 4 

encuentren en funciones oficiales. A esos fines, la Oficina establecerá un 5 

procedimiento expedito mediante el cual otorgará a los funcionarios antes 6 

mencionados, salvo a los agentes del orden público y al Comisionado, una licencia 7 

de armas con el correspondiente permiso de portar. Aquellos agentes del orden 8 

público, funcionarios y empleados gubernamentales autorizados a portar y entrenar 9 

con armas pertenecientes al Estado o al Gobierno federal, podrán inscribir el calibre 10 

de su arma oficial para poder comprar y utilizar municiones con su licencia de 11 

armas con permiso para portar, previa autorización del jefe o director de la agencia y 12 

en armonía con las disposiciones de esta Ley.  13 

Artículo 2.04.-Transferencia de Fondos. 14 

El Departamento de Hacienda transferirá al Negociado de la Policía de Puerto Rico 15 

los recaudos por concepto de licencias señalados en esta Ley, exceptuando los fondos 16 

dispuestos en esta Ley a ser transferidos al Comité Olímpico de Puerto Rico para el 17 

desarrollo y apoyo de atletas de tiro al blanco. Los fondos recaudados serán utilizados 18 

exclusivamente para la operación continua e ininterrumpida del proceso de expedición 19 

de Licencias de Armas, sufragar el costo de la Oficina y el de cualquier campaña 20 

necesaria con el propósito de orientar al público sobre el uso y manejo de armas. 21 
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Artículo 2.05.-Personas Exentas del Requisito de Licencia de Armas para Poseer y 1 

Portar Armas. 2 

Los agentes del orden público podrán portar armas sin licencia. Además, los miembros 3 

de las Fuerzas Armadas de Estados Unidos y de la Guardia Nacional de Puerto Rico 4 

podrán portar sin licencia aquellas armas que le asignen dichos cuerpos mientras se 5 

encuentren en funciones oficiales. Todo agente del orden público que porte armas será 6 

adiestrado en el uso y manejo de armas por el Negociado de la Policía de Puerto Rico o 7 

por agencias federales de ley y orden. La frecuencia de dichos adiestramientos será 8 

determinada por el Comisionado conforme a la reglamentación aplicable. La 9 

certificación de uso y manejo de armas aquí requerida y será presentada por un carné 10 

esencialmente igual a la licencia de armas. La Certificación contendrá a su vez, la fecha 11 

de certificación. Nada de lo anterior en este Artículo impedirá que los agentes opten por 12 

solicitar y obtener licencia de armas como cualquier ciudadano, cumpliendo para ello 13 

con los requisitos establecidos en esta Ley. 14 

Artículo 2.06.- Autorización para Portar Armas.  15 

La certificación de uso y manejo de armas aquí requerida y será representada por 16 

un carné esencialmente igual a la licencia de armas. Cualquier persona a la que la 17 

Oficina de Licencias de Armas le hubiese expedido una licencia de armas, podrá en 18 

cualquier momento solicitar a la Oficina una autorización para portar armas de fuego. 19 

Si la persona interesada en obtener una autorización para portar armas, presentase la 20 

solicitud en un término no mayor de seis (6) meses de habérsele emitido la Licencia de 21 

Armas, solo deberá cumplimentar la solicitud a esos fines y pagar los derechos 22 
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correspondientes. No deberá presentar documentos adicionales y la autorización deberá 1 

ser emitida en cinco (5) días laborables contados a partir de que se presentó la petición. 2 

Luego de transcurrido los seis (6) meses de habérsele emitido la Licencia de 3 

Armas, el peticionario de la autorización para portar armas tendrá que radicar ante la 4 

Oficina de Licencias de Armas una petición, ex parte, juramentada, al efecto de que 5 

luego de expedida su Licencia de Armas, carece de récord criminal, que no se encuentra 6 

pendiente de ningún proceso judicial, ya sea estatal o federal, o en algún estado o 7 

territorio de Estados Unidos. En los casos de residentes legales, deberán establecer bajo 8 

juramento que no se han expedido órdenes de protección al amparo de las leyes de 9 

violencia doméstica o de acecho, que no se encuentra pendiente de ningún proceso 10 

judicial por delito alguno, y que no ha sido convicto de delito grave alguno en su país 11 

de origen o país distinto en que hubiesen residido o visitado antes de residir dentro de 12 

nuestra jurisdicción.  13 

La petición para portar armas tendrá que contener lo siguiente: 14 

1) Nombre de pila, acompañado de su apellido paterno y materno. 15 

2) Dirección residencial y postal. 16 

3) Número de teléfono residencial y/o celular. 17 

4) Datos descriptivos de las personas, entiéndase, sexo, color de ojos y pelo, 18 

peso y estatura. 19 

5) Número de Licencia de Armas. 20 

6) Una (1) fotografía de busto de dos (2) pulgadas por dos (2) pulgadas de 21 

tamaño, a color y donde sus facciones sean claramente reconocibles. 22 
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7) Certificado de Uso y Manejo de Armas. 1 

8) Sello de Rentas Internas por la cantidad de cincuenta (50) dólares. Se 2 

establece que en los casos en que se deniegue la autorización, la cantidad 3 

pagada no será reembolsable. 4 

9) Cumplimentada bajo juramento ante notario atestando la veracidad de su 5 

contenido y que cumple con todos los requisitos dispuesto en esta Ley y 6 

cualquier otra ley estatal o federal aplicable. En el caso de los no 7 

residentes, deberán acompañar la solicitud por una declaración jurada por 8 

una persona autorizada dentro de su estado o territorio. 9 

10) Nombre en letra de molde y firma del peticionario. 10 

La solicitud de autorización para portar armas será radicada por el peticionario 11 

en la Oficina de Licencia de Armas, a través de un Agente Gestor o en la Comandancia 12 

de Área del lugar de residencia del peticionario, la cual deberá remitir dicha solicitud en 13 

un término no mayor de cinco (5) días a la Oficina de Licencia de Armas. Se ponchará la 14 

solicitud con un sello a esos propósitos y estableciendo la fecha y hora de presentada la 15 

misma. La petición será digitalizada en un término no mayor de cinco (5) días 16 

laborables contados a partir del recibo de esta, por la Oficina de Licencias de Armas y 17 

transmitida a la Oficina de Asuntos Legales del Negociado de la Policía de Puerto Rico. 18 

Uno de los abogados de la Oficina de Asuntos Legales de la Policía de Puerto Rico, 19 

certificará que la petición fue sometida, nuevamente, al efecto de detectar cualquier 20 

cambio, al rastreo electrónico del NICS y el RCI, corroborará la existencia de que el 21 

peticionario efectivamente es poseedor de una Licencia de Armas concedida bajo esta 22 
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Ley; y que la misma está vigente. De corroborarse a través del NICS y del RCI que el 1 

peticionario carece de récord criminal, se procederá a la expedición de la autorización 2 

para portar armas en un término no mayor de cinco (5) días laborables contados a partir 3 

de la corroboración negativa del rastreo electrónico. El término para expedir o denegar 4 

la autorización para portar armas nunca será mayor de diez (10) días en el caso de las 5 

peticiones presentadas directamente en la Oficina de Licencias de Armas, ni quince (15) 6 

días en el caso de aquellas que hayan sido presentadas en la Comandancia de Área del 7 

lugar de residencia del peticionario. Si la autorización para portar armas se denegare, el 8 

peticionario será informado mediante resolución al efecto de que su solicitud fue 9 

denegada, exponiéndose en sus determinaciones de hecho y derecho las razones para 10 

ello. El peticionario podrá luego de habérsele notificado la resolución, pedir 11 

reconsideración o revisión de la misma ante el Tribunal de Primera Instancia, Sala 12 

Superior, según fuese el caso. 13 

 Artículo 2.07.-Acusación por Delito Grave; Ocupación de Armas.  14 

Luego de una determinación de causa probable para el arresto de cualquier persona que 15 

posea Licencia de Armas, por la comisión de uno o más delitos graves o sus tentativas, 16 

el tribunal, ordenará la suspensión provisional e incautación de la licencia hasta una 17 

determinación final y firme en el proceso criminal. Disponiéndose, además, que el 18 

tribunal ordenará la ocupación inmediata de la totalidad de las armas y municiones del 19 

concesionario, la cual se consignará para su custodia en el Depósito de Armas y 20 

Municiones de la Policía o en una armería. De resultar el acusado con una 21 

determinación de no culpabilidad, final y firme, el juez vendrá obligado 22 
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ministerialmente por esta Ley a ordenar la inmediata devolución de la licencia de armas 1 

y de las armas y municiones. Toda arma y munición devuelta, deberá entregarse en la 2 

misma condición en que se ocupó. El concesionario estará exento del pago por depósito 3 

si el mismo se realiza con el Estado. De resultar la acción judicial en una de culpabilidad 4 

final y firme, la Oficina de Licencias de Armas, mediante orden expedida por el 5 

Tribunal, revocará la licencia permanentemente. Como parte de la pena a imponerse en 6 

aquellos casos donde las armas hayan sido utilizadas para la comisión de un delito, el 7 

Tribunal ordenará al Comisionado a que confisque las armas y municiones utilizadas y 8 

estas podrán ser vendidas en pública subasta. Los fondos resultantes de esta venta 9 

serán remitidos al Fondo de Víctimas de Delito. Toda arma no utilizada en la comisión 10 

de un delito, podrá ser vendida por el propietario a un armero o a cualquier persona 11 

con licencia de armas vigente.  12 

Artículo 2.08.-Fundamentos para Rehusar Expedir Licencias. 13 

La Oficina de Licencias de Armas no expedirá licencia de armas o de haberse expedido 14 

se revocará mediante orden judicial la licencia de armas de cualquier persona que haya 15 

sido convicta, en Puerto Rico o cualquier otra jurisdicción estadounidense, de cualquier 16 

delito grave o su tentativa. En aquellos casos donde la licencia de armas sea revocada 17 

por un tribunal con jurisdicción, el Comisionado procederá a incautar las armas y 18 

municiones que posea el concesionario. El propietario de las armas y/o municiones 19 

podrá disponer de sus armas mediante venta a cualquier persona con licencia de armas 20 

o de armero vigente. Un concesionario podrá voluntariamente consignar las armas y 21 

municiones que tenga en su posesión, una vez advenga en conocimiento de que existe 22 
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una investigación, acusación u orden de protección contra su persona. Disponiéndose, 1 

además, que tampoco se expedirá licencia alguna a una persona declarada incapaz 2 

mental, ebrio habitual o adicto al uso de sustancias controladas por un tribunal con 3 

jurisdicción.  4 

Artículo 2.09.-Personas Exentas del Pago por Concepto de Licencia de Armas. 5 

De interesar solicitar una licencia de armas o cualquiera de los permisos establecidos en 6 

esta Ley, estarán exentas del pago de los derechos a los que se hacen referencia en la 7 

misma las siguientes personas:  8 

(1) Aquellos atletas que se dediquen al deporte de tiro al blanco, según sea 9 

certificado por el Comité Olímpico; 10 

(2) Los funcionarios, agentes del orden público y empleados del Gobierno de 11 

Puerto Rico, que, por razón del cargo y las funciones que desempeñan, vienen 12 

requeridos a portar armas; y 13 

(3) Los ex agentes del orden público, siempre que el retiro haya sido honorable y 14 

que hayan servido más de (10) diez años.  15 

Artículo 2.10.-Registro de Licencia; Pérdida y Entrega; Cesión de Custodia de Arma 16 

de Fuego; Muerte del Poseedor de Licencia. 17 

(A) La Oficina de Licencias de Armas creará un registro de Licencias de Armas y 18 

Autorizaciones de Portación de Armas y un Registro de Armas. Los Registros 19 

funcionarán de forma digital, sistemática y ordenada de manera que la búsqueda de 20 

información para todo fin legal sea una expedita y eficiente. La información contenida 21 

en los Registros será privada y confidencial; y solo podrá divulgarse en relación a una 22 
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investigación criminal bona fide o en la verificación de licencias a solicitud de agentes 1 

del Negociado de la Policía de Puerto Rico.  2 

(B) Toda persona que mediante pérdida, desaparición, robo o apropiación ilegal 3 

pierda el control, posesión, dominio o custodia de un arma y/o municiones, tiene la 4 

obligación de notificarlo, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la que 5 

advino en conocimiento de ello, mediante la presentación de querella ante la Policía de 6 

Puerto Rico. De no cumplir con dicha obligación, será culpable de delito menos grave y 7 

convicta que fuere, será sancionada con pena de multa no menor de quinientos (500) 8 

dólares ni mayor de mil (1,000) dólares, por cada arma perdida, desaparecida, robada o 9 

apropiada ilegalmente que dejase de informar. La misma pena le será impuesta por 10 

quinientas (500) municiones, o fracción de quinientas (500), dejadas de informar.  11 

Un concesionario de licencia de armas y poseedor de armas y/o municiones, podrá 12 

dar en custodia su arma y/o municiones a otro concesionario con licencia de armas 13 

vigente, en casos en que se entienda que por razones particulares no debe tener consigo 14 

el arma en un momento dado. Esta custodia no podrá pasar de setenta y dos (72) horas 15 

sin notificarlo a la Oficina de Licencias de Armas. Transcurrido este periodo de tiempo 16 

es deber del concesionario cedente de la custodia, informarlo por escrito a la Oficina de 17 

Armas de la Policía de Puerto Rico, estableciendo las razones por la cual cedió su 18 

custodia, la fecha de la cesión, nombre, dirección y número de licencia de armas de la 19 

persona a quien se la cedió, el tipo de arma cedida con una descripción de la misma, el 20 

número de serie de la misma y la dirección donde se encuentra el arma y/o las 21 

municiones custodiada. Esta comunicación debe estar firmada tanto por el cedente 22 
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como por el receptor de la custodia del arma. De no cumplir con la obligación aquí 1 

dispuesta, será culpable de delito menos grave, y convicta que fuere, será sancionada 2 

con una multa no menor de quinientos (500) dólares ni mayor de mil (1,000) dólares. 3 

Los concesionarios solo podrán comprar municiones de los calibres que puedan ser 4 

utilizados por las armas que poseen registradas a su nombre. 5 

Será deber ministerial del Comisionado investigar toda querella presentada. La 6 

Oficina de Licencias y Armas llevará un registro del resultado de las investigaciones al 7 

fin de mantener estadísticas sobre las querellas y los resultados de las investigaciones.  8 

(C) Cuando falleciere un concesionario de Licencia de Armas y tuviese en su poder 9 

armas y/o municiones, será deber de los causahabientes, administrador, albacea, 10 

fideicomisario subadministrador, agente o persona autorizada legalmente para 11 

administrar los bienes del concesionario, notificar su fallecimiento a la Oficina de 12 

Licencias de Armas dentro de los veinte (20) días siguientes a la fecha del fallecimiento 13 

o en su defecto, cinco (5) días a partir de la fecha a la que advino en conocimiento de 14 

que posee armas. La notificación expresará el nombre, dirección, número de licencia de 15 

armas y circunstancias personales del fallecido. De no cumplir con la notificación aquí 16 

dispuesta, se impondrá una multa administrativa de doscientos cincuenta (250) dólares. 17 

Será deber de los causahabientes, administrador, albacea, fideicomisario, 18 

subadministrador, agente o persona autorizada legalmente para administrar los bienes 19 

del concesionario, custodiar las armas y de éste no poseer licencia de armas, las 20 

depositará en una armería o con una persona con licencia de armas vigente, para el 21 

almacenamiento y custodia de las mismas, mientras se hace la partición de la herencia. 22 
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Si las armas fueren adjudicadas a un heredero que sea elegible para obtener una licencia 1 

de armas, y se le expidiere tal licencia, dicha arma o armas le serán entregadas. En caso 2 

de denegársele por el Estado la mencionada licencia al heredero al que se le adjudicaron 3 

las armas, éste podrá proceder con la venta de estas, únicamente a una persona con 4 

licencia de armas vigente o por un armero debidamente autorizado por Ley. Esta 5 

transacción deberá realizarse ante un armero y deberá ser notificada a la Oficina de 6 

Licencias de Armas en un periodo no mayor a setenta y dos (72) horas de haberse 7 

efectuado la transacción. De no cumplir con la notificación aquí dispuesta, se impondrá 8 

una multa administrativa de doscientos cincuenta (250) dólares. En los casos en que las 9 

armas y/o municiones no sean adjudicadas a un heredero en específico, la misma podrá 10 

ser vendida en pública subasta y el dinero producto de la venta será revertido al caudal 11 

relicto. 12 

Artículo 2.11.-Centro de Control de Tráfico y Uso Ilegal de Armas.  13 

Para fines investigativos, estadísticos y control del tráfico y uso ilegal de armas, el 14 

Comisionado, mediante reglamento, establecerá en el Cuartel General de la Policía un 15 

Centro de Control de Tráfico y Uso Ilegal de Armas para investigar e identificar el 16 

origen de toda arma recuperada o que se encuentre en posesión ilegal de una persona. 17 

La información será conservada permanentemente de forma cibernética de tal manera 18 

que se puedan levantar estadísticas para identificar las áreas con problema. El 19 

Negociado de la Policía de Puerto Rico colaborará y trabajará en conjunto con BATFE y 20 

cualquier otra agencia federal de ley y orden a estos fines.  21 
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Artículo 2.12.-Motivos Fundados para Facultar a los Agentes del Orden Público a 1 

Ocupar Armas sin Orden Judicial. 2 

Cualquier agente del orden público ocupará la licencia, arma y municiones, que 3 

posea un ciudadano, de forma temporera, cuando tuviese motivos fundados para 4 

entender que el tenedor de la licencia hizo o hará uso ilegal de las armas y municiones, 5 

para causar daño a otras personas; por haber proferido amenazas de cometer un delito; 6 

por haber expresado su intención de suicidarse; cuando haya demostrado 7 

reiteradamente negligencia o descuido en el manejo del arma; cuando se estime que el 8 

tenedor padece de una condición mental, se le considere ebrio habitual o sea adicto a 9 

sustancias controladas; o en cualquier otra situación de grave riesgo o peligro que 10 

justifique esta ocupación.  11 

Un agente del orden público estará facultado a ocupar el arma, licencia y 12 

municiones, de forma temporera, cuando se arreste al tenedor de la misma por la 13 

comisión de un delito grave o delito menos grave que implique violencia.  14 

El agente del orden público tendrá que consignar inmediatamente las armas y/o 15 

municiones ocupadas en un depósito de armas de la Policía y referir el caso al 16 

Departamento de Justicia. En un término no mayor de setenta y dos (72) horas, el 17 

Departamento de Justicia presentará la prueba ante un magistrado el cual determinará 18 

si procede la ocupación. De no encontrar causa, el Tribunal ordenará la devolución 19 

inmediata de lo ocupado. Toda arma y municiones que sean devueltas deberán 20 

entregarse en las mismas condiciones en que se ocuparon. Bajo ningún concepto se 21 



37 

harán marcas, modificaciones o mutilaciones al arma de fuego ocupada por ningún 1 

agente del orden público o por el Estado mientras esté bajo su custodia.  2 

Artículo 2.13.-Procedimientos Expeditos de Licencia de Armas y Autorización para 3 

Portar Armas para Víctimas de Violencia Doméstica y Acecho. 4 

A. El Comisionado establecerá un procedimiento expedito mediante el cual 5 

otorgará a los policías auxiliares que tengan licencia de posesión de armas, 6 

una licencia de portación de armas especial. Esta licencia especial estará 7 

vigente mientras el policía auxiliar este ejerciendo sus funciones. El 8 

Comisionado dispondrá, mediante reglamento, el funcionamiento de los 9 

policías auxiliares en la Policía de Puerto Rico y la manera en que se tramitará 10 

el permiso especial de portar armas de fuego.  11 

B. El Comisionado, en coordinación con el Departamento de Justicia, establecerá 12 

un procedimiento expedito mediante el cual otorgará a las víctimas de 13 

violencia doméstica y acecho, a quienes un Tribunal con competencia les haya 14 

expedido una orden de protección y que así lo soliciten, una Licencia de 15 

Armas Especial y la autorización para portación. Esta licencia especial no 16 

tendrá costo alguno y tendrá una vigencia temporal de seis (6) meses, 17 

disponiéndose que la misma será renovada automáticamente en aquellos 18 

casos donde exista una orden de protección vigente, haya un proceso judicial, 19 

ya sea criminal o civil, pendiente o en proceso, o cuando el Comisionado 20 

entienda que amerita la extensión por la persona encontrarse en peligro. La 21 

víctima de violencia o acecho a la que se le va a otorgar la Licencia de Armas 22 
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Especial provisional, deberá cumplir con los demás requisitos dispuestos en 1 

esta Ley, excepto el pago de los derechos por la licencia.  2 

Artículo 2.14.-Información y Expediente sobre Ingreso Involuntario. 3 

El Negociado de la Policía de Puerto Rico tendrá que investigar, antes de emitir una 4 

Licencia de Armas, si el peticionario ha sido ingresado voluntariamente al amparo de la 5 

Ley 408-2000, según enmendada. Del ingreso ser como consecuencia de una 6 

incapacidad mental, se deberá negar la solicitud de Licencia de Armas y/o la 7 

autorización para portar armas.  8 

El Negociado de la Policía no podrá utilizar ni permitir que se utilice esta 9 

información para un propósito no especificado en esta Ley. Esta información solo será 10 

utilizada para determinar qué personas están capacitadas mentalmente para poseer y 11 

portar un arma de fuego.  12 

La información obtenida bajo esta sección será confidencial y no no será considerada 13 

como documento público.    14 

Artículo 2.15.-Órdenes de Protección. 15 

Una orden de protección es un mandato expedido por un Tribunal competente 16 

mediante el cual se dictan las medidas a un ofensor para que se abstenga de incurrir o 17 

llevar a cabo determinados actos.  18 

El Tribunal General de Justicia dispondrá la forma de las peticiones y órdenes; y 19 

promulgará las reglas del tribunal necesarias para implementar este Artículo.  20 
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Una petición para una orden de protección deberá describir el número, tipos y 1 

ubicaciones de las armas de fuego y municiones que se entienda que en la actualidad 2 

están bajo la posesión del peticionado.  3 

Cuando se emita una orden de protección al amparo de esta Ley, la parte promovida 4 

entregará a la Policía de Puerto Rico para su custodia o consignará con un cesionario de 5 

Licencia de Armas vigente o una armería debidamente autorizada, en un periodo no 6 

mayor de veinticuatro (24) horas, cualquier arma de fuego perteneciente al promovido 7 

y sobre la cual se le haya expedido una licencia para poseer o portar, de tiro al blanco, 8 

de caza o de cualquier tipo, según fuera el caso. Asimismo, al emitirse dicha orden por 9 

un Tribunal, el dictamen tendrá el efecto de suspender la licencia de poseer o portar 10 

cualquier arma de fuego, incluyendo de cualquier tipo, tales como, pero sin limitarse a, 11 

tiro al blanco, de caza o de cualquier tipo, aun cuando forme parte del desempeño 12 

profesional del imputado. Dicha restricción se aplicará como mínimo por el mismo 13 

período de tiempo en que se extienda la orden. Cualquier violación a los términos de la 14 

orden de protección, que resulte en una convicción, conllevará la revocación 15 

permanente de cualquier tipo de licencia de armas que el promovido poseyere, y se 16 

procederá a la confiscación de las armas que le pertenezcan. Los procesos de ocupación 17 

de armas y/o municiones cuando se haya emitido una orden de protección bajo esta 18 

Ley, la Ley 284-1999, según enmendada o bajo la Ley 54 de 15 de agosto de 1989, según 19 

enmendada, se regirá por el proceso dispuesto en la Ley 54, supra. 20 

Cualquier persona natural o jurídica podrá solicitar los remedios civiles que 21 

establece este Artículo para sí, o a favor de cualquiera otra persona cuando ésta sufra de 22 



40 

incapacidad física o mental, en caso de emergencia o cuando la persona se encuentre 1 

impedida de solicitarla por sí misma. 2 

Artículo 2.16.-Armas de Asalto Automáticas o Semiautomáticas y 3 

Ametralladoras; Silenciador; Fabricación, Importación, Distribución, Venta, Posesión y 4 

Transferencia. 5 

(A) No se podrá fabricar o hacer fabricar, ofrecer, vender, alquilar, prestar, 6 

poseer, usar, traspasar o importar un Arma de Asalto Semiautomática. No 7 

obstante, esta prohibición no será de aplicación a:  8 

1) la posesión, uso, transferencia, en Puerto Rico, o importación desde 9 

el territorio de los Estados Unidos, por personas cuya licencia 10 

contenga la categoría de tiro al blanco, de caza o posea licencia de 11 

armero, de aquellas armas de asalto legalmente existentes en la 12 

Nación de los Estados Unidos de Norte América, a la fecha de 13 

entrar en vigor esta Ley; o 14 

2) la fabricación, importación, venta o entrega, por personas con 15 

licencia de armero, para uso de estas armas en el cumplimiento del 16 

deber por los Agente del Orden Público, del Gobierno de Puerto 17 

Rico o de los Estados Unidos, o para el uso de las fuerzas armadas 18 

del Gobierno de los Estados Unidos o de Puerto Rico.  19 

(B) Las Armas de Asalto Semiautomáticas a que se refiere este Artículo son 20 

las siguientes: 21 
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1) Norinco, Mitchell, y Poly Technologies Avtomat Kalashnikovs 1 

(todos los modelos de AK); 2 

2) Action Arms Israeli Military Industries UZI y Galil; 3 

3) Beretta Ar70 (SC-70); 4 

4) Colt AR-15; 5 

5) Fabrique National FN/FAL, FN/LAR, y FNC; 6 

6) SWD M-10, M-11, M-11/9, y M-12; 7 

7) Steyr AUG; 8 

8) INTRATEC TEC-9, TEC-DC9 y TEC-22;  9 

9) Escopetas revolving cylinder, tales como (o similares a) la Street 10 

Sweeper y el Striker; o 11 

10) cualquier tipo de arma similar a las antes enumeradas. 12 

Además, será considerada como un arma de asalto semiautomática: 13 

1) Rifle semiautomático que pueda ser alimentado mediante 14 

retroalimentación por un abastecedor o receptáculo removible y 15 

que contenga más de dos (2) de las siguientes características: 16 

a) culata plegadiza o telescópica; 17 

b) empuñadura de pistola (pistol grip) que sobresale 18 

manifiestamente por debajo de la acción del arma; 19 

c) montura para bayoneta; 20 

d) supresor de fuego o rosca para acomodar un supresor de 21 

fuego (flash suppressor); o 22 
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e) lanzador de granadas, excluyendo los lanzadores de 1 

bengalas. 2 

2) Una pistola semiautomática que pueda ser alimentada mediante 3 

retroalimentación por un abastecedor o receptáculo removible y 4 

que contenga más de dos (2) de las siguientes características: 5 

a) un abastecedor o receptáculo de municiones que se fija a la 6 

pistola por fuera de la empuñadura de la pistola (pistol 7 

grip);  8 

b) un cañón con rosca en su punta delantera capaz de aceptar 9 

una extensión al cañón, supresor de fuego (flash 10 

suppressor), agarre para la mano al frente del arma o un 11 

silenciador; 12 

c) una cubierta que se puede fijar cubriendo parcial o total el 13 

cañón permitiendo a quien dispara el arma, sujetarla con la 14 

mano que no está oprimiendo el gatillo y no quemarse; 15 

d) un peso de manufactura en exceso a cincuenta (50) onzas 16 

descargada; o 17 

e) una versión semiautomática de un arma automática. 18 

3) Una escopeta semiautomática que contenga dos (2) o más de las 19 

siguientes características: 20 

a) culata plegadiza o telescópica; 21 



43 

b) empuñadura de pistola (pistol grip) que sobresale 1 

manifiestamente por debajo de la acción del arma; 2 

c) abastecedor o receptáculo de municiones fijo con capacidad 3 

para más de cinco (5) cartuchos; o 4 

d) capaz de recibir un abastecedor o receptáculo de municiones 5 

removible. 6 

(C) No se podrá fabricar o hacer fabricar, ofrecer, vender, alquilar, prestar, 7 

poseer, usar, traspasar o importar un silenciador según definido en esta 8 

Ley. 9 

(D) Toda persona que viole las disposiciones de este Artículo incurrirá en 10 

delito grave, y convicta que fuere será sancionada con pena de reclusión 11 

por un término fijo de veinticuatro (24) años, sin derecho a sentencia 12 

suspendida, a salir en libertad bajo palabra, o a disfrutar de los beneficios 13 

de algún programa de desvío, bonificaciones o alternativa a la reclusión 14 

reconocida en esta jurisdicción, debiendo cumplir en años naturales la 15 

totalidad de la pena impuesta. De mediar circunstancias agravantes, la 16 

pena fija establecida podrá ser aumentada hasta un máximo de treinta y 17 

seis (36) años; de mediar circunstancias atenuantes, podrá ser reducida 18 

hasta un mínimo de dieciocho (18) años.  19 

No constituirá delito la posesión o uso de estas armas en el 20 

cumplimiento del deber por los miembros de la Policía, y aquellos otros 21 
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agentes del orden público debidamente autorizados a portar armas de 1 

fuego conforme se establecen en esta Ley.  2 

La aplicación de las disposiciones de este Artículo serán 3 

prospectivas a partir de la aprobación de esta Ley. 4 

CAPITULO III 5 

TIRO AL BLANCO 6 

Artículo 3.01.-Facultades y Deberes del Secretario del Departamento de 7 

Recreación y Deportes (DRD). 8 

El Secretario del DRD tendrá los siguientes deberes, poderes, funciones y 9 

obligaciones con respecto al deporte del tiro al blanco en Puerto Rico:  10 

(1) Fomentar el desarrollo de la práctica del tiro al blanco en Puerto Rico, 11 

cooperando para este fin con los clubes, las federaciones de tiro, asociaciones y 12 

organizaciones de tiro según dispuesto por esta Ley, o que puedan organizarse 13 

en el futuro, por todos los medios disponibles a su alcance.  14 

(2) Dada la naturaleza turística de Puerto Rico, será deber ministerial del Secretario, 15 

el promover, fomentar, auspiciar y cooperar con los clubes y organizaciones de 16 

tiro, en la celebración de torneos, competencias o campeonatos de tiro Estatales, 17 

Nacionales e Internacionales.  18 

(3) Organizar y celebrar anualmente campeonatos de tiro con las armas permitidas 19 

por ley.  20 
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(4) Nombrar los jueces, anotadores y oficiales de campo que actuarán en los mismos; 1 

y seleccionar y proveer los trofeos, medallas, o diplomas que se otorguen como 2 

premio a los vencedores.  3 

(5) Declarar anualmente un “Campeón Estatal” en cada categoría conforme a la 4 

puntuación en cada campeonato y publicar una nota de la puntuación obtenida 5 

por los primeros seis (6) concursantes en cada categoría. El título de campeón lo 6 

ostentará el ganador en cada categoría durante el período que termina con la 7 

celebración del próximo campeonato. No será necesario igualar o sobrepasar el 8 

récord anterior para ser declarado campeón, sino que bastará con establecer la 9 

puntuación más alta entre los participantes.  10 

(6) Asistir a todos los concursos o torneos de tiro al blanco que se celebran en Puerto 11 

Rico bajo los auspicios de cualquier club u organización de tiro o delegar en un 12 

representante autorizado, cuando así lo estime conveniente o le sea solicitado el 13 

club u organización auspiciadora.  14 

(7) Verificar que una entidad es un club, federación de tiro al blanco o asociación de 15 

tiro y expedir el permiso correspondiente para un campo de tiro, atendiendo a 16 

las necesidades básicas para ello, de acuerdo a las mejores prácticas de seguridad 17 

prevalecientes.  18 

(8) Llevar un registro del nombre, dirección, número de licencia y demás 19 

circunstancias de los clubes de tiro al blanco que hayan obtenido las licencias 20 

correspondientes bajo las disposiciones de esta Ley.  21 
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(9) Llevar un registro del nombre, dirección y número de la licencia expedida a cada 1 

club de tiro al blanco.  2 

(10) Expedir y cancelar licencias y permisos a clubes de tiro al blanco 3 

expedidas a éstos según dispone esta Ley. 4 

Artículo 3.02.-Licencias para Clubes de Tiro; Reglamentación. 5 

A. Se concederán licencias para clubes de tiro, a aquellos clubes dedicados a la 6 

práctica del tiro al blanco que estén constituidos conforme a lo dispuesto en esta 7 

Ley. La solicitud de licencia deberá hacerse por el dueño o presidente y secretario 8 

del club u organización dedicada al deporte de tiro al blanco, y la licencia 9 

expedida a esos efectos, permitirá la práctica del tiro por cinco (5) años, 10 

solamente en el sitio destinado para ello por el Secretario. Todo club u 11 

organización que se dedique o quiera dedicarse a la práctica del tiro al blanco, 12 

suministrará en su solicitud de licencia los datos que a continuación se expresan:  13 

(1) Nombre del club u organización;  14 

(2) Localización del polígono;  15 

(3) Descripción de las facilidades con que cuenta al momento de la solicitud para 16 

la práctica del deporte;  17 

(4) Una lista de los nombres del dueño del club o todos los directores y oficiales, 18 

incluyendo de cada cual su dirección postal y residencial, edad y ocupación, 19 

así como una certificación de que el club cuenta con más de veinticinco (25) 20 

socios;  21 
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(5) Cuando se trate de una corporación o una sociedad, una certificación de que 1 

ha sido debidamente constituida bajo las leyes de Puerto Rico;  2 

(6) Un pago a favor del Secretario de Hacienda por la cantidad de doscientos 3 

(200) dólares, como pago por la cuota de solicitud;  4 

(7) Un certificado de seguro que mantendrá vigente de "todo riesgo" de 5 

responsabilidad pública (cubierta amplia) por una cuantía no menor de 6 

quinientos mil (500,000) dólares, por daños o lesiones corporales (incluso 7 

muerte) y daños a la propiedad ajena o de terceras personas. Dicho 8 

certificado de seguro deberá ser emitido por una compañía debidamente 9 

reconocida para hacer negocios en Puerto Rico por el Comisionado de 10 

Seguros de Puerto Rico.  11 

(8) En los casos de la solicitud para la renovación de la licencia para un club de 12 

tiro, el club deberá cumplir con todos los requisitos dispuestos en el inciso 13 

anterior. El costo de la cuota de renovación será de cien (100) dólares a 14 

pagarse mediante sellos de Rentas Internas. La licencia así renovada tendrá 15 

una vigencia de cinco (5) años. 16 

B. El Secretario podrá denegar la licencia original o la renovación solicitada a 17 

cualquier club u organización, si la solicitud no cumpliere con todos los 18 

requisitos de este Artículo.  19 

Artículo 3.03.-Licencias para Clubes de Tiro; Revocación. 20 

No podrá funcionar en Puerto Rico club alguno que se dedique a la práctica del tiro 21 

al blanco sin la correspondiente licencia expedida por el Secretario, de acuerdo con el 22 
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procedimiento establecido en esta Ley. Disponiéndose que el Secretario podrá cancelar 1 

la licencia por alquilar armas y/o vender municiones de forma distinta a lo que dice 2 

esta Ley.  3 

Artículo 3.04.-Menores. 4 

Será requisito la autorización expresa del padre, madre o tutor legal de todo menor 5 

de veintiún (21) años, pero mayor de siete (7) años de edad que practique el deporte del 6 

tiro al blanco. Además, se dispone que deberá utilizar en todo momento el arma de 7 

fuego en presencia y bajo la supervisión de un adulto con Licencia de Armas vigente. 8 

De no cumplir con este Artículo, será culpable de delito menos grave, y convicta que 9 

fuere, será sancionada con pena de multa no menor de mil (1,500) dólares, ni mayor de 10 

dos mil (2,000) dólares, la persona que le haya provisto el arma al menor. La Oficina de 11 

Licencias de Armas llevará un registro de carácter cibernético de las multas expedidas, 12 

conforme a este Artículo.  13 

La solicitud de permiso de tiro al blanco para menores expedida por el Secretario, 14 

deberá acompañarse de un sello de Rentas Internos de veinticinco (25) dólares y dos (2) 15 

fotografías de busto de tamaño de dos (2) pulgadas por dos (2) pulgadas. Este permiso 16 

tendrá una vigencia de cinco (5) años, la cual podrá ser renovada. 17 

Artículos 3.05.-Permisos de Tiro Provisionales. 18 

(A) Cualquier federación, asociación u organización de tiro que organice cualquier 19 

competencia de tiro al blanco de carácter no olímpico, e invite deportistas 20 

domiciliados fuera de Puerto Rico, podrá obtener permisos provisionales de tiro 21 

para todos los participantes, expedidos por la Oficina de Licencias de Armas a un 22 
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costo de veinticinco (25) dólares por participante. Dichos permisos deberán 1 

obtenerse con un mínimo de diez (10) días laborables de anticipación a la entrada 2 

de las armas y municiones de los participantes a la competencia. Todo 3 

participante, acreditará, en documento que bajo reglamento habrá de crear la 4 

Oficina de Licencias de Armas, que nada le impide poseer armas conforme a 5 

nuestras leyes. La firma de dicho documento por el competidor solicitante, 6 

constituirá juramento y de brindar información falsa estará sujeto a perjurio y a 7 

cualquier otra disposición de ley aplicable. Así lo habrá de informar el mismo 8 

documento.  9 

(B) Cuando se trate de competencias de carácter Olímpico, Juegos Centroamericanos 10 

y del Caribe, Juegos Panamericanos, o cualquier competencia regulada por la 11 

International Shooting Sport Federation, conocida internacionalmente por sus siglas 12 

“ISSF”, los permisos se expedirán por el Secretario libre de costo alguno. De la 13 

misma manera, los competidores no podrán obviar la legislación federal al 14 

efecto. Las municiones podrán ser provistas por cualquier armero dentro de los 15 

campos de tiro, según la reglamentación estatal y federal aplicable. 16 

No se podrá practicar el tiro al blanco, sin poseer Licencia de Armas emitida por 17 

la Oficina de Licencias de Armas, salvo las excepciones dispuestas en este Artículo. 18 

Practicar el tiro al blanco sin poseer Licencia de Armas vigente, incurrirá en delito 19 

menos grave, y convicto que fuere, se impondrá una pena de reclusión de seis (6) 20 

meses y una multa de cinco mil (5,000) dólares. 21 

Artículo 3.06.-Uso de los polígonos por Turistas. 22 



50 

Toda persona no residente, en viaje de turismo, deberá cumplir con todos los 1 

requisitos de esta Ley para poder poseer y portar armas de fuego en Puerto Rico. 2 

CAPITULO IV 3 

NEGOCIO DE ARMERO 4 

Artículo 4.01.-Armeros; Informes de Transacciones.  5 

(A) Ninguna persona, natural o jurídica, podrá dedicarse al negocio de Armero, sin 6 

poseer una licencia federal conocida en inglés como “Federal Firearms License” 7 

(FFL) y debe ser cónsono con el “Gun Control Act” 18 U.S.C. Chapter 44, CFR 8 

Part 478; “Arms Export Control Act” 22 U.S.C. Chapter 2778, 27 CFR Part 479; 9 

“National Criminal Background Check System Regulations” 28 CFR Part 25; 10 

“Nonmailable Firearms” 18 U.S.C. Section 1715. La vigencia de esta licencia será 11 

de tres (3) años y la misma podrá ser renovada sujeta a las formalidades y 12 

requisitos establecido en esta Ley o cualquier otra ley estatal o federal aplicable. 13 

(B) No se podrá establecer un local para el negocio de Armero en cualquier área de 14 

zonificación residencial, con la excepción de armerías preexistentes a la 15 

promulgación de esta Ley. 16 

(C) Se dispone que ninguna persona natural o jurídica, o personalidad jurídica 17 

afiliada a las anteriores, podrá dedicarse a la venta y expendio de bebidas 18 

alcohólicas en el mismo lugar donde se dedique al negocio de Armero. Se 19 

dispone, a su vez, que no se podrá establecer un negocio de Armero en un radio 20 

de no menos de una milla de distancia de un plantel escolar, con excepción de 21 

armerías preexistentes a la promulgación de esta Ley. 22 
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(D)  Cumplir con las siguientes medidas de seguridad:  1 

(1) El edificio o local utilizado para almacenar y vender armas de fuego y 2 

municiones será de concreto armado.  3 

(2) Las ventanas y puertas tendrán rejas interiores de acero de no menos de tres 4 

octavos (3/8) pulgadas de grueso, o cualquier forma de enrejado, o 5 

protección superior a la anterior.  6 

(3) El acceso será controlado por medios electrónicos.  7 

(4) Sistema de alarma contra robo e incendio conectado a una estación central de 8 

la Policía de Puerto Rico.  9 

(5) Tendrá una bóveda la cual podrá ser en concreto armado o en acero de no 10 

menos de un cuarto (1/4) de pulgada o rejas de acero de no menos de tres 11 

octavos (3/8) pulgadas de grueso o superior a lo anterior, lo cual evite el fácil 12 

acceso a las armas y municiones.  13 

(6) Extintores de fuego de tipo A, B, C.  14 

(7) Todas las armerías tendrán que contar con sistemas de vigilancia electrónica 15 

para prevenir y detectar rápidamente cualquier actividad delictiva. Dicho 16 

sistema tendrá que ser monitoreado y estar en funcionamiento las 17 

veinticuatro (24) horas del día, los siete (7) días a la semana, y transmitirá 18 

video y fotos en vivo a un centro de comando que estará establecido en un 19 

local distinto al local donde están las cámaras de seguridad correspondientes. 20 

Las cámaras de vigilancia electrónica serán colocadas en todas las áreas de 21 

venta y almacenamiento, y dentro de las bóvedas, siempre que estas sean de 22 
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tamaño suficiente como para que una persona pueda entrar en ellas. El 1 

sistema de vigilancia electrónica deberá mantener lo grabado por un término 2 

no menor a veintiocho (28) días. La grabación será de carácter privado, pero 3 

podrá solicitarse copia por el Estado mediante subpoena. El no cumplir con lo 4 

antes dispuesto conllevará una multa administrativa de mil quinientos (1,500) 5 

dólares. Todo Armero tendrá ciento veinte (120) días contados a partir de la 6 

aprobación esta Ley para atemperar sus sistemas de vigilancia electrónica 7 

conforme lo antes dispuesto. Los Armeros a quienes la Oficina no les hubiese 8 

certificado el haber cumplido con las medidas de seguridad dispuestas en 9 

esta Ley, no podrán iniciar operaciones hasta cumplir con las mismas, por lo 10 

que no podrán almacenar o mantener en tal lugar armas o municiones que no 11 

sean aquellas autorizadas a poseer y portar el armero en su carácter personal 12 

en cumplimiento con las disposiciones de esta Ley. 13 

(E) La solicitud para renovación de una licencia de armero deberá radicarse de 14 

acuerdo a la legislación y reglamentación federal y estatal vigente.  15 

(F) Los Armeros podrán adquirir armas, mediante compra, de toda persona que las 16 

posean, siempre que posea una licencia expedida conforme a esta Ley, que le 17 

acredite ser persona no impedida a poseer armas, o de cazador expedida al 18 

amparo de la Ley de Vida Silvestre, Ley 241-1999, según enmendada, o de 19 

Tiro expedidas al amparo de la derogadas leyes Núm.17 de 19 de enero de 20 

1951, y Núm. 75 de 13 de junio de 1953, o de la Ley 404-2000, según 21 

enmendadas. Al efectuarse cualquier venta de armas de fuego, la transacción 22 
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deberá ser anotada en los libros del Armero de acuerdo a la reglamentación 1 

estatal y federal y notificada a la Oficina de Licencias de Armas para ser 2 

registrada.  3 

(G) Cuando el Armero detecte alguna anormalidad en el carné de un concesionario, 4 

corroborará la misma, a través de su terminal electrónico, el cual proveerá la 5 

Oficina de Licencia de Armas, a fin de verificarse que su poseedor lo 6 

mantiene actualizado. De corroborar la anomalía le notificará de inmediato, 7 

cibernéticamente y por teléfono al Comisionado. El Comisionado procederá 8 

de inmediato, conforme a sus facultades investigativas, para determinar si 9 

existen motivos fundados para la formulación de cargos criminales.  10 

(H) Cuando una entrega de armas sea denegada o prohibida por disposición de ley 11 

federal, el Armero notificará de inmediato al Negociado de Armas, Alcohol, 12 

Tabaco y Explosivos (BATFE, por sus siglas en inglés) y al Comisionado para 13 

que este consulte con el ministerio público, quien determinará si procede a 14 

radicar cargos en el tribunal para las acciones y sanciones correspondientes. 15 

No obstante, todo lo anterior en este párrafo, el concesionario tendrá derecho 16 

a solicitar una revisión, si entiende que la información brindada por NICS 17 

y/o RCI es errónea. Toda infracción a lo dispuesto en los párrafos anteriores, 18 

será sancionada con pena de multa administrativa que no excederá de mil 19 

(1,000) dólares por no notificar en la primera infracción, y cinco mil (5,000) 20 

dólares por infracciones subsiguientes.  21 

Artículo 4.02.-Requisitos de un Peticionario para Licencia de Armero. 22 
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Toda persona natural o jurídica que desee obtener o trasladar de local una licencia 1 

de armero, radicará ante BATFE una solicitud en armonía con 27 CFR Part 478, et seq., 2 

antes de presentar a la Oficina de Licencias de Armas la correspondiente solicitud de 3 

autorización de traslado y el pago de quinientos (500) dólares al Secretario de Hacienda 4 

mediante sello de Rentas Internas.  5 

Artículo 4.03.-Condiciones para Operaciones de Armeros; Constancias de 6 

Transacciones. 7 

Una persona, natural o jurídica, a la cual se le hubiera expedido una licencia (FFL) 8 

podrá dedicarse a la venta de armas y municiones, o al negocio de Armero bajo las 9 

siguientes condiciones:  10 

(a) El negocio se explotará solamente en el local designado en la licencia.  11 

(b) Toda transacción referente a armas de fuego y municiones será anotada en el 12 

libro que para esos fines mantendrá el armero de acuerdo a, 27 CFR Part 44 13 

§478.124 y notificada a la Oficina de Licencias de Armas para ser incluida en el 14 

Registro.  15 

(c) No podrán iniciar operaciones los Armeros sin antes haber recibido la licencia 16 

(FFL), ni podrán mantener en tal local armas o municiones que no sean aquellas 17 

que se esté autorizado a poseer y portar por el armero de acuerdo con las 18 

disposiciones de esta Ley.  19 

(d) Ningún armero recibirá arma alguna para su reparación, modificación, limpieza, 20 

grabación, pulimento, o para efectuar cualquier otro trabajo mecánico, sin que se 21 

le muestre previamente la licencia de armas, permiso provisonal o la 22 
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identificación de agente del orden público, ni aceptará un arma de fuego bajo 1 

condición alguna que tenga su número de serie mutilado. Tampoco podrá recibir 2 

para su reparación, modificación, limpieza, grabación, pulimiento o para efectuar 3 

cualquier tipo de trabajo mecánico, un arma propiedad del Estado. La infracción 4 

de este inciso por parte del armero constituirá falta administrativa, y será 5 

sancionada con multa de diez mil (10,000) dólares. En el caso de serie mutilada, 6 

toda infracción a este Artículo constituirá delito grave y de encontrarse culpable, 7 

será sancionado con pena de reclusión por un término fijo de diez (10) años. De 8 

mediar circunstancias agravantes, la pena fija establecida podrá ser aumentada 9 

hasta un máximo de quince (15) años; de mediar circunstancias atenuantes, 10 

podrá ser disminuida a cinco (5) años. 11 

(e) La licencia de armero o copia de la misma deberá colocarse en un lugar visible en 12 

el establecimiento. No cumplir con este requisito podrá conllevar la imposición 13 

de una multa administrativa de mil (1,000) dólares.  14 

(f) Los documentos o libros deberán mantenerse en el negocio indicado y descrito 15 

en la licencia, y deberán estar disponibles durante horas laborables para su 16 

inspección por cualquier funcionario del Ministerio Público o agente del orden 17 

público en casos de investigación criminal. En los casos de revocación de la 18 

licencia, según se prescribe en este Artículo o del cese de operaciones del 19 

negocio, dichos libros o constancias deberán ser entregados inmediatamente al 20 

BATFE.  21 
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(g) Todo Armero al que se le haya expedido una licencia bajo las disposiciones de 1 

este Artículo, que deje de llevar las constancias y libros que aquí se exigen, 2 

incurrirá en delito menos grave, y convicto que fuere, se impondrá una pena de 3 

reclusión de seis (6) meses y una multa de cinco mil (5,000) dólares. 4 

(h) No se exhibirán armas, municiones o imitaciones de los mismos, en ningún lugar 5 

de un establecimiento comercial dedicado a la venta de armas, donde puedan ser 6 

vistas desde el exterior del negocio. No cumplir con este requisito podrá 7 

conllevar la imposición de una multa administrativa de cinco mil (5,000) dólares. 8 

 Artículo 4.04.-Almacenamiento y Custodia de Armas. 9 

Todo Armero vendrá obligado a implementar las medidas de seguridad exigidas 10 

por esta Ley para el almacenamiento o custodia de las armas y municiones. De no 11 

hacerlo, la Oficina de Licencias de Armas expedirá una nota de incumplimiento, y 12 

concederá un término de treinta (30) días para que se actúe conforme a la Ley. De no 13 

cumplir dentro del término establecido, el Armero se verá obligado, previo orden al 14 

efecto, a cerrar su local hasta que cumpla con lo requerido. Nada de lo antes dispuesto 15 

impide que el Armero acuda ante un Tribunal competente para solicitar mediante 16 

recurso especial interdictal, la revisión de la determinación de la Oficina de Licencias de 17 

Armas. 18 

CAPITULO V 19 

AGENCIAS DE SEGURIDAD QUE TRANSPORTEN VALORES 20 

Artículo 5.01. — Licencias especiales.  21 
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El Superintendente podrá expedir una licencia especial a las agencias de 1 

seguridad que se dediquen al transporte de valores en vehículos blindados que así lo 2 

soliciten y que estén debidamente autorizadas a operar como tales; autorizándolas a 3 

comprar, poseer, disponer y mantener en su lugar de negocio un depósito para armas 4 

largas que no sean automáticas y municiones para ser utilizadas única y exclusivamente 5 

por los agentes de seguridad empleados por ésta que estén asignados al transporte de 6 

valores en vehículos blindados y mientras estén en funciones de su empleo.  7 

Artículo 5.02. — Procedimiento de solicitud.  8 

Toda agencia de seguridad que desee obtener la licencia que dispone el Artículo 9 

anterior, radicará ante el Superintendente una solicitud mediante declaración jurada 10 

ante notario, acompañada de un comprobante de rentas internas por la cantidad de 11 

quinientos (500) dólares. El solicitante especificará la dirección física y postal de su 12 

oficina principal.  13 

El Principal Funcionario Ejecutivo de la agencia solicitante tendrá que obtener 14 

una licencia de armas con categorías de portación y tiro al blanco y cumplir con todos y 15 

cada uno de los procedimientos y condiciones requeridas por esta Ley. Este será el 16 

custodio de las armas largas que le sean autorizadas y será el responsable directo del 17 

fiel cumplimiento de las disposiciones de este Capítulo, y cumplirá, además, con las 18 

disposiciones de esta Ley requeridas a un concesionario de una licencia de armas.  19 

Artículo 5.03. — Reglamento de la agencia.  20 

La agencia de seguridad deberá someter para la aprobación del Superintendente, 21 

junto con su solicitud de licencia, un reglamento sobre el uso, manejo y control de las 22 
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armas largas bajo su posesión, que incluya, pero no se limite a, las condiciones en que 1 

sus agentes portarán las armas largas autorizadas a la agencia. El Superintendente 2 

deberá, mediante reglamentación, establecer unos requisitos mínimos que deberá 3 

contener el reglamento de cada agencia de seguridad.  4 

Artículo 5.04. — Vigencia de la Licencia Especial; Traspaso de la Licencia 5 

Especial.  6 

La licencia especial expedida bajo las disposiciones de este Capítulo será válida 7 

por un término de un (1) año, contado a partir de su expedición, y podrá ser renovada 8 

anualmente por igual término. La solicitud de renovación se presentará ante el 9 

Superintendente con no menos de treinta (30) días de antelación a la fecha de su 10 

vencimiento acompañada de un comprobante de Rentas Internas a favor de la Policía de 11 

Puerto Rico por la cantidad de quinientos (500) dólares.  12 

Esta licencia especial será válida solamente para los negocios mencionados y 13 

descritos en la licencia. Dicha licencia no podrá traspasarse a ningún otro negocio ni a 14 

ninguna otra persona, y quedará automáticamente cancelada al disolverse la 15 

corporación o sociedad, presentarse una solicitud de liquidación bajo la Ley Federal de 16 

Quiebras o sustituirse el Principal Funcionario Ejecutivo que suscribiera la solicitud 17 

original, aunque dicha licencia especial podrá ser solicitada de novo tan pronto el nuevo 18 

Principal Funcionario Ejecutivo cumpla con las disposiciones de esta Ley. En estos 19 

casos, el Superintendente podrá expedir una licencia provisional por un término no 20 

mayor de treinta (30) días.  21 

Artículo 5.05. — Depósito de armas largas y municiones de la agencia. 22 
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Toda solicitud para obtener la licencia especial para comprar, poseer, disponer y 1 

mantener en el lugar de negocio un depósito para armas largas y municiones, deberá 2 

acompañarse con prueba fehaciente de que la agencia de seguridad emplea cinco (5) 3 

personas o más para tales fines.  4 

El solicitante de una licencia especial de comprar, poseer, disponer y mantener 5 

en su lugar de negocio un depósito de armas largas, cumplirá también con todas las 6 

disposiciones y requisitos de seguridad exigidos para las licencias de armeros, así como 7 

cualquier otro requisito que disponga el Superintendente mediante Reglamento.  8 

Una vez el Superintendente certifique que el local del solicitante cumple con los 9 

requisitos de seguridad exigidos, se le expedirá la licencia especial solicitada. El negocio 10 

del solicitante operará únicamente en el local designado, estará y sujeto a inspección por 11 

cualquier agente de la Policía o del Negociado de Investigaciones Especiales del 12 

Departamento de Justicia, y mantendrá la licencia en un sitio visible en su oficina. No 13 

podrá mantenerse en dicho local arma alguna que no sean aquellas que se esté 14 

autorizando a poseer de acuerdo a las disposiciones de esta Ley.  15 

Artículo 5.06. — Límite de armas.  16 

La licencia especial para poseer y mantener en su lugar de negocio un depósito 17 

de armas largas permitirá a la agencia de seguridad tener bajo su control y cuidado un 18 

número específico de armas largas tales como escopetas y rifles semiautomáticas, 19 

registradas a su nombre en los registros del Superintendente. La agencia sólo podrá 20 

adquirir dos (2) armas largas en exceso del número de vehículos blindados que posea la 21 
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agencia, según certifique la Comisión de Servicio Público, y que se dediquen al 1 

transporte de valores.  2 

Artículo 5.07. — Requisitos de los empleados de la agencia para el uso de armas 3 

largas. 4 

Todo agente que trabaje para una agencia de seguridad que se dedique al 5 

transporte de valores podrá portar las armas largas propiedad de la agencia de 6 

seguridad si posee una licencia de armas con permiso de portación, luego de haber 7 

recibido y aprobado un curso en el uso y manejo de cada tipo de arma a portar, cuyo 8 

curso haya sido previamente aprobado por el Superintendente. El curso deberá ser 9 

ofrecido por un instructor y un club de tiro debidamente autorizados por la Policía de 10 

Puerto Rico.  11 

Se dispone que el costo del entrenamiento de los empleados será asumido por la 12 

agencia de seguridad, y no podrá ser traspasado bajo ninguna circunstancia al 13 

candidato.  14 

La agencia de seguridad deberá someterle al Superintendente una solicitud con 15 

el nombre y circunstancias personales de cada empleado que ha cualificado para portar 16 

un arma larga en funciones de transporte de valores en vehículos blindados, 17 

certificando que éstos han recibido y aprobado el curso de uso y manejo de armas largas 18 

antes descrito. A esos fines, el Superintendente expedirá una licencia especial para 19 

agente de seguridad.  20 



61 

De ser autorizado para portar el arma, el agente de seguridad solo podrá usar las 1 

armas descritas en la licencia especial de la agencia de seguridad, sujeta a las 2 

condiciones impuestas en la licencia limitada, si alguna.  3 

Aprobada la solicitud radicada por la agencia de seguridad, el Superintendente 4 

expedirá una autorización para que dichos empleados puedan portar las armas que 5 

tiene la agencia de seguridad durante sus horas laborales y mientras estén debidamente 6 

uniformados con el uniforme de la agencia de seguridad autorizada.  7 

Artículo 5.08. — Limitación de la licencia.  8 

Toda licencia para portar sobre su persona un arma larga expedida por el 9 

Superintendente a un agente de seguridad se entenderá limitada estrictamente a las 10 

funciones relacionadas con el transporte de valores en vehículos blindados, a las 11 

escoltas de vehículos blindados, incluyendo la supervisión, a la seguridad de bóvedas y 12 

planta física, y a la seguridad interna.  13 

El Propietario de las armas de fuego para cuya tenencia se expide una licencia 14 

especial será la agencia de seguridad a cuyo favor se expide tal licencia. La autorización 15 

expedida por el Superintendente a la agencia de seguridad no le conferirá al agente de 16 

seguridad derecho alguno sobre dicha arma más allá del derecho a portarla mientras se 17 

encuentra en las funciones de su empleo.  18 

Artículo 5.09. — Facultad de la agencia de seguridad.  19 

La agencia de seguridad podrá ocupar de inmediato cualquier arma de fuego de 20 

su propiedad en poder de un agente de seguridad empleado de dicha agencia en 21 

cualquier momento que lo entienda pertinente. Además, de la agencia entender que tal 22 
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agente está haciendo mal uso de dicha arma, o cuando tenga motivos fundados para 1 

creer que la portación por el agente de seguridad pone en peligro su vida o la vida de 2 

terceras personas, notificará tal acción inmediatamente al Superintendente para la 3 

acción o acciones que procedan.  4 

Artículo 5.10. — Causas para revocar o rehusar renovar una licencia especial. 5 

Constituirá motivo para revocar o rehusar renovar una licencia especial bajo este 6 

Capítulo, cualquiera de las siguientes causas: 7 

(a) Fraude o engaño en la obtención de la licencia. 8 

(b) Violación de cualquiera de las disposiciones de esta Ley y sus reglamentos. 9 

(c) Que el tenedor de una licencia especial o algún director u oficial de la agencia 10 

de seguridad fuere convicto de cualquier delito que conlleve la revocación de la 11 

misma, según se dispone en esta Ley. 12 

(d) Violación a cualquiera de las disposiciones de la Ley Núm. 54 de 15 de agosto 13 

de 1989, según enmendada.  14 

Artículo 5.11. — Incumplimiento de las agencias de seguridad que se dediquen 15 

al transporte de valores en vehículos blindados.  16 

El custodio de armas de fuego y/o la agencia de seguridad que posea una 17 

licencia especial para las agencias de seguridad que se dediquen al transporte de 18 

valores en vehículos blindados, y que dejare de cumplir con cualquiera de las 19 

disposiciones de esta Ley, o que operare un depósito de armas sin estar debidamente 20 

autorizado para ello por el Superintendente, incurrirá en delito grave y convicto que 21 

fuere será sancionado con pena de multa no menor de cinco mil (5,000) dólares ni 22 
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mayor de veinticinco mil (25,000) dólares, se le cancelarán todas las licencias obtenidas 1 

en virtud de las disposiciones de esta Ley, sin la posibilidad de que puedan ser 2 

solicitadas nuevamente y el Superintendente ordenará que se ocupen inmediatamente 3 

todas las armas inscritas a nombre de ésta.  4 

Artículo 5.12. — Responsabilidad vicaria. 5 

Las agencias de seguridad a las que se le hayan conferido licencias para comprar, 6 

poseer, disponer y mantener un depósito de armas de fuego y municiones son 7 

responsables civilmente de forma vicaria por los perjuicios que se causaren con un arma 8 

de fuego de su propiedad, irrespectivamente de que el mismo sea causado por una 9 

persona que no estaba autorizada por la agencia a portar el arma, o de que la persona 10 

haya actuado intencional o negligentemente; salvo: 11 

(a) Que la agencia demuestre que el daño fue causado en el ejercicio legítimo de 12 

las funciones de su agente o que dicho daño fue provocado por la víctima; o  13 

(b) Que el arma de fuego que causare el daño haya sido robada del depósito de 14 

armas y municiones de la agencia, y ésta demostrare que había tomado todas las 15 

medidas de seguridad a su alcance para custodiar sus armas, notificando a la 16 

Policía de Puerto Rico del robo y cumplido con todas las disposiciones de esta 17 

Ley.  18 

Cualquier acuerdo o disposición contractual en contravención a este Artículo 19 

será nula y se tendrá por no puesta.  20 

Se autoriza a las agencias de seguridad que obtengan la licencia especial que 21 

dispone este Capítulo a comprar una cantidad razonable de municiones para las armas 22 
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que le han sido autorizadas por el Superintendente en la licencia. La agencia de 1 

seguridad mantendrá un inventario perpetuo de las armas y municiones autorizadas, 2 

así como un registro del movimiento diario de éstas. Estos registros estarán sujetos a 3 

inspección por la Policía de Puerto Rico. Disponiéndose, además, que la adquisición, 4 

compra, venta, donación, cesión o cualquier forma de traspaso de titularidad de armas 5 

de fuego, municiones o accesorios, realizados en virtud de esta licencia especial, deben 6 

haber sido inscritos debidamente en el Registro Electrónico por los medios que dispone 7 

esta Ley.  8 

CAPITULO VI 9 

DELITOS 10 

Artículo 6.01.-Agravamiento de las Penas 11 

Cualquier infracción a este capítulo, en la modalidad grave, será sancionada con 12 

pena de reclusión. Toda persona que resulte convicta de alguna de las disposiciones de 13 

esta Ley, y que dicha convicción esté asociada y sea coetánea a otra convicción de 14 

cualquiera de las disposiciones de la Ley Núm. 4 de 23 de junio de 1971, según 15 

enmendada, conocida como la “Ley de Sustancias Controladas de Puerto Rico”, con 16 

excepción del Artículo 404 de la misma, o de la Ley Núm. 33 de 13 de julio de 1978, 17 

según enmendada, conocida como la “Ley contra el Crimen Organizado y Lavado de 18 

Dinero del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”, será sancionada con el doble de la 19 

pena provista en esta Ley. Las sentencias serán dictadas a discreción del juez y podrán 20 

variar de acuerdo a las circunstancias de cada caso. De igual forma, se le permitirá 21 

realizar acuerdos para lograr negociaciones preacordadas. Además, si la persona 22 
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hubiere sido convicta anteriormente por cualquier violación a esta Ley o por cualquiera 1 

de los delitos especificados en ésta o usare un arma en la comisión de cualquier delito y 2 

como resultado de tal violación, alguna persona sufriera daño físico o mental, la pena 3 

establecida para el delito se duplicará.  4 

Artículo 6.02.-Fabricación, Importación, Venta y Distribución de Armas de Fuego 5 

Se necesitará una licencia de Armero para fabricar, importar, ofrecer, vender o tener 6 

para la venta, alquilar o traspasar cualquier arma de fuego, municiones o aquella parte 7 

o pieza de un arma de fuego donde el fabricante de la misma coloca el número de serie 8 

del arma. Toda infracción a este Artículo constituirá delito grave y será sancionada con 9 

pena de reclusión por un término fijo de quince (15) años. De mediar circunstancias 10 

agravantes, la pena fija establecida podrá ser aumentada hasta un máximo de 11 

veinticinco (25) años; de mediar circunstancias atenuantes, podrá ser reducida hasta un 12 

mínimo de diez (10) años.  13 

Artículo 6.02A.- Solicitud o Compra de Armas de Fuego a través de la Internet.  14 

Toda persona que, sin licencia de armas o de Armero, que solicite, o compre a través 15 

de cualquier proveedor de Internet y reciba, mediante cualquier servicio de correo, o 16 

transporte, dentro de la jurisdicción de Puerto Rico algún arma de fuego, incurrirá en 17 

delito grave y convicta que fuere será sancionada con pena de reclusión por un término 18 

fijo de diez (10) años. De mediar circunstancias agravantes, la pena fija establecida 19 

podrá ser aumentada hasta un máximo de quince (15) años; de mediar circunstancias 20 

atenuantes, podrá ser reducida hasta un mínimo de cinco (5) años y un (1) día. Toda 21 

persona natural o jurídica con Licencia de Armas vigente o de Armero queda sujeto a 22 
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las disposiciones federales para la introducción a nuestra jurisdicción de armas y 1 

municiones, mediante cualquier servicio de correo o transporte. De violar la Ley Federal 2 

quedará sujeto a las disposiciones de la misma. Nada de lo dispuesto en este Artículo 3 

impide que un concesionario de Licencia de Armas pueda comprar en forma directa, 4 

legítima y personal un arma en cualquier Estado o Territorio de Estados Unidos de 5 

América y la traiga consigo con su equipaje a través de línea de transporte aéreo o 6 

marítimo, cumpliendo con la legislación contenida en la Firearms Owners Protection 7 

Act (FOPA), para ello.  8 

Artículo 6.03.-Prohibición a la Venta de Armas de Fuego a Personas sin Licencia. 9 

Ningún armero o concesionario con licencia vigente podrá entregar un arma de 10 

fuego a un comprador sin que éste le muestre una Licencia de Armas vigente. Todo 11 

concesionario o armero que a sabiendas venda, traspase o facilite armas de fuego o 12 

municiones a una persona sin licencia en Puerto Rico, incurrirá en delito grave y 13 

convicto que fuere, será sancionado con pena de reclusión por un término fijo de quince 14 

(15) años. De mediar circunstancias agravantes, la pena fija establecida podrá ser 15 

aumentada hasta un máximo de veinticinco (25) años; de mediar circunstancias 16 

atenuantes, podrá ser reducida hasta un mínimo de diez (10) años y un (1) día.  17 

Una convicción bajo este Artículo conllevará la cancelación automática de la licencia del 18 

Armero.  19 

Artículo 6.04.-Comercio de Armas de Fuego Automáticas. 20 

Toda persona que sin licencia de armas o de Armero, venda o tenga para la venta, 21 

ofrezca, entregue, alquile, preste o en cualquier otra forma disponga de cualquier arma 22 
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de fuego que pueda ser disparada automáticamente, o cualquier pieza o artefacto que 1 

convierte en arma automática cualquier arma de fuego, independientemente de que 2 

dicha arma, pieza o artefacto se denomine ametralladora o de otra manera, incurrirá en 3 

delito grave, y convicta que fuere será sancionada con pena de reclusión por un término 4 

fijo de veinticuatro (24) años. De mediar circunstancias agravantes, la pena fija 5 

establecida podrá ser aumentada hasta un máximo de treinta y seis (36) años; de mediar 6 

circunstancias atenuantes, podrá ser reducida hasta un mínimo de dieciocho (18) años.  7 

Artículo 6.05.-Portación, Transportación o Uso de Armas de Fuego sin Licencia o 8 

Autorización. 9 

Toda persona que porte, transporte o use cualquier arma de fuego, sin tener una 10 

Autorización para Portar Armas, salvo lo dispuesto para los campos de tiro o lugares 11 

donde se practica la caza, incurrirá en delito grave y convicto que fuere, será sancionada 12 

con pena de reclusión por un término fijo de diez (10) años. De mediar circunstancias 13 

agravantes, la pena fija establecida podrá ser aumentada hasta un máximo de veinte 14 

(20) años; de mediar circunstancias atenuantes, podrá ser reducida hasta un mínimo de 15 

cinco (5) años y un (1) día. Cuando el arma sea una neumática, pistola de o artefacto de 16 

descargas eléctricas, de juguete o cualquier imitación de arma y ésta se portare o 17 

transportare con la intención de cometer delito o se usare para cometer delito, la pena 18 

será de reclusión por un término fijo de cinco (5) años. De mediar circunstancias 19 

agravantes, la pena fija establecida podrá ser aumentada hasta un máximo de diez (10) 20 

años; de mediar circunstancias atenuantes, podrá ser reducida hasta un mínimo de un 21 

(1) año. Se podrá considerar como atenuante cuando el arma esté descargada y la 22 
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persona no tenga municiones a su alcance. Además, se considerará como atenuante del 1 

delito establecido en el primer párrafo de este Artículo cuando no exista prueba de la 2 

intención de cometer delito. No obstante lo anterior, cuando una persona porte o 3 

transporte cualquier arma de fuego o parte de ésta sin tener una licencia de armas, pero 4 

mientras lleva a cabo dicha conducta no cometa otro delito grave estatuido, y se trate de 5 

una persona que nunca haya sido convicta por violación a esta Ley o alguno de los 6 

delitos enumerados en esta Ley y no es persona impedida por Ley Federal a recibir, 7 

transportar o enviar armas de fuego o municiones, incurrirá en delito menos grave, y 8 

convicta que fuere será sancionada con pena de reclusión por un término no mayor de 9 

seis (6) meses, pena de multa que no excederá de mil (1,000) dólares, o ambas penas a 10 

discreción del tribunal. El Tribunal podrá a su discreción, luego de recibir el informe re 11 

sentencia, sustituir la pena de reclusión por servicio a la comunidad.  12 

 Artículo 6.06.- Portación y Uso de Armas Blancas. 13 

Toda persona que sin motivo justificado use contra otra persona, o la muestre, o use 14 

en la comisión de un delito o su tentativa, manoplas, blackjacks, cachiporras, estrellas 15 

de ninja, cuchillo, puñal, daga, espada, honda, bastón de estoque, arpón, faca, estilete, 16 

punzón, o cualquier instrumento similar que se considere como un arma blanca, 17 

incluyendo las hojas de navajas de afeitar de seguridad, garrotes y agujas hipodérmicas, 18 

o jeringuillas con agujas o instrumentos similares, incurrirá en delito grave y convicta 19 

que fuere, será sancionada con pena de reclusión por un término fijo de tres (3) años. De 20 

mediar circunstancias agravantes, la pena fija establecida podrá ser aumentada hasta un 21 
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máximo de seis (6) años; de mediar circunstancias atenuantes, podrá ser reducida hasta 1 

un mínimo de seis (6) meses y un (1) día.  2 

Queda excluida de la aplicación de este Artículo, toda persona que posea, porte o 3 

conduzca cualquiera de las armas aquí dispuestas en ocasión de su uso como 4 

instrumentos propios de un arte, deporte profesión, ocupación, oficio o por condición 5 

de salud, incapacidad o indefensión. 6 

 Artículo 6.06A.-Fabricación y Distribución de Armas Blancas. 7 

Toda persona que, sin motivo justificado relacionado a algún arte, deporte, 8 

profesión, ocupación, oficio o por condición de salud, incapacidad o indefensión, 9 

fabrique, importe, ofrezca, venda o tenga para la venta, alquiler o traspaso una 10 

manopla, blackjack, cachiporra, estrella de ninja, cuchillo, puñal, daga, espada, honda, 11 

bastón de estoque, arpón, faca, estilete, punzón o cualquier instrumento similar que se 12 

considere como un arma blanca, incurrirá en delito grave y convicta que fuere, será 13 

sancionada con pena de reclusión por un término fijo de tres (3) años. De mediar 14 

circunstancias agravantes, la pena fija establecida podrá ser aumentada hasta un 15 

máximo de seis (6) años; de mediar circunstancias atenuantes, podrá ser reducida hasta 16 

un mínimo de un (1) año.  17 

 Artículo 6.07.-Fabricación y Distribución de Armas de Fuego. 18 

Toda persona que, sin licencia de armas, y con intención criminal, fabrique, importe, 19 

ofrezca, venda, o tenga para la venta, alquiler o traspaso de un arma, incurrirá en delito 20 

grave y convicta que fuere, será sancionada con pena de reclusión por un término fijo 21 

de diez (10) años. De mediar circunstancias agravantes, la pena fija establecida podrá 22 
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ser aumentada hasta un máximo de quince (15) años; de mediar circunstancias 1 

atenuantes, podrá ser reducida hasta un mínimo de cinco (5) años y un (1) día. 2 

  Artículo 6.07A.-Fabricación, Posesión y Distribución de Armas en Libertad Bajo 3 

Palabra. 4 

Toda persona que estando libre bajo palabra por comisión de delito y fabrique, 5 

importe, ofrezca, venda, posea o tenga para la venta, alquiler o traspaso de alguna arma 6 

con intención criminal, incurrirá en delito grave y convicta que fuere, será sancionada 7 

con pena de reclusión por un término fijo de quince (15) años. De mediar circunstancias 8 

agravantes, la pena fija establecida podrá ser aumentada hasta un máximo de veinte 9 

(20) años; de mediar circunstancias atenuantes, podrá ser reducida hasta un mínimo de 10 

diez (10) años. Además, deberá cumplir el balance de la sentencia por la cual se 11 

encontraba en libertad bajo palabra de forma consecutiva con esta pena.   12 

 Artículo 6.08.-Posesión de Armas de Fuego sin Licencia. 13 

Toda persona que sin tener licencia de armas tenga o posea un arma de fuego, 14 

incurrirá en delito grave, y convicta que fuere será sancionada con pena de reclusión 15 

por un término fijo de cinco (5) años. De mediar circunstancias agravantes, la pena 16 

establecida podrá ser aumentada hasta un máximo de diez (10) años; de mediar 17 

circunstancias atenuantes, podrá ser reducida hasta un mínimo de un (1) año. No 18 

obstante lo anterior, cuando el arma sea una que ha sido reportada robada o apropiada 19 

ilegalmente, o importada a Puerto Rico de forma ilegal, incurrirá en delito grave, y 20 

convicta que fuere será sancionada con pena de reclusión por un término fijo de quince 21 

(15) años.  22 
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Disponiéndose, que toda persona que cometa cualquier otro delito estatuido que 1 

implique el uso de violencia mientras lleva a cabo la conducta descrita en este 2 

articulado, no tendrá derecho a sentencia suspendida, a salir en libertad bajo palabra, o 3 

a disfrutar de los beneficios de algún programa de desvío, bonificaciones o alternativa a 4 

la reclusión reconocida en esta jurisdicción, debiendo cumplir en años naturales la 5 

totalidad de la pena impuesta. En caso de que el poseedor del arma demuestre que: 6 

(i) El arma de fuego en su posesión está registrada a su nombre; 7 

(ii) Tiene una licencia de armas expedida a su nombre que está vencida o 8 

expirada; 9 

(iii) No se le impute la comisión de delito grave que no implique el uso de 10 

violencia; 11 

(iv) No se le impute la comisión de delito menos grave que implique el uso de 12 

violencia, y;  13 

(v) El arma de fuego en su posesión no esté alterada ni mutilada, dicha 14 

persona incurrirá en una falta administrativa y será sancionada con una 15 

multa fija de dos mil quinientos dólares ($2,500.00). 16 

Disponiéndose, que también incurrirá en una falta administrativa que será 17 

sancionada con una multa fija de dos mil quinientos (2,500.00) dólares, toda persona 18 

que esté en posesión de una arma de fuego sin tener licencia para ello que no cumpla 19 

con los requisitos (i) y (ii) del párrafo anterior, pero que cumpla con los requisitos (iii), 20 

(iv) y (v), y que además pueda demostrar con preponderancia de la prueba que advino 21 

en posesión de dicha arma de fuego por vía de herencia o legado, y que el causante de 22 
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quien heredó o adquirió el arma por vía de legado tuvo en vida una licencia de armas. 1 

En caso de que el poseedor del arma demuestre con prueba fehaciente que posee una 2 

licencia de armas, aunque vencida, y que solicitó su renovación dentro del término 3 

provisto por esta Ley, no será culpable de delito alguno. Si no ha solicitado su 4 

renovación dentro del término máximo provisto en el Artículo 2.02 de esta Ley incurrirá 5 

en falta administrativa y tendrá que pagar una multa de quinientos (500) dólares, 6 

además de la suma correspondiente de las multas establecidas en esta Ley. 7 

No obstante lo anterior, cualquier persona que posee una licencia de armas 8 

vencida o revocada por falta de renovación al momento de la vigencia de esta Ley, 9 

podrá solicitar su renovación y la inscripción o registro de las armas y municiones en su 10 

posesión, junto con una declaración jurada en la que exponga la forma y circunstancias 11 

mediante las cuales advino en posesión de las armas de fuego y municiones, dentro del 12 

término de ciento veinte (120) días a partir de la fecha de aprobación de esta Ley. Las 13 

personas que soliciten la renovación de una licencia de armas al amparo de este párrafo, 14 

deberán pagar los derechos y satisfacer los costos establecidos en esta Ley para la 15 

renovación de la licencia, pero no así las multas o penalidades correspondientes al 16 

incumplimiento con el trámite de la renovación. 17 

 Artículo 6.09.- Portación, Posesión o Uso Ilegal de Armas de Fuego Automáticas, 18 

Semiautomáticas o Ametralladoras. 19 

Toda persona que sin licencia de armas, de armero o no sea un agente del orden 20 

público porte, posea o use un arma automática, así como cualquier modificación de 21 

éstas o cualquier pieza o artefacto que convierte en arma automática cualquier arma de 22 
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fuego, incurrirá en delito grave, y convicta que fuere será sancionada con pena de 1 

reclusión por un término fijo de veinticuatro (24) años. De mediar circunstancias 2 

agravantes, la pena fija establecida podrá ser aumentada hasta un máximo de treinta y 3 

seis (36) años; de mediar circunstancias atenuantes, podrá ser reducida hasta un 4 

mínimo de dieciocho (18) años.  5 

 Artículo 6.10.-Posesión o Venta de Accesorios para Silenciar. 6 

Toda persona que tenga en su posesión, venda, tenga para la venta, preste, ofrezca, 7 

entregue o disponga de cualquier instrumento, dispositivo, artefacto o accesorio que 8 

silencie o reduzca el ruido del disparo de cualquier arma de fuego, incurrirá en delito 9 

grave, y convicta que fuere, será sancionada con pena de reclusión por un término fijo 10 

de doce (12) años. De mediar circunstancias agravantes, la pena fija establecida podrá 11 

ser aumentada hasta un máximo de veinticuatro (24) años; de mediar circunstancias 12 

atenuantes, podrá ser reducida hasta un mínimo de seis (6) años. 13 

 Artículo 6.11.-Facilitación de Armas a Terceros. 14 

Toda persona que facilite o ponga a la disposición de otra persona cualquier arma de 15 

fuego que haya estado bajo su custodia o control, sea o no propietaria de la misma, 16 

incurrirá en delito grave y, convicta que fuere, será sancionada con pena de reclusión 17 

por un término fijo de doce (12) años. De mediar circunstancias agravantes, la pena fija 18 

establecida podrá ser aumentada hasta un máximo de veinticuatro (24) años; de mediar 19 

circunstancias atenuantes, podrá ser reducida hasta un mínimo de seis (6) años.   20 

 Artículo 6.12.-Número de Serie o Nombre de Dueño en Arma de Fuego; Remoción o 21 

Mutilación. 22 
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Toda arma de fuego, salvo las armas de fuego antiguas, deberá llevar, en forma tal 1 

que no pueda ser fácilmente alterado o borrado, el nombre del armero o marca de 2 

fábrica bajo la cual se venderá el arma o el nombre del importador y, además, un 3 

número de serie grabado en la misma. Incurrirá en delito grave y sancionado con pena 4 

de reclusión por un término fijo de quince (15) años, toda persona que:  5 

(a) voluntariamente remueva, mutile, cubra permanentemente, altere o borre el 6 

número de serie en cualquier arma de fuego;  7 

(b) a sabiendas compre, venda, reciba, enajene, traspase, porte o tenga en su 8 

posesión, cualquier arma de fuego a la cual se le haya removido, mutilado, 9 

cubierto permanentemente, alterado o borrado el número de serie;   10 

(c) siendo un armero o un agente o representante de dicho armero o agente del 11 

orden público fuera de funciones oficiales, a sabiendas compre, venda, reciba, 12 

entregue, enajene, traspase, porte o tenga en su posesión, cualquier arma de 13 

fuego a la cual se le haya removido, mutilado, cubierto permanentemente, 14 

alterado o borrado su número de serie; y/o  15 

(d) Posea un arma de fuego, salvo armas de fuego antiguas, que no tenga serie.  16 

De mediar circunstancias agravantes, la pena fija establecida podrá ser aumentada 17 

hasta un máximo de veinticinco (25) años; de mediar circunstancias atenuantes, podrá 18 

ser reducida hasta un mínimo de diez (10) años.   19 

 Artículo 6.13.-Informes de Asistencia Médica a Personas Heridas. 20 

Cualquier persona, incluyendo profesionales de la salud, que practique una 21 

curación de una herida de bala o quemadura producida por pólvora, así como cualquier 22 
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otra herida resultante del disparo de cualquier arma de fuego, ya sea en o fuera de un 1 

hospital, clínica, sanatorio u otra institución similar, deberá notificar tal caso 2 

inmediatamente al distrito o precinto policíaco en cuya jurisdicción se haya provisto tal 3 

servicio. En el caso de que sea en un hospital o institución similar, la persona notificará 4 

al administrador o persona a cargo de la institución, para que éste notifique a las 5 

autoridades. De igual forma se procederá cuando se detecte la presencia de un 6 

proyectil, munición o cualquier parte de estos en el cuerpo de la persona atendida. La 7 

falta de notificación de la prestación de este servicio constituirá delito menos grave, y 8 

convicta que fuere la persona, será sancionada con pena de multa de hasta cinco mil 9 

(5,000) dólares. El Comisionado investigará todo informe de curaciones, procediendo a 10 

consultar con el ministerio público para la radicación de cargos criminales de 11 

justificarse y llevará un registro detallado del resultado de éstos a los fines levantar 12 

estadísticas sobre informes de curaciones.  13 

 6.14.-Disparar o Apuntar Armas de Fuego. 14 

Incurrirá en delito grave con pena de reclusión por un término fijo de cinco (5) 15 

años, toda persona que, salvo en casos de legítima defensa, propia o de terceros, o 16 

de actuaciones en el legítimo desempeño de funciones oficiales o actividades 17 

legítimas de deportes:  18 

(1) voluntariamente dispare cualquier arma de fuego en un sitio, aunque no le 19 

cause daño a persona alguna; o  20 

(2) intencionalmente, con malicia y sin justificación alguna, apunte hacia alguna 21 

persona con un arma de fuego. De mediar circunstancias agravantes, la pena 22 
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establecida podrá ser aumentada hasta un máximo de diez (10) años; de 1 

mediar circunstancias atenuantes, podrá ser reducida hasta un mínimo de un 2 

(1) año. 3 

Disponiéndose, que aquella persona que cometa el delito descrito en la 4 

cláusula (1) anterior, utilizando un arma de fuego y convicta que fuere, no tendrá 5 

derecho a sentencia suspendida, a salir en libertad bajo palabra, o a disfrutar de 6 

los beneficios de algún programa de desvío, bonificaciones o alternativa a la 7 

reclusión reconocida en esta jurisdicción, debiendo cumplir en años naturales la 8 

totalidad de la pena impuesta. 9 

Del mismo modo, cuando una persona cometa el delito descrito en la cláusula 10 

(2) anterior, utilizando un arma de fuego, mediando malicia y convicto que fuere, 11 

no tendrá derecho a sentencia suspendida, a salir en libertad bajo palabra o a 12 

disfrutar de los beneficios de algún programa de desvío, bonificaciones o 13 

alternativa a la reclusión reconocida en esta jurisdicción, debiendo cumplir en 14 

años naturales la totalidad de la pena impuesta. 15 

 Artículo 6.15.- Transporte, Almacenaje de Armas, Municiones Sin Licencia; 16 

Confiscación. 17 

El Secretario de Justicia podrá confiscar cualquier propiedad, según este término es 18 

definido en la “Ley Uniforme de Confiscaciones de 2011”; Núm. 119-2011, según 19 

enmendada, cuando se almacene, cargue, descargue, transporte, lleve o traslade, 20 

cualquier arma de fuego o municiones, en violación de esta Ley. Para ello se seguirá el 21 

procedimiento establecido por la Ley Núm. 119-2011 según enmendada. No obstante, lo 22 
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anterior, las compañías de transporte, incluidas y autorizadas en la Legislación Federal; 1 

22 U.S.C. 922(a) (2) (A), 922(a) (3), 922(a) (5) y 922(e), CFR 478.30 y 478.31, 18 U.S.C 1715, 2 

según enmendada, podrán transportar armas y municiones en el curso normal y oficial 3 

de su negocio sin necesidad de las licencias mencionadas en esta Ley.  4 

 Artículo 6.16.- Transporte, Almacenaje de Armas, Municiones Sin Licencia; 5 

Confiscación. 6 

(A) Toda persona que, mediando negligencia, dejare un arma, o armas de fuego o 7 

armas neumáticas al alcance de persona menor de dieciocho (18) años y éste se 8 

apodere del arma y cause grave daño corporal, o la muerte, a otra persona, o a sí 9 

mismo, cometerá delito menos grave y convicta que fuere, será sancionada con 10 

pena de reclusión por un término fijo de tres (3) años. De mediar circunstancias 11 

agravantes, la pena fija establecida podrá ser aumentada hasta un máximo de 12 

cinco (5) años; de mediar atenuantes, podrá ser reducida hasta un mínimo de seis 13 

(6) meses. El Tribunal podrá a su discreción, luego de recibir el informe pre 14 

sentencia, y el suceso haber ocurrido con un arma legalmente poseída, sustituir 15 

la pena de reclusión por servicio a la comunidad. Del suceso haber ocurrido con 16 

un arma ilegalmente poseída el delito cometido será de carácter grave, se 17 

duplicarán las penas antes estatuidas y convicto que fuere, no contará con el 18 

beneficio de una pena suspendida.  19 

(B) Toda persona que, con intención criminal, facilite o ponga en posesión de un 20 

arma de fuego, o municiones, a una persona menor de dieciocho (18) años para 21 

que éste la posea, custodie, oculte o transporte, cometerá delito grave y convicta 22 
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que fuere será sancionada con pena de reclusión por un término fijo de doce (12) 1 

años. De mediar circunstancias agravantes, la pena fija establecida será 2 

aumentada hasta un máximo de veinticuatro (24) años; de mediar atenuantes, 3 

podrá ser reducida hasta un mínimo de seis (6) años.  4 

(C) Si el menor, en el caso dispuesto por el acápite (B) de este Artículo, causare daño 5 

a otra persona, o a sí mismo con el arma, o cometiere una falta grave mientras 6 

posee el arma de fuego, la persona que proveyó con intención criminal el arma, 7 

cometerá delito grave y convicta que fuere será sancionada con pena de reclusión 8 

por un término fijo de veinte (20) años. De mediar circunstancias agravantes, la 9 

pena fija establecida será aumentada hasta un máximo de treinta (30) años; de 10 

mediar circunstancias atenuantes, podrá ser reducida hasta un mínimo de diez 11 

(10) años.   12 

(D) Las disposiciones de este Artículo no aplicarán cuando el menor se apropie del 13 

arma mediante escalamiento, o robo, o de cualquier otra forma, ilegalmente, o si 14 

el menor utiliza el arma para la defensa propia o de terceros, o se encuentra 15 

realizando actividades legitimas de deportes con armas.  16 

 Artículo 6.17.-Apropiación ilegal de Armas de Fuego o Municiones, Robo. 17 

Toda persona que intencionalmente, se apropie ilegalmente de un arma de fuego o 18 

municiones, incurrirá en delito grave y convicto que fuere, será sancionada con pena de 19 

reclusión por un término fijo de diez (10) años. De mediar circunstancias agravantes, la 20 

pena fija establecida podrá ser aumentada hasta un máximo de veinte (20) años; de 21 

mediar circunstancias atenuantes, podrá ser reducida hasta un mínimo de cinco (5) 22 
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años. Si la persona se apropiare ilegalmente, de más de un arma de fuego o si la persona 1 

fuese reincidente conforme a lo dispuesto en el Artículo 73 del Código Penal de Puerto 2 

Rico; Ley 146-2012, según enmendado, independientemente de lo allí dispuesto, la pena 3 

se duplicará.  Lo antes dispuesto en forma alguna incide sobre lo dispuesto en cuanto al 4 

reincidente habitual en el Código Penal de Puerto Rico; Ley 146-2012, según 5 

enmendado.  6 

Artículo 6.18.-Alteración de Vehículos de Motor para Ocultar Armas de Fuego. 7 

Toda persona que a sabiendas posea un vehículo de motor cuyo diseño original 8 

haya sido alterado con el propósito de guardar u ocultar armas de fuego poseídas de 9 

forma ilegal cometerá delito grave y convicto que fuere será sentenciado con pena de 10 

reclusión por un término mínimo de seis (6) meses y un (1) día y hasta un máximo de 11 

tres (3) años. De mediar circunstancias agravantes, la pena fija establecida podrá ser 12 

aumentada hasta un máximo de seis (6) años; de mediar circunstancias atenuantes. Se 13 

entenderá como vehículo de motor aquellos tal y como definidos en la Ley 22-2000, 14 

según enmendada, conocida como la “Ley de Tránsito de Puerto Rico”.   15 

 Artículo 6.19.- Comercio de Armas de Fuego y Municiones sin Licencia de Armero. 16 

Cualquier persona, natural o jurídica, que se dedique al negocio de Armero, sin 17 

poseer una licencia de armero de acuerdo a 18 U.S.C. 921 (11), (21) (C) (D) (E) y (F), 18 

cometerá delito grave, y será sancionada con pena de reclusión por un término fijo de 19 

quince (15) años. De mediar circunstancias agravantes, la pena fija establecida podrá ser 20 

aumentada hasta un máximo de veinticinco (25) años; de mediar circunstancias 21 

atenuantes, podrá ser reducida hasta un mínimo de diez (10) años. Disponiéndose que 22 
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los trabajos de ajustes, mecánicos o cosméticos entre personas con licencia de armas o a 1 

las armas por su propio dueño con licencia de armas no constituirán delito alguno.  2 

 Artículo 6.20.- Disparar Indiscriminadamente Desde un Vehículo de Motor. 3 

Salvo en casos de defensa propia o de terceros, o de actuaciones en el desempeño de 4 

funciones oficiales, toda persona que disparare un arma de fuego desde un vehículo de 5 

motor en las vías públicas incurrirá en delito grave, y convicta que fuere, será 6 

sancionada con pena de reclusión por un término fijo de veinte (20) años. De mediar 7 

circunstancias agravantes, la pena fija establecida podrá ser aumentada hasta un 8 

máximo de cuarenta (40) años; de mediar circunstancias atenuantes, podrá ser reducida 9 

hasta un mínimo de diez (10) años.   10 

 Artículo 6.21.-Conspiración para el Tráfico Ilegal de Armas de Fuego y/o 11 

Municiones. 12 

Toda persona que conspirare para traficar de forma ilegal, en armas de fuego o 13 

municiones y resultase convicta de dicho delito, será sancionada con una pena de 14 

reclusión fija de treinta (30) años.   15 

 Artículo 6.22.-Fabricación, Distribución, Posesión y Uso de Municiones. 16 

Se necesitará una licencia de armas, de armero o ser un agente del orden público, 17 

según sea el caso, para fabricar, solicitar que se fabrique, importar, ofrecer, comprar, 18 

vender o tener para la venta, guardar, almacenar, entregar, prestar, traspasar o en 19 

cualquier otra forma disponer de, poseer, usar, portar o transportar municiones, 20 

pólvora para recarga de municiones. Toda infracción a este Artículo constituirá delito 21 

grave, y será sancionada con pena de reclusión por un término fijo de seis (6) años. De 22 
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mediar circunstancias agravantes, la pena fija establecida podrá ser aumentada hasta un 1 

máximo de doce (12) años; de mediar circunstancias atenuantes, podrá ser reducida 2 

hasta un mínimo de tres (3) años. Será considerado como circunstancia agravante al 3 

momento de fijarse la sentencia, incurrir en cualquiera de las conductas descritas en este 4 

artículo cuando las municiones sean de las comúnmente conocidas como armor 5 

piercing. No constituirá delito la fabricación, venta o entrega de las municiones antes 6 

descritas para uso de la Policía y otros agentes del orden público del Gobierno de 7 

Puerto Rico o de los Estados Unidos o para el uso de las Fuerzas Armadas de Estados 8 

Unidos. No obstante lo anterior, el primer párrafo de este Artículo no será de aplicación 9 

a personas no impedidas a poseer armas mientras participan en actividades legítima del 10 

deporte de tiro bajo las disposiciones de esta Ley.  11 

 Artículo 6.23.-Venta de Municiones. 12 

Ninguna persona podrá vender, regalar, ceder o traspasar municiones a personas 13 

que no presenten una licencia de armas, de Armero, los permisos contemplados bajo 14 

esta Ley, o evidencia de ser un agente del orden público. Toda infracción a lo dispuesto 15 

en el párrafo anterior constituirá delito grave y será sancionada con pena de reclusión 16 

por un término fijo de cinco (5) años. De mediar circunstancias agravantes, la pena fija 17 

establecida podrá ser aumentada hasta un máximo de diez (10) años; de mediar 18 

circunstancias atenuantes, podrá ser reducida hasta un mínimo de tres (3) años. Se 19 

considerará como circunstancia agravante al momento de fijarse la sentencia, incurrir en 20 

la venta de municiones aquí prohibidas cuando éstas sean de las definidas por ley 21 
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federal como armor piercing, aunque sean designadas o mercadeadas con cualquier otro 1 

nombre.   2 

 Artículo 6.24.-Proveer Información Sobre los Concesionarios de Licencia. 3 

La información contenida por el Servicio de Licencias de Armas es confidencial y 4 

privada. Toda persona que, en ausencia de una orden judicial emitida por tribunal 5 

competente, suministre, facilite, copie, transmita, envíe, entregue, o de alguna otra 6 

forma ponga en manos de terceros información contenida en el Servicio de Licencias de 7 

Armas, cometerá delito grave y de resultar convicto, será sancionada con pena de 8 

reclusión por un término fijo de cinco (5) años. De mediar circunstancias agravantes, la 9 

pena fija establecida podrá ser aumentada hasta un máximo de diez (10) años; de 10 

mediar circunstancias atenuantes, podrá ser reducida hasta un mínimo de tres (3) años.  11 

CAPITULO VII 12 

PERMISO DE CAZA 13 

Artículo 7.01.-Para enmendar el Artículo 2 de la Ley 241 - 1999, según enmendada, 14 

conocida como “Nueva Ley de Vida Silvestre”, para que lea como sigue: 15 

“Artículo 2.- 16 

Para los efectos de esta Ley los siguientes términos significarán: 17 

… 18 

g) Cazador deportivo- Persona a la cual el Secretario le otorga un permiso para 19 

practicar la caza deportiva en Puerto Rico. 20 

… 21 
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 t) Migratorio-Toda ave que esté cubierta por las disposiciones del Tratado de Aves 1 

Migratorias del 16 de agosto de 1926 “Migratory Bird Treaty Act”, y aquellas que 2 

emigran a Puerto Rico de países que no sean signatarios de este Tratado, ya sean 3 

especies residentes o migratorias, o cualquier mutación o híbrido de cualquier de esas 4 

especies, incluyendo cualquier parte del ave, el nido o huevo de estas aves o cualquier 5 

producto, ya sea manufacturado o no, que consista o contenga toda parte del ave, nido 6 

o huevo. 7 

u) Permiso- Autorización escrita otorgada por el Secretario para practicar diversas 8 

actividades que se definen en esta Ley y sus reglamentos. 9 

…” 10 

Artículo 7.02.-Para enmendar el Artículo 3 de la Ley 241-1999, según enmendada, 11 

conocida como “Nueva Ley de Vida Silvestre”, para que lea como sigue: 12 

“Artículo 3.- 13 

Se declara que es política pública del Gobierno de Puerto Rico la protección de la 14 

vida silvestre y en particular del hábitat natural de dichas especies… El 15 

Departamento resolverá la solicitud conforme a la Ley 38-2017, “Ley de 16 

Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico”. 17 

…”  18 

Artículo 7.03.- Para enmendar el Artículo 5 de la Ley 241 - 1999, según enmendada, 19 

conocida como “Nueva Ley de Vida Silvestre”, para que lea como sigue: 20 

“Artículo 5.- 21 
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Ninguna persona cazará o coleccionará especies de vida silvestre que se encuentren 1 

en Puerto Rico, sin obtener un permiso a esos fines del Secretario.” 2 

Artículo 7.04.-Para enmendar el Artículo 6 de la Ley 241 - 1999, según enmendada, 3 

conocida como “Nueva Ley de Vida Silvestre”, para que lea como sigue: 4 

“Artículo 6.- 5 

Los siguientes actos serán considerados ilegales y sujetos a ser penalizados de la 6 

manera que más adelante se dispone en esta Ley: 7 

a) Cazar deportivamente en Puerto Rico sin el correspondiente permiso de caza 8 

deportiva y sin el sello oficial de la temporada, cuando aplique. 9 

... 10 

k) En el caso que la misma deba transportarse para propósitos ajenos a la caza 11 

deportiva deberá obtenerse una autorización escrita del Superintendente de la 12 

Policía o tener licencia de armas y el arma deberá estar registrada a esos fines, 13 

descargada y debidamente cubierta. 14 

… 15 

m) Cazar en los cotos de caza sin haber obtenido del Secretario el correspondiente 16 

permiso. 17 

…” 18 

Artículo 7.05.-Para enmendar el Artículo 8 de la Ley 241 - 1999, según enmendada, 19 

conocida como “Nueva Ley de Vida Silvestre”, para que lea como sigue: 20 

“Artículo 8.- 21 
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El Secretario podrá delegar cualesquiera de las funciones conferidas por esta Ley, 1 

excepto la de aprobar, enmendar, y derogar reglamentos para llevar a cabo los 2 

propósitos de esta Ley de conformidad a la Ley 38-2017, “Ley de Procedimeinto 3 

Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico”, según enmendada, los 4 

cuales luego de promulgados tendrán fuerza de ley.” 5 

Artículo 7.06.-Para enmendar el Artículo 9 de la Ley 241 - 1999, según enmendada, 6 

conocida como “Nueva Ley de Vida Silvestre”, para que lea como sigue: 7 

“Artículo 9.- 8 

Se faculta al Secretario para promulgar reglamentos relativos a los siguientes 9 

aspectos, entre otros: 10 

… 11 

d) Establecer los procedimientos y trámites a seguir por las personas interesadas en 12 

obtener los permisos autorizados mediante esta Ley, así como los costos de éstos. Los 13 

ingresos devengados por estas actividades serán depositados en el Fondo Especial para 14 

el Manejo de la Vida Silvestre. 15 

…” 16 

Artículo 7.07.-Para enmendar el Artículo 11 de la Ley 241 - 1999, según enmendada, 17 

conocida como “Nueva Ley de Vida Silvestre”, para que lea como sigue: 18 

“Artículo 11.- Inscripción de las Armas de Caza 19 

a) El Secretario organizará y mantendrá un registro de las armas de caza inscritas 20 

en Puerto Rico, según las disposiciones de la Ley Núm. 404 de 11 de septiembre de 21 

2000, según enmendada, conocida como, “Ley de Armas de Puerto Rico” y cualquier 22 
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otra ley que la sustituya, y el Superintendente de la Policía será notificado 1 

periódicamente por el Secretario de las armas de caza así inscritas. 2 

    b) Toda solicitud de inscripción de armas de caza deberá presentarse en el 3 

Departamento. El Secretario evaluará la solicitud de inscripción de arma de caza y de 4 

estimarlo pertinente, realizará dicha inscripción, según el procedimiento, en lo que sea 5 

aplicable, establecido en la Ley Núm.404 de 11 de setiembre de 2000, según enmendada, 6 

conocida como la “Ley de Armas de Puerto Rico”, supra y cualquier otra ley que la 7 

sustituya. 8 

c) El Secretario no procederá a la inscripción de un arma de caza si la persona que 9 

solicita dicha inscripción no ha obtenido previamente el correspondiente permiso de 10 

caza o el permiso para operar un coto de caza según sea el caso. 11 

d) Ningún comerciante de armas de caza entregará un arma de caza a un 12 

comprador hasta tanto éste le demuestre que posee un permiso de caza o permiso para 13 

operar un coto de caza otorgado por el Secretario y que haya obtenido la 14 

correspondiente autorización escrita del Secretario para la compra de dicha arma de 15 

caza. 16 

e) En los casos en que el Secretario expida permisos especiales de caza para fines 17 

científicos o permisos provisionales a no residentes, según más adelante se provee, 18 

podrá conceder un permiso especial para usar el arma de caza de algún cazador 19 

residente que le autorice a usar expresamente y por escrito, siempre y cuando dicha 20 

arma de caza esté debidamente registrada y su dueño posea una licencia de caza 21 

vigente expedida a su favor y que acompañe al tenedor de la licencia especial. 22 
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…” 1 

Artículo 7.08.-Para enmendar el Artículo 12 de la Ley 241 - 1999, según enmendada, 2 

conocida como “Nueva Ley de Vida Silvestre”, para que lea como sigue: 3 

“Artículo 12.- 4 

Ninguna persona podrá cazar deportivamente en Puerto Rico sin antes solicitar y 5 

obtener del Secretario un permiso a esos fines. Los permisos tendrán una vigencia de 6 

cinco (5) años a partir de su expedición y se renovarán en la fecha de nacimiento del 7 

solicitante.” 8 

Artículo 7.09.-Para enmendar el Artículo 13 de la Ley 241 - 1999, según enmendada, 9 

conocida como “Nueva Ley de Vida Silvestre”, para que lea como sigue: 10 

“Artículo 13.- Permiso de caza deportiva 11 

a)  Permiso de caza deportiva- La persona que solicite un permiso de caza 12 

deportiva deberá cumplir con los siguientes requisitos: 13 

… 14 

 4)… El Secretario establecerá mediante reglamento el procedimiento para 15 

obtener la información necesaria para cumplir con este objetivo, no obstante, 16 

se considerará evidencia suficiente la presentación de una copia de licencia 17 

de armas vigente o cualquier otra licencia o permiso para poseer armas de 18 

fuego para la cual la Policía de Puerto Rico o el Cuerpo de Vigilantes del 19 

Departamento realiza una investigación que incluye la solvencia moral del 20 

solicitante. 21 
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5. Acompañar a la solicitud de licencia de caza una declaración jurada en la 1 

que se haga constar que nunca ha sido convicto por tribunal alguno de 2 

Puerto Rico, del exterior o de los Estados Unidos de América, de delito grave 3 

o de cualquier delito que envuelva actos de violencia o de depravación 4 

moral; o de cualquier infracción a la Ley de Armas de Puerto Rico, cualquier 5 

ley que la sustituya, … 6 

     b) Renovación de permiso de caza deportiva- … 7 

 1) La solicitud de renovación se hará por escrito al Secretario treinta (30) días 8 

laborables antes de la fecha de vencimiento del permiso, que será la fecha de 9 

nacimiento del solicitante. 10 

2) En caso de no solicitarse la renovación dentro de dicho término y de no 11 

haber transcurrido más de seis (6) meses a partir de la fecha de vencimiento 12 

del permiso, la persona … 13 

… 14 

4) El Secretario fijará mediante reglamento los derechos a cobrar por la 15 

renovación de permisos de caza … 16 

5) Los permisos de caza podrán ser renovadas de la forma dispuesta en el 17 

Artículo13 (b) … 18 

      c) Denegación de permisos de caza deportiva- El Secretario rehusará   19 

     expedir o renovar un permiso de caza deportiva en cualquiera de los  siguientes 20 

casos: 21 

1. Cuando … 22 
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2.  Cuando la información suministrada en la solicitud del permiso de caza… 1 

     d) El Secretario revocará el permiso de caza deportiva si el cazador  hubiere violado 2 

las disposiciones de esta Ley o de sus reglamentos; o cualquier disposición de las leyes 3 

y reglamentos federales relativos a la vida silvestre o si la  información suministrada 4 

por el cazador resultase falsa. 5 

      …” 6 

Artículo 7.10.-Para enmendar el Artículo 14 de la Ley 241 - 1999, según enmendada, 7 

conocida como “Nueva Ley de Vida Silvestre”, para que lea como sigue: 8 

“Artículo 14.- 9 

El Secretario informará por escrito al Superintendente de la Policía de Puerto Rico 10 

la relación de los permisos de caza y cualquier otro tipo de licencia autorizadas 11 

conforme dispone esta Ley que hubiesen expirado, o que, luego de transcurrido el 12 

término aquí concedido, no se hubiere solicitado su renovación, o las licencias cuya 13 

expedición o renovación hubiese denegado o revocado. 14 

 a) Toda persona que a la fecha de la vigencia de esta Ley tuviere registrada un arma de 15 

caza y a quien el Secretario le revocare un permiso de caza de cualquier otro tipo, o 16 

cuyo permiso hubiere expirado, según el Artículo 12 o no se hubiere solicitado a tiempo 17 

su renovación, deberá entregar dicha arma en el Cuartel General de la Policía o en el 18 

cuartel de su localidad, según el procedimiento establecido en la Ley de Armas de 19 

Puerto Rico, según enmendada, y cualquier otra ley que la sustituya y notificarlo al 20 

Departamento. 21 
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b) La persona afectada por la determinación del Secretario podrá solicitar una vista 1 

administrativa, según el procedimiento dispuesto en la Ley 38-2017, Ley de 2 

Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico, disponiéndose 3 

que la radicación de una solicitud de vista administrativa no interrumpirá ni afectará el 4 

cumplimiento de lo dispuesto en el inciso (a) de este Artículo. La presentación de un 5 

recurso de revisión, tampoco eximirá a la persona afectada de lo que dispone el inciso 6 

(a) de este Artículo. 7 

c) Cuando falleciere una persona que posea un permiso de caza o cualesquiera de las 8 

licencias o permisos a que se refiere esta Ley, el heredero, administrador, albacea o 9 

persona legalmente autorizada para administrar sus bienes, deberá entregar dentro de 10 

diez (10) días a la fecha de fallecimiento dicha arma, según lo dispuesto en el Artículo 11 

14(a) de esta Ley. Serán de aplicación en este sentido y en cuanto a las disposiciones de 12 

las armas de caza lo establecido en la Ley 404-2000, según enmendada, “Ley de Armas 13 

de Puerto Rico” y cualquier otra ley que la sustituya…” 14 

Artículo 7.11.-Para enmendar el Artículo 16 de la Ley 241 - 1999, según enmendada, 15 

conocida como “Nueva Ley de Vida Silvestre”, para que lea como sigue: 16 

   “Artículo 16.- 17 

   El Secretario podrá expedir, además, las siguientes clases de permisos: 18 

… 19 

 d) Permisos de caza deportiva condicionales a menores que tengan catorce (14) 20 

años o más, previa autorización escrita por el padre que posea la custodia del 21 
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menor, tutores legales guardianes, quienes deberán a su vez, poseer un permiso de 1 

caza deportiva vigente expedido por el Secretario. 2 

1.  Los permisos de caza deportiva autorizados mediante este inciso se 3 

expedirán mediante el pago de los derechos y el cumplimiento de los 4 

requisitos, en lo que sea aplicable de los permisos, y tendrán el mismo término 5 

de duración, pudiendo ser revocados por las mismas causas que éstos o si el 6 

permiso del padre, tutor legal o guardián es revocado o éste no lo renueva 7 

según las disposiciones de esta Ley. Los ingresos que por este concepto se 8 

obtengan serán depositados en el Fondo Especial para el Manejo de Vida 9 

Silvestre. 10 

2. Los menores tenedores de tales permisos condicionales podrán usar las 11 

armas de caza inscritas a nombre de sus padres, tutores legales, o guardianes y 12 

deberán estar acompañados de éstos en todo momento en que porten o 13 

transporten armas de caza, o se dediquen a la cacería. 14 

    e) Permiso de caza deportiva a un no residente que posea y lleve consigo un permiso 15 

de caza vigente en cualquier estado de Estados Unidos. También se aceptarán 16 

permisos de caza vigentes de países extranjeros con requisitos similares a los 17 

establecidos para la concesión de permisos de caza en Puerto Rico. Será requisito 18 

indispensable que antes de practicar la caza deportiva en Puerto Rico el no 19 

residente presente evidencia de haber aprobado un curso de educación a 20 

cazadores de una institución debidamente acreditada previo al pago de los 21 
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derechos requeridos antes de obtener un permiso del Departamento. Los ingresos 1 

…” 2 

Artículo 7.12.-Para enmendar el Artículo 17 de la Ley 241 - 1999, según enmendada, 3 

conocida como “Nueva Ley de Vida Silvestre”, para que lea como sigue: 4 

“Artículo 17.- 5 

 No será impedimento para la concesión de dichos permisos, si ha transcurrido un 6 

(1) año desde que se hubiere cumplido la última sentencia por delito de acometimiento 7 

agresión simple, alteración a la paz; o si hubiere transcurrido … Si la persona reincide 8 

por segunda ocasión en cualquier violación a las leyes y reglamentos relativos a la vida 9 

silvestre se le podrá denegar el permiso de caza permanentemente.” 10 

Artículo 7.13.-Para enmendar el Artículo 18 de la Ley 241 - 1999, según enmendada, 11 

conocida como “Nueva Ley de Vida Silvestre”, para que lea como sigue: 12 

“Artículo 18.- 13 

Todo cazador debidamente autorizado tendrá los siguientes derechos: 14 

… 15 

c) Transportar las armas de caza de la manera y según las limitaciones que se 16 

establecen en esta Ley y la Ley de Armas de Puerto Rico y cualquier otra ley que la 17 

sustituya. 18 

…” 19 

Artículo 7.14.-Para enmendar el Artículo 19 de la Ley 241-1999, según enmendada, 20 

conocida como “Nueva Ley de Vida Silvestre”, para que lea como sigue: 21 

“Artículo 19.- 22 
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Todo cazador debidamente autorizado tendrá las siguientes obligaciones: 1 

… 2 

b) Poseer y llevar consigo en todo momento que se transporte armas de caza o se 3 

dedique a la caza, su permiso de caza o cualesquier permiso autorizado, así como 4 

también certificado de registro de arma de caza y mostrar los mismos si así se le 5 

requiere, a otro cazador, a un funcionario del orden público o a un funcionario 6 

del Departamento de Recursos Naturales y Ambientales debidamente 7 

identificado. 8 

c) No transferir o prestar su permiso de caza deportiva a otra persona. 9 

d) No prestar sus armas de caza, excepto, que en los costos de caza podrá utilizar el 10 

arma de caza que le sea provista por el dueño, administrador o encargado de 11 

la misma y cuando se trate de otro cazador deportivo con permiso activo…” 12 

Artículo 7.15.-Para enmendar el Artículo 20 de la Ley 241 - 1999, según enmendada, 13 

conocida como “Nueva Ley de Vida Silvestre”, para que lea como sigue: 14 

“Artículo 20- Vistas administrativas 15 

a) Cualquier persona que fuere directa y adversamente afectada por actos, órdenes 16 

o resoluciones emitidas por el Secretario en relación con la expedición, renovación o 17 

revocación de los permisos autorizados por esta Ley podrán solicitar vista 18 

administrativa conforme a los dispuesto en la Ley 38-2017, Ley de Procedimiento 19 

Administrativo Uniforme.” 20 

Artículo 7.16.-Para enmendar el Artículo 22 de la Ley 241-1999, según enmendada, 21 

conocida como “Nueva Ley de Vida Silvestre”, para que lea como sigue: 22 
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    “Artículo 22.- Penalidades 1 

     … 2 

b) Toda persona que intencionalmente hubiere incurrido en falsedad o fraude    3 

al presentar la solicitud de permiso de caza a la que se refiere el Artículo 12, 4 

incurrirá en delito menos grave y si convicta que fuere se le castigará con una multa 5 

no menor de cien (100) dólares ni mayor de quinientos (500) dólares.” 6 

Artículo 7.17.-Para enmendar el Artículo 23 de la Ley 241- 1999, según enmendada, 7 

conocida como “Nueva Ley de Vida Silvestre”, para que lea como sigue: 8 

“Artículo 23.- Fondo Especial para el Manejo de la Vida Silvestre 9 

Se crea un fondo especial que administrará el Departamento en beneficio de los 10 

recursos de vida silvestre, que se conocerá como “Fondo Especial para el Manejo de 11 

la Vida Silvestre”. Las cantidades recaudadas por concepto de los permisos y sellos 12 

que se establecen en esta Ley, así como recaudadas por concepto de multas, 13 

donaciones e interese que se devenguen de estos conceptos, ingresarán en el Fondo 14 

y se utilizarán primordialmente para la operación del programa de permisos y …” 15 

 CAPITULO VIII 16 

DISPOSICIONES FINALES 17 

 Artículo 8.01.-Permiso de Caza. 18 

Todo lo referente a la reglamentación y el deporte de caza deportiva, se regirá por lo 19 

dispuesto en la Ley 241-1999, según enmendada, conocida como la “Nueva Ley de Vida 20 

Silvestre de Puerto Rico”.  21 

 Artículo 8.02.-Armas Neumáticas. 22 
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Por disposición del Congreso de Estados Unidos, 15 U.S.C.A. §5001, el campo para 1 

legislar sobre las armas neumáticas en Puerto Rico queda ocupado, por lo que no se 2 

podrá prohibir su venta o uso, salvo la venta a menores de dieciocho (18) años de edad.  3 

 Artículo 8.03.- Licencias de Armas Bajo Leyes Derogadas o Enmendadas; término. 4 

La licencia de toda persona, mayor de veintiún (21) años de edad, poseedor de 5 

cualquier tipo de licencia que autorice la posesión y/o la portación de armas expedida 6 

bajo la Ley 404-2000, según enmendada, o cualquier otra ley de armas anteriormente 7 

derogada, mantendrán su vigencia hasta su vencimiento. Las disposiciones de este 8 

artículo no serán de aplicación a cualquier licencia revocada a su concesionario por 9 

haber sido encontrado culpable de delito grave o su concesionario ser persona 10 

impedida a poseer licencia de armas bajo las disposiciones de esta Ley de Armas, o 11 

armas bajo las disposiciones de las leyes federales.  12 

 Artículo 8.04.-Avisos en puertos y aeropuertos. 13 

El Director de la Autoridad de Puertos de Puerto Rico colocará en todos los puertos 14 

y aeropuertos de entrada a Puerto Rico, en los lugares por donde tengan que pasar los 15 

viajeros que llegan, rótulos visibles en español e inglés que digan lo siguiente:  16 

“ADVERTENCIA SOBRE ARMAS DE FUEGO 17 

Toda persona, no autorizada a poseer armas bajo las leyes de Puerto Rico y que no 18 

posea un permiso válido para poseer o portar armas en un Estado, territorios, enclaves, 19 

posesiones o cualquier jurisdicción estadounidense, que traiga consigo o en su equipaje 20 

un arma de fuego, tendrá que notificarlo a la oficina de Seguridad de Puertos y a un 21 

agente del Negociado de la Policía a su llegada para solicitar una Licencia de Armas. El 22 
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no cumplir con esta notificación podrá conllevar pena de reclusión. La oficina de 1 

Seguridad de Puertos y/o un agente del Negociado de la Policía le orientará sobre cómo 2 

proceder con su arma.”  3 

“FIREARMS' WARNING 4 

Every person, not authorized to have firearms under Puerto Rico laws, and who 5 

does not hold a valid weapons permit issued in any State, enclave, possession or 6 

territory of the United States of America, who brings a firearm with him/her or in 7 

his/her luggage, must give immediate notice to the Ports Authority Security Office and 8 

an officer of the Police Bureau of Puerto Rico upon arrival. Noncompliance with this 9 

notice may carry prison penalties. The Ports Authority Security Office and/or an 10 

Authorized Agent will inform you on how to proceed with your weapon.”  11 

 Artículo 8.05.- Campaña Publicitaria Educativa. 12 

Se dispone como deber ministerial del Comisionado, del Secretario del 13 

Departamento de Educación y de todos los Alcaldes de los municipios de Puerto Rico, 14 

que durante todo el año lleven a cabo una campaña publicitaria educativa, mediante 15 

todo método disponible, dirigida al público en general, sobre el peligro real que 16 

representa hacer disparos al aire. La campaña expondrá, entre otras cosas, pero sin 17 

limitarse a, el delito según estatuido en ley, las penas que habrán de imponerse de 18 

lograrse una convicción y la importancia de que la ciudadanía participe en denunciar 19 

tales actos. Además, se informará sobre los datos estadísticos de muertes y heridos en 20 

años anteriores. Será deber ministerial del Secretario del Departamento de Educación de 21 

Puerto Rico incluir dentro del currículo escolar a todo nivel educacional, cursos sobre 22 
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las precauciones que niños y adultos deben tomar para evitar accidentes con armas de 1 

fuego, incluyendo los peligros de hacer disparos al aire y exponerse a éstos.  2 

 Artículo 8.06.-Reglamentación. 3 

 El Comisionado y el Secretario, adoptarán la reglamentación necesaria para 4 

cumplir con las disposiciones de esta Ley, dentro de un término de ciento veinte (120) 5 

días de la aprobación de la misma, conforme a la Ley 38-2017, según enmendada.  6 

 Artículo 8.07.-Formularios. 7 

El Secretario y el Comisionado, diseñarán y publicarán en sus páginas cibernéticas 8 

todo formulario que esta Ley requiera para su implantación, dentro de los ciento veinte 9 

(120) días siguientes a la aprobación de la misma.  10 

 Artículo 8.08.-Notificación a Porteador, Almacenista o Depositario de Recibo de 11 

Armas. 12 

Todo concesionario que disponga enviar sus armas de fuego o municiones 13 

mediante correo o compañías de transportación, deberá notificar el contenido del 14 

paquete de acuerdo a 18 U.S.C. 922(a)(2)(A), 922(a) (3), 922(a)(5) y 922(e), CFR 478.30 y 15 

478.31, 18 5 U.S.C 1715 y cumplir con lo establecido para su envío o transporte. Se 16 

dispone, que a tenor con la decisión de la Corte Suprema de Estados Unidos en el caso 17 

Rowe v. New Hampshire Motor Transp. Assn.; 552 U.S. 364 (2008), habrá de mantenerse 18 

por parte de los correos o compañías de transportación, la privacidad y 19 

confidencialidad de dichos paquetes. En ausencia de motivos fundados o evidencia de 20 

haberse cometido un delito, las autoridades no podrán intervenir o interrumpir el viaje 21 
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de persona alguna, protegida por las disposiciones del “Firearms Owners Protection Act” 1 

(FOPA).  2 

 Artículo 8.09.-Colecciones de Armas. 3 

Nada de lo dispuesto en esta Ley será impedimento para que se mantengan 4 

colecciones de armas. Para ello, será necesario que el coleccionista obtenga Licencia de 5 

Armas, bajo las disposiciones de esta Ley. Las Armas de Fuego Antiguas, según 6 

definido bajo esta Ley, que en origen careciesen de número de serie por su 7 

manufacturero, estarán exentas del requisito de registración, según definido en esta 8 

Ley, pero su existencia deberá ser informada al Registro de Armas de la Policía. 9 

Además, se dispone que no se podrá requerir marcar, o alterar en forma alguna el Arma 10 

de Fuego Antigua. No obstante ello, toda persona convicta por los delitos enumerados 11 

en esta ley y que se encontrare en posesión de un Arma de Fuego Antigua, esta será 12 

considerada como arma de fuego y el poseedor será procesable por los delitos de 13 

posesión o portación de arma de fuego sin licencia.  14 

 Artículo 8.10.-Recibo, Custodia y disposición de armas depositadas u ocupadas por 15 

la Policía; Destrucción de armas utilizadas en la comisión de delitos graves. 16 

El Comisionado establecerá mediante reglamentación todo lo relacionado al recibo, 17 

custodia y disposición de armas que sean ocupadas por orden del tribunal, o, 18 

depositadas voluntariamente en la Policía de Puerto Rico, por personas concesionarias 19 

bajo esta Ley; o fueren entregadas a la muerte del poseedor de una licencia, por no 20 

existir una sucesión, o de estos no interesarlas, o por habérsele cancelado la licencia al 21 

concesionario. Se autoriza al Comisionado, a vender, permutar, donar o ceder las armas 22 
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a agencias del orden público, federales, estatales o municipales, según se disponga por 1 

reglamento. Cuando se trate específicamente de venta, la misma tendrá que ser 2 

mediante pública subasta. Dicho reglamento dispondrá que la misma podrá comparecer 3 

todo ciudadano concesionario de Licencia de Armas bajo esta Ley, así como los armeros 4 

debidamente licenciados como dispuesto en esta Ley. Las armas ocupadas de acuerdo 5 

con este Artículo quedarán bajo la custodia del Comisionado, en el Depósito de Armas 6 

y Municiones de la Policía de Puerto Rico, y de haber sido depositadas voluntariamente 7 

en la Policía, por personas con licencia; o fueren entregadas a la muerte de un poseedor 8 

debidamente licenciado bajo las disposiciones de esta Ley, estas no podrán venderse, 9 

permutarse, donarse, cederse o destruirse sin previamente notificarse a los dueños, o a 10 

cualquier persona titular, o con derecho hereditario sobre estas, para que estos, si así lo 11 

dispusieran, mediante documento fehaciente, autoricen la venta, donación, o cesión de 12 

las mismas. Al término de seis (6) años, y un (1) día, sin haberse recibido respuesta a la 13 

notificación dispuesta, el, o la Comisionado(a) podrá disponer de las armas y/o 14 

municiones según se disponga por reglamento. Los dineros recibidos por la venta, se 15 

entregará al Fondo General de Puerto Rico, pero estarán destinados para la Policía de 16 

Puerto Rico, disponiéndose que solamente podrán ser usados para la compra de 17 

chalecos anti-balas, uniformes y calzado para los agentes de la Policía. El reglamento 18 

habrá de disponer, entre otras cosas, la manera en que se habrán de auditar estos 19 

fondos, de manera de que no puedan utilizarse a ningún otro propósito. Toda arma de 20 

fuego que fehacientemente se haya probado su utilización en la comisión de un delito 21 
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grave será entregada al Comisionado para que éste, o esta, destruya la misma, mediante 1 

la reglamentación dispuesta al efecto.  2 

 Artículo 8.11.- Cinematografía y Cineastas. 3 

Cualquier persona natural o jurídica que tenga la intención de realizar actividades 4 

artísticas de cualquier índole, sin limitación de forma o nombre, entre otras, películas, 5 

documentales, novelas, obras, o actividades artísticas, en que se utilicen réplicas de 6 

armas de fuego que pudiesen ser confundidas con armas de fuego por representarse 7 

físicamente, o simular actuar como las reales, deberá indicar mediante comunicación 8 

escrita al Comisionado, con treinta (30) días de anticipación, la utilización de las réplicas 9 

de armas, sitio, lugar y tiempo de utilización de las mismas en cualesquiera actividades 10 

artísticas. En ausencia de notificación adecuada, el Comisionado podrá recobrar, de 11 

quien en ausencia de notificación actuare, los costos reales en que incurra por responder 12 

a falsas alarmas relacionadas a la actividad que se lleve a cabo con réplicas. El 13 

Comisionado dispondrá mediante reglamento el proceso para la notificación. El 14 

Comisionado diseñará mediante reglamento la forma y manera en que se permitirá el 15 

uso de armas reales, las cuales solo podrán ser introducidas a la isla mediante un 16 

custodio con Licencia de Armas concedida bajo esta Ley. De igual manera las personas 17 

naturales y jurídicas residentes en la isla tendrán que contar con un custodio con 18 

Licencia de Armas concedida bajo esta Ley.  19 

 Artículo 8.12.-Cláusula de Separabilidad. 20 

Si cualquier parte, cláusula, párrafo, artículo, o sección de esta Ley fuere declarada 21 

inconstitucional, o nula, por un tribunal competente, la sentencia a tal efecto dictada no 22 
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afectará, perjudicará ni invalidará el resto de la misma. El efecto de dicha sentencia 1 

quedará limitado a la cláusula, párrafo, artículo, sección o parte de la misma que así 2 

hubiere sido declarada nula o inconstitucional.   3 

 Artículo 8.13.- Cláusula Derogatoria. 4 

 Se deroga la Ley 404-2000, según enmendada.  5 

 Artículo 8.14.- Vigencia. 6 

Esta Ley comenzará a regir noventa (90) días después de su aprobación. 7 
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LEY 
 
Para establecer como política pública del Gobierno de Puerto Rico el cuidado de la 

salud visual de los menores en edad escolar y establecer la obligatoriedad de 
exámenes oculares periódicos; establecer como requisito para ser admitido o 
matriculado en una escuela pública o privada la presentación de un certificado de 
examen ocular; y para otros fines relacionados. 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Es política pública del Gobierno de Puerto Rico fomentar y fortalecer el derecho 

fundamental que tiene todo puertorriqueño a la salud, a fin de poder cumplir con su 

misión de forjar ciudadanos de provecho y garantizarles una mejor calidad de vida. Así 

pues, proveer una política pública de cuidado de salud visual para nuestros menores en 

edad escolar resulta pertinente y necesario. La orientación, educación y evaluación 

temprana de riesgos respecto a la salud ocular, constituyen factores esenciales que 

fomentan la prevención de enfermedades oculares.   

Más importante aún, según información y datos demográficos recopilados por 

agencias Federales, demuestran un estado crítico sobre la salud ocular en Puerto Rico. 

Un estudio del “Center for Disease Control” del 2013 sobre la salud ocular de todos los 

estados y jurisdicciones de los Estados Unidos, concluyó que Puerto Rico es la 
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jurisdicción con la mayor prevalencia en enfermedades oculares y ceguera. Según la 

Organización Mundial de la Salud se estima que aproximadamente doscientos ochenta 

y cinco (285) millones de menores de edad tienen impedimento visual y cuatro (4) de 

cada cinco (5) pudieron ser prevenibles. Lo que significa, que los errores refractivos no 

corregidos son la causa principal de impedimentos visuales en los niños de cinco (5) a 

quince (15) años. 

Los errores refractivos como la miopía, hipermetropía y astigmatismo son la causa 

principal de los impedimentos visuales en los niños.  Un estudio reciente de la Escuela 

de Optometría de la Universidad Interamericana de Puerto Rico encontró que uno (1) 

de cada cuatro (4) niños escolares de Puerto Rico tiene un error refractivo significativo 

que impide su aprovechamiento académico. En particular la hipermetropía no 

corregida se relaciona con problemas de lectura y dificultades de aprendizaje,  

Además, los errores refractivos están asociados a enfermedades de los ojos. Las 

hipermetropías altas se relacionan con desviación de los ojos o bizquera (estrabismo) y 

ojo vago (ambliopía). Las miopías altas están relacionadas con desprendimiento de 

retina, degeneración macular miópica, glaucoma y cataratas.  

Además de los errores refractivos, otros niños pueden tener problemas de sus 

funciones visuales como su sistema de enfoque (acomodación), coordinación de los 

movimientos oculares (binocularidad) o interpretación de los estímulos visuales 

(percepción visual) que dificulten severamente la lectura o escritura. Estos niños se 

encuentran en grave riesgo de rezago académico y fracaso escolar. 

Solo un examen visual completo por un profesional de la vista (optómetra u 

oftalmólogo) puede determinar la presencia de condiciones oculares o disfunciones 

visuales que pueden incidir en la salud ocular y funcionamiento óptimo del sistema 

visual de los niños.  
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Debido a los múltiples factores enumerados que afectan la probabilidad de que 

nuestros menores de edad no reciban atención a tiempo y no se realicen exámenes 

oculares periódicos, es importante establecer legislación para proveerles una evaluación 

y orientación adecuada sobre la necesidad y los beneficios de tener un cuidado de salud 

ocular. Esta legislación habrá de tener un impacto positivo en aras de mejorar la salud 

ocular de nuestro país.   

No obstante, por las razones antes expuestas se hace necesario que esta Asamblea 

Legislativa tome medidas necesarias para salvaguardar la salud ocular del pueblo de 

Puerto Rico, particularmente la de los menores en edad escolar. 

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Artículo 1.- Política Pública 1 

Se declara como política pública del Gobierno de Puerto Rico garantizar el acceso 2 

a los servicios de salud ocular y función visual a todo paciente en Puerto Rico, 3 

particularmente la de los niños o menores en edad escolar. 4 

Artículo 2.- Obligatoriedad de Exámenes de Salud Ocular a Menores de Edad 5 

El padre, madre o guardián legal, encargado o tutor de todo menor de edad 6 

tendrá la obligación de llevarlo a un oftalmólogo o a un optómetra licenciado por el 7 

Estado, para una evaluación de salud ocular, servicios preventivos y/examen visual 8 

al menos dos (2) veces al año hasta la edad de cinco (5) años, una (1) vez al año 9 

después de los cinco (5) años o cada vez que la salud del menor lo amerite. 10 

Disponiéndose que será requisito de admisión o matrícula en las escuelas públicas o 11 

privadas a menores de 18 años la presentación de un certificado de examen ocular. 12 

Artículo 3.- Certificado de Examen Ocular 13 
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 Significará el formulario provisto por el Departamento de Salud, firmado por un 1 

profesional de la salud ocular debidamente autorizado a ejercer como tal en Puerto 2 

Rico, que certifique que una persona particular ha sido examinada de conformidad 3 

con la práctica del cuidado de salud ocular en Puerto Rico. 4 

Artículo 4.- Examen Ocular 5 

 Significará el procedimiento generalmente aceptado por los profesionales de la 6 

salud ocular debidamente autorizados a ejercer como tal en Puerto Rico, dirigido a la 7 

diagnosis y corrección de errores refractivos como la miopía, hipermetropía y 8 

astigmatismo, disfunciones visuales y diagnosis de problemas de salud ocular.   9 

Artículo 5.- Responsabilidad de la Escuela 10 

La certificación de examen ocular será requisito en los grados de kindergarten, 11 

segundo grado, cuarto grado, sexto grado, octavo grado y décimo grado para que 12 

todo menor de edad pueda ser matriculado al inicio de clases en la escuela pública o 13 

privada; disponiéndose que de no haber dicha certificación a la fecha de matrícula, 14 

se procederá con una admisión provisional, y el padre, madre, guardián, encargado 15 

o tutor legal del menor deberá proveerla en un término no mayor de treinta (30) días, 16 

contados a partir de dicha fecha.   17 

El Director o el personal designado por el Director de cada escuela pública o 18 

privada, será responsable de velar por el cumplimiento de esta disposición y 19 

establecer el procedimiento para notificar al Departamento de la Familia en caso de 20 

incumplimiento. El Departamento de la Familia habrá de evaluar y seguir el debido 21 

procedimiento de ley en caso de encontrar que el padre, madre o guardián, 22 
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encargado o tutor legal del menor sea hallado en actos de negligencia o maltrato por 1 

no cumplir con lo dispuesto. 2 

Artículo 6.- A partir de la vigencia de esta Ley, ningún estudiante o niño 3 

preescolar podrá ser admitido o matriculado en una escuela, centro de cuidado 4 

diurno, o centro de tratamiento social, si no se le ha practicado un examen ocular 5 

durante el año inmediatamente anterior al momento de la matrícula. En el caso de 6 

examen ocular, dicho requisito será exigido únicamente a partir del Kindergarten.  7 

Será responsabilidad del registrador, de los directores de escuela, de los centros de 8 

cuidado diurno o centro de tratamiento social requerir del padre, madre, guardián o 9 

tutor legal del estudiante o niño preescolar el certificado de examen ocular 10 

correspondiente. Será responsabilidad de los padres o tutores del estudiante someter 11 

el certificado de examen ocular. Esta disposición no aplicará a aquellos menores cuyo 12 

ingreso sea ordenado por el Tribunal de Primera Instancia, Asuntos de Menores. 13 

Artículo 7.- Dentro del término de cuarenta y cinco (45) días, contados a partir del 14 

comienzo del curso escolar, o de haberse matriculado un estudiante o niño 15 

preescolar, el registrador o director de la escuela o centro de tratamiento social, o el 16 

director del centro de cuidado diurno, deberá radicar un informe al Departamento 17 

de Salud.  Dicho informe se preparará en los formularios que suministre el 18 

Departamento de Salud y deberá indicar el número de estudiantes admitidos a la 19 

escuela, centro de tratamiento social o centro de cuidado diurno con certificados del 20 

examen ocular; el número de estudiantes que han sido exentos, y aquellos que han 21 

sido admitidos provisionalmente, según se dispone en el Artículo 5 de esta Ley. 22 
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Artículo 8.- Reglamentación  1 

 El Secretario del Departamento de Salud, en conjunto con el Secretario del 2 

Departamento de Educación del Gobierno de Puerto Rico, serán responsables de 3 

adoptar aquellos reglamentos que sean necesarios para lograr el cumplimiento con 4 

las disposiciones de esta Ley, en un término que no excederá los noventa (90) días 5 

después de su aprobación. La Reglamentación adoptada deberá disponer la Oficina 6 

del Departamento de Salud que será responsable de recibir los informes requeridos 7 

en esta Ley. 8 

Artículo 9.- Cláusula de Separabilidad 9 

 Si cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, 10 

disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta 11 

Ley fuera anulada o declarada inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a 12 

tal efecto dictada no afectará, perjudicará, ni invalidará el remanente de esta Ley. El 13 

efecto de dicha sentencia quedará limitado a la cláusula, párrafo, subpárrafo, 14 

oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, 15 

subcapítulo, acápite o parte de la misma que así hubiere sido anulada o declarada 16 

inconstitucional. Si la aplicación a una persona o a una circunstancia de cualquier 17 

cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, disposición, sección, 18 

subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley fuera invalidada 19 

o declarada inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a tal efecto dictada 20 

no afectará ni invalidará la aplicación del remanente de esta Ley a aquellas personas 21 

o circunstancias en que se pueda aplicar válidamente. Es la voluntad expresa e 22 
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inequívoca de esta Asamblea Legislativa que los tribunales hagan cumplir las 1 

disposiciones y la aplicación de esta Ley en la mayor medida posible, aunque se deje 2 

sin efecto, anule, invalide, perjudique o declare inconstitucional alguna de sus 3 

partes, o aunque se deje sin efecto, invalide o declare inconstitucional su aplicación a 4 

alguna persona o circunstancias. La Asamblea Legislativa hubiera aprobado esta Ley 5 

sin importar la determinación de separabilidad que el Tribunal pueda hacer. 6 

Artículo 10.- Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su 7 

aprobación. 8 
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RESOLUCIÓN CONJUNTA 

Para ordenar al Programa de Parques Nacionales a través de la Secretaria del 
Departamento de Recursos Naturales y Ambientales cancelar el acuerdo de 
transferencia de la Elefante Fémina Africana conocida como "Mundi" del Zoológico 
Dr. Juan A. Rivero, suscrito entre el Gobierno de Puerto Rico y Elephant Aid 
International (EAI), una corporación sin fines de lucro, representada en el presente 
acto por Carol Buckley. 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El Zoológico de Mayagüez fue creado en el 1965 cuando recibió fondos federales 

para su desarrollo. Como parte de los acuerdos suscritos para recibir dichos fondos el 

Parque quedó gravado con ciertas restricciones en cuanto a su uso, que incluyen, pero 

no se limitan a la especificada en el Título 36 del Code of Federal Regulation. Como 

consecuencia de estas restricciones el área quedó gravada para uso público.  

El Zoológico de Mayagüez es una de las grandes atracciones turísticas, por 

décadas ya que es el único a gran escala en Puerto Rico. Este zoológico tiene sus raíces 

en el año 1954. Uno de sus mayores propulsores fue, quien más tarde fuera su primer 

Director, el Dr. Juan A. Rivero. Debido a su aportación, hoy día el Zoológico lleva su 

nombre. 



2 

Durante el 2001, mediante la Ley Núm. 9, se designó el Zoológico de Mayagüez 

Dr. Juan A. Rivero como parte del Sistema de Parques Nacionales. Lamentablemente 

con el paso del tiempo y como consecuencia de los recortes presupuestarios el 

Zoológico se ha visto afectado económicamente. Esto sin incluir la merma en visitas a 

dicho Zoológico.  

Para el 2017, se señalaron ciertas alegadas irregularidades, tales como la falta de 

atención adecuada a los animales, daños en las instalaciones, entre otras cosas. Como 

consecuencia, el Gobernador de Puerto Rico, Dr. Ricardo Rosselló en conjunto con la 

Oficina de la Primera Dama, crearon la Junta Interagencial para preservar, conservar y 

mantener el Zoológico Dr. Juan A. Rivero. En dicho Comité se nombró personas del 

sector privado, de conocida reputación, así como representantes del Gobierno de Puerto 

Rico.  

Por su parte, este honorable Senado de Puerto Rico, a través del suscribiente se 

radicó la Resolución del Senado 298, a los fines de que la Comisión de Desarrollo del 

Oeste, que me honro en presidir, realizara la correspondiente investigación y estudio 

fiscal y administrativo del Zoológico Dr. Juan A. Rivero en el Municipio de Mayagüez, 

dentro de la realidad fiscal de Puerto Rico, para el beneficio y mejoramiento de dicha 

entidad. 

Concurrentemente con la investigación senatorial, el Comité Interagencial 

recomendó que los animales fueran trasladados a otras instituciones. En lo que respecta 

a la Elefante Mundi, recomendaron que el Departamento de Recreación y Deportes 

suscribiera un acuerdo con ELEPHANT AID INTERNATIONAL (EAI), una 

corporación sin fines de lucro, representada en el presente acto por Carol Buckley, 

ubicada en Attapulgus, Georgia, y la cual se dedica a mejorar la calidad de vida de los 

elefantes; en adelante "EAI". Dicho acuerdo propone que Mundi sea transportada fuera 

de Puerto Rico, a esta instalación, en o antes del 31 de diciembre de 2020. 
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Ante esta situación y de conformidad con el deber ministerial de la Comisión de 

Desarrollo del Oeste, esta ha encontrado, como parte de la investigación, varias 

interrogantes a dicho Acuerdo. Las partes interesadas han presentado las siguientes 

inquietudes: 

1. El lugar donde va a ser transportada Mundi no se encuentra debidamente 

terminado y no ha sido visitado por los entes gubernamentales 

2. Se desconoce la capacidad económica de dicho refugio, debido a que 

actualmente están solicitando ayuda de la ciudadanía para poder realizar el 

traslado, de los cuales solo ha recaudado ciento y un mil doscientos cincuenta 

y ocho dólares ($101,258)  

3. La señora Carol Buckley, representante del ELEPHANT AID 

INTERNATIONAL (EAI), posee una demanda con otra Fundación de refugio 

de animales. 

4. Los cuidadores de la elefanta Mundi, considera que, dada la edad de ésta, 

puede ser un grave daño el trasladar la elefanta, debido al estrés que puede 

causarle. 

Ante todas estas inquietudes es menester que el Programa de Parques 

Nacionales, adscrito en este momento al Departamento de Recursos Naturales debido al 

“Plan de Reorganización del Departamento de Recursos Naturales y Ambientales de 

2018”, que cancelen dicho Acuerdo dado a que está en juego la vida de uno de los 

animales más emblemáticos que posee el Zoológico de Mayagüez.  

RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se ordena al Programa de Parques Nacionales a través de la Secretaria 1 

del Departamento de Recursos Naturales y Ambientales cancelar el acuerdo de 2 

transferencia de la Elefante Fémina Africana conocida como "Mundi" del Zoológico Dr. 3 

Juan A. Rivero, suscrito entre el Gobierno de Puerto Rico y Elephant Aid International 4 
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(EAI), una corporación sin fines de lucro, representada en el presente acto por Carol 1 

Buckley. 2 

Sección 2.- Se ordena al Programa de Parques Nacionales, a través de la 3 

Secretaria del Departamento de Recursos Naturales y Ambientales, a realizar todas las 4 

gestiones legales disponibles para garantizar el cumplimiento de lo establecido en esta 5 

Resolución Conjunta.  6 

Sección 3.- Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 7 

de su aprobación. 8 

 



(P. de la C. 839) 
 
 

LEY 
 

Para crear la “Ley de Intercambio Publicitario de Vehículos Gubernamentales”, a los 
fines de autorizar a la Administración de Servicios Generales (ASG) del Gobierno 
de Puerto Rico a formalizar acuerdos con empresas privadas para la venta de 
espacios publicitarios debidamente designados en ciertos vehículos de la flota 
gubernamental a cambio del justo valor en el mercado de dichos anuncios y/o 
promociones; el  cincuenta por ciento (50 %) de los ingresos provenientes de los 
acuerdos deberán ser destinados de alguna manera al mantenimiento de los 
vehículos de motor u otro medio de transportación terrestre, aérea y marítima de 
los negociados adscritos al Departamento de Seguridad Pública, según 
conformados por la Ley 20-2017, según enmendada, conocida como la “Ley del 
Departamento de Seguridad Pública de Puerto Rico”; y para otros fines 
relacionados.  

 
EXPOSICION DE MOTIVOS 

 
El Gobierno ha operado por muchos años con un déficit estructural que ha sido 

financiado con emisiones de bonos y préstamos del Banco Gubernamental de Fomento. 
Según datos provistos por el Departamento del Tesoro Federal, Puerto Rico sufre una 
contracción económica cumulativa de catorce punto seis por ciento (14.6%) en el 
Producto Estatal Bruto (PEB real), con una predicción de una contracción adicional de 
tres por ciento (3%) para los próximos dos (2) años.  

 
La Asamblea Legislativa tiene la responsabilidad de establecer mecanismos que 

faculten y asistan al Gobierno de Puerto Rico en la obtención de ahorros fiscales, 
siempre tomando en consideración que no se afecten los servicios esenciales que se le 
proveen a la ciudadanía. A esos efectos, la presente medida busca atender el costo del 
mantenimiento de la flota de vehículos gubernamentales en las agencias.                     

 
El Artículo 14 del “Plan de Reorganización de la Administración de Servicios 

Generales de Puerto Rico de 2011”, Plan de Reorganización Núm. 3-2011, según 
enmendado, dispone que: 

 
La ASG tendrá directamente bajo su jurisdicción, la administración de todos los 
vehículos de motor y todo otro medio de transportación terrestre, aérea y 
marítima, así como sus partes accesorias y los servicios necesarios para el 
mantenimiento de los vehículos que sean propiedad o sean utilizadas por la 
Rama Ejecutiva. La Administración obtendrá directamente los anteriores medios 
de transportación a través de compraventa, arrendamiento o cualquier otro 
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medio permisible bajo las leyes del Gobierno de Puerto Rico. Asimismo, se 
faculta a la Administración a adquirir todo otro bien, incluyendo, pero sin 
limitarse a, combustibles, equipos o partes de reemplazo necesarios para el 
funcionamiento, reparación o mantenimiento de dichos vehículos y a negociar 
contratos de servicios de reparación y mantenimiento para los medios de 
transportación de las dependencias ejecutivas. 
 
Al presente, el Gobierno de Puerto Rico mantiene una flota de aproximadamente 

doce mil (12,000) vehículos en su inventario. El costo de proveerle mantenimiento a 
dicha flota es sumamente alto. Ante la difícil situación económica que enfrenta la Isla, el 
mantenimiento de la flota vehicular gubernamental representa una carga excesiva para 
el Gobierno. 

 
A tenor con lo expuesto, esta Asamblea Legislativa entiende necesario buscar 

alternativas que le alleguen fondos a la ASG con el propósito de aminorar y/o eliminar 
los altos costos de mantener de flota vehicular gubernamental. Con la presente medida, 
la ASG podrá negociar acuerdos de intercambio publicitario con el sector privado para 
la venta de espacios publicitarios debidamente designados en los vehículos de la flota 
gubernamental, a cambio del justo valor en el mercado de dichos anuncios. El valor de 
los acuerdos será utilizado exclusivamente para el mantenimiento de la flota vehicular 
que administra la ASG. Al considerar una propuesta a tenor con las disposiciones de 
esta medida, la ASG deberá evaluar que el anuncio, imagen, promoción y/o ilustración 
no lacere el fin público que ostenta la unidad vehicular. 

 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.-Esta Ley se conocerá y podrá ser citada como “Ley de Intercambio 
Publicitario de Vehículos Gubernamentales”. 

 
Sección 2.-Declaración de Política Pública 
 
El objetivo primordial que el Gobierno de Puerto Rico persigue a través de la 

creación de la “Ley de Intercambio Publicitario de Vehículos Gubernamentales” es 
fomentar acuerdos con la empresa privada que promuevan el crecimiento económico y 
contribuyan a atender la grave crisis fiscal, económica y presupuestaria por la que 
atraviesa la Isla. 

 
Sección 3.-Definiciones  
 
a) Acuerdo de Intercambio Publicitario– significa un acuerdo entre la 

Administración de Servicios Generales y un promovente de una 
propuesta de intercambio publicitario.  
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b) Agencia de Publicidad– entidad y/o organización comercial dedicada al 
desarrollo, preparación y creación de publicidad con el objetivo principal 
de interesar consumidores, promover una idea y/o mercadear un 
producto y/o marca de un cliente. 
 

c) Carta de Aprobación– significa la notificación formal que emitirá la 
Administración de Servicios Generales al finalizar el proceso de 
evaluación de una propuesta de intercambio publicitario.  
 

d) Ente Autorizado- significa la Administración de Servicios Generales, 
único ente autorizado al amparo de esta Ley para suscribir un Acuerdo de 
Intercambio Publicitario.  
 

e) Espacio designado– significa el espacio autorizado para que el vehículo 
gubernamental ilustre una estampa anunciando la marca y/o producto 
que el proponente desea publicar.  El espacio designado deberá cumplir 
con las disposiciones de la Ley 355-1999, según enmendada, conocida 
como “Ley Uniforme de Rótulos y Anuncios de Puerto Rico”. 

 
f) Ley- significa esta “Ley de Intercambio Publicitario de Vehículos 

Gubernamentales”. 
 
g) Proponente- significa cualquier persona pública o privada, empresa, 

asociación, sociedad, compañía, sociedad de responsabilidad limitada, 
asociación, o corporación, organizada y existente bajo las leyes de Puerto 
Rico, los Estados Unidos de América o cualquiera de sus estados, o de 
cualquier país extranjero, o cualquier combinación de los anteriores que 
someta al amparo de la presente Ley una propuesta de Acuerdo de 
Intercambio Publicitario.  
 

h) Vehículo gubernamental-significa cualquier mecanismo de transporte 
utilizado por la Rama Ejecutiva que se encuentra bajo la jurisdicción de la 
Administración de Servicios Generales, excepto las flotas vehiculares 
oficiales adscritas al Departamento de Seguridad Pública.  
 

Sección 4.-Acuerdo de Intercambio Publicitario 
 
La Administración de Servicios Generales podrá mediante la otorgación de un 

contrato denominado “Acuerdo de Intercambio Publicitario” designar en un vehículo 
gubernamental un espacio para ilustrar anuncios publicitarios que contengan la 
promoción de productos, marcas o anuncios publicitarios del proponente. El Acuerdo 
de Intercambio Publicitario (en adelante “Acuerdo”) se otorgará a cambio del justo 
valor en el mercado de dichos anuncios y/o promociones.   
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Disponiéndose, que el  cincuenta por ciento (50%) de los ingresos que se generen 
de los acuerdos deberán ser destinados de alguna manera al mantenimiento de los 
vehículos de motor u otro medio de transportación terrestre, aérea y marítima de los 
negociados adscritos al Departamento de Seguridad Pública, según conformados por la 
Ley 20-2017, según enmendada, conocida como la “Ley del Departamento de Seguridad 
Pública de Puerto Rico”. 

 
Sección 5.-Requisitos  
 
El proponente de un Acuerdo de Intercambio Publicitario deberá cumplir con los 

siguientes requisitos, incluyendo y sin limitarse, a: 
 
a) presentar copia fiel y exacta del arte, imagen, anuncio, palabras e 

ilustración que contendrá su publicación en el espacio designado del 
vehículo gubernamental y un estimado del costo de instalación; 
 

b) una explicación detallada de la naturaleza del producto, idea o negocio 
que pretende promocionar en el espacio designado; y 
 

c) cumplir con las condiciones establecidas en el reglamento que se apruebe 
al amparo de esta Ley y el Acuerdo de Intercambio Publicitario. 
  

Sección 6.-Carta de Aprobación 
 
El Acuerdo de Intercambio Publicitario deberá contener un anejo denominado 

Carta de Aprobación.  La Carta de Aprobación contendrá lo siguiente: 
 
a) copia fiel y exacta del arte, imagen, anuncio, palabras e ilustración que se 

pretende publicar en el espacio designado en el vehículo gubernamental; 
 

b) una certificación de cumplimiento con los requisitos al amparo de esta Ley 
y su Reglamento;  
 

c) una descripción del espacio designado en el vehículo gubernamental. 
 

Sección 7.-Agencias de Publicidad 
 
La Administración de Servicios Generales podrá recibir y evaluar propuestas 

presentadas por agencias de publicidad que cumplan con los requisitos establecidos en 
la Ley y su Reglamento.  
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 Sección 8.-Prohibición  
 

Se prohíbe la colocación de un espacio designado en los vehículos de motor u 
otro medio de transportación terrestre, aérea y marítima pertenecientes y utilizados por 
los negociados que forman parte del Departamento de Seguridad Pública, según 
conformados por la Ley 20-2017,  según enmendada.  

 
Sección 9.-Prohibiciones Absolutas 
 
La Administración de Servicios Generales no considerará propuestas de Acuerdo 

de Intercambio Publicitario en las siguientes circunstancias: 
 
a) El contenido del arte, imagen, anuncio, palabras y/o ilustración sea 

inadecuada para promocionarse en un vehículo gubernamental. La 
Administración de Servicios Generales tendrá discreción al recibir la 
propuesta para evaluar si el contenido lacera el fin público para que se 
destina el vehículo gubernamental.  
 

b) El contenido del arte, imagen, anuncio, palabras y/o ilustración no podrá 
promover el establecimiento de alguna religión.  
 

c) El contenido del arte, imagen, anuncio, palabras y/o ilustración no podrá 
promover partidos políticos ni ideales de naturaleza política.  

 
d) El proponente no podrá tener contratos con la Administración de 

Servicios Generales.   
 

e) El contenido del arte, imagen, anuncio, palabras y/o ilustración no podrá 
promover bebidas alcohólicas, cigarrillos, venta de armas, productos de 
naturaleza sexual y cualquier otro producto o marca que la 
Administración de Servicios Generales estime ofensiva al fin público que 
se destina la flota de vehículos gubernamentales.  
 

Sección 10.-Asunción del Costo de Instalación  
 
El proponente deberá asumir el costo de instalación del grabado de la imagen, 

anuncio, arte, palabras y/o ilustración en el vehículo gubernamental según surge de la 
Carta de Aprobación anejada al Acuerdo de Intercambio. 

  
Sección 11.-Supremacía Sobre Otras Leyes  
 
En caso de que las disposiciones de esta Ley estén en conflicto con las 

disposiciones de cualquier otra ley estatal, las disposiciones de esta Ley prevalecerán.  
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Sección 12.-Facultad para Reglamentar 
 
La Administración de Servicios Generales (ASG) tendrá un plazo de treinta (30) 

días a partir de la aprobación de esta legislación para emitir los reglamentos necesarios 
para darle fiel cumplimiento a las disposiciones de esta Ley.  

 
Sección 13.-Cláusula de Separabilidad  
 
Si cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, disposición, 

sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley fuera 
anulada o declarada inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a tal efecto 
dictada no afectará, perjudicará, ni invalidará el remanente de esta Ley. El efecto de 
dicha sentencia quedará limitado a la cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, 
letra, disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de la 
misma que así hubiere sido anulada o declarada inconstitucional. Si la aplicación a una 
persona o a una circunstancia de cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración 
palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, 
acápite o parte de esta Ley fuera invalidada o declarada inconstitucional, la resolución, 
dictamen o sentencia a tal efecto dictada no afectará ni invalidará la aplicación del 
remanente de esta Ley a aquellas personas o circunstancias en que se pueda aplicar 
válidamente. Es la voluntad expresa e inequívoca de esta Asamblea Legislativa que los 
tribunales hagan cumplir las disposiciones y la aplicación de esta Ley en la mayor 
medida posible, aunque se deje sin efecto, anule, invalide, perjudique o declare 
inconstitucional alguna de sus partes, o aunque se deje sin efecto, invalide o declare 
inconstitucional su aplicación a alguna persona o circunstancia. Esta Asamblea 
Legislativa hubiera aprobado esta Ley sin importar la determinación de separabilidad 
que el Tribunal pueda hacer. 

 
Sección 14.-Vigencia 
 
Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.   



(P. de la C. 868) 
 

 

LEY 
 

Para enmendar el Artículo 31 de la Ley Núm. 5 de 30 de diciembre de 1986, según 
enmendada, conocida como “Ley Orgánica de la Administración para el Sustento de 
Menores”, a los fines de proveer la opción para que aquellas personas que estén 
cumpliendo pena de reclusión por incumplimiento de pensiones alimentarias, 
puedan realizar trabajos de recogido de café y otros trabajos agrícolas por los que 
recibirán una justa compensación y la cual será acreditada a la deuda de pensión 
alimentaria; y para otros fines. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

  Con la aprobación de la Ley Núm. 5 de 30 de diciembre de 1986, según 
enmendada, conocida como “Ley Orgánica de la Administración para el Sustento de 
Menores”, se pretendió unir e integrar en un solo y único cuerpo independiente, 
procedimientos que agilizarían los trámites sobre los casos de alimentos para los hijos no 
emancipados y ayudarían a garantizar a nuestros niños el pago de su pensión alimentaria 
una vez fijada o establecida.    Gracias a esta Ley, se ha hecho justicia y miles de niños y 
jóvenes han canalizado sus derechos por conducto de la misma, logrando el que se 
garantice su seguridad y bienestar. 
 
 Sin embargo, hubo un incremento en la cantidad de alimentantes que incumplen 
con su obligación de brindar alimentos por conducto de la pensión alimentaria. Muchos 
de estos incumplimientos culminan en la privación de la libertad del alimentante al ser 
declarado incurso en desacato e ingresado a una cárcel del sistema hasta tanto no cumpla 
con su deber de alimentar. Muchos cumplen con esa obligación y son puestos en libertad; 
pero otros no cuentan con los recursos económicos y son recluidos en una institución 
carcelaria hasta cumplido el termino máximo de privación por su incumplimiento. Puerto 
Rico atraviesa por momentos difíciles y es necesario identificar alternativas en diversos 
renglones que ayuden a mitigar los daños y que los menores, y más desvalidos, resulten 
lo menos afectados posible.  
 
 Recientemente ha trascendido a la luz pública el hecho de que muchos cosechos 
de café y otros productos agrícolas están perdiéndose por el hecho de no contar con mano 
de obra que se encargue del recogido de los mismos. Ante esta situación se propone el 
que estos alimentantes que se encuentran encarcelados por su incumplimiento del deber 
de alimentar, puedan tener la oportunidad de trabajar en el recogido de estos productos, 
recibiendo una remuneración igual a la recibida por un trabajador que se encuentre en la 
libre comunidad y que realice el mismo trabajo. Dicho pago será acreditado a la cantidad 
que se adeuda por concepto de pensión alimentaria y por la cual el alimentante se 



2 

encuentra cumpliendo pena de reclusión.  Esta medida pretende proveer alternativas al 
cumplimiento del deber de alimentar mientras el alimentante se encuentra sumariado, a 
la misma vez que se atiende la problemática de la falta de mano de obra para el recogido 
del café y otros productos agrícolas. Es necesario recalcar que esta medida es de carácter 
opcional, por lo que el alimentante sumariado podrá determinar voluntariamente si se 
acoge a esta disposición o no.  
 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:   
 

Sección 1.-Se enmienda el Artículo 31 de la Ley Núm. 5 de 30 de diciembre de 1986, 
según enmendada, para que lea como sigue:  

 
“Artículo 31.-Medidas Adicionales - Otros Remedios.  
 

Los remedios provistos en esta Ley son adicionales a los existentes que no 
sean incompatibles con ellos.  

 
El procedimiento de desacato civil o criminal, ventilado ante un tribunal de 

justicia con la resultante reclusión carcelaria de la parte alimentante que incumpla 
con sus obligaciones o con las órdenes emitidas por el tribunal o el Administrador, 
se incorpora a esta Ley como medida efectiva para hacer valer sus disposiciones.  

 
Toda moción para solicitar orden de desacato por incumplimiento de 

pensiones alimentarias se señalará, diligenciará, resolverá y notificará por escrito 
dentro de un término no mayor de veinte (20) días siguientes a su presentación.  

 
La notificación requerida para conceder estos remedios puede realizarse en 

forma individual o general indicándole al alimentista la deuda existente y la 
intención del Administrador de implementar todos los remedios que provee la ley.  

 
Disponiéndose que en aquellos casos en que el tribunal ordene el 

encarcelamiento por desacato en el cumplimiento de la orden de pago de pensión 
alimentaria, podrá ordenar el arresto domiciliario siempre y cuando la persona 
sujeta a la jurisdicción del tribunal acepte cumplir con algunas de las siguientes 
condiciones:  

 

  Participar en el programa de trabajo que le asigne el Departamento 
de Corrección y acepte percibir como pago la misma cantidad que se 
le asigna a los confinados que prestan labores en algún programa del 
Departamento; 

 

  Que la deuda por concepto de pensión alimentaria no sea mayor de 
dos mil dólares ($2,000.00);  
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  Que sea la primera vez que la parte alimentante incumple con su 
obligación de alimentar;  

 

  Que la parte alimentante no haya tratado de evadir la jurisdicción 
anteriormente para no cumplir con su obligación alimentaria; 

 

  Acepte cumplir con las condiciones que le imponga el Departamento 
de Corrección;  

 

  De no participar en el Programa de Trabajo del Departamento de 
Corrección, deberá en cambio participar de sus funciones como 
empleado en su empleo regular, de tenerlo y de lo contrario deberá 
mostrar las gestiones realizadas para conseguir empleo.  

 

  Cumpla con todas las condiciones que el tribunal tuviere a bien 
imponer. Si la parte alimentante incumple con algunas de las 
condiciones antes señaladas, se ejecutará el desacato y se ordenará el 
ingreso del padre o madre no custodio que incumple”. 

 
Si la parte alimentante incumple con alguna de las condiciones antes 

señaladas, se ejecutará el desacato y se ordenará el ingreso del padre o madre no 
custodio que incumple. 

 
Se dispone además que, en caso de que el alimentante se encuentre 

cumpliendo pena de reclusión por desacato por incumplimiento de pensiones 
alimentarias, este podrá realizar trabajos de recogido de café u otros trabajos 
agrícolas, por el cual recibirá una remuneración similar a la recibida de ordinario 
por un obrero que se encuentre en la libre comunidad. Dicho pago será acreditado 
a la deuda de pensión alimentaria que existiera y por la que se encuentre privado 
de libertad, conforme a la reglamentación que se adopte para cumplir el propósito 
de este Artículo. A tales fines se autoriza al Departamento de Corrección y 
Rehabilitación de Puerto Rico a llevar a cabo los acuerdos que sean necesarios con 
el Departamento de Agricultura de Puerto Rico o con cualquier entidad privada 
para la coordinación del trabajo aquí establecido”. 

 
Sección 2.-Se autoriza al Departamento de Corrección y Rehabilitación a adoptar 

la reglamentación necesaria para poner en vigor las disposiciones de esta Ley.  
 
Sección 3.-Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación. 



(P. de la C. 954) 
 

 

LEY 
 
Para declarar monumento histórico los túneles subterráneos que discurren debajo del 

casco urbano del Municipio de Arecibo, con el fin de preservar dichas estructuras 
y que se incluyan en el Registro de Sitios y Zonas Históricas de Puerto Rico; 
disponer que se realicen los trámites conducentes a zonificar como tal e 
identificarlas en los mapas correspondientes; y para otros fines.       

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
 El preservar los monumentos, costumbres e íconos que nos definen como pueblo 
es una responsabilidad indelegable tanto de la ciudadanía, como de las autoridades 
gubernamentales.  Su buen uso y resguardo, mantienen vigente la historia de nuestro 
pueblo y pone al relieve la mezcla de las culturas taína, española y africana que 
conforman la nuestra. 
 
 Una de estas edificaciones se encuentra enclavada debajo del casco urbano del 
Municipio de Arecibo.  La misma consiste de un sistema de túneles que discurren desde 
la Casa Alcaldía y la Catedral hasta las orillas del río en el área de la Puntilla.  Se cree  
que dicho sistema de túneles, el cual fue construido durante el dominio español en la 
isla, tenía un triple propósito: el ser utilizados como camino de escape durante un 
ataque o invasión; la transportación de presos para ser juzgados en la antigua corte; y 
como desagüe pluvial en tiempos de inundaciones. 
 
 En la actualidad, la imponente obra de construcción no ha estado exenta del 
deterioro que trae consigo el pasar del tiempo.  La mayoría de sus accesos han sido 
sellados, y los que aún quedan, se puede apreciar a simple vista la acumulación de 
basura y escombros.  Tan importante símbolo, ejemplo del dominio español en Puerto 
Rico, debe ser rescatado para así asegurar el que nuestra historia y cultura no 
desvanezca.   
 
 Por lo antes expuesto, esta Asamblea Legislativa entiende meritorio el que se 
declare monumento histórico el sistema de túneles en el casco urbano de Arecibo. Esto 
redundaría en un beneficio de incalculable valor histórico, no tan solo para los 
arecibeños, sino para todos los puertorriqueños.  
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DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 
 
Artículo 1.-Se declara monumento histórico los túneles subterráneos que 

discurren debajo del casco urbano del Municipio de Arecibo.  La Junta de Planificación 
los incluirá inmediatamente en su Registro de Sitios y Zonas Históricas de Puerto Rico. 

 
 Artículo 2.-La Junta de Planificación, el Instituto de Cultura Puertorriqueña, la 

Oficina Estatal de Preservación Histórica y el Municipio de Arecibo, tomarán las 
medidas necesarias para el fiel cumplimiento de esta Ley.  

 
Artículo 3.-La Oficina Estatal de Preservación Histórica, mediante la prestación 

del asesoramiento técnico a su alcance al Gobierno Municipal de Arecibo, realizarán 
todas las gestiones necesarias para preservar los túneles subterráneos que discurren 
debajo del casco urbano del Municipio de Arecibo.  Además, gestionarán los recursos 
económicos que le asisten a éstas como monumentos históricos, ya sean estatales o 
federales. 

 
Artículo 4.-Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su 

aprobación.   



(P. de la C. 1152) 
 

LEY 
 
Para ordenar al Secretario del Departamento de Educación del Gobierno de Puerto Rico 

a establecer un currículo de las escuelas públicas del país, un curso compulsorio de 
“Codificación y Programación”, diseñado para todos los niveles, el cual se incluirá 
como requisito de graduación para nuestros estudiantes en dicho nivel.  

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
Los expertos detallan que en el ciclo de vida de un programa, una vez que los 

algoritmos de una aplicación han sido diseñados, ya se puede iniciar la fase de 
codificación. En esta etapa se tienen que traducir dichos algoritmos a un lenguaje de 
programación específico; es decir, las acciones definidas en los algoritmos hay que 
convertirlas a instrucciones.  

 
En particular, en los últimos años han surgido emprendedores que se dedican a 

la elaboración y creación de programas y/o aplicaciones. Lo que comúnmente 
denominamos aplicación se refiere a un tipo de software que funciona como un 
conjunto de herramientas diseñado para realizar tareas y trabajos específicos en el 
dispositivo móvil, tableta o computadora. 

 
Se debe aspirar a una metodología de enseñanza activa y práctica, que permita el 

correcto desarrollo de los conocimientos adquiridos y su adecuación a las características 
de los estudiantes, a través de formación presencial, tutorías individualizadas, juegos 
educativos y desarrollo de proyectos en grupos de trabajo. Por tal razón, se pretende 
establecer una escuela piloto especializada en cursos de programación en alianza con el 
sector privado y las instituciones de educación superior públicas y privadas de Puerto 
Rico.  

 
A modo de ejemplo, el estudiante debe adquirir el conocimiento para el manejo 

de JAVA, Estructura de una App, MVC/MVP, Interfaces Gráficas, Activities, Manifest, 
Menús, Intents, Fragments, ListView, View Pager, RecyclerView, Vistas Personalizadas, 
Action Bar, Internacionalización, Apps Multidispositivo, Persistencia Básica, Diálogos, 
JSON, Tareas Asíncronas, Animaciones, GridView, Content Provider, CursorLoader, Google 
Maps V2, Servicios en Android, Deeplinking, Widget de la App y PUSH Notifications, 
entre otros.  

 
Cabe destacar que existen iniciativas en el Gobierno Federal que promueven este 

tipo de educación. En particular, el Departamento de Educación Federal inició el 
programa Educational Quality through Innovation Partnerships en el que proveen 
préstamos federales a los estudiantes que desean participar de lo que denominan 
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Coding Bootcamps.  El Departamento de Educación Federal define un Coding Bootcamp 
como un taller de capacitación técnica que enseña el proceso y técnica de programación 
con atención a las necesidades actuales del mercado. Pretende enseñar a las personas 
con poco o ningún fondo de codificación técnica cómo escribir código, y construir 
aplicaciones a nivel profesional.  

 
Este tipo de iniciativa deber ser adoptada por el Gobierno de Puerto Rico para 

promover este tipo de especialización. El mercado laboral está aptó para este tipo de 
arte y profesión. Además, se incentiva la creación de nuevos empresarios 
puertorriqueños capaces de diseñar y codificar aplicaciones.  

 
Por otro parte, existen organizaciones como Code For America. Este tipo de 

organización se especializa en agrupar profesionales de diseño, programación y 
tecnología con el propósito mejorar la eficiencia gubernamental. La organización está 
apta para crear alianzas con los gobiernos estatales para promover la educación en 
diseño, programación y codificación.   

 
A esos efectos, se pretende viabilizar la preparación educativa necesaria para que 

los estudiantes puertorriqueños adquieran las destrezas necesarias en programación. 
Esto promoverá que los estudiantes se vinculen a temprana edad con unas destrezas 
cotizadas en el mercado laboral. 

 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

 
 Sección 1.-Se ordena a la Secretaria del Departamento de Educación del Gobierno 
de Puerto Rico a establecer un currículo de las escuelas públicas del país, un curso 
compulsorio de “Codificación y Programación”, diseñado para el nivel elemental, 
intermedio y superior, el cual se incluirá como requisito de graduación para nuestros 
estudiantes en dicho nivel.   
 

Sección 2.-La Secretaria de Educación decidirá el mínimo de horas a la semana 
que resulte viable enseñar el curso para cumplir el propósito de que los jóvenes en 
todos los niveles de las escuelas de Puerto Rico puedan adquirir el conocimiento debido 
para su vida futura.    

 
Sección 3.-La Secretaria en consulta con profesores de las instituciones de 

educación superior públicas y privadas de Puerto Rico determinará el orden de 
enseñanza de las materias que formarán parte del curso.  

 
Sección 4.-Las materias serán contenidas en un solo curso llamado 

“Programación y Codificación” el cual se ofrecerán en una escuela piloto designada que 
adopte un enfoque de Science, Technology, Engineering, and Mathematics (STEM). El curso 
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será requisito para graduación y formará parte del currículo compulsorio en el sistema 
público de enseñanza.    

 
Sección 5.-La Secretaria de Educación establecerá un comité de trabajo de tres (3) 

personas. El Comité estará compuesto por un profesor de la Universidad de Puerto 
Rico, un profesor de una institución de educación privada y un experto del sector 
empresarial privado, que posean conocimiento en programación y codificación. El 
Comité asistirá en la confección del currículo. Además, tendrá la responsabilidad de 
establecer alianzas con el Gobierno Federal, organizaciones no gubernamentales y 
entidades privadas para promover este tipo de educación. 

 
La Secretaría de Educación delegará en el personal correspondiente para que 

viabilicen los nombramientos de los maestros que ofrecerán el curso.  Los maestros 
serán supervisados por el Director Escolar.  Los Directores Escolares deberán rendir 
informes semestrales en torno a la efectividad del curso y la cantidad de estudiantes 
beneficiados.  Se permite la creación de alianzas con instituciones de educación superior 
públicas, privadas y expertos en codificación y programación del sector empresarial 
privado.  

 
Sección 6.-Esta Ley comenzará a regir en el próximo año escolar luego de su 

aprobación. 



(P. de la C. 1186) 
 

LEY 
 

Para enmendar el Artículo 6 de la Ley Núm. 5 de 23 de abril de 1973, según enmendada, 
conocida como “Ley Orgánica del Departamento de Asuntos del Consumidor”, a 
los fines de imponerle al Departamento de Asuntos del Consumidor, la 
responsabilidad de establecer un programa dirigido a defender el derecho de 
todo consumidor local a recibir de empresas domésticas y multinacionales con 
presencia en Puerto Rico el mismo trato que recibe cualquier otro consumidor 
residente en uno de los estados de los Estados Unidos de América en cuanto a 
transacciones comerciales y aquellas otras que entienda pertinentes y sean 
compatibles con su jurisdicción, siempre y cuando ofrecer el mismo trato a los 
consumidores residentes en Puerto Rico no ocasione condiciones económicas u 
operacionales onerosas al comercio, o resulte incompatible con el mercado local; 
y para otros fines relacionados.  

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
La Ley Núm. 5 de 23 de abril de 1973, según enmendada, conocida como “Ley 

Orgánica del Departamento de Asuntos del Consumidor”, se crea con el propósito 
primordial de vindicar e implementar los derechos del consumidor, frenar las 
tendencias inflacionarias; así como el establecimiento y fiscalización de un control de 
precios sobre los artículos y servicios de uso y consumo. 

 
Es pertinente señalar que, básicamente, se han reconocido ocho (8) derechos 

fundamentales del consumidor, a saber:  
 

1) Derecho a la satisfacción de necesidades básicas: tener acceso a bienes y 
servicios básicos esenciales; adecuados alimentos, ropa, vivienda, atención 
de salud, educación, servicios públicos, agua y saneamiento;  
 

2) Derecho a la seguridad: ser protegido(a) contra productos, procesos de 
producción y servicios peligrosos para la salud o la vida;  

 
3)  Derecho a ser informado(a): acceder a los datos necesarios para poder 

hacer elecciones informadas y ser protegido(a) contra publicidad y 
etiquetados deshonestos o engañosos;  

 
4)  Derecho a elegir: poder elegir entre un rango de productos y servicios, 

ofrecidos a precios competitivos con la garantía de seguridad y buena 
calidad;  
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5)  Derecho a ser escuchados(as): los intereses de los consumidores deben 
estar representados en la aplicación de políticas gubernamentales y en el 
desarrollo de productos y servicios;  

 
6)  Derecho a la reparación: recibir resoluciones justas por demandas justas, 

incluyendo la compensación por bienes mal hechos o servicios 
insatisfactorios;  

 
7)  Derecho a la educación como consumidores: adquirir conocimientos y 

habilidades necesarias para estar informados y hacer elecciones 
apropiadas sobre bienes y servicios y, al mismo tiempo, estar conscientes 
de los derechos y responsabilidades básicas de los consumidores y saber 
cómo actuar sobre ellos; y  

 
8) Derecho a un ambiente saludable: vivir y trabajar en un ambiente que no 

amenace el bienestar de las generaciones presentes ni futuras.  
 

A base de lo anterior, se entiende necesario dotar al Estado de las herramientas 
que permitan vindicar los derechos de los consumidores.  

 
Se ha notado que el consumidor puertorriqueño carece del mismo acceso a 

ciertos productos y servicios que ostentan los consumidores residentes en uno de los 
estados de los Estados Unidos de América. Ello a pesar de que muchos de los comercios 
ofrecen dichos productos y servicios ubican tanto en uno o más de los estados de los 
Estados Unidos de América, así como en la jurisdicción de Puerto Rico. Cosas tan 
sencillas como no poder adquirir productos por Internet o solicitar una tarjeta de 
crédito crea disparidad entre ambos consumidores. Por ello, se hace imprescindible que 
el Departamento de Asuntos del Consumidor establezca un programa que defienda 
nuestros derechos a recibir de empresas domésticas y multinacionales con presencia en 
Puerto Rico, el mismo trato que recibe cualquier otro consumidor que reside en uno de 
los estados de la Unión en cuanto a transacciones comerciales. 

 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

 Sección 1.-Se enmienda el Artículo 6 de la Ley Núm. 5 de 23 de abril de 1973, 
según enmendada, para que lea como sigue:  

 
 “Artículo 6.-Poderes y Facultades del Secretario 
 

 En adición a los poderes y facultades transferidos por esta Ley, el 
Secretario del Departamento de Asuntos del Consumidor tendrá los siguientes 
poderes y facultades:  

 (a)  ... 
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(aa) ... 
 

(1) ... 
 
... 

  
(4)  ... 

 
Los ingresos que se cobren bajo los incisos (c), (l), (w) y (z) 
ingresarán en los libros del Secretario de Hacienda en forma 
separada de cualesquiera otros fondos que tenga a bien recibir el 
Departamento de Asuntos del Consumidor. Estos fondos serán 
contabilizados sin año natural determinado. Los recaudos por este 
concepto ingresarán al Fondo Especial del Departamento de 
Asuntos del Consumidor. 
 

(bb)  ... 
 
(cc)  ... 
 
(dd)  ... 
 
(ee) ... 
  
(ff)  Establecer un programa dirigido a defender el derecho de todo 

consumidor local a recibir de empresas domésticas y multinacionales con 
presencia en Puerto Rico el mismo trato que recibe cualquier otro 
consumidor residente en uno de los estados de los Estados Unidos de 
América en cuanto a transacciones comerciales y aquellas otras que 
entienda pertinentes y sean compatibles con su jurisdicción, siempre y 
cuando ofrecer el mismo trato a los consumidores residentes en Puerto 
Rico no ocasione condiciones económicas u operacionales onerosas al 
comercio, o resulte incompatible con el mercado local.”   

  
Sección 2.-Por la presente se deroga cualquier ley, o parte de ley, que sea 

incompatible con ésta.  
  

Sección 3.-Las disposiciones de esta Ley prevalecerán sobre cualquier otra 
disposición de ley que no estuviere en armonía con lo aquí establecido.  

  
Sección 4.-Si cualquier palabra, frase, oración, párrafo, artículo, o parte de esta 

ley fuere declarado inconstitucional por un tribunal competente, la sentencia a tal efecto 
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dictada no afectará, perjudicará, ni invalidará el resto de esta Ley. El efecto de dicha 
sentencia quedará limitado a la palabra, frase, oración, párrafo, artículo, o parte de la 
misma que así hubiere sido declarado inconstitucional.  

  
Sección 5.-Se faculta al Departamento de Asuntos del Consumidor a promulgar 

toda la reglamentación necesaria para cumplir con lo estipulado en esta Ley. 
  

Sección 6.-Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su 
aprobación.  



(P. de la C. 1239) 

 
LEY 

 
Para añadir un nuevo inciso (a) y un nuevo inciso (s) y renumerar los subsiguientes, 

enmendar el actual inciso (q) y (r), y añadir un nuevo inciso (u) al Artículo 2; 
enmendar el inciso (c), y (e) del Artículo 6; añadir un nuevo inciso (d), 
reenumerar los subsiguientes y enmendar el actual inciso (e) del Artículo 27 de la 
Ley 296-2002, según enmendada, conocida como “Ley de Donaciones 
Anatómicas de Puerto Rico” a los fines de agilizar el proceso para autorizar la 
donación del cuerpo o parte del cuerpo de un finado por sus familiares; otorgarle 
mayor estabilidad al Registro de Donantes; y para otros fines relacionados.  

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
La Ley 296-2002, según enmendada, conocida como “Ley de Donaciones 

Anatómicas de Puerto Rico”, se promulgó con el fin de autorizar y reglamentar la 
donación y disposición de cadáveres, órganos y tejidos provenientes de cadáveres y de 
personas vivas a utilizarse para trasplantes clínicos. Esta Ley, además se adoptó con el 
propósito de fomentar los trasplantes de órganos y tejidos para fines educativos y de 
salud pública.   

 
 Posteriormente, la referida Ley ha sido objeto de varias enmiendas dirigidas, 
mayormente a hacer más accesible a los ciudadanos la posibilidad de donar sus 
cuerpos, órganos y tejidos, y otorgarle mayor transparencia al proceso. Asimismo, se ha 
enmendado para atender asuntos relacionados con su implementación. En atención a 
ello, actualmente, existe la necesidad de enmendar este estatuto para definir más 
claramente los criterios utilizados para mantener a un donante como miembro activo en 
el Registro de Donantes y para atender lo relacionado a las categorías de las personas 
autorizadas a donar a nombre de un finado, así como los procedimientos a seguir para 
contactar a los mismos para el otorgamiento de dicha autorización. 
  
 En ese sentido, es necesario precisar que una vez una persona ha consentido a 
donar su cuerpo, órganos y/o tejidos, al expedírsele por primera vez su licencia de 
conducir, ésta permanecerá en el Registro de Donantes y no se le volverá a solicitar 
reafirmar su compromiso al momento de renovar dicha identificación. Esto como 
respuesta a la reacción de muchos ciudadanos que han descubierto que se les ha 
removido del Registro de Donantes sin solicitarlo al momento de renovar su licencia. 
Asimismo, es meritorio que la licencia de conducir refleje la determinación del donante, 
para que de esa forma, se agilice el proceso al momento de su deceso y se conozca que 
se encuentra registrado como donante.   
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 Por otro lado, en muchas ocasiones, tras la muerte de una persona, surgen 
controversias familiares y complicaciones con tratar de identificar y localizar a quienes 
son llamados por ley a consentir a la donación de órganos y tejidos de un occiso que 
previo a su muerte no se registró como donante. Cada minuto en este proceso es 
importante, pues existen miles de personas en espera de un trasplante y la 
incertidumbre en torno a la determinación sobre el cuerpo del occiso puede ser crucial 
para las aspiraciones de aquel que espera por un órgano o tejido para mejorar su 
calidad de vida. Es por ello que se necesita hacer un balance entre el interés de los 
familiares y el de las diversas entidades recuperadoras por hacerse del órgano o tejido 
para el bien de otras personas. En ese sentido, se necesitan aclarar cuáles serán los 
esfuerzos que se considerarán razonables y suficientes para dar con el paradero de 
aquellos familiares con facultad de consentir sobre el cuerpo de otro.    
 

Es por ello, que a través de esta medida se enmienda la ley para puntualizar el 
orden de quiénes serán los familiares llamados a consentir a la donación de un cuerpo, 
órganos y/o tejidos de una persona que no forma parte del Registro de Donantes 
vigente, y el proceso para identificar, localizar y comunicarse con aquellos que tienen 
dicha facultad.  

 
 Entendemos que estas enmiendas propuestas a la Ley 296-2002, propenderán al 

propósito de salvaguardar la decisión de aquellas personas que deciden en vida 
convertirse en donantes al momento de su fallecimiento, y de aquellas personas que 
deciden autorizar una donación en nombre de un familiar o allegado ya fallecido con el 
fin de beneficiar a pacientes en espera de un trasplante para salvar sus vidas.   

 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.-Se añade un nuevo inciso (a) y un nuevo inciso (s) y se renumeran los 
subsiguientes, se enmiendan los actuales incisos (q) y (r), y se añade un nuevo inciso (u) 
al Artículo 2 de la Ley 296-2002, según enmendada, para que lea como sigue:  

 
“Artículo 2.-Definiciones 
 
(a)  “Agente del finado” significa un individuo que haya sido autorizado a 

disponer de todo o parte del cuerpo, órganos y/o tejidos del finado, ya sea 
por virtud de algún testamento, poder o documento público o privado 
otorgado ante un notario público. 

 
(b)   “Banco de Ojos”... 
 
(c)   “Banco de Sangre”...  
 
(d)   “Córnea”... 
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(e)   “Donante”... 
 
(f)   “Donatario”... 
 
(g)  “Entidad Recuperadora”... 
 
(h)   “Escuela de Medicina”... 
 
(i)   “Escuela de Odontología”... 
 
(j)   “Estado”... 
 
(k)   “Finado”... 
 
(l)    “Hospital”... 
 
(m)    “Junta”... 
 
(n)   “Médico”... 
 
(o)   “Muerte”... 
 
(p)  “Organización de Recuperación de Órganos” significa la agencia de 

recuperación de órganos autorizada y certificada por el Gobierno Federal 
de los Estados Unidos para recuperar órganos en Puerto Rico.   

 
(q)    “Parte”... 
 
(r)    “Persona”... 
 
(s)  “Razonablemente Disponible” se refiere al resultado de los esfuerzos 

afirmativos realizados durante doce (12) horas por una Entidad 
Recuperadora o un donante que esté disponible y accesible por alcanzar a 
otros donantes que no están disponibles ni accesibles con el fin de que 
puedan consentir y expresarse en torno a la disposición del cuerpo o parte 
del cuerpo del finado.  

 
(t)   “Recipiente” significa el paciente que recibe el trasplante. 
 
(u)  “United Network for Organ Sharing” o “UNOS” significa la entidad 

contratada por el Gobierno Federal de los Estados Unidos a tenor con el 
“National Organ Trasplant Act”, responsable de mantener y operar el 
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registro nacional computadorizado de personas en espera de un trasplante 
de órganos y de coordinar la distribución y ubicación de órganos 
recuperados en los Estados Unidos.” 

 
Sección 2.-Se enmienda el inciso (c), y el inciso (e) del Artículo 6 de la Ley 296-

2002, según enmendada; para que lean como sigue:   
 
“Artículo 6.-Donantes     
 
(a) ... 
 
(b) ... 
 
(c)  Las siguientes personas, en el orden que se indica, con exclusión de 

cualquier otro familiar, podrán disponer de todo o parte del cuerpo de un 
finado para los propósitos de esta Ley. La facultad de las personas 
llamadas a autorizar la donación sólo podrá llevarse a cabo en ausencia de 
declaración expresa del finado de su intención de donar o no donar sus 
órganos o tejidos. El orden, para los propósitos de esta Ley, es el siguiente:    

   
(1) El agente del finado, a menos que exista algún documento legal que 

revoque la autorización conferida al agente para autorizar la 
donación anatómica;  
 

(2)  El cónyuge del finado;  
 
(3)  Los hijos mayores de edad del finado; 
 
(4)  Los padres del finado; 
 
(5)  Los hermanos mayores de edad del finado; 
 
(6)  Los nietos mayores de edad del finado; 
 
(7)  Los abuelos del finado; 
 
(8)  Una persona, mayor de edad, que se haya ocupado del finado 

durante su vida o haya demostrado cuidado especial y 
preocupación por el finado; 

 
(9)  El tutor del  finado al momento de la muerte; 
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(10)  Cualquier persona o entidad autorizada u obligada por la ley a 
disponer del cadáver del finado. 

 Si existiere más de un miembro de cada clase enumerada en los 
incisos (c) (1), (3), (4), (5), (6), (7), (8) o (10) con capacidad de autorizar la 
donación, dicha donación podrá hacerse por un miembro de la clase, a 
menos que dicha persona o la persona o la donataria conforme el Artículo 
7, conozca de alguna objeción por otro miembro de la clase. Si existe 
objeción por algún miembro de la clase, la donación solo podrá hacerse 
por mayoría de los miembros de dicha clase que estén razonablemente 
disponibles. 

 
 Una persona no podrá autorizar una donación anatómica, si al 
momento de la muerte del finado, conoce que existe otra persona que 
según este orden de prelación está razonablemente disponible para 
autorizar u objetar la donación.  
  

(d)  Cuando la persona llamada a prestar la autorización no estuviese 
físicamente disponible para hacerlo, tal persona podrá otorgar su 
autorización oralmente vía telefónica o facsímil. Esta autorización podrá 
ser grabada con el consentimiento de la persona autorizante. Esta 
disposición no es de aplicación a los padres, madres o tutores legales de 
menores de edad de dieciséis (16) y diecisiete (17) años de edad que 
deseen donar sangre, cuya autorización siempre debe estar por escrito. 

 
(e)  El Instituto de Ciencias Forenses, hospital o médico encargado de la 

autopsia o extirpación de un órgano o tejido para trasplante queda 
exonerado de responsabilidad si la persona que alega ser la autorizada a 
disponer en todo o en parte de un finado, según el inciso (c) de esta 
Sección, resulta posteriormente que no es la legalmente facultada para 
hacerlo. La legalidad de la facultad de la persona descrita en el inciso (c) 
de este Artículo, para disponer de todo o parte del cuerpo de un finado, 
deberá ser comprobada por el Instituto de Ciencias Forenses, hospital o 
médico encargado de la autopsia, mediante declaración escrita en el 
expediente médico con expresión detallada de las diligencias realizadas 
para corroborar dicha legalidad.”  

 
Sección 3.-Se añade un nuevo inciso (d), se reenumeran los subsiguientes y se 

enmienda el actual inciso (e) del Artículo 27 de la Ley 296-2002, según enmendada, para 
que lean como sigue:  

 
“Artículo 27.-Registro de Donantes 
 
(a) ... 
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(b) ... 
(c) ... 
  

(1) ... 
  

(2) ... 
  

(3) ... 
  

(4) ... 
  

(5) ... 
 
(d)  Aquellos individuos que no han registrado su nombre en el Registro de 

donantes se les proveerá la oportunidad de registrarse en el Departamento 
de Transportación y Obras Públicas donde se les preguntará si desea 
inscribirse como donante al expedir o renovar su licencia de conducir o 
identificación.   Aquellos individuos que hayan registrado su nombre en el 
Registro de Donantes en el Departamento de Transportación y Obras 
Públicas no tendrán que ratificar su decisión de ser parte del Registro y no 
se les preguntará sobre el particular al momento de renovar su licencia de 
conducir o identificación. El símbolo de donante se trasladará 
automáticamente a su nueva licencia o identificación.  Estos permanecerán 
como donantes en el Registro hasta que la persona, motu proprio, disponga 
de alguno  de los siguientes métodos: 

 
(1) Al así expresamente solicitarlo o al negarse a permanecer en el 

Registro de Donantes al momento de renovar su licencia de 
conducir o identificación en el Departamento de Obras Públicas.  

 
(2)  En cualquier momento, al acceder al Registro de Donantes a través 

de la página cibernética que se mantenga para tales fines.” 
  

(e) La información personal que identifique a un donante en el registro, no 
podrá ser utilizada o divulgada sin el consentimiento expreso del donante, 
potencial donante o persona que hizo la donación anatómica, para ningún 
propósito que no sea determinar, al momento de la muerte o cerca de la 
muerte del donante o potencial donante, si el donante o potencial donante 
ha hecho una donación anatómica. 

 
(f) Este Artículo no prohíbe a cualquier persona crear o mantener un registro 

de donantes que no haya sido establecido mediante un contrato con el 
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gobierno. Cualquier registro de esa naturaleza deberá cumplir con los 
incisos (b) y (c). 

 
(g)  La Junta tendrá hasta el 1 de enero de 2016 para crear e implantar el 

registro electrónico de donantes de órganos, ojos y tejidos.” 
 
Sección 4.-Separabilidad 
 
Si cualquier cláusula, párrafo, artículo, sección o parte de esta Ley fuere 

declarada inconstitucional por un tribunal competente, la sentencia a tal efecto dictada 
no afectará, perjudicará ni invalidará el resto de la misma.  El efecto de dicha sentencia 
quedará limitado a la cláusula, párrafo, artículo, sección o parte de la misma que así 
hubiere sido declarada inconstitucional. 

 
Sección 5.-Vigencia 
 
Esta Ley entrará en vigor ciento ochenta (180) días después de su aprobación. 



 

(P. de la C. 1281) 
(Conferencia) 
(Reconsiderado) 

 

LEY 
 

Para enmendar la Sección 2 de la Ley Núm. 139 de 3 de junio de 1976, según 
enmendada, conocida como “Ley del Buen Samaritano del Gobierno de Puerto 
Rico”, a los fines de extender las protecciones de esta Ley, a los profesionales de la 
salud provenientes de otras jurisdicciones de los Estados Unidos de América  
destacados para atender un evento catastrófico en nuestra localidad, según lo 
establecido por el Emergency Management Assistance Compact (EMAC, por sus siglas 
en inglés); y para otros fines relacionados. 

  
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
El 19 de octubre de 1996, el Congreso de Estados Unidos de América ratificó el 

Tratado de Asistencia en el Manejo de Emergencias (Emergency Management 
Assistance Compact)1 conocido como EMAC, por sus siglas en inglés.  EMAC es un 
acuerdo interestatal que incluye a los cincuenta estados y a los territorios, incluyendo a 
Puerto Rico, y que permite que se compartan recursos y se brinde asistencia mutua en 
aquellos casos que el Gobernador declare una emergencia estatal si ésta surge como 
consecuencia de un desastre.  

 
Los eventos recientes relacionados al catastrófico huracán María han puesto de 

manifiesto la relevancia de EMAC y la necesidad de que los estados y territorios 
puedan compartir sus recursos para atender estos eventos sin mayores trabas. Uno de 
los más grandes escollos que se han presentado en este intercambio es la 
responsabilidad civil en daños que podrían enfrentar los recursos destacados en este 
tipo de evento.  

 
EMAC dispone que los oficiales y empleados de un estado que sean destacados o 

transferidos en virtud de este acuerdo se consideren agentes del estado que los solicita 
para los efectos de responsabilidad civil e inmunidad. De igual manera, EMAC dispone 
que ningún estado, o sus oficiales serán responsables por cualquier acto u omisión de 
buena fe mientras estén contratados durante el destaque o debido al mantenimiento, 
uso de cualquier equipo o suministros relacionados al destaque. Claro está, la persona 
destacada no podrá incurrir en daños intencionales o imprudencia.  

                                                 
1 Public Law 104-321 
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No obstante, según lo dispuesto en EMAC, esta Asamblea Legislativa entiende 
necesario atemperar el estado de derecho actual para fortalecer los mecanismos de 
protección a los profesionales de salud que provienen de otros estados para prestar 
asistencia médica en eventos catastróficos 
  
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

 
 Artículo 1.-Se enmienda la Sección 2 de la Ley Núm. 139 de 3 de junio de 1976, 
según enmendada, para que lea como sigue: 
 

“Sección 2.-  
 

Las personas legalmente autorizadas para ejercer la profesión médica en 
Puerto Rico, en virtud de la Ley 139-2008, según enmendada, conocida como la 
“Ley de la Junta de Licenciamiento y Disciplina Médica”, aquellas autorizadas 
para ejercer como enfermeras, en virtud de la Ley 254-2015, según enmendada, 
conocida como la “Ley para Regular la Práctica de la Enfermería en Puerto Rico”, 
los Técnicos de Emergencias Médicas autorizados para ejercer su profesión, en 
virtud de la Ley 310-2002, según enmendada, los profesionales de la salud 
provenientes de otros estados de los Estados Unidos de América destacados para 
prestar servicios ante un evento catastrófico, según lo establecido por el 
Emergency Management Assistance Compact (EMAC, por sus siglas en inglés), los 
estudiantes de medicina que hayan aprobado su primer año en una institución 
acreditada, que fuera del curso y del sitio regular de su empleo o práctica 
profesional, voluntaria y gratuitamente presten servicios o asistencia de 
emergencia a cualquier persona, así como los miembros voluntarios de la Cruz 
Roja Americana, Oficinas Municipales para el Manejo de Emergencias y del 
Negociado para el Manejo de Emergencias y Administración de Desastres del 
Departamento de Seguridad Pública, debidamente acreditados como tales, en el 
ejercicio de sus funciones voluntarias, queden exentos de responsabilidad civil 
cuando ocasionen perjuicio a las personas asistidas siempre y cuando no sea a 
consecuencia de un acto intencional o ilegal o que se medie negligencia crasa o 
temeraria.” 

 
Artículo 2.-Por la presente se deroga cualquier ley, o parte de ley, que sea 

incompatible con ésta.  
 
Artículo 3.-Las disposiciones de esta Ley prevalecerán sobre cualquier otra 

disposición de ley que no estuviere en armonía con lo aquí establecido.  
 
Artículo 4.-Si cualquier parte de esta Ley fuese declarada nula o inconstitucional 

por un tribunal de jurisdicción y competencia, este fallo no afectará ni invalidará el 
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resto de la Ley y su efecto quedará limitado al aspecto objeto de dicho dictamen 
judicial.   

 
Artículo 5.-Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación. 



(P. de la C. 1484) 
 

 

LEY 
 

Para establecer la “Ley para la Educación de los Niños y Jóvenes con Discapacidades en 
Puerto Rico”, a los fines de asegurar la prestación de servicios educativos 
inclusivos para los menores con discapacidades entre los 3 a 21 años, inclusive; 
establecer cuál será la política pública para los menores con discapacidades sobre 
servicios educativos en ambientes inclusivos; crear la Secretaría Asociada del 
Programa de Educación Especial del Departamento de Educación de Puerto Rico y 
otorgarle los poderes y facultades para coordinar la prestación de los servicios con 
otras agencias gubernamentales; asegurar la provisión de aquellos servicios 
relacionados y asistencia tecnológica, materiales educativos, ayudas auxiliares y 
suplementarias a los menores con discapacidades de una forma expedita; 
implantar un sistema de certificación de estudio para los estudiantes con 
discapacidades que no puedan obtener un diploma de cuarto año; establecer las 
responsabilidades de las agencias gubernamentales incluidas en las disposiciones 
de esta Ley; crear un Panel Asesor de Educación Especial, según lo requerido por 
legislación federal, y definir su composición, funciones y deberes; instituir 
procedimientos para la tramitación de querellas administrativas, mediación, 
remedios provisionales y garantías procesales a través de la referida Secretaría 
Asociada; crear un mecanismo regulado de apoyo a padres de menores con 
discapacidades; crear un remedio provisional para garantizar la prestación de 
servicios no educativos; enmendar los artículos 1.03, 6.02, 10.01, 10.05, 10.06, 10.07, 
10.08, 10.09, 10.10, 10.11 y 13.02 de la Ley 85-2018, conocida como “Ley de Reforma 
Educativa de Puerto Rico”, con el propósito de atemperar sus disposiciones con los 
de la presente Ley; enmendar el Artículo 3 del Plan de Reorganización 3-2011, 
según enmendado, conocido como “Plan de Reorganización de la Administración 
de Servicios Generales de Puerto Rico de 2011”, a propósito de atemperar dicho 
Plan con la presente Ley; derogar la Ley 51-1996, según enmendada, conocida 
como “Ley de Servicios Educativos Integrales para Personas con Impedimentos”; 
derogar la Ley 263-2006, según enmendada, conocida como “Ley del Servicio de 
evaluación vocacional y de carrera”; derogar la Ley 53-2016, según enmendada, 
conocida como la “Ley para la Certificación de Destrezas Académicas Funcionales 
y de Pre-Empleo”; y para otros fines relacionados.  

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
La Sección 5 del Artículo II de la Constitución de Puerto Rico dispone que:  

[t]oda persona tiene derecho a una educación que propenda al pleno desarrollo 
de su personalidad y al fortalecimiento del respeto de los derechos del hombre y 
de las libertades fundamentales. Habrá un sistema de instrucción pública el cual 
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será libre y enteramente no sectario. La enseñanza será gratuita en la escuela 
primaria y secundaria y, hasta donde las facilidades del Estado lo permitan, se 
hará obligatoria para la escuela primaria. La asistencia obligatoria a las escuelas 
públicas primarias, hasta donde las facilidades del Estado lo permitan, según se 
dispone en la presente, no se interpretará como aplicable a aquellos que reciban 
instrucción primaria en escuelas establecidas bajo auspicios no gubernamentales. 
No se utilizará propiedad ni fondos públicos para el sostenimiento de escuelas o 
instituciones educativas que no sean las del Estado. Nada de lo contenido en esta 
disposición impedirá que el Estado pueda prestar a cualquier niño servicios no 
educativos establecidos por ley para protección o bienestar de la niñez. 

 

(Énfasis nuestro). 
 

A partir de esos tiempos, el Gobierno de Puerto Rico ha hecho múltiples 
esfuerzos para viabilizar el ejercicio de este derecho por los menores con 
discapacidades, buscando y promoviendo diversas iniciativas desarrolladas para esta 
población mediante la eliminación de barreras que le impidan alcanzar su mejor 
potencial y su inclusión en todos los contextos sociales.  

 
Ciertamente, a través de los años, Puerto Rico ha estableció legislación que 

procuraba atender las necesidades de los menores con discapacidades y se 
desarrollaron iniciativas encaminadas a empoderar a los estudiantes de educación 
especial. No obstante, necesitamos realizar una transformación que nos lleve de la teoría 
a la práctica, haciendo cambios fundamentales a la legislación local, para promover 
mediante procesos claros y expresos, que los menores con discapacidades reciban 
servicios educativos y relacionados apropiados que resulten en una transición efectiva a 
programas vocacionales y técnicos los cuales puedan ayudar a maximizar las 
posibilidades de éstos al integrarse asertivamente  al mundo laboral y sean ciudadanos 
independientes posibles, dentro de sus potencialidades.   

 
La Asamblea Legislativa de Puerto Rico es consciente de la necesidad de elaborar 

una legislación abarcadora e integral para viabilizar un sistema de prestación de 
servicios educativos públicos, apropiados y libres de costo, en el ambiente más 
adecuado e inclusivo para los menores con discapacidades de entre los tres (3) y 
veintiún (21) años de edad, inclusive. 

 
La experiencia e historia es innegable, hemos delegado nuestra facultad de 

reglamentación de manera muy amplia al Departamento de Educación de Puerto Rico y 
esta ha fallado en la misma. Por años, el Departamento ha mantenido vigentes 
reglamentos que son previos, a nuestra legislación de 1996. La agencia tampoco ha 
integrado ni ha armonizado requisitos dispuestos por leyes y reglamentos federales. 
Dichos procedimientos, están diseñados para que se viabilice y concretice lo que todos 
aspiramos, la provisión de una educación pública, gratuita y apropiada a cada menor 
con discapacidad en la Isla. Evidencia incuestionable de lo anterior es que al presente la 
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mayoría de las definiciones y los procedimientos adoptados, se establecieron mediante 
la Carta Circular 5-2004-2005, la cual no cumplió con el procedimiento de 
reglamentación en Puerto Rico ni con el procedimiento de adopción que es requisito 
para ser elegible a los fondos federales para la educación de los menores con 
discapacidades. Hemos dejado que la agencia encarezca los costos por la falta de 
coherencia en los procesos, inclusive, se ha olvidado, en la práctica como también en los 
servicios que se ofrecen, que el objetivo primordial de dicha agencia es educar y todo 
servicio que se brinde va dirigido a una meta educativa, establecida de modo claro y 
concreto, para cada menor con discapacidad: lograr desarrollar sus capacidades. 

 
Esta Ley, establece, inequívocamente, que la agencia responsable por la 

coordinación y prestación de servicios educativos, entre otros, es el Departamento de 
Educación, desde los tres (3) hasta los veintiún (21) años, inclusive. Se pretende con esta 
Ley, asumir nuestra responsabilidad de legislar y corregir los errores cometidos cuando 
delegamos la facultad de reglamentación a una agencia que, ya estaba sumida en un 
pleito de clase por no atender de modo apropiado a los menores con discapacidades a 
pesar de recibirse fondos federales para ello y donde se disponía cómo atender a dicha 
población. Hoy corregimos ese error, mediante una legislación abarcadora de los 
procesos medulares que requieren la ley y reglamentación federal, y aquellos que la 
agencia ha fallado en diseñar para bienestar de nuestros menores más vulnerables. 
Llevamos años escuchando a los padres; hoy, es momento de actuar y legislar de modo 
tal que los padres, maestros, directores, administradores, especialistas, legisladores, 
abogados y jueces, todos, hablemos el mismo lenguaje y tengamos de modo claro y 
expreso lo que deseamos que la Secretaría Asociada, el Departamento de Educación, sus 
divisiones y componentes realicen en bienestar del menor. 

 
No obstante, aclaramos que, desde el nacimiento hasta los treinta y seis (36) 

meses de edad, la prestación de los servicios será responsabilidad del Departamento de 
Salud y no le es de aplicabilidad esta Ley, excepto en la medida aquí dispuesta.  Sin 
embargo, le continúan siendo aplicables las disposiciones federales que en su momento 
también atenderá la Asamblea Legislativa. 

 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

 
 Artículo 1.-Título de la Ley 
 

Esta Ley se conocerá como “Ley para la Educación de los Niños y Jóvenes con 
Discapacidades en Puerto Rico”. 

 
 Artículo 2.-Definiciones 
 

Para los propósitos de esta Ley, los siguientes términos tendrán el significado 
que a continuación se expresa:  
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a) Acomodo Razonable 
 
Modificación o ajuste al proceso o escenario educativo o de trabajo que 
permita al menor con discapacidad participar y desempeñarse en ese 
ambiente. Dicho acomodo incluye: el uso de libros de texto, programas de 
estudio, ambiente en el salón, instrucciones, transiciones y/o tiempo de 
tareas, escritura, matemáticas, pruebas y el manejo de la conducta, entre 
otros.   
 

(b)  Adaptación Curricular 
 

Adaptar el currículo del menor con discapacidad para que responda a su 
nivel de ejecución académico, de modo tal que, permita establecer metas 
anuales medibles que sean desafiantes, pero que, a su vez, también 
permitan medir el progreso de este a través del año escolar. 
 

(c)  Ambiente menos restrictivo 
 

En la mayor medida posible, los menores con discapacidades, incluyendo 
aquellos ubicados por el Comité de Programación y Ubicación (COMPU), 
en instituciones públicas o privadas u otras instituciones de cuidado, son 
educados con otros que no tienen discapacidades; y las clases especiales, 
escolarización separada, o cualquier otro tipo de remoción de los menores 
con discapacidades del entorno educativo regular, ocurrirá por 
disposición del Comité de Programación y Ubicación solo cuando la 
naturaleza o severidad de la discapacidad de un menor provoque  o cause 
que la educación en clases regulares no pueda lograrse satisfactoriamente, 
aún con el uso de ayudas y servicios suplementarios. 
 

(d)  Año escolar extendido 
 

Servicios educativos y relacionados que son provistos al menor con 
discapacidad; después de haber concluido el año escolar conforme al PEI 
desarrollado para este; y sin costo para los padres. Además, la Oficina 
Regional del Programa de Educación Especial y la Oficina Regional 
Educativa tendrán disponibles los servicios durante el año escolar 
extendido. Estos deben garantizar la provisión de una educación pública, 
gratuita y apropiada, conforme a lo aquí dispuesto. La necesidad de estos 
servicios debe determinarse caso a caso, cuando el COMPU determine, 
durante la preparación del PEI para algún año académico. No se podrán 
limitar, unilateralmente, los servicios del año escolar extendido a alguna 
de las categorías particulares de discapacidad; como tampoco, los tipos de 
servicios, cantidad o duración de estos. 
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(e)  Ayudas y servicios suplementarios 
 

Ayudas, servicios, y otros apoyos que son provistos en la sala de clase 
regular, en otros ambientes relacionados a la educación, y en ambientes 
extracurriculares y no académicos, para permitirle a los menores con 
discapacidades ser educados con otros (sin discapacidades) en la medida 
que sea apropiado para lograr el ambiente menos restrictivo. 
 

(f)  Comité de Programación y Ubicación o “COMPU” 
 

Grupo de personas con autonomía para tomar decisiones sobre 
elegibilidad y prestación de servicios educativos y relacionados de un 
menor con discapacidad, constituido para realizar las funciones expresas 
por esta Ley y cualquier otra que aplique al “IEP team”, según dispuesto 
por legislación federal. El Departamento no tendrá facultad para revocar 
unilateralmente las determinaciones del COMPU sino que debe convocar 
al padre, en la medida que se entienda necesario, para revisar o enmendar 
el PEI del menor con discapacidad. De igual forma, el padre o encargado 
podrá solicitar la referida reunión. 
 

(g)  Comunidad 
 

Vecindarios comprendidos dentro del área servida por una escuela.  
 

(h)  Currículo 
 

Programa o plan de estudio de una escuela o temario de un curso o 
materia del mismo. 
 

(i) Departamento de Educación o “Departamento” 
 

Se refiere al Departamento de Educación de Puerto Rico. 
 

(j)  Determinación de elegibilidad 
 

Procedimiento mediante el cual, luego de completarse la administración 
de evaluaciones, el padre junto a un grupo de profesionales calificados, 
determinan si el menor es un “menor con discapacidad”, según aquí 
definido y su necesidad educativa. 
 

(k) Diploma modificado o Certificación de Destrezas Académicas Funcionales 
y de Pre-empleo para Estudiantes con Discapacidades 
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El estudiante que recibe los servicios de educación especial y que participa 
en la corriente regular alcanzando los requisitos de graduación de 
secundaria, recibirá el diploma de graduación que otorga el Departamento 
al completar su cuarto año. No obstante, el Departamento desarrollará los 
mecanismos necesarios para otorgar un diploma modificado o 
certificación cuando aplique. 
 
1. Diploma modificado  
 

Estará disponible para aquellos menores que, por razón de su 
discapacidad, no logren alcanzar las competencias académicas 
requeridas, según lo contemplado para la obtención de un diploma 
general de secundaria, pero logran prepararse para el ejercicio de 
un oficio. Esto incluye, cuando el menor logra los estándares 
alternativos dispuestos en su programa educativo individualizado 
de aquellos establecidos para cursos vocacionales u ocupacionales 
que se rigen al amparo de los programas de la ley federal Carl D. 
Perkins, según enmendada, o cualesquiera otros fondos dispuestos 
para la preparación de menores con discapacidades para ejercer un 
empleo diestro. El diploma modificado deberá ser aceptado por las 
instituciones de educación básica, cuando el estudiante determina 
continuar sus estudios hacia una carrera vocacional o técnica. El 
referido diploma equivaldrá al diploma de cuarto año en el 
contexto laboral en que un patrono lo requiere como condición al 
empleo o contratación.  
 

2. Certificación de Destrezas Académicas Funcionales y de Pre-
empleo para Estudiantes con Discapacidades  

 
Estará disponible para aquellos menores que, por razón de su 
discapacidad, no logran alcanzar las competencias académicas 
requeridas, según lo contemplado para la obtención de un diploma 
general de secundaria, pero reúne una serie de habilidades, 
talentos, destrezas y competencias para el empleo. 
 

(l) Diseño universal. 
 

Concepto o filosofía para el diseño y entrega de productos y servicios que 
son utilizables por personas con la más amplia gama de capacidades 
funcionales incluyendo, productos y servicios directamente accesibles (sin 
requerir asistencia tecnológica), y, productos y servicios que sean 
compatibles con asistencia tecnológica. 
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(m) Educación especial 
 

1. Educación pública, gratuita, no sectaria, libre de discrimen y 
apropiada, fundamentada en una evaluación diseñada, 
especialmente, para atender sus necesidades particulares en un 
ambiente menos restrictivo. 
 

2. Educación especial incluye cada uno de los siguientes servicios, si 
estos, de otro modo, cumplen los requisitos de la definición antes 
brindada: 
 
A. Servicios de patología de habla y lenguaje, o cualquier otro 

servicio relacionado; 
 

B. Entrenamiento en orientación y movilidad. Proveer 
instrucción, según apropiada, al menor con discapacidad 
cognitiva significativa, o con alguna otra discapacidad que 
requiera esta instrucción; que les permita desarrollar 
conciencia sobre el ambiente en el cual viven; y aprender las 
destrezas necesarias para moverse efectivamente y de modo 
seguro de un lugar a otro dentro de ese ambiente (i.e. de la 
casa a la escuela, al trabajo y viceversa, y dentro de la 
comunidad). 
 

C. Educación técnica y vocacional - programas educativos 
organizados que están directamente relacionados a la 
preparación del menor con discapacidad para el empleo 
remunerado o no, o para preparación adicional para una 
carrera sin necesitar un bachillerato o grado avanzado. 
 

3. Otros términos individuales aquí utilizados se definen: 
 
A. Educación especialmente diseñada - Adaptar, según sea 

apropiado a las circunstancias educativas y funcionales del 
menor elegible, el contenido, metodología y provisión de los 
servicios educativos para encaminar las necesidades únicas 
que resulten de su discapacidad; y para garantizarle acceso 
al currículo general, de manera que alcance los estándares 
educativos establecidos. 
 

B. Educación Física - Desarrollo de aptitud física y motora; 
destrezas y patrones motores básicos; destrezas acuáticas, 
baile, juegos y deportes individuales y en equipo 
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(incluyendo deportes intramurales y a largo plazo). Esto 
incluye educación física adaptada, movimiento corporal y 
desarrollo motor. 
 

C. Sin costo - la educación especialmente diseñada es provista 
sin cargo, no excluye cargos incidentales normalmente 
requeridos a menores sin discapacidades o sus padres como 
parte del programa regular de clase. 
 

(n) Educación pública, gratuita y apropiada  
 

Educación especial y servicios relacionados que son provistos a costo 
público, bajo supervisión y dirección pública y sin costo alguno para el 
menor o sus padres, que cumple con los estándares del Departamento de 
Educación; e incluye una educación apropiada a nivel preescolar, 
elemental y secundaria; como también los servicios que son provistos 
conforme al programa educativo individualizado definido en esta Ley. 
 

(o)  Educación técnica y de carrera 
 

Tiene el significado brindado por la ley federal Carl D. Perkins, según 
enmendada, cuyos fondos se harán disponibles para la prestación de 
servicios de educación técnica y de carrera dispuestos en el programa 
educativo individualizado del menor con discapacidad. 
 

(p) Equipo 
 

El término “equipo” incluye maquinaria, utilidades, equipo integrado y 
cualquier anejo o estructura para albergar la maquinaria, utilidades o 
equipo integrado; como también todos los aditamentos necesarios para el 
funcionamiento de una facilidad para la provisión de servicios educativos, 
tales como: equipo instruccional y mobiliario; materiales educativos, tanto 
impresos como audiovisuales, equipo tecnológico; y libros, periódicos, 
publicaciones, documentos y otros materiales relacionados.  
 

(q)  Equipo de Asistencia Tecnológica   
 

Cualquier objeto, pieza de equipo, sistema de producto (adquirido 
comercialmente de una góndola, modificado o hecho a la medida), que se 
use para aumentar, mantener o mejorar las capacidades funcionales de un 
menor con discapacidades. El término no incluye equipo médico 
implantado quirúrgicamente o el reemplazo del mismo. 
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(r) Evaluación vocacional y de carrera 
 

Proceso abarcador y sistemático que, a través de la administración de 
pruebas y técnicas, formales e informales, enfocadas en la transición post 
secundaria del estudiante, evalúa e identifica las habilidades, fortalezas, y 
limitaciones físicas y mentales del menor con discapacidad. Esta 
evaluación incluye las áreas de interés ocupacional, estilos de aprendizaje, 
habilidades, autodeterminación, capacidades físicas y mentales y su 
relación con los requisitos de áreas de estudios y trabajos; como también, 
un análisis de la información médica, psicológica, social, educativa y 
ocupacional del estudiante y la identificación y recomendación de otros 
servicios que este necesite para lograr sus metas vocacionales o de empleo.   
 
1. Obligatoriedad. 

 
A. El servicio de evaluación vocacional y de carrera para el 

menor con discapacidad tiene que realizarse antes de iniciar 
el proceso de transición de este para garantizar su desarrollo 
pleno e integración al mundo laboral. 
 

B. La Oficina Regional del Programa de Educación Especial 
ofrecerá la evaluación vocacional y de carrera a todo menor 
con discapacidad que reciba servicios bajo el Programa de 
Educación Especial. 
 

C. El Secretario Asociado, a través de la Oficina Regional del 
Programa de Educación Especial, implantará todas aquellas 
medidas que sean necesarias para ofrecer la evaluación 
vocacional y de carrera a los menores con discapacidades. 
 

D. La evaluación vocacional y de carrera será administrada por 
profesionales, tales como: consejeros; consejeros escolares; 
maestros con preparación en transición postsecundaria y 
adiestramiento en evaluación vocacional, u otro personal de 
la agencia, que haya sido debidamente capacitado y 
adiestrado a estos fines; evaluadores vocacionales con 
maestría; y consejeros en rehabilitación licenciados. 
 

2. Procedimientos mínimos. 
 
A. Se realizará una evaluación inicial al menor con 

discapacidad al alcanzar los catorce (14) años. El propósito 
de esta evaluación será determinar sus habilidades, 
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intereses, aptitudes, limitaciones y capacidades funcionales, 
y opciones de ubicación, tomando en cuenta sus necesidades 
particulares. Lo anterior, para que el estudiante comience a 
conocer sus intereses expresados y evaluados, junto a las 
habilidades básicas que posee, como medio para iniciar el 
proceso de exploración de carreras y dar dirección a su 
transición secundaria. Se deberá considerar el uso de 
servicios y equipos de asistencia tecnológica que utiliza el 
menor y aquellos que podría utilizar. 
 

B. Posterior a la evaluación inicial, el menor con discapacidad 
recibirá una evaluación y consulta vocacional completa 
anualmente. Esta debe ser discutida en el COMPU del 
estudiante antes de este ser ubicado en una escuela o 
programa académico-vocacional de su interés, y de acuerdo 
a su necesidad particular como parte de su transición. 
 

C. El equipo que compone el Comité de Programación y 
Ubicación, se reunirá y discutirá los resultados de la 
evaluación vocacional y de carrera. El estudiante, según sea 
apropiado, deberá participar de esta reunión. 
 

D. Se desarrollarán metas, objetivos y actividades 
individualizadas en la sección de servicios de transición del 
programa educativo individualizado, basadas en los 
resultados de la evaluación vocacional y de carrera. 
 

E. El menor con discapacidad recibirá aquellos servicios 
recomendados en la evaluación vocacional y de carrera que 
sean necesarios para maximizar su funcionamiento 
académico, vocacional y ocupacional, incluyendo servicios y 
equipo de asistencia tecnológica. 
 

F. El referido a la Administración de Rehabilitación Vocacional 
del menor con discapacidad, en proceso de transición, 
deberá incluir copia del informe de resultados de la 
evaluación vocacional y de carrera, facilitándole al consejero 
en rehabilitación vocacional la mayor información posible 
para el análisis del caso y determinación de elegibilidad a los 
servicios.  No obstante, lo anterior no impide a las agencias 
concernientes alcanzar acuerdos para la prestación del 
servicio de evaluación vocacional y de carrera. 
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G. Todo menor con discapacidad que culmine la prestación de 
servicios por el Programa de Educación Especial (por edad), 
sin haber podido obtener el diploma regular de escuela 
superior, el diploma modificado o la Certificación de 
Destrezas Académicas, Funcionales y de Pre-Empleo, 
mantendrá su derecho a recibir un resumen de ejecución.  
 

(s)  Exceso en Costos  
 

Se refiere a aquellos costos que exceden el gasto anual promedio por 
estudiante de escuela elemental o secundaria en una Oficina Regional 
Educativa durante el año escolar anterior, según sea apropiado, y que 
debe ser computado luego de descontar las cantidades recibidas por 
asignaciones locales y federales para la educación general o educación de 
menores con discapacidades, como, la Ley para el Mejoramiento de la 
Educación de Individuos con Discapacidades, la Parte A del Título I de la 
Ley para la Educación Elemental y Secundaria de 1965; y bajo la Parte A 
del Título III de la antes mencionada Ley; y cualesquiera otros fondos 
Estatales o locales para programas que calificarían para asistencia bajo 
dichas disposiciones. 
 

(t)  Lenguaje primario  
 

En el contexto de un individuo con dominio limitado del español, significa 
el lenguaje normalmente utilizado por el individuo o, en el caso de un 
menor, el lenguaje normalmente utilizado por sus padres. 
 

(u)  Menor con discapacidad  
 

1. Para efectos de esta Ley, significa niños o jóvenes entre tres (3) y 
veintiún (21) años de edad, inclusive, con discapacidades 
intelectuales, problemas auditivos (incluyendo sordera), problemas 
de habla y lenguaje, impedimentos visuales (incluyendo ceguera), 
disturbios emocionales serios (referidos en esta Ley como 
“disturbios emocionales”), problemas ortopédicos, autismo, trauma 
cerebral, otros problemas de salud, o problemas específicos de 
aprendizaje; y quienes, por razón de su impedimento, necesita 
educación especial y servicios relacionados. Están incluidos, 
además, aquellos menores entre los tres (3) a nueve (9) años de 
edad, aquel que experimenta retraso en el desarrollo, según 
definido en esta ley, y conforme a los instrumentos de diagnóstico 
apropiados en las áreas pertinentes.  
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2. Si luego de un proceso de evaluación se determina que el menor 
solo necesita servicios relacionados y no educación especial, éste no 
será considerado uno con discapacidad para propósitos de esta 
Ley. 
 

3. Los términos individuales utilizados para propósitos de la 
definición de menor con discapacidad, significan: 
 
A. Retraso en el Desarrollo – menor entre los tres (3) a cinco (5) 

años que está experimentando retraso en su desarrollo, 
identificado y medido a través de procedimientos e 
instrumentos diagnósticos apropiados en una o más de las 
siguientes áreas: desarrollo físico, desarrollo cognitivo, 
desarrollo de la comunicación, desarrollo emocional o social, 
desarrollo adaptativo, y que por ello requiera servicios de 
educación especial y servicios relacionados. 
 

B. Las categorías incluidas en la definición de menor con 
discapacidad tienen los siguientes significados: 
 
(i) Autismo - Discapacidad del desarrollo que afecta 

significativamente la comunicación verbal y no verbal 
y la interacción social, generalmente evidente antes de 
los tres (3) años de edad. Otras características que 
generalmente se asocian al autismo son movimientos 
estereotipados y actividades repetitivas, resistencia a 
cambios en el ambiente y en la rutina diaria y 
respuestas atípicas a experiencias sensoriales. Las 
personas con autismo pueden presentar síntomas 
relacionados al deterioro cualitativo en las 
interacciones y patrones sociales, como también en la 
comunicación y patrones de comportamiento 
estereotipados y repetitivos. Esta condición causa una 
discapacidad severa y profunda en las cogniciones, el 
pensamiento, la sensación, el lenguaje, y la capacidad 
para relacionarse con otros, que continúan 
manifestándose y agravándose a lo largo del ciclo de 
vida. Las personas con este desorden poseen dificultad 
en el aprendizaje, la atención, desarrollo e interacción 
social, modulación de sensaciones y emociones. 
Además, poseen formas estereotipadas e inusuales de 
reaccionar ante situaciones sociales. El término no 
aplica a menores con disturbios emocionales, según 
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aquí definido. Un menor que manifiesta características 
de autismo después de cumplidos los tres (3) años 
puede ser incluido bajo esta categoría si reúne las 
características antes mencionadas. 
 

(ii) Daño cerebral por trauma - Daño al cerebro causado 
por fuerza física, que tiene como consecuencia una 
discapacidad funcional total o parcial, o una 
discapacidad sicosocial, o ambas, que afecta 
adversamente la ejecución educativa del menor. El 
término aplica a golpes o lesiones abiertas o cerradas 
en la cabeza que resultan en discapacidades en una o 
más áreas cognoscitivas, de lenguaje, memoria, 
atención, razonamiento, pensamiento abstracto, juicio, 
solución de problemas, habilidades motoras, 
perceptuales o sensoriales, conducta sicosocial, 
funciones físicas, procesamiento de información y 
habla. El término no aplica a daño cerebral congénito, 
degenerativo o perinatal. 
 

(iii) Disturbios emocionales – Condición por un largo 
período de tiempo exhibiendo de modo marcado una 
o más de las características aquí incluidas, que afecta 
adversamente el funcionamiento educativo: dificultad 
para aprender que no puede explicarse por factores 
intelectuales, sensoriales o de salud; dificultad para 
establecer o mantener relaciones interpersonales 
satisfactorias con sus compañeros y maestros; 
sentimientos y conducta inapropiada bajo 
circunstancias normales; estado afectivo generalizado 
de tristeza o depresión; tendencia a desarrollar 
síntomas físicos o miedos asociados con problemas 
personales o escolares; incluyendo, a personas con 
diagnóstico de esquizofrenia. El término no incluye a 
personas con desajuste social, a menos que se 
determine que estos tienen disturbios emocionales, 
según aquí definido. 
 

(iv) Problema ortopédico - Problemas ortopédicos severos 
que afectan adversamente la ejecución educativa del 
menor. El término incluye discapacidad por anomalías 
congénitas, problemas resultantes de una enfermedad 
(i.e. polio, tuberculosis ósea) y discapacidades 
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resultantes de otras causas (i.e. parálisis cerebral, 
amputaciones, fracturas o quemaduras que produzcan 
contracciones). 
 

(v) Problema visual, incluyendo ceguera – problema en la 
visión que, aún con corrección, afecta adversamente la 
ejecución educativa del menor. El término incluye 
visión parcial y ceguera. 
 

(vi) Discapacidades múltiples – Discapacidades en 
conjunto, según aquí definidas, y cuya combinación 
provoca necesidades educativas significativas que no 
pueden ser atendidas en un programa de educación 
especial para estudiantes que presentan una sola de 
dichas categorías. El término no incluye a menores 
sordos-ciegos, excepto, si tienen, además, otras 
discapacidades. 
 

(vii) Otros Problemas de Salud - Limitación de fuerza, 
vitalidad o atención, incluyendo un nivel de atención 
excesivo a estímulos del ambiente que resulte en la 
limitación de la atención al ambiente educativo que: 
sea por razón de problemas crónicos o agudos de 
salud, tales como condiciones del corazón, epilepsia, 
envenenamiento por plomo, tuberculosis, fiebre 
reumática, hemofilia, anemia falciforme, asma, déficit 
de atención con y sin hiperactividad, nefritis, leucemia, 
síndrome de Tourette o diabetes; y que afecten 
adversamente la ejecución educativa del menor. 
 

(viii) Problema auditivo - problemas de audición, sea 
permanente o fluctuante, que afectan la ejecución 
educativa del menor pero que no caen dentro de la 
definición de sordera provistas en esta Ley. 
 

(ix) Problemas de habla o lenguaje - Desorden de 
comunicación tales como tartamudez, errores de 
articulación, desorden de la voz o problema del 
lenguaje que afecta adversamente la ejecución 
educativa del menor. 
 

(x) Problemas específicos de aprendizaje – en general, 
significa un desorden en uno o más de los procesos 
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psicológicos básicos envueltos en la comprensión o en 
el uso del lenguaje, ya sea hablado o escrito, y que 
puede manifestarse en dificultad para escuchar, 
pensar, hablar, leer, escribir, deletrear o realizar 
cálculos matemáticos. Incluye, condiciones como 
discapacidades perceptuales, daño cerebral, disfunción 
cerebral mínima, dislexia y afasia del desarrollo. Este 
término no incluye problemas de aprendizaje que sean 
primordialmente resultado de problemas visuales, 
auditivos o motores, discapacidad intelectual, 
disturbios emocionales o por factores socioculturales, 
ambientales o desventaja económica. 
 

(xi) Discapacidad intelectual – funcionamiento intelectual 
general significativamente bajo el promedio, junto a 
deficiencias en la conducta adaptativa y que se 
manifiesta durante el desarrollo y afecta el desempeño 
educativo del menor. 
 

(xii) Sordera – Problemas o deterioro auditivo tan severo 
que dificulta al menor el procesamiento de 
información lingüística mediante la audición, con o sin 
amplificación, y que afecta adversamente su ejecución 
educativa.  
 

(xiii) Sordera y ceguera o “sordo-ciego” - Presencia conjunta 
de deterioro auditivo y visual, cuya combinación causa 
necesidades en el área de comunicación, del desarrollo 
y del aprendizaje, de tal naturaleza que no pueden ser 
atendidas en programas educativos especiales 
diseñados sólo para personas con discapacidad 
auditiva o con discapacidad visual. 
 

(v)  Notificación previa y escrita   
 

Documento que debe proveerse por la ORPEE, siempre que se proponga 
iniciar o cambiar, o, rechace iniciar o cambiar la identificación, ubicación, 
evaluación o la provisión de educación especial y/o servicios relacionados 
de un menor con discapacidad, dará notificación escrita al padre, previo a 
que inicien, cambien o cesen los servicios. Esta notificación tiene que 
cumplir con los requisitos federales de contener: 
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1.  una descripción de cualquier acción que la agencia proponga o 
rechaza;  

 
2.  una explicación de las razones para proponer o rechazar tal acción;  
 
3.  una descripción de otras opciones que fueron consideradas y las 

razones para descartarlas;  
 
4.  una descripción de cada procedimiento de evaluación, prueba, 

expediente o informe utilizado como base para la acción propuesta 
o rechazada;  

 
5.  una declaración de que los padres tienen derechos que les protegen 

y que describa cómo pueden obtener una copia del documento 
titulado “Derechos de los Padres”; y  

 
6.  fuentes accesibles para obtener ayuda para comprender las leyes 

relacionadas con la educación de los menores con discapacidades. 
 

(w)  Oficina Regional del Programa de Educación Especial u ORPEE 
 

Se refiere al componente de la Secretaría Asociada del Programa de 
Educación Especial ubicado dentro de las oficinas regionales educativas, 
creadas al amparo de la Ley 85-2018, según enmendada, conocida como 
“Ley de Reforma de Educativa”. Las ORPEE’s responderán directa y 
exclusivamente a la Secretaría Asociada, en atención a la autonomía 
administrativa, docente y fiscal que le fuera conferida a esta última.  
 

(x) Oficina Regional Educativa  
 

Unidad funcional del Departamento bajo la dirección de un 
Superintendente Regional, a cargo de ejecutar labores académicas y 
administrativas sobre las escuelas comprendidas en su región, según lo 
dispuesto en la Ley 85, antes citada. 
 

(y) Padre o madre  
 

Se refiere al padre o madre natural, adoptivo o sustituto de un menor con 
discapacidad, incluyendo un custodio (que no sea el Departamento de la 
Familia o sus empleados si el menor se encuentra bajo la custodia del 
Estado); un individuo actuando en el lugar de un padre o madre natural o 
adoptivo (incluyendo abuelo, padrastro, u otro familiar) con quien este 
vive, o un individuo legalmente responsable de su bienestar; o un 
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individuo asignado a servir como padre sustituto bajo las disposiciones 
federales aplicables con las excepciones allí establecidas. 
 

(z) Programa Educativo Individualizado o PEI  
 

Es una declaración escrita, que es desarrollada, enmendada y revisada 
para cada menor con discapacidad: 
 
1. Que incluya: 

 
A. una declaración de los niveles actuales de ejecución 

funcional y logros académicos del menor, incluyendo, cómo 
la discapacidad afecta su participación y progreso en el 
currículo general de educación; para menores preescolares, 
según apropiado, como la discapacidad afecta su 
participación en actividades apropiadas; y para menores que 
toman las evaluaciones alternas alineadas a estándares 
alternativos de logros, una descripción de las metas u 
objetivos a corto plazo;  
 

B. una declaración de las metas anuales medibles, incluyendo 
metas académicas y funcionales, diseñadas para atender las 
necesidades del menor que resultan de su discapacidad para 
permitirle involucrarse y progresar en el currículo general 
de educación y atender cada necesidad educativa que resulte 
de su discapacidad; 
 

C. una descripción de cómo se medirá su progreso hacia las 
metas anuales establecidas para éste y, cuándo se proveerán 
informes periódicos de su progreso hacia estas metas 
anuales (tales como, informes a mitad de semestre u otros 
informes periódicos, concurrentes a cuando se realizan los 
reportes de notas);  
 

D. una declaración de los servicios de educación especial y 
servicios relacionados, y las ayudas y servicios 
suplementarios, en la medida que sea práctico, con base 
científica, serán provistos al menor, o a nombre de este, y 
una declaración de las modificaciones al programa o apoyos 
al personal escolar que serán provistos para que avance 
apropiadamente hacia las metas anuales, participe y 
progrese en el currículo general de educación conforme a su 
nivel de ejecución, participe en actividades extracurriculares 
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y otras no académicas, y para que sea educado y participe 
con otros con y sin discapacidades en las actividades aquí 
descritas;  
 

E. una explicación del alcance, si alguno, en que el menor no 
participará con otros sin discapacidades en la sala regular y 
en las actividades en que participan sus pares con y sin 
discapacidades;  
 

F. una declaración de cualquier acomodo individual apropiado 
que sea necesario para medir su logro académico o ejecución 
funcional en las pruebas estatales, locales y/o distritales; y 
 

G. si el COMPU determina que este deberá tomar pruebas 
alternas para la medición de sus logros, una declaración de 
los motivos por los que no puede participar en la prueba 
regular y una declaración de que la prueba alterna 
seleccionada en particular, es la apropiada;  
 

H. la fecha proyectada de comienzo de cada servicio y 
modificaciones descritas, la frecuencia anticipada, 
localización, y duración de dichos servicios y 
modificaciones; y 
 

I. comenzando no más tarde que el PEI que estará vigente 
cuando el menor cumpla 16 años, y actualizado anualmente 
a partir de entonces: 
 

(i) el PEI incluirá metas postsecundarias medibles 
apropiadas con base en pruebas de transición 
apropiadas a la edad del menor, en cuanto a 
adiestramiento, educación, empleo, y cuando sea 
apropiado, destrezas de vida independiente;  
 

(ii) los servicios de transición (incluyendo cursos de 
estudio) necesarios para ayudarle a alcanzar dichas 
metas; y 
 

(iii) comenzando no más tarde de un (1) año antes que el 
menor con discapacidad alcance los 21 años, una 
declaración de que este ha sido informado de los 
derechos que le fueran otorgados en virtud de esta 
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Ley, si alguno, que le serán transferidos al alcanzar la 
mayoría de edad.  
 

2. Nada en esta definición debe interpretarse a los efectos de requerir 
que se incluya en el PEI información adicional, más allá de la 
expresamente aquí requerida o, que el COMPU incluya 
información bajo una sección del PEI que ya ha sido incluida bajo 
otra sección del mismo. 

 
(aa) Remedio provisional  
 

Procedimiento creado para proveer servicios relacionados y de apoyo, 
tales como, evaluaciones, terapias, transportación, asistente de servicios, 
intérprete y servicios de asistencia tecnológica, a través de un proveedor 
privado, identificado por los padres, cuando la agencia no tiene 
disponible el servicio o este no es cordinado en un término de treinta (30) 
días contados desde la fecha en que fue concedido por el Comité de 
Programación y Ubicación o COMPU. No obstante, un juez 
administrativo, u otra autoridad competente, podrá ordenar que el 
servicio se provea a través del remedio provisional.  
 

(bb) Resumen de ejecución  
 

1. Herramienta que recoge y evidencia el desempeño del menor al 
terminar el proceso de transición postsecundaria en la escuela.  Este 
documento tiene que incluir: 
 

A. la información personal del menor;  
 

B. las metas post secundarias establecidas en el PEI;  
 

C. los tipos de avalúos (“assessment”) utilizados;  
 

D. un resumen de ejecución distribuido por áreas académicas;  
 

E. recomendaciones en cuanto a los acomodos y las modificaciones 
adicionales que se entiendan necesarias; 
 

F.  y los nombres de las personas que confeccionaron este 
documento.  
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2. El resumen de ejecución se discutirá con el menor y sus padres cuando 
este vaya a moverse de la escuela, ya sea porque obtuvo su diploma 
general o por alcanzar la mayoría de edad, a saber, veintiún (21) años.  
 

3. La Oficina Regional del Programa de Educación Especial se asegurará 
de que la copia original del resumen de ejecución sea entregada al 
menor y mantendrá una copia en el expediente.   
 

(cc) Secretario de Educación  
 

Se refiere al Secretario del Departamento de Educación de Puerto Rico. 
 

(dd)  Secretario Asociado  
 

Se refiere al Secretario Asociado, responsable por la sana administración y 
operación eficiente de la Secretaría Asociada del Programa de Educación 
Especial creada por virtud de esta Ley, incluyendo, ser responsable de la 
supervisión general de todo programa que preste servicios educativos y 
relacionados, ya sean estos brindados por algún organismo 
gubernamental o mediante contratación privada. 
 

(ee) Servicios de asistencia tecnológica   
 

1. Cualquier servicio que ayude, directamente, a un menor con 
discapacidad en la selección, adquisición o uso de un equipo de 
asistencia tecnológica.  
 

2. El término incluye:  
 
A. la evaluación de las necesidades del menor, incluyendo una 

evaluación funcional en su ambiente natural;  
 

B. compra o alquiler de equipos asistivos;  
 

C. selección, diseño, ajuste, modificación, instalación, 
mantenimiento, reparación o reemplazo del equipo asistivo; 
 

D. coordinación u ofrecimiento de terapias, intervenciones o 
servicios con el equipo asistivo tales como, aquellos 
asociados con los planes y programas educativos y de 
rehabilitación;  
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E. adiestramiento o asistencia técnica para el menor, y cuando 
se entienda apropiado, para su familia; y  
 

F. adiestramiento o asistencia técnica a profesionales 
(incluyendo a quienes proveen servicios educativos o de 
rehabilitación), patronos, u otros individuos que provean 
servicios para emplear, o que estén sustancialmente 
involucrados en las principales áreas de vida del menor. 
 

(ff)  Servicios de transición  
 

Serie de actividades coordinadas para un menor con discapacidad que: 
 
1. se diseñan dentro de un proceso dirigido a resultados, enfocado en 

mejorar los logros académicos y funcionales del menor con 
discapacidad para facilitar su movimiento de la escuela a 
actividades post-escuela, incluyendo educación post-secundaria, 
educación técnica y vocacional, empleo integrado (incluyendo 
empleo con apoyos), educación continua o de adultos, servicios a 
los adultos, vida independiente, o participación comunitaria;  
 

2. se basan exclusivamente en sus necesidades individuales, tomando 
en consideración sus fortalezas, preferencias e intereses; e  
 

3. incluye instrucción, servicios relacionados, experiencias 
comunitarias, desarrollo de empleo y otros objetivos de la vida 
como adulto, y, cuando sea apropiado, el adquirir destrezas de vida 
diaria y evaluación vocacional funcional. 
 

4.  Para propósitos de transición, “assessment” se refiere al método 
sistemático utilizado para recopilar y organizar información sobre 
los intereses, habilidades, fortalezas, temperamentos y áreas de 
necesidad del menor. El proceso de “assessment” debe abarcar las 
edades entre los doce (12) a catorce (14) años. Esto permitirá 
recopilar información para el diseño apropiado de las metas 
postsecundarias en el plan de transición, el cual es parte de la 
evaluación vocacional y de carreras requerida. 

 
(gg)  Servicios relacionados  
 

1. Transportación y otros servicios del desarrollo, correctivos o de 
apoyo diseñados para permitirle al menor con discapacidad recibir 
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una educación pública, gratuita y apropiada conforme a su 
programa educativo individualizado. 
 

2. Estos servicios incluyen aquellos pertinentes a:  
 

A. patología de habla y lenguaje, 
 

B.  audiología,  
 

C. intérpretes de señas,  
 

D. evaluaciones psicológicas,  
 

E. terapia ocupacional y física,  
 

F. recreación, (incluyendo terapéutica) 
 

G. trabajo social,  
 

H. enfermería escolar  
 

I.  consejería (incluyendo consejería en rehabilitación), 
 

J.  orientación y movilidad,  
 

K. médicos para propósitos de evaluación y diagnóstico y 
 

L. consejería y formación para los padres de los menores con 
discapacidad.  

 
3. Se definen de modo individual los términos mencionados en esta 

definición como:  
 
A. Audiología - incluye la identificación del menor con pérdida 

auditiva; determinación del grado y naturaleza de la pérdida 
auditiva, incluyendo referido para atención médica u otros 
profesionales para la rehabilitación de la audición; provisión 
de actividades habilitativas tales como: para habilitar el 
lenguaje, adiestramiento auditivo, lectura de labios, 
evaluación auditiva y conservación del lenguaje; creación y 
administración de programas para la prevención de pérdida 
auditiva; orientación y guías a menores, padres y maestros 
sobre la pérdida auditiva; y determinación de las 
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necesidades para la amplificación individual o grupal, 
selección y ajuste de ayuda apropiada, y evaluación de la 
efectividad del amplificador. 
 

B. Servicios en Consejería - Servicios provistos por trabajadores 
sociales calificados, psicólogos u otro personal calificado. 
 

C. Identificación y cernimiento temprano de las discapacidades 
del menor - Implementación de un plan formal para 
identificar una discapacidad tan temprano como sea posible 
en su vida. 
 

D. Servicios de interpretación - en el contexto de un menor 
sordo o con sordera son servicios de traducción a signos 
escritos, lenguaje de señas interpretación, transcripción y 
otros servicios de interpretación para sordos-ciegos. 
 

E. Servicios médicos - servicios prestados por un médico, 
licenciado en Puerto Rico, para determinar si la discapacidad 
del menor amerita que se le brinde educación especial y 
servicios relacionados. 
 

F. Terapia ocupacional – servicios provistos por un terapista 
ocupacional calificado que, mediante una intervención 
temprana, persiguen:  
 
(i) mejorar, desarrollar o restaurar funciones afectadas, o 

perdidas, durante una enfermedad, lesión o 
privación;  
 

(ii) mejorar la habilidad para realizar tareas diarias o para 
funcionar de modo independiente, si hay pérdida de 
funciones o estas han sido afectadas.  
 

G. Servicio de orientación y movilidad - servicios provistos por 
personal calificado a los estudiantes ciegos o con problemas 
visuales para que estos puedan moverse, en sus ambientes 
(escuela, comunidad y hogar), de forma segura.  
 

H. Servicios de consejería y adiestramiento a padres – ayudar a 
los padres a entender las discapacidades del menor y que 
adquieran las destrezas necesarias que les permitan apoyar 
la implementación del PEI. Estos servicios incluyen, además, 
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proveerles información sobre el desarrollo de los menores 
con discapacidad bajo su custodia. 
 

I. Terapia física - servicios que provee un terapista físico según 
el diagnóstico o referido de un médico autorizado para el 
ejercicio de la medicina en Puerto Rico; y conforme los 
requisitos de la Ley Núm. 114 de 29 de junio de 1962, según 
enmendada, la cual regula el ejercicio de la profesión de 
Terapia Física o Fisioterapia en Puerto Rico. 
 

J. Servicios psicológicos - administración de pruebas 
psicológicas y educativas, y otros procedimientos de 
cernimiento; interpretar los resultados del cernimiento; 
obtener, integrar e interpretar información sobre la conducta 
y condiciones del menor relacionadas al aprendizaje; 
consultar otro personal en la planificación de los programas 
escolares para que respondan a sus necesidades educativas 
particulares, según indicado en las pruebas psicológicas, 
entrevistas, observaciones directas y evaluaciones 
conductuales; planificar y manejar un programa de servicios 
psicológicos, incluyendo servicios de consejería para estos y 
sus padres; y asistir en el desarrollo de estrategias de 
intervención para una conducta positiva. 
 

K. Recreación - incluye cernimiento del tiempo y uso del 
tiempo de ocio; servicios recreativos terapéuticos; programas 
recreativos en la escuela y en las agencias en la comunidad; 
y educación en el manejo y uso del tiempo de ocio. 
 

L. Servicios de Consejería en Rehabilitación - servicios 
provistos por personal calificado en sesiones individuales o 
grupales, que se enfocan, específicamente, en asistir al 
menor con discapacidad en la selección y el desarrollo de 
una carrera profesional, la preparación para ejercer algún 
empleo o profesión, alcanzar la independencia e integración 
en el ámbito laboral y en su comunidad. El término también 
incluye servicios en rehabilitación vocacional provistos por 
programas sufragados con fondos de la Ley de 
Rehabilitación de 1973, según enmendada. 
 

M. Servicios de Salud Escolar y Servicios de Enfermería Escolar 
-  servicios que son diseñados para permitirle recibir la 
educación pública, gratuita y apropiada descrita en el PEI 
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del menor. Los servicios de enfermería escolar son provistos 
por una enfermera escolar calificada. Los servicios de salud 
en la escuela son servicios que pueden ser provistos por una 
enfermera escolar calificada o por otra persona calificada. 
 

N. Servicios de trabajo social en la escuela - incluye preparar 
informes en cuanto al historial social y el desarrollo del 
menor con discapacidad; como también brindar consejería, 
individual o grupal, a este y a su familia; trabajar, junto a los 
padres y otras partes involucradas en alguna situación o 
incidente (ya sea en su hogar, escuela o comunidad), que 
afecte que se ajuste a la vida escolar. Estos servicios 
incluyen, además, mover los recursos de la escuela y 
comunidad que le permitan al estudiante aprender y asistir 
en el desarrollo de estrategias de intervención que 
promuevan una conducta positiva. 
 

O. Servicios de patología de habla y lenguaje - incluye 
identificar el menor con problemas del habla y lenguaje; 
diagnosticar e informar los problemas específicos del habla y 
lenguaje que identifique en el menor referir al menor a algún 
profesional médico o especialista en patología del habla 
cuando entienda que es necesario para su habilitación del 
habla y lenguaje; ofrecer consejería y dirección a padres, 
menores y maestros sobre los problemas de habla y lenguaje. 
 

P. Servicios de transportación - incluye el viaje de ida y vuelta a 
la escuela y aquel que ocurre entre varias escuelas; el viaje 
dentro y alrededor de los edificios escolares; y proveer el 
equipo especializado (como guaguas especializadas o 
adaptadas con elevador y rampa), de ser necesario para 
transportar al menor eficazmente. 
 

4. El alcance de los servicios relacionados no incluye aquellos 
artefactos implantados quirúrgicamente o el reemplazo, o mejora, o 
mantenimiento de estos. Sin embargo, nada de lo anterior, limita el 
derecho que ostenta un menor que tiene implantado, 
quirúrgicamente, un artefacto de recibir los servicios relacionados 
que sean determinados por el COMPU que sean necesarios para 
beneficiarse de una educación pública, gratuita y apropiada. 
Tampoco se limita la responsabilidad de la agencia de monitorear y 
dar mantenimiento a los artefactos médicos necesarios para 
mantener su salud y garantizar su seguridad mientras esté en la 
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escuela o sea transportado desde, o hacia esta. Esto tampoco 
impide que se verifique, rutinariamente, algún componente externo 
de un artefacto implantado, quirúrgicamente, para asegurarse que 
esté funcionando de manera apropiada; ni que se, coteje 
rutinariamente los equipos auditivos y componentes externos de 
equipos médicos implantados quirúrgicamente.  

 
5.   La Oficina Regional del Programa de Educación Especial se 

asegurará de que los equipos auditivos usados en la escuela por 
estudiantes con problemas auditivos, incluyendo sordera, estén 
funcionando apropiadamente; de igual forma los componentes 
externos de equipos implantados quirúrgicamente. No obstante, la 
ORPEE ni la Oficina Regional Educativa serán responsables por el 
mantenimiento, programación o reemplazo post-quirúrgico del 
equipo médico que ha sido implantado quirúrgicamente ni de 
algún componente externo del mismo. 

 
(hh) Ubicación unilateral  
 

Ubicación del menor con discapacidad, realizada por sus padres, en una 
escuela privada luego de que estos rechazarán el programa educativo 
individualizado desarrollado por el Departamento conforme a las 
disposiciones de esta Ley. No se incluyen en este término aquellos 
menores con discapacidad para quienes la ORPEE aún no ha preparado y 
presentado una propuesta de servicios educativos y relacionados 
apropiados a sus necesidades particulares. 
 

 Artículo 3.-Declaración de Política Pública  
 

El Gobierno de Puerto Rico se reafirma en su compromiso de fomentar el 
derecho constitucional de toda persona a una educación gratuita que propenda al pleno 
desarrollo de su personalidad y al fortalecimiento del respeto de los derechos del 
hombre y de las libertades fundamentales. Para lograr este propósito, se declara esta 
política pública que maximiza los derechos del menor con discapacidad y los de sus 
padres, conducente a impulsar el desarrollo de este al máximo de su capacidad. Lo 
anterior, teniendo como meta su progreso continúo hasta prepararle para un mundo 
cambiante mediante resultados medibles. 

 
Por medio de esta política pública, declaramos que el desarrollo de los menores 

con discapacidades tiene que estar enmarcado en el contexto de garantizar el maximizar 
que en su vida adulta pueda ser una persona plenamente desarrollada e integrada a 
nuestra sociedad pudiendo, hasta donde sus capacidades le permitan, ser un individuo 
independiente. Asimismo, es imprescindible reconocer que la provisión de una 
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educación pública, gratuita y apropiada es esencial para el desarrollo pleno del menor 
con discapacidad a nivel educativo y salubrista. 

 
No hay duda que la escuela es uno de los laboratorios de la vida más 

importantes en un ser humano. La escuela, entonces, se convierte en un propulsor 
dinámico de cambio para el proceso de inclusión de los menores con discapacidades en 
la corriente regular. Esta Política Pública promueve con carácter de urgencia, una 
reforma sistémica que atiende realmente la raíz de los retos que tenemos en cuanto a 
Educación Especial. Con la aprobación de diversa legislación en la pasada década, 
Puerto Rico ha evolucionado sobre su visión de lo que son las personas con 
discapacidades. De una acción inicial de rechazo, segregación, integración, hemos 
evolucionado hacia la inclusión. Ya Puerto Rico está preparado para moverse a un 
próximo nivel, que se establece en esta Ley para lograr una coordinación efectiva entre 
las ideas y el servicio educativo integrado dentro de un marco conceptual de la 
inclusión de los menores con discapacidades, en la medida que sea apropiado para la 
atención de sus necesidades educativas particulares.  

 
Esta política pública pretende garantizar:  
 
(a) Una educación pública, gratuita y apropiada, en el ambiente menos 

restrictivo o más apropiado, especialmente diseñada de acuerdo a las 
necesidades individuales del menor con discapacidad y con todos los 
servicios relacionados, auxiliares y suplementarios indispensables para el 
desarrollo de sus capacidades. Lo anterior, estará basado en un contenido 
curricular bilingüe, según se establezca en su programa educativo 
individualizado dentro de un marco de inclusión;  
 

(b) la participación activa y significativa de los padres y los menores con 
discapacidad, en estos procesos, , es indispensable en la medida que las 
decisiones que en estos se toman están relacionadas, directamente, con su 
futuro;  
 

(c) que se realicen actividades que promuevan la inclusión de los menores 
con discapacidad y sus familias en sus respectivas comunidades;  
 

(d) que se estableza un sistema de manejo de información confidencial y 
costo-efectivo maximizando  los recursos del Estado;  
 

(e) recibir y ventilar querellas en relación a los derechos del menor con 
discapacidad o sus padres, de forma justa, imparcial, expedita y que 
garantice la continuidad de los servicios;  
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(f) el diseño de un programa educativo individualizado que atienda las 
necesidades educativas y nivel de funcionamiento del menor en cada área 
de desarrollo; 
 

(g) que toda reglamentación, implementación o interpretación de esta Ley 
tenga como finalidad proteger, defender y vindicar los derechos de las 
personas con discapacidad, conforme a lo dispuesto en la Ley 238-2004, 
según enmendada, conocida como “La Carta de Derechos de las Personas 
con Impedimentos”. 

  
(a) Autonomía Administrativa. 

 
La Secretaría Asociada del Programa de Educación Especial tendrá 
autonomía para planificar e implantar los procesos administrativos para el 
logro de una gestión educativa efectiva de modo directo o a través de las 
ORPEE’s, las cuales serán dirigidas por un Director Asociado y contarán 
con su propio personal de apoyo para viabilizar la prestación de los 
servicios especializados a los menores con discapacidad. Este personal, 
será nombrado por el Secretario Asociado del Programa y se compondrá, 
en primera instancia, de recursos humanos reasignados o trasladados de 
los once (11) Centros de Servicios de Educación Especial los cuales serán 
consolidados en las nuevas ORPEE’s; como también personal del propio 
Departamento de Educación, u otras agencias, mediante el mecanismo de 
modalidad en conformidad con las disposiciones de la Ley 8-2017, según 
enmendada, conocida como “Ley para la Administración y 
Transformación de los Recursos Humanos en el Gobierno de Puerto Rico”. 
Todo el personal reasignado o trasladado, mediante este mecanismo, a la 
Secretaría Asociada, retendrá todos los derechos, privilegios, obligaciones, 
beneficios marginales y el sueldo base que ostentaba antes de realizarse el 
movimiento; salvo que éste llegue a otro acuerdo al momento de 
realizarse la movilidad. De no existir, dentro del Gobierno de Puerto Rico, 
el recurso humano que pueda llevar a cabo las funciones aquí dispuestas, 
se procederá al reclutamiento externo.  
 
De otra parte, además de tomar decisiones y realizar acciones dirigidas a 
agilizar su funcionamiento y operación la Secretaría Asociada: 
 
1. diseñará, en un término no mayor de noventa (90) días desde la 

aprobación de esta Ley, una evaluación de personal que incluya, 
entre las variables a incorporarse, aquellas que recojan el grado de 
satisfacción de los padres de los menores con discapacidades con 
los servicios que reciben y su calidad. Esta evaluación, será 
integrada al plan de evaluación requerido por la Ley 85-2018, según 
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enmendada, conocida como “Ley de Reforma Educativa de Puerto 
Rico”, de modo tal que, comprenda lo pertinente a la atención de 
los menores con discapacidades, en aras de mejorar los servicios a 
esta población;   
 

2. La Secretaría Asociada presentará un informe anual a la Asamblea 
Legislativa no más tarde de 31 de marzo de cada año, que:  
 
A. contenga las actividades de desarrollo profesional que 

proveerá al personal de la Secretaría Asociada las cuales 
deben ser confeccionadas y diseñadas tomando en 
consideración el insumo y el grado de satisfacción de los 
padres con los servicios y educación que reciben sus hijos 
con discapacidades.  
 

B. dicho plan para el desarrollo profesional será preparado con 
la participación de los padres; 
 

C. la Secretaría Asociada será responsable y, lo incluirá como 
parte de un informe de logros las políticas y/o 
procedimientos adoptados y la fecha de adopción de estos 
como también una certificación de haberlas adoptado 
conforme a la Ley 38-2017, según enmendada, “Ley de 
Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de 
Puerto Rico”. 
 

(b) Autonomía Docente  
 
La Secretaría Asociada tendrá autonomía docente.  Esto implica libertad 

para desarrollar los currículos especialmente adaptados a las necesidades 
particulares del menor con discapacidad mediante la adaptación y/o 
modificación del currículo según sea necesario.   

 
La Secretaría Asociada se podrá organizar siguiendo diferentes esquemas 

y modalidades de servicios, incluyendo horarios que se consideren adecuados 
para alcanzar las metas de excelencia educativa a las que se aspiran. 

 
(c) Autonomía Fiscal  

 
Como parte de su autonomía fiscal, la Secretaría Asociada podrá: 
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1. Elaborar su petición de presupuesto necesario para su 
funcionamiento la cual será incluida en la petición y presentación 
de presupuesto del Departamento de Educación; 
 

2. Establecer los controles necesarios para garantizar y fiscalizar el 
buen uso de su presupuesto; 
 

3. Reprogramar los fondos asignados que no se encuentren obligados, 
mediante alguna Ley, o las economías generadas o cualesquiera 
otros balances existentes, de acuerdo a las prioridades de los 
servicios;  
 

4. Establecer su propia División de Compras y de Disposición de 
Propiedad Excedente, a través de la cual realizará los procesos de 
compras relacionadas a los servicios especializados requeridos por 
los menores con discapacidades y de disposición de propiedad 
excedente compatible con el Sistema de Información Financiera del 
Departamento de Educación. El Secretario Asociado establecerá su 
propio sistema de compras de bienes y suministros y de servicios 
auxiliares y de disposición de propiedad excedente; y adoptará la 
reglamentación necesaria para regir estas funciones dentro de sanas 
normas de administración y economía. Además, la reglamentación 
que se adopte deberá disponer de un sistema de compras que sea 
ágil y eficiente, y a su vez, será promulgado en un término no 
mayor de ciento veinte (120) días luego de la aprobación de esta 
Ley. 
 

5. La Secretaría Asociada comparecerá, anualmente, ante la Asamblea 
Legislativa como parte del proceso de análisis y consideración del 
presupuesto del Departamento de Educación. 
 

6. La Secretaría Asociada preparará un informe anual de gastos 
detallado el cual, no sólo será entregado a la Asamblea Legislativa, 
sino que, además, será publicado, electrónicamente, en o antes del 
30 de abril de cada año, para conocimiento general. Dicho informe, 
contendrá las partidas presupuestarias y gastos incurridos, pero sin 
limitarse a, los siguientes servicios: 
 
A. evaluaciones administradas y servicios relacionados por 

contratación de la agencia o por remedio provisional; 
 

B. evaluaciones educativas independientes; 
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C. adquisición de equipos de asistencia tecnológica; 
 

D. ubicaciones privadas a costo público, sea por determinación 
de COMPU o determinación de un foro administrativo o 
judicial; 
 

E.  gastos en docentes en salas de clase; 
 
F.  gastos en otro personal, incluyendo, aquel docente en 

funciones administrativas; y 
 
G.  gastos en construcción por barreras arquitectónicas. 
 

7. Se faculta a la Secretaría Asociada a aceptar, usar y administrar 
donaciones de toda clase de bienes que serán invertida en servicios 
directos a menores con discapacidades. Disponiéndose, que la 
aceptación de las referidas donaciones, se harán a nombre de la 
propia Secretaría Asociada. Asimismo, se establece que se debe 
adoptar, mediante reglamento, los procedimientos necesarios para 
la administración y contabilización interna de los donativos. 
 

8. Igualmente, será responsabilidad del Secretario Asociado, lo 
siguiente: 
 
A. Publicar anualmente en o antes del 31 de julio de cada año, 

el monto total de los donativos recibidos durante el 
transcurso del año fiscal anterior y, si el mismo fue 
destinado a una escuela o proyecto en particular; 
 

B. Del donativo no haber sido hecho para una escuela o 
proyecto en particular, previamente definido por quien hace 
la donación, la Secretaría Asociada identificará en consulta 
con los padres de cada Oficina Regional del Programa de 
Educación Especial, las áreas en las cuales el donativo hace 
más falta y puede ser usado de modo que impacte 
directamente a los menores con discapacidades;  
 

C. Esta determinación del uso del donativo será hecha en un 
término no mayor de noventa (90) días, luego del recibo del 
mismo. 
 

D. Del donativo no ser utilizado del modo establecido o en el 
período dispuesto:  
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(i) el mismo, de haber sido monetario, será remitido al 
Fondo General del Gobierno de Puerto Rico, pero el 
Secretario del Departamento de Hacienda vendrá 
obligado a separarlo y destinarlo para el pago de 
honorarios de los Defensores de Menores con 
Discapacidad creados por esta Ley;  
 

(ii) del donativo consistir en equipos o materiales, serán 
destinados para las necesidades que pueda tener la 
Unidad Secretarial de Querellas y Remedio 
Provisional aquí creada. 
 

9.   Establecerá en cada Oficina Regional Educativa, el siguiente 
componente operacional:  

 
(i) una Oficina Regional del Programa de Educación Especial 

con su correspondiente personal, el cual se compondrá, 
mínimamente, de: 

 
(I)  un director asociado; 
 
(II)  un facilitador del Programa de Educación Especial 

por municipio, dentro de la jurisdicción de cada 
Oficina Regional Educativa; 

 
(III)  coordinadores de servicios del Programa de 

Educación Especial quienes serán el apoyo clerical 
para entrar datos, coordinar evaluaciones u otros 
servicios relacionados y completar formularios para 
el registro de los menores que se sospeche puedan 
ser elegibles al Programa de Educación Especial. 

 
(IV) un oficial de compra y pagos en cada Oficina 

Regional Educativa; 
 
(V) un coordinador de divulgación y participación; 
 
(VI)  un oficial de prácticas. 
 

(ii) oficiales administrativos para manejar los asuntos 
relacionados a presupuesto, recursos humanos, compras y 
pagaduría, entre otros; 
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(iii) para un oficial coordinar adiestramientos, establecer el 
centro de investigación y capacitación creado por esta Ley y 
para la monitoría de cumplimiento estatal y federal; y  

 
(iv) un oficial de asuntos legales que coordinará los asuntos 

legales incluyendo, el procesamiento de querellas, con la 
División Legal en la ORE. 

 
(v) Las ORPEE’s absorberán a aquellos funcionarios que 

cualifiquen para la nueva operación, conforme las funciones 
aquí descritas, y que actualmente se encuentran laborando 
en los Centros de Servicios de Educación Especial. Estos 
once (11) centros serán consolidados, administrativa y 
físicamente, en las siete (7) ORPEEs y su personal y recursos 
pasarán a formar parte de estas.  

  
(i)  Cumplimiento   

 
Una escuela privada tendrá derecho a presentar 
querella ante la Secretaría Asociada sobre el 
incumplimiento por la Oficina Regional del Programa 
de Educación Especial en realizar una consulta 
significativa a tiempo, o cuando esta no brindó 
suficiente peso a la visión de los oficiales de la escuela 
privada. 
 

(ii)  Procedimiento cuando se alega incumplimiento  
 

a. Si una escuela privada desea someter una 
querella por entender hubo incumplimiento 
con lo antes provisto, debe fundamentar la 
misma y hacerla llegar a la Secretaría Asociada. 
La Oficina Regional del Programa de 
Educación Especial hará llegar la 
documentación correspondiente a la Secretaría 
Asociada para evaluación de la misma.  
 

(v)  Provisión de servicios equitativos  
 

a. La provisión de servicios a estudiantes 
ubicados por sus padres en escuela privada, 
deberá ser provista por empleados de una 
agencia pública; o a través de un contrato de la 
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agencia pública con un individuo, asociación, 
agencia, organización u otra entidad. 

 
E.  Oficina Regional del Programa de Educación Especial se 

asegurará que se desarrolle e implante un plan de estudios 
individualizado, para cada menor con discapacidad, del 
padre no aceptar la ubicación en el sistema público 
fundamentada en un PEI desarrollado conforme a los 
requisitos de forma y contenido dispuestos en esta Ley. 

 
(b) Evaluación inicial  

 
1. La Oficina Regional del Programa de Educación Especial deberá 

llevar a cabo una evaluación inicial individual, completa y 
multidisciplinaria, conforme a lo aquí provisto, previo a realizar la 
determinación de elegibilidad y previo a iniciar la provisión de 
servicios de educación especial y relacionados a un menor con 
discapacidad. 
 

2. Consentimiento  
 
A. La Oficina Regional del Programa de Educación Especial 

que vaya a realizar el proceso de evaluación inicial dirigido a 
establecer si el menor es o no elegible al Programa de 
Educación Especial, obtendrá el consentimiento informado 
del padre, previo a comenzar la administración de pruebas. 
El consentimiento de los padres para evaluación, no debe 
interpretarse como el requerido para recibir servicios de 
educación especial y relacionados.   
 

B. La Oficina Regional del Programa de Educación Especial 
responsable de la provisión de una educación pública, 
gratuita y apropiada, deberá procurar obtener el 
consentimiento informado del padre antes de proveer 
educación especial y servicios relacionados al menor.  
 

C. Si el menor se encuentra bajo la custodia del Departamento 
de la Familia, la Oficina Regional del Programa de 
Educación Especial realizará esfuerzos razonables para 
obtener el consentimiento informado de los padres con 
patria potestad para la evaluación inicial. No obstante, no se 
le requerirá a la ORPEE obtener consentimiento informado 
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de los padres de un menor para evaluación inicial, sí a pesar 
de esfuerzos razonables:  
 
(i)  la agencia no logra saber del paradero de sus padres;  
 
(ii)  los derechos de los padres han sido terminados 

conforme a la legislación aplicable;  
 
(iii)  o los derechos de los padres para decisiones 

educativas han sido subrogados por un juez, 
conforme a la ley y el consentimiento para la 
evaluación del menor ha sido dado por una persona 
designada por un juez. 

 
3. Falta de consentimiento  

 
A. Si el padre no provee consentimiento para la evaluación 

inicial, o falla en responder a la solicitud de consentimiento, 
la Oficina Regional del Programa de Educación Especial 
procurará la evaluación inicial del menor utilizando los 
procedimientos descritos en el Artículo 11 de esta Ley. 
 

B. Si el padre rehúsa dar su consentimiento para la provisión 
de educación especial y servicios relacionados, la ORPEE no 
deberá proveer los mismos, ni utilizar los procedimientos 
bajo el Artículo 11 de esta Ley para ello.  
 

C.  Si el padre rehúsa dar su consentimiento para la provisión 
de educación especial y servicios relacionados, o el padre 
falla en responder a la solicitud para proveer dicho 
consentimiento, la ORPEE no deberá considerar estar en 
violación al requisito de hacer disponible una educación 
pública, gratuita y apropiada por los servicios para los 
cuales solicitó el consentimiento. Tampoco, deberá 
requerírsele a esta, el reunir el COMPU o desarrollar el PEI 
para los servicios para los cuales solicitó el consentimiento 
sin éxito. 

 
4. Previo consentimiento del padre, la Oficina Regional del Programa 

de Educación Especial podrá comenzar la solicitud para evaluación 
inicial y así, determinar si el menor es uno con discapacidad. 
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5. Este proceso, siendo uno evaluativo completo y multidisciplinario: 
 
A. No puede limitarse solo a una evaluación  

 
B. Se debe evaluar al menor en todas las áreas en que se 

sospeche discapacidad, incluida la información 
proporcionada por los padres; 
 

C.  Se deben utilizar instrumentos confiables que puedan 
evaluar la contribución concerniente a los factores cognitivos 
y conductuales, además de factores físicos o del desarrollo; 

 
D.  Para identificar las necesidades educativas del menor, toda 

evaluación inicial debe contar con la correspondiente 
evaluación educativa, a saber:  

 
(i) puede ser un informe de ejecución por los maestros 

del estudiante, incluida la información relacionada 
con la participación y avance en el plan de estudios de 
educación regular, siempre y cuando el padre esté de 
acuerdo con los resultados del mismo; 
 

(ii) la evaluación educativa es obligatoria en el caso de los 
menores que no cuenten con un informe de ejecución 
o que llevan más de treinta (30) días fuera de la 
escuela. 
 

6. La evaluación inicial será realizada en cualquiera de las siguientes 
instancias; 
 
A. a solicitud del padre; 

 
B. por recomendación de personal escolar con el 

consentimiento del padre; 
 

C. en cualquiera de las dos (2) instancias anteriores, ningún 
funcionario directo o indirecto del Departamento de 
Educación, la Secretaría Asociada, ORPEE o la Oficina 
Regional Educativa, podrá negarse a realizar el referido 
correspondiente; 
 

D. la negación de referido para realizar la evaluación inicial por 
parte de cualquier funcionario a nombre de la agencia, será 



37 
 

razón suficiente para el padre activar el procedimiento de 
vista administrativa, y podría dar lugar a un procedimiento 
disciplinario contra el funcionario que le negó el referido 
aquí indicado. 
 

7. Término  
 
Todo proceso de evaluación inicial deberá estar completado dentro 
del término de treinta (30) días a partir de la fecha de registro y el 
padre haber prestado su consentimiento.  
 

(c) Evaluaciones adicionales  
 
1. Del COMPU determinarlo, se realizarán aquellas evaluaciones 

adicionales que sean necesarias; 
 

2. Una vez recomendada por el COMPU, toda evaluación adicional 
deberá ser atendida con prontitud conforme a las disposiciones 
estatales y federales aplicables y la jurisprudencia concurrente; 
 

3. Todo informe de evaluación adicional debe ser discutido en 
COMPU no más tarde de treinta (30) días a partir de la fecha de 
evaluación; 
 

4. Ninguna evaluación adicional podrá ser discutida en COMPU sin 
habérsele entregado copia de la misma al padre no menos de cinco 
(5) días previos a la reunión de COMPU para discusión de la 
misma;  
 

5. La discusión de la evaluación, y la entrega del informe de 
evaluación al padre, no sustituyen el requisito de dar notificación 
previa y escrita, según aquí definida. 
 

6. Una evaluación puede ser rechazada parcial o totalmente por el 
padre o por la agencia, expresando los motivos o fundamentos para 
ello. En el caso de la agencia, cumpliendo con los requisitos de 
notificación previa y escrita. 
 

7.  A partir de los catorce (14) años de edad, comenzará el proceso de 
avalúo (“assessment”) y la evaluación vocacional y de carreras 
inicial, dispuesta por esta Ley. 
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(d) Reevaluación  
 
1. Se realizará cada tres (3) años, esto es, la reevaluación y discusión 

de la misma se dará dentro del término de tres (3) años, salvo que 
el padre y la ORPEE entiendan que es innecesaria; 
 

2. El COMPU podrá recomendar realizarla en un término menor, de 
así entenderlo necesario; 
 

3. No se realizará reevaluación en un término menor de un (1) año 
excepto, cuando el COMPU determine que la misma es meritoria o, 
cuando un juez administrativo así lo ordene. 
 

(e) Evaluaciones realizadas por los padres  
 
1. Pueden ser aceptadas o rechazadas por integrantes del COMPU 

siempre y cuando se identifique el funcionario que rechaza la 
evaluación y los fundamentos para ello, conforme a los requisitos 
de notificación previa y escrita. 
 

2. Solo se entenderá que la evaluación ha sido rechazada por el 
COMPU cuando, la mayoría de los integrantes del mismo la 
rechacen y lo expresen de modo individual por escrito y cada uno 
haciendo constar los fundamentos para su rechazo. Nada de lo 
anterior, impedirá que el padre pueda presentar una querella 
cuestionando la determinación del COMPU. 
 

(f) Evaluación para alta del programa  
 
No se requerirá evaluación cuando el cambio en la identificación ocurra 
porque el estudiante dejó de tener veintiún (21) años. No obstante, toda 
alta del programa requerirá la entrega del resumen de ejecución dispuesto 
en esta Ley.  
 

 Artículo 7.-Comité de Programación y Ubicación o COMPU; Determinación de 
Elegibilidad. 
 

(a) Composición  
 
1. los padres del menor con discapacidad; 

 
2. al menos un maestro de educación regular del menor (si este 

participa o participará en el salón regular); 
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3. al menos un maestro de educación especial del menor, o cuando 
sea apropiado, no menos de un proveedor de servicios de 
educación especial de este; 
 

4. un representante de la Oficina Regional del Programa de Educación 
Especial (quien puede ser uno de los miembros antes enumerados) 
siempre y cuando: 
 
A. esté calificado para proveer o supervisar la provisión de 

educación especialmente diseñada para satisfacer las 
necesidades individuales de los menores con 
discapacidades; 
 

B. conozca el currículo general;  
 

C. conozca la disponibilidad de recursos de la Oficina Regional 
Educativa; y 
 

D.  cuente con autoridad y poder de toma de decisiones para 
vincular a la ORPEE en asuntos relacionados a las funciones 
expresamente delegadas al COMPU en esta Ley.    

 
5. una persona que pueda interpretar las implicaciones educativas de 

los resultados de las evaluaciones, quien puede ser uno de los 
integrantes descritos en los subincisos anteriores; 
 

6. a discreción de los padres o la agencia, otras personas con 
conocimiento sobre el caso o un peritaje pertinente, incluyendo 
personal de servicios relacionados, según sea apropiado; 
 
A. la determinación del conocimiento o peritaje de la persona 

recae en la parte que le invitó a la reunión del COMPU, sea 
el padre o la agencia; 
 

7. cuando sea apropiado, el menor con discapacidades.  
 

(b) Asistencia a reunión del COMPU   
 
1. Requisito en cuanto a maestro de sala regular. 

 
A. Un maestro de sala regular del menor, como integrante del 

COMPU, deberá en la medida posible, participar en el 
desarrollo del PEI de este, incluyendo en la determinación 
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de las intervenciones y apoyos apropiados en el área de 
conducta, otras estrategias, y la determinación de los 
servicios, ayudas suplementarias, modificaciones al 
programa y los apoyos para el personal escolar de 
conformidad a su definición en cuanto al contenido de estos 
servicios.  
 

B. Un maestro de educación regular del menor, como 
integrante del COMPU, conforme a lo dispuesto en este 
Artículo, participará de la revisión y enmienda del PEI de 
este. 
 

2. Asistencia no es necesaria. 
 
A. Un integrante del COMPU podrá ser excusado de alguna 

reunión del referido comité si los padres del menor con 
discapacidad y la Oficina Regional del Programa de 
Educación Especial acuerdan, por escrito, que la asistencia 
de este no es necesaria en la reunión a celebrarse. 
 

B. Esta excusa, como el documento escrito que la autoriza debe 
realizarse, al menos, tres (3) días laborables antes de la 
reunión del COMPU salvo que medie alguna causa 
extraordinaria y no debe utilizarse este mecanismo como un 
subterfugio para suspender, caprichosamente, una reunión 
programada y para cual los padres separaron el tiempo e 
hicieron las gestiones pertinentes para asistir.  
 

3. Excusa   
 
Un integrante del COMPU será excusado de una reunión del PEI 
cuando esta se efectúe para modificarlo o para discutir algún área 
de currículo o servicios relacionados, si; 
 
A. el padre y la Oficina Regional del Programa de Educación 

Especial le dan su anuencia al menos cinco (5) días 
laborables antes de la fecha pautada para la reunión; y  
 

B. cuando el integrante que habrá de ausentarse somete, por 
escrito al padre y al resto de los integrantes del COMPU, su 
insumo en cuanto al desarrollo del PEI al menos cinco (5) 
días laborables antes de la reunión.  
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(c) Consideraciones especiales  
 
1. En el caso de un menor que cumplirá los tres (3) años durante el 

año escolar para el cual se preparará el PEI y previamente recibía 
servicios de intervención temprana, a solicitud del padre, será 
invitado el coordinador de servicios de intervención temprana de 
este, u otro representante de servicios de intervención temprana 
para asistir en la transición fluida de servicios. 
 

2. En el caso de uno que cumplirá los dieciséis (16) años durante el 
año escolar para el cual se preparará el PEI, asistirá el coordinador 
de servicios o consejero de la Administración de Rehabilitación 
Vocacional, quien participará de la discusión de los servicios y 
realizará la coordinación correspondiente. Además, se evidenciará 
que el menor fue invitado a la reunión. 
 

3. El COMPU debidamente constituido conforme a lo aquí descrito, 
desarrollará el PEI inicial de todo menor elegible. 
 

4. En caso que un menor no reciba servicios educativos (prueba 
diagnóstica) en el sistema público o privado, se procederá a 
redactar el mismo con la participación del maestro que le haya 
administrado la evaluación educativa.  
 

5. Cuando se trate del PEI de un menor con discapacidades que 
recibía servicios educativos en una escuela privada, previa 
determinación de elegibilidad o al momento de realizarse el PEI, la 
Oficina Regional del Programa de Educación Especial tendrá que 
realizar todas las gestiones para coordinar con la escuela privada la 
participación en la reunión del COMPU de, al menos, un maestro 
de educación regular de este. Lo mismo aplica en cuanto al maestro 
de educación especial de la escuela privada. Del menor no contar 
con un maestro de educación especial en la escuela privada, la 
ORPEE identificará un recurso para la reunión del COMPU. 
 

(d) COMPU para la determinación de elegibilidad  
 
En caso que un menor culmine el proceso de evaluación inicial de 
elegibilidad, el COMPU será constituido conforme lo dispuesto en este 
inciso y tendrá las funciones y seguirá el procedimiento aquí dispuesto: 
 
1. Composición. 
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A. los padres del menor con discapacidad; 
 

B. al menos un maestro de educación especial; 
 

C. un representante de la Oficina Regional del Programa de 
Educación Especial que: 
 
(i) esté calificado para proveer o supervisar la provisión 

de educación especialmente diseñada para satisfacer 
las necesidades individuales de los menores con 
discapacidades; 
 

(ii) conozca el currículo general;  
 

(iii) conozca la disponibilidad de recursos de la ORPEE; y 
 

(iv) con autoridad y poder de toma de decisiones para 
vincular a la ORPEE en asuntos relacionados a las 
funciones, expresamente delegadas al COMPU 
constituido para la determinación de elegibilidad. 
 

D. una persona que pueda interpretar las implicaciones 
educativas de los resultados de las evaluaciones, quien 
puede ser uno de los integrantes descritos en los sub-incisos 
anteriores; 
 

E. a discreción de los padres o la agencia, otras personas con 
conocimientos o peritaje en relación al menor, incluyendo 
personal de servicios relacionados, según sea apropiado; 
 
(i) la determinación del conocimiento o peritaje de la 

persona recae en la parte que le invitó a la reunión del 
COMPU, sea el padre o la agencia; 
 

F. cuando sea apropiado, el menor con discapacidades. 
 

2. Funciones  
 
A. Entregar al padre copia de los informes de las pruebas 

administradas al menor (incluyendo aquellas que 
determinan el nivel de ejecución académico y funcional de 
éste) y discutirlas con este. 
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B. Determinar si debe extenderse el término de evaluación por 
necesidad de pruebas adicionales, previo a realizar la 
determinación de elegibilidad. 
 

C.   Determinar la elegibilidad al programa, conforme a la 
definición del menor con discapacidad, según establecida en 
este Ley. 

 
3. Procedimiento para la determinación de elegibilidad y necesidad 

educativa  
 
A. Al interpretar los datos contenidos en una evaluación para 

propósito de determinación de elegibilidad y las necesidades 
educativas de un menor deberá: 
 
(i) acopiar información de varias fuentes, incluyendo 

pruebas de aptitud y logros, insumo de los padres, 
recomendaciones de los maestros, condición física, 
historial socio-cultural y conducta adaptativa; y 

(ii) asegurarse de que la información recopilada de las 
fuentes antes descritas, esté debidamente 
documentada y sea considerada apropiadamente. 
 

B. Si se determina que el menor es uno con discapacidad, según 
definido en esta Ley, se procederá a desarrollar un PEI por 
los integrantes del COMPU, y cumpliendo con las funciones 
y los requisitos de contenido aquí dispuestos para ello. 
 

4. Regla especial  
 
A. Sobre la determinación de elegibilidad  

 
(i) No se podrá determinar a un menor elegible al 

programa, si el factor decisivo para ello, es falta de 
educación apropiada en el área de lectura, incluyendo 
sus componentes esenciales, según dispuestos por la 
legislación federal; falta de educación apropiada en el 
área de matemáticas; y cuando el español no es el 
lenguaje primario de este. 
 

(ii) Si de otro modo, este no cumple con los criterios 
dispuestos en la definición de menor con 
discapacidad de esta Ley. 
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B. Sobre la composición del COMPU y consolidación de 
reuniones  
 
Se podrá consolidar la reunión del COMPU para la 
determinación de elegibilidad con la reunión para 
desarrollar el PEI, siempre y cuando: 
 
(i) se garantice que estén los integrantes requeridos para 

ambos procesos en dicha reunión;  
 

(ii) exista una copia de los informes de resultados de las 
pruebas administradas han sido entregadas a los 
padres al menos, cinco (5) días previos a la fecha de 
reunión; y 
 

(iii) el lugar y hora de reunión haya sido acordada con los 
padres. 
 

5. De determinarse que no es un menor con discapacidad para 
propósitos del Programa de Educación Especial, se procederá a 
entregarle al padre una notificación previa y escrita con todos los 
fundamentos de la determinación, conforme a los requisitos aquí 
dispuestos. No obstante, será referido para que en la escuela se 
prepare un plan de servicios amparado en la Sección 504 de la Ley 
de Rehabilitación de 1973, según enmendada, del menor requerirlo. 

 
(e) Participación de los padres  
 

1.  La Oficina Regional del Programa de Educación Especial deberá 
asegurar que uno o ambos padres estén presente en cada reunión 
del COMPU o se les haya brindado la oportunidad de participar, 
incluyendo:  

 
A.  notificar a los padres, por escrito, sobre la reunión con al 

menos, cinco (5) días laborables previos a la fecha para que 
se pautó la misma.  

 
B.  programar la reunión acordando entre las partes la hora y 

lugar en que se efectuará esta.  
 

2.  La notificación de reunión descrita en el inciso anterior, debe 
indicar el propósito, hora y lugar de la reunión, así como, qui’enes 
participarán; y notificar a los padres sobre lo provisto para la 
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participación de personas con conocimientos o peritaje relación al 
menor y, su derecho a solicitar que se invite al coordinador de 
servicios, si el menor está en transición de un programa de 
intervención temprana en virtud de la ley federal. 

 
(f) Grabaciones  
 
 Al ser la reunión del COMPU una gestión oficial y no una personal de los 

funcionarios de la Agencia, el padre, a su discreción, podrá grabar la 
totalidad de los procedimientos, luego de dar notificación al comienzo de 
la misma y para que quede constatado a su inicio. Ningún funcionario 
podrá grabar una reunión del COMPU por ser incompatible con la 
confidencialidad del menor y el expediente de éste. 

 
 Artículo 8.-Programa Educativo Individualizado o PEI; Ubicación  
 

(a) Desarrollo del PEI  
 
1. Al desarrollar el PEI de cada menor, contando con la asistencia del 

maestro de sala regular según previamente dispuesto en esta Ley, 
el COMPU considerará y el PEI reflejará – 
 
A. las fortalezas del menor;  

 
B. las preocupaciones de los padres para mejorar la educación 

de su hijo;  
 

C. los resultados de la evaluación inicial o de la evaluación más 
reciente del menor; y 
 

D. las necesidades en cada área académica, del desarrollo y 
funcionales del menor.  
 

2. Consideración de factores especiales   
 
El COMPU deberá –  
 
A. considerar el uso de intervenciones y apoyos para una 

conducta positiva, y otras estrategias para atender los 
problemas de conducta de algún menor cuya conducta 
impida su aprendizaje o el de sus compañeros;  
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B. considerar las necesidades lingüísticas del menor que posea 
un dominio limitado del español en la medida que se 
relacionen a su PEI;  
 

C. en el caso de un estudiante ciego o con problemas visuales, 
proveer instrucción en Braille y el uso de Braille a menos que 
luego, de una evaluación de las destrezas, necesidades y 
medidas apropiadas de lectura y escritura del menor, el 
COMPU determine que la instrucción o uso de este tipo de 
lenguaje no es apropiado para el menor;  
 

D. considerar las necesidades comunicológicas del menor, y en 
el caso de que este sea sordo o tenga problemas de sordera, 
considerar sus necesidades de lenguaje y comunicación, 
oportunidades para comunicación directa con sus 
compañeros y el personal profesional en el modo de 
lenguaje y comunicación de este, el nivel académico, y toda 
gama de necesidades, incluyendo oportunidades para la 
educación directa, mediante el mecanismo de lenguaje y 
comunicación del menor;  
 

E. que se administre la evaluación vocacional y de carrera 
anualmente a partir del menor cumplir los doce (12) años de 
edad y que los resultados, según sea apropiado, estén 
considerados al momento de la redacción del próximo PEI 
para atender cualquier destreza pre-vocacional o de alguna 
otra naturaleza que sea requerida para viabilizar la 
prestación de servicios de transición apropiados a sus 
necesidades, a partir del PEI que estará vigente al alcanzar 
los dieciséis (16) años de edad; y  
 

F. considerar si este necesita servicios y equipos de asistencia 
tecnológica.  
 

(b) Requisito del PEI vigente   
 
1. Al menos treinta (30) días antes del comienzo de cada año escolar, 

cada Oficina Regional del Programa de Educación Especial deberá 
tener en efecto, un programa educativo individualizado, según 
definido en esta Ley, vigente para cada menor con discapacidad 
dentro de la jurisdicción de la Oficina Regional Educativa. 
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2. En el caso de un menor con discapacidad entre los tres (3) a cinco 
(5) años, incluyendo, cualquiera con discapacidad de dos (2) años 
que cumplirá los tres (3) años durante el curso escolar, el COMPU 
deberá considerar el plan individualizado de servicios a la familia, 
de aplicar el mismo, debidamente desarrollado conforme a esta 
Ley. Además, el plan individualizado de servicios a la familia, de 
aplicar el mismo, podría servir del PEI del menor si –  
 
A. se han considerado en el mismo, sus necesidades educativas;  

 
B. se atienden las necesidades educativas que fueron 

consideradas; y  
 

C. fue acordado por la agencia y los padres del menor, siempre 
y cuando estos hayan sido debidamente informados.  
 

(c) Programa para menores que se trasladan de regiones educativas   
 
1. Traslado dentro de la jurisdicción de Puerto Rico  

 
A. En caso del menor con discapacidad que se traslada de 

región educativa durante el año académico, o que se 
matricula en una escuela nueva, y quien tenía un PEI vigente 
en Puerto Rico, la Oficina Regional del Programa de 
Educación Especial le proveerá una educación pública, 
gratuita y apropiada, incluyendo servicios comparables a los 
descritos en el PEI previo, en consulta con los padres hasta 
que el COMPU acuerde acoger dicho PEI, de forma 
permanente, o se desarrolle o adopte uno nuevo conforme 
con esta Ley y las leyes federales aplicables. Disponiéndose, 
además, que la espera por el expediente en la nueva escuela 
no será excusa para privar al menor de los servicios 
establecidos en el referido PEI previo.   
 

2. Traslado a Puerto Rico  
 
A. En caso del menor con discapacidad que se traslada a Puerto 

Rico, desde un estado de los Estados Unidos de América, 
según lo contemplado en IDEA, durante el año académico y 
se matricula en una escuela y, quien tiene un PEI vigente del 
estado de donde proviene, la Oficina Regional del Programa 
de Educación Especial le proveerá a este, una educación 
pública, gratuita y apropiada, incluyendo servicios 
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comparables a los descritos en el PEI vigente al momento de 
su traslado a Puerto Rico, en consulta con los padres. Lo 
anterior, hasta que se conduzca una evaluación inicial, según 
lo dispuesto en esta Ley, si se determina necesario por la 
ORPEE, y desarrolle un nuevo PEI, si fuera el caso, que sea 
conforme con esta Ley y las leyes federales aplicables. 
 

3. Traslado del expediente   
 
Para facilitar el traslado a un menor – 
 
A. la nueva escuela en la cual este se matricule deberá tomar las 

medidas razonables para obtener sus expedientes con 
prontitud, incluyendo el PEI y documentos de apoyo, así 
como cualquier otro récord relacionado a la provisión de 
educación especial y servicios relacionados de la escuela 
anterior en la que este estuvo matriculado. Al así hacerlo 
deberá: 
 
(i) dar notificación a los padres y la oportunidad de 

revisar el expediente o solicitar copia del mismo; y 
 

(ii) notificar a los padres las personas que durante el 
proceso han tenido acceso al expediente. 
 

B. la escuela anterior, dentro de la jurisdicción de Puerto Rico, 
en la que el menor estuvo matriculado deberá tomar las 
medidas razonables para responder a la solicitud de la 
nueva escuela en un término no mayor de diez (10) días 
laborables.  
 

(d) Enmiendas  
 
Cualquier enmienda al PEI será realizada por el COMPU, ya sea mediante 
la redacción de uno nuevo o por el acuerdo aquí descrito. Esto es, a través 
de un documento que solo recoja las enmiendas acordadas. El padre será 
provisto con copia revisada del PEI enmendado o con copia del 
documento de enmiendas, según corresponda. 
 
1. Acuerdo. Al realizar cambios al PEI del menor luego de la reunión 

anual del PEI para un año escolar, el padre y la Oficina Regional 
del Programa de Educación Especial podrán acordar no reunir al 
COMPU para propósitos de realizar cambios, y en su lugar, 
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desarrollarán un documento que enmiende o modifique el PEI 
actual. 
 

(e) Consolidación de reuniones del COMPU  
 
A. En la medida posible, la Oficina Regional del Programa de 

Educación Especial deberá fomentar la consolidación de reuniones 
de reevaluación con otras reuniones del COMPU.   
 

B. Prohibición. - Nada de lo aquí dispuesto deberá interpretarse de 
modo alguno a los fines de retrasar cualquier discusión de 
evaluación, o algún otro examen, prueba o asunto que repercuta en 
la dilación de prestación de algún servicio educativo o relacionado, 
cambio en la prestación de servicios educativos, servicios 
relacionados o cualquier otro servicio de apoyo o suplementario a 
los que pueda tener derecho el menor. 
 

(f) Revisión o enmienda del PEI  
 
1. La Oficina Regional del Programa de Educación Especial deberá 

asegurar que el COMPU: 
 
A. revise el PEI del menor periódicamente pero no en menos 

frecuencia de una vez al año para determinar si se están 
logrando sus metas anuales; y  
 

B. examine el PEI según sea apropiado para atender: 
 
(i) cualquier falta del progreso esperado hacia las metas 

anuales y en el currículo general de educación, donde 
sea apropiado;  
 

(ii) los resultados de cualquier reevaluación llevada a 
cabo;  
 

(iii) información provista a, o por, los padres, durante el 
proceso de evaluación o reevaluación, si la misma es 
inherente a:  
 
(I) determinar si es un menor con discapacidad 

según definido en esta Ley, y las necesidades 
educativas de este, o en caso de una 
reevaluación, si continúa teniendo las mismas;  



50 
 

(II) los niveles actuales de logros académicos y las 
necesidades del desarrollo relacionadas al 
menor;  
 

(III) determinar si este necesita educación especial y 
servicios relacionados, o en caso de una 
reevaluación, si las continúa requiriendo; y 
 

(IV) si es necesaria cualquier adición o modificación 
a los servicios de educación especial y servicios 
relacionados para permitirle lograr las metas 
anuales medibles dispuestas en el PEI y 
participar, según sea apropiado, en el currículo 
general de educación. 
 

(iv) las necesidades anticipadas del menor; u  
 

(v) otros asuntos.  
 

(g)  Incumplimiento en lograr los objetivos de transición   
 

1. Si una agencia participante, que no sea la Secretaría Asociada o sus 
componentes, no provee los servicios de transición descritos en el 
PEI la Oficina Regional del Programa de Educación Especial deberá 
volver a reunir el COMPU para identificar estrategias alternativas 
que atiendan los objetivos de transición del menor. 
 

2. Bajo ninguna circunstancia, la reunión del COMPU al cual se 
refiere el párrafo anterior deberá celebrarse en un término mayor a 
sesenta (60) días calendario contados desde la fecha original en que 
se acordaron los servicios. 
 

(h) Menores con discapacidades en instituciones correccionales de adultos  
 

1.  Los siguientes requisitos no aplicarán a menores con 
discapacidades que sean convictos como adultos y encarcelados en 
instituciones correccionales:  

 
A. las disposiciones relacionadas o provistas para la 

participación de estudiantes con discapacidades en las 
evaluaciones estatales;  
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B. las disposiciones relacionadas o provistas en relación a la 
planificación de la transición y los servicios de transición.  
 

2. Requisito adicional    
 

A.  Si un menor con discapacidad es convicto como adulto y 
encarcelado en una institución correccional, el COMPU 
modificará su PEI o ubicación, sin sujeción a los requisitos 
sobre ambiente restrictivo, si el Estado ha demostrado un 
interés de seguridad bona fide que no puede ser acomodado 
de otro modo. 

 
(i)  Determinación de ubicación educativa  
 

1.  Toda Oficina Regional del Programa de Educación Especial deberá 
asegurarse que los padres de cada menor con discapacidad 
participen en la reunión del COMPU en la cual se pretenda realizar 
su determinación de ubicación educativa. La determinación es 
hecha por un grupo de personas que le conozcan. Además, toda 
determinación de ubicación educativa debe realizarse al menos una 
vez al año, estar fundamentada en el PEI desarrollado, conforme a 
los requisitos de forma y contenido establecidos en esta Ley, tomar 
en consideración el ambiente menos restrictivo, y ser lo más 
cercana al hogar. Esto incluye considerar la escuela pública alianza 
más cercana al hogar de entenderse que esta es donde mejor se 
puede implementar su PEI y siguiendo los procesos de pre-
matrícula de la escuela, como también las fechas establecidas para 
esta. 

 
A. El director de la escuela que se identificó como la mejor 

ubicación educativa, tomará las medidas necesarias para que 
los salones de educación especial, tanto de tiempo completo 
como el de salón recurso, sean accesibles y no presentes 
bareras físicas o arquitectónicas a los menores con 
discapacidades. 

 
2. Del padre rechazar el programa educativo individualizado 

propuesto por la Oficina Regional del Programa de Educación 
Especial, y expresar su intención de mantener o matricular al 
menor en escuela privada, se entenderá dicha acción como una 
ubicación unilateral. En este caso, se procederá a realizar un plan 
de servicios conforme a las disposiciones y reglamentación que 
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aplica a menores con discapacidades ubicados por sus padres en 
escuelas privadas.  

 
(j)  Métodos alternos de participación  
 

Cuando se conducen reuniones del COMPU, incluyendo aquellas para la 
determinación de ubicación educativa, los padres y la Oficina Regional del 
Programa de Educación Especial podrán acordar el uso de medios 
alternativos de participación en reuniones, tales como video-conferencias 
y llamadas en conferencia. 
 

(k) Requisitos adicionales  
 

1.  Cualquier PEI para el cual no se haya provisto notificación previa 
escrita, no contenga servicios educativos o no se haya constituido el 
COMPU según lo aquí dispuesto, constituirá una denegación de 
educación pública, gratuita y apropiada por parte de la Oficina 
Regional del Programa de Educación Especial. 

 
2. Todo PEI será realizado partiendo de las necesidades particulares 

del menor con discapacidad, incluyendo su nivel de ejecución 
académico.  

 
3. En ningún momento se podrá utilizar la falta de personal, 

facilidades, equipo o materiales como justificación para no acordar 
algún servicio en el PEI de un menor con discapacidad. 
 

4. No se puede desarrollar el PEI con una ubicación educativa 
predeterminada. 
 

5. Las metas medibles serán desarrolladas para cada asignatura o 
materia a la cual será expuesto y participará el menor, según su 
necesidad, de modo tal, que el nivel de ejecución y progreso dentro 
de cada meta pueda ser evidenciado por los trabajos realizados por 
este incluyendo, las veces que ha sido expuesto a la destreza antes 
de medir su ejecución. 
 

 Artículo 9.-Responsabilidad de las Agencias Gubernamentales o Entidades 
contempladas en esta Ley  
 

La Secretaría Asociada del Programa de Educación Especial tiene el deber de 
supervisar todos los programas educativos para menores con discapacidades, ya sean 
estos administrados por esta o administrados por cualquiera otra agencia o 
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instrumentalidad. Las responsabilidades y funciones que se delegan en las agencias e 
instrumentaluidades del gobierno deben cumplirse y no serán obstaculizadas por las 
leyes habilitadoras, especiales, estatales o federales que le apliquen o gobiernen. Será 
obligación del Secretario Asociado, supervisar y coordinar con las agencias, el 
ofrecimiento de los servicios a los menores con discapacidades que se le deleguen. 

 
(a) Responsabilidades comunes   

 
1. Colaborar en un plan de divulgación y localización de menores con 

discapacidades que cumpla con los requisitos aquí establecidos, y 
cualquier otra legislación federal aplicable y su correspondiente 
reglamentación, y sentencias contra el Gobierno de Puerto Rico en 
cuanto a la divulgación y localización de los menores con 
discapacidades. 
 

2. Coordinar los recursos y servicios interagenciales para garantizar 
que se atiendan de forma eficiente las necesidades del menor con 
discapacidad y se comience la prestación de cualquier servicio 
dispuesto en el PEI.  
 

3. Promover acciones disciplinarias administrativas contra aquellos 
funcionarios que violen sus derechos, incluyendo, pero sin 
limitarse, a referidos a la División de Maltrato Institucional del 
Departamento de Justicia, notificar al Departamento de la Familia 
en caso de violación de derechos a los menores. A través de la 
Administración Auxiliar de Preservación y Fortalecimiento de la 
Familia, Unidad de Maltrato Institucional; y sometiendo un 
informe anual a la Defensoría de las Personas con Impedimentos de 
todas las gestiones realizadas contra funcionarios por dichas 
violaciones y en qué consistieron las mismas. 
 

4. Establecer un Reglamento para el procedimiento de reembolso 
entre las agencias y con la Secretaría Asociada. Este reglamento 
deberá estar preparado cumpliendo con los requisitos establecidos 
en Ley 38-2017, según enmendada, conocida como “Ley de 
Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto 
Rico”.    
 

5. Establecer convenios con los departamentos, agencias, 
instrumentalidades, municipios y con el sector privado que 
propicien la prestación de los servicios indispensables establecidos 
en los programas o planes de los menores con discapacidades.  
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6. Orientar a los familiares sobre sus derechos, responsabilidades y 
deberes con relación a los menores con discapacidades. Los 
mecanismos de orientación estarán contenidos en el Reglamento.  
La orientación a familiares no podrá estar limitada a que se 
entregue copia de los derechos que cobijan a los padres y menores 
con discapacidades. 
 

7. Mantener un registro confidencial de los menores con 
discapacidades y servicios provistos al amparo de esta Ley.  
 

8. Consignar en su petición presupuestaria anual, el costo estimado 
de los servicios que les impone esta Ley. La Oficina de Gerencia y 
Presupuesto (OGP) deberá asegurarse de que las peticiones 
presupuestarias de las agencias incluyan las partidas necesarias que 
permitirán cumplir con las obligaciones que les han sido conferidas 
por la misma.   
 

9. Asimismo, la Asamblea Legislativa garantizará durante el proceso 
de consideración del presupuesto gubernamental, el cumplimiento 
con lo dispuesto en el subinciso que antecede. Si cualquier 
Departamento, Agencia o Instrumentalidad Pública del Gobierno 
de Puerto Rico no asigna los fondos para cumplir cabalmente con 
las obligaciones que les fueran conferidas por esta Ley, ello no será 
causa para quedar eximido de su responsabilidad de implantarlas. 
 

10. Colaborar para establecer un sistema de capacitación y desarrollo 
del personal que brinda servicios a menores con discapacidades 
que incluya a al de otras agencias aquí implicadas. 
 

11. Garantizar la continuidad de los servicios de los menores con 
discapacidades a través de todas las etapas de vida que impacta 
esta Ley, mediante el desarrollo de estrategias de coordinación y la 
participación en la elaboración del plan de transición para facilitar 
esta última.  
 

12. Divulgar los pormenores de esta Ley a la población en general, 
como método de alcance a los participantes potenciales. El plan de 
divulgación estará contenido en el Reglamento conjunto que aquí 
se dispone. 
 

13. Facilitar la colaboración de los padres y la comunidad en el 
desarrollo de proyectos y servicios que beneficien a los menores 
con discapacidades.  
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14. Proveer servicios de asistencia tecnológica indispensables para el 
logro de los objetivos de los planes o programas individualizados 
de cada menor con discapacidad, promover y tener la facultad de 
establecer acuerdos y negociaciones para transferir entre sí los 
equipos de asistencia tecnológica; evitando que estos sean afectados 
en los procesos de transición. 
 

15. Facilitar el proceso de compra y el sistema de transferencias entre 
agencias de los equipos de asistencia tecnológica por medio de la 
implantación de medidas administrativas que lo viabilicen, así 
como acuerdos de colaboración. 
 

16. Llevar a cabo las acciones necesarias para la eliminación de 
barreras arquitectónicas y barreras electrónicas que evitan que los 
menores con discapacidades tengan igualdad de oportunidad, en 
colaboración con la Defensoría de las Personas con Impedimentos.  
 

17. Anualmente, notifica a la Universidad de Puerto Rico la cantidad 
de profesionales necesarios para brindar servicios de manera que 
esta, a su vez, supla la demanda de estos profesionales. 
 

(b) Responsabilidades Específicas  
 
1. Departamento de Salud   

 
A. Orientar a la ciudadanía mediante campañas de divulgación 

sobre la prevención como mecanismo de reducción de la 
incidencia de discapacidades en los menores.  
 

B. Identificará y establecerá un banco de recursos médicos en 
distintas áreas geográficas, especialidades y/o disciplinas 
médicas para propósitos de evaluación y diagnóstico el cual 
mantendrá actualizado para uso de la Secretaría Asociada o 
la Oficina Regional del Programa de Educación Especial 
para propósito de diagnóstico durante el proceso de 
evaluación (inicial o reevaluación), según sea el caso.  Entre 
las áreas médicas necesarias están, pero sin limitarse, 
fisiatría, neurología y siquiatría. 
 

C. Promoverá la participación de su personal en casos de 
transición de un menor del programa de intervención 
temprana al Programa de Educación Especial durante el 
desarrollo del PEI, del padre así solicitarlo. 
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D. Promoverá clínicas periódicas para detectar deficiencias o 

discapacidades en los menores hasta los veintiún (21) años 
de edad.  
 

E. Realizará las transferencias correspondientes en reembolso 
de los servicios médicos o de rehabilitación cubiertos por 
“Medicaid” y, que fueron adelantados por la Secretaría 
Asociada del Programa de Educación Especial durante el 
proceso de evaluación, reevaluación o prestación de 
servicios relacionados a un menor con discapacidad que, a 
su vez, está cubierto o califica para “Medicaid”. 
 

2. Administración de Servicios de Salud Mental y Contra la Adicción 
(“ASSMCA”)   
 
A. Desarrollar e implantar los servicios especializados de salud 

mental y contra la adicción para los menores con 
discapacidades. 
 

B. Desarrollar una guía de requisitos para que proveedores de 
hospitalización parcial o institucional por condición mental, 
emocional o conducta permitan que los menores con 
discapacidades mantengan un continuo de servicios 
educativos y relacionados durante cualquier hospitalización 
parcial o institucional como parte de su plan de 
intervención.  
 

C. Procurar que todo menor institucionalizado no deje de 
recibir un continuo de servicios educativos de modo 
integrado por parte de la Secretaría Asociada. 
 

3. Departamento de la Familia (“DF”)  
 
A. Ofrecer los servicios sociales de apoyo a los menores con 

discapacidades y las familias de éstos que reciben servicios 
de intervención de dicha agencia.  
 

B. Ofrecer orientación, adiestramientos periódicos y asistencia 
a todos los operadores de hogares de crianza que ofrezcan 
servicios del DF, en cuanto a los servicios educativos y 
relacionados a los que el menor tiene derecho y los 
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procedimientos para viabilizar la provisión de una 
educación pública apropiada.  
 

C. Ofrecer orientación, adiestramientos periódicos y asistencia 
a todos los candidatos y padres adoptivos de un menor con 
discapacidad. 
 

D. Realizar un proceso de cernimiento e identificación de todos 
los menores con discapacidades bajo su custodia, de 
conformidad con las disposiciones contenidas en la Ley 246-
2011, según enmendada, conocida como “Ley para la 
Seguridad, Bienestar y Protección de Menores”.  
 

E. Proveer apoyo a padres de menores con discapacidades en 
casos de maltrato o sospecha de maltrato por parte de 
cualquier personal o funcionario del Departamento de 
Educación, la Secretaría Asociada o la Oficina Regional 
Educativa. 
 

4. Departamento de Recreación y Deportes  
 
A. Desarrollar un plan de orientación y capacitación sobre el 

mejor uso del tiempo libre por los menores con 
discapacidades para: líderes comunitarios, maestros del 
programa de educación física y educación física adaptada, 
técnicos de federaciones olímpicas, entrenadores, padres y 
personal que trabaja con esta población.  
 

B. Procurar que las instalaciones recreativas y deportivas 
cumplan con las normas de accesibilidad y disponibilidad 
para los menores con discapacidades mediante la 
participación en los procesos de endoso de diseño, 
construcción, reconstrucción o mejoras y aceptación final de 
las instalaciones.  
 

C. Promover la incorporación de los menores con 
discapacidades en clínicas deportivas, actividades y 
competencias recreativas junto con sus pares sin 
discapacidades para desarrollar y demostrar sus 
habilidades, servir de ejemplo y fortalecer su autoestima.  
 

D. Fomentar la investigación sobre nuevos métodos, técnicas y 
tecnologías en el campo del deporte y la recreación que 
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propicien el desarrollo del menor con discapacidad dentro 
de un marco inclusivo.  
 

5. Departamento del Trabajo y Recursos Humanos - Administración 
de Rehabilitación Vocacional 
 
A. Hacer disponibles los programas creados en virtud de la Ley 

Federal de Rehabilitación de 1973, según enmendada, como 
parte de los servicios relacionados del menor con 
discapacidad y, de ser necesario como parte de los servicios 
educativos, según requerido por la legislación y 
reglamentación federal de la Ley IDEA. 
 

B. Colaborar y participar en la redacción e implantación del 
plan de transición post-secundaria del PEI del menor con 
discapacidad en coordinación directa con el COMPU.  
 

C. Crear los reglamentos, normas, procedimientos y acciones 
internas necesarias para fomentar la empleabilidad de los 
menores con discapacidades que no obtendrán un diploma 
general de secundaria o un diploma modificado para que 
adquieran una Certificación de Destrezas Académicas, 
Funcionales y de Pre-Empleo del Departamento de 
Educación. 
 

6. Universidad de Puerto Rico (“UPR”)   
 
A. Promover la investigación y adaptación de tecnología para 

los menores con discapacidades.  
 

B. Capacitar a los profesionales que brinden servicios a 
menores con discapacidades según los requieran las 
agencias pertinentes conforme a la necesidad que 
identifiquen o se les reporte.  
 

C. Establecer un plan para orientar e informar a estudiantes con 
el propósito de que se interesen en estudiar carreras que 
representan áreas de difícil reclutamiento para las agencias 
de forma que estas puedan prestar los servicios educativos y 
relacionados apropiados. 
 

D. Proveer, en coordinación con las demás agencias, servicios 
actualizados de educación continua para maestros y 
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profesionales relacionados con la salud que le ofrezcan 
asistencia a menores con discapacidades. 
 

E. Establecer que los programas de estudio y trabajo, en la 
medida que sea posible, incluyan la prestación de servicios 
relacionados a menores con discapacidades, según su 
necesidad.  
 

F. Coordinar con la Secretaría Asociada, un mecanismo que 
facilite la transición de menores con discapacidades en 
escuela superior hacia la vida universitaria, de acuerdo a sus 
intereses, capacidades y objetivos, a partir de los dieciseis 
(16) años de edad. 
 

G. Actualizar los currículos de preparación de profesionales 
que atienden a esta población, en especial, en el área de 
educación, educación especial, consejería en rehabilitación y 
psicológica. 
 

H. Diseñar un programa de adaptación de los menores con 
discapacidades durante la transición de la etapa de 
secundaria a estudios post-secundarios. 
 

7. Departamento de Corrección y Rehabilitación   
 
Directamente, o mediante acuerdo con otra entidad pública o 
privada, será responsable de:  
 
A. Identificar a los jóvenes transgresores o confinados menores 

de veintiún (21) años con discapacidades.  
 

B. Diseñar un plan de intervención considerando la condición o 
necesidad particular, los recursos y programas disponibles 
en la agencia.  
 

C. Coordinar con el Departamento de Educación para la 
provisión de servicios de educación adaptados a la 
necesidad particular del transgresor o confinado, incluyendo 
en áreas deportivas y recreativas, sin descuidar otros 
aspectos relacionados a la seguridad propia y colectiva.  
 

D. Promover y facilitar en las instituciones el acceso al 
adiestramiento, experiencia y oportunidades de trabajo para 
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desarrollar y capacitar al menor con discapacidad en 
ocupaciones o destrezas para su transición a la vida adulta y 
en comunidad. 
 

8. Departamento de Educación  
 
A. Todo reglamento, ley, carta circular o política pública 

(incluyendo currículos), deberá ajustarse a las disposiciones 
de esta Ley. 
 

B. Atemperará los procesos disciplinarios contra empleados y 
funcionarios de la agencia con las disposiciones de esta Ley. 
 

C. Todos los niveles y componentes de la agencia, incluyendo 
aquellos en cualquier Oficina Regional Educativa, integrarán 
a los menores con discapacidades a todos los programas que 
administran. 
 

D. Establecerá un plan de un año para la inspección de todas 
sus instalaciones físicas en necesidad de mantenimiento y/o 
eliminación de barreras arquitectónicas y electrónicas. Con el 
informe, producto de las inspecciones, establecerá un plan 
de trabajo para corregir las deficiencias. Ambos documentos 
serán publicados para que el público general pueda revisarlo 
y someter sus comentarios. 
 

E. Divulgar con suficiente antelación, a través de mecanismos 
electrónicos de fácil acceso al público general, el calendario 
de reuniones del Panel Asesor para la asistencia del público. 
 

F.  Todos los niveles y componentes de la Agencia, incluyendo 
el personal de toda Oficina Regional Educativa, tomarán las 
medidas requeridas para que sus prácticas respondan a los 
servicios acordados en cada PEI, para atender las 
necesidades únicas de cada menor con discapacidad. 

 
G. Todos los niveles y componentes de la Agencia, incluyendo 

toda Oficina Regional Educativa, tomarán las medidas 
requeridas para que la Secretaría Asociada y sus ORPEE’s 
cuenten con los espacios de oficina necesarios, para realizar 
sus funciones sin problemas de barreras arquitectónicas y 
que puedan proteger la confidencialidad de los expedientes 
e información de los menores con discapacidades. 
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9. Oficina de Gerencia y Presupuesto 
 

A.  Implantará todas las medidas internas necesarias para 
viabilizar y asistir a la Secretaría Asociada en lograr la 
autonomía fiscal promulgada por esta Ley. 

 
B.  Presentará un informe a la Asamblea Legislativa en un 

término no mayor de noventa (90) días, contados a partir de 
aprobada esta Ley, detallando el progreso de las medidas 
tomadas para dar cumplimiento con el subinciso que 
antecede. 

 
10. Departamento de Hacienda 
 

A. Implantará las medidas internas necesarias para asistir a la 
Secretaría Asociada en cumplir con los términos aquí 
dispuestos, para el pago por servicios y equipos que 
requieran los menores con discapacidad. 

 
Artículo 10.-Funciones generales de la Secretaría Asociada del Programa de 

Educación Especial 
 
Además de las funciones que esta Ley confiere a la Secretaría Asociada del 

Programa de Educación Especial, esta tendrá las siguientes:   
 
A. Establecer y monitorear mecanismos de supervisión que garanticen que la 

práctica a nivel escolar responda al diseño universal del proceso de 
enseñanza aprendizaje. 
 

B. Establecer un plan de evaluación que garantice que los maestros de 
educación especial para la enseñanza de ciegos dominan la enseñanza en 
Braille, incluyendo, Braille en español e inglés o cualquier otro lenguaje o 
código pertinente. 
 

C. Establecer un plan de evaluación y monitoreo de los proveedores de 
servicios relacionados. 
 

D. Establecer un plan de evaluación y monitoreo anual de los proveedores de 
servicios educativos privados contratados por la Secretaría Asociada o la 
Oficina Regional Educativa, en cuanto a los cumplimientos de estos con 
las disposiciones de IDEA y con los de esta Ley. 
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E. Promulgar un Reglamento de Compras que establezca un mecanismo de 
pago ágil y efectivo a todos los proveedores dentro de un término no 
mayor de sesenta (60) días, luego de recibida la factura.  
 
(i)  En el caso de compras por remedio provisional, el pago se emitirá 

al proveedor contratado, dentro de un término no mayor de treinta 
(30) días, luego de recibida la factura de este. 

 
(ii)  Se prohíbe la adopción del mecanismo de reembolso, como método 

de pago en el Reglamento a ser promulgado. Lo anterior no 
impedirá la concesión del reembolso, como un remedio a nivel de 
vista administrativa o judicial, conforme las disposiciones de la 
legislación federal. 

 
F. Establecer los mecanismos y procesos necesarios para que la prestación de 

servicios, incluyendo la entrega de equipos y servicios de asistencia 
tecnológica estipulados en el PEI de cada menor con discapacidad ocurra 
dentro de un término no mayor de sesenta (60) días, luego de acordado 
por el COMPU. 
 

G. Adoptará un Reglamento, mediante el cual se disponga sobre los procesos 
y términos que garanticen la provisión de los acomodos y servicios 
requeridos por la Sección 504 de la Ley de Rehabilitación, en 
cumplimiento con aquellos menores quienes, a pesar de no tener 
discapacidad, según aquí definido para propósitos del Programa de 
Educación Especial, sí califican para acomodos y servicios en virtud de la 
referida Sección. 
 

H. Promover iniciativas para el desarrollo, capacitación e investigación sobre 
la enseñanza para los menores con discapacidades y brinde asistencia a 
entidades públicas y privadas que a través de propuestas federales, lleven 
a cabo dicha función. Estas iniciativas deben tener el propósito de 
identificar, desarrollar, evaluar y replicar métodos y estrategias que 
promuevan una mejor educación para esta población, brindando 
alternativas variadas en la diversificación de la enseñanza. 
 

I.  Incorporar toda enmienda adoptada por la “Braille Authority of North 
America” (BANA), para propósitos de adiestramiento de su personal y 
para la enseñanza de estudiantes ciegos.   

 
J. Establecer, en coordinación con el Secretario del Departamento, y con los 

secretarios de los departamentos de la Familia; y de Recreación y 
Deportes, al menos un campamento de verano por Oficina Regional 
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Educativa para los menores con discapacidades participantes del 
Programa de Educación Especial, los cuales operarán durante los meses 
de junio y julio de cada año. Estos campamentos, estarán sujetos a las 
disposiciones legales y reglamentarias promulgadas al amparo de la Ley 
163-2016, según enmendada, conocida como “Ley del Programa de 
Licenciamiento y Supervisión de Campamentos Públicos y Privados y de 
Actividades Deportivas y Recreativas en Puerto Rico”, y a cualesquiera 
otras aplicables. Será la función primordial de los campamentos el 
reforzar las destrezas de los menores con discapacidades participantes de 
forma holística, mediante juegos y actividades que promuevan la 
creatividad y capacidad de exploración de estos. Asimismo, sin que se 
entienda como una limitación, serán los objetivos principales de los 
aludidos campamentos a instituirse, mediante esta Ley, los siguientes:  

 
(i)  fortalecer las capacidades creativas de los menores con 

discapacidades;  
 
(ii)  proveer un programa integrado de actividades diarias para el 

desarrollo físico, emocional, social, intelectual, cultural y moral de 
los mismos;  

 
(iii)  fortalecer su autoestima; desarrollar destrezas de socialización en 

estos; reforzar sus destrezas motoras y del habla;  
 
(iv)  crear conciencia de las bondades del reciclaje y el conservar el 

Planeta Tierra; y  
 
(v)  descubrir su gran potencial, sea este uno artístico, musical o 

deportivo.  
 

 En atención a lo dispuesto en este inciso, se autoriza al 
Secretario Asociado, en coordinación con los secretarios de los 
Departamentos de la Familia; y de Recreación y Deportes, llevar a 
cabo todas las gestiones pertinentes para recibir y administrar 
fondos provenientes de asignaciones legislativas, y de 
transferencias, delegaciones, aportaciones y donativos de cualquier 
índole que reciba de agencias, gobiernos municipales y del 
Gobierno de los Estados Unidos de Norteamérica, así como, los 
provenientes de personas, organizaciones no gubernamentales y de 
otras entidades privadas, para el diseño, desarrollo e implantación 
del servicio a ser ofrecido. 
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 Se faculta al Secretario Asociado a promulgar, en 
coordinación con los secretarios de los departamentos de la 
Familia; y de Recreación y Deportes, aquella reglamentación que se 
entienda pertinente de conformidad con lo dispuesto en este inciso. 

 
K. Promulgar un Reglamento del Programa de Educación Especial donde se 

incorporen todos los procedimientos que afectan la prestación de servicios 
de los menores con discapacidades con la participación del público, según 
requerido por legislación federal y local, incluyendo la celebración de 
vistas públicas. 

 
 Artículo 11.-Creación de la Unidad Secretarial de Querellas y Remedio 
Provisional  
 

(a) Unidad Secretarial de Querellas y Remedio Provisional, (Unidad 
Secretarial). 
 
La Unidad Secretarial de Querellas y Remedio Provisional será un 
organismo independiente que actuará a nombre del Secretario de 
Educación, sin intervención de su oficina o la Secretaría Asociada. Esta 
unidad será dirigida por un juez administrador contratado a término fijo 
renovable y tendrá las siguientes funciones específicas: 
 
1. Administrar el recibo y registro de las querellas administrativas 

recibidas por los padres, estudiantes con discapacidades o la 
Oficina Regional del Programa de Educación Especial. 
 

2. Notificar copia de la querella en un término no mayor de 
veinticuatro (24) horas al Secretario Asociado, a la Oficina Regional 
Educativa o a la Oficina Regional del Programa de Educación 
Especial. 
 

3. Asignar número de querella y al juez administrativo que atenderá 
la misma.  
 

4. De los padres del menor no estar dispuestos a ir a conciliación, a 
pesar de habérseles dado notificación de las posibles consecuencias, 
inmediatamente se notificará la querella al juez administrativo 
asignado. En todos los demás casos, se dará notificación al juez 
administrativo de la querella que le fue asignada dieciséis (16) días 
luego de haberse presentado esta, excepto que, por algún motivo en 
conciliación se haya acordado por escrito extender el término 
dentro de los parámetros dispuestos por ley federal para ello.  
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5. Supervisar y conducir el procedimiento de conciliación entre las 
partes involucradas en la querella.  En particular: 
 
A. que la Oficina Regional del Programa de Educación Especial 

cite y lleve a cabo la reunión de conciliación que se describe 
más adelante o, en la alternativa; 
 

B. que la cita de conciliación sea emitida por la Oficina 
Regional Educativa mediante acuerdo con el padre del 
menor con discapacidades. 
 

6. Mantener una lista del personal asignado a servir como conciliador 
a nivel de las oficinas regionales educativas. 
 

7. Notificará a los jueces administrativos sobre los acuerdos 
alcanzados en conciliación, para que éste tome una de las siguientes 
medidas: 
 
A. si procede el cierre de la querella por haberse alcanzado 

acuerdos que finalizaron la controversia; 
 

B.  si procede, comenzar el término de cuarenta y cinco (45) días 
para la celebración de vista y resolución final por no haberse 
alcanzado acuerdos en conciliación. 

 
8. La Unidad Secretarial será responsable de la integridad, custodia y 

archivo de los expedientes manejados por los jueces 
administrativos, una vez culminado cada procedimiento de 
querella.   
 

9. La Unidad Secretarial será responsable, además, de conservar copia 
del expediente durante el transcurso de la querella, para ello, cada 
parte, y el propio juez administrativo, harán llegar copia de todo 
documento presentado o emitido en el caso, según corresponda, a 
través de su trámite. 
 

10. Una vez finalizado el trámite de la querella y entregado el original 
por el juez administrativo, la Unidad Secretarial anejará el 
expediente original a la copia conservada a través del proceso, 
incluyendo las grabaciones de los procedimientos. 
 

11. Entregar copia certificada del expediente de querella cuando el 
mismo sea requerido por algún tribunal. 
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12. No más tarde de diez (10) días laborables de concluido cada 
semestre académico, la Unidad Secretarial preparará un informe 
que será remitido al Secretario del Departamento de Educación, la 
Secretaría Asociada y el Panel Asesor. Este, contendrá la siguiente 
información: 
 
A. Oficina Regional Educativa con mayor número de querellas; 

 
B. Motivo de mayor presentación de querellas para cada 

Oficina Regional Educativa, ya sea por falta de asistente, 
transportación y compras de servicio, entre otros; 
 

C. Identificación de proveedor de servicio o funcionario en 
alegado incumplimiento. 
 

13. La Unidad Secretarial publicará electrónicamente (y lo tendrá 
disponible cuando le sea solicitado por un ciudadano) copia del 
informe antes mencionado.  
 

14. En aquella Oficina Regional Educativa donde existan dos (2) jueces 
administrativos, la Unidad Secretarial asignará los casos 
alternadamente entre uno y otro de modo estricto, a menos, que 
surja una vacante entre estos. De ocurrir esto, el juez administrador 
tomará las medidas pertinentes para no detener el proceso de 
asignación de caso hasta el nombramiento correspondiente. 
 

15. Publicar, electrónicamente, toda resolución final emitida por un 
juez administrativo, dentro de un término no mayor de treinta (30) 
días de notificada la misma a la Unidad Secretarial de Querellas. 
Para estos propósitos, se protegerá el nombre del menor y, de este 
ser el caso, se incluirá el nombre del funcionario o proveedor que el 
juez administrativo determinó fue responsable del incumplimiento 
con sus servicios o violentó sus derechos. 

 
16.  La Unidad Secretarial preparará un informe semestral y copia de 

este será entregado, inmediatamente, al Secretario de Educación y 
al Secretario Asociado. Este, contendrá la siguiente información: 

 
A. El total de solicitudes de remedio provisional recibidas 

durante los seis (6) meses anteriores al informe 
especificando: 
 
(i) Oficina Regional Educativa;  
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(ii) tipo de servicio solicitado; 
 

(iii) si era un servicio que se tenía disponible o no; 
 

(iv) cantidad de solicitudes aprobadas; 
 

(v) costo de los servicios aprobados en privado. 
 

B. El total de querellas presentadas durante los seis (6) meses 
anteriores al informe incluirá: 
 
(i) el total de querellas presentadas por cada Oficina 

Regional Educativa, debidamente clasificadas; 
 

(ii) estas deben ser clasificadas por tipo de caso causa de 
acción y región educativa de procedencia; 
 

(iii) total de casos resueltos por cada Oficina Regional 
Educativa durante la conciliación; 
 

(iv) total de casos que llegaron a vista administrativa; 
 

(v) total de casos resueltos divididos por términos de 
cuarenta y cinco (45). 
 

C. En cuanto a cada juez administrativo en función, el informe 
contendrá: 
 
(i) la cantidad de casos asignados; 

 
(ii) la cantidad de casos resueltos vía sumaria; 

 
(iii) la cantidad de vistas celebradas; 

 
(iv) la cantidad de casos resueltos en sus méritos luego de 

la vista; 
 

(v) la cantidad de casos resueltos dentro del término de 
cuarenta y cinco (45) días luego de asignado el caso; 
 

(vi) la cantidad de vistas suspendidas; 
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(vii) cantidad de casos aún pendientes de adjudicación en 
exceso de los cuarenta y cinco (45) días. 
 

(b) Mediación  
 
1. La Unidad Secretarial aquí creada, contará con un proceso de 

mediación disponible para los padres de menores con 
discapacidades como opción para resolver sus controversias con 
cualquier Oficina Regional del Programa de Educación Especial 
relacionadas a sus servicios educativos y relacionados. Este 
proceso, dentro de la confidencialidad que se requiere, contará con 
un listado de todos los mediadores certificados, quienes serán 
seleccionados de forma aleatoria, rotatoria o de cualquier otra 
forma que sea imparcial. Este listado, en la medida posible, será 
aquel disponible por la Administración de Tribunales de Puerto 
Rico. 
 

2. La mediación será un proceso que no deberá extenderse por más de 
treinta (30) días naturales. 
 

3. A la culminación del término antes indicado, el mediador tendrá la 
obligación de informar a las partes sobre su derecho a continuar el 
trámite hacia una vista administrativa y sobre su deber de proceder 
al cierre del proceso de la mediación.  
 

4. El mediador notificará a las partes y a la Unidad Secretarial de 
Querellas y Remedio Provisional sobre el cierre del proceso de 
mediación y si el mismo alcanzó acuerdos o no, sin ventilarlos. 
 

5. La Unidad Secretarial de Querellas y Remedio Provisional asignará 
el caso a un juez administrativo en un término no mayor de 
veinticuatro (24) horas del recibo de la notificación por el mediador. 
 

6.  De alcanzar algún acuerdo, el mismo deberá estar firmado tanto 
por el padre, como por un representante autorizado por la 
Secretaría Asociada y la Oficina Regional Educativa, según aplique. 
Además, se establecerá en dicho acuerdo que todas las discusiones 
durante la mediación permanecerán confidenciales y no podrán 
utilizarse como evidencia en algún procedimiento de querella al 
amparo de esta Ley o procedimiento civil.  
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7.  Se podrá exigir el cumplimiento de un acuerdo de mediación, 
debidamente firmado, en cualquier tribunal local o en el Tribunal 
de los Estados Unidos de América para el Distrito de Puerto Rico. 

 
(c) Procedimiento de Querellas   

 
1. Conciliación  

 
El Reglamento del Programa de Educación Especial a ser 
promulgado por el Secretario de Educación, en virtud de esta Ley, 
contendrá una sección para establecer el mecanismo de conciliación 
dentro de la sección correspondiente al procedimiento de querellas, 
el cual incluirá, pero sin limitarse, lo siguiente: 
 
A. Una declaración del propósito del mecanismo de 

conciliación el cual es brindar una oportunidad a la Oficina 
Regional Educativa de solucionar los asuntos para los cuales 
se presentan querellas. 
 

B. Toda querella será notificada por la Unidad Secretarial en un 
término no mayor de veinticuatro (24) horas, al conciliador 
de la Oficina Regional Educativa a la cual corresponde la 
querella y al director de la Oficina Regional del Programa de 
Educación Especial. 
 
(i) La Oficina Regional Educativa designará al 

funcionario o facilitador de Educación Especial para 
actuar como representante de esta y buscar 
alternativas de resolución de la querella. Este 
funcionario tendrá facultad para tomar decisiones 
durante el proceso, que obliguen a la Oficina Regional 
Educativa, Secretaría Asociada o al Departamento de 
Educación, según corresponda. 
 

(ii) Luego de presentada la querella, y no más de diez 
(10) días laborables después, el conciliador procederá 
a coordinar una reunión de conciliación por acuerdo 
de las partes. Esta, se llevará a cabo dentro del 
término de quince (15) días de su presentación. 
 

C. Cualquier acuerdo de conciliación que requiera un término 
razonable para proveer, por ejemplo, y sin limitarse, equipo, 
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personal, comienzo de servicio de terapia o relacionado, será 
en un término no mayor de diez (10) días. 
 

D. El conciliador preparará una minuta de asuntos discutidos y 
resultados de la conciliación, de la cual, tiene que proveer 
copia al padre inmediatamente. 
 

E. Del conciliador de la Oficina Regional Educativa no lograr 
coordinar la reunión dentro del término dispuesto o haberse 
culminado el término de quince (15) días calendario desde la 
radicación sin notificación de acuerdos y reunión, la Unidad 
pasará a asignar y notificar la querella al juez administrativo. 
 

F. La participación de todos los integrantes del COMPU (que 
tengan inherencia en los asuntos pertinentes a la querella) en 
la reunión de conciliación es obligatoria. 
 

G. La Oficina Regional del Programa de Educación Especial 
podrá optar por renunciar a la conciliación dentro del 
término de cinco (5) días de haberse presentado la querella. 
De este ser el caso, la Unidad Secretarial notificará dicha 
renuncia al juez administrativo en un término de tiempo no 
mayor de veinticuatro (24) horas de notificada la renuncia a 
la conciliación por parte de la ORPEE y, comenzará a 
discurrir el término de cuarenta y cinco (45) días. 
 

2. Procedimiento Administrativo de Querellas  
 
A. En general - se implantará un procedimiento imparcial para 

ventilar querellas administrativas, cuyas reglas o 
procedimientos adicionales establecerá el Secretario de 
Educación, en el reglamento a promulgarse para la 
implantación de esta Ley.   
 

B. El procedimiento de querellas de Educación Especial estará 
regido en primera instancia por los procedimientos, 
términos, condiciones y requisitos contenidos en la 
legislación federal para la educación de las personas con 
discapacidades. 
 

C. Las disposiciones de la Ley 38-2017, según enmendada, 
conocida como “Ley de Procedimiento Administrativo 
Uniforme del Gobierno de Puerto Rico”, servirán de modo 
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supletorio en la medida que no estén en conflicto con las 
federales provistas en IDEA.  Del mismo modo, las reglas de 
procedimiento civil serán de aplicación en la medida que 
permitan adjudicar la controversia de una forma justa, 
rápida y económica.  Las reglas de evidencia no serán de 
aplicación, pero sí los principios evidenciarios.  
 

3. Jueces Administrativos  
 
Entre las funciones y procedimientos que observarán los jueces 
administrativos se encuentran: 
 
A. Jurisdicción   

 El juez administrativo tendrá jurisdicción sobre: 
 

(i) cualquier asunto relacionado a la identificación 
conocido como determinación de elegibilidad, 
evaluación, ubicación educativa y la provisión de una 
educación pública, gratuita y apropiada de un menor 
con discapacidad; 
 

(ii) cualquier funcionario, oficina o entidad 
gubernamental relacionada a la provisión de servicios 
educativos, relacionados, de apoyo o suplementarios 
a un menor con discapacidad, o sus proveedores; 
 

B. imparcialidad completa en el descargo de sus funciones; 
 

C. Al momento del nombramiento, no podrá tener un vínculo 
laboral ni contractual, más allá del requerido por las 
disposiciones de esta Ley, con el Departamento de 
Educación o ninguno de sus componentes; 
 

D. regirse por aquellas disposiciones aplicables de los Cánones 
de Ética de Abogados y de los Cánones de Ética Profesional 
de la Judicatura aplicables a la imparcialidad requerida por 
un ente adjudicador como parte del debido proceso de ley, 
en la medida que no antagonice con alguna disposición o 
requisito expreso de esta Ley; 
 

E. el juez administrativo emitirá una decisión final de la 
querella dentro del término de cuarenta y cinco (45) días, 
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luego del recibo de la misma y la culminación de la 
conciliación; 
 

F. el juez administrativo celebrará las vistas e inspecciones 
oculares que entienda necesarias y emitirá las órdenes 
correspondientes para el proceso ante su consideración. No 
obstante, estas deben ser oportunas y no deben  afectar el 
término establecido para la adjudicación final de la querella; 
 

G. cuando la querella es presentada por los padres, el juez 
administrativo recibirá la contestación a la misma dentro de 
un término no mayor de diez (10) días a partir de su recibo y 
culminación de la conciliación; 
 

H. cuando la contestación a la querella es por parte de la 
Oficina Regional Educativa o la Oficina Regional del 
Programa de Educación Especial, la contestación en cuanto a 
cada servicio o alegación en la querella tendrá que cumplir 
con los requisitos de contenido de la notificación previa y 
escrita. 

 
I.  el juez administrativo no otorgará prórrogas al término de 

diez (10) días para la contestación de querellas presentadas 
por el padre y tendrá discreción para anotar la rebeldía de la 
agencia que no presente su contestación dentro de este 
término; 

 
J.  el juez administrativo tendrá facultad para imponer 

sanciones económicas por la cantidad y frecuencia necesaria 
para lograr el cumplimiento de sus órdenes; 

 
K.  las sanciones serán pagadas a la parte afectada por el 

incumplimiento que motivó la sanción; 
 
L.  las sanciones impuestas por el foro administrativo no 

excederán los quinientos dólares ($500.00) por cada 
incumplimiento o día de incumplimiento, a discreción del 
juez administrativo. En caso de que la sanción sea por las 
actuaciones de algún funcionario, serán con cargo a la 
Secretaría Asociada, la Oficina Regional Educativa o la 
agencia a la cual pertenece el funcionario, según 
corresponda; 
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M.  la determinación del juez administrativo incluirá: 
 

(i) Un resumen de las alegaciones y contestación a la 
querella; 
 

(ii) Un resumen de la prueba presentada por cada parte 
sin omitir prueba presentada o prueba ofrecida y no 
admitida; 
 

(iii) Determinaciones de hechos; 
 

(iv) Conclusiones de derecho incluyendo, como requisito 
esencial de la resolución, la determinación de si la 
agencia hizo un ofrecimiento oportuno de propuesta 
de servicios educativos y relacionados apropiados a 
las necesidades únicas del menor con discapacidades. 
 

(v)  Es final, no puede admitir reconsideración fuera de, o 
que exceda el término dispuesto para la adjudicación 
final. Lo anterior, no impedirá solicitar 
reconsideración de resoluciones interlocutorias 
durante el proceso;  

 
(iv)  Alcanzado el término de cuarenta y cinco (45) días 

para la adjudicación final, o el término al que se haya 
extendido la fecha de adjudicación final, solo podrá 
revisarse por el Tribunal conforme la revisión judicial 
aquí provista. 

 
N.  Los jueces administrativos tendrán la obligación de realizar 

el referido para el proceso disciplinario posterior, de 
entender que un funcionario en particular incurrió en 
incumplimiento con las disposiciones de esta Ley, y la 
legislación o reglamentación federal que protegen a los 
menores con discapacidades, como también la Carta de 
Derechos de las Personas con Impedimentos. 

 
O.  Si durante el proceso de vista administrativa el juez 

administrativo tuviera sospecha o entiende que alguna 
acción de un funcionario podría constituir maltrato 
institucional, recogerá el testimonio en que se fundamenta y 
dará notificación de dicha minuta o resolución a la Unidad 
de Maltrato Institucional de Menores del Departamento de 
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Justicia, para la investigación o acción correspondiente y a la 
Unidad de Maltrato Institucional de la Administración 
Auxiliar de Preservación y Fortalecimiento de la Familia del 
Departamento de la Familia. 

 
P.  Interpretación - Tanto el Departamento, la Secretaría 

Asociada y sus componentes o la Oficina Regional Educativa 
en todos sus niveles, como el juez administrativo deben 
interpretar esta y toda legislación local o federal de la forma 
más beneficiosa para el menor con discapacidad, 
requiriéndoseles una interpretación liberal y no restrictiva a 
favor de este. Será deber del Departamento, de la Secretaría 
Asociada y de la Oficina Regional Educativa, incluyendo sus 
distintas secretarías, oficinas, divisiones, y los jueces 
administrativos y tribunales, la interpretación liberal de todo 
estatuto, reglamento u ordenanza que esté relacionada al 
derecho a la educación de un menor con discapacidad; 
teniendo como finalidad social el proteger, defender y 
vindicar sus derechos. 

 
4. Derechos de los padres durante la vista  

 
Además de los derechos del menor y sus padres previamente 
enumerados en esta Ley, y/o reconocidos en otras leyes o 
reglamentos federales aplicables u otra legislación local, estos 
tendrán derecho a: 
 
A. Representarse a sí mismo o mediante un abogado autorizado 

a ejercer la práctica en Puerto Rico.  
 

B. Comparecer asistido por un Defensor de Menores con 
Discapacidad de un grupo dedicado a la defensa de menores 
con discapacidades, según aquí definido y regulado por el 
Departamento de Estado.  En tal caso: 
 
(i) La persona debe estar debidamente licenciada por el 

Departamento de Estado como garantía básica de 
demostrar conocimiento mínimo de los derechos que 
protegen a los menores con discapacidades y sus 
padres, y del conocimiento mínimo del procedimiento 
de vistas, como interrogatorio, contrainterrogatorio 
de testigos y desfile de prueba. 
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(ii) El juez administrativo podrá conceder honorarios 
para el grupo conformado para la defensa de los 
menores con discapacidades al cual pertenece el 
Defensor de Menores con Discapacidad, del padre ser 
la parte prevaleciente en uno o más de los asuntos 
medulares a la provisión de una educación pública, 
gratuita y apropiada conforme a las tarifas para estos 
servicios promulgadas por el Departamento de 
Estado. 
 

5. Lugar de celebración de la vista. 
 
El Departamento de Educación tendrá un término de ciento veinte 
(120) días a partir de la aprobación de esta Ley, para concertar los 
acuerdos de colaboración que entienda apropiados con las 
entidades gubernamentales, municipales o privadas necesarias, 
para viabilizar el uso de instalaciones, edificios u otras oficinas 
gubernamentales, municipales o privadas, con el propósito de 
celebrar las vistas administrativas a las que se refiere este Artículo. 
A partir del término previamente dispuesto, y cuando los recursos 
así lo permitan, las vistas a las que aquí se hace referencia, se 
celebrarán fuera de toda estructura perteneciente al Departamento 
de Educación, según identificadas por el juez administrador y con 
cargo a la antes mencionada Agencia.  
 
Para ello: 
 
A. Como parte de los acuerdos de colaboración, se podrá 

establecer aquellas cláusulas necesarias que garanticen el 
reembolso de los costos en los que incurran las entidades 
gubernamentales, municipales o privadas, al permitir el uso 
de sus instalaciones para las referidas vistas administrativas. 
 

B. Mediante los acuerdos ya expresados, el Departamento de 
Educación deberá garantizar al menos un espacio por 
jurisdicción de cada Oficina Regional Educativa para 
celebración de estas vistas. 
 

6. Revisión judicial  
 
La parte adversamente afectada, en todo o en parte por la 
determinación emitida por el juez administrativo podrá solicitar 
revisión mediante la presentación de una acción civil ante el 
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Tribunal de Estados Unidos para el Distrito de Puerto Rico o el 
Tribunal de Primera Instancia independientemente de la cuantía 
envuelta dentro del término de noventa (90) días de notificada la 
decisión del juez administrativo. No obstante, en protección del 
bienestar del menor, el Departamento de Educación, la Secretaría 
Asociada y sus componentes o la Oficina Regional Educativa 
cumplirán con cualquier orden emitida en una resolución final 
dentro del término de treinta (30) días luego de notificada, aun 
cuando la agencia solicite o se disponga a solicitar la revisión 
judicial de la misma, dentro del término aquí dispuesto para dicha 
revisión. 
 
A. La determinación de cualquier tribunal local será mediante 

preponderancia de prueba; 
 

B. Se podrá recibir prueba adicional; y 
 

C. Todos los requisitos aplicables de las garantías procesales de 
la legislación federal serán de aplicación. 
 

(d) Remedio Provisional  
 
1. En general. 

 
A. El Secretario de Educación creará un procedimiento de 

remedio provisional para aliviar la situación de falta de 
provisión de servicios relacionados y servicios de asistencia 
tecnológica al menor con discapacidad de modo temporero. 
 

B. La solicitud de remedio provisional se activará de modo 
automático, transcurridos sesenta (60) días de aprobado el 
servicio en el PEI y la Oficina Regional del Programa de 
Educación Especial no haberlo iniciado. 
 

C. También podrá ser activado de modo automático por 
recomendación expresa del COMPU. 
 

D. Se podrá activar, además, por solicitud de los padres por 
haber transcurrido el término de sesenta (60) días de haberse 
recomendado el servicio sin que la Oficina Regional del 
Programa de Educación Especial haya comenzado la 
prestación del mismo. 
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E. El contrato de remedio provisional será de carácter privado, 
esto es, entre el padre y el proveedor de su selección. Lo 
anterior, no impide que la agencia genere un formulario 
para garantizar que se cumpla con los requisitos aquí 
establecidos siempre y cuando, el mismo mantenga el 
carácter privado entre los contratantes. 
 

F. Para propósitos de remedio provisional, el Departamento de 
Educación y todas sus oficinas, secretarías o unidades serán 
considerados un ente pagador. Ni el Departamento, ni sus 
dependencias, asumirán responsabilidad por las acciones de 
cualquiera de las partes durante la relación contractual. 
 

2. Procedimiento  
 
A. Sea porque el sistema alerte de la falta de comienzo de algún 

servicio o el padre presente una solicitud de remedio 
provisional, la Unidad Secretarial de Querellas y Remedio 
Provisional: 
 
(i) enviará notificación a la Oficina Regional del Programa 

de Educación Especial dentro del término de 
veinticuatro (24) horas de haberse recibido la solicitud; 
 

(ii) transcurridos veinte (20) días sin evidencia del inicio de 
servicios dentro del mismo término de veinte (20) días 
de presentada la solicitud, lo aprobará sin más 
requerimiento a la Oficina Regional del Programa de 
Educación Especial; 
 
(I) cualquier notificación de la Oficina Regional del 

Programa de Educación Especial para el inicio 
de servicios posterior al término de veinte (20) 
días antes mencionado, se dará por no recibida 
y se procederá a su aprobación; 
 

(II) a pesar de lo previamente dispuesto, se 
permitirá el inicio del servicio luego del término 
de veinte (20) días, si dentro de este tiempo, la 
Oficina Regional del Programa de Educación 
Especial puede presentar evidencia de su 
coordinación y el padre consintió por escrito 
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para comenzarlo, luego del término de veinte 
(20) días; 
 

(III) el consentimiento al que se refiere el inciso 
anterior, deberá incluir que los padres no están 
obligados a aceptar el comienzo de la prestación 
del servicio luego del término de veinte (20) 
días, pero han optado voluntariamente aceptar 
se comiencen o se brinden en la fecha, hora y 
lugar establecido en el consentimiento. 
 

B. En el caso de acuerdo en el PEI de prestación de uno o más 
servicios por remedio provisional, se procederá a emitir la 
aprobación dentro de un término no mayor de treinta (30) 
días de firmado este. 
 

C. De la Oficina Regional del Programa de Educación Especial, 
informar a la Unidad de Remedio Provisional que se ha 
comenzado el servicio, que no procede, que no existe 
controversia o, cualquier otro aspecto que conlleve la 
denegación de la solicitud de remedio provisional, la 
Unidad, con el apoyo de las ORE’s, procederá a corroborar la 
información con el solicitante previo a denegarlo. 
 

3. Servicios sujetos a remedio provisional  
 
A. Evaluaciones iniciales y reevaluaciones  

 
(i) en áreas de servicios relacionados; 

 
(ii) médicas para propósitos de diagnóstico; 

 
(iii) educativas independientes; 

 
(iv) de asistencia tecnológica. 

 
B. Cualquier servicio relacionado recomendado en el PEI del 

menor y que no ha sido satisfecho por el Departamento con 
la prontitud diligente. 
 

C. Compra de equipos asistivos, incluyendo la compra de 
cualquier equipo o material asistivo recomendado en el PEI 
del menor. Lo anterior, incluye libros y cuadernos y otro 
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material o equipo relacionado a la lectura y escritura en 
Braille, equipo de movilidad, equipo relacionado a la 
comunicación o desarrollo de su comunicación, entre otros. 
 

D. Asistentes de servicio y servicios de enfermería. 
 

E. Transportación por porteador o pago de beca de 
transportación. 
 

F. Remoción de barreras arquitectónicas. 
 

4. Requisitos en cuanto a especialistas o recursos bajo remedio 
provisional  
 
A. Se podrá requerir, a los especialistas de remedio provisional 

(con la excepción de aquellos autorizados a ejercer la 
profesión médica en Puerto Rico) que sometan cualquier 
documentación necesaria como se hace con cualquier 
especialista que otorga un contrato con la agencia. 
 
(i) En el caso de especialistas autorizados a ejercer la 

medicina en Puerto Rico, bastará con que sometan 
copia de su licencia en el área o especialidad en que 
habrá de realizar la evaluación recomendada. 
 

B. En el caso de proveedores por remedio provisional, que no 
requieran de una licencia profesional o de conducir en casos 
de transportación, se podrá requerir los documentos básicos 
para contratación con el gobierno, a saber: 
 
(i) certificado de antecedentes penales; 

 
(ii) certificado de salud; 

 
(iii) certificación de no deuda de la Administración de 

Sustento de Menores (ASUME); 
 

(iv) certificación de radicación de planillas de los últimos 
cinco (5) años; 
 

(v) certificación de no deuda del Departamento de 
Hacienda; 
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(vi) certificación de no deuda de Centro de Recaudación 
de Impuestos Municipales (CRIM); 
 

(vii) documentos que comprueben ciudadanía o residencia 
legal; y, 
 

(viii) en el caso de quienes brindarán servicio de porteador, 
licencia de conducir vigente. 
 

C. Todo contrato de prestación de servicios personales o 
servicios profesionales por remedio provisional contendrá 
una cláusula eximiendo al Gobierno de Puerto Rico de 
responsabilidad por la prestación de los servicios por el 
proveedor privado seleccionado por los padres. 
 

D.  Luego de creado el expediente para un proveedor por 
remedio provisional, para cada año fiscal subsiguiente, solo 
se le requerirá actualizar aquellos documentos que, por su 
naturaleza, cambian anualmente o hayan vencido.  

 
5. Comienzo y continuidad de servicios  

 
A. Toda aprobación de servicio conlleva que el contrato, y los 

demás procedimientos relacionados, se completen, de modo 
tal que se comience a ofrecer servicios al menor dentro de un 
término no mayor a quince (15) días calendario desde que el 
padre ha notificado a la agencia el contratista seleccionado 
para brindar el servicio.  
 

B. Una vez aprobado e iniciado el servicio por remedio 
provisional, este continuará por la duración o vigencia del 
PEI en el cual fue recomendado.  
 

C. Se prohíbe el cambio de proveedor durante el año académico 
para el cual se aprobó el remedio provisional, excepto, a 
solicitud del padre con el aval del COMPU, o cuando el 
especialista deja de estar disponible para prestar el servicio o 
incumple en brindarlo, conforme lo requiere el menor. 
 

D. Un juez administrativo podrá ordenar la provisión de 
cualquier servicio mediante este mecanismo. Cualquier 
orden de provisión de servicios por remedio provisional, no 
estará sujeta al término de veinte (20) días de espera. 
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6. Terminación de servicios  
 
A. Remedio provisional concluye a la fecha en que termina el 

año escolar o año escolar extendido cubierto por el PEI. 
 

B. Cuando la Secretaría Asociada contemple proveer un 
servicio para determinado año académico, el cual 
previamente el menor con discapacidad recibía por remedio 
provisional, esta, o la Oficina Regional del Programa de 
Educación Especial, según aplique, notificarán al padre, el 
nombre e información de contacto del proveedor 
identificado, antes del inicio administrativo de dicho año 
escolar.  
 

C. Si por algún motivo, no se revisara el PEI de un menor con 
discapacidad, previo al comienzo de un año académico, los 
servicios del PEI más reciente que el menor reciba por 
remedio provisional, se mantendrán a través de este 
mecanismo durante todo el año académico que inició sin 
tener uno vigente, independientemente de su revisión y 
firma posterior. 
 

Artículo 12.-Derechos de los Menores con Discapacidades; Derechos y 
Responsabilidades de los Padres   

 
1. Todo menor con discapacidad tiene derecho a:  

 
A. No ser discriminado o rechazado por razón de su discapacidad. 

 
B. Recibir todos los servicios a los que tiene derecho en un marco de 

respeto y dignidad.  
 

C. Que se le garantice, de manera efectiva, iguales derechos que a las 
personas sin discapacidades, lo cual incluye servicios comparables 
a los programas regulares. 
 

D. Ser representados por sus padres y/o un representante autorizado 
ante las agencias y foros pertinentes para defender sus derechos e 
intereses.  
 

E. Recibir protección contra cualquier acto de negligencia, maltrato, 
prejuicio, abuso o descuido por parte de sus padres, encargados o 
tutores, de sus maestros y de la comunidad en general.  
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F. Recibir, en el ambiente menos restrictivo y con la ubicación más 
cercana a su hogar, una educación pública, gratuita y apropiada, de 
acuerdo a sus necesidades.  
 

G. Ser evaluados y diagnosticados con prontitud y eficiencia por un 
equipo multidisciplinario que trabaje en forma transdiciplinaria, 
que tome en consideración sus fortalezas, ambiente en donde se 
desempeña, áreas de funcionamiento, necesidades y asistencia 
tecnológica necesaria para desarrollar su potencial.  
 

H. Que se determine si es elegible para participar del programa en un 
término no mayor de sesenta (60) días a partir del registro del 
menor. 
 

I. A ser ubicado donde mejor se pueda implantar su PEI y comenzar 
a recibir los servicios educativos, relacionados, suplementarios y/o 
acomodos razonables necesarios en un período no mayor de treinta 
(30) días a partir de la determinación de elegibilidad.   
 

J. Gozar de todos sus derechos independientemente de si está 
matriculado en el sistema público o en una escuela privada a 
consecuencia de un referido realizado por el Departamento.   
 

K. Recibir los servicios que satisfagan sus necesidades y metas 
educativas particulares según establecidas en el PEI, y que se 
evalúe con frecuencia la calidad y efectividad de estos.  
 

L. Que si un servicio relacionado no está disponible para ser ofrecido 
por la Oficina Regional del Programa de Educación Especial, el 
menor tendrá derecho a recibir el mismo a través de remedio 
provisional.  
 

M. Que en caso de que algún servicio relacionado no esté disponible 
durante el año escolar para el cual se recomendó en el PEI, esto será 
provisto como servicio compensatorio durante el año escolar 
corriente (o el siguiente) o durante el periodo de verano, según las 
recomendaciones del especialista.  
 

N. Participar, cuando sea apropiado, en el diseño del programa 
educativo individualizado y de la toma de decisiones durante los 
procesos de transición.  
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O. Participar de experiencias en ambientes reales de trabajo, hasta 
donde sus condiciones lo permitan, a fin de explorar su capacidad 
para adiestrarse y desarrollarse en una profesión u oficio.  
 

P. Que se mantenga la confidencialidad de sus expedientes y se tomen 
las medidas necesarias para el control y manejo de los mismos.  
 

Q. Que actuando en su beneficio o por conducto de sus padres o 
encargados, puedan remover de cualquier expediente, documentos 
que puedan serle adversos. Solo los padres podrán solicitar la 
remoción de documentos del expediente del menor.  
 

R. Que las decisiones que se tomen se fundamenten en el mejor interés 
de su persona.  
 

S. Que los servicios relacionados, servicios suplementarios y de apoyo 
estén integrados y sean holísticos al proceso educativo.  
 

T. Recibir los servicios educativos por un maestro calificado, según las 
necesidades particulares del menor.   
 

U. Recibir servicios educativos y relacionados en la frecuencia y 
manera que amerite su necesidad y no a base de la disponibilidad 
de los recursos.  
 

V. Continuar recibiendo los servicios educativos, relacionados, 
asistivos, de apoyo o suplementarios establecidos en su último PEI 
firmado y cualquier otro, posteriormente acordado, por el COMPU 
cuando: 
 
(i) el Departamento o la Oficina Regional Educativa no ha 

preparado o logrado acuerdos sobre el nuevo PEI; 
 

(ii) existe controversia sobre alguno de los servicios que está 
siendo adjudicado o atendido a través del procedimiento de 
vista administrativa o mediación, excepto cuando exista un 
acuerdo entre las partes, conforme a las disposiciones de la 
legislación federal. 
 

W.  Que se le provea, con prontitud, el material de clase diaria que, por 
asistir a las terapias o citas médicas, no tuvo la oportunidad de 
recibir y que este pueda obtenerse en la oficina del director escolar 
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o de los maestros de educación especial de la escuela de forma que 
no se interrumpa el proceso pedagógico en los salones. 

 
X.  Que sus maestros, como también el personal escolar pertinente, 

conozca su PEI y los acomodos y especificaciones que deben 
cumplirse para garantizarle una educación apropiada y estos no se 
modifiquen caprichosamente.   

 
2. Derechos y Responsabilidades de los Padres del Menor con 

Discapacidad  
 
A.  Los padres serán responsables de: 

 
(i) Atender y cuidar de sus hijos con discapacidades y 

satisfacer sus necesidades básicas de alimentación, 
albergue, cuidado e higiene personal en el ambiente 
más sano posible.  
 

(ii) Orientarse sobre las leyes relacionadas con los 
menores con discapacidades, los servicios disponibles 
y las técnicas de manejo de los mismos.  
 

(iii) Orientarse con relación a los servicios que las 
agencias concernidas puedan brindar a sus hijos.  
 

(iv) Participar en el proceso de desarrollo del programa 
educativo individualizado de su hijo con 
discapacidad.  
 

(v) Cuidar y conservar en buen estado los equipos que 
les provean las agencias y cumplir con las 
disposiciones de la reglamentación correspondiente.   
 

(vi) Dar seguimiento en el hogar a los servicios 
relacionados y educativos del menor con 
discapacidad. 
 

B. Los padres del menor con discapacidad tienen derecho a:  
 
(i) Solicitar y recibir orientación de parte de todas las 

agencias o entidades que ofrecen servicios educativos 
a través de las cuales el Departamento o la Oficina 
Regional Educativa ofrecen servicios, sobre las 
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disposiciones de las leyes estatales y federales 
relacionadas con los derechos de las personas con 
discapacidades y de los procesos de identificación, 
evaluación, desarrollo del programa educativo 
individualizado, determinación de ubicación y debido 
proceso de ley.  
 

(ii) Tener acceso a los expedientes, las evaluaciones y 
otros documentos relacionados con sus hijos con 
discapacidades de acuerdo a las leyes federales y 
estatales aplicables y las normas establecidas.   
 

(iii) Que las decisiones relacionadas con la identificación, 
evaluación, ubicación o la provisión de una educación 
pública, gratuita y apropiada que afecten al menor 
con discapacidad, se tomen con su aprobación y 
consentimiento, a menos que respondan a la decisión 
de un tribunal.  
 
Radicar querella para solicitar cualquier 
procedimiento de mediación o vista administrativa, 
con relación a los servicios dispuestos en la presente 
Ley o en la ley federal para la educación de los 
menores con discapacidades o su reglamentación, 
dentro de los procedimientos provistos en estas.  
 

(v) Radicar cualquier otra querella o queja que entienda 
pertinente en protección del menor con discapacidad, 
en el foro correspondiente, incluyendo: 
 
(I) la presentación de una queja ante la División 

Legal del Departamento de Educación contra 
cualquier funcionario que violente o socave los 
derechos del menor con discapacidad, de las 
cuales, la mencionada Agencia es responsable. 
Una vez sometida, el Departamento será 
responsable de emitir un informe sobre la 
investigación, con sus correspondientes 
recomendaciones, dentro de los noventa (90) 
días de esta haber sido presentada; 
 

(II) el Departamento de la Familia o la División de 
Maltrato Institucional del Departamento de 
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Justicia, cuando entienda que el menor con 
discapacidad ha sido víctima de maltrato, 
según definido por la Ley 246-2011, según 
enmendada, conocida como “Ley para la 
Seguridad, Bienestar y Protección de 
Menores”, por parte de algún funcionario 
incluyendo, maltrato institucional; 
 

(III) con la Oficina Federal de Derechos Civiles en 
cualesquiera de los casos anteriores.  
 

(IV) Que cualquier objeción por parte de estos sea 
atendida prontamente en reunión del COMPU.  
 

(vi)  Solicitar una evaluación educativa independiente, con 
todas las garantías y procedimientos dispuestos en la 
legislación federal para ello.  

 
(vii)  A solicitar el pago y reembolso de honorarios de 

abogado conforme lo dispuesto en las garantías 
procesales de la legislación federal para la educación 
de los menores con discapacidades.  

 
(viii)  Conforme a los requisitos de divulgación de derechos 

establecidos en la sección 1415(d) de IDEA, los padres 
tendrán derecho a recibir copia, en el lenguaje de su 
predilección, de los derechos y garantías procesales 
provistos tanto por la ley federal como por la presente 
Ley; asimismo, y de los padres o menores con 
discapacidad solicitarlo, se les proveerá copia íntegra, 
en el lenguaje de su predilección, de la Ley IDEA y de 
cualesquiera regulaciones establecidas a su amparo. 

 
Artículo 13.-Nombramiento de los Jueces Administrativos  
 
Con el fin de maximizar la imparcialidad de los jueces administrativos en los 

procesos de adjudicación de querellas de educación especial, y de conformidad con la 
ley federal IDEA, éstos serán nombrados por el Gobernador, con el consejo y 
consentimiento del Senado de Puerto Rico: 

 
1. En general. 
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A. Todo nombramiento que venza durante receso de la Asamblea 
Legislativa continuará en efecto hasta el nombramiento y requerida 
confirmación del nuevo juez administrativo. No obstante, ningún 
nombramiento vencido podrá exceder el término de finalización de 
la siguiente sesión legislativa a comenzar o el período de un año, lo 
que ocurra primero. 

 
B. El Departamento de Educación garantizará la disponibilidad de 

fondos para el pago de los jueces administrativos y, además, la 
continuidad y vigencia del término del nombramiento o la 
extensión del mismo mientras se confirma un nuevo 
nombramiento.  

 
C. El Departamento de Educación se asegurará de concluir los 

procesos relacionados a los nuevos nombramientos a tiempo, de 
modo tal que, no afecte los servicios o los términos y 
procedimientos de vistas de cada menor o los de la Oficina 
Regional Educativa que correspondiente. 
 

D. Prohibición. Nada relacionado al proceso de nombramiento de un 
juez administrativo podrá incluir disposición que de modo alguno 
le exponga a la mera apariencia de conflicto, incluyendo, el requerir 
cumplir con algún código de ética profesional distinto al de la 
judicatura en cuanto a lo relacionado a la imparcialidad o 
requerirle lealtad completa en el descargo de sus funciones a 
cualquier entidad gubernamental. 
 

E. Todo juez administrativo debidamente nombrado por el 
Gobernador y confirmado por el Senado de Puerto Rico, deberá 
certificar que:  
 

(i) realizará sus funciones de forma independiente, partiendo 
de una comprensión cuidadosa y consciente de la Ley, libre 
de cualquier influencia ajena, de instigaciones, presiones, 
amenazas o interferencias, ya sean directas o indirectas, 
provenientes de cualquier fuente o por cualquier razón.  
 

(ii) enmarcará sus funciones adjudicativas en el estudio del 
derecho y en la diligencia orientada hacia el empeño de 
descubrir los hechos esenciales de cada controversia. 
 

(iii) su conducta ha de excluir la posible apariencia de que son 
susceptibles de actuar por influencias de personas, grupos, 
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partidos políticos o instituciones religiosas, por el clamor 
público, por consideraciones de popularidad o notoriedad, o 
por motivaciones impropias. 
 

(iv) no celebrará entrevistas privadas con las partes o sus 
abogados, ni permitirá comunicaciones o argumentos de 
éstos que pretendan influir en su actuación en querellas bajo 
su consideración, cuando los otros intereses que puedan ser 
afectados no estén presentes. 
 

(v) grabará todas las vistas y evitará sostener conversaciones y 
reuniones sobre asuntos ante su consideración sin grabar los 
mismos; disponiéndose, sin embargo, que toda grabación se 
conservará y se hará formar parte del expediente oficial de la 
vista. 

2. Término, designación y remuneración  
 

A. Todo nombramiento se realizará con designación expresa de la 
Oficina Regional Educativa en la cual el juez administrativo 
realizará sus funciones o, si el nombramiento es como juez 
administrador de la Unidad Secretarial de Querellas y Remedio 
Provisional. 

 
B.  Jueces administrativos a nivel de Oficina Regional Educativa. 
 

(i)  El nombramiento de los jueces administrativos será por un 
término de tres (3) años, pero se mantendrán ejerciendo 
sus funciones hasta que su sucesor sea nombrado y tome 
posesión. 

 
(ii)  Se nombrará un juez administrativo por cada Oficina 

Regional Educativa excepto, en aquellas que por volumen 
de menores registrados o volumen de querellas requieran 
el nombramiento de dos (2) jueces.   

 
C.  Juez administrador de la Unidad Secretarial de Querellas y 

Remedio Provisional. 
 

(i)  El nombramiento del Juez Administrador de la Unidad 
Secretarial de Querellas y Remedio Provisional el 
nombramiento será por un término de cinco (5) años, pero 
se mantendrá ejerciendo sus funciones hasta que su 
sucesor sea nombrado y tome posesión. 
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D.  Nombramientos iniciales  
 

(i)  Los nombramientos iniciales de los jueces administrativos se 
harán por períodos escalonados, a saber: el cincuenta por 
ciento (50%) de los jueces administrativos por un período de 
un (1) año, el veinticinco por ciento (25%) por un período de 
dieciocho (18) meses, y el restante veinticinco por ciento 
(25%) por un período de dos (2) años. 

 
E.  Remuneración  
 

(i)  La remuneración de los jueces administrativos será aquella 
dispuesta para un Juez Municipal. 

 
(ii)  La remuneración del Juez Administrador será aquella 

dispuesta para un Juez Superior. 
 
(iii) Ni los jueces administrativos ni el Juez Administrador 

acumulará licencias por vacaciones o enfermedad. 
 

3. Requisitos para nombramiento  
 
A.  calificaciones mínimas. 

 
(i) no ser empleado del Departamento o de la Oficina 

Regional Educativa, ni haberlo sido  durante un año 
antes del nombramiento; 
 

(ii) no tener ningún conflicto ético que afecte su 
imparcialidad durante la vista; 
 

(iii) tener conocimiento y mostrar dominio de las 
disposiciones federales y locales sobre la educación 
de las personas con discapacidades y la interpretación 
legal de las mismas. 
 

B.  Requisitos adicionales  
 

(i) Haber sido admitido a la práctica de la abogacía al 
menos dos (2) años previo al nombramiento. 
 

(ii) La persona a ser nombrada deberá cumplir con al 
menos seis (6) horas de educación continua, 
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capacitación, adiestramiento, incluyendo por Internet 
(webinars), en derecho relacionado al tema de 
educación especial y al menos, tres (3) horas de 
educación continua en derecho administrativo cada 
dos (2) años. 
 

(iii) En el caso del designado como Juez Administrador de 
la Unidad Secretarial de Querellas y Remedio 
Provisional, el mismo deberá contar, además, con al 
menos cinco (5) años de experiencia dirigiendo una 
oficina legal o, experiencia equivalente, entiéndase, 
puesto gerencial o administrativo que conlleve 
supervisión de empleados bajo su cargo. 
 

4. Proceso de confirmación. 
 
A. En todo proceso de confirmación ante el Senado de Puerto Rico de 

una persona a fungir como juez administrativo del Programa de 
Educación Especial, deberá al menos: 
 
(i) Hacer esfuerzos dirigidos a realizar una vista para escuchar 

al público en general, en particular, a padres de menores con 
discapacidades, así como, al nominado; 
 

(ii) Hacer esfuerzos para solicitar el insumo de padres, 
organizaciones y público general por escrito o mediante 
vista pública. 
 

B. Se le requerirán memoriales al nominado que evidencien su 
dominio en materia de educación especial, incluyendo: 
 
(i) Legislación y jurisprudencia local; 

 
(ii) Legislación y jurisprudencia federal; 

 
(iii) Aplicabilidad de las reglas de procedimiento civil y/o reglas 

de evidencia al ámbito administrativo. 
 

C. Los memoriales sometidos por el nominado serán de carácter 
público y estarán disponibles para el público general una vez sean 
entregados. 
 

5. Funciones del Juez Administrador. 
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Entre otras funciones propias de su cargo: 
 
A. Es responsable del funcionamiento eficiente de la Unidad 

Secretarial de Querellas y Remedio Provisional. 
 

B. Es responsable de la asignación de casos por Oficina Regional 
Educativa y los jueces administrativos en la misma. 
 

C. Es responsable de velar que se realicen las funciones dentro de los 
términos establecidos para el funcionamiento de la Unidad 
Secretarial de Querellas y Remedio Provisional. 
 

D. Es responsable de la capacitación y adiestramiento de los 
empleados en la Unidad Secretarial de Querellas y Remedio 
Provisional, recomendándose al menos dos (2) anualmente sin 
interrupción de las funciones propias de la Unidad. 
 

E. En caso de emergencia o uno de los jueces administrativo 
ausentarse por término mayor a tres (3) días laborables, será 
función del juez administrador reasignar casos o realizar las 
gestiones o movimientos de las salas o regiones asignadas, de 
modo tal que en ningún momento se incumpla con el término de 
cuarenta y cinco (45) días para la adjudicación final de la 
controversia. 
 

F. Es responsable de hacer disponibles al público general las 
determinaciones de los jueces administrativos. 
 

G. Es responsable de dar seguimiento a los jueces administrativos 
sobre aquellos casos que han cumplido los cuarenta y cinco (45) 
días sin que se haya recibido una resolución final sobre la querella. 

 
6.  Limitaciones. 
 
 Tanto los jueces administrativos como el Juez Administrador deberá 

cumplir, de forma estricta, con las siguientes disposiciones: 
 

A. no aceptará puestos, cargos o encomiendas que sean incompatibles 
con sus responsabilidades. 

 
B. debe evitar toda actividad que le reste dignidad a sus puestos como 

jueces o que origine notoriedad indeseable. 
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C. es incompatible con el cargo ostentar un puesto o cargo en las 

ramas ejecutiva o legislativa, en los gobiernos municipales o en 
cualquier otro organismo del Gobierno; como tampoco podrá 
otorgar un contrato de servicios consultivos o profesionales con 
alguno de estos.  

 
Artículo 14.-Creación de la Junta Examinadora de Defensores de Menores con 

Discapacidades  
 
En aras de brindar mayores y mejores recursos a los menores con discapacidades 

en el proceso de procurar los servicios educativos y relacionados apropiados a sus 
necesidades únicas, se crea, adscrito al Departamento de Estado, la Junta Examinadora 
de Defensores de Menores con Discapacidades. 

 
1. Definiciones  

 
A. Defensor de Menores con Discapacidad- se refiere a aquella 

persona que es parte de un grupo u organización debidamente 
licenciado por la Junta Examinadora aquí creada y que realiza 
argumentos orales y escritos con relación a legislación educativa 
para adelantar el bienestar de los menores con discapacidades y los 
servicios que se le brindan por parte de entidades 
gubernamentales. Las funciones del defensor incluyen, adelantar la 
causa de los menores con discapacidades a nivel legislativo, del 
ejecutivo, ante el foro administrativo del Departamento, la 
Secretaría Asociada y sus componentes o niveles operacionales o 
las oficinas regionales educativas. 
 

B. Grupo u organización dedicada a la defensa de menores con 
discapacidades- se refiere a toda entidad sin fines de lucro 
organizada bajo las leyes del Gobierno de Puerto Rico que busca 
adelantar el bienestar de los menores con discapacidades y los 
servicios que se le brindan por parte de, o a nombre, de entidades 
gubernamentales. 
 

C. Junta- se refiere a la Junta Examinadora de Defensores de Menores 
con Discapacidades de Puerto Rico, según se establece en esta Ley. 
 

2. Composición   
 

La Junta estará compuesta de cinco (5) miembros, quienes no devengarán 
sueldo por sus funciones, y serán nombrados por el Gobernador de Puerto 
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Rico, con el consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico. Al entrar 
en vigor esta Ley, el Gobernador nombrará los miembros de la Junta en 
forma escalonada: tres (3) miembros por el término de tres (3) años y dos 
(2) por el término de dos (2) años. Los nombramientos subsiguientes se 
harán por el término de cuatro (4) años. Cuando surjan vacantes antes del 
vencimiento de un término, el nombramiento del sustituto lo hará el 
Gobernador de Puerto Rico por el período restante de dicho término. 
Ningún miembro será nombrado por más de dos (2) términos 
consecutivos.  
 
A.  De los cinco (5) miembros de la Junta:  
 

(i)  uno (1) será un académico especializado en Educación 
Especial;  

 
(ii)    uno (1) será un abogado;  
 
(iii)  uno (1) será una persona con discapacidad;  
 
(iv)  uno (1) será un padre de un menor con discapacidad;  
 
(v)  y el otro miembro restante será un (1) maestro de educación 

especial.  
 

B.  Los miembros de la Junta deberán ser residentes de Puerto Rico a la 
fecha de su nombramiento y tener la preparación y experiencia 
necesaria.  

 
C.  El Gobernador podrá destituir a cualquier miembro de la Junta por 

ineficiencia o negligencia en el desempeño de sus deberes o por 
cualquier otra causa justificada, previa formulación de cargos, 
notificación y celebración de vista.  

 
D.  Tres (3) miembros de la Junta constituirán quórum. Los acuerdos 

de la Junta se tomarán por el voto de la mayoría de los miembros 
presentes. La Junta podrá celebrar cuantas reuniones estime 
necesario con previa convocatoria del presidente a todos sus 
miembros.  

 
E.  Anualmente, la Junta elegirá de entre sus miembros un presidente, 

así como cualesquiera otros oficiales que fueren necesarios para su 
funcionamiento.  
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3.  Junta Examinadora – Facultades 
 

A.  La Junta tendrá facultad de expedir, renovar, denegar, suspender y 
revocar las licencias requeridas por esta Ley, de acuerdo con sus 
disposiciones. 

 
B.  La Junta adoptará los reglamentos que considere necesarios para el 

cumplimiento de sus deberes.  
 
C.  La Junta llevará un libro de actas de todas las reuniones y 

procedimientos que celebre.  
 
D.  La Junta mantendrá un registro que contendrá una lista de las 

licencias otorgadas, denegadas, suspendidas y revocadas.  
 
E.  La Junta adoptará un sello oficial para la tramitación de todas las 

licencias y demás documentos expedidos por la misma. 
 
F.  La Junta ofrecerá los exámenes a los candidatos para la licencia de 

defensor de Menores con Discapacidad, por lo menos una (1) vez al 
año.  

 
G.  La Junta realizará cualquier gestión y tendrá cualquier otra 

facultad, en adición a las consignadas, que sea necesaria para 
cumplir con las disposiciones de esta Ley. 

 
H. Establecer los mecanismos necesarios para recibir y atender quejas 

o querellas presentadas por los padres contra algún defensor 
cuando entiendan que este faltó a sus deberes o no mostró la 
competencia necesaria a la hora de interceder en algún 
procedimiento causándoles un perjuicio a los menores con 
discapacidad o sus padres, tutores o custodios legales. En tono con 
lo anterior, podrán adoptar procedimientos disciplinarios para 
asegurar la competencia y buen desempeño de los defensores de 
menores licenciados.  

 
4.  Licencia requerida  
 

A.   En general. 
 

Ninguna persona podrá practicar, ni ofrecerse a practicar como 
defensor de menores con discapacidades en Puerto Rico, a menos 
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que posea una licencia de acuerdo con las disposiciones de esta 
Ley. Nada de lo aquí contenido, impedirá a persona alguna el 
ejercicio de alguna otra profesión para la cual esté autorizada de 
conformidad con las leyes de Puerto Rico. 
 

B.    Solicitud de licencia 
 

(i) Todo interesado en obtener la licencia para ejercer como 
defensor de menores con discapacidades, deberá ser 
ciudadano de los Estados Unidos de Norteamérica, al menos 
contar con diploma de escuela superior y deberá completar 
el formulario de solicitud que a tales fines le proveerá la 
Junta, entre otros. Dicho formulario deberá ir acompañado 
de la suma de cien dólares ($100.00), por derecho de licencia 
mediante examen. Estas cuotas no serán reembolsadas en 
ningún momento, ni bajo ninguna circunstancia. 
 

(ii) La solicitud para cada reexamen que se solicite irá 
acompañada en cada ocasión de la suma de sesenta dólares 
($60.00). El candidato a licencia deberá presentar ante la 
Junta evidencia satisfactoria de buena conducta moral y que 
ha completado un programa de talleres, capacitación o 
adiestramiento por un grupo de defensa de menores con 
discapacidades. 
 

(iii) Los adiestramientos deberán incluir como mínimo, las 
garantías procesales, requisitos del PEI, los derechos de los 
menores y sus padres, el procedimiento de querellas y otras, 
que serán evaluadas durante el examen. 
 

C.   Exámenes 
 

La Junta dará un examen teórico que pondrá los conocimientos del 
candidato que haya cumplido con los requisitos antes establecidos 
a prueba. Las materias a cubrirse en el examen de defensor de 
menor con discapacidad, incluirán garantías procesales, requisitos 
del programa educativo individualizado, participación de los 
padres, determinación de ubicación, compra de servicios, 
reembolsos, procedimientos, evaluaciones, expedientes, 
confidencialidad, informes de progreso, procedimiento de 
querellas, vista administrativa, redacción en el procedimiento de 
vista administrativa, función del defensor y aquellas otras 
disciplinas que la Junta considere necesarias a los fines de medir la 
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capacidad del candidato para la práctica de la defensoría de 
menores con discapacidades.  
 

D. Denegación, suspensión o revocación. 
 

(i) La Junta podrá suspender o revocar una licencia de defensor 
de menores con discapacidades, así como también podrá 
negarse a conceder la misma, previa notificación y audiencia 
a cualquier persona que: 
 
(I) Practique como defensor de menores con 

discapacidades en exceso de las tarifas establecidas 
por la Junta por reglamento o cargue a los padres un 
depósito mayor del establecido por reglamento. 
 

(II) Haya sido convicta por uso de drogas o licores 
intoxicantes. 
 

(III) Haya sido convicta por la comisión de delito grave o 
alguno que implique depravación moral. 
 

(IV) Haya obtenido o tratado de obtener una licencia 
mediante fraude o engaño. 
 

(V) Haya incurrido en negligencia crasa, según definida 
por reglamento, en la práctica de la defensoría de 
menores con discapacidades. 
 

(VI) Haya sido declarada incapacitada mentalmente por 
un tribunal con competencia. 
 

(VII) Se le denegará la licencia a quien haya realizado 
labores como defensor de menores con 
discapacidades y practique sin estar debidamente 
licenciado por la Junta. 
 

(ii) Toda persona a quien se le deniegue, suspenda, revoque o 
cancele una licencia por la Junta, podrá recurrir ante el 
Tribunal de Apelaciones en un procedimiento de revisión, el 
cual podrá ser concedido, siempre y cuando la Junta haya 
incurrido en un manifiesto error en la apreciación de la 
prueba y/o haya incurrido en errores de derecho al resolver 
el caso. 
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(iii) La parte recurrente deberá solicitar primero, dentro de un 
término de diez (10) días desde que recibió la notificación de 
la Junta informando de la resolución en su contra, la 
reconsideración de la resolución de la Junta. Una vez 
resuelta la reconsideración, si le fuera adversa, deberá 
recurrir al Tribunal de Apelaciones dentro de un término de 
quince (15) días después de haber sido notificada de la 
resolución. 
 

E. Cuotas  
 

(i) La Junta podrá imponer una cuota razonable que no 
excederá los cien dólares  ($100.00) anuales, a todo el que 
posea una licencia bajo las disposiciones de este Artículo, las 
cuales ingresarán al Fondo General del Gobierno de Puerto 
Rico, pero el Secretario del Departamento de Hacienda 
vendrá obligado a separarlo y destinarlo para las 
operaciones de la Junta. 
 

5. Uso indebido de ciertos términos, palabras y frases 
 

Cualquier persona a quien la Junta no le haya concedido una licencia de 
defensor de menores con discapacidades, y se presente en alguna forma 
como uno de estos o que use en referencia a sí mismas las palabras 
“Defensor de Menores con Discapacidades”; use las letras “DMD”, o 
cualesquiera otras letras, palabras, abreviaturas o insignias indicando o 
implicando que es un defensor de menores con discapacidad, incurrirá en 
un delito menos grave y será además, penalizada conforme las 
penalidades aquí dispuestas. No obstante, nada de lo contenido en esta 
Ley impedirá a personas particulares u organizaciones sin fines de lucro 
realizar gestiones o expresiones en defensa de los menores con 
discapacidades en general, ante foros legislativos, o en reuniones con 
funcionarios de la rama ejecutiva o judicial, mientras no sea como 
defensor de menores con discapacidades durante una vista administrativa 
del Programa de Educación Especial. Esta Ley tampoco impedirá a padres 
de menores con discapacidades estar acompañados de la persona que a 
bien entiendan en reuniones para la redacción del programa educativo 
individualizado de sus hijos u otras reuniones del COMPU o con otro 
personal del Departamento, la Secretaría Asociada (incluyendo sus niveles 
o componentes) o de la Oficina Regional Educativa, siempre y cuando no 
sea durante la vista del foro administrativo de querellas. 
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6.  Penalidades  
 

A.  Cualquier persona que incurra en una violación de este Artículo, 
incurrirá en un delito menos grave y de ser convicta, se le 
impondrá una multa no mayor de tres mil dólares ($3,000), o cárcel 
por un período no mayor de tres (3) meses, o ambas penas a 
discreción del tribunal, por la primera infracción. Por la segunda y 
subsiguientes infracciones, convicta que fuere, se le impondrá una 
pena de cárcel no mayor de seis (6) meses. 

 
B. Cualquier persona que deliberadamente haga una declaración falsa 

en su solicitud de licencia incurrirá en delito menos grave que 
aparejará una multa no mayor de tres mil dólares ($3,000) o cárcel 
por un período no mayor de tres (3) meses, o ambas penas a 
discreción del tribunal. 

 
Artículo 15.-Panel Asesor. 
 
Se crea el Panel Asesor del Programa de Educación Especial, adscrito a la Oficina 

del Secretario de Educación de Puerto Rico.  
 
(a) El Gobernador de Puerto Rico constituirá un Panel Asesor del cual la 

mayoría de los integrantes serán padres de menores con discapacidades o 
personas con discapacidad. El Panel Asesor estará integrado por: 
 
1. Padres de menores con discapacidades y por personas con 

discapacidad, en la medida necesaria para que sean el grupo 
mayoritario en representatividad en el Panel Asesor; 
 

2. Un maestro de sala regular; 
 

3. Un maestro de educación especial; 
 

4. Un representante de la Facultad de Educación de la Universidad de 
Puerto Rico y, de cualquier otra universidad o institución a nivel 
secundario que a bien se desee nombrar hasta un máximo de cinco 
(5) personas bajo este inciso; 
 

5. Los directores o personas responsables de cada una de las oficinas 
regionales educativas, pero en ningún caso más de uno por región; 
 

6. El Secretario de Educación; 
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7. El Secretario Asociado del Programa de Educación Especial y un 
representante con poder de toma de decisiones de cada agencia con 
responsabilidades específicas, conforme a esta Ley; 
 

8. Un representante de escuelas privadas debidamente seleccionado 
por la entidad que les representa; 
 

9. Un representante de una entidad privada que preste servicios o que 
esté interesada en el proceso de transición secundaria de los 
menores con discapacidades. 
 

10. Un representante del Departamento de la Familia, a ser designado 
por el Secretario de la Agencia, que responda a la supervisión de 
hogares sustitutos y menores sin hogar; 
 

11. Un representante del Negociado de Instituciones Juveniles del 
Departamento de Corrección y Rehabilitación, a ser designado por 
el Secretario de la Agencia. 
 

(b) Funciones. 
 
El propósito del Panel Asesor es aconsejar a la Secretaría Asociada en 
relación a la educación especial y servicios relacionados para los menores 
con discapacidades en Puerto Rico. A esos fines, se les asigna las 
siguientes funciones: 
 
1. Aconsejar al Departamento de Educación de las necesidades no 

atendidas en Puerto Rico en la educación de los menores con 
discapacidades. 
 

2. Expresarse públicamente sobre reglamentación propuesta por el 
Departamento de Educación y/o la Secretaría Asociada sobre la 
educación de los menores con discapacidades. 
 

3. Aconsejar a la Secretaría Asociada en el desarrollo de evaluaciones 
y la información a ser reportada al Departamento de Educación 
federal, conforme a la Ley “Individuals with Disabilities Education 
Improvement Act”, a saber: 
 
A. La cantidad y por ciento de menores con discapacidad, por 

raza, etnia, status de dominio limitado del inglés, género, y 
categoría de discapacidad, que se encuentra en cada una de 
las siguientes categorías individuales:  
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(i) Recibiendo una educación pública, gratuita y 
apropiada.  
 

(ii) Participando de educación regular.  
 

(iii) En clases separadas, escuelas o facilidades separadas, 
o en facilidades residenciales públicas o privadas. 
 

(iv) Para cada año, desde la edad de 14 a 21 años, que dejó 
de recibir servicios de educación especial y 
relacionados porque completó el programa 
(incluyendo graduación con un diploma regular de 
escuela secundaria), u otras razones, y las razones por 
las cuales dichos menores dejaron de recibir servicios 
de educación especial y relacionados.  
 

(v) Removidos ambientes educativos alternativos de 
modo interino.  
 
(I) Los actos o hechos que precipitaron esas 

remociones.  
 

(II) La cantidad de menores con discapacidades que 
han estado sujetos a suspensiones a largo plazo o 
expulsiones.  
 

(vi) La cantidad y por ciento de menores con 
discapacidades, por raza, género, y etnia, que están 
recibiendo servicios de intervención temprana.  
 

(vii) La cantidad y por ciento de menores con 
discapacidades, por raza, género y etnia que, desde el 
nacimiento a los dos (2) años dejaron de recibir 
servicios de intervención temprana porque 
completaron el programa o por otras razones.  
 

(viii) La incidencia y duración de las acciones disciplinarias 
de menores con discapacidades por raza, etnia, 
dominio limitado del inglés, género y categoría de 
discapacidad, incluyendo suspensiones por un (1) día 
o más.  
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(ix) La cantidad y el por ciento de menores con 
discapacidades que son removidos a ambientes 
educativos alternativos o expulsados. 
 

(x) La cantidad de querellas radicadas bajo el 
procedimiento de vista administrativa y la cantidad 
de vistas celebradas.  
 

(xi) La cantidad de vistas administrativas solicitadas y la 
cantidad de cambios en ubicación ordenados como 
resultado de dichas vistas.  
 

(xii) La cantidad de mediaciones realizadas y la cantidad 
de acuerdos de transacción alcanzados a través de 
dichas mediaciones. 
 

B. Cualquier otra información que sea requerida por el 
Departamento de Educación federal. 
 

4. Asesorar a la Secretaría Asociada en el desarrollo de planes de 
acción correctivos para enfrentar y mejorar las oportunidades 
identificadas en los informes federales de seguimiento bajo las 
leyes federales para la educación de los menores con 
discapacidades. 
 

5. Asesorar al Departamento de Educación y a la Secretaría Asociada 
en el desarrollo y aplicación de las políticas relativas a la 
coordinación de servicios para menores con discapacidades. 
 

(c) El Panel Asesor podrá utilizar los recursos fiscales y humanos de la 
Oficina del Secretario Asociado, a la cual está adscrito, para el desarrollo 
de las funciones dispuestas en este Artículo. A tales efectos, se establece la 
obligatoriedad del Secretario Asociado de extender a los miembros del 
Panel Asesor, aquellos recursos económicos, instalación física y demás 
servicios de los asesores, técnicos y empleados de la Secretaría Asociada 
necesarios para cumplir con las disposiciones de esta Ley. El Panel Asesor 
tendrá acceso a documentos oficiales necesarios para ejercer su 
responsabilidad de asesoría sobre asuntos de educación especial.   
 

(d) Se entenderá que el Panel Asesor no está constituido y, por ende, las 
funciones que realice podrán ser determinadas nulas cuando, de los 
integrantes nombrados la mayoría no resultan ser padres de menores con 
discapacidades y personas con discapacidades. 
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Artículo 16.-Implantación e Informes  
 
(a) Se le concede al Departamento de Educación, la Secretaría Asociada del 

Programa de Educación Especial, oficinas regionales educativas y 
cualquier otra agencia con funciones específicas dispuestas en esta Ley el 
término de dos (2) años para la efectiva implantación de la misma. 

 
(b)  Informes de implantación  
 

1. En un término no mayor de sesenta (60) días, luego de aprobada 
esta Ley, la Secretaría Asociada del Programa de Educación 
Especial presentará un informe a la Asamblea Legislativa que 
incluya un análisis detallado y comprensivo que evidencie que 
cada formulario que se propone utilizar para cumplir con los 
procedimientos descritos en esta Ley y la correspondiente 
legislación federal, si aplica. En el mismo, incluirá lo siguiente:  

 
A.  el formulario del Programa Educativo Individualizado;  
 
B.  el formulario de citación de los padres;  
 
C.  el formulario de asistencia a la reunión del COMPU de los 

componentes requeridos por ley;  
 
D.  el formulario de notificación previa y escrita de cuando la 

agencia propone iniciar una acción o cuando la agencia 
rechaza iniciar una acción o cuando propone un cambio en 
los servicios educativos o relacionados;  

 
E.  el formulario de enmienda al PEI del menor;  
 
F.  el formulario para el informe de progreso del estudiante;  
 
G.  el formulario de querellas;  
 
H.  el formulario de contestación de la agencia a la querella que 

cumpla con los requisitos de ley;  
 
I.  el formulario para la determinación de ubicación 

fundamentada en el PEI desarrollado;  
 
J.  el formulario de determinación de elegibilidad;  
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K.  el formulario de notificación previa y escrita cuando la 
agencia propone iniciar una acción y el que habrá de utilizar 
cuando la agencia rechaza iniciar una acción; y  

 
L.  cualquier otro que entienda pertinente y sea cónsono con las 

disposiciones de esta Ley o cualquier otra ley federal 
aplicable o los reglamentos derivados de estas. 

 
2. Al cabo de los primeros noventa (90) días de aprobada esta Ley, la 

Secretaría Asociada presentará a la Asamblea Legislativa, por 
conducto de sus correspondientes secretarías, un informe que 
contenga un análisis de evaluación de costos y funciones por 
empleado de los actuales Centros de Servicios de Educación 
Especial. 

 
3.  Al cabo de los primeros seis (6) meses de aprobada esta Ley, toda 

agencia a la cual se le deleguen funciones expresas, según lo aquí 
contemplado, someterá un informe a la Asamblea Legislativa en el 
cual, incluirá: 

 
A. certificación de adopción de cualquier reglamentación que 

expresamente le haya sido impuesta por esta Ley; 
 

B. las necesidades de la agencia y el plan estratégico para 
atender las mismas con metas establecidas dentro del 
período de dos (2) años aquí provisto; 
 

C. los formularios y/o procedimientos adoptados sin proceso 
de reglamentación, la justificación para ello y plan 
correctivo, si aplica; 
 

D. los acuerdos interagenciales alcanzados y cómo se alcanzará 
el deber de supervisión general aquí requerido; 
 

E. los acuerdos interagenciales alcanzados sobre la agencia que 
asumirá el costo de un determinado servicio, tomando en 
consideración los requisitos federales y orden para la 
responsabilidad fiscal de la Secretaría Asociada y otras 
agencias, y el mecanismo o términos para reembolso entre 
agencias, si aplica; 
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F. cualquier situación que se enfrenta con cualquier 
componente gubernamental que impide o dilata la 
implantación de esta Ley. 
 

4.  Al cabo de los primeros doce (12) meses de aprobada esta Ley, toda 
agencia a la cual se le delegan funciones expresas someterá un 
segundo informe a la Asamblea Legislativa, por conducto de sus 
correspondientes secretarías, en el cual, incluirá una actualización 
de toda la información requerida para el informe de seis (6) meses, 
además, de: 

 
A. las medidas tomadas para subsanar o atender cualquier 

asunto, problema o impedimento identificado en el informe 
anterior para la implantación de esta Ley; 
 

B. el detalle de los resultados de las medidas tomadas en 
respuesta al sub-inciso anterior; 
 

C.   el modelo de evaluación programática y organizacional 
diseñado para evaluar y mejorar la colaboración entre las 
agencias que sirven a los menores con discapacidad; y 

 
D.  otras situaciones o problemas identificados y plan de 

corrección. 
 
 Al cabo de los dos (2) años aquí dispuesto para la 

implantación de esta Ley, cada agencia someterá un informe 
final disponiendo en el mismo la función o responsabilidad 
asignada, la fecha en que completó la implantación de la 
misma y los resultados, si alguno. 

 
(c) Informe Anual  
 

A partir del segundo año de aprobada esta Ley, la Secretaría Asociada del 
Programa de Educación Especial someterá a la Asamblea Legislativa un 
informe anual detallando el estado de situación del Programa de 
Educación Especial, progresos, retos, proyecciones y logros relacionados 
con los requisitos y funciones de esta Ley. 
 

Artículo 17.-Asignación de Fondos y Presupuesto  
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El Departamento de Educación mantendrá un presupuesto separado para la 
Secretaría Asociada aquí creada y conforme a la autonomía provista para dicho 
organismo.  

 
Cada agencia con responsabilidades expresas en esta Ley, incluyendo al 

Departamento de Educación de modo separado al presupuesto de la Secretaría 
Asociada, incluirá en su petición presupuestaria anual, la asignación de los recursos 
necesarios para cumplir sus funciones a tenor con la política pública aquí esbozada.  
   

Artículo 18.-Disposiciones Transitorias  
 
Todas las normas y reglamentos que gobiernan el funcionamiento y la operación 

de los programas y servicios afectados por esta Ley continuarán en vigor hasta tanto 
sean enmendados o sustituidos. Los jefes de agencias tomarán todas las medidas 
transitorias necesarias para la cabal implantación de esta Ley, en un término no mayor 
de ciento ochenta (180) días naturales, luego de aprobada esta, so pena de intervención 
de la Oficina del Procurador del Ciudadano y la Defensoría de las Personas con 
Impedimentos o ser compelido por la Asamblea Legislativa. 

 
Artículo 19.-Transferencia de Recursos  
 
El personal a ser transferido a la Secretaría Asociada, conservará su estatus como 

empleados y los derechos adquiridos conforme a lo dispuesto en la legislación y la 
reglamentación aplicable, así como lo relativo a los sistemas de retiro o planes de 
ahorro, en la medida que sean aplicables.  

 
Artículo 20.-Penalidades y Sanciones 
  
Toda agencia con responsabilidades específicas, de acuerdo a esta Ley, deberá 

cumplir con cada una de sus obligaciones. Aquella agencia que incumpla con lo 
anterior, estará sujeta a las sanciones que procedan conforme a las disposiciones de ley 
aplicables, así como cualquier disposición aplicable bajo la ley federal “Individuals with 
Disabilities Education Improvement Act” y su reglamentación federal, la Oficina de 
Derechos Civiles del Gobierno Federal, la Oficina de la Procurador(a) del Ciudadano, y 
la Defensoría de las Personas con Impedimentos.   

 
El ejercicio de la acción administrativa y revisión judicial autorizada por esta Ley 

es independiente de cualquier otra acción civil o criminal, derecho o remedio que 
disponga la legislación vigente para los menores y personas en general, con 
discapacidades y ninguna de las disposiciones de ésta limitará o impedirá el ejercicio de 
tales acciones, derechos o remedios.  
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Artículo 21.-Se enmienda el Artículo 1.03 de la Ley 85-2018, para que lea como 
sigue: 

 
“Artículo 1.03.-Definiciones. 
 

A efectos de esta Ley, los siguientes términos tendrán el significado que se 
expresa a continuación:     

 
1.  Acomodo Razonable: Modificación o ajuste al proceso o escenario 

educativo o de trabajo que permita al menor con discapacidad participar y 
desempeñarse en ese ambiente. Dicho acomodo incluye: el uso de libros 
de texto, programas de estudio, ambiente en el salón, instrucciones, 
transiciones y/o tiempo de tareas, escritura, matemáticas, pruebas y el 
manejo de la conducta, entre otros.   

... 
 
18.  Educación Especial: Educación pública, gratuita, no sectaria, libre de 

discrimen y apropiada, fundamentada en una evaluación diseñada, 
especialmente, para atender sus necesidades particulares en el ambiente 
menos restrictivo. Asimismo, comprenderá todos aquellos servicios 
establecidos en virtud de la “Ley para la Educación de los Niños y Jóvenes 
con Discapacidades en Puerto Rico”.      

 
... 
 
28.  Discapacidad: Cualquier condición física, mental o emocional que limite o 

interfiera con el desarrollo o la capacidad de aprendizaje de la persona. 
 
... 
 
31.  Menor con discapacidad: Niños o jóvenes entre tres (3) y veintiún (21) 

años de edad, inclusive, con discapacidades intelectuales, problemas 
auditivos (incluyendo sordera), problemas de habla y lenguaje, 
impedimentos visuales (incluyendo ceguera), disturbios emocionales 
serios (referidos en esta Ley como “disturbios emocionales”), problemas 
ortopédicos, autismo, trauma cerebral, otros problemas de salud, o 
problemas específicos de aprendizaje; y quienes, por razón de su 
impedimento, necesita educación especial y servicios relacionados. Están 
incluidos, además, aquellos menores entre los tres (3) a nueve (9) años de 
edad, aquel que experimenta retraso en el desarrollo, según definido en 
esta ley, y conforme a los instrumentos de diagnóstico apropiados en las 
áreas pertinentes. Asimismo, comprenderá todos aquellos términos 
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establecidos en la “Ley para la Educación de los Niños y Jóvenes con 
Discapacidades en Puerto Rico”. 

 
32. Modelo de Intervención: ... 
 
33. Oficina: ... 
  
34. Oficina Regional Educativa: ... 
  
35. Organizaciones estudiantiles: ... 
 
36. Padre: ... 
 
37.  ... 
 
38.  ... 
 
39.  ... 
 
40.  ... 
 
41. 
 
42.  Programa de Educativo Individualizado o PEI: Documento que debe 

cumplir con los requisitos procesales y contenido dispuestos en la 
legislación local y federal aplicable para el estudiante que ha resultado 
elegible para recibir servicios de educación especial. En este se establece: 
nivel de funcionamiento educativo; metas anuales medibles y objetivos a 
corto plazo; grado y actividades extracurriculares donde el estudiante se 
integrará; la alternativa de ubicación; y los acomodos que se ofrecerán, entre 
otros, por un periodo no mayor de un año. Este documento será preparado 
por un Comité de Programación y Ubicación de Educación Especial 
(COMPU), según dispuesto por la legislación federal y local aplicable. Será 
obligación del Departamento que cada menor con discapacidades tenga un 
PEI y que su educación se rija conforme a este.  

 
43.  ... 
 
44.  ... 
 
45.  ... 
 
46. ... 
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47.  ... 
 
48. ... 
 
49. ... 
 
50. ... 
 
51. ... 
 
52. ... 
 
53. ... 
 
54. Transición: Proceso para facilitar a la persona con discapacidad su 

adaptación o integración a un nuevo ambiente, ya sea en el contexto escolar, 
de educación postsecundaria o, posteriormente, al laboral; como también; a 
una vida independiente; según definido y dispuesto en la legislación local 
y federal aplicable. 

 
55.  Tercer Sector: ...” 
 
Artículo 22.-Se enmienda el inciso (a) del Artículo 6.02 de la Ley 85-2018, para 

que lea como sigue: 
 
“Artículo 6.02.-Actividades y Servicios. 
 
... 
 
La escuela, además: 
 
a)  Proveerá servicios a alumnos con discapacidades conforme a la “Ley para 

la Educación de los Niños y Jóvenes con Discapacidades en Puerto Rico” y 
demás leyes y reglamentos estatales y federales aplicables a esta 
población; 

 
...” 
 
Artículo 25-Se enmienda el segundo párrafo del Artículo 10.01 de la Ley 85-2018, 

para que lea como sigue: 
 
“Artículo 10.01.-Derechos de los estudiantes de educación especial.  
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... 

 
Las disposiciones aquí contenidas son complementarias a cualquier otra 

Ley Especial establecida para la atención de los estudiantes con discapacidades, 
entre las que se encuentra la “Ley para la Educación de los Niños y Jóvenes con 
Discapacidades en Puerto Rico”.” 

 
Artículo 23.-Se enmienda el Artículo 10.05 de la Ley 85-2018, para que lea como 

sigue: 
 
“Artículo 10.05.-Procesos administrativos. 
 

Los procesos administrativos de la Secretaría Asociada del Programa de 
Educación Especial deben ser eficaces y ágiles, de forma que no dificulten u 
obstaculicen el derecho a la educación de esta población o de los servicios que 
recibe.”   

 
Artículo 25.-Se enmienda el primer párrafo del Artículo 10.06 de la Ley 85-2018, 

para que lea como sigue: 
 
“Artículo 10.06.-Programa de Educación Especial.  
 

El Departamento y sus Oficinas Regionales Educativas cumplirán con 
mantener un programa de educación especial acorde con los estándares 
establecidos por la Secretaría Asociada del Programa de Educación Especial. 

 
...” 
 
Artículo 26.-Se enmienda el segundo párrafo del Artículo 10.07 de la Ley 85-2018, 

para que lea como sigue: 
 
“Artículo 10.07.-Programas Académicos. 
 
... 
 

Lo anterior se deberá llevar a cabo sin menoscabar la autonomía 
académica de la Secretaría Asociada del Programa de Educación Especial para 
desarrollar programas especializados para los estudiantes con discapacidad.” 
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Artículo 27.-Se enmienda el Artículo 10.08 de la Ley 85-2018, para que lea como 
sigue: 

 
“Artículo 10.08.-Diploma Modificado y Certificación de Destrezas 

Académicas Funcionales y de Pre-empleo para Estudiantes con Discapacidades. 
 
El estudiante que recibe los servicios de educación especial y que participa 

en la corriente regular alcanzando los requisitos de graduación de secundaria, 
recibirá el diploma de graduación que otorga el Departamento al completar su 
cuarto año. No obstante, el Departamento desarrollará los mecanismos 
necesarios para otorgar un diploma modificado o certificación cuando aplique. 

 
En lo que respecta al diploma modificado, este estará disponible para 

aquellos menores que, por razón de su discapacidad, no logren alcanzar las 
competencias académicas requeridas, según lo contemplado para la obtención de 
un diploma general de secundaria, pero logran prepararse para el ejercicio de un 
oficio. Esto incluye, cuando el menor logra los estándares alternativos dispuestos 
en su programa educativo individualizado de aquellos establecidos para cursos 
vocacionales u ocupacionales que se rigen al amparo de los programas de la ley 
federal Carl D. Perkins, según enmendada, o cualesquiera otros fondos 
dispuestos para la preparación de menores con discapacidades para ejercer un 
empleo diestro. El diploma modificado deberá ser aceptado por las instituciones 
de educación básica, cuando el estudiante determina continuar sus estudios 
hacia una carrera vocacional o técnica. 

 
Por su parte, la Certificación de Destrezas Académicas Funcionales y de 

Pre-empleo para Estudiantes con Discapacidades estará disponible para aquellos 
menores que, por razón de su discapacidad, no logran alcanzar las competencias 
académicas requeridas, según lo contemplado para la obtención de un diploma 
general de secundaria, pero reúne una serie de habilidades, talentos, destrezas y 
competencias para el empleo.”  

  
Artículo 28.-Se enmienda el Artículo 10.09 de la Ley 85-2018, para que lea como 

sigue: 
 
“Artículo 10.09.-Unidad Secretarial de Querellas y Remedio Provisional. 
 
A.  Querellas 
 

El Departamento mantendrá un sistema de querellas centralizado para 
atender, todas las controversias surgidas en torno a los servicios de educación 
especial. Este mecanismo estará disponible para los padres, estudiantes y 
funcionarios, sin menoscabar el derecho que se tiene de acudir al tribunal. A tales 
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efectos, el Secretario queda expresamente facultado para promulgar la 
correspondiente reglamentación. Lo anterior, cumpliendo con los requisitos y 
disposiciones contenidas en la legislación federal “Individuals with Disabilities 
Education Act” (IDEA) y la legislación local aplicable.    

 
B.       Remedio Provisional  
 

Se establece un mecanismo de remedio provisional que asegurará proveer 
al padre, madre, tutor o encargado la alternativa de contratar un servicio 
relacionado que el Departamento no haya podido proveerle al estudiante por 
falta de disponibilidad o agilidad en la coordinación o prestación que cumplirá 
con todas las disposiciones de ley aplicable.  

 
El Secretario queda facultado a establecer las normas para la operación de 

este mecanismo, conforme lo dispuesto en la legislación local aplicable. A su vez, 
se autoriza el establecimiento de tarifas basadas en el comportamiento del 
mercado de servicios privados y las cuales serán revisadas frecuentemente.” 

 
Artículo 29.-Se enmienda el primer párrafo del Artículo 10.10 de la Ley 85-2018, 

para que lea como sigue: 
 
“Artículo 10.10.-Informes y Monitoreo.  
 

La Secretaría Asociada del Programa de Educación Especial, deberá 
mantener un mecanismo de monitoreo y recopilación de datos centralizados.  

 
...” 
 
Artículo 30.-Se enmienda el primer párrafo del Artículo 10.11 de la Ley 85-2018, 

para que lea como sigue: 
 
“Artículo 10.11.-Presupuesto. 
 

La Secretaría Asociada del Programa de Educación Especial, tiene la 
encomienda de, basado en las necesidades de los estudiantes y las obligaciones 
para con estos, desarrollar un presupuesto que asegure el cumplimiento con los 
servicios a esta población con discapacidad. 

 
...”  
 
Artículo 31-Se enmiendan los incisos (c) y (d) del Artículo 13.02 de la Ley 85-

2018, para que lean como sigue: 
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“Artículo 13.02.-Disposiciones generales. 
 
a. ... 
 
b. ... 
 
c.  Una Escuela Pública Alianza estará sujeta a todas las leyes federales y del 

Gobierno de Puerto Rico, al igual que a las disposiciones constitucionales 
que prohíben el discrimen. 

 
d.  La matrícula en una Escuela Pública Alianza estará abierta a cualquier 

estudiante que resida en Puerto Rico, incluyendo a la población con 
discapacidad. No obstante, se tendrá que dar prioridad de matrícula a 
estudiantes que residen en la comunidad circundante y dentro de los 
límites regionales, luego de asegurar los espacios necesarios para aquellos 
estudiantes con discapacidades para los cuales se haya determinado que 
dicha Escuela Pública Alianza es la apropiada para implantar su 
programa educativo individualizado. Disponiéndose que el Autorizador 
podrá establecer límites de matrícula si determina que dichos límites son 
necesarios para evitar el hacinamiento o para proveer un mejor servicio a 
los estudiantes de bajo ingreso o en riesgo. Se dispone que, de haber cupo 
disponible no se podrá negar la admisión de un estudiante que cumpla 
con los requisitos de admisión contenidos en la Carta Constitutiva, por el 
único hecho haber comenzado el año escolar.   

 
...” 
 
Artículo 32.-Se enmienda el Artículo 3 del Plan de Reorganización 3-2011, según 

enmendado, para que lea como sigue: 
 
“Artículo 3.-Alcance.  
 

Las disposiciones de este Plan regirán los procesos de compras y 
adquisición de bienes y servicios no profesionales en la Rama Ejecutiva, según 
definida en este Plan.  En el caso de la Secretaría Asociada del Programa de 
Educación Especial, la cual fuera creada al amparo de la “Ley para la Educación 
de los Niños y Jóvenes con Discapacidades en Puerto Rico, de las corporaciones 
públicas y los municipios, éstas tendrán la opción de acogerse y beneficiarse de 
forma voluntaria de los sistemas que habrán de desarrollarse para adquirir 
bienes y servicios no profesionales por medio de un proceso a establecerse para 
las compras del Gobierno Estatal de Puerto Rico. Aquellos departamentos, 
agencias, dependencias e instrumentalidades públicas pertenecientes a la Rama 
Ejecutiva del Gobierno de Puerto Rico que participen en un Contrato de Alianza, 
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según definido en la Ley 29-2009, según enmendada, conocida como la “Ley de 
Alianzas Público Privadas”, estarán exentos de la aplicabilidad de las 
disposiciones de este Plan, únicamente en cuanto a los asuntos integrados en el 
Contrato de Alianza en cuestión. Excepto que se establezca lo contrario, las 
disposiciones de este Plan tendrán carácter supletorio para los municipios.” 

 
Artículo 33.-Cláusula Derogatoria. 
 
Se deroga la Ley 51-1996, según enmendada, conocida como “Ley de Servicios 

Educativos Integrales para Personas con Impedimentos”, la Ley 263-2006, según 
enmendada, conocida como “Ley del Servicio de evaluación vocacional y de carrera”, y 
la Ley 53-2016, según enmendada, conocida como la “Ley para la Certificación de 
Destrezas Académicas Funcionales y de Pre-Empleo”. 

 
Artículo 34.-Especialidad de la ley. 
 
Siendo esta una Ley especial, en los casos en que sus disposiciones estén en 

pugna con las de cualquier otra ley, prevalecerán las disposiciones de esta. 
 

 Artículo 35.-Cláusula de separabilidad. 
 

Si cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, 
disposición, acápite o parte de esta Ley fuera anulada o declarada inconstitucional, la 
resolución, dictamen o sentencia a tal efecto dictada no afectará, perjudicará, ni 
invalidará el remanente de esta Ley. El efecto de dicha sentencia quedará limitado a la 
cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, disposición, acápite o 
parte de la misma que así hubiere sido anulada o declarada inconstitucional. Si la 
aplicación a una persona o a una circunstancia de cualquier cláusula, párrafo, 
subpárrafo, oración palabra, letra, artículo, disposición, acápite o parte de esta Ley fuera 
invalidada o declarada inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a tal efecto 
dictada no afectará ni invalidará la aplicación del remanente de esta Ley a aquellas 
personas o circunstancias en que se pueda aplicar válidamente. Es la voluntad expresa e 
inequívoca de esta Asamblea Legislativa que los tribunales hagan cumplir las 
disposiciones y la aplicación de esta ley en la mayor medida posible, aunque se deje sin 
efecto, anule, invalide, perjudique o declare inconstitucional alguna de sus partes, o 
aunque se deje sin efecto, invalide o declare inconstitucional su aplicación a alguna 
persona o circunstancia.  



 

(P. de la C. 1504) 
 

LEY 
 
Para enmendar los Artículos 75, 77, 79 y 82 de la “Ley de Servicio Público,” Ley Núm. 

109 de 28 de junio de 1962, según enmendada, a los fines de disponer un 
mecanismo para el pago de la cuota anual de las ERT, prohibir el discrimen en 
las tarifas o servicios de las ERT, aumentar la transparencia en las tarifas a los 
consumidores, facultar para expedir multas por violaciones, facilitar la operación 
en Puerto Rico de las Empresas de Red de Transporte, ampliar la fiscalización de 
las ERT; y para otros fines relacionados. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
La presente Administración ofreció al pueblo de Puerto Rico su visión de lo que 

debía ser el Nuevo Puerto Rico a través del llamado Plan para Puerto Rico. Este Plan fue 
refrendado en las urnas, enviando un claro mandato del electorado para su 
implantación. Para cumplir con las promesas contenidas en el Plan, esta Asamblea 
Legislativa promulgó la “Ley de Transformación Administrativa de la Comisión de 
Servicio Público,” Ley 75-2017, la que, a su vez, enmendó sustancialmente la “Ley de 
Servicio Público,” Ley Núm. 109 de 28 de junio de 1962, según enmendada. 

 
Lamentablemente, la pasada administración desaprovechó la oportunidad de 

moverse hacia el futuro en las tendencias de transporte incorporando un marco jurídico 
dentro del cual pudieran operan las Empresas de Red de Transporte (“ERT”), 
provocando confusión en la Industria y en el propio Gobierno. Esto provoco pleitos 
judiciales innecesarios, que solo provocaron mayor confusión.  

 
Con la aprobación de la Ley 75-2017, dimos un importante paso para modernizar 

la operación de las empresas de servicio público en Puerto Rico. Parte de esta 
modernización fue disponer el marco legal en el que operarán las ERT, en Puerto Rico. 

 
Estas ERT son parte de las nuevas tendencias en las economías mundiales. Es por 

ello que el Gobierno de Puerto Rico debe ser ágil para facilitar su entrada al mercado, 
fomentando el desarrollo de nuevas alternativas y la más amplia competencia en 
beneficio del pueblo que utiliza sus servicios. Aumentar las alternativas de transporte 
crea nuevos empleos y facilita el movimiento de personas lo que abona al crecimiento 
económico.  

 
Esta Asamblea Legislativa asume su responsabilidad en ampliar las alternativas 

de transporte. La Ley 75-2017, estableció que es la Comisión de Servicio Público la 
encargada de regular y fiscalizar a las ERT. 
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Ahora, se hace necesario que enmendemos la Ley 75-2017 a los fines de aclarar el 
marco de responsabilidad de las ERT cuando un Conductor de Empresas de Red de 
Transporte incumple las disposiciones de la Ley 75-2017 o de cualquier Reglamento 
aprobado bajo su poder delegado, cuando no medie culpa o negligencia de la ERT. Se 
establece un sistema de pago  alterno de la cuota anual para facilitar la operación de las 
ERT y ampliar la oferta a los consumidores. 

 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.-Declaración de Política Pública 
 
Es Política Pública de esta Asamblea Legislativa fomentar la operación de las 

Empresas de Red de Transporte dentro de un marco de legalidad y responsabilidad.   
 
Sección 2.-Se enmienda el Art. 75 de la Ley Núm. 109 de 28 de junio de 1962, 

según enmendada, a los fines que lea como sigue: 
   
“Artículo 75.-Empresas de Red de Transporte – Autorización y Revocación 
 
(a) ... 
 
(b) ... 
  

1.  ... 
  

2.  ... 
  
 3.  Acreditar que requiere que todo vehículo utilizado por un 

Conductor ERT para la prestación de servicios ERT cumpla con los 
requisitos de la Ley de Vehículos y Tránsito de Puerto Rico para 
estar autorizado a transitar por las vías públicas. 

 
4.  Acreditar que ha adoptado una política de cero tolerancia al uso y 

consumo de drogas ilícitas y alcohol, según requerido en el 
Artículo 79 de esta Ley. 

  
5.  ... 

  
6.  ... 

   
7.  ... 

 



3 

(c)  El Presidente, o su representante autorizado, expedirá la autorización para 
que una ERT pueda operar cuando el solicitante cumpla con los requisitos 
antes dispuestos. 

 
(d)  ... 
 
(e)  ... 
 
(f)  Para operar cada ERT deberá satisfacer la suma de cinco mil dólares 

($5,000) anuales a la Comisión. La suma podrá ser pagada en un solo pago 
o mediante la imposición de un cargo de diez centavos ($0.10) por viaje 
realizado hasta alcanzar la suma de total de cinco mil dólares ($5,000) 
anuales.   En caso de que la Empresa de Red de Transporte (ERT) decida 
acogerse al pago de los cinco mil dólares ($5,000) bajo la modalidad del 
cargo de diez centavos ($0.10) por viaje realizado, la Comisión tendrá la 
facultad para solicitar información sobre la cantidad de viajes realizados a 
través de las aplicaciones móviles usadas por la Empresa de Red de 
Transporte (ERT).  La Comisión establecerá por reglamento la frecuencia 
de los pagos a realizarse por las empresas acogidas al sistema de pago por 
viaje. En caso de incumplimiento se verá suspendida su autorización para 
operar como ERT y acumulará intereses al tipo legal, según fijado por la 
Oficina del Comisionado de Instituciones Financieras, desde el momento 
de su incumplimiento. La ERT no podrá pasar el cargo a los Conductores 
ERT, ni a los consumidores. La violación de esta disposición conllevara la 
imposición de multas según se establezca por reglamento. 

 
(g)  La ERT no podrá cobrar tarifas por viaje más altas, ni dar un trato distinto, 

ya sea en las tarifas o los servicios que tenga en vigencia en las 
jurisdicciones estatales dentro de los Estados Unidos. La Comisión tendrá 
facultad para indagar sobre prácticas que sean distintas en cuanto a los 
servicios y tarifas de viaje a las ofrecidas en Puerto Rico, los términos 
dados a los Conductores ERT, y a los consumidores en Puerto Rico. En 
caso de hallarse en violación de esta disposición la Comisión tendrá el 
poder para ordenar el cumplimiento o proceder a la imposición de multas 
según se determine por reglamento.”  

 
Sección 3.-Se enmienda el Art. 77 de la Ley Núm. 109 de 28 de junio de 1962, a los 

fines que lea como sigue: 
 
“Artículo 77.-Tarifa, pagos y recibos.  
 
(a)  ... 
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(b)  ... 
 
(c)  En un lapso no mayor de ocho (8) horas siguientes a la terminación del 

viaje, la ERT se asegurará de que un recibo electrónico se transmita al 
usuario. En dicho recibo la ERT detallará: 
 
1.  ... 
 
2.  ... 
 
3.  Un desglose de la tarifa total pagada, incluyendo cualquier 

impuesto o cargo reglamentario cobrado, de ser aplicable. 
 
(d)  ...” 
 
Sección 4.-Se enmienda el Art. 79 de la Ley Núm.109 de 28 de junio de 1962, a los 

fines que lea como sigue: 
 

“Artículo 79: Cero Tolerancia al uso y consumo de drogas ilícitas y 
alcohol; prohibición de fumar. 
 
(a) ... 
 
(b) ... 
 
(c) ... 
 
(d) ... 
 
(e) ... 
 
(f) ... 
 
(g) ... 

 
En caso de incumplimiento con respecto a las normas y políticas sobre el 

uso y consumo de drogas ilícitas y alcohol, la Comisión podrá imponer una 
multa administrativa de mil dólares ($1,000.00) por cada violación al Conductor 
ERT que infrinja esta disposición. La imposición de la multa administrativa será 
independiente a cualquier procedimiento criminal que se lleve contra el 
conductor.” 
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Sección 5.-Se enmienda el Art. 82 de la Ley Núm. 109 de 28 de junio de -1962, a 
los fines que lea como sigue: 

 
“Artículo 82.-Penalidades; Querellas 
 

El incumplimiento de la ERT o del Conductor ERT a cualquier disposición 
del presente Capítulo, conllevará la imposición de una multa de cinco mil 
dólares ($5,000) por la primera ofensa, diez mil dólares ($10,000) por la segunda 
ofensa, y la revocación de su autorización para operar como ERT o Conductor 
ERT, según sea el caso, en un tercer evento de incumplimiento.” 

 
Sección 6.-Supremacía Sobre Otras Leyes  
 
En caso de que las disposiciones de esta Ley estén en conflicto con las 

disposiciones de cualquier otra ley estatal, las disposiciones de esta Ley prevalecerán.  
 
Sección 7.-Cláusula de Separabilidad  
 
Si cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, 

disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley 
fuera anulada o declarada inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a tal 
efecto dictada no afectará, perjudicará, ni invalidará el remanente de esta Ley. El efecto 
de dicha sentencia quedará limitado a la cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, 
letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o 
parte de la misma que así hubiere sido anulada o declarada inconstitucional. Si la 
aplicación a una persona o a una circunstancia de cualquier cláusula, párrafo, 
subpárrafo, oración palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, 
capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley fuera invalidada o declarada 
inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a tal efecto dictada no afectará ni 
invalidará la aplicación del remanente de esta Ley a aquellas personas o circunstancias 
en que se pueda aplicar válidamente. Es la voluntad expresa e inequívoca de esta 
Asamblea Legislativa que los tribunales hagan cumplir las disposiciones y la aplicación 
de esta ley en la mayor medida posible, aunque se deje sin efecto, anule, invalide, 
perjudique o declare inconstitucional alguna de sus partes, o aunque se deje sin efecto, 
invalide o declare inconstitucional su aplicación a alguna persona o circunstancia.  

 
Sección 8.-Vigencia 
 
Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación. 



(P. de la C. 1560) 
 

LEY 
 
Para añadir un nuevo inciso (b) y un nuevo inciso (u), renumerar los subsiguientes 

incisos y añadir nuevos incisos (kkk) y (lll) al Artículo 1.03; enmendar el inciso 
(o) del Artículo 3.02; enmendar el inciso (i) del Artículo 5.02; y añadir un nuevo 
inciso (i) al Artículo 5.10 de la Ley 247-2004, según enmendada, conocida como la 
“Ley de Farmacia de Puerto Rico”, para incluir disposiciones alusivas a cómo 
tratar las repeticiones de medicamentos en medio de una emergencia; y para 
otros fines relacionados.  

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
El pasado mes de septiembre de 2017 Puerto Rico sufrió el paso directo del 

huracán María. Este evento atmosférico ha resultado ser uno de los más destructivos 
que se ha reportado en la historia de Puerto Rico y de Estados Unidos de América. 
Además de destrozos materiales y la pérdida de vida humana, este fenómeno provocó 
una amplia gama de situaciones y adversidades con las que ha tenido que lidiar tanto el 
Gobierno como la población puertorriqueña, siendo el cuidado de la salud una de las 
más críticas.  

 
Una de las más sensitivas relacionadas con la salud pública es aquella 

relacionada al acceso a medicamentos. La destrucción provocada por el huracán María 
afectó profundamente la infraestructura de las telecomunicaciones en Puerto Rico, 
dejando incomunicadas y aisladas a miles de personas. Como resultado, muchos 
pacientes perdieron comunicación con sus médicos prescribientes e incluso llegaron a 
quedarse sin la receta para continuar con su tratamiento farmacológico. Es 
indispensable que todo paciente pueda tener acceso a sus medicamentos para mantener 
sus condiciones de salud controladas y evitar complicaciones tanto en el curso normal, 
como en situaciones de emergencia tales como huracanes, terremotos y otros fenómenos 
naturales. Sumado a la falta de energía eléctrica y de acceso a agua potable, el no poder 
adquirir los medicamentos coloca a los pacientes en una situación de grave riesgo y 
deterioro de su salud. Esta situación pudiera repetirse en el futuro y es necesario tomar 
previsiones que nos permitan mantener un sistema de distribución y despacho de 
medicamentos funcional, aun en medio de una situación de emergencia. 

 
Por esto es preciso facilitar que los farmacéuticos, dentro de su juicio profesional, 

puedan despacharles a los pacientes sus medicinas para cubrir un periodo de 
tratamiento extendido cuando éstos no tengan comunicación con sus médicos, de este 
modo extendiendo la vida de la receta.   
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Teniendo en cuenta lo anteriormente expuesto y la necesidad de todo paciente de 
poder recibir su tratamiento farmacológico, entendemos necesario que se añada un 
periodo adicional a la vigencia de la receta, para casos de emergencia y para que dentro 
de su juicio profesional, el farmacéutico pueda despachar las repeticiones sin la 
autorización del médico prescribiente, de modo que no se vea afectada la salud del 
paciente. Esta será una medida excepcional, aplicables a situaciones muy específicas, 
por lo que los riesgos a la salud sobrepasan los riesgos a las irregularidades 
administrativas que de ordinario, vienen asociados a este tipo de decisión. No obstante, 
entendemos que para poder cumplir con nuestro Pueblo, y tomando en consideración 
las lecciones aprendidas durante el periodo más crítico de la emergencia provocada por 
el huracán María, entendemos prudente y necesario aprobar esta Ley.  

 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.-Se añade un nuevo inciso (b) y un nuevo inciso (u), se renumeran los 
subsiguientes incisos y se añaden nuevos incisos (kkk) y (lll) al Artículo 1.03 de la Ley  
247-2004, según enmendada, conocida como “Ley de Farmacia de Puerto Rico” para 
que se lea como sigue: 

 
“Artículo 1.03.-Definiciones 
 

A los fines de esta Ley, los  siguientes términos y frases tendrán el 
significado que a continuación se indica: 

 
(a) ... 

 
(b)  Administrador o Manejador de Beneficios de Farmacia, “Pharmacy 

Benefit Administrator” (PBA) y “Pharmacy Benefit Manager” (PBM).- Una 
persona natural o jurídica, ente u organización que apoya u ofrece las 
necesidades administrativas y de sistemas de información de los 
programas de beneficios de prescripción, como, pero sin limitarse, a: 
elegibilidad, procesamiento y adjudicación de reclamaciones sobre 
medicamentos recetados. Incluye aquellas personas, organización o grupo 
que ofrecen los servicios y productos que el PBA o PBM contrató con la 
farmacia así como persona natural o jurídica que son dueños o controlan 
subsidiarias que proveen administración de reclamaciones de farmacia, 
diseño y manejo de beneficio de redes de farmacias, negociación, 
autorizaciones o denegaciones, administración de descuentos de 
productos, rebates, y otros beneficios acumulados al PBM u otras drogas 
recetadas o servicios de equipos a terceros administradores. 

 
(u) Estado de Emergencia. - determinación hecha por el Gobernador de 

Puerto Rico, mediante Orden Ejecutiva, Resolución o declaración escrita al 
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respecto, ante un evento en particular, sobre cualquier situación o serie de 
situaciones que pongan en riesgo o peligro real e inminente la vida, la 
integridad, la salud o la seguridad de uno o más individuos y para lo cual 
se requiere atención inmediata. Se entenderá, a su vez, por el término 
“emergencia” cualquier situación irregular provocada como resultado de 
un evento natural o tecnológico, tales como huracanes, tornados, 
terremotos, maremotos, deslizamiento de terreno, sequía, incendio, 
explosión, ataque cibernético o informático, pérdida de o falla en los 
sistemas informáticos, entre otros eventos.  

 
...” 
 
Sección 2.-Se reenumeran los actuales incisos y se añaden nuevos incisos (kkk) y 

(lll) al Artículo 1.03 de la Ley 247-2004, según enmendada, conocida como “Ley de 
Farmacia de Puerto Rico”.  

 
Sección 3.-Se enmienda el inciso (o) del Artículo 3.02 de la Ley 247-2004, para que 

lea como sigue: 
 

            “Artículo 3.02.-Facultades, funciones y deberes de la Junta 
 

 La Junta tendrá las siguientes facultades, funciones y deberes, además de 
cualesquiera otras dispuestas en esta Ley: 
 
(a) ... 

 
... 
(o)  Otorgará acuerdos o convenios con juntas examinadoras o entidades 

similares de otras jurisdicciones para el intercambio de información sobre 
las licencias de farmacéutico y los certificados de técnicos de farmacia 
denegados, suspendidos o revocados. Durante un estado de emergencia, 
según definido en esta Ley, tendrá la facultad para permitir que un 
farmacéutico y un técnico de farmacia no residente de Puerto Rico con 
licencia activa para ejercer su profesión en otra jurisdicción de Estados 
Unidos pueda en forma temporera ejercer en Puerto Rico.” 

 
 Sección 4.-Se enmienda el inciso (i) del Artículo 5.02 de la Ley 247–2004, para que 
lea como sigue: 
 

“Artículo 5.02.-Dispensación de medicamentos de receta. 
 
(a) ... 
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... 
 
(i) No se despachará una receta expedida por facultativos 

autorizados a ejercer en la jurisdicción de Puerto Rico una vez 
transcurridos seis (6) meses después de la fecha de haber sido expedida; 
con excepción de las recetas de medicamentos clasificados como “Non-
Controlled”, que hayan sido realizadas por facultativos autorizados a 
ejercer en la jurisdicción de Puerto Rico, las cuales tendrán una 
vigencia de (1) año después de la fecha de haber sido expedida dicha 
receta.  Esto aplicará igualmente a las repeticiones de las mismas, 
excepto que las recetas expedidas por facultativos autorizados, a 
ejercer en cualquier Estado de Estados Unidos de América, podrán 
repetirse en Puerto Rico  solamente dentro del término de tres (3) meses, 
contados desde la fecha en que se registró la receta.   
 
Cuando medie un estado de emergencia, según definido en el Artículo 
1.03 de esta Ley, y un farmacéutico o un titular de un permiso de artefacto 
médico reciba una solicitud de repetición de receta, éstos podrán 
dispensar un suministro de emergencia por una única vez de hasta treinta 
(30) días del medicamento recetado. En tal caso, el farmacéutico o titular 
de un permiso de artefacto médico deberá tomar en cuenta lo siguiente: 
 
1) La receta o prescripción no sea para una sustancia controlada de la 

Clasificación I o II;  en cuanto a las clasificaciones III, IV y V, será 
necesario que el farmacéutico cumpla con todas las disposiciones 
de la “Ley de Vigilancia de Recetas de Medicamentos 
Controlados”, Ley 70-2017, amparado por su juicio profesional. 

 
2) Que dentro del juicio profesional del farmacéutico dispensador o 

del titular del permiso, la interrupción de la terapia podría 
razonablemente producir consecuencias indeseables para la salud 
del paciente. 

 
3) El farmacéutico dispensador o titular del permiso creará un 

expediente y documente las repeticiones en el sistema de datos de 
la farmacia de conformidad con la reglamentación aplicable. 

 
4) Una vez estos criterios estén presentes, el asegurador o el PBM, 

según sea el caso, tendrá la responsabilidad de pago por las 
reclamaciones fidedignas sometidas por la farmacia respecto al 
pago o reembolso de los medicamentos dispensados o 
despachados, bajo una solicitud de repetición de receta, o del 
artefacto, durante el periodo de emergencia. 
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5) Este procedimiento se considerará uno extraordinario y 
excepcional, por tanto, el farmacéutico o la farmacia, así como el 
titular de un permiso de artefacto médico, no podrán ser 
penalizados de forma alguna por el asegurador o PBM por 
cualquier omisión al proceso ordinario.  

 
6) La farmacia, farmacéutico, técnico de farmacia o titular de un 

permiso de artefacto médico, no incurrirá en responsabilidad legal 
alguna como resultado de su desempeño de buena fe y de 
conformidad con lo dispuesto por esta sección durante un estado 
de emergencia, siempre y cuando no haya incurrido en conducta  
negligente o criminal. 

 
 Esto no será de aplicación para el despacho de oxígeno por receta para uso 

ambulatorio que podrá ser despachado dentro de un término de (1) año 
después de expedida la receta. No obstante al tiempo de vigencia de la 
receta, el facultativo autorizado a ejercer en la jurisdicción de Puerto 
Rico que expide la misma, tendrá la facultad de determinar la necesidad 
de las repeticiones y la vigencia de la receta, de conformidad con los 
cambios en las condiciones de salud que presente el paciente. 

 
Para efectos de este inciso, “Non-Controlled” significa aquellos 
medicamentos  que no se encuentran incluidos en las Clasificaciones I, II, 
III, IV y V del Artículo 201 de la Ley Núm. 4 de 23 de junio de 1971, 
según enmendada, mejor conocida como la “Ley de Sustancias 
Controladas de Puerto Rico” o en la “Ley Federal de Substancias 
Controladas”, según enmendada, la cual se encuentra en el Título II del 
“Comprehensive Drug Abuse Prevention and Control Act of 1970”, Pub. 
Law, 91-513, aprobada el 27 de octubre de 1970, y en conformidad con las 
reglamentaciones estatales y federales establecidas bajo dichas leyes.” 
 

Sección 5.-Se añade un nuevo inciso (i) al Artículo 5.10 de la Ley 247–2004, para 
que se lea como sigue: 

 
“Artículo 5.10.-Farmacia 
 
(a) ... 

 
... 
 
(i) Durante un estado de emergencia, según definido en esta Ley, las 

farmacias, ubicadas en áreas de desastre declaradas por las autoridades 
pertinentes, podrán obtener, mediante la correspondiente autorización del 
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Departamento de Salud, un permiso para reubicarse temporalmente en 
una instalación de Farmacia Temporera o Farmacia Móvil. La otorgación 
de este permiso estará sujeto al cumplimiento de esta Ley.  
  
Este permiso cesará en la fecha de terminación del estado de emergencia, a 
menos que obtenga una licencia como nueva instalación de farmacia 
cumpliendo con los requisitos correspondientes establecidos en esta Ley. “ 
 

Sección 6.-Reglamentación 
 
Se conceden ciento veinte (120) días calendario al Departamento de Salud para 

promulgar y aprobar toda  reglamentación necesaria, o enmendar la existente, para dar 
cumplimiento a las disposiciones de esta de Ley, de conformidad con la Ley 8-2017, 
según enmendada, conocida como la “Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme 
del Gobierno de Puerto Rico.” 

 
Sección 7.-Separabilidad 
 
Si cualquier disposición de esta Ley o su aplicación a cualquier persona o 

circunstancia fuera declarada nula, su nulidad no afectará otras disposiciones o 
aplicaciones de la Ley que puedan mantenerse en vigor sin recurrir a la disposición o 
aplicación anulada. 

 
Sección 8.-Vigencia 
 
Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación. 



   

(P. de la C. 1725) 
 
 

LEY 
 
Para enmendar el Artículo 4 de la Ley 26-2009, según enmendada, conocida como “Ley 

del Proyecto Comunitario Estudiantil”, a los fines de disponer que podrá ser 
parte del servicio comunitario a realizarse por los estudiantes, la participación en 
actividades llevadas a cabo por clubes y/o asociaciones deportivas fuera de la 
escuela; y para otros fines relacionados. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
 La Ley 26-2009, según enmendada, mejor conocida como “Ley del Proyecto 

Estudiantil Comunitario”, establece como requisito indispensable para los estudiantes 
del sistema de educación pública del nivel superior que realicen cuarenta (40) horas de 
trabajo comunitario. A tales efectos, la antedicha Ley crea el “Proyecto de Servicio 
Comunitario Estudiantil”, adscrito al Departamento de Educación.  

 
 Esta legislación se creó tomando como base la aspiración del Programa de dirigir 

a los estudiantes próximos a graduarse de escuela superior a relacionarse y conectarse 
con el mundo al cual han de introducirse próximamente, de manera que se genere un 
enlace activo y dinámico entre la escuela y la comunidad que le rodea. Como bien 
indica dicha legislación, la apatía al servicio comunitario que indudablemente sufre 
nuestra juventud, cambiará en la medida en que estos jóvenes participen de actividades 
extracurriculares y perciban los beneficios que conlleva el trabajo colectivo en aras del 
bienestar social y, en ocasiones, personal.  

 
 La práctica del deporte en clubes y/o asociaciones deportivas fuera de horario 

escolar también logra el propósito de que los estudiantes estén expuestos a diferentes 
entornos de cara a los retos universitarios que enfrentarán, mientras promovemos 
estilos de vida activos a través del deporte. 

 
 Nuestra administración reconoce la importancia del deporte en la sociedad y los 

beneficios intrínsecos que trae consigo la práctica de este. Precisamente, el Plan para 
Puerto Rico, que el pueblo avaló el 8 de noviembre de 2016, recoge iniciativas 
específicas, como la presente medida, para fomentar y promover la participación de la 
juventud en actividades deportivas formales. Específicamente en la página 147, nos 
comprometimos con fomentar e incentivar a los estudiantes a participar en actividades 
llevadas a cabo por clubes y/o asociaciones deportivas fuera de la escuela, 
considerando las horas de entrenamiento y competencias de dichos estudiantes como 
parte de las horas de trabajo comunitario requeridas para graduarse. Igualmente, esta 
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medida ayudará a que los estudiantes que son atletas puedan aumentar sus 
posibilidades de ser becados en las universidades.  

 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 
 

 Sección 1.-Se enmienda el Artículo 4 de la Ley 26-2009, según enmendada, 
conocida como “Ley del Proyecto Comunitario Estudiantil”, para que lea como sigue:  

 
“Artículo 4.-Opciones de Servicio Comunitario 
 
Como parte de las distintas opciones de servicio comunitario a realizarse 

por los estudiantes por virtud de esta Ley, estos podrán llevar a cabo  las 
siguientes labores y/o actividades. 

 
A- Mantenimiento y acondicionamiento de los planteles escolares. 

A esos fines, se dispone que tanto el Departamento de 
Educación, así como la Oficina para el Mejoramiento de las 
Escuelas Públicas y/o la Autoridad de Edificios Públicos, 
provean a los estudiantes que llevan a cabo tareas de servicio 
comunitario, los materiales necesarios para hacer mejoras a la 
planta física, de pintura, de ornato y remozamiento de los 
planteles escolares. El Secretario de Educación tendrá la 
encomienda de determinar las labores a realizarse, tomar las 
medidas necesarias para evitar posibles riesgos a la seguridad 
de los estudiantes y cerciorarse de que las cubiertas de seguros 
con las que actualmente cuenta el Departamento, son suficientes 
para la consecución de las disposiciones de esta Ley. 
 

B- Actividades llevadas a cabo por clubes y/o asociaciones 
deportivas fuera de la escuela. A esos fines, se dispone que 
tanto el Departamento de Educación, como el Departamento de 
Recreación y Deportes, proveerán a los estudiantes las 
herramientas y orientación necesaria para poder validar las 
horas de entrenamiento de los jóvenes participantes en 
actividades en clubes y/o asociaciones deportivas fuera de la 
escuela, como parte de su trabajo comunitario. El Departamento 
de Recreación y Deportes certificará que estos clubes y 
asociaciones estén debidamente registrados y certificados.”  
 

 Sección 2.-Vigencia 
 
 Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.  



 

(P. de la C. 1835) 
  

LEY 
 

Para declarar el mes de enero de cada año como el “Mes de Concientización sobre 
Autoestima”, con el fin de promover la valoración de sí mismo de toda persona 
en Puerto Rico y concientizar sobre autoestima como fundamento de todo 
programa de prevención y de rehabilitación en la sociedad; y para otros fines 
relacionados.  

  
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
La autoestima es el conjunto de percepciones, imágenes, pensamientos, juicios y 

afectos sobre nosotros mismos. Es lo que yo pienso y siento sobre mí. La satisfacción de 
cada uno respecto de sí mismo.  Ahora bien, la autoestima no es innata, se va 
desarrollando a lo largo de la vida y puede ser modificada. Cuanto más positiva sea 
nuestra autoestima, más preparados estamos para afrontar las adversidades, más 
posibilidades tendremos de ser creativos en nuestro trabajo, más oportunidades 
encontraremos de entablar relaciones enriquecedoras y estaremos más inclinados a 
tratar a los demás con respeto.  La autoestima se construye dependiendo de la 
aceptación que tengamos en el medio ambiente familiar, social y educativo en el cual 
nos desenvolvemos, de cómo nos reciben los demás y lo que ellos esperan de nosotros. 

 
La autoestima de las personas en una sociedad tiene una enorme importancia ya 

que de la valoración que uno haga de sí mismo dependerá lo que haga en la vida y su 
participación en ella.  Además, condiciona el proceso de desarrollo de las 
potencialidades humanas y también la inserción de la persona dentro de la sociedad. 

 
El psicoterapeuta Nathaniel Branden, quien dedicó parte de su vida al estudio de 

la autoestima, expresó que cada día existe una mayor concienciación sobre la 
importancia de la autoestima.  Reconoció, además, que, así como un ser humano no 
puede esperar realizarse en todo su potencial sin una sana autoestima, tampoco puede 
hacerlo una sociedad cuyos miembros no se valoran a sí mismos y no confían en su 
mente.1 

 
La autoestima tiene varias fases, entre la que se encuentra la dimensión social.  

En una comunidad, en la cual conviva un gran número de personas con baja 
autoestima, se pudieran presentar una serie de problemas sociales, entre los que se 
destacaría la intolerancia, la insensibilidad, la criminalidad y otros males sociales.  Por 
ejemplo, la autoestima baja y el malestar depresivo se han vinculado con la conducta 
suicida en la adolescencia y en individuos vulnerables enfrentados a factores 

                                                           
1 Branden, N. (2012) El Poder de la Autoestima, Barcelona, España, Ediciones Paidós 
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estresantes.  Concientizar sobre autoestima debe ser la base de todo programa 
gubernamental para prevenir conductas antisociales y procurar la rehabilitación.   

 
Por lo antes expuesto, esta Asamblea Legislativa entiende necesario el que se 

lleve a cabo en nuestra isla una campaña orientada a concientizar sobre la importancia 
de una autoestima positiva como mecanismo para atender problemas sociales como el 
maltrato, el suicidio y el acoso escolar, entre otros.  A tales efectos, se declara en Puerto 
Rico, el mes de enero de cada año como el “Mes de Concientización sobre Autoestima”.  

 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Artículo 1.-Se declara el mes de enero de cada año como el “Mes de 
Concientización sobre Autoestima”, con el propósito de realizar una campaña orientada 
a concientizar sobre la importancia de una autoestima positiva como mecanismo para 
prevenir conductas antisociales y procurar la rehabilitación de la sociedad 
puertorriqueña. 

  
Artículo 2.-Cada año el Gobernador de Puerto Rico emitirá una proclama a esos 

efectos y exhortará a todas las entidades públicas y privadas, así como a la ciudadanía 
en general, a organizar actividades a tenor con el propósito de esta Ley. 

  
Artículo 3.-El Secretario del Departamento de Educación, el Secretario del 

Departamento de la Familia, el Secretario del Departamento de Corrección y 
Rehabilitación y el Director Ejecutivo de la Oficina Para el Desarrollo Socioeconómico y 
Comunitario, en coordinación con el Secretario del Departamento de Estado, así como 
las entidades públicas y los municipios de Puerto Rico, deberán adoptar las medidas 
que sean necesarias para la consecución de los objetivos de esta Ley, mediante la 
organización y celebración de actividades para la conmemoración y promoción del 
“Mes de Concientización sobre Autoestima”.  

 
Artículo 4.-Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación. 



 

(R. C. de la C. 28) 
 
 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 
Para ordenar al Subcomité Evaluador de Traspaso de Planteles Escolares en Desuso al 

amparo de la Ley 26-2017, evaluar conforme a las disposiciones de la Orden 
Ejecutiva 2017-32 y su reglamento; la transferencia libre de costo del 
Departamento de Transportación y Obras Públicas, transferir parte al Municipio 
de Adjuntas y parte a Casa Pueblo de Adjuntas Inc., el título de las estructuras 
edificadas en el predio y el terreno donde enclavan los mismos, que forman parte 
de la Escuela Elemental Washington Irving ubicada en el Municipio de Adjuntas; 
y para otros fines relacionados. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
El Municipio de Adjuntas mediante acuerdo con el Programa de Head Start y 

permiso otorgado por el Departamento de Educación remodeló las facilidades de la 
Escuela Elemental Washington Irving ubicada en dicho municipio. En estos momentos, 
el Municipio de Adjuntas desea continuar sus esfuerzos de remodelación para ubicar 
cinco centros de educación preescolar. A esos efectos, resulta imperante que el 
Municipio de Adjuntas tenga las herramientas adecuadas para continuar su esfuerzo 
para proveer mejor acceso a la educación a los niños del pueblo de Adjuntas.  

 
Ahora bien, se reconoce que Casa Pueblo de Adjuntas Inc., una corporación sin 

fines de lucro debidamente organizada e inscrita bajo las leyes del Estado Libre 
Asociado de Puerto Rico, junto con el Departamento de Educación suscribieron un 
Acuerdo de Colaboración. El Departamento le otorgó un Permiso de Entrada y 
Ocupación (PEYO).  Estos edificios pertenecen a la Escuela Elemental Washington 
Irving y están ubicados continuos a la estructura que alberga Casa Pueblo de Adjuntas  
Inc. A pesar que son utilizados por dicha entidad privada el Departamento de 
Educación paga agua, luz y seguros por la Escuela Elemental Washington Irving en su 
totalidad.  

 
El acceso a la educación representa un interés apremiante para el Gobierno de 

Puerto Rico. A esos efectos, la transferencia de la titularidad representa un paso 
afirmativo a favor de que los niños del pueblo de Adjuntas tengan acceso a una buena 
educación en facilidades diseñadas para esto.  No existe causa que pueda derrotar dicho 
interés apremiante. Esta Asamblea Legislativa debe fomentar el conceder las 
herramientas necesarias a los municipios para que fomenten dicho interés.  
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Por las razones expuestas, es necesario que se transfieran, a la brevedad posible, 
la totalidad de las estructuras y el terreno donde enclavan los mismos de la Escuela 
Elemental Washington Irving al Municipio de Adjuntas.  

 
Sin embargo, la situación fiscal y la realidad histórica de Puerto Rico han hecho que 

esta Asamblea Legislativa, por medio de la “Ley de Cumplimiento con el Plan Fiscal”, 
adopte una política pública destinada a la disposición de bienes inmuebles con el 
propósito de hacerle llegar mayores recursos al erario público. En ella se establece que “se 
propicia que aquellas propiedades inmuebles que en la actualidad están en total desuso, 
puedan dedicarse a actividades para el bienestar común, ya sean para usos sin fines de 
lucro, comerciales o residenciales que promuevan la activación del mercado de bienes 
inmuebles y la economía en general”.  Es de gran relevancia hacer valer la política pública 
que esta Asamblea Legislativa ha propiciado. En el balance de intereses, se puede lograr 
cumplir con ambas políticas públicas al referir la evaluación del asunto del que trata esta 
medida al Subcomité Evaluador de Traspaso de Planteles Escolares en Desuso al 
amparo de la Ley 26-2017. 

 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 
 

Sección 1.-Se ordena al Subcomité Evaluador de Traspaso de Planteles Escolares 
en Desuso al amparo de la Ley 26-2017, evaluar conforme a las disposiciones de la 
Orden Ejecutiva 2017-32 y su reglamento; la transferencia libre de costo del 
Departamento de Transportación y Obras Públicas, transferir parte al Municipio de 
Adjuntas y parte a Casa Pueblo de Adjuntas Inc., el título de las estructuras edificadas 
en el predio y el terreno donde enclavan los mismos, que forman parte de la Escuela 
Elemental Washington Irving ubicada en el Municipio de Adjuntas; y para otros fines 
relacionados. 

 
Sección 2.-Si el Subcomité Evaluador de Traspaso de Planteles Escolares en 

Desuso al amparo de la Ley 26-2017, aprueba la cesión el Departamento de Educación, 
será responsable de realizar toda gestión necesaria para dar fiel cumplimiento a la 
determinación del Comité. 

 
Sección 3.-Si el Subcomité Evaluador de Traspaso de Planteles Escolares en 

Desuso al amparo de la Ley 26-2017 aprueba la cesión el Secretario de Educación con las 
entidades públicas necesarias, transferirá los terrenos y la estructura descritos en la 
Sección 1 de esta Resolución Conjunta al Municipio de Adjuntas y a Casa Pueblo de 
Adjuntas Inc., en la siguiente distribución:  

 
1. Seis salones, que en la actualidad ocupa, Casa Pueblo de Adjuntas Inc.; 

 
2. El restante de los salones ubicados en un solar aparte al Municipio de 

Adjuntas.  
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Sección 4.-De aprobarse la cesión, el Departamento de Educación podrá imponer 
aquellas condiciones restrictivas necesarias para asegurar que las propiedades descritas 
en la Sección 1 de esta Resolución Conjunta sean utilizadas únicamente para servicios a 
las comunidades del Municipio de Adjuntas y a las comunidades de los municipios  



 
 

(R. C. de la C. 148) 
 

 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 

Para ordenar al Comité de Evaluación y Disposición de Propiedades Inmuebles, creado 
por la Ley 26-2017, según enmendada, mejor conocida como “Ley de 
Cumplimiento con el Plan Fiscal”, evaluar conforme a las disposiciones de la Ley 
y el reglamento, la transferencia libre de costo transferir, a la Junta Comunitaria 
del Casco Urbano de Río Piedras, Inc., organización comunitaria sin fines de 
lucro, bajo las condiciones y términos establecidos, la titularidad de la estructura 
donde ubica el Teatro Paradise en la Avenida Ponce de León #1060 en el Casco 
Urbano de Río Piedras, así como todos los derechos, obligaciones o 
responsabilidades sobre los bienes así cedidos o traspasados, a fin de celebrar 
actividades artísticas, culturales y de servicio comunitario que beneficien a toda 
la comunidad ríopedrense y comunidades aledañas; y para otros fines 
relacionados.  

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
        El antiguo Teatro Paradise en Río Piedras, abrió sus puertas el 12 de diciembre 
de 1945 y operó hasta el año 1987.  El Teatro se levanta en el mismo lugar donde ubicó 
el Teatro Nuevo en 1910, el segundo teatro más antiguo de Río Piedras.  El Teatro 
Paradise era la principal sala de estreno en Río Piedras en la época en que dicha ciudad 
contaba con diez (10) cines y una intensa vida urbana. Como parte del Circuito Ramos 
Cobián, el Paradise fue por décadas el principal cine de estreno de Río Piedras. Su 
ubicación en plena Avenida Ponce de León le confería una importancia especial como 
pieza central de la arquitectura y el paisaje urbano ríopedrense. Junto a la torre de la 
Universidad, las torres de la Iglesia del Pilar y las librerías, la fachada del Paradise es 
uno de los principales símbolos del Casco Urbano de Río Piedras. 
 
      En los años 1940 y 1950 se presentaron espectáculos en vivo, de artistas 
internacionales, tales como Jorge Negrete y Tongolele.  Uno de los artistas locales que 
más se presentó en esta sala fue Ramón Ortiz del Rivero, mejor conocido como “Diplo”. 
 
      El Teatro Nuevo, antecesor del Paradise, tuvo también una trayectoria 
importante.  Se le llamaba “Nuevo” en contraposición a la sala más antigua de Río 
Piedras, el Teatro Municipal o “Teatro Viejo”.  Bajo los techos de zinc de este teatro, los 
ríopedrenses vieron cientos de películas silenciosas en la época dorada de ese género.  
El Teatro Nuevo fue también un local para actividades sociales y políticas, como lo fue 
la fundación del Partido Nacionalista en 1922. 
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      En el año 2001, tras quince (15) años de estar cerrado, el Teatro Paradise estuvo 
en peligro de ser demolido durante la construcción del Tren Urbano.  La posible 
demolición del Paradise provocó entre residentes y universitarios una ola de apoyo a su 
restauración. El Departamento de Transportación y Obras Públicas (DTOP), a cargo de 
la construcción del Tren Urbano, respondió a los reclamos e hizo un compromiso con la 
comunidad de restaurar el Paradise como un centro multiusos.   
 

Durante los años 2002 y 2003 se elaboraron los planos arquitectónicos para el 
nuevo teatro y se llevó a cabo un proyecto de mitigación ambiental.  Se removió basura 
y escombros, y la estructura quedó en su coraza, con sus paredes y su configuración 
básica, aunque sin techo.  El costo de restauración se estimó en $3.2 millones.  No 
obstante, por diversas razones, entre los años 2004 y 2005, se suspendió su restauración, 
aunque el DTOP, a través de la Autoridad de Carreteras y Transportación (ACT), 
mantuvo la titularidad de la propiedad.  Sin embargo, durante los siguientes diez (10) 
años, el Paradise volvió a decaer ante la inacción de las agencias gubernamentales 
concernidas. 
 
      La reapertura del Paradise tiene grandes implicaciones para Río Piedras en el 
orden cultural, social y económico.  El Paradise puede jugar un doble papel como eje 
del distrito de librerías y el sector comercial en la Avenida Ponce de León y el Paseo de 
Diego, y como ancla de la relación entre la comunidad ríopedrense y el recinto 
universitario de Río Piedras.  
 

   En este contexto, una propuesta que permita recuperar, administrar y 
desarrollar el Paradise, con el apoyo económico y procesal de las organizaciones 
comunitarias, artísticas, culturales, de comerciantes y de otras entidades 
comprometidas con el desarrollo de Río Piedras, incluyendo el Municipio de San Juan y 
otras entidades gubernamentales comprometidas con el arte, la cultura y el bienestar 
social como entes facilitadores, potenciaría la necesaria puesta en marcha de este 
anhelado proyecto, siempre y cuando se permita el máximo de autonomía de sus entes 
fiduciarios. 

 
Es a partir de este escenario que la Junta Comunitaria del Casco Urbano de Río 

Piedras, Inc., plantea la reapropiación del Teatro Paradise en Río Piedras.     
 
Dicha Junta Comunitaria, es una organización doméstica sin fines de lucro, 

debidamente incorporada bajo las leyes del Gobierno de Puerto Rico. Es una entidad no 
gubernamental, no política, no sectaria, enfocada en el desarrollo comunitario, 
económico y social de su comunidad. Agrupa los diferentes sectores que componen la 
comunidad de Río Piedras, tales como residentes, organizaciones de base comunitaria, 
comerciantes, proveedores de servicios profesionales, estudiantes, organizaciones de 
base de fe y organizaciones sin fines de lucro.   
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      Esta organización comunitaria está facultada por la Ley 75-1995, según 
enmendada, conocida como “Ley Especial para la Rehabilitación de Río Piedras”, para 
velar por el cumplimiento del Plan de Desarrollo Integrado del sector de Río Piedras de 
manera que se realicen bajo el modelo de participación ciudadana.  Es con este fin 
presente, que la Junta ha ejecutado gestiones para desarrollar una propuesta de 
rehabilitación y desarrollo del nuevo Cine Teatro Paradise.  
 

Para alcanzar esta meta, la Junta Comunitaria del Casco Urbano de Río Piedras 
ha realizado una alianza colaborativa con el Centro de Acción Urbana, Comunitaria y 
Empresarial de Río Piedras (CAUCE), la Facultad de la Escuela de Arquitectura de la 
Universidad de Puerto Rico y el Taller de Arquitectura Social, con los siguientes 
objetivos específicos:  

 
1) Brindar a la comunidad de Río Piedras, a los residentes de Santa Rita, a la 

comunidad universitaria y al público en general, un nuevo espacio para el 
disfrute y enriquecimiento del arte y la cultura puertorriqueña. 

 
2) Establecer vínculos de colaboración e intercambio con entidades e 

instituciones culturales y educativas. 
 
3) Organizar y presentar actividades culturales dirigidas a los diferentes 

componentes de la sociedad y, en particular, a la comunidad de Río 
Piedras, como lo son los estudiantes de escuela y universitarios, 
residentes, visitantes profesionales y comerciantes. 

 
4) Celebrar actividades frecuentes que atraigan público para estimular el 

comercio y el uso de los servicios de transportación masivos. 
 

5) Promover empleos directos e indirectos como resultado de los diversos y 
múltiples trabajos relacionados con la administración, organización, 
producción, montaje y mantenimiento de un teatro, y de presentaciones 
culturales y académicas. 

 
6) Proporcionar un nuevo espacio que facilite la celebración de actividades 

culturales, cívicas, académicas y profesionales para el disfrute y 
enriquecimiento de la comunidad puertorriqueña. 

 
7) Contribuir cualitativamente a la rehabilitación del Centro Urbano de Río 

Piedras y al desarrollo cultural, social y económico de la ciudad. 
 
8) Convertir el cine-teatro Paradise en un centro cultural para la comunidad 

que permita una constante y variada programación de probada calidad, la 
creación de foros, talleres, seminarios académicos, así como clases de 
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danza, teatro, música, cine, confección de máscaras y otras actividades 
relacionadas. 

 
9) Organizar, a más largo plazo, eventos que tengan proyección nacional e 

internacional como Festivales, Encuentros y Temporadas que permita a 
nuestro público apreciar y evaluar en conjunto, el trabajo artístico de 
diversos grupos y compañías puertorriqueñas, así como extranjeras, para 
propiciar el intercambio cultural y el cotejo de propuestas artísticas tan 
necesarios para la formación de una cultura artística y de una sensibilidad 
estética tanto para nuestros artistas como para el público en general. 

 
10) Desarrollar como parte del cine-teatro Paradise, un Bistro, y Café-Teatro 

para generar ingresos adicionales para el mantenimiento del proyecto.  
 
En definitiva se trata de la reapropiación comunitaria de un espacio público 

clausurado y abandonado, para devolverlo transformado en un nuevo hábitat para el 
goce y enriquecimiento de la comunidad. Por lo antes expuesto, esta Asamblea 
Legislativa entiende necesario y meritorio actuar, y a través de esta Resolución 
Conjunta, transferir por el precio nominal de un (1.00) dólar a la Junta Comunitaria del 
Casco Urbano de Río Piedras, Inc., la titularidad y la estructura donde ubica el antiguo 
Cine Paradise. 

 
Sin embargo, la situación fiscal y la realidad histórica de Puerto Rico han hecho que 

esta Asamblea Legislativa, por medio de la Ley de Cumplimiento con el Plan Fiscal, 
adopte una política pública destinada a la disposición de bienes inmuebles con el 
propósito de hacerle llegar mayores recursos al erario público. En ella se establece que “se 
propicia que aquellas propiedades inmuebles que en la actualidad están en total desuso, 
puedan dedicarse a actividades para el bienestar común, ya sean para usos sin fines de 
lucro, comerciales o residenciales que promuevan la activación del mercado de bienes 
inmuebles y la economía en general.” Es de gran relevancia hacer valer la política pública 
que esta Asamblea Legislativa ha propiciado. En el balance de intereses, se puede lograr 
cumplir con ambas políticas públicas al referir la evaluación del asunto del que trata esta 
medida al omité de Evaluación y Disposición de Propiedades Inmuebles al amparo de la 
Ley 26-2017. 

 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:  
 

Sección 1.-Se ordena al Comité de Evaluación y Disposición de Propiedades 
Inmuebles, creado por la Ley 26-2017, según enmendada, mejor conocida como “Ley de 
Cumplimiento con el Plan Fiscal”, evaluar conforme a las disposiciones de la Ley y el 
reglamento, la transferencia libre de costo transferir, a la Junta Comunitaria del Casco 
Urbano de Río Piedras, Inc., organización comunitaria sin fines de lucro, bajo las 
condiciones y términos establecidos, la titularidad de la estructura donde ubica el 
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Teatro Paradise en la Avenida Ponce de León #1060 en el Casco Urbano de Río Piedras, 
así como todos los derechos, obligaciones o responsabilidades sobre los bienes así 
cedidos o traspasados, a fin de celebrar actividades artísticas, culturales y de servicio 
comunitario que beneficien a toda la comunidad ríopedrense y comunidades aledañas; 
y para otros fines relacionados.  

 
Sección 2.-Si el Comité de Evaluación y Disposición de Propiedades Inmuebles al 

amparo de la Ley 26-2017, aprueba la cesión el Departamento de Transportación y 
Obras Públicas, será responsable de realizar toda gestión necesaria para dar fiel 
cumplimiento a la determinación del Comité. 

 
Sección 3.-Si el Comité de Evaluación y Disposición de Propiedades Inmuebles al 

amparo de la Ley 26-2017 aprueba la cesión el Secretario del Departamento de 
Transportación y Obras Públicas  con las entidades públicas necesarias, transferirá los 
terrenos y la estructura descritos en la Sección 1 de esta Resolución Conjunta a la Junta 
Comunitaria del Casco Urbano de Río Piedras, Inc.  

 
Sección 4.-De aprobarse la cesión, el Departamento de Transportación y Obras 

Públicas  podrá imponer aquellas condiciones restrictivas necesarias para asegurar que 
las propiedades descritas en la Sección 1 de esta Resolución Conjunta sean utilizadas 
únicamente para el desarrollo de actividades o programas que redunden en beneficio 
de toda la comunidad, con la consecuencia de que no utilizarse para éstos propósitos, el 
título de propiedad revertirá de inmediato al Gobierno de Puerto Rico. 

 
 Sección 5.-El Comité de Evaluación y Disposición de Propiedades Inmuebles al 

amparo de la Ley 26-2017 deberá evaluar la transferencia propuesta en un término 
improrrogable de noventa (90) días laborables. Si al transcurso de dicho término el 
Comité no ha emitido una determinación final se entenderá aprobada la transferencia 
propuesta por lo que deberán iniciarse inmediatamente los  procedimientos requeridos 
para la cesión.  

 
Sección 6.-De conformidad con el propósito de continuar incentivando la 

actividad cultural, la revitalización del centro urbano y el desarrollo social y económico, 
las mejoras que haya que realizar a la estructura, cuyo dominio aquí se ordena transferir 
libre de costo a la Junta Comunitaria del Casco Urbano de Río Piedras, Inc., se 
beneficiarán de todos incentivos y exenciones dispuestas en la Ley 75-1995, supra, y el 
inmueble estará exento de las contribuciones territoriales, según el inciso (e) del 
Artículo 5.01 de la Ley Núm. 83 del 30 de agosto de 1991, según enmendada. 

 
Sección 8.-Esta Resolución Conjunta entrará en vigor inmediatamente después de 

su aprobación. 



(R. C. de la C. 399) 
 
 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 

Para reasignar a la Comisión Especial Conjunta de Fondos Legislativos para Impacto 
Comunitario la cantidad de un millón novecientos sesenta y siete mil setecientos 
noventa y siete dólares con sesenta y dos centavos ($1,967,797.62) provenientes 
de los balances del Inciso c, Apartado 12 de la R. C. 59-2016 por la cantidad de 
siete mil cuatrocientos cuarenta dólares con veintiséis centavos ($7,440.26), del 
Inciso i, Apartado 15 de la R. C. 63-2015 por la cantidad de tres mil quinientos 
sesenta y cinco dólares con tres centavos ($3,565.03), del Inciso l, Apartado 16 de 
la R. C. 60-2016 por la cantidad de ochenta mil ochenta y seis dólares con 
cuarenta y tres centavos ($80,086.43) del Inciso bb, Apartado 19 de la R. C. 60-
2016 por la cantidad de un millón ochocientos cuarenta mil dólares ($1,840,000) y 
del Inciso h, Apartado 7 de la R. C. 10-2017 por la cantidad de treinta y seis mil 
setecientos cinco dólares con noventa centavos ($36,705.90); con el propósito de 
llevar a cabo las obras que se describen en la Sección 1 de esta Resolución 
Conjunta; facultar para la contratación de tales obras; autorizar el pareo de 
fondos reasignados; y para otros fines. 

 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 
 

Sección 1.-Se reasigna a la Comisión Especial Conjunta de Fondos Legislativos 
para Impacto Comunitario la cantidad de un millón novecientos sesenta y siete mil 
setecientos noventa y siete dólares con sesenta y dos centavos ($1,967,797.62) 
provenientes de los balances del Inciso c, Apartado 12 de la R. C. 59-2016 por la 
cantidad de siete mil cuatrocientos cuarenta dólares con veintiséis centavos ($7,440.26), 
del Inciso i, Apartado 15 de la R. C. 63-2015 por la cantidad de tres mil quinientos 
sesenta y cinco dólares con tres centavos ($3,565.03), del Inciso l, Apartado 16 de la R. C. 
60-2016 por la cantidad de ochenta mil ochenta y seis dólares con cuarenta y tres 
centavos ($80,086.43) del Inciso bb, Apartado 19 de la R. C. 60-2016 por la cantidad de 
un millón ochocientos cuarenta mil dólares ($1,840,000) y del Inciso h, Apartado 7 de la 
R. C. 10-2017 por la cantidad de treinta y seis mil setecientos cinco dólares con noventa 
centavos ($36,705.90); con el propósito de que se reasignen como se describen a 
continuación: 

 
a. Para el pago de las subvenciones a las organizaciones sin 

fines de lucro de la Comisión Especial Conjunta de Fondos 
Legislativos para Impacto Comunitario. Según distribuido 
en la Sección 2 de esta Resolución Conjunta.   1,500,000 
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b. Para sufragar los gastos de funcionamiento de la Comisión 
Especial Conjunta de Fondos Legislativos para Impacto 
Comunitario.      325,797.62 
 

c. Para sufragar gastos para fiscalización y auditoría de las 
organizaciones sin fines lucro.                 142,000 
 

 Total $1,967,797.62 
 
Sección 2.-Se asigna la cantidad de $1,500,000 para proveer asignaciones a 

entidades e instituciones semipúblicas, públicas y privadas cuyas actividades o 
servicios propendan al desarrollo de programas y bienestar social, de la salud, 
educación, cultura y a mejorar la calidad de vida de los puertorriqueños; los 
beneficiarios de los fondos aquí asignados, deberían cumplir con los requisitos 
establecidos en la Ley 20-2015 de la Comisión de Fondos Legislativos para Impacto 
Comunitario, según se detalla a continuación: 

 
1. APNI, INC – SAN JUAN  30,000 
 
2. ASOC. POR UN MUNDO MEJOR PARA EL IMPEDIDO, 

INC. – SAN SEBASTIAN  5,000 
 
3. ASOCIACIÓN DE FOMENTO EDUCATIVO – GUAYNABO 4,000 
 
4. ASOCIACIÓN MIEMBROS DE LA POLICIA DE PUERTO 

RICO – SAN JUAN  200,000 
 
5. ASOCIACIÓN PKU DE PUERTO RICO INC – NARANJITO 17,000 
 
6. ASOCIACIÓN PRO DEPORTES Y RECREACION DE 

LEVITTOWN – TOA BAJA  5,000 
 
7. ASOCIACIÓN PRO JUVENTUD Y COMUNIDAD BARRIO 

PALMAS – CATAÑO  5,000 
 
8. ASOCIACIÓN PRTS, INC – QUEBRADILLAS  5,000 
 
9. BANDA DE GUAYANILLA, INC – GUAYANILLA  9,650 
 
10. CASA DE NIÑOS MANUEL FERNANDEZ JUNCOS – SAN 

JUAN  40,000 
 
11. CENTRO COAMEÑO PARA LA VEJEZ, INC – COAMO 5,000 
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12. CENTRO CUIDADO DE AMOR – BARRANQUITAS  20,000 
 
13. CENTRO CULTURAL Y DE SERVICIOS DE CANTERA, 

INC – SAN JUAN  10,000 
 
14. CENTRO DE DESARROLLO FAMILIAR CRISTO REINA – 

GUAYNABO  5,000 
 
15. CENTRO DE ENSEÑANZA PARA LA FAMILIA, INC – 

HUMACAO  4,000 
 
16. CENTRO DE SERVICIOS ABRIENDO NUEVOS SURCOS – 

HUMACAO  5,000 
 
17. CENTRO GERIATRICO HIGUEY – AGUADILLA  10,000 
 
18. CENTRO GERIATRICO SAN RAFAEL, INC – ARECIBO 5,000 
 
19. CENTRO RENACER, INC – GUAYNABO  10,000 
 
20. COLEGIO DE APRENDIZAJE Y DESARROLLO 

EDUCATIVO INTEGRADO (CADEI) – MOCA  50,000 
 
21. COMMUNITY ORGANIZATION OF MULTIPLE 

SCLEROSIS & CAN – MANATÍ  5,000 
 
22. CULEBRA COMMUNITY LIBRARY, INC – CULEBRA 10,000 
 
23. FORJANDO UN NUEVO COMIENZO – GUAYNABO 5,000 
 
24. FUNDACIÓN A-MAR PARA NIÑOS QUEMADOS – 

SANJUAN  10,000 
 
25. FUNDACIÓN BIBLIOTECA RAFAEL HERNANDEZ 

COLÓN – PONCE  5,000 
 
26. FUNDACIÓN CHILD – DORADO  200,000 
 
27. FUNDACIÓN COAMEÑOS POR LA NIÑEZ – COAMO 5,000 
 
28. FUNDACIÓN DEPORTIVA DEL OESTE – AGUADA  5,000 
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29. FUNDACIÓN EDUCATIVA HIMA DE SAN PABLO – 
CAGUAS  200,000 

 
30. FUNDACIÓN HOGAR NIÑITO JESÚS – SAN JUAN  45,000 
 
31. HOGAR ABRAZO DE AMOR – ARECIBO  4,000 
 
32. HOGAR ALBERGUE PARA NIÑOS JESÚS DE 

NAZARETH, INC – MAYAGÜEZ  5,000 
 
33. HOGAR CUNA SAN CRISTOBAL – CAGUAS  50,000 
 
34. HOGAR DE AYUDA EL REFUGIO, INC – GUAYNABO 8,000 
 
35. HOGAR DE ENVEJECIENTES IRMA FE POL MÉNDEZ, 

INC – LARES  10,000 
 
36. HOGAR FORTALEZA DEL CAÍDO – LOÍZA  5,000 
 
37. HOGAR INFANTÍL JESUS NAZARENO – LUQUILLO  5,000 
 
38. HOGAR POSADA LA VICTORIA – TOA ALTA  50,000 
 
39. INSTITUTO SANTA ANA, INC – ADJUNTAS 60,350 
 
40. MIS AMIGOS DE SINDROME DOWN – CAROLINA  60,000 
 
41. MOVIMIENTO EVITEMOS SUICIDIO – VEGA BAJA  3,000 
 
42. NATIONAL TALENT ACADEMY – BAYAMÓN  5,000 
 
43. P.E.S.C.A, PROYECTO EDUCATIVO EDUCATIVO SER, 

CRECER, APRENDER – HATILLO  10,000 
 
44. PEQUEÑO CAMEPEÓN DE JESUS – BARCELONETA  5,000 
 
45. PUERTO INDUSTRIES FOR THE BLINDS – MAYAGÜEZ 5,000 
 
46. PROGRAMA DEL ADOLESCENTE DE NARANJITO – 

NARANJITO  5,000 
 
47. PROYECTO NACER – BAYAMÓN  50,000 
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48. RINCÓN BEACHBOY – RINCÓN  5,000 
 
49. RONDALLA ALEGRO – HUMACAO 5,000 
 
50. SAN SEBASTIÁN DOBLE AA, INC – SAN SEBASTIÁN 5,000 
 
51. SECOND HARVEST OF PUERTO RICO – BAYAMÓN 100,000 
 
52. SOCIEDAD PRO HOSPITAL DEL NIÑO – SAN JUAN 100,000 
 
53. THE VIEQUES CONSERVATION AND HISTORICAL 

TRUST – VIEQUES  10,000 
 
Sección 3.-Se autoriza a la Comisión Especial Conjunta de Fondos Legislativos 

para Impacto Comunitario a ejecutar los acuerdos pertinentes con contratistas privados, 
así como con cualquier Departamento, Agencia o Corporación del Gobierno de Puerto 
Rico, a fin de viabilizar el desarrollo de los propósitos de esta Resolución Conjunta. 

 
Sección 3.-Los fondos reasignados en esta Resolución Conjunta podrán parearse 

con aportaciones municipales, estatales y/o federales. 
 
Sección 4.-Los fondos que se asignan a través de esta Resolución Conjunta tienen 

vigencia hasta el 30 de junio de 2020. 
 
Sección 5.-Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 

de su aprobación. 



(R. C. de la C. 401) 
 

 
 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 

Para reasignar a la Oficina para el Desarrollo Socioeconómico y Comunitario de Puerto 
Rico la cantidad de cincuenta mil dólares ($50,000.00), provenientes del balance 
disponible en el Inciso a, Apartado 13 de la Sección 1 de la Resolución Conjunta 5-
2017, a fin de realizar obras y mejoras permanentes del Centro de Entrenamiento 
de Aguada Judo Club en la Cancha All Star de Aguada; facultar para la 
contratación de tales obras; autorizar el pareo de fondos a ser transferidos; y para 
otros fines relacionados. 

 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 
 

Sección 1.-Se reasigna a la Oficina para el Desarrollo Socioeconómico y 
Comunitario de Puerto Rico la cantidad de cincuenta mil dólares ($50,000.00), 
proveniente del balance disponible en el Inciso a, Apartado 13 de la Sección 1 de la 
Resolución Conjunta 5-2017, para llevar a cabo los propósitos que se detallan a 
continuación: 

 
1. Oficina para el Desarrollo Socioeconómico y Comunitario 

 
a) Realizar obras y mejoras permanentes del Centro de 

Entrenamiento de Aguada Judo Club en la Cancha All 
Star de Aguada. $ 50,000.00 

 
  TOTAL               $ 50,000.00  
 

Sección 2.-Se autoriza a la Oficina para el Desarrollo Socioeconómico y 
Comunitario a suscribir los acuerdos pertinentes con contratistas privados, así como 
con cualquier departamento, agencia o corporación del Gobierno de Puerto Rico, a fin 
de viabilizar el desarrollo de los propósitos de esta Resolución Conjunta. 

 
Sección 3.-Los fondos reasignados en esta Resolución Conjunta podrán ser 

pareados con fondos federales, estatales o municipales. 
 
Sección 4.-Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 

de su aprobación 



(R. C. de la C. 423) 
 

 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 

Para reasignar a la Administración para el Desarrollo de Empresas Agropecuarias la 
cantidad de trescientos mil (300,000) dólares provenientes del Apartado 9, Inciso j 
de la Resolución Conjunta 18-2017, para ser utilizados según se detalla en la 
Sección 1 de esta Resolución Conjunta; facultar para la contratación de tales obras; 
autorizar el pareo de fondos reasignados; y para otros fines. 

 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 
 

Sección 1.-Se reasigna a la Administración para el Desarrollo de Empresas 
Agropecuarias la cantidad de trescientos mil (300,000) dólares provenientes del 
Apartado 9, Inciso j de la Resolución Conjunta 18-2017, para ser utilizados según se 
detalla a continuación: 

 
1. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y mejoras 

permanentes, para estudios, diseños, permisos, pareo de 
fondos relacionados a obras y mejoras permanentes, mejoras 
a vivienda, materiales de vivienda, mejoras a facilidades 
recreativas y deportivas; y para atender situaciones 
relacionadas con servicios directos y esenciales a la 
ciudadanía, tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar la 
calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 4050.09 de 
la Ley 1-2011, según enmendada, en el Distrito 
Representativo Núm. 6 300,000 
 

 Sección 2.-Se autoriza a la Administración para el Desarrollo de Empresas 
Agropecuarias a contratar con contratistas privados, entidades sin fines de lucro, 
realizar aportaciones, realizar donativos, así como con cualquier departamento, agencia 
o corporación del Gobierno de Puerto Rico, para el desarrollo y cumplimiento de los 
propósitos de esta Resolución Conjunta. 

 
Sección 3.-Los fondos reasignados en esta Resolución Conjunta podrán parearse 

con aportaciones estatales, municipales y/o federales. 
    
Sección 4.-Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 

de su aprobación. 



(R. C. de la C. 424) 
 
 
 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 

Para reasignar al Municipio de Guánica, la cantidad de un millón (1,000,000) de dólares 
provenientes del Apartado 21, Inciso (a) de la Resolución Conjunta 97-2013,  para 
obras y mejoras permanentes en el municipio; facultar para la contratación de 
tales obras; autorizar el pareo de fondos reasignados; y para otros fines. 

 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 
 

Sección 1.-Se reasigna al Municipio de Guánica, la cantidad de un millón 
(1,000,000) de dólares provenientes del Apartado 21, Inciso (a) de la Resolución 
Conjunta 97-2013, para obras y mejoras permanentes en el municipio. 

 
 Sección 2.-Se autoriza al Municipio de Guánica contratar con contratistas 

privados, entidades sin fines de lucro, realizar aportaciones, realizar donativos, así 
como con cualquier departamento, agencia o corporación del Gobierno de Puerto Rico, 
para el desarrollo y cumplimiento de los propósitos de esta Resolución Conjunta. 

 
Sección 3.-Los fondos reasignados en esta Resolución Conjunta podrán parearse 

con aportaciones estatales, municipales y/o federales. 
    
Sección 4.-Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 

de su aprobación. 



(R. C. de la C. 425) 
 

 
RESOLUCIÓN CONJUNTA 

 
Para reasignar a la Administración para el Desarrollo de Empresas Agropecuarias, la 

cantidad de dos millones quinientos mil (2,500,000) dólares provenientes del Inciso 
k, Apartado 3, de la Sección 1 de la R. C. 52-2018, según se detalla en la Sección 1 de 
esta Resolución Conjunta;  facultar para la contratación de tales obras; autorizar el 
pareo de fondos reasignados; y para otros fines. 

 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 
 

Sección 1.-Se reasigna a la Administración para el Desarrollo de Empresas 
Agropecuarias, la cantidad de dos millones quinientos mil (2,500,000) dólares 
provenientes del Inciso k, Apartado 3, de la Sección 1 de la R. C. 52-2018, según se 
detalla a continuación: 

 
A.  Administración para el Desarrollo de Empresas Agropecuarias 

 
1. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 1 75,000 
 

2. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
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población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 3. 75,000 
 

3. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 4. 75,000 
 

4. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 5. 75,000 
 

5. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
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con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 6. 75,000 
 

6. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 7. 75,000 
 

7. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 8. 75,000 
 

8. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 



4 

de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 9. 75,000 
 

9. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 10. 75,000 
 

10. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 12. 75,000 
 

11. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
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permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 13. 75,000 
 

12. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 14. 75,000 
 

13. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 15. 75,000 
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14. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 16. 75,000 
 

15. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 17. 75,000 
 

16. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 18. 75,000 
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17. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 19.   75,000 
 

18. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 22.   75,000 
 

19. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
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4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 23. 75,000 
 

20. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 24.  75,000 
 

21. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 25.     75,000 
 

22. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
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desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 26.      75,000 
 

23. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 27.   75,000 
 

24. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 28.   75,000 
 

25. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
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la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 33.    75,000 
 

26. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 35.   75,000 
 

27. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Municipio de Gurabo. 295,000 
 

28. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
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servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 37. 75,000 
 

29. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, a través 
de toda la isla. 180,000 
 

 Total                                                                             2,500,000 
 

Sección 3.-Se autoriza a la Administración para el Desarrollo de Empresas 
Agropecuarias a ejecutar los acuerdos pertinentes con contratistas privados, así como 
con cualquier Departamento, Agencia o Corporación del Gobierno de Puerto Rico, a fin 
de viabilizar el desarrollo de los propósitos de la Sección 1 de esta Resolución Conjunta. 

 

Sección 4.-Los fondos reasignados en esta Resolución Conjunta podrán parearse 
con aportaciones municipales, estatales y/o federales. 

 

Sección 5.-Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 
de su aprobación. 



(R. C. de la C. 426) 
 

 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 
Para reasignar a la Administración para el Desarrollo de Empresas Agropecuarias, la 

cantidad de un millón novecientos cuatro mil trescientos ochenta y seis dólares con 
ochenta y cinco centavos ($1,904,386.85) provenientes del Inciso n, Apartado 3 de la 
Sección 1 de la R. C. 10-2017, según se detalla en la Sección 1 de esta Resolución 
Conjunta;  facultar para la contratación de tales obras; autorizar el pareo de fondos 
reasignados; y para otros fines. 

 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 
 

Sección 1.-Se reasigna a la Administración para el Desarrollo de Empresas 
Agropecuarias, la cantidad de un millón novecientos cuatro mil trescientos ochenta y 
seis dólares con ochenta y cinco centavos ($1,904,386.85) provenientes del Inciso n, 
Apartado 3 de la Sección 1 de la R. C. 10-2017, según se detalla a continuación: 

 
A. Administración para el Desarrollo de Empresas Agropecuarias 

 
1. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 

mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 1 50,000 
 

2. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 



2 

tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 3.  50,000 
 

3. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 4. 50,000 
 

4. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 5. 50,000 
 

5. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
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deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 6. 50,000 
 

6. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 7. 50,000 
 

7. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 8. 50,000 
 

8. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
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mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 9. 50,000 
 

9. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 10. 50,000 
 

10. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 12. 50,000 
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11. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 13. 50,000 
 

12. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 14. 50,000 
 

13. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
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4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 15. 50,000 
 

14. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 16. 50,000 
 

15. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 17. 50,000 
 

16. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
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la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 18. 50,000 
 

17. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 19.   50,000 
 

18. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 22.   50,000 
 

19. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
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población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 23.   50,000 
 

20. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 24. 50,000 
 

21. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 25              50,000 
 

22. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
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con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 26.    50,000 
 

23. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 27.   50,000 
 

24. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 28.   50,000 
 

25. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
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de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 33.    50,000 
 

26. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 35.   50,000 
 

27. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Municipio de Canóvanas. 434,386.85 
 

28. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
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permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, en el 
Distrito Representativo Núm. 37.  50,000 
 

29. Para el Programa de Infraestructura Rural, obras y 
mejoras permanentes, para estudios, diseños, 
permisos, pareo de fondos relacionados a obras y 
mejoras permanentes, mejoras a vivienda, materiales 
de vivienda, mejoras a facilidades recreativas y 
deportivas; y para atender situaciones relacionadas 
con servicios directos y esenciales a la ciudadanía, 
tales como: servicios dirigidos a atender a la 
población de niños, jóvenes y envejecientes, así como 
servicios directos dirigidos a programas para mejorar 
la calidad de vida de los residentes en comunidades 
desventajadas, según lo establecido en la Sección 
4050.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, a través 
de toda la isla. 120,000 
 

 Total              1,904,386.85  
  

Sección 3.-Se autoriza a la Administración para el Desarrollo de Empresas 
Agropecuarias a ejecutar los acuerdos pertinentes con contratistas privados, así como 
con cualquier Departamento, Agencia o Corporación del Gobierno de Puerto Rico, a fin 
de viabilizar el desarrollo de los propósitos de la Sección 1 de esta Resolución Conjunta. 

 
Sección 4.-Los fondos reasignados en esta Resolución Conjunta podrán parearse 

con aportaciones municipales, estatales y/o federales. 
 
Sección 5.-Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 

de su aprobación. 
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